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léeíAinaeioDes  d«  la  Ezposicióu   Que  el  GobiefDO  de  Nicaragaa 

Gibo  Bntofia  contra  Niea-      _  -t^vi  i^.  ^i 

ngna.  onestiónHoaquitoi.  hace  ue  los  neoQOS  relativofi  a  los  pantos 
en  disoasión  con  el  Gobierno  de  S.  M.  B.— Preliminares.— El  17 
de  Jnlio  de  1877,  el  Honorable  Sidney  Locook,  Ministro  bri* 
tánico  residente  en  Centro- América,  dirigió  á  la  Secretaría  de  Es- 
tado de  Kicaragna  nna  comunicación  exigiendo  el  pago  inmediato 
de  las  sumas  reclamadas  por  los  indios  mosquitos,  en  virtad  de 
la  snbvención  estipulada  á  favor  snyoen  la  convención  d^ Ma- 
nagua de  28  de  Enero  de  1860. 

Declaraba  entre  otras  cosas  eu  ese  docameuto : 
^'Qae  para  evitar  en  lo  futuro  interpretaciones    erróneas,, 
recordaba  al  Gobierno  de  Nicaragaa  que  respecto  del  pago  de. 
bido  al  Jefe  mosco,  habiéndole  sido  asegurado  al  Gobierno  de 
S*  M.  ÍB.  por  una  cláusula   formal   del  tratado  con    la  Gran 
Bretaña,  como  nna  de  las  condiciones  para  abandonar  el   {pro- 
tectorado mosco,  el   Gobierno  de  S.  M.  poseía  el  incontestable 
derecho  de  velar  porque  las  estipulaciones  de  ese  tratado  fue- 
sen fielmente  cumplidas,  y  que  si  Nicaragua  no  hacía  los  es- 
fuerzos necesarios  para  llenar   sus  compromisos,  aunque  á  su 
pesar,  se  vería  forzado  á    intervenir  para  obtener    su    ejecu- 
ción.'' 

El  Gobierno  de  Nicaragaa  contestó  en  11  de  Agosto  que 
estaba  dispuesto  á  pagar  su  deuda,  desde  el  momento  en  que 
se  viese  prácticamente  soberano  en  el  territorio  de  la  Beserva. 

El  25  del  mismo   mes,  el  señor  Ministro  británico  replicó 

TOHO  in  1 


TEBCEBA  PABTB.---BL  DBBEOHO 


é  esta  oomaDicaciÓDf  insistieudo  ea  sa  argameato,  y  el  20  de 
Setiembre  dirigió  un  naevo  despacho,  ananoiando  que  el  sefior 
alejandro  Oollan,  Góosul  de  3.  M.  en  San  Juan  del  Norte, 
[pasaría  á  la  capital  de  Nioaragaa,  llevando  instracoiones  de  sa 
«Qobierpo  y  como  agente  especial  del  Jefe  mosco,  para  efec- 
tuar el  arreglo  final   de  aquella  reclamación. 

El  Gobierno  de  Nicaragua    respondió  el  1?   de   Noviembre 
^n  estos    términos: 

'*Tan  luego  como  de  común  acuerdo  ó  por  nna  decisión  ar 
bitral  sean  claramente  definidos  los  derechos  y  deberes  que 
incumben  á  Nicaragua  eu  el  territorio  de  la  Reserva,  como 
soberano  en  ese  territorio,  en  conformidad  con  el  tratado  de 
2S  de  Eoero  de  1860,  el  Oobierno  pagará  la  suma  de  trein. 
ta  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve  pesos  tres  centavos 
{$  30.859-03),  resto  de  los  cincuenta  mil  pesos  ($50.000)  es- 
tipulados como  subvención  para  los  indios  mosquitos. 

En  cuanto  á  los  diez  y  nueve  mil  .cuatrocientos  cnareuta 
y  siete  pesos  ochenta  y  ocho  centavos  {$  19.447-88),  recla- 
mados á  título  de  intereses,  Nitsaragua  no  se  considera  en  la 
obligación  de  satisfacerlos,  porque  la  suspensión  del  pago  re- 
trasado no  ha  sido  determinada  por  falta  de  cumplimiento 
de  sus  deberes,  sino  por  Justos  motivos  que  han  sido  alegados 
en  su  oportunidad,  y  porque  además  la  deuda  no  es  de  aque- 
llas que  por  su  naturaleza  devengan  intereses.  Sin  embargo^ 
en  este  punto,  está  dispuesto  á  someterse  á  una  justa  de- 
cisión. 

Para  evitar  la  suposición  de  que  el  Gobierno  de  Nicaragua, 
al  solicitar  la  solución  definitiva  de  toda  cuestión  referente  al 
tratado  de  Managua,  se  propone  únicamente  ganar  tiempo  ó 
eludir  el  pago,  el  Gobierno  está  dispuesto  á  consignar  en  el 
Banco  de  Inglaterra  la  cantidad  de  treinta  mil  oohocieatos 
cincuenta  y  nueve  pesos  tres  centavos  ($  30.859-03)  de  que  se 
trata,  para  que  el  Gobierno  británico  pueda  entrar  en  posesión 
de  esta  suma  desde  el  momento  en  que  toda  cuestión  haya  sido 
resuelta  por  medio  del  arbitraje. 

Al  tomar  esta  resolución,  el  Gobierno  ha  tenido  en  cuenta 
•las  razones  siguientes : 
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1?  Qae  Niearagaa  firmó  la  convención  de  28  de  Enero  de 
1860  en  el  pensamiento  de  que  qn%daba  soberano  del  territo- 
rio de  la  Beserva,  con  las  limitaciones  en  ella  establecidas,  á 
saber:  que  al  ejercer  sns  derechos  de  soberanía,  debía  respe- 
tar  los  Qsosy  costambres  délos  indios  y  los  reglamentos  qae 
de  vez  en  cuando  pudieran  darse  para  su  gobierno  interior  con 
tal  que  no  fuesen  incompatibles  con  sus  derechos  soberanos : 
que  esta  interpretación  la  ha  manifestado  constantemente  en 
la  disensión  del  asunto,  y  se  encuentra  consignada  en  las  ios- 
trucciones  dadas  al  Gobernador  Intendente  de  Bau  Juan  del 
Norte,  en  5  de  Enero  de  1875,  y  en  un  decreto  reglamentando 
la  aplicación  de  esos  derechos.  Dichos  documentos  están  regis- 
trados en  el  volumen  Foreign  rélations  of  the  (Tnited,  States  parte 
1%  1875,  páginas  150  á  152. 

2?  Que  contra  la  letra  y  el  espíritu  del  tratado,  no  son 
los  indios  quienes  ejercen  el  Gobierno  de  la  Reserva,  sino  sub- 
ditos británicos  venidos  de  Jamaica  ó  criollos,  hijos  de  estos, 
qaienes  mantienen  en  ella  un  serio  malestar,  debilitando  la  in- 
fluencia que  legítimamente  corresponde  á  Nicaragua  como  so- 
berano del  territorio,  y  hacen  uso  de  maniobras  que  tienen 
por  objeto  el  restablecimiento  del  protectorado  británico  ó  por 
Ib  menos  que  se  conserve  cierta  apariencia  de  él,  á  favor  de 
la  cual  puedan  mantener  la  situación  irregular  de  la  Reserva, 
que  hasta  hoy  se  ha  administrado  coo  absoluta  indepen- 
dencia, sin  constitución,  como  una  soberanía  reconocida  por  las 
aciones. 

.  -  3?  Que  los  nicaragüenses  están  con  frecuencia  expuestos 
á  vejámenes  de  parte  de  los  funcionarios  llamados  '^  Tutores 
de  los  indios,"  quienes  les  han  expulsado  recientemente  del 
territorio;  cometiendo  otros  diversos  actos  que  hieren  profun- 
damente la  soberanía  de  Nicaragua. 

4?  Que  si  Nicaragua  aceptara  la  soberanía  del  territorio 
de  la  Reserva  con  el  carácter  que  se  ha  pretendido  vlársele,  es 
decir,  como  un  simple  derecho  de  dominio  ó  de  propiedad, 
que  impida  á  los  indios  enajenarle  en  favor  de  ninguna*  persona 
6  Potencia  extranjera,  según  resulta  del  memorándum  de  lord 
Stanley  á    nuestro   Ministro  en  Londres,  de  19  de  Setiembre 
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de  1867  y  lo  confirman  otros  docamentos,  asumiría  graves  res- 
ponsabilidades ante  los  países  extranjeros  por  los  abasos  qae 
podrían  cometerse  contra  sns  subditos  ó  cindadanos,  quienes 
dirigirían  indudablemente  sus  reclamaciones  al  Estado  que  lleva 
el  título  de  Soberano,  y  Nicaragua  se  vería  así,  sin  provocación 
de  su  parte,  expuesta  á  serios  conflictos  internacionales  por 
actos  que  no  estaba  en  su  poder  evitar. 

5°  Que  es  de  vital  importancia  para  Nicaragua  poner  tér- 
mino á  esta  cuestión,  dejando  claramente  establecidos  los  de- 
rechos y  las  obligaciones  que  le  incumben  por  la  soberanía 
que  le  reconoce  la  convención  citada  de  1860  tanto  para  poder 
cumplir  los  actos  que  se  derivan  de  su  soberanía,  en  la  acep- 
ción técnica  de  la  palabra  y  en  conformidad  de  dicho  tratado, 
como  para  escogitar  el  medio  más  eficaz  de  poner  á  cubierto  su 
responsabilidad  ante  las  Naciones,  por  todos  los  hechos  que 
se  ejecuten  en  el  territorio  de  la  Beserva,  en  el  caso  en  que, 
contra  sus  más  íntimas  convicciones,  resulte  que  no  posee  el 
derecho  de  soberanía  que  cree  pertenecerle,  á  pesar  del  título 
de  Soberano  que  41eva,  y  aunque  ese  título  le  sea  reconocido 
por  las  diversas  Potencias. 

El  Ministro  británico  hizo  saber  el  20  de  Marzo  de  1878, 
que  el  Gobierno  de  S.  M.  había  juzgado  la  proposición  de 
Nicaragua  digna  de  consideración }  pero  que  habiendo  recibida 
ulteriores  informes  oficiales  sobre  los  procedimientos  del  Go- 
bierno nicaragüense  respecto  de  la  imposición  de  derechos  á 
la  exportación  de  San  Juan  del  Norte,  había  pensado  que  esos 
procedimientos  hacían  diñcil  para  el  Gobierno  de  S.  M.  aceptar 
semejante  proposición  :  agregaba  que  el  Gobierno  de  S.  M. 
rehusaría  establecer  el  arbitramento,  á  menos  que  se  compren, 
diesen  en  él  todas  las  cuestiones  dependientes  del  tratado  de 
Managua  y  que,  en  consecuencia,  el  Gobierno  nicaragüense  sus- 
pendiese todas  las  medidas  tomadas  en  San  Juan  del  Norte, 
y  cuya  legalidad,  en  virtud  del  tratado,  era  susceptible  de  dis- 
cusión. 

El  4  de  Abril  siguiente,  el  Gobierno  de  Nicaragua  aceptó 
el  arbitramento,    con  la  extensión   propuesta   por  el  Gobierno 

de  S.  M.  B.,   y   ordenó    se  suspendiesen    los   efectos    del    de- 
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creto  ejeoativo  de  22  de  Janio  de  1877  sobre  los  derechos  de 
exportación. 

El  8  de  Janio  de  1878,  el  Ministro  británioo  manifestó  al 
'Gobierno  de  Ificaragaa  la  satisfacción  con  qae  el  Gobierno  de 
S.  M.  había  recibido  el  ofrecimiento  de  esta  Eepública  de  so- 
meter con  gusto  al  arbitraje,  todas  las  cuestiones  dependientes 
del  tratado  de  Managna,  y  qne  había  dado  órdenes  para  sus- 
pender el  cobro  de  derechos  de  exportación  de  San  Juan  del 
Norte, 

El  Ministro  británico  hizo  observar  que  el  Gobierno  de 
S.  M.  examinaría  cuidadosamente  los  medios  adecuados  para 
llevar  á  efecto  el  arbitramento  propuesto,  y  que  cuanto  antes^ 
haría  al  Gobierno  nicaragüense  una  proposición  á  este  res- 
pecto. 

El  29  del  mismo  mes,  el  Gobierno  de  Nicaragua  manifestó 
que  aguardaba  la  proposición  del  Gobierno  de  8.  M.  para  con- 
cluir este  arbitraje. 

£1  9  de  Diciembre  de  1878,  el  Gobierno  de  8.  M.  pro- 
puso á  la  aceptación  de  I^aragua,  en  calidad  de  arbitro,  á  una 
de  las  tres  Potencias,  Austria,  Dinamarca  ó  Suecia,  por  ofre- 
cer esos  Estados  la.  mayor  garantía  de  imparcialidad,  no  te- 
niendo en  la  cuestión  ni  aun  el  más  remoto  interés.  En  caso 
de  que  Nicaragua  aceptase,  el  Gabinete  británico  indicaba, 
como  modo  de  proceder,  que  cada  uno  de  los  dos  Gobiernos 
formulase  la  cuestión  y  que  se  canjeasen  recíprocamente  esos 
escritos  para  poderlos  contestar :  esas  contestaciones,  junto  con 
la  exposición  primitiva  del  litigio,  serían  en  seguida  sometidas 
á  la  apreciación  del  arbitro.  El  Gobierno  de  S.  M.  pedía  ade- 
más que  al  alegato  de  la  Gran  Bretaña  fuese  anexa  una  ex- 
posición de  los  hechos  por  el  Jefe  mosco. 

El  Gobierno  de  Nicaragua,  teniendo  igual  confianza  en  la 
imparcialidad  de  las  Potencias  designadas,  se  apresuró  á  acep- 
tar como  arbitro  al  Gobierno  de  Austria,  así  como  el  modo 
propuesto  por  el  Gobierno  británico  para  llevar  la  cuestión  á 
sn  conocimiento ;  pero  hizo  observar  .al  mismo  tiempo  (Jue  no 
/le  parecía  conveniente  al  objeto  que  se   tenía  en    mira,  que 
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se  agregase  á  los  anexos  de  la  caestión  británica  nna  exposi- 
ción del  Jefe  mosco,  en  atención  á  qae  ese  país  constitaía  ana 
aglomeración  de  hombres,  sin  representación  antonómica  de 
ningún  género,  qne,  por  la  letra  y  el  espirita  del  tratado,  es- 
taba  bajo  la  soberanía  de  Nicaragaa. 

Después  de  estos  preliminares,  el  Gobierno  de  Nicaragaa 
se  ocupó  de  formular  la  caestión  en  términos  que  se  la  pueda 
apreciar  exactamente,  recapitulando  los  hechos  desde  su  ori- 
gen, para  que  el  arbitro  pueda  emitir  un  laudo  equitativo  y 
justo. 

El  Gobierno  de  Kicaragna  se  propone  demostrar : 

1^  Qae  el  territorio  reclamado  como  perteneciente  á  la 
tribu  mosquita,  ha  estado  siempre  bajo  la  soberanía  de  Nica- 
ragua :  que  no  ha  habido  jamás  en  este  territorio  una  suce- 
sión de  caciques  ó  príncipes  hereditarios  independientes  posee- 
dores de  derechos  soberanos,  y  que  el  protectorado  británico 
no  ha  existido  ni  podrá  existir  razonablemente  sobre  la  tribu 
mosquita: 

3®  Que  esas  relaciones  supuei^as  entre  el  Gobierno  bri- 
tánico y  la  dicha  tribu,  no  han  sido  invocadas  oficialmente, 
sino  en  estos  últimos  tiempos : 

S""  Que  el  objeto  del  tratado  celebrado  en  28  de  Enero 
de  1860  entre  Nicaragua  y  la  Gran  Bretaña,  era  restablecer  la 
posesión  y  la  soberanía  de  Nicaragua  en  el  territorio  mosquito, 
asegurando  á  los  indios  el  respeto  de  sus  usos  y  costumbres 
en  el  Gobierno  interior  del   territorio  á  ellos   reservado  : 

4°  Que  ese  trat^ido  no  ha  sido  puntualmente  observado 
por  la  Gran  Bretaña  :  que  Nicaragua  se  ha  esforzado  por  llenar 
fielmente  sus  compromisos  y  que  si  aún  no  ha  cumplido  ciertas 
condiciones,  ha  sido  por  causas  independientes  en  absoluto  de 
su   voluntad: 

5"*  En  fin,  que  la  Eepública  no  debe  nada  á  la  tribu 
mosquita,  como  resto  de  la  subvención  y  mucho  menos  á  título 
de  intereses. 

4iSííStf^c^^*SÍ'SS:  Hace  más  de  doscientos  años  que  cierto 
?Í^a?taS?^^.*^!  número  de  subditos  de  la  Gran  Bretaña  se 
establecieron  en  la  costa  de  Mosquitos  y  en  otros  diversos  puntds 
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del  Continente  español  y  de  las  islas  adyacentes  para  ejercer 
el  comercio  y  dedicarse  al  corte  de  maderas  de  tinte.  Esos 
extranjeros  estuvieron  naturalmente  bajo  la  protección  de  sa 
Gobierno;  pero,  como  al  mismo  tiempo,  ocasionaban  grandes 
perjuicios  á  las  rentas  de  la  monarquía  española  y  á  la  paz  de  sus 
colonias,  introduciendo  en  sus  especulaciones  negocios  de  contra- 
banda, y  llegando  con  este  objeto  hasta  fomentar  las  rebeliones  de 
los  indios  contra  las  autoridades  constituidas,  el  Gobierno  español 
se  esforzó  en  alejar  de  su  territorio  á  aquellos  huéspedes  peligrosos. 

Con  este  fin,  se  estipuló  en  el  artículo  4?  del  tratado  prer 
liminar  de  paz  firmado  en  Yersalles  el  20  de  Enero  de  1783^ 
entre  S.S.  M.  M.  Católica  y  Británica:  que  S.  M.  O.  no  per^ 
mitiría  en  lo  futuro  que  los  subditos  de  S.  M.  B.  fuesen  in* 
quietados  ó  molestados,  por  ningún  pretexto,  en  su  ocupación 
de  cortar,  cargar  y  trasportar  la  madera  de  tinte  ó  de  cam- 
peche, en  un  distrito  cuyos  limites  se  fijarían  ;  y  que,  con  tal 
objeto,  podrían  fabricar  sin  impedimento  y  ocupar  sin  inte* 
rrupción,  las  casas,  almacenes  que  necesitasen,  tanto  paraello8|. 
como  para  sus  familias  y  efectos,  en  el  lugar  que  se  liaría, 
ya  por  el  tratado  definitivo,  ya  seis  meses  después  del  canje 
de  las  ratificaciones.  S.  M.  O.  les  aseguraba,  en  fin,  por  este 
artículo,  el  pleno  goce  de  lo  que  quedaba  arriba  estipulado^ 
bien  entendido  que  estas  estipulaciones  no  serían  consideradas^ 
en  manera  alguna,  como  derogatorias  de  su  derecho  de  so- 
beranía. 

El  distrito  indicado  por  esta  convención  para  servir  de  re- 
fugio á  los  subditos  británicos  establecidos  en  todo  el  Conti- 
nente español,  y  en  las  islas  adyacentes,  fue  designado  y  des- 
lindado por  el  tratado  definitivo  de  paz  que  las  dos  Potencia» 
firmaron  en  Yersalles  en  3  de  Setiembre  de  1783.  En  él  se 
estipulaba,  artículo  6®  <'Que  siendo  la  intención  de  las  alta» 
partes  contratantes  obviar,  en  cuanto  fuese  posible,  los  moti* 
TOS  de  queja  y  demás  de  inteligencia  á  que  había  dado  lu- 
gar anteriormente  el  corte  de  madera  de  tinte  ó  de  campe- 
che ;  habiéndose  fundado  y  esparcido  con  ese  pretexto,  en  efl 
Continente  español,  numerosos  establecimientos  ingleses,  que- 
daba expresamente  convenido  que  los  subditos  de  S.  M.  bri— 
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tánica  tendrían  la  facultad  de  cortar,  cargar  y  trasportar  la 
madera  de  tinte,  en  el  distrito  comprendido  entre  los  ríos  Ya- 
liz  ó  Yellese,  y  Bío  Hondo,  debiendo  formar  el  cnrso  de  es- 
tos dos  ríos  el  límite  inalterable,  de  tal  suerte  que  su  nave- 
gación fuese  común  á  las  dos  Naciones,  á  saber:  el  río  Yaliz 
ó  Yellese,  desde  el  mar,  sabiendo,  hasta  frente  afrente  de  un 
lago  ó  brazo  muerto  que  se  introduce  en  el  país  y  forma  un 
istmo  ó  garganta  en  un  segundo  brazo  semejante,  que  Tiene 
del  Bío  Nuevo  ó  New  Biver;  de  suerte  que  la  linea  divisoria 
atravesará  directamente  el  istmo  y  llegará  hasta  el  otro  lago 
formado  por  las  aguas  del  Bío  Nuevo  6  New  River,  y  conti- 
nuará en  seguida  su  marcha,  por  el  cnrso  del  Bío  Nuevo,  des- 
cendiendo hasta  el  frente  de  un  riachuelo,  cuyo  origen  está 
señalado  en  la  carta  dentro  del  Bío  Nuevo  y  Bío  Hondo,  y  que  va 
á  desaguar  en  este  último  río. 

^^  Los  comisionados  respectivos  determinarán  los  parajes  con- 
venientes del  territorio  ya  designado,  para  que  los  subditos  de 
S.  M.  británica,  empleados  en  el  trabajo  de  maderas,  puedan 
sin  obstáculo  construir  las  casas  y  los  almacenes  que  sean  ne- 
cesarios para  ellos,  sns  familias  y  efectos ;  y  S.  M.  O.  les  ase- 
gura el  goce  de  todo  lo  que  estipule  el  presente  artículo;  que- 
dando bien  entendido  que  estas  estipulaciones  no  podrán 
considerarse  en  ningún  caso,  como  derogatorias  de  los  dere- 
chos de  su  soberanía.  En  consecuencia,  todos  los  ingleses  que 
puedan  encontrarse  dispersos  en  otras  partes  cualesquiera, 
sea  del  Oontinente  español,  sea  de  toda  isla  dependiente  de  di- 
cho Oontinente  español  y  por  otras  razones,  cualesquiera  que 
sean,  sin  exceipción,  se  reunirán  en  el  territorio  arriba  des- 
lindado, en  un  término  de  18  meses,  á  contar  del  canje  de  las 
ratificaciones. 

^'  Queda  también  estipulado  que,  si  existiesen  actualmente, 
en  la  parte  designada,  fortificaciones  anteriormente  erigidas, 
S.  M.  británica  las  hará  demoler  todas  y  ordenará  á  sus  sub- 
ditos que  no  construyan  nuevas.  Será  permitido  á  los  habi- 
tantes ingleses  que  se  consagren  al  corte  de  maderas,  ejercer 
libremente  la  pesca  para  su  subsistencia,  en  la  costa  del  dis- 
trito arriba  mencionado,  ó  de  las  islas  que  están  al  frente  de 
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ese  territorio,  sId  ser  inquietados,  de  modo  algooo,  por  ese 
hecho,  á  condición  de  qae  no  se  establezcan  de  ningana  ma- 
nera en  dichas  islas. " 

He  aquí  ana  estipalación  en  la  caal  S.  M.  británica  re- 
conoce clara  y  terminantemente  los  derechos  de  S.  M.  O.  en 
el  Continente  espaSol,  Inclasive  el  distrito  asignado  á  los  sub- 
ditos ingleses  para  el  corte  de  maderas  de  tinte  ó  de  campe- 
che. 

Bste  artícalo  fae,  además,  corroborado  y  amplificado  por 
la  convención  concluida  entre  S.  M.  O.  y  el  Bey  de  la  Gran 
Bretaña  con  aquel  objeto,  firmada  en  Loniires  á  14  de  Julio 
de  1786  y  ratificada  por  los  dos  monarcas.  Esa  convención  es- 
taba destinada  á  afianzar,  por  todos  los  medios  posibles,  la 
amistad  que  unía  á  los  dos  Gobiernos  y  á  los  dos  Beinos,  y  su 
deseo  mutuo  de  evitar  hasta  la  sombra  de  una  mala  intelígen- 
cia,  que  habría  podido  surgir  de  ciertas  dudas,  malos  proce- 
dimientos ú  otros»  motivos  de  desacaerdo  entre  los  subditos 
de  ambas  monarquías  que  habitaban  las  fronteras,  y  más  es- 
pecialmente en  las  regiones  lejanas,  es  decir  en  sus  posesiones 
de  América. 

El  artículo  1?  establece:  <^que  los  subditos  de'S.  M.  B. 
y  los  demás  colonos  que  habían  gozado  hasta'  este  momento 
de  la  protección  de  la  Inglaterra,  debían  evacuar  el  territo- 
rio de  Mosquitos  así  como  el  Oontinente  en  general  y  las  is- 
las adyacentes,  sin  excepción,  que  se  encuentren  situados  de  este 
lado  de  la  linea  arriba  designada  como  frontera  á  la  extensión 
del  territorio  concedido  por  S.  M.  G.  á  los  ingleses  para  los 
usos  especificados  en  el  artículo  3^  de  la  presente  convención, 
además  de  los  países  que  les  habían  ya  sido  concedidos  en  las 
estipulaciones  negociadas  por  los  comisionados  de  las  dos  co- 
ronas durante  el  año  de  1783.  ^ 

El  artículo  2°  del  tratado  asignaba  á  los  subditos  británi- 
cos límites  más  extensos  que  los  especificados  en  el  último 
tratado  de  paz. 

Por  el  artículo  3?  S.  M.  O.  extendía  la  facultad  concedida 
á  los  ingleses  de  cortar  maderas  de  tinte,  á  toda  especie  de 
maderas,  sin  exceptuar  el  caobo,    y  les  hacía  otras  concesio- 
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ne8  eD  cuanto  á  la  explotación  de  los  productos  natarales, 
estableciendo,  siu  embargo,  de  ana  manera  expresa,  que  esta 
estipulación  no  debía,  en  ningún  caso,  servil  de  pretexto  para 
establecer  en  este  país  el  cultivo  del  azúcar,  del  café,  del 
cacao,  ó  de  productos  análogos,  ni  fábricas  ó  manufacturas^ 
porque,  siendo  incontestable  que  los  terrenos  de  que  se  tra- 
taba pertenecían  todos  á  la  corona  de  España,  establecimientos' 
de  esta  naturalaga  no  podían  allí  ser  fundados^  ni  por  los  actúa* 
les  ocupantes,  ni  por  la  población  que  ocupara  el  territorio 
después  de  ellos. 

Entre  otras    condiciones,  el  artículo  7°  estipulaba:  ^^que 

los  habitantes  de  las  dichas  regiones  (donde  no  se  concedía  á  los- 

ingleses  más  que  la  facultad  única  de  utilizar  en  su  provecho^ 

As  maderas  de  diferentes  especies,  los  frutos  ú  otros  produc- 

<)n  su  estado  natural),  se  emplearían  solamente  en  el  corte- 

esperte  de  las  maderas,  así  como  en  la  cosecha   y  en 

^te  de  los  frutos,  sin  pensar  en  la  formación  de  otro» 

hiecimíentos,  ni  en  la  de  un  sistema  de  Oobierno 

salvo  los  reglamentos  que  Sus  Majestades  Oa- 

tuviesen  á   bien  promulgar  para  mantener 

^d  entre  sus  respectivos  subditos." 

decía:  '^que  todas  las  precauciones 
pos.         .   ,  ^a  impedir  el  contrabando,  y  que 

los  ingiv    - .  'le  conformarse  á  los  reglamen- 

tos que  ei  'ese  á  bien  establecer    para 

sus    subditos  en  que   pudiesen   tener  con 

ellos." 

Se  prevenía  por  el  artículo  10 :  <<  que  se  facilitara  á  todos 
los  ingleses  dispersos  los  medios  de  trasportarse  á  los  estable- 
cimientos determinados  por  dicha  convención,  en  conformidad 
con  el  artículo  6?  del  tratado  deñnitivo  de  1783." 

El  artículo  12  estipulaba:  ^'que   la  evacuación  convenida 
se  verificaría  completamente  en  el  término  de  seis  meses  des 
pues  del  canje  de  las  ratificaciones  ó  antes  si  era  posible." 

Por  el  artículo  14,  S.  M.  O.,  no  escuchando  más  que  sus 
sentimientos  de  humanidad,  prometía  al  Rey  de  Inglaterra  no 
usar  de  severidad  hacia  los  indios    mosquitos  que  habitaban. 
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la  parte  de  las  regiones  que  debfao  ser  evacuadas  en  virtud 
de  la  conveneiÓD,  á  causa  de  his  relaciones  que  habían  exis- 
tido entre  dichos  indios  y  los  ingleses ;  y  S.  M.  B.  se  com- 
prometía por  su  parte,  á  prohibir  rigurosamente  á  todos  sus 
vasallos  que  suministrasen  armas  ó  municiones  de  guerra  á  los 
indios  en  general,  que  habitaban  las  fronteras  de  las  posesio- 
nes españolas. 

De  las  estipulaciones  que  acabau  de  reproducirse^  re- 
salta manifiestamente  que  el  territorio  Mosquito,  lo  mismo  que 
todo  el  Oontinente  y  las  islas  adyacentes,  no  dejó  de  estar 
jamás  bajo  la  soberanía  de  la  monarquía  espaSola,  y,  por 
consecuencia  natural,  que  al  declararse  la  América  emanci- 
pada de  la  metrópoli  española,  las  ^Naciones  del  Oontinente 
americano  asumieron  todos  los  derechos  soberanos  que  habían 
pertenecido  á.  la  madre  patria. 

Sin  embargo,  un  Agente  británico,  el  señor  Federico  ühat- 
fíeld,  ha  pretendido  que  los  mosquitos  habían  tenido  siempre 
á  su  manera,  reyes  ó  príncipes  hereditarios,  ^  mantenido  re- 
laciones constantes  con  Inglaterra,  durante  más  de  dos  siglos. 

Fundándose  en  los  <<  Anales  de  la  Jamaica,''  de  Bridge,  hizo 
observar  que  :  "  en  1687,  cuando  el  Gobernador  duque  de  Al- 
bemarle  se  estableció  en  aquella  isla,  los  indios  solicitaran 
la  protección  de  la  corona  de  Inglaterra^  alegando,  que  el  con- 
de de  Waiwick,  en  el  reinado  de  Garlos  II,  había  tomado  po- 
sesión de  muchas  islas  en  las  Indias  Occidentales,  especialmente 
de  la  de  '^  La  Providencia"  cercana  á  su  propio  territorio  ;  y  que 
deseoso  de  establecer  entre  ellos  relaciones  de  amistad,  el 
conde  había  logrado  llevar  consigo  á  Inglaterra  á  un  hijo  del 
Bey,  dejando  en  rehenes  á  su  amigo  el  Coronel  Morris ;  que 
el  Principe  indio  vivió  allá  tres  años,  y  que,  habiendo  muerto 
su  padre  en  ese  intervalo,  él  había  creído  preferible  para  sus 
subditos  que  fuesen  gobernados  por  el  monarca  de  Inglaterra, 
en  cuyas  manos  abdicó  su  autoridad  y  á  quien,  con  toda  su 
tribu,  juró  obediencia  y  fidelidad  ; 

<'  Que  habiendo  hecho  los  mosquitos  una  nueva  y  formal 
cesión  al  soberano  inglés,  este  Príncipe  acordó  al  Bey  mosco^ 
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un  títalo  que    faé  expedido   por  el  dnqae  de  Albemarle  bajo 
el    sello  de   la  Jamaica  ; 

^^  Que  á  partir  de  aquella  época  quedó  establecida  la  eos-- 
tambre  para  los  Reyes  ó  Caciques  mosquitos,  á  su  adveai- 
miento,  de  ir  á  Jamaica  á  rendir  homenaje  en  presencia  del 
Gobernador  de  la  colouia,  de  lo  cual  existen  documentos  ofl- 
ciales ; 

^'  Qae  en  1720,  la  asamblea  de  aquella  isla,  según  se 
comprueba  por  documentos  auténticos,  ratificó  un  tratado  en 
25  de  Janio  de  dicho  año,  entre  el  Gobernador  Nicolás  Lawes 
y  Jeremías^  Bey  de  los  mosquitos,  en  que  este  último  se  com- 
prometía á  auxiliar  á  los  ingleses  contra  los  negros  marrones  que 
se  habían  sablevado ; 

^'  Que  los   indios  mosquitos    secundaron    fielmente    á    los 
ingleses,  en  diversas  circunstancias,  cuando   las  fuerzas    espa- 
ñolas  atacaron  el  establecimiento    de  Belice,  y  que,  en    1780, 
nn    cuerpo  considerable  de  entre  ellos  tomó  parteen  la  expedí 
ai6u  inglesa  sobre  San  Juan  ; 

^^  Que^  de  tiempo  en  tiempo,    se  encargaba    el    Gobierno 
del  establecimiento  en  el  territorio  mosquito  de  una  autoridad 
inglesa,  y  que  esos  nombramientos  fueron  registrados  con  re 
gnlaridad  desde  1741; 

<^Que,  aunque  la  Inglaterra  haya  evacuado  la  costa  de 
mosquitos  en  virtud  de  la  convención  de  1786,  no  por  eso  el 
Gobierno  español  pudo  ocuparla,  y  que  los  indios  continuaron 
haciendo  alarde  de  su  independencia  y  de  no  haber  sido  ja- 
más subyugados,  conservando  relaciones  continuas  con  la  Ja- 
maica, punto  principal  donde  ellos  ejercían  su  comercio; 

^'  Que  habiendo  desaparecido  del  Continente  el  poder  de 
España,  y  caído  en  desuso  las  obligaciones  de  los  tratados  que 
á  él  se  referían,  los  indios  renovaron  sus  antiguas  relaciones 
de  comercio  y  amistad  con  los  ingleses,  haciendo  revivir  la 
antigua  costumbre  de  coronar  sus  Eeyes  en  los  dominios  de 
la  Gran  Bretaña. 

«  En  efecto,  el  Bey  Federico^  fué  coronado  en  Belice  en 
1815,  Boberto  Carlos  Federico  en  1825  y  el  Bey  actual,  Jorge 
Galllermo  Clarence,  en  1845.'^ 
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El  .Agente  británico,  apoyándose  en  el  historiador  gua- 
temalteco don  Domingo  Jaarros,  que  escribió  de  1808  &  1818, 
asegura  gne  la  costa  mosqaitáy  bajo  la  denominación  de  ^'  Pro- 
vincia de  Tagnzgalpa  y  Totogalpa,"  no  fae  jamás  conquistada 
por  el  Gobierno  español  ni  sometida  á  su  autoridad;  agrega 
que  ella  estaba  habitada  por  indios  incultos  y  salvajes,  que 
mantenían  relaciones  de    comercio  con    los  ingleses. 

Afirma,  además,  invocando  las  relaciones  de  don  Diego 
de  la  Haya,  Gobernador  de  Costa  Eica  en  1720,  la  Gaceta 
Oficial  de  Guatemala  de  Abril  de  1730,  ^^  la  Memoria  "  de  don 
José  LlM)ayo  de  Briones,  Gobernador  de  Nicaragua  en  1744, 
las  cartas  de  los  Obispos  Tristan  y  Villegas  y  otras  autorida- 
des, ^^  que  el  Gobierno  español,  convencido  de  la  imposibilidad 
de  sojuzgar  por  la  fuerza  á  los  mosquitos,  creyó  conveniente 

reconocer  su  nacionalidad,  para  captarse  su  baena   voluntad, 

» 

y  libertar  así  Jas  Provincias  y  las  poblaciones  fronterizas  de 
las   depredaciones  de  esos   indios; 

<^Que  las  comunicaciones  y  la  correspondencia  crazada 
entre  las  autoridades  españolas  y  mosquitas  fueron  manejadas 
como  es  de  costumbre  hacerlo  entre  IfTacionea  independientes  ; 
que  algunos  Estados  americanos,  al  separarse  de  la  España,, 
ejecutaron  actos  explícitos  de  reconocimiento  al  Bey  de  la 
Kaeión  mosquita  ^'^  y  apela  á  otros  argumentos  más  ó  menos 
fútiles  para  demostrar  la  existencia  deesa  pretendida  Nación, 
la  sucesión  de  Beyes  ó  Príncipes  hereditarios,  y  sos  relaciones 
de  protección  con  la  Gran  Bretaña. 

Pero  todos  esos  argumentos  quedan  refutados  por  las  es- 
tipulaciones que  acabamos  de  mencionar,  y  en  virtud  de  las 
cuales  la  Inglaterra  reconoce  los  derechos  soberanos  de  la 
monarquía  española  en  el  territorio  mosquito  y  sus  habitantes, 
y  en  las  caales  S.  M.  C,  declarando  ^<  ceder  á  un  sentimiento 
de  humanidad,  promete  ai  Bey  de  Ingl  aterra  que  no  usará  de 
severidad  hacia  los  indios  mosquitos  por  las  relaciones  que 
habían  existido  entre  ellos  y  los  ingleses." 

En  ninguna  de  esas  convenciones  ni  en  otras  que  no  cita- 
mos, jamáa  se  ha  hecho  mención  de  la  existencia  de  nna  Na- 
ción mosquita   independiente  de  la  monarquía  española,  ni  de 
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la    sQcesióo  de  Beyes    de   qae  habla  el  Agente   de  la  ^Gran 
Bretaña  en  dentro  América. 

La  historia  tomada  de  los  <^  Anales  de  la  Jamaica/'  suponién- 
dola verídica  en  todos  sns  detalles,  demostraría  únicamente 
que  el  snpnesto  Bey  de  Mosqnitia,  con  toda  su  tribu,  al  ab- 
dicar su  pretendido  poder  en  favor  de  la  corona  de  Inglaterra, 
y  al  rendir  pleito  homenaje  ante  el  Gobernador  de  ia  Jamaica, 
no  formaban,  por  decirlo  así,  más  que  una  aglomeración  de 
hombres  salvajes  é  incultos,  una  horda  incapaz  de  comprender 
los  derechos  que  incumben  á  una  Kación   soberana. 

Por  otra  parte,  no  podría  admitirse  el  principio  de  que 
los  Jefes  rebeldes  á  la  soberanía  de  la  Nación  tengan  el  de- 
recho de  someterse  á  una  Nación  extranjera  y  de  someter  á 
ella  el  país  que  pretenden  representar.  Tal  principio  consa- 
graría la  disolución  de  las  sociedades. 

Los  argumentos  fundados  en  las  circunstancias  de  que  las 
autoridades  de  la  colonia  inglesa  de  la  Jamaica  celebraban 
convenciones  con  los  indios,  y  que  S.  M.  B^  ejercía  su  so- 
beranía en  la  costa  de  mosquitos,  enviando  autoridades  para 
administrar  el  establecimiento  británico  en  aquella  costa,  prue- 
ban que !  no  existían  Beyes  indígenas  ni  alianza  con  el  Gobier- 
no inglés,  y  demuestran  la  violación  de  los  pactos  solemnes 
celebrados  con  la  monarquía  española. 

Es  una  aserción  inexacta  la  del  señor  Ohatfield,  cuando 
asegura,  fundándose  en  la  autoridad  del  historiador  Juarros, 
que  las  autoridades  españolas  no  ejercieron  jamás  verdadero 
dominio  en  el  territorio  mosquito.  A  la  verdad  resulta  de 
documentos  auténticos,  que  dicha  autoridad  mantenía  estable- 
cimientos en  Blueftelds,  Oabo  de  Gracias  á  Dios  y  Bío  Tinto  ; 
que  tenían  en  el  cabo  una  administración  de  hacienda,  para 
la  que  fue  nombrado  don  José  Anza  y  Torres,  y  que  en  el 
Bío  Tinto  había,  en  1800,  un  centro  de  población,  un  fuerte 
y  una  guarnición  de  españoles  bajo  el  mando  de  don  Antonio 
Echeverría. 

Hay  otros  hechor  qu^  prueban  el  ejercicio  efectivo  de  la 
soberanía  de  la^  España  en'  los  mosquitos,  y,  en  particular,  las 
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-ciroanataneiss  de  qae  el  hijo  mayor  de  Garlos  Oastilla  (Jefe 
de  aquellos  indios,  casado  á  fines  del  siglo  pasado  con  dofia 
María  Bodrígaez,  del  distrito  de  Ohontales),  era  bequista  en 
el  seminario  tridentino  de  la  oiadad  de  León,  bajo  la  aatori- 
dad  del  Oobemador  de  aqaeUa  Provincia  y  obtnvo  del  Go- 
bierno espafiol  el  grado  y  saeldo  de  Capitán. 

Pero  los  documentos  qae  demuestran  de  ana  manera  irre- 
fragable qae  el  monarca  español  ejercía  ana  soberanía  efectiva 
en  la  costa  de  Mosquitos,  cuya  población  se  desarrollaba,  y 
qae  esta  costa,  lo  mismo  que  el  puerto  de  San  Juan  del  Ñor 
te,  han  pertenecido  siempre  á  Nicaragua,  son  las  reales  ór- 
denes de  26  de  Febrero  de  1796,  de  28  de  Marzo  del  mismo 
aflo  de  1798,  de  20  de  Noviembre  de  1803  y  de  31  Marzo  de 
1808,  todas  destinadas  á  abrir  el  puerto  de  San  Juan  del 
Norte  para  qae  la  Provincia  de  Nicaragaa  y  las  otr^is  Pro- 
vincias del  Beino  de  Guatemala,  alejadas  más  de  300  legaas 
de  la  capital  y  los  paertos  de  Omoa  y  de  Santo  Tomás  de  Oas- 
tilla, padiesen  hacer  sa  comercio  directo  con  la  metrópoli  y 
protejer  ana  expedición  dirigida  por  don  Juan  Zavala  de  Oádiz 
al  paerto  de  San  Juan. 

Se  puede  leer  en  la  Beal  Orden  de  31  de  Marzo  de  1808 : 
'<  El  Bey  ha  tomado  conocimiento  de  lo  que  asted  expone 
en  sa  carta  de  3  de  Enero  de  1806,  número  609,  y  en  la  de 
18  de  Jalio  del  mismo  año,  número  652,  acompañando  la  me- 
moria relativa  á  la  navegación  y  al  comercio  del  Bío  San 
Jnan  de  Nicaragaa  proponiendo  el  mantenimiento  de  su  libre 
franquicia,  y  qne,  para  promover  el  desmonte  y  cnltivo  de  los 
terrenos  limítrofes  se  concede  á  sns  habitantes  los  mismos 
favores  que  los  acordados  por  Beal  Orden  de  20  de  Noviembre 
de  1803  á  los  nuevos  habitantes  de  las  costas  de  Mosquitos, 
á  saber ;  fcanqnicia  de  derechos  y  de  diezmos,  durante  diez 
años,  de  los  frates  que  se  cosechen,  hasta  uoa  distancia  de  diez 
legaas  del  río  á  una  y  otra  de  sas  márgenes. 

<<  El  Bey  habiendo  sido  informado  may  detalladamente 
de  los  conceptos  de  esta  exposieión^  se  ha  servido  aprobar  las 
tnedidae  que  usted  propone,  y  ka  resuelto,  además,  que  una 
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población^  qae  no  exceda  de  trescientas  almas,  pueda  esta*^ 
blecerse  en  los  alrededores  de  dicho  río  de  Kicaragaa." 

Independientemente  de  estos  documentos  históricos  que 
demuestran  el  ejercicio  de  la  sobeíanía  de  España  en  San  Juan 
del  Norte  y  la  costa  de  Mosquitos,  se  puede  recordar  que  la 
federación  centro-americana  mantuvo  constantemente  en  dicho 
puerto  de  S^n  Juan  una  aduana  de  que  Nicaragua  entró  en 
posesión  cuando  la  federación  fue  disuelta. 

Añadamos  que  ei  hecho  de  esta  soberanía  fue  reconocido 
de  una  manera  ruidosa  por  los  Agentes  mismos  de  la  Gran 
Bretaña,  con  motivo  del  bloqueo  de  dicho  puerto,  ejecutado 
en  1842  y  1844. 

El  Yice-almirante,  Sii  Adams  Knight,  Comandante  en 
Jefe  de  las  fuerzas  navales  de  S.  M.  B.  en  la  América  del 
Norte,  Indias  Occidentales  y  mares  adyacentes,  consignó  lo 
que  sigue  en  su  declaración  de  24  de  Enero  de  1844 1-^^  <  De- 
claro bloqueado  el  puerto  de  San  Juan  de  Nicaragua  y  la  ce- 
sación de  todo  tráfico  de  comercio  hasta  que  todas  las  recia  • 
maciones  de  los  subditos  de  S.  M.  B.  hayan  sido  satisfechas." 

Queda  pues,  demostrado,  en  resumen,  que  el  puerto  de 
San  Juan  del  Norte  y  la  costa  de  Mosquitos  pertenederoni 
en  todo  tiempo,  á  la  soberanía  de  España,  en  cuyos  derechos 
la  sucedió  Nicaragua ;  que  en  ninguna  época  ha  existido  una 
sucesión  de  Caciques  ó  Príncipes  hereditarios  independientes 
con  derecho  soberano  sobre  el  territorio,  y  que  el  protectorado 
britáuico  no  se  ha  ejebcido  ni  podía  razonablemente  ejercerse 
sobre  esa  tribu. 
pretenBiooes  que  lian       A  pesar  del  grau  uúmero  de  documentos 

sargldo  respecto  dtlpro-  .1        j»  tj.         i_i\i.        •■ 

tootorado  británico  sobre    quc  compruebau    la    falta  absoluta  de   una 

U  pretendida  monazqnía  .  ..  ,  a.     ^        ^ 

mosquita.  mouarquía  mosquita   y    de  un  protectorado 

británico,  los  Agentes  de  Inglaterra,  desde  la  independencia 
de  Centro  América,  han  supuesto  que  existe  en  la  tribu  de 
mosquitos  una  antigua  monarquía  hereditaria,  aliada  de  In- 
glaterra y  colocada  bajo  su   protección. 

Esta  pretensión  no  se  manifestó  en  los  primeros  días  de  la 
independencia;  sino  que  tan  sólo  data  desde  183S. 

£1  Vice-cóusul  británico,  don  Juan  Foster,  hizo  saber  al 
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Poder  Ejecativo  de  Nicaragaa,  por  medio  de  ana  comanicación 
de  10  de  Setiembre  de  aqael  año,  que  el  Cónsul  general  aca- 
baba de  recibir  informes,  de  qae  el  Supremo  Gobierno  trataba 
de  disponer  de  terrenos  pertenecientes  á  los  mosquitos,  en  la 
costa  del  Korte;  que  esa  tribu  formaba  una  Nación  recono- 
cida por  S.  M.  B.,  quien  no  vería  con  indiferencia  cualquiera 
disposición  que  tendiese  á  la  enagenación  de  dichos  terrenos. 

El  22  del  mismo  mes,  el  Gobierno  contestó  al  Vice-cónsul 
británico,  negando  el  hecho  de  la  enagenación  de  los  terrenos 
designados ;  porque,  en  efecto,  tal  disposición  no  existía ;  pero 
al  mismo  tiempo  declaró  con  energía  que  ninguna  Nación  podía 
impedirle  disponer  de  terrenos  comprendidos  en  el  territorio 
del  Estado. 

El  Gobierno^  por  medio  de  una  comunicación  de  22  de 
Setiembre,  llevó  este  incidente  á  conocimiento  de  la  Asamblea 
Constituyente,  así  como  la  pretensión  snjerida  á  los  mosquitos 
por  sus  protectores  ingleses,  de  apoderarse  del  litoral  Norte 
de  este  istmo  hasta  el  puerto  de  Boca  Toro. 

El  documento  en  que  por  primera  vez  aparece  la  interven- 
ción de  un  Agente  del  Gobierno  británico  en  los  asuntos  de 
los  mosquitos,  es  el  testamento  de  Boberto  Garlos  Federico, 
Jefe  de  aquella  tribu,  otorgado  en  25  de  Febrero  de  1840. 
Habiendo  el  Coronel  don  Alejandro  Mac  Donald,  Superinten- 
dente del  establecimiento  de  Belice,  atraído  el  Cacique  á  aquel 
punto,  colmándole  de  atenciones  y  cuidados,  y  festejándole 
de  mil  maneras,  Boberto  Carlos  declaró: '^  que  era  su  voluntad 
7  placer  que  los  negocios  de  su  Beino  fuesen  puestos  en  ma- 
nos de  los  comisionados  nombrados  por  él,  á  propuest>a  de 
su  Eminencia  el  Coronel  Mac  Donald  para  que  fuesen  mane- 
jados, dirigidos  y  administrados,  bajo  la  sanción  y  con  la 
aprobación  de  dicho  Coronel  Mac  Donald,  teniendo  dichos  co- 
misionados las  funciones  y  facultades  de  regentes  durante  la 
minoridad  de  su  heredero."  Nombra  á  dicho  Coronel  Mac 
Donald  y  á  los  comisionados,  tutores  de  sus  hijos,  que  son  los 
Príncipes  Jorge  Guillermo  Clarence  y  Alejandro,  y  las  Prin* 
cesas  Inés  y  Victoria.    En  caso   de  muerte  de  dicho  Coronel 
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Mac  Douald,  los  referidos  comisionadoa,  en  su  calidad  de  tu- 
tores y  regeateSi  ocurriráu  al  Oobierno  de  S.  M.  la  Beiaa 
de  la  Oran  Bretaña,  para  que  se  llene  ta  vacante  dejada  por 
«a  maerte. 

^'Al   pablicar  y   manifestar   esta  voluntad  y   este    deseo, 
^nego  encarecidamente  á  Sn   Excelentísima  Majestad  la  Reina 
«de  la  Oran  Bretaña,  continúe  prestando  benévolamente  á  mis 
herederos  y  á  mi   Nación  aquella  protección  que  mis  antepa- 
£)ado8  han  recibido  durante  tan   largo  tiempo,  y  que  ha  con- 
servado la  paz  y  la  prosperidad  de  mis  dominios." 

El  Cónsui  general  inglés,  don  Federico  Ghatfíeld,  pasó  una 
comunicación  á  Nicaragua  en  1842  con  motivo  de  la  recla- 
mación hecha  en  15  de  Octubre  de  1841  al  Gobierno  de  S.  M.  B., 
respecto  del  rapto  del  Coronel  don  Mannel  Qaijano,  entonces 
Administrador  del  puerto  de  San  Juan  del  Norte,  efectuado 
ii  el  Superintendente  de  Bolice,  Coronel  Alejandro  Mac  Do- 
uald. 

El  señor  Chatfíeld,  para  esculpar  á  Mac  Donald  de  una 
intervención  ilegítima  en  la  soberanía  de  Nicaragua,  alegó  que 
el  puerto  de  San  Juan  pertenecía  al  territorio  mosquito. 

Entretanto,  el  Superintendente  de  Belice,  en  10  de  No- 
viembre de  1841,  informó  al  Oobierno  de  Nicaragua,  que  es- 
tando resuelta  S.  M.  B.  á  sostener  sus  relaciones  políticas  con 
su  antiguo  aliado  el  Rey  de  la  Nación  mosquita,  continuaría 
reconociendo  á  este  Príncipe  como  independiente  y  soberano, 
y  dándole  su  protección  en  el  goce  y  conservación  de  sus 
justos  derechos;  asegurando,  en  nombre  del  Oobierno  de  la 
Jamaica,  que  respecto  del  territorio  en  cuestión  entre  el  Es- 
tado de  Nicaragua  y  la  Nación  mosquita,  las  antoridades  in- 
glesas estaban  en  las  mejores  disposiciones  para  entablar  una 
negociación  amistosa. 

El  Oobierno  contestó  á  esta  nota  con  una  comunicacióa 
de  20  de  Enero  de  1842,  en  la  cual  hacía  observar  que  jamás 
había  existido  cuestión  territorial  con  la  tribu  mosquita,  y  que 
para  dar  una  contestación  completa  á  la  mencionada  nota,  era 
indispensable : 
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1^  Qoe  el  Saperintendente  produjese  la  credencial  del 
Gobierno  de  3.  M.  B.,  aatorizándole  á  entrar  en  relaciones  de 
«ata  naturaleza  con  los  varios  Gobiernos  de   Centro  América. 

2®  Qae  entregase  también  un  ejemplar  auténtico  del  tra-- 
tado  de  alianza  que  decía  haber  sido  celebrado  por  S.  M.  B. 
con  el  Jefe  de  la  tribu  mosquita. 

El  Cónsul  Chatfield  guardó  silencio  basta  el  P  de  Julio 
de  1844,  fecha  en  que  dirigió  á  los  Estados  de  la  unión 
Centro-americana  una  circular  notificándoles  que  S.  M.  la 
Beina  Victoria  continuaría  dispensando  su  protección  á  su  an- 
tiguo aliado  el  Bey  mosquito,  procurando  mantener  su  auto- 
ridad legítima,  fomentando  la  civilización  de  sus  subditos, 
defendiendo  sus  derechos  territoriales  y  desarrollando  los  re- 
cursos naturales  del  país. 

Con  tal  objeto  nombró  á  Mr.  Waiker,  antiguo  Secretario 
de  la  Superintendencia  de  Belice,  Cónsul  Besidente  en  el  terri- 
torio mosquito,  y  ofreció  el  apoyo  de  S.  M.  B.,  en  todo 
tiempo,  para  un  arreglo  equitativo  de  los  puntos  en  cues- 
tión. 

El  10  de  Julio  de  1844,  llegó  á  Bluefields  en  la  fragata 
inglesa  Sspartanaf  Mr.  Waiker,  Cónsul  nombrado  por  el  Go- 
bierno   de  S.  M.  B. 

Estanislao  Bell,  asumiendo  el  título  de  ^herifl  y  de  Co- 
mandante electo  por  la  Begencia,  durante  la  minoridad  del 
pretendido  Soberano  mosquito,  escribió  al  Gobierno  de  nicara- 
gua, con  fecha  12  de  Agosto  de  aquel  año,  con  motivo  de 
haberse  hecho  improductiva  la  pesca  del  carei,  manifestando 
que  esto  provenía  de  que  la  costa  meridional  de  San  Juan 
de  nicaragua  estaba  ocupada  por  hijos  de  dicho  Estado  y  de 
Costa  Bica,  lo  que  constituía  una  violación  de  los  derechos 
de  S.  M.  Mosquita,  y  obligaba  á  adoptar  en  lo  futuro  medidas 
represivas,  sin  que  se  pudiese  responder  de  las  consecuen- 
cias que  resultarían  en  caso  contrario. 

En  16  del  mismo  mes  y  año,  Estanislao  Bell  hizo  llegar 
al  Gobierno  de  Nicaragua  una  protesta  que  decía  haber  re- 
dactado en  aquella  fecha,  en  presencia  del  Cónsul  Waiker,  y 
que  estaba  concebida  en  estos  términos: 
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^'Afirmo  y  declaro:  qae  desde  tiempo  inmemorial,  los 
límites  de  este  Beioo  al  Sar  y  al  Este,  han  sido  un  lagar 
llamado  King  Bappare  (el  desembarcadero  del  Bey)  á  algunas 
legaas  al  Este  de  la  lagaña  de  Ohiriqaí ;  qae  toda  la  costa  de 
Nioaragaa,  inclasive  el  panto  llamado  ^<  El  desembarcadero  del 
Bey,"  y  el  país  entero  desde  esta  costa  hasta  la  cadena  de 
los  volcanes  de  Veraguas  y  Oosta  Bioa  á  Serapiqaí,  en  el 
río  San  Juan  de  Kicaragua,  estavieron  desde  tiempo  inmemo- 
rial, sujetos  á  los  Beyes  mosquitos   y  fueron  sas  tribotarios.'^ 

En  26  de  Mayo  de  1845,  el  Oónsul  general  británico  dirí^ 
gió  una  nueva  circular  á  los  Gobiernos  de  los  Estados,  no- 
tificándoles que  el  joven  Bey  mosquito  acababa  de  ser  coro- 
nado, en  10  del  mismo*  mes,  en  el  establecimiento  de  Hé- 
lice. 

A  esta  notificación  el  Gobierno  de  Nicaragua  contestó  en 
17  de  Julio  de  1845,  reproduciendo  la  protesta  que  don  Fran- 
cisco  Oastellón,  Ministro  Plenipotenciario  de  Nicaragua  y  Hon- 
duras, había  dirigido  en  25  de  Setiembre  de  1844,  al  Gabinete 
británico,  con  motivo  de  la  ocupación  de  Bluefields  por  los 
ingleses,  y  en  la  cual  exponía  los  fundamentos  legítimos  del 
derecho  territorial  que  conservaba  Nicaragua  sobre  toda  la  costa 
del  I^orte. 

La  coronación  del  Jefe  mosquito  fue  seguida  de  un  nuevo 
silencio,  que  no  fue  interrumpido  hasta  1847  por  los  rumores 
que  circularon  de  que  los  protectores  de  los  mosquitos,  se 
preparaban  ya  á  efectuar  la  usurpación  del  litoral  del  Norte 
de  la  Bepública  por  la  ocupación  violenta  del  puerto  d^  San 
Juan. 

El  1^  de  Julio  del  mismo  año,  efí  Cónsul  Walker,  tomando 
bajo  su  protección  al  señor  Barruel,  subdito  francés,  que  liabía 
sido  detenido  por  orden  de  la  Comandancia  del  puerto,  había 
dicho  á  aquella  autoridad : 

*<  Creo  conveniente  hacer  saber  á  usted  (cosa  de  que  usted 
no  ha  tenido  hasta  ahora  sino  un  conocimiento  imperfecto) 
que  el  señor  Federico  Chatfíeld,  Cónsul  general  de  S.  M.,  en 
los  Estados  de  Centro  América,  ha  recibido  instrucciones  para 
designar  á  estos  Estados,  los  limites  que  el  Gobierno  británico* 
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-está  determinado  á  mantener  como  correspondientes  al  derecho 
-del  Soberano  de  los  mosquitos,  y  que  comprenden  el  rio  de 
de  San  Joan»" 

Bl  Oobíerno  de  Nicaragua  se  dirigió  al  señor  Vice-cónsul 
británico,  con  qaien  había  liquidado  en  su  tiempo  la  deuda  federal 
inglesa,  pidiéndole  informes  sobre  la  novedad  que  anunciaba  Mr. 
Walker ;  y  protestando,  por  otra  parte,  la  irresponsabilidad  de 
Nicaragua,  por  la  impotencia  á  que  se  le  reducía  de  pagar  su 
deuda,  despojándola  de  su  mejor  puerto. 

Expidió,  además,  con  fecha  23  de  Julio  de  1847,  una  cir« 
cular  á  los  Gobiernos  de  Centro  América,  informándoles  de  la 
próxima  usurpación  proyectada,  é  invitándoles  á  que  hiciesen 
conocer  sus  disposiciones  respecto  de  la  defensa  de  !a  causa 
general. 

El  señor  Vice-cónsul  contestó  en  26  del  mismo  mes  con- 
firmando la  noticia,  sin  tomar,  no  obstante,  en  consideración 
los  grandes  embarazos  en  que  se  veía  Nicaragua  para  asegurar 
su  crédito  con  el  público  inglés. 

Los  Qobiernos  hermanos  manifestaron  á  Nicaragua  que 
estaban  resueltos  á  salvar  la  patria  amenazada. 

Este  Oobierno  recibió  del  Cónsul  general  británico  una 
comunicación,  fechada  á  10  de  Setiembre  de  1847,  en  la  cual 
se  decia :  '<  Que  el  Gobierno  británico,  en  consideración  á  las 
cuestiones  suscitadas  en  diversas  épocas  con  los  Estados  de 
Honduras  y  Nicaragua,  respecto  de  las  fronteras  marítimas 
del  Eeino  de  los  Mosquitos,  después  de  haber  examinado  aten- 
tamente los  hechos,  era  de  opinión  que  el  derecho  territorial 
del  Rey  mosquito  debía  ser  mantenido,  extendiéndose  desde 
el  cabo  de  Honduras  hasta  la  embocadura  del  río  San  Juan," 
agregando  qne,  en  consecuencia,  estaba  encargado  de  prevenir 
á  los  Supremos  Gobiernos  de  estos  dos  Estados,  que  aquella 
extensión  de  costa  era  considerada  por  S.  M.  B.  como  la  que 
pertenecía  de  derecho  al  Eey  mosquito,  sin  perjuicio  de  lo  que 
pudiera  corresponderle  más  al  Snr   de  San   Juan. 

Este  documento  terminaba  con  la  siguiente  declaración : 
•que  '^  S.  M.  no  podía  ver  con  indiferencia  una  tentativa  cual- 
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quiera  de  asarpación  de  los  derechos  territoriales  del  Soberano 
mosquito,  que  estaba  colocado  bajo  su  protección .'' 

En  presencia  de  semejante  aviso,  el  Gobierno  de  Nicaragua 
concibió  la  idea  de  llevar  esos  hechos  á  conocimiento  de  las 
Potencias  europeas,  y  con  este  objeto  acreditó,  en  8  de  Octubre^ 
al  señor  don  José  Marcoleta,  Ministro  Plenipotenciario  ante 
las  Gortes  de  Francia,  Holanda  y  Bélgica,  siendo  conduc- 
tor de  una  memoria  muy  extensa  sobre  los  acontecimientos 
que  se  preparaban  y  los  derechos  contra  los  cuales  se  iba  á 
atentar,  encargándole  que  diese  comunicación  del  asunto  al 
Parlamento  británico. 

El  14,  el  Gobierno  contestó  al  Oónsul  general  de  S.  M.  B., 
defendiendo  como  convenía  los  derechos  de  Nicaragua. 

El  25,  el  señor  Jorge  Hodgson,  investido  del  titulo  de 
antiguo  Consejero  del  Bey  mosquito,  intimó  al  Comandante 
de  San  Juan,  señor  don  Bafael  Bermúdez,  que  evacuase  el 
puerto  antes  de  dos  meses,  intimación  que  hizo  por  medio  del 
Comandante  de  la  fragata  de  guerra  de  S.  M.  B.  Alarma^  que 
se  presentó  en  dicho  puerto  el  26  en  la  tarde. 

La  misma  intimación  fue  hecha  al  Gobierno :  en  ella  se 
declaraba  además,  que  si  el  P  de  Enero  de  1848  no  estaba 
efectuada  la  evacuación  del  puerto,  se  recurriría  á  la  fuerza 
para  obtenerla. 

El  Comandante  protestó  digoa  y  eüérgicamente,  en  27  de 
Octubre,-  contra  la  violencia  ejercida  para  apoderarse  de  aquella 
antigua  propiedad  de  la  República,  y  el  8  de  Noviembre  si- 
guiente, el  Gobierno  escribió  á  Mr.  Hodgson  que  la  ^'cues- 
tión se  disentía  en  aquel  momento  con  el  Cónsul  de  S.  M.  Bri- 
tánica, quien  parecía  autorizado  para  resolverla ;  pero  que  en 
caso  de  que  la  ocupación  del  puerto  se  efectuase  antes  por  la 
fuerza,  el  Gobierno  de  Nicaragna  estaba  dispuesto  á  hacer  uso 
de  todos  sus  recursos  para  defender  la  dignidad  del  Es- 
tado.^ 

Dirigió,  además,  en  11  del  mismo  mes  una  comunicación 
al  Gobernador  de  la  Jamaica,  invocando  su  autoridad  para  im* 
pedir  el  abuso  que  se  hacía  de  las  fuerzas  navales  de  S.  M. 
Británica,  turbando  las  relaciones  de  paz  y  de  comercio,  atentando 
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contra  la  tranquilidad   del  Estado,  y   usurpando    sus  dorechos 
más  sagrados  j   menos  contestables. 

Todas  esas  oircanstancias   faeron   llevadas   á  conocimiento 
de  los  Oobiernos  más  respetables  del  Continente,  en  conside- 
ración  á  los  grandes  intereses  generales  envaeltos  en  la  caes 
tión,  y  á  la  justicia  de  la  causa  de  I^icaragna, 

En  efecto,  la  amenaza  fue  cumplida,  y  el  1?  de  Enero  de 
1848,  los  pabellones  de  la  Gran  Bretaña  y  de  los  mosquitos 
fueron  enarbolados  en  el  puerto  de  San  Juan  del  !N'orte  ;  las 
fragatas  de  S.  M.  Británica  Wixen  y  Alarma,  hicieron  la  inti- 
mación á  las  autoridades,  quienes  protestaron  solemnemente  y 
se  retiraron  al  interior. 

Habiendo  hecho  las  fuerzas  nicaragüenses  una  tentativa  por 
recobrar  el  puerto,  hn-bo  un  conflicto  entre  ellas  y  la  guarni- 
oión  inglesa. — A  consecuencia  de  este  hecho  de  armas,  el  Ca- 
pitán Orandville  Locock,  de  la  marina  británica,  subió  el  rio 
San  Juan,  penetró  en  el  lago  de  Nicaragua,  y  en  7  de  Mar- 
zo de  1848,  concluyó  en  la  isla  de  Cuba,  adyacente  á  la  ciu- 
dad de  Granada,  con  los  Plenipotenciarios  de  STicaragua,  una 
convención,  en  virtud  de  la  cual,  el  Gobierno  de  la  Bepúbli- 
ca  se  comprometía  á  no  atacar  en  lo  futuro  la  ciudad  de  San 
Juan,  reconociéndosele  el  derecho  de  constituir  en  Londres  ud 
Plenipotenciario  encargado  de  negociar  I9  restitución  del  puer- 
to, y  de  poner  término,  por  an  arreglo  definitivo,  á  las  diñcul- 
tadea  que  desgraciadamente  habían  surgido,  y  que  subsistí an^ 
entre    8.  M.   Británica  y  la  República  de  Nicaragua. 

Tales  son  los  fundamentos  en  que  se  apoya  la  pretensión 
británica  á  la  existencia  de  la  monarquía  mosquita  y  al  pro- 
tectorado inglés  sobre  este  país. — Las  mencionamos  aquí,  no 
por  recrudecer  cironnstauoias  que  l^icaragua  desearía  sincera- 
mente ver  relegadas  al  olvido,  en  consideración  á  sus  buena» 
relaciones  con  el  Gabinete  británico,  sino  para  que  el  arbitro* 
tenga  ante  sus  ojos  un  conjunto  de  precedentes  bastantes  para, 
juzgar  sobre  el  fondo  la  cuestión,  y  para  que,  apreciando  lao 
irregularidad  de  los  hechos  y  su  inconformidad  absoluta  oooi 
los  principios  del  derecho  internacional,  tome  en  cuenta  la  in- 
cuestionable propiedad  de  Nicaragua  sobre  el  territorio  que  I& 
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i  ha  restitaido    la  convención  de  1860,  para  ana  justa  decisión 
respecto  de  los  pantos  en  controversia. 

Para  poner  más  de  manifiesto  todavía  ios  derechos  de  propie- 
dad de  Kicaragaa  sobre  el  territorio  Mosquito,  no  es  inoportuno 
dar  conocimiento  al  arbitro  de  esta  circunstancia:  que  en  22 
de  Agosto  de  1847  el  Gobierno  nicaragüense,  queriendo  com- 
probar si  los  indios  mosquitos  habían  tomado  espontáneamen- 
te contra  Nicaragua  una  actitud  hostil,  y  si  se  reputaban  co- 
mo nicaragüenses,  envió  en  comisión,  al  Oabo  de  Gracias  á 
Dios,  á  los  señores  Manuel  Díaz  y  Juan  Altamirano,  para  con- 
cluir  un  arreglo  con  el   Jefe    de   la  tribu  mosquita. 

El  comisionado  Díaz  encontró,  en  un  lugar  llamado  Mu- 
co, á  la  Princesa  Inés  Ana  Federica,  hermana  mayor  del  jo- 
ven indio  que  se  encontraba  en  Bluefields  con  el  título  de 
Bey. — ^Esta  Princesa,  de  coman  acuerdo  con  su  familia,  reco- 
noció y  declaró  sin  vacilar  que  era  nicaragüense,  y  que  el  país 
pertenecía  á  la  soberanía  del  Estado,  puesto  que  formaba  parte 
de  uno  de  sus  departamentos. 

Una  coavención  firmada  en  28  de  Octubre  de  1847  confirmó- 
auténticamente  este  reconocimiento 

De  su  preámbulo  y  del  artículo  primero  resultaba : 

1?  Que  los  mosquitos  declaraban  ser  hijos  del  mismo  Es- 
tado, y  que  gozaban  de  los  mismos  derechos  otorgados  á  todos 
los  nicaragüenses  por  las  leyes  del  país,  dejándoles  las  liberta- 
des  de  su  condición  salvaje  ; 

Del  artículo  2^,  que  se  comprometían  á  no  perturbar  la  li- 
bre navegación  ni  el  ejercicio  de  la  pesca,  en  las  aguas  de  la 
costa  ; 

Por  el  artículo  3^,  que  prometían  sus  servicios  para  abrir 
en  el  litoral  Mosquito  todas  las  vías  de  comunicación  y  for- 
mar todos  los  establecimientos  necesarios  con  el  fin  de  crear  un 
comercio  regular  por  estas  vías  con  las  Naciones  extranjeras  ; 
que  se  comprometían,  además,  á  no  permitir  en  dicha  costa,  la 
formación  de  colonias  ni  otros  establecimientos,  sin  el  consen- 
timiento formal  del  Supremo  Gobierno  del  Estado  Soberano  de 
nicaragua ; 

Por  el  artículo  4?,  que  el  Gobierno  de  Nicaragua,  con  las 
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laerzafi  de  qae  dispone  y  el  apoyo  de  los  mosquitos,  debía  de- 
fender ese  litoral,  todas  las  reces  qae  padiese  ser  invadido  por 
Potencias  extranjeras,  y  f andar  los  establecimientos  necesarios 
para  sn  seguridad ; 

Por  el  artíonlo  5^,  qae  los  mosqaitos  convenían  eo  opo 
nerse  á  la  introdacción,  en  aqael  territorio,  de  mercancías  ex- 
tranjeras, con  excepción  de  las  que  el  Gobierno  de  Nicaragaa 

designase ; 

En  fin,  por  el  artíonlo  6^,  qae  rM:^«;oaocían  esta  costa  como 
dependencia  del  Estado  de  Nicaragua,  de  cayo  territorio  forma- 
ba parte. 

El  Gobierno  de  Nicaragua  ratificó  esta  convención  en  4  de 
Diciembre  de  1847,  movido  por  el  loable  deseo  de  mantener, 
por  una  partej  la  armonía  entre  todos  los  habitantes  del  país, 
7  su  obediencia  y  respeto  hacia  el  Supremo  Gobierno  del  Es- 
tado, y  por  otra,  de  facilitar,  por  todos  los  medios  posibles, 
la  civilización  de  las  tribus  errantes  en  la  costa  del  Norte  y 
el  comercio  extranjero  en  aquella  parte  del  territorio. 

Qaeda,  pues,  demostrado  que  la  existencia  de  relaciones 
políticas  entre  la  corona  británica  y  la  tribu  mosquita,  que  se 
han  invocado  oficialmente,  es  de  data  muy  reciente,  y  que  esas 
relaciones,  como  acaba  de  verse,  han  sido  mantenidas  bajo 
condiciones  poco  conformes  á  los  usos  recibidos  habitualmente 
entre  Naciones  independientes* 
•   íifaewoBdoNiearagna        Dcsdo  quo  hubo  dc  arreglarse  el   conflicto 

por  recoperar  la  poseuda 

de  MI  territorio  «n  la  cofl-    cou  las  fücrzas  britáuícas,   por  medio    de  la 

ta  Verte.— El  tratado  de  '     ^ 

3«do  Bnerode  1861.—    convcncióu   preliminar  de  Cuba,  el  Gobierno 

Obgeto  de  este  tratado.—  •^  ' 

Su  ejecución  por  los  Go-    dc  Nícaragua,  de  acuerdo  con  el  de  Honduras, 

biemos  nigaatarios.-Caa-  ^       r  / 

aaa  de  la  controTeraia.  constituyó  CU  Londres  una  Legación  á  cargo 
de  don  Francisco  Gastellón. — Este  diplomático  expuso  ante  el 
Gabinete  inglés  los  derechos  de  Nicaragua  á  la  posesión  del 
puerto  de  San  Juan  del  Norte  y  la  costa  de  Mosquitos,  apo- 
yando sus  deducciones  en  documentos  irrecusables  y  en  los 
principios  del  derecho  de  gentes  nniversalmente  reconocidos, 
y  se  hizo  intérprete  de  las  disposiciones  conciliadoras  de  su 
Oobierno  para  el  arreglo  definitivo  de  la  cuestión.  El  señor 
CSastellón  reclamó  la  restitución  del  puerto  de  San  Juan  del 
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Korte  y  el  pago  de  daSos  y  perjaicios  ocasionados  á  la  Be- 
pública,  á  causa  de  la  ocupación  de  aquel  puerto  por  fuer- 
zas britáuicas,  como  justa  reparacióu  de  la  ofensa  hecha  á  Ni- 
caragua por  aquel  procedimiento  violento,  sin  haber  empleado 
los  medios  recibidos  en  los  países  civilizados  para  el  arreglo  de 
las  diferencias  internacionales. 

El  Plenipotenciario  nicaragüense  propuso  por  otra  parte, 
la  celebración  de  un  tratado  de  amistad,  en  virtud  del  cual 
fuesen  dirimidos  completamente  todos  los  puntos  de  desacuer- 
do, y  expresó  en  nombre  de  los  Gobiernos  de  Nicaragua  y  de 
Honduras,  las  mejores  disposiciones  hacia  los  indios  mosquitos,, 
á  quienes  se  dejaría  en  el  pleno  goce  de  sus  usos  y  costum- 
bres. Declaró,  además,  en  nombre  de  ambos  Gobiernos,  que 
una  vez  efectuados  la  restitución  del  puerto  y  el  pago  de  los 
daños  y  perjuicios,  se  restablecería  el  statu  quo  que  tenía  la 
cuestión  en  1^  de  Noviembre  de  1841^  fecha  en  que  el  Super- 
intendente  de  Beiice  los  había  invitado  al  nombramiento  de 
comisionados  para  reconocer  y  fijar  definitivamente  los  límites 
del  territorio  Mosquito,  mientras  las  principales  Potencias  de 
ambos  Continentes  reconocían  su  independencia ;  lo  que  en  es- 
te caso  harían  también  las  JSepúblicas  de  Nicaragua  y  Hon- 
duras. 

A  pesar  de  la  perseverancia  de  sus  esfuerzos,  y  de  la 
mediación  del  Gabinete  de  Washington,  el  señor  Oastellón  hu- 
bo de  volver  ^  Nicaragua,  sin  haber  obtenido  de  la  Gran 
Bretaña  la  equitativa  reparación  que  pedía,  ni  un  arreglo  acep- 
table y  satisfactorio  de  la  diferencia,  lo  cual  hubiera  puesto 
término  al  malestar  de  los  asuntos  de  la  costa  septentrional 
de  la   EepüblicH. 

El  Gabinete  inglés  sostuvo  con  insistencia,  que  los  mos- 
.quitos  formaban  unvi  Nación  distinta;  que  esta  Nación  tenía 
un  Eey,  y  que  este  Rey    era   su   aliado  y   su   protegido. 

El  Gobierno  de  Nicaragua  recurrió  entonces  para  8u  salva- 
guardia á  las  Naciones  americanas  interes:Klas  en  mantener  los 
mismos  principios  que  sostenía  esta  República,  respecto  de  la 
integridad  del  territorio  americano  y  de  la  nujeción  de  las  tri- 
bus indígenas  errantes  al   Estado  en  cuyos  límites    se  encon- 
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traban. — Dio  caeuta  del  estado  de  co8as  al  Gobierno  de  Oo- 
lombia,  y  logró  estrechar  más  san  lelaciones  con  el  (gabinete 
de  Washington,  cuya  preciosa  iotervencióu  podía  hacerle  es- 
perar el  reconocimieuto  de  sus  derechos  y  la  restitución  de  su 
territorio. 

Estos  dos  Estados  hicieron  declaraciones  muy  explícitas 
respecto  de  los  autiguon  derechos  de  Nicaragua  sobre  San 
Juan  del  Norte,  rehusándole  á  admitir  la  independencia  de 
la  tribu  mosquita  y  á  que  el  territorio  centro-americano  fuese 
desmembrado,  á  pretexto  de    favorecer  esa  independencia* 

El  19  de  Abril  de  1850,  se  ñrmó,  á  consecuencia  de  esto, 
entre  los  Estados  Unidos  y  la  Oran  Bretaña,  el  tratado  lla- 
mado Clayton-Bulwrer,  que  tenía  por  objeto  principal,  asegurar 
la  neutralidad  del  territorio  centro-americauo,  con  motivo  de 
la  comunicación  iuter^oceáuica,  por  medio  de  un  canal  á  través 
del  istmo  de  Nicaragua. — Desde  aquella  época  se  introdujeron 
modificaciones  al  Gobierno  establecido  en  San  Juan  del  Norte 
en  1848,  y  se  dotó  al  puerto  de  franquicias,  lo  que  parecía 
denotar  de  parte  de  la  Gran  Bretaña  tendencias  á  abandonar 
su  dominación  en  aquel  punto. 

El  30  de  Abril  de  1852,  los  honorables  Daniel  Webster, 
Secretario  de  Estado  de  los  Estados  Unidos,  y  Juan  F.  Oramp- 
ton,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
Su  Magestad  Británica,  presen tarou  á  los  Gobiernos  de  Ni- 
caragua y  Costa  Bica  algunas  bases  recomendaticias  para  el 
arreglo  de  sus  cuestiones  de  límites,  y  para  el  de  la  Bepú- 
blica  de  Nicaragua,  respecto  del  territorio  disputado  por  Iqís 
indios  mosquitos. 

Estos  últimos,  según  las  bases  propuestas,  debían  quedar  en 
posesión  de  un  distrito  del  país,  en  el  que  ejercerían  su  jurisdic- 
ción, según  está  deslindada  en  el  tratado  de  Managua,  cedien- 
do el  resto  del  territorio,  iocluslve  San  Juan,  en  plena  pro- 
piedad á  Nicaragua;  á  condición  de  que  esta  República  les 
concedería,  durante  tres  años,  el  producto  neto  de  todos  los 
derechos  que  se  impusiesen  y  recaudasen  en  San  Juan,  á  ra^ 
zón  de  diez  por  ciento  ad  valorem  sobre  todos  los  artículo» 
que  se  introdujesen  al  Estado  por  el  puerto  referido. 
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SegÚD  e^tas  bases,  Nioaragaa  se  comprometería  á  no  mo- 
lestar á  los  iuclioa  mosquitos,  ni  intervenir  éú  el  territorio  qae 
les  faese  reservado ;  á  respetar  las  concesiones  de  terrenos  he- 
chas por  esos  indios  desde  1"*  de  Enero  de  1848,  &  no  ser  que 
esas  concesiones  pugnasen,  bien  con  otras  legalmente  otorga- 
das con  anterioridad  á  aqnella  fecha,  por  la  España,  la  Oonfe- 
deración  Oentro-americana,  ó  por  Nicaragaa ;  bien  con  los  pri- 
vilegios y  operaciones  de  la  Compañía  del  canal  marítimo  y 
de  tránsito  accesorio ;  y  finalmente,  á  condición  de  que  en  esas 
concesiones  no  se  comprendiesen  los  terrenos  de  qae  Nicara- 
gaa taviese  necesidad  para  fortalezas,  arsenales,  ú  otros  edi- 
ficios públicos. 

El  artícnlo  2?  determinaba  qae   no  se  opondría   ninguna 
dificultad  á  la  conclusión  de  un  pacto  entre  Ificaragaa  y  los 
indios  mosquitos  para  su  incorporación    definitiva  á  la  Repú- 
blica, mediante  el  cual    gozasen  ellos  de  las  mismas  prerroga 
tivas,  y  tuviesen   los  mismos  deberes  que  los  nicaragüenses. 

La  autoridad  municipal  y  pública  de  la  ciudad  de  San 
Juan  del  Nort*,  debía  ejercerse  por  el  Gobierno  de  Nicaragua  ; 
sin  embargo,  este  Gobierno  se  comprometería  á  no  gravar  con 
derecho  de  tonelaje  ni  ningún  otro,  la  importación  de  los  ar- 
tículos que  se  introdujesen  á  San  Juan  del  Norte,  en  tránsito 
por  el  istmo,  ó  para  el  consumo  en  cualquier  otro  Estado 
que  no  fuese  Nicaragua,  á  no  ser  que  el  derecho  de  tonelaje 
se  considerase  necesario  para  la  conservación  del  puerto  ó  pa- 
ra la  construcción  de  faros  y  almacenes,  y  que  uo  excediese 
de  12  centavos  por  cada  bulto. 

Las  otras  dos  cláusulas  de  las  bases  propuestas  se  referían 
á  los  límites  territoriales  entre  Nicaragaa  y  Costa  Eica  y  á  la 
garantía  dada  á  los  derechos  de  la  Compañía  americana  del  canal 
marítimo  Atlántico>Pacífíco  y  de  tránsito  accesorio. 

El  conjunto  de  esas  proposiciones  no  fué  aceptado  por  Ni 
caragua,  quien  manifestó  el  deseo  de  que  los  puntos  de  que 
ellas  trataban  fuesen  sometidos  á  un  arbitramento ;  protestando 
de  nuevo  contra  toda  ingerencia  extranjera  en  los  asuntos 
de  su  administración  y  contra  el  uso  de  la  fuerza  para  vio- 
lentar sus  derechos  y  su  voluntad. 
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Se  recuerdan  aquí  esas  bases  para  que  el  arbitro  pueda 
apreciar  las  ideas  que  prevalecfau  en  los  Gabinetes  británico 
y  Korte-americano  respecto  de  los  derechos  de  Nicaragua  en 
el  puerto  de  San  Juan  del  Norte,  las  franquicias  que  debían 
ser  otorgadas  á  dicho  puerto,  bajo  la  dominación  exclusiva 
de  la  Bepública,  y  la  conveniencia,  para  la  tribu  mosquita,  de 
una  incorporación  definitiva  al  Estado  de  Nicaragua,  con  lo^ 
mismos  derechos  y  los  mismos  deberes  que  los  demás  ciuda- 
danos. 

Fue  en  conformidad  con  estas  miras  como  se  celebró  en- 
tre Nicaragua  y  la  Oran  Bretaña  la  convención  de  28  de 
Enero  de  1860,  por  la  cual  esta  última  Nación  reconoció  co- 
mo parte  integrante  de  Nicaragua  y  sujeto  á  su  soberanía^ 
el  país  ocupado  ó  reclamado  hasta  entonces  por  los  indios 
mosquitos,  dentro    de  las  fronteras  de   la   Bepública. 

Este  tratado  puso  fin,  en  el  territorio  mosquito,  al  pro- 
tectorado británico,  el  cnal  debía  cesar  tres  meses  después  del 
canje  de  las. ratificaciones,  para  que  el  Gobierno  de  Su  Ma- 
gostad pudiese  dar  las  órdenes  necesarias  á  la  ejecución  de 
las  cláusulas  estipuladas. 

Por  el  artículo  2%  dicha  convención  asigna  á  los  indios, 
en  el  territorio  de  la  Bepdblica,  un  distrito  qne  no  puede  ser 
cedido  por  ellos  á  ninguna  persona  ni  á  ningún  Estado  ex- 
tranjero, sino  que,  por  el  contrario,  debe  maii tenerse  constan- 
temente bajo  la  soberanía  de   Nicaragua. 

Ella  concede  por  el  artículo  3?,  á  los  mosquitos,  el  dere- 
cho de  gobernarse  á  sí  mismos  y  de  gobernar  á  los  habitantes 
de  la  Reserva,  según  sus  costumbres  y  los  reglamentos  que 
puedan,  de  vez  en  cuando,  darse,  con  tal  que  esos  reglamentos 
no  sean  incompatibles  con  los  derechos  soberanos  de  Nica- 
ragua.— La  República  se  compromete  á  respetar  los  usos  y 
reglamentos  establecidos  ó    que  se  establezcan. 

El  artículo  á?  establece,  que  ninguna  de  las  cláusulas 
de  la  convención  podrá  ser  obstáculo  á  la  incorporación  abso- 
luta  de  los  indios  á  la    República  de  Nicaragua. 

El  artículo  5?  determina  que  dicha  República,  deseosa  de 
mejorar   la  situación  de  los  indios  y    de  proveer  á  la  subsiB 
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tencia  de  las  autoridades  de  la  fieserva,  se  compromete  á  conceder 
á  dichas  autoridades,  por  el  término  de  diez  años,  una  subvención 
anual  de  cinco  mil  pesos  fuertes,  pagaderos  en  San  Juan  » 
la  persona  autorizada  para  este  objeto  por  el  Jefe  de  los  mos- 
quitos. 

ITicaragua,  por  el  artículo  6*»  se  compromete  á  constituir  y 
declarar  el  puerto  de  San  Juan  "  puerto  libre  ^^  bajo  su  so- 
berana autoridad.— Considerando,  por  otra  parte,  las  inmuni- 
dades de  que  los  habitantes  de  San  Juan  habían  gozado  hasta 
entonces,  la  República  consiente,  para  lo  futuro,  en  garantirles 
el  juicio  por  Jurados  en  todas  las  causas  civiles  y  criminales, 
así  como  la  completa  libertad  de  creencias  religiosas  y  de  culto 
público  y  privado. 

La  convención  estipula,  además,  que  no  se  gravará  con 
derechos  ni  cargas  en  dichos  puertos  á  los  buques,  ni  á  su  sa- 
lida ni  á  su  entrada,  sino  con  aquellos  impuestos  necesarios 
para  el  mantenimiento  y  la  seguridad  de  la  navegación,  para 
la  provisión  de  faros  y  para  pagar  los  gastos  de  polícia  del 
puerto. — ^Tampoco  se  impondrán  derechos  ó  cargas  en  el  puerto 
libre  sobre  los  efectos  que  lleguen  allí  en  tránsito  de  mar  á  mar; 
pero  nada  de  lo  contenido  en  este  artículo  será  interpretado  como 
que  impide  que  la  BepúbUca  de  nicaragua  imponga  los  derechos 
acostumbrados  sobre  los  efectos  destinados  para  el  consumo 
en  el  territorio  de  la    República  de  Kícaragua. 

Los  otros  artículos  se  refieren  á  las  enagenaciones  de  terrenos, 
hechas  bona  fidCy  en  nombre  de  la  autoridad  mosquita,  des- 
de el  V  de  Enero  de  1848. 

Esta  convención  fue  ejecutada  desde  luego  por  ambas  par- 
tes con  religiosa  fidelidad:  lord  Bussell  hizo  saber  peren- 
toriamente al  Cónsul  británico  de  San  Juan  del  Korte,  con 
motivo  de  una  nota  dirigida  por  ese  funcionario  al  Ministerio 
de  I^egocios  Extranjeros  sobre  la  conveniencia  de  proponer  á  la 
tribu  mosquita  ciertas  bases  de  Gobierno,  que  el  protectorado 
inglés  sobre  aquel  territorio  había  dejado  de  existir,  agregan- 
do que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  tenía  la  pretensión  de  inter- 
venir en  lop  actos  del  Gobierno  mosquito,  de  hacerle  oír  con- 
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sejoSi  ni  creerse  ofendido  porqae  no  háblese  tomado  en  caentá 
sus  baenos  oficios  ofrecidos. 

Este  despacho  expresaba,  como  se  ve,  de  ana  manera  for* 
ma1|  la  determinación  del  Oabinete  británico  de  no  intervenir 

en  los  asnntos  de  los  mosquitos. 

Sin  embargo,  el  Cónsul  de  S.  M.  en  San  Juan,  en  ana 
comnnicacíón  de  22  Jnlio  del  mismo  año  dirigida  al  Goberna- 
dor Intendente  del  pnerto,  don  Bamón  Saenz,  interpretando  de 
ana  manera  inesperada  el  artículo  3?  del  tratado  relativo  á 
Mosquitos,  atribuía  á  los  indios  el  derecho  de  establecer  toda  es- 
pecie de  impuestos,  de  castigar  delitos  de  toda  especie,  con  muer«» 
te,  multa  ó  prisión  &.&.&;  de  conceder  tierras  por  vía  de 
arriendo  para  objetos  de  cultivo,  minas,  corte  de  madera  &; 
no  oponiéndose  ^^en  su  concepto,  todos  estos  privilegios  á  la 
consideración  y  el  respeto  de  los  derechos  del  Poder  Sobera- 
no,'^  y  declarando,  en  fin,  que  todas  las  personas  residentes 
en  el  interior  de  la  Reserva  territorial  estaban  sujetas  á  las 
leyes  y  reglamentos  que  adoptasen  los  mosquitos. 

El  Cónsul  inglés  aseguraba  que,  al  hacer  esta  interpreta* 
ción,  traducía  el  pensamiento  de  S.  M.  B.,  quien  le  había  or- 
denado diese  en  su  correspondencia  con  las  autoridades  de  Ni- 
caragua, relativas  á  los  indios,  una  interpretación  justa  y  legal 
al  artículo  3®  del  tratado,  y  rogaba  al  Gobierno  de  Nicaragua 
se  mostrase  animado  del  mismo  espíritu. 

Atlemás,  hacía  observar  que  los  indios  de  Mosquitia,  en  los 
tiempos  pasados,  habían  constituido  un  pueblo  independiente, 
animado  de  un  sentimiento  de  confraternidad  hacia  la  Ingla- 
terra por  sus  consejos  y  su  protección,  como  los  hijos  hacia 
sas  padres,  y  que  ellos  habían  aceptado  las  condiciones  que  el 
tratado  les  imponía  por  la  única  razón  de  que  el  Gobierno 
inglés  había  juzgado  esos  arreglos  provechosos  para  su  porve- 
nir, y  que  los  mosquitos  habían  aceptado  la  interpretación  da- 
da al  artícnlo  3®  de  esta  convención.  El  Cónsul  británico 
al  terminar,  llamaba  la  atención  del  Supremo  Gobierno  sobre 
este  punto:  <^Que  la  voluntad  del  pueblo  mosquito  podía  en 
un  oorto  período,  resolver  favorablemente  sobre  el  objeto  indi- 
cado en  el  artícnlo  é^  del   tratado,  ^  decir,  la  incorpomoíéB 


32  TEBGEBA  PARTE.  -  EL  DERECHO 

absólata  de  los  indios  á  la  Bepáblioa,  tratándolos  pacífica  y 
liberal  mente,  auxiliados,  por  otra  parte,  ea  esto,  por  los  con- 
sejos qae  el  Oónsal  de  S.  M.  podía  dar  al  pueblo  mosquito. '' 

Aunque  el  Gobierno  de  Nicaragua  haya  considerado  erró- 
nea la  interpretación  dada  al  artículo  3**  del  tratado,  oorao  que 
daña  los  derechos  soberanos  del  Estado,  no  puede  desconocer 
que  la  intervención  del  Oónsul  inglés  en  San  Juan  del  Norte 
era  atraer  á  los  indios,  por  medio  de  un  tratamiento  suave  y 
benévolo  á  la  realización  del  espíritu  del  artículo  4^,  «ibsorbién* 
dose  de  una  manera  definitiva  y  absoluta  en  la  nacionalidad 
de  Nicaragua;  pero  los  consejeros  de  la  Beserva  abriga* 
ban  miras  diferentes,  y  su  constante  conato  ha  sido  sem- 
brar la  hostilidad  entre  los  habitantes  de  la  Mosquitia  y  los 
nicaragüenses,  ejerciendo  sobre  estos  últimos  vejámenes  y  per- 
secuciones, haciendo  imposible  la  supervigilancia  del  Poder 
Soberano  sobre  ese  territorio,  y  debilitando  sistemáticamente 
la  influencia  natural  de  que  ese  poder  necesita  para  alcanzar 
los  resultados  que  tuvo  como  mira  fundamental  el  tratado  entre 
Nicaragua  y  la  Oran  Bretaña. 

Esta  conducta  egoísta  é  interesada  de  parte  de  los  extran- 
jeros que  se  han  arrogado  el  Gobierno  de  la  Beserva,  ha  produ- 
cido el  efecto  de  impedir  el  cumplimiento  por  parte  de  la  Ingla- 
terra, de  las  estipulaciones  del  tratado,  obligándola,  con  reda- 
maciones infundadas,  á  intervenir  en  los  asuntos  relativos  á  la 
Mosquitia,  que  se  había  comprometido  á  abandonar. 

En  cuanto  á  Nicaragua,  cumplía  religiosamente  por  su 
parte  las  obligaciones  contraidas,  pagando  con  puntualidad  la 
subvención  estipulada  en  el  artículo  3*^  de  la  convención  de 
Managua  y  respetando  los  usos  y  costumbres  de  los  mosquitos 
en  el  ejercicio  de  su  gobierno  local. 

Hacia  el  año  de  1865  comenzaron  á  surgir  dificultades  en- 
tre  el  Gobierno  de  Nicaragua  y  los  Agentes  británicos  respecto 
de  la  inteligencia  del  tratado. 

En  1864,  habiendo  muerto  el  Jefe  de  los  mosquitos,  los  habi- 
tantes extranjeros  de  la  Beserva  procedieron  á  la  elección  de  un 
nuevo  Gacique,  sin  intervención  de  tos  indios,  y  de  una  manera 
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enteraoiente  contraria  á  las  prácticas  recibidas  entre  ellos  desde 
nracho  tiempo  para  casos  semejantes. 

Los  extranjeros  nombraron  como  Jefe  de  la  triba  á  an 
nifio  de  once  años,  primo  del  difanto  caudillo.  De  las  diligen- 
cias seguidas  para  comprobar  este  hecho,  y  en  las  caales  figu- 
ran declaraciones  de  personas  muy  respetables,  que  habitan  la 
OOBta  y  están  muy  al  corriente  de  las  tradiciones  de  los  indios, 
Tesnlta  que  estos  tienen  la  costumbre  de  elegir  á  su  Jefe  por 
medio  de  reuniones  populares,  convocadas  en  los  diferentes 
jfálengnes  y  que  su  deseo  en  el  caso  mencionado  era  elegir  á 
nn  hijo  natural  del  que  acababa  de  morir. 

En  contra  de  esta  costumbre,  los  extranjeros  de  la  Reserva 
procedieron  á  la  nueva  elección,  y  se  erigieron  en  tutores  y 
guardianes  del  joven  Bey,  arrogándose,  en  esta  capacidad,  to- 
das las   atribuciones  del  Gobierno  de  la  Beserva. 

Por  este  motivo,  el  Gobierno  de  Nicaragua  declaró  ilegítima 
la  elección,  y  resolvió  suspender  el  pago  de  la  subvención 
mosquita  hasta  que  los  indios  tuviesen  un  representante  legal, 
reservando  por  otra  parte,  las  cantidades  rezagadas  para  en- 
tregarlas á  la  persona  competente. 

Pero  esta  disposición  del  Gobierno  tan  justa,  no  hizo  mas 
que  suscitar  largos  debates  con  los  agentes  británicos,  en  los 
euales  Nicaragua  pudo  demostrar  que  la  pretensión  de  los  ex- 
tranjeros que  se  han  apoderado  de  la  Beserva  mosquita,  era 

opuesta  á  la  letra  y  al  espíritu  del  tratado  de  Nicaragua,  y 
muy  peligrosa  para  la  seguridad  é  independencia  del  país. 

Habíanse  suscitado  al  mismo  tiempo  otras  dificultades  con 
motivo  del  decreto  de  Nicaragua  de  4  de  Octubre  de  1864, 
ordenando  que  la  introducción  de  los  artículos  extranjeros  des- 
tinados al  territorio  mosquito,  se  efectuase  por  el  puerto  de 
San  Juan  del  Norte,  y  según  las  mismas  reglas  establecidas 
para  las  introducciones  de  la  misma  naturaleza  destinadas  á  las 
otras  partes  de  la  Bepública. 

El  decreto  de  4  de  Octubre  reglamentaba  el  cabotaje  y  la 
exportación  de  los  frutos  nata  rales  ó  industriales  del  territorio 
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mosqaito  ó  del  reato  de  la  Bepública  por  ese  litoral^  y  declaraba 
propiedad  del  Estado  las  islas  é  islotes  de  qae  ese  litoral  ci- 
taba rodeado. 

Annqae  este  decreto  hubiese  sido  análogo  á  los  diversos 
contratos  celebrados  con  machos  extranjeros  para  el  corte  de 
maderas,  la  explotación  de  la  halla  y  de  otros  productos  de  la 
costa  de  Mosquitos,  61  provocó  reclamaciones  de  los  agentes 
británicos  y  de  extranjeros  de  distintas  nacionalidades  ;  preten- 
diendo que  Nicaragua  no  tenía  derecho  por  la  convención  de 
1860  de  emitir  decretos  concernientes  á  asuntos  relativos  á  la 
Beserva  mosquita. 

Muchas  discusiones  tuvieron  lugar  á  este  respecto  entre 
los  Representantes  de  la  Gran  Bretafia  y  de  los  Estados  Uni- 
dos con  el  Gobierno  de  Nicaragua :  este  último  no  tavo  trabajo 
en  demostrar,  con  argumentos  irrecusables,  que  la  soberanía 
sobre  este  territorio  le  había  sido  reconocida  por  la  convención 
con  Inglaterra,  y  que,  como  Soberano,  ejercía  sobre  él  pleno 
derecho  de  dominio,  principalmente  sobre  las  aguas,  islas  é 
islotes  adyacentes;  qae  este  dominio  supremo  le  daba  la  fa- 
coltad  inherente  tan  sólo  á  la  soberanía,  de  habilitar  los  puertos, 
reglamentar  el  comercio  y  disponer  de  i  as  propiedades  na- 
cionales. 

Nuestro  Ministro  en  Londres,  el  General  don  Tomás  Mar- 
tínez, encargado  especialmente  de  arreglar  estas  diferencias, 
expuso  en  cuanto  á  los  puntos  en  controversia,  consideraciones 
análogas  muy  luminosas. 

Lord  Stanley,  Ministro  entonces  de  Relaciones  Exteriores 
del  Gt>bierno  británico,  aseguró  al  señor  Martínez  que  el  Go- 
bierno de  S.  M.  vería  con  verdadera  satisfacción  la  incorpo- 
ración absoluta  á  la  República  de  la  Mosquitia,  como  el  único 
medio  de  poner  término  á  las  cuestiones  que  se  suscitan,  y 
que  son  tan  enojosas  para  la  Inglaterra  como  para  la  Repú- 
blica de  Nicaragua, 

El  Gobierno  de  Nicaragua  llama  la  atención  del  arbitro  4 
la  necesidad  de  terminar  y  deslindar  los  derechos  de  la  sobe- 
ranía que  le  competen  por  la  convención  de  28  de  Enero  de 
1860  y  que  está  consignada  en  los  principales  artículos. 
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Por  el  1*,  como  ya  se  ha  dicho,  el  país  ooapado  ó  recla- 
mado por  los  indios  mosquitos  se  reconoce  estar  bajo  la  so- 
beranía de  Nicaragua  y  formar  parte  integrante  de  su  terri- 

torrio. 

Por  el  2^9  la  convención  asigna  á  los  mosquitos  un  dis- 
trito dentro  del  territorio  de  la  Bepública,  disponiendo  que 
esta  región  permanecerá  bajo  la  soberanía  de  Nicaragua,  y 
que  los  referidos  indios  no  podrán  cederla  á  ninguna  persona 
ni  Gobierno  extranjero. 

Por  el  3*,  la  convención  concede  á  los  iudios  el  gobierno 
local  del  distrito ;  pero  los  reglamentos  que  puedan  adoptar, 
no  deben  oponerse  á  los  derechos  soberanos  de  Nicaragua. 

Besalta,  pues,  en  todas  las  cláusulas,  da  la  manera  más 
clara,  la  soberanía  que  el  Estado  tiene  sobre  el  territorio  re- 
clamado, y  por  consiguiente,  la  Bepública  tiene  pleno  derecho 
de  abril  los  puei^os  á  la  importación  y  exportación  de  los 
productos,  de  imponer  derechos  sobre  estos  productos  ó  de 
exonerarlos  de  toda  carga,  de  cerrar  los  puertos  cuando  crea 
que  esta  medida  es  útil  al  comercio  de  esta  Bepública,  de 
reglamentar  el  cabotaje  y  de  librar  patente  para  la  explota- 
ción de  los  productos  del  suelo  en  los  terrenos  nacionales. 

Si  las  autoridades  mosquitas,  cuyo  derecho  consiste  úni> 
camente  en  gobernar  la  tribu  y  las  personas  que  en  ella  re- 
siden, dan  concesiones  para  la  explotación  de  los  bosques  na- 
cionales, si  abren  puertos  y  perciben  derechos  de  importación 
y  exportación,  ellas  ejercen,  con  tales  medidas,  derechos  de 
soberanía  que  no  les  pertenecen  y  al  mismo  tiempo,  causan, 
con  este  abuso,  danos .  irreparables  á  la  República  de  Nicara- 
gua, convirtiendo  así  los  establecimientos  de  la  costa  en  un 
manantial  de  comercio  ilegítimo,  con  grave  perjuicio  de  las 
rentas  nacionales  y  del  comercio  regularizado  que  paga  con 
puntualidad  sus  impuestos. 

El  Gobierno  oe  Nicaragua  ha  demostrado  en  las  discu- 
siones que  la  introducción  de  mercaderías  extranjeras  al  terri- 
torio de  la  Beserva,  no  puede  tener  en  mira  alimentar  real- 
mj3nte  el  consumo  de  la  tribu,  la  cual  por  sus  costumbres 
rechaza  los  artículos  extranjeros,  sino  fomentar  el  contrabando 
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en  el  interior  de  la  Bepáblica,  y  qoe  semejante  resaltado  no 
pudo  ser  el  objeto  qae  se  propusieron  los  negociadores  de  la 
convención. 

Más  tarde  se  han  suscitado  cuestiones  y  reclamos  de  co- 
merciantes extranjeros  establecidos  en  San  Juan  del  Norte, 
que  pretendían  restringir  allí  la  soberanía  de  Nicaragua. — ^EUos 
aseguraban  que  por  el  artículo  7?  del  tratado  de  1860,  que 
constituye  y  declara  libre  el  puerto  de  San  Juan^  bajo  la  so- 
berana autoridad  de  Nicaragua,  el  Gobierno  había  perdido  en 
él  todos  sus  derechos  administrativos:  precensión  vana,  por- 
que el  sentido  de  la  palabra  <<  puerto  libre,"  se  refiere  úni- 
camente á  la  exención  d^  derechos  para  los  artículos  destinados 
al  puerto  ó  que  salen  de  él  directamente,  sin  ninguna  rela- 
ción ^  la  soberanía' real  que  Nicaragua  posee  incontestable- 
mente sobre  San  Juan  del  Norte. 

Además,  el  artículo  7*"  da  al  Gobierno  la  facultad  de  im- 
poner á  los  buques  que  entren  en  el  puerto  mencionado,  ó  sal- 
gan de  él,  los  derechos  ó  cargas  que  se  crean  necesarios  para 
el  mantenimiento  y  la  seguridad  de  la  navegación,  para  la  pro- 
visión de  faros  y  para  el  pago  de  los  gastos  de  la  policía  del 
puerto.  El  deja,  en  ñn,  á  Nicaragua,  plena  facultad  para  re- 
caudar los  derechos  de  eositmbre  soire  los  artículos  destinados  al 
eonsuMO  del  territorio  de  la  Bepública. 

Siendo,  pues,  la  costa  mosquita  parte  integrante  del  te- 
rritorio de  Nicaragua,  el  Gobierno  está  plenamente  autorizado 
para  establecer  los  derechos  ¡generales  de  importación  y  expor- 
tación en  el  territorio  de  la  Reserva. 

El  22  de  Junio  de  1877  el  Gobierno  decretó  un  derecho  de 
exportación  sobre  los  productos  del  país  para  atender  á  los 
gastos  de  composición  del  puerto  y  río  San  Juan.  Esta  me- 
dida dio  lugar  á  una  reclamación  de  los  extranjeros  residentes 
en  el  puerto,  quienes  la  declararon  atentatllria  al  tratado  de 
Managua  que  reconocía  á  San  Juan  como  puerto  libre.  El  Go- 
bierno rechazó  esa  reclamación  como  infundada,  y  los  recla- 
mantes recurrieron  entonces,  en  solicitud  de  apoyo  á  su  pre- 
tensión, al  Gobierno  británico,  quien  la  consideró  atendible. 
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Este  es  ano  de  los  pantos  sobre  los  caales  debe  recaer  la 
decisión  del   arbitro. 

De  esta  pretensión  se  desprenden  dos  oaestioiies  de  nh'A 
importancia  : 

1*  ¿Tiene  l^icaragna  f^caltad  de  establecer  impuestos 
sobre  los  artículos  del  país  qae  pasen  por  San  Juan  del 
Norte? 

2f  }  Tienen  los  comerciantes  de  San  Jnan  del  Norte  de- 
recho de  ocnrrir  al  Gobierno  británico,  en  apelación  de  las 
disposiciones  administrativas  del  Gobierno  de  Nicaragua,  y  la 
Oran  Bretaña  el  de  intervenir  eu  esas  decisiones,  á  título  de 
signataria  del  tratado  de  Managua? 

Respecto  de  la  primera  cuestión,  el  Gobierno  de  Nicaragua 
entiende  que  la  Bepáblica  tiene  derecho  inconte^^table  de  gra 
Tar  con  impuestosios  artículos  del  país  que  pasan  por  el  puerto 
de  San  Juan   del  Norte. 

En  cuanto  á  la  segunda,  Nicaragua  cree  que  ni  los  co- 
merciantes tienen  derecho  de  apelar  á.  la  Gran  BretaQa,  por 
ningún  motivo,  ni  ésta  de  intervenir  en  los  asuntos  de  los  mos- 
quitos.— Por  la  letra  y  el  espíritu  de  la  convención,  la  Gran 
Bretaña  ha  desistido  del  protectorado  sobre  aquella  parte  del 
país;  y  continuar  interviniendo  en  las  cuestiones  que  le  concier- 
nen, á  título  de  signataria  de  la  convención  de  Managua,  sería 
ejercerlo  indefinidamente,   contra  la  intención  de  la  misma. 

Se  ha  dicho  por  el  Eepresentante  británico  que  la  expresión 
soberanía  significa  un  derecho  análogo  al  que  ejerce  el  señor 
feudal  sobre  el  feudo,  es  decir,  el  derecho  de  impedir  que  el 
feudo  pase  á  dominio  de  un  tercero,  y  que  el  derecho  coiKíe^ 
dido  á  los  indios  mosqaitos  de  gobernarse  á  ni  mismos  y  de 
gobernar  á  los  habitantes  de  la  Beserva,  comprende  el  go- 
bierno  de  Jacto  sobre  el  territorio  reservado,  con  la  única  res- 
tricción de  no  poder  someterlo  al  gobierno  de  jure  de  otra 
Potencia. 

El  Gobierno  pide  la  más  sería  atención  del  arbitro  á  estas 
deducciones,  por  la  irregularidad  que  semejante  interpretación 
introduciría  en  la  costa  mosquita. 

Si  se  priva  á  Nicaragua  de  la  supervigilancia  que  le  co- 
rresponde, 4  cómo  podrá  asegurarse  de  que  los  actos  y  regla- 
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meatos    de    los  ludios  no    son  contrarios    á  sus  derechos  so- 
beranos ? 

La  cláasula  relativa  á  que  los  reglamentos  qae  de  vez  en 
cuando  puedan  adoptar  los  indios  para  el  Gobierno  de  la  Be« 
serva,  no  sean  incompatibles  con  la  soberanía  de  Nioaragaa, 
implica  necesariamente  para  esta  Bepública  la  facaltad  de  exa- 
minarlos, aprobarlos,  reformarlos  6  rechazarlos.  De  otro  modo 
sería  imposible  llenar  el  objeto  qae  se  propone  el  artículo  4? 
de  la  convención,  á  saber:  la  incorporación  absoluta  de  los 
indios  á  la  Bepública  de  Nicaragua.  Por  otra  parte,  si  el  de- 
recho de  soberanía  se  limitase  á  impedir  la  enagenación  del 
territorio,  la  autorización  concedida  á  los  indios  de  emitir  re- 
glamentos sería  enteramente  superfina,  puesto  que,  con  esta  sola 
restricción,  ejercerían  de  faeto  la  soberanía,  y  bastaríale  á  Ni- 
caragna  descansar  en  su  derecho  de  poder  anular  esa  enage- 
nación siempre  que  llegase  á  descubrirla.    • 

Es  preciso  además  observar,  que  siendo  Nioaragna  el  So* 
berano,  debe  tener  los  medios  de  proteger  á  los  Agentes  con- 
salares que  se  establezcan  en  aquel  país  con  el  exeq/tiátur  del 
Gobierno,  y  de  impedir  los  abusos  que  pudieran  comprome- 
ter la  responsabilidad  nacional. 

Nada  es,  pues,  tan  natural  como  que  la  Bepública  enarbole 
en  aquella  parte  del  país,  sn  pabellón,  en  señal  de  soberanía 
y  que  tenga  toda  la  faerza  de  acción  necesaria  para  hacerla 
respetar  y  para  ejecutar  todas  las  providencias  que  no  afecten 
el  libre  ejercicio  del  gobierno    local  de  la  tribu. 

Hay  otra  cuestión  que  ha  surgido  entre  Nicaragua  y  la 
Gran  Bretaña :  ella  se  refiere  á  la  suspensión  del  pago  de  la 
subvención  mosquita  y  á  la  consiguiente  reclamación  del  capital 
y  de  ios  intereses  sobre  las  cantidades  reservadas. 

El  Gobierno  de  Nicaragua  ha  rechazado  «8ta  pretensión, 
fundándose  por  lo  que  respecta  á  lo  principal,  en  que  la  falta 
de  pago  ha  provenido  de  cansas  legítimas,  es  decir,  de  la 
violación  flagrante  de  las  costumbres  de  los  indios  mosquitos 
en  la  elección  del  Jefe  y  del  Gobierno  de  la  Beserva,  y  del 
deseo  de  poner  á  cubierto  los  intereses  de  dichos  indios,  cuya 
condición    se  proponía  mejorar  la  convención  de    Managua; 
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por  lo  qae  hace  al  reclamo  de  intereses^  en  no  ser  la  denda 
contraída  por  Nicaragua  en  favor  de  los  mosquitos,  de  las  que 
por  su  naturaleza   los  devengan. 

Lejos,  pues,  de  considerarse  Nicaragua  como  deudora  de 
dicho  capital  6  intereses,  creería  muy  al  contrario  tener  de- 
recho á  una  indemnización  de  parte  del  Gobierno  de  la  Re- 
serva, si  ese  país  no  formase  parte  integrante  de  su  territorio, 
en  razón  de  que  sus  autoridades  han  usufructuado  durante  diez 
y  nueve  años,  derechos  que  correspondían  al  Gobierno  de  Nica- 
ragua, y  de  que  su  conducta  ilícita  ha  causado  serios  perjuicios  al 
comercio  de  la  Eepública  y  á  la  vida  y  á  las  propiedades  de 
muchos  nicaragüenses. 

Guiado,  sin  duda,  por  estas  mismas  consideraciones,  el  Mi- 
nistro americano  en  Centro  A.mérica,  el  señor  Jorge  William- 
son,  dirigió  al  señor  Secretario  de  Estado,  Mr.  Fish,  un  des- 
pacho datado  en  Guatemala  á  10  de  Enero  de  18T5,  en  el 
cual,  eotre  otras  cosas  decía : 

^<  Tengo  informes  de  fuentes  fidedignas  de  que  el  Gobierno 
de  Nicaragua  se  propone  pagar  al  Bey  mosquito  la  suma  de 
dinero  que  se  le  adeuda  por  el  tratado  de  1860.  Tal  proce- 
dimiento sería  falto  de  circunspección,  si  no  enteramente  in^ 
sensato."  ^^Snch  a  proceeding  would  seem  to  be  unwise  if  not 
positively  silly." 

Queda,  pues,   demostrado  que  Nicaragua  ha  hecho  todos 

los  esfuerzos  posibles  para  recobrar   pacífica  y  legalmente  la 

posesión  de  su  territorio  en  la  costa  Norte ; 

Que  el  tratado  de  28  de  Enero  de  1860  ha  tenido  por 
objeto  restituir  á  Nicaragua  esta  posesión  y  esa  soberanía,  ga< 

rantizando  á  los  indios  mosquitos  cierto  grado  de  independencia 
en  el  gobierno  ioterior  de  la  tribu,  hasta  que  llegue  el  mo- 
mento de  su  incorporación  definitivamente  á  la  Bepública; 

Que  la  convención  de  1860  ha  sido  ejecutada  por  la  Be- 
pública  con  entera  buena  fe; 

Que  si  Nicaragua  ha  suspendido  el  pago  de  la  subvención^ 
ha  sido  por.  causas  justificadas; 

Que  las  pretensiones  ilegítimas  de  los  tutores  de  los  indios 
y  de  algunos  extraujeros  establecidos  en  San  Juan  del  Norte» 
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han  dado  origen  á  la  violaoióa  del  trütado  por  parte  de  la 
Oran  Bretaña  y  á  la  oontro\rersia  qae  se  ha  sascitado  entre 
ambos  Gobiernos; 

Y  qne  finalmente,  Nicaragaa  no  debe  ni  el  capital  ni  los 
intereses  qne  se  le  reclaman  por  las  samas  reservadas,  en  razón 
de  qne  esas  samas  están  más  qae  compensadas  por  los  be- 
neficios qne  las  aatorídades  de  la  Bei^erva  han  reportado  del 
nsn&ncto  de  la  soberanía  qne  han  ejercíido  ilegalmente  en 
aquella  parte  del   territorio. 

NuerosaiKumentoe  -m       .  ,^    , 

que  compraeban  el  do-        Jbn  los  CHpítalos    preccaentes  se   han    ex- 

miiUo  de  Nicaragaa  en 

la  eosta  de  Moequttos.  puesto  los  principales  argnmentos  qae  coin- 
prneban  los  derechos  incontestables  de  Nicaragaa  á  la  sobe- 
ranía de  todo  el  litoral  Norte,  desatendiendo  otros  machos 
por  no  considerarse  necesarios  para  los  objetos  de  la  presente 
controversia. 

Sin  embargo,  no  parece  snperflao,  para  establecer  el  inicio 
del  arbitro  sobre  las  caestiones  qne  van  á  decidirse,  dar  á 
conocer  las  opiniones  del  Gobierno  de  la  Unión  americana 
respecto  de  los  derechos  de  Nicaragaa  sobre  ese  litoral,  antes 
de  la  celebración  del  tratado  con  la  Gran  Bretaña ;  pnes  esas 
opiniones  pneden  contribuir  eficazmente  á  fijar  el  espíritu  de 
dicha  convención. 

El  S  de  Junio  de  1848,  el  Secretario  de  Estado  de  los 
Estados  Unidos  decía  á  Mr.  Eliza  Híse,  Cónsul  y  Encargado 
de  Negocios  de  los  Estados  Unidos  en  Guatemala  : 

^'La  independencia  y  los  intereses  de  los  pueblos  de  este 
nuevo  Continente  exigen  que  estas  Naciones  mantengan  en 
América  un  sistema  político  totalmente  diferente  del  que  rige 
en  Europa.  Sufrir  la  menor  intervención  de  los  Gobiernos 
europeos  en  los  asuntos  interiores  de  las  Repúblicas  america- 
nas y  permitir  qne  se  establezcan  en  ellas  nuevas  colonias ^ 
sería  poner  en  peligro  su  independencia  y  cansar  lamina  de 

sus  intereses." 

El  Presidente  de  los  EstadoS'  Unidos,  Zacarías  Taylor,  á 
propósito  de  la  amenaza  de  ocupar  á  San  Juan,  escribía,  en 
^  de  Mayo  de  1849,  al  Presidente  de  Nicaragua,  lo  siguiente : 

^<  Y.  E.  puede  estar  seguro  de  que  nuestros  esfuerzos  ami<- 
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gahies  respecto  á  Nicaragua  y  ¿  )a  Gran  Bretaña,  serán  sim- 
páticos, sinceros  é  inspirados  por  el  deseo  de  qae  los  jastos 
derechos  territoriales  de  Nicaragua  sean  siempre  respetados 
por  las  Naciones." 

£1  2  de  Mayo  del  mismo  año,  el  Secretario  de  Estado  de 
la  unión  americana,  había  trasmitido  al  Representante  de  los 
Estados  unidos  en  Inglaterra,  la  declaración  sigaiente: 

''El  Presidente  está  plenamente   decidido  por  la   opinión 
jnsta  de  qae,  habiendo  la  España  descubierto  y  ocupado  esta 
parte  del  Oontinente  americano,  la    pretendida  independencia 
de  los  mosqaitos,  ann  suponiendo  que  ella  hubiese  sido  tole- 
rada por  dicha  Potencia,  no  puede  anular  sn  derecho  de  do- 
minio sobre  el    territorio  reclamado  en  favor    de  esos  indios ; 
así  como  la  independencia,  en  el  mismo  grado,   de  todas  las 
diferentes  tribus,  no  ha  anulado  ni  puede  comprometer  la  so- 
beranía délas  otras  Naciones,  inclusive  la  de  Inglaterra,  sobre 
toda  la  porción  del  territorio  del  mismo  Oontinente.    Todos  los 
derechos  territoriales  de  la  España  sobre   sus   antiguas  pose* 
siones,  han  recaído  en  tos  Estados  que  se  formaron  más  tarde  9 
y  esta  propiedad  debe  ser  considerada  como  perteneciente  á  esos 
mismos  Estados,  á  menos  que  ellos  no  la  hayan    renunciado 
voluntariamente. 

En  otro  despacho  de  20  de  Octubre  de  1849,  relativo  al 
protectorado,  el  Secretario  de  Estado  de  la  Unión  americana 
escribía: 

<^  Lord  Palmerston  declara  que  el  territorio  de  Mosquitos  no 
pertenecía  á  la  España :  esta  declaración  es  evidentemente  muy 
aventurada,  y,  además,  está  en  contradicción  con  toda  la  histo- 
ria de  aquel  país.  Si  el  territorio  de  Mosquitos  no  perteneció 
á  la  España,  ¿  por  qué  Inglaterra  abandonó  sus  proyectos  de 
colonizarlo,  en  presencia  de  las  exigencias  del  Gobierno  es- 
pañol f 

''Hoy  es  un  hecho  notorio  que  los  mosquitos  forman  una 
tribu  de  salvajes  que  habitan  el   mismo  país  descubieito  por 

* 

la  España,  y  que  siempre  fue  reclamado  por  ella,  fundándose 
en  derechos  adquiridos,  derechos  que  le  habían  sido  recono* 
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oidos  en  varias  ocasioDes  por  la  Gran  Bretaña  y  consignados 
en  los  tratados  qne  celebró  con  el  Gobierno  español. 

''  Por  consiguiente,  los  derechos  de  España  ó  de  sa  Be- 
presentante  la  Bepúbliea  de  Nicaragaa,  no  dejan  lagar  á  la 
menor  duda,  ni  pueden  ser  discutidos  bajo  pretexto  de  que  la 
Bepúbliea  de  Kicaragaa  no  ha  adquirido  con  su  independencia 
más  que  la  prerrogativa  al  gobierno  propio.  Esos  derechos  no 
podrían  ser  menoscabados  ni  debilitados,  porque  ni  la  España 
ni  Nicaragua  hayan  juzgado  conveniente  sojuzgar  á  esos  in- 
dios ó  privarlos  de  sus  tierras  con  la  ocupación  de  su  terri- 
torio.'^ 

Decía  también  en  una  comunicación  oficial  del  2  de  Di- 
oiembre  del  mismo  año: 

<<  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  jamás  podrá  reco- 
nocer la  independencia  de  los  indios  mosquitos,  ni  admitir 
que  tengan  el  menor  derecho  ni  soberanía  sobre  el  puerto 
de  San  Juan  del  Korte,  ni  sobre  otro  punto  cercano  á  su 
territorio.  Esos  indios  no  son  ni  pueden  ser  jamás  llamados 
á  constituir  una  población  marítima,  y  por  consiguiente  tam- 
poco pueden  hacer  uso  de  las  desembocaduras  del  San  Juan 
ni  de  ninguna  otra  parte  del  litoral." 

Descansando  en  esta  doctrina  y  en  otras  muchas  que  re- 
saltan de  los  documentos  dirigidos  oficialmente  al  Oongreso 
y  de  los  discursos  pronunciados  en  ambas  Oámaras  por  emi- 
nentes estadistas,  en  confirmación  de  los  derechos  de  liTicara- 
gua,  el  señor  de  Marcoleta  reclamó  ante  el  Gobierno  ameri- 
cano contra  la  tentativa  de  H.  L.  Keney  para  colonizar  la 
costa  de  Mosquitos  en  1855,  mediante  un  título  emanado  del 
Jefe  mosco. 

El  Gobierno  americano  hizo  plena  justicia  á  la  reclama- 
ción de  Nicaragua,  desbaratando  los  planes  de  la  compañía 
colonizadora,  y  persiguiendo  y  obligando  á  desbandarse  á  todos 
los  que  se  habían  reunido  en  nombre  de  la  compañía,  para  llevar 
á  cima;  esta  empresa. 

Otras  muchas  pruebas  demuestran  el  derecho  de  líicara- 
gua  al  territorio  disputado  por  los  mosquitos,  principalmente 
el  hecho  de  que  todas  las  Oonstituciones  de  la  Bepúbliea    han 
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fijado  por  límites  Este  y  Nordeste  el  mar  de  las  Antillas,  y 
de  que  esta  demarcación  jamás  ha  sido  contestada  ni  por  los 
mosquitos  ni  por  sos  protectores. 

Por  esta  exposición  y  por  los  diversos  docamentos  qae  á 
ella  se  refieren,  se  ve  claramente : 

If  Qae  la  monarquía  española  ejerció  en  San  Juan  del 
I^orte  y  la  costa  de  Mosquitos  la  plenitud  de  la  soberanía, 
y  que  Nicaragua  sucedió  á  la  España  en  sus  derechos,  cuan- 
do esta  República  declaró  su  emancipación  política  de  la  me- 
trópoli. 

2?  Que  la  tribu  mosquita  no  ha  tenido  capacidad  para 
ejercer  los  derechos  soberanos  de  una  Nación  independiente, 
y  que  en  consecuencia  no  ha  podido  jamás  celebrar  legalmente 
alianza  con  una  Nación  extranjera  ni  solicitar  su  protectorado. 

3?  Que  las  relaciones  de  los  subditos  británicos  con  la^ 
tribu  de  los  mosquitos  no  han  podido  tener  el  carácter  de 
internacionales  y  que  la  intervención  oficial  en  sus  asuntos  es 
de  data  muy  reciente  y  nada  conforme  á  las  prácticas  admiti- 
das entre  las  Naciones; 

4?  Que  después  de  la  ocupación  del  puerto  de  San  Juan 
del  Norte  por  las  fuerzas  británicas,  Nicaragua  hizo  esfuerzos 
amistosos  para  recobrar  la  posesión  de  que  se  le  había  privado, 
constituyendo  en  Londres  una  misión  especial  para  terminar 
la  cuestión  por  un  tratado ;  pero  esta  misión  no  pudo  tener 
resaltados  satisfactorios  habiendo   continuado  la  Gran  Bretaña 

apoyando  las  pretensiones  de  sus  subditos  en  la  costa  de  Mos- 
quitos.    . 

5?  Qae  el  tratado  de  28  de  Enero  de  1860,  fue  conse- 
cuencia de  la  intervención  de  los  Estados  Unidos  en  los  asun- 
tos de  Centro  América  manifestada  en  el  tratado  de  Olayton- 
Balwer  de  19  de  Abril  de  1850,  que  explica  suficientemente 
la  intención  del  primero,  que  era  restituir  á  Nicaragua  la 
soberanía  sobre  el  territorio  Mosquito,  y  el  desistimiento  de 
la  Oran  Bretaña  de  todo  dominio,  protección  ó  influencias 
sobre  este  territorio; 

6*    Que  la  Bepública  de  Nicaragua,  como  soberano  de  dicha 
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territorio,  está  eo  pleoo  derecho  de  ejercer  todos  los  actos  que 
derivao  del  domíoío  «•míoeote,  con  tal  que  esos  actos  no 
afecten  el  Gobierno  local  de  la  Beserva,  el  cnal,  por  lo  demás, 
debe  ser  ejercido  por  los  mosquitos  mediante  reglamentos  que 
no  se  opongan  á  los  derechos  soberanos  de  Nicaragoa ; 

7*  Qne  IN'ícaragna,  eo  sa  calidad  de  soberana,  tiene  el 
derecho  de  reglamentar  el  comercio  exterior  de  la  Reserva; 
abrir  y  cerrar  los  pnertoA  coando  lo  jazgae  oportuno,  otorgar 
concesiones  para  la  explotación  de  las  maderas  y  de  otros 
productos  naturales  en  la  Be:»erva,  imponer  derechos  de  tone- 
laje á  los  buques  qae  llegan  á  San  Juan  del  INTorte,  para  el 
mantenimiento,  la  conservación  y  mejora  del  puerto,  y  decre- 
tar en  el  territorio  de  la  Reserva  los  derechos  generales  que 
rigen  en  las  otras  partes  de  la  República ; 

8*  Qne  los  habitantes  de  San  Juan  del  leerte,  estando 
sujetos  á  la  soberanía  de  Nicaragua,  no  tienen  dereeho  de 
apelar  de  las  medidas  administrativas  de  aquel  (Gobierno  al 
de  la  Oran  Bretaña,  ni  el  Gabinete  inglés  el  de  intervenir  en  esas 
medidas,  á  título  de  signatario  del  tratado  de  Managua,  por- 
que eso  sería  evidentemente  contrariar  el  espíritu  de  la  ^on« 
vención,  ejerciendo  indefinidamente  un  protectorado  de  que 
Inglaterra  se  desprendió  tres  meses  después  del  cange  de  las 

ratificaciones. 

9^  Que  el  impuesto  relativo  á  la  exportación,  establecido 
por  decreto  de  22  de  Junio  de  1877,  es  legal,  en  atención 
á  que  no  altera  en  nada  la  denominación  de  puerto  libre  dada 
á  San  Juan  del  Norte,  con  objeto  de  favorecer  el  tránsito  de 
mar  á  mar  que  se  efectuaba  por  el  Istmo  de  Nicaragua  en  la 
época  de  la  convención ; 

10.  Que  el  tratado  de  1860,  tal  vez  á  despecho  de  las 
partes  contratantes,  ha  sido  violado  en  su  letra  y  en  su  es- 
píritu por  las  autoridades  de  la  Mosqaitia,  apoyadas  por  los 
Agentes  británicos ;  y  finalmente, 

IL  Que  Nicaragua  uo  debe  nada  á  los  indios  mosquitos 
por  capital,  y  menos  aán  á  título  de  intereses,  por  el  rezago 
de  la  convención:  porque  el  valor  de  esa  subvención  otor- 
gada á  los  indios  ha  sido  más  que  compensado   por   el  usn- 
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fracto  ilegal  de  la  soberaDía  que  han  ejeroido  por  espacio  de 
19  años,  y  por  los  graves  perjuicios  que  este  hecho  ha  cau- 
sado á  las  rentas  nacionales  y  á  los  intereses  de  par ticolares. 
El  Gobierno  de  Nioaragna  tiene  la  profunda  convicción 
de  qne  el  arbitro,  tomando  en  consideración  los  precedentes 
ezpnestOB,  emitirá  nn  fallo  equitativo,  dejando  bien  definidos 
los  derechos  de  la^  partes,  y  obviando  para  lo  futuro  todo 
motivo  de  controversia. — Se  lisonjea  igualmente  de  que  el  ilus- 
trado Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  facilitará  el  arreglo,  re- 
moviendo por  su  parte  todo  obstáculo  para  que  la  cuestión 
quede  feliz  y  definitivamente  terminada. 

dcf'^tolSo^^^MÍB.  Preliminar. — 1.  Habiéndose  servido  S.  M. 
el  Emperador  de  Austria  consentir  en  arbitrar  sobre  la  dife- 
rencia que  existe  entre  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  y  el  Gobierno 
de  la  Bepública  de  S'icaragQa,  relativa  al  tratado  de  Managua 
de  1860,  el  Gobierno  de  S.  M.  ha  preparado  este  alegato  para 
someterlo  á  S.  M.  el  arbitro. 

del  tS^o  d^M^^^.  2.  El  tratado  de  Managua  se  registra  en 
el  Apéndice  á  este  alegato  (número  1),  con  suficiente  extracto 
del  mapa  de  Baily  aludido  en  el  artículo  II. 

3.  Con  el  mismo  objeto  que  el  tratado  de  Managua,  fae 
celebrado  el  tratado  de  Gomayagua  entre  S.  M.  B.  y  la  Bepú- 
blica de  Honduras.  También  va  agregado  al  Apéndice  (nú- 
mero 2). 

4.  Mucho  antes  y  aun  en  las  fechas  de  los  tratados  de 
Managua  y  Oomayagna,  existía  entre  los  habitantes  de  los 
países  que  ahora  forman  los  territorios  de  las  Repúblicas  de 
nicaragua  y  Honduras,  una  tribu  ó  comunidad,  conocida  como 
los  indios  mosquitos,  derramada  sobre  una  extensa  faja  de  la 
costa  atlántica.  Entre  esta  tribu  ó  comunidad  y  el  Gobierno 
británico,  habían  existido  continnamente  amigables  relaciones, 
variando  en  forma,  de  vez  en  cuando,  desde  .el  siglo  XYII, 
época  en  que^  por  medio  del  duque  de  Albermale,  Gobernador 
de  Jamaica,  los  indios  mosquitos  hicieron  cesión  de  la  sobe* 
ranía  de  su  país  al  Bey  de  Inglaterra,  á  consecuencia  de  lo 
cual  se  extendió  título  de  Bey  á  su  Jefe,  bajo  el  Gran  sello 
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de  Jamaica.  En  tiempos  más  recientes  la  ceremonia  de  laves- 
tidara  ó  coronación  de  nn  nuevo  Jefe  ó  Bey  de  la  triba  se 
verificaba  ordinariamente  en  el  establecimiento  británico  de 
Belice ;  de  lo  cual  hay  tres  casos  en  los  años  de  1815  á  1845. 
Esta  relación  entre  el  Gobierno  británico  y  los  indios  mos- 
quitos y  su  paíS)  vino  á  ser  designada  como  protectorado. 

5.  Pocos  años  antes  de  que  se  celebraran  los  tratados 
de  Gomayagua  y  Managua,  los  países  de  Oentro  América,  es- 
pecialmente Kicaragua  y  el  distrito  de  los  indios  mosquitos, 
conocido  como  la  costa  Mosquita  habían  adquirido  gran  im- 
portancia, á  consecuencia  de  haberse  formado  proyectos  para 
nn  canal  de  buques  al  través  del  Continente  por  Oentro 
América. 

6.  En  1850,  el  Gobierno   británico  y  el   de  los   Estados 
Unidos  de  América,  en  consideración  á  esos  proyectos,  cele- 
braron una  convención  (popularmente  conocida  como  el  tratado 
Bnlwer-OlaytOQ  ó   Olayton-Bnlwer).    Se  registra  en  el  Apén 
dice  (número  3). 

7.  El  preámbulo  de  aquella  convención  exponía,  que  el 
objeto  de  las  partes  contratantes  era  este :  consolidar  las  re- 
laciones de  amistad  que  existían  entre  ellas,  estableciendo  y 
fijando  en  una  convención  sus  miras  é  intenciones  respecto 
de  cualesquiera  medios  de  comunicación  por  un  canal  de  ba- 
ques que  pudiese  ser  construido  entre  los  Océanos  Atlántico 
y  Pacífico,  por  la  vía  de  8an  Juan  de  nicaragua  y  alguno 
de  los  lagos  de  Ificaragua  y  Managua,  ó  ambos,  á  cualquier 
punto  ó  lugar  del  Océano  Pacífico. 

8.  El  primero  y  principal  artículo  de  aquella  convención 
trataba  no  sólo  de  Oentro  América  en  general,  sino  especial- 
mente de  I^icaragua  y  la  costa  de  Mosquitos.  Per  él  decla- 
raron ios  dos  Gobiernos,  que  ninguno  de  ellos  obtendrá  ni 
mantendrá  nunca  dominio  exclusivo  sobre  dicho  canal. 

Qae  ninguno  de  ellos  erigiría  jamás  ni  mantendría  forti- 
ficaciones que  dominaran  el  mismo  ó  en  sus  cercanías,  ni  ocu- 
parían, fortificarían  ni  colonizarían,  ni  asumirían  ó  ejercerían 
dominio  alguno  sobre  Nicaragua,  Oosta  Bica,  la  costa  de  Mos- 
quitos, ni  parte  alguna  de  la  América  Oentral. 
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Qne  ninguno  haría  aso  de  la  protección  que  diera  ó  pu- 
diera  dar  á  algún  Estado  ó  pueblo  ó  de  la  alianza  que  tu- 
viera ó  pudiera  tener  con  ellos,  con  el  propósito  de  erigir  ó 
mantener  tales  fortificaciones^  6  de  ocupar,  fortificar  ó  colonizar 
á  Kicaragua,  Oosta  Bica,  la  costa  de  Mosquitos,  ó  alguna 
parte  de  la  América  Central,  ó  de  asumir  ó  ejercer  dominio 
sobre  ellos. 

9.  Habiendo  continuado  las  dificultades  entre  los  Gobiernos 
británico  y  de  los  Estados  Unidos,  á  pesar  de  la  convención 
de  18S0,  se  entablaron  entre  ellos  nuevas  negociaciones ;  j  en 
1856  fue  firmado  entre  Plenipotenciarios  de  las  dos  Potencias 
un  tratado  adicional  (popularmente  conocido  como  el  trata- 
do Olarendon-Dallas,  ó  Dallas-Olarendon).  Ya  anexo  en  el 
Apéndice  (námero  4).  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
propaso  que  se  reformase  est«  tratado,  como  firmado  por  los 
Plenipoteneiarios,  antes  de  la  ratificación.  Los  dos  Gobiernos 
discordaron  en  la  enmienda,  y  el  tratado- no  fue  ratificado. 

10.  En  consecuencia,  el  Gobierno  británico  consideró  que 
era  más  probable  llegar  á  una  solución  satisfactoria  de  las  cues- 
tiones en  que  estaba^  inmediatamente  interesado,  por  medio  de 
negociaciones  directas  con  los  Estados  Centro-americanos.  En- 
taró,  pues,  en  esas  negociaciones,  entre  cuyos  resultados  se  en- 
cuentran los  tratados  de  Comayagua  y  Managua. 

Posioidn  11.    De  cuando  en  cuando    se  han  susci- 

de  l&s  putei    en  el  ^ 

arbiteiunento.  tado  cutrc  los  Gobicmos  británico  y   nica- 

ragüense cuestiones  sobre  el  tratado  de  Managua.  La  que  úl- 
timamente ha  estado  en  discusión  se  refiere  á  la  anualidad 
que  debe  pagarse  á  beneficio  de  los  indios  mosquitos  y  al 
puerto  libre  de  Greytown,  llamado  por  otro  nombre  San  Juan 
de  Ificaragua  ó  San  Juan  del  Norte.  La  correspondencia  pro* 
duoida  en  el  Apéndice  (número  5)  demuestra  la  naturaleza 
de  esta  discusión,  y  los  arreglos  hechos  para  dirimir  las  cues- 
tiones entre  los  dos  Gobiernos,  por  medio  de  este  arbitra- 
mento. 

(Sólo  el  tratado  de  Managua  está  en  cuestión  en  este 
arbitramento ;  el  tratado  de  Comayagua  ha  sido  mencionado  aquí 
sólo  para  ilustración). 


48  TEBOEBA  PABTE.— EL  DEBEOHO 

12.  Durante  la  controversia  sobre  estas  cuestiones  entre 
los  dos  Gobiernos,  la  cual  se  ha  prolongado  por  aSos,  el  Gobierno 
dé  Nicaragua  ha  adoptado  varias  medidas,  emitido  decretos  y 
pretendido  derechos.  "So  está  en  poder  del  Gobierno  de  S.  M. 
prever  cual  de  las  posiciones  asumidas  de  cuando  en  cuando 
por  el  Gobierno  de  Nicaragua  determinará  aquel  Gobierno  man- 
tener ó  abandonar  en  la  presente  estación*  Por  tanto,  al  pro- 
ceder según  los  términos  del  arreglo  para  este  arbitramento,  á 
exponer  su  opinión  respecto  de  la  conveniente  interpretación 
del  tratado^  y  de  las  obligaciones  que  él  impone,  el  Gobierno 
de  8.  H.  siente  que,  en  la  actualidad,  tendrá  ésta  que  ser  ne- 
cesariamente un  tanto  indefinida  en  el  objeto,  y  falta  de  sis- 
tema en  la  forma;  y  como  no  puede  en  el  presente  alegato 
tratar  extensamente  los  asuntos  en  controversia  (por  las  ra- 
zones expuestas),  se  reserva  cuando  llegue  á  su  réplica,  el 
pleno  derecho  de  combatir  como  lo  juzgue  mcgor,  las  preten- 
siones y  argumentos  de  Nicaragua,  según  los  presente  á  este 
arbitramento,  y  desarrollar  sus  propias  argumentaciones. 

13.  Los  últimos  artículos  del  tratado  que  están  ahora  en 
acción  son  los  siete  primeros.  El  articulo  YIII  y  el  resto  del 
tratado,  así  como  la  declaración  referente  at  artículo  YIII,  están 
cumplidos  y  no  hay  necesidad  de  ulterior  alusión  á  ellos  en  el 
presente  caso. 

Artfemos  I  y  n.  So-       14.    El  texto  dc  los  artículos  I  y  n  del  tra* 

l)enuiift  BÍoangyexiM  y 
oenpfteión  mosquita.        tadO    OS    el    SiguiCntC : 

Art.  I.  Al  cangearse  las  ratificaciones  del  presente  tra- 
tado, S.  M.  B.,  conforme  á  las  condiciones  y  compromisos  en 
él  especificados,  y  sin  que  afecte  ninguna  cuestión  de  límites 
entre  las  Bepúblioas  de  Nicaragua  y  Honduras,  reconocerá  como 
parte  integrante  y  bajo  la  soberanía  de  la  Bepública  de  Ni- 
caragua, el  país  hasta  aquí  ocupado  ó  reclamado  por  los 
indios  mosquitos,  dentro  de  la  firontera  de  dicha  Bepública, 
cualquiera  que  sea  aquella  frontera.  El  protectorado  británico 
sobre  aquella  parte  del  territorio  mosquito  cesará  tres  meses 
después  del  canje  de  las  ratificaciones  del  presente  tratado ; 
á  fín  de  que  el  Gobierno  de  S.    M.  pueda  dar  las  instruccio- 
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nes  oecesarias  para  llevar  á  efecto  las  estipa laoiones  de  dicho 
trotado. 

Art.  !!•  Se  asignará  á  los  indios  mosqaitos  dentro  del 
territorio  de  la  Bepúblioa  de  Nicaragaa  an  distrito  que  per- 
manecerá, como  se  ha  estipalado  arriba,  bajo  la  soberanía  de 
la  Bepúblioa  de  Nicaragua. 

Dicho  distrito  será  comprendido  en  ana  línea  qae  princi- 
piará en  la  embooadara  del  río  Bama  en  el  Mar  Garibe ;  de 
allí  correrá  sobre  la  medianía  de  la  corriente  de  aqael  río  hasta 
sa  orige»,  y  de  este  origen  continaará  en  ana  línea  poniente 
derecho  al  meridiano  de  Greenwich  hasta  los  84  grados  16  min, 
longitud  occidental;  de  allí  Norte  derecho  á  dicho  meridiano 
hasta  llegar  al  río  Hneso,  y  siguiendo  la  medianía  de  la  co- 
rriente de  este  río,  aguas  abajo  hasta  su  embocadura  en  el 
mar,  como  está  en  el  mapa  de  Maily  á  una  latitud  Norte 
próximamente  de  14  gra.  á  15  min.  y  83  gra«  longitud  occi- 
dental del  meridiano  de  Qreenwich  y  de  allí  hacia  el  Sur  si- 
guiendo la  costa  del  Mar  Garibe  hasta  la  embocadura  del  río 
Bama,  punto  de  partida.  Pero  el  distrito  así  asignado  á 
los  indios  mosquitos,  no  podrá  ser  cedido  por  ellos  á  ninguna 
persona  ni  Estado  extranjero ;  sino  que  estará  y  permaneeerá^ 
bajo  la  soberanía  de  la  Bepúblioa  de  Nicaragua. 

16.  El  reconocimiento  para  lo  futuro,  que  es,  en  efecto,  la 
creación  del  derecho  territoríal  de  la  Bepúblioa  de  Nicaragua  al 
país  hasta  entonces  ocupado  ó  pretendido  por  los  indios  mos- 
quitos dentro  de  la  frontera  de  Nicaragaa,  y  la  soberanía  de 
dicha  República  sobre  aquel  país,  no  es  absoluto.  Está  caliú- 
eado  como  hecho  con  sujeción  á  las  condiciones  y  compro- 
misos especificados  en  las  otras  partes  del  tratado. 

16.  La  línea  divisoria  entre  Honduras  y  Nicaragua  en  la 
Costa  Atlántica  ó  cerca  de  ella,  era  á  la  fecha  del  tratado, 
indeterminada.  El  país  ocupado  ó  pretendido  por  los  indios 
mosquitos  se  extiende  de  ambos  lados  de  la  demarcación  po- 
sible. Esta  circunstancia  dio  ocasión  á  la  estructura  peculiar 
del  artículo  1?  y  del  artículo  correspondiente  del  tratado  de 
Oomayagua,  por  lo  que  respecta  á  la  frontera. 

TOMO  II  4 


50  TEBOEBA  PABTE BL  DEBIÉOHO 

17.  El  país  hasta  entonces  ocupado  ó  pretendido  por  los 
indios  mosquitos  dentro  de  la  frontera  de  17 icaragua,  compren- 
día á  Greytowo.  Por  tanto  fue  reconocida  por  el  Gobierno 
británico  y  por  el  tratado  la  soberanía  de  la  Bépública  de 
Hficaragua  sobre  Greytowo,  esto  es,  que  en  realidad  fue  creada 
ó  establecida  por  él, — concesión  de  gran  momento  y  valor  para 
aquella  Bépública. 

18.  Las  estipulaciones  del  artículo  1^  fueron  cumplidas  por 
el  Gobierno  británico.  Esto  se  demuestra  por  los  informes  ofi- 
ciales dados  en  aquella  época  por  el  Cónsul  británico  en  Grey- 
town,  Mr.  Green,  los  cuales  contienen  pasajes  para  el  efecto 
siguiente  : 

15  de  Octubre  de  1860. — Me  permito  informar  á  S.  iS.,  que 
con  la  ayuda  del  Capitán  Lyons,  al  mando  del  buque  Ba>€er  de 
S.  M.,  me  puse  en  actitud  de  cumplir  las  iostrucciones  que  se 
me  dieron  en  los  despachos  de  S.  S.,  lelativamente  al  tratado 
con  Nicaragua  en  que  se  estipula  la  cesación  del  protectorado 
británico  sobre  el  territorio  Mosquito  y  el  traspaso  de  la  so- 
beranía á  la  República  de  Nicaragua,  Obedeciendo  á  las  ins- 
trucciones de  S.  S.,  he  puesto  el  tratado  en  manos  del  Jefe 
mosquito  y  le  he  explicado  plenamente  sus  estipulaciones.  Y 
en  compañía  del  Jefe  mosquito  hemos  visitado  todos  los  prin-^ 
cipales  establecimientos  de  la  costa,  comenzando  en  Greytowo 
y  terminando  con  los  establecimientos  Caribes  confinantes  con 
Honduras  que  hasta  ahora  han  reconocido  la  soberanía  de  Mos- 
quitos, y  tienen  sus  hogares  y  están  dispuestos  á  permanecer 
bajo  el  Gobierno  de  cualquiera  de  las  Bepúblicas  españolas, 
explicando  á  los  habitantes  las  cláusulas  generales  del  tratado, 
el  cambio  de  soberanía  y  los  límites  asignados,  dentro  de  la 
Bépública  de  Nicaragua,  al  pueblo  mosquito,  á  su  pueblo.  El 
Jefe  los  instó  fuertemente  á  una  voluntaria  obediencia  y  ob- 
servancia de  todas  las  leyes,  pero  expresó  su  deseo  de  que  su 
propio  pueblo  se  concentrase  dentro  de  los  límites  que  le  es- 
taban asignados. 

10  de  Enero  de  1861. — Me  tomo  la  libertad  de  informar 
á  S.  S.  que,  en  conformidad  con  el  tenor  del  tratado  que 
cede  á  la    Bépública   de   Nicaragua  la  parte  Sur   del   terri- 
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torio  Mosquito,  inolasive  Greytowa,  el  puerto  de  Greytowa 
ha  sido  trasferido  á  un  Comisionado  de  aquel  Gobierno^  y  el 
1?  del  corriente  la  bandera  de  la  Bepública  de  IN'icaragua 
fue  enarbolada  y  saludada,  y  reconocida  la  soberana  autori- 
dad de  la  Bepública  por  los  habitantes  en  general,  inclusive 
los  Oónsules  de  los  Estados  unidos  de  América  y  de  In- 
glaterra. El  Comisionado  nicaragüense  llegó  el  29  del  pró- 
ximo pasado.  Entonces  introduje  al  Comisionado  á  las  au* 
toridades  municipales,  reunidas  para  aquel  acto.  Puse  an- 
te sus  ojos  los  varios  artículos  del  tratado  que  se  reüereu 
á  Greytoirn;  y  le  invité  á  que,  como  Bepresentantes  del 
pueblo  reconociesen,  en  común  conmigo  la  soberanía  de  ni- 
caragua sobre  el  territorio  y  puerto  de  Greytown,  y  á  re- 
conocer en  la  persona  del  Comisionado  al  Agente  del  Go- 
bierno de  íTicaragua  para  dirigir  en  lo  futuro  los  negocios  del 
puerto  Greytown.  El  reconocimiento  fue  hecho  en  presencia 
del  Comisionado  con  franqueza  y  de  una  manera  cortés ;  y  el 
Comisionado  expresó  gran  satisfacción  por  la  manera  en  que 
fue  recibido  como  el  Bepresentante  de  la  Bepública.  Las  fun< 
cienes  de  la  Municipalidad  terminaron  con  el  año,  y  los  at- 
chivofii  municipales  pasaron  á  manos  del  Comisionado. 

19.  Las  palabras  "  quedan,  según  se  ha  estipulado  arriba," 
empleadas  en  el  primer  párrafo  del  artículo  II,  indican  que 
el  distrito  reservado  no  se  reconoce  ser,  y  no  queda  en  abso- 
luto, bajo  la  soberanía  de  la  Bepública  de  Nicaragua,  sino 
que  esa  soberanía  según  lo  estipulado  arriba  en  el  artículo  1?, 
debe  ser  calificada  como  sujeta  á  las  condiciones  y  compro- 
misos especificados  en  las  otras  partes  del  tratado.  (Estas 
palabras  también  significan,  como  es  en  efecto,  que  el  distrito 
reservado,  descrito  en  el  artículo  II,  forma  parte  del  país  hasta 
entonces  ocupado  ó  pretendido  por  los  indios  mosquitos  dentro 
de  la  frontera  de  Nicaragua ;  á  que  se  refiere  el  artículo  I, 
aunque  esto  no  está  expreso). 

20.  El  artículo  11,  en  su  párrafo  final,  estipula  que  el 
distrito  reservado  no  puede  ser  cedido  por  los  indios  mos- 
quitos á  ninguna  persona  ni  Estado  extranjero,  sino  que  es- 
tará y  permanecerá  bajo  la  soberanía  de  Nicaragua.    El  objeto 
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de  esta  estipulación  es  doble:  primero,  protejer  á  la  Be- 
pública  de  Nicaragaa  de  asarpaciones  sobre  su  territorio;  y^ 
en  segnndo  lagar,  asegurar  el  distrito  reservado,  en  todo 
tiempo,  para  el  beneficio  de  los  indios  mosqaitos.  La  pro- 
hibición de  qne  se  haga  cesión  del  distrito  á  extranjeros,  se 
extiende,  indudablemente,  á  prohibir  que  se  ceda  por  la  co- 
munidad mosquita  á  extranjeros  cualquiera  parte  del  distrito. 
— Pero,  siendo  el  objeto  de  la  estipulación,  por  lo  que  respecta 
á  Nicaragua,  preservarla  contra  esas  usurpaciones  extranjeras 
que  pudieran  destruir  la  soberanía  de  Nicaragua,  esta  esti- 
pulación no  prohibe  á  la  comunidad  mosquita,  ni  á  sus  miem- 
bros individualmente,  siendo  propietarios,  el  trasferir  aun  á 
extranjeros,  por  vía  de  contrata  ó  cesión,  el  usufructo  del  suelo 
ó  de  los  minerales,  maderas,  ú  otros  productos  naturales  del 
distrito,  en  alguna  manera  compatible  con  la  soberanía  de  Ni- 
caragua. 

21.  En  el  párrafo  final  del  artíbulo  11,  la  soberanía  de 
la  Bepública  de  Nicaragua  debe  tomarse  como  la  soberanía  ca- 
lificada á  que  alude  el  primer  párrafo  de  aquel  artículo,  y  no 
como  una  soberanía  absoluta,  aunque  no  se  repiten  ningunas 
palabras  de  calificación. 

22.  Bl  siguiente  es  el  texto  de  los  artículos  III  y  IV 
del  tratado. 

Art.  ni.  Los  indios  mosquitos,  dentro  del  distrito  de- 
signado en  el  artículo  precedente,  gozarán  del  derecho  de  go- 
bernarse á  sí  mismos,  y  de  gobernar  á  todas  las  personas  re- 
sidentes dentro  de  dicho  distrito,  según  sus  propias  costum- 
bres, y  conforme  á  los  reglamentos  que  puedan  de  vez  en  cuan- 
do ser  adoptados  por  ellos,  no  siendo  incompatibles  con  los  de- 
rechos soberanos  de  la  Bepública  de  Nicaragua. — ^Conforme  á 
la  reserva  arriba  mencionada,  la  Bepública  de  Nicaragua  con. 
viene  en  respetar  y  no  oponerse  á  tales  costumbres  y  regla- 
mentos así  establecidos  ó  que  se  establezcan  dentro  de  dicho 
distrito. 

Art.  IV.  Queda  entendido,  sin  embargo,  que  nada  de  lo 
contenido  en  este  tratado  deberá  interpretarse  como  que  im- 
pide que  los  indios    mosquitos,  en  cualquier     tiemiH)    futuro. 
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convengan  en  la  absolata  iocorporaciÓD  á  la  Bepública  de 
Niearagna  bajo  el  mismo  pie  qae  los  otros  ciadadanos  de  la 
Bepúblioa  y  se  sajeteo  á  ser  gobernados  por  las  leyes  y  re- 
glamentos generales  de  la  Bepública,  en  vez  de  serlo  por  sns 
propias  costambres  y  reglamentos. 

23.  Los  indios  mosquitos,  en  virtud  de  las  estipalaciones 
del  artículo  III,  tienen  el  derecho,  no  sólo  de  gobernarse  á  sí 
mismos,  sino  también  de  gobernar  á  todas  las  personas  re- 
sidentes del  distrito  asignado.— -Tienen  el  derecho  de  dirigir  ese 
Gobierno,  no  solamente  conforme  á  sus  propias  costumbres, 
sino  también  conforme  á  los  reglamentos  que  de  cuando  en 
cuando  puedan  darse. — En  otras  palabras,  tienen  derecho  de 
mantener  las  antiguas  costumbres  y  hacer  nuevas  leyes. — Ese 
derecho  está  sujeto  á  una  restricción,  á  saber,  que  esos  re- 
glamentos ó  nuevas  leyes  no  deben  ser  incompatibles  con  los 
derechos  soberanos  de  la  Bepública  de  nicaragua. — Oon  esa 
restricción,  las  antiguas  costumbres  de  los  nuevos  reglamentos 
ó  leyes,  deben  ser  respetados,  sin  ninguna  intervención,  por 
la  Bepública   de  ^Nicaragua. 

24.  Por  el  artículo  lY,  mientras  no  se  efectúe  por  con- 
venio la  absoluta  incorporación  de  los  indios  mosquitos  á 
la  Bepública  de  Nicaragua,  los  indios  deben  ser  gobernados 
por  sus  propias  costumbres  y  reglamentos. — Hasta  entonces 
las  leyei  generales  y  los  reglamentos  de  la  Bepública  no  tie« 
nen  acción  en  el  distrito  designado. 

25.  Los  indios  mosquitos  no  son  ahora  ciudadanos  nica- 
ragüenses,  aunque  el  distrito  designado  es  territorio  nicara- 
güense.— La  expresión  en  el  artículo  IV,  <'  otros  ciudadanos 
de  la  Bepública,''  se  refiere  á  la  condición  de  los  indios  mos> 
qnitos  después  de  su  (posible)  absoluta  incorporación  á  la 
Bepública,  no  á  su  condición  en  la  ausencia  de    esa  incorpora- 

CiÓD. 

26.  Ese  convenio  que  tuvo  en  mira  el  articulo  4^  no  ha 
sido  heoho.*-Las  posiciones  relativas  de  la  Bepública  de  Ni- 
caragua y  de  los  indios  mosquitos,  permanecen  como  si  tal 
artículo  no  hubiese  sido  insertado  en  el  tratado. 

27.  Sin  embargo,  en  1867,  el  Gobierno  británico  informó 
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al  Gobierno  de  Nicaragua,  que  en  el  caso  de  que  los  indios 
estaviesen  anuentes  á  adoptar  el  giro  indicado  del  artículo  IV^ 
el  Gobierno  británico,  no  sólo  no  liaría  oposiiáón  á  tal  arre- 
glo, sino  qne  lo  vería  con  satisfacción,  como  que  pondría  fin 
á  toda  controversia,  y  relevaría  al  Gobierno  británico  de  obli- 
gaciones  que  había  tomado  sobre  sí  únicamente  por  conside- 
raciones de  honor  y  deber,  pero  que,  antes  de  que  el  Gobierno 
británico  padiese  convenir  en  que  se  obre  según  el  artículo  lY, 
debe  estar  satisfecho  de  que  esa  acción  era  enteramente  vo. 
luntaria  de  parte  de  los  indios,  y  que  no  se  había  ejercido 
sobre  ellos  ninguna  presión  ni  influencia  indebida  para  obtener 
su  consentimiento. 

28.  Posteriormente  en  1877  habiendo  tenido  informes  el 
Gobierno  de  Su  Magostad  de  que  el  Gobierno  de  Nicaragua 
hacía  esfuerzos  por  llevar  á  cabo  la  imcorporación,  manifestó 
qne  no  estaba  dispuesto  á  suscitar  objeciones  á  esa  incorpora- 
ción, con  tal  que  se  llevase  á  efecto  por  medios  leales  y  de  una 
manera  compatible  con  los   términos  del  artículo  lY. 

29.  Los  esfiíerzos  del  Gobierno  quedaron  sin  efecto  por 
la  negativa  de  los  indios  mosquitos  á  consentir  en  la  incor- 
poración.— Las  comunicaciones  oficiales  relativas  á  este  asunto 
se  registran  en  el  Apéndice  (n?  6.  E.) 

30.  Gontinnando;  pues,  como  hasta  entonces  las  relaciones 
del  distrito  asignado  con  la  República,  la  cuestión  de  cuál 
sea  la  extensión  de  los  derechos  soberanos  de  la  Bepública 
reservados  en  el  artículo  III^  y  de  la  soberanía  de  la  Be- 
pública  bajo  la  cual  está  y  permanece  el  distrito  en  virtud  de 
los  artículos  I  y  II,  es  una  cuestión  de  gran  importancia  prác* 
tica.  Pero  el  Gk>bierno  de  Su  Magostad  piensa  qne  no  sería 
oportuno  para  él  intentar  ahora  ó  pretender  del  arbitro,  una 
definición  general  y  abstracta  de  esos  derechos  soberanos  ó  de 
esa  soberanía,  y  que  sería  impracticable  para  él  y  para  el  ár 
bitro  describirlos  para  la  enumeración  ó  exclusión  de  casos 
particulares.— Piensa,  por  el  contrano,  qne  el  única  modo 
razonable  y  segnro  es  qne  los  conflictos  entre  los  derechos 
mosquitos  y  los  derechos  nicaragüenses  se  arreglen  y  determinen 
de  hecho  cada  vez  que  ocurran. 
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31.  A  la  verdad,  este  conflicto  ha  ocurrido  en  dos  oca- 
siones, y  las  caestiones  que  se  han  suscitado  están  maduras 
para  que  se  decidan  en  este  arbitramento.  (Jna  de  estas  cues- 
tiones se  refiere  á  la  imposición  de  derechos  de  Aduana  y 
á  la  reglamentación  del  comercio  extranjero  y  costanero  en 
relación  con  el  distrito  asignado.  La  otra  se  refiere  á  cortes 
de  madera,  minas  y  á  otros  usos  del  suelo  del  distrito  asig- 
nado y  á  sus  productos   naturales. 

D«reehoede  Aduana.        31.    El   Gobicmo  de  fTícaragua  emitió  un 

Comercio  extranjero  y 

costanero.  decreto,  fcchado  á  4  de  Octubre  de  1864,  so- 
bre derechos  de  Aduana  en  el  distrito  asignado  y  el  co- 
mercio extranjero  y  costanero  de)  mismo.  Este  decreto  estaba 
basado  en  la  declaración  de  que  es  derecho  inherente  á  la 
soberanía  reglamentar  el  comercio  marítimo  de  importación  y 
exportación  y  los  derechos  que  deben  imponerse  sobre  61,  así 
como  el  comercio  costanero  y  los  puertos  ó  lugares  en  que 
pueda  hacerse  este  comercio.  En  el  Apéndice  se  encuentra 
suficiente  extracto  de  este  decreto  (número  6  B). 

33.  A  la  publicación  de  este  decreto,  el  Cónsul  británico 
dirigió  el  siguiente  informe: 

^<  El  Jefe  mosquito  y  su  Oonsejo  decretaron  en  1861,  ai 
aceptar  el  tratado,  que  los  puertos  y  ríos  de  la  Beserva 
serían  puertos  libres.  Desde  entonces  no  se  han  cobrado 
ni  exigido  derechos  de  ninguna  especie.  El  Jefe  mosquito  j 
su  Consejo  no  quieren  que  se  colecten  en  la  Beserva  ningu- 
nos derechos  sobre  efectos  ni  sobre  buques :  comercio  libre  es 
todo  lo  que  desean,  y  no  quieren  que  se  le  ponga  ninguna 
restricción.'' 

34.  A   esto  se    siguió  una  larga  discusión  entre  los   dos 

Gobiernos. 

35.  El  Secretario  de  Estado  de  S.  M.,  lord  Olarendon^, 
dio  á  Mr.  Mathew,  Ministro  de  su  Majestad  acreditado  en 
Nicaragua,  las  siguientes  instrucciones : 

^^  Ahora  tengo  que  informar  á.  usted  de  que  el  Gobierna 
de  Su  Majestad  considera  que  por  el  tratado,  y  e8pecialmente> 
por  los  artículos  III  y  lY,  los  indios  mosquitos  tienen  derecho 
de  decretar  impuestos  sobre  las  mercancías    que  se  importen 


56  TEBCEBA  PARTE.— EL  BEBBOHO 

en  sa  territorio,   j  qae  el   aso  de  este  derecho   uo  es  incom- 
patible con  el  derecho  soberano  de  la  República  de  Nicaragua. 

^<  Por  consiguiente,  el  Gobierno  de  I^icaragna  no  tiene 
derecho  de  exigir  por  segunda  vez  en  Greytown  el  pago  de 
esos  impuestos,  ó  el  pago  d«.  ^llos  sobre  efectos  no  importa- 
tados  á  Greytown,  sino  solamente  trasbordados  allí  para  ser 
conducidos  á  la  Mosqnitia. 

''  usted  dirigirá  con  este  objeto  al  Gobierno  de  Nicaragua 
una  comunicación,  pidiéndole  que  caalesquiera  derechos  que 
hayan  sido  indebidamente  impuestos  en  Greytown  á  subditos 
bi^itánicos  que  hacen  el  comercio  con  la  Mosquitia,  sean  in- 
mediatamente devueltos,  y  que  no  se  hagan  ulteriores  esfuerzos 
para  la  exacción  de  esos  derechos." 

36.  Posteriormente,  el  Secretario  de  Estado  de  S.  AT.,  lord 
Stanley,  dio  las  siguientes  instrucciones  á  Mr.  Wallis,  Encar* 
gado  de  Negocios  de  S.  M.  "25  de  Julio  de  1880.^ 

<<  El  razonamiento  de  don  A.  Silva  uo  prueba  satisfacto- 
riamente que  los  indios  mosquitos  no  tengan  facultad  de  im- 
poner derechos  sobre  las  mercancías  que  se  importen  en  su 
territorio,  ni  que  el  ejercicio  de  este  derecho,  por  su  parte, 
sea  incompatible  con  los  derechos  soberanos  de  la  República 
de  Nicaragua,  y  si  este  derecho  asiste  á  los  indios,  el  Go- 
bierno de  Nicaragua  no  puede  estar  autorizado  para  exigir 
en  Greytown  impuestos  por  efectos  que  han  pagado  ya  dere- 
chos en  Mosquitia,  ni  para  imponer  derechos  en  Greytown 
sobre  mercaderías  que  lleguen  allí  de  tránsito  para  Mosquitiai 
y  no  destinados  para  consumirse  en  Nicaragua." 

37.  En  nn  memorándum  entregado  por  lord  Stanley  al 
señor  Martínez,  Enviado  especial  de  Nicaragua  en  Londres,  se 
hicieron  las   siguientes  observaciones:  17  de  Setiembre  de  1867. 

No  hay  en  el  tratado  cláusula  que  autorice  al  Gobierno  de 
Nicaragua  para  reglamentar  el  comercio  marítimo  extranjero 
con  la  Beserva  mosquita,  ó  para  prohibir  ese  comercio,  sino 
es  que  se  haga  por  el  puerto  dé  San  Juan.  Por  el  contrario  el 
espíritu  del  tratado,  al  asegurar  á  los  indios  mosquitos  el 
derecho  de  gobernar,  prohibe  el  elercicio  de  esa  facultad  al 
«Gobierno  de  Nicaragua. 
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''En  cuadro  :í  las  deitíctiOH  iuipuestod  x)or  el  Gobierno  de 
Ficaragoa  sobre  efectos  importados  de  países  extranjeros  á  San 
Jnan,  y  re-exportados  por  mar  para  la  costa  de  la  Reserva 
mosquita,  e8toK  derechos  deben  tenerse  como  impuestos  en 
contravenciÓD  directa  del  artículo  .Vil,  que  declara  á  San  Juan 
puerto  libre. 

^^  Si  el  Gobierno  de  Nicaragua  estuviera  en  libertad  de  cons- 
tituir á  San  Juan  el  único  puerto  de  entrada  para  los  efec* 
tos  extranjeros  que  deben  importarse  á  la  Beserva  mosquita, 
y  de  imponer  derechos  sobre  la  importacióa  de  esos  efectos 
en  la  Beserva^  tendría  virtualmente  la  facultad,  no  sólo  de 
eludir,  sino  también  de  invertir  las  cláusulas  del  tratado  en 
lo  tocante  á  la  subvención  que  debe  pagar  el  Jefe  mosco,  y 
podría  compeler  á  los  indios  mosquitos,  como  consumidores 
de  esos  efectos,  no  solamente  á  suministrar  los  fondos  nece- 
sarios para  pagar  la  subvención,  sino  también  á  suministrar 
fondos  para  el  mantenimiento  del  mismo  Gobierno  de  Ni- 
caragua." 

38.  El  Gobierno  de  S.  M.  pide  que  se  declare  por  el  arbitro 
que  el  Gobierno  de  Nicaragua  en  el  goce  ó  ejercicio  de  su 
soberanía  ó  de  sus  derechos  soberanos  en  virtud  del  tratado, 
no  estaba  autorizado  para  establecer  en  el  Distrito  mosquito  dis- 
posiciones tales  como  las  de  los  artículos  I  y  II  del  decreto  de 
4  de  Octubre  de  1864. 

Corte  do  maden,  39.    La  scguuda  dc  las  dos  cuestiones  arri- 

'  minas  y  otros  luos  del 

suelo.  ba  mencionadas,  surgió  en  1861,  á  consecuen- 

cia de  haberse  pretendido  por  parte  del  Gobierno  de  Nicaragua^ 
que  sólo  él  podía  conceder  privilegios  para  utilizar  ios  re- 
cursos del  Distrito  mosquito,  como  de  establecer  cortes  de  ma- 
dera, ó  recoger  hule,  cocos  ú  otros  productos  naturales. 

40,  En  oposición  á  este  modo  de  ver  el  Cónsul  británico 
en  Greytown,  Mr.  Green,  en  una  carta  á  su  Gobierno,  arguye 
del  modo  siguiente : 

*^  Loa  indios  mosquitos  han  mantenido  desde  tiempo  inme- 
jnorial  su  independencia  como  Nación  separada  y  distinta, 
dis&ntando  de  sus  propias  leyes  y  sujetos  á  sus  peculiares  usos 
y  costumbres.    Por  el  tratado    no  han  cedido    en  manera  al- 
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gana  sos  derechos,  leyes  y  costumbres,  ni  han  sido  privados 
de  ellos,  sino  qae,  por  el  contrario,  sa  posición  respecto  de  Ni- 
caragua ha  sido  más  plenamente  definida  y  arreglada,  y  tienen 
ahora  nna  línea  divisoria  bien  establecida,  y  el  derecho  de 
gobernarse  á  sí  mismos;  y  sas  anteriores  nsos  y  costumbres 
están  plenamente  reconocidos  por  Nicaragua,  El  habérseles  ce- 
dido cierta  zona  de  terreno  es  claramente  la  cesión  por  parte 
de  Nicaragua  de  todo  derecho  á  usar  ese  terreno,  ocuparlo 
6  disponer  de  él,  ó  de  sus  producciones,  si  no  es  por  convenio 
con  los  indios.  Las  clausulas  del  tratado  respecto  del  pago 
en  dinero  qne  tiene  que  hacer  Nicaragua  y  á  la  manera  en  que 
debe  obtenerse  este  dinero,  no  revelan  ciertamente  que  la  Be- 
pública  esperase  disponer  de  los  terrenos  reservados  á  los 
mosquitos,  ó  de  sus  producciones.  Siempre  ha  sido  derecho^  cos- 
tumbre y  uso  de  los  mosquitos,  vender  los  productos  de  sus  terre- 
nos  en  las  costas  (consistentes  de  ordinario  en  madera,  cocos,^ 
hule,  carey,  zarzaparrilla  y  pieles),  y  disponer  de  ellos. — Nada 
hay  en  el  tratado  que  los  prive  del  goce  de  aquel  derecho,  eos- 
tambre  ó  uso.  Por  el  contrario,  sus  derechos,  usos  y  costum- 
bres, son  plenamente  reconocidos  en  el  tratado.  Nioaragaa  no^ 
podría  disponer  de  los  terrenos  reservados  á  los  mosquitos  ó 
de  sus  productos,  sin  destrair  los  medios  de  que  sabsisten  los 
mosquitos  ó  sus  familias.  Este  no  podía  ser  el  objeto  del  tra- 
tado. Por  el  contrario,  el  hecho  de  reservarse  an  distrito  es- 
pecialmente para  los  indios,  prueba  su  derecho  á  la  esolusiva 
ooapación  y  uso  de  los  terrenoS|  y  á  disponer  de  sus  produccio- 
nes. Se  sigue  como  un  asunto  de  razón  y  buen  sentido,  que 
los  mosquitos,  teniendo  el  esclusivo  derecho  de  uso  y  ocupa- 
ción de  los  terrenos  reservados  para  su  beneficio,  y  el  dere- 
cho esclusivo  de  disponer  de  sus  productos,  tienen  también 
el  derecho  de  arrendarlos  por  el  tiempo  de  su  aso  y  ocupa- 
ción á  cualesquiera  personas  que  deseen  usarlos  ú  ocuparlos, 
y  qne  tengan  relaciones  con  los  indios.  Todas  estas  perso- 
nas estarán  sujetas  á  las  leyes,  usos  y  costumbres  de  los  indios, 
mientras  residan  entre  ellos.  Este  arriendo  temporal  de  una 
porción  de  los  terrenos  del  distrito,  y  de  sus  producto»,  no  es 
una  cesión  de  una  parte  del  distrito,  á  persona  extranjera,  se- 
gún las  palabras  del  tratado.'' 
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4L  El  Gobierno  británico  adoptó  este  pareoer,  y  Mr.  Oreen 
recibió  á  este  respecto  de  lord  Kussell,  Secretario  de  Estado  deS* 
M.jlas  sigQíentes  instrucciones.  3  de  Octubre  de  1864.  ^<E1  ver- 
dadero sentido  del  tratado  de  Managua,  que  celebró  el  Gobier- 
no de  S.  M.  con  la  mira  de  garantir  y  definir  los  derechos  de 
los  indios  mosquitos,  es  que  los  indios  mosquitos  deben  ejer- 
cer dentro  del  distrito  asignado  el  completo  gobierno  de  f acto f 
pero  deben  estar  sujetos  á  la  soberanía  de  Nicaragua,  y  ser  inca- 
paces de  colocarse  así  mismos  ó  colocar  el  distrito  bajo  cualquie- 
ra otra  soberanía  de  jure. 

De  acuerdo  con  esta  interpretación,  el  Gobierno  de  S.  M.  opi- 
na, que  por  el  articulo  III  compete  á  los  indios  mosquitos  su- 
jetar á  sus  propias  costumbres  y  reglamentos  á  todos  los  re- 
sidentes dentro  de  los  distritos  reservados,  y  que  tienen  derecho 
á  establecer  aserraderos,  plantíos  de  algodón  y  otros  semejantes 
con  la  ayuda  de  empresarios  extranjeros,  y  de  gozar  de  todos 
los  beneficios  que  puedan  producir  tales  empresas. 

42.  El  mismo  principio  que  se  aplica  al  derribo  de  los  bos- 
ques se  aplica  también,  en  opinión  del  Gobierno  de  S.  M.,  al 
descubrimiento  y  explotación  de  minas. 

43.  El  Gobierno  de  S.  M.  pide  que  las  pretensiones  del 
Gobierno  de  Nicaragua  á  este  respecto  se  declaren  por  el  ar- 
bitro, insostenibles. 

44.  El  texto  del  artículo  V  es  como  signe : 

Art.  y.  La  Bepública  de  Nicaragua,  deseosa  de  promover 
la  mejora  social  de  los  indios  mosquitos  y  de  proveer  á  la  ma- 
nutención de  las  autoridades  que  se  establezcan  según  las  es- 
tipulaciones del  artículo  III  de  este  tratado,  en  el  distrito  asig- 
nado á  dichos  indios,  conviene  en  conceder  con  tal  objeto  á 
dichas  autoridades  por  espacio  de  diez  afios  y  con  la  mira  de 
llenar  aquellos  objetos,  una  suma  anual  de  cinco  mil  pesos 
fuertes. 

Dicha  suma  será  pagada  en  Greytown  en  pagos  semes- 
trales á  la  persona  que  sea  autorizada  por  el  Jefe  de  los  indios 
mosquitos  para  recibirla,  y  el  primer  pagamento  se  verificará 
seis  meses  después  del  cange  de  las  ratificaciones  del  presen* 
te  tratado.  Para  pagar  esta  suma,  ^^  Nicaragua  impondrá  y 
consignará  especialmente  un  derecho  al  pedo  sobre  todos  los 
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i)alto6  <le  efectos  que  por  aqnel  paerto  se  importen  para  el 
^ionsamo  en  el  territorio  de  ia  República,  sin  perjaicio  de  hacer- 
lo en  el  déficit  de  las  demás  rentas  de  la  República. '' 

45.  La  cláusnla  se  refiere  al  pago  de  ana  ana^ídad  de 
quinientos  pesos  por  diez  años,  debiéndose  hacer  el  primer  pa- 
gamento seis  meses  después  del  cange  de  las  ratificaciones.  Las 
ratificaciones  fueron  cangeadas  el  2  de  Agosto  de  1860.  Por 
tanto,  el  primer  pago  semestral  se  venció  en  2  de  Febrero  de 
1861,  y  un  pago  de  dos  mil  quinientos  fue  debido  en  los  sub- 
siguientes en  2  de  Agosto  y  2  de  Febrero,  hasta  el  3  de  Agosto 
de  1870,  inclusive.  La  estipulación  es  también  por  peso  fuerte, 
y  pagaderos  en  Greytown.    Siendo  tales  las  estipulaciones,  los 

pagamentos  son  como  siguen : 

/      $        9 

1861  Noviembre  28  Producto  de  una  letra  contra  Sola- 

ri,  recibida 2.500, 

1862  Abril  30        Id .  id 2.600, 

1867  Setiembre     9        Id.  contra  Yaughan £  300  1.455, 

1864  Abril  7  Al  contado   á  cuenta 1.040, 

««  Junio  16  Id.  id 314, 

"  Julio  17  Id.  id 572,70 

"         «  18  Id 312, 

"         «  29  Id... 401, 

^^     Agosto       13  Letra  de    cambio   contra  Yaug- 
han  £  300    1.456, 

«         «             26  Al  contado  á  cuenta 742,82 J 

"  Noviembre     9        Id 669,22J 

"        "             17        Id 400, 

«         «              18        Id 61,75 

"  Diciembre      6       Id 274, 

«         "              21  Al  contado  á  cuenta 330, 

«         "             24        Id 130, 

1866  Mayo          10        Id 2,032,90 

«     Agosto       25        Id 2.000, 

"     Setiembre  22       Id 560,10 

1866  Marzo         24       Id.    [  último  pago  ] 1.500, 

Pago  total. . . .  19.142,50 
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46.  De  esta  tabla  aparece  : 

(a)  Ko  se  hizo  ningún  pago  hasta  el  28  de  Noviembre  de 
1861,  época  en  qae  se  pagaron  $  2,500. 

(b)  No  se  hizo  otro  pago  hasta  el  30  de  Abril  de  1862, 
eaando  se  pagaron  $  2,400. 

(o)  En  1863  se  hizo  otro  pago,  de  nn  monto  inferior  ¿ 
$1,500. 

(d)  En  1864  se  hicieron  13  diferentes  pagos,  que  ascendie- 
ron á  cerca  de  $  6,600. 

(e)  En  1865  se  hicieron  3  pagos  que  ascendieron  á  cerca 
de  $  5,00*. 

(f)  En  Marzo  de  1866  se  hizo  nn  pago  qne  ascendió  á 
$  1,800. 

(g)  Desde  Marzo  de  1866  no  se  ha  hecho  ningún  pago, 
(h)    En  ningún  semestre  desde  el  principio  se  ha  verifí- 

eado  el  pago  debidamente. 

(i)  En  los  últimos  4  años  del  término  de  diez  años,  no  se 
efectnó  ningún  pagamento. 

47.  En  todo  el  término  de  diez  años  despaés,  muchas 
gestiones  han  sido  hechas  al  Gobierno  de  Nicaragaa  para  el 
pago  de  los  rezagos  y  de  los  semestres  vencidos.  Para  de- 
mostrar qne  el  dinero  depositado  *  en  el  ^  Banco  de  Inglaterra 
debe  mandarse  pagar  inmediatamente  por  el  arbitro  al  Jefe 
mosqnito,  y  para  sostener  el  derecho  de  los  mosqaitos  á  los 
intereses,  es  necesario  al  Gobierno  de  S.  M.  entrar  en  la  his- 
toria de  esas  gestiones  y  de  las  excusas  qne  se  le  opusieron. 
Tarea  de  la  cual  el  Gobierno  de  S.  M.  hubiera  tenido  gusto 
en   ser  relevado. 

48.  En  3  de  Febrero  de  1861,  el  Cónsul  británico  en  Grey- 
town,  Mr.  Green,  presentó  al  Gobernador  de  Greytown,  señor 
Saenz,  como  Bepresentante  del  Gobierno  de  Nicaragua,  una  carta 
poder  del  Jefe  mosquito,  autorizando  al  Oónsul  para  recibir  el  pri- 
mer pago  de  la  anualidad.  Tres  meses  trascurrieron  sin  que 
recibiese  noticia  de  esta  solicitud.  Mr.  Green  escribió  entonces 
al  señor  Saenz,  preguntando  si  se  había  recibido  alguna  con- 
testación de  su  Gobierno,  añadiendo: 
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<^  Faltaría  oiertamente  á  mi  deber,  si  difiriese  por  más 
tiempo  informar  al  Secretario  de  Estado  de  S.  M.'^ 

49.  A  esto  contestó  el  seSor  Saenz :  que  los  procedimientos 
de  Waiker  y  los  demás  filibusteros  habían  impedido  el  pago 
puntual  de  la  subvención,  y  suplicó  á  Mr.  Oreen  difiriese  el 
informe  á  su  Gobierno  hasta  después  de  la  llegada  del  próximo 
vapor  del  interior. 

50.  En  22  de  Junio  de  1861,  Afir.  Oreen  informó  á  su  Oto- 
bierno. — Las  estipulaciones  del  tratado  (decía)  no  habían  sido 
cumplidas  sino  hasta  que,  después  de  varias  gestiones  cerca 
del  señor  Saenz,  él  había  recibido  por  medio  del  señor  Saenz 
una  propuesta  del  Oobierno  de  Nicaragua  de  hacer  el  primer 
pago  con  una  letra  de  cambio  á  91  días  después  de  vista, 
girada  sobre  Oénova  y  pagadera  en  Londres. — Gomo  él  no  veía 
probabilidad  de  un  pago  al  contado,  juzgó  conveniente  aceptar 
la  propuesta. — Había  recibido  en  12  de  Julio  una  letra  de 
cambio  por  5.151,12  s.  9d.  equivalentes  á  2.500  pesos,  á  90 
días  de  vista ;  y  la  había  enviado  á  Inglaterra  para  su  acep- 
tación. 

51.  En  16  de  Mayo  de  1863,  el  Yice-cónsul  británico,  Mr. 
Patón,  informó  al  Ministro  de  S.  M.  acreditado  en  Kicaragaa, 
Mr.  Mathevr.— En  11  de  Marzo  (decía)  el  señor  Saenz  infor- 
mó á  Mr.  Oreen  que  estaba  listo  á  pagar  los  rezagos  (3  se- 
mestres) de  la  anualidad,  con  una  letra  de  cambio  sobre  Nueva 
York.  Mr.  Oreen  indicó  al  señor  Saenz  que  negociase  las 
letras,  y  pagase  el  valor,  en  conformidad  del  tratado,  y  le  dio 
hasta  el  día  siguiente  para  decidir.  Al  día  siguiente  Mr.  Oreen 
visitó  al  señor  Saenz,  quien  no  había  logrado  negociar  las  le- 
tras. Mr.  Oreen  le  manifestó  la  gran  diferencia  de  cambio  en- 
tre la  moneda  de  los  Estados  Unidos  y  los  pesos  fuertes  en 
que  debía  hacerse  el  pago.  Entonces  el  señor  Saenz  pidió  se  le 
permitiese  comunicar  con  su  Oobierno,  y  expresó  la  esperanza 
de  estar  listo  para  dar  letras  de  cambio  sobre  Londres  en  el 
término  de  otro  mes.  Esta  proposición  fue  aceptada  por  Mr. 
Oreen,  á  condición  de  que  el  señor  Stynz  estuviese  listo  á  cu- 
brir todos  los  gastos  de  la  negociación  de  las  letras. 
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52.  En  14  de  Julio  de  1863,  Mr.  Green  escribió  al  señor 
Saenz  lo  Rígniente: 

*^  Eq  la  seguridad  que  usted  me  dio  en  su  conversación  con- 
migo hacia  el  12  de  Marzo  último,  de  que  la  suma  hasta  enton- 
ces debida  por  la  subvención  mosquita  sería  pagada  durante 
el  siguiente  mes  con  una  letra  de  cambio  sobre  Londres,  he 
diferido  y  difiero  dar  curso  á  las  instrucciones  del  Ministro 
de  S.   M 

Los  señores  Shelton  &  Oompañía  del  Cabo  de  Gracias  á  Dios 
han  depositado  en  el  Consulado,  como  ust^d  sabe,  una  letra  de 
los  señores  Yaughan  &  Compañía  de  Londres,  por  valor  de  Ib. 
300  esterlinas,  en  favor  del  Gobierno  de  Nicaragua,  por  dere- 
chos de  caoba.  Me'  permito  pedir  que  el  Gobierno  sancione  la 
adjudicación  de  esta  letra  á  la  subvención,  y  una  contestación 
á  vuelta  de  correo  que  usted  manifestó  intención  de  despa- 
char hoy. 

53.  En  14  de  Agosto  de  1863  Mr.  Green  informó  á  Mr. 
Mathew  lo  siguiente : 

<<  En  3  del  corriente  ocurrí  de  nuevo  al  Gobernador  por  el 
pago  de  los  rezagos  de  la  subvención,  y  otra  suma  de  2.500  pe- 
sca que  se  venció  el  2  del  presente  mes ;  y  otra  vez  ayer,  después 
de  la  llegada  del  correo  del  Gobierno,  volví  á  recibir  de  él 
la  contestación  de  que  no  había  recibido  instrucciones  de  su 
Gobierno  sobre  el  particular. 

54.  En  V  de  Diciembre  de  1863,  el  Gobierno  de  Nicaragua 
emitió  un  decreto  con  objeto  de  proveer  al  pago  de  la  anualidad. 
Ese  decreto  decía  que,  á  causa  de  la  guerra  que  la  República  se 
había  visto  obligada  á  hacer  para  la  preservación  de  su  in~ 
dependencia,  la  consiguiente  exhaustez  del  tesoro  público  había 
causado  alguna  demora  en  el  pago  de  la  anualidad,  de  refería  al 
5p§  de  derecho  de  importación  establecido  en  Greytown,  y  desti- 
nado para  los  gastos  de  la  Administración  interna  del  puerto. 
Decretaba  (1?)  que,  desde  el  1?  de  Enero  de  1864,  en  lugas  del 
5  pS  debía  cobrarse  un  10  p§ ,  6  p§  destinado  al  pago  de 
la  anualidad,  y  el  4  p§  restante  para  los  gastos  del  Gobierno 
interior  de  Greytown,,  debiéndose  llevar  las  cuentas  con  la 
debida  separación:  (2?)  que* el  monto  de  los  productos  naturales 
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Ó  indastriales  de  toda  la  oosta   debían  dedicarse  al  pago  de 
los  recagos  hasta  sa  cancelación. 

56.  En  13  de  Enero  de  1864,  Mr.  Green  volvió  á  inforoiar 
á  sn  Gobierno.  Había  hasta  entonces  (decía)  omitido  informes 
directos  á  sa  Gobierno  sobre  este  asnnto,  en  la  creencia  de  qae  las 
gestiones  del  Ministro  de  S.  M.  ante  el  Gobierno  de  Nicaragaa  ha- 
brían producido  nn  resultado  satisfactorio.  Últimamente  había  re- 
cibido del  señor  Saenz  nuevas  y  repetidas  seguridades  de  la  buena 
disposición  del  Gobierno  á  pagar  la  subvención  con  más  regu* 
laridad.  El  señor  Saenz  había  manifestado  que  el  Gobierno 
meditaba  con  aquel  objeto  un  arreglo  en  la  renovación  del 
privilegio  de  la  Compañía  de  tránsito  de  Nicaragua,  que  era 
entonces  una  cuestión  que  estaba  bajo  la  consideración  del  Go- 
bierno :  que  se  habían  gravado  con  gastos  extraordinarios  para 
protejer  los  intereses  del  Estado  los  recursos  del  Gtobierno. 
Esto  fue  alegado  como  una  excusa  para  no  hacer  el  pago  á 
los  mosquitos.  El  Gobierno  de  JÜTicaragua  había  emitido  el 
decreto  de  1^  de  Diciembre  de  ISfiS,  elevando  el  derecho  de 
importación  en  Greytown  al  10  pg  y  destinando  el  6  p3 
del  derecho,  y  todas  las  rentas  provenientes  de  la  costa,  al 
pago  de  la  anualidad.  El  señor  Saenz  había  informado  á  Mr. 
Green,  que  había  recibido  instrucciones  para  establecer  y  colectar 
desde  luego,  esto  es,  desde  V*  de  Enero  de  1861,  el  10  p§  del  dere- 
cho de  importación,  pero  que  no  había  recibido  ningunas  instruc- 
ciones para  destinar  ninguna  parte  de  ese  derecho  al  pago  de  la 
anualidad,  y  que  había  escrito  pidiendo  instrucciones  sobre  el 
particular. 

56.  En  27  de  Febrero  de  1876,  Mr.  Patón  escribió  al  señor 
Saenz  lo  siguiente : 

<'  Habiendo  trasouirido  tres  meses  desde  que  usted  me  hizo 
un  pago  á  cuenta  de  la  anualidad  mosquita,  me  tomo  la  li- 
bertad de  llamar  la  atención  de  usted  sobre  este  particular,  ma-« 
nifestándole  que,  á  más  de  los  rezagos  debidos  desde  hace 
tiempo,  se  ha  vencido  un  nuevo  pago  en  2  del  corriente." 

67.  El  señor  Saenz  en  una  carta  de  28  de  Febrero  de  1866, 
r')fi  rente  á  la  muerte  del  Jefe  mosquito,  Jorge,  ocurrida  en 
Noviembre  de  1865,  contestó  á  Mr.  Patón  lo  siguiente: 
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'^  Debo  manifestar  qae  tengo  alganas  sumas  de  dinero  que 
dar  (como  lo  he  hecho  anteriormente  con  la  debida  pnntaalidad)> 
á  caenta  de  la  subvención  ;  pero  no  me  es  posible  ahora  efectuar 
estos  pagos,  si  no  es  á  una  persona  debidamente  autorizada, 
qme  designe  el  nuevo  Jefe  de  los  mosquitos,  pues  cualquier 
poder  otorgado  por  el  Jefe  anterior  para  recibir  dicha  subven- 
ción ha  cesado  naturalmente  con  su  muerte»" 

58.    En   17  de  Abril  de  1856,   el  Ministro  de  Selaciones 
de  Nicaragua,  sefior  Silva,  dirigió  á  Mr.  Mathew  una  nota,  en 
la  cual,  después  de  referirse  á   las  objeciones  hechas  al  decreto 
nicaragüense   de   á   de  Octubre  de   1864,  arriba   mencionado 
(párrafo  32  decía): 

<<  ¿  En  qué  manera,  pues,  ha  infringido  el  Gobierno  de  Ni« 
earagua  los  artículos  III  y  YII  de  la  convención  de  1860 1 
El  tratado  ha  sido  religiosamente  cumplido.  Los  indios  mos- 
quitos se  gobiernan  conforme  á  sus  propios  reglamentos.  Sus 
Jefes  han  recibido  anualmente  la  suma  estipulada  en  el  ar- 
tículo y,  y  es  el  firme  propósito  de  mi  Gobierno,  cuyo  poder 
consiste  principalmente  en  la  justicia  de  sus  actos,  cumplir 
todas  sus  obligaciones,  así  como  sostener  sus  derechos  hasta 
la  última  extremidad.'' 

69.  En  10  de  Mayo  de  1866,  Mr.  Mathew  contestó  á  esta 
nota,  diciéndole: 

^<  Acepto  con  la  más  plena  confianza  las  seguridades  per- 
sonales de  Y.  E.,  con  respecto  al  presente  y  á  los  futuros  pa- 
gamentos anuales  al  Jefe  mosquito.  Pero  debo  informar  á 
y«  E.,  que  antes  de  mi  partida  para  Inglaterra  y  de  la  en- 
trada de  y.  E.  al  ejercicio  de  sus  funciones,  la  irregularidad 
en  estos  pagos  había  sido  objeto  de  repetidas  corresponden- 
cias." 

60.  Por  cartas  de  á  y  5  de  Junio  de  1866,  Mr.  Patón 
volvió  á  dirigirse  al  señor  Saenz.  Manifestó  que  había  un  nuevo 
heredero  mosquito,  Guillermo,  que  por  el  voto  del  Consejo,  M. 
Martín,  Justicia  Mayor  del  distrito  mosquito,  había  sido  ele» 
gido  tutor  durante  la  minoridad  del  Jefe,  que  tenía  once  años 
de  edad  ;  y  que  aquel  Jefe   le  había  enviado  á  Mr.  Patón  poder 
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para  cobrar  la  anualidad  mosquita.  Mr.  Patón  dio  al  sefior 
Saenz  copia  del  poder  y  le  pidió  qne  sin  ulteriores  vacila- 
ciones 6  demoras,  diese  el  debido  cumplimiento  á  las  cláusulas 
del  tratado,  y,  en  conformidad  con  su  nota  [del  señor  Saenz] 
de  28  de  Febrero,  hiciese  el  pago  de  la  anualidad  á  los  mos- 
«quitos,  desde  mucho  tiempo  vencida,  de  la  cual  tenían  gran 
necesidad,  por  sus  desgraciadas  circunstancias  á  consecuencia 
del  último  huracán,  que  había  devastado  su  costa  y  terri- 
torio. 

61.  A  esta  carta  replicó  el  señor  Saenz  en  6  de  Junio 
de  1866: 

'^  Tengo  el  honor  de  acusará  U.  recibo  de  su  despacho  de 
ayer,  que  recibo  ad  referéndum.'^^ 

62.  En  27  de  Junio  de  1866,  el  Presidente  de  l^icaragua 
firmó  una  serie  de  instrucciones  dirigidas  á  Mr.  Wm.  Yaughan 
designado  como  comisionado  especial  ante  el  Gobierno  de 
S.  M.  [pero  no  recibido  en  esa  capacidad]  cuyas  instrucciones 
fueron  comunicadas  por  Mr.  Yaughan  al  Oobierno  de  S.  M. 
y   comprendían  lo  siguiente : 

4.  ^'TTsted  informará  al  Gobierno  de  S.  M.,  que  el  Gobierno 
de  Nicaragua  conserva  actualmente  en  depósito  la  subvención 
que  debía  darseí  al  Jefe  de  los  indios  mosquitos,  porque  des- 
pués de  su  muerte,  los  extranjeros  y  otros  residentes  no  indios, 
han  nombrado  á  un  niño  de  once  años  de  edad  para  que  re- 
presente el  papel  de  mandarín,  con  el  título  de  Bey,  *cuya  je- 
fatura no  está  dispuesto  á  reconocer  el  Gobierno  de  Nicaragua, 
mientras  no  proceda  de  la  libre  elección  de  los  indios,  sin  in- 
tervención de  ningún  elemento  extranjero.'' 

63.  Este  es  el  primer  documento  en  que  se  suscitó  esta 
particular  objeción  al  pago  de  la  anualidad.  Ella  continuó  pre- 
sentándose durante  toda  la  vida  del  Jefe  Guillermo. 

64.  En  16  de  Julio  de  1866  Mr.  Patón  informó  á  su  Go- 
bierno lo  siguiente : 

^'Tengo  el  honor  de  informar  á  Y.  S.  que  he  hecho  mis 
mayores  esfuerzos,  sin  obtener  resultado,  para  percibir  de  las 
autoridades  de  Nicaragua  la  anualidad  mosquita,  durante  loa 
últimos  ocho  meses  desde  la  muerte  del  último  Jefe.    Por  tanto^ 
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envío  á  Y.  S.  copia  de  la  correspondencia  que  he  mantenido 
con  el  Gobernador  de  este  Ingar^  qne  es  la  persona  encargada 
de  hacer  aquel  pago,  para  el  caal  se  ha  im puesto  y  percibido 
un  derecho  sobre  las  mercancías  introducida^  á  este  puerto. 
Debido  á  un  violento  huracán  que  devastó  la  costa  mosquita 
en  Octubre  último,  el  pueblo  mosquito  y  sus  autoridades  tie- 
nen gran  necesidad  de  la  anualidad  tanto  tiempo  ha  de-  ] 
vengada." 

65.    En  17  de  Julio  de   1866,  el  señor  Saenz  esciibió  á 
Mr.  Patón  lo  siguiente; 

^<  Hubiera  accedido  á  la  demanda  de  usted  para  el  pago  del 
saldo  de  la  subvención  mosquita,  si  el  poder  que  usted  tiene 
hubiera  sido  conferido  por  un  Jefe  competente  de  aquellas  tribus. 

^^Mi  Gobierno  con  la  mayor  buena  fe  y  deseoso  de  llevar  á 
efecto  los  principios  establecidos  en  el  tratado,  no  desea  alterar 
en  manera  alguna  sus    obligaciones,  ni  cooperar  á  que  que- 
de defraudado  su  espíritu,  cualesquiera  que  sean  las  circuns- 
tancias ó  motivos.    Por  consiguiente,  rechaza  y   no  puede  re- 
conocer el  carácter  del  Jefe  cuyo  poder  usted    tiene,   pues    iit> 
considera  su  elección  válida,  mientras  ella   no  emane  de  la  li- 
bre y  espontánea  designación  de  las  tribus  mosquitas,   sin  in- 
tervención  de  estantes  y  habitantes  extranjeros  en  la    costa, 
y  con  tal  que  la  elección  recaiga  en  persona  de  edad  calificada 
por  la  ley  para  aquellas  funciones.    Las  anteriores  razones  son 
independientes  de  otras  de  mayor  peso  que  apoyan  al  Gobier- 
no de   la  Sepública.    No    tengo  facultad  de  entregar  á  usted 
ninguna  suma  de  dinero  á  cuenta  de  la  subvención,  mieutras  no 
se  llenen  las  condiciones  aquí  mencionadas.    Me  v^eré  obliga- 
do  á  solicitar  el  depósito  de  las  sumas  que  tengo  en  mi  po- 
der ó   pueda  recibir  para  el  pago  délos  mosquitos  en' manos 
del  agente  oficial  de  una  Nación  amiga,  debidamente  autoriza- 
do por  su  Gobierno." 

(Bste  depósito  jamás  se  verificó.) 

En  ana  nota  de  5  de  Setiembre  de  1866,  el  Encargado 
de  Negocios  de  S.  M.  B.  acreditado  en  Nicaragua,  Mr.  Wa- 
Uis,  escribió  al  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  Nicaragua, 
señor  Cortés,  lo  siguiente: 
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^'  Los  indios  mosquitos  siguen  sufriendo  los  perjuicios  cau- 
sados por  la  dada  que  el  Oobierno  de  Y.  E.  ha  arrojado 
acerca  del  derecho  de  disponer  de  las  maderas  dentro  de  su 
distrito,  que  son  su  única  fuente  de  recursos  :  también  son 
molestados  en  sus  operaciones  comerciales  por  el  cobro  de 
derechos  en  Greyto^n,  sobre  mercaderías  destinadas  para  su 
comercio  interior,  derechos  que  aumentan  las  rentas  de  fTica- 
ragua,  pero  que  no  son  en  manera  alguna  provechosos  á  la 
Beserva  mosquita,  y  el  subsidio  anual  estipulado  permanece 
sin  pagarse Por  el  tratado,  Nicaragua  se  com- 
promete, en  consideración  de  las  que  recibe,  á  pagar  anual- 
mente á  los  indios  mosquitos,  por  el  término  de  diez  años,  la 
suma  de  cinco  mil  pesos.  Este  subsidio  tenía  por  objeto  el 
beneficio  material  de  los  recipientes.  Permítame  Y.  E.  pregun- 
tar ¿  de  qué  modo  las  tribus  mosquitas  serían  beneficiadas  con 
este  pago  del  Gobierno  de  Nicaragua,  si  aquel  Gobierno  estu- 
viera en  libertad  de  levantar  entre  los  indios  mismos,  no  sólo 
aquella  suma,  sino  tambiéo  otra  mayor  ?  Sin  embargo,  tal  es 
la  interpretación  que  Nicaragua  da  al  tratado.  El  Estado  es- 
tá obligado  á  pagar  los  cinco  mil  pesos  anuales  estipulados^ 
pero  es  incompatible  con  su  soberanía  renunciar  á  los  dere- 
chos de  navegación  y  de  recaudar  contribuciones  en  la  Beser- 
va mosquita,  en  una  suma  suficiente  para  satisfacer  aquel 
subsidio,  interpretación  que,  lo  espero,  su  Gobierno  será  in- 
ducido por  Y.  E.  á  reconsiderar,  y  haciendo  de  este  modo  jus- 
ticia á  los  indios,  establecerá  la  creencia  en  su  ansiedad  por 
dar  cumplimiento  á  sus  obligaciones  por  tratado.'' 

67.  En  3  de  Noviembre  de  1866  el  señor  Wallis  dirigió 
otra  nota  al  señor  Cortés,  en  la  cual,  después  de  referirse  á 
la  comunicación  del  señor  Saenz  de  17  de  Julio  de  1866,  y  de- 
mostrando que  los  procedimientos  detallados  en  aquella  carta 
era^  una  infiracoión  del  tratado,  continuaba  de  esta  manera  : 

'^El  artículo  III  del  tratado  asegura  á  los  indios  el  de- 
recho de  gobernarse  á  sí  mismos  conforme  á  sus  propias  cos- 
tumbres. La  elección  del  actual  Jefe  fue  hecha  en  la  manera 
acostumbrada,  no  por  el  pueblo  sino  por  los  cabecillas  ó  Jefes 
de  las  varias  tribus,  y  su  elección  recayó  en  la  persona  indi- 
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cada  por  el  difaato  Jefe.  La  elección  de  éste  fae  hecha  de  la 
misma  manera.  Entonces,  como  ahora,  la  eleccióu  de  los  ca- 
becillas i>ecayó  en  la  persona  designada  por  el  predecesor  en  el 
paésto :  entonces  también,  como  eti  el  presente  caso,  la  elec- 
ción resultó  en  favor  de  un  jovencito,  y  los  negocios  públicos 
fueron  manejados  por  uo  tutor  hasta  que  el  Jefe  llegó  á  su 
mayor  edad. 

<<El  mismo  artículo  del  tratado  asegura  á  Ioh  indios  el  de- 
recho de  gobernarse  á  sí  mismos  conforme   á  los  reglamentos 

que  de    vez   en    cuando  puedan  darse,  de    modo  que 

ios  indios  quedarían  justiñcados  por  el  tratado  al  adoptar 
aquel  método,  siquiera  fuese  de  naturaleza  extraordinaria,  con 
tal  que  no  pugoase  con  los  derechos  soberanos  de  Nicaragua. 

<<ÜOD  esta  reserva,  la  República  de  Nicaragua  en  el  mismo 
articulo  coQviene  en  respetar  tales  costumbres  y  reglamentos 
asi  establecidos  ó  que  se  establezcan  dentro  del  distrito  mos- 
quito, y  en  no  intervenir  en  ellos.  Sin  embargo  de  este  claro  y 
distinto  compromiso  de  parte  de  Nicaragua,  su  Agente  en 
OreytowD,  en  nombre  de  su  Gobierno,  rehusa  pagar  el  subsi- 
dio, fundándose  en  que  las  elecciones  del  actual  Jefe  no  son 
legítimas,  y  dicta  la  manera  en  que  tales  elecciones  deben  ha- 
cerse para  asegurar  aquel  pago  (en  caso  de  que  otras  razones 
de  gran  peso  no  lo  impidan  entonces).  Este  procedimiento  del 
Agente  de  Nicaragua  en  Gkeytown,  es  un  acto  tan  claro  de 
intervención  en  el  Gobierno  propio  de  los  indios  mosquitos,  y 
consignientemente  está  en  oposición  tau  directa  con  la  letra  del 
tratado  de  Managua,  que  espero  que  el  Gobierno  de  V.  E.  al 
recibo  del  presente  despacho,  se  servirá  reconsiderar  la  deci- 
sión tomada  sobre  el  asunto,  ó  si  fuere  un  acto  desautorizado 
del  Gobernador  de  Greytown,  lo  desaprobará,  y  tomará  además 
las  medidas  que  Y.  E.  juzgue  más  conducentes  al  fin :  acordar 
á  los  indios  mosquitos  compensación  por  la  demora  y  perjui- 
cios que  se  les  han  causado,  é  impedir  la  repetición  de  tales 
actos  de  parte  de  las  autoridades  subalternas  de  la  Bepública.'' 

68.  El  señor  Oortés  contestó  al  señor  WalHs  por  una  nota 
de  29  de  Noviembre  de  1866,  que  contiene  los  pasajes  si- 
guientes : 
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Mi  Gobierno  no  ha  qaeriilo  ni  debe  reconocer  el  carácter 
con  que  un  joven  ha  sido  investido  para  ponerle  en  capaci- 
dad de  representar  el  papel  de  Jefe  de  los  mosquitos. 

Gonforme  á  los  informes  recibidos,  la  elección,  designación 
ó  nombramiento  de  este  joven,  es  el  resultado  de  los  votos  de 
una' junta  de  extranjeros  residentes  en  la  Beserva  mosquita, 
sin  que  interviniesen  en  esa  elección,  designación  ó  nombra- 
miento, ni  los  indios  en  general  ni  los  cabecillas.  De  modo 
que  los  cabecillas  de  que  se  hizo  mérito  en  aquel  acto,  son 
extranjeros  que  llevan  ó  asumen  este  titulo  para  ejecutar  ac- 
tos contrarios  á  la  soberanía  de  esta  Bepública.  Así  es  que, 
habiendo  sido  otorgado  el  derecho  en  favor  de  los  indios  y  no 
habiendo  estipulado  el  tratado  en  cuestiM,  que  extranjeros  go- 
bernasen á  los  mosquitos  conforme  á  sus  usos  y  costumbres,  los 
actos  de  aquel  Gobierno  debieran  emanar  directamente  de  to- 
dos los  indios  ó  de  su  mayoría,  ó  de  la  unanimidad  de  los 
Jefes  indígenas,  ó  de  una  mayoría  que  los  represente.  Ni  pue- 
de demostrarse  que  el  Oonsejo  de  cabecillas  es  de  data  muy 
remota,  y  que  debe  tenerse  como  costumbre  de  los  indios,  pues 
este  consejo  no  tuvo  origen  en  las  tribus  mosquitas,  sino  en 
la  manera  cómo  la  Gran  Bretaña  les  daba  su  protección. 

Por  otra  parte,  el  Jefe  de  los  mosquitos  no  es  un  Jefe 
que  representa  la  soberanía  de  una  Nación,  ni  es  subalterno 
de  una  Potencia  extranjera,  sino  empleado  del  Gobierno  de 
Nicaragua,  que  ejerce  funciones  especiales  y  excepcionales,  su- 
jeto á  la  inspección  y  vigilancia  del  Supremo  Gobierno  de  la 
Bepública,  si  no  se  quiere  que  la  soberanía  devuelta  á  Nica 
ragua  según  el  artículo  I,  sea  una  vana  sombra,  ó  un  hecho 
existente  solamente  en  palabras,  vacío  de  sustancia  que  pueda 
ser  ventajosa  á  este  país. 

Por  tanto,  cuando  vaca  el  empleo  de  Jefe,  deben  darse  al 
Gobierno  de  esta  Bepública  informes  de  las  circunstancias,  como 
también  del  día  en  que -debe  tener  lugar  el  nombramiento  de 
su  sucesor,  sin  cuyos  requisitos,  no  puede  reconocerse  la  vali- 
dez del  nombramiento  del  nuevo  empleado,  porque  se  estable- 
cería contra  las  reglas,  usos  y  costumbres  de  los  indios,  ó  por 
influencias  ó  prácticas  de  personas  ó  parcialidades  que  no  son 
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en  manera  algana  aicaragüensea,  por  cayos  medios  la  sobera- 
DÍa  de  Nicaragaa  caería  en  ridículo,  y  se  pondría  en  peligro 
sn  independencia  y  la  integridad  de  sa  territorio. 

Ann  en  la  saposición  de  qae  la  subvención  háblese  sido 
retenida  sin  cansa  suficiente,  la  Legación  de  S.  M.  no  tendría 
derecho  de  pedir  indemnización  por  la  demora,  pues  esto  sería 
equivalente  á  la  continuación  del  protectorado  contra  ^la  dis- 
posición del  artículo  I. 

69.  Mr.  Wallis,  en  nota  de  19  de  Diciembre  de  1866,  re* 
plicó  en  los  términos  siguientes  : 

<<E1  informe  que  llegó  á  su  Gobierno  respecto  de  la  elec- 
ción del  Jefe  mosquito  es  erróneo :  porque,  con  referencia^  á 
la  lista  de  los  individuos  que  componían  el  Consejo  de  elec- 
tores, encuentro  que  los  indios  mosquitos  fueron  representados 
por  sus  caudillos  en  aquel  acto.  Pero  este  es  un  punto  que, 
en  mi  opinión,  no  es  de  importancia,  porque,  ó  el  Jefe  fue 
elegido  conforme  á  las  antiguas  costumbres  de  los  indios,  ó  lo 
fue  en  conformidad  con  las  nuevas  costumbres  que  entonces 
adoptaron;  y  en  uno  y  otro  caso  la  elección  es  válida  según 
el  tratado.  Aun  en  el  caso  de  que  hubiese  habido  irregulari- 
dades durante  el  acto,  irregularidades  que  no  tengo  razón  para 
suponer,  las  partes  agraviadas  son  los  indios  mosquitos,  no 
el  Gobierno  de  Nicaragua ;  y  son  los  primeros  y  no  los  últimos 
los  que  deben  buscar  remedio,  en  atención  á  que  el  Gobierno 
de  Nicaragua  no  tiene  que  intervenir  en  su  gobierno  propio 
mientras  la   soberanía  de  Nicaragua  no  sea  por  él  afectada. 

^'  Tampoco  es  de  importancia  si  el  Consejo  de  caudillos,  ó, 
s^ún  presumo  quiere  significar  V.  E.,  la  elección  de  los  cau- 
dillos, sea  una  antigua  costumbre  establecida  antes  ó  después 
del  protectorado  de  la  Gran  Bretaña  sobre  los  indios  mos- 
quitos; tal  era  la  costumbre  á  la  fecha  del  tratado,  y  la  causa 
de  esto  es  comparativamente  de  poca  importancia. 

"  Siento  diferir  de  la  opinión  de  V.  E.  respecto  de  la  con- 
dición del  Jefe  mosquito.  Al  paso  que  no  representa  la  sobe* 
ranía  de  una  Nación,  ni  es  subalterna  de  una  Potencia  ex- 
tranjera, no  puede  en  manera  alguna  tenerse  como  empleado  del 
Gobierno  de  Nicaragua. 


72  TEROEBA  PABTS.— EL  DEEEOHO 

^<  Aquel  Gobierno,  couformf»  al  tratado,  no  paede  nombrarlo 
ni  removerlo,  no  remanera  directamente  sus  servioios,  y  está 
obligado  absolutamente  á  no  intervenir  en  sas  asuntos,  en 
tanto  que  la  soberanía  del  Estado  no  sea  violada. 

<<y.  E.  objeta  toda  intervención  de  parte  de  esta  Legación 
en  los  asuntos  mosquitos,  porque  el  protectorado  británico 
ha  sido  retirado,  desconociendo  las  explicaciones  dadas  sobre 
este  punto  en  el  despacho  del  Ministro  de  S.  M.  datado  á 
10  de  Mayo  último.  El  Gobierno  de  S.  M.,  según  explica  ple- 
namente en  aquel  despacho  y  lo  ha  comunicado  á  Y.  E..  sos- 
tiene que  tiene  derecho  de  asegurar  la  debida  ejecución  del 
tratado  en  que  S.  M.  fue  parte 

'^  V.  E.  no  expone  los  razones  para  el  no  pago  de  la  subven- 
ción mosquita,  y  por  tanto  concluyo,  que  la  conducta  del  Go- 
bernador Saenz  en  este  particular,  es  aprobada  por  el  Gobierno 
de  Nicaragua  y  que  el  pago  se  retiene  para  compeler  á  los  indios 
mosquitos  á  que  accedan  á  las  miras  del  Gobierno  de  V,  E. 
en  el  asunto  de  las  elecciones  del   Jefe. 

'<  He  tenido  ya  el  honor  de  explicar  á  Y.  E.  mis  ra- 
zones para  objetar  ese  procedimiento,  que  es  un  caso  de  par- 
ticular dureza,  viendo  que  los  indios  son  gravados  con  viola- 
ción del  tratado,  para  colectar  una  subvención  que  les  es  de- 
bida por  el  mismo  tratado,  y  que  no  solamente  se  les  retiene, 
sino  que  se  hace  uso  de  esa  retención  para  intimidar  al  mismo 
pueblo  para  quien  se  colecta. 

'^  Si  los  indios  mosquitos  no  cumplen  el  tratado,  el  paso 
natural  de  nicaragua  sería  ocurrir  al  Gobierno  de  S.  M.  para  que 
emplease  sus  buenos  oficios  con  su  Jefe,  según  se  estable- 
ce en  el  artículo  YI.  No  sería  por  cierto  el  de  retener  la 
subvención  que,  por  el  tratado,  es  una  simple  obligación  de 
parte  de  Nicaragua,  sin  ningún  género  de  condición  que  la 
restrinja;  ni  pudo  haberse  tenido  en  mira  que  lo  que  se  con- 
sideraba como  una  compensación  á  los  indios  po*r  ciertas  ven- 
tajas de  que  se  desprendían,  sirviese  para  su   intimidación»'' 

70.  En  19  Agosto  de  1867  el  señor  Martínez,  enviado  del 
<3k>biemo  de  Nicaragua,  entregó  en  Londres  al  Secretario  de 
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S.  M.y  lord  Stanley,  an  meoiorándam.  En  él  se  trataban  va- 
rias cuestiones  relativas  al  tratado,  y  se  registran  los  sigaie  n- 
tes  pasajes  relativos  á  la  estipulación  de  la  anualidad. 

<<  Nicaragua  cumplió  aquella  cláusula  en  tanto  que  la  sub- 
vención era  recibida  por  los  indios  ó  sus  agentes;  pero  Nica- 
ragua no  puede  comprender  que  un  puñado  de  hombres,  sin 
derecho,  y  guiados  únicamente  por  sus  intereses  personales, 
viniesen  á  establecerse  en  la  costa,  y  hacerse  dueños  de  las 
ventajas  originadas  de  los  sacrificios  de  la  Bepública. — Es  claro 
que  la  reciente  elección  del  Jefe  de  los  mosquitos  no  fue  diri- 
gida por  ellos,  sino  por  los  mencionados  aventureros ;  quienes 
bajo  ciertas  apariencias  engañosas,  colocaron  intencional  mente 
las  riendas  de  la  administración  en  manos  de  un  joven,  sa- 
biendo que  no  él,  sino  ellos,  bajo  el  título  de  tutores,  serían 
los  dueños  y  arbitros  de  los  resultados  de  la  convención." 

71.  El  memorándum  que  en  contestación  al  señoi  Martí- 
nez pasó  lord  Stanley  en  17  de  Setiembre  de  1867  contenía 
la  siguiente  réplica  sobre  este  asunto : 

''El  tratado  estipula  que  la  subvención  deberá  pagarse 
á  la  persona  autorizada  por  los  indios  mosquitos  para  reci- 
birla, y  no  hay  cláusula  que  dé  derecho  al  Gobierno  de  Ni- 
caragua para  fiscalizar  el  uso  que  de  dicha  subvención  haga 
el  Jefe  mosquito. — Es,  pues,  deber  del  Gobierno  de  Nicaragua 
hacer  el  pago  al  agente  del  Jefe  sin  miramiento  á  ninguna 
consideración  respecto  de  la  aplicación  qne  de  ella  haga  el 
Jefe;  y  el  único  fundamento  que  pudiera  alegarse  con  apa- 
riencia de  derecho  para  negar  el  pago  de  la  subvención,  sería 
la  falta  de  autorización  debida  de  parte  del  individuo  que  la 
solicitase 

''La  objeción  á  la  elección  del  actual  Jefe  por  ser  infante, 
parece  estar  ligada  con  la  idea  de  que  ella  fae  llevada  á  efecto 
por  extranjeros  aventureros  y  no  por  los  indios  mismos.— No 
se  dice,  sin  embargo,  que  la  elección  de  un  infante  como  Jefe 
sea  un  acto  contrario  á  las  costumbres  de  los  mosquitos;  ni 
que  el  tío  del  actual  Jefe,  su  inmediato  predecesor,  era  un 
niño  cuando  se  coronó  en  Belice,  y  fue  reconocido  como  Jefe 
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por  el  Oobierno  de  S.  M.  B. ;   tampoco  se  dice  qae  su  elección 
sea  incompatible  con  los  derechos  soberanos  de  Nicaragua." 

72.  En  15  de  Junio  de  1872  ei  Ministro  de  S.  M.  acre- 
ditado en  Nicaragua,  Mr.  Gorbett,  dirigió  una  nota  al  Ministro 
de  Belaciones  de  Nicaragua,  señor  Bivas,  en  los  términos  si- 
guientes : 

^^  Por  el  tratado  el  protectorado  británico  sobre  el  territorio 
Mosquito  fue  abandonado  bajo  ciertas  condiciones,  siendo  una 
de  ellas  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  pagaría  á  las  autori- 
dades que  debían  establecerse  en  Mosquitia,  por.  el  término  de 
diez  años,  en  pagos  semestrales,  la  suma  anual  de  cinco  mil 
pesos,  debiéndose  efectuar  el  primer  pagamento  seis  meses 
después  del  cange  de  las  ratificaciones. — Esta  condición  no  ha 
sido  cumplida  por  el  Oobierno  de  Nicaragua.— Han  quedado^ 
sumas  rezagadas  en  1866;  y  desde  aquella  época  el  Oobierno 
de  Nicaragua  no  ha  hecho  ningún  pago. — ^El  Oobierno  de  8.  H. 
ha  recibido  una  comunicación  del  Jefe  llamándole  la  atención 
á  esa  falta  de  parte  del  Oobierno  de  Nicaragua,  y  pidiendo 
el  anxilio  del  Oobierno  de  S.  M.  para  ponerse  en  aptitud  de 
cobrar  la  suma  debida ;  y  en  consecuencia  he  recibido  instruc- 
ciones! de  lord  Oranville  para  exponer  el  asunto  al  Oobierno 
de  Nicaragua,  y  ocurrir  ante  él,  en  nombre  del  Oobierno  de 
S.  M.,  para  el  cumplimiento  y  debida  ejecución  de  los  compro» 
misos  que  el  tratado  le  impone. 

73.  Por  nota  de  la  misma  fecha,  Mr.  Gorbett  informó  6 
BU  Ox)bierno  que  había  enviado  el  despacho  últimamente  men* 
donado.  Después  manifestó  que  cuando  fue  por  primera  vez^ 
á  Centro- América  en  1867,  había  recibido  instrucciones  de  lord 
Stanley  de  dar  los  pasos  que  creyera  conducentes  para  obte- 
ner el  pago  de  los  rezagos.  En  consecuencia  había  dirigido 
en  aquella  época  al  Oobierno  de  Nicaragua  una  nota  recor- 
dándole Hus  obligaciones  contraídas  por  el  tratado.  En  con- 
testación se  le  había  informado  que  un  Agente  de  Nicaragua 
había  sido  enviado  á  Londres  para  arreglar  todos  los  asunto» 
en  controversia  entre  la  Bepública  y   el  Gobierno  de  S.  M. 

74.  En  17  de  Agosto  de  1872,  el  señor  Bivas  contesta 
á  Mr.  Gorbett  por  medio  de  una  nota  en   qae    decía: 
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^'  Ed  los  archivos  de  aa  Legación  eucontrará  asted  ex- 
puestas las  razones  que  han  indacido  al  Gobierno  de  Nicara- 
gaa  á  reservar  el  pago  de  la  subvención  mosquita  hasta  que 
pudiese  hacerse  á  persona  legítima,  y  de  manera  que  no 
dejase  de  llenar  el  objeto  laudable  que  se  tuvo  en  mira  de  que 
el  subsidio  sirviese  para  la  mejora  social  de  los  indios." 

(No  pudo  haberse  tenido  la  intención  de  que  el  Gobierno 
de  Nicaragua  faese  el  juez  que  debiese  calificar  lo  que  había 
de  promover  la  mejora  social  de  los  mosquitos.  Además^ 
este  era  solamente  uno  de  los  objetos  mencionados  en  el 
tratado.  Otro  fue  el  proveer  al  mantenimiento  de  las  autori- 
dades mosquitas). 

El  sefior  Bivas  continuaba : 

^^El  Jefe  actual  de  los  indios  mosquitos  no  ha  sido  electo 
de  conformidad  con  las  costumbres  de  la  tribu;  tal  es  el 
informe  que  ba  recibido  mi  Gobierno  del  Gobernador  de  San 
Juan  del  I^orte, 

^'  Además,  los  reglamentos  (rurales)  que  las  autoridades 
constituidas  debían  haber  sometido  á  la  suprema  aprobación, 
á  fin  de  que  la  soberanía  de  Kicaragua  no  fuese  puramente 
ilnsoria,  no  han  sido  nunca  presentados." 

El  Gobierno  de  S.  M.  no  comprende  cuáles  sean  estos  re* 
glamentos  (rurales).    El  señor  Bivas  concluía  así : 

'<  Mi  Gobierno,  pues,  está  dispuesto  á  adoptar  medidas 
á  efecto  de  que  los  indios,  acostumbrándose  á  respetar  la 
soberanía  de  Nicaragua,  puedan  gradualmente  amalgamarse 
con  los  otros  ciudadanos,  hasta  que  se  efectúe  su  completa 
incorporación  á  la  Bepública,  de  conformidad  con  el  espíritu 
de  la  Convención,  y  sería  altamente  satisfactorio  para  mi  Go- 
bierno si  el  de  S.  M.  emplease  toda  su  influencia  para  llegar 
á  este  resultado. 

^^  Inmediatamente  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  se  con- 
venza de  que  el  producto  de  la  subvención  será  dedicado  á 
promover  el  bien  de  los  indios,  y  no  el  de  los  extranjeros  qae 
se  han  arrogado  el  derecho  de  gpbernar  la  tribu,  mi  Gobierno 
estará  dispuesto  á  efectuar  los  pagos  que  ha  retenido.^ 
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75.  El  6  de  Setiembre  de  1872,  Mr.  Oorbett,  dirigió  al 
señor  Bivas  nna  nota  en  eootestacióa.  Llamó  la  atención  á 
nna  nota  anterior  snya  de  30  de  Junio  de  1867,  sosteniendo 
la  validez  de  la  elección  del  Jefe,  y  el  derecho  del  Gobierno 
de  S.  M.  de  velar  por  la  debida  ejecaciÓQ  del  tratado.  Las 
miras  expresadas  allí  erau  todavía  mantenidas  por  el  Go- 
bierno de  S.  M.  Oonsignien  temen  te,  las  razones  ezpaestas  en 
la  nota  del  señor  Bivas  para  suspender  el  pago  de  la  sub- 
vención no  podían  aceptarse.  Por  tanto,  repitió  la  demanda 
hecha  en  su  nota  de  15  de  Junio  de  1872,  en  nombre  del  Go- 
bierno de  S.  M.,  de  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  cumpliese 
y  ejecutase  debidamente  sus  compromisos  contraídos  por  el 
tratado. 

76.  En  una  comunicación    posterior  al  14  de  Octubre  de 

1872  el  señor  Bivas  decía : 

<^  La  reunión  del  Soberano  Congreso  de  esta  Bepública 
está  próxima,  y  someteré  este  punto  á  su  consideración,  á  fin 
de  que  resuelva  lo  que  crea  más  conveniente  á  los  intereses 
de  la  ]$ración,  y  más  en  armonía  con  los  preceptos  de  la  jus- 
ticia." 

77.  A  esto  replicó  Mr.  Oorbett  por  una  nota  de  29  de 
Octubre  de  1872,  en  la  que,  después  de  manifestar  que  da- 
ría conocimiento  á  su  Gobierno  de  la  nota  del  señor  Bivas, 
decia : 

'^  Al  mismo  tiempo,  es  de  mi  deber  sostener  el  derecho 
del  Gobierno  de  S.  M.  á  insistir,  independientemente  de  la 
opinión  que  el  Soberano  Congreso  pueda  formar,  sobre  sus 
miras  con  respecto  á  la  legitimidad  de  la  elección  del  Jefe 
mosco,  y  la  necesidad  de  que  se  cumplan  estrictamente  las 
estipulaciones  del  tratado.'' 

78.  El  16  de  Abril  de  1873,  Mr.  Corbett  dirigió  al  señor 
Bivas  otro  despacho.  Se  refería  á  su  nota  de  29  de  Octubre 
de  1872  y  manifestaba  que  el  Gobierno  de  S.  M.  había  apro- 
bado plenamente  que  él  hubiese  dirigido  aquella  comunicación. 
Después  decia: 

'<  Gomo  hasta  esta  fecha  ho  he  recibido  ninguna  contesta - 
<iión  de  S.  E.  á  la  demanda  que  hice  en  virtud  de  misgins- 
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trnccioneSi  me  tomo  la  libertad  de  traer  de  nuevo  el  asunto  á 
su  conocimiento  y  de  expresar  la  esperanza  de  que  pronto  se 
me  pondrá  en  posición  de  poder  asegurar  al  Gtobierno  de  S.  M. 
que  el  Gobierno  de  Nicaragua  está  dispuesto,  como  no  puedo 
dudar  lo  esté,  á  cumplir  fielmente  sus ,  obligaciones  conforme 
al  tratado." 

79.  En  22  de  Enero  de  1875,  el  Gobernador  de  Grey  tOTrn, 
seSor  Benard,  dirigió  al  Jefe  mosco  una  nota  concebida  en  estos 
términos : 

<^  El  Capitán  Sérbulo  Alvarez  pondrá  en  manos  de  usted 
la  presente  comunicación,  á  la  cual  encontrará  usted  anexo 
el  decreto  de  6  del  corriente,  emitido  por  el  Supremo  Go- 
bierno de  la  Bepública,  con  relación  á  los  intereses  de  la  Be- 
serva. 

'^  Esta  oportunidad  me  permite  hacer  saber  á  usted  que 
estoy  autorizado  por  mi  Gobierno  para  arreglar  con  usted  la 
parte  pendiente  de  la  subvención  que  Nicaragua  tomó  á  su 
cargo  pagar  á  la  Beserva  por  el  tratado  de  Managua,  y  al 
mismo  tiempo  expresar  el  deseo  de  que  el  Jefe  se  sirva  venir 
á  esta  ciudad  con  el  objeto  de  conferenciar  sobre  este  asunto, 
cuya  completa  solución  desea  obtener  mi  Gobierno.  Si  es  im- 
posible para  usted  satisfacer  mis  deseos,  espero  que  en  el 
término  más  corto  posible,  autorice  competentemente  á  una 
persona  de  su  confianza  con  quien  pueda  yo  conferenciar  sobre 
el  asunto  á  que  aludo.  A  este  respecto,  me  tomo  la  libertad 
de  indicar  á  usted  que  Mr.  Luis  Frommam,  encargado  del 
Consulado  inglés  en  esta  ciudad,  me  parece  una  persona  muy 
á  propósito  para  representar  á  usted  en  este  negocio,  estando 
seguro  de  que  si  acepta  (lo  que  no  dudo),  desempeñará  el  en- 
cargo á  BU   entera  satisfacción. 

'<  No  parece  superfino  manifestar  á  usted  que  mi  Gobier- 
no está  animado  de  las  mejores  intenciones  respecto  de  promo- 
ver los  adelantos  que  puedan  ser  convenientes  en  esa  parte 
del  territorio  nicaragüense;  y  por  lo  que  á  mi  toca,  el  Jefe 
de  la  Reserva  puede  estar  seguro  de  que  estoy  bien  dispuesto 
á  secundar  los  deseos  y  sentimientos  de  mi  Gobieruo,  arre- 
glando el  pago  de   la  subvención   que    Nicaragua   debe  á  li^ 
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Beserva  y  dictando  medidas  qde,  sin  oponerse  á  los  derechos 
y  soberanía  de  Kicaragaa,  tiendan  al  bienestar  y  progreso  de 
BUS  habitantes." 

80.  El  27  de  Enero  de  1875,  el  señor  Benard  dirigió  al 
qne  desempefiaba  lad  fanciones  de  Oónsal  británico  en  Grey- 
town,  Mr.  Frommam,  nna  nota  concebida  así: 

<'  En  Setiembre  del  año  último,  el  Jefe  de  la  tribn  mos- 
qnita  dirigió  de  Blnefields  á  los  habitantes  del  Distrito,  an 
manifiesto,  de  que  tengo  el  honor  de  incluir  á  usted  una  copia 
auténtica. 

^<Por  este  documento  se  informará  usted  de  que  el  Jefe 
referido,  al  manifestar  sus  intenciones  y  designios  respecto  del 
Gobierno  y  administración  de  dicho  Distrito,  asume  el  carácter 
de  Soberano  de  una  Kación  que  bo  ha  existido  ni  existe,  y 
al  mismo  tiempo  pretende  entrar  en  relaciones  con  otras  Na- 
ciones de  la  tierra,  como  si  la  Beserra  mosquita  no  fuese 
nna  parta  integrante  de  la  Sepública  de  nicaragua. 

^'Bstos  procedimientos,  como  ilegales,  como  amenazantes  á 
la  soberanía  de  esta  República,  no  podían  menos  de  necesitar 
que  mi  Gobierno  diese  pasos  para  impedir  en  dicho  Distrito 
abusos  y  tendencias  en  detrimento  de  los  derechos  de  la  Na- 
ción, y  nna  de  esas  medidas  es  el  decreto  del  Gobierno  igual- 
mente incluso.'' 

(Este  decreto  va  en  el  Apéndice  número  6  G.) 

^'  La  Beserva  no  es  otra  cosa  que  un  Distrito  de  la  Be- 
pública,  y  forma  parte  integrante  de  sus  territorios. 

^^La  soberanía  de  la  Bepública  está  reconocida,  y  debiera 
ejercerse  en  la  Beserva.  Las  antoridades  que  desempeñan  allí 
sus  fanciones,  no  son  más  que  locales,  no  pueden  asumir  otro 
carácter;  y  los  derechos  y  reglamentos  que  establezcan  deben 
limitarse  á  asuntos  municipfiles.  En  consecuencia,  las  preten- 
siones del  Jefe  de  la  tribu  á  llamarse  Bey,  y  con  este  motivo  á 
ponerse  en  relaciones  con  las  Naciones  del  mundo,  á  mantener 
un  consejo  organizado  de  jefes  y  representantes  de  la  Mosqui- 
tia,  y  otras .  ideas  de  la  misma  naturaleza,  son  pretensiones 
absurdas,  destituidas  de  fundamento,  y  no  deben  de  ninguna  ma- 
nera   consentirse  ni  tolerarse.    TI.  no  encontrará,    en   efecto, 
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ninguna  razón  plausible  que  pudiese  justificar  las  pretensiones 
de  la  Beserva.  Ni  aun,  si  se  quiere,  alegar  la  omisión  del 
pago  de  la  subvención  estipulada  en  la  convención  referida, 
sería  motivo  para  autorizar  semejante  procedimiento,  toman- 
do en  cuenta  que  mi  Gobierno  no  ha  rehusado  pagar,  y 
siendo  el  hecho  que  él  ha  estado  siempre  dispuesto  á  entregar 
fa  suma  convenida  tan  luego  como  hubiese  una  persona  legí- 
tima á  quien  entregársela.  En  efecto,  he  sido  autorizado  á 
entrar  en  negociaciones  con  dicho  Jefe,  á  quien  me  he  dirigido 
á  este  respecto  con  fecha  22  del  corriente. 

^'Oonsiderando  que  todos  estos  actos  han  sido  ejecutados  sin 
conocimiento  del  Gobierno  de  S.  M.  B.,  j  que  individuos  pri- 
vados, por  motivos  de  especulación,  son  los  instigadores  de 
tales  procedimientos ;  ¡lorque  no  es  de  suponerse  que  un  Go- 
bierno tan  ilustrado  como  el  de  la  Nación  inglesa  y  tan  celoso 
de  su  dignidad,  pudiese  contravenir  á  tan  esplícitas  estipula- 
ciones como  las  que  constituyen  la  convención  arriba  men- 
cionada; he  recibido  orden  de  mi  Gobierno  de  trasmitir  á  ü. 
de  esta  manera  lo  que  dejo  expuesto,  para  ponerle  de  mani- 
fiesto la  conducta  desautorizada  é  ilegal  del  Jefe  mencionado 
y  las  medidas  que  se  han  dictado  para  contener  sus  aten- 
tados." 

81.  El  5  de  Febrero  de  1875,  el  Jefe  mosco  dirigió  una  no- 
ta al  seffor  Barberena,  Ministro  del  Interior  de  Nicaragua  (ó 
al  señor  Benard  )  como  sigue : 

<<  Tengo  que  acusar  recibo  de  su  despacho  de  22  de  Enero 
último,  conteniendo  el  decreto  de  su  Gobierno,  el  cual  ha  sido 
traducido  con  la  debida  claridad  por  una  persona  competente, 
é  interpretado  á  ios  jefes  é  indios  mosquitos  reunidos  con  ese 
objeto  en  junta  páblica  y  en  presencia  del  Capitán  Sérbulo 
Alvarez;  y  el  mandato  en  él  contenido,  fue  unánimente  de- 
clarado en  desacato  y  abierta  violación  de  las  estipulaciones 
del  tratado  de  S.  M.  B.  y  Nicaragua,  de  Enero  de  1860,  y  con- 
trario á  los  artículos  II,  III  y  lY  de  ese  tratado  é  incompa- 
tible con  ellos.    Por  tanto  se  resolvió: 

^^  Que  tal  intervención  en  los  derechos  peculiares  de  la  Be- 
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serva  mosquita,  se  ponga  en  conocimiento   del  Gobierno  de 
S.  M*  B« 

^^  Qae  la  soberanía  de  Nicaragua  se  ha  respetado  y  se 
respetará  siempre,  si  Nicaragua  cumple  fielmente  la  parte  que 
le  toca,  como  se  establece  en  los  párrafos  finales  de  los  artículos 
n  y  UI  del  tratado. 

"  Que  nuestras  leyes  y  reglamentos  son  conformes  á  nues- 
tras costumbres  é  inviolables,  y  pueden  disfrutar  de  ellos  todos 
los  residentes  y   nativos  de  la  Mosquitia. 

^<  Que  el  pueblo  y  el  Gobierno  de  la  Mosquitia  no  pueden 
reconocer  ni  reconocerán  ninguna  supervigilancia  indebida  por 
parte  de  Nicaragua  ó  sus  empleados,  como  una  intervención 
en  los  derechos  adquiridos  y  los  privilegios  de  la  Beserva 
mosquita. 

^'  Que  se  llame  la  atención  de  usted  á  lo  siguiente,  á  saber  : 
á  la  contestación  de  lord  Stanley  al  General  Martínez,  Be- 
presentante  de  Nicaragua  en  1867 :  á  la  nota  del  conde  Bus- 
sel,  Secretario  de  Estado  de  S.  M.  B.  en  el  Departamento  de 
Belaciones  Exteriores :  á  la  del  sefior  James  Green,  Oónsul  de  S. 
M.  B.  en  Greytown^  registrada  en  los  archivos  del  Oonsulado 
británico  de  dicho  lugar  y  fechada  el  3  de  Octubre  de  1864, 
y  á  la  del  Capitán  Oliver  J.  Jones,  antiguo  oficial  de  marina 
en  Greytown,  fechada  el  21  de  Diciembre  de  1864,  y  dirigida 
á  S.  E.  don  Bamón  Saenz,  .Gobernador  é  Intendente,  en  donde 
usted  se  informará  del  verdadero  sentido  del  tratado  de  Mana- 
gua que  el  Gobierno  de  S.  M.  celebró  con  la  mira  de  asegurar 
y  defender  los  derechos  de  los  indios  mosquitos  y  de  los  que 
viven  entre  ellos. 

^*  Que  el  pueblo  y  Gobierno  de  la  Beserva  mosquita  somete- 
rán todas  las  cuestiones  á  la  decisión  del  Gobierno  de  S.  M,B.^ 

82.  El  mismo  día  dirigió  el  Jefe  una  nota  al  señor 
Benard,  contestando  la  parte  de  su  despacho  de  22  de* Enero 
(párrafo  79)  que  se  refería  al  pago  dé  la  anualidad.    El  Jefe 

decía:  ^n:^         ':zz     aoüaa     r^mz^     a^^^r-cm^^ 

],]     <<He  recibido  el  despacho  de  su  Gobierno,  lo  mismo  que 

ia  nota  de  usted,  y  he  tomado  en  consideración  ambas  piezas.. 

Me  es  patififactoiio  saber  que  usted    está  encargado  por  el  Go- 
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bierno  de  IN'icaragaa  de  pagarme  á  mí  ó  á  mi  agente  el  ¡jaldo 
de  ana  sama  estipalada  en  el  tratado  de  Managaa,  saldo  lar- 
go tiempo  vencido,  y  qne  lleva  intereses  desde  el  plazo  en  qae 
se  venció  y  no  fae  pagado,  hasta  la  fecha  presente  y  hasta 
que  sea  cubierto.  No  es  muy  probable  qae  yo  visite  á  asted 
en  Oreytown  para  recibir  el  dinero  qne  sa  Gobierno  parece 
ahora  deseoso  de  pagar;  pero  tan  pronto  como  osted  tenga 
la  bondad  de  informarme  qne  está  listo  con  la  sama,  me  arre- 
glaré con  la  persona  ó  personas  á  quienes  pueda  con  confianza  en- 
cargar de  los  intereses  de  mi  Gobierno  y  de  mi  pueblo,  para 
el  recibo  de  manos  de  usted  de  la  suma  que  entonces  se 
deba,  en  pesos  fuertes.  Conforme  á  los  sentimientos  expre- 
sados por  usted,  estoy  seguro  de  que  usted  comprende  bien  cuan 
obligatorio  es  para  su  Gobierno  pagarme  á  mí  ó  á  mi  agente, 
sin  ulterior  demora,  la  suma  que  ahora  se  debe  conforme  á 
las  estipulaciones  del  tratado,  y  no  oponerse  ni  intervenir  en 
los  derechos  y  costumbres  de  la  Beserva  y  de  sus  habitan- 
tes y  gobierno.'^ 

83.  El  Ministro  de  S.  M.  acreditado  ante  el  de  Nicaragua, 
Mr.  Locock,  en  4  de  Mayo  de  1875,  informa  á  su  Gobierno 
de  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  no  había  dado  nunca  con- 
testación á  ninguna  de  las  notas  de  29  de  Octubre  de  1872 
y  16  de  Abril  de  1873. 

84.  El  29  de  Julio  de  1875,  el  Secretario  de  Estado  de 
S.  M.,  conde  de  Derby,  escribió  á  Mr.  Locock  un  despacho 
que  contenía  los  siguientes  pasajes : 

<^  Aparece  de  los  despachos  de  usted  que  ninguna  con- 
testación se  ha  dado  por  el  Gobierno  de  Nicaragua  á  las  ma  • 
nifestaciones  que  se  le  hicieron  en  1872  por  Mr.  Oorbett,  en 
virtud  de  instrucciones  del  conde  Granville  con  relación  á 
haber  faltado  aquel  Estado  al  pago  al  Jefe  mosquito  de  la 
suma  que  estaba  obligado  á  pagarle  conforme  al  tratado  de 
Managua.  Sin  embargo,  parece  que  últimamente  se  han  es- 
tado haciendo  entre  el  Gobierno  de  Nicaragua  y  el  Jefe  mos- 
quito algunas  negociaciones,  en  el  curso  de  las  cuales  se  ha 
ofrecido  el  pago  de  los  rezagos. 

TOMO  ni  6 
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<<  Es  may  de  esperarse  qae  esta  promesa  se  camplirá,  ó  qae 
se  llegará  á  an  arreglo  satisfactorio  entre  el  Gobierno  de  Ni- 
caragua y  el  Jefe  mosco,  sin  necesidad  de  ninguna  interven* 
ción  de  parte  del  Gobierno  de  S.  M. 

<^  El  Gobierno  de  S.  M.  está  sumamente  ansioso  de  evi- 
tar el  intervenir  de  ninguna  manera  en  los  asuntos  de  la 
Ifosquitia.  Nada,  si  no  es  nn  absoluto  deber,  le  induciría  á 
hacerlo;  y  como  últimamente  no  le  ha  intentado  ningún  recurso 
el  Jefe  mosquito,  no  se  considera  al  presente  llamado  á  dar 
ningún  paso  en  el  asunto. 

''  Debería,  sin  embargo,  recordarse  que  el  pago  af' Jete  mos- 
co fue  ofrecido  por  el  Gobierno  de  Nicaragua,  en  compromisos 
formales  de  un  tratado  celebrado  con  aquel  Gobierno  por  la 
Gran  Bretaña,  como  una  de  las  condiciones  en  virtud  de  las 
cuales  la  Gran  Bretaña  abandonaba  el  protectorado  que  an- 
tes de  la  fecha  de  aquel  tratado,  había  ejercido  en  el  territo- 
rio de  Mosquitia.  El  Gobierno  de  S.  M.  tiene  el  deber  y  el 
derecho  de  ver  que  el  Gobierno  de  Nicaragna  cumple  fielmente 
las  estipulaciones  del  tratado  referido;  y  aunque  al  presente 
no  se  considera  llamado  á  obrar  de  ninguna  manera  en  el 
asunto,  no  puede  dejar  de  reconocer  que,  si  el  Jefe  mosco 
ocurre  á  él  de  nuevo  y  se  le  demuestra  que  las  estipulacio- 
nes del  tratado  de  Managua  han  sido  desatendidas  por  el 
Gobierno  de  Nicaragua,  el  Gobierno  de  S.  M.  se  hallaría  com- 
pelido,  aunque  con  repugnancia,  á  intervenir  con  el  objeto  de 
alcanzar  el  cumplimiento  de   las  obligaciones  del   tratado. 

^<  Dejo  á  su  discreción  el  dirigir  una  comunicación,  oficial  ó 
privada,  en  el  sentido  de  este  despacho,  al  Gobierno  de  Ni- 
caragua, bien  sea  ahora  ó  en  cualquier  tiempo  futuro,  teniendo 
presente  que  el  deseo  más  ardiente  del  Gobierno  de  S.  M.  es 
evitar  toda  intervención  en  los  asuntos  áth  Mosquitia,  cuya 
conexión  con  la  Gran  Bretaña  tuvieron  en  mira  terminar  los 
tratados  de  Managua  y  Gomayagua." 

85.  En  31  de  Diciembre  de  1875  el  señor  Locock  dirigió 
la  siguiente  nota  al  señor  Ayón,  Ministro  de  Belacíones  Ex* 
teríoies  de  Nicaragua : 

"  Tengo   el  honor  de  informar  oficialmente  á  V.  E.  de  que 
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el  üónsnl  de  S.  M.  en  Greytowu,  el  señor  Alejandro  Gollan, 
ha  sido  nombrado  por  el  Jefe  de  la  Beserva  mosquita  Agen 
te  debidamente  autorizado  para  percibir  en  sn  nombre^  del 
Gobierno  de  Kicaragna,  los  rezagos  qne  se  le  deben  por  el 
tratado  de  Managua  con  la  Gran  Bretaña,  y  qne  ha  sido  fa- 
cultado por  el  Gobierno  de  Su  Majestad  para  obrar  en  aquel 
carácter. 

^'Oomo  el  Gobierno  de  IS'icaragua  ha  manifestado  recien- 
temente deseo  de  desembarazarse  del  reclamo  que  el  Jefe 
mosquito  tiene  contra  él  por  causa  de  los  rezagos  que  se  deben 
desde  hace  tanto  tiempo  por  el  tratado  de  Managua,  sabrá 
probablemente  con  satisfacción  el  nombramiento  de  un  Agente 
de  la  posición  y  carácter  oñciales  de  Mr.  Gollan,  por  cayo 
medio  puede  efectuar  su  pago  al  Jefe  mosquito  con  toda  se- 
guridad. 

'^Oomo  las  dos  últimas  comunicaciones  sobre  el  asunto  de 
los  rezagos  debidos  al  Jefe  mosquito  dirigidas  por  mi  prede- 
cesor en  1872  y  1873  al  Gobierno  de  Nicaragua,  no  solo  no 
recibieron  la  atención  á  que  tenían  derecho  las  gestiones  del 
Gobierno  de  S.  M.  sobre  ese  asunto,  .sino  que,  además  queda- 
ron aun  sin  el  acuse  de  recibo  que  es  de  costumbre  en  la  co- 
rrespondencia diplomática  entre  Gobiernos  extranjeros  y  sus 
Agentes,  me  veo  colocado  en  la  necesidad  de  suplicar  á  S.  E. 
se  sirva  honrarme  con  alguna  contestación  ó  acuse  recibo  de 
esta  nota.  Para  evitar  cualquiera  equivocación  en  lo  futuro, 
no  será  importuno  recordar  á  Y.  E.  que,  por  cuanto  los  pagos 
á  que  estas  comunicaciones  se  reñeren,  fueron  prometidos  por 
el  Gobierno  de  nicaragua  en  compromisos  formales  del  tratado 
concluido  con  la  Gran  Bretaña,  como  una  de  las  condiciones 
en  virtud  de  las  cuales  la  Gran  Bretaña  abandonó  el  pro- 
tectorado que  antes  de  la  fecha  del  tratado  de  Managua  había 
ejercido  sobre  el  territorio  de  Mosquitia,  el  Gobierno  de  S.  M. 
posee  incontestable  derecho  para  ver  que  las  estipulaciones 
de  aquel  tratado  sean  fielmente  cumplidas;  y  que  si  se  hace 
evidente,  sea  por  el  descuido  con  que  son  tratadas  sus  gestiones, 
ó  por  otras  circunstancias,  que  Nicaragua  no  hace  los  esfuerzos 
convenientes    para  saldar  sus  compromisos,  se  verá  compelido, 
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aunque  COD  repagnancia,  á  intervenir,   para  obtener  el  cumpli- 
miento de  aquellas  obligaciones." 

86.  En  7  de  Junio  de  1877  el  señor  Locock  dirigió  al 
señor  Bivas,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  Nicaragua,  una 
nota  en  la  cual,  después  de  recapitular  en  extenso  su  comunica- 
ción de  31  de  Diciembre  de  1875,  continuaba  así : 

<<  Tengo  ahora  instrucciones  del  principal  Secretario  de  Es- 
tado de  S.  M.  para  expresar  al  Gobierno  de  Nicaragua,  como 
lo  hago  por  conducto  de  Y.  E.,  la  gran  sorpresa  y  el  pesar 
con  que  el  Oobierno  de  S.  M.  ha  sabido  que  no  se  ha  dado 
ninguna  contestación  á  la  nota  que,  conforme  á  sus  deseos,  tuve 
el  honor  de  dirigir  al  predecesor  de  V.  E.  en  31  de  Diciembre 
de  1876. 

^^También  tengo  instrucciones  de  manifestar  que  el  Gobierno 
de  Su  Majestad  es  ahora  de  opinión,  que  no  sería  justificado 
el  diferir  por  más  tiempo  el  tomar  medidas  para  obtener  del 
Gobierno  de  Nicaragua  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  contrajo  por  el  tratado  de  Managua. 

^^  En  consecuencia,  tengo  instrucciones  de  protestar  for- 
malmente, como  por  la  presente  protesto,  en  nombre  del  Go- 
bierno de  S.  M.,  contra  la  conducta  del  Gobierno  de  Nica* 
ragua  en  dejar  de  cumplir  las  condiciones  que|solemnemente 
contrajo  por  aquel  tratado,  y  de  pedirle,  como  por  la  presente 
le  pido,  tome  medidas,  sin  ulterior  demora,  para  cumplir  sus 
obligaciones  conforme  al  tratado." 

87.  En  11  de  Agosto  de  1877,  el  señor  Bivas  contestó  al 
señor  Locock  con    una  comunicación  en  que  le  decía : 

^<Es  muy  probable  que  mi  predecesor,  impedido  por  la 
circunstancia  de  estar  llamada  su  atención  urgentemente  por  la 
situación  interior  del  país,  situación  especialmente  alarmante 
desde  el  mes  de  Noviembre  de  1875  hasta  fines  del  año  pa« 
sado,  no  haya  tenido  tiempo  de  contestar,  como  debiera  ha- 
berlo hecho,  al  despacho  de  Y.  E.  de  31  de  Diciembre ;  ni 
puede  considerarse  extraño,  que  habiendo  yo  sucedido  al  señor 
Ayón  en  la  situación  más  crítica  (Agosto  de  1876),  situación 
en  que  era  muy  difícil  atender  á  asuntos  internacionales,  no 
haya  notado  la  omisión  de  una  contestación  á  aquel  despacho. 
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"Pero,  como  S.  E.  puede  haber  observado  en  mi  informe  al 
último  Congreso,  ese  despacho  ha  sido  tomado  en  considera- 
ción por  mi  Gobierno  para  el  arreglo  final  de  la  cuestión  de 
rezagos  de  la  subvención  mosquita. 

^<En  efecto,  seQor  Ministro,  el  Gobierno  ha  estado  dispuesto 
á  cancelar  aquella  deuda  y  á  entrar  debidamente  en  posesión 
de  la  plena  soberanía  que  corresponde  á  la  Bepública  sobre 
el  territorio  de  la  Mosquitia  :  pero  habiendo  examinado  los  úl- 
timos documentos  relativos  &  esta  cuestión,  se  ha  encontrado 
un  memorándum,  fechado  el  17  de  Setiembre  de  1867,  de  lord 
Stanley  á  nuestro  Ministro  en  Londres,  General  don  Tomás 
Martínez,  por  el  cual  se  restrinje  considerablemente  la  sobera- 
nía de  la  Bepública  sobre  aquel  territorio. 

^'El  Gobierno  me  ha  instruido  para  dirigirme  á  Y.  E.  con 
el  objeto  de  obtener  la  verdadera  interpretación  que  el  Gobier- 
no británico  dá  al  tratado  de  Managua,  por  el  cual  aquel  dis- 
trito fue  incorporado  á  la  soberanía  de  ISTioaragua,  sin  otra 
limitación  de  parte  de  esta  Bepública  que  respetar  los  usos  y 
costumbres  de  los  indios  y  el  gobierno  interior   de  la  Beserva. 

<<Ahora  que  Y.  E.  llama  la  atención  de  mi  Gobierno  y  pro- 
testa contra  su  conducta  en  este  asunto,  se  han  dado  instruc- 
ciones á  nuestro  Ministro  Cárdenas  en  Guatemala,  á  quien  se 
le  envía  también  copia  y  traducción  del  referido  memorándum 
de  lord  Stanley,  para  que  discuta  con  Y.  B.  este  asunto,  ase- 
gurando á  Y.  E.  que  Kicaragua,  á  pesar  del  cúmulo  de  des- 
gracias naturales  y  de  otro  género  que  han  pesado  sobre  ella, 
no  demorará  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  desde  el  mo- 
mentó  en  que  se  vea  prácticamente  soberana  en  el  territorio 
Mosquito." 

88,  En  22  de  Agosto  de  1877,  el  señor  Locook  trasmitió 
ásn  Gobierno  una  conferencia  que  había  tenido  con  el  señor  Cár- 
denas.   Su  informe  contenía  los  pasajes  siguientes: 

^'Befiriéndose  á  la  actual  posición,  el  señor  Cárdenas  me 
aseguró  que  el  Gobierno,  no  solamente  estaba  dispuesto  á  pa- 
gar, sino  que  tenía  listo  «1  dinero  para  hacer  el  pago.  Sin  em- 
bargo, antes  de  verificarlo  tenía  que  considerar  uno  ó  dos 
puntos  de  importancia.    El  Jefe  había  emitido  una  proclama  por 
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la  caal  asamía  bxx  independencia,  j  Qaé  pensaba  el  Oobiemo 
británico  de  aqael  acto? 

^^Sobre  esto  se  suscitó  nna  larga  discusión  en  cnanto  á  la 
naturaleza  y  extensión  de  la  soberanía  de  nicaragua  en  el  te- 
rritorio según  la  mente  del  tratado,  sobre  la  naturaleza  y  ex- 
tensión de  los  privilegios  que  nicaragua  se  había  obligado  á 
respetar,  y  el  conflicto  entre  esos  dos  derechos 

*<E1  señor  Cárdenas  se  refirió  de  nuevx)  al  pago  que  el  Go- 
bierno de  Nicaragua  estaba  ansioso  de  hacer  si  pudiese  obtener 

la  seguridad  requerida ¿Entraría  el  Gobierno  de  S.  M. 

en  un  arreglo  con  el  Gobierno  de  Nicaragua,  y  firmaría  al* 
gún  instrumento  que  definiese  las  obligaciones  con  las  cuales 
se  conformase  el  Jefe,  tales,  por  ejemplo,  como  una  declaración 
de  reconocimiento  de  la  soberanía  de  Nicaragua,  y  una  pro- 
mesa de  aceptar  un  empleado  permanente  del  Gobierno  en 
Bluefields,  bajo  un  título  como  el  de  Inspector? 

<< Yo  contesté  que  podía  asegurarle  positivamente  que  el  Go- 
bierno de  S.  M.  rehusaría  contraer  ningún  nuevo  compromiso ; 
que  no  tenía  deseo  ni  intención  de  intervenir  en  manera  al- 
guna entre  Nicaragua  y  los  indios  mosquitos,  sino  era  en  cnanto 

al  cumplimiento  de  los  compromisos  ya  contraídos Oon 

todo,  el  Gobierno  de  S.  M.  no  rehusaría  sus  buenos  oficios ;  y 
con  tal  que  el  Gobierno  no  pidiese  al  Jefe  mosco  nada  que 
fuese  contrario  al  tratado,  tenia  motivo  para  pensar  que  esos 
buenos  oficios  serian  eficaces. 

^^Si  el  Gobierno  determinase  enviar  el  dinero  al  Jefe  á 
Bluefields  por  medio  de  uno  de  sus  agentes,  que  vaya  acompa- 
ñado del  Oónsul  de  S.  M.  quien  estaría  en  aptitud  de  prestar 
buenos  servicios — su  presencia  aseguraría  el  respeto  debido  de 
parte  del  Jefe  al  Agente,  y  ejercería  con  agrado  su  influencia 
para  obtener  del  Jefe  las  garantías  que  el  Gobierno  de  Nica- 
ragua desea :  su  sumisión  á  su  soberanía. — Quizá  no  habría  in- 
conveniente en  que  se  nombrase  un  empleado  permanente  en 
Bluefields,  tal  como  parece  desearlo  Nicaragua,  con  tal  que 
ese  empleado  obrase  con  prudencia  y  .en  su  espíritu  amistoso 
para  el  Jefe ;  de  otro  modo  ese  nombramiento  sería  origen  de 
disturbios. — Si  él  fuese,  no  seria  bien  que  llevase  el   título  de 
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Inspector ;  el  de  Residente  sería  más  adecuado.  Sas  fancloaes 
serían  vigilar  pero  no  intervenir.  Sólo  en  el  caso  de  qae  se 
cometiesen  actos  contra  la  soberanía  de  Nicaragaa  en  violación 
del  tratado  tendría  derecho  de  intervenir  en  la  forma  de  re- 
presentación   

^<E1  señor  Cárdenas  me  pregnntó  si  Inglaterra  consideraría 
camplido  él  tratado  caando  se  pagase  el  dinero.  Yo  contesté 
que  sí,  por  supaesto,  con  excepción  de  aquellas  estipulaciones 
calculadas  para  que  tuviesen  un  efecto  permanente. 

'^También  me  preguntó :  qué  sucedería  en  el  caso  de  que^ 
pagado  el  dinero,  el  Jefe  se  rebelase  de  nuevo  contra  el  Go- 
bierno f  Yo  contesté,  que  si  real  é  inequívocamente,  después 
.de  pagado  el  dinero,  el  Jefe  infringe  el  tratado  ó  procura  sa- 
cudir la  soberanía  de  Nicaragua,  Nicaragua  tendrá  el  derecho 
que  todo  Estado  soberano  tendría  en  circunstancias  semejantes  : 
hacerle  respetar  aquella  soberanía  conforme  á  las  estipulacionea 
del   tratado. 

^^Finalmente  me  preguntó  si  el  Gobierno  de  S.  M.  convendría- 
en  que  el  dinero  se  pagase  en  dos  ó  tres  plazos  diferentes: 
este  arreglo  sería  probablemente  cómodo  para  el  Gobierno.  Yo 
dije  que  esta  pregunta  debía  dirigirse  al  Jefe,  pues  el  Gobierno 
de  S.  M.  no  podría  renunciar  nada  en  su  nombre.^' 

89.  En  25  de  Agosto  de  1877,  el  señor  Locock  dirigió  al 
señor  Bivas,  una  nota  en  la  cual  observaba,  que  como  el  señor 
Cárdenas  parecía  no  tener  poderes  para  proponer  ó  celebrar 
arreglos  deñnitívos  para  el  pago  de  los  rezagos  de  la  anua- 
lidad,  él  (Mr.  Locock)  no  se  prometía  que  su  entrevista  hubiese 
tenido  otro  efecto  que  un  simple  é  informal  cambio  de  ideas. 
La  nota  de  Mr.  Locock  continuaba  así; 

'^  y.  E.  me  informa  que  su  Gobierno  ha  estado  y  está 
listo  para  pagar  lo  que  Nicaragua  adeuda,  una  vez  que  entre 
en  posesión  de  la  plena  soberanía  que  le  corresponde  sobre 
el  territorio  Mosquito.— Nada  encuentro  en  el  tratado  acerca  de» 
esta  plena  soberanía  que  ahora  pretende  Nicaragua.  Por  el 
contrario,  él  demuestra  de  una  manera  inequívoca  que  la  so- 
beranía de  la  Bepública  sobre  la  Beserva  es  muy  limitada 
é    imperfecta  ;   y  pretender  que  el  goce  de  una  plena  soberanía- 
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sea  condición    para  que  In'ioaragaa  pague  sa  deada  á   las  au- 
toridades   mosquitas,  es    irrespetar  el  tratado 

^'Y  aunque  todos  Iob  compromisos  que  correspondían  sobre 
este  asnnto  al  Gobierno  de  S.  M.  fueron  llenados  cuando  cesó 
el  protectorado  británico  y  el  Jefe  aceptó,  por  su  recomenda- 
ción, las  estipnlaciones  del  tratado  y  reconoció  la  soberanía  de  la 
Bepública ;  y  aunque  á  esta  última  hora  no  puede  ser  re- 
querido para  obtener  en  favor  de  liTicaragaa  el  reconocimiento 
de  su  soberanía  ^  con  todo,  conociendo,  como  conozco,  las  dis- 
posiciones amistosas  de  mi  Gobierno  hacia  la  Eepáblica,  no 
vacilo  en  tomar  bajo  mi  responsabilidad  el  asegurar  á  V.  E., 
que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  se  excusará  de  instruir  al  Oónsal 
de  S.  M.  en  Greytown  para  que  emplee  sus  buenos  oficios  con 
el  Jefe,  si  el  Gobierno  de  nicaragua  lo  desea,  con  la  mira  de 
inducirle  á  que  remueva  las  desfavorables  impresiones  que  ha 
producido  en  el  Gobierno  de  V.  £.  su  proclama  de  Setiembre 
de  1874,  por  algún  nnevo  acto  de  reconocimiento  de  la  soberanía 
de  la  Bepública.^ 

90.  En  10  de  Setiembre  de  1877  se  hizo,  en  nombre  del 
Gobierno  de  Nicaragua,  una  proposición  al  Jefe  mosquito  para 
su  incorporación  á  la  Bepública.  —  uno  de  los  términos  de 
la  proposición  fue  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  pagaría  el  saldo 
de  la  anualidad,  entregando  $  6.000  al  contado,  y  una  suma  igual 
cada  seis  meses  hasta  la  completa  cancelación  de  la  deuda. — 
Ese  documento  se  registra  en  el  Apéndice  (número  63). 

91.  En  20  de  Setiembre  de  1877,  el  se&or  Locock  dirigió 
otra  nota  al  señor  Bivas.— Manifestaba  que  el  Gobierno  de 
S.  M.  había  dado  instrucciones  al  señor  Gollan,  Cónsul  de 
S.  M.  en  Greytown,  para  que  pasase  inmediatamente  á  Nica- 
ragua de  regreso  de  Inglaterra,  donde  estaba  ausente  con  li* 
cencia,  con  el  objeto  especial  de  que  tomase  las  medidas  que 
juzgase  oportunas  en  su  carácter  de  Agente  especial  del  Jefe 
mosquito,  á  fin  de  que  verifícase  un  arreglo  final  del  reclamo 
por  pago  de  los  rezagos  de  la  anualidad. — ^Mr.  Gollan  debería 
pasar  á  Managua,  y  como  apoderado  del  Jefe  mosco  para  re— 
cibir  la  anualidad,  estaría  preparado  para  recibir  cualesquiera 
sumas  que  se  debiesen,  fuesen  como  rezagos,  ó  como  intereses 
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sobre  los  rezagos  y  para  otorgar  plenos  y  safloientes  recibos 
de  las  mismas.^Mr.  Locock  manifestó  la  esperanza  de  qae  el 
Oobíerno  de  fTíoaragaa  vería  en  la  llegada  de  Mr.  Oollan  á 
la  capital^  ana  naeva  prueba  del  vehemente  deseo  del  Gobierno 
de  S.  M.  de  hacer  lo  que  de  él  dependiese  para  facilitar 
y  apresurar  la  final  liquidación  del  reclamo, 

92.  Por  nota  de  27  de  Octubre  de  1877,  el  señor  Oollan 
informó  á  su  Gobierno  acerca  de  sus  procedimientos  en  Ma- 
nagua.— <<E1  señor  Bivas  (decía)  en  sn  entrevista,  comenzó 
la  muy  repetida  historia  dé  que  su  Gobierno  había  estado 
desde  hacía  mucho  tiempo  preparado  para  pagar  el  saldo  de 
la  anualidad,  pero  que  había  esperado  hasta  que  viese  que 
realmente  poseía  una  soberanía  completa  sobre  la  Beserva.'' — 
El  señor  Bivas  hizo  también  mérito  de  la  proclama  del  Jefe, 
de  1874.-^Mr.  Gollan  manifestó  al  señor  Bivas,  que  no  tenía 
facultad  de  discutir  qué  fuese  lo  que,  conforme  á  las  miras 
de  ITicaragua,  constituía  la  completa  soberanía. — Dio  explica- 
ciones respecto  de  la  proclama. — Entregó  al  señor  Bivas  un 
estado  demostrativo  de  que  los  rezagos  de  la  anualidad,  con 
intereses,  al  tipo  legal  en  nicaragua  de  6  pg  al  año,  por  falta 
de  pago  á  su  debido  tiempo,  formaban  una  deuda  total  de 
$50,306,91. — Este  estado  (con  otros  documentos  relativos  á  la 
anualidad)  se  registra  en  el  Apéndice,  (número  6  D). 

93.  El  último  resultado  de  la  misión  de  Mr.  Gollan  á  Ma- 
nagua, fue  el  haberse  convenido  en  este  arbitraje. 

94.  El  Gobierno  de  S.  M.  pide :  (1**)  que  el  Gobierno  de 
I^icaragua  sea  declarado  por  el  arbitro  responsable  al  pago 
de  la  suma  de  $  30.859,03,  saldo  no  pagado  de  la  anualidad;  y 
(2^)  que  en  atención  á  lo  infundado  de  las  sucesivas  excusas  del 
Gobierno  de  Kicaragua  para  demorar  el  pago,  aquel  Gobierno 
sea  también  declarado  responsable  á  dar  una  compensación 
por  el  daño  y  pérdida  que  aqaella  demora  ha  cansado  á  los 
mosquitos  con  un  pago  ulterior  á  ellos,  en  forma  de  intereses. 

Art.  VI. — Derecho  británico  de  intervención.  95.  El  texto 
del  artículo  VI  del  tratado  es  como  signe  : 

Art.  VI.  <<S.  M.  B.  se  compromete  á  emplear  sus  buenos 
oficios  con  el  Jefe  de  los  indios  mosquitos,  de  modo  que  acep- 
te las  estipulaciones  contenidas  en  esta  convención.^ 
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96.  El  compromiso  contraído  por  este  artícalo  fae  cam- 
piído  por  el  Gobierno  británico.-— El  Jefe  mosqmto  aceptó  las 
estipulaciones  del  tratado. — Esto  se  ve  en  el  informe  de  15 
de  Octubre  de  1860,  hecho  por  Mr.  Green,  Oónsal  británica 
en  GreytOTvn,  copiado   arriba  (párrafo  18). 

97.  Este  artícalo  da  al  Gobierno  británico,  como  contra- 
parte del  Gobierno  nicaragüense,  derecho  de  intervenir  entre 
el  Gobierno  de  Nicaragua  y  los  mosquitos.  Este  derecho  es 
de  necesidad,  no  solamente  con  relación  á  la  aceptación  ori- 
ginal del  tratado  por  los  mosquitos,  sino  un  derecho  continuo 
que  dura  en  tanto  que  las  estipulaciones  del  tratado  perma- 
nezcan  sin   cumplirse  por  parte  de  Nicaragua. 

98.  En  efecto,  en  Agosto  de  1877,  el  señor  Cárdenas,  ert 
su  conferencia  con  el  se&or  Looock,  arriba  mencionada,  apeló 
á  este  artículo  en  nombre  del  Gobierno  de  Nicaragua.    Hr. 
Locock  dijo  en  el  informe  á  su  Gobierno: 

<<Ei  (el  señor  Cárdenas)  observó  que,  por  el  artículo  VI,  el 
Gobierno  británico  se  había  comprometido  >á  emplear  sus  bue- 
nos oficios  con  el  Jefe,  de  modo  que  aceptase  las  estipnlaeionea 
del  tratado.  Por  tanto,  (dijo)  Nicaragua  tenía  derecho  de  exigir 
esos  buenos  oficios.  4  Querría  el  Gobierno  de  S.  M.  (preguntó)» 
entrar  en  un  arreglo  con  el  Gobierno  de  Nicaragua  y  firmar 
algún  instrumento  que  definiese  las  obligaciones  con  que  el  Jefe  se 
conformaría  Y" 

Art.  Vn.— Puerto  libre  de  Greytown.  99.  El  artículo 
YII  del  tratado  es  como  sigue : 

Art.  YII,  <^La  Bepública  de  Nicaragua  constituirá  y  de* 
clarará  el  puerto  de  Greytown  ó  San  Juan  del  Norte  puerto  libre 
bajo  la  soberana  autoridad  de  la  Bepública.  Pero  la  Bepú- 
blica, tomando  en  consideración  las  inmunidades  que  hasta  aquí 
han  disfrutado  los  habitantes  de  Greytown,  consiente  en  que 
el  juicio  por  jurados  en  todas  las  causas  civiles  y  criminales, 
y  perfecta  libertad  de  creencia  religiosa,  y  de  culto  público 
y  privado,  tal  cual  la  han  disfrutado  hasta  este  momento, 
les  serán  garantidas  para  lo  futuro. 

^^  No  se  impondrán  ningunos  derechos  ó  cargas  á  los  bu- 
ques que   lleguen  á   dicho  puerto   libre  de  Greytown,  ó  sal- 
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gan  de  él,  sino  aquellos  que  basten  para  el  debido  manteni- 
miento y  seguridad  de  la  navegación,  para  la  provisión  de 
faros,  y  para  pagar  los  gastos  de  policía  del  puerto.  Tampoco 
se  impondrán  derechos  ó  cargas  en  el  puerto  libre  sobre  los 
efectos  que  lleguen  allí  de  tránsito  de  mar  á  mar.  Pero  nada 
de  lo  contenido  en  este  artículo  será  interpretado  como  que 
impide  el  que  la  Bepública  de  Nicaragua  imponga  los  derechos 
acostumbrados  sobre  los  efectos  destioados  para  el  consamo 
en   el  territorio  de  la  Eepública  de  Nicaragua." 

100.  Hasta  aquí  las  cuestiones  mencionadas  se  han  re- 
ferido principalmente  á  los  indios  mosquitos.  Gon  el  articula 
Vn  se  abre  una  nueva  serie  de  cuestiones,  de  gran  importan- 
cia en  su  conjunto,  y  que  afectan  al  comercio  de  todas  las 
Naciones.  El  Gk>bierno  de  S.  M.  cree  qae  el  tratado  de  Mana- 
gua, es  el  único  tratado  existente  por  el  cual  Greyto'wn  es 
actnalmente  un  puerto  libre,  y  es,  por  tanto,  en  cierto  modo, 
representante  de  los  otros  Gobiernos,  en  relación  á  las  ven* 
tajas  que  tnvo  en  mira  asegnrar  el  artículo   Vil. 

101.  El  artículo  Vil  puede  dividirse  en  cinco  partes. 
(1) — El  puerto  de  Greytown  debe  ser  puerto  libre. 

(2)— El  puerto  de  Greytown  debe  estar  bajo  la  soberana 
autoridad  de  Nicaragua;  pero  debe  tener  privilegios  especia- 
les respecto  de  libertad  religiosa,  juicio  por  jurados,  y  otroft 
asuntos.  Esta  parte  del  artículo  no  tiene  relación  con  la  li- 
bertad del  puerto  como  puerto ;  se  refiere  á  la  condición  de 
los  habitantes  de  la  ciudad   como  ciudad. 

(3) — No  deben  imponerse  derechos  sobre  los  buques,  fuera 
de  los  establecidos  sobre  los  efectos,  si  no  es  para  objetos  del 
puerto.  Esta  estipulación  es  independiente  de  la  que  establece 
la  libertad  del  puerto,  y  adicional  á  ella.  Se  refiere  á  con- 
tribuciones para  servicios  prestado^  á  los  buques  por  los  es- 
tablecimientos del  puerto,  como  faros. 

(4) — No  deben  imponerse  derechos  en  el  puerto  libre  sobre 
los  efectos  que  lleguen  á  él  en  tránsito  de  mar  á  mar.  Esta 
estipulación  es  también  independiente  de  la  que  establece  la 
libertad  del  puerto,  y  adicional  á  ella.    Se  refiere  á  la  circuns- 
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taueia   pecnliar  de   la  proyectada  comanicacióii   inter-oceániu», 
teniendo  el  paerto  eu   aua  de  ana  extremidades. 

(5) — Nada  eo  el  articolo  impide  á  la  Bepública  de  Kicara- 
gna  el  impoDer  los  derechos  aeostambrados  sobre  los  efectos 
deetiuados  para  el  consamo  dentro  del  territorio  de  la  Be- 
públioa.  Estas  últimas  palabras  deben  significar  el  territorio 
de  la  Bepúblioa  faera  del  puerto  libre  j  de  otro  modo,  esta 
oondicíón  repugnaría  á  la  estipalacíóu  principal  del  artícnlo, 
y  nalifloaría  la  declaratoria  de  la  libertad  del  paerto.  Ella  se 
agregó  como  snperabundaucia  de  pr^oanción ;  porqae  es  claro 
gne  la  declaratoria  de  la  libertad  del  puerto  uo  podfa  real- 
mente, por  si  misma,  afectar  los  derechos  ordinarios  del  Gobier- 
no de  Kioaragna  con  relación  á  los  efectos  destinados  para 
consamo  en  territorio  nicaragüense,  fuera  del  paerto  libre. 

103.  El  Gobierno  de  S.  M.  sostiene  qne  puerto  libre  es 
nn  puerto  eu  el  caal  (cualesciniera  que  sean  por  lo  demáa 
los  caracteres  que  tenga)  uo  se  imponen  derechos  adaanetos 
de  importación  ó  exportación  ¡  ea  decir,  an  puerto  en  el  cual 
no  se  imponen  derechos  de  adaasa, — sea :  (a)  sobre  la  im- 
portación en  el  paerto  de  efectos  destinados  para  la  venta  y 
consamo  dentro  de  los  límites  del  paerto, — ó  (b)  sobre  la  ex- 
portación fnera  del  paerto  de  efectos  destinados  á  la  venta  ó 
consamo  faera  de  los  límites  del  puerto, — (o)  sea  ó  no  el  paer* 
to  mismo  territorio  del  Estado  separado  ó  distinto, — y  (d)  si 
DO  lo  es,  en  ese  caso,  ai  la  plaza  destinada  para  la  venta  ú 
consumo,  esté  ó  no  dentro  del  mismo  territorio  del  Estado 
qae  el  puerto. 

103.  El  Gobierno  de  S.  M.  no  se  propone  ofrecer  al 
presente  ningún  género  de  observaciones  en  apoyo  de  esta 
opinión. 

101.  Procede  á  exponer  brevemente  lo  qae  las  autorida- 
des nicaragüenses  han  hocho  de  tiempo  en  tiempo  respecto 
de  la  imposicijjn  de  derechos  de  importación  y  exportación 
en  Clreytown.  ^jos  docnmentos  relativos  á  este  asunto,  se 
registran  en  el  apéndice  [  número  7 ). 

{1)  Por  deWeto  del  Presidente  de  Nicaragua  de  23  de 
JiToviembre   de  IwO,    el    puerto  fue  constitaido   y    declarado 
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puerto  libre  para  el  comercio  de  todas  las  Naciones,  bajo  las 
reglas  establecidas  ea  el  tratado  de  Managua. 

(2)— Por  nn  aviso  publicado  por  el  Gobernador  de  Grey- 
tovruj  señor  Saenz,  fechado  á  3  de  Enero  de  1861,  se  ordenaba 
que,  mientras  no  se  tomasen  otras  disposiciones,  deberían  co- 
brarse los  derechos  y  tazas  en  él  mencionados,  una  de  las 
disposiciones  era:  que  todas  las  mercancías  importadas  para 
venderse  en  el  puerto,  deberían  pagar  un  derecho  de  5  p§ . 

(3) — Por  nn  decreto  presidencial  de  20  de  Febrero  de  1861, 
fue  confirmado  un  instrumento  llamado  Reglamento  para  el 
puerto  y  citídad  de  San  Juan  del  Norte,  Proveía  permanente- 
mente á  la  administración  de  la  ciudad  (título  que  por  aquel  do- 
cumento se  daba  á  la  población)  y  del  puerto.  Ordenaba  que 
las  mercaderías  importadas  en  el  puerto  pagasen  un  derecho 
de  5  pS  sobre  el  valor  total  de  la  factura  original,  inclusos 
todos  los  gastos,  excepto  los  de  ñete  del  puerto  de  embarque 
á  GreytowjQ. 

(4)— Por  el  decreto  presidencial  de  1°  de  Diciembre  de 
1863,  arriba  mencionado  (párrafo  54)  el  derecho  de  5  pg  se 
elevó  á  10  p3  ;  6  pS  para  hacer  frente  al  pago  de  la  anua- 
lidad mosquita,  y  4  p§  para  los  gastos  del  gobierno  interior 
de  Greytown. 

(5)— Por  un  decreto  presidencial  de  29  de  Enero  de  1864, 
se  otorgó  un  descuento  de  6  p§  sobre  la  importación  en  otras 
ciudades  de  la  Bepública,  por  otra  aduana,  de  efectos  que 
hubiesen  sido  importados  en  Greytown  y  sobre  los  cuales  se 
hubiese  pagado  allá  el  10  p§ . 

(6) — Por  decreto  presidencial  de  17  de  Diciembre  de  1866, 
se  hicieron  alteraciones  sobre  los  derechos  y  taxas  impuestos 
en   Greytown. 

(7) — Por  decreto  presidencial  de  18  de  Junio  de  1877,  se 
reglamentaron  los  derechos  de  importación  en  toda  la  Ee- 
pública,  consignándose  en  el  mismo  decreto  una  lista  de  los 
únicos  que  podían  importarse  libres  de  todo  derecho  de  im- 
portación. 

(8)— Por  la  ley  de  22  de  Junio  de   1877,  se    ordenó  que 
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86  cobrasen  en  toda  la  República,   inclayendo  expresamente   á 
Greytown,  derechos  de  adaana  de  exportación. 

(9) — Por  decreto  presidencial  de  10  de  Abril  de  1878,  se 
snspendió  el  cobro  de  derechos  de  exportación  en  Greytown 
durante  este  arbitramento. 

(10) — Por  resolnción  del  Gobierno  de  20  de  I^oviembre  de 
1878,  se  derogó  el  decreto  de  17  de  Diciembre  de  1866,  en 
todo  lo  qne  se  opnsiese  al  de  18  de  Jnnio  de  1877. 

105.  El  Gobierno  de  S.  M.  pide  qne  el  arbitro  se  sirv^a 
declarar  : 

(1) — Qae  el  derecho  impuesto  por  el  decreto  de  20  de  Fe- 
brero de  1861,  fue  una  taxa  local,  aplicable  á  los  objetos  de 
la  administración  y  preservación  de  la  ciudad  y  puerto  de 
Greytown,  y  no  para  otro  objeto; 

(2) — Que  el  Gobierno  de  Nicaragua  no  tiene  facultad  para 
imponer  en  Greytown  derechos  de  importación  sobre  los  efectos 
importados,  aplicables  á  los  objetos  del  Gobierno  General  de 
la  República. 

(3) — Que  no  tiene  facultad  el  Gobierno  de  Kicaragna  para 
imponer  derechos  de  exportación  sobre  efectos  exportados  de 
Greytown,  aplicables  á  los  objetos  del  Gobierno  General  de  la 
República,  cualquiera  que  sea  el  origen  de  algunos  efectos  ex- 
portados,—y  cualquiera  que  sea  su  destino,— es  decir,  sea  su 
destino  el  distrito  de  Mosquitia, .  ó  cualquiera  otra  parte  del 
territorio  de  la  República,  6  algún  lugar  fuera  de  aquel  terri- 
torio. 

(4) — Que  la  parte  de  los  productos  de  los  derechos  ó  im- 
puestos locales  sobre  la  importación  y  exportación  que  se  han 
cobrado  hasta  ahora  en  Greytown  y  no  ha  sido  destinada  á 
objetos  de  la  administración  ó  preservación  de  la  ciudad  ó 
puerto,  sea  devuelta,  en  cnanto  sea  practicable,  á  los  comer- 
ciantes y  otros  á  quienes  se  han  cobrado  dichos  derechos  ó 
impuestos,  y  que,  por  consiguiente,  los  mismos  sean  ahora  des- 
tinados á  los  objetos  del  puerto. 

106.  Hay  mucha  necesidad  de  mejoras  en  el  puerto,  se- 
gún aparece  de  ios  siguientes  informes  oficiales  del  Gobierno 
de  S.  M. : 
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(1)— A  tines  de  1874,  el  Oapitán  Erskine,  de  la  marina 
de  S.  M.,  informó : 

^^  El  pnerto  y  barra  de  Oreytown  se  van  obstruyendo  cada 
año;  y  á  veces,  segán  entiendo,  la  entrada  queda  completa- 
mente cerrada.  Oaando  entramos,  apenas  había  capacidad  para 
que  entrase  el  remolcador,  habiendo  nominalmente  cinco  pies 
de  agua,  con  ana  anchnra  de  cerca  de  treinta  pies ;  pero  la 
reventazón  era  tan  faerte  que  casi  pareció  un  milagro  nuestra 
entrada;  y  yo  recomendaría  que  ningún  bote  de  buque  inten> 
tase  el  pasaje,  porque  se  requiere  conocimiento  local  y  expe- 
riencia para  hacerlo  con   seguridad," 

(2)— En  13  de  Abril  de  1878,  el  encargado  del  Consulado 
británico  en  Greiytown,  Mr.  Thomas,  informó : 

^^Los  derechos  de  tonelaje  no  se  cobran  desde  1865,  en 
que  el  puerto  se  cerró.  Desde  entonces  no  han  entrado  gran- 
des buques  en  el  puerto." 

107.  El  Gobierno  de  S.  M.  pide  que  el  sistema  de  taza 
j  administración  establecido  por  decreto  de  20  de  Febrero  de 
1861,  sea  reformado  por  declaraciones  y  disposiciones  del  ar- 
bitro. 

108.  El  considera  que  no  deben  imponerse  derechos,  ni 
aun  para  objetos  locales,  sobre  las  importaciones,  y  que  las 
rentas  necesarias  para  la  administración  y  preservación  dé  la 
ciudad  y  puerto,  deben  obtenerse  por  contribuciones  en  otras 
formas.  •• 

109.  También  considera  que  los  límites  del  puerto  de  Grey- 
town,  descritos  en  aquel  decreto,  como  extendiéndose  tres  mi- 
llas al  Este  y  tres  al  Oeste  del  punto  céntrico  de  la  ciudad, 
deben  reverse. 

110.  Pide,  además,  que  se  declare  que  habiéndose  colec- 
tado el  monto  total  para  el  pago  de  la  anualidad  mosquita 
de  contribuciones  en  el  puerto,  la  disposición  del  párrafo  2* 
del  artículo  Y  del  tratado  para  el  cobro  de  un  derecho  al  peso, 
no  tiene  ya  objeto. 

Bxpoflidfa  111.    Habiendo  juzgado  conveniente  el  Qo- 

del  Jef«  mosquito,  anexa 

al  alegato.  bicmo  dc   S.  H.  agregar   á  tía  alegato  una 

exposición  presentada  por  el  Jefe  mosquito,  se  dirigió  al  Jefe 
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Guillermo  [que  despaés  murió]  para  que  le  saministraae  dicha 
exposición.  Ella  ya  impresa  como  nn  anexo  á  este  alegato,  y 
acompañada  de  dos  documentos  que  con  ella  envió  el  Jefe 
al  Gobierno  de  S.  M.  El  segundo  es  la  Constitución  mosquita, 
á  que  se  refiere  la  exposición.  El  primero,  aunque  no  se  ex- 
plica en  la  exposición,  por  su  contenido  se  ve  que  es  un  dis- 
curso del  Jefe  anterior  Jorge,  á  la  Junta  convocada  por  61, 
según  se  menciona  en  la  exposición,  y  de  acuerdo  con  la  cual 
fue  adoptada  por  él  la  Oonstitnción.  El  Apéndice  [número  6  A.J 
contiene  también  dos  documentos  de  11  de  Julio  de  1861, 
relativos  á  los  mismos  asuntos. 

112.  Hay  mucho  en  el  tono  y  lenguaje  de  la  exposición  del 
difunto  Jefe,  que  el  Gobierno  de  S.  M.  deplora.  Sin  embargo, 
ha  creído  preferible  registrar  la  exposición  sustancialmente  como 
le  fue  suministrada,  primero,  porque  ella  presenta,  en  una 
forma  conciba,  las  quejas  formuladas  por  los  mosquitos  contra 
el  Gk)bierno  de  Nicaragua,  algunas  de  las  cuales  son  bien  fun> 
dadas ;  y  segundo,  porque  explica  con  energía  el  desgraciado 
estado  de  las  relaciones  existentes  en  la  actualidad  entre  los 
mosquitos  y  el  Gobierno  de  Nicaragua. 

113.  Algunas  partes  de  la  exposición  necesitan  una  observa- 
ción particular. 

[1]  En  1863 — á:  había  un  cuerpo  de  alemanes  establecidos 
en  el  '^Bio  Grande,"  en  el  distrito  mosquito,  á  propósito  de 
lo  cual  el  Gobernador  de  Greytown  seSor  Saenz,  escribió  la 
siguiente  carta : 

<^  13  de  Febrero  de  1864. — Al  Jefe  de  los  emigrantes  que 
últimamente  han  llegado  á  la  costa  de  Mosquitia. 

<<  Tengo  el  honor  de  comunicar  á  usted  por  la  presente,  que, 
en  conformidad  con  órdenes  de  mi  Gobierno,  ninguna  de  las 
obras,  de  cualquier  género  que  sean,  emprendidas  por  usted 
en  la  costa  mosquita,  ó  en  cualesquiera  otros  terrenos  baldíos 
de  la  Bepública,  pueden  permitirse  sin  previo  arreglo  con  mi 
Gobierno.'' 

El  Gobierno  de  S.  M.  ha  expresado  ya  su  opinión  de 
lo  infundado  de  esta  pretensión  establecida  en  nombre  del  Go- 
biciuo  de  Nicaragua. 
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[2]  En  186á  el  Gobierno  de  Kicaragaa  hizo  ana  concesión, 
otorgando  á  Bedford  G.  Pim,  oficial  en  la  marina  de  S.  M.^ 
y  á  nna  Gompañía  qae  intentaba  formar,  el  derecho  de  esta- 
blecer nn  tránsito  del  Océano  Atlántico  al  Pacifico,  por  me- 
dio  de  nn  ferrocarril  que  comenzaría  en  Monkey-Point,  en  el 
Atlántico,  dentro  del  distrito  mosquito.  La  concesión  tenía  en 
mira  también  otorgar  las  tierras  no  ocupadas  que  senecesiti- 
sen  para  la  rata  y  sus  obras,  citas  dentro  de  media  milla  in- 
glesa á  cada  lado  del  ferrocarril.  Esta  concesión  últimamente 
mencionada,  era,  á  juicio  del  Gobierno  de  S.  M.,  una  viola- 
ción manifiesta  de  los  derechos  de  los  mosquitos  por  cuanto 
el  proyectado  ferrocarril  debía  estar  dentro  del  distrito  de  Mos- 
quitia. 

[3]  La  mención  que  se  hace  en  la  exposición  de  an  decreto 
enviado  por  el  Oapitán  Serbolla,  parece  al  Gobierno  de  S.  M.  re- 
ferirse á  los  procedimientos  arriba  descritos  [párrafos  de  79  á  82] 
donde  se  designa  aquel  nombre  como  el  de  Sórbalo  Alvarez. 

[á]  Con  excepción  de  lo  que  se  refiere  al  párrafo  que  ha- 
bla del  Gapitán  de  Serbulla,  el  Gobierno  de  S.  M.  tiene  po- 
co' ó  ningún  conocimiento  respecto  del  contenido  de  los  párra- 
fos de  la  exposición  que  comienzan :  ^'La  conducta  infundada,  y 
maliciosa,'^  y  terminan :  '^embargo  sobre  la  subvención  debida 
por  Nicaragua,"  y  no  se  hace  responsable  de  esos  párra- 
fos. 

[5]  El  Gobierno  de  8.  M.  es  de  opinión  que  la  pretensión 
de  los  indios  mosquitos  de  continaar  usando  ana  bandera  dis- 
tintiva en  el  distrito  asignado,  es  razonable. 

Anexo  al  alegato  britfi-        Blueficlds,  4  de  Abril  dc  1879.— POE  CUAN- 

JUCO.  Memorial  al  Oo1>i«r-  ' 

nodes.M.B.  TO  eu  años  pasados  los  predeccsores  dc  vucs- 

tro  peticionario  y  su  país  estuvieron  bajo  la  protección  de  su 
Graciosísima  Majestad  la  Beina  Victoria,  pero  por  ciertas  causas 
8U  Graciosa  Majestad  y  la  República  de  Nicaragua  resolvieron 
concluir  un  tratado  relativo  á  los  indios  mosquitos  y  á  los 
derechos  y  pretensiones  de  subditos  británicos,  en  cuyo  tra- 
tado de  Managua,  de  28  de  Enero  de  1800,  <'se  asignara  á  los 
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indios  mosquitos  un  distrito,  &"  estipulado  con  positivas  excep- 
ciones. 

Ha  llegado  á  noticia  de  vaestro  peticionario,  qne  el  Go- 
bierno de  S.  M.  y  el  Gobierno  de  fTicaragaa  se  proponen  so- 
meter todas  las  caestiones  emanadas  del  tratado  á  la  decisión 
de  nn  arbitro. 

Por  tanto,  vuestro  peticionario  juzga  de  la  mayor  impor- 
tancia^  á  falta  de  un  representante  de  la  Beserva,  dirigir 
un  memorial  al  Gobierno  de  S.  M.  exponiendo  la  cifra  exacta 
á  que  monta  la  subvención  reclamada  á  Nicaragua,  y  los  agravios 
que  ha  sufrido  y  sufre  todavía  ia  Eeserva  por  los  actos  ar- 
bitrarios de  Nicaragua  y  sus  agentes  hacia  ella. 

El  autor  de  este  memorial,  teniendo  plena  confianza  en  el 
espíritu  de  justicia  que  caracteriza  al  Gobierno  de  S.  M.,  y 
descansando  en  la  sabiduría  del  noble  y  desinteresado  Sobe- 
rano, á  quien  serán  sometidas  todas  las  cuestiones,  tiene  el 
honor  de  presentar  un  informe  verídico  de  los  agravios,  del 
modo  siguiente: 

Que  poco  después  de  la  ratificación  del  tratado  de  Mana- 
gua de  Enero  de  1860,  mi  tío  y  predecesor  creyó  necesario 
abolir  algunas  antiguas  costumbres  de  los  indios,  y  convocó 
una  Junta  de  los  Jefes  y  principales  habitantes,  junto  con  la  po* 
blación  mixta  de  la  Beserva,  con  objeto  de  establecer  un  Gobier- 
no adecuado  á  sus  necesidades,  y  para  la  mayor  seguridad  de 
las  vidas  y  propiedades  de  todos  los  que  entonces  eran  j 
serían  en  lo  futuro  residentes  en  el  distrito  de  la  Beserva, 
"  de  acuerdo  con  las  estipulaciones  del  artículo  III  del  tratado, 
y  nombró  en  Setiembre  del  aüo  del  Señor  1861  el  Consejo 
general,  y  juramentados  sus  miembros,  al  tomar  posesión  de 
su  destino,  adoptó  una  Gonstitucióo,  copia  de  ia  cual  fue  pre- 
sentada al  Gobierno  de  Nicaragua  por  el  difunto  James  Green, 
Oónsnl  de  S.  M.  en  Greytown,  conforme  con  ia  copia  adjunta 
al  presente. 

Que  después  de  organizado  y  establecido,  el  Gobierno  de 
Nicaragua  comenzó  sus  actos  arbitrarios: 

1?  Por  la  protesta  del  Gobernador  Saenz  contra  la  ocupa- 
ción de  Corn  Islands  y  de  los  Gayos,  pidiendo  la  devolución 
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de  los  mismos,  segán  sa  carta  dirigida  á  Boberto  üarlos  Fe- 
derico, Jefe  de  los  indios  mosquitos,  fechada  á  14  de  Diciem- 
bre de  1863. 

2?  Su  carta  dirigida  al  Jefe  de  los  emigrantes  que  lle- 
garon á  la  costa  de  Mosquitos,  fechada  á  13  de  Febrero.  Su 
prohibición  de  qae  se  establecieran  máquinas  de  aserrar. 

3®  La  concesión  de  terrenos  hecha  por  Nicaragaa  al  Co- 
mandante Pim,  y  la  declaración  de  que  sa  compañía  reconocería 
la  soberanía  de  Nicaragua  sobre  todo  el  territorio  de  la  conce- 
sióUi  de  Océano  á  Océano,  sin  intervención  de  ningana  otra 
autoridad. 

4**  El  decreto  de  Kícaragua  de  1°  de  Diciembre  de  1863, 
imponiendo  contribuciones  sobre  los  productos  de  lafieserva. 

6®  El  decreto  del  Ctobierno  de  Nicaragua  de  4  de  Octubre 
de  1866,  imponiendo  contribuciones  sobre  el  tráfico  y  comercio 
de  la  Beserva  Mosquita,  á  saber :  el  derecho  de  10  p  3  ^^  va- 
hrem  sobre  los  efectos  que  lleguen  de  tránsito,  vía  Oreytown 
para  la  Beserva, 

A  la  muerte  del  antedicho  Jorge  Augusto  Federico,  los 
derechos  hereditarios  á  gobernar  recayeron  en  vuestro  memo- 
rialista. 

El  fue  por  tanto  públicamente  constituido  y  electo  Presi* 
dente  en  virtud  de  su  cargo  como  Jefe  de  la  Nación,  y  colo- 
cado bajo  la  custodia  de  un  tutor. 

Sin  embargo  de  esto,  el  Gobierno  de  Nicaragua  hizo  cuanto 
pudo  para  demostrar  al  caballero  Alien  Wallis,  Encargado  de 
Negocios  de  S.  M.  en  aquella  época,  que  mi  elección  no  era 
más  que  una  especulación  de  residentes  extranjeros,  y  no  el  acto 
de  los  aborígenes,  y  á  pretexto  de  que  carecía  de  informes  sobre 
aquel  asunto,  retuvo  la  subvención. 

Está,  empero,  claramente  manifiesto  que  todos  sus  ale- 
gatos eran  infundados,  y  meros  subterfugios  para  evadir  el 
pago. 

La  conducta  infundada  y  maliciosa  del  sefior  de  la  Bocha, 
Comandante  del  Oabo  de  Gracias  en  el  año  de  1870. 

Su  ingerencia  en  los  asuntos  de  los  buques  anclados   en 
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el  puerto  de  la  Beserva,  TísitáDdolos  y  ordenándoles  que  faeran 
al  Cabo  de  Gracias  para  la  expedición  de  sas  papeles. 

Sos  avisos  enviados  á  la  Beserva,  notificando  á  todas  las 
personas  empeñadas  en  cortes  de  maderas  ó  en  otros  tráficos, 
qne  faeran  al  Oabo  de  Gracias  á  obtener  licencias. 

El  haberme  proclamado  como  la  única  autoridad. 

Sus  amenazas  y  repetidas  intimaciones  al  pueblo :  la  alar- 
ma y  los  temores  de  toda  la  Reserva,  en  consecuencia  de  su  pre- 
tendida invasión  con  objeto  de  enarbolar  el  pabellón  nicara- 
güense. 

El  acto  verdaderamente  atroz  de  algunos  nicaragüenses  y^ 
otros,  de  levantar  una  barricada  en  la  parte  Norte  del  Bío  Bama 
dentro  de  la  Beserva. 

Sus  hechos  perversos  de  rapar  las  cabezas  de  los  indios 
varones,  haciéndoles  trabajar  en  el  día,  y  encerrándolos  por 
la  noche  y  arrebatándoles  las  mujeres. 

El  decreto  enunciado  por  medio  del  Capitán  Serbulia  para 
ser  publicado  en  la  Beserva,  y  declarando  que  aquel  distrito 
estaba  bajo  la  jurisdicción  del  Gobernador  Intendente  de  San 
Juan  del  !Norte ;  con  otros  derechos  violatorios  y  contrarios  al 
tratado. 

£1  ataque  é  invasión  con  que  amenazaba  el  Capitán  Siles  en 
1877  por  Bío  Grande. 

La   actual  invasión  con  que  amenaza  el  General   M.  Gross. 

Sus  incitaciones  á  los  foragidos  españoles  que  infestan  por 
centenares  los  bosques  de  la  Beserva,  instigándolos  al  asesinato, 
al  incendio  y  al  pillaje;  para  unírseles  con  300  hombres  de 
Nicaragua,  bajo  sus  órdenes,  y  comenzar  sus  depredaciones  ha- 
cia el  mes  de  Junio  del  corriente  año,  por  la  vía  del  Bío 
Grande. 

Sus  esfuerzos  por  establecer  un  falso  reclamo  contra  la  Be- 
serva,  con  objeto  de  poner  embargo  sobre  la  subvención  debida 
por  Nicaragua. 

Con  mucha  repugnancia  vuestro  memorialista  se  ve  en  el 
caso  de  exponer  estos  penosos  agravios,  los  cuales,  de  tiempo 
en  tiempo,  y  á  medida  que  iban  ocurriendo,  han  sido  puestos 
en  noticia  del  Cónsul  de  S.  M.  en  Greytown. 

Estas  amenazas  y  molestias  dañan  gravemente  á  los  habí- 


INTERNACIONAL  HISPANO-AMEBIOANO  101 

tantea  de  la  Beserva^  y  es  may  de  temerse  el  resaltado;  porqae 
no  solamente  sufrirán  los  intereses  comerciales  de  la  Gran 
Bretaña,  los  Estados  Unidos  y  la  Alemania,  sino  que  también 
serán  sacrificadas  por  los  malhechores  las  preciosas  vidas  y  pro- 
jpiedades  de  machos  de  sus  subditos. 

La  soberanía  de  Nicaragua,  con  sas  derechos  y  privilegios 
adquiridos,  en  conformidad  con  el  tratado,  ha  sido  y  será  siem- 
pre respetada. 

La  bandera  que  se  usa  en  la  Beserva  es  la  antigua  de  ia 
Nación  y  nunca  ha  sido  objetada  por  el  Gobierno  de  S.  IVÍ.  y 
se  juzga  prudente  usarla  todavía. 

La  justicia  es  administrada  por  un  Código  de  leyes.  Hay 
establecidos  dentro  de  la  Reserva  los  siguientes  juzgados  y  tri- 
bunales. 

La  Oorte  de  la  Magistratura  local ;  Oorte  de  Arbitración  ó  de 
Apelaciones;  Oorte  de  Acusaciones ;  Suprema  Oorte,  con  supre- 
ma jarisdieción  sobre  todas  las  acciones  civiles  y  criminales  den- 
tro de  la  Reserva  mosquita,  y  en  materias  civiles  tiene  la  jurisdic- 
ción de  tribunal  de  justicia  y  equidad,  y  tiene  jurisdicción  en  todos 
los  asuntos  de  testamentos  y  sus  comprobaciones  de  divorcio  y  de 
locara;  es  tribunal  de  alzada  sobre  todos  los  jaeces  y  tribu- 
nales locales,  &. 

Juicio  por  jurados  en  asuntos  civiles  y  criminales. 

Las  leyes  se  emiten  anualmente  en  Bluefíelds,  en  Consejo 
reunido,  y  no  son  incompatibles  con  los  derechos  soberanos  de 
Nicaragua,  siendo  puramente  municipales. 

Hay  no  menos  de  siete  establecimientos  de  misiones  pro- 
testantes en  la  costa,  con  escuelas  y  preceptores,  donde  se 
edacan  los  niños  para  que  lleguen  á  ser  buenos  miembros  de 
la  sociedad. 

Vuestro  memorialista  siente  decir  que  nada  de  esto  se  ha  he- 
cho en  Cabo  de  Gracias  y  en  los  otros  lugares  entregados  á 
Nicaragua,  en  virtud  del  tratado.  Ningún  adelanto  se  nota  en 
el  lagar  ó  en  el  pueblo:  éste  está  degradado,  descontento  é 
ignorante,  y  se  le  mantiene  bajo  la  férula  de  duros  capataces. 
Los  Comandantes  son  siempre  traficantes  en  licores,  que  des- 
moralizan y  abaten  al  pueblo  hasta  el  último  grado. 
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Las  aseveraciones  de  que  vuestro  memorialista  '^  ha  asu- 
mido ana  actitud  que  no  le  corresponde ;  y  de  que  á  su  regreso 
de  Jamaica,  donde  fue  educado,  y  estando  en  edad  suficiente 
para  atender  á  sus  deberes,  aparece emitiendo  una  es- 
pecie de  proclama,  eii  la  cual  se  declara  él  mismo  y  deolara 
á los  demás  indios  d<d  Mosquitia,  independientes  de  Nicaragua,'^ 
son  absolutamente  caprichosas.  La  especie  de  proclama  era  sim- 
plemente un  discurso  que  vuestro  memorialista  se  proponía  leer 
á  los  miembros  del  Consejo;  esa  pieza  fue  preparada  en  Ja- 
maica, y  mandada  á  imprimir  y  enviada  á  Blueñelds  por  la 
Compañía  de  la  Mala  Beal.  En  consecuencia  se  enviaron  ejem- 
plares que  nunca  llegaron  á  su  destino,  conforme  á  los  regla- 
mentos postales,  sino  que  fueron  interceptados  en  Oreytown, 
y  se  publicó  en  la  Gaceta  de  nicaragua  de  Enero  de  1875.  Por 
consiguiente  nunca  se  hizo  uso  de  ella  en  la  Beserva. 

Vuestro  memorialista  no  pretende  poseer  la  soberanía  del 
suelo,  sino  los  derechos  hereditarios;  y,  conforme  alas  costum- 
bres de  las  varias  tribus,  los  mosquitos  usan  la  palabra  Bey, 
que  es  puramente  nominal,  y  no  puede  borrárseles. 

Las  autoridades  de  la  Beserva  no  dan  bona  fide  títulos 
de  terrenos ;  tampoco  hay  ninguna  porción  del  distrito  cedida 
á  personas  ó  Estado  extranjeros,  sino  que  permanece  bajo  la 
soberanía  de  la  República  de  Nicaragua.  Pero  vuestro  memo- 
rialista es  de  opioión  que  la  Beserva  debe  tener  facultad  de 
vender  y  ceder  libremente  terrenos  para  el  cultivo,  siendo  esto 
una  gran  barrera  para  los  agricultores  y  extranjeros  residentes 
que  desean  emplear  su  capital  en  la  mejora  de  los  terrenos  den- 
tro de  la  Beserva. 

La  aserción  de  que  la  Mosquitia  está  gobernada  por  extran- 
jeros que  no  tienen  interés  ni  simpatía  por  Nicaragua,  es  tam- 
bién infundada.  Vuestro  memorialista  es  de  opinión  que  el 
pueblo  mosquito  no  debiera  ser  compelido  á  anexarse  á  un 
Gobierno  y  pueblo  con  quien  antiguamente  no  se  hubiera  aco- 
modado, y  que  nunca  hubiera  tomado  pie  entre  ellos,  sino  por 
el  tratado  de  Managua.  La  Mosquitia  ha  sido  desde  tiempo  in  - 
memorial  país  libre  é  independiente,  mucho  antes  de  que  Ni- 
caragua fuese  Bepública,  y  debería  dejársele  á  su  propia  j 
adecuada  manera  de  progreso. 
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La  suma  exacta  de  la  BobveDción  reclamada  hasta  el  2  de 
Febrero  de  1879,  es  de  54.924  pesos  naeve  centavos.  El  Gobierno 
de  Nicaragua  no  debería  ser  remiso,  viendo  qae  ha  colectado 
sólo  de  Greytown  más  de  lo  safíciente  para  liquidar  la  deuda,  y 
ha  adquirido  mucho  territorio  y  la  mejor  parte  del  país  mos- 
quito. 

Lo  que  precede  está  hecho  en  términos  muy  breves,  por 
respeto  á  la  importancia  del  precioso  tiempo  de  S.  S. ;  pero 
vuestro  memorialista  puede  asegurar  al  Oobierno  de  S.  M.,  que 
él  está  en  actitud  de  refutar  todos  y  cada  uno  de  los  cargos 
del  Oobierno  de  Nicaragua  por  grave  infracción. 

Vuestro  memorialista  ahora  encomienda  su  causa  en  manos 
de  aquel  por  quien  reinan  los  reyes  y  los  príncipes  decretan 
justicia,  y  con  la  más  alta  consideración  tengo  etc. — William 
Olarenoe. 

tu" Arwfa^rato d?^s'  Bcsumen  de  la  exposición  hecha  por  el  Go- 
^'  *^  A^SSS^^  **  bierno  de  Nicaragua  y  contestación  á  los  do- 
cumentos del  Gabinete  británico. — Habiendo  graciosamente  con- 
sentido S.  M.  el  Emperador  de  Austria  en  ser  arbitro  de  las 
diferencias  ocurridas  entre  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  y  el  Go- 
bierno  de  la  República  de  Nicaragua,  relativamente  á  la  in- 
terpretación del  tratado  de  Bf  anagna  de  28  de  Enero  de  1860, 
el  Gobierno  de  Nicaragua,  somete  á  su  augusto  arbitro  los 
documentos  adjuntos,  permitiéndose,  para  mayor  claridad,  re- 
sumir los  hechos  y  agregar  algunas  observaciones  sobre  los 
documentos  del  Gobierno  británico. — Besumen.-^Se  sabe  perfec* 
tamente  que  han  existido  en  todo  tiempo,  y  que  existen  aún 
en  América,  diversas  tribus  de  indios,  más  6  menos  civilizados, 
que  tienen  sus  usos,  sus  costumbres  propias,  y  se  gobiernan^ 
por  decirlo  así,  por  pequeñas  municipalidades  privilegiadas,  las 
cuales,  sin  embargo,  están  sometidas  á  la  soberanía  absoluta^ 
á  la  Oonstilución  y  á  las  leyes  de  las  diversas  Naciones  qn& 
componen  este  vasto  Gontinente. 

Los  Gobiernos  de  América,  guiados  por  un  sentimiento  hu- 
manitario, y  para  no  despreciar  ai  herir  hábitos  y  costumbres 
arraigados  en  el  país  desde  tiempo  inmemorial,  han  permitida 
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á  estas  tribus  elegir  su  Jefe,  continaar  observando  sas  asos» 
prescribirse  reglamentos  especiales  y  obrar  libremente,  sin  opo- 
nerse no  obstante,  á  la  voluntad  soberana,  ni  á  los  principios 
generalmente  reconocidos  de  humanidad  y  de  justicia. 

Una  de  estas  tribus,  que  cuenta  cerca  de  diez  á  doce  mil 
habitantes,  de  una  raza  degenerada,  reducida  al  estado  salvaje 
é  ignorante  de  todo  lo  que  es  relativo  á  la  organización  de  un 
Gobierno  regular,  ocupa  una  parte  de  la  costa  del  Océano 
Atlántico,  sobre  el  territorio  de  la  República  de  ^^icaragua  ; 
esto  es  lo  que  se  llama  el  territorio  de  Mosquitia.  Esta  tribu, 
como  se  desprende  fácilmente  de  los  documentos  presentados 
por  el  Gobierno  de  Nicaragua,  estaba,  como  las  otras  tribus  de 
la  América  espaQola,  sometida  al  dominio  absoluto  del  Rey  de 
España,  y  á  la  época  en  que  fué  declarada  la  independencia  de 
este  país,  quedó  necesariamente  bajo  el  dominio  de  la  Nación 
dentro  de  cuyo  territorio  se  encontraba. 

Siguiendo  el  ejemplo  de  los  otros  Estados  de  América,  la 
República  de  Nicaragua  consintió  en  que  el  Jefe  de  esta  tribu 
fuese  electo  por  los  mismos  indios,  y  en  que  estos  últimos  se 
gobernasen  según   sus  antiguos  usos. 

Sin  embargo,  con  el  tiempo  se  manifestaron  en  estas  costas 
ciertas  tendencias ;  extranjeros,  la  mayor  parte  de  nacionalidad 
inglesa,  dejaron  entrever  su  voluntad  de  apoderarse  de  este 
territorio ;  pero  hasta  1840  no  se  manifestaron  abiertamente  las 
intenciones  pronunciadas  de  codicia  del  Gobierno  británico  hacia 
esta  parte  del  territorio  de  la  República. 

En  aquella  época  el  señor  Alejandro  Mc-Donald  como  Su- 
perintendente de  la  Colonia  inglesa  en  Belice,  abusando  de  la 
superioridad  de  sus  fuerzas  se  apoderó  en  San  Juan  del  Norte 
de  la  autoridad  de  Nicaragua,  en  la  persona  del  señor  Manuel 
Quijano  y  lo  condujo  prisionero  fuera  de  la  ciudad,  violando 
así  de  una  manera  odiosa  los  principios  del  derecho  de  las 
Naciones.  Y  para  excusar  un  acto  tan  arbitrario  ó  injusto,  el 
Oonsulado  de  S.  M.  B.  en  Oentro  América  declaró  que  el  puerto 
dé  San  Juan  del  Norte  formaba  parte  del  territorio  de  Mos- 
quitia ;  que  este  territorio  constituía  una  Nación  independiente, 
y  que  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  estaba  dispuesto  á  mantener 
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relaciones  políticas  coa  S»  M.  el  Bey  de  los  mosqaitos,  acor- 
dando á  estos  últimos  la  protección  necesaria  para  qae  gozasea 
de  sns  derechos  y  pudiesen  conservarlos  intactos. 

Es  de  desearse  qae  naestro  angasto  arbitro  se  sirva  con- 
siderar con  la  mayor  atención  este  ponto  que  es  el  origen  de 
la  cuestión,  lo  mismo  que  todas  las  pretensiones  del  Gabinete 
británico,  y  que  S.  M.  I.  examine  con  frialdad,  pero  minuciosa 
y  racionalmente,  qué  grado  de  rectitud  ó  de  buena  fe  podía 
inducir  al  Gobierno  británico  á  obrar  de  esta  suerte. 

El  I''  de  Julio  de  1844,  el  Cónsul  de  S.  M.  B.  en  Centro 
América  dirigió  á  estos  Estados  uqa  circular  con  el  fin  de 
anunciarles  que  S.  M.  la  Beina  de  Inglaterra  extendía  su 
poderosa  protección  á  su  aliado  el  Bey  de  los  mosquitos,  de- 
seando por  este  medio  contribuir  al  mantenimiento  de  su  au- 
toridad legítima,  al  d  é  sus  derechos  territoriales  y  al  desarro- 
llo de  los  recursos  naturales  del  país.  En  fin,  se  nombró  un 
•Cónsul  británico  residente  en  Bluefields,  capital  de  Mosquitia, 
y  un  subdito  inglés  llamado  Stanislas  Bell  se  arrogó  el  título  de 

regente  del  pretendido  reino,  durante  la  minoría  de  8u  Magestad 
India.  Este  pretendido  Gobernador  lanzó  entonces  una  especie 
de  proclama  que  tenía  por  objeto  determinar  los  límites  de  sus 
dominios ;  y  algún  tiempo  después  el  Cónsul  británico  dirigió 
otra  circular  á  los  Estados  de  la  América  Central,  partici^* 
pandóles  que  el  Bey  de  Mosquitia  había  sido  coronado  en  la 
colonia  inglesa  de  Belice. 

Este  nuevo  Gobierno,  tan  repentinamente  introducido  en 
el  Continente  americano,  tomó  el  nombre  singular  de  protecto- 
rado, y  la  Bepública  de  I^icaragua,  sin  más  fuerza  que  su 
debilidad,  en  presencia  del  coloso  de  los  mares,  no  podía 
más  que  protestar  contra  actos  que  violaban  evidentemente  sus 
derechos  soberanos. 

El  1^  de  Julio  de  1845,  el  pretendido  Cónsul  británico 
en  el  Beino  de  los  mosquitos  hizo  saber  á  las  autoridades  de 
Nicaragua,  que  el  señor  Frederick  Chatfíeld,  Cónsul  de  S.  M.  B. 
•en  Centro  América,  había  recibido  instrucciones  para  designar 
los  límites  que  el  Gobierno  británico  estaba  dispuesto  á  man- 
tener como  pertenecientes   á   la  soberanía    de    los  mosquitos. 
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En  efecto,  coa  fecha  10  de  Setiembre  de  1877,  el  Oónsal  bri^ 
tánico  dirigió  al  Gobierno  de  I^icaragua,  ana  comunicación  ea 
que  decía:  qne  sa  Gobierno  había  decidido  que  los  derechos 
territoriales  del  Gobierno  mosquito  se  extenderían  desde  el 
Gabo  de  Honduras  hasta  la,  desembocadura  del  río  San  Juan  del 
Korte^  —  agregando  que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  vería  con 
indiferencia  cualquiera  usurpación  de  este  territorio  intentada 
por  los  Gobiernos  de  la  América  Genti'al. 

A  partir  de  esta  época  data  el  interés  muy  particular 
qne  S.  M.  B.  maniüesta  relativamente  á  los  derechos  territo* 
ríales  de  los  mosquitos,  y  el  lenguaje  almibarado  y  afectuoso 
que  emplea  á  este  respecto  en  su  correspondencia  oficial. 

Pero  pronto  las  vías  de  hecho  siguieron  de  cerca  á  las 
declaraciones  escritas;  estos  hechos  eran  de  tal  naturaleza, 
qne  basta  enunciarlos  para  apreciarles  en  su  justo  valor.  Una 
firagata  de  guerra  inglesa,  llamada  Alarma,  apareció  el  26  de 
Octubre  de  1847  en  el  puerto  de  San  Juan  del  üTorte  para 
intimar  al  Oomandante  del  puerto  que  evacuara  la  población 
dentro  del  término  de  dos  meses,  intimación  que  fue  igualmen- 
te dirigida  al  Gobierno  de  Nicaragua,  y  que  contenía  la  de- 
claración de  que,  si  la  evacuación  no  tenía  lugar  antes  del  1* 
de  Enero  de  1848,  se  haría  uso  de  la  fuerza  para  obtenerla. 
Esta  amenaza  fue  ejecutada  con  demasiada  exactitud,  y  el 
día  indicado  se  vio  por  primera  vez  en  el  puerto  de  Nicara- 
gua, flotar  unidos  á  los  cuatro  vientos  los  pabellones  de  la 
Gran  Bretaña  y  de  Mosquitia  protegidos  ambos  por  las  fra- 
gatas de  S.  M.  B.  Nixen  y  Alarma. 

Aunque  es  penoso  para  el  Gobierno  de  Nicaragua  mencio- 
nar hechos  que  deberían  estar  ya  relegados  al  olvido,  aten- 
diendo, sobre  todo,  á  las  buenas  relaciones  que  existen  hoy 
entre  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  y  el  nuestro,  es  necesario,  sin 
embargo,  exponerlos  aquí,  á  fin  de  qne  nuestro  augusto 
arbitro  pueda  formarse  justa  idea  del  origen  de  loa  hechos, 
de  los  motivos  que  sugirieron  el  tratado  de  Managua,  y  del 
valor  que  pueden  tener  las  aserciones  del  Gabinete  británi- 
co cuando  dice  (página  6  de  los  documentos)  que  el  puerto 
de  San  Juan   del  Norte  fue  establecido  y  constituido  por  la 
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primera  vez  en  virtud  de  este  tratado,  mientras  que  no  se 
había  hecho  otra  cosa  más  que  devolver  á  su  propietario,  lo 
que  se  le  había  quitado  sin  su   consentimiento. 

de^28dí*EnMo*d^ÍMo.  Tal  cra  el  estado  de  las  cosas  cuando,  des- 
pués de  los  reiterados  esfuerzos  del  Gobierno  de  Nicaragua 
para  recobrar  estas  valiosas  posesiones,  el  de  S.  M.  B.  con- 
sintió, en  fin,  en  concluir  un  tratado  que  es  en  este  momento 
objeto  de  la  interpretación  de  nuestro  augusto  arbitro;  este 
tratado  es  conocido  con  el  nombre  de  ^^  Tratado  de  Managua 
de  28  de  Enero  de  1860." 

El  Gobierno  de  Nicaragua  se  propone  examinar  ligera- 
mente las  cláusulas  de  dicho  documento  que  han  hecho  surgir 
divergencias,  y  exponer  á  su  augusto  arbitro  los  principales 
puntos  por  resolverse,  con  el  fin  de  hacer  cesar  para  siempre 
los  motivos  de  controversia. 

Art.  II.  '<A1  cangearse  las  ratificaciones  del  tratado,  S. 
M.  B.  conforme  á  las  condiciones  y  compromisos  en  él  espe* 
cificados,  y  sin  que  afecte  ninguna  cuestión  de  límites  entre 
la  Aepública  de  Nicaragua  y  Honduras,  reconocerá  como  parte 
integrante  y  bajo  la  soberanía  de  la  Bepública  de  Nicaragua, 
el  país  hasta  aquí  ocupado  ó  reclamado  por  los  indios  mos- 
quitos, dentro  de  la  frontera  de  dicha  Bepública,  cualquie- 
ra que  sea  aquella  frontera.  El  protectorado  británico  sobre 
aquella  parte  del  territorio  Mosquito  cesará  tres  meses  des- 
pués del  cange  de  las  ratificaciones  del  presente  tratado,  á 
fin  de  que  el  Gobierno  de  S.  M.  pueda  dar  las  instrucoiones 
necesarias  para  llevar  á  efecto  las  estipulaciones  de  dicho 
tratado.'' 

El  país  ocupado  por  los  indios  mosquitos,  es  pues,  según 
el  tratado,  parte  integrante  de  la  Bepública  de  Nicaragua, 
y  está  sometido  á  su  soberanía. 

El  Gobierno  de  Nicaragua  espera  que  su  augusto  arbitro 
se  dignará  precisar  bien  distintamente  lo  que  se  entiende  por 
derecho  de  soberania^  enumerando  las  diversas  atribuciones  que 
de  él  se  desprenden,  para  dilucidar  todas  las  dudas  que  pu- 
dieran tenerse  acerca  de  la  actitud  que  ai  Gobierno  sea  per- 
mitido asumir  en  su  territorio  de  Mosquitia. 
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No  parece  de  nÍDgana  maDera  admisible  al  Gobierao  de 
Nicaragna  to  propae^to  en  los  dooomeotoa  del  Gabinete  brí- 
táníoo  [página  11,  §  30J  á  saber :  que  toda  diferencia  qae  Borja 
«Dtre  los  derechos  de  Nicaragua  y  la  Mosqaitia,  no  ee  arregle 
sino  á  medida  qae  se  raya  presentando  ;  pnea  en  este  caso 
los  pasos  qne  ahora  damos  ante  oaestro  aogaato  arbitro  Be- 
risD  del  todo  soperñaos,  y  la  Bepública  continaarla  viendo 
naoer  alrededor  sayo  disputas  incesantes  qne  desea  ver  termi- 
nadas para   siempre. 

Bl  Gobierno  de  líicaragaa,  lejos  de  deiteiir  qne  las  dife- 
rencias permanezcao  en  germen  para  resolverse  á  medida  qae 
se  presenten,  desea,  por  el  contrario,  qoe  la  decisión  arbitral 
de  3.  M.  el  Emperador  de  Anstria  las  haga  cesar  de  nna 
manera  tan  eficaz,  que  en  lo  futuro  ninguna  duda  pneda  existir 
80bre  los  derechos  respectivos  de  ana  ñ  otra  parte. 

Si  el  territorio  de  la  Moaqoitia,  annqae  sometido  á  la 
soberanía  de  Nicaragaa  tiene  poder  para  darse  ana  eonatitn- 
oiÓD  y  leyes  sin  someterlas  &  la  aprobación  del  Gobierno  j  — 
ai  puede  abrir  y  cerrar  pnertos,  fnndar  adnanas,  orgaaizar 
an  ejército,  tener  sn  pabellón  propio,  convocar  Congresos,  en 
una  palabra,  gozar  de  nna  verdadera  antonomía  ó,  para  ser- 
vimos de  la  expresión  inglesa,  practise  self-goverwment, — nues- 
tro angosto  arbitro  se  servirá  declarar  qne  es  así  constituyendo 
este  naevo  Estado  independiente  de  la  Amérioa,  y  el  Gobierno 
de  Nicaragua  se  someterá  á  esta  soberana  decisión,  y  tomará 
en  consecuencia  las  medidas  qae  le  parezcan  necesarias.  Pero 
si,  por  el  contrario,  nuestro  augusto  arbitro  reconociese  qae 
los  mosquitos  no  son  otra  cosa  mas  que  ana  triba  salvaje, 
desprovista  de  toda  noción  gubernamental,  de  poder,  del  grado 
de  civilización  indispensable  para  constituirse  en  Nación  inde- 
pendíente, y  no  poseyendo  otros  derechos  mas  qne  el  derecho 
natural  de  gobernarse  á  la  manera  de  todas  las  otras  tribus 
de  América,  es  decir,  observando  sus  antigaos  usos,  entonces 
nuestro  augusto  arbitro  se  dignará  interpretar  este  punto  con 
la  mayor  claridad  posible,  ordenando  qne  la  soberanía  plena 
y  absolata  de  la  Bepúblíoa  sea  reconocida  sobre  este  territo- 
rio, á  fin  de  qne  su  Gobierao  goce  de  la  facultad  de  nombrar 
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SOS  empleados,  abrir  puertos  de  mar,  determinar  los  derechos 
de  Aduana,  enarbolar  su  pabellón,  organizar  sas  ejércitos,  en 
nna  palabra,  establecer  allí  como  en  todas  las  otras  partes  de 
la  Nación,  la  Gonstitnción  y  las  leyes  de  la  Bepáblica. 

El  mayor  deseo  del  Gobierno  de  Kicaragua  es,  sobre  todo, 
el  de  hacer  desaparecer  esta  organización  anormal,  excepcio- 
nal y  poco  correcta  qae  se  ha  anunciado  bajo  el  nombre  de 
Reserva  y  que  en  realidad  no  se  compone  más  que  de  un 
pequeño  número  de  aventureros,  ávidos  de  lucro,  quienes 
bsgo  el  falso  pretexto  de  una  realeza  india,  se  han  apoderado 
del  territorio,  explotando  en  su  propio  beneficio  las  produc- 
ciones del  suelo,  introduciendo  en  el  país  el  contrabando  de 
mercancías  extranjeras  y  fomentando  un  malestar  constante 
entre  miembros  de  una  misma  comunidad  política.  Basta  leer 
imparcialmente  los  documentos  del  Gabinete  británico  para 
convencerse  que  los  indios  mosquitos  no  entran  absolutamente 
en  la  cuestión,  sino  que  la  parte  interesada  se  compone  de 
algunos  subditos  ingleses,  que  habiéndose  establecido  (de  plein 
pied)  en  este  territorio,  han  creído  bueno  y  cómodo  perma- 
necer en  él  sin  someterse  á  ningún  Gobierno  regular;  por 
otra  parte,  para  reinar  de  una  manera  más  absoluta  sobre 
esta  parte  del  territorio  de  Kicaragua,  se  atienen  á  una  pobre 
fantasma  de  Jefe  indio,  de  una  tribu  salvaje,  y  se  esconden 
tras  él  para  alcanzar  mejor  su  fin.  Estos  extranjeros  usurpa- 
dores se  dan  el  título  de  Consuetos ;  cuidan  de  escoger  para 
Bey  el  indio  que  creen  más  inepto,  embrutecido  é  indolentCi. 
y  á  nombre  de  este  infeliz  explotan  en  seguida  á  su  capri- 
cho el  territorio' de  Mosquitia,  y  exigen  del  Gobierno  de  Nica- 
ragua honores,  consideración,  respeto  y  sumisión  á  sus  ór- 
denes. 

Art.  II.  *^  Se  asignará  á  los  indios  mosquitos  dentro  del 
territorio  de  la  Bepública  de  Nicaragua  un  distrito  que  per- 
manecerá como  se  ha  estipulado  arriba,  bajo  la  soberanía  de  la 
Bepública  de  Nicaragua. 

^^Dicho  distrito  será  comprendido  en  una  línea  que  princi- 
piará en  la  embocadura  del  río  Bama  en  el  Mar  Oaríbe ;  de  allí 
correrá   sobre  la   medianía    de  la  corriente  de  aquel  rio  hasta 
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sa  origen,  y  de  este  origen  continnará  en  ana  línea  poniente 
derecho  al  meridiano  de  Greenwich  hasta  los  84  grados  16  mi- 
nntos  longitnd  occidental ;  de  allí  Norte  derecho  á  dicho  meri- 
diano hasta  llegar  al  río  Hneso,  y  siguiendo  la  medianía  de  la 
corriente  de  este  río  aguas  abajo  hasta  su  embocadura  en  el 
mar,  como  está  en  el  mapa  de  Baily  á  una  latitud  Norte  de  15 
grados  y  15  minutos  y  83  grados  longitud  occidental  del  me- 
ridiano de  Greenwich,  y  de  allí  hacia  el  Sur,  siguiendo  la  costa 
del  Mar  Oaribe  hasta  la  embocadura  del  río  Bama,  punto  de 
partida.  Pero  el  distrito  así  asignado  á  los  indios  mosquitos, 
no  podrá  ser  cedido  por  ellos  á  ninguna  persona  ni  Estado  ex- 
tranjero, sino  que  estará  y  permanecerá  bajo  la  soberanía  de  la 
Bepública  de  Nicaragua." 

Según  los  documentos  ingleses  este  artículo  se  propone  dos 
objetos,  á  saber: 

1?  Proteger  á  la  Bepública  de  Nicaragua  contra  toda  in- 
vasión extranjera. 

2""  Asegurar  á  los  indios  los  beneficios  del  distrito  que  les 
fue  asignado. 

Sin  embargo,  nada  de  esto  sucede.  Ni  uno  ni  otro  de  es- 
tos objetos  se  realiza,  debido  á  la  intervención  inglesa  en  estas 
costas. 

En  verdad  que  los  indios  no  han  cedido  á  nadie  el  dis- 
trito que  les  ha  sido  asignado;  pero  á  fuerza  de  astucia,  ardi- 
des y  maña,  una  colonia  inglesa  se  ha  apoderado  del  go- 
bierno del  distrito,  alejando  á  los  infelices  indígenas  que  consi- 
deran á  los  extranjeros  como  seres  superiores^y  no  se  atreven 
á  hacerles  ninguna  oposición ;  ninguna  ventaja  real  reportan  de 
ellos  los  indios,  que  los  ingleses  se  complacen  en  contentar  ob- 
sequiándoles aguardiente,  ron  y  mil  frioleras  procedentes  de  Ja- 
maica. Las  ventajas  son  para  los  extranjeros,  quienes,  cada 
vez  que  el  Gobierno  de  Nicaragua  toma  una  resolución  cual- 
quiera para  poner  freno  á  sus  abusos,  apelan  al  Gobierno  bri- 
tánico. Besulta  de  todo  lo  que  precede,  que  el  territorio  de 
Nicaragua  está  invadido  por  una  colonia  inglesa  que  rehusa  re- 
conocer la  aiQjtopidad  del  Gobierno  del   país  y  obra  contra  el 
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«spírLtQ  y  las  estipalaciones  det  tratado  de  Managaa,  así  como 
contra  las  del  tratado  Olayton-Balwer. 

Art.  HL  '^  Los  indio»  mosquitos  dentro  del  distrito  de- 
signado en  el  artículo  precedente,  gozarán  del  derecho  de  go- 
bernarse á  sí  mismos  y  de  gobernar  á  todas  las  personas  residen- 
tes dentro  de  dicho  distrito,  según  sus  propias  costumbres,  y 
conforme  á  los  reglamentos  qne  puedan  de  vez  en  cuando  ser 
adoptados  por  ellos,  no  siendo  incompatibles  con  los  derechos 
soberanos  de  la  Bepública  de  Nicaragua.  Conforme  á  la  re- 
serva arriba  mencionada,  la  Bepública  de  Nicaragua  conviene 
en  respetar  y  no  oponerse  á  tales  costumbres  y  reglamentos  así 
establecidos  ó  que  se  establezcan  dentro  de  dicho  distrito. '' 

Por  este  artículo,  se  acuerda  á  los  indios  el  derecho  de 
continuar  gobernándose  á  sí  mismos,  lo  mismo  que  de  gobernar 
á  los  extranjeros  que  habitan  su  distrito,  observando  la  prác- 
tica de  sus  antiguos  usos  y  costumbres.  Se  ha  visto  ya  que  es 
habitual  en  América  permitir  á  las  tribus  indígenas  tener  una 
especie  de  Gobierno  particular,  puramente  interior,  provisto  de 
ciertas  atribuciones  municipales  y  jurídicas  á  fln  de  no  afec- 
tar las  antiguas  costumbres  del  país ;  y  el  artículo  UI  del  tra- 
tado se  proponía  garantizar  la  ejecución  de  este  permiso  sin 
formar  por  esto  una  autonomía  separada  del  resto  de  la  Be- 
pública. 

En  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  en  Méji- 
co, en  los  Estados  Unidos  de  Oolombia,  en  Venezuela,  en  el 
Brasil,  en  el  Ecuador,  en  una  palabra,  en  toda  la  América,  exis- 
ten  tribus  privilegiadas  que  se  gobiernan  á  sí  mismas,  obser- 
vando sus  antiguas  eos  tumbías ;  ellas  eligen  sus  jefes,  juzgan, 
castigan  conforme  á  sus  reglamentos,  fijan  los  días  de  fiesta 
y  su  celebración  y  disponen  de  sus  rentas  municipales  sin  que 
ningún  Gobierno  ponga  trabas  á  sus  derechos.  Pero  nunca  es- 
tas tribus  han  extendido  sus  relaciones  al  exterior ;  jamás  han 
desplegado  otro  pabellón  que  el  del  país  en  que  se  encuentran, 
jamás  se  han  opuesto  á  las  disposiciones  del  Gobierno  Gene- 
ral ;  jamás  se  han  hecho  culpables  de  actos  que  estuviesen  en 
contradicción  con  la  soberanía  de  la  Nacjón, 

La  Inglaterra  debe  conocer  este  género  de  privilegios  acor- 
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dados  á  los  indios,  pues  existen  también  en  el  Ganada  y  en 
otras  posesiones  inglesas :  y  á  fin  de  que  el  augusto  arbitro 
pueda  formarse  una  idea  justa  de  lo  que  son  estas  tribus,  y  de 
todo  el  alcance  del  artículo  III  del  tratado,  convendría  con- 
sultar al  efecto  los  documentos  que  el  sefior  Ministro  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América  podría  proporcionar,  y  oir  el  testimonio 
de  todos  los  Ministros  americanos  [  Ver  <<  The  Bevised  Statutes 
of  the  United  States, "  43d  Oongress  1873-1875.  Title  XXVm 
Ohapters  one,  two,  three  and  four,  pag.  361  á  377.  ] 

El  Gobierno  de  Nicaragua  se  atreve  á  esperar  que  el 
augusto  arbitro  se  dignará  dilucidar  esta  parte  del  tratado^ 
y  tomando  en  consideración  las  explicaciones  que  preceden,  se 
concretará  á  explicar  especialmente  el  sentido  que  debe  darse 
á  las  expresiones  gobernarse  á  si  mismos  que  se  han  empleado 
al  redactar  el  artículo  ni. 

Art.  lY.  ^^  Queda  entendido,  sin  embargo,  que  nada  de  lo 
contenido  en  este  tratado  deberá  interpretarse  como  que  impi- 
de que  los  indios  mosquitos,  en  cualquier  tiempo  futuro,  con- 
vengan en  la  absoluta  incorporación  á  la  Bepúbilca  de  Nica* 
ragua  bajo  el  mismo  pie  que  los  otros  ciudadanos  de  la  Se- 
pública  y  se  sujeten  á  ser  gobernados  por  las  leyes  y  regla- 
mentos generales  de  la  Bepública,  en  vez  de  serlo  por  sus 
propias  costumbres  y  reglamentos." 

Hace  mucho  tiempo  que  los  mosquitos  se  habrían  incor- 
porado á  la  Bepública  y  formarían  hoy  parte  de  los  ciuda- 
danos nicaragüenses,  si  no  hubiera  sido  obstáculo  para  ello 
la  intervención  de  los  extranjeros,  protegidos  por  la  Inglate- 
rra, i  Pero  cómo  se  obtendrá  esta  fasión  cuando  no  hay  po- 
sibilidad de  tratar  directamente  con  el  Jefe  ó  Jefes  de  la 
tribu  f  Toda  comunicación  para  los  indios  mosquitos  debe  di- 
rigirse por  el  intermedio  del  pretendido  Consejo  del  Bey,  y 
como  este  último  se  compone  de  subditos  ingleses,  se  resiste 
siempre  á  querer  la  fasión  con  la  Bepública.  (Véanse  do- 
cumentos del  Gabinete  inglés,  página  86,  la  nota  del  señor 
Elizondo  de  3  de  Setiembre  de  1877  al  Jefe  de  los  mosqui- 
tos, y  la  resolución  del  Oonsejo  de  6  de  Octubre  del  mismo 
aüo,  resolución  que  deja  entrever,  en  el  laconismo  mismo  del 
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leogoaje,  el  sello  del  espirita  mg^lés).  Es  nataral  que  la  in- 
corporación á  la  Bepúblioa,  que  sería  mny  ventajosa  para  los 
indios  mosquitos,  sea  constantemente  rechazada  por  los  qne 
se  llaman  sns  Oonsejeros,  quienes  gobieroan  y  disponen  de 
todo  como  verdaderos  soberanos.  El  Gobierno  de  Nicaragaa 
cree  que  el  mejor  medio  de  obtener  el  fin  que  se  oropone  este 
artículo,  sería  autorizar  á  dicho  Gobierno  para  nombrar  un 
Instructor  ó  Consejero  del  Jefe  de  los  mosquitos,  é  impedir 
toda  intervención  extranjera  en  la  formación  del  Oonsejo. 
(Yéase  á  este  respecto  The  Bevised  Statutes  of  the  United 
üstates  43d.  Oongress  1873^1875  Title  XI  Ohapter  four,  pa- 
go 77,  The  Gommissioner  of  Indian  affairs). 

Art.  y.  ^<  La  Bepáblica  de  Nicaragua,  deseosa  de  pro- 
mover la  mejora  social  de  los  indios  mosquitos,  y  de  proveer 
á  la  manutención  de  las  autoridades  que  se  establezcan,  según 
las  estipulaciones  del  artículo  III  de  este  tratado,  en  el  dis- 
trito asignado  á  dichos  indios,  conviene  en  conceder  con  tal 
objeto  á  dichas  autoridades  por  espacio  de  diez  años  y  oon  la 
mira  de  llenar  aquellos  objetos,  una  suma  anual  de  cinco  mil 
pesos  fuertes. — Dicha  suma  será  pagada  en  Greytown  en  pagos 
semestrales  á  la  persona  que  sea  autorizada  por  el  Jefe  de 
los  indios  mosquitos  para  recibirla ;  y  el  primer  pagamento  se 
verificará  seis  meses  después  del  cange  de  las  ratificaciones 
del  presente  tmtado. 

<<  Para  pagar  esta  suma,  Nicaragua  impondrá  y  consignará 

especialmente  un  derecho  al  peso   sobre  todos  los  bultos  de 

efectos  que  por  aquel  puerto  se  importen  para  el  consumo  en 

el  territorio  de  la  Bepáblica,  sin  perjuicio  de  hacerlo  en  el  dé- 

ficit  de  las  demás  rentas  de  la  Bepública,"  (sic)* 

Sobre  este  más  que  sobre  cualquiera  otro  artículo  insisten 
los  documentos  del  Gabinete  inglés,  contando  una  larga  his- 
toria para  demostrar  que  la  República  de  Nicaragua  no  ha 
cumplido  debidamente  con  las  obligaciones  en  él  estipuladas. — 
El  Gobierno  de  Nicaragua  cree,  al  contrario,  que  éste  como 
los  demás  puntos  del  tratado,  ha  sido  estrictamente  observado 
por  él,  y  que  ha  cumplido  oon  las  obligaciones  contrafias  con 
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la  buena  fe  y  pradencia  que  se  debía  esperar  de  an  Gobierno 
jraoional. 

Desde  Inego  debemos  examinar  la  verdadera  tendencia  de 
«se  artícnlo. — La  sama  de  oincaenta  mil  daros  que  Nicaragua 
6e  comprometió  á  dar  á  los  indios  mosquitos,  e«tá  may  lejos 
de  tener  el  carácter  de  ana  verdadera  deuda  como  lo  sería 
9a  de  un  individuo  ó  Gobierno  respecto  de  otro,  al  contrario, 
€S  una  especie  de  don,  un  presente  que  el  Gobierno  hacía 
á  una  de  las  manicipalidades  ó  corporaciones  del  mismo  país, 
como  se  observa  con  frecuencia  entre  los  Gobiernos  ameri- 
canos,  á  fin  de  promover  el  adelanto  local  de  los  diversos 
Departamentos. — Deseando  Nicaragua  mejorar  el  estado  moral 
de  los  indios  mosqnitos,  no  vaciló  un  instante  en  comprome- 
terse á  darles  la  suma  anual  de  ciuco  mil  pesos,  ilurante  el 
término  de  diez  años,  término  qae  se  consideraba  suficiente 
para  introducid  en  este  distrito  las  mejoras  más  indispensables^ 
tales  como  la  randación  de  escuelas,  el  establecimiento  de 
rutas,  la  construcción  de  edificios  etc. — Pero  de  ninguna  ma- 
nera entendía  la  República  hacer  un  don  de  cincaenta  mil 
pesos  á  los  aventureros  que  se  habían  instalado  en  esta  parte 
de  sa  territorio,  los  cuales  usurpando  el  título  de  Consejeros 
y  ocultándose  tras  del  primer  indio  embrutecido  que  esoojen 
por  Rey,  exigían  que  se  les  entregase  aquellas  sumas  para 
llenar  sus  bolsillos  y  disponer  de  ellas  á  su  placer — Tal  in* 
tención  no  fue  jamás  la  de  las  personas  qae  fueron  llamadas 
á  firmar  el  tratado ;  y  á  partir  del  momento  en  que  la  Repú- 
blica de  Nicaragoa  carecía  de  garantías  respecto  á  la  persona 
ó  corporación  en  manos  de  la  cual  debía  hacer  sus  pagos,  era 
de  su  deber  abstenerse  de  ellos  y  guardar  el  dinero  en  de. 
pósito  hasta  que  tuviese  la  certeza  de  poderlo  pagar  con  se- 
ga ridad. 

De  la  lectura  de  ios  documentos  ingleses  se  desprende,  que 
á  pesar  de  saa  embarazos  financieros  á  la  época  de  que  se 
trata,  el  Gobierno  entregó  al  Jefe  de  los  mosquitos,  por  me- 
dio del  Cónsul  británico,  las  sumas  estipuladas. — Pero  desde  e\ 
año  de  1864,  en  que  murió  el  referido  Jefe,  los  indios  desa- 
parecieron  enteramente  del  Gobierno   del  distrito,  y  estaba  por 
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averigaarse  caál  era  la  persona  autorizada  para  percibir  aque- 
llas samas,  cuando  algunos  extranjeros,  ávidos  de  apropiarse* 
las  nombraron  Bey  de  la  Mosquitia  á  un  adolescente  entera- 
mente sometido  á  sus  órdenes. — El  Gobierno,  poco  animado 
por  este  paso,  no  queriendo  exponerse  á  perder  las  sumas  que 
pagase  sin  provecho  ni  para  la  tribu  ni  para  el  país  en 
general,  creyó  de  su  deber  poner  en  seguridad  las  sumas  pro- 
cedentes de  la  subvención  hasta  que  hubiese  obtenido  la  cer- 
te2sa  de  que  dichas  sumas  serian  empleadas  ooDforme  á  las 
estipulaciones  del  artículo   Y    del  tratado  de  Managua. 

La  suma  de  $30.859,03  producto  de  las  rentas  anua 
les  de  la  subvención  mosquita,  que  el  Gobierno  de  nicaragua 
retuvo  en  su  poder,  se  encuentra  ahora  depositada  en  el 
Banco  de  Inglaterra,  y  el  Gobierno  de  Nicaragaa  espeta  que 
su  augusto  arbitro,  en  consideración  á  las  razones  antes  ex* 
puestas,  tendrá  á  bien  ordenar  qae  dicha  sama  le  sea  de- 
vaelta  para  que  se  emplee  en  obras  que  ofrezcan  ventajas 
reales,  tanto  para  la  tribu  como  para  el  territorio  de  la  Mos- 
quitia. 

Aunque  según  la  opinión  del  Gabinete  británico  Nicara- 
gua no  podía  ser  juez  en  cnanto  á  las  medidas  que  se  deban 
tomar  para  favorecer  el  adelanto  social  de  los  indios  mosqui- 
tos, el  Gobierno  de  Nicaragua  piensa  que  nadie  puede  juzgar 
mejor  de  lo  que  conviene  hacer,  que  el  Soberano  en  sus  do- 
minios, y  que  encontrándose  el  territorio  de  la  Mosquitia  en 
los  límites  y  bajo  la  jurisdicción  de  la  República,  es  de  su 
deber  informarse  de  sus  necesidades  para  subvenir  á  ellas  en 
cuanto  sea  posible,  tomando  todas  las  medidas  que  poedan 
contribuir  al  adelanto  moral  y  al  progreso  material  de  este 
distrito. 

Art.  VI.  ^<  S.  M.  B.  se  compromete  á  hacer  valer  sus  bue- 
nos oficios  ante  el  Jefe  de  los  indios  mosquitos  á  fin  de 
que  acepte  las  estipulaciones  de  esta  convención." 

Al  decir  del  Gabinete  británico,  este  artículo  da  al  Go- 
bierno de  S.  M.  B.  el  derecho  de  intervención  entre  el  Gobierno 
de  Nicaragaa  y  los  mosquitos. 

Para  comprender  bien  este  artículo  del  tratado,  es  preciso 
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observar  qae  sus  términos  son  más  bien  diplomáticos  qae  sin- 
ceros, atendido  qoe  la  idea  de  ^'buenos  oficios"  de  parte  de 
nn  Gobierno  tan  poderoso^  tan  vasto  y  respetado  como  el  de 
la  Gran  Bretaña  hacia  el  de  una  pobre  peqaeña  triba  de 
indios  salvajes  de  la  América,  toca  al  ridícnlo. — El  verdadero 
objeto  de  esta  estipulación  no  parece  ser  otro  qae  el  de  dis- 
poner á  los  subditos  ingleses  qae  habitan  naestras  costas  á 
someterse  á  la  autoridad  del  Gobierno  de  Nicaragaa. — Desde 
qae  la  Gran  Bretaña  hubiese  cumplido  con  la  obligación  que 
le  impone  el  tratado,  no  tendría  más  derecho  de  intervenir 
en  los  negocios  de  la  Mosquitia  que  el  que  tiene  la  Francia, 
el  Austria,  la  Alemania  ó  cualquiera  otra  Nación  europea. — 
El  Gk>bierno  de  Nicaragua  oonña  en  que,  para  evitar  en  lo 
adelante  todo  motivo  de  disputa,  lo  mismo  que  la  intervención 
británica  en  los  negocios  del  país,  su  augusto  arbitro  tendrá 
á  bien  declarar,  que  habiéndose  obtenido  el  objeto  que  se 
proponía,  queda  abrogado  el  tratado  de  Managua  relativo  á 
la  Mosquitia,  y  que  en  lo  venidero  las  partes  interesadas  de- 
berán atenerse  á  las  disposiciones  que  se  establezcan  y  enu- 
meren en  la  decisión  arbitral. 

Art.  Vil.  <<La  Eepúblíca  de  Nicaragua  constituirá  y  de- 
clarará el  puerto  de  Greytown  ó  San  Juan  del  Norte  puerto 
libre  bajo  la  soberana  autoridad  de  la  Bepública. — Pero  la  Be- 
pública  tomando  en  consideración  las  inmunidades  que  hasta 
aquí  han  disfrutado  los  habitantes  de  Greytown,  consiente  en 
que  el  juicio  por  jurados  en  todas  las  causas  civiles  y  crimi- 
nales, y  perfecta  libertad  de  creencia  religiosa  y  de  culto  pú- 
blico y  privado,  tal  cual  la  han  disfrutado  hasta  este  momento, 
les  serán  garantidas   para  lo  futuro. 

'^  No  se  impondrán  ningunos  derechos  ó  cargas  sobre  los 
buques  que  lleguen  á  dicho  puerto  libre  de  Greytovrn,  ó  sal- 
gan de  él,  sino  aquellos  que  basten  para  el  debido  manteni- 
miento y  seguridad  de  la  navegación,  para  la  provisión  de  faros, 
y  para  pagar  los  gastos  de  policía  del  puerto. — Tampoco  se 
impondrán  derechos  ó  cargas  en  el  puerto  libre  sobre  los  efec- 
tos que  lleguen  allí  en  tránsito  de  mar  á  mar.— Pero  nada  de 
lo  contenido  en  este  artículo  será   interpretado  como  que  im» 
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pide  el  qae  la  Bepública  de  Nicaragua  imponga  los  derechos 
acostambrados  sobre  los  efectos  destinados  para  el  coosamo 
en  el  territorio  de  la  Bepública  de  Nicaragua.'' 

El  Gobierno  cree  haber  cumplido  al  pie  de  la  letra  todo 
lo  que  se  ha  estipulado  en  este  artículo. — Habiéndose  decla- 
rado libre  el  puerto  de  San  Juan  del  Norte,  ni  las  mercan- 
cías que  entran  á  él,  ni  las  que  de  él  salen,  tienen  que  pagar 
ningún  derecho  de  aduana. — Pero  como  el  mismo  artículo  deja 
al  Gobierno  "^^  facultad  de  levantar  derechos  sobre  toda  im- 
portación destinada  al  consumo  de  la  Bepública,  el  Gobierno 
se  ha  creído  autorizado  para  imponer  derechos  á  las  mercan- 
cías destinadas  á  la  Mosquitia,  que  forma  parte  integrante  de 
la  Bepública. 

En  cuanto  á  derechos  de  exportación  conviene  hacer  aquí 
una  pequeña  observación. 

Las  costas  de  Nicaragua  contienen  gran  copia  de  ma- 
deras preciosas,  de  árboles  frutales  y  de  caucho. — Gran  nú- 
mero de  individuos  se  dedican  al  corte  y  á  la  explotación  de 
estos  productos  naturales  que  son  exportados  á  Europa  y  á 
América. — El  Gobierno  ha  sometido  los  referidos  artículos  de 
comercio  á  ciertos  derechos  de  exportación,  y  contra  esta  dis- 
posición protestan  los  subditos  ingleses,  bajo  pretexto  de  que 
la  exportación  tiene  lugar  por  el  puerto  de  San  Juan  del  Norte 
que  fue  declarado  libre. 

El  Gobierno  de  Nicaragua  piensa  que  no  se  encuentra  ni 
se  puede  encontrar  en  el  tratado  de  Managua  ninguna  cláu- 
sula que  pueda  prohibirle  hacer  uso  de  la  facultad  común  á 
todo  Gobierno^  de  levantar  los  derechos  de  exportación  que 
juzgue  conveniente  sobre  productos  de  sn  suelo.— El  hecho 
de  que  la  exportación  pasa  por  el  puerto  de  San  Juan  del 
Norte,  no  exime  á  los  dueños  de  tales  productos  de  pagar 
los  impuestos  que  á  ella  corresponden. 

La  serie  de  cuestiones  á  que  ha  dado  lugar  este  artículo, 
según  el  Gabinete  británico,  es  debida  á  la  mala  interpre- 
tación que  de  él  se  ha  querido  hacer,  porque  todos  los  de- 
cretos del  Gobierno  de  Nicaragua  relativos  á  la  importación  y 
exportación  por  el  puerto   de  San   Juan  del  Norte,  se  refieren 
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esencialmente  al  territorio  de  la  Bep&blica  y  no  afectan  de 
ningnna  manera  la  calidad  de  puerto  libre  de  qné  goza  San 
Juan   del  Forte. 

Los  precedentes  artícnlos  del  tratado  de  Managua,  de  28 
de  Enero  de  1860,  son  los  qne  han  dado  margen  á  la  con- 
troversia. 

Los  artícnlos  VIII,  IX,  X,  XI  y  XII  no  han  presentado 
ninguna  diñcultad. 

£1  Gobierno  de  Nicaragua,  reservándose  el  derecho  de  ha- 
cer ulteriores  observaciones,  si  el  caso  lo  exigiere,  espera  que 
su  augusto  arbitro  se  dignará  dedicar  especial  atención  á  los 
puntos  siguientes : 

1°  ¿  Qué  se  entiende  por  soberanía  y  cuáles  son  las  atri- 
buciones á   ella  inherentes  ? 

2"*.  i  Puede  Nicaragua  en  virtud  de  su  soberanía  imponer 
derechos  de  importación  sobre  artícnlos  que  se  introduzcan  al 
territorio  de  la  Mosquitia  t 

3"^.  i  Pnede  imponer  derechos  de  exportación  sobre  el  cau- 
cho, las  maderas  y  otros  productos  de  la  costa  de  Nica- 
ragua f 

4**.  ¿  Está  ó  ha  estado  la  Bepública  de  Nicaragua  obligada 
á  entregar  la  subvención  mosquita  á  extranjeros  que  no  le 
ofrecen  ninguna  garantía  f 

El  Gobierno  de  Nicaragua  plenamente  convencido  de  la 
sabiduría,  justicia  y  rectitud  de  su  augusto  arbitro,  aguarda 
con  confianza  su  soberana  decisión  y  abriga  la  esperanza  de 
qne  los  derechos  de  las  partes  interesadas  serán  expuestos  ne- 
tamente de  manera  que  se  ponga  ñn  á  todo  motivo  de  dis- 
cordia. 

del  Gobierno  de^s.\.  B.  1?  Habíeudo  caugeado  sus  alegatos  en  Viena 
el  15  de  Marzo  de  1880,  loa  Gobiernos  interenados  en  este  ar- 
bitramento, el  Gobierno  de  S.  M.  B.  en  cumplimiento  de  los 
arreglos  hechos  para  su  tramitación,  ha  preparado  este  contra- 
alegato  para  someterlo  á   8.  M.  el  arbitro. 

2®  El  contenido  de  este  contra-alegato  está  distribuido 
en  seis  capítulos. 
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L  Soberanía  de  Kicaragaa  y  gobierno  propio  de  los  moa* 
quitos. 

n.    Protectorado  británico  y   derecho  de   intervención. 

III.  Anaalidad  mosquita. 

IV.  Greytown  como  puerto  libre. 

Y.    Alegato  de  IN'ícaragua  considerado  en  '^general. 

VI.    Oonclnsíones. 

3?  En  esos  varios  capítulos,  el  Gobierno  de  S.  M.  se  pro» 
pone  ejercer  el  derecho  que  se  reservó  en  el  párrafo  12  de  su 
alegato,  para  desarrollar,  como  lo  crea  conveniente,  argumentos 
en  que  descansa  sin  exclusiva  referencia  á  los  términos  de  su 
alegato  ori/i^inal  ó  á  los  del  de   Nicaragua. 

L— Soberanía  de  l^icaragua  y  gobierno  propio  de  los  mos* 
quitos.  Los  artículos  I  á  lY  del  tratado  de  Managua  de  1860 
establecen  efectivamente,  por  una  parte,  fl]  que  la  Bepública 
de  Nicaragua  tendrá  la  soberanía  sobre  aquella  porción  de  la 
costa  mosquita,  situada  dentro  de  las  fronteras  de  Nicaragua  y 
que  esa  misma  porción  de  la  costa  pertenecerá  á  la  Bepública 
de  Nicaragua;  [2]  que  el  distrito  asignado  á  los  mosquitos 
[comprendiendo  en  él  aquella  porción  de  la  costa  mosquita] 
DO  será  cedido  por  los  mosquitos  á  ninguna  persona  ó  Estado 
extranjero. 

5*  Los  mismos  artículos  establecen,  en  efecto,  por  otra 
parte  [1|  que  los  mosquitos  gozarán  del  derecho  de  gobernarse 
á  sí  mismos  y  á  todos  los  habitantes  de  su  distrito  de  acuerdo 
con  sus  costumbres  y  de  conformidad  con  cualesquiera  regla- 
mentos  que  de  tiempo  en  tiempo  sean  por  ellos  adoptados ; 
con  tal  que  dichos  reglamentos  no  sean  incompatibles  con  los 
derechos  soberanos  de  la  Bepública  de  Nicaragua;  [2]  que^ 
salvo  esta  reserva  de  los  derechos  soberanos  de  la  Bepública 
[que  restringen  cualesquiera  nuevos  reglamentos  que  adopten 
de  tiempo  en  tiempo  los  mosquitos],  la  Bepública  de  Nicaragua 
respetará  y  no  intervendrá  en  las  costumbres  y  reglamentos 
establecidos  ó  que  se  establezcan  en  el  distrito ;  [3]  que  Io& 
mosquitos  pueden  convenir  en  su  absoluta  incorporación  á  la 
Bepública  de  Nicaragua,  bajo  el  mismo  pie  que  los  otros  oiu* 
dadanos  de  la  Bepública  á  cuya  categoría  pertenecerían  en  vir- 
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tad  de  la  incorporaoióiiy  y  pueden  convenir  por  lo  mismo  en 
snjetarse  á  ser  gobernados  por  las  leyes  generales  de  la  Be- 
pública,  qae  entonces  se  aplicarían  á  ellos  por  primera  vez 
en  lagar  de  sus  propias  costumbres  y  reglamentos  que  serán 
las  únicas  que  se  les  apliquen  antes  de  esa  incorporación. 

6?  Esas  dos  especies  de  derechos  así  establecidos,  h  saber : 
los  derechos  de  soberanía  y  los  derechos  de  los  mosquitos  á 
gobernarse  á  si  mismos,  se  hallan  hasta  cierto  punto  en  con- 
flicto.— Pero  se  debe  considerar  el  tratado  en  conjunto  y  re- 
conocer sus  efectos  bajo  todos  aspectos. — Propiamente  no  se 
puede  insistir  tanto  en  ninguna  parte  del  tratado,  por  explí- 
cita qne  sea,  que  destruya  el  efecto  de  otra  parte  del  mismo 
tratado  igualmente  explícita  é  importante.— Se  debe  haber  te- 
nido en  mira  por  los  que  negociaron  y  redactaron  el  tratado, 
que  la  soberanía  de  Kicaragua  fuese  compatible  con  el  Go- 
bierno propio  de  los  mosquitos,  puesto  que  una  y  otra  fueron 
establecidas  y  se  hicieron  coexistir  en  el  mismo  instrumento.*— 
No  hay  que  negar  ó  anular  ninguna  de  esas  dos  clases  de  de- 
rechos.— Una  y  otra  deben  ponerse  en  ejecución,  tanto  como 
los  efectos  de  la  una  sean  compatibles  con  la  otra. 

7?  Es  cierto  que  el  tratado  reconoce  en  la  República  de 
Nicaragua,  es  decir,  que  establece  e;i  efecto  y  crea  en  dicha 
Bepública  cierta  especie  ó  grado  de  soberanía  sobre  el  dis- 
trito asignado  á  los  mosquitos.  Lo  que  es  incierto  es  la  es- 
pecie ó  grado  de  esa  soberanía.  El  Gobierno  de  S.  M.  cree 
qne  conforme  al  artículo  I  la  soberanía  es  reconocida,— es  de- 
cir, establecida  y  creada — no  como  una  soberanía  absoluta,  sino 
como  una  soberanía  de  un  orden  calificado  y  limitado.  Es, 
por  los  términos  expresos  del  tratado,  una  soberanía  que  está 
^^ sujeta  á  las  condiciones  y  compromisos  especificados  en  él,'' 
es  decir,  en  el  tratado.  Esto  no  es  una  expresión  puramente 
técnica  ó  de  forma.  Esta  expresión  tiene  el  efecto,  desde  el 
principio,  de  limitar  y  restringir  la  soberanía  reconocida  en 
la  Bepública  de  Nicaragua,  sujetándola  á  los  arreglos  contení- 
dos  en  los  subsiguientes  artículos  del  tratado.  En  otros  tér- 
minos, el  artículo  I  que  reconoce  la  soberanía  de  Nicaragua 
debe  leerse  y  tener  efecto  en  consonancia  (1)  con  los  artículos  III 
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y  IV  qne  couceden  el  gobierno  propio  á  los  mosqaitos  y  de- 
claran qne  no  están  sometidos  á  las  leyes  generales  de  la  Be- 
pública^  y  (2)  con  el  artículo  YII  que  hace  pnerto  libre  á 
Gieytown  dentro  del  territorio  que  entonces  fne  reconocido 
por  el  Gobierno  británico  como   perteneciente  á  S'icaragaa. 

8.  El  alegato  de  Nicaragaa  sostiene  esta  cuestión  de  so- 
beranía de  Nicaragua,  en  los   términos  siguientes: 

'^  Se  ha  dicho  por  los  Be  presentantes  británicos  que  la 
expresión  soberanía  significa  un  derecho  análogo  al  que  ejerce 
el  Soberano  Señor  sobre  el  feudatario,  es  decir,  el  derecho 
de  impedir  que  el  feudatario  pase  al  dominio  de  un  tercero; 
y  que  el  derecho  concedido  á  los  indios  mosquitos  de  gober- 
narse á  sí  mismos  y  de  gobernar  á  los  habitantes  de  la  üe- 
ser»a  comprende  el  Gobierno  de  /acto  sobre  el  territorio  re- 
servado, con  la  sola  restricción  de  no  someterlo  ai  Gobierno 
de  jure  de  otra  Potencia.'' 

El  Gobierno  propone  estas  deducciones  al  más  serio  examen 
del  arbitro,  teniendo  en  cuenta  la  irregularidad  que  esta  in- 
terpretación produciría  en  la  comarca  mosqnita. 

Si  se  excluye  á  JN'icaragua  de  la  super vigilancia  que  le 
corresponde  ¿cómo  podría  ella  asegurarse  de  que  los  actos  y 
los  reglamentos  de  los  indios  no  son  contrarios  á  sus  derechos 
soberanos  ? 

La  cláusula  que  establece  en  los  reglamentos  que  de  tiem- 
po en  tiempo  puedan  adoptar  los  indios  para  el  Gobierne  de 
la  Beserva  no  deben  ser  incompatibles  con  el  derecho  de  sobe- 
ranía de  Nicaragua,  implica  necesariamente  para  esta  Be- 
pública  la  facultad  de  examinarlos,  de  aprobarlos,  de  reformarlos 
ó  de  rechazarlos.  De  otro  modo  sería  imposible  alcanzar  el 
objeto  que  se  propone  el  artículo  4  de  la  convención,  á  saber : 
la  incorporación  absoluta  de  los  indios  en  la  integridad  terri- 
torial de  la  Bepáblica.  Por  otra  parte,  si  el  derecho  de  so- 
beranía se  limitase  á  impedir  la  enagenación  del  territorio, 
sería  completamente  superfina  la  autorización  concedida  á  los 
indios,  de  emitir  reglamentos,  puesto  que,  aparte  esta  única 
restricción,  ejercerían  de  hecho  la  soberanía,  y  bastaría  á  Kicara- 
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gaa  descansar  en  sq  derecho  de  analar  la  enagenacióa  cada  vez 
qae  la  descabriese. 

9.  El  primer  párrafo  de  este  pasaje  es  inexacto.  Se  re- 
fiere á  dos  docamentos  que  se  han  paesto  como  ano  solo. 
No  se  han  citado  coo  ezactitad  y  no  se  han  manifestada 
las  circanstancias  que  los    acompañan. 

10.  De  estos  dos  docamentos,  es  primero  en  fecha  el 
citado  en  el  último  párrafo.  Es  el  despacho  del  conde  Ba- 
sseli  citado  en  el  párrafo  41  del  alegato  británico  ( ó  ana 
nota  del  Oónsal  Greeu,  comunicándolo  al  Gobierno  de  Ni- 
caragua). En  el  alegato  nicaragüense  se  omite  lo  que  decia 
el  despacho,  <'qae  los  mosqaitos  tienen  qae  sajetarse  á  la 
soberanía  de  Nicaragua,"  é  introduce  la  frase  ^'oon  esta  sola 
restricción,"  que  después  se  repite  con  las  palabras  de  ''esta 
única  restricción."  Esta  omisión  y  adición  alteran  el  espíri- 
tu del  despacho  del  conde  Bussell,  que  reconoce  expresa- 
mente la  soberanía  de  Nicaragua,  usando  de  los  mismos  tér- 
minos generales  que  se  emplean    en   el  tratado. 

11.  El  documento  de  fecha  posterior,  pero  relacionado 
primero  en  este  párrafo  del  alegato  nicaragüense,  es  un  me- 
morándum presentado  por  el  Secretario  de  S.  M.  para  los  ne- 
gocios extranjeros,  lord  Stanley,  al  sefior  Martínez,  Enviado 
de  Nicaragua  en  Londres,  en  Setiembre  de  1867.  Este  me* 
morándum  decía  entre  otras  cosas  : 

^*  La  tercera  cuestión  se  refiere  á  las  concesiones  hechas 
por  el  Gobierno  de  Nicaragua  á  ciertos  subditos  británicos,  del 
privilegio  de  cortar  caoba  á  lo  largo  de  la  costa  de  la  Be- 
serva  mosquita.  Se  ha  dicho  que  el  Gobierno  hizo  estas  con- 
cesiones con  la  mira  de  aumentar  sus  rentas,  y  con  el  objeto, 
no  solamente  de  amortizar  el  saldo  de  su  deuda  interior,  sino 
de  preparar  los  medios  de  liquidar  y  cancelar  la  que  existe 
en   favor  de   ios  subditos  de  S.  M.  B. 

Por  recomendables  que  sean  los  motivos  del  Gobierno  de 
la  Bepúblíca,  el  punto  á  considerar  por  el  Gobierno  de  S.  M. 
es:  si  la  posición  asumida  en  la  caestióa  de  derecho  es  sos- 
tenible,  cuando  se  insiste  en  que  estando  la  Reserva  i)'ijo  la 
aoberanía  de  Nicaragua    y    siendo  parte   del  territorio  d  •  la 
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Bepúbliea   (como  se   declara  por  el  tratado  de  Managaa)  es  de 
toda  evidencia    que  el  Gobierno  de  )a  Bepública   tiene  dere- 
cho de  hacer  tales  conceHioneB.    Las  ideas  expresadas  por  el 
sefior  Martínez  sobre  los  derechos  incidentales  de  la  soberanía 
de  Nicaragaa   sobre    la    Eeserva  noosqnita,  .parecen    dudosas» 
El  término   soberanía,  empleado  para  marcar  las  nuevas  rela- 
ciones de  la    Bepública  de  I^icaragna  con  los  indios  mosquitos, 
á   diferencia     del    término  protección,  qne  marcaba  las  ante- 
riores   relaciones  de  la  Corona  británica  con  ellos,  implica  sin 
dnda,  cierto  grado  de  jurisdicción  territorial,  y  este  grado  mismo 
de  jurisdicción,  puede  deducirse  de  las  diferentes  divisiones  del 
tratado,    qne  es   simplemente    una    supremacía,  ó  lo  qne  los 
juristas  han   llamado  derecho  de  dominio  eminente  {dominiutn 
eininenSy  6  dominium  supremif^),  una  soberanía  modificada  análo- 
ga á  la  que  el  Supremo  Señor  gozaba  bajo  el  sistema  feudal, 
y  por  derecho  de  la  cual  podía  impedir    la    enagenación    del 
feudo  en  favor    de  un   tercero.    Tal  es  el  derecho  asegurado 
á  la  Bepública  de  Nicaragua  por   el  artículo   II  del   tratado 
de  Managua,    al  paso  que  los  otros  artículos  aseguran  á  los 
indios  mosquitos  la  posesión  tranquila  de  la  Beserva  mosquita, 
y  todos  los  derechos  del  Gobierno  dentro  de  aquella  Beserva. 
Bajo  estas  circunstancias,  se  ve   que  los  indios  mosquitos 
no  han    sido  destituidos    de  ningún  derecho  de  posesión   por 
este  tratado :  que  los  bosques  situados    dentro  de  la  Beserva 
forman  parte  de  las  posesiones  de  los  indios  mosquitos  y  que 
á  las  autoridades  mosquitas  corresponde  hacer  los  arreglos  que 
crean   convenientes  para  el   corte  de  maderas  en  aquellos  bos* 
ques,  á  condición  de  no  enagenar  las  tierras  á  un  extranjero, 
con   exclusión  de    toda  ingerencia  de   parte  del  Gobierno  de 
Nicaragua." 

A  lo  que  observó  el  señor  Martínez  en  un  memorándum 
presentado  á   lord  Stanley: 

<'  El  tercer  punto  en  cuestión  es  el  derecho  que  habilita 
á  Nicaragua  como  propietario  y  soberano  del  territorio  de  la 
Beserva  para  disponer  libremente  de  sus  maderas  y  otros  pro- 
ductos naturales.  Este  derecho  parece  ponerlo  eh  duda  S.  E* 
lord    Stanley    denominándolo   simplemente    como   de    dominio 
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emíDente  y  comparáDdoIo  al  que  el  Supremo  Señcr  gozaba 
bajo  el  aisteiíia  feadal  y  por  el  cnal  podía  impedir  la  enagena- 
ción  del  feudo  eo   favor  de  un  tercero. 

^^ISo  hay  en  el  tratado  de  Managua  una  sola  disposición 
que  dé  lugar  á  esta  interpretación,  ni  habría  podido  aceptar 
el  Gobierno  de  Nicaragua  semejante  posición  en  la  Reserva. 
Al  contrario,  e)  sentido  claro  y  concluyente  de  la  conveación 
reconoce  á  Nicaragua  como  dueño  absoluto  de  este  territorio, 
con  la  sola  obligación  de  permitir  á  los  indios  que  vivan  en 
él  y  se  gobiernen  dentro  de  sus  limites  conforme  á  sus  pro- 
pias costumbres." 

12.  En  el  pasaje  arriba  trascrito  del  alegato  de  Nicara- 
gua (párrafo  8)  el  Gobierno  de  aquella  Bepública  llama  la  más 
seria  atención  del  arbitro  hacia  las  ideas  del  Gobierno  de 
S.  M.y  tales  como  aparecen  presentadas  en  el  alegato  nicara- 
güense. Sin  embargo,  será  obvio  á  S.  M.  el  arbitro  que,  en 
los.  citados  documentos,  ninguno  de  ios  Secretarios  de  Estado 
de  S.  M«  debatía  una  cuestión  general  relativa  á  la  naturaleza 
y  extensión  de  la  soberanía  de  Nicaragua,  por  una  parte,  y 
el  Gobierno  propio  de  los  mosquitos  por  otra ;  sino  que  cada 
uno  se  aplicaba  solamente  á  la  cuestión  actual  que  tenía  de- 
lante, á  saber,  si  el  derecho  de  conceder  licencias  para  cortea 
de  maderas  en  el  distrito  asignado  á  los  monquitos,  había  sido 
señalado  al  Ctobierno  de  Nicaragua  como  parte  de  los  derechos 
soberanos  de  la  República,  ó  á  los  mosquitos,  como  parte  de 
sus  derechos  al  gobierno  propio. 

13..  El  Gobierno  de  S.  M.  cree  muy  de  desearse  que  las 
diferencias  que  han  dado  lugar  á  este  arbitramento  sean  tra- 
tadas de  un  modo  análogo,  esto  es,  no  en  general,  sino  con 
relación  á  las  cuestiones  particulares  actualmente  suscitadas. 
Los  redactores  y  negociadores  del  tratado  deben  haber  pre 
visto,  cuando  crearon  una  soberanía  sobre  una  comunidad  que 
se  gobernase  á  sí  propia,  que  surgirían  conflictos  de  derechos* 
Ellos  no  intentaron  anticipar  y  determinar  para  siempre  cada 
conflicto  de  esos.  El  Gobierno  de  S.  M.,  pide  que  tampoco 
se  haga  en  leste  arbitramento.  Con  especial  referencia  á  al- 
gunos de  los  términos  del  pasaje  arriba  trascrito  del  alegato 
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niearagüeDse,  espera  qae  S.  M.  el  arbitro  no  admitirá  por  ana 
declaración  general,  que  el  Gobierno  de  KiSaragaa  tenga  dere- 
cho á  examinar^  aprobar,  alterar  ó  desechar  los  reglamentos 
que  de  tiempo  en  tiempo  emitan  los  mosquitos.  El  Gobierno 
dé  S.  M.  oree  que  será  maoho  mejor  para  todas  las  partes, 
que  el  derecho  del  Gobierno  de  K^icaragaa,  si  existe,  de  in- 
terrenir  en  los  negocios  de  los  mosquitos,  no  sea  definido  en 
ana  proposición  general  tal  como  ésta.  Si  en  lo  adelante,  tra- 
tándose de  un  asunto  particular,  el  Gobierno  de  Nicaragua 
creyere  qae  tiene  razón  para  intervenir  respecto  de  algún  acto 
de  los  mosquitos,  á  él  tocará  determinar  bajo  su  propia  res- 
ponsabilidad, qué  género  de  intervención  puede  sostener  y  jus- 
tificar. 

14.  Después  del  pasaje  inserto  (en  el  párrafo  8),  el  alegato 
de  Nicaragua  continúa  así : 

^^  Es  preciso  notar,  además,  qae  siendo  Nicaragua*  el  So- 
berano, debe  tener  los  medios  de  proteger  á  los  Agentes  con- 
sulares qué  se  establezcan  en  esta  comarca  con  el  exequátur 
del  Gobierno,  y  de  prevenir  los  abusos  que  podrían  compro- 
meter la  responsabilidad  nacional." 

El  Gobierno  de  S.  M.  cree  que  aquí  también  serían  peli- 
grosas todas  las  proposiciones  generales.  Nunca  se  han  pre- 
sentado tales  casos:  es  preferible  dejar  que  tales  casos  sean 
resueltos,  si  se  presentan,  cuando  ocurran. 

El  Gobierno  de  S.  M.  sugiere  que  nada  hay  que  resolver 
por  S.  M.  el  arbitro,  sobre  este  punto,  es  decir,  sobre  el  poder 
abstracto  de  Nícaragaa  para  proteger  á  los  Agentes  consulares 
entre  los  mosquitos.  No  puede  haber  nuuca  tales  Agentes,  y 
si  jamás  los  hubiere,  no  necesitan  de  la  protección  del  Gobier- 
no de  la   República. 

15.  El  alegato  nicaragüense  continúa   así : 

^'  Por  consiguiente,  nada  más  natural  que  la  Eepública 
enarbole  su  bandera  en  esta  parte  del  país,  en  señal  de  soberanía, 
y  que  tenga  toda  la  fuerza  de  acción  necesaria  para  hacerlo  res- 
petar y  para  ejecutar  todas  las  medidas  que  no  afecten  al  li- 
bre ejercicio  del  gobierno  local  de  la  tribu." 

16.  El  Gobierno  de  S.  M.  desea  dejar  á  la  decisión  del  ár- 
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bitro  la  oaestión  de  bandera.  ITo  se  opone  á  la  pretensión 
presentada  allí  á  nombre  del  Gobierno  de  ITicaragaa  relati- 
vamente á  enarbolar  sn  bandera.  Pero  el  Gobierno  de  S.  If . 
cree  qne  los  mosquitos  tienen  mny  bien  dereoho  á  asar  ana 
bandera  distintiva  á  sa  propio  distrito  y  á  bordo  de  sus  ba- 
ques.    La  seganda  parte  del  último   párrafo   citado   [y    qae 

tengo ]  está  concebida  en  concepto  del  Gobierno  de 

S.  M.,  en  términos  cuya  generalidad  merece  objetarse ;  y  es- 
pera que  S.  M.  el  arbitro  no  favorecerá  de  modo  alguno  pre- 
tensiones así  expresadas,  y  que  si  fueren  consentidas  y  pnestas 
por  obra,  darían  lugar  á  resultados  graves. 

18.  Hay  una  cosa  que  aparece  clara  del  tratado  mismo. 
Los   derechos  soberanos   de  la  EepdbUca  de   Nicaragua  sobre 

el  distrito  asignado  á  los  mosquitos,  cualquiera  que  sea  su 
exteusiÓD,  no  incluyen  plena  autoridad  legislativa.  Conforme 
al  artículo  lY,  los  mosquitos  no  deben  ser  gobernados  por 
las  leyes  generales  de  la  Bepáblica,  sino  cuando  y  hasta  que 
ellos  se  hayan  colocado  voluntariamente  bajo  la  acción  de  esas 
leyes  generales,  conviniendo  en  su  incorporación  á  la  Repd- 
blica. 

19  Además,  oomo  hasta  que  se  efectúe  tal  incorporación, 
los  mosquitos  están  plenamente  exentos  de  las  leyes  generales 
de  la  Eepública,  en  tanto  que  dure  esta  exención,  no  pueden 
ser  sometidos  los  mosquitos  á  ningunas  leyes  especiales  que  la 
Bepública  quiera  en  cualquier  tiempo  aplicarles. 

20.  Por  consiguiente,  la  Bepública  no  puede  emitir  nin- 
gnna  ley  general  ó  especial  para  aplicarla  al  distrito  asignado 
á  los  mosquitos. 

21.  La  Bepública  de  Nicaragua  en  el  goce  de  la  sobera- 
nía qne  se  le  ha  concedido  está  obligada  á  respetar  el  siste- 
ma de  Gobierno  propio  establecido  por  la  Gonstitución  adop- 
tada en  1861  para  el  distrito  asignado  á   los  mosquitos. 

22.  Esa  Constitución  es  simplemente  una  modificación  de 
los  usos  pre-exfstentes.  Mr.  Green,  que  era  Cónsul  británico 
en  Greytown  después  de  la  celebración  del  tratado  de  Ma- 
nagua de  1860,  y  que  por  mucho  tiempo  había  estado  en  relacio- 
nes oficiales   con  los  mosquitos,  manifestó  'en  aquel  tiempo  que 
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nada  había  de  paitioalar  en  la  uaeva  forma  de  Oobiemo  esta- 
blecida por  esa  Oonstitación. 

23.  Hay  más:  la  intervenoión  de  los  qae  redactaron  y 
aoeptaroQ  esa  OonstitaciÓD,  no  fae  de  hacerla  incompatible  con 
los  derechos  soberanos  de  Kicaragna.  Al  contrario,  en  el  ar- 
tículo 4%  la  Oonstitación  expresamente  reconoce  la  obligación 
de  la  comunidad  mosquita  de  no  adoptar  leyes  incompatibles 
ó  en  divergencia ' con  aquellos  derechos  soberanos. 

24.  Por  otro  lado,  la  comunidad  mosquita  no  intenta  ó 
maestra  en  este  instrumento  el  deseo  de  desconocer  la  supe- 
rior autoridad  de  la  Eepública  de  Nicaragua,  ó  de  ensanchar 
la  autoridad  del  Jefe  mosquito,  ó  de  permitir  que  la  dirección 
de  su  país  caiga  en  manos  de  extranjeros.  El  título  dado  á  este 
instrumento  es  el  de  Constitución  municipal  para  el  Oobierno 
de  la  Reserva  mosquita.  Declara  que  el  nombre  oñcial  del  Qo- 
bierno  será  el  de  autoridad  municipal  para  él  Gobierno  de  la  Be- 
serva  mosquita.  El  Jefe  del  Oobierno  es  designado  con  el  nom- 
bre de  Jefe  hereditario  de  Mosquitia.  Nadie  puede  ser  miem- 
bro del  Consejo  general  sin  tres  años  de  residencia  en  el  dis- 
trito asignado.  Nadie  puede  ser  miembro  del  Oonsejo  Eje- 
cutivo á  menos  de  ser  nativo  del  distrito  asignado  y  de  tener 
cinco  años  de  residencia  en  él.  Está  establecido  que  el  Oon- 
jsejo  Ejecutivo  posee  el  único  y  entero  Poder  Ejecutivo  de  la 
autoridad  que  le  pertenece  como  Jefe  de  su  Nación,  el  oficio 
superior  Ejecutivo  de  Jefe  y  Presidente  del  Oonsejo  general. 
Oomo  tal,  es  miembro  del  Oonsejo  Ejecutivo, 

25.  La  opinión  expresada  por  el  último  Jefe  William,  del 
origen  y  naturaleza  de  esta  Oonstitución,  de  sus  efectos,  y  de 
BU  propia  posición  conforme  á  ella,  se  halla  expuesta  en  su 
memorial.  Dice  que  apenas  ratificado  el  tratado  de  Managua 
de  1860,  su  tío  y  predecesor  creyó  necesario  abolir  ciertas 
costumbres  antiguas  de  los  indios,  y  convocó  una  Asamblea 
de  los  Jefes  y  principales  habitante?,  juntamente  con  la  pobla- 
ción mixta  del  distrito  asignado,  con  el  propósito  de  formar 
un  gobierno  adaptado  á  sus  necesidades  y  para  mayor  segu- 
ridad de  las  vidas  y  propiedades  de  todos  los  que  por  enton- 
ces   residían  en  el  distrito  asignado,  de    acuerdo  con   el  ar- 
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tícalo/tl  del  tratado;  y  en  Setiembre  de  1861,  nombró  el 
Goneejo  general  y  al  ser  juramentados  sns  miembros,  adoptó 
esta  Constitución. 

26.  Dice  también  : 

*^  La  soberanía  de  Nicaragua,  con  sn  derecho  y  priTílegíoB 
adquiridos,  conforme  á  las  estipulaciones  del  tratado,  ha  sido  y 
será  siempre  respetada." 

Y  más  adelante  :  • 

^<  Las  leyes  son  emitidas  anualmente  en  Blnefields,  en  Con- 
sejo reunido,  no  siendo  incompatibles  con  los  derechos  sobe- 
ranos de  Nicaragua,  pues  son  puramente  municipales." 

27.  Niégalos  cargos,  (1)  de  haber  asumido  una  posición 
que  no  le  pertenecía;  (2)  de  haberse  declarado  él  y  los  otros 
indios  de  la  Mosquitia  independientes  de  Nicaragua.  Dice  que 
no  pretende  reclamar  la*  soberanía  del  suelo:  reclama  sola- 
mente sns  derechos  hereditarios.  Manifiesta  que  las  autorida- 
des del  distrito  asignado  (según  el  Gobierno  de  S.  M.  lo  en- 
tiende) no  dan  títulos  absolutos  sobre  las  tierras,  ni  ceden 
ningnna  porción  del  distrito  á  ninguna  persona  ó  Estado  ex- 
tranjero ;  y  todo  queda  bajo  la  soberanía  de  Nicaragua. 

28.  una  parte  esencial  del  gobierno  propio,  es  el  derecho 
de  decretarse  taxas. 

29.  Nunca  la  Bepública  de  Nicaragua,  en  cuanto  sabe  el 
Gobierno  de  B.  M.,  afirmó  antes  de  este  arbitramento  el  de- 
recho de  imponer  taxas  directamente  á  los  habitantes  del  dis. 
trito  asignado  á  los  mosquitos.  Ni  habría  podido  la  Bepública 
reclamar  tal  derecho  sin  negar  á  los  mosquitos  el  derecho  de 
gobierno  propio.  Por  consiguiente,  lo  que  la  Bepública  no  pueda 

hacer  directamente,  tampoco  puede  hacerlo  de  un  modo  indi- 
recto, como  lo  sostiene  el  Gobierno  de  S.  M« 

30.  La  Bepública  no  puede,  por  ejemplo,  exigir  que  todos  los 
efectos  que  se  importen  al  distrito  pasen  por  el  puerto  de  Grey- 
town,  con  el  objeto  de  levantar  ana  renta  al  distrito  asignado,  ni 
imponer  derechos  de  adnana  en  aquel  puerto  sobre  la  expor- 
tación que  de  él  se  hace  de  efectos  destinados  al  distrito.  Esto 
nulificaría  de  un  modo  indirecto  el  derecho  comprendido  en  el 
cleiecho  de  gobierno  propio  y  que  está  por  tanto  concedido  á 
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los  mosquitos,  de  imponerse  taxas  solo  y  exclasivamente,  ellos 
mismos.  [Este  argumento  sería  igualmente  aplicado  aun  en  el 
supuesto  que  Greytown  no  fuese  puerto  libre.] 

31  Así,  la  Bepública  no  puede  tener  derecho  sobre  las 
industrias  de  minas  y  bosques  del  distrito.— La  Eepública  no 
puede  levantar  una  renta  vendiendo  licencias  ó  privilegios  para 
la  explotación  de  tales  industrias. — Semejante  sistema  sería  una 
intervención  directa  en  el  gobierno  propio  de  los  mosquitos. 
—Los  privaría  enteramente  ó  en  parte  de  un  venero  de  riqueza ; 
y  permitiría  á  las  autoridades  de  Nicaragua,  ya  fuese  obstruir 
el  desarrollo  de  la  industria  del  país  denegando  tales  licen- 
cias, ó  agotar  los  recursos  del  mismo,  concediéndolas  impro- 
ductivamente. 

32.  Si  los  mosquitos  han  de  disfrutar  por  completo  del 
gobierno  propio,  deben  ser  libi^es  respecto  á  la  imposición  de 
taxas  y  para  disponer  de  los  recursos  naturales  de  su  país. 

33.  No  se  puede  reclamar  derecho  de  propiedad  del  suelo 
del  distrito]  asignado  á  los  (mosquitos,  por  parte  de  la  Sepú- 
blica  de  Nicaragua. — ^El  derecho  de  soberanía  aun  cuando  fuese 
absoluto,  no  implica  necesariamente  ningún  derecho  de  propie- 
dad del  suelo,  ni  el  poder  de  disponer  de  sus  productos. 

34.  Los  mosquitos  tienen,  cuando  menos,  plenos  derechos 
de  posesión  sobre  el  suelo  de  su  distrito  asignado,  y  tienen 
derecho  y  poder  de  impedir  á  cualesquiera  otros  que  violen 
su  posesión. 

35.  En  ningún  caso,  en  cnanto  sepa  el  Gobierno  de  S.  M,, 
ha  sido  admitida  ó  reconocida  en  el  distrito  asignado  de  los 
mosquitos  ninguna  licencia,  concesión  ó  privilegio  otorgados 
por  el  Gobierno  de  Nicaragua,  con  relación  á  maderas,  mi- 
nerales ó  tierras. 

36.  El  Gobierno  de  S.  M.  espera  que  S.  M.  el  arbitro 
no  autorizará  á  la  Bepública  de  Nicaragua  para  insistir  res- 
pecto á  los  mosquitos  en  un  sistema  diferente  del  que  antes 
estaba  en  vigor,  y  que  es  el  admisible  conforme  al  tratado  como 
lo  sostiene  el  Gobierno  de  S.  M. 

IL    Protectorado  británico   y   derecho  de  intervención. — 

TOMO    m  0 
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^7.  Tomando  en  consideraoión  ios  términos  del  segando  pá- 
rrafo del  artículo  1?  del  tratado  de  Managaa  de  1860,  se  ho- 
biera  creído  imposible  negar  la  existencia,  antes  y  después  del 
tratado,  de  un  protectorado  británico;  sin  embargo,  se  ha  ne- 
gado en  el  alegato  nicaragüense. — El  tratado  mismo  prueba  la 
«existencia  del  protectorado. 

38.  Es  innecesario  inquirir  el  origen  6  naturaleza  del  pro- 
tectorado, en  relación  al  estado  de  cosas  consiguiente  al  tra- 
tado. 

39.  La  abolición  del  protectorado  por  el  tratado,  es  igual- 
mente innegable. — Desde  que  terminaron  los  tres  meses  en  él 
fijados  en  concepto  del  Oobierno  de  S.  M.,  el  protectorado  está 
extinguido,  tanto  de  derecho  como  de  hecho. 

40.  Sobre  este  punto,  en  adición  á  los  documentos  pre^ 
sentados  en  el  párrafo  18  del  alegato  británico,  el  Gobierno  de 
S.  M.  se  refiere  al  siguiente  despacho  que  demuestra  las  ins- 
trucciones enviadas  en  1861  por  el  Secretario  de  Estado  para 
los  negocios  extranjeros  de  S.  M.,  lord  John  Bussell,  al  Gónsul 
de  S,  M.  en  Greytown  (del  cual  se  trasmitió  copia  por  el 
Cónsul  al  Gobernador  de  Greytownj : 

*<15  de  Abril  de  1861.— He  recibido  su  despacho  núúiero 
8  del  2  de  Febrero,  explicándome  sus  opiniones  sobre  la  forma 
de  Gobierno  que  sería  aplicable  á  las  actuales  circunstancias 
para  la  Mosquitia. 

<<  Su  larga  experiencia  de  las  costumbres  y  condiciones  de 
los  mosquitos  autoriza  á  usted  para  formar  una  opinión  exacta 
sobre  el  mejor  modo  de  proveer  á  su  futuro  bienestar ;  y  nada 
encuentro  que  objetar  á  las  observaciones  que  usted  hace. 

^'  Las  relaciones  que  por  largo  tiempo  han  existido  entre 
este  país  y  la  Mosquitia  inducen  naturalmente  á  S.  M.  á  mirar 
con  interés  el  adelanto  en  la  condición  social  de  ese  pueblo 
y  su  presente  y  futuro  bienestar. — ^Por  tanto,  el  Gobierno  de 
S.  M.  no  tiene  nada  que  observar  á  su  proposición  de  aceptar 
ó  desechar  del  Jefe  de  la  Mosquitia  aquellas  sujestiones  rela- 
tivas á  esos  asuntos,  que  usted  crea  convenientes ;  pero  tendrá 
claramente  entendido  que  el  protectorado  británico  toca  á 
su  término. — En  cnanto  á  este  país  concierue,  el  Gobierno  de 
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S.  M.  QO  tiene  pretensión  alguna  de  infloir  en  los  actos  del 
Gobierno  mosqnito,  de  pesar  sobre  sus  consejos,  ó  de  resen- 
tirse por  falta  de  consideración  á  buenos  oficios  ofrecidos." 

41.  Es  innecesario  que  el  Gobierno  de  S.  M.  declare  que 
nunca  ha  dado  ningún  paso  con  el  propósito  de  revivir  el 
protectorado  en  algún  grado  ó  manera,  ni  ninguno  de  los  pasos 
dados  por  él,  ha  tenido  por  tendencia  revivirlo.— Pero  insiste 
como  ha  insistido  siempre,  en  que  tiene  derecho,  como  una  de 
las  partes  contratantes  del  tratado,  para  pedir  con  instancia 
la  completa  ejecución  de  éste  por  la  otra  parte  contratante. 

42.  Bsto  se  aplica  á  todas  las  estipulaciones  del  tratado : 
á  las  que  se  refieren  á  los  mosquitos  como  á  las  que  se  re- 
fieren á  Greytown. — Poco  é  indirectamente  están  interesados  los 
mosquitos  en  las  estipulaciones  relativas  á  Greytown;  al  paso 
que  interesan  mucho  indirectamente  al  Gobierno  de  S.  M. — 
En  cualquier  caso  en  que  subditos  británicos  ú  otros  que  tie- 
nen negocios  en  Greytovrn,  que  residen  allí  ó  que  de  otro  modo 
tienen  interés,  llamen  la  atención  del  Gobierno  de  S.  M.  hacia 
el  estado  del  puerto  ó  á  asuntos  que  se  rozan  con  este  co- 
mercio, el  Gobierno  de  S.  M.  tiene  derecho  á  intervenir  y  á 
hacer  observaciones  al  Gobierno  de  I^icaragua  con  el  objeto  de 
asegurar  el  cumplimiento  del  tratado. 

43.  Estas  consideraciones  desvanecen  los  pasajes  siguientes 
j  otros  análogos  del  alegato  nicaragüense : 

<^ y  que  el  protectorado  británico  no  ha  existido    ni 

podría  existir  razonablemente   sobre  la  tribu  mosquita." 

^' y  que  el  protectorado   británico  no  se  ha   ejercido 

ni  se  podría  ejercer  equitativamente  sobre  esta  tribu." 

^' A  pesar  del  gran  número  de  documentos  que  de- 
muestran la  inanidad  de  una  monarquía  mosquita  y  de  un 
protectorado  británico,  los  Agentes  de  Inglaterra,  desde  la  in- 
dependencia de  Centro  América,  han  supuesto  la  existencia, 
en  la  tribu  de  los  mosquitos,  de  una  antigua  monarquía  he- 
reditaria aliada  de  Inglaterra  y  colocada  bajo  su    protectorado." 

''Tales  son  las  consideraciones  eo  que  se  apoya  la  pretensión 
británica  á  la  existencia  de  la  monarquía  mosquita  y  del  pro- 
tectorado inglés  sobre  esta  comarca." 
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^^8.  Qae  estando  los  habitantes  de  San  Juan  del  Norte 
sometidos  á  la  soberanía  de  Nicaragaa,  no  tienen  derecho  de 
apelar  de  las  medidas  administrativas  de  sa  Gobierno,  al  de  la 
Gran  Bretaña,  ni  el  Gabinete  inglés  de  intervenir  en  estas  me- 
didas á  títnlo  de  signatario  del  tratado  de  Managua,  porqae 
esto  sería  evidentemente  contrariar  el  espíritu  de  la  convención, 
ejerciendo  indefinidamente  un.  protectorado  de  que  la  Ingla- 
terra se  ha  desprendido  tres  meses  después  del  cange  de  las 
ratificaciones." 

III.— Anualidad  mosquita.— 44.  El  artículo  Y  del  tratado 
de  Managua  de  1860  no  es  ambiguo.  En  primer  lugar  expresa 
los  dos  objetos  á  que  debe  servir  el  pago  de  la  anualidad,  á 
saber :  [1]  el  adelanto  social  de  los  indios  mosquitos :  [2]  el  sos- 
tenimiento de  las  autoridades  del  distrito  asignado  á  los  mos- 
quitos. En  segundo  lugar,  estipula  detalladamente  la  forma  y 
fecha  del  pago.  En  tercer  lugar,  prescribe  al  Gobierno  de  Ni- 
caragua el  modo  de  levantar  el  monto  de  la  anualidad,  á  saber : 
por  un  derecho  al  peso  sobre  los  efectos  introducidos  en  Grey- 
town  para  el  consumo  en  el  territorio  de  Nicaragua  |  los  pro- 
ductos de  este  impuesto  se  debían  consignar  ó  poner  aparte 
para  el  pago  de  la  anualidad ;  y  en  caso  de  que  este  dere- 
cho especial  fuese  insuficiente  para  el  pago  de  la  anualidad, 
el  déficit  se  debía  tomar  de  los  otros  derechos  cobrados  en  Ni- 
caragua. 

45.  El  Gobierno  de  Nicaragua,  desatendiendo  los  impor- 
tantos  objetos  que  se  trataban  de  promover  con  la  anualidad, 
ha  dejado  de  observar  en  todos  sus  pormenores  las  estipulaciO' 
nes  y  direcciones  del  artículo  Y.  Desde  el  principio,  nunca 
pagó  la  anualidad  á  su  tiempo  y  en  la  forma  estipulada,  nunca 
ha  consignado  ó  aun  levantado  el  derecho  prescrito. 

46.  El  alegato  de  Nicaragua  manifiesta  que  el  Gobierno 
de  la  Bepública  cumplió  religiosamente  las  obligaciones  que 
había  contraído  [entre  otras  cosas]  pagando  puntualmente  la 
anualidad,  y  trata  de  explicar  y  justificar  este  paso  del  modo 
siguiente : 

'^  Habiendo  muerto   en  1864  el  Jefe  de  los  mosquitos,  los 
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extranjeros  residentes  ea  la  Beserva  procedieron  á  la  elección 
de  nuevo  Gaciqae  sin  la  intervención  de  los  indios  y  de  ana  ma- 
nera enteramente  contraria  á  las  prácticas  observadas  por  ellos 
desde  mucho  tiempo  antes  en  casos  semejantes. 

<<  Los  extranjeros  nombraron  para  el  mando  de  la  tribu  á 
un  niño  de  once  anos,  primo  del  difunto  caudillo. 

<^  De  las  informaciones  seguidas  para  hacer  constar  este  he- 
cho, en  las  cuales  figuran  declaraciones  de  personas  muy  res 
petables  que  viven  en  la  costa  y  que  se  hallan  al  corriente  de 
las  tradiciones  de  los  indios,  resulta  que  estos  están  acos- 
tumbrados á  elegir  su  Jefe  por  medio  de  reuniones  populares 
convocadas  en  los  diferentes  PálenqmSj  y  que  su  deseo,  en 
el  referido  caso,  era  de  escoger  un  hijo  natural  del  que  acababa 
de  espirar. 

^^Gontra  esta  costumbre,  los  extranjeros  de  IskBeserva  pro- 
cedieron á  la  nueva  elección  y  se  constituyeron  en  tutores  y 
guardadores  del  pequeño  Bey,  arrrogándose  como  tales  todas  las 
atribuciones  del  Gobierno  de  la  Reserva, 

"  Por  este  motivo,  el  Gobierno  de  Nicaragua  declaró  ilegí- 
tima la  elección  y  resolvió  suspender  el  pago  de  la  subvención 
mosquita,  hasta  que  los  indios  tuvieren  un  representante  re- 
gular, guardando  por  otra  parte  en  reserva  las  cantidades  re- 
trasadas, para  entregarlas  á  persona  competente." 

48.  El  Jefe  Jorge,  de  cuya  muerte  se  habla,  no  murió  en 
1864,  sino  en  Noviembre  de  1865.  La  llamada  elección  de  su 
sucesor,  el  Jefe  William, — ó  más  propiamente  la  confirmación 
del  nombramiento  de  ese  sucesor, — no  tuvo  lugar  sino  en  Ma- 
yo de  1866.  La  falta  de  pago  había  ocurrido  desde  mucho  an- 
tes de  cada  una  de  esas  fechas. 

49.  Nada  aparece  en  el  alegato  de  Nicaragua  que  apoye 
alguna  seria  objeción  á  los  procedimientos  relativos  á  la  pre- 
tendida elección.  Es  de  presumirse  que  todo  fue  hecho  con 
regularidad  y  conforme  á  los  usos  de  la  comunidad  mosquita, 
y  á  la  Constitución  adoptada  para   el  distrito  asignado  en  1861. 

50.  El  último  Jefe  dice  en  su  Memoria,  que  el  derecho 
hereditario  de  gobernar  le  recayó  á  la  muerte  de  su  tío,  el 
Jefe  Jorge,  y  que  por  consiguiente  fue  instalado  públicamente, 
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electo  Presidente  en  virtad  de  su  carácter  de  Jefe  de  la  Kaoión 
y  paesto  bajo  el  caidado  de  un  guardián. 

51.  Oonforme  á  los  informes  oficiales  dirigidos  al  Grobiemo 
de  S.  M.  por  los  señores  Patón  y  Oreen,  las  circunstancias  fue- 
ron las  siguientes : 

El  Jefe  mosco  Guillermo,  que  fue  electo  ó  confirmado  en 
Mayo  de  1866,  había  sido  nombrado  por  su  tío,  el  Jefe  Jorge, 
que  era  soltero,  su  sucesor  hereditario,  con  la  aprobación  de 
los  cabecillas  de  las  varias  tribus  6  cuerpos  que  forman  la  co- 
munidad mosquita.  Este  nombramiento  fue  confirmado  por  di- 
cha comunidad  en  la  reunión  anual  de  su  Oonsejo  general,  en 
Blnefíelds,  sin  la  influencia  de  ninguna  persona  extranjera  y 
conforme  á  las  costumbres  que  habían  prevalecido  por  mucho 
tiempo  entre  los  indios  mosquitos.  El  Jefe  Guillermo,  fue  así 
reconocido  y  aceptado  como  el  Jefe  hereditario.  Al  mismo  tiem- 
po, por  el  voto  unánime  del  Oonsejo,  el  señor  Teodoro  J. 
Martín,  Juez  principal  del  distrito  asignado  á  los  mosquitos, 
fue  escogido  y  designado  como  guardián  del  Jefe  durante  su 
minoría,  estando  él  entonces  de  once  años  de  edad. 

52.  El  señor  Patón  dice  que  los  solos  extranjeros  en  quie- 
nes suponía  que  el  Gobierno  de  nicaragua  ponía  reparos  eran 
dos,  el  mismo  señor  Patón  y  el  señor  Martín.  El  señor  Martín 
había  residido  diez  y  seis  años  en  la  costa  mosquita.  Había 
sido  por  muchos  años  antes  del  tratado  de  Managua,  Alcalde  y 
Juez  principal  de  Greytown  bajo  la  ley  mosquita,  y  había  ser- 
vido después  al  Gobierno  de  Nicaragua  con  el  carácter  de  Juez 
de  Paz,  á  su  satisfacción,  publicada  espresamente  por  escrito. 

El  señor  Patón  fue  únicamente  informado  del  hecho  de  la 
confirmación  ó  elección  del  nuevo  Jefe,  por  las  autoridades  mos- 
quitas que  ni  aun  le  habían  consultado  antes. 

53.  Que  las  quejas  del  Gobierno  de  Nicaragua  relativas 
á  extranjeros  se  contraían  principalmente,  ó  en  un  todo,  á  los 
señores  Patón  y  Martín,  se  manifiesta  por  el  documento,  ^^  ins- 
trucciones al  señor  Vaughan,''  de  que  se  hace  mención  en  el 
párrafo  62  del  alegato  británico. 

El  pasaje  allí  citado  de  las  instrucciones  está  seguido 
por  este :    . 
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^^  Usted  hará  comprender  que  loa  extranjeros  que  sacan 
ventajas  de  la  sencillez  de  ]os  mosquitos,  son  Norte-americanos, 
tales  como  los  señores  T.  J.  Martín  y  Jorge  Patón." 

El  señor  Patón  era  sobrino  del  señor  Oreen  é  inglés,  no 
americano. 

54.  Quejas  de  esta  naturaleza  aparecen  en  todo  el  alegato 
de  Nicaragua,  y  habían  sido  expuestas  tiempo  ha  por  el  Go- 
bierno de  Nicaragua.  Por  ejemplo,  estas  instrucciones,  tefí- 
riéndose  á  las  costumbres  mencionadas  en  el  artículo  III  del 
tratado,  dicen: 

*'  El  Gobierno  de  Nicaragua  entiende  por  eso  aque- 
llas costumbres  que  los  mismos  indios  teníau  solos,  sin  la  in- 
fluencia de  los  extranjeros  que  han  logrado  establecerse  y  co- 
merciar dentro  de  la  Beserva." 

55.  En  el  mismo  documento  se  hace  mención  y  se  ponen 
reparos  en  otra  clase  más  de  pretendidos  extranjeros : 

'^  (Tsted  hará  que  el  Gobierno  de  S.  M.  B.  declare,  que  de 
ninguna  manera  debe  considerarse  la  palabra  mosquitos  como 
que  incluye  los  hijos  de  extranjeros,  nacidos  ei\  el  territorio 
mosquito,  aunque  hayan  sido  tenidos  en  mujeres  indias  de 
esa  tribu." 

56.  Pero  aunque  el  nombre  establecido  por  el  uso,  es, 
Indios  mosguitoBj  la  comunidad  á  que  se  aplica  el  nombre  no 
debe  considerarse  como  una  tribu  meramente  nómade  ó  caza- 
dora, ó  como  una  agregación  de  tales  tribus.  La  comunidad 
abraza  necesariamente  todos  los  habitantes  establecidos  en  el 
distrito.  Los  habitantes  de  la  costa  han  estado  mezclados  tiempa 
ha  y  comprenden  zambos,  negros  de  descendencia  africana, 
blancos  de  países  europeos  y  otros,  y  medias-castas  de  varias 
clases.  No  hay  argumento  que  pueda  deducirse  del  tratado^ 
que  limite  el  beneñcio  del  mismo  tratado  á  los  estrictamente 
llamados   indios. 

57.  El  Gobierno  de  Nicaragua  se  queja  de  la  elección^ 
como  la  llama,  de  un  infante.  Pero  el  caso  no  debe  conside- 
rarse como  el  de  la  elección  del  Presidente  de  una  Bepúblicdi^ 
La  Jefatura  es  de  carácter  hereditario.  El  sistema  de  Gobierno 
establecido  para  el  distrito  asignado  podía  bien  llevarse  adelante 
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no  obstante  la  infancia  del  Jefe.  En  este  caso,  el  nombramiento 
del  nuevo  Jefe  tuvo  principio  con  el  predecesor.  Ese  mismo  pre- 
decesor había  sido  un  infante  oaando  fae  hecho  Jefe,  y  caando 
recibió  la  formal  investidnra  en  territorio  colonial  británico. 

58.  Aan  si  en  1866  hubiera  tenido  algún  peso  la  objeción 
^e  infancia  debería  haber  desaparecido  al  llegar  el  uaevo  Jefe 
á  la  edad  de  veinte  y  an  años,  á  lo  meóos  tanto  cnanto  era 
una  objeción  á  su  persona. — Este  suceso  ocurrió  en  1875. — Sin 
embargo,  el  Gobierno  de  Nicaragua  no  pagó  entonces  los  re- 
zagos de  la  anualidad. — ^Por  otra  parte,  el  Jorge,  cuya  infan- 
cia era  objetada  en  1866,  es  mnerto  ahora  ;  toda  objeción  á  su 
persona  ha  desaparecido. 

54.  El  alegato  de  Nicaragua  dice,  en  Ins  palabras  finales 
del  pasaje  últimamente  citado  (en  el  párrafo  47),  que  el  Go- 
bierno de  Nicaragua  guardó  en  depósito  los  rezagos  de  la  anua- 
lidad, con  la  mira  de  pagarlos  á  persona  competente  para  re- 
cibirlos.— De  este  fondo  de  reserva  nunca  había  tenido  noticia 
antes  de  ahora  el  Gobierno  de  S.  M. — Si  existía,  el  hecho  de  su 
existencia  tendría  un  papel  importante  en  la  cuestión  próxima 
á  tratarse,  á  saber:  la  cuestión  de  interés  de  los  rezagos. — 
Porque  se  debe  considerar  que  estos  fondos,  mientras  se  con- 
servaban en  reserva,  habían  estado  produciendo  interés,  de  los 
cuales  se  puede  pedir  cuenta  directamente  al  Gobierno  de  Ni- 
caragua. 

60,  El  alegato  de  Nicaragua  trata  en  los  términos  que 
siguen,  las  cuestiones  relativas  á  los  rezagos  de  la  anualidad 
y  sus  intereses,  que  el  Gobierno  de  S,  M.  propone  se  paguen 
por  el  Gobierno  de  Nicaragua  en  beneficio  de  la  comunidad 
mosquita : 

<^Hay  otra  cuestión  entre  las  que  se  han  suscitado  entre 
Nicaragua  y  la  Gran  Bretaña:  se  refiere  á  la  suspensión  de 
pago  de  la  subvención  mosquita,  y  por  consiguiente  á  la  re- 
clamación del  capital  é  intereses  sobre  las  cantidades  reservadas. 

^^  El  Gobierno  de  Nicaragua  ha  rechazado  esta  pretensión , 
fundándose  en  la  circunstancia  de  que  si  ha  habido  falta 
de  pago,  ha  sido  por  causas  legítimas,  es  decir,  por  la  flagrante 
violación  de  las  costumbres  de  los  indios  mosquitos  en  la  elec- 
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ción  del  Jefe  y  conformación  del  Gobierno  de  la  Meserva;  por 
el  deseo  de  velar  por  el  bienestar  de  dichos  indios  cnya  si- 
tuación se  tuvo  en  mira  mejorar  en  la  convención  de  Managua, 
y  por  último,  por  la  demanda  de  intereses,  no  siendo  la  deuda 
contraída  á  favor  de  los  mosquitos,  de  aquellas  qne  por  su 
naturaleza  los  devengan." 

61.  El  Gobierno  de  S.  M.,  al  contrario,  sostiene  que  éste 
es  un  caso  en  que  si  ésta  faéra  uoa  cuestión  entre  particula- 
res, se  exigirían  intereses  conforme  á  los  principios  generales 
de  derecho. 

62.  La  Bepública  de  nicaragua  recibió  grandes  beneficios 
por  el  tratado,  particularmente  al  obtener  la  posesión  de 
Greytovrn.— Entonces,  al  menos  en  parte,  en  consideración  á 
estos  beneficios,  prometió  la  Bepública  el  pago  de  la  anualidad 
mosquita. — La  promesa  no  fue  gratuita  (sine  cansa),  fue  hecha 
por  consideraciones  de  importancia. 

63.  Hay  en  el  tratado  un  contrato  espreso,  al  establecer 
el  pago  de  una  suma  fija  en  una  fecha  dada. — Ese  contrato 
implica  y  comprende  un  convenio  ulterior  de  pagar  intereses 
desde  esa  fecha  hasta  el  día  del  pago.— Guando  se  mira  la 
cuestión  bajo  el  punto  de  vista  de  ese  contrato  tácito,  una  de- 
manda de  intereses  es  solamente  una  exigencia  por  la  ejecu- 
ción específica  del  contrato  hecho  en  el  tratado. 

64.  O  en  otros  términos,  la  demanda  de  intereses  debe 
considerarse  como  una  demanda  por  compensación  de  los  daños 
y  perjuicios  sufridos  por  la  comunidad  mosquita  á  consecuen- 
cia de  la  retención  por  el  Gobierno  de  Nicaragua  de  los  pagos 
sucesivos  de  la  anualidad  á  medida  qne  se  iban  venciendo. — 
Según  el  alegato  nicaragüense,  esa  retención  fue  uu  acto  de- 
liberado de  parte  del  Gobierno  de  Klcaragua.  El  ha  destruido 
necesariamente  los  benéficos  efectos  especificados  en  el  artículo 
V  del  tratado. 

65.  Además,  en  Noviembre  de  1866,  se  dio  aviso  por  el 
Bepresentante  británico  en  Nicaragua,  de  que  se  pediría  al 
Gobierno  de  aquella  Bepública  compensación  por  la  demora 
é  inconvenientes  causados  por  la  renuencia  á  pagar  la  anua- 
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lidad.— La  única  respaesta  dada  á  este  aviso,  en  representa- 
oión  del  Gobierno  de  Nioaragna,  fae  la  siguiente : 

<<  Aun  en  el  supuesto  de  que  la  anualidad  fuese  retenida 
fiin  causa  suficiente,  la  Legación  de  S.  M.  no  tendría  derecho 
de  pedir  indemnización  por  la  demora,  porque  esto  equivaldría 
á  la  continuación  del  protectorado,  contra  lo  dispuesto  en  el 
artículo  I." 

66.  Fundándose  en  la  analogía  con  un  asunto  privado,  el 
Gobierno  de  S.  M.,  en  nombre  de  la  comunidad  mosquita,  se 
considera  plenamente  justificado  al  reclamar  intereses  sobre  los 
rezagos. 

67.  No  pide,  sin  embargo,  que  esos  intereses  se  calculen 
de  la  manera  que  aparecen  en  la  cuenta  que  presentó  Mr. 
GoUan,  como  mandatario  del  Jefe  mosquito.— Desea  dejar  ab- 
solutamente á  la  discreción  de  S.  M.  el  arbitro  la  decisión  so- 
bre el  reclamo  de  intereses,  el  tipo  á  que  se  deben  contar, 
y  las  fechas  en  que  principien  y  terminen. 

68.  Habiendo  sido  empleada  en  papeles  de  crédito  britá- 
nico la  suma  depositada  por  el  Gobierno  de  Nicaragua,  en  el 
Banco  de  Liglaterra  para  mientras  se  conoce  el  resultado  del 
arbitramento,  ella  producía  cierta  suma  de  intereses  que  se  pue- 
den abonar  al  Gobierno  de  Nicaragua  en  descargo  del  reclamo 
contra  él  por  intereses. 

69.  Los  solos  pasajes  restantes  del  alegato  nicaragüense 
relativos  á  la  anualidad  son  los  siguientes : 

<<5.  En  fin,  que  la  Bepública  nada  debe  á  la  tribu  mos- 
quita por  regazos  de  la  subvención,  y  menos  todavía  á  título 
de  intereses.'' 

<'  Lejos  de  considerarse  como  deudora  de  dicho  capital  é 
intereses,  la  Bepública  de  Nicaragua  creería  al  contrario,  t€- 
ner  derecho  á  una  indemnización  por  parte  del  Gobierno  de  la 
Beserva^  si  esta  comarca  no  formase  parte  integrante  de  su 
territorio  ^  puesto  que  las  autoridades  de  la  Reserva  han  gozado 
durante  diezinueve  años  de  los  derechos  qae  pertenecían  al  Po- 
der de  Nicaragua,  y  porque  la  conducta  ilícita  de  aquellas  ha 
causado  serios  perjuicios  al  comercio  de  la  República  y  á  la  vi~ 
da  y  propiedades  de  muchos  nicar^güeriHes. " 
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'<Y  que,  en  fin,  no  debe  el  capital  ni  los  intereses  que 
se  le  reolaman  por  las  samas  reservadas  ^  encontrándose  estas 
samas  más  qae  compensadas  por  los  beneficios  qae  las  autori- 
dades de  la  Beserva  han  recogido  del  usafracto  de  la  sobera- 
nía qae  ellas  han  ejercido  ilegalmente  en  esta  parte  del  te- 
rritorio. ^  ^ 

<<  11.  Qae  Nicaragna  nada  debe  á  los  indios  mosqaitoSi 
ni  por  capital,  y  menos  todavía  á  títnlo  de  intereseSt  por  el 
retraso  de  la  subvención ;  porqne  el  valor  de  esta  subvención 
concedida  á  los  indios  ha  sido  más  qae  compensado  por  el  usa- 
fracto ilegal  de  la  soberanía  de  que  han  gozado  durante  un 
período  de  diezinueve  años,  y  por  los  graves  perjuicios  que  esto 
ha  causado  á  las  rentas  nacionales  y  á  los  intereses  de  par- 
ticulares. " 

70.  Teniendo  en  cuenta  los  hechos  y  argumentos  que  ha 
presentado  á  la  consideración  de  S.  M.  el  arbitro  en  su  alegato 
y  en  este  contra-alegato,  el  Gobierno  de  S.  M.  no  se  cree  llamado 
á  discutir  seriamente  los  pasajes  trascritos. 

lY.  Oreytown  como  puerto  libre.  71.  Los  solos  párrafos 
del  alegato  de  Nicaragua  que  tratan  de  la  cuestión  de  ios  efec- 
tos del  artículo  Vil  del  tratado  de  Managua  de  1860,  confor- 
me al  cual  Greytown  es  puerto  libre,  se  encuentran  en  el  ca- 
pítulo m. 

71.  El  alegato  dice  en   primer  lugar: 

<< el  sentido  de  la  peAabtSk  puerto  librees  solamente 

relativo  á  la  exención  de  derechos  sobre  los  artículos  que  que- 
dan en  el  puerto,  ó  qae  de  él  salen  directamente. " 

73.  Gomo  aquí  nada'  hay  que  contradiga  las  proposiciones 
presentadas  por  p1  Gobierno  de  S.  M.  en  su  alegato,  considera  in- 
necesario hacer  observaciones  en  apoyo  de  los  argumentos  en  él 

.  contenidos. 

74.  El  Gobierno  de  S.  M.  adopta  este  plan  tanto  más  fá- 
cilmente, cuanto  que  los  caracteres  de  un  puerto  libre  son  fa- 
miliarmente conocidos  en  los  dominios  de  S.  M.  el  arbitro,  tan- 
to en  general  como  en  particular,  relativamente  á  los  puertos 

de  Trieste  y  Fiume. 

76.    El  Gobierno  de  S.  M.   ha  pensado,  sin  embargo,  que 
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sería  conveniente  reanir  algunas  descripciones  aatorizadas  de 
puerto  libre,  y  se  encontrarán  en  el  Apéndice  á  este  alegato 
con  las  citas  de  los  autores  de  donde  se  han  tomado. 

76.  El  alegato  de  Kicaragna  dice  además  : 

^<  El  ( el  artículo  Vil )  dejaba  en  ñn  á  Kicaragna  plena 
seguridad  para  levantar  los  derechos  usuales  sobre  los  artíottlos 
destinados  al  consumo  en  el  territorio  de  la  Bepública, 

Pero  siendo  la  costa  mosquita  parte  integrante  del  terri- 
torio y  estando  bajo  la  soberanía  de  I^icaragua,  el  Gobierno  es- 
taba plenamente  autorizado  para  imponer  los  derechos  gene- 
rales de  importación  y  de  exportación  en  el  territorio  de  la 
Beserva. 

77.  El  Gobierno  de  S.  M.  sostiene  que  las  palabras  del 
artículo  Vil  no  dan  lugar  á  la  interpretación  que  así  se  hace 
de  ellas,  por  dos  razones  ya  indicadas.  En  primer  lugar,  la 
imposición  de  derechos  sobre  los  efectos  exportados  de  Grey- 
tovoL  por  mar  al  distrito  asignado  á  los  mosquitos  [procedi- 
miento que  en  realidad  adoptó  el  Gobierno  de  Kicaragna  ]  es 
contraria  á  la  naturaleza  misma  de  un  puerto  libre,  y  por  oon- 
sigiente,  está  prohibida  por  los  términos  del  tratado.  En  se 
gundo  lugar,  la  imposición  de  derechos  aduaneros  de.  importa- 
ción en  el  distrito  asignado  á  los  mosquitos,  sobre  los  efectos 
importados  á  aquel  distrito,  sea  de  Greytown  ó  de  otros  puertos 
( proceder  que  el  Gobierno  de  l^icaragua  nunca  ha  intentado 
adoptar)  es  contraria  al  derecho  de  gobierno  propio  que  tie- 
nen los  mosquitos  conforme  al  tratado,  y  en  virtud  del  cual 
ellos  tienen  el  solo  y  exclusivo  derecho  de  imponerse  taxas. 

78.  La  parte  del  artículo  YU  de  donde  se  han  tomado 
las  palabras  citadas,  en  el  pasaje  trascrito  del  alegato  nica- 
ragüense, que  en  él  se  encuentran  en  bastardilla,  son  simple- 
mente una  salvedad.— Su  objeto  no  es  conferir  ningún  derecho 
á  la  Bepública  de  Nicaragua.  <^  Su  objeto  es  evitar  el  supuesto 
peligro  de  que  lo  dispuesto  en  las  estipulaciones  preceden- 
tes del  artículo  Vn,  pudiese  impedir  á  la  Bepública  ejercer 
j9US  derechos  ordinarios  con  relación  á  la  imposición  de  dere- 
chos de  aduana  en  aquellas  partes  de  su  territorio  que  no 
estaban  sujetas  á  un  sistema  excepcional,  esto  es,  en  todos  los 
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otros  lagares  de  sn  territorio,    excepto  (1)  el  puerto  libre.de 
Greytoim  (2)  y  el  distrito  asignado  á  los  mosquitos. 

79.  En  otros  términos,  esta  parte  del  artículo  Vil  no 
confiere  ningunos  derechos;  salvo  solamente  los  derechos  con- 
cedidos en  otra  parte;  pero  si  diese  algunos  derechos  sólo 
podría  ser  subordinándolos  á  otros  superiores  concedidos  en 
otras  partes  del  tratado,  á  saber :  (1)  los  derechos  de  puerto 
libre  acordados  á  Greytown:  (2)  los  derechos  de  gobierno  pro- 
pio y  de  propia  imposición  de  contribuciones  dados  á  los 
mosquitos. 

80.  El  alegato  nicaragüense  avanza  en  las  palabras  fina- 
les del  pasaje  citado,  la  pretensión  de  '^  imponer  los  derechos 
generales  de  importación  y  exportación  en  el  territorio  de  la 
Beserva.'' — Este  derecho  alegado  no  ha  sido  jamás  ejercido. — 
No  fue  aún  afirmado  en  el  decreto  presidencial  de  4  de  Oc- 
tubre de  1864,  según  el  Gobierno  de  S.  M.  entiende  ese  do- 
cumento.— Pero  sea  ó  no  absolutamente  nueva  esa  pretensión, 
es  una  de  las  que  en  opinión  del  Gobierno  de  S.  M.,  son  in- 
sostenibles, pudiendo,  si  se  consiente,  destruir  el  derecho  de 
los  mosquitos  al  gobierno  propio. 

81.  El  alegato  nicaragüense  se  refiere  á  continuación  al 
decreto  gubernativo  de  22  de  Junio  de  1877  imponiendo  de- 
rechos aduaneros  de  exportación  en  todos  los  puertos  de  la 
Bepública  de  Nicaragua,  entre  los  cuales  incluye  nominalmente 
á  Greytown. 

82.  Las  objeciones  hechas  á  este  decreto  por  la  comunidad 
mercantil  de  Greytown,  suscitan  dos  cuestiones  de  alta  impor- 
tancia, dice  el  alegato  nicaragüense. — La  segunda  de  estas 
cuestiones  está  discutida  en  otra  parte  de  este  contra-alegato.— 
La  primera  está  expresada  así: 

<^  I  ¿Tiene  Nicaragua  la  facultad  de  establecer  impuestos 
sobre  los  artículos  del  país  que  pasan  por  San  Juan  del  Norte!'' 

83.  Esta  cuestión  admitida  como  de  grande  importancia 
está  tratada  muy  á  la  ligera,  en  cuanto  á  argumentos,  en  el 
alegato  de  Nicaragua. — La  única  referencia  que  se  hace  des- 
pués de  ella,  se  encuentra  en  el  siguiente  párrafo: 

^'En  cuanto  á  la  primera  cuestión,  el  Gobierno  de  Nica- 
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ragua  entiende  que  la  Bepúblioa  tiene  dereoho  incontestable  á 
establecer  impuestos  sobre  los  artículos  del  país  que  pasen 
por  el  puerto  de  San  Juan  del  Korte." 

Esta  es  una  simple  repetición  de  la  cuestión  en  forma  afir- 
mativa. 

84.  En  lugar  del  derecho  que  se  afirma  ser  incontestable, 
el  Gobierno  de  S.  M.  lo  pone  en  cuestión  enérgicamente :  el 
pretendido  derecho,  si  existiera,  anularía  la  franquicia  del 
puerto  de  Greytown. 

Y. — El  alegato  nicaragüense  considerado  en  general.— 86. 
En  este  capítulo  examinará  el  Gobierno  de  S.  11.  aquellas 
partes  del  alegato  nicaragüense,  que  no  han  sido  disentidas 
en  este  contra-alegato. 

86.  La  parte  preliminar  del  alegato  nicaragüense  da  cuen- 
ta de  la  correspondencia  y  procedimientos  que  precedieron 
inmediatamente  al  convenio  para  este  arbitramento.  Hay  va- 
rias inexactitudes  de  detalle  en  esta  relación,  pero  el  único 
punto  sobre  el  cual  desea  hacer  observaciones  el  Gobierno  de 
S.  M.  es  el  siguiente;  en  la  página  1^  del  alegato  nicara- 
güense se  cita  un  pasaje  como  trascrito  de  una  comunicación 
de  Mr.  Locock,  Ministro  de  S.  M.,  dándose  por  fecha  de  esta 
comunicación  el  7  de  Julio  de  1877.  El  pasaje  citado  se  halla, 
á  no  dudarlo,  en  una  nota  de  Mr.  Locock,  que  lleva  esa  fecha ; 
pero  se  encuentra  ahí  en  nota  de  recapitulación  de  otra  nota 
dirigida  al  mismo  Ministro  con  fecha  31  de  Diciembre  de  1875. 
Así,  la  reconvención  por  la  falta  de  pago  de  la  anualidad, 
contenida  en  el  pasaje  citado,  fue  hecha  diez  y  ocho  meses 
antes  de  la  fecha  en  que  la  ha  colocado  el  alegato  nicara- 
güense. 

87.  La  parte  preliminar  del  alegato  nicaragüense  termina 
con  una  serie  de  proposiciones  que,  segán  dice,  se  propone 
demostrar  el  Gobierno  de  Nicaragua.  Estas  ocurren  en  los 
mismos  términos  ó  en  otros  ligeramente  variados  en  otras 
partes  del  alegato  nicaragüense.  Habiendo  sido  parcialmente 
citadas  en  el  capítulo  II  de  este  contra-alegato,  no  es  nece- 
sario insistir  más  en  ellas. 

88.  El  capítulo  I  del  alegato   nicaragüense  lleva   por  ti- 
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l^alo :  '<  EstablecimieDto.  de  los  subditos  británicos  en  el  litoral 
del  Continente  español  é  islas  adyacentes."  El  argumento  de 
este  capítnlo  es  histórico.  Se  hace  nna  ojeada  retrospecti- 
va para  manifestar  el  estado  de  cosas  que  se  alega  haber 
existido  en  la  costa  mosquita  hace  más  de  200  años.  Se  citan 
los  tratados  entre  España  y  la  Oran  Bretaña  de  1783  y  de  1786, 
(no  con  perfecta  exactitad)  j  las  ordenanzas  del  Bey  de  Es- 
paña de  1796  á  1808.  Las  últimas  fechas  especificadas  son 
considerablemente  anteriores  á  ISlSO,  fecha  del  tratado  de  Ha- 
nagna,  á  qae  se  refiere  este  arbitramento.  La  nota  de  Mr« 
Ohatfield,  citada  sin  fecha  en  la  página  17,  cnya  fecha  es  de 
5  de  Setiembre  de  1849,  fae  el  producto  de  nn  estado  de  co- 
sas totalmente  diverso  del  actaal. 

89.  El  Gtobiemo  de  S.  M.  considera  que  nn  argumento  his- 
tórico de  este  género  se  halla  fuera  de  la  presente  discusión. 
El  se  apoya  en  el  tratado  de  Managua  de  1860.  Ese  tratado 
alteró  fundamentalmente  las  relaciones  de  las  tres  partes  á 
quienes  concierne,  la  Gran  Bretaña,  Kicaragua  y  los  Mosquitos. 
En  los  artículos  de  ese  tratado,  y  no  en  otra  parte,  deben 
buscarse  ahora  ios  derechos  y  obligaciones  de  la  Bepública 
de  I^icaragua  respecto  á  los  mosquitos,  y  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  mosquitos  respecto  á  dicha  Bepública. 

90.  La  cuestión  de  la  naturaleza  y  extensión  de  la  auto- 
ridad  que  hubiese  ejercido  España  sobre  las  regiones  de  Gentro 
América  contra  la  Gran  Bretaña  y  otras  Potencias  extranje- 
ras, no  es  para ,  tratarse  en  este  arbitramento.  Una  de  las 
principales  cuestiones  en  este  arbitramente  sería  la  de  saber 
cuál  es  la  naturaleza  y  extensión  de  la  autoridad  que  puede 
ser  ejercida  por  la  Bepública  de  Nicaragua  sobre  una  parte 
de  las  regiones  de  Oentro  América  contra  los  habitantes  de 
la  misma  parte.  Esta  cuestión  debe  resolverse,  no  por  de- 
ducciones de  los  aiptiguos  derechos  de  España,  cualesquiera 
que  hayan  sido,  sino  por  una  interpretación  cuidadosa  del  ins- 
trumento en  que  únicamente  está  fundada  la  presente  autoridad 
de  Nicaragua,  á  saber,  el  tratado  de  Managua  de  1860. 

91.  El  contenido  del  capítulo  II  del  alegato  de  Nicara- 
gua está  refundido  en  su  último  párrafo,  en  los  términos  que 
siguen : 
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'•  Qaeda,  paes^  establecido  que  la  existencia^  oficialmente 
invocada,  de  las  relaciones  políticas  entre  la  Gran  Bretaña  y 
la  tribu  mosqnitai  es  de  fecha  muy  reciente^  y  que  estas  re- 
laciones han  sido  mantenidas,  según  se  acaba  de  ver,  en  con- 
diciones poco  conformes  á  las  que  se  observan  habitualmente 
entre  Naciones  independientes." 

El  Gobierno  de  S.  M.  no  se  considera  obligado  á  discutir 
nada  de  lo  contenido  en  el  capítulo  11.  Las  cuestiones  aHí 
suscitadas  son  extrañas  á  las  verdaderas  cuestiones  de  este 
arbitramento  que  recaen,  preciso  es  repetirlo,  sobre  el  tratado 
de  Managua  de  1860,  y  no  sobre  otra  cosa. 

92.  El  capítulo  III  del  alegato  nicaragüense  continúa 
con  el  argumento  histórico.  El  Gobierno  de  S.  M.  se  abstiene 
de  analizarlo  en  detalle,  por  considerarlo  inconducente,  puesto 
que  se  refiere  á  un  período  anterior  al  tratado  de  Managua  de 
1860.  Así  se  extiende  hasta  la  página  42.  El  alegato  dá  cuenta 
en  seguida  del  contenido  del  tratado  de  Managua  de  1860,  y 
de  algunas  ocurrencias  que  le  siguieron.  El  despacho  de  lord 
John  Russell,  mencionado  en  la  página  44,  es  el  que  aparece 
en  el  párrafo  40  de  este  contra-alegato.  La  comunicación  del 
Oónsul  británico,  citada  en  la  página  46,  está  en  armonía  con 
los  argumentos  de  este  contra-alegato. 

93.  En  el  último  párrafo  de  la  página  51,  el  alegato  ni- 
caragüense se  refiere  á  un  asunto  no  citado  en  ninguna  otra 
parte  del  alegato,  anunciando  que  las  importaciones  del  distrito 
asignado  á  los  mosquitos  se  usan  ó  pueden  usarse  para  faci- 
litar el  contrabando  en  las  otras  partes  del  territorio  de  la 
Bepública.  El  alegato  no  aduce  ninguna  prueba  en  apoyo  de 
este  aserto,  ni  de  hecho  ni  de  probabilidades.  Kunca  han 
llegado  al  conocimiento  de  8.  M.  pruebas  semejantes.  17o 
tiene  conocimiento  de  tales  hechos  ó.  probabilidades.  Al  con- 
trario, considera  que  esa  aserción  es  enteramente  infundada. 
El  interior  del  país  al  través  del  cual  se  supone  habría  de 
hacerse  este  ilícito  comercio,  está  desprovisto  de  caminos;  los 
raudales  y  cataratas  de  los  ríos  son  barreras  naturales  al  tras- 
porte   de  ^as    mercancías:  no  hay  mercados,   ni   negociantes. 
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ni  eonsumidores  acceeibles  del  distrito  asignado  á  los   mosqni 
toS}  para  sostener  uq  sistema  de  contrabando  de  importación. 

94.  El  capítulo  IV  desde  la  página  58  hacia  el  fin 
de  la  página  61,  renneva  el  argumento  histórico,  difirien- 
do de  las  partes  anteriores  en  este  respecto  solamente : 
que  se  propone  mostrar  las  opiniones  del  Gobierno  de  ios 
Estados  Unidos  de  América  con  relación  á  los  derechos  de 
Hicaragaa  sobre  la  costa  mosquita  antes  del  tratado  de  Ma- 
nagua de  1860.  Este  asunto  se  halla  también  fuera  de  la 
presente  discusión. 

95.  El  capítulo  lY  continúa  en  seguida  así : 

Muchas  otras  pruebas  demuestran  el  derecho  de  Nicaragua 
sobre  el  territorio  disputado  por  los  mosquitos,  especialmente 
el  hecho  de  que  todas  las  constituciones  de  la  Bepública  han 
fijado  por  límite  Este  y  Nor-este  al  mar  de  las  Antillas,  y  que 
esta  demarcación  no  ha  sido  jamás  contestada  ni  por  los  moB« 
quitos  ni  por  sus  protectores. 

96.  El  Gobierno  de  S.  M.  no  refuta  la  afirmación  de  que 
el  distrito  asignado  de  la  Mosquitia  está  comprendido  entre 
los  límites  de  la  Bepública  de  Nicaragua.  Esto  sería  contra- 
decir los  términos  claros  del  artículo  I  del  tratado.  El  punto 
en  discusión  no*  es,  sin  embargo,  una  cuestión  de. límite  terri- 
torial; es  una  cuestión  de  autoridad  legislativa  y  ejecutiva. 

97.  Es  claro  que  la  Bepública  de  Nicaragua  no  tiene 
auéoridad  judicial  sobre  el  distrito  asignado  de  los  mosquitos. 
El  Gobierno  de  S.  M.  puede  referir  una  ilustración  de  esto. 
El  artículo  62  de  la  Constitución  de  la  Bepública  de  Nicaragua 
de  1858,  ahora  en  vigor,  dispone  que  el  Poder  Judicial  se 
ojerosa  por  una  Corte .  Suprema  dividida  en  dos  secciones.    El 

.  Gobierno  de  S.  M.  está  informado  de  que  estas  secciones  tienen 
sus  asientos  respectivos  en  León  y  en  Granada,  estando  com- 
puesto el  distrito  de  la  sección  de  León  de  tres  Departamen- 
tos geográficos,  y  el  de  Granada  de  cuatro.  En  el  mapa  anexo 
á  una  obra  publicada  con  la  aprobación  y  auxilio  pecuniario 
del  Gobierno  de  Nicaragua,  llamada  <' Notas  Geográficas  y 
Económicas  sobre  la  Bepública  de  Nicaragua,  por  Pablo  Lévy, 
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1873,^  estos  siete  Departamentos  están  distintamente  marca- 
dos con  nombres  y  colores;  comprenden  todo  el  territorio  de 
la  Bepública,  con  excepción  del  distrito  designado  de  los  mos- 
quitos, que  tiene  color  distinto  y  anotado  simplemente  Reserva 
Mosquita^  estando  así  el  distrito  asignado  de  los  mosquitos  ex* 
olnido  del  territorio  sobre  que  se  extiende  la  jurisdicción  de 
la  Oorte  Suprema. 

98.  Los  hechos  y  la  práctica  están  en  consonancia  con 
esta  estipulación  de  la  Constitución  de  Nicaragua.  Las  Cortes 
de  justicia  mosquitas  ejercen  el  mayor  poder  judicial,  á  saber : 
el  poder  de  aplicar  la  pena  capital.  En  un  caso,  al  menos, 
una  persona  ejecntada  en  el  distrito  asignado  de  los  mos- 
quitos, era  un  ciudadano  de  la  Bepública  de  Nicaragua. 

99.  El  capítulo  lY,  último  del  alegato  de  Nicaragua,  con- 
cluye con  la  exposición  de  once  proposiciones  que  se  supone 
haber  sido  demostradas  en  el   alegato. 

La  primera  se  refiere  á  la  soberanía  espa&ola. 
Las  tres  siguientes  y  la  octava  se  refieren  al  protectora- 
do británico,  y  derecho  de  intervención ; 

La  quinta  se  refiere  á  la  intervención  de  los  Estados  üni- 
dos  en  los  asuntos  centro-americanos  antes   de  1860; 

La  sexta  y  séptima  se  refieren  á  la  soberanía  de  Nicaragua 
y  al  gobierno  propio  *de  los  mosquitos; 

La  novena  se  refiere  á  los  derechos  de  exportación  en  San 
Juan   del  Norte; 

La  undécima  se  refiere  á  la  autoridad   mosquita. 

Todas  esas  cuestiones  han  sido  ya  tratadas  en  el  alegato 
y  contra-alegato  británico,  en  taoto  cuanto  ha  sido  necesario 
al  objeto  de  este  arbitramento. 

La  proposición  restante,  la  décima,  es  una  acusación  ge* 
neral  de  violación  del  tratado,  en  una  forma  algo  más  suave 
que  la  que  se  le  dio  en  la  página^  57,  sobre  cuya  acusación 
el  Gobierno  de  S.  M.  no  hará  ninguna  observación. 

YL — Conclusiones. — 100.  El  Gobierno  de  S.  M.  somete 
á  la  decisión  de  S.  M.  el  arbitro,  el  determinar,  declarar,  y 
ordenar  las   conclusiones  siguientes,  á  saber: 

|l]-^Que  los  derechos   de  los   mosquitos  de  gobernarse  & 
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8í  mismos,  inclajeo  el  solo  y  exolnsivo  derecho  de  imponer 
taxas  qae  afecten  á  los  mosquitos  en  sa  distrito.  ^ 

[2]— Qae  los  derechos  de  soberanía  limitada  de  !Nloara- 
gna  no  inclnye  el  derecho  de  imponer  taxas  á  los  habitantes 
del  distrito  asignado  á  los  mosquitos,  ó  de  sacar  ana  renta 
de  ese  distrito,  ya  directa  ó  indirectamente,  ya  por  medio  de 
derechos  de  aduanas  sobre  la  importación,  ó  por  medio  de 
derechos  de  aduanas  sobre  las  exportaciones,  ó  por  medio 
de  derechos  ó  cargas  por  licencias  6  privilegios  para  el  corte 
de  maderas  ó  para  recojer  hule,  cocos  ú  otros  productos  na* 
turales,  ó  para  la  apertura  6  explotación  de  minas. 

[3]^Qae  los  artículos  V  y  2^  del  decreto  presidencial 
de  Nicaragua  de  é  de  Octul^e  de  1864,  destinado  á  reglamen- 
tar la  importación  y  exportación  y  el  tráfico  costanero  del  dis- 
trito asignado  á  los  mosquitos  estaban  y  están,  fuera  del  po- 
der del  Gobierno  de  Nicaragua,  y  son  nulos. 

'[4|— Que  solo  las  autoridades  mosquitas  tienen  derecho  de 
hacer  reglamentos  sobre  los  asuntos  comprendidos  en  esos  ar- 
tículos. 

[5]— Que  solo  las  autoridades  mosquitas  tienen  derecho  á 
conceder  las  licencias  ó  privilegios  de  que  arriba  se  ha  hecho 
mención. 

[6] — ^Que  la  comunidad  mosquita^  ó  sus  miembros  indivi-^ 
duales,  siendo  propietarios,  tiene  derecho  de  trasferir,  aan  á 
los  extranjeros,  por  vía  de  concesión  ó  arriendo  para  beneficio 
de  los  mismos,  el  uso  del  suelo  ó  de  los  minerales,  madera 
ú  otros  productos  naturales  del  distrito  asignado  á  ios  mos- 
quitos, de  cualquiera  manera  que  no  sea  incompatible  con  la 
soberanía  de  Nicaragua  y  que  no  implique  cesión  del  distrito, 
6  de  alguna  parte  de  él,  á  alguna  persona  ó  Estado  extran- 
jeros. 

[7]— Los  artículos  1,  2  y  3  del  decreto  presidencial  de 
Nicaragua  de  6  de  Enero  de  1875,  destinado  á  colocar  al  dis 
trito  asignado  á  los  mosquitos  bajo  la  inspección  y  saperin- 
tendencia  del  Gobernador  de  San  Juan  del  Norte,  estaban  y 
están  fuera  del  poder  del  Gobierno  de  Nicaragua,  y  son 
nulos. 
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[8]~Qne  los  moaqmtos  tíeoen  derecho  de  asar  nna  bao- 
dera  distinta  dentro  de  sa  distrito  y  á  bordo  de  sus  navfoB. 

[9] — Qae  los  rezagos  de  la  anualidad  mosqnita  se  pagaeo 
ahora,  piincipal  é  intereses. 

[10] — Qne  pnetto  libte  es  un  paerto  en  qne  do  debieran 
cobraise  dereahos  de  importación  6.  exportación, — ea  decir,  an 
pnerto  en  qae  no  debieran  cobrarse  derechos  de  adaana. 

[a] — Sobre  la  importación  al  puerto  de  meroaderfas  des- 
tinadas para  venta  ó  consnmo  dentro  de  los  limites  del  paer- 
to; ó 

[bj— Sobre  la  ezportaoión  del  puerto  de  mercaderías  des- 
tinadas para  venta  ó  oonsamo  fuera  de  loa  limites  del  paerto, 
ya  sea  que  el  lugar  de  la  proyectada  venta  ó  oonsnmo  sea  ó 
no  dentro  del  territorio  del  mismo  Gobierno  como  el  paerto. 

[11}— Qae  el  derecho  de  importación  impaesto  por  el  de- 
creto presidencial  de  Nicaragna  de  20  de  Febrero  de  1861,  del 
5  p§  sobre  las  mercaderías  importadas  at  pnerto  de  San  Juan 
del  :Norte,  era  nna  taza  local  aplicable  á  los  objetos  de  la 
administración  y  conservación  de  la  cindad  y  puerto  de  San 
Juan  del  Norte,  y  &  ningún   otro  objeto. 

[12] — Qae  el  sistema  de  tasa  y  administración  establecido 
por    ese  decreto  debe  reformarse. 

[13] — Que  en  San  Juan  del  ISotte  no  debe  imponerse  tazas, 
ann  para  objetos  locales  sobre  la  importación. 

[11] — Que  la  lenta  necesaria  para  la  administración  y  con* 
setvación  de  la  cindad  y  puerto  de  San  Jnan  del  Inerte  úébe 
sacarse  de  la  taxa  local  en  otras  formas. 

[16]  —Qae  los  límites  del  pnerto  de  San  Juan    del  Norte, 
descritos  en  el  decreto  de  20  de  Febrero,  1861,    que  se  ex- 
tienden tres  millas  al  Este  y  tres  al  Oeste  del  punto  central 
de  la  ciudad,  deben  revisarse,  y  qae  se  definan  los  límites  del' 
Norte  del  pnerto. 

[16] — Qae  todo  el  prodnoto  de  las  tazas  sobre  Is  importa- 
ción y  exportación,  colectadas  hasta  ahora  en  San  Jnan  del 
Norte,  como  no  se  ha  invertido  en  la  administración  ó  con- 
servación de  la  cindad  ó  pnerto,  debe  ahora  reembolsarse,  en 
cnanto  sea  practicable,   á  los  comerciantes  y  otras  personas  de 
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qaienes  se  han  colectado  esas   taxas  y  qae,  con    sa  aproba* 
liiÓD,  dicho  «producto  se  aplique  ahora  á  los  objetos  del  puerto. 

[17]— Que  por  cuanto  el  tratado  manda  que  no  se  impon- 
gan derechos  ó  cargas  sobre  navios  que  lleguen  al  puerto  de 
San  Juan  del  Korte  ó  salgan  de  él,  que  sean  otros  que  los 
suficientes  para  el  debido  mantenimiento  y  seguridad  de  la 
navegación,  para  proveer  de  luces  y  faros,  y  para  proveer  á 
los  gastos  de  la  policía  del  puerto,  debe  llevarse  cuenta  exacta 
de  las  cantidades  recibidas  por  derechos  ó  cargas  impuestas 
sobre  navios,  los  cuales  deben  publicarse  de  tiempo  en  tiempo. 

[18] — Que  cuando  estas  cuentas  muestren  que  los  derechos 
ó  cargas  impuestos  son  más  que  suficientes,  para  los  objetos 
antedichos,  se  reduzcan  esos  derechos  ó  cargas. 

[19]— Que  la  estipulación  contenida  en  el  párrafo  segundo 
del  artículo  Y  del  tratado  sobre  colectación  de  un  impuesto 
especial  conforme  al  peso  de  las  mercaderías  importadas  en 
San  Juan  del  Korte,  ya  dejó  de  tener  efecto.  (*) 

KeeUmaciones  Estados  Uuidos  de  Venezuela.— Mi nlstcrio 

Holanda.  de  Belacíoncs  Exteriores. — Caracas  :  noviem- 

bre 9  de  1874. — Sabrá  Y.  E.  ya  por  las  publicaciones  de  la 
prensa  y  la  notoriedad,  que  al  fin  han  logrado  los  colonos  de 
S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos  de  la  isla  de  Curazao,  hacer 
estallar  una  vez  más  en  el  territorio  de  la  Bepública,  ciudad 
de  Coro,  una  revolución  contra  el  Gobierno  constitucional  de 
Yenezuela,  de  cuyos  desastres  y  de  cuya  sangre  hacen  materia 
de  industria  y  de  lucro  vergonzoso  y  criminal,  hace  medio 
siglo,  con  una  pertinacia,  que  por  impune,  inhumana  y  cruel 
es  ya  el  más  repugnante  de  los  escándalos,  y  pasa  necesa- 
riamente á  ser  el  objeto  de  toda  la  atención  de  estos  pueblos 
y  de  su  Gobierno,  para  que  una  vez  por  todas,  estos  aten- 
tados tengan  término  final. 

Presentes  tendrá  Y.  E.  las  repetidas  y  enérgicas  manifes* 
taciones  que  por  este  Ministerio  se  han  venido  haciendo  á  la 
Legación  de  S.  M.  el  Bey  de  Holanda,  en   previsión  de  los 
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(*)  No  se  tiene  noticia  del  laudo  arbitral  del  Emperador  de 
Austria.  Por  esa  razón  no  se  publiea  en  seguida  de  los  alegatos  y 
contra-alegatos  de  Nicaragua  y  la  Gran  Bretaña. 
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actuales  resaltados,  y  cod  el  objeto  de  precaverlos  en  caanto 
ello  pudiera  depender  del  Gobierno  de  la  Bepública  de  Vene- 
zuela. De  todos  los  modos  que  han  estado  á  su  alcance,  ha 
procurado  llevar  al  ánimo  del  Gobierna  de  S.  M.,  por  medio 
de  su  Legación,  la  verdad  patente  de  que  aquella  Colonia 
holandesa  tan  cercana  y  tan  inveteradamente  viciada,  s^rá 
una  amenaza  constante,  por  su  proximidad,  y  por  el  criminal 
instinto  de  los  contrabandistas  que  en  parte  la  pueblan,  como 
nuevos  filibusteros,  si  la  autoridad  de  aquella  roca  no  asume 
decidida  y  formalmente,  el  carácter  y  la  actitud  necesarios 
para  impedir  que  aquel  pequeño  territorio  continúe  siendo  el 
arsenal  de  todo  género  de  enemigos  de  la  tranquilidad  de 
Venezuela. 

En  frecuentes  conferencias  y  en  algunas  notas  también, 
se  ha  dado  noticia  al  Honorable  sefior  Bocargado  de  Nego- 
cios, de  que  la  casa  de  Abraham  Jesurún,  como  las  de  otros 
comerciantes  de  la  mencionada  isla,  eran  protectoras  de  todo 
el  que  pretendiese  conmover  el  país,  y  que  de  ellas  obtenían 
los  conspiradores  los  recursos  que  inútilmente  solicitaban  en 
cualquiera  otra  parte,  y  á  pesar  de  eso,  aquellas  han  podido 
continuar,  sin  obstáculos,  hostilizando  la  administración  del 
Ilustre  Americano,  en  la  cual  no  hallan  las  facilidades  á  que 
aspiran  para  sus  especulaciones  clandestinas,  con  que  quie- 
ren medrar  exclusivamente,  como  nuevos  boucaniers  del  Mar 
Caribe. 

A  la  solicitud  del  Gobierno  del  infraescrito,  el  de  S.  M. 
concedió  plena  autorización  al  señor  Gobernador  de  Curazao 
para  limitar  el  comercio  de  municiones,  si  era  necesario,  para 
asegurar  la  paz  de  Venezuela,  y  no  obstante  esa  amplia  fa- 
cultad, los  eleiknentos  de  guerra  que  tienen  á  su  disposición 
los  rebeldes  de  Coro,  salieron  de  Curazao  en  buques  con  ban- 
dera holandesa  y  enviados  por  subditos  holandeses. 

No  podía  tampoco  ser  de  otro  modo.  Todo  está  calcado 
en  aquella  col9hia  en  el  interés  del  fraude  y  la  hostilidad 
para  la  ruina  de  Venezuela ;  y  esto  es  tanto  más  extraño, 
cuanto  es  universal  el  concepto  de  que  goza  el  Soberano  y 
su  Gobierno,  de  honradez  y  buena  fe,  convicción  que  también 
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abriga  el  Oobierno  de  Yenezaela.  Pero  en  estas  materias^ 
como  en  mnchas  otras,  la  sola  sanidad  de  la  intención  no  bas* 
ta  para  qne  ella  prodazca  sns  efectos,  y  caando  vicios  socala- 
res han  venido  tomando  toda  ana  estractara  artificiosa,  in- 
moral y  corrompida,  para  aplicarla  al  contrabando  y  para  ar- 
mar facciosos  y  traidores  qne  por  an  indigno  provecho  sa- 
crifican al  vecino,  y  cuando  éstos  se  han  infiltrado  en  los 
hábitos  de  una  parte  notable  de  la  población,  la  más  activa, 
si  las  leyes  y  providencias  de  la  aatoridad  no  se  calcan 
también  á  la  verdadera  sitnación  de  las  cosas,  no  son  más 
que  ilasiones  y  engaños  qne  sirven  de  máscara  y  de  escodo  á 
los  malvados. 

Tal  socede  en  Onrazao,  y  es  imposible  soponer  qne  estas 
verdades  hayan  llegado,  tales  como  ellas  son,  al  conocimiento 
de  un  Soberano  y  nn  Qobiemo  como  el  de  los  Países  Bajos, 
porqne  de  otro  modo  las  precanciones  y  remedios  legales,  para 
cnmplir  con  sn  notoria  honradez  sas  deberes  de  Gobierno  amigo, 
no  serían  como  son,  vanas  é  inútiles  formas,  sino  mandatos 
positivos,  de  camplida  eficacia. 

Macho  instó  el  Gobierno  del  sascrito  por  la  ezpalsión  de 
Lnís  María  Díaz.  -  ano  de  los  principales  directores  de  la  trama 
revolacionaria,  y  la  gestión  fae  siempie  desatendida,  y  Díaz 
qnedó  en  aptitnd  de  continaar  tranqnilamente  en  el  desarrollo 
de  sos  criminales  propósitos. 

Bl  Honorable  sefior  Encargado  de  Negocios  se  servirá 
convenir  en  qae,  si  las  oportunas  reclamaciones  del  Gobierno  de 
la  República  hnbieran  sido  debidamente  atendidas,  hoy  no 
habría  qne  lamentar  los  males  qoe  trae  consigo  la  gaerra.  Al 
General  León  Golina  no  le  habría  sido  posible,  careciendo  de 
elementos,  atentar  en  Goro  contra  el  orden  público,  y  no  so 
habrían  qnitado  sas  brazos  á  la  agricaltara,  á  las  indnstrias 
y  á  la  cría,  ni  paralizado  las  obras  de  fomeuto,  ni  levantado 
nn  ejército  de  23.000  hombres,  cayo  eqnipo  y  sostenimiento 
exije  grandes  erogaciones. 

Onrazao  ha  sido  y  es  el  centro  de  la  insurrección  contra 
el  Gobierno  constitacional  de  la  República.  Allí  se  constituyó 
y  existe  el  comité  director  de  la  gaerra,  y  se  ejecata  caanto 
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pudiera  ejeoatarse  ea  an  campamento  enemigo,  sia  qae  la 
antoridad  dé  maestra  siquiera  de  tratar  de  impedir  qae  desde 
aqael  territorio,  perteneoieote  á  aua  Potencia  amiga,  se  dañe 
á  esta  Nación,  qae  se  ha  esmerado  siempre  en  caltiv'ar  sas 
baenas  relaciones  con  Holanda.  Ella  aparece,  en  los  resaltados, 
6  como  cómplice  ó  como  impotente. 

Y  ya  qae  de  la  Oolonia  holandesa  de  Oarazao  procedea 
las  desgracias  qae  son  consecaencia  de  la  gaerra,  Yeuezaela 
tiene  perfecto  derecho  para  exigir  que  se  le  indemnicen  los 
perjuicios  que  experimente  con  tal  motivo,  y  no  duda  el  GU>- 
bierno  del  infraescrito,  que  el  de  S.  M.  el  Eey  de  los  Países 
Bajos,    tan  recto    como    ilustrado,  le  hará  cumplida  justicia. 

El  Gobierno  del  suscrito  se  propone  presentar  formal  de- 
manda al  de  S.  M.  reclamando  indemnización  de  los  enunciados 
perjaicios,  á  cuyo  efecto  se  acumulan  las  pruebas  que  han  de 
esclarecer  los  hechos  que  sirven  de  fundamento  á  dicho  re- 
clamo ;  pero  entre  tanto,  cumpliendo  las  órdenes  que  ha  recibido 
del  Ilustre  Americano,  Presidente  de  la  unión,  protesta  de  la 
manera  más  solemne,  á  nombre  de  su  Gobierno,  contra  el  Go- 
bierno de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos,  por  los  costOB| 
daños  y  perjuicios  que  ha  sufrido  y  sufriere  la  Eepáblica,  á 
causa  de  la  conmoción  á  mano  armada  que  ha  estallado  en 
Ooro ;  y  sin  perjuicio  de  todas  las  medidas,  sean  cuales  faeren^ 
que  para  la  segnridad  de  la  Nación  exijan  los  acontecimientos^ 
y  que  el  Gtobierno  dictará  resuelta  y  justamente,  cumple  loa 
deberes  de  sn  lealtad,  de  su  buena  fe  y  de  su  verdadera  amis* 
tad  hacia  la  Holanda  y  su  Gobierno,  poniéndolo  todo  en  co- 
nocimiento de  y.  E.  y  por  su  medio  en  el  del  Gabinete  de  La 
Haya. 

Aprovecha  el  suscrito  la  ocasión  para  renovar  al  Hono- 
rable señor  Brakel  las  seguridades  de  su  consideración  muy 
distinguida. — Jesm  María  Blanco. — Honorable  Señor  J.  Brakel, 
Encargado  de  Negocios  de   los  Países  Bajos. 

cion^^^&^lu  HajTpara  Logacióu  dc  los  Paíscs  Bajos  en  Caracas. 
xespoBder^^nota  .u-    ^jf^mero    108.— Oaracas  :   Noviembre  12  de 

1874. — Señor  Ministro ;  He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota 
áe  y.  E.  fechada    Noviembre  9  último,  relativa  á  la  insurrec- 
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<si6n  de  Goro,  y  á  la  parte  qoe  en  este  deplorable  asante 
tomasen  venezolanos  asilados  en  Oarazao  y  algunos  otros  ha- 
bitantes de  esta  isla. 

Es  tal  el   contenido  de  esta  nota,   señor   Ministro,  gne  no 
me  creo  autorizado  para  dar   á  ella  una  contestación  detallada 
antes  de  haber  pedido  á  mi  G-obierno  instrucciones  para  este 
incidente  imprevisto. 

Además,  me  parece  esto  más  en  armonía  con  la  intención 
manifestada  por    el  Gobierno  de  la  Bepública. 

Tengo,  pues,  la  honra  de  limitar  mi  contestación  á  co- 
municar á  y.  E.  que  su  nota,  de  Noviembre  9,  será  trasmi- 
tida cuanto  antes  sea  posible,  al  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey, 
mi  augusto  Soberano. 

Aprovecho  esta  ocasión    para  reiterar  á  Y.  E.    las    segu- 
ridades de  mi  alta  consideración. — BraJcel. — A.  S.  E.  el  Heñor  Doo« 
tor  J.  M.  Blanco,  Ministro  interino  de  Belaciones  Exteriores  de  los 
Estados  Unidos  de    Yeneznela. 

MfldidM  toxoadas  por       Lcgacióu  dc  los  Faíses   Bajos    en  Oalacas. 
pfti»  impedir  u  ezpor-    •— Númcro    112. — Oaracas :  Noviembre    lia:  de 

^gSSt»?  "**  *    1874. — Señor  Ministro  :— Adjunta  tengo  iaj  hon 
ra   de  remitir  á  Y.  E.  la  Gaceta  de  Curazao  de  31  de  Ocí)ubre 
último,  en  la  cual  Y.  E.  encontrará  : 

l^  Un  decreto  de  la  Gobernación  de  Curazao,  de  Octu- 
bre 26  de  1874,  prohibiendo  toda  exportación  de  munici^es 
de  guerra  de  esta  Oolonia ; 

2^.  Una  proclamación  de  S.  E.  el  Gobernador  de  Curazao, 
prohibiendo  bajo  las  penas  establecidas  por  nuestras  leyes,  á 
todos  los  habitantes  de  la  Oolonia  holandesa,  mezclarse  sea  di- 
recta ó  indirectamente  en  las  conmociones  políticas  de  Ye- 
neznela. 

Esta  proclamación  del  30  de  Octubre  es  del  tenor  si- 
guiente : 

^^  El  Gobernador  de  Curazao  advierte  á  todo  el  que  se 
encuentre  en  esta  Colonia  y  en  particular  á  los  comerciantes, 
capitanes  de  buques,  consignatarios  y  embarcadores,  de  no 
mezclarse  directa  ó  indirectamente  en  las  conmociones  políticas 
de  Yeneznela,   pues  de   lo  contrario    corren   peligro  de  come- 
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ter  acciones  que,  siendo  contrarias  á  las  leyes  que  rigem  aquí, 
les  exponen  á  ser  castigados." 

Sin  dnda  Y.  E.  verá  con  satisfacción  como  veo  yo»  en 
ano  y  otra,  prnebas  de  la  acción  enérgica  é  imparoial  de  las 
antoridades    holandesas. 

Agradeceré  á  Y.  E.  se  sirva  devolverme  dicha  Qaeeta. 

Aprovecho  esta  ocasión  para  reiterar  á  Y.  E.  las  segari- 
dades  de  mi  alta  consideración. — JSraM.— A  S.  E.  el  Doctor 
J.  M.  Blanco,  Ministro  interino  de  Belaciones  Exteriores-  de 
los  Estados  Unidos  de  Yeneznela. 

sm^s^y^^B.  Estados  Unidos  de  Yeneznela.— Ministerio  de 
Belaciones  Exteriores.— Caracas :  ISToviembre  20  de  1874.-— Señor. 
— Tnve  el  honor  de  recibir  la  nota  de  Y«  E.  del  14,  á  la  cual 
se  sirvió  acompañar  un  ejemplar  de  la  Oaeefkt  de  OuraaaOf  nú- 
mero 44,  en  que  se  halla  inserto  nn  decreto  del  señor  Gober- 
nador de  la  Oolonia  prohibiendo  la  exportación  de  maniciones 
de  gnerra,  y  además,  ana  resolación  de  la  misma  aatoridad 
advirtiendo  á  los  habitantes  de  dicha  Oolonia  qae  no  deben 
mezclarse  directa  ni  indirectamente  en  las  conmociones  po- 
líticas de  Yeneznela,  porqae  se  arriesgan  á  cometer  act^iones 
qae  los  exponen  á   ser  castigados. 

El  Ilnstre  Americano,  Presidente  de  la  Bepública,  qae  se 
ha  impaesto  de  la  referida  nota  y  de  los  docamentos  á  que 
alada,  agradece  la  intención  y  buena  disposición  con  que  Y.  É« 
ha  dado  conocimiento  al  Gobierno  de  las  piezas  mencionadas ; 
pero  al  mismo  tiempo  me  ha  ordenado  hacer  á  Y.  E.  algunas 
observi^^iones  respecto  de  ellas. 

Gomo  anteriormente  lo  he  informado  á  Y.  E.,  los  recur- 
sos de  qae  disponen  los  insurrectos  contra  el  Gobierno  de  la 
Bepública,  salieron  de  Curazao,  despachados  por  subditos  holan- 
deses y  en  buqnes  con  bandera  holandesa,  y  esto  después  de  haber 
manifestado  este  Despacho  á  la  Legación  de  S.  M.  el  Bey  de 
los  Países  Bajos  qae  aquella  isla  era  el  foco  de  la  revelación 
qne  se  tramaba  contraía  paz  de  Yeneznela:  qae  era  el  lagar 
designado  por  los  conspiradores  para  la  adquisición  de  los- 
elementos  de  gnerra  que  necesitaban  para  realizar  sus  crimi 
nales  planes:    qne  lograrían  fácilmente  so  intento  por  existir 
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en  la  isla  varias  casas  mercantiles  protectoras  de  todo  el  que 
que  aspire  a  tarbar  la  traoqailidad  de  este  país:  que  los  qae 
en  ninguna  otra  parte  podían  consegnir  recursos,  los  obtenían  en 
Gnrazao  donde  se  organiasaban  expediciones^  que  si  fracasaban , 
no  era  debido  sino  al  celo  de  ínncionarios  de  Venezuelai  lo 
cual  comprobé  con  documentos  fehacientes :  que  Onrazao  sería 
una  amenaza  constante  contra  la  paz  de  la  Bepública  si  las 
autoridades  de  la  Oolonia  no  tomaban  medidas  eficaces  para 
impedir  lo  que  diariamente  se  ejecutaba ;  y  que  ninguna  dis- 
posieión  sería  infructuosa  mientras  no  se  prohibiese  el  comercio 
de  todo  elemento  de  guerra.  Y  todo  esto  lo  expuse  á  la  Le- 
gación, como  recordará  Y.  E.  con  motivo  de  haber  salido  de 
la  mencionada  isla  una  expedición,  en  la  goleta  holandesa  2/¿i- 
miaj  con  cuarenta  y  siete  bultos,  conteniendo  elementos  de 
guerra  que  fueron  embargados  en  Bío  Hacha  á  solicitud  del 
Oónsul  de  Venezuela  en  este  puerto. 

Si  entonces,  y  todavía  mucho  después,  se  hubiera  prqhi* 
bido  la  exportación  de  elementos  de  guerra,  habría  sido  muy 
dificil,  si  no  imposible,  á  los  revolucionarios,  armarse  para  con- 
mover el  país ;  pero  es  nhora,  después  de  consumado  el  mal, 
y  cuando  en  virtud  de  las  providencias  dictadas  por  el  Gobierno 
no  es  ya  dado  á  los  rebeldes  hacer  ninguna  introducción  por 
las  costas,  que  el  se&or  Gobernador  de  Curazao  se  ha  servi- 
do expedir  las  resoluciones  insertas  en  la  Oaceta  del  31  de 
Octubre,  de  suerte  que  ellas  no  producen  efecto  alguno  per- 
judicial á  los  facciosos,  y  si  hubieran  de  considerarse  bajo  ese 
aspecto,  serían  calificadas  de  inútiles  por  extemporánea^.  .Mas, 
según  lo  circulan  en  su  correspondencia  los  conspiradores  de 
Curazao  y  lo  confirman  los  informes  que  ha  recibido  S.  E.  el 
Presidente  en  virtad  del  decreto  prohibitivo  de  la  exportación 
de  municiones,  el  Gobierno  de  Venezuela  no  podrá  sacar  de 
la  Colonia  holandesa  ningún  elemento  de  guerra,  y  si  así  es 
en  realidad,  aparece,  en  los  resultados,  qne  aquel  decreto  fa- 
vorece las  miras  de  los  revolacionarios  y  que  debe,  en  ese  con- 
cepto, ser  calificado  de  hostil  al  Gobierno  constitucional  de  la 
Bepública. 

Considerar  y  tratar  al  Gobierno  bajo  el  mismo  píe  y  con- 
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dioiones  qae  á  la  facción,  á  más  de  ofensivo,  implica  el  reco> 
nocimiento  de  ésta  como  beligerante,  cuestión  de  tanta  grave- 
dad qae  pnede  alterar  la  buena  armonía  entre  las  dos  Naciones,  y 
no  corresponde  resolverla  al  señor  Gobernador  de  Ourazao  aino 
á  la  autoridad  suprema,  por  ser  una  de  las  prerrogativas  del 
Soberano ;  y  cultivando  Venezuela  relaciones  de  amistad  con 
los  Países  Bajos,  el  Gobierno  tiene  derecho  á  que  Goro  sea 
considerado,  como  es  en  efecto,  un  Estado  rebelde,  contra  el 
cual  se  han  armado  todos  los  demás  de  la  unión  para  some- 
terlo. 

Por   lo  expuesto  habrá  comprendido  Y.   E.  que    B.  B.   el 
Presidente  de  la  República  juzga  que  la  ejecución  del  decreto 
á  que  me  he  referido,  en    los    términos  que  se    pretende,  es 
absolutamente  incompatible  con  el  cultivo  de  las  relaciones  que 
existen    con  el    Gobierno  de  S.  M.    el  Eey  de  los  Países  Ba- 
jos ;    pero    dudando  S.   E.  que  la    disposición  indicada  oom* 
prenda  también    al  Gobierno  de    Venezuela^  me   ha  ordenado 
pedir  á  y.  E.  explicaciones  sobre  el  particular,  debiendo  aña- 
dir, que  en  Ourazao  hay  mil  fusiles  de  la  propiedad  del  Go- 
'bierno,  en  solicitud  de  los  cuales  saldrá  un  buque  de  La  Guai- 
ra, y  espero  que   el  señor  Gobernador  no  se  opondrá  á    que 
sean  extraídos  de  la  isla.    Al  cumplir,  así  las  órdenes  de  S.  E. 
el  Presidente,  renuevo  á  Y.  E.  la  protesta  de  mi  consideración 
muy  distinguida.— Ji^«9i«  María  Blanco.-^A  S.  E.  el  señoi  J. 
Brakel,  Encargado  de  l^egocios  de  los  Países  Bajos. 

im5£°SÍ'Su¿'^dY*SS  Curazao-  Noviembre  27  de  1874— Oiuda- 
^^''^Se^^cuí'™''^'  daño  Ministro  de  Relaciones  Exteriores— El 
señor  Gobernador  de  esta  isla  me  participó  anteayer,  verbal- 
mente,  que  no  podía  permitir  la  salida  de  los  mil  fusiles  que 
vine  á  buscar  para  el  Gobierno  de  Yenezuela,  porque  sería 
violar  el  decreto  que  prohibe  la  exportación  de  elementos  de 
guerra. 

Conservo  en  mi  poder  los  documentos  con  los  cuales  debo 
recibir  los  fusiles. --Dios  y   Federación.— Aía/anáro  Goitiooa, 
PardaUdaddeiGoiwnia-        Estados   Cnidos  dc  Ycnczuela. — Ministerio 
^gboioB^'venexuSk?*"    dc  Eelacioues  Exteriores. — ^Caracas:  Diciem- 
bre 3    de  1874.— Resuelto:— Como  una  prueba  más  de  la  par- 
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cialidad  del  señor  Gobernador  de  Ourazao,  qne,  después  de 
haber  permitido  exportar  de  la  Colonia  todos  los  elementos  de 
guerra  con  los  cuales  se  armaron  los  rebeldes,  ba  negado  la 
salida  de  mil  fusiles  para  el  Gobierno  de  la  Bepúblioa,  agre- 
gúese la  nota  que  precede  á  sus  antecedentes  para  hacer  valer, 
en  su  oportunidad,  los  derechos  de  Venezuela  ante  el  Gobierno 
de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos. — Por  el  Presidente  de  la 
Bepública. — £1  Ministro  de  Belaciones  Exteriores,  Jesús  María 
Blanco. 

£1  mismo  Qoi)eniador       Estados  ünidos  de  Yeuezuela. — Ministerio 

fomentando  isflorreoeiones       •■      •«%   i      .  t:i    j.     >  ^  -kt       • 

en  venemeía.  dc  Belacioues  Extcnorcs. — Caracas :  Boviem- 

bre  18  de  1874. — El  infraescrito,  Ministro  de  Belaeiones  Ex- 
teriores, tiene  el  honor  de  dirigirse  al  Honorable  seSor  En- 
cargado de  Negocios  de  los  Países  Bajos,  con  motivo  de  un 
hecho  ejecutado  por  el  señor  Gobernador  de  la  Colonia  de  Cu- 
razao que  no  ha  podido  menos  que  llamar  desagradablemente 
la  atención  de  S.  E.   el   Presidente  de  la  Bepública. 

Apresada  en  Cnmaná  la  goleta  holandesa  Midas  y  remi- 
tida á  La  Guaira,  por  haber  conducido  y  desembarcado  ele- 
mentos de  guerra  en  territorio  venezolano  para  los  facciosos, 
é  infringido,  además,  leyes  fiscales  del  país,  el  señor  Goberna- 
dor de  aquella  isla  á  instancias  de  Jesurdn  y  Zoóu,  princi- 
pales promotores  y  auxiliadores  de  la  insurrección  que  ha 
turbado  la  paz  de  la  Bepública,  despachó  un  buque,  que  los 
mismos  delincuentes  pusieron  á  su  disposición,  para  investigar 
del  Presidente  del  Estado  de  Cumaná  las  cansas  de  la  deten- 
ción de  la  Midas.  Semejante  proceder  que  en  todo  tiempo 
habría  sido  extraño,  porque  no  puede  ser  aceptable  que  la 
primera  autoridad  de  la  Colonia  se  comunique  directamente  con 
los  funcionarios  seccionales  y  subalternos  de  Venezuela,  lo  es 
todavía  más  en  las  actuales  circunstancias  y  tratándose  de 
Jesurún. 

Sabe  el  señor  Gobernador  que  el  Gobierno  del  infraescrito 
ha  sido  incesante,  desde  1872,  en  manifestar  á  la  Legación  de 
S.  M.  el  Bey  de  ios  Países  Bajes,  que  el  indicado  Jesurún 
era  uno  de  los  más  activos  agentes  contra  el  orden  y  tran- 
quilidad de  Venezuela,  y  si  tal  aseveración,  tantas  veces  reí. 
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terada  por  este  Gobierno  amigo,  no  se  cpnsideró  soficiente 
para  reprimir  al  conspirador,  debió  estimarse  bastante  para 
tomar  medidas  preventivas  que  le  impidiesen  cansar  nuevos 
males,  en  basca  de  mayores  especnlaoiones.  Pero  lejos  de  eso, 
la  autoridad  colonial  ha  continuado  dispensando  decidida  pro- 
tección á  Jesurún,  aun  después  de  comprobado,  con  hechos  de 
pública  notoridad,  todo  cuanto  este  Ministerio  ha  expuesto  al 
Honorable  señor  Encargado  de  Negocios  respecto  á  la  conducta 
hostil  de  aquel  subdito  holandés;  y  ha  llevado  esa  protección 
en  el  presente  caso,  para  satisfacer  las  exigencias  de  Jesurún, 
hasta  el  extremo  de  prescindir  del  (Gobierno  Nacional,  á  quien 
debió  ocurrir  por  el  órgano  de  la  Legación  en  Caracas.  De 
este  modo  aparece  que  el  señor  Gobernador  de  la  Oolonia, 
no  sólo  tolera,  sino  que  ampara  también  á  un  enemigo  que  con 
inaudito  descaro  ha  despachado  sus  buques  con  recursos  para 
los  que  aspiran,  en  los  delirios  de  su  ambición,  á  derrocar  el 
Gobierno  constitucional  de  Venezuela. 

Esa  conducta  del  mencionado  señor  Gobernador  confirma 
lo  que  el  infraescrito  expresó  al  Honorable  señor  Brakel  en 
BU  nota  del  9,  refiriéndose  á  las  autoridades  de  Gurazao,  y 
en  cumplimiento  de  órdenes  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  Be- 
pública,  protesta  nuevamente  contra  el  Gobierno  de  S.  M.  el 
Bey  de  los  Países  Bajos  por  los  costos,  daños  y  perjuicios 
que  ha  sufrido  y  sufriere  la  Bepública  á  consecuencia  de  la 
insurrección. 

Aprovecha  el  .sascrito  la  ocasión  para  reiterar  al  Hono- 
rable señor  Braker  la  protesta  de  su  alta  consideración. — Jesiu 
Maria  Blanco. — ^A  S.  E.  el  señor  J.  Brakel,  Encargado  de  Ne- 
gocios de  los  Países  Bajos. 

Lu  autoridades  de  Cu-  Estados  (Tuidos  de  Tcnezucla. — Ministerio 
'niMdrios\?cio8or  de  Belaciones  ; Exteriores. — Caracas:  Noviem- 
bre 23  de  1874. — Por  las  copias  que  tengo  el  honor  de  incluir, 
se  impondrá  Y.  E.  de  que  el  señor  Procurador  general  del 
Bey,  en  Gurazao,  se  dirigió  directamente  al  Gomandante  de  un 
buque  de  guerra  de  Venezuela,  pidiendo  que  se  hiciera  com- 
parecer á  su  oficina  á  dos  personas  que  suponía  estuvieran  en 
dicho  baqae,  con  el  objeto  de  que  la  justicia  recibiera  de  ellas 
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las  infornuAcioiiea  qae  padieran  dar  sobre  hechos  punibles,  que 
aegúü  rn  inores  habían  sido  cometidos  á  bordo  de  la  goleta  Bo- 
liúitaj  en  el  mar  territorial  de  Oarazao. 

A  más  de  que  el  señor  Procurador  general  del  Bey  no  es  ór- 
gano legítimo  para  oomnnicarse  directamente  con  el  Jefe  de 
aquella  nave  de  guerra,  como  muy  bien  lo  manifestó  el  Goman- 
dante  de  la  goleta  Faro  en  su  contestación,  la  nota  del  citado 
sefior  Procurador  revela  poca  imparcialidad  en  el  proceder  de 
las  autoridades  de  Curazao. 

De  la  goleta  JBoItmto,  que  estaba  al  servicio  del  Ctobier- 
no,  se  apoderaron  violentamente  los  rebeldes  de  (Joro,  y  ha- 
biéndola destinado  á  la  comunicación  entre  La  Vela  y  Gurazao, 
las  autoridades  de  esta  isla  permitieron  la  libre  entrada  y  sa- 
lida de  la  nave,  como  toleraron  también  que  en  la  misma  Oolo- 
nia  fuesen  seducidos,  para  que  desertaran,  como  lo  hicieron, 
dos  marineros  de  un  guarda  costa-venezolano,  que  pasaron  á 
formar  parte  de  la  tripulación  de  aquel  buque.  Zarpó  éste  para 
el  puerto  de  La  Yela,  con  recursos  y  correspondencia  para  los 
rebeldes  de  Ooro,  correspondencia  que,  de  paso  sea  dicho, 
demuestra  que  Curazao  es  el  cuartel  general  de  los  facciosos, 
y  entonces  no  hubo  funcionario  que  se  opusiera  ó  procurase 
siquiera  una  indagación  para  evitar  el  envío  de  auxilios  á  los  que 
se  han  armado  contra  el  Gobierno  constitucional  de  la  Repúbli- 
ca; al  paso  que  meros  rumores  esparcidos  sin  duda  por  aquellos 
mismos  delincuentes,  bastaron  para  que  el  señor  Procurador 
llevase  su  celo  hasta  pretender  que  fuesen  puestas  á  su  dis- 
posición las  dos  personas  indicadas. 

Esa  conducta  del  señor  Procurador  general  del  Bey,  en 
la  ocasión,  contrasta  además  con  la  que  desde  antes  han  ve- 
nido observando  las  autoridades  de  Gurazao  para  con  el  Oo- 
biemo,  cuyas  reclamaciones  respecto  á  los  conspiradores,  ha- 
bitantes de  la  isla,  no  han  sido  debidamente  atendidas,  como 
en  el  caso  de  Luis  María  Díaz,  y  ni  la  notoriedad  de  los  cri- 
minales procederes  de  éste  y  de  los  demás,  ni  los  denuncios 
publicados  por  la  prensa  de  la  misma  isla,  han  ppdido  deter- 
minar á  los  funcionarios  de  la  Golonia  á  tomar  providencias  para 
que  desde   aquel  territorio  no  se  dañe  al  de  Venezuela,  mien- 
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tras  gae  simples  rumores  han  sido  suficientes  para  abrir  un 
procedimiento  contra  los  que  fuera  de  las  aguas  territoriales  de 
la  Oolonia,  lograron  recuperar  la  goleta  é  impedir  así  que  fueran 
á  poder  de  los  enemigos  del  Gobierno  en  Ooro  los  recursos 
que  le  remitían  sus  cómplices  de  Ourazao.  Lo  que  dejo  narra- 
do, unido  á  todas  las  demás  circunstancias  de  que  anteriormente 
he  impuesto  á  Y.  E.,  exhibe  á  las  autoridades  de  la  Oolonia  ho* 
landesa,  como  inclinadas  á  proteger  los  designios  de  los  fac- 
ciosos ;  y  con  tal  motivo,  el  Ilustre  Americano,  Presidente  de 
la  Bepáblica,  me  ha  ordenado  pedir  á  Y.  E.,  como  lo  hago,  que 
se  sirva  estimar  lo  expuesto  como  adición  á  las  protestas  que 
he  tenido  el  honor  de  presentar  á  Y.  E.  á  nombre  de  mi  Go- 
bierno, contra  el  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos.— Al  cum- 
plir con  este  deber  me  es  grato  reiterar  á  Y.  E.  las  protestas 
de  mi  consideración  muy  distinguida.— ^e9tí«  María  Blanco* — 
A  S.  E.  el  sefior  J.  Brakel,  Encargado  de  Negocios  de  los  Países 
Bajos. 

Nueroff  i«to8  de  11O0-       Estados   Uuidos  dc  Yenezuela.— Ministerio 

tilidad  de  duraiao  con*  -w^  ••  -*-•  •  ^^  , 

tmYeneneía.  dc  Bclaciones  Exteriorcs.— Oaracas :  Diciem- 

bre 3  de  1874.*-E1  infraescrito,  Ministro  de  Belaciones  Ex- 
teriores, tiene  el  honor  de  dirigirse  al  Honorable  seSor  Encar* 
gado  de  Negocios  de  los  Países  Bajos,  con  el  objeto  de  llamar 
una  vez  más  la  atención  de  S.  E.  sobre  nuevos  actos  de  hos- 
tilidades ejecutados  desde  Ourazao  contra  el  Gobierno  de  la. 
Bepública,  que  confirman  cuanto  ha  sido  expuesto  á  la  Lega- 
ción respecto  á  la  conducta  de  las  autoridades  de  la  isla  y 
á  la  responsabilidad  que  afecta,  por  ello,  al  Gobierno  de  S.  M. 
el  Bey  de  los  Países  Bajos. 

El  viernes  27  de  Noviembre,  á  las  cuatro  de  la  tarde,  salió 
de  Ourazao  para  las  costas  de  Ooro  la  goleta  Enero  de  74, 
despachada  por  los  revolucionarios  de  la  Oolonia,  con  abundan- 
tes provisiones  de  toda  especie,  y  llevando  á  su  bordo  á  los 
generales  Ignacio  Galán,  Teófilo  Oelis  y  Emiliano  Hernández, 
de  tal  modo  conocidos  como  jefes  facciosos,  y  embarcados  con 
tal  publicidad,  que  no  se  concibe  que  las  autoridades  pudiesen 
haber  ignorado  ni  el  hecho  ni  los  propósitos  de  sus  ejecutores; 
y  sin  embargo  de  las  reclamaciones  y  protestas  anteriores,  per- 
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manecierou  ellas  sin  tomar  providencia  algana  en  resguardo  de 
los  intereses  de  este  país,  tan  descaradamente  combatidos  por 
los  especuladores  de  la  indicada  Golonia. 

Y  es  mny  agravante,  en  el  presente  caso,  la  cireanstanoia 
de  qne  Galán,  expulsado  de  Garazao  á  instancias  del  Gobierno 
de  Venezuela,  no  hallase  inconveniente  para  volver  y  perma* 
necer  libremente  en  la  isla,  concarrir  á  las  jautas  revolucio- 
narias y  entenderse  por  su  medio,  y  directamente,  con  los 
rebeldes  de  Ooro,  combinar  su  entrada  al  territorio  y  realizarla 
al  fin,  todo  lo  cual  demuestra  á  no  dejar  duda  el  poco  celo,  por  lo 
menos,  en  ejecutar  las  resolucioneer  escritas,  del  mismo  Gobier- 
no colonial,  qae  hayan  tendido  á  favorecer  la  paz  de  la  Be- 
pública. 

Los  hechos  que  el  infraescrito  deja  expuestos  persuadirán 
á  S.  E.  de  la  jastícía  con  que  el  Gobierno  de  la  Bepública 
insiste  en  protestar  contra  el  Gobierno  de  S.  M.  neerlandesa 
por  los  perjuicios  que  sufre  Venezuela  á  causa  del  proceder 
de  las  autoridades  y  los  habitantes  de  Curazao;  y  al  hacer 
esta  nueva  protesta,  de  orden  de  S.  E.  el  Presidente,  el  sus- 
crito renueva  al  Honorable  sefior  Encargado  de  Negocios  de  los 
Países  Bsgos  las  seguridades  de  su  consideración  mny  distin- 
guida.— Ju8Ú8  María  BZanoo.-^Al  Honorable  señor  J.  Brakel, 
Encargado  de  Negocios  de  los  Países  Bajos. 

Loe  espeeniadorea  de  Estados  üuidos  dc  Venezucla. — Ministerio  de 
"^  n^aeía!^  ^  ^'  Bclacioues  Extcriores. — ^Oaracas :  Enero  23  de 
1875. — A  pesar  de  las  repetidas  quejas  y  demandas  del  Gobierno 
del  infraescrito,  Ministro  deBelaciones  Exteriores,  han  conti- 
nuado y  continúan  los  especuladores  de  Curazao  hostilizando 
á  Venezuela  desde  aquella  isla,  sin  que  las  autoridades  colonia- 
les procuren  reprimir  á  los  qne  descaradamente  traman  y 
ponen  en  ejecución  sus  planes  para  perjudicar  gravemente  á 
esta  Bepública,  que  se  halla  en  paz  y  amistad  con  el  Beino 
de  los  Países  Bajos. 

El  Honorable  señor  Encargada  de  Negocios  de  Holanda 
se  servirá  convenir  en  que  del  territorio  extranjero  no  es  lícito 
formar  la  residencia  de  juntas  de  conspiradores  que  trasmiten 
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Órdenes  y  proyectos  de  perturbación,  qae  envían  naves  en- 
cargadas de  conducirlos,  qne  despachan  armas  y  maniciones  j 
hacen  con  sns  barcos  la  importación  clandestina  de  auxilios 
de  todo  género  para  los  rebeldes.  Y  eso  ha  hecho  y  sig^e 
haciendo  Onrazao,  sin  cuya  activa  cooperación  la  paz  no  se 
habría  alterado;  y  después  de  escarmentado  el  faccioso  de 
Ooro  en  Barquisimeto,  donde  consumió  la  mayor  parte  de  los 
elementos  que  obtuvo  de  los  subditos  de  8.  M.  el  Bey  de 
Holanda,  naturales  de  la  mencionada  Colonia,  el  orden  pú- 
blico se  habría  restablecido,  si  estos  conspiradores,  traficantes 
con  los  infortunios  de  este  país,  no  estuviesen  todavía  da- 
ñando bajo  el  amparo  del  pabellón  extranjero  y  contando  con 
la  impunidad  que  les  brinda  la  indiferencia  de  la  autoridad 
local. 

Por  las  copias  inclusas  se  impondrá  el  Honorable  señor 
Encargado  de  negocios,  de  que  recientemente  las  goletas  M^ 
vinia  y  OoUbríf  de  la  propiedad  de  Jesurum,  llevaron  á  la  Vela 
de  Ooro  seis  mil  libras  de  pólvora,  mandadas  á  buscar  á 
St<  Thomas  por  la  junta  revolucionaria,  que  funciona  perma- 
nentemente en  Curazao,  compuesta  de  holandeses  casi  en  to« 
talidad,  y  sin  embargo  de  que  la  conducción  de  la  pólvora 
se  hizo  con  la  mayor  publicidad,  y  de  que  no  hube  en  aque- 
lla isla  quien  ignorase  que  la  tripulación  de  la  Wlvinia  y  su 
capitán  fueron  removidos  por  haberse  negado  á  seguir  á  la 
Vela,  después  que  llegaron  al  frente  de  Curazao,  ninguna  me- 
dida dictó  la  autoridad  para  impedir  la  introducción  de  los 
elementos  de  guerra,  todo  lo  cual,  así  como  otros  hechos  que 
verá  S.  E.  relatados  en  una  de  las  copias  inclusas,  le  persuadi- 
rán de  que  el  señor  Gobernador  aparece,  en  sus  procederes 
hostil  al  Gobierno  de  la  Bepública* 

En  virtud  de  lo  expuesto  el  infraescrito,  á  nombre  y  de 
orden  de  su  Gobierno,  protesta  una  vez  más  contra  el  Gobier- 
no de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos  por  los  costos,  daños 
y  perjuicios  que  haya  sufrido  y  sufriere  la  Bepública  á  causa 
de  la  hostilidad  que  se  ejerce  contra  ella  desde  la  vecina  Co- 
lonia holandesa. — Aprovecha  el  infraescrito  la  ocasión  para 
renovar  al   Honorable  señor  Brakel  las  seguridades  de  su  con- 
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sideración  muy  distingaida. — Je9Ús  Maria  BUmoo. — A  S.  E.  el 
señor  J.  Brakel,   Bneargado  de  Negocios  de  los  Países  Bajos. 

^^^d£^!^*^'  Legación  de  los  Países  Bajos  en  Caracas. 
— ^Número  14. — Gaiacas:  Enero  27  de  1875. — Señor  Ministro: 
x-He  tenido  el  honor  de  recibir  la  nota  de  V.  E.  fechada  el  23, 
del  corriente^  conteniendo  quejas  contra  algunos  hi^bitantes  de 
OnrazaOy  quienes  según  los  informes  que  Y.  E.  comunica, 
continúan  en  hostilidades  contra  la  Bepública,  la  cnal  se 
encuentra  en  paz  y  en  relaciones  de  amistad  con  el  Gobierno 
de  los  Países  Bajos. 

He  creído,  señor  Ministro,  no  poder  dar  á  esta  nota  un 
curso  más  eficaz  que  el  de  enviarla  á  S.  E.  el  señor  Oober 
nador  de  Ourazaa,  á  fin  de  que  haga  examinar  los  hechos 
denunciados;  estando  convencido  -  de  que  si  algunos  habitan- 
tes de  nuestra  Oolonia  han  violado  con  sus  actos  respecto 
de  Venezuela,  las  leyes  def  país,  serán  castigados  con  severi^ 
dad. — Servios  aceptar,  señor  Ministro,  las  nuevas  seguridades 
de  mi  alta  consideración. — BrakeL — A  S.  E.  el  señor  Doctor 
J.  M.  Blanco,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  los  Estados 
Unidos  de  Venezuela. 

Kiunru  eonspiraeiones     Estados  üuidos  de  Yeuezuela. — Ministerio  de 

en  Otmiao  oontn  la  pfts 

de  lA  BepúbUca.  Belacíoues  Exteriorcs. — Caracas :  Marzo  20  de 
1875. — Señor : — ¡  ISTuevas  conspiraciones  en  Ourazao  contra  la  paz 
de  la  BepúbUca !  Dos  expedientes  existen  en  la  Secretaria  de 
este  Ministerio,  como  deben  existir  también  en  el  archivo  de 
la  Legación  neerlandesa,  que  demuestran  la  hostilidad  que  se 
ha  hecho  desde  aquella  Oolonia  al  Gobierno  de  Venezuela.  El 
primero  comprende  la  época  corrida  de  1870  á  1872:  e]  segun- 
do es,  el  de  la  rebelión  que  acababa  de  ser  vencida;  y  hoy 
principia  á  formarse  el  tercero,  en  virtud  de  los  hechos  que 
él  infraescrito  expondrá  al  honorable  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de  los  Países  Bajos. 

El  Ilustre  Americano,  Presidente  de  la  Bepúblioa,  en  su 
propósito  de  ahorrar  el  derramamiento  de  sangre,  aceptó  las 
proposiciones  de  sometimiento  de  los  Jefes  que,  con  unas  pocas 
fiierzas,  permanecían  en  armas,  en  el  Estado  Falcón,  cuando 
Si  E.  llegó  á  Coro  con  diez  y    seis  mil  hombres  del  grande 
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ejército  nacional.  Libró  de  las  penas  legales  á  dichos  Jefes, 
quienes  se  obligaron  á  salir  del  país,  después  de  entregar  el 
armamento  que  tenían,  debiendo  embarcarse  para  Santo  Do- 
mingo ó  Colombia;  y  en  consecuencia  de  esto,  fueron  pasa- 
portados, para  el  primero  de  los  puntos  referidos,  José  G.  Rie- 
ra y  Bamón  Bívas }  pero  estos  hombres,  para  quienes  ningún 
valor  tiene  la  palabra  empeñada,  se  han  trasladado  á  Cura- 
zao con  el  granadino  Pedro  Gonsuegrai  y  allí  se  hallan  hoy 
tramando  contra  la  tranquilidad  de  la  Bepúblicar 

Además,  á  mediados  de  Febrero  llegaron  á  la  Golonia,  en 
el  bergantín  goleta  noruega  PluSj  procedente  de  Marsella  y  á 
la  consignación  de  Francisco  Oduber  y  hermano,  quinientafi 
cuatro  cajas  con  diez  mil  fusiles  y  sus  correspondientes  for- 
nituras, ciento  noventa  y  ocho,  cajas,  conteniendo  mil  cartuchos 
cada  uno ;  y  tres  cajas  con  doscientos  noventa  mil  fulmi- 
nantes. # 

Prescindiendo  de  toda  otra  consideración,  dada  la  actitud 
que  asumió  Curazao  en  los  últimos  sucesos,  esos  hechos  re- 
velan, por  sí  solos,  que  los  est)eculadores  de  la  isla  se  pre- 
paran á  negociar  una  vez  más  con  la  sangre  y  las  desgracias  de 
este  país,  contando  para  ello  con  la  impunidad  y  con  la  pro- 
tección también  de  que  han  gozado  y  gozan,  todavía  después 
de  ser  manifiesta  y  de  la  más  pública  notoriedad,  la  parte 
activa  que  tomaron  en  la  perturbación  del  orden  público.  Y 
así  se  explica  que  los  cabecillas  mencionados  hayan  venido 
á  Curazao,  con  violación  del  compromiso  que  contrajeron,  y 
que  la  autoridad  colonial  les  permita  la  libre  residencia  allí, 
sin  cuidarse  de  las  redamaciones  y  protestas  del  Gobierno  de 
Venezuela;  y  así  se  explica  igualmente  que  los  conspiradores 
se  hayan  expuesto  á  introducir  en  la  isla  tan  abundante  can- 
tidad de  elementos  de  guerra,  cuya  exportación  aparece  pro- 
hibida por  decreto  del   señor  Gobernador. 

En  esta  virtud,  S.  E.  el  Presidente  ha  ordenado  al  in- 
fraescrito,  que  solicite  formalmente,  como  tiene  el  honor  de 
hacerlo  por  el  órgano  de  la  Legación  de  los  Países  Bajos,  que 
los  indicados    Riera,  Bívas   y  Consuegra   sean  expulsados  de 
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la  OoloDÍa,  y  qne  ni  los  elementos  de  gnerra  aladidos,  ni 
cualesquiera  otros  puedan  salir  de  la  isla,  con  ningún  destino. 

Aun  cuando  esta  demanda  pudiera  correr  igual  suerte 
que  las  anteriores,  el  Gk>b)erno  del  suscrito  no  puede  dejar  de 
formularla,  como  un  antecedente  que  encabezará  el  tercer  pro- 
ceso de  los  procedimientos  hostiles  de  Curazao,  y  que  habrán 
de  servir  de  fundamento  á  nueva  reclamación  contra  el  Go- 
bierno de  S.  M.  el  Bey  de  Holanda,  de  cuya  honradez  y  rec- 
titud espera  el  de  Venezuela  cumplida  justicia. — Aprovecha  el 
suscrito  la  ocasión  para  reiterar  al  honorable  señor  Brakel  la 
protesta  de  su  consideración  muy  distinguida. — Jestls  Maríü' 
Blanco. — A  S.  E.  el  señor  J.  Brakel,  Encargado  de  Negocios 
de  los  Países  Bajos. 

curaamo  centro  de  oper»-        Estados  Unldos  dc  Veuezuela. — Miuisterio 

Clones  coDtva  la  pax 

do  Yeneraeía.  dc  Bclaciones  Extcriorcs. — Caracas  :  3  de  Ma- 

yo de  1875. — El  infraescrito,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores, 
tiene  el  honor  de  llamar  nuevamente  la  atención  del  honorable 
senorEnGargadodeNegocio8.de  los  Países  Bajos,  respecto  ala 
Colonia  holandesa  de  Curazao  que  sigue  siendo  el  centro  de 
operaciones  contra  la  pa2  de  Venezuela. 

En  nota  anterior  impuso  el  infraescrito  á  la  Legación  de 
que  habían  llegado  á  la  isla  los  conspiradores  José  O.  Biera, 
Bamón  Bivas  y  Pedro  Consuegra,  y  una  cantidad  considerable 
de  armamento  y  municiones  de  guerra;  y  entonces  pidió  ai 
honorable  señor  Encargado  de  Negocios  que  aquellos  fuesen 
expulsados  y  que  no  se  permitiese  la  salida  de  los  elementos 
referidos  con  ningún  destino.  Ahora  sabe  el  Gobierno  qne  se 
hallan  también  en  Curazao  los  otros  Jefes  de  la  última  re- 
belión coriana,  León  Colina,  Fernando  Adames  y  Ensebio  Díaz, 
quienes^  como  los  primeros,  se  obligaron  á  trasladarse  á  Santo 
Domingo  ó  á  territorio  de  Colombia,  cuando  la  generosidad  de 
S.  E.  el  Presidente  de  la  Bepública  los  eximió  del  castigo  que 
merecían  según  el  Código  penal,  por  el  delito  de  rebelión ;  y 
«sto  confirma,  todavía  más,  que  la  Colonia  vecina  es  el  cuartel 
general  de  los  que  aspiran  á  turbar  el  orden  público,  deli- 
rando aún  con  la  posibilidad  de  destruir  una  situación  sólida- 
mente cimentada  como  la  presente. 
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Es  de  la  mayor  evidencia  qae  si  los  cabecillas  citados,  6 
oaalesqaiera  ot¡ros,  se  rebelan  contra  el  Qobierno  y  las  ins- 
titaeiooes  Vlel  país,  serán  pronto  y  severamente  escarmentados; 
pero  la  permanencia  de  ellos  en  Oarazao  es  ana  amenaza  con- 
tra la  tranqailidad  de  la  Ilación,  y  S.  E.  el  Presidente,  que 
debe  y  qniere  mantener  la  paz,  sin  omitir  esfuerzos  ni  sacrifi- 
cios por  grandes  qae  sean,  ha  ordenado  al  infraescrito  reiterar 
al  honorable  señor  Encargado  de  Negocios  el  contenido  de  la 
nota  en  que  pidió  á  S.  S.  la  expulsión  de  José  6.  Biera,  Bamón 
Bivas  y  Pedro  Oonsaegra,  y  qae  solicite  además,  como  tiene  el 
honor  de  hacerlo,  la  de  los  Generales  León  Oolina,  Fernando 
Adames  y  Ensebio  Díaz. 

Persuadido  S.  E.  el  Presidente,  de  que  es  muy  difícil,  mejor 
dicho,  imposible,  que  la  paz  se  altere  en  la  Bepública  si  los 
conspiradores  no  encuentran  apoyo  y  protección  en  Curazao 
para  el  desarrollo  de  sus  planes,  ha  ordenado  también  al  sus- 
crito declare  al  honorable  sefior  Encargado  de  Kegocios,  que 
si  esta  justa  demanda  es  desatendida  y  las  autoridades  colo- 
niales consienten  que  desde  aquel  territorio  se  continúe  dañando 
á  Venezuela,  sin  reprimir  á  los  criminadles,  S.  E.  se  verá  en  el 
forzoso  caso  de  suspender  toda  comunicación  con  Curazao,  en 
ejercicio  del  sagrado  derecho  de  defensa. 

Aprovecha  el  infraescrito  la  ocasión  para  renovar  al  ho- 
norable señor  Brakel  la  protesta  de  su  alta  consideración.— 
Jesús  María  Blanoo. — ^A  S.  E.  el  señor  J.  Brakel,  Encargado 
de  Negocios  de  los  Países  Bajos. 

^^^^mSSS^!^  Legación  de  los  Países  Bajos  en  Caracas^ — 
Número  68.— Caracas :  22  de  Mayo  de  18 7i.— Sefior  Ministros- 
He  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  V.  E.  de  3  de  este 
mes,  llamando  de  nuevo  mi  atención  sobre  la  isla  de  Oarazao 
y  recordándome  una  nota  anterior  en  la  cual  Y.  B.  pidió  la 
expulsión  del  territorio,  de  los  asilados  J.  O.  Riera,  B.  Bivas  y 
P.  Consuegra,  y  además  que  no  sea  permitida  exportación  al- 
guna, de  nuestra  Colonia,  de  elementos  de  guerra,  sea  cual 
fuere  su  destino. 

Me  comunica  Y.  E.  además  que  su  Gobieroo  está  infor* 


INTERNACIONAL  HISPANO-AMBBIOANO  167 

mado  de  que  los  Jefes  del  último  levantamiento,  L.  Uolina,  F» 
Adames  y  E.  Díaz,  se  hallan  en  Onrazao,  lo  qoe  probaría  se- 
gón  Y.  E.J  qne  aquella  isla  es  el  cuartel  general  de  los  re- 
Tolucionarios  y  que  vuestro  Oobierno,  considerando  la  perma- 
nencia de  estos  emigrados,  como  una  amenaza  contra  la  tran* 
quilidad  de  la  Nación,  desea  ver  expulsar  de  allí  á  los  unos 
y  á  los  otros;  declarando  al  mismo  tiempo,  que  sí  las  au- 
toridades coloniales  no  accedían  á  sus  deseos,  se  vería  obli- 
gado á  suspender  toda  comunicación  entre  Yenezuela  y  Cu- 
razao. 

La  nota  á  que  Y.  E.  alude  es  de  20  de  Marzo  último,  y 
el  22  siguiente  tuve  la  honra  de  responder,  verbalmente,  sobre 
todos  los  puntos  de  que  ella  trata.  En  cuanto  á  la  exporta - 
oión  de  elementos  de  guerra,  me  permití  recordar  á  Y.  B.  que 
en  mi  nota  de  9  de  Diciembre  de  1874,  habla  comunicado  que 
S.  E.  el  señor  Gobernador  de  Curazao,  había  publicado  el  26  de 
Octubre,  aun  antes  de  haber  recibido  de  la  Legación  neerlau- 
desa  la  noticia  de  un  alzamiento  en  Ooro,  una  resolución  que 
volvía  á  poner  en  vigor  un  decreto  real,  que  prohibe  toda  ex» 
portación  de  elementos  de  guerra  de  nuestra  Colonia. 

Bestablecida  la  tranquilidad  de  la  Bepública  había  desa- 
parecido el  motivo  de  esta  prohibición. 

Pero  como  vuestro  Gobierno  deseaba  mucho  que  se  man* 
tuviese  temporalmente  la  ley  prohibitiva,  y  sabiendo  además 
que  el  Gobierno  de  S«  M.  se  interesaba  altamente  por  la  con- 
servación del  orden  y  de  la  tranquilidad  en  Yenezuela,  declaré 
tomar  sobre  mí  la  responsabilidad  de  no  provocar,  por  el  mo» 
mentó,  la  revocatoria  de  esta  medida. 

El  4  de  Febrero  de  1875  fue  proclamado  el  restablecimiento^ 
de  la  paz  interior  del  país. 

Más  de  tres  meses  han  transcurrido  desde  entonces,  y  la 
prohibición  de  toda  exportación  de  elementos  de  guerra  de  la 
Colonia  holandesa  existe  aún,  y  está  mantenida  rigurosamente^ 
en  perjuicio  de  los  importadores  nacionales  y  extranjeros. 

Y.  E.  exi]e  que  esto  continúe  así. 

Convendrá  Y.  E.  sin  duda   en  que  ley  ni  convención  al- 


168  TEBOEBA  PARTE.— EL  OEBEOHO 


ganas  obligan  á  mi  Gobierno  á  prohibir  la  exportación  de  Oa- 
r^zao  de  elementos  de  guerra. 

Aun  en  tiempo  de   guerra  no  existiría  esta  obligación. 

Toda  restricción  en  el  tráfico  de  elementos  de  guerra  es 
pues  un  acto  de  baen  vecino,  una  prueba  de  buena  voluntad 
hacia  el  Gobierno  de  la  República,  y  una  manifestación  del 
sincero  deseo  de  ver  mantenidos  en  una  Nación  amiga  el  orden 
y  la  tranquilidad,  tan  esenciales  á  su  prosperidad. 

4  Le  será  posible  al  Gobierno  de  S.  M.  continuar  en  esta 
vía,  al  no  encontrar  reciprocidad  por  parte  del  Gobierno  de  la 
República,  el  que,  al  contrario,  corresponde  á  sus  procederes 
amistosos  con  medidas  que  tienden  á  entrabar  el  comercio  legal 
de  nuestras  colonias  t 

Del  sentimiento  de  justicia  de  V.  E.  deduzco  que  no  con- 
testará afirmativamente  esta  pregunta,  máxime  después  de  haber 
declarado  públicamente  S.  E.  el  señor  Presidente  que  ha  to« 
mado  desde  luego  ^'  medidas  fiscales  que  estorben  el  tráfico  de 
la  isla  con  nuestras  costas,  y  espera  con  ellas  libertar  á  Ye* 
nezuela  del  contacto  de  tan  cruel  vecino.^  {Oaoeta  Oficial j  nú- 
mero 527.)  Estas  medidas  fiscales  fueron  dictadas  por  los  de- 
cretos de  16  de  Marzo  último,  que,  de  hecho,  excluirán  á 
Curazao  del  comercio  con  Maracaibo  y  La  Yela  de  Coro. 

Bn  este  estado  de  cosas,  me  parece  que  la  prohibición  de 
que  hablamos,  ha  perdido  su  razón  de  ser ;  así  espero  que 
y.  E.  se  servirá  convenir  en  que  debe  derogarse  el  decreto 
real  que  la  establece. 

Algunas  personas  que  han  salido  provistas  de  pasaportes 
para  el  extranjero  han  sido  admitidas  recientemente  en  OurazaO| 
porque  allí  no  existe  ley  alguna  que  dé  derecho  á  las  autori- 
dades holandesas  de  negarles  la  hospitalidad. 

y.  E.  en  su  nota  exije  la  expulsión  de  seis  de  estos  emi- 
grados, porque  dice  que  conspiran  contra  la  República. 

El  Gobierno  neerlandés  está  bien  resuelto  á  no  tolerar  estas 
conspiraciones. 

Pero  antes  de  poder  tomar  medida  tan  severa  contra  estos 
asilados,  necesitamos  pruebas   de  su  culpabilidad. 
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Gomo  y.  E.  no  ha  samínistrado  ningana,  tengo  la  honra 
de  invitaros  á  qne  os  sirváis  llenar  esta  condición  esencial. 

En  ana  nota  extensa,  fechada  á  13  de  Octubre  de  1874,  me 
he  tomado  el  trabajo  de  demostrar  que  tanto  nn  derecho  di- 
ferencial como  la  suspensión  de  toda  comanicacióR  entre  Ve- 
nezuela y  Gnrazao  serían  igualmente  perjudiciales  á  ambas 
Naciones. 

Gomo  entre  nuestros  dos  países  existe  una  convención  que 
les  asegura  recíprocamente  el  tratamiento  de  la  Ilación  e±* 
tranjera  más  favorecida, — esta  suspensión  no  me  parece  prac- 
ticable sin  injusticia  [passe-droit] 

Además,  ^  nó  merecería  ser  tratada  con  menos  rigor  Gurazao 
donde  los  emigrados  de  todos  los  partidos  políticos  de  Vene- 
zuela han  encontrado,  muchos  años  ha,  la  más  cordial  hospi- 
talidadt 

Es  por  tanto  con  dolor  que  veo  al  ñn  de  la  última  nota 
de  V.  E,  de  nuevo  la  amenaza  de  suspender  toda  comunica*- 
ción  entre  esta  isla  y  Venezuela. 

En  cuanto  á  esta  amenaza  reiterada,  estoy  encargado  por 
el  Gobierno  de  S.  M.  de  comunicar  al  de  la  Bepública,  como 
tengo  la  honra  de  hacerlo  por  la  presente,  que  al  tomar  me- 
didas tan  poco  amistosas,  parece  que  no  aprecia  tanto  como 
lo  ha  asegurado  frecuentemente  la  baena  inteligencia  cou  los 
Países  Bajos ;  que  sin  cuestionar,  por  el  momento,  la  facultad 
del  Gobierno  de  impedir  el  tranco  con  Gurazao,  de  imponer 
derechos  diferenciales,  ó  de  cerrar  sus  puertos  á  los  buques 
holandeses,  debo  hacer  observar  que  estos  actos  justificarían 
írepresalias ;  que  ellos  eximirían  al  Gobierno  del  Eey  de  todos 
estos  procederes  de  buen  vecino  que  ha  practicado  siempre 
hacia  Venezuela,  y  le  conducirían  al  fin  á  limitarse  á  la  sim- 
ple observación  de  las  leyes  internacionales.  Aprovecho  esta 
ocasión,  señor  Ministro,  para  reiterar  á  V.  E.  las  segurida- 
des de  mi  alta  consideración. — BraJcel^A  S.  E.  el  Doctor  Jesús 
M.  Blanco,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  &.,  &. 

No  hayconTencWn  Estados   XTuidos  de  Veuezuela.— Ministcrio 

Tigento  entre  Holanda  j 

venecneía.  dc  Belacioues  Exteriorcs. — Garacas:  Mayo  26 

de  1875. — En  la  nota    del  22   último,  que  el  infraescrito.  Mi* 
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nÍ8tro  de  Belaciooes  Ezterioresi  ha  tenido  el  honor  de  recibir ^ 
86  sirve  asentar  el  honorable  se&or  Encargado  de  Negocios  de 
Holandaí  ^'qae  entre  los  dos  países  existe  ana  convención  que 
les  asegura  recíprocamente  el  tratamiento  de  la  Nación  eztran- 
jera  más  favorecida ; "  pero  como  no  hay  vigente  ningún  con- 
venio obligatorio  para  Venezuela  y  Holanda,  el  infraescrito  se 
apresara  á  manifestarlo  así  al  Honorable  señor  Encargado  de 
Negocios. 

En  Diciembre  de  1866,  se  cangeó  entre  este  Ministerio  y 
el  Consulado  general  neerlandés,  ana  declaración  en  que  se  dijo: 
^<  que  mientras  se  ajustaba  otro  convenio,  el  comercio,  navega- 
ción y  subditos  holandeses,  gozarían  en  Venezuela  de  las  ven* 
tajas  de  la  Nación  más  favorecida,  desde  que  por  el  Gobierao 
neerlandés,  se  hiciese  la  misma  concesión  al  comercio,  nave- 
gación y  ciudadanos  de  la  Bepública;  pero  quedando  en- 
tendido qae  ella  no  admitía  que  los  extranjeros  tuviesen  de- 
recho  de  redamar  por  la  vía  diplomática,  ni  de  otro  modo, 
que  el  seSalado  en  los  mismos  casos  ó  los  venezolanos,  los  per- 
juicios provenientes  de  los  disturbios  á  que  el  país  se  hallaba 
anjeto  por  desgracia.''  También  fue  condición  de  lo  declara- 
do, que  sus  efectos  cesarían  á  los  seis  meses  después  que  una 
de  las  partes  notificara  á  la  otra  que  así  lo  deseaba ;  y  esta 
notificación  se  hizo  por  parte  de  Yenezuela  desde  Agosto  de 
1869,  como  lo  verá  el  honorable  seffor  Brakel  en  la  oopia  que 
se  incluye,  de  modo  que  la  indicada  declaración  dejó  de  ser 
obligatoria  desde  principios  del  afio  de  1870« 

Aprovecha  el  suscrito  la  ocasión  para  renovar  al  honora- 
ble señor  Encargado  de  Negocios  de  los  Países  Bajos  las  se- 
guridades de  su  consideración  muy  distinguida.— c7!99<ía  María 
JBIonco.— Al  honorable  señor  Brakel,  Encargado  de  Negocios  de 
los  Países  Bajos. 
Teneinete  nombra  ua       Autonio  Ouzmán  Blauoo,  Presidente  Ocas- 

Ministro  Plenipotonciftrio  ^— 

eniAHuya.  titucionul  dc  los  Estados  Unidos  dc  venezac- 

la. — etc.,  etc.,  etc.— A  S.  M.  el  Bey  de  ios  Países  Bajo8.— Grande 
y  Buen  amigo: — Siendo  el  deseo  iugenuo  y  constante  de  noes- 
tro  Ctobiemo  mantener  en  toda  la  positile  armonía  sus  amistosas 
relaciones  con  el  Gobierno  de  Vuestra  Majestad,  y  atendiendo  á 
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qne  oircanstancias  graves  demaestraa  la  ooQveaienoia  de  en- 
viar an  Agente  diplomático  á  La  Haya  para  lograr  aquel  im« 
portante  fin,  en  beneñcio  recíproco,  hemos  resnelto  acreditar 
cerca  de  Vuestra  Majestad,  con  el  carácter  de  Enviado  Extraordi- 
nario y  Ministro  Plenipotenciario,  al  señor  Doctor  José  Ma« 
ría  Bojas. 

Los  honrosos  precedentes  del  señor  Doctor  Bojas,  unidos  6 
sus  notorias  aptitudes,  nos  inducen  á  esperar  que  sabrá  granjear- 
se y  merecer  la  estima  de  Yuestra  Majestad  y  que  alcanzará  el  ob- 
jeto que  nos  proponemos.  Suplicamos  á  Vuestra  Majestad  que  se 
digne  acojerle  benévolamente  y  prestarle  entera  fe  á  lo  que  diga 
de  palabra  ó  por  escrito  en  nombre  del  Gobierno  de  los  Estados 
Unidos  de  Venezuela,  sobre  todo  cuando  declare  el  aprecio 
en  que  tiene  la  buena  inteligencia  con  el  Gobierno  de  Vues- 
tra Majestad, 

Bogamos  al  Todopoderoso  que  conserve  á  Vuestra  Majestad 
en  su  santa  gracia.— Vuestro  Buen  AmigOj-^Ouzmdn  JSIanoo.—EI 
Ministro  de  Belaciones  Exteriores.— Jeró»  María  JBZanco.-— Pa- 
lacio Federal  á  4  de  Mayo  de  1875. 

^muón!^  ^  Antonio  Guzmán  Blanco,  Presidente  Constitu- 
cional de  los  Estados  TJnidos  de  Venezuela. — etc.,  etc.,  etc.— • 
A  todos  los  que  la  presente  vieren. — Salud! — Por  cuanto  la 
Bepública  de  Venezuela  desea  mantener  y  fomentar  las  rela- 
ciones de  amistad  que  cultiva  con  el  Beino  de  los  Países  B%|0S| 
7  tiene  justas  reclamaciones   que   hacer  al  Gobierno  de  S.  If  • 

Por  tanto,  y  teniendo  suficiente  confianza  en  las  aptitudeSi 
patriotismo  y  demás  dotes  que  concurren  en  el  señor  Doctor 
José  María  Bojas,  hemos  venido  en  conferirle,  como  por  las 
presentes  le  conferimos,  plenos  poderes  para  que  en  virtud  de 
ellos  y  de  las  instrucciones  que  se  le  comunican,  reclame  del 
Gt>biemo  de  S.  M.  neerlandesa  la  indemnización  de  los  daños 
y  peijuicios  que  sufrió  Venezuela  en  la  última  guerra,  promo- 
vida,  organizada,  armada,  municionada  y  sostenida  por  un  círcu* 
lo  .de  subditos  holandeses,  en  la  isla  de  Curazao,  con  la  to- 
lerancia de  sus  autoridades;  y  para  que  negocie  y  firme  con 
el  Plenipotenciario  ó  persona  competentemente  autorizada,  oua- 
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leaqniera  tratados  ó  convencioDes  que  tengan  por  objeto  fijar 
la  cantidad,  modo  ó  término  de  satisfacer  dichos  dañoe  yper- 
jaicios,  y  asegarar  eficazmente,  para  lo  sucesivo,  la  perfecta 
neutralidad  de  las  Colonias  holandef>as  en  los  disturbios  que 
ocurran  en  la  Bepública,  debiendo  dar  cuenta  al  Poder  Eje- 
cutivo para  que  puedan  obtener  su  aprobación  y  ratiñcaciónf 
conforme  á  la  Constitución. 

En  fe  de  lo  cual  expedimos  las  presentes,  firmadas  de  nuestra 
mano,  selladas  con  el  gran  sello  de  la  Bepública  y  refrendadas 
por  el  Ministro  de  Eelaciones  Exteriores,  en  Caracas  á  4  de 
Mayo  de  1875. — Ouzmdn  Blartco, — El  Ministro  de  Belaciones  Ex- 
teriores.— Jesús  María  Blanco. 

BeciamaoionM  Estados    XJnídos  dc  Ycnczuela. — ^Ministerio 

Gobierno  holandés.  dc  Bclacioues  Exteriores. — Caracas  :  Mayo  4 
de  1875. — ^El  infraescrito,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores 
de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  tiene  el  honor  de  diri- 
jirse  á  S.  E.  el  Ministro  de  igual  Departamento  del  Gobierno 
de  8.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos,  cumpliendo  las  órdenes 
é  instrucciones  dictadas  por  el  Ilustre  Americano,  Presidente 
de  la  Bepública,  en  pleno  Gabinete. 

Sensible  es  el  objeto  de  la  presente  nota,  que  tendrá  el 
honor  de  poner  en  manos  de  S.  E.,  el  Enviado  Extraordinario 
y  Ministro  Plenipotenciario  de  Venezuela,  que  su  Gobierno  en- 
vía cerca  de  8.  M.,  probando  una  vez  más  su  ingenuo  y 
constante  deseo  de  conservar,  y  en  todo  lo  posible  estrechar,  lafi 
relaciones  de  una  amistad  sincera  y  de  recíproca  y  permanente 
utilidad  para  uno  y  otro  Gobierno  y  ambos  pueblos.  Amistad 
impuesta  por  legítimos  intereses  de  producción,  de  industna, 
de  comercio  y  común  progreso,  y  que  viene  á  sellar  y  hacer 
imprescindible  la  tan  cercana  vecindad  de  una  Colonia  ho* 
landesa  á  las  costas  occidentales  del  territorio  de  la  Bepública. 
Amistad  que  muy  sinceramente  desean  mantener  todos  los  hijos  de 
Venezuela,  con  muchos  millares  de  extranjeros  que  disfrutan  en 
ellas  verdadera  fraternidad,  entre  los  cuales  se  encuentran 
numerosos  subditos  de  S.  M.  establecidos  en  diferentes  indus- 
trias y  en  un  comercio  honrado  y  lucrativo,  enlazados  muchosi 
7  formando  familias  útiles,  con    esposas  venezolanas  ;    todo     lo 
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oaal  ooDStitaye  ana  verdadera  alianza  de  intereses  y  de  afectoSi 
de  perenne  fecundidad,  qae  visiblemente  se  van  nmltiplicando, 
y  qne  prometen  alcanzar  un  alto  grado  de  solidez  y  de  fataro 
progreso. 

Mas,  entretanto,  doloroso  pero  indispensable  es  qae  llegae 
á  conocimiento  de  S.  M.  el  Bey  de  loa  Países  Bajos,  qae  to- 
dos esos  lazos  de  concordia,  todos  esos  bienes  inestimables,  y 
esa  trabazón  de  intereses,  vienen  siendo  de  largo  tiempo  atrás 
minados  por  el  vicio  inveterado  de  an  comercio  clandestino, 
en  qae  vincalan  sa  vergonzosa  indastria  una  docena  de  es- 
pecaladores  de  la  isla  holandesa  de  Oarazao,  qae  favoreoidos 
por  la  extrema  proximidad  de  la  isla  á  las  costas  de  Yene* 
zaela,  qae  se  extienden  hacia  el  Oriente  por  más  de  qainien- 
tas  legaas,  han  venido  por  largos  años  organizando  cada  vez 
mejor  las  artes  fraadulentas  de  sa  vil  indastria,  á  tal  panto, 
qae  llegó  á  ser  evidente  que  la  mitad  de  la  renta  nacional 
de  Yenezaela  era  absorbida  por  el  contrabando,  casi  en  tota- 
lidad originado  en  Garazao.  Tan  escandaloso  resaltado  apara- 
cía  naméricamente  probado  en  las  cifras  y  gaarísmos  oficiales. 
— Las  estadísticas  mercantiles  de  Inglaterra  y  Francia  han 
acusado,  durante  años,  una  exportación  para  Yenezaela  do- 
ble de  lo  que  aparecía  importado,  de  cada  procedencia,  en 
cada  año  por  las  Aduanas  de  la  Bepública.  Empobrecido  así 
el  tesoro  de  Yeneznela  por  esa  pérdida  de  un  cincuenta  por 
ciento  de  sa  renta,  el  resaltado  no  podía  ser  otro  que  el 
desnivel  constante  del  presupuesto,  el  desorden  del  servicio  en 
la  administración,  el  descrédito  interior  y  exterior  y  la  mina 
irremediable  de  todo  género  de  acreedores ;  y  esa  penuria 
permanente  no  podía  sino  debilitar  todo  principio  de  autoridad, 
servir  de  pábulo  al  descontento,  y  producir  facciones  de  una 
manera  interminable,  haciendo  imposible  la  paz  de  la  Bepú- 
blica, el  desarrollo  de  sus  ricos  elementos  de  prosperidad,  y 
todo  progreso  moral  y  material,  no  sólo  manteniendo  de  ma- 
nera imprescindible  una  situación  estéril,  sino  haciendo  re- 
trogradar au  paí6  dotado  por  la  Providencia  con  tesoros  na- 
turales   in  agotab)  es. 

Así  minada  la   paz    interior  de  la  Be[>ública,  la  amenaza 
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de  su  organización  y  de  su  ruina  venía  á  hacerse  oonseoaencia 
impresoindibleí  para  destrair  toda  confianza,  hacer  imposible 
toda  empresa,  desconcertar  todos  los  cálcalos  y  arminar  toda 
fortuna. 

En  tal  situación,  que  de  mil  maneras  se  probaría  que  ha 
sido  tan  evidente  como  desgraciada,  una  inmensa  mayoría  de 
la  población,  en  setenta  días,  erigió  un  Gobierno,  que  llamado 
á  regenerar  la  Beptiblica,  como  por  misión  providencial,  y  con- 
tando con  maravillosa  base  de  opinión,  y  con  su  progresivo 
incremento,  en  que  han  ido  desapareciendo  las  antiguas  di- 
sidencias, ha  podido  dotar  á  la  Bepública  de  nuevos  Oódigos, 
y  de  una  nueva  organización,  de  tal  manera  feliz,  que  ha 
equilibrado  el  presupuesto,  recompensado  puntualmente  el  ser- 
vicio público,  consolidado  la  deuda  interior,  asegurado  la  con- 
solidación de  la  deuda  exterior,  y  ha  levantado  el  crédito 
del  Gobierno  á  tal  punto,  que,  ofrecido  mensualmente  el  oro 
á  la  par  á  sus  acreedores  del  uno  por  ciento  mensual,  interés 
corriente  en  el  paísy  los  acreedores  prefieren  conservar  los 
billetes  del  Gobierno  &- recibir  el  dinero  en  igual  cantidad  al 
valor  nominal ;  y  son  centenares  las  empresas  de  fomento  en 
actual  actividad  en  todo  el  ámbito  de  la  Bepública,  habiendo 
podido  destinarse  á  ellas  en  sólo  dos  años,  tres  millones  de  pe- 
sos fuertes. 

Pero,  para  estos  resultados,  era  indispensable  que  el  co- 
mercio clandestino  de  aquella  docena  de  viles  especuladores 
de  la  isla  de  Curazao,  dejaran  de  engrosar  sus  cajas  con  la 
mitad  de  la  renta  de  Venezuela,  que  es  el  sudor  de  sus  hijos 
y  el  firato  honroso  de  su  trabajo.  Medidas  eficaces,  por  for- 
tuna acertadas,  y  perseverantemente  sostenidas  en  protección 
del  comercio  legal  y  honrado,  sin  perjuicio  de  ningún  interés 
legítimo,  y  bendecidas  por  todos  los  nacionales  y  extranjeros 
establecidos  en  el  comercio  de  la  República,  habían  y  han 
alcanzado  el  grande  objeto  de  la  actual  Administración,  que 
no  podía  sino  corresponder  con  una  consagración  sin  límites 
á  la  expontánea  y  universal  cooperación  que  visiblemente  le 
vienen  prestando  los  habitantes  del  territorio. 

De  aquí  que  los  especuladores  de  Curazao,  que  más  de 
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mía  Tez  habían  ensayado  ya  medios  indignos  de  medrar  con 
las  lástimas  y  desastres,  y  la  sangre  del  pneblo  venezolano, 
aoometieron  el  propósito,  verdaderamente  filibustero,  de  oons- 
titnirse  en  comité  revolucionario  de  Venezuela^  y  corrompiendo 
á  uno  qae  otro  jefe,  y  aceptando  la  complicidad  de  las  dos 
escorias,  menguadas  y  desacreditadas,  de  los  dos  antiguos 
partidos,  no  sólo  iniciaron  y  condujeron  la  trama  horrible  con 
qne  pretendían  hundir  otra  vez  á  la  República  eo  el  desor- 
den y  la  miseria,  y  en  estragos  sangrientos,  sino  que,  po- 
niendo al  servicio  de  la  traición  sus  mal  habidos  caudales, 
convirtieron  la  Isla  en  arsenal  de  armas  y  municiones,  y  todo 
género  de  elementos  de  guerra,  muchos  de  ellos  depositados 
en  el  fuerte  de  S.  M.  el  Bey  de  Holanda,  para  ponerlo  todo, 
oon  sus  propios  buques,  en  los  diferentes  puntos  de  nuestro 
extenso  litoral,  en  que  debiera  darse  el  grito  escandaloso  de 
una  nueva  insurrección. 

Sabido  por  el  Gobierno  el  atentado  que  se  cometía  desde 
Curazao,  no  perdió  un  instante  ni  ocasión  para  ir  poniéndolo 
todo  en  conocimiento  del  Ezcmo.  sefior  Ministro  de  S.  M.  en 
Caracas.  Le  fueron  denunciados  por  sus  nombres  los  autores 
de  aquella  manifiesta  violación  de  las  leyes  del  honor  y  de 
la  neutralidad,  que,  como  subditos  holandeses,  en  obediencia 
á  su  Soberano  y  á  sus  leyes,  estaban  obligados  á  guardar, 
y  le  fueron  comunicados  también  los  nombres  de  los  pocos 
venezolanos,  miembros  de  aquel  comité  incendiario,  así  como 
el  acopio  de  armas  y  municiones,  y  como  las  empresas  de  in- 
troducirlas por  territorio  colombiano  A  la  frontera  del  Sur  de 
Venezuela,  y  como  las  correspondencias  que  se  les  intercepta- 
ban, y  los  planes  en  cuya  prosecución  persistían.  Se  pasaron 
á  S.  E.  pruebas  de  tal  evidencia,  como  comunicaciones  que  los 
miembros  del  comité  dirigían  á  cómplices  en  nuestro  terrritorio, 
y  á  otras  personas  para  hacerlas  cómplices. 

Como  el  derecho  de  gentes,  universal  mente  reconocido  y 
respetado,  impone  á  los  pueblos  civilizados  el  deber  de  alejar 
de  las  fronteras  á  todo  aquel  que  conspire  contra  la  paz  del 
vecino,  con  quien  se  está  en  paz  y  se  vive  en  buena  amis- 
tad, no  pudiendo  ese  alejamiento  tener  lugar  en    la  isla  de 
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Garazao  por  sa  peqaefíez,  pues  que  sa  anchara  Korte  á  Sor 
no  pasa  de  mny  pocas  millas,  el  Gobierno  de^  Venezaela  recla- 
maba ese  alejamiento  de  sas  enemigos  en  actitud  hostil,  en 
la  forma  de  expulsión ,  única  posible,  á  la  vez  que  indispen- 
sable. 

Kada  pudo  obtenerse.  El  comité  redoblaba  su  actividad 
y  sus  aprestos :  para  toda  la  población  de  Curazao  era  no- 
torio el  atroz  propósito,  así  como  el  conocimiento  del  pequeño 
círculo  de  hombres  que  lo  sostenían,  y  sólo  el  Gobierno  de 
la  isla  parecía  ignorarlo,  aun  á  pesar  de  las  ya  citadas  y 
continuas  reclamaciones  del  Gobierno  de  Yenezuela. 

Gomo  era  ya  indispensable  que  sucediera,  estalló  la  re- 
volución en  la  ciudad  de  Goro,  adinerada  y  provista  de  todo 
por  el  comité  de  Gurazao,  y  todavía  se  llevó  el  escándalo  á 
un  punto  que  parece  increíble.  Hecho  el  pronunciamiento  de 
la  facción  contra  el  Gobierno  de  la  Bepública,  tres  goletas  y 
una  balandra  cargan  en  los  muelles  de  Gurazao,  en  pleno  día, 
y  á  presencia  de  aquella  población,  miles  de  fusiles,  centena- 
res de  cajas  y  barriles  de  pólvora  y  de  plomo,  vestuarios, 
cartucheras,  provisiones  y  todos  los  elementos  de  una  guerra^ 
muchos  de  ellos  sacados  del  Fuerte,  y  cargados  por  los  sol- 
dados de  la  guarnición,  todo  dirigido,  material  y  visiblemente 
por  miembros  del  comité,  y  esos  buques  conducen  á  su  bordo 
á  otros  jefes  de  la  rebelión,  y  atraviesan  el  canal,  y  vienen 
á  desembarcarlo  todo  en  el  puerto  de  La  Yela  de  Goro,  á 
cortísima  distancia  de  la  ciudad  de  este  nombre,  á  donde  es 
conducido  inmediatamente,  para  completar  el  armamento  de 
las  tropas  destinadas  á  derrocar  el  Gobierno  de  Venezuela. 

Y  otros  dos  buques  vienen  á  dejar  en  la  isleta  desierta 
de  La  Tortuga  otras  armas  y  municiones,  destinadas  á  la  suble- 
vación preparada  en  Barcelona,  y  á  dejar  otro  tanto  en  el 
islote  de  Goche,  entre  Margarita  y  Gumaná ;  y  todavía  es  bas- 
tante osado  el  hombre  alquilado  por  el  comité  para  esta  expe- 
dición, para  entrar  en  el  puerto  de  Gumaná,  fingiendo  arribada 
para  hacer  agua;  y  se  pretende  cubrir  todo  esto  con  un  su- 
puesto viaje  de  paseo,  en  que  el  mismo  individuo  alquilado, 
apa  rrre' fletador  del  buque  por  1.000  fuertes,  simplemente  para 
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hacer  nn  paseo  á  la  isla  de  Trinidad,  mientras  qae^  entre  las 
declaraciones  de  la  dotación  del  baqae,  qae  fae  de  diez  per- 
sonas, no  aparecen  dos  verdaderamente  contextes,  revelando  en 
su  patente  desconcierto  la  realidad  del  atentado. 

La  revolncíón  desapareció  en  cien  días.  A  los  dos  ó  tres 
mil  infelices  qae  logró  reclatar  en  Ooro,  respondieron  los  veinte 
Estados  de  la  Bepública  con  an  ejército  de  30.000  hombres, 
verdaderos  volnntarios,  acuartelados  y  armados  en  veinte  días, 
y  qne  en  el  término  de  la  distancia  volaron  á  restablecer  el 
orden  constitncional  de  la  Bepáblica. — Hubo  nn  combate :  aquel 
en  qne  se  estrelló  contra  el  valor  de  los  defensores  del  orden 
y  de  la  ley,  en  Barqaisimeto,  ese  pretendido  ejército,  pagado 
y  municionado  por  el  comité  de  Ourazao.  En  ningún  otro 
punto  del  extenso  territorio  de  Venezuela  se  oyó  una  voz  que 
simpatizara  con  el  atentado  de  Goro.  Tan  sólo  en  Güiria,  el 
extremo  oriental,  pudo  la  revolución  alterar  por  muy  pocos 
días  el  orden  legal,  y  esto  por  el  desembarque  de  un  faccioso, 
que  pagó  con  la  vida  su  atrevimiento,  venido  de  Trinidad  y 
acompañado  con  otros  que  habían  pasado  de  Ourazao  á  aquella 
isla.  Los  pocos  jefes  que  se  desprendieron  del  mismo  Gura* 
zao,  á  dar  vuelta  por  Trinidad,  para  sublevar  otros  puntos 
del  Oriente,  así  como  dos  que  se  ausentaron  furtivamente  de 
la  capital,  pensando  acaudillar  facciosos  en  aquel  distante 
territorio,  fueron  todos  aprenhendidos,  fácil  y  prontamente,  por 
las  autoridades  locales,  por  la  sencilla  razón  que  debieron 
haber  previsto,  de  no  haber  encontrado  quien  los  siguiera 
en  armas  contra  el  Gobierno  en  ningún  punto   del  territorio. 

Pero  restablecido  el  orden  constitncional,  el  Gobierno  de 
la  Bepública  debe  volver  su  atención  á  los  eminentes  é  impres- 
cindibles deberes  que  le  vienen  impuestos  por  todos  los  an- 
tecedentes que  quedan  aquí  consignados. 

La  revolución  fue  promovida,  armada,  municionada  y  pro- 
vista de  todos  loa  elementos  de  guerra,  por  nn  comité  de 
subditos  holandeses  en  la  isla  de  Gurazao,  unidos  á  tres  ó  ouatra 
venezolanos,  asilados  en  aquella  isla.  Los  hechos  han  sido  allí 
de  tal  notoriedad,  que   no  hay  un   solo  habitante  de    la   isl» 
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qae  no  tenga  conocimiento  de  ellos.  El  Gobierno  de  la  Be- 
pública  había  venido  poniéndolo  todo  en  conocimiento  de  la 
Legación  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos,  y  según  sus 
notas,  todo  era  puesto  por  S.  E.  en  conocimiento  del  Exorno, 
eeñor  Gobernador  de  aquella  isla,  y  no  sólo  pudieron  los 
miembros  del  comité  hacer  todos  sus  preparativos  y  sus  de- 
pósitos, y  sus  tramas  y  combinaciones,  sin  el  menor' obstáculo 
de  parte  de  la  autoridad  holandesa  de  la  isla,  y  uo  sólo  se 
negó  ella  á  alejar  á  los  venezolanos  facciosos,  haciendo  justi- 
cia al  reclamo  de  Venezuela,  sino  que  alzada  la  ciudad  de 
Ooro  contra  el  Gobierno,  y  enarbolada  la  bandera  de  la  in- 
surrección, en  pleno  día  han  cargado  los  buques  holandeses, 
en  los  muelles  de  Curazao,  los  millares  de  fusiles  y  centenares 
de  cajas  de  municiones,  con  que  había  de  hacerse  la  guerra  al 
Gobierno  de  Venezuela,  sin  que  el  Gobierno  de  la  isla  creyera 
que  debiera  prestar  sino  su  acostumbrada  tolerancia  á  una 
violación  tan  flagrante  del  derecho  internacional,  de  las  leyes 
sagradas  de  la  buena  amistad,  y  hasta  de  las  obligaciones  in- 
declina hles  de  lo  que  estiman  neutralidad  los  pueblos  civiliza- 
dos.— La  connivencia,  la  complicidad  de  aquella  autoridad  su- 
perior, en  estas  violaciones  de  todo  buen  derecho,  está  mani- 
fiesta y  como  probada  en  esa  tolerancia,  porque  no  es  otra 
cosa  la  tolerancia  del  delito  por  la  autoridad,  que  su  com- 
plicidad en   él. 

Con  tan  sólidos  y  bien  probados  fundamentos,  que  constan 
extractados  en  el  manifiesto  que  el  infraescrito  tiene  el  honor 
de  acompañar  á  esta  nota,  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela  sería  indigno  del  amor  y  la  confianza  que  le  prodigan 
estos  pueblos,  y  seria  connivente  de  las  futuras  y  sangrientas  des- 
gracias, que  su  prescindencia  necesariamente  había  de  ocasionar,  si 
dejara  de  entablar  ante  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países 
Bajos,  la  justa  y  racional  demanda  de  una  indemnización  pe- 
cnniaiía,  por  los  gastos,  costos  y  perjuicios  que  ha  sufrido 
Venérela  por  la  conspiración  organizada  y  llevada  á  su  tér- 
mino sangriento  por  subditos  holandeses,  que  á  mansalva,  en 
la  isla  holandesa  de  Curazao,  la  convirtieron  en  foco  del  in- 
cendio de  la  Bepública. 
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Á  la  maltitad  de  gestiones  intentadas  y  sostenidas  por  el 
Gobierno  de  la  Bepúblioa  de  la  manera  más  paciente  y  de- 
corosa, en  SQ  correspondencia  con  la  Legación  de  S.  M.^  tan 
solo  pudo  corresponder  el  anuncio  de  qne  el  Gobierno  de 
S.  M.,  babía  autorizado  al  Gobernador  de  su  Oolonia  de  Cura- 
zao, para  prohibir  la  extracción  de  elementos  de  guerra  para 
Venezuela,  siempre  que  pudiera  ser  perjudicial  á  la  paz  y  al 
orden  de  la  Bepública ;  y  esta  autorización,  único  resultado  de 
tan  repetidas  y  veraces  manifestaciones  de  parte  de  Vene- 
zuela, vino  á  convertirse  prácticamente  en  un  nuevo  y  grave 
hecho  de  hostilidad  de  la  autoridad  holandesa  de  Curazao 
contra  la  paz  de  la  Bepública  su  vecina. — Mientras  el  comité 
establecía  la  red  de  sus  comunicaciones,  comprometía  traido- 
res en  sus  planes  y  acumulaba  elementos  de  guerra,  el  Go- 
bernador de  la  isla  se  hacía  sordo  á  las  reclamaciones  del 
Gobierno  amigo,  negaba  el  alejamiento  de  sus  enemigos,  y  á 
ciencia  y  conciencia  de  toda  aquella  población,  se  convertía 
en  causante  de  la  próxima  insurreción  en  Venezuela,  permi- 
tiendo la  libre  exportación  de  fusiles,  pólvora,  plomo,  y  todo 
lo  necesario  para  el  desastre  y  la  matanza  de  los  venezolanos ; 
esa  libertad  continuó  aún  después  del  alzamiento  de  la  ciu- 
dad de  Ooro,  que  no  distando  sino  cuatro  ó  cinco  horas  de 
Curazao,  debía  saberse  y  se  supo  en  la  isla  casi  al  punto  de 
acontecer. — ^T  en  armas  ya  la  facción  de  Coro  pudieron  todavía 
cargar  los  buques  holandeses  en  Curazao  el  complemento  de 
todos  los  artículos  de  guerra,  y  salir  con  ellos  para  el  puerto 
de  La  Vela  de  Coro,  donde  fueron  desembarcados,  junto  con 
jefes  revolucionarios,  miembros  también  del  comité.  Y  fue 
entonces  cuando,  pudiendo  suceder  que  el  Gobierno  de  la  Be- 
pública  necesitara  comprar  en  Curazao  algunas  armas  y  mu- 
niciones, el  se&or  Gobernador  creyó  llegada  la  oportunidad  de 
prohibir  la  exportación  de  elementos  de  gnerra,  como  lo  hizo 
en  efecto,  para  negarse  inmediatamente  después  á  que  el  Go- 
bierno de  Venezuela  pudiese  exportar  mil  fusiles,  que  para 
mejor  esclareciminto  de  la  verdad,  ordenó  que  se  compraran, 
comunicándolo  previamente  á  la  Legación  de  S.  M.  Así  fne 
como  la   autoridad  holandesa  de  Curazao  entendió  las  órdenes 
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é  instrncciones  de  sa  Soberano,  cuya  rectitud  no  podrá  menos 
que  indignarse  al  tener  conocimiento  de  ten  escandaloso  pro- 
ceder,  qae  comprometía  la  baena  fe  de  sa  Oobierno,  ó  podía 
interpretarse  como  la  más  visible  insuficiencia  de  sns  medidas 
para  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  internacionales. 

El  Gobierno  de  la  Bepública  tiene  la  creencia  formal  de 
la  rectitud  de  intenciones  del  Gobierno  de  S.  M.;  pero  los 
hechos  constantes  de  la  autoridad  colonial  constituyen  el  ple- 
no derecho  de  Yenezuela  para  ser  indemnizada  de  los  gastos, 
costos  y  perjuicios  que  le  ha  ocasionado  la  insurrección  que  acaba 
de  ser  yencida,  y  para  poner  al  territorio  de  la  Bepública  á 
cubierto  de  nuevas  desgracias,  reclamando  al  mismo  tiempo 
del  Gobierno  de  S.  M.  medidas  de  verdadera  y  práctica  eñ~ 
cacia  que  hagan  imposible  en  lo  sucesivo  la  repetición  de  tales 
atentados. 

Son  contados  los  que  en  Curazao  pretendían  vivir  especu- 
lando con  las  desgracias  y  la  sangre  de  los  venezolanos, 
mientras  que  son  muchos  millares  de  extranjeros  que  también 
son  víctimas  de  ese  ñlibusterismo,  y  gran  parte  de  ellos  son 
subditos  holandeses,  honradamente  establecidos  en  Yenezuela. 

A  los  sagrados  principios  de  la  humanidad,  á  los  eternos 
principios  del  buen  derecho,  y  á  los  más  legítimos  intereses,  es^ 
que  el  Gobierno  de  Yenezuela  consagra  el  deber  de  la  pre- 
sente reclama  ción :  y  dispuesto  á  probar  cuanto  deja  expues- 
to en  la  presente  nota,  y  lo  que  consta  en  extracto  de  los  ex- 
pedientes de  la  materia  acompañado  á  ella,  reposa  eii  la  con- 
fianza que  debe  inspirarle  la  integridad  de  un  Soberano  con 
quien  lo  ligan  relaciones  de  amistad,  y  la  ilustración  de  un 
Gobierno,  incapaz  de  prescindir  de  las  obligaciones  que  impo- 
ne el  derecho  internacional. 

Gumplidas  así  las  órdenes  é  instrucciones  recibidas  por  el 
infraescrito,  termina  remitiéndose  á  las  gestiones  del  Enviado 
Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario,  que  tendrá  el  ho- 
nor de  consignar  esta  nota  en  manos  de  S.  E.,  y  aprovecha 
la  ocasión  para  protestar  á  S.  E.,  la  más  alta  consideración  y 
profundo  respeto.— n7^ró9  María  Blanco. — ^Al  Excmo.  señor  Mlnis* 
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tro  de  Negocios  Extraugeros  de  S.  M..  el   Bey  de  los  Países 
Bajos. 

GMtos,  eostoa  7  Besameii  de  praebas  qae  f andan    y   legi- 

p€ijuicioa  qoe  Veneroela      ^.  ,  ,  . ,        , 

recianuí  de  Holanda.  timan  la  reclaoiaoión  de  gastos,  costos  y  per- 
juicios que  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela 
entabla  ante  el  Gobierno  de  9.  M.  el  Bey  de  los  Países 
Bajos. — El  Gobierno  de  Venezuela  omitirá  en  este  documento  una 
larga  serie  de  antecedentes,  en  que  los  señores  Jesurum,  pa- 
dre é  hijo,  han  venido  desde  1858  hasta  ahora,  especulando 
con  las  desgracias  y  la  sangre  de  Venezuela,  aunque  en  ese 
historial  encontraría  abundantes  pruebas  corroborantes  de  la 
verdad  y  la  justicia  que  debe  y  quiere  probar. 

En  gracia  á  la  brevedad,  empezará  esta  relación  de  sim- 
ples hechos,  de  afio  y  medio  á  esta  fecha,  lo  cual  será  más 
que  suficiente  para  convencer  al  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey 
de  los  Países  Bajos,  y  á  todo  ánimo  imparcial  y  justo,  del  de- 
recho perfecto  que  asiste  al  Gobierno  de  Venezuela  para  entablar 
la  demanda  que  acompañará  á  la  presente  exposición. 

A  fines  de  Diciembre  de  1873,  y  á  tiempo  que  se  preten- 
día, por  venezolanos  y  extranjeros  aventureros,  invadir  el  te- 
rritorio de  la  Bepública,  por  el  Sur,  en  su  límite  con  Co- 
lombia, y  cuando  aparecían  allí  y  en  Bogotá  desacreditados  y 
criminales  agentes  de  la  empresa  sanguinaria,  qae  entraron 
por  Bío  Hacha  y  Sabanilla,  poco  antes  de  que  el  Gobierno 
colombiano,  oampliendo  sus  deberes,  dictase  medidas  que  di- 
ficultaran el  atroz  intento,  desembarcaba  la  goleta  holandesa  La- 
miaj  procedente  de  Curazao,  47  bultos  de  elementos  de  guerra, 
que  iban  destinados  á  las  fronteras  del  Sur  de  Venezuela  para 
abrir  operaciones.  Con  esos  elementos,  proporcionados  por  ne- 
gociantes de  Curazao  á  algunos  conspiradores  pertenecientes 
al  Estado  Znlia,  iban  estos  mismos,  que  se  proponían  subir 
á  la  frontera,  bajar  por  el  Bío  ^Zalia,  é  invadiendo  á  Mará- 
caibo,  darle  base  á  sus  operaciones. 

Coincidía  este  hecho  con  el  alzamiento  de  aignnos  fac^ 
eiosos  en  el  Cantón  Perijá,  del  mismo  Estado  Zulia. 

El  Cónsul  de  Venezuela  se  dirigió  al  Prefecto  del  Depar- 
tamento Padilla,  [Bío  Hacha],  denunciando  el  hecho  del  desem- 
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barco  de  aquellos  elementosi  como  el'  de  las  personas  qae  loa 
condacían  j  el  del  alzamieato  de  Perijá,  entablando  el  recla- 
mo para  qae  se  iqipidiese  la  internación  y  se  exigiese  la 
seguridad  de  que  no  saldrían  aquellos  elementos  sino  para  ser 
re-exportados. 

Oreyó  necesario  el  Cónsul  de  Venezuela  dirigirse  al  Pre- 
sidente del  Estado,  y  este  Magistrado  cumpliendo  la  ley  co- 
lombiana, de  8  de  Abril  de  1871,  sobre  policía  de  las  fronteras^ 
ordenó  el  embargo  de  los  elementos  de  guerra. 

En  6  de  Febrero  de  74,  en  contestación  á  pregunta  del  Mi- 
nisterio de  Be  [aciones  Exteriores,  confirma  el  Agente  de  Vene- 
zuela en  Curazao  la  salida  de  aquellos  elementos  en  la  Lamiaj 
despachada  para  Sabanilla,  y  aSade,  que  el  10  de  Enero  ha- 
bían salido  otros  para  Bío  Hacha  en  el  paquete  Aruba/na. 

En  este  parte  aparece  hecha  otra  ofensa  á  la  paz  de  Venezue- 
la. En  la  Arubcma  habían  salido  de  Curazao,  con  los  elementos 
de  guerra,  verdaderos  conspiradores,  y  el  Capitán  del  buque 
se  presenta  en  Aruba,  isla  vecina  y  dependiente  de  Curazao, 
sin  los  elementos  ni  los  pasajeros.  '  Los  primeros  dijo  que  los 
había  arrojado  al  mar,  porque  el  buque  estaba  haciendo  agua, 
y  los  segundos  lo  habían  obligado  á  echarlos  en  las  costas  de 
Venezuela,  declarándolo  así  en  una  protesta  que  el  Gober- 
nador de  Aruba  mandó  á  su  superior  y  que  éste  pasó  al  Pro-» 
curador  ;  terminando  así  la  infame  operación,  que  tiene  tanto 
de  criminal  como  de  ruin  y  torpe.  Buque  en  peligro  que  arro- 
ja carga  al  mar,  ¿puede  atravesar  el  canal  para  desembar- 
car pasajeros  en  costa  venezolana  f 

Y  á  pesar  de  la  trasparencia  de  aquel  atentado  contra  la  paz 
del  país  amigo,  ni  se  hace  investigación  para  avérigaar  si  hu- 
bo tal  peligro,  ni  se  hace  otra  cosa  que  desaparecer  el  expe- 
diente, archivándolo  el  señor  Procurador. 

En  21  de  Febrero  se  dirije  el  Ministro  de  Belaciones  Ex- 
teriores de  Venezuela  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  loa 
Países  Bajos,  con  copias  de  los  documentos  en  que  todo  aque- 
llo consta,  y,  entre  otras  cosas,  le  dice :  '^que  la  proximidad 
de  la  isla  de  Curazao  á  las  costas  de  Venezuela  es  cansa  de 
que  sea  ese   el    lugar  designado   por    los  enemigos  de  la  paz 
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de  la  Bepública,  para  adquirir  los  elementos  de  guerra,  &:"  eo 
otro  lagar,  ^'  Onrazao  será,  señor,  una  amenaza  constante  con- 
tra la  paz  de  la  Eepública,  si  las  autoridades  de  la  Colonia 
no  toman  medidas  eficaces  para  impedir  lo  que  diariamente 
se  repite  & " 

^<  De  otro  modo,  la  vecina  Colonia  holandesa  volverá  á 
convertirse  en  arsenal  de  los  enemigos  de  la  patria  & " 

'<  También  ha  recibido  orden  el  infraescrito  para  pedir, 
como  lo  hace  formalmente,  el  competente  juicio  y  consiguiente 
castigo  de  los  que  según  las  copias  citadas  aparecen  compli* 
oados  & " — Ninguna  de  esas  gestiones  tuvo  resultado  alguno. 

En  7  de  Agosto  de  1874  es  que  el  señor  Encargado  de 
Negocios  de  los  Países  Bajos  tuvo  por  conveniente  informar  ai 
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  que  el  Gobierno  de  S.  M. 
había  autorizado  al  Gobernador  de  Curazao  para  prohibir  toda 
exportación  de  municiones,  si  ello  era  necesario  para  la  paz 
de  Venezuela. 

Ostentando  el  señor  Luís  MaHa  IHaZj  venezolano  refugiado 
y  establecido  en  Curazao,  su  animadversión  al  Gobierno  de  la 
Bepública,  publicó  el  31  de  Enero  de  1874  en  el  De  Ourafoosche 
Omranty  el  periódico  que  publica  las  leyes,  actos  gubernativos 
y  todo  lo  oficial  en  la  Colonia,  un  escrito  en  que  asienta  que 
está  pedida  su  expulsión,  y  en  el  cual  desdeña  toda  justifica- 
ción de  su  conducta  y  se  jacta  con  la  seguridad  de  su  perma- 
nencia en  la  isla,  que  llama  ctmpletamenie  garantizada,  mientras 
que  la  solicitud  que  supone  hecha  por  el  Gobierno  de  la  Be^ 
pública,  la  apellida  mezquina  pretensión  y  malevolenoia  poUtica^ 
Esta  publicación,  que  confirma  la  inveterada  enemistad  de  aquel 
faccioso  con  el  Gobierno  que  la  Bepública  se  ha  dado,  y  que 
tan  unánimemente  sostiene  contra  los  ambiciosos  y  trastorna* 
dores,  revelaba  perfectamente  el  apoyo  con  que  contaba  aquel 
enemigo  de  la  paz  de  Venezuela,  en  la  Colonia  holandesa.  En 
virtud  de  todo  esto,  fue  invitado  el  señor  Encargado  de  Nego- 
cios de  Holanda  á  una  conferencia  con  el  Ministro  de  Bela- 
clones  Exteriores  de  la  Bepública,  en  la  caal  se  le  pidió  la^ 
expulsión  de  la  isla  de  aquel  infatigable  conspirador,  y  el  señor 
Brakel  se  sirvió  contestar,  ofreciendo  que  Díaz   sería  puesto 
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bajo  la  inspección  del  Prooarador  general,  para  hacerle  impo- 
sible ejecatar  ningún  acto  centra  la  tranquilidad  de  Venezuela, 
mientras  podía  saministrarse  al  señor  Encargado  de  Kegocios 
algún  dato  en  qné  apoyarse,  para  exigir  con  segnro  éxito  la 
expnlsión  de  Díaz.  Ofreció  el  señor  Brakel,  además,  qne  pe- 
diría al  Gobernador  exigiese  á  Díaz  una  retractación  del  ar- 
tículo  publicado. 

El  efecto  de  ambas  ofertas  no  pudiera  ser  menos  satisfac- 
torio.  La  vigilancia  del  señor  Procurador  general  ha  sido  tal 
cual  convenía  al  mismo  Díaz,  para  ser  desde  entonces  miembro 
activo  del  comité  revolucionario  de  Curazao,  basta  tener  una 
parte  muy  considerable  en  la  confabulación  que  dio  por  resul- 
tado los  armamentos  de  Coro,  el  alzamiento  con  que  se  inició 
la  guerra  civil,  y  todas  sus  consecuencias. 

En  cuanto  á  la  seguridad  dada  de  que  Díaz  sería  expulsado 
de  la  isla,  tan  pronto  como  se  presentara  la  prueba  de  algún 
hecho  suyo,  hostil  al  Gobierno  de  la  República,  el  resultado  fue 
idéntico.  En  P  de  Julio  del  mismo  año  próximo  pasado,  cuan- 
do se  activaban  ya  en  Curazao  los  preparativos  de  la  conspi- 
ración y  levantamiento  que  estalló  en  Octubre,  pudo  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  acompañar,  en  nota  de  aquella 
fecha  al  señor  Brakel,  tres  cartas  originales  de  Luis  María 
Díaz  á  venezolanos  conspiradores,  dos  en  el  mismo  Curazao^ 
y  otro  en  Tnrmero,  en  las  cuales,  de  puño  y  letra  y  firma  de 
Díaz  las  dos  primeras,  y  de  puño  y  letra  de  Díaz,  con  firma 
fingida  la  tercera,  no  sólo  se  provoca  la  revolución  y  se  dan 
instrucciones,  y  se  insulta  de  la  manera  más  soez  al  Presi- 
dente constitucional  de  Venezuela;  sino  que  se  hace  la  reve- 
lación de  los  elementos  acumulados,  combinaciones  en  planta, 
y  movimientos  preparados  por  el  Oriente  y  el  Occidente  de  la 
República,  y  se  exige  la  cooperación  del  Centro. 

Corroborando  la  fuerza  de  estos  documentos,  acompañó  tam- 
bién el  Ministro  de  Relaciones  al  señor  Brakel  dos  comunica- 
ciones de  Luís  María  Díaz,  en  calidad  de  Cónsul  del  efímero 
Gobierno  que  quiso  plantear  la  traición  revolucionaria  de  1868  f 
en  que  consta  todo  lo  que  aquel  enemigo  de  la  paz  había 
iiecho  y  estaba  haciendo  en  servicio  de  aquella  revolución.    Allí 
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€Btá  la  mención  de  los  gastos  hechos  para  diversas  expediciones ^ 
y  allí  consta  que  Díaz  se  llama  acreedor  por  fuertes  samas  de 
dinero,  que  sa  carácter  de  agente  lo  funda  en  la  elección  hecha 
en  él,  por  los  jefes  y  los  clabs  del  Oriente,  Centro  y  Occidente 
de  Yeneznela,  para  cnando  surgiera  la  revolución.  De  sos  ser- 
Ticios  y  los  de  sns  cómplices,  fragaa  permanente  de  gaerra 
contra  Teneznela,  para  especular  con  sus  desgracias  y  su  sangre, 
dice  que  ^^ellos  hoMan  dado  el  resultado  más  favorable  en  el 
Oriente  como  en  el  Centro  y  especialmente  en  CoroJ^ 

Al  reclamo  del  Ministro  de  Beiaciones  Exteriores  contestó 
el  sefíor  Brakel  en  17  de  Agosto,  que  todo  le  había  llamado 
la  más  seria  atención ;  pero  añade,  declinando  el  compromiso 
consecuente  á  su  oferta  expresa  y  terminante,  que  por  haber 
obtenido  Díaz  el  permiso  para  establecer  una  casa  de  educación 
en  Curazao  desde  1864,  su  expulsión  sería  cuestión  muy  grave 
y  hasta  el  extremo  penosa.  Más  aún.  Porque  Díaz  aSade  la 
falsedad  á  la  traición,  negando  la  carta  de  su  puño  y  letra, 
á  la  cual  agregó  el  pseudónimo  A.  T^ada,  da  ya  el  señor  Mi- 
nistro por  insuficiente  la  prueba  que  había  pedido  y  se  le  había 
ya  presentado.  Todavía  creyó  del  caso  el  señor  Brakel  hacer 
valer  las  palabras  del  mismo  Díaz,  en  que  negaba  ios  hechos 
de  que  estaba  denunciado,  lo  que  induce  á  deducir  que  no 
había  pruebas  contra  Díaz,  mientras  él  mismo  no  se  delataba 
para  ser  expulsado.  Pretendía  por  fin  el  señor  Brakel  la  res- 
puesta de  tres  interrogaciones  cuya  respuesta,  según  la  nota 
del  mismo  señor  Ministro,  no  podían  producir  resultado  alguno. 
Que  la  carta  de  11  de  Mayo  hubiese  venido  directamente  de 
Curazao,  ó  por  otra  vía,  nada  pudiera  haber  probado  contra  la 
negativa  de  Díaz  de  ser  suya  la  carta ;  negativa  que  era  consi- 
derada bastante  para  inutilizar  la  prueba  presentada.  Que  la 
hubiese  entregado  al  Gobierno  el  mismo  Mendoza,  á  quien  era 
dirigida,  ó  lo  hubiese  sido  por  otra  persona,  ó  tomada  en  un 
equipaje,  ó  sorprendida  á  un  prisionero,  ó  interceptada  en  medio 
de  las  hostilidades,  tampoco  pudiera  haber  producido  efecto 
contra  la  negativa  de  Díaz,  que  bastaba  para  su  absolución, 
según  el   señor  Ministro. 

Ko  se  alcanza,  pues,  qué  objeto  práctico  pudieran    tener 
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esas  caestioDes,  si  no  faese  el  de  probar  cierta  abandancia  de 
cortesía  de  parte  del  señor  BrakeL 

El  resaltado,  poes,  de  la  gestiÓQ,  no  pudo  haberse.  Así 
dio  logar  al  párrafo  de  la  nota  de  27  de  Agosto  del  mismo 
afio  de  1874,  en  que  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  dijo 
al  señor  Brakel,  entre  otras  cosas  lo  sigaiente : 

'^Oomo  he  tenido  el  honor  de  exponerlo  á  Y.  B;,  la  isla 
de  Onrazao  continúa  siendo  ano  de  los  centros  de  conspiración 
contra  la  paz  de  la  Bepública,  y  Lnis  María  Díaz  es  el  prin- 
cipal y  más  activo  agente  de  esa  conspiración.  De  ello  tiene 
el  Gobierno  dutos  irrecasables,  y  no  paede  ni  debe  someterlos 
á  las  consecnencias  de  ana  averignación,  siempre  pública^ 
cuando  la  más  severa  reserva  es  exigida  en  interés  de  la  conser- 
vación de  la  tranquilidad  del  país,  y  cnando,  en  leales  reía- 
clones,  es  permitido  al  Gobierno  de  la  Bepáblica  apelar  á  la 
creencia  privada  del  Exmo.  señor  Gobernador  de  Oarazao^ 
á  la  de  Y.  E.  misma  y  á  la  de  todos  los  vecinos  de  aqaella  isla|. 
para  quienes  es  notoria  la  participación  de  Díaz  en  las  com- 
binaciones contra  Yeneznela;  pero  además,  debo  declarar  á  Y.  E., 
que  el  mencionado  Luís  María  Díaz,  después  de  la  muerte  de 
Pedro  José  Bojas,  ha  sido  elegido  por  un  círculo  revolucionario 
para  jefe  del  movimiento  que  se  proyecta.  Si  ésta  declaratoria 
que  hago  á  Y.  B.  en  términos  esplícitos,  si  las  tres  cartas  tras- 
mitidas á  Y.  B.,  la  última  de  las  cuales,  aunque  negada  por 
Díaz,  por  no  tener  su  firma,  puedo  asegurar  á  Y.  E.  que  pro-» 
cede  de  Curazao,  dirigida  por  aquel  y  venida  á  poder  del  Ilus- 
tre Americano  por  motivos  que  no  me  es  dado  revelar,  ni  hay 
derecho  para  inquirir  si  los  antecedentes  de  Díaz  comprobados 
con  documentos  auténticos,  que  también  he  tenido  el  honor  de 
pasar  á  Y.  E.,  si  todo  eso,  y  lo  que  es  de  notoriedad,  aquí  co- 
mo en  Onrazao,  no  forma  un  cúmulo  de  prueba  bastante  entre 
dos  Gobiernos  amigos,  para  alcanzar  que  sea  alejado  de  aqael 
territorio  el  que  está  dañando  al  Estado  vecino,  y  se  preten- 
den todavía  más  pruebas  para  proceder  contra  Luíh  María  Díaz, 
Y.  E.  se  servirá  convenir  en  que  no  queda  otro  recurso  á  Ye- 
neznela,  que  adoptar,  para  su  seguridad,  medidas  que  la  pon- 
gan al  abrigo  de  las  tentativas  de  hu8  enemigos  eo  Curazao.  ^ 
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Sin  embargo,  terminó  la  nota  declarando  qae  se  snspen- 
darían  tales  medidas  hasta  saberse  la  decisión  definitiva  res- 
pecto de  Díaz. 

Más  adelante  se  encontrará  á  Díaz  siempre  en  Oarazao,  co- 
mo director  de  las  hostilidades  contra  el  Gobierno  de  Yene- 
znela,  y  miembro  importante  de    aquel  comité  revoincionario. 

Inmediatamente  después  de  pasada  la  nota  cnyo  párrafo 
queda  copiado,  apenas  mes  y  medio  después,  estalló  la  revolu- 
ción de  Ooro,  armada  y  municionada  por  colonos  de  S.  M,  el 
Bey  de  los  Países  Bajos,  de  la  isla  de  Curazao,  hombres  qae, 
como  lo  dijo  el  Ministro  de  Belaciones  en  9  de  noviembre  del 
mismo  7é,  <<  hacen  materia  de  industria,  y  de  lucro  vergonzoso 
y  crimina],  los  desastres  y  la  sangre  del  pueblo  venezolano; 
pertinacia  y  escándalo  y  crueldad  inauditos,  que  distinguen  á 
aquella  Colonia  hace  ya  medio  siglo.    Sin  productos  naturales 

« 

ni  manufacturados,  ni  artefactos  de  ninguna  especie,  quieren 
hombres  sin  conciencia  enriquecerse,  arruinando  las  rentas  de 
Venezuela  con  el  contrabando,  ó  ensangrentando  esta  tierra 
vecina  y  ejemplarmente  inofensiva*'' 

Ya  introducidos  millares  de  fusiles,  de  municiones  y  demás 
elementos  de  guerra,  de  la  isla  de  Curazao  á  Ooro,  como  á  otros 
puntos,  y  á  una  isla  desierta  en  la  parte  oriental  de  la  Be- 
pública  ;  maduros  los  planes  y  cumplidas  las  órdenes  del  comité 
revolucionario  de  Curazao,  estalló  la  revolución  contra  el  Go- 
bierno constitucional  de  Venezuela  el  17  de  Octubre  del  año 
anterior,  y  el  señor  Gobernador  de  la  Colonia,  que  hasta  en- 
tonces había  hecho  tal  uso  de  su  autoridad  que  produjera  el 
escándalo  de  una  revolución  en  un  país  vecino  y  amigo,  to- 
davía permitió  la  salida  de  diferentes  buques  holandeses,  con 
armas  y  municiones }  y  apenas  salidos,  y  cuando  quizás  era  el 
Gobierno  de  la  Bepública  el  que  pudiera  haber  ocurrido  á  Cu- 
razao, como  en  efecto  sucedió,  á  comprar  armamento,  pareció 
á  S.  E.  ya  oportuno  expedir  y  publicar  su  decreto  del  27  del 
mismo  Octubre,  prohibiendo  la  exportación  de  pólvora,  muni- 
ciones, armas  de  fuego  y  blancas,  y  otros  elementos  de  guerra. 
A  este  tiempo  mismo,  advierte  á  todos  los  que  se  encuentren 
en  la  Colonia  que  de  ninguna  manera  pueden  mezclarse  direc- 
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ta  pi  indireotamente  en  los  negocios  de  Yenezaela,  porque   se 
expondrían  á  ana  persecnoión. 

De  este  modo,  se  prohibía  á  los  baenos  venezolanos  que 
se  encontraran  en  la  isla  y  á  los  agentes  que  el  Gobierno  de 
la  Bepública  tnviese  ó  mandase  á  la  Colonia,  hacer  cosa  al- 
guna en  la  defensa  de  sa  Gobierno  y  de  la  paz  de  la  Be- 
pública,  caando  los  enemigos  de  ella  habían  hecho  todo  cnanto 
era  necesario  para  encender  la  gaerra  civil  y  segnían  gozando 
una  presnnción  mny  fondada  de  poder  continuar  como  lo 
hicieron 

Oasi  simultáneamente  se  publicaba  en  el  número  18  del 
€ivilUadój  periódico  de  Curazao,  un  escrito  perfectamente  im- 
parcial y  razonable,  que  descorría  el  velo  perfectamente  á 
la  verdadera  situación. 

El  declara  que  el  objeto  de  la  guerra  provocada  estaba  re* 
ducido  á  un  pequeño  número  de  negociantes  de  la  Oolonia,  que 
queriendo  mediar  exclusivamente,  por  medio  del  fraude  y  de 
un  contrabando  ruinoso  del  Erario  de  Venezuela,  empleaban 
aquel  medio  criminal  para  dar  en  tierra  con  las  leyes  y  re- 
glamentos que  el  Gobierno  había  dictado  con  el  fin  de  ex- 
tirpar aquel  contrabando  y  proteger  el  comercio  honrado  de 
Venezuela.  El  escritor  dice  respecto  á  esa  conducta  de  los 
contrabandistas  de  Curazao,  lo  siguiente: 

"  Exponen  nuestro  comercio  á  ser  ahora  en  realidad,  el  blan» 
co  de  medidas  que  le  darán  el  golpe  mortal.  Después  de  todo 
lo  que  de  aquí  tuvo  lugar,  en  los  últimos  días,  tales  medidas 
estarían  de  todo  punto  justificadas.  El  Gobierno  de  Guzmán 
Blanco  sabe  perfectamente  bien,  dónde  ha  sido  tramada  la  re- 
volución de  Coro  que  intenta  su  caída ;  no  le  es  un  secreto  de 
dónde  proceden  las  armas  de  las  cuales  se  servirán  los  insu» 
rrectos,  el  dinero  con  que  pagarán  sus  soldados,  ni  tampoco 
en  dónde  han  sido  impresos  la  proclama  ó  la  alocución  del 
jefe  de  la  insurrección,  del  General  Colina  y  otras  piezas  más. 
(Los  habitantes  de  La  Vela  no  han  visto  desembarcar,  en 
pleno  día,  elementos  de  guerra  T  ¿  I^o  saben  ellos  los  nombres 
de  los  buques  que  los   han  conducido  Y  " 

i  Podrían  publicarse  en   Curazao  estos   hechos  bí  no  fuesen 
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verdades,  si  de    algún  modo  hubieran  podido  ser  desmentidos, 
lo  qne   tampoco  sucedió  f 

Pero  veamos  lo  comprobado  judicialmente.  El  Coronel 
Florentino  Hernández,  declaró  ante  el  Capitán  del  puerto  de 
La  Guaira,  como  amigo  de  todos  los  Capitanes  de  buques  ho- 
landeses venidos  de  Curazao,  Bonaire  y  Oruba,  que  todos  lo  han 
informado  confidencialmente  de  los  hechos  siguientes : 

Que  el  comité  de  Curazao  lo  componen  los  sefiores  Je- 
surumj  Oduber^  J,  £•  Móndesíj  Agente  de  Venezuela,  EveriZj  y  un 
hijo  y  socio  del  señor  Jéhudá  Sénior j  cuyo  padre  es  neutral, 
un  hebreo  llamado  MadurOj  y  el  venezolano  Luís  María  Díaa  : 
que  el  comité  se  entiende  en  Coio  con  los  generales  Lean  Oo- 
lina,  Adames^  Bieraj  Ramón  Rivas^  Romuaido  Falcan  y  otros : 
que  de  Curazao  han  salido  muchos  elementos  de  guerra 
para  Coro,  Maracaibo,  el  Centro,  y  para  todo  el  Oriente :  que 
)a  goleta  Midas  era  la  capitana  entre  los  buques  que  hacían 
ese  tráfico,  y  qne  eran  despachados  de  Curazao  como  para  Santo 
Domingo ;  y  que  en  la  isla  de  Bonaire  se  reunieron  algunos 
de  los  del  comité  de  Curazao  con  el  General  Level  de  Goda, 
en  conciliábulo  revolucionario. 

El  ciudadano  Bafael  Aristeiguieta,  Capitán  del  barco,  de- 
claró :  que  es  voz  pública,  que  la  mayor  parte  de  los  comerciantes 
hebreos  de  Curazao,  y  algunos  venezolanos,  componen  el  co- 
mité :  qne  estaban  dispuestos  á  dar  sus  capitales  contra  el 
Gobierno  de  Venezuela  :  qne  el  comité  se  entendía  en  Coro 
con  los  Generales  Oolinaj  Adames,  Ramón  Rivas,  Riera^  Romtuildo 
Faleón  y  otros :  que  lo  introducido  en  Coro  y  otros  puntos, 
procedentes  de  Curazao,  habia  sido  muchos  fusiles,  machetes, 
revólvers  con  una  cantidad  superior  de  pólvora,  para  Ooro,  Ma- 
raeaiboy  el  Centro  y  el  Oriente^  sacándolo  todo  como  para  Santo 
Domingo  ]  y  que  también  salieron  en  las  embarcaciones  que 
conducían  dichos  elementos  varios  oficiales  militares  facciosos 
de  Venezuela.  Que  también  ha  sido  informado  de  la  junta  ha< 
bida  en  Bonaire  de  individuos  de  Curazao,  y  del  mismo  lugar, 
con  el  General  Level  de  Goda. 

El  ciudadano  Antonio  Gonell  declara  preoisame'^te  los 
mismos  particulares  que  los  testigos  ya  citados. 
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El  ciadadano  Pedro  Istúriz  coincide  perfectamente  con  las 

declaraciones  anteriores. 

Estas  declaraciones  fneron  todas  ratificadas  ante  el  jnez 
de  primera  instancia  del  Estado  Bolívar. 

La  goleta  Bolivita^  armada  al  servicio  del  Gobierno,  estaba 
en  el  puerto  de  La  Vela  y  se  apoderaron  violentamente  do 
ella  los  rebeldes  de  Ooro,  destinándola  á  sn  comanicación  coa- 
tínaa  con  Oarazao,  convertido  en  cuartel  general.  Las  aaCo- 
ridades  de  la  isla  permitieron  la  libre  entrada  y  salida  de  la 
nave,  como  toleraron  también  qae  en  la  misma  Colonia  fae* 
sen  seducidos  dos  marineros  de  un  guarda-costa  venezolano 
para  que  desertaran,  como  lo  hicieron,  y  pasaron  á  formar 
parte  de  la  tripulación  de  la  Bolimta.  Zarpó  ésta  para  el 
paerto  de  La  Vela,  con  recursos  y  correspondencia,  que  como 
luego  se  descubrió,  comprobaba  que  Curazao  era. el  foco  de 
la  revolución  de  Venezuela.  No  hubo  funcionario  que  se  opu- 
siera, ni  siquiera  procurase  una  indagación  para  evitar  el 
envío  de  auxilios,  en  sostén  de  la  guerra  contra  el  Gobierno 
constitucional  de  la  Bepública.        ^ 

Después  de  todo  esto,  hallándose  en  el  puerto  de  la  Co- 
lonia la  goleta  de  guerra  venezolana  J^aro,  y  sin  duda  que  por 
simples  rumores,  el  Procurador  general  se  dirige  al  Coman- 
dante de  dicho  buque,  reclamando  á  Aguedo  Beyes  y  José  B. 
Afies,  que  suponía  estar  á  bordo  de  dicho  buque  de  guerra 
JViro,  porque  según  el  seQor  Procurador  general,  habían  co- 
metido á  bordo  de  la  BoUvita  hechos  punibles,  de  que  la  jus- 
ticia no  podía  prescindir,  y  á  esta  demanda  contestó  el  Co- 
mandante de  la  Faro,  como  era  debido  y  natural,  negándose 
á  la  gestión,  y  negando  también  el  hecho  en  que  se  pretendía 
fundarla. 

De  todo  esto  aparece,  que  autoridades  que  aparecían  como 
ausentes  de  la  isla,  para  todo  lo  que  fuese  hostil  al  Gobierno 
constitucional  de  Venezuela,  llevaban  «u  celo  en  todo  lo  que 
pudiera  favorecer  la  revolución  hasta  cometer  excesos,  como 
el  de  quererse  entender  el  Procurador  directamente  con  el  Co- 
mandante de  un  buque  de  guerra  extranjero,  y  como  preten- 
der  que  entregara  individuos  de  su  tripulación. 
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El  Agente  confidencial  de  Venezuela  para  Santo  Domingo^ 
en  viaje  á  sa  destino,  toca  en  Onrazao,  y  cumpll^ido  órdenes 
del  Gobierno,  procede  á  investigar  quiénes  fueron  los  indivi- 
duos del  comité,  y  resulta  que  son  Abraliam  JeauruMj  John 
Maalf  EttrtZj  Odnber  Rermcmos^  un  apoderado  del  General 
Quesada  j  Lean  Leiba ;  y  que,  en  efecto,  de  aquella  isla  ha- 
bían salido  las  armas  y  municiones  para  la  revolución  de  Coro» 

A  fines  de  noviembre,  á  más  de  un  mes  de  haberse  in- 
surreccionado en  Ooro  los  rebeldes,  todavía  sale  de  Curazao  la 
goleta  Enero  de  74  conduciendo  provisiones  para  ellos,  y  con- 
duciendo á  los  Jefes  revolucionarios  Ignacio  Oalán,  Teófilo 
OeliSy  Emiliano  Memdmdez  y  otros,  hasta  el  número  de  diez. 
El  embarque  se  hizo  con  tal  publicidad  que  es  imposible  que 
pudiera  haberse  ocultado  á  las  autoridades  de  la  isla  así  como 
debiera  parecer  imposible  que  Oalán  que  antes  había  sido  ex- 
pulsado de  Curazao,  á  instancia  del  Gobierno  de  Venezuela, 
pudiese  volver  á  la  Colonia  libremente,  concurrir  á  las  juntas 
revolucionarias,  celebrar  pactos  con  los  jefes  insurrectos  en 
Coro,  y  combinar  y  realizar  su  .entrada  á  Venezuela  sin  el 
menor  inconveniente. 

El  mismo  día  que  salía  la  goleta  Enero  de  74,  con  provi- 
siones y  jefes  revolucionarios  para  Coro,  avisa  el  Agente  del 
Gobierno  en  aquella  isla  que  el  señor  Ch>bernador  le  había 
negado  el  permiso  para  exportar  mil  fusiles  para  el  Gobierno 
de  Venezuela. 

Del  informe  del  Agente  confidencial  de  la  República  en 
Santo  Domingo,  fecha  11  de  Enero  de  75,  como  del  evacuado 
por  el  Cónsul  venezolano  en  St.  Thomas  el  28  de  Diciembre, 
aparece  que  la  goleta  holandesa  Elviniaj  cumpliendo  órdenes 
de  la  casa  A.  J.  Jesurum  ék  Zoon^  de  Curazao,  y  con  patente 
de  sanidad  del  Cámul  holandés  para  Curazao j  embarcó  6.000 
libras  de  pólvora,  y  que  aunque  fue  despachada  como  para 
Santo  Domingo,  no  llegó  á  aquel  puerto. 

Por  certificación  del  Ministerio  de  Belacioned  Exteriores  de 
aquella  Bepública,  de  13  de  Enero  de  75,  aparece  que  la  go- 
leta holandesa  Isabel^  procedente  de  Curazao,  había  entrado 
el   12  de  Octubre  de  74  trayendo  á  bordo  lo  siguiente: 


\ 
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Una  caja  con  50  resmas  de  papel.  Una  caja  con  tamliores  y 
cornetas.  04  cajas  de  25  libras  pólvora  en  latas.  124  barria- 
les de  pólvora  de  26  libras  cada  ano.  30  cajas  con  2.000  for- 
nituras. 05  cajas  con  2.000  fasiles.  20  barriles  con  100  quin- 
tales balas  de  plomo.  100  barriles  con  100  quintales  plomo 
en  barras.  5  cajas  con  525.000  pistones.  53  cajas  con  1,080 
fusiles. 

Y  por  certificación  del  mismo  Ministerio  de  Belaciones  Bz« 
teriores  de  Santo  Domingo,  resulta  que  diez  y  ocho  días  des^ 
pues,  esos  mismos  elementos  de  guerra  son  embarcados  en 
la  goleta  holandesa  Enero  de  74,  como  con  destino  á  Trinidad ; 
y  estos  elementos  se  verá  más  adelante  cómo  fueron  destina- 
dos á  la  revolución  en  Oriente,  contra  el  Gobierno  constitu- 
cional de  la  Bepúblioa. 

Del  mismo  modo  lo  fueron  cincuenta  y  siete  cajas,  con 
mil  ciento  veinte  fusiles,  despachados  de  Santo  Domingo  por 
los  mismos  agentes  de  Curazao,  en  la  goleta  Indiana^  el  17 
de  noviembre. 

La  goleta  holandesa  Mviniay  que  antes  queda  dicho  fue 
despachada  de  St.  Thomas  como  para  Santo  Domingo,  donde 
está  prohibida  la  importación  de  armas  y  municiones^  que  no 
pertenezcan  á  aquel  Ctobierno,  salió  de  St*  Thomas,  el  28,  y 
á  las  cuarenta  y  ocho  horas  desembarcaba  un  marinero  en 
Curazao,  avisando  al  comité  revolucionario  su  llegada;  y  si- 
gue el  día  31  capeando  frente  al  puerto.  En  esas  cuarenta  y 
ocho  horas,  procediendo  de  St.  Thomas  y  estando  frente  á  Cu- 
razao, no  era  posible  que  hubiese  tocado  en  ningún  otro  punto, 
y  evidentemente  tenía  la  pólvora  á  su  bordo.  El  mismo  día 
dispone  el  comité  que  siga  la  Mvinia  para  La  Yela,  condu- 
ciendo la  pólvora.  La  tripulación  se  niega  á  correr  aquel  pe- 
ligro, y  en  el  acto  prepara  el  comité  la  OoliM^  que  recibe, 
al  anochecer,  varias  cajas  como  de  jabón,  pero  conteniendo 
pertrechos ;  cambiase  el  Capitán,  Teófilo  Celis,  por  el  holan- 
dés David  .Gearste,  viene  á  tierra  el  Capitán  de  la  EMnia^ 
sálela  OoZi&ri  y  ambas  hacen  rumbo  al  Oeste.  El  mismo  día 
2  declara  el  joven  Pedrito,  que  acaba  de  ver  á  la  Oolibri  fon- 
tienda  en  el  puerto  de  La  Yela.    El  5  entra  en  el  puerto  de 
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Ourazao  la  Ulviniu^  y  dos  horas  después  la  Colibrí^  y  qaeda 
ron  camplidos  todos  los  planes  del  comité  revolacionario  de 
Onrazao. 

E!  4  de  Enero  dice  de  Puerto  España  P.  Laveanx  á  Pedro 
Docharnie,  en  carta  qne  le  dirige  á  su  caiuparaento  de  Güiria, 
qne  Jeiurum  escribe  en  22  de  Diciembre  anterior  al  Doctor  Bri- 
cefío  á  St.  Thomas,  carta  que  Briceno  le  ha  dado  original  y 
en  que  dice  Jesurum  lo  siguiente.  ^'He  recibido  carta  de  Colina^ 
diciéndome:  ^^  Estoy  muy  bien,  teogo  6.000  hombres  con  bue- 
nas posiciones  en  Barqnisimeto,  también  un  boletín  de  gnerra 
qne  no  se  lo  mando  porque  está  en  la  imprenta  re*imprimién- 
dose." 

El  mismo  Jesummy  en  21  de  Diciembre  de  74,  dice  en  carta 
de  su  puño  y  letra,  lo  siguiente: 

'^Mi  estimado  amigo  :-*-Becibí  su  grata  carta  de  5  del  que  cur- 
sa y  le  doy  las  gracias  por  sus  informes.  Por  acá  no  hay  más 
novedad  que  la  derrota  de  Márquez,  aunque  Guzmán  dice  lo 
contrario  y  está  echando  roncas  y  mentiras  para  arruinar  á 
los  que  sin  conciencia  le  acompañan  para  después  proclamarse 
Emperador  6  Bey.  De  Ooro  nada  sabemos,  pues  hay  mucha 
corriente  :  los  botes  no  pueden  remontar.  Apure  á  los  amigos 
por  allá  para  que  obren  de  acuerdo  y  pronto  ]  así  sólo  daremos 
fin  á  la  cuestión.  Deseo  le  vaya  bien  y  cuente  siempre  con  su 
afectísimo  amigo. — JesurumP 

En  4  de  Koviembre  de  74  declara  el  General  Joaquín  Pérez, 
que  habiendo  residido  en  Ourazao  desde  el  22  de  ¿Setiembre,. 
fue  invitado  por  Enrique  Lara,  Arbonio  Pérez  y  Luis  Level  de 
Goda  para  la  revolución  contra  el  Gobierno  de  Venezuela,  de- 
pendiente de  un  centro  revolucionario  en  aquella  isla,  com- 
puesto de  los  venezolanos  Luis  María  Díaz  y  Level  de  Qoda^  y 
los  holandeses  Ahraham  Jesurum^  Jehudá  Sénior j  JSvertz  y  Odúber. 
Que  en  aquellos  días  y  en  los  siguientes^  se  recibió  y  confirmó 
la  noticia  del  alzamiento  del  General  Colina  en  Coro,  y  se 
equiparon  tres  boques  de  Jesurumi  Ia  Midas,  la  Julia  y  la 
Providencia,  y  otra  goleta  la  Isabel,  qne  decían  ser  propiedad 
de  Pólica  Beyes;  y  que  estos  buques  fueron  cargados  con  5.000 
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fasiles,  vestaarioBf  pertrechos  y  pólvora  para  el  Estado  Cloro. 
Qae  este  embarqae  se  hizo  en  pleno  día,  sin  que  padieraa  ig> 
norarlo  las  autoridades  ni  persona  algana  de  aqaella  pequeña 
población.  Qae  dirigió  el  embarqae  el  General  venezolano  £ac« 
cioso  Fernando  Adames^  estando  presentes  los  mencionados  Je^ 
^urum^  Sénior j  BverU^  y  Oduber  y  también  Coche  Méndez*  Qae 
€sas  armas  y  municiones  salían,  para  embarcarse,  del  Fuerte  de 
la  isla,  y  fueron  embarcadas  por  individuos  de  la  tropa  holan- 
desa. Que  era  público  y  notorio  en  la  isla  que  dichos  elementos 
de  guerra  eran  suministrados  por  los  mencionados  hebreos,  en 
íntimo  contacto  con  el  General  faccioso  Fet'nando  Adames, 

El  General  Juan  Grisóstomo  Tinoco,  vecino  de  Valencia, 
residente  en  Curazao  en  los  últimos  tres  meses,  declara  tam» 
bien  en  4  de  Noviembre,  los  mismos  particulares,  añadiendo 
qae  Jesurum  suministraba  los  fondos  y  los  buques,  sin  que 
las  autoridades  de  la  isla  se  dieran  por  entendido  de  un  mo- 
vimiento tan  notorio,  que  nadie  ignoraba  en  aquella  pobla- 
ción. 

El  Coronel  Pedro  Zárraga,  vecino  de  Maracaibo  y  resi- 
dente en  Curazao  desde  fines  de  Abril  de  74  hasta  ]ífoviembre| 
declara :  que  desde  su  llegada  á  Curazao  fue  impuesto  de  los 
movimientos  revolucionarios  que  allí  existían  para  hacer  guerra 
al  Gobierno  de  Venezuela ;  que  el  Comité  era  compuesto  de 
los    mismos  hebreos  que  quedan   mencionados,    en    unión  con 

Imís  María  Díaz,  Arbonio  Pérez,  Francisco  Antonio  Sandoval^ 
Enrique  Lara  y  el  General  Lilis  Level  de  Goda ;  que  la  MidaSy 
la  Providencia  y  la  Ana  Isabel,  salieron  cargadas  de  los  ele- 
mentos de  guerra,  y  aunque  todo  era  público,  las  autoridades 
de  la  isla  nada  hicieron  para  impedirlo ;  que  se  entregaba  todo 
á  bordo  al  General  faccioso  Fernando  Adames»  Que  el  23  de 
Octubre  salió  de  Curazao  la  Midas,  en  lastre,  y  según  voz 
pública,  iba  á  trasbordar  un  parque  que  estaba  ya  oculto  en 
la  isla  de  La  Tortuga,  para  llevarlo  á  las  costas  del  Oriente 
de  Venezuela. 

El  Coronel  Andrés  González,  vecino  de  Maracaibo,  residente 
en  Curazao  desde  Agosto  hasta  Noviembre  de  74,  declara  pre- 
cisamente todos    los   particularea    de    las  precedentes    exposi* 
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cioDes,  añadiendo:  que  el  dinero  con  que  se  hieíeron  estas 
expediciones  era  principalmente  de  Jesurunij  y  también  de  los 
demás  hebreos  nombrados,  con  íntimo  contacto  con  el  faccioso 
^Jeneral  Adames. 

Pedro  Regalado  Yillavioencio,  vecino  de  Maracaibo  y  resi- 
dente en  Oarazao  desde  Setiembre  á  Noviembre,  declara :  qne 
Luis  Lwel  de  Qoda^  Luis  María  JHaZj  Bamán  Bivas^  Arbimio 
Pérez^  Enrique  Jjara,  Manuel  Baptiata^  Norherto  Oiménez  y  José 
María  Perozo^  y  los  hebreos  holandeses  qne  quedan  nombrados, 
formaban  nn  clnb  revolucionario  en  aquella  Golonia,  contra  el 

Gobierno  de  Venezuela :  añade  que  al  mismo  Capitán  del  Fuerte 
de  Ourazao,  lo  vio  en  su  propio  guigue  remolcando  ponches  car- 
gados de  elementos  de  guerra  para  embarcarlos  para  Ooro. 

El  General  Alberto  Gómez,  vecino  de  Maracaibo,  residente 
en  Curazao  tres  meses  hasta  Noviembre,  dice:  qne  desde  su 
llegada  á  la  isla  estuvo  presenciando  los  movimientos  y  apres- 
tos de  guerra  que  se  hacían  contra  el  Gobierno  de  Venezuela. 
Menciona  los  mismos  hebreos  como  miembros  del  comité  agre- 
gando á  otro  Odüber,  Declara  que  la  Julia  donde  se  embar- 
caron Adames  y  Bivas^  llevaba  60.000  pesos  en  dinero  efectivo  ; 
que  las  goletas  Fravideneiaf  la  Isabel  y  la  Midas,  condujeron  al 
puerto  de  La  Vela  armas  y  municiones.  Dice  que  la  Isabel  y  la 
MidaSf  fueron  destinadas  á  llevar  otros  elementos  á  la  isla  de 
La  Tortuga^  para  ser  trasladados  al  Oriente  de  Venezuela.  Que 
era  público  y  notorio  que  las  autoridades  de  la  Oolonia  con- 
sentían y  tácitamente  autorizaban,  todas  aquellas  operaciones. 

El  6  de  Noviembre  declara  el  General  José  Gregorio  Mora, 
vecino  de  Maracaibo,  que  pasó  de  tránsito  por  Curazao,  que 
vio  salir  una  goleta  llamada  Isabel^  cargada  de  fusiles,  la  cual 
llevaba  guía  para  Santo  Domingo,  pero  que  públicamente  se 
sabía  que  descargaría  en  costas  de  Coro  el  armamento  que 
conducía.  Qne  en  Curazao  eran  de  toda  notoriedad  los  propó- 
sitos de  aquella  guerra,  siendo  los  promotores  principales  Abraliam 
Jesurum  y  Luis  María  Díaz;  que  una  balandra  holandesa 
condujo  á  Coro  á  los  facciosos  JEmiliano  Hernández,  Norberto 
Giménez,  Manuel  Baptista,  José  María  Perozo  y  un  tal  Gandido, 
los  cuales  llevaban  armas  de  precisión.    Que    en  el   acto  del 
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embarque  vio  á  Luis  María  Diaz  y  al  Doctor  JPrandseo  Antonio 
SoMdoval  qae  se  despedían  ooa  abrazos  de  los  qae  partían,  que 
quedan  nombrados^  Que  supo  también  que  la  goleta  Pro^ 
videncia  había  llevado  elementos  de  guerra  á  las  costas  de 
Ooroy  conducidos  por  los  Generales  facciosos  Fernando  Adames 
y  Bamón  Bivas.  Que  el  holandés  Carrea^  hebreo,  le  dijo  que 
todos  allí  hostilizaban  á  Venezuela  y  habían  contribuido  con 
dinero  para  la  revolución,  y  que  si  él  no  había  dado  plata 
también  era  porque  no  tenía ;  pero  que  Curazao  tenía  derecha 
á  hostilizar  al  Gobierno  de  la  Bepública  porque  el  General 
Guzmán  Blanco  lo  perjudica  con  sus  decretos  sobre  comercio. 
Que  Luis  Oduber,  interrogado  por  el  declarante,  le  contestó 
categóricamente  que  sí  estaba  en  el  movimiento  y  lo  ayudaba. 

El  Doctor  Eduardo  Ortiz,  vecino  de  Oaraoa^,  acabado  de 
llegar  de  Onrazao,  ampliando  una  declaración  rendida  el  día 
antes,  confirma  las  que  quedan  extractadas. 

Estas  declaraciones  fueron  todas  ratificadas  ante  el  Juez 
de  Primera  Instancia  del  Distrito  Federal,  en  P  del  mismo 
Noviembre,  con  adiciones  importantes. 

En  el  mismo  4  de  Noviembre  declaró  ante  el  Gobernador 
del  Distrito  Federal  el  General  Maximiliano  Iturbe,  vecino  del 
Estado  Falcón,  que  hasta  su  salida  de  Ooro,  no  habían  introdu- 
cido elementos  de  guerra,  pero  que  después  ha  sabido  que  dos 
goletas  de  Abraham  Jesurum  las  habían  conducido;  que  el 
comité  revolucionario  de  Ourazao  sabía  que  se  componía  de 
los  mismos  hebreos  que  aparecen  en  las  declaraciones  an- 
teriores. 

El  5  del  mismo  declaró  el  Doctor  Eduardo  Ortiz  que,  es- 
tando en  Curazao,  supo,  por  ser  público  y  notorio  que  los 
revolucionarios  de  Coro,  habían  obtenido  de  comerciantes  de 
Curazao  9.000  fusiles,  1.000  barriles  de  balas,  y  otros  tantos 
de  pólvora  del  modo  siguiente:  4.040  fusiles  y  100  rifles  de 
60  tiros  cada  uno,  y  pólvora  y  balas  en  proporción ;  para  el 
Oriente  de  Venezuela,  2.000  y  un  pico  de  fusiles  y  otros  tan- 
tos á  la  costa  de  Puerto  Cabello:  que  había  en  la  isla  más 
elementos  de  guerra,  á  disposición  de  los  revolucionarios :  que 
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tres  ó  cuatro  embarcaciones  menores,  entre  ellas  la  goleta 
Pfiyeiñ/efMMk^  condajeron  esos  elementos ;  y  la  ya  citada  condnjo 
al  faccioso  General  Adames  á  Ooro,  y  á  los  señores  Arbonio 
Pérez  y  Henrique  Lara^  á  las  costas  de  Pnerto  Cabello:  qae 
el  comité  de  Onrazao  se  compone  de  los  mismos  individuos 
que  qnedan  nombrados  en  las  declaraciones  anteriores:  qae 
la  revolnción  alega  como  motivo  las  medidas  del  General 
Gnzmán  Blanco  restrictivas  del  contrabando:  que  el  señor 
LHba^  también  comerciante  de  la  isla,  ha  sido  contribu- 
yente como  Jesurumj  Oáuber  y  Maal  con  40.000  pesos  cada  uno, 
EvertZy  con  20.000  y  Léiba  con  6.000 :  que  en  los  $  20.000  con 
que  contribuyó  Evertz  tiene  10.000  el  señor  Jacóbo  B.  Mandes^ 
actual  Agente  comercial  de  la  Eepública  en  aquella  isla :  que 
los  amigos  del  Gobierno  de  Venezuela  en  Curazao  se  quejaban 
amargamente  de  esa  conducta  de  Ooohe  Méndez^  faltando  á  sus 
deberes  públicos,  no  solo  retardando  considerablemente  el  aviso 
de  la  revolución  de  Ooro  al  Gobierno,  sino  por  haber  despa- 
chado buques  para  La  Vela,  por  empeño  d^l  comité  con  más 
armas  y  municiones  de  boca  y  guerra,  dinero  y  otros  recur- 
sos, y  vestuarios  de  tropa  que  el  Gobierno  le  había  ordenado  man- 
dar á  Riera,  cuando  este  desempeñaba  la  Comandancia  de  armas 
de  Coro,  y  no  lo  había  hecho  Méndez  sino  cuando  tuvo  per- 
fecto conocimiento  de  estar  Riera  traicionando  sus  deberes: 
que  el  comité  de  Curazao  tiene  conocimiento  de  las  disposi- 
ciones del  Gobierno  de  Venezuela  por  los  escribientes  del 
Consulado :  que  también  se  quejan  de  la  conducta  observada 
por  Luis  María  Diaz^  Bector  del  colegio  Vargas,  que  era  el 
más  activo  revolucionario  contra  el  Gobierno  constitucional  de 
Venezuela.  *^ 

Pasadas  estas  declaraciones  al  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia para  su  ratificación,  se  verificó  ésta  el  día  13  de  No- 
viembre. 

Ante  el  mismo  Juez  de  Primera  Instancia  declaró  Rafael 
SanjQS,  en  13  del  propio  mes,  que  es  natural  de  Maracaibo 
y  vecino  de  Curazao:  que  con  motivo  de  su  permanencia  allí 
pudo  imponerse  de  la  existencia,  en  aquella  isla,  de  un  comité 
revolucionario,  presidido  por  Luis  María  Díaz,  tramando  contra 
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la  paz  de  Venezaela :  que  esos  planes  son  conocidos  por  todos 
los  habitantes  de  la  isla :  que  antes  de  sa  salida  presenció  el 
eqaipo  y.  carga  de  pertrechos  de  la  goleta  Julietaj  propiedad 
de  Abraham  Jesurum,  que  fae  despachada  para  Ooro  después 
del  movimiento  revolacionario*  Qae  los  elementos  de  gnerra 
que  llevó  esta  goleta  faeron  sacados  del  Faerte  de  la  isla  y 
embarcados  en  los  ponches  por  los  soldados  de  la  gaamícióni 
recibiéndolo  todo  á  bordo  el  señor  Jesurum.  Que  también 
presenció  la  salida  de  la  goleta  Midas  con  pliegos  cerrados 
para  la  costa  de  Ooro:  que  este  viaje  se  verificó  después  de 
llegada  la  Midds  de  St.  Thomas  llevando  á  los  Generales  Jhnv 
liana  Hernández  y  José  Gregorio  Colina  y  traído  de  regreso  al 
primero  y  un  cargamento  de  pólvora,  quedando  Josi  Gregorio 
Colina  en  St  Thomas  para  seguir  en  comisión  á  las  costas 
del  Oriente  de  Venezuela.  Qae  las  autoridades  de  Curazao 
no  impidieron  de  manera  alguna  esos  aprestos  y  operacionesi 
y  aunque  los  buques  cargados  de  elementos  de  guerra  iban 
guiados  para  Santo  Domingo,  no  sólo  sabían  todos  que  esto 
era  falso,  sino  que  regresando  esos  buques  en  tan  breve  tiempo 
era  cosa  evidente  que  no  podían  haber  ido  á  Santo  Domingo 
ni  otro  punto  que  no  fuera  de  Venezuela. 

El  General  Juan  Bautista  García,  eu  fecha  13  de  Diciembre 
de  74,  declara  ante  el  Tribunal  Nacional  de  Hacienda  en  Gn* 
maná :  que  es  notoria  la  participación  de  comerciantes  de 
Curazao  en  la  revolución  que  acababa  de  estallar,  así  como 
la  del  señor  Ahraliam  Jemrmmy  proporcionando  sus  buques  y 
elementos  de  guerra,  que  á  ciencia  y  paciencia  de  las  autori- 
dades de  la  isla  se  habían  proporcionado  á  la  revolución .  Que 
la  goleta  Midas^  según  voz  pública,  había  desembarcado  parte 
de  esos  elementos  en  las  islas  de  La  Tortuga  y  Coche ;  que 
por  el  señor  Bamón  Moreno,  dueño  y  Capitán  de  la  goleta  na* 
cional  SnUana^  llegado  á  Cumaná  el  9  del  propio  mes  y  salido 
de  Curazao  el  28  del  anterior,  estaba  informado  de  que  el  dicho 
Moreno,  en  el  empeño  de  carenar  su  buque  en  el  clepe  de 
Jesurvm^  había  tenido  que  disimnlar  su  fidelidad  al  Gobierno, 
y  que  por  esto  tuvo  ocasión  de  conocer  en  el  señor  Jesurumj 
como  en  otros  individuos  de  la  Colonia,  qoe  eran  enemigos  en- 
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carnizados  del  Gobierno  de  Yenezuela,  y  prestaban  sa  coopera- 
ción á  los  insarreotos.  Qae  allí  supo  qae  la  Midas  había  traído 
para  ellos  á  Yenezoela  elementos  de  gnerra,  y  una  misión  qae 
no  pudo  averigaar.  Qae  estando  en  Garazao  llegó  la  goleta 
Indiana^  qae  había  desembarcado  al  General  Luis  Level  de 
Godaj  y  á  sus  compañeros  revolucionarios  qae  había  traído  de 
Trinidad  á  las  costas  de  Barcelona,  y  qae  hora  y  media  des- 
paés  de  sa  llegada  fae  despachada  en  solicitad  de  elementos 
para  la  revelación. 

El  mismo  día  declara  el  General  Enríqne  Silva,  Capitán 
del  paerto  de  Gamaná,  qae  sabe  qae  existe  en  Garazao  an 
comité  revolacionario,  organizado  para  la  rebelión  de  Vene- 
zaela;  qae  pertenecen  á  él  Abrah.am  Jesurum^  Oduberj  Moál, 
Consuegra  y  otros;  qae  á  ese  comité  están  sabordinados,  en 
sas  operaciones  políticas  y  militares,  los  jefes  qae  se  han  levan- 
tado contra  el  Gobierno ;  qae  todo  Garazao  sabe  qae  se  han  man* 
dado  baqaes  á  la  costa  de  Goro  con  elementos  de  gaerra  para  la 
revolación  y  qae  ano  de  dichos  baqaes  fae  la  goleta  MidaSf  y  qae 
según  declaración  del  sirviente  de  cámara,  rendida  ante  el  de- 
clarante, dicha  goleta  condujo  también  armas  y  mnniciones 
para  las  costas  orientales,  desembarcando  ana  parte  en  la  isla 
de  La  Tortuca  y  otra  en  Coche ;  qae  la  arribada  forzosa  qae 
pretextó  la  Midas  para  llegar  á  Gamaná,  carecía  de  funda- 
mento, pnes  qae,  despachada  para  Trinidad,  decía  qae  arribaba 
para  tomar  agaa,  caando  sólo  tenía  cnatro  días  de  navega- 
ción: qae  está  persuadido  de  qae  las  autoridades  coloniales 
de  Garazao,  ó  han  sido  calpables,  ó  demasiado  indiferentes, 
prestando  pábulo  á  los  revoltosos  y  dando  oportunidad  para 
que  salieran  impunemente  de  la  isla  elementos  de  guerra  para 
la  revolución.  Que  ha  sido  impuesto  de  que  Pedro  Ducharme 
y  sus  compañeros  en  la  insurrección  de  la  costa  de  Güiria, 
han  recibido  armamento  y  elementos  de  guerra  de  la  isla  de 
Santo  Domingo    por  órdenes  del  comité  de  Garazao. 

El  ciudadano  Bernardo  Serra  declara  en  8  de  Enero  de 
75,  en  el  Tribunal  Nacional  de  Hacienda  de  Gumaná,  que  no 
deja  duda  que  la  goleta  Midas  había  recalado  á  las  costas  de 
Oriente  para  introducir  elementos  de  guerra,  y  que  por  informes 
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de  UQ  joven  qae  estaba  á  bordo  de  dicho  buqae,  sabía  ei  de- 
clarante y    también  el  señor    Aurreooechea  y  el    Capitán   de 

paerto,  que  el  referido  bnque  desembarcó  elementos  de  gaerra 
en  la  isla  desierta  de  La  Tortuga  y  eo  la  de  Margarita;  que 
cree  que  Garazao  es  la  que  ha  cooperado  á  la  insurrección ; 
que  en  la  isla  de  Coche  se  habían  desembarcado  400  y  pico 
de  fósiles;  que  según  le  había  manifestado  el  señor  Bamón 
Moreno,  Capitán  de  la  goleta  nacional  Sultana^  todos  los  judíos 
residentes  en  Curazao,  con  rara  excepción,  estaban  comprome- 
tidos en  la  rebelión. 

El  ciudadano  José  Ildefonso  Guevara  declara,  eu  el  mismo 
Tribuna],  que  había  sabido  por  el  luterventor  de  la  Aduana  marí- 
tima de  aquel  puerto  de  Cumaná,  que  la  goleta  holandesa 
Midus^  propiedad  de  Abraham  Jesurwny  había  desembarcado  eu 
Coche  y  Chacopata  400  y  pico  de  fusiles;  noticia  que  tuvo 
Serra  del  General  Manuel  Morales  y  éste  de  otra  persona  que 
no  recuerda.  Que  todo  el  mundo  sabe  que  Curazao  es  un  foco 
permanente  de  guerra  civil  contra  Venezuela  ;  que  en  los  envíos 
de  armas,  etc.,  se  habían  ocupado  la  goleta  Midas ^  la  Julieta 
y  otras. 

En  9  del  mismo  Enero  declara  David  Salías,  que  se  le 
había  presentado  en  su  establecimiento  mercantil  Jaoobo  Lindo^ 
de  St.  Thomas,  conduciendo  al  Capitán  de  la  goleta  Midas^ 
á  quienes  ofreció  sus  servicios  mercantiles ;  pero  que  penetrado 
de  que  se  creía  en  la  ciudad  que  aquellas  personas  venían 
con  un  fin  criminal,  les  negó  la  hospitalidad. 

El  mismo  día  declara  el  General  Manuel  Morales,  que  Isi- 
doro Gómez  se  encontraba  en  el  mes  de  Octubre  anterior,  en 
negocios  propios  en  la  isla  de  Margarita,  y  habiendo  pasado 
en  iN'oviembre  á  Cumaná,  le  dijo  que  los  Generales  Matos, 
sobrino  del  General  Pulido  y  Santos  Bellorín,  habían  recibido 
en  Coche  462  fusiles  y  62  cajas  de  pertrechos  elaborados,  lle- 
vados allí  por  la  goleta  MidaSy  de  propiedad  de  Ahraham  Je* 
surum^  y  que  este  mismo  bnque  había  dejado  en  la  isla  de  La 
Tortuga  500  y  pico  de  fusiles  con  destino  á  Barcelona.  Que 
ha  oído  decir  que  uno  de  los  primeros  agentes  de  la  revolución 
es  el  judío  Abraham,  Jeswrum. 
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Isidoro  Gómez  declaró  el  propio  día,  en  el  mismo  tribunal, 
lo  siguiente :  <^Entre  17  y  18  del  mes  de  Octubre  último  me 
encontraba  en  Porlamar,  y  me  convidó  Santos  Bellorín  á  echar 
un  paseo,  y  salí  con  él  en  dirección  á  ]a  playa,  allí  nos  en- 
contrados con  los  hermanos  Matos,  sobrinos  del  General  Pu- 
lido :  y  dijo  Bellorín  ^<  vamos  á  bordo,"  y  llegamos  á  un  fa- 
lucho que  no  conozco  su  nombre;  y  le  dijo  á  un  individuo 
que  tampoco  supe  su  nombre ;  ^^compadre,  leve  el  ancla  f  enton- 
ces yo  le  dije,  '^  compadre  Bellorín,  para  dónde  Tamos  1"  y 
me  contestó :  ^^  para  Coche  á  recibir  el  armamento  que  viene 
de  Curazao  mandado  por  Jesurum :  ''  llegando  á  Coche  nos 
desembarcamos,  y  Santos  nos  dejó  en  la  playa  y  salió  él  solo, 
y  á  pocos  momentos  reapareció  con  un  hombre  que  no  conozco, 
que  gritó  al  Capitán  de  un  buque,  que  estaba  allí  fondeado,  y  que 
me  dijo  Bellorín  era  de  la  propiedad  de  Jesurum^  que  viniera 
á  tierra ;  y  habiendo  llegado  el  Capitán  con  tres  más,  se  pu- 
so á  la  Toz  con  Bellorín  y  los  hermanos  Matos,  y  entonces  el  Ca- 
pitan  mandó  uno  para  que  le  echaran  los  botes  al  agua,  y 
trajeran  el  armamento  á  tierra.  Desembarcado  el  armamento^ 
se  contó,  y  resultaron  462  fusiles,  preguntando  luego  los  her- 
manos Matos  si  no  había  más  armamento  á  bordo,  les  contestó 
el  Capitán  ^'  no  hay  más  f  y  dijeron  ellos  ^'  cómo  puede  su- 
ceder que  no  haya  más  armamento  á  bordo,  cuando  en  la  co- 
rrespondencia constan  1,000  fusiles  1"  y  el  Capitán  contestó  : 
que  habiendo  encontrado  en  La  Tortuga  una  comisión  con  or« 
den  para  entregarle  500  fusiles,  los  marineros  por  equivoca- 
ción desembarcaron  538,  que  por  consiguiente,  462  que  eran 
el  resto  los  entregaba  á  ellos  con  68  cajas  de  pertrecho  ela- 
borado. Becibido  el  armamento  me  det^pedí  con  Bellorín  de 
los  hermanos  Matos;  estos  quedaron  en  la  isla  de  Oochej  he- 
chos cargo  del  armamento.  Hemos  llegado  á  Porhimar  al  ama- 
necer, y  me  despedí  de  Bellorín  y  me  fui  para  El  Valle,  en 
donde  permanecí  hasta  que  pude  venirme  á  esta  ciudad,  hu- 
yendo ^^e  los  revolucionarios.^' 

Este  testigo  es  un  vecino  de  la  isla  inglesa  de  Trinidad, 
de  tránsito  por  sus  negocios  en  Margarita  y  Cnmaná.  Agre- 
gó que  no  sabe   en  donde  pusieron  lo  desembarcado  en  la  isla 
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de  Coehe  porgue  al  regceaar  para  Porlamar,  bb  estaban  oai- 
gBDdo  DO  sabe  para  dónde,  aiendo  además  ya  de  nocbe. 

£1  General  José  Patricio  Silva,  en  13  del  miemo  mes  de 
Enero,  declaró  en  el  mismo  tribunal :  qae  habiéndolo  convidado 
Santos  Bellorfn  á  un  paseo  6  la'isla  de  Coche,  fiíe  con  él  y 
con  los  hermanos  Matos,  y  al  llegar  encontraron  un  baque 
fondeado  qae  habla  traído  para  aquellos  seQorea  400  y  pico 
de  fósiles  y  60  y  tautas  cajas  de  pertrecho  eleborado:  qne  Be- 
llorín  dijo  que  aqnel  buque  era  de  Jesurwn,  qne  venía  de 
Oarazao,  y  que  también  habla  descargado  en  la  isla  de  La  Tor- 
tuga ¿00  y  pico  de  fusiles,  con  destino  á  Barcelona.  Que  ha- 
bía oído  públicamente  qae  en  Goiazao  existía  un  comité  re- 
Totnciouario  contra  el  Gobierno  eonstitacional  de  Yeneznela,  y 
que  las  autoridades  de  aqnella  Colonia  no  impedían  las  ope- 
raciones de  dicho  comité,  en  cuanto  á  remitir  á  nuestras  costas 
elementos  de  guerra  y  recarsos  provechosos  á  la  revolución. 

En  15  de  Febrero  declara  ante  el  Administrador  de  Adua- 
na de  La  Yela  de  Ooro  Luis  G.  Bosas,  qne  el  día  22  ó  23 
de  Octubre  del  año  anterior,  se  desembarcaron  en  aqnel  puerto, 
procedentes  de  Ourazao,  4.000  y  pico  de  fusiles,  y  pólvora  y 
plomo  en  grao  cantidad,  oondacidos  por  las  goletas  Julia  y 
Providenoia,  remitidos  por  el  comité  de  Onrazao,  compuesto 
de  LuU  Odvier,  Lean  Léíba,  AbraJuaa  Jaurum  y  Sverta,  y  que 
en  Enero  anterior  se  desembarcaron  también  2€0  barriles  de 
pólvora,  traídos  de  Oarazao  por  la  goleta  OolÜrl,  j  que  la 
balandra  holandesa  Qreat  Hastem,  ooodiúo  también  de  Curasao 
á  aquel  puerto,  plomo,  y  se  ocupaba  en  traer  y  llevar  la 
correspondencia  entre  los  revolacionarios  y  el  comité  de  aque- 
lla isla. 

El  15  del  mismo,  Alberto  Negrón  declara  lo  mismo  qne  ha- 
bía dicho  Luis  G.  Bosas. 

En  16  declara  Pedro  Alvarez,  que  estando  en  aquel  pnerto 
de  La  Vela  presenció  el  desembarco  de  4.040  fusiles,  muchas 
cajas  de  pertrechos  y  barriles  de  plomo,  oondacido  todo  por 
las  goletas  holandesas  Juíía  y  Providencia,  procedentes  de  Cu- 
razao ;  y  que  habiendo  ido  pocos  días  deapnés  á  aquella  Ooloaia, 
aupo  que  los  remitentes  de  aquellos  elemeutos  para  la  iusurreoción 
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eran  Abraham  Jesurumj  Luis  Odubery  León  Léiba  y  Sveriz^  que 
componían  el  comité  revolacioDario,  establecido  en  Corazao^  y  que 
los  barriles  de  pólvora  que  condujo  la  goleta  Oolibri  al  puerto 
de  La  Vela,  en  Enero  anterior,  fueron  trasbordados  á  ella  de 
la  goleta  EMniaj  qne  venia  de  St.  Thomas ;  y  en  fin  que  la 
balandra  Greai  Sastern  era  el  paquete  entre  Onrazao  y  La 
Vela. 

El  mismo  día,  Garlos  Auiar  declara  precisamente  lo  mis* 
mo  declarado  por  Pedro  Alvarez,  todo  lo  cual  le  consta  porque 
son  hechos  ciertos. 

El  18  declara  Miguel  Givila  lo  mismo  que  los  declarantes 
anteriores,  y  añade  que  cada  vez  que  salía  del  puerto  de  Cu- 
razao, le  daban  gritos  desde  los  muelles,  de  mueras  aUPresu 
dente  de  la  Bepublica^  sin  que  las  autoridades  tomaran  medida 
alguna  para  impedirlo,  y  que  en  uno  de  los  días  en  que  estuvo 
en  Curazao,  mandando  un  buque  de  guerra  venezolano,  quiso 
la  policía  saltar  á  bordo  de  la  goleta  de  guerra  de  su  mando, 
la  Faroy  para  registrar  el  buque,  por  informes  de  los  revolu- 
cionarios, lo  cual  resistió  como  Comandante  del  buque« 

F.  Mari»  González,  en  el  mismo  día,  declara  afirmando 
los  mismos  particulares  de  las  declaraciones  anteriores,  y  añade, 
que  estando  un  día  á  la  capa  frente  á  Curazao,  en  la  balandra 
nacional  de  guerra  Paloma^  de  la  cual  era  Jefe,  le  informaron 
que  los  revolucionarios  de  la  isla  trataban  de  tripular  la  goleta 
holandesa  Providmda^  para  salir  á  apresar  la  balandra  Palomaf 
lo  que  no  se  efectuó  por  resistirlo  el  dueño  de  la  goleta. 

Añade  que  la  balandra  Qreat  Eastem  era  la  conductora  de 
la  correspondencia  facciosa. 

El  19  declara  Manuel  Partida  que  el  día  16  de  Octubre, 
horas  antes  de  embarcarse  paia  Oruba  con  el  Gteneral  M.  Iturbe, 
le  informaron  varios  de  los  individuos  que  figuraron  en  la  re- 
volución del  día  siguiente,  que  ellos  tenían  en  Curazao  uo  co- 
mité compuesto  de  Ahraham  Jesurum^  Luis  Oduber^  Jaoobo  JS. 
Méndez,  y  un  tal  Uvertz,  y  que  habiendo  ido  después  á  Cu- 
razao, supo  de  un  modo  positivo  qne  las  goletas  holandesas 
JuUa  y  Promdeneia  habían  embarcado  en  aquella  isla  un  número 
éonsiderable  de  fusiles  y  otros  elementos  de  guerra  para  Coro, 
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y  que  faeron  desembarcados  en  La  Vela:  que  sapo  también 
que  la  goleta  holandesa  Oolihri  había  desembarcado  en  el  mis- 
mo puerto  gran  cantidad  de  barriles  de  pólvora  para  los  in- 
surrectos. 

En  21  del  mismo  mes,  Simplicio  Gnanipa  declaró :  qae  el 
22  ó  23  de  Octubre  del  año  anterior  de  1874,  presenció  en  el 
puerto  de  La  Vela  el  desembarque  de  un  número  considerable 
de  fusiles  y  otros  artículos  de  guerra  conducidos  de  Ourazao  por 
las  i^oletas  holandesas  Providencia  y  Juliaj  y  fae  informado  de  que 
aquellos  elementos  eran  remitidos  de  Onrazao  por  Abráham  Je* 
surum,  Luis  Odubery  Evertz  y  un  tal  Miial^  que  componían  el 
comité  revolacionario.  Añadió  que  en  Enero  anterior  desem- 
barcó también  la  goleta  holandesa  Colibrí  una  gran  cantidad 
de  barriles  de  pólvora  para  loa  insurrectos. 

En  22  del  mismo  declara  Pedro  M.  Urdaneta,  que  en  22  ó  23 
de  Octubre  próximo  pasado  presenció  en  La  Vela  el  desembarco 
de  4.000  y  pico  de  fusiles,  varias  cajas  de  pertrechos  y  muchos 
barriles  de  plomo,  y  otros  bultos  más  cnyo  contenido  ignora, 
todo  conducido  de  Curazao  por  las  goletas  holandesas  Julia 
y  Providmeia ;  y  que  supo  por  los  mismos  revolacionarios  que 
esos  elementos  de  guerra  eran  remitidos  de  Gnrazao  por  Ábr^Jh- 
ham  Jeaurunij  Luis  Oduber^  León  Léíba  y  un  tal  Evertz  que 
componían  el  comité  revolucionario:  que  en  el  mes  de  Enero 
se  desembarcaron  en  el  mismo  puerto  más  de  200  barriles  de 
pólvora,  conducidos  por  la  goleta  holandesa  Colibrí  y  que  la 
balandra  holandesa  Oreat  Ea^terñ^  procedente  de  Curazao,  con- 
dujo también  plomo  y  traía  y  llevaba  la  correspondencia  fac- 
ciosa entre  Coro  y  Cnrazao. 

El  24  declara  Candelario  Vargas  que  en  22  ó  23  de  Oc- 
tubre último  se  desembarcó  en  el  puerto  de  La  Vela  un  gran 
número  de  fusiles,  cajas  de  pertrecho,  barriles  de  plomo  y 
cananas. 

El  mismo  día,  Pedro  Lucas  Pérez  declaró  lo  mismo  que 
el  testigo  anterior,  añadiendo  que,  en  Enero  último,  la  goleta 
holandesa  OoliM  había  también  desembarcado  más  de  200  ba- 
rriles de  pólvora  para  los  revolucionarios  y  que  oyó  decir  que 
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todo  era  remitido  de  Curazao  por  el  comité ;  pero  que  ignora 
quiénes  lo  componían. 

El  26  siguiente  declara  Vicente  Vázquez,  que  en  Octubre 
del  año  anterior  presenció  en  el  puerto  de  La  Vela,  el  desem- 
barque de  una  gran  cantidad  de  elementos  de  guerra,  traídos  de 
Curazao  por  las  goletas  holandesas  Providencia  y  Julia  para 
la  revolución  que  estalló  en  el  Estado  en  el  mismo  mes  de  Oc- 
tubre: que  no  sabe  quién  remitiera  esos  elementos,  pero  que 
los  conducía  de  Curazao^  el  General  Femando  Adames. 

En  otra  probanza  hecha  ante  el  Administrador  de  la  Adua- 
na terrestre  de  La  Vela  de  Coro,  en  28  de  Febrero  último,  de- 
clara Pedro  Alvarez  que  conoce  personalmente  á  algunos  de 
los  miembros  del  comité  revolucionario  de  Curazao,  como  Lui8 
y  Francisco  Odvherj  Lean  Léiba^  nn  señor  Feertz^  y  un  señor 
Maal :  que  conoce  también  los  buques  salidos  de  Curazao  con 
los  elementos  de  guerra  en  los  días  de  la  revolución,  los  cuales 
fueron :  las  goletas  holandesas  Julia  y  Providencia  y  la  ba- 
landra Oreat  Fastern  y  la  Colibrí;  y  en  fin,  que  le  consta  que 
fueron  desembarcados  en  aquel  puerto. 

Antonio  Molina  declara,  que  conoce  como  miembros  del  co- 
mité revolucionario  de  Curazao  á  los  señores  Odvber^  Francisco 
y  Luis,  y  sabe  también  que  la  goleta  holandesa  Providencia  y 
la  inglesa  Colibrí^  llevaron  á  aquel  puerto  de  La  Vela  ele- 
mentos de  guerra. 

Carlos  Aular  declara :  que  conoce  á  algunos  de  los  miembros 
del  comité  revolucionario  de  Curazao  que  son  Abraham  Jesurum^ 
Luis  Oduberj  Francisco  Oduber^  León  Léiba,  un  señor  Evertz^  y 
un  señor  Maal :  que  sabe  que  las  goletas  holandesas  Julia  y 
Providencia^  la  inglesa  Colibrij  y  la  balandra  Oreat  Eastern^ 
condujeron  de  Curazao  los  elementos  de  guerra  que  fueron 
desembarcados  en  el  muelle  de  aquel   puerto.* 

Bernardo  Bocanegra  declara  :  que  viniendo  de  Coro  al  puer- 
to de  La  Vela  encontró  en  el  tránsito  muchos  carros  condu- 
ciendo fusiles  y  elementos  de  guerra  \  que  llegado  al  puerto  supo 
que  allí  se  habían  desembarcado  dichos  elementos  procedentes  de 
Curazao,  de  la  goleta  holandesa  Julia,  la  Colibrí  y  la  Providencia  ; 
que  por  oídas  sabe  que  el  comité  revolucionario  de  Curazao  era 
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compaesto  de  Luis  y  Franeisco  Odtiberj  Abrahafn  Jesurum^  y 
an  sefior  Evertzj  que  son  los  remitentes  de  dichos  pertrechos. 

Alberto  Negrón  declara,  qae  vio  llegar  á  aquel  puerto  de 
La  Vela  de  Ooro  á  las  goletas  holandesas  Providencia  y  Julia 
y  la  balandra  Oreat  Eastemy  con  machas  cajas  de  fasiles^  car- 
tacheras,  plomo,  y  demás  elementos  de  gaerra,  cayo  desembar- 
que fue  público  y  notorio,  por  el  maelle  de  aquel  puerto;  y 
que  según  voz  pública,  todo  venía  de  Curazao,  mandado  por 
un  club  revolucionario  compuesto  de  Abraham  Jesurum^  los  Sverfz^ 
un  señor  Oduber^  y  otros  holandeses  de  Curazao ;  que  además, 
estando  en  el  campo,  oyó  decir  que  la  goleta  Oolíbri  había 
también  venido  con  elementos  de  guerra. 

Luis  G.  Bosas  dijo :  que  efectivamente  ví6  llegar  á  aquel 
puerto  de  La  Yela,  las  goletas  holandesas  Providencia  y  Julia 
y  la  Qreat  Eaatem^  todas  cargadas  con  muchas  cajas  de  fusiles, 
cartucheras,  plomo  y  demás  elementos  de  guerra,  siendo  pú* 
blico  y  4iotorio  su  desembarque  por  el  muelle  de  aquel  puerto  \ 
y  la  voz  pública  era,  que  se  remitían  de  Curazao,  por  un  club 
revolucionario,  compuesto  de  A.  Jesurum^  EvertZy  Luis  Oduber  y 
otros  subditos  holandeses  que  él  no  conoce.  Dice  saber  también, 
que  la  Oolíbri  fue  á  aquel  puerto  en  los  días  de  la  revolución 
con  los  elementos  de  guerra,  y  fue  apresada  por  buques  del 
Gobierno  de  la  Bepública,  frente  á  dicho  puerto. 

En  otra  prueba  evacuada  en  el  Tribunal  nacional  de  ha- 
cienda del  puerto  de  La  Yela,  en  25  de  Marzo  último,  apa- 
rece también  lo  siguiente: 

Pedro  Alvares  declara,  que  conoce  de  nombre  y  vista  á^las 
personas  que  tomaron  parte  en  la  rebelión  de  Coro,  como  agen- 
tes y  miembros  del  comité  revolucionario  en  Curazao,  cuyos 
nombres  son :  Luis  y  Fr<mcisco  Oduber ^  León  Léíbaj  EvertZj  an 
señor  Maal  y  Abraham  Jesurum :  que  los  buques  conductores  de 
elementos  de  guerra  de  Curazao  á  La  Yela,  fueron  las  goletas 
holandesas  Julia  y  Providenday  la  balandra  Oreat  üastem  y 
la  goleta  inglesa  Colibrí.  Sabe  también  que  esos  elementos  fue- 
ron desembarcados  en  aquel  mismo  puerto. 

Agustín  Delgado  declara  que  vio  llegar  á  aquel  puerto  de  La 
Yela  de  Coro  las  goletas  holandesas  Julia  y  Providencia  y  la 
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balandra  Qreat  Bastem^  oon  machas  oajas  de  fósiles,  oartachos, 
plopo  y  demás  elementos  desembarcados  en  el  maelle  de  aqael 
puerto:  qae  era  público  y  notorio  qae  dichos  elementos  de  gne- 
rra  eran  enviados  de  Oarazao  por  nn  clab  revolncionario,  com- 
puesto de  Abr^iham  Jesurum^  Bvertz^  Luis  y  Fremcisco  Oduber^ 
y  otros  holandeses  de  Curazao.  Declara  también  que  la  Ooli» 
Ifi  desembarcó  en  aquel  muelle  mucha  pólvora  y  plomo,  lo 
cual  presenció. 

Pedro  Urdaneta  declara  lo  mismo  que  e)  testigo  anterior. 

Bernardo  Bocanegra  declara  en  los  mism  os  términos. 

Y  Luis  6.  Bosas  atestigua  lo  que  los  dos  testigos  an- 
teriores. 

El  Ministerio  de  Belaciones  Interiores  hizo  comparecer  el 
9  de  Noviembre  de  74  á  B.  D.  Schoonnewolff,  Alejandro  Weg- 
man,  y  Waldemar  Worm,  Capitán,  contramaestre  y  pasajero  de 
la  goleta  holandesa  MidaSj  y  demás  de  la  tripulación  que  se 
hallaban  en  la  cárcel  pública  de  Caracas,  para  tomarles  una 
declaración  instructiva,  y  citó  también  al  intérprete  oficial  sefíor 
Isaac  Pardo  y  al  Fiscal  de  Hacienda  pública  Doctor  J.  P.  Bo- 
jas  Paúl,  y  el  9  del  mismo  compareció  el  joven  Juan  Bodriguez, 
libre  de  prisiones,  y  declaró:  que  la  goleta  Midas  en  que  él 
navegaba,  había  salido  un  sábado  de  Bonáire  con  rombo  á 
Curazao  á  donde  llegó  el  mismo  día.  Qoe  en  ese  día,  23  ó  24 
de  Octubre  (de  74)  salió  de  Curazao  cargada  con  fusiles,  y 
ocho  cajones  de  pertrecho,  que  había  embarcado  ese  mismo  día 
y  qoe  extrajo  del  Foerte  de  la  isla  á  presencia  de  Abraham  Je- 
síirum  y  del  Cónsul  Méndez j  los  cuales  asistieron  al  embarque. 
Qoe  salió  é  hizo  rumbo  hacia  las  costas  de  Barcelona,  en  solicitud 
de  un  buque,  al  cual  iba  á  trasbordar  los  elementos  de  guerra  que 
conducía:  qoe  no  habiéndolo  encontrado,  se  dirigió  á  la  isla  TartU' 
ga,  donde  llegaron  á  las  8  de  la  noche  y  echaron  en  tierra  di- 
chos elementos :  que  desde  Curazao  á  La  Tortuga  invirtieron  seis 
días  y  que  al  llegar  á  ésta  hablaron  primero  en  tierra  con  un 
pescador  cuyo  nombre  ignora,  y  después  descargaron  los  ele- 
mentos. Que  en  la  madrugada  salieron  para  Punta  Araya, 
frente  á  la  cual  se  puso  la  goleta  á  la  capa,  y  íue  á  tierra  en 
el  bote  un  pasajero  que  había  en  la   goleta,   barbón,  y  que 
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llamaban  Mr.  Wwm^  el  cual  llevó  á  tierra  unos  papeles  y  que 
regresó  á  poco  tiempo,  siguiendo  la  goleta  para  la  isla  de  Oúéhe^ 
á  donde  llegó  á  las  5  de  la  tarde.  Qae  salió  el  mismo  Worm  en 
el  bote  con  los  marineros  Fletor  y  Dnjen,  y  desembarcaron  dos 
cajas  de  fósiles  y  caatro  cajones  de  pertrechos.  Qae  regresan- 
do Worm  y  los  dos  marineros  á  bordo,  hicieron  rumbo  á  Oa- 
maná,  á  las  seis  de  la  tarde,  y  llegaron  al  día  siguiente.  Aña- 
dió que  el  buque  que  iban  á  buscar  se  llamaba  Mary  y  que 
es  propiedad  del  señor  Jesurum  lo  mismo  que  la  Midas. 

El  mismo  día  compareció  Garlos  Oras,  grumete  de  la  go- 
leta Midas ^  como  de  edad  de  20  años,  y  que  está  á  bordo  de  ella 
hace  ya  tres  meses,  y  este  testigo  declara,  que  salieron  de 
Curazao  hacía  como  tres  sábados,  con  rumbo  á  Trinidad,  qo^ 
se  les  acabó  el  agua,  y  se  dirigieron  á  La  Tortuga  á  buscarla ;  que 
no  encontraron  allí  y  se  dirigieron  entonces  á  Oumaná,  en  bas* 
ca  de  agaa,  huevos  y  gallinas,  para  el  pasajero  que  iba  á  bordo. 
Que  sólo  sacaron  de  Curazao  coatro  barriles  de  agua,  que  ha- 
Bían  gastado  cinco  días  de  Curazao  á  Cumaná.  Que  el  Ca* 
pitan  traía  orden  de  ir  á  donde  el  pasajero  dijese.  Que  sólo 
eran  diez  personas  las  que  habían  en  la  goleta;  que  el  agua 
les  duró  tres  días  y  que  cuando  llegaron  á  Cumaná  estaba 
cerca  de  acabarse  el  último  barril,  que  era  el  segundo,  pues 
aunque  dijo  al  principio  que  sacaron  cuatro  barrileSi  solo  dos  te- 
nían agaa,  y  en  fin  que  aunque  vacía  la  goleta  Midas,  iba  á  2H- 
widad  á  llevar  al  pasajero  Mr.  Worm. 

El  testigo  siguiente  fae  Waldemar  Wormj  vecino  de  Curazao, 
y  en  la  propia  fecha  declaró :  que  había  salido  en  la  goleta  Midas 
de  Curazao  el  24  de  Octubre,  á  las  2  ó  3  de  la  tarde,  con  destino 
á  Trinidad  :  que  á  los  tres  días  le  dieron  una  agua  abombada,  y 
habiéndolo  observado  ;el  Capitán,  éste  le  contestó  que  era  nece- 
saria la  economía:  que  abrieron  otro  bocoy  y  el  agua  era  mejor* 
Qae  el  27,  quiere  decir  el  28,  estando  en  frente  y  en  calma, 
de  una  isla  llamada  Torttiguillaf  y  viendo  pescadores  en  tierra, 
pidió  el  bote  al  Capitán  y  fae  á  tierra:  que  habló  con  anos 
pescadores  pidiéndoles  agna  fresca,  frutas  ó  verdnras,  y  uno  de 
ellos  le  dijo  que  si  quería  quedarse  hasta  el  día  siguiente,  lle- 
vaiía  er  buque  á  on  lagar  de  la  isla  doode  había  agua  bue- 
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nA)  y  QQO  no  había  gaardias  ni  gente  en  toda  la  isla.  Qae  esto 
le  hizo  concebir  qae  estaba  en  un  pnerto  no  habilitado  y  volvió 
á  bordo  y  le  dijo  al  Oapitán  qne  sigaiera  viaje.  Qae  estando 
el  día  signiente  á  la  altura  de  Barcelona,  le  ananció  el  Oapitán 
qne  no  había  agna  para  segnir  á  Trinidad,  y  él  le  contestó  que  en* 
trase  en  el  primer  puerto  venezolano  que  encontrase :  que  lle- 
garon á  Onmaná  el  30,  entre  6  y  7  de  la  mañana.  Que  no  tiene 
obligación  de  decir  á  lo  que  iba  á  Trinidad:  que  sí  dijo  al 
Oapitán  de  la  Midas  que  en  la  Tortuguilla  había  agua :  que  la 
goleta  Midas  era  propiedad  de  Jeaurum :  que  no  había  contrato 
escrito  de  fletamento  del  buque:  que  iba  contratado  verbal- 
mente,  con  ocho  días  de  estadía,  de  Ourazao  á  Trinidad,  y  re- 
gresó, por  1«000  fuertes :  que  no  sabe  si  el  Oapitán  del  buque 
tiene  conocimiento  de  este  contrato. 

El  Oapitán  de  la  Midas  B.  D.  Bchoonnewolfí,  dijo :  que  el 
buque  pertenecía  á  Jesurum :  que  salió  de  Ourazao  el  2é  de 
Octubre  llevando  á  su  bordo  al  señor  W,  Wornij  pasajero 
fletador :  que  el  28  á  las  6  de  la  tarde,  y  frente  á  la  isla 
Tortuga^  fue  con  dos  marineros  á  tierra,  á  buscar  agna:  que 
le  dijeron  que  perdiendo  un  día  les  dirían  dónde  la  encon- 
trarían :  que  continuaron  viaje  al  Este ;  que  el  29  estaban  al 
noroeste  de  Barcelona  y  en  la  tarde  siguieron  á  Cumaná 
por  disposición  del  señor  Worm,  Qae  llegados  el  30  á  Cu- 
maná  entregó  á  los  empleados  de  la  Aduana  Ion  papeles  del 
buque,  haciendo  presente  qae  entraba  de  arribada,  y  pidió 
permiso  para  hacer  agua.  Que  sacaroa  de  Curazao  4  barriles  de 
.agua,  que  duraron  3  ó  4  días:  que  Worm  le  había  impuesto 
de  que  podía  hacer  agua  en  La  Tortuga^  demorándose  un  día. 
Que  él  creía  que  Worm  no  había  ido  á  la  Tortuguilla  sino  á 
La  Tortuga»  Preguntado  por  el  diario  de  la  navegación,  con- 
testó que  no  lo  empleaba  en  los  viajes  cortos  de  Curazao* 
Preguntado  por  la  patente  y  el  rol,  contestó  que  la  primera 
la  había  entregado  al  Jefe  de  la  falúa ;  porque  el  roji  lo  había 
dejado  á  bordo,  y  á  su  regreso  al  buque  no  lo  encontró. 
Preguntado  si  había  hecho  la  protesta  de  arribada  forzosa 
ante  el  Administrador  de  la  Aduana  y  el  Cónsul  de  su  Na* 
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oión,  dijo  qae  nó,  porqae  no  había  Oónsal  y  se  había  oeflido 
á  contestar  al  Administrador  las  preguntas  qae  le  hizo.  Pre- 
guntado por  el  oontrato  de  fletamento,  dijo  no  tenerlo.  Pre- 
iguntado  qné  instrucciones  tenía  de  Jemrum  sobre  el  fletamento, 
dijo  que  solo  la  de  conducir  á  Worm  como  pasajero  fletador. 
Preguntado  si  conocía  enemigos  declarados  del  Gk^bierno  de 
Tenezuela  en  Ourazao,  dijo  solo  saber  que  los  generales  LewH 
de  Ooda  y  Camero  salieron  de  Curazao  para  St.  Thomas  dos 
ó  tres  días  antes  de  zarpar  la  Midas.  Preguntado  cuántos  días 
se  echan  de  Ourazao  á  Trinidad,  dijo  que  en  estos  tiempos 
son  15  ó  16  días.  Preguntado  cuántos  barriles  de  agua  ne- 
cesita su  buque  para  esa  *navegacióa,  contestó  que  6  6  7  por 
lo  menos. 

El  10  compareció  de  nuevo  el  Capitán  de  la  Midas^  y  al 
pedir  ios  nombres  de  la  tripulación  de  la  goleta  extendió  y 
•consignó  la  relación  ñrmada  siguiente : 

Capitán,  B.  D.  Schoonnewolff.-^  Contra-maestre,  Jean  Hen- 
drick  Wegman. — Marinero,  Gerardo  Martis. — Id.  Carlos  Ton- 
ker.-«Id.  Lucien  Frank. — Cocinero,  Fedor  Dandare. — Muchacho, 
Wilhem  Curiel.— Id.  Carel  Crast. — Id,  Juan  Bodríguez.— Pasa- 
jero, W.  Worm. 

Preguntado  qné  viaje  hizo  la  goleta  Midas  inmediatamente 
antes  del  en  que  recaló  á  Cumaná,  dijo  que  uno  á  St.  Thomas, 
saliendo  el  7  y  regresando  el  17  del  mismo  Octubre,  y  que 
habiendo  ido  la  goleta  en  lastre,  regresó  con  pólvora  que  des- 
embarcó en  Curazao.  Preguntado  si  Jesurum  le  había  comu- 
nicado los  términos  del  fletamento,  contestó  que  no :  que  solo 
le  dio  orden  de  llevar  á  Worm  á  Trinidad.  Que  la  pólvora 
que  trajo  de  St.  Thomas  á  Curazao,  la  dejó  en  el  Fuerte  de 
la  isla.  Que  después  de  ese  viaje  á  St.  Thomas  hizo  uno 
á  Bonáire,  del  cual  regresó  dos  días  antes  de  salir  para 
Trinidad. 

Jean  Hendrick  Wegman,  contra-maestre  de  la  Midas^  de- 
claró, en  la  misma  fecha,  lo  que  el  Capitán,  respecto  á   salida 
de  Curazao  y  llegada  á  La  Tortuga.    Que  habían   sacado  de 
Curazao  tres  barriles  llenos  de  agua,  y  llegó  á   Cumaná  con 
•medio  barril,  siendo  el  cálculo  ordinario  uno  para  dos  días  y 
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diez  personas.  Oonfirma  el  dioho  del  Gapitán  del  viaje  anterior 
á  St.  Thomas,  de  donde  dice  qae  eondajeron  á  Onrazao  an 
pasajero,  cayo  nombre  ignora,  y  anas  40  cajas  de  pólvora  qae 
desembarcaron  en  el  castillo :  qae  despaés  llevaron  á  Bonáire, 
de  pasajero,  á  Worm,  qnien  decía  qae  iba  á  pasear,  como  de- 
cían en  esto  último  viaje,  qae  también  iba  á  pasear  á  Trini- 
dad. Qae  los  marineros  qae  faeron  á  tierra  de  La  TarUiga 
con    Wcrmy  fasxou  Laclen  Frank  y  Gerardo  Martis. 

Esto  declaró  ser  marinero  de  la  Midas^  qae  antes  de  esto 
viaje  con  destino  á  Trinidad  habían  hecho  ano  á  St.  Thomas, 
volviendo  á  Oarazao  con  an  pasajero,  cayo  nombre  ignora,  y 
40  cajas  de  pólvora,  qae  faeron  depositadas  en  el  Faerto.  Qae 
esta  pólvora  fae  despaés  pasada  por  los  soldados  de  la  gaar- 
nición  &  la  goleta  JiMetaj  de  Jeaurum  y  Zoan^  qae  salió  para 
Coro.  Qae  despaés  de  ese  viaje  á  St.  Thomas  hicieron  nno 
á  Bonáire,  llevando  á  Worm  y  regresando  con  él  á  Garazao: 
qae  el  24  salieron  de  nnevo  con  Worm  qaien  decía  qae  iba 
á  pasear  á  Trinidad.  Qae  llevaban  dos  barriles  llenos  de 
agaa:  qae  el  &*  día  llegaron  á  La  Tortuga^  donde  saltó  á 
tierra  Worm,  con  el  exponento  y  Lacien  Erank,  en  el. bote 
de  la  goleta.  Qae  los  dos  marineros  quedaron  en  el  bote  y  nada 
saben  de  tierra.    Que  no  sacaron  agua  de  allí,  y  qae  siguieron 

para  Gumaná,  donde  llegaron  el  30. 

El  11  declara  Julián  Guriel,  muchacho  de  cámara  de  la 
Midas,  coincidiendo  con  el  antorior  testigo  en  cuanto  á  la  salida 
de  Gurazao  conduciendo  á  Worruíy  para  Trinidad.  Dice  que  sacó 
dos  barriles  de  agua.  Beflere  del  mismo  modo  la  llegada  á 
La  Tortuga,  y  repite  lo  del  viaje  á  St.  Thomas  y  la  vuelta 
conduciendo  40  cajas  y  180  barriles  de  pólvora,  y  un  pasa- 
jero cuyo  nonkbre  ignora.  Eefiere  del  mismo  modo  el  pequeño 
viaje  á  Bonáire. 

Garlos  Tonker,  marinero  de  la  MidaSf  dice :  que  el  7  de 
Octabre  salieron  de  Gurazao  para  St.  Thomas  con  un  pasa- 
jero que  se  decía  ser  de  Maracaibo:  que  regresaron  el  19 
con  el  mismo  pasajero,  con  40  cajas  y  100  y  pico  de  barriles 
de  pólvora:  que  descargaron  el  19  y  salieron  el  20  para  Bo- 
náire, coD  Wornij  que  decía  ir  á  pasear.    Que  el  21  regresa  • 
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ron  con  él.  Qae  el  24  salieron  para  Trinidad  con  Wormj  cnyo 
objeto  se  ignora  cnál  faese.  Qae  salieron  con  dos  barriles  de 
agna,  llegaron  á  La  Tortuga;  qae  saltó  á  tierra  Warm^  vol- 
vió sin  agaa  y  signió  para  Gnmaná. 

Fedor  Dandare  dice :  qae  en  el  último  viaje  de  la  MidaSf 
de  Gorazao  á  St.  Thomas  y  viceversa,  ll^vó  á  St.  Thomas 
un  pasajero  qae  volvió  en  la  misma  goleta,  la  oaal  trajo  á 
Curazao  cajas  y  barriles  de  pólvora.  Qae  el  24  de  Octabre 
salieron  de  Oarazao  para  Trinidad  en  lastre  y  con  el  mismo 
Worm.  Qae  la  goleta,  después  de  salir  de  Oarazao,  no  tocó 
en  panto  algano  sino  en  Oamaná  el  30  de  Octabre  en  so- 
licitad de  agaa ;  qae  dos  barriles  de  agaa  fae  lo  qae  sacaron  de 
Oarazao,  y  tenían  al  llegar  á  Oamaná  todavía  ano,  casi  lleno, 
pero  el  Oapitán  dijo  que  no  alcanzaba  hasta  Trinidad.  Qae 
en  los  viajes  ordinarios  qae  hacia  la  goleta  de  Oarazao  á  St. 
Thomas  invertía  comanmente  tres  días  y  sacaban  4  barriles  de 
agaa  para  la  travesía,  llevando  la  misma  tripulación  qae 
hoy  tiene  el  bnqne.  Qae  el  Oapitán  en  sos  viajes  á  St.  Tho- 
mas llevaba  siempre  su  diario  de  navegación  y  qae  en  este 
viaj^  no  se  lo  vio   llevar. 

Oom pareció  el  mismo  día  Laclen  Frank,  marinero  de  la 
MidaSf  y  dijo  :  que  el  día  7  de  Octabre  salió  la  goleta  para  St. 
Thomas  no  llevando  pasajero  ninguno  ni  carga  :  que  regresó  de 
St.  Thomas  á  Oarazao  el  23,  sin  pasajero  algano  y  sólo  anos 
barriles  de  pólvora  que  recibieron  los  soldados  del  Faerte  de 
la  isla.  Qae  el  dia  siguiente  salieron  para  Trinidad  á  llevar 
al  pasajero  Worm  por  orden  del  dueño  de  la  goleta  Abraham 
Jesurum^  y  sin  tocar  en  otro  puato,  arribarou  á  Oumaná  para 
hacer  agua,  porque  se  les  estaba  acabando  la  que  habían  sa- 
cado. Qae  la  goleta  venía  en  lastre  :  que  el  Oapitán  había 
llevado  siempre  diario  de  navegación,  pero  que  en  este  viaje 
no  se  lo  vio  llevar. 

La  goleta  Midas,  propiedad  de  Abraham  Jesurum,  fondeó 
en  el  puerto  Sucre,  Oumaná,  el  30  de  Octubre,  procedente  de 
Onrazao,  en  lastre,  con  destino  á  Trinidad,  y  pretextando 
arribada  para  proveerse  de  agua. 

No  pudiera  estar    mejor  comprobado,  que  la  goleta  holán- 
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desa  Midds^  propiedad  entonces  de  Jesurum^  salió  de  OarazaO| 
cargada  de  fasiles  y  pertrechos,  para  trasbordar  á  la  goleta 
Mary  nna  parte  de  esos  elementos  de  gaerra,  contra  el  Oo- 
biemo  de  Yenezoela  y  segnir  ella  á  desembarcar  el  resto  en 
otro  pnnto  de  Yeneznela,  siendo  el  comisionado  Waldemar 
Worm  :  que  no  encontró  á  la  Mary  y  fae  á  la  isla  Tortuga^ 
qne  no  tiene  puerto  algano  habilitado,  violando  las  leyes  de 
Yeneznela,  y  allí  desembarcó  armas  y  pertrechos  destinados 
á  los  facciosos  qne  suponían  ya  alzados  en  Barcelona ;  pero 
ya  estaban  ó  aprehendidos  ó  prófugos  en  dispersión :  que 
siguió  á  Margarita  y  de  acuerdo  con  algunos  conspiradores 
de  aquel  punto,  pasó  con  ellos  y  con  los  elementos  al  islote 
de  Ooche^  desembarcó  las  armas  y  municiones,  y  siguió  á 
Oumaná,  á  comunicar  con  otros  conspiradores,  con  quienes  ya 
había  comunicado  en  Araya,  para  ir  á  Margarita  y  Coche. 
Aparece  Waldemar  Warm^  hombre  sin  fortuna,  que  alqui- 
laba sus  servicios,  gastando  sumas  para  un  paseo  á  Bonaire, 
y  después  invirtiendo  mil  fuertes  en  el  fletamento  de  un  buque» 
para  un  segundo  paseo  á  Trinidad,  en  una  pequeña  goleta, 
cuando  por  distintas  líneas  de  vapor,  con  gran  comodidad,  y 
la  décima  parte  de    esos  gastos,  podía  hacer  ese  paseo  en  la 

cuarta   parte   del  tiempo. 

Resulta  que  no  hay  dos  declaraciones  verdaderamente  con 
textes  entre  diez  individuos  pertenecientes  á  la  Midas :  según 
unos,  el  agua  iba  en  barriles,  y  según  el  pasajero,  en  bocoyes. 
Ta  son  cuatro  los  barriles,  ya  tres,  ó  ya  dos.  Llegaron  con 
agua  suficiente  á  Gnmaná,  ó  con  medio  barril,  ó  con  udo  en- 
tero :  y  los  unos  dicen  que  tocaron  en  La  Tortuga  ;  otros  que  en 
Tortuguilla ;  estotros  que  ni  en  uña  ni  en  otra!  Ya  qne  ha- 
bían  ido    á  Ooche,  ó  á  la  Punta  Araya,  ó  á  la,  Margarita,  ó 

ya  que  á  ninguno  de  los  tres  puntos;  mientras  que  testigos 
contextes,  y  entre  ellos  un  extranjero  en  viaje  de  Margarita  á 
Trinidad,  su  residencia,  de  manera  contexte  hace  constar  el 
desembarque  de  armas    y  municiones  en  Ooche. 

Pero  según  todos,  la  Midas  era  un  buque  holandés,  pro- 
piedad de  Jesurumy  procedente  de  Onrazao,  después  de  haber 
hecho  otros   viajes  cuyo  objeto  no   podía  ser  sino  el  mismo. 
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al  servicio  del  comité  de  Oarazao,  haciendo  gaerra  al  Gobierno 
de  Yeneznela. 

Prescíndese  en  esta  exposición  de  motivos  de  otras  machas 
pruebas  corroborantes,  porqne  lo  que  qneda  ya  consignado^ 
no  sólo  es  superabundante  para  qne  la  buena  fé  del  Gobierno  de 
S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos,  reconozca  la  justida  con 
que.  el  de  la  Bepública  entabla  su  demanda  de  indemnización 
de  gastos  y  perjuicios  ocasionados  por  subditos  de  B.  M.  en 
la  Colonia  de  Onrazao^  con  indudable  conocimiento  de  las 
autoridades  y  probada  condescendencia  qne  se  confunde  con 
la  complicidad  y  sino  que  en  cualquier  tribunal  de  justicia  bas- 
tarían esas  pruebas  para  ser  consideradas  como  plenas,  y  ame- 
ritar una  sentencia  favorable  al  derecho  de  Venezuela  en  la 
presente  reclamación. — Caracas :  Mayo  4  de  1875.*-Jeró«  María 
Blanco. 

lugestioi^^pienipo-  Legación  de  los  Bstados  Unidos  de  Ve- 
^•"'^''LÍmt^*''*'^  nezuela  en  los  Países  Bajos.— La  Haya:  Junio 
18  de  1875. — Señor  Ministro : — De  acuerdo  con  las  órdenes  del 
señor  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos 
de  Venezuela,  tengo  la  honra  de  remitir  á  V.  E.  adjunta,  una 
nota  oficial  que  el  señor  Ministro  dirige  á  V.  E.  acompañada 
de   las  dos  piezas  siguientes ; 

1*  Una  exposición  de  motivos,  de  63  tojas,  concernientes 
á  las  cuestiones  tratadas  en  dicha    nota  ; 

2^  Un  expediente  de  202  fojas,  conteniendo  documentos 
justificativos  en  apoyo  de  los  hechos  establecidos  en  las  pie- 
zas susodichas. 

Me  reservo,  señor  Ministro,  tratar  de  nuevo  en  exposiciones 
aparte,  que  tendré  la  honra  de  hacer  llegar  próximamente  á 
manos  de  V,  B.,  estas  diversas  cuestiones,  cuya  gravedad  no 
se  ocultará  al  ilustrado  juicio  de  V.  E.— Servios  aceptar,  señor 
Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. — José 
María  Rojas — A  S.  E.  el  señor  Ministro  de  Negocios  Extran- 
jeros de  S.  M.  el  Bey    de  los  Países  Bajos. 

6^\it^^L^^ñ  Número  4703.— La  Haya  :  Junio  19  de  1876. 
Sí'qSSM^do  vSSÍueií  — Señor  Ministro  :-*He  tenido  la  honra  de  re- 
cibir  vuestro  oficio  de    ayer,  en  que  os  servísteis    trasmitirme 


INTERNACIONAL  HISPANO-AMBBIOANO  215 


una  nota  de  S.  E.  al  Ministro  de  Belaoiones  Exteriores  dé- 
los Estados  Unidos  de  Venezuela,  de  4  de  Hayo  último,  acom* 
panada  de  ona  exposición  de  motivos  en  53  fojas,  concernien- 
tes á  las  caestiones  de  que  trata  esta  nota,  y  de  un  expe- 
diente de    202  fojas,    conteniendo  documentos  en  apoyo. 

Permitidme,  señor  Ministro,  observar  en  primer  lugar,  co- 
mo tuve  la  ocasión  de  hacerlo  desde  nuestra  primera  entre- 
vista el  4  de  Junio,  cuando  hicisteis  mención  de  ellas,  que  es* 
tando  redactadas  todas  estas  piezas  en  español,  y  no  acompa- 
ñadas de  una  traducción  francesa,  no  me  será  posible  imponerme 
de  su  contenido  y  apreciar  su  alcance,  sino  después  de  haber- 
las hecho  traducir,  á  menos  que  os  sea  posible  hacer  llegar  á  mis 
manos  la    traducción. 

De  todas  manera  resultará  de  ahí  evidentemente  una  gran 
pérdida  de  tiempo. 

Por  otra  parte,  el  Gobierno  del  Bey  desde  antes  de  vuestra 
llegada,  había  decidido  hacer  llegar  á  manos  de  su  Encargado 
de  Kegocios  en  Oaracas,  el  que,  como  vos,  señor  Ministro,  no 
lo  ignoráis,  está  haciendo  valer  ante  el  Gobierno  venezolano 
varias  reclamaciones,  tanto  antiguas  como  más  recientes,  ins- 
trucciones explícitas,  y  había  acordado  y  4J^o  las  medidas  que 
juzgaba  deber  tomar  en  apoyo  de  estas  redamaciones. 

El  envío  de  estas  instrucciones  y  la  ejecución  de  las  de*> 
cisiones  tomadas  por  el  Gobierno  neerlandés,  no  pueden  sufrir 
un  retardo  indefinido,  para  no  entorpecer  la  marcha  de  laa 
negociaciones  pendientes  en  Caracas. 

Me  tomo,  pues,  la  libertad,  señor  Ministro,  de  proponeros 
os  sirváis  exponerme  la  naturaleza  del  alcance  del  contenido 
de  las  piezas  arriba  mencionadas,  que  no  omitiré  examinar  con 
el  mayor  cuidado. 

Comprendereis  fácilmente,  señor  Ministro,  la  importancia 
que  debe  tener  para  el  Gobierno  del  Bey  el  conocimiento 
del  objeto  preciso  de  vuestra  misión,  tanto  en  el  punto  de 
vista  de  las  instrucciones  que  deberá  dar  sin  demasiado  re- 
tardo á  su  Agente  en  Caracas,  del  cual  no  ha  sabido  que  fuese 
informado  de  esta  misión,  cuanto  el  de  las  negociaciones  que 
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el  Gobierno  neerlandés  podría  hallarse  en  el  caso  de  sostener 
con  vos  en  consecaencia  de  vuestras  instracciones. 

Celebraré,  señor  Ministro,  recibiros  con  este  fin  en  el  Mi- 
nisterio de  Belaciones  Exteriores,  el  lañes  21  de  los  corrientes 
á  las  3  de  la  tarde,  á  menos  que  otro  día  ú  otra  hora  os  sea 
más  conveniente,  y  aprovecho  esta  ocasión  para  renovaros  la 
segnridad  de  mi  alta  consideración. — F.  D.  de  Villehois. — Señor 
Bojas,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
los  Estados  Unidos  de  Yeneznela. 

venezueu^MjST^^í^b^  Legación  de  los  Estados  Unidos  de  Vene- 
MtobieJe Tos iSSSScn-  zuela  cn  los  Países  Bajos.— La  Haya:  Junio 
**"  coatí:  ¿SiaSSí"*'"  21  de  1875.-Senor  Ministro :— He  tenido  la 
honra  de  recibir  vuestro  oficio  de  19  del  corriente  en  el  cual 
os  servís  exponer,  que  como  las  piezas  que  tave  la  honra  de 
enviaros  en  la  víspera,  junto  con  la  nota  del  señor  Ministro 
de  Belaciones  Exteriores  de  Yeneznela,  fechada  4  de  Mayo 
último,  están  redactadas  en  español  y  no  acompañadas  de  una 
traducción  francesa,  no  podréis  imponeros  de  su  contenido,  ni 
apreciar  su  alcance,  sino  después  de  haberlas  hecho  traducir, 
á  menos  que  yo  pueda  hacer  llegar  á  vuestras  manos  la  tra- 
ducción ^  de  donde  resultaría  de  todas  maneras  .  una  gran 
pérdida  de  tiempo.  Añadís  asimismo,  señor  Ministro,  qae 
como  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey,  ha  dado  instrucciones  ex- 
plícitas á  su  Encargado  de  Negocios  en  Caracas,  para  hacer 
valer  ante  mi  Gobierno  varias  reclamaciones,  tanto  antiguas 
como  más  recientes,  y  como  ha  acordado  y  fijado  las  medidas 
que  juzgaba  necesario  deber  tomar  en  apoyo  de  estas  reclama- 
ciones, la  ejecución  de  las  decisiones  tomadas  por  el  Gobierno 
no  pnede  sufrir  un   retardo  indefinido. 

Luego  expresáis,  señor  Ministro,  el  deseo  de  conocer  por 
una  exposición  de  mi  parte,  la  naturaleza  del  alcance  del  con- 
tenido de  dichas  piezas,  y  al  mismo  tiempo  llamáis  mi  aten- 
ción sobre  la  importancia  que  debe  tener  para  el  Gobierno  de 
S.  M.  el  Bey  el  conocimiento  del  objeto  preciso  de  mi  misión, 
tanto  en  el  pnnto  de  vista  de  las  instrucciones  que  tendría 
qne  dar  á  su  Agente  en  Caracas,  como  en  el  de  las  negó- 
«ciaciones  que  el  Gobierno  neerlandés  podría  verse  en  el  caso 
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de  sostener  coomtgo  en  consecaencia  de  mis  instraooiones,  y 
á  este  fin  ine  invitáis^  se&or  Ministro,  á  tener  ana  conferencia 
con  vos  en  el  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores,  hoy  á  las 
^  de  la  tarde. 

Precisamente  me  ocnpaba,  señor  Ministro,  en  la  redacción 
de  la  exposición  sustancial  del  objeto  principal  de  mi  misión, 
en  perfecto  acuerdo  con  la  nota  de  mi  Gobierno  y  con  las 
piezas  adjuntas  á  ella,  cuando  recibí  vuestro  oficio.  He  aquí 
esta  exposición  de  una  manera  sintética. 

Hay  en  Curazao,  señor  Ministro,  un  comité  revolacionario 
contra  Venezuela,  compuesto  de  algunos  venezolanos  expulsa- 
dos, y  de  unos  diez  especuladores  holandeses.  Este  comité 
funciona  impunemente  hace  mucho  tiempo,  á  pesar  de  los  avi- 
sos dados  oportunamente  y  repetidas  veces  por  mi  Gobierno 
al  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  en  Caracas.  Es  este  co- 
mité el  que  ha  preparado,  armado  y  equipado  la  rebelión  que, 
en  Octubre  último,  estalló  en  Ooro  y  en  otros  puntos  de  la 
Bepública. 

Es  de  Onrazao  que  salió,  despachada  por  dicho  comité, 
la  goleta  holandesa  Providencia  cargada  de  elementos  de  guerra 
para  los  insurrectos  de  Ooro,  donde  los  desembarcó  esta  goleta. 

Es  de  Curazao  que  salió,  despachada  por  dicho  comité, 
la  goleta  holandesa  Julia  cargada  de  elementos  de  guerra  para 
los  insurrectos  de  Coro,  donde  los  desembarcó  est^  goleta. 

De  Curazao  salió,  despachada  por  dicho  comité  la  balan- 
dra holandesa  Oreat  Eastem  cargada  de  elementos  de  guerra 
para  los  insurrectos  de  Coro,  donde  los  desembarcó  esta  balandra. 

De  Curazao  salió,  despachada  por  dicho  comité  ia. goleta 
holandesa  Midas^  cargada  de  elementos  de  guerra  para  los 
insurrectos  del  Oriente  de  Venezuela,  y  en  las  islas  Tortuga 
y  Coche,  territorio  venezolano,  fueron  desembarcados  estos 
elementos. 

De  Curazao  salió,  despachada  por  dicho  comité,  ia  goleta 
holandesa  Oolíbrí  para  tomar,  en  frente  de  dicho  puerto,  ele- 
mentos de  guerra  traídos  de  St.  Thomas  en  la  goleta  holandesa 
Elvinia  para  los  insurrectos  de  Coro,  donde  los  desembarcó  la 
OoUbrf. 

\ 
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Iliciones,  si  faera  necesario  para  la  paz  de  Yenezaelay  no  jaz« 
gó  conveniente  impedir  entonces  la  salida  de  algonos  millares 
de  ftisiles  y  de  cantidad  innumerable  de  material  de  guerra  para 
hostilizar  al  Gobierno  de  Venezuela  ;  pero  creyó  necesario  pro- 
hibir esta  exportación  sólo  el  27  de  Octubre  de  1874,  es  decir 
cuando  la  rebelión  estaba  ya  suficientemente  provista  de  me- 
dios para  combatir,  y  cuando  esta  medida  exclusivamente  ser- 
vía contra  mi  Gobierno  que  no  pudo  lograr  entonces  sacar  de 
la  isla  algunos  fusiles  que  tenía  en  depósito. 

Estos  hechos  capitales,  seGor  Ministro,  y  muchos  otros  aún, 
probados  y  constantes  en  las  piezas  que  he  tenido  la  honra 
de  remitiros,  evidencian  la  justicia  y  el  pleno  derecho  que  tie- 
ne hoy  mi  Gobierno  para  reclamar  del  de  8.  M,  el  Bey  de  los 
Países  Bajos,  como  acaba  de  hacerlo  por  su  nota  de  4  de  Ma- 
yo último,  la  indemnización  pecuniaria  de  todos  los  gastos, 
perjuicios  é  intereses  causados  por  la  conspiración  urdida,  fo- 
mentada y  llevada  á  ejecución,  con  tanta  sangre  y  desastres, 
por  varios  subditos  holandeses  que  trasformaron  impunemente 
la  isla  de  Curazao  en  un  cuartel  general  contra  el  Gobierno 
legítimo  de  Venezuela. 

Es  evidente  que  el  señor  Gobernador  de  Curazao  no  cum» 
plió  con  sus  deberes,  que  eran  prohibir  la  exportación  de  mu- 
niciones cuando  fue  informado  por  el  Ministro  de  8.  M.  en 
Caracas,  á  exigencias  de  mi  Gobierno,  de  la  existencia  de  un 
comité  revolucionario  holandés  en  la  isla  de  Curazao,  y  de 
la  inminencia  de  una  insurrección  en  Venezuela  como  conse- 
cuencia de  los  actos  de   dicho  comité. 

Es  evidente  también  que  el  señor  Gobernador  tomó  esta 
medida  cuando  la  revolución  había  estallado  ya,  y  cuando  to- 
das las  armas  y  elementos  de  guerra  para  hacer  la  subleva- 
ción habían  sido  despachados  ya  á  los  insurrectos  de  Vene^ 
zuela  por  el  comité  de  Curazao.  La  prohibición  sólo  servía, 
pues,  para  impedir  que  mi  Gobierno  se  proveyese  por  su  parte 
de  los  medios  para  combatir  la  insurrección.  Y  lo  que  es  muy 
grave,  un  mes  después  del  levantamiento  tuvo  lugar  la  salida 
de  Curazao  de  un  buque  llevando  á  un  mismo  tiempo  que 
Jefes  revolucionarios,  elementos  de  guerra. 
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Eq  conformidad  con  vuestra  invitacióo,  tendré  el  gastO; 
seSor  Ministro,  de  pasar  al  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores 
hoy  á  la  hora  indicada,  y  daros  las  explicaciones  qae  deseáis. 
—Servios  aoept9r,  señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta 
oonsideraoión.— Jo«tf  María  Bajas. — A  8.  E.  el  señor  Ministro 
de  Belaciones  Exteriores  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos. 

n  pienipotenoiario  Legación  de  los  Estados  Unidos  de   Yene- 

de  Tenesoelft  pide  m«dio  ,  .«^r  -n«  «-n  •»•     r^^ 

úMB  qw  tTiun  ulteriores    zucla  CU  los  Paises  Bajos. — La  Haya :  Jamo  22 
púbuc».  de  1875. — Señor  Ministro: — La  paz  de  Yene- 

suela  está  seriamente  amenazada  por  la  existencia  en  Oorazao 
de  nn  comité  revolucionario  que  se  ha  establecido  allí  hace 
mucho  tiempo,  y  que  se  compone  de  varios  venezolanos  expul- 
sados, y  de  unos  diez  especuladores  holandeses.  Este  es  el  co- 
mité que  combinó,  armó  y  equipó  la  última  revuelta  de  Ye- 
nezuela,  y  es  el  mismo  que  prepara  y  organiza  actualmente  una 
nueva  sublevación  en  la  Bepública,  quizá  porque  cuente  esta 
vez  aún  con  las  mismas  facilidades  que  encontró  última- 
mente. 

La  amistad  que  felizmente  existe  entre  Yenezuela  y  los 
Países  Bajos,  jamás  interrumpida  durante  45  años,  hace  es- 
perar á  mi  Gobierno  que  el  de  S.  M.  neerlandesa  se  servirá 
dictar  las  medidas  que,  eu  su  sabiduría,  juzgue  más  conve- 
nientes para  evitar  que  actos  agresivos  contra  la  paz  de  Ye- 
nezuela, continúen   perpetrándose  en  Gnrazao. 

Una  de  estas  medidas  sería  la  expulsión  de  la  isla  de  los 
refugiados  venezolanos,  que  abusando  de  la  hospitalidad  que 
les  está  acordada,  se  prevalen  de  ella  para  conspirar  contra 
su  patria,  sea  combinando  planes  para  ocurrir  de  nuevo  alas 
armas,  sea  formando  parte  del  funesto  comité  holandés,  que 
bajo  la  inspiración  de  una  codicia  insaciable,  sólo  piensa  en 
fomentar  sin  descanso  el  desorden  en  Yenezuela  para  que  ten- 
gan mejor  éxito  sus  ideas  de  lucro  y  de  ganancias  criminales. 

Las  leyes  de  neutralidad  de  casi  todos  los  países  civili- 
zados del  globo,  señor  Ministro,  y  los  principios  generales  de 
jorisprudenoia  internacional,  no  permiten  que  se  conspire  en  el 
territorio  de  una  Nación  amiga  ó  neutral  contra  la  paz  de  otra 
Nación  también  amiga   ó  neutral^  y  ellas  castigan  á  los   que 
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formen  comités  revolacionarios^  reúnan  armas,  preparen  expe- 
diciones, se  sirvan  de  la  prensa  para  excitar  á  la  revuelta,  ó 
ejerzan  actos  eaalesqaiera  de  hostilidad  contra  la  paz  j  la  sega- 
ridad  de  otras   Kaciones. 

Y  como  la  poca  extensión  de  la  isla  de  Carabao,  y  sa 
proximidad  al  litoral  de  Yenezaela  no  permiten,  ni  internar^  ni 
alejar  suficientemente  de  nuestras  fironteras  á  los  conspiradores 
venezolanos  que  se  hallan  en  la  isla,  se  hace  indispensable  que 
la  forma  de  la  medida  que  debe  tomarse  sea  la  de  expulsión. 
— Mi  Gobierno  que  tiene  perfecto  conocimiento  de  la  nueva 
conspiración  que  se  trama  en  Oarazao,  me  ha  dado  instruc- 
ciones para  exigir  del  de  S.  M.  el  destierro  de  la  isla  de  los  Ge- 
nerales venezolanos  León  Oolina,  Femando  Adames,  Ensebio 
Díaz,  José  Gregorio  Biera  y  Bamón  Bivas,  y  de  los  señores 
Luis  María  Díaz  y  Pedro  Consuegra. 

Los  cinco  primeros  fueron  los  Jefes  principales  de  la  úl- 
tima insurrección  de  Ooro,  y  los  dos  últimos  son  miembros  del 
comité  revolucionario  antes  mencionado,  que  fanciona  en 
Curazao. 

El  Gobierno  de  Venezuela,  señor  Ministro,  espera  que  el 
de  S.  M.  neerlandesa  se  servirá  acordarle  este  acto  de  justicia 
internacional.  Espera  también,  como  ya  he  tenido  el  honor  de 
expresároslo,  en  nuestra  entrevista  de  ayer,  que  mientras  se 
espera  un  acuerdo  entre  los  dos  Gobiernos  sobre  los  elemen- 
tos de  guerra  depositados  en  Oarazao,  que  ciertos  especuladores 
ho.andeses  han  acumulado  allí  con  el  único  ñn  de  fomentar  la 
guerra  civil  en  Venezuela,  sin  cuidarse  nada  del  derramamiento 
de  sangre  humana,  y  de  todos  los  desastres  consiguientes,  el 
Gobierno  neerlandés  mantendrá  la  prohibición  de  exportar  dichos 
elementos  de  guerra  de  Gurazao,  para  evitar  así  el  nuevo  crimen 
que  sus  propios  subditos  van  á  perpetrar  contra  la  tranquilidad 
de  Venezuela. — Servios  aceptar,  señor  Ministro,  las  segurida- 
des de  mi  alta  consideración. — Joaé  María  Bajas. — A  S.  E.  el 
señor  de  Villebois,  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  S.  M.  el 
Bey  de  los  Países  Bajos. 

''^'"hSilndéB'^''"'         La  Haya :  Julio  17  de  1875.-Señor  Minis- 
tro.— He  tenido  la  honra  de  recibir  las  dos  comunicaciones  que 
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OB  habeia  servido  dirigirme  el  18  j  el  21  del  mes  próximo 
pasado.  En  la  primera  me  habéis  trasmitido  ana  nota  de 
S.  B.  el  eefior  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  los  Estados 
Unidos  de  Yenezaela,  en  idioma  español,  feohada  á  4  de  Mayo 
último  y  acompañada  con  on  volnminoso  expediente  de  do- 
camentoSy  también  en  español.  En  la  otra,  satisfaciendo  el 
deseo  qne  me  había  permitido  expresaros,  para  evitar  la  per* 
dida  de  tiempo  que  exigiría  la  tradncoión  de  documentos  re- 
dactados en  español,  os  habéis  servido  hacer  en  francés  una 
exposición  de  la  susodicha  nota,  y  precisar  el  objeto  de  la 
misión  de  que  estáis  encargado,  y  de  que,  sea  dicho  ó  mas  bien 
repetido  de  paso,  el  Bepresentante  del  Gobierno  neerlandés  en 
Caracas  no  parece  hasta  ahora  haber  sido  instruido  por  vues- 
tro Gobierno. 

Besulta  de  estos  documentos  qpe  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela, creyendo  tener  motivos  legítimos  para  quejarse  de  la 
conducta  de  las  autoridades  neerlandesas  de  Curazao,  relativa- 
mente  á  la  última  insurrección  en  Yenezuela,  hace  responsable 
al  Gobierno  de  los  Países  Bajos  de  los  sacrificios  que  el  Go- 
bierno de  la  Bepública  tuvo  que  hacer  para  reprimir  el  mo- 
vimiento revolucionario,  y  le  exige  una  indemnización  pecunia* 
ria  por  este  respecto,  así  como  la  destitución  del  actual  Go- 
bernador  de  Ourazao. 

Oualquiera  que  sea  el  mayor  ó  menor  fandamento  de  esta 
reclamación,  cuyos  méritos  me  reservo  discutir  si  llegare  el 
caso,  me  complazco  en  fijar  mi  atención,  por  ahora,  sólo  en  la 
expresión  del  deseo  de  S.  E.  el  Ministro  de  Belaciones  Exte- 
riores de  Yenezuela,  de  conservar  y  fomentar  las  relaciones 
amistosas  entre  los  dos  Gobiernos,  hechas  necesarias,  puede 
decirse,  por  las  relaciones  frecuentes  é  íntimas  que  existen  en* 
tre  ese  país  y  la  Oolonia  de  Ourazao.  Espero  que  el  Gobier- 
no de  la  Bepública  estará  convencido  de  que  el  Gobierno  del 
Bey  participa  igualmente  de  este  deseo  y  que  está  dispuesto 
en  cuanto  dependa  de  él  á  hacer,  con  el  fin  de  realizarlo,  todo 
lo  que  prescribe  el  derecho  de  gentes,  y  todo  lo  que  permite 
la  justicia  y  la  equidad  hacia  las  personas  que  habitan  el 
territorio  neerlandés.    El  Gobierno  de  los   Países  Bajos  desea 
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sinceramente  la  tranquilidad  y  la  prosperidad  de  los  Estado» 
Unidos  de  Yenezaela,  y  no  aspira  á  otra  cosa  qae  á  contri- 
bnir  por  su  parte  á  nna  Inteligencia  amistosa  con  el  Gobierno 
Tenezolano.-— Permitidme,  con  todo,  observaros,  señor  Ministro, 
que  esta  disposición  del  Oobierno  neerlandés  es  completamente 
infirnctnosa,  si  el  Gobierno  venezolano  no  se  abstiene  de  poner- 
le obstáculos  por  una  violación  de  reglas  evidentes  del  deredio 
internacional,  y  de  las  reglas  que  rigen  las  relaciones  de  los 
pueblos. 

Bepetidas  veces  cuando  el  Oobierno  de  Venezuela  nos 
ezigia  la  aplicación  de  la  medida  extrema  de  la  expulsión  de 
la  isla  de  Onrazao  de  extranjeros  expatriados,  que  se  habían 
refagiado  en  nuestro  territorio,  acusándolos  de  servirse  de 
este  refagio  para  organizar  la  insurrección  en  la  Bepftblic% 
nos  declaramos  dispuestos  á  imponerles  esta  pena,  tan  luego 
como  se  hubiesen  suministrado  las  pruebas  de  su  culpabilidad, 
condición  legal  del  castigo.  Nuestras  autoridades  en  Curazao 
llevaban  su  complacencia  hasta  buscarlas  por  todos  los  medios 
de  qne  disponen. 

Pero  el  Oobierno  de  Venezuela  aunque  suplicado  reitera- 
das veces  por  nosotros  de  presentar  sus  pruebas  sin  las  cuales 
nos  era  imposible  satisfacer  sas  exigencias,  sé  negaba  á  ello, 
y  las  diligencias  de  las  autoridades  de  Curazao  no  podían  dar 
por  resultado,  sino  no  hay  lugar* 

Oaando  el  Oobierno  de  Venezuela  se  quejó  del  peligro 
que  contra  su  seguridad  presentaba  el  comercio  de  armas  y 
muDiciones  en  Onrazao,  proveímos  á  las  exigencias  de  la  si- 
tuación, dando  al  Gobernador  de  esta  Colonia  las  facultades 
necesarias  para  prohibir  la  exportación  de  estos  artículos  desde 
qce  la  paz  fuese  turbada  en  la  Bepúblicá,  y  esta  prohibioióUt 
renovada  á  tiempo  del  movimiento  insurreccional  del  último 
otoilo,  subsiste  actualmente  todavía.  Aplicada  (la  medida) 
cada  vez  sin  dejar  á  los  comerciantes  lapso  alguno  para  poner 
en  salvo  sus  intereses,  les  ocasiona  sin  embargo  graves  per- 
juicios y  constituye  una  traba  pesada  al  comercio  de  la  Co- 
lonia ;  no  deja  tampoco  de  causar  dificultades  al  Gobierno  úel 
Bey  y  le  bU8cita  reclamaciones. 
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Nuestra  baena  volantad  y  nuestro  anhelo  de  atender  á 
las  exigencias  del  Gobierno  de  Venezuela  han  excedido,  pues, 
los  límites  estrictos  de  las  obligaciones  internacionales  y  hemos 
ido  mucho  más  alia  de  las  exigencias  del  derecho. 

Por  otro  lado,  el  Oobíerno  de  Venezuela  por  su  parte  nos 
ha  dado  motivos  graves  de  queja.  Bepetidas  veces,  sus  agen- 
tes, por  la  fuerza,  han  expoliado  á  nuestros  nacionales,  y  muy 
poco  se  ha  apresurado  á  satisfacer  las  indemnizaciones,  cuya 
legitimidad,  en  este  respecto^  ha  sido  reconocida  mucho  tiempo 
ha  por  la  misma  Venezuela.  Por  otra  parte,  no  respeta  núes* 
tra  bandera,  arrestando  tripulación  y  buque,  apropiándose 
éste  y  haciendo  sufrir  á  aquella  un  cautiverio  largo  y  cruel. 

Becientemente,  en  Octubre  del  año  anterior,  un  buque  bajo 
pabellón  neerlandés,  la  MidaSj  fue  embargada  arbitrariamente 
en  un  puerto  de  Venezuela,  declarada  buena  presa  por  una 
sentencia  que  no  alega  prueba  alguna,  ni  deducción  fundada 
en  derecho,  y  apropiada  por  el  Gobierno  venezolano  á  su  ser- 
Tieio,  aun  antes  de  que  la  sentencia  fuese  pronunciada  en 
ídtima  instancia,  mientras  que  la  tripulación,  detenida  en  la 
cárcel  fue  tratada  de  una  manera  bárbara  y  sin  forma  alguna 
de  juicio.  Actualmente  hay  presentada  una  queja  de  estos 
desgraciados  á  la  Bepresentación  Kacional  en  La  Haya. 

No  obstante  las  reiteradas  exigencias  del  Encargado  de 
Negocios  de  los  Países  Bajos  en  Caracas,  hasta  ahora  no  se 
ha  hecho  justicia  alguna  á  las  justas  reclamaciones  del  Go- 
bierno del  Bey  en  este  respecto. 

Además,  S.  E.  el  Presidente  de  la  Bepública  de  Venezuela 
en  su  Mensaje  al  Congreso,  ha  anunciado  abiertamente  su  in- 
tención de  herir  el  comercio  de  toda  la  Golonia  neerlandesa 
de  Curazao,  cuando  firmó  el  decreto  que  cierra  los  dos  puertos 
más  cercanos  de  la  isla,  estableciendo  así  un  hecho,  que,  ri- 
guroso y  deplorable  de  por  sí,  es  por  el  motivo  en  que  se 
funda,  incompatible  de  un  todo  con  las  reglas  que  dominan 
necesariamente  las  buenas  relaciones  internacionales. 

El  Gobierno  de  Venezuela,  acusando  al  de  los  Países  Bajos 
de    no    haber  llenado    sus   obligaciones  internacionales,  le  ha^ 
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dirigido  por  vaestro  medio,  señor  Ministro,  una  reclamación  de 
un  carácter  enteramente  general  y  vago,  pero  de  la  mayor 
gravedad. 

Ahora,  como  ya  he  tenido  la  honra  de  declarároslo  verbal- 
mente,  en  una  conferencia  en  qne  faeron  tratadas  todas  las 
cuestiones  pendientes  entre  los  dos  países,  el  Gobierno  del /Bey 
bajo  el  imperio  de  las  circunstancias  que  acabo  de  describir, 
DO  podría  permitir  ni  aun  la  discusión  de  esta  redamación. 
!No  podría  permitir  que  el  Gobierno  de  Venezuela  elevase  ante 
y  centra  él,  una  queja,  de  la  mayor  importancia  en  el  punto 
de  vista  del  derecho  de  gentes,  cuando  este  Gobierno  reciente- 
mente aún,  ha  dado  prueba  evidente  de  no  querer  respetar 
para  con  él  las  primeras  reglas,  sea  del  derecho  de  gentes, 
sea  de  las  relaciones  internacionales. 

Si  el  Gobierno  de  Yenessuela  quiere  apelar  al  espíritu  de 
justicia  y  de  benevolencia  del  Gobierno  del  Bey,  conviene  que 
retire  ante  todo  todas  las  medidas  con  que  ha  creído  deber 
hacerse  justicia  él  mismo,  desconociendo  nuestro  pabellón  y 
nuestros  intereses. 

Me  hallareis,  señor  Ministro,  dispuesto  á  examinar  con 
vos,  concienzuda  y  sinceramente  y  en  un  espíritu  conciliato- 
rio, la  reclamación  que  estáis  encargado  de  presentarme,  tan 
luego  como  vuestro  Gobierno,  poniéndose  á  la  par  de  estos 
sentimientos,  nos  haya  devuelto  el  buque  neerlandés  Midas  y 
haya  reabierto  á  nuestro  comercio  legítimo  los  puertos  de  Ooro 
y  Maracaibo,  cerrados,  según  la  confesión  solemne  del  Gobier- 
no venezolano,  en   odio  á  Gnrazao. 

Esperando  esta  solución  equitativa  y  apetecida  de  estas 
dos  cuestiones,  el  Gobierno  del  Bey  queriendo  dar  por  su 
parte  una  prenda  de  su  buena  voluntad,  ha  resuelto  mantener 
provisionalmente  la  prohibición  de  exportar  armas  y  municio- 
nes de  guerra  de  Curazao,  y  los  decretos  que  le  aseguren 
allí,  en   el  interés  de  los  vecinos,  una  buena  policía. 

De  todas  maneras  debo  haceros  observar,  señor  Ministro, 
que  los  inconvenientes  de  esta  medida  prohibitiva  y  el  per- 
juicio que  causa  al  comercio  de  la  Colonia,  son  graves,  y  que 
el  Gobierno   del   Bey    no  podría    prolongarla  indefinidamente» 
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Ha  resuelto  pues,  no  tomar  consejo,  desde  el  1*  de  Octubre 
próximo,  sino  de  sn  dignidad,  de  sas  intereses  y  de  sus  conve- 
niencias, si  para  entonces  el  Gobierno  de  Yenezaela,  satis- 
faciendo nuestra  justa  exigencia  sobre  los  dos  puntos  que  acabo 
de  formular,  no  nos  da  la  convicción  de  que  su  voluntad  no 
es  proceder  hostilmente  contra  nosotros. 

Me  lisonjeo  y  quiero  esperar  que  este  Gobierno  movido 
por  los  sentimientos  que  se  sirve  exponerme  S.  E.  el  Ministro 
de  Belacíones  Exteriores  de  Caracas,  se  servirá  antes  de  este 
tiempo  ponerme  en  situación  de  negociar  con  vos  una  con- 
vención que  termine  las  diferentes  dificultades  que  hay  que 
allanar,  y  que  datan  de  una  época  más  ó  menos  reciente  ó  an- 
tigua. 

Oreo,  pues,  deber  aprovechar  esta  ocasión  para  reiterar 
la  súplica  de  que  vuestro  Gobierno  en  el  interés  mismo  de 
las  negociaciones,  se  dirva  valerse  en  adelante  del  idioma  fran- 
cés para  los  documentos  que  deben  serme  comunicados;  la 
traducción  de  documentos  españoles  en  este  país,  exige  tiempo 
y  no  deja  de  tener  inconvenientes.-- Servios  aceptar,  seuor 
Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta  consideración. — /.  D. 
Villébois. — Al  señor  Bojas,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro 
Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. 

vraeraetoMiBft Mdbo^y  Legaclóu  dc  los  Estados  Unidos  de  Yene- 
"iS^l'r¿''aow5S?"  zuela  en  los  Países  Bajos.~La  Haya  :  Julio 
19  de  1875. — Señor  Ministro:  Me  apresuro  á  avisaros  recibo 
de  una  nota  oficial  que  me  habéis  hecho  el  honor  de  dirigir- 
me el  17  del  corriente,  y  que  contiene  la  determinación  toma- 
da por  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey  respecto  de  las  justas 
reclamaciones  de  Venezuela. 

No  he  podido  menos,  señor  Ministro,  qne  sentirme  pro- 
fandamente  sorprendido  al  tomar  conocimiento  de  una  decisión 
tan  excepcionalmente  grave.  Y  tal  es  su  gravedad,  señor  Mi- 
nistro, que  no  he  perdido  momento  en  dirigir  ayer  mismo  á 
mi  Gobierno  una  copia  de  vnestra  nota,  en  solicitud  de  ins- 
trucciones para  responder  á  ella,  lo  cual  tendré  el  honor  de 
hacer  tan  pronto  como  las  obtenga. — Entre  tanto,  servios  aceptar, 
señor  Ministro,  las  seguridades  de  mi  alta/  consideración.— cTo^é 
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María  Bcjas.^^A.  S.  E.  el  señor  Villebois,  Ministro  de  Negocios 
Extranjeros  de  S,  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos. 

aiGobte^'dfv^nel^u.  Logación  de  los  Estados  Unidos  de  Vene- 
zuela en  los  Países  Bajos.— París :  Jalio  31  de  1875. — ^Señor 
Ministro.— El  importante  ofíoio  qae  dirigí  á  US.  desde  La  Haya 
el  18  del  aotnal,  no  llegó  á  París  en  tiempo  para  ser  enviado 
por  el  vapor  de  Saint  Nazaire,  qae  salió  para  La  Gaaira  el 
20  del  mismo  y  sigue  hoy  á  sn  destino  por  la  vía  de  Soath- 
ampton  y  St.  Thomas,  que  es  la  primera  qae  se  presenta.  lia 
duplicaré  por  el  vapor  que  saldrá  de  Sant  B'azaire  el  dia  7 
de  Agosto  próximo. 

El  correo  de  La  Haya  no  pudo  darme  explicaciones  sa- 
tisfactorias respecto  de  la  detención  de  ese  despacho.  Fue 
entregado  personalmente  por  mí,  para  su  franqueo  y  certifica- 
ción,  el  domingo  18  del  corriente  á  las  2  y  media  de  la  tarde, 
y  debió  en  consecuencia  llegar  á  París,  el  19  á  la  misma  hora, 
y  no  el  20  en  la  mañana.  La  circunstancia  de  ser  domingo 
aquel  día  ha  podido  inñnir  tal  vez  en  la  irregularidad  del 
servicio  postal. 

Incluyo  ahora  copia  del  oficio  que  pasé  al  señor  Ministro 
de  Negocios  Extranjeros  en  19  del  corriente,  acusando  recibo 
de  su  despacho  del  17.  Conviene  que  US.  sepa  que  el  Mi- 
nistro tuvo  la  intención  de  dirigir  á  US.  por  mi  conducto, 
una  contestación  al  despacho  de  US.  de  4  de  Mayo  último, 
pero  que  cambió  de  parecer,  reservándose  hacerlo,  según  me 
dijo,  para  cuando  se  haya  impuesto  de  los  expedientes  anexos 
á  dicho  despacho  y  cuya  tradacción  ha   puesto  por  obra. 

Agaardo  con  ansiedad  las  instrucciones  que  me  dará  US. 
al  imponerse  de  mi  oficio  del  18  del  corriente  y  del  grave 
estado  de  la  negociación. — Con  sentimiento  de  la  más  distin- 
guida consideración  soy  de  US.  muy  atento  seguro  servi- 
dor.—Jbfé  Maria  Boja^. — Al  Excmo.  señor  Ministro  de  Re- 
laciones Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela. — 
Oaracas. 
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suela  da  iiu^ociones^ai  Estados  ÜDídos  de  Yenezaela.— Minifiteiío 
^  Etoya.*^  *°  *  de  BelacíoDes  Exteriores. — Caracas:  Setiem- 
bre 6  de  1875. — Señor  Ministro : — He  tenido  el  honor  de  reci- 
bir la  nota  de  Y.  E,  fecha  18  de  Jnlio  último,  indnyendo 
copia  de  la  qae  el  día  anterior  pasó  á  Y.  E.  el  señor  Minis- 
tro de  Negocios  Extranjeros  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países 
Bajos,  y  acabo  también  de  recibir  la  de  6  de  Agosto,  inclu- 
yendo el  duplicado.  Todo  considerado  por  el  Ilustre  Ameri- 
cano, Presidente  de  la  Bepública,  en  pleno  Gabinete,  camplo 
las  órdenes  é  instrucciones  que  he  recibido,  trasmitiendo  á 
Y.  E.  el  resultado. 

Muy  voluntariamente  haré  preceder  como  se  ha  servido 
hacerlo  el  señor  Ministro  neerlandés,  la  expresión  de  senti- 
mientos de  amistad,  que  muy  ingenuamente  abriga  el  Gobierno 
de  Yenezuela  para  con  el  de  S.  M.  el  Bey  de  Holanda,  y  que 
naturalmente  han  de  ser  inspirados  á  dos  Gobiernos  y  dos  pue- 
blos, entre  los  cuales  no  se  interpone  ninguna  de  las  dificul- 
tades históricas,  políticas  é  industriales,  que  amenudo  engen- 
dran penosas  disidencias  en  las  relaciones  internacionales.  Sin 
dificultades  dinásticas,  sin  cuestiones  territoriales,  sin  anta- 
gonismo de  tradiciones,  sin  complicaciones  del  pasado,  y  sin 
rivalidades  de  ningún  género,  la  recíproca  buena  voluntad  en- 
tre Yenezuela  y  el  Beino  de  Holanda,  no  pudiera  dejar  de 
existir  de  una  manera  veraz,  sólida  y  casi  imprescindible. 

Y  aun  necesaria  y  benéfica  para  ambos  países  tiene  ella 
que  ser,  para  el  cambio  de  sus  productos  naturales  é  indus- 
triales, fomentadores  del  trato  y  comercio,  cuando  ninguno  de 
ellos  tiene  ni  puede  tener  competencia,  como  no  la  tienen 
ningunos  otros  intereses  del  presente  ni  del  futuro. 

El  Gobierno  de  S.  M.  debe  estar  persuadido  de  la  since- 
ridad de  estas  convicciones,  y  de  las  miras  consiguientes  que 
animan  al  Gobierno  de  Yenezuela. 

De  ello  quiere  dar  una  prueba  muy  señalada  en  el  pre- 
sente caso,  pues  que  la  desea  y  la  indica  el  Gobierno  de  S.  M., 
que  cree  encontrar  una  manifestación  de  esa  amistosa  concor- 
dia, en  el  hecho  de  que  se  le  devuelva  la  goleta  MidaSj  aun 
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El  pretexto  de  entrada  á  Oamanái  fae  la  falta  de  agaa 
para  llegar  á  sa  destino,  qne  fingían  ser  la  isla  de  Trinidad^  y 
esto^  annqne  sólo  tenia  el  bnqne  cnatro  días  de  salido  de  Cu- 
razao^ de  modo  que  no  se  había  previsto  á  la  salida,  la  pro- 
visión de  agna  para  llegar  á  dicha  isla.  Al  averignar  cnanto  se 
había  sacado  de  Oarazao,  cnanto  se  había  consumido,  y  cnanto 
quedaba,  no  hnbo  dos  dichos  conteztes  entre  todos  los  decla- 
rantes, mientras  qne  uno  de  ellos  declaró  toda  la  verdad  de 
los  hechos.  Según  el  Oapitán  y  el  snpnesto  pastgero,  la  ficción 
del  viaje  no  pudo  ser  más  singular  :  llevaba  de  Ourazao  á  Tri  • 
nidad  ^  ese  pasajero,  hombre  que  alquila  sus  servicios  persona* 
fes  para  vivir  de  ellos,  porque  habia  fletado  la  goleta,  que 
aparecía  en  lastre,  por  la  cantidad  de  mil  pesos  fuertes,  y  esto 
sélo  para  pasear.  Entre  Gurazao  y  Trinidad,  tocando  en  puertos 
de  Venezuela,  hay  comunicación  continua  en  muy  buenos  vapores, 
que  por  la  décima  parte  de  ese  supuesto  flete  de  la  MidaSj  pueden 
conducir  á  un  paseante,  no  sólo  con  grandes  comodidades,  sino 
en  corto  tiempo,  y  tiempo  dado :  y  aquí  resalta,  por  consiguiente, 
la  capciosidad  del  pretexto,  pues  que  un  pequeño  buque  de 
vela,  de  una  á  otra  isla,  en  indispensable  remontada  contra  las 
corrientes  alisas,  está  expuesto  á  emplear  semanas  para  llegar 
de  la  una  á  la  otra. 

Prescíndase  de  que  el  buque  era  propiedad  de  la  casa  de 
Jesnrum,  uno  de  cuyos  socios  era  el  jefe  del  comité  revolu- 
cionario de  Ourazao,  j  de  quien  el  Gobierno  tiene  carta  original 
de  su  letra  y  signatura,  excitando  á  la  revolución  de  esa  fecha, 
así  como  se  prescinde  de  otros   cargos  coincidentes  contra  la 

Sin  embargo,  y  á  pesar  de  las  sentencias  de  los  tribunales  ^ 
el  Gobierno  de  Venezuela,  que  quiere  y  debe  aparecer  ante  el 
mundo  con  su  propia  honradez  y  buena  fe,  y  siempre  justificado 
en  sus  intenciones  y  procederes,  en  la  complicación  del  caso 
de  la  Mida8  con  el  otro  punto  indicado  por  el  Gobierno  de  S.  M., 
pone  á  su  disposición  ese  buque,  como  una  prueba  de  la  con- 
fianza qne  le  anima,  de  que  el  Gobierno  de  S.  M.,  inspirado 
de  iguales  sentimientos,  se  sirva  entrar  desde  luego  en  el  examen 
de  las  pruebas  que  se  le  han  presentado,  para  justificar  la  re- 
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que  pedir  hqs  pasaportes,  declarando  qae  qaedan  saspensas 
naestras  relaciones  diplomátioas  con  el  Gobierno  de  La  Haya. 
— 0<m  sentimientos  de  consideración  distingaida  soy  de  Y.  B.  a- 
tentó  segnro  servidor. — Jesúg  María  JBIanoo.— Al  señor  Doctor 
3.  M.  BojaSy  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipoten- 
ciario deyVeneznela  en  La  Haya. 

ittdéíeT'cíbsí  pidi  Legación  de  los  Países  Bajos  en  Caracas.— 
^^^Tv^i^v^  Caracas :  31  de  Agosto  de  1875.— El  infraes- 
^^  ^^ST^mSÍiSüS.^'*^  crito,  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  el  Rey 
de  los  Países  Bajos,  tiene  el  honor  de  comunicar  á  S.  E.  el 
señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  dQ  los  Estados  Unidos 
de  Venezuela,  qae  ha  recibido  orden  de  sn  angasto  Soberano 
para  exigir  al  Oobierno  de  la  Bepáblica : 

1?  Qae  el  baque  neerlandés  Midasj  caya  ocupación  y  con- 
fiscación no  son  justificables  según  el  derecho  internacional, 
como  ha  sido  probado  en  diversas  notas,  sea  restituido  sin 
demora. 

2?  La  reapertura  á  nuestro  comercio  legítimo,  de  los  puer- 
tos de  La  Vela  de  Coro  y  de  Maracaibo,  cerrados  según  decla- 
ración solemne  de  S.  E.  el  señor  Pre^kSénte  de  la  República, 
con  el  fin  de  herir  de  lleno  elcomerpkíae  la  Colonia  neerlandesa 
de  Curazao,  acto  ya  rigoroso  yy^nsible  en  sí  mismo,  y  que  es, 
por  el  motivo  en  que  se  ñKída,  del  todo  incompatible  con  las 
reglas  que  presiden  neces^amente  las  buenas  relaciones  inter- 
nacionales. /^ 

Permítese  el  infraescrito  observar  a)  propio  tiempo,  que 
deseando  el  Gobierno  de  S.  M.  dar  una  prueba  de  sn  buena 
voluntad,  ha  resuelto  mantener  provisionalmente  la  prohibición 
yijente  en  Curazao  hace  diez  meses,  de  exportar  de  la  Colonia, 
para  cualquier  país  que  sea,  armas  ó  elementos  de  guerra. 
Este  decreto  prohibitivo,  S.  E.  lo  sabe,  fue  exclusivamente  san- 
cionado en  interés  de  la  tranquilidad  de  YcDezuela ;  sin  que 
ninguna  conveniencia  demandase  tal  medida,  que  empeña  los 
intereses  de  comerciantes   neerlandeses  y  extranjeros. 

Una  nueva  prueba,  además  de  buena  vecindad  y  buen 
querer,  acaba  de  dar  el  Gobierno  colonial  el  7  del  mes  en  curso, 
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Gobierno  de  8.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos  ;  pero  los  términos 
de  la  extraña  demanda  de  S.  S.  difieren  notablemente  de  los 
de  an  despacho  qae  sobre  la  misma  materia  ha  dirigido  al  En- 
viado deYenezaela  en  Holanda  el  señor  Min|istro  de  Kegocios 
Extranjeros,  y  atribuyendo  la  falta  de  armonía  qne  existe  entre 
ambos  doonmentos  á  ana  mala  inteligencia  por  parte  de  la 
Legación,  S.  E.  el  Presidente  ha  preferido  comnnicaí  instroc- 
cienes  al  Bepresentante  de  la  Bepública  en  La  Haya,  para  que 
conteste  el  citado  despacho  como  lo  ofreció  al  acasar  recibo 
de  él,  con  lo  cnal  da  una  naeva  maestra  del  deseo  del  Go- 
bierno de  Veneznela  de  conservar  sas  baenas  relaciones  con  el 
de  S.  M. — Aprovecha  el  infraescrito  la  ocasión  para  reiterar  al 
Honorable  señor  Brakel  las  seguridades  de  sa  consideración  mny 
distingnida. — Jesús  María  Blanco. — Honorable  señor  J,  Brakel, 
Encargado  de  Kegocios  de  los  Países  Bajos. 

Plenipotenciario  de  Ye-  Legación  dc  los  Estados  TTnidos  de  Vene- 
"**"*•  La^Sn^az?*^*"  zncla  en  los  Países  Bajos— La  Haya:  6  de 
Octubre  de  1875.— Señor  Ministro :— Tengo  el  honor  de  dar  hoy 
la  respnesta  á  vaestro  oficio  del  17  de  Jalio  último,  qae  fae  al 
panto  trasmitido  por  mí  á  mi  Gobierno  en  solicitad  de  instrac- 
clones  en  la  materia  de  sa  contenido,  como  os  lo  expresé  en 
mi  nota  del  signiente  día.  Esas  instraociones,  acabo,  en  efecto , 
de  recibirlas. 

En  el  citado  oficio  me  manifestáis,  señor  Ministro,  qae  el 
Gk)bierno  de  S.  M.  no  podría  ni  aún  considerar  las  varias  re- 
clamaciones qne  tave  el  honor  de  someteros  á  nombre  de  mí 
Gobierno,  si  este  no  retiraba  previamente  las  medidas  por  las 
cuales  había  jnzgado  conveniente  hacerse  por  sí  mismo  jas 
ticia,  desconociendo  vaestro  pabellón  y  vnestros  intereses* 

Precisando  aqaellas  medidas,  caya  derogatoria  se  nos  pide 
para  poder  merecer  )a  jasticia  y  benevolencia  del  Gobierno  de 
S.  M.,  las  enamoráis  como  sigae : 

1?    Bestitación  de  la  goleta  holandesa  Midas. 

2?  Beapertnra  á  vaestro  comercio  legítimo  de  los  paertos 
de  Ooro  y  Maracaibo. 

Aanqae  sólo  sea  may  someramente,  permítaseme,  antes  de 
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El  Gobierno  de  Yenezaela  me  ha  dado,  señor  Ministro, 
como  lo  veréis  en  el  ofioio  que  me  ha  dirigido  el  Ministro  de 
Belaoiones  Exteriores,  con  fecha  6  de  Setiembre  último,  y  del 
cnal  tengo  el  honor  de  incluir  nna  tradncción  esaeta  en  idioma 
francés,  las  siguientes  instrucciones  : 

Oon  respecto  á  la  goleta  Midas ^  aunque  ha  sido  juzgada  y 
condenada  legalmente  por  los  tribunales  de  la  Bepública,  el 
Gobierno  de  Venezuela,  en  su  deseo  de  dar  al  de  S.  M.  el  Bey 
de  los  Países  Bajos  una  prueba  evidente  de  sus  disposiciones  en 
favor  de  la  mejor  inteligencia  entre  los  dos  países,  pone  dicha 
goleta  á  disposición  del  Gobierno  de  S.  M. 

Con  respecto  á  la  apertura  de  los  puertos,  mi  Gobierno, 
como  veréis  por  el  mismo  oficio  incluso,  me  ordena  declararos 
que  esta  exijencia  no  es,  ni  será  jamás  aceptada  por  el  Go- 
bierno de  la  Bepública,  pues  que  envuelve  un  ataque  directo 
á  la  independencia  del  país  y  porque  la  admisión  de  vuestra 
exigencia  sería  una  abdicación  de  la  soberanía  nacional,  una 
verdadera  traición  á  nuestra  propia  independencia,  tan  heroica 
y  tan  gloriosamente  conquistada.  Hasta  la  facultad  de  discutir 
diplomáticamente  tal  exigencia  me  ha  sido  negada }  porque  una 
discusión  semejante  no  sería  más  que  el  acto,  moralmente  im- 
posible, de  discutir  la  soberanía  de  Yenezaela. 

Esta  resolución  de  mi  Gobierno,  como  lo  comprendereis 
fácilmente,  señor  Ministro,  es  de  naturaleza  irrevocable,  y  co- 
loca el  caso  que  motiva  la  presente  correspondencia  en  una 
situación  enteramente  distinta  de  la  que  tenía  el  17  de  Julio 
último.  Aceptada  por  mi  Gobierno  la  primera  de  vuestras  de- 
mandas y  haciendo  con  ello  un  sacrificio  de  la  mayor  importancia 
en  relaciones  internacionales,  tiene  derecho  á  esperar  que  el  Go- 
bierno de  S.  M.,  en  reciprocidad  á  tan  ostensible  muestra  de 
consideración  y  amistad,  desistirá  de  su  segunda  exigencia, 
relativa  á  los  puertos,  y  se  prestará  á  considerar  las  demandas 
que  he  tenido  el  honor  de  someteros. 

Pero,  si  á  pesar  de  todo,  insistiese  el  Gobierno  de  S.  M, 
el  Bey  en  exigir  la  reapertura  de  nuestros  puertos,  como  acto 
por  fuerza  previo  al  examen  y  reconocimienU)  de  nuestros  re- 
clamos, entonces,  y  en  el  caso  de  tan  grave  eventualidad,— para 
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Pero  á  este  acto  de  reparaoióa  anís  la  amenaza  de  romper 
las  relaciones  diplomáticas  entre  los  dos  Oobiernos,  y  pedís 
vuestros  pasaportes,  en  el  término  de  tres  días,  si  el  Oo- 
biarno  del  fiey  persiste  en  exigir  la  reapertura  de  los  pnertos 
oOmo  condición  previa  á  ana  negociación  sobre  vnestras  recla- 
maciones. Basáis  este  grave  paso  en  la  consideración  de  que 
imponer  semejante  condición  es  un  ataque  directo  contra  la 
independencia  y  la  soberanía  de  vuestro  país. 

Me  parece,  señor  Ministro,  que  mi  nota  de  17  de  Julio 
no  contiene  una  sola  palabra  que  justifique  esta  calificación 
de  mi  exigencia  previa.  Esta  no  se  roza,  ni  aun  de  lejos, 
con  los  derechos  de  soberanía  y  de  independencia  de  Venezuela, 
sino  establece  una  condición  para  el  examen  de  nuevas  de- 
mandas que  nos  hace  vuestro  país,  y  para  la  continuación 
eventual  de  medidas  que  hemos  tomado  sólo  en  interés  de  él, 
fuera  de  toda  obligación  internacionaL 

Olvidáis  evidentemente  las  exigencias  incesantes  que  nos 
ha  dirigido  el  Oobierno  de  Yenezuelt^  y  las  cargas  legisla- 
tivas y  administrativas  excepcionales  que  hemos  impuesto  va- 
rias veces  al  comercio  y  á  los  habitantes  de  nuestra  Colonia, 
lejos  de  rechazar  estas  exigencias  como  atentatorias  contra  la 
independencia  de  nuestro  país. 

Vuestro  Gobierno,  señor  Ministro,  no  ha  visto  la  cuestión 
en  su  luz  verdadera.  Giertamente,  si  el  Gobierno  del  Bey  exi- 
giese en  circunstancias  ordinarias,  y  nada  más,  la  apertura  de 
un  puerto  cualquiera  de  la  Bepública  al  comercio,  el  Gobierno 
de  Venezuela  estaría  en  su  derecho  de  ver  en  ello  una  inge- 
rencia en  su  administración  interior.  Pero  *este  no  es  el  caso 
en  la  ocurrencia  actual.  El  Gobierno  venezolano,  de  propia 
confesión,  ha  cerrado  dos  de  sus  puertos  para  entrabar  las 
relaciones  de  la  Colonia  de  Curazao  con  Venezuela.  Sin  em- 
bargo, al  mismo  tiempo  nos  exige  para  su  ventaja  exclusiva, 
que  tengamos  benévolamente  cerrado  nuestro  puerto  de  Cu- 
razao al  comercio  de  armas  y  municiones,  y  exige  además, 
entre  otras  satisfacciones,  una  indemnización  pecuniaria  como 
reparación  de  sus  quejas,  quejas  que  en  el  fondo  vienen  á  ser 
que  no  hubiésemos  tenido  nuestro  puerto  bastante  herméti- 
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el  señor  Doctor  J.   M.  Sojas,  Enviado  Extraordinario  y  Mi- 
nistro Plenipotenoiario  de  los  Estados  unidos  de  Yenezaela. 

SI  Plenipotenciario  de       Logación  de  los  Estados  Unidos  de  Yene-- 

'VfliMZQela  deelan  rotas  ,  i         r^  r  -rh    •  «r        -rr  ^^ 

iMTtiacionee internado-    znola  en  los  Países  Bajos. — ^La  Haya:  Octn- 

iMleB  eon  el  Gobierno  de      ,  _     _       -^-e^       c^   ^         *,.    .   ^  ^ 

loe  Países  Bijos.  bre  9  do  1875. — Señor  Ministro : — Por  vues- 
tra nota  de  ayer  me  impongo  con  el  más  profundo  dolor, 
«le  que  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Bey  insiste  en  exigir,  como 
condición  previa  al  examen  de  las  redamaciones  que  le  fue- 
ron presentadas  por  esta  Legación,  la  re-apertura  de  los  puer- 
tos de  Ooro  y  Maracaibo. 

En  mis  conferencias  con  vos  y  en  mi  correspondencia  ofi- 
cial, creía  haber  llevado  á  vuestro  ánimo,  señor  Ministro,  la 
convicción  de  que  la  clausura  de  estos  dos  puertos  no  fue 
sino  una  medida  general  para  todos  los  países  que  comercian 
con  Venezuela,  y  que  no  envuelve  en  manera  alguna  una 
ofensa  premeditada  como  lo  dejais  creer,  contra  el  Gobierno 
de  S.  M.  el  Bey.  Es  de  este  momento  añadir,  señor  Ministro, 
que  no  habríamos  tomado  esta  medida,  y  sobre  todo  que  las 
Cámaras  Legislativas  no  la  habrían  mantenido  ni  aprobado 
por  unanimidad,  si  ella  no  fues^  de  la  más  alta  significación 
para  el  porvenir  y  la  prosperidad  de  Venezuela. 

Al  mismo  tiempo  me  lisonjeaba,  señor  Ministro,  de  que 
todas  las  manifestaciones  que  he  tenido  la  honra  de  haceros  so- 
bre nuestros  sinceros  deseos  de  armonía  y  buenas  relaciones 
con  vuestro  Gobierno,  hubiesen  disipado  las  dudas  y  las  sos- 
pechas que  parecéis  tener  contra  nosotros,  á  consecuencia 
de  errores  sensibles.  Me  lisonjeaba  también,  señor  Ministro, 
con  que  después  de  haberos  ofrecido  la  restitución  de  la  go- 
leta Midas j  habríais  encontrado  en  este  acto  de  condescendencia 
extraño  y  del  todo  especial,  acto  que  calificáis  de  reparatorio, 
la  prueba  más  brillante  de.  nuestro  deseo  de  conservar  con  el 
Gtobierno  del  Bey  las  mejores  relaciones  políticas. 

Debo  añadir,  señor  Ministro,  que  la  interrupción  de  las 
relaciones  entre  nuestros  dos  Gobiernos,  no  es  de  ninguna 
manera,  como  lo  expresáis  en  vuestra  nota,  una  amenaza  que 
yo  haya  querido  hacer,  sino  un  acto   moy  natural  por  parte 
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Bojas,  Ministro  Plenipotenctario  de  Yeneznela  ante  el  de  B.  M. 
el  Bey  de  los  Países  Bajos,  ha  declarado  al  Ministerio  de 
Belaciones  Exteriores  de  aquel  Gabinete,  interrumpidas  las 
relaciones  internacionales  entre  los  dos  Oobiernos. 

En  este  proceder  ha  camplido  exactamente  el  Ministro 
Teneeolano  las  órdenes  é  instrucciones  que  se  le  habían  co- 
municado por  mi  órgano  y  por  disposición  de  S.  E.  el  Presi- 
dentCy  acordada  en  pleno  Gabinete. 

Según  esas  instrucciones,  había  llevado  el  Gobierno  de 
la  Bepública  su  condescendencia  hasta  dejar  satisfechas  to- 
das las  exigencias  del  Gabinete  de  La  Haya,  menos  una  sola : 
aquella  cuya  satisfacción  habría  envuelto,  como  envolvería  en 
todo  tiempo,  una  tácita  abdicación  de  la  soberanía  del  pueblo 
de  Yeneznela,  una  renuncia  de  su  propio  imperio,  el  abandono 
de  su  dignidad  y  una  traición  á  la  causa  sagrada  de  su  in- 
dependencia, quefquiso,  supo  y  pudo  conquistar  en  quince 
años  de  lucha  heroica  con  los  valientes  hijos  de  su  antigua 
madre  patria. 

Esa  abdicación,  esa  renuncia,  esa  traición  misma,  habría 
significado  y  significaría  el  hecho  de  abrir  puertos  al  comer- 
cio exterior,  que  están  cerrados  en  ejercicio  de  la  soberanía  in- 
manente de  la  Bepública,  y  que  al  abrirse  por  voluntad  y 
la  exigencia  del  Gobierno  de  La  Haya,  como  de  cualquiera 
otro  Gobierno  de  la  tierra,  con  prescindimiento  del  imperio  te- 
rritorial de  la  Kación  venezolana,  habría  consumado  una  hu- 
millación tan  inaudita,  como  es  singular  y  nunca  visto  en  la 
historia  secular  de  las  relaciones  internacionales  de  pueblos 
civilizados. 

Gon  tanta  justicia  así,  con  tan  perfecto  derecho,  y  como 
imperiosamente  impuesto  por  la  dignidad  del  pueblo  venezola- 
no y  el  decoro  de  su  Gobierno,  fueron  interrumpidas  por  nues- 
tro Ministro  en  La  Haya,  con  declaración  terminante,  las  re- 
laciones que  existían  entre  los  dos  pueblos. 

La  existencia  pues,  de  Y.  E.  en  Caracas,  como  Encargado 
de  Negocios  de  S.  M.  el  Bey  de  los  Países  Bajos,  es  ya  el 
día  de  hoy  incompatible  con  la  situación  internacional  de  la 
actualidad,  y  en  consecnencia,  cumpliendo  la  orden  del  Ilnstre 
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Americano,  Presidente  de  la  Bepúblioa,  acordada  en  Gabinete 
pleno,  tengo  el  honor  de  acompañar  á  V.  E.  sas  pasaportes  en 
la  forma  qne  el  derecho  y  la  práctica  tienen  establecida  para 
casos  semejantes.— Debo  terminar  protestando  á  V.  B.  la  dis- 
tingnida  consideración  con  que  soy  su  may  obediente  servidor. 
— Jesti^  María  Blanco»-^ Al  Honorable  señor  J.  Brakel,  En- 
cargado de  Negocios  de  los  Países  Bajos. 

^^•¿IkS?^  ^  Caracas :  Octubre  20  de  1876.— Señor  Mi- 
nistro:— ^Ayer  á  las  6  p.  m.  tuve  el  honor  de  recibir  la  nota 
de  y.  E.  de  esa  fecha,  comanicándome  qne  S.  E.  el  señor 
Doctor  José  María  Bojas,  Ministro  Plenipotenciario  de  Yene- 
znela  en  la  Oorte  de  los  Países  Bajos,  de  acuerdo  con  sus 
instrncciones,  había  declarado  interrumpidas  las  relaciones 
internacionales  entre  los  dos  Gobiernos. 

En  consecuencia  de  ello  Y.  E.  me  ha  remitido  el  pasa- 
porte para  el  extranjero,  que  hoy  mismo  iba^  á  pedirle,  segán 
las  órdenes  que  acabo  de  recibir  en  este  momento. 

Por  consiguiente  partiré  tan  pronto  como  sea  posible. 

No  puedo  terminar  esta  nota,  señor  Ministro,  sin  presen- 
tar las  seguridades  de  alta  consideración  con  que  tengo  el 
honor  de  ser  de  Y.  E.  muy  obediente  servidor.— Bmtol.«— A 
S.  E.  el  señor  Doctor  Jesús  M.  Blanco,  Ministro  de  Bela- 
oiones  Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Yenezuela. 

deíLcWn^SS^de!:  Oaracas  :  Agosto  17  1869.— Señor  Minis- 
^-laZ^P^  tro.— He  tenido  el  honor  de  recibir  la  co- 
municación de  S.  E.  fecha  13  de  los  corrientes,  que  se  refiere 
á  la  detención  y  arresto  de  la  goleta  neerlandesa  Adelaida^ 
su  Capitán  Yan-Orieken,  por  el  buque  de  guerra  venezolano 
Otuiireña.  También  he  recibido  sobre  el  mismo  asunto  do- 
cumentos de  los  cuales  resulta  lo  siguiente : 

El  24  de  Julio  próximo  pasado  salió  la  Adelaida  en  las- 
tre de  la  isla  neerlandesa  Bonaire,  teniendo  á  bordo  dos 
pasajeros,  los  señores  Peoli  y  Planchart,  que  no  tienen  rango 
militar,  despachada  por  las  autoridades  coloniales  para  el 
puerto  de  Barcelona,  con  el  propósito  de  llevar  dichos  pasaje- 
ros allí,  y  de  traer  un  cargamento  por  cuenta  del  señor  Salas, 
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-de  Oarazao.  Sas  papeles  de  bordo  oonsistfan,  en  sa  patente 
de  mar,  el  rol,  nna  patente  de  sanidad  del  Agente  venezolano 
«n  Bonaire,  el  qne  firmó  también  sa  lista  de  rancho;  y  su 
pasaporte. 

El  29,  encontrándose  al  N.  E.  del  islote  ó  rada  de  Borra 
cha^  al  Korte  de  Barcelona,  vino  al  costado  de  la  Adelaida 
nn  bote  armado  del  boqne  de  guerra  €hiaireña  que  se  encon- 
taraba  en  aquellas  agoas.  ITn  oficial,  siete  hombres  armados  y 
dos  sin  armas, .  subieron  á  bordo.  Se  le  pidieron  al  Capitán 
sus  papeles  de  mar,  él  los  entregó  y  más  tarde  le  fueron 
devueltos ;  se  registró  el  buque  y  se  le  ordenó  al  Oapitáo  poner 
la  proa  hacia  la  rada  de  La  Guaira,  donde  ancló  el  buque  en 
la  noche  del  2  de  los  corrientes.  La  fuerza  armada  salió  del 
buque  en  la  tarde  del  día  siguiente,  pero  el  Capitán  del  puer- 
to mandó  al  Capitán  halase  su  buque  bajo  las  fortalezas,  con 
orden  de  no  comunicar  con  la  tierra  ni  con  los  demás  buques 
del  puerto.  Sólo  tres  días  después  fue  retirada  esta  orden. 
Se  mandaron  sacar  de  á  bordo  á  los  pasajeros.  Se  prohibió 
arCapitán  ir  á  Caracas  para  defender  su  causa  y  no  fue  sino 
el  12  que  el  buque  fue  puesto  en  libertad. 

Estos  son  los  hechos.  S.  B.  expresa  en  su  referida  nota 
la  opinión  que  la  detención  fue  motivada,  y  que  aun  se  debe 
reconocer  como  una  gracia  que  el  buque  haya  sido  puesto  en 
libertad. 

Para  llegar  á  esta  conclusión,  procura  S.  E.  asentar  como 
premisas  la  existencia  de  derechos  beligerantes  de  parte  del 
aprehensor,  y  violación  de  neutralidad  de  parte  del  buque  neer- 
landés. A  lo  menos  invoca  S.  E.  la  ordenanza  de  corso  cuyo 
nombre  mismo  indica  bastante,  que  se  refiere  á  un  estado  de 
guerra.  \ 

Suponiendo  por  un  momento  que  el  registro  de  la  Adelaida 
podía  basarse  en  tales  derechos,  aun  entonces  no  podría  yo 
admitir  que  la  conducción  á  La  Guaira  y  el  arresto  allí  hu- 
biesen sido  legales,  según  el  derecho  de  gentes.  El  registro 
de  un  buque  en  la  mar  no  es  un  derecho  que  emana  de  una 
ordenanza  local  de  uno  ú  otro  Estado,  y  por  consiguiente  se- 
mejante ordenanza]  no  puede  fijar  las    reglas  á  que  deban  so- 
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meterse  las  otras  Naciones.  No  paede  decidir  contrario  al 
derecho  marítimo  común ,  caáles  son  los  docamentos  qne  deba 
llevar  nn  baqne  extranjero,  ni  si  se  le  paede  considerar  como 
enemigo,  por  el  hecho  de  que  se  encaentran  entre  sus  pa- 
sajeros oficiales  enemigos.  Sobre  estos  pantos  existen  reglas 
internacionales  y  sólo  ellas  son  aplicables.  Siu  embargo,  se- 
ría saperflao  para  este  caso  discutirlo  aquí.  El  registro  y  la 
detención  de  la  Adelaida  no  han  podido  tener  lugar  en  vir- 
tud de  derechos  beligerantes. .  Barcelona,  el  lagar  de  su  des- 
tino, no  fue  un  lagar  ocupado  por  enemigos,  ni  bloqueado  ó 
sitiado,  pero  sí  un  puerto  en  las  manos  del  Qobiemo  del  bu- 
que apresador,  y  abierto  á  todo  buque  mercante  de  las  Na- 
ciones amigas. 

No  tenía  la  Ouaireña^  pues,  el  derecho  de  entorpecer 
la  marcha  del  buque,  y  menos  el  registro.  Si  hubiese  estado 
anclado  en  el  puerto  venezolano,  y  se  hubiera  encontrado  que 
los  papeles  del  buque  no  estaban  en  la  forma  exigida  por  las 
leyes  del  país,  hubieran  sido  aplicables  al  caso  las  leyes  adua- 
neras. T  hay  que  anotar  además,  que  la  Adelatíhi  e&tskhdk  en 
posesión  de  todos  los  documentos  requeridos  por  estas  leyes 
para  un  buque  en  lastre.  Siglas  leyes  locales  se  opusieran 
por  cualquier  motivo  al  desembarco  de  los  sefiores  Planehart 
y  Peoli,  el  Capitán  se  hubiera  sin  duda  sometido  á  ellas.  Pero 
más  allá  de  la  jurisdicción  local  de  Venezuela  sobre  el  buque 
neerlandés,  no  podía  extenderse  sin  encontrarse  en  colisión  con 
los  derechos  de  los  Países  Bajos.  Establecidos,  pues,  con  cla- 
ridad y  verdad  los  hechos,  y  asentados  los  principios  que  deben 
decidir  la  cuestión,  resulta  que  el  registro  en  la  mar  y  la  de* 
tención  de  la  Adslaida  no  se  pueden  considerar  sino  como  actos 
ilegales,  y  atentados  violentos  contra  ios  derechos  marítimos 
de  nuestra  bandera,  de  que  el  Oobierno  de  Yenezaela,  como 
lo  reconocerá  S.  E.,  debe  satisfacción  al  Gobierno  de  los  Países 
Bajos. 

Aunque  para  una  determinación  ñnal  necesito  las  ins- 
trucciones de  mi  Gobierno,  jazgo  que  una  orden  inmediata  á 
la  marina  de  guerra  venezolana  de  no  cometer  en  adelante 
abusos  como  los  que  ocasionan  esta  nota,  y  una  indemnización 
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peoaniaria  ea  efectivo  al  Capitán  de  la  Adelaida^  serían  me- 
dios que  yo  podría  recomendar  á  mi  Gobierno  como  de  acuerdo 
con  los  amistosos  sentimientos  qae  deben  existir  entre  las 
dos  Naciones.  Como  mi  deseo  personal  es  conservar  las  bne- 
ñas  relaciones  existentes,  oááoj  dispuesto  á  Conferenciar  con 
S.  B.  en  la  hora  que  tenga  á  bien  fijar,  con  el  fin  de  llevar  á  satis- 
factorio resultado  este  asunto. — El  infraescrito  se  aprovecha  de 
esta  oportunidad  para  reiterar  al  Excmo.  señor  Riera  Agnina- 
galde  las  veras  de  su  alta  consideración. — Bolandu8, — Señor 
Biera  Aguinagalde,  Ministro  de  Belacioúes  Exteriores  de  Vene- 
znela. 

MotiTOi  que  joBtiflean         Estddos  Uuidos  dc   Ycnezuela. — Ministerio 

«1   spreMoiieiito  de  di- 

cha  goleta.  dc  Bclacioues  Exteriores.— Sección  central.-* 

ITúmero  363.-.0araca8 :  Setiembre  3  de  1869.— 6<>  y  11<»— Señor 
Encargado  de  Negocios. — ^Tuve  el  honor  de  recibir  la  réplica 
de  ÜS.  á  la  nota  en  que  manifesté  á  esa  Legación  los  mo- 
tivos que  justifican  el  apresamiento,  y  habrían  fundado  la 
condenación  de  la  goleta  Adelaida^  á  la  cual  se  puso  en  liber- 
tad por  gracia. 

Paso  á  hacerme  cargo  de  los  argumentos  por  los  cuales  ha 
parecido  á  US.  inadmisible  la  detención  y  capaz  de  ameritar  el 
pago  de  una  indemnización  al  Capitán  del  barco. 

Cree  US.  que  el  supuesto  de  la  explicación  dada  es  la  exis- 
tencia de  derechos  de  beligerantes,  como  se  deduce  de  la  invo- 
cación de  la  ordenanza  de  corso,  y  el  cargo  de  violar  la  neutrali- 
dad hecho  á  la  goleta.  Sazonando  aún  en  ese  concepto,  US.  no 
admite  la  legalidad  de  la  captura,  porque  el  registro  de  un  buque 
en  el  mar  no  es  derecho  que  emane  de  ordenanza  local  de  uno 
ú  otro  Estado ;  porque  no  puede  decidir  contra  el  derecho  ma- 
rítimo común,  cuáles  son  los  documentos  que  debe  llevar  un 
buque  extranjero,  ni  se  le  puede  considerar  como  enemigo  por 
el  hecho  de  que  se  encuentren  en  el  número  de  sus  pasajeros 
oficiales  enemigos ;  porque  sobre  esto  existen  reglas  in^emacio-* 
nales  y  sólo  ellas  son  aplicables ;  porque  Barcelonai  lugar  del 
destino  del  buque,  no  estaba  ocupado  por  enemigos,  ni  bloquea- 
do, ni  sitiado,  sino  era  un  puerto  que  se  hallaba  en  manos  del 
Gobierno  del   buque  apresador,  y  abierto  á  las  naves  mercantes 
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de  las  NaoiODes  amigas.  Por  tanto  cree  (JS.  qae  )a  Quaire- 
iía  no  tenía  derecho  de  entorpecer  el  viaje  de  la  goleta,  y  menos 
aún  de  registrarla.  Agrega  qae,  si  hubiera  estado  andada  en 
pnerto  venezolanO|  y  sns  papeles  no  tenían  la  forma  reqaerida 
por  las  leyes  del  país,  habrían  sido  aplicables  las  adnaneras ; 
y  además  nota  qae  los  docamentos  de  la  Adelaida  eran  los 
qnepiden  nuestra  legislación  para  un  bnqae  en  lastre. 

Aqní,  señor,  no  se  han  ejercido  derechos  de  beligerante,  sino 
los  que  corresponden  á  cada  Estado  para  sufocar  una  suble- 
vación contra  sus  leyes  y  su  paz  interior.  ^To  puede  conce* 
birse  diferencia  en  este  respecto  porque  los  levantados  se  hallen 
en  lo  interior  de  un  país,  ó  en  las  orillas  del  mar.  Supóngase 
que  se  tratara  de  llevar  á  Ourazao  algún  individuo  encargado  de 
promover  uña  rebelión,  de  comunicar  á  sns  cómplices  de  la  isla 
planes  de  inteligencia  con  sus  enemigos  de  fuera  :  4  podría 
disputarse  á  sus  autoridades  el  derecho  de  apresar  y  castigar  la 
embarcación  empleada  en  fines  subversivos  f  4  De  aprehenderla 
en  el  camino  pftra  frustrar  la  ejecución  de  su  intento  f  4  De  to- 
mar las  demás  providencias  necesarias  á  la  conservación  del 
orden  T  4  Se  diría  que  la  embarcación  iba  para  un  puerto  que 
•estaba  en  poder  del  Gobierno  holandés,  no  sitiado  ni  bloqueado, 
y  que  por  tanto  se  le  debía  dejar  consumar  su  propósito  f  Mny 
precaria  sería  la  tranquilidad  de  las  Naciones,  si  tuviesen,  pura 
proceder  en  tales  casos,  las  trabas  que  US.  indica. 

En  segundo  lugar,  si  alegué  la  ordenanza  de  corso,  nó  quiere 
esto  decir  que  haya  guerra  civil  en  Venezuela.  Se  citó  porque 
contiene  la  declaración  del  principio  que  imprueba  y  castiga  la 
conducción  de  enemigos  en  los  buques.  Lo  que  es  condenable 
en  guerra  formal,  debe  serlo  con  mayor  razón  cuando  se  trata  de 
un  alzamiento. 

Me  toca  además  observar  á  US.  que,  como  resulta  de  su 
misma  exposición,  la  Adelaida  fue  detenida  en  aguas  de  Vene- 
zuela, y  de  consiguiente  en  territorio  sujeto  á  sus  leyes.  Bien 
puede  juzgar  alguno  que  en  alta  mar  no  se  debe  practicar  la 
visita  en  circunstancias  comunes,  sin  embargo  de  que,  aun  para 
impedir  el  quebrantamiento  de  leyes  fiscales,  menos  importantes 
^ue  las  de  conservación  del  orden  público,  las  de  algunos  países 
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autorizan  la  visita  de  baqnes  hasta  la  distancia  de  caatro  legaas 
jde  la  costa;  pero  aqní  el  caso  es  diferente.  El  apresamiento 
se  veriflcó  eo  el  mar  territorial  de  Yenezaela,  por  conseoaea- 
cia,  íaéra  del  alcance  de  los  principios  del  derecho  de  las  Na- 
ciones. 

^'  Así)  dice  un  autor  intachable,  puede  mirarse  como  regla 
de  derecho  primitivoy  reconocida  y  adoptada  por  el  derecho 
secnndarioy  que  las  partes  del  mar  que  bañan  las  riberas,  esto 
eS|  las  que  se  llaman  mares  territoriales,  son  de  la  propiedad 
de  las  Naciones  soberanas  de  estas  riberas  ;|quey  por  consiguiente, 
esas  Naciones  gozan  en  tal  espacio  de  todos  los  derechos  de  la 
'  soberanía  sin  excepción,  como  si  se  tratase  de  un  territorio  te-< 

rrestre.  Pueden  ellas  por  tanto  prohibir  el  derecho  de  nave- 
gación en  general  á  todas  las  demás  Naciones,  ó  á  algunas 
especialmente,  pueden  prohibir  sólo  ciertas  especies  de  navega- 
ción, por  ejemplo  el  cabotaje;  limitar  el  número  de  los  buques 
que  intenten  acercarse  á  las  costas,  venir  á  fondear  en  las  ra- 
das,  aun  abiertas ;  someter  á  las  naves  de  comercio  á  las  visitas 
de  las  Aduanas,  y  hasta  al  pago  de  ciertos  derechos,  de  anclaje, 
faros,  balizas,  &.,  & ;  en  una  palabra,  expedir  todos  los  regla- 
mentos que  les  parezcan  oportunos  para  su  propio  interés.  Los 
extranjeros  que  entran  en  este  territorio  reservado,  deben  some- 
terse á  las  leyes  del  príncipoi  en  lo  que  concierne  á  todas  las 
relaciones  con  el  territorio  y  los  habitantes,  del  mismo  modo 
que  si  habitasen  ó  atravesaran  la  parte  terrestre  de  sus  Estados. 
Digo  en  lo  que  concierne  á  las  relaciones  con  el  territorio  y  los 
habitantes  sólo,  porque,  como  lo  explicaré  después,  las  reía* 
clones  de  los  individuos  de  la  tripulación  de  un  navio  entre  sí, 
aun  á  bordo  de  él,  no  se  hallan  sometidas  á  esta  ley.  Eq  vir- 
tud de  tal  poder  soberano  los  mismos  buques  de  guerra,  esto 
es,  aquellos  cuyos  comandantes  representan  directameute  á  su 
soberano,  á  su  entrada  en  los  puertos  extranjeros  y  en  las  radas, 
pueden  ser  sometidos  á  ciertas  condiciones,  y  señaladamente  al 
saludo  y  á  las  demás  muestras  dé  reconocimiento  de  la  sobe- 
ranía.'' 

Para  que  no  quede  duda  de  la  exactitud  de  los  principios 
alegados,  citaré  á  IJS.  el  caso  del  Oarlo^ Alberto^  vapor  sardo, 
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qne  en  23  de  Abril  de  1832,  habiendo  eondnoido  á  bordo  á  la* 
Dnqnesa  de  Berry  con  las  personas  de  sn  oomitiva,  qne  se  trasla- 
daron á  nna  lancha  para  sn  desembarco  en  Francia,  fne  cap- 
turado por  un  bnqne  de  la  marina  francesa.  En  la  cansa  qae 
se  le  formó,  Mr.  Do  pin,  Procurador  ,  del  Bey,  sostuvo  asila 
acusación :  <*Todo  pabellón  de  nna  ÜTación  neutral  ó  amiga 
debe  ser  respetado,  pero  con  la  condición  de  permanecer  amigo 
ó  neutral,  y  no  valerse  de  falsas  apariencias  de  neutralidad  ó 
amistad  para  da&ar  más  cómoda  6  impunemente." 

^^Así  nadie  pondrá  duda  en  que  la  piratería  puede  ser  re- 
primida, cualquiera  que  sea  el  pabellón  á  cuya  sombra  se 
practique." 

^^Lo  mismo  sucede  con  el  contrabando,  bien  se  trate  de 
mercancías  y  objetos  de  comercio,  ó  del  contrabando  de  gaerra, 
en  víveres,  municiones  y  soldados," 

^^El  mismo  derecho  de  represión  (porque  es  el  derecho  de 
defensa  natural)  existirá  en  favor  de  toda  Ilación  á  que  nna 
nave,  bajo  cualquier  pabellón  que  sea,  llevase  refbensoa  paca 
la  guerra  civil,  trajese  desterrados,  procurase  introducir  oons- 
piradores,  destinados  á  acarrear  el  disturbio  y  la  devastación 
á  su  seno." 

<'En  todos  estos  casos  y  otros  semejantes ;  {uo  es,  con  efecto, 
una  irrisión  alegar  que  el  buque  sardo  llevaba  pabellón  neutral 
6  amigo  t  Amigo  de  quién  t  decidme,  amigo  de  la  Francia  é 
amigo  de  los  enemigos  de  la  Francia)" 

<<Así  que,  no  hay  verdad  en  decir  absoluta  é  indistinta- 
mente que  todo  navio  que  lleva  pabellón  neutral  ó  amigo  es 
inviolable,  y  que  este  pabellón  lo  cubre  todo.  Sí^  será  invio- 
lable si  se  mantiene  en  las  condiciones  del  derecho  de  gentes; 
no,  si  las  ha  violado  y  desconocido;  porque  en  derecho,  lo 
que  no  se  concede  sino  bajo  una  condición,  se  niega  bajo  la 
condición  contraria.    « 

<'Pero  cuando  este  mismo  buque  que  acabamos  de  consi- 
derar en  plena  mar  como  si  fuese  por  si  sólo  toda  la  Nación 
á  qne  pertenece,  llega  á  un  puerto,  uua  rada,  una  costa,  ó 
remonta  un  río  de  otro  Estado,  no  conserva  ya  la   mitíma  in- 


INTEBKAdONAIi  HISPANO-AMEBIGANO  261 


dependencia,  ni  puede  afectar  ya  la  misma  pretensión  á  la 
soberanía.  Lo  qne  de  ella  le  qneda  será  modiflcada  por  la  so- 
beranía real  de  la  tierra  y  de  sos  dependencias  reconocidas. 
Estará  á  sh  vez  y  cou  relación  al  Soberano  de  esta  tierra, 
como  la  nave  refngiada,  á  cubierto  de  los  que  la  persignen,  pero 
sometido  al  examen  de  quien  lo  recibe." 

"En  esta  situación  y  si  está,  por  ejemplo,  en  un  puerto 
de  Francia,  estará  como  todos  los  extranjeros  obligado  á  con- 
formarse con  las  leyes  de  policía  y  de  seguridad.^ 

'<Así  el  buque  (qae  se  baila  eu  las  condiciones  indicadas 
más  arriba)  deberá  obedecer  las  amonestacioues  que  se  le  hagan, 
bajo  pena  de  ser  constreñido  por  la  fuerza,  mostrar  sus  pa- 
saportes, satisfacer  las  exigencias  de  las  aduanas,  prestarse 
á  todas  las  precauciones  establecidas  contra  el  fraude  y  el  con- 
trabando, observar  los  reglamentos  sanitarios,  y  sobre  todo 
abstenerse  de  todo  acto  que  cause  perjuicio  ó  envuelva  hos- 
tilidad. De  lo  contrario,  y  si  se  comete  por  su  parte  6  la 
de  alguno  de  los  hombres  de  su  bordo,  cualquier  ofensa  con- 
tra las  personas,  las  propiedades  y  principalmente  contra  la 
seguridad  del  Estado  que  le  da  hospitalidad,  quedará  sujeto  á 
represión,  sin  poder  alegar  su  extranjería." 

En  26  de  Junio  de  1867  el  Cagliarij  buque  sardo  de  co- 
meorcio  destinado  para  Tunes,  partió  del  puerto  de  Qénova. 
Tenia  á  bordo  además  de  una  tripulación  de  treinta  y  dos 
hombres,  á  las  órdenes  del  Capitán  Sitkzia,  treinta  y  tres  pa- 
sajeros, de  los  cuales  veintisiete  se  habían  embarcado  con  el 
proyecto  de  llevar  la  revolución  á  las  costas  de  Ñápeles.  Al 
frente  de  los  últimos  se  hallaba  Garlos  Pisacane,  Duque  de 
San  Oiovani.  Estando  ya  en  el  mar,  Pisacane  con  sus  com- 
pañeros forzaron  al  Capitán  á  dirigirse  á  la  isla  de  Pouza, 
donde  estaba  detenido  un  gran  número  de  reos  de  Estado ;  ha- 
biendo llegado  al  fondeadero,  los  insurrectos  pusieron  el  navio 
en  guarda  de  algunos  de  los  suyos,  bajaron  á  tierra,  y  después 
de  haber  puesto  en  libertad  y  conducido  á  bordo  los  presos^ 
forzaron  de  nuevo  al  Capitán  á  doblar  el  cabo  de  Sapri  en 
el  golfo  de  Policastro.  Efectuado  el  desembarco  de  los  revo- 
lucionarios en  este  último  lugar,    un  buque  de   guerra  de    la 
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marína  napolitana  apresó  al  Oa^liari.  El  Gh>biemo  piamontóSi 
argayendo  oon  el  hecho  de  qae  el  Capitán  no  había  obrado 
sino  al  impulso  de  la  violencia,  ejercida  contra  él  por  los 
pasajeros  cayas  intenciones  ignoraba  al  embarcarse,  reclamó 
contra  el  apresamiento  como  nna  violación  del  derecho  de  gmi- 
teS|  y  demandó  en  consecnencia  la  restitución  inmediata  del  bas- 
que y  la  soltura  del  Oapitán  y  de  la  tripulación.  Bl  Gtobiemo 
napolitano,  por  su  parte,  usando  de  su  derecho  con  todo  rigor, 
sometió  al  Oagliari  en  primera  instancia  á  la  comisión  de  presas 
que  lo  condenó.  Esta  sentencia  fue  después  confirmada,  sin 
que  lo  impidiese  el  haberse  esclarecido  que  la  nave  se  apresó 
en  alta  mar,  y  no  en  aguas  napolitanas.  Interpelado  lord  Mal- 
mesbury  en  la  Oámaraalta,  contestó: 

'^Hemos  dicho  al  Gtobiemo  sardo  que,  segán  la  opinión 
de  nuestros  juristas,  el  (Gobierno  napolítaoo  había  hecho  uso 
de  sn  derecho  deteniendo  al  Oagliari^  pero  que  lo  había  in- 
debidamente retenido  y  condenado."  Este  dictamen  de  los  ju- 
risconsultos y  Gabinete  ingleses,  la  condenación  pronunciada 
por  los  tribunales  de  Ñapóles  y  aun  el  mismo  fundamento  de 
la  reclamación  sarda,  que  fue  la  violencia  ejercida,  y  no  el 
hecho  mismo  de  la  captura,  hablan  alto  en  favor  de  las  ideas 
que  se  sostienen. 

Prescindiendo  de  todo  lo  dicho,  la  goleta  Adelaida  ha  in- 
currido en  la  pena  de  comiso,  determinada  por  nuestra  legis- 
lación, por  violación  del  territorio,  mediante  la  visita  de  islas 
de  la  República  sin  la  licencia  indispensable. 

Tales  son  los  fundamentos  que  tiene  el  Ejecutivo  para  no 
apartarse  del  concepto  que  ha  formado  sobre  este  caso. 

Benuevo  á  US.  las  protestas  de  mi  consideración    distin- 
guida.—Unión  y  Libertad.— J.  Riera  A^i'na^aZti(e.— Señor  T.  D. 
G.  Bolandus,  Encargado  de  Negocios  de  los  Países  Bajos. 
GureiM  cft  para  Vane.         Entre  Yenczuela  y  Holanda  ha  ocurrido  una 

nela  la  constante  ,,         ,  .  i>-      t  i_      i 

ü&eoazAdeupAi.   dc  aqucUas  desavenencias  que  fijaran  mucho  la 
atención  de  los  coetáneos  y  de  la  posteridad  más  remota. 

La  vecina  isla  de  Curazao  en  todo  tiempo  ha  sido  para 
Venezuela,  un  obstáculo,  una  constante  amenaza.    Tanto  como 
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necesita  de  naestras  provisioDes  y  comercio,  de  que  deriva  sa  exis- 
tencia y  prosperidad,  otro  tanto  nos  profesa  nn  odio  encarniza- 
do.   Teniendo  franco  su  paerto,  le  llegaba  gran  cantidad  de  mer. 
cancías  que   introducía   clandestinamente  por   los   machísimos 
pantos  de  la  extensa  costa  nacional,  con  lo  qae  defraudaba  las 
rentas  de  un  modo  muy  notable.    Y,  lo  más  importante,  se  ha 
convertido  asimismo  en  un  foco  de  donde  parten  sin  cesiEír  los 
rayos   que  incendian  la  sociedad  venezolana.    No  pocas  de  las 
riquezas  de  algunos  de  sus  habitantes  son  fruto  de  la  cooperación 
prestada  á  perturbadores  de  la  tranquilidad  pública,  con  logros 
tan  exorbitantes  como  el   grado  de  criminalidad  de  este  tráfico 
de  sangre   humana.    Las  armas  y  municiones  de  allí  exportadas 
libremente,  las  colocan  en  manos  de  los  mal  hallados  con  una  si- 
tuación de  paz,  para  que  aventuren  tentativas  contra  esta.    En 
vano  se  ha  quejado  la  Bepáblica  muchas  veces ;  en  vano  ha  le- 
vantado la  voz  para  proclamar  la  urgencia  de  que  se  remediase 
el  daño;  en  vano  ha  significado  las  indispensables  resultas  que 
sn  continuación   traería;  en  vano    ha    denunciado    anticipada- 
mente cada  uno  de  los  proyectos  subversivos.    Bepresentacio- 
nes  hechas  al  señor  Gobernador  de  la  Colonia,  representaciones 
elevadas  al  Gobierno   de  la  Metrópoli,  todo  ha  sido  perdido. 
Gomo  si  la  Bepública  estuviese  condenada  á  un  destino  inevita- 
ble, se  pretende  que  ha  de  seguir  atada  al  carro  de  los  especula- 
dores de  Curazao,  y  privada  de  la  libertad  de  retirar  una  con- 
cesión de  que  le  viene  tanto  daño.    Es  atributo  esencial  de  to- 
da Nación  el  de  comerciar  ó  no  con  las  demás,  el  de  mantener 
con  ellas  cualquiera  especie  de  comunicación  ó  trato.    En  esto 
se  gobierna  cada  cual  por  los  dictados  de  su  voluntad,  que  natu- 
ralmente se  arregla  al  consejo  de  sus  intereses.    Abre  las  relacio- 
nes qae  estima  convenientes ;  se  niega  á  las  que  gradúa  de  noci- 
vas.   De  otra  suerte,  los  derechos  de  soberanía  é  independen- 
cia no  pasarían  de  una  mera  ilusión  de  los  sentidos.    Desde  que 
se  demaestran  los  perjuicios  de  la  libertad  de  comercio  otorga- 
da á  una  Nación  por  otra,  és  deber  y  derecho  de  ésta  atajar  er 
brazo  que  la  hiere.    Ese  deber,  ese  derecho,  se  lo  dan  las  leyes 
de  su  defensa  y  conservación,  á  las  cuales  tienen  que  ceder  la. 
misma  vida  y  bienestar  de  las  otras^  cnanto  más  su  sola  con- 
veniencia.' 
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Sin  embargo,  Yenezaela  no  ha  llagado  al  extremo  de  ana  £a- 
caltadea  en  eate  respecto.  Oonvenotda  de  la  necesidad  de  hacer 
acatar  ana  derechoa  y  de  poner  á  todo  trance  fin  á  nn  estado  de 
coeaa  incompatible  con  an  prosperidad,  en  vez  de  cortar  de  ana 
vez  ana  comnnicacionea,  cnaleaqniera  qne  fneaen,  con  Oaiazao,  ae 
ha  limitado  á  reatringirlaa  moderadamente ,  cerrando  al  oomer- 
do  extranjero  en  general,  los  paertoa  de  La  Vela  y  de  Maraca!- 
bo.  Pero  cae  no  impide  qne  en  ambaa  ae  reciban  meroanciaa  de 
Oorazao  ú  otraa  partea,  pnea  ae  ha  prevenido  qne  laa  deatína- 
daa  á  elloa  ae  lleven  primero  á  Pnerto  Cabello,  de  donde,  cam- 
plidaa  laa  formalidadea  de  la  importación,  aignen  á  an  deatino 
en  loa  bnquea  nacionalea  dedicadoa  al  cabotaje. 

Trabajo  coatará  al  mnndo  comprender  qne  en  eate  proce- 
dimiento haya  leído  nua  ofensa  el  Gobierno  de  Holanda,  y 
qne  haya  pensado  siquiera  apoyarse  en  él  para  traer  á  Vene- 
zuela, como  se  llegó  á  anunciar,  el  azote  de  la  gnerra,  que 
debía  en  los  progresos  del  espíritu  humano  estar  relegado 
entre  las  prácticas  de  la  barbarie,  ya  que  pone  la  decisión  de 
las  desavenencias  de  seres  racionales,  no  en  las  inspiraciones 
de  la  justicia,  imparcial  y  recta,  sino  en  los  arrebatos  de  la 
ira,  que  se  socorre  de  la  fuerza  y  da  la  razón  al  qne  hace 
mayor  carnicería. 

Se  había  creído  que  Holanda  tomaría  cuenta  de  su  conducta 
al  señor  Gobernador  de  Gurazao,  y  le  destituiría  por  culpado, 
según  lo  demandó  Yenezuela,  juntamente  con  la  indemnización 
de  los  gastos  causados  por  la  revuelta  de  Octubre  de  1874, 
dirigida,  ayudada  y  por  todos  los  medios  fomentada  desde 
Gurazao.  Allí  existió  la  junta  revolucionaria,  compuesta  en  la 
mayor  parte  de  subditos  holandeses.  De  allí,  y  en  buques 
holandeses,  salieron  jefes  militares,  armas,  municiones,  vestua- 
rios, dinero,  cartas,  instrucciones,  órdenes,  agentes  para  la  su- 
blevación de  Coro  y  la  que  se  disponía  en  el  Este  de  Vene- 
zuela. Las  cajas  del  armamento  embarcado  en  Gurazao  á  esos 
fines,  se  sacaron  del  Fuerte  donde  se  guardaban  en  deposite,  y 
se  condujeron  hasta  el  muelle  por  soldados  de  la  guarnición* 
Mientras  se  concertaban  los  planes  revolucionarios,  el  Gobierno 
que  tuvo  noticias  de  ellos,  las  trasmitió  al  señor  Encargado  de 
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Negocios  de  Holanda  en  Oaracas,  cod  la  esperanasa  de  qae  se 
empleasen  laedios  eficientes  para  frustrarlos.  Mas  tales  voces 
preventivas,  así  como  las  demandas  de  expulsión  de  uno  de  los 
principales  promotores  del  mal,  fueron  desoídas,  sin  embargo 
de  la  tenacidad  con  que  se  repetían.  La  Legación  de  S.  M.  en 
Caracas  recibió  todos  aquellos  oportunos  avisos,  quejas  y  re 
damaciones;  pero  nada  produjo  fruto.  No  sólo  se  hizo  esto, 
sino  que  se  notificó  cuál  sería  la  consecuencia  de  las  toleradas 
violaciones  de  la  neutralidad  de  Ourazao.  Y  esto  prueba  la 
sinrazón  con  que  el  Gobierno  de  Holanda  eitraña  que  el  de 
Venezuela  se  hiciese  justicia  á  sí  mismo,  antes  de  haber  acu- 
dido á  él  en  solicitud  del  desagravio.  No,  se  había  pedido 
una  y  muchas  veces,  y  no  era  dable  aguardar  indefinida- 
mente. 

La  revolución  se  consumó ;  sangre  venezolana  volvió  á  co- 
rrer, y  sumas  de  cuantía  se  arrancaron  á  las  obras  de  fomento 
para  emplearlas  en  los  gastos  del  numeroso  ejército  indispensa- 
ble á  la  represión  de  los  sublevados. 

Nada  más  justo  que  reclamar  de  Holanda  la  indemnización 
de  semejantes  gastos.  Si  no  por  la  ayuda  de  Ourazao,  no  se 
habrían  levantado  los  descontentos.  El  que  está  obligado  á  pre- 
venir un  daño  y  lo  deja  llegar  á  colmo,  incurre  en  falta,  y  tiene 
que  cargar  con  la  responsabilidad  consiguiente.  Esto  consti- 
tnye  la  sanción  de  las  obligaciones.  Era  deber  de  Holanda 
respetar  la  paz  y  tranquilidad  de  Yenezuela:  y  consintió  que 
desde  su  territorio  se  maquinara  contra  ellas.  Era  deber  de 
Holanda  impedir  que  sus  subditos,  permanentes  ó  temporales, 
es  decir,  todos  los  individuos  comprendidos  en  su  jurisdicción, 
ofendiesen  á  un  Estado  con  quien  se  hallaba  en  paz,  y  dejó 
enviar  armas,  vestuarios,  fondos,  oficiales  y  agentes  j  y  esto 
sabiendo  ó  debiendo  saber  que  en  Venezuela  existe  prohibición 
de  importar  armas  y  municiones  sin  el  consentimiento  del 
Gobierno.  Era  deber  de  Holanda,  aun  en  el  caso  de  Inchar  el 
poder  legítimo  con  un  partido  á  quien  se  hubiera  reconocido 
como  beligerante,  mantenerse  neutral  entre  ellos ;  y  niega  á  las 
autoridades  el  permiso  de  extraer  de  Curazao  armamento  que 
les  pertenecía,  cuando  lo  había  dejado  sacar  para  favorecer  una 
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revuelta  qae  iba  á  formarse.  Era  deber  de  Holanda  cuidar  efl- 
cazmente  de  que  no  se  abusara  del  asilo  concedido  por  ella  á 
Venezuela ;  y  los  dejó  conspirar,  enviar  planes,  salir  para  loB 
lugares  sublevados.  En  suma,  era  deber  de  portarse  como 
amiga  de  Venezuela;  y  procedió  en  calidad  de  su  enemiga 
apadrinando  la  ingerencia  directa  de  sus  subditos  en  verda- 
deros actos  de  hostilidad*  El  Estado  que  aprueba  ó  tolera  tales 
desafderos,  los  hace  suyos,  y  se  confunde  con  los  delincuentes 
mismos. 

Se  diputó  para  presentar  esta  reclamación  un  Enviado  Ex- 
traordinario y  Ministro  Plenipotenciario.  De  que  no  se  hubiera 
participado  el  nombramiento  al  Bepresentante  holandés  en  Ca- 
racas, manifestó  estrañeza  el  sefior  Ministro  de  Belaciones  Ex- 
teriores, como  si  esa  participación  fáera  precisa.  En  que  se 
emplease  el  idioma  español  se  puso  también  reparo  al  Ministro, 
como  si  no  perteneciese  á  cada  Nación,  en  virtud  de  la  igual- 
dad de  todas,  usar  del  suyo  en  el  trato  con  las  demás.  Para 
avenirse  á  todo,  se  tradujo  la  correspondencia  en  francés.  Bn- 
tonces  empezaron  nuevas  dificultades.  No  se  creyó  que  pu- 
diesen siquiera  tomarse  en  consideración  las  demandas  de  Ve- 
nezuela, si  previamente  no  accedía  ella  á  la  apertura  de  los 
puertos  de  La  Vela  y  Maracaibo,  y  á  la  devolución  de  la  goleta 
Midas.  Era  este  un  buque  judicial  y  definitivamente  condenado 
por  haber  conducido  fusiles  y  pertrechos,  y  agentes  de  lacons« 
piración.  Pero  el  Ilustre  Americano,  anhelando  probar  su  dis- 
posición á  un  arreglo  amistoso  y  quitar  tropiezos  del  camino^ 
adelantó  su  condescendencia  hasta  prestarse  á  la  devolución  de  - 
la  Midas.  En  cnanto  á  los  puertos,  resolvió  que  no  debía  ni 
aun  discutirse  la  materia,  porque  lo  contrario  seria  consentir 
en  que  faese  discutible  la  soberanía  é  independencia  de  la 
Nación. 

TTn  autor  de  los  más  mod  ernos  se  explica  así : 
^'  Es  indudable  que,  digan   sobre  esto  Vattel  y  Bello  lo 
que  les  parezca,  nada  es  más  inexacto  que  pretender  que  las 
Naciones  están  obligadas  á  comerciar,  es  decir,  á  cultivar  re- 
laciones de  contacto  y  de  cambio  unas  con  otras ;  admitiendo  - 
s'qnferade  un  modo rigidamente  mercantil  á  los  extranjeros  en* 
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sa  terrítorío.  Si  tal  obligación  taviera  algún  fundamento,  esa 
obligación  sería  exigible  á  cada  Potencia  por  todas  las  demás  ; 
loonal  es  evidentemente  contrario  al  sexto  axioma  fandamen- 
tal  del  derecho  internacional  y  como  tal  inadmisible." 

El  sexto  axioma  es  del  te^or  sigaiente : 

''Las  Naciones  como  tales,  forman  nna  familia  de  po- 
tencias libres,  soberanas  é  indepetidientes,  en  cnyo  carácter  se 
deben  matao  é  inviolable  respeto;  tanto  en  sí  mismas,  como 
en  el  libre  ejercicio  de  sa  soberanía  é  independencia." 

El  mismo  aator  aSade: 

<^  Por  pnnto  general,  toda  Nación  puede  en  uso  de  su  so- 
beranía (axioma  sexto)  cerrar  sns  puertos  y  fronteras  á  los 
extranjeros,  como  lo  hizo  en  el  Paraguay  el  Dictador  don  Gas- 
par Francia  de  181á  á  1838,  ó  determinar  las  condiciones  con 
que  les  da  hospitalidad,  agravando  más  ó  menos  esas  condi- 
ciones respecto  de  los  que  no  son  sus  miembros  propios." 

Valga  esa  cita  p«r  las  innumerables  que  pudieran  hacerse, 
7  que  ponen  fuera  de  duda  el  derecho  con  que  Venezuela  no 
ha  negado,  sino  restringido  el  comercio  por  dos  de  sus  puertos. 
Apoyado  en  su  evidente  justicia,  el  Gobierno  prohibió  á  su 
líente  disentir  esta  condición ;  y  además  le  ordenó  que,  á  no 
desistir  de  ella,  declarase  cortadas  las  relaciones  diplomáticas 
entre  ambos  países.  Llegado  el  caso  previsto,  el  Doctor  Bojas 
cnmplió  sus  órdenes,  y  salió  de  La  Haya.  T  al  saberse  en 
Caracas  tal  suceso,  fueron  enviados  sus  pasaportes  al  señor 
Encargado  de  Negocios  de  Holanda,  como  secuela  é  indispen- 
sable complemento  de  aquella  providencia. 

Parece  que  Holanda  no  exijé  la  apertura  de  los  puertos 
sino  porque  Venezuela  ha  declarado  que  los  cerró  para  trabar 
las  relaciones  de  Curazao  con  ella.  Pero  esta  aserción  carece 
de  exactitud,  porque  el  decreto  sobre  los  puertos  no  expresa 
las  causas  que  lo  motivaron.  Y  si  el  Presidente  de  la  Bepú- 
blica,  en  su  Mensaje  al  Congreso,  mencionó  la  razón  que  le 
movió  á  dictar  aquella  medida  salvadora  de  los  intereses  del 
país,  ese  documento  es  nna  comunicación  confidencial  de  un 
ramo  del  poder  público  á  otro,  y  de  que  no  es  lícito  á  loa  Oobier- 
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nos  extranjeros  tomar  conocimiento,  según  lo  ha  sostenido  no 
pocas  veces  el  de  los  Estados  Unidos  de  América. 

Supuesto  que  tal  fuese  la  única  razón  del  decreto,  y  que 
así  se  hubiese  expresado,  ello  no  debilitaría  en  nada  el  de- 
recho con  que  procedió  Venezuela.  Pretender  lo  contrario  equi- 
valdría á  decirle.  ^^Tú  me  has  permitido  comerciar  con  ta 
territorio,  sin  duda  creyendo  que  redundaría  en  utilidad  de  las 
dos  partes.  Pero,  aunque  haya  resultado  daño  de  lo  que  es- 
perabas beneficio,  no  te  es  dado  retirar  tu  concesión.  Mis  sub- 
ditos se  perjudican,  si  yo  embarazo  su  libertad  de  traficar  con  ar- 
mas y  municiones,  de  exportarlas  á  tu  suelo.  Es,  pues,  preciso 
que  las  vendan  álos  venezolanos,  que  se  exciten  ó  se  fomenten  las 
revoluciones,  que  se  incendien  y  maten  para  provecho  de  mis- 
hijos.  Yo  no  respeto  los  deberes  de  Ilación  á  !N'ación,  yo  no  me 
abstengo  de  dañarte,  de  injuriarte,  de  perjudicar  los  intereses  de 
tu  paz  y  sosiego.  Yo  tolero  que  en  mi  territorio  se  formen 
maquinaciones  contra  tí,  que  de  él  se  envíen  barcos,  fusiles,  pól- 
vora,  oficiales,  despachos  para  promover  alzamientos  contra  tu 
Gobierno ;  mas  tú  no  tienes  el  derecho  de  defenderte  con  res* 
tricoiones  á  mi  comercio,  porque  defendiéndote  se  privarían  de 
sus  lucros  mis  comerciantes.  Tu  voluntad  me  abrió  tus  puer- 
tos, pero  tu  voluntad  no  puede  cerrármelos,  porque,  una  vez 
concedido  el  favor,  quedaste  ligada  para  siempre.  Hiciste, 
más  no  puedes  deshacer.  Para  mí  han  de  ser  todas  las  ven- 
tajas, para  tí  todos  los  inconvenientes  de  tu  liberalidad." 

Gomo  se  notó  ya,  no  conviene  olvidar  que  en  diversas 
ocasiones  se  pidió  á  Holanda,  por  medio  de  su  Legación  en  Ca- 
racas, el  remedio  de  las  agresiones  de  Curazao,  y  que  este  re- 
medio nunca  vino.  Apenas  se  otorgó  la  expulsión  de  un  jefe, 
del  que  había  acaudillado  la  revuelta. 

La  demanda  de  resarcimiento  de  los  gastos  de  ella  no 
tenía  ninguna  conexión  con  la  clausura  de  puertos.  Era  justa 
ó  injusta.  Para  considerarla  y  resolverla  no  se  necesitaba  más 
que  deseo  de  cumplir  la  obligación  de  hacer  Justicia  á  las 
quejas  de  un  Estado  amigo.  Pero  en  vez  de  eso,  se  pone  por 
condición   de   admitirla   á  examen  la  apertura  de  los   puertos. 
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De  modo  qae  se  niega  á  Venezaela  la  facultad  de  dedacir 
sus  accioneSy  si  no  comienza  por  renunciar  sa  soberanía,  si  na 
inclina   la  frente,  si  no  se  somete  á   intervención. 

Ella  no  ha  exigido  á  Holanda  que  cambie  sa  legislación 
en  proveclio  exclusivo  de  Venezuela,  como  erróneamente  se  le 
imputa.  Lo  que  ha  pedido,  en  uso  de  sus  derechos  de  todo  gé- 
nero, es  que  se  prohiba  exportar  de  Ourazao  armas  y  municio- 
nes, para  que  con  ellas  no  se  haga  la  guerra  al  legítimo  Oo- . 
bierno.  Toda  Nación  tiene  que  cumplir  sus  deberes  para  con 
las  demás,  sin  que  puedan  servirla  de  excusa  las  disposi- 
ciones de  las  leyes  suyas  peculiares.  Admitida  una  doctrina 
contraria,  quedaría  un  Estado  en  situación  de  faltar  impu- 
nemente á  sus  obligaciones  internacionales,  con  legislar  acerca 
de  ellas  como  le  pareciese. 

Beflexiónese  sobre  la  diferencia  que  media  entre  uno  y  otro 
caso.  Holanda  M>e  respetar  la  paz  de  Venezuela  y  abstenerse  de 
cuanto  sea  capaz  de  dañarla  :  he  aquí  el  fundamento  de  sus 
reclamaciones.  Venezuela  w}  está  obligada  á  comerciar  con  Ho- 
landa. Si  lo  hace,  es  por  efecto  de  su  voluntad  libre  y  des- 
embarazada. De  ella  depende  retirar  su  concesión,  ó  ponerle 
las  cortapisas  que  crea  convenientes.  Este  cotejo  descubre  lo 
exótico  de  la  pretensión  sobre    los  puertos. 

Dado  que  algún  reglamento  mercantil  de  un  pueblo  pa- 
rezca á  otros  nocivo  á  sus  intereses,  estos  hallan  en  el  ejer- 
cicio de  la  retorsión  el  medio  eficaz  de  combatir  las  desven- 
tajas. 

Mas  á  nadie  le  ha  ocurrido  nunca  que,  con  semejante 
impulso,  el  ofensor  se  convierta  en  agraviado,  y  lleve  su  re- 
sentimiento, no  sólo  hasta  negarse  siquiera  á  tomar  en  con> 
sideración  las  demandas  que  deriven  fuerza  de  sus  propios 
actos  y  los  de  sus  funcionarios,  sino  hasta  apelar  á  la  vio- 
lencia y  declarar  la  guerra.  La  guerra  que  es  la  mayor  de 
las  calamidades  humanas,  y  á  que  ninguno  puede  acudir,  sino 
cuando  se  le  ha  hecho  una  evidente  injuria,  de  la  cual  se  ha 
rehusado  además  la  satisfacción  pedida.*  Ejercitando  un  de- 
recho, no  ha  ofendido  Venezuela :  tampoco  habría  ofendido  aun 
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diciendo  qne  se  movió  á  tal  modificacióa  por  la  condaota  craet 
de  Curazao.    {  Desde   oaándo  es  injuria  la  defensa  t 

üaando  vemos  qae  el  progreso  del  siglo  condena  el  tre- 
mendo azote  de  la  gaerra,  cada  vez  con  más  eficacia ;  cuando 
se  observa  qne  los  sabios  dedican  sus  tareas  á  la  investi- 
gación de  los  caminos  de  extirparla;  cuando  se  recomienda 
como  snstitnto  de  ella  el  arbitramento  por  la  conferencia  de 
París  de  1856,  compuesta  de  plenipotenciarios  de  Francia,  la 
Gran  BretaSa,  de  Busiai  de  Oerdeña,  y  de  Turquía ;  cuando 
del  Parlamento  Británico  se  levanta  nueva  opinión  en  favor 
del  arbitraje,  cuando  prácticamente  han  dado  el  ejemplo  de  su 
adopción  la  Gran  Bretaña  y  los  Estados  Unidos  para  ter- 
minar gravísimas  desavenencias  próximas  á  resultar  en  un 
conflicto;  la  razón  no  alcanza  á  comprender  que  Holanda,  con 
olvido  de  tales  y  tan  significativos  antecedentes,  y  como  an  - 
siosa  de  contrariarlos,  pueda  aventurarse  á  una  guerra  en 
que  todo  puede  estar  de  su  parte,  menos  la  justicia.  La  pren- 
sa misma  holandesa,  ha  acusado  el  procedimiento  desrazonable  ; 
la  voz  de  doctos  publicistas  ha  tronado  contra  él ;  la  opinión 
de  Gobiernos  muy  respetables  va  acorde  con  la  de  Venezuela, 
la  confirma  y  robustece  ;  varios  periódicos  de  diversas  partes 
del  mundo  condenan  el  inaudito  intento  y  esperan  del  pueblo 
de  Venezuela  una  conducta  digna  y  correspondiente  al  des- 
precio con  que  se  miran  sus  derechos. 

Hasta  hoy  la  Bepública  no  ha  tenido  vida  exterior*  Hun- 
dida las  más  veces  en  el  abismo  de  las  turbaciones  domésticas, 
y  dirigida  por  inhábiles  mandatarios,  había  caído,  por  su  in- 
variable condescendencia  á  las  intimaciones  de  afuera,  en  una 
especie  de  marasmo  que  la  aniquilaba  ante  las  otras  Naciones. 
Ki  un  síntoma  de  altivez  republicana,  ni  una  señal  de  los 
bríos  de  que  dio  pruebas  en  tiempos  más  felices.  Por  eso, 
cuando  en  el  día,  se  presenta  en  Europa  en  una  actitud  de- 
corosa á  reclamar  sus  fueros  sistemáticamente  ultrajados,  apenas 
puede  concebirse  qne  ello  sea  una  realidad  ;  y  no  faltan  quienes 
tomen  de  ahí  pretexto  para  insultar  su  pequenez,  cual  si  las 
ventajas  de  la  sociedad  internacional  debieran  ser  patrimonio 
de  los  años  y  la  prepotencia. 


INTEBNAGIONAIi  HISPAN  O-AMBBIO ANO  261 


Mas,  aunque  es  una  triste  verdad  que  los  diotados  de  la 
fuerza  prevalecen  todavía  en  el  curso  de  las  cosas  humanas, 
los  débiles  habrán  de  convencerse  de  que  la  resignación 
aumenta  los  peligros  de  su  flaqueza.  Si  no  llega  para  ellos 
un  día  en  que  se  resuelvan  4  sacudir  ese  nuevo  y  más  opro- 
bioso yugo  que  el  colonial,  no  saldrán  nunca  del  estado  de 
sumisión  y  abatimiento  que  se  trata  de  imponerles  como  con- 
dición normal  de  su  existencia.  No  hay  pueblo  pequeño  para 
la  defensa.  Al  más  pujante  puede  él  hacer  sentir  la  diicuU 
tad  de  apoyar  con  las  armas  una  pretensión  injusta,  que  no 
se  atrevería  ni  á  discurrir  tratándose  de  igual  á  igual. 

Así  en  npestro  caso  la  metrópoli  á  que  pertenece  la  Ocio- 
nía  de  Curazao,  aquella  isla  de  antiguo  celosa  de  la  pros- 
peridad y  bienestar  de  este  territorio,  por  desgracia  su  vecino, 
se  autoriza  con  el  mismo  ejemplo  de  nuestra  pasada  toleran- 
cia para  querer  con  obstinación  que  siga  inmutable  un  estado 
<le  cosas  que  nunca  ha  debido  soportarse  y  que,  continuado, 
nos  constituiría    en   tributarios  de  especuladores  sin  entrañas. 

Hasta  ahora  el  estado  entre  Venezuela  y  Holanda  es  el 
de  mera  suspensión  de  relaciones  diplomáticas.  Aunque  desde 
principios  del  año  llegaron  á  Curazao  algunos  buques  de 
guerra  holandeses,  hay  motivos  para  creer  que  ^u  presencia 
allí  tiene  un  objeto  diferehte  del  de  encaminarse  á  nuestros 
mares  en  actitud  beligerante.  No  desea  Venezuela  la  guerra, 
no;  mas,  si  á  tal  extremo  adelantare  Holanda  su  pretensión, 
el  pueblo,  firme  en  su  derecho,  arrostrará  todas  las  consecuen- 
cias de  su  determinación,  antes  que  consentir  la  mengua  de 
la  soberanía  y  dignidad  nacionales,  tan  encumbradas  hoy  al 
incesante  y  enérgico  esfuerzo  del  que  todo  lo  ha  regenerado 
en  la  República.  (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  Vene- 
zuela, 1876.) 

Beoiamaciones  Estados  Unidos  de   Venezuela.-^Miuisteiio 

úé  lOB  oapttalistM  iogleses 

contra  Tenesueía.  dc  Belacíoncs  Extcriorcs. — Scccióu  Central. — 
Número  298.^Caraca8 :  Noviembre  10  de  1865.— Año  2?  de  la 
Ley  y  7?  de  la  Federación. — Circular. — Ciudadano  Ministro : 
Cuando  se  trata  de  una  grave  cuestión  fiscal  que  importa  re- 
solver  del   modo    más    acertado  y  conveniente;  cuando   ella 
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sirve  de  pretexto  á  ciertos  intereses  para  desatarse  en  injorías 
contra  la  Bepública ;  cuando  se  turba  la  calma  con  que  debe 
ventilarse,  se  agitan  las  pasiones  y  se  muestra  empeño  en 
que  se  prescinda  de  los  dictados  de  la  justicia  y  aún  de  la 
equidad;  cuando  se  emplean  armas  de  todo  género  con  el 
propósito  de  acarrear  conflictos  á.  la  Nación :  no  ha  de  pare- 
cer extraño  que  salga  á  su  defensa  el  encargado  de  represen- 
tarla, y  justificando  la  conducta  de  que  se  la  acusa,  acalle 
los  clamores  de  la  calumnia,  y  ayude  á  poner  término  á  las 
dificultades  existentes. 

Esto  paso  á  ejecutar  en  cumplimiento  de  orden  que  he 
recibido  del  ciudadano  Primer  Designado  en  ejercicio  de  la 
Presidencia  de  la  República. 

Presentemos  desde  luego  la  cuestión,  y  tomando  después 
por  guía  la  luz  de  la  verdad  histórica,  expongamos  algUTios 
de  los  hechos  más  conspicuos  que  tienen  relación  con  ella  como 
antecedentes  indispensables  para  su  conocimiento. 

En  1862  la  Dictadura  negoció  en  Londres  un  empréstito 
de  seiscientas  treinta  mil  libras  esterlinas  con  los  señores  Ba- 
ring  Brothers  y  O?  Se  hipotecó  para  su  pago  el  56  p3  de 
los  derechos  de  importación  de  las  Aduanas  de  La  Guaira 
y  Puerto  Cabello.  Su  producto  se  estuvo  entregando  á  los 
acreedores  hasta  fines  del  año  pasado.  Pero,  habiendo  recla- 
mado los  acreedores  internos  la  prelación  que  tenían  no  sólo 
en  cuanto  al  38  p9  de  los  derechos  de  importación  hipo- 
tecado  en  primer  lugar  á  ellos  mediante  escritura  pública, 
sino  también  respecto  á  la  totalidad  de  los  miamos  derechos 
como  tenedores  de  los  llamados  billetes  del  Gobierno ;  oída  la 
opinión  de  la  Alta  Oorte  Federal  favorable  á  su  solicitud,  y 
viéndose  la  absoluta  imposibilidad  de  continuar  en  semejante 
estado,  se  mandó  apartar  el  15  pg  de  los  ingresos  de  todas 
las  Aduanas  de  la  Unión,  para  aplicarlo  al  pago  de  la  misma 
deuda  como  base  de  una  propuesta  que.  iba  á  dirigirse.  Más 
tarde  la  Legislatuia  Kacional,  en  la  distribución  que  hizo  de 
la  renta,  destinó  15  p§  de  los  derechos  de  importación  '^  para 
entrar  en  arreglos  con  los  tenedores  de  la  deuda  exterior  y  de  la 
del  empréstito  contratado  en  Londres  el   1®  de  Julio  de  1862.^^ 
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Bajo  tan  termiDante  precepto,  y  en  virtnd  de  la  aatorización 
que  contiene  la  ley  de  crédito  público,  el  Bjecativo  procura 
negociar  con  los  acreedores  la  modificación  de  los  convenios 
aotnales,  y  para  esto  ha  enviado  allí,  en  calidad  de  comisio- 
nado especial,  al  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela  en  las  Bepúblicas  del  Sur  y  ante  el  Gongieso 
americano  de  Lima,  habiéndole  revestido  de  las  instrucciones 
y  poderes  convenientes  á  sn  objeto. 

Tal  es  la  cansa  de  la  irritación  y  encono  de  algunos  de 
los  interesados  en  aquel  negocio,  cnando  más  bien  deberían 
manifestar  su  agradecimiento  á  la  Federación  por  la  genero- 
sidad con  que  ha  procedido  respecto  de  ellos.  La  Federación 
ha  podido,  ^caso  debido,  desconocer  el  empréstito  de  1862, 
y  sin  embargo  no  lo  ha  hecho.  Ha  preferido  a&adir  este  gra- 
vamen á  los  muchos  y  cuantiosos  gravámenes  de  que  encon- 
tró agoviado  el  tesoro. 

Sea  enhorabuena  un  principio  que  los  actos  de  un  Go- 
bierno obligan  á  sus  sucesores.  Oon  efecto,  él  no  es  sino  una 
persona  moral,  que  siempre  existe  la  misma,  á  pesar  de  los 
cambios  que  haya  en  los  individuos  encargados  del  Poder 
público.  Mas  esto  se  entiende,  y  no  puede  menos  qne  en- 
tenderse, de  los  Oobiernos  constituidos  por  la  voluntad  del 
pueblo,  única  fuente  de  soberanía  en  las  Bepúblicas.  Efec- 
tivamente, en  punto  á  sucesión  de  deudas,  los  principios  de 
la  ciencia  requieren  que  hayan  sido  contraídas  en  nombre  del 
Estado,  por  sus  Agentes  autorizados  y  legítimos,  y  para  usos 
públicos. 

Júzguense  por  tal  regla  los  actos  de  la  Dictadura  de  1861. 
Conocidos  son  los  acontecimientos  de  los  años  que  la  prece- 
dieron. En  1868,  siendo  Presidente  de  la  Bepública  el  General 
José  Tadeo  Monagas,  se  movió  contra  él  una  revol ación  que 
terminaba  á  los  pocos  días  por  su  renuncia  del  mando.  El 
Jefe  de  aquella  entró  provisionalmente  á  desempeñar  la  pri- 
mera magistratura,  y  convocó  para  la  ciudad  de  Valencia  un& 
Convención.  Beunida  ésta,  habiendo  establecido  nueva  Consti> 
tución,  eligió  para  Presidente,  mientras  conforme  á  sus  dis- 
posiciones  se  nombraba  otro,  al  General  Julián   Castro,  cabeza 
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del  movimiento.    Dorante    su    interina  administración,    creció 
más  y  más  la  resistencia  del  pneblo  al  orden    de  cosas  trian- 
fante,  resistencia  qne   con  este  mismo   había  empezado.    Nada 
alcanzaron  los  ejércitos  dirigidos  á  contener  la  oleada  nacional, 
^>  qne  de  día  en  día   aumentaba    los    aprietos  del  Gobierno, 
Llegaron  ellos  á  prodncir  ana  mndanza  notabilísima  en  la  po- 
lítica del  Presidente.    Se  rodeó  de  nn  Ministerio  compuesto  de 
hombres  bien    caracterizados  en  el  partido  liberal ;  en  lagar  del 
sistema  belicoso  seguido  hasta  entonces,  adoptó  ano  de  aveni- 
miento y  conciliación,  y    anunció  por    escrito    al  público    sa 
designio  de  satisfacer  el  voto   general.    En  aqaellas  circanstan- 
cias,   y  antes  del  tiempo  señalado  para   cumplir  su  oferta,  es 
hecho  prisionero  en  su  misma  casa  por  la   fuerza  que  le  custo- 
diaba ;  ios  batallones  que    guarnecen   la  ciudad    proclaman  la 
Federación ;  tras  algunas  dificultades  se  organiza  un  Gobierno 
provisional ;  y  ya  sólo  se  aguarda  á   su    reconocido    caudillo. 
Todo  parece  próximo  á  conclair  en  paz  y  amistad,  cuando  las 
tropas  pronunciadas  antes    por  la    Federación,    se    pronuncian 
por  la  Oonstltuoión ;  rómpense  los  lazos   qne  empezaban  á  for- 
marse entre  los  partidos,    y  la  discordia  escandece  los  ánimos 
y  produce  lamentables    desgracias.    En  aquel  día  se  busca  al 
Yicepresidente,  y  por  falta  de  él  al    Designado.    Colócase  al 
último  en  la  silla  del  Ejecutivo,  y  se  dice  restablecida  la  -W- 
gitimidad.    Siguió  cruda    y  tenaz  la    guerra,  temiéodose   pá: 
momentos   el  asalto  de  la  capital,  en  cuyas  inmediaciones  ha« 
bía  fuerzas    revolucionarias.    Guatro    meses  después,  el  mayor 
ejército  que  los    centrales  habían  podido  reunir   haciendo  aso, 
de  los  recursos  del   Estado,  que    se  hallaban  todos  en  sus  ma- 
nos, caía    postrado  á  los  pies    de  la  Federación  en  el  glorioscj 
campo  de  Santa  Inés,  en  términos   que,  oficiales  y  soldados  si. 
no  perecieron  en  la   batalla,  quedaron  en  poder  de  las  huestes 
victoriosas,  y  sería  no  poca  fortuna  qne  se  salvara  éste  ó  aquél 
en  la  fuga.    Fue    uno    de    los  triunfos    completos  y  más  se- 
ñalados que  pueden  registrarse  en  los   anales  de  cualquier  Na- 
ción. 

Oausas    accidentales,   y    extrañas  cuteramente  á  los  planes 
'del    enemigo,  detuvieron    la  marcha  de  las    legiones   trianfa* 
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doras  cuando  se  eucamÍDaban  á  Valencia  y  Caracas,  y  pro- 
dajeron  sn  división  en  gaerrillas  por  todos  los  ámbitos  de  la 
Bepública.  En  tal  estado  se  habían  hecho  elecciones  para  el 
Congreso,  y  para  la  Presidencia,  Yicepresidencia  y  Designatnra. 
Mas  la  impotencia  del  partido  central  iba  acrecentándose  al 
mismo  paso  que  la  pujanza  de  la  insurrección.  Al  cabo  de 
algún  tierupo  y  sin  duda  por  las  dificultades  de  la  situación, 
el  Preside^  te  creyó  que  debía  separarse  del  puesto,  entrando 
en  su  lugar  el  Vicepresidente.  Si  es  posible  concebir  que  algo 
sobreviviese  de  las  instituciones  de  1858,  bien  se  alcanza  que 
hubo  de  desaparecer  cuando  el  Poder  Ejecutivo  expidió  en 
19  de  Julio  de  1861  el  decreto  de  Asamblea,  sometiendo  casi 
toda  la  Bepública  al  imperio  de  las  ordenanzas  generales 
del  ejército.  Pero  aún  hay  más.  Ep  Agosto  de  1861  una  su- 
blevación militar  prendía,  también  ¿ti  su  morada,  al  Vicepre- 
sidente, y  acababa  de  consumar  para  siempre  la  destrucción 
de  dicho  régimen.  Después  de  un  corto  intervalo,  se  subrogó 
en  lugar  del  funcionario  destituido  otro  que  gobernó  dictato- 
rialmente  unos  tantos  meses.  Asi  estaba  dividido  el  país  en 
dos  secciones  bien  deslindadas :  figuraba  en  la  una  la  revo- 
lución, obra  exclusiva  de  los  pueblos,  poseedora  ya  de  recursos 
considerables  y  extensa  porción  de  territorio,  progresando  de 
día  en  día:  presentábase  en  la  otra  un  corto  número  de  hom- 
bres sosteniendo  con  la  fuerza  una  causa  impopular,  y  per- 
dida ya  la  bandera  que  hasta  entonces    habían   enarbolado. 

1^0  se  ocultaba  al  Dictador  la  verdadera  situación  de  las 
cosas.  Tanto  la  conocía  que  desde  luego  simpatizó  con  las 
ideas  revolucionarias,  empezando  por  difundir  las  palabras  paz 
y  unión,  que,  á  despecho  de  todo,  no  podían  dejar  de  sonar 
eíen  á  los  oídos  de  los  venezolanos,  pesarosos  de  la  guerra  ci- 
Til  que  los  devoraba.  Poco  tardó  en  solicitar  del  Procer  de 
la  causa  federal  conferencias  que  diesen  punto  á  la  discordia, 
enviándole  una  comisión.  Obtenido  el  asentimiento  del  Gene- 
ral Falcón,  el  General  Páez,  saliendo  de  Caracas  donde  tenía 
establecido  su  Gobierno,  se  trasladó  á  la  Provincia  de  Carabobo, 
y  en  el  inmortal  campo  que  lleva  este  nombre  se  juntaron  los 
representantes  de  ambos  partidos.    Después  que  la  entrevista 
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ejemplar  de  ella  á  la  Legación  británica  residente  en  esta  ciu- 
dad, así  como  también  es  de  creerse  que  alcanzase  á  manos 
de  los  prestamistas.  Sea  como  faere,  ellos  no  podían  ignorar 
la  existencia  de  la  guerra  civil  en  Venezuela,  ni  desconocer 
que  el  partido  con  quien  trataban,  tenía  contra  sí  todos  los  ele- 
mentos, y  era  el  que  menos  títulos  presentaba  á  ser  reputado 
por  Gobierno. 

Prestarle  pues,  á  él  fondos,  no  sólo  equivalía  á  someterse 
voluntariamente  á  los  riesgos  y  contingencias  del  contrato,  sino 
además  constituía  una  intervención  perniciosa  en  los  asuntos 
domésticos  de  Venezuela.  Al  Presidente  Lincoln  pareció  vio- 
lación de  la  neutralidad  el  solo  hecho  del  reconocimiento  de  la 
Dictadura :  4  qué  diría  él  de  la  acción  de  suministrarle^  entre- 
gándole dinero,  medios  de  dilatar  su  vencimiento  y  continuar 
por  algún  tiempo  más  la  destrucción  de  vidas  y  riquezas^ 
con  las  otras  grandes  calamidades  que  acompañan  á  las  disen- 
siones intestinas! 

No  había  pasado  un  semestre  de  la  percepción  del  emprés- 
tito, cuando  la  Dictadura  se  entregó  en  manos  de  sus  vence-* 
dores  enemigos.  Perdido  no  sólo  el  Sur  de  la  Bepública  desde 
muy  atrás  para  los  centrales,  sino  también  ya  el  Oriente  y 
el  Occidente;  casi  limitados  en  esta  Provincia  al  recinto  de  la 
ciudad  de  Oaracas,  que  se  venía  estrechando  de  hora  en  hora 
por  el  círculo  de  hierro  de  las  líneas  federales;  impotentes 
parjk  contenerlas,  como  lo  pregonaban  los  resultados  de  los 
encuentros  diarios;  ninguna  esperanza  les  era  dado  concebir  que 
no  estribase  en  la  magnanimidad  del  campeón  popular.  Y  con 
efecto,  fae  ella  tal  que  excedió  los  límites  de  lo  que  se  concep- 
tuaba posible.  El  concedió  á  los  restos  de  sus  adversarios  una 
capitulación  honorífica,  venciéndolos  con  la  grandeza  de  sen- 
timientos, así  como  los  habla  aniquilado  con  las  armas.  Ko 
hay  que  buscar  otra  explicación  á  los  convenios  de  üoche  y 
Garacas. 

La  misma  elación  de  animo  inspiró  al  Oran  Gindadano 
Mariscal,  pocos  días  después  de  inaugurado  su  Gobierno,  aquel 
decreto  de  18  de  Agosto  de  1863  con  que  levantó  el  monu- 
mento de  su  gloria.    Borrando  de  la  legislación  venezolana  la 


268  TEBOEBA  PABTB.  -  BL  DEBEGHO 


pena  de  muerte,  asegarando  la  propiedad,  la  libertad,  la  iovio- 
iabilidad  de  la  correspoodeDcia  y  del  hogar  doméstico  y  los 
-otros  derechos  individuales  en  sa  más  lato  sentido,  confirman- 
do la  abolición  de  la  esclavitud  y  declarando  libre  á  todo  siervo 
qne  pisase  el  territorio  nacional,  y  prohibiendo  que  sirviesen 
de  prisiones  ciertos  lagares,  el  Presidente  de  la  Bepúblioa  do 
sólo  cubrió  con  la  egida  de  su  nombre  y  autoridad  á  los  que 
le  habían  hecho  la  guerra,  sino  también  demostró  que  no  le 
guiaba  ningún  propósito  mezquino,  sino  sólo  el  de  la  dicha 
y  bienestar  de  sus  compatriotas. 

Sí  al  día  siguiente  de  la  inauguración  en  el  poder  la  Fe- 
deración, si  en  época  posterior  se  hubiese  negado,  si  hoy  mismo 
6e  negase  ella  á  pagar  el  empréstito  de  la  Dictadura;  nadie 
podría  tacharla  de  injusta  ni  quejarse  con-  razón  de  un  acto 
natural  en  el  orden  de  los  humanos  sucesos. 

ün  argumento  de  paridad  nos  ofrece  la  historia  coetá- 
nea, y  él  es  tanto  más  oportuno  y  significativo,  cuanto  más 
desfavorables  las  circunstancias  del  caso  indicado.  Los  Es- 
tados Unidos  de  América,  como  se  llaman,  constituyen  la 
federación  de  varios  pueblos  independientes  unos  de  otros, 
aunque  circunscritos  en  los  puntos  sometidos  al  Gobierno  ge- 
neral. Oasi  la  tercera  parte  de  ellos  determinó  segregarse  de 
los  demás,  y  llevando  á  cabo  su  resolución,  formaron  la  sec- 
ción conocida  con  el  nombre  de  Estados  Confederados.  Es- 
tablecieron en  Richmond  un  Gobierno  perfectamente  organi- 
zado ;  levantaron  ejércitos  de  tantos  soldados  que  en  sm  pri- 
meras batallas  lidiaron  no  siu  ventajas  contra  los  del  Korte ; 
equiparon  buques  que  corrían  por  todos  los  mares  persiguien- 
do y  destruyendo  el  comercio  de  los  unionistas  ;  hoy  mismo 
todavía  subsiste  uno  de  dichos  corsarios ;  obtuvieron  también 
victorias  navales.  No  se  recuerda  ninguna  Potencia  que  les 
negase  el  carácter  de  beligerantes,  y  no  igualase  en  el  trato 
BUS  naves  con  las  naves  de  los  Estados  fieles ;  la  detención 
de  dos  de  sus  Agentes  diplomáticos,  conducidos  á  bordo  del 
Trentj  dio  margen  á  una  ruidosa  cuestión,  que  luego  termi- 
nó favorablemente .  á  ellos ;  muchos  hombres  ilustrados  se 
persuadieron   á   qne  estaba  creada    una  nueva   Nación  ;   y  s6 
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sabe  cnanto  y  cnántas  veces  se  ventiló  en  París  y  en  Lon- 
dres la  idea  de  sn  reconocimiento.    Onatro  años  se  sostuvo  la 

guerra.    Pnes  ahora  bien,   el   Gabinete  del  Presidente  John- 

* 

son,  debelada  la  sedición,  repadia  la  deuda  contraída  por  los 
Estados  Confederados,  que  nunca  consideró,  dice,  como  Go- 
bierno de  fdotOj  y  repudiada  se  quedará,  á  juzgar  pov  las 
lecciones  de  la  experiencia  ^  Xo  cabría  que  Venezuela  hicie- 
se lo  qoe  practican  los  Estados  Unidos  f  La  razón  no  des- 
cubriría el  origen  de  la  diferencia,  si  alguna  quisiera  esta- 
blecerse. 

Ya  que  no  se  adopte  tal  resolución,  á  lo  menos  habría 
derecho  á  discriminar  entre  las  sumas  provenientes  del  em- 
préstito que  se  invirtiesen  en  beneficio  de  la  Sepáblica,  en 
la  exoneración  de  legítimas  deudas  suyas,  y  las  que  reci- 
biesen otro  destino,  por  ejemplo,  los  usos  de  la  guerra.  Tam- 
poco la  Unión  venezolana  ha  pretendido  poner  en  ejercicio 
esta  incontrovertible  facultad,  sin  embargo  de  que  la  falta 
de  orden  en  su  inversión  es  causa  de  que  se  ignore  la  que 
tuviesen  diversas  cantidades  que  libró  uno  de  los  agentes  de 
los  prestamistas. 

No  se  arguya  que  la  Federación  aprobó  el  empréstito  con- 
tinuando en  entregar  el  cincuenta  y  cinco  p  §  afecto  á  su  pago. 
Es  verdad  que  se  ejecutó  así  ^  pero  por  los  siguientes  mo 
tivos.  El  Presidente  provisional  de  la  Bepáblica  juzgó  el  ca- 
so tan  grave  que  no  le  tocaba  á  él  decidirlo,  sino  á  la  Asam- 
blea llamada  á  reconstituir  el  país.  Aquel  Ouerpo  no  llegó 
á  penetrar  en  el  asunto  dejándolo  en  la  misma  situación  en 
qae  lo  encontrara.  Acaso  se  trató  de  ver  si  era  posible  que 
Venezuela  soportara  la  carga  de  semejante  deuda.  La  Legis- 
latura Nacional  del  corriente  año,  mejor  impuesta  de  las  re- 
clamaciones de  los  acreedores  internos,  de  la  opinión  de  la  Oorte 
Federal  y  del  estado  de  la  Hacienda  pública,  eu  el  artículo 
de  la  ley  de  presupuesto  citada  fue  quien  aplicó  el  quince  p  § 
de  los  derechos  de  importación  al  pago  de  la  deuda  ex- 
terior y  del  empréstito  de  1862.  Y  como  no  debe  extraerse 
del  Tesoro  ninguna  cantidad  que  no  se  halle  presupuesta  eu 
la  respectiva  ley,  según  el   artículo  108  de  la  üonstitución  fe- 
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vida  las  diversas  clases  de  deuda  que  yacen  hoy  maertas, 
desempeñe  cuantas  obligaciones  tengo  contraidas  por  leyes 
preexistentes,  pero  rednoiéndolas  todas  sin  excepción  á  los  lí- 
mites de  mi  posibilidad  actual.  Me  presento  cual  un  deudor 
desgraciado  que  sólo  pretende  de  sus  acreedores,  términos  com- 
patibles con  sus  recursos  para  desembarazarse  de  tantas  di- 
ficultades.'' 

A  tan  racional,  á  tan  moderado  lenguaje,  [nada  encontra- 
mos que  oponer  de  parte  de  los  tenedores. 

La  ley  vigente  distribuye  así  los  ingresos  de  las  arcas  pú- 
blicas. 

En  primer  lugar,  destina  los  derechos  de  exportación  pa- 
ra cumplir  los  compromisos  provenientes  del  empréstito  con- 
tratado en  Londres  el  3  de  Octubre  de  1863.  Ese  es  el  em- 
préstito que  la  Federación  negoció,  y  cuyas  estipulaciones, 
pues,  no  adolecen  de  las  informalidades  que  se  han  obje- 
tado al  de  la  Dictadura,  debe  aquella  observar  con  estric- 
ta puntualidad.  No  es  de  temerse  que  se  ponga  el  menor 
reparo  á  una  partida  en  cuya  conservación  acaso  algunos  de 
los  mismos  tenedores  de  las  antiguas  deudas  están  interesa- 
dos, y  que,  á  recibir  difeí^nte  aplicación,  motivaría  quejas  y 
reclamaciones  de  los  que  prestaron  bajo  la  hipoteca  de  aque- 
llos ingresos. 

En  segundo  lugar,  asigna  el  50  pg  de  todos  los  dere- 
chos de  importación  para  el  pago  del  presupuesto  ordinario. 
I  Se  puede  disminuir  algo  de  aquí  ?  No,  ciertamente.  Pocas  Na- 
ciones, si  alguna,  presentarán  el  ejemplo  de  reservar  sólo 
mucho  menos  de  la  mitad  de  sus  caudales  al  preferente  objeto 
de  la  propia  conservación,  seQalando  todo  lo  demás  á  sus 
acreedores.  Tal  es  la  naturaleza  de  semejante  esenoialísimo 
derecho  y  deber,  que  prefiere  á  cualquiera  otro  en  caso  de 
conflicto,  por  sagrado  que  el  último  se  suponga.  El  descuido 
en  su  cumplimiento  traería  por  resultado  indispensable  la  des- 
tracción del  Estado,  y  ella  le  absolvería  de  sus  víncnlos  ju- 
rídicos. Hasta  los  tratados  internacionales  cesan  cuando  se 
imposibilita  su  ejecución,  moral  ó  físicamente.  4  Qué  suerte 
correrían  contratos  de    menor  obligación    que   los  protegidos 
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por  el  derecho  públioof  Exigirle  á  an  pneblo  la  cesióa  de 
la  totalidad  de  sa  renta,  sin  dejarle  los  medios  de  vivir  y 
perfeccionarsey  eqaivaldría  á  imponerle  el  sacrificio  de  sa  so- 
beranía é  independencia.  No  habría  género  de  conqnista  más 
cabal  y  que  menos  peligros  acarrease.  La  condición  del  dea- 
dor  fuera  entonces  peor  que  la  del  esclavo.  Sin  embargo,  no 
hay  Kación  exenta  de  débitos,  y  más  tienen  las  que  descue- 
llan por  sn  poder  y  riqueza.  Ninguna  que  sepamos  ha  re-^ 
nnnciado  por  aqoellos  al  cumplimiento  de  sus  obligaciones  para 
consigo  misma.  Tampoco  hemos  leído  en  político  alguno,  máxi- 
ma tan  absurda  como  fatal.  Al  contrario,  ellos  asientan  que 
los  acreedores  extranjeros  de  un  Estado  deben  someterse  á  sus 
disposiciones  fiscales,  aunque  le  traigan  perjuicios,  siempre 
que  no  sean  inicaas,  sino  exigidas  por  sus  necesidades,  y 
queden  igualados  á  los  nacionales.  Sólo  cuando  la  deuda  está 
garantida  por  tratado  conceden  preferencia  al  acreedor  extran- 
jero sobre  el  acreedor  doméstico.  ( Qué  sería  hoy  de  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  supuesto  que  para  cubrir  la  in- 
mensa deuda  de  seiscientos  millones  de  libras  esterlinas  que 
les  ha  producido  la  guerra  civil,  %o  hubiesen  de  consultar 
sus  medios  de  satisfacerla,  sino  suscribir  á  la  voluntad  de  las 
partes  interesadas?  Si  en  vez  de  ponerle  la  cuchilla  á  la 
garganta,  se  tiende  mano  generosa  al  pueblo  necesitado;  sí 
se  aynda  á  su  bienestar  y  progreso;  si  se  alientan  y  no 
se  destruyen  sos  esperanzas;  si  se  muestra  á  su  estado  la  con- 
sideración que  se  merece;  si  se  estiman  los  esfuerzos  de  su 
honradez  y  buena  fe:  no  solo  se  le  cautiva  con  las  cadenas 
del  reconocimiento,  sino  que  ademas  se  le  inspira  mayor  deseo 
de  aliviarse  de  sus  cargas,  y  se  le  facilitan  y  multiplican  los 
modos  de  hacerlo.  Así  que,  sus  bien  entendidos  intereses 
aconsejarían  á  los  tenedorep  de  vales  venezolanos  tal  conducta 
mesurada  y  conciliadora,  cuando  los  otros  motivos  referidos 
no  los  indujesen  á  ella. 

En  tercer  lugar,  el  legislador  decretó  que  se  empleasen 
10  p§  de  los  derechos  de  importación  en  las  recompensas 
militares,  conforme  á  la  ley  de  la  materia.  Sabia  y  meditada 
providencia  que  tanto  conducirá  á  la  paz   y  tranquilidad  de 
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Yenezaela.  El  paeblo  lachó  durante  cinco  años,  al  principio 
sin  elementos  de  ning&a  género,  porque  todos  se  hallaban  en 
manos  del  Gobierno;  la  idea  federal  encarnada  en  los  ciuda- 
danos los  arrebató  á  sus  bienes,  á  sus  ocupaciones,  á  las 
empresas  en  cuyo  buen  éxito  vinculaban  su  porvenir  y  el  de 
sus  familias,  á  Jas  dulzuras  del  hogar,  á  los  brazos  de  sus 
padres,  esposas  ó  hijos,  para  convertirlos  en  campeones  de  la 
libertad.  Unos  perdieron  sus  propiedades,  otros  la  vida ;  éstos 
hallaron  la  muerte  en  el  destierro,  aquellos  ñteron  mutilados 
quedando  inátiles  por  el  resto  de  sus  días;  cuáles  sucumbie- 
ron á  las  penalidades  de  la  campaña,  cuáles  en  lóbregas  pri 
siones  ;  quiénes  padecieron  tormentos  indecibles,  quiénes  vie- 
ron desaparecer  los  objetos  de  su  cariño  por  resultado  del 
abandono,  las  pesadumbres,  la  indigencia  que  hubieron  de  expe- 
rimentar. Hombres  que  tan  heroicamente  se  sacrificaron  por  la 
patria,  mal  podían  ser  indiferentes  á  la  patria.  Ella  les  ha 
concedido,  en  agradecimiento  de  sus  servicios,  las  recompensas 
que  ha  estimado  debidas  según  la  calidad  é  importancia  de 
los  que  prestaron.  No  era  justo  ni  político  dejar  de  hacerlo, 
mucho  menos  si  se  tiene  en  cuenta  que  de  su  abnegación  y 
trabajos  se  han  derivado  la  conclusión  de  la  larga  guerra  que 
abruma  á  Venezuela,  el  establecimiento  de  un  Gobierno  Na- 
eional,  la  vuelta  de  todas  las  cosas  á  su  curso  ordinario  y 
regular,  el  impulso  dado  á  las  empresas  del  páblico  ó  parti- 
cular interés,  y  la  esperanza  de  ver  renacer  este  país  á  la 
Tida  de  paz  y  tranquilidad  sólida  y  permanente,  única  que  U 
conducirá  á  la  dicha  y  grandeza  que  le  prometen  sus  circuns- 
tancias. Aun  el  mismo  hecho  de  estarse  ocupando  el  Gobierno 
en  el  asunto  del  arreglo  de  la  Hacienda  pública,  según  planes 
bien  concertados,  es  producto  de  la  estabilidad  con  que  cuenta, 
cnal  una  de  las  conquistas  de  la  revolución ;  porque  sin  aque- 
lla sería  vano  el  empeño  de  establecer  nada  que  tuviera  as- 
pecto de  orden,  método,  sistema.  No  se  aspire  por  tanto  á 
qae  se  prescinda  de  un  gasto  que  ha  venido  á  constituir 
obligación  indispensable,  que  es  deuda  de  la  gratitud  nacio- 
nal, y  que  solemnemente  decretado  por  la  Asamblea  Gonstitu-* 
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tar  y  progreso.  Oonocimieatos  y  capitales,  descabrimientos 
é  invencioneSy  industrias  y  brazos,  comercio  y  población, 
artes  y  oñcios,  hábitos  de  trabajo  y  de  economía,  amor  á  la 
paz  y  espirita  público,  ejemplos  de  regularidad  y  baen  go- 
bierno  todo   eso  y  más  recibiremos  del  contacto   con  los 

pueblos  adelantados.    El  cultivo  de  su  amistad,  sobre  propor- 
cionamos bienes  tales,  es  una  obligación  escrita  en  los  trata* 
dos  mutuos,    uno  de  los  medios   más  propios   de   conservar 
las  buenas  relaciones  se  ci£ca  en  hacer  justicia  á  sus  deman- 
das legítimas.    Ni  ellas  permitirían  nunca  que  se  les  negase. 
De   largo   tiempo   atrás  han   venido    acumulándose    quejas  y 
redamaciones  pecuniarias,  nacidas  la  mayor  parte  de  los  dis- 
turbios políticos  á  que  el  país  con  harta  frecuencia  ha  andado 
expuesto.    Hoy  suben  á  varios  millones  de  pesos  las  de  fran- 
ceses, ingleses,  italianos,  españoles,  daneses,  holandeses,  anglo- 
americanos y  colombianos.    Algunas    de    estas   reclamaciones 
han  sido  ya  ajustadas,  otras  caminan  al  propio  fin,  otras  se 
estudian  y  discuten.    Ninguna  justa  desmerece  la  atención  del 
Gobierno,  y  para  ponerlas  en   el  mismo   nivel   hay    que  dis- 
tribuir entre  todas  ellas  los  fondos  señalados  al  objeto.    Se 
confía  en  obtener  así  dos  resultados  importantes :  1?  captarse 
la  estima  y  benevolencia  de  las  Naciones  amigas  ;  y  2^  conse- 
guir su  cooperación  y  apoyo  en  el  plan  de   oponer  un  dique 
en  lo  sucesivo  á  las  avenidas  de  las  reclamaciones,    suscep- 
tibles de  tantos  y  tan  grandes  abusos.    La  revelación  de  los 
cinco  años  ha  producido   considerable  número,    motivadas  en 
expropiacibnes,    daños  y  perjuicios   qoe  se  imputan  á  uno  y 
otro  de   los  partidos  Ijeligerantes,   y   cuya  responsabilidad   se 
pretende  del  actual  Gobierno.    La  satisfacción  de  agravios  se 
mira  como  de  mayor  fuerza  y  urgencia  qae   otra  clase  de  so- 
licitudes.   No  pocas  provienen  de  la  emisión  tle  bonos,  billetes 
y  acciones  del  Banco  de   Venezuela  que,   estando  asegurados 
con  hipoteca  de  los  derechos  de  importación,   debieron   ser  y 
no  faeron  recogidos  y  cancelados .  por  los  agentes  de  los  se- 
ñores Baring  Brothers  y  0%  como  acto  preliminar  á  la  cons- 
titución de  la    garantía  hipotecaria  establecida  sobre  el  cin- 
cuenta y  cinco  p§  de  los  derechos  de  importación  de  La  Guaira 


[ 


276  TEBCEBA  PABTE.— £1.  BEEEOHO 

y  Paerto  Oabello.  Las  samas  qae  por  billetes  cobran  los  es- 
pañoles solamentOi  se  elevan  á  cerca  de  un  millón  de  pesos. 
La  Legación  de  España,  así  como  la  de  Francia,  se  acordaron 
en  apoyar  sus  gestiones  sobre  el  particular,  en  los  decretos 
qne  afectaban  ana  porción  de  los  mencionados  derechos  al 
rescate  de  esos  títulos.  Los  prestamistas,  volvemos  á  decir, 
violaron  las  estipulaciones  del  contrato  en  cuanto  les  imponían 
la  necesidad  de  libertar  de  gravámenes  á  las  dos  Aduanas,  con 
lo  cual  no  existirían  hoy  figurando  en  el  cargo  de  la  Bepá- 
blica  las  cuantiosas  sumas  que  se  dejaron  pendientes.  Entre- 
tanto, reclaman  1»  puntual  observancia  de  los  empeños  con* 
traídos  por  la  otra  parte,  aunque  lo  fueron  evidentemente  en 
cambio  y  compensación  de  los  que  á  ellos  les  tocaban. 

En  sexto  lugar,  el  Gobierno  tiene  á  su  disposición  quince 
p§  de  los  mismos  derechos  de  importación  para  los  arreglos 
qne  concluya  con  los  tenedores  de  la  denda  exterior  y  del 
empréstito  de  1862.  He  aqní  la  base  cardinal  de  las  nego- 
ciaciones que  el  Ejecutivo  ha  emprendido.  La  adoptó  el  Con- 
greso después  de  muy  madura  deliberación,  en  que  se  esfor- 
zaba por  armonizar  todas  las  necesidades  de  la  República  sin 
ofensa  de  ningún  derecho.  Ya  se  ha  visto  cuánto  podía  ha- 
cer el  Gobierno  en  orden  al  contrato  de  1862,  y  sin  embargo 
ha  omitido.  No  desconoce  el  empréstito,  ni  pide  que  se  re- 
baje en  capital  é  intereses,  ni  propone  condiciones  inadmisibles, 
cifiéndose  únicamente  á  persuadir  á  los  tenedores  la  conve- 
niencia de  tomar  la  prenda  indicada  en  reemplazo  de  lo  que 
se  estipuló  primitivamente.  Así  los  acreedores  adquirirán  un 
derecho  ya  indisputable,  emanando  el  reconocimiento  de  él  de 
la  suprema  autoridad  de  los  Estados  [Tnidos,  la  sola  que  por 
la  Oonstitución  é  invariable  práctica  de  este  país  se  encuentra 
llamada  á  prestarlo.  Bien  es  verdad  qne  el  nuevo  fondo  asig- 
nado no  produce  lo  que  el  anterior ;  pero  semejante  disminu- 
ción ni  justifica  su  repulsa  por  los  acreedores,  ni  proviene  sino 
de  las  causas  expuestas.  La  experiencia  ha  demostrado  que  la 
extracción  de  tan  crecida  cantidad  como  el  cincuenta  y  cinoo^ 
p§  de  los  impuestos  percibidos  en  las  Aduanas  de  La  Guaira 
y  de  Puerto   Oabello  quita   á  la  Bepública  la  posibilidad  de 
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existir.  La  continaaoión  de  aqnel  estado  sería  el  decreto  de 
su  mina.  Por  otra  parte,  el  qaince  pg  qae  se  ofrece  rinde 
una  sama  no  despreciable.  Qaien  anualmente  ponga  en  manos 
de  algnnosdesas  acreedores,  para  extinción  de  sn  denda^iüna 
cantidad  semejante^  da  de  su  buena  fe  y  resolnción  de  pagar, 
nn  testimonio  qne  debe  desarmar  todas  las  antipatías  y  pre- 
venciones. Las  calamidades  del  último  quinqnenio  han  caído 
más  ó  menos  vigorosamente  sobre  los  ciudadanos  de  Venezuela, 
y  los  que  con  éstos  tienen  relaciones.  "So  pretendan  los  tenedores 
gozar  ellos  solos  de  una  inmunidad  que  los  colocaría  ea  posi- 
ción la  más  privilegiada.  Durante  la  guerra  los  ejércitos  de  una 
y  otra  parte,  sin  producir  cosa  ninguna,  consumían  la  riqueza 
del  país.  El  comercio  interior  quedó  casi  destruido,  no  sólo  por 
la  incomunicación  de  las  Provincias  entre  sí,  pero  también  por  las 
pérdidas  que  experimentaron  los  negociantes  de  ellas,  y  la  in- 
solvencia que  de  aquí  les  resultó,  privándolos  de  la  facultad 
de  saldar  sus  cuentas  con  las  plazas  de  que  se  surtían.  La 
agricultura  decayó  en  un  grado  notable:  algunas  haciendas  fncr- 
ron  destruidas,  otras  dañadas,  muchas  abandonadas  por  los 
propietarios.  Se  perdieron  cosechas,  se  suspendió  el  cultivo, 
escaseó  y  encareció  el  trabajo  manual.  La  propiedad  pecuaria, 
como  la  más  expuesta  de  todas,  padeció  estragos  de  que  tar- 
dará mucho  tiempo  en  reponerse.  Las  industrias  y  menudos 
oficios  se  paralizaron  ó  decrecieron  en  proporción  al  número  de 
brazos  que  se  llevaba  la  guerra.  Las  artes  liberales  y  cientí- 
ficas profesiones,  se  encontraron  reducidas  á  la  inacción.  Los 
capitales  se  escondían,  temerosos  de  exacciones  y  empréstitos. 
Faltó  á.  muchas  familias  la  comodidad  de  que  antes  gozaban, 
el  apoyo  de  las  personas  de  quienes  dependía  su  subsistencia, 
el  sostén  de  la  niñez  ó  de  la  ancianidad.  La  población  que 
nunca  ha  sido  abundante  en  Venezuela,  tuvo  una  merma  es- 
pantosa de  resultas  de  los  casi  diarios  combates  de  que  eran 
teatro  la  mayor  parte  de  las  Provincias.  El  crédito  público 
andaba  en  decadencia  .suma ;  ningún  papel  representativo  de  él 
alcanzaba  el  más  mínimo  precio.  En  aquel  período  se  forma- 
ban las  multiplicadas  reclamaciones  extranjeras  que  hoy  opri- 
meui  y  por  largo  tiempo  oprimirán,  con  enorme  peso,  el  Tesoro 
t^ftcional,  aumentando  las  ocasiones  de  disputas  y  desabrimien- 
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tos  con  las  Potencias  amigas,  y  los  pretextos  para  considerar- 
nos como  indignos  de  los  beneficios  de  la  libertad,  é  incapa- 
ces de  participar  del  derecho  de  los  pueblos  civilizados. 

En  séptimo  lagar,  diez  p  S.  de  los  derechos  de  importación 
servirán  para  redimir  el  Tesoro  de  los  créditos  que  hau  sido 
exclnídos  de  la  consolidación,  y  mientras  se  aplican  las  mis- 
mas unidades  al  pago  de  los  intereses  de  la  deuda  en  que  se 
han  refundido  las  existentes,  han  de  invertirse  cinco  mil  pen- 
ses mensuales  eu  su  amortización  por  medio  de  remates  pú- 
blicos. , 

Deseoso  de  establecer  un  sistema  regular  de  crédito  público,  el 
legislador  lo  ha  sometido  á  principios  fijos,  constantes  y  conformes 
al  estado  fiscal  de  la  Bepública.  Becogiendo  las  deudas  que  leyes 
anteriores  habían  creado,  sin  excepción  alguna,  ya  proviniesen 
de  los  títulos  del  extinguido  Banco  de  Yenezuela,  ya  de  los 
billetes  que  se  emitieron  con  garantía  de  las  rentas  nacionales } 
bien  de  capitales  é  intereses  de  las  precedentes  deudas  y  con- 
solidables, bien  de  las  de  abolición,  de  espera  y  de  Tesorería ; 
así  los  créditos  originados  de  contratos,  suplementos  y  prés- 
tamos á  las  arcas  nacionales,  como  los  fondados  en  órdenes 
contra  las  oficinas  de  Hacienda ;  no  menos  las  reclamaciones 
pendientes  nacidas  del  tratado  de  amistad-  con  España,  que 
las  resultantes  de  sueldos,  pensiones,  asignaciones,  empréstitos 
en  especie  ó  ajustamientos :  la  ley  de  16  de  Junio  de  1866  to- 
do lo  ha  reducido  á  una  sola  deuda  por  la  cual  se  emiten  bi- 
lletes con  el  interés  de  Heis  pg.  al  año,  y  en  que  se  conver- 
tirán las  acabadas  de  enumerar,  aunque  el  valor  del  cambio 
de  ellas  es  diferente  según  el  mérito  de  cada  una.  Hasta  han 
entrado  en  la  consolidación  los  suplementos  hechos  á  las  auto- 
ridades y  jefes  militares  de  la  Federación  desde  18S9  á  1863, 
y  la  estimación  de  las  propiedades  de  venezolanos  consumidas 
por  consecuencia  de  la  guerra  durante  el  mismo  tiempo  en  cier- 
tos casos ;  como  también  los  sueldos,  pensiones  y  asignaciones 
no  satisfechos  y  devengados  desde  P  de  Agosto  de  1863  hasta 
30  de  Junio  de  1865,  que  es  decir,  acreencias  originadas  du- 
rante la  administración  del  Gobierno  Federal.  Así  se  ha  co- 
locado en  un  nivel   común  toda   la  deuda  doméstica,    medida 
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que  reclamabaB,  á  ana  con  el  tamaQo  de  las  entradas  del  Te- 
soro, la  urgencia  del  arreglo  de  la  Hacienda  nacional,  la  ne- 
cesidad de  hacer  justicia  á  todos  los  acreedores,  la  solicitud 
por  el  buen  nombre  y  fama  del  país,  y  la  conveniencia  de  fijar 
límites  de  que  á  nadie  sea  lícito  apartarse. 

Comparen  los  tenedores  del  empréstito  de  1862  la  situación 
de  la  deuda  doméstica,  en  sus  múltiples  géneros,  con  la  que 
tendrían  ellos,  aceptada  la  modificación  que  se  les  propone  pa- 
ra el  pago  de  su  única  acreencia,  y  diga  su  imparcialidad  de 
qué  lado  se  hallan  las  ventajas,  y  cuan  distantes  quedan  de  la 
igualdad  con  los  acreedores  internos  que  los  publicistas  reco- 
miendan, según  lo  arriba  dicho. 

Y  tengan  presente  que  de  la  puntualidad  del  Gobierno 
en  los  empeños  que  suscriba^  responde  su  conducta  relati- 
vamente al  empréstito  de  1864.  Los  fondos  sobre  los  cua- 
les está  asegurado,  se  entregan  á  los  agentes  de  los  presta- 
mistas, y  hasta  ahora  no  han  tenido  motivo  de  queja.  La 
Administración  ha  adoptado  por  regla  no  contraer  responsa- 
bilidades que  no  esté  en  su  mano  desempeñar.  Aun  por 
eso,  ha  reducido  las  pensiones  y  asignaciones  vigentes,  pues 
siendo  inferiores  á  los  gastos  acordados  los  ingresos  con  que 
en  realidad  cuenta,  no  le  pareció  juicioso  ni  conforme  á  la 
franqueza  de  sus  actos  infundir  á  nadie  esperanzas  de  impo- 
sible satisfacción:  obrando  asi  con  previa  autorización  de  la 
Legislatura.  Los  varios  servicios  prestados  al  público  alcan- 
zan una  exactitud  en  los  pagos,  que  se  tenía  por  muy  dificul- 
tosa en  vista  de  los  profundos  sacudimientos,  infortunios  y  vi- 
cisitudes que  el  país  ha  padecido.  La  pureza,  la  economía,  la 
legalidad  con  que  el  Gobierno  maneja  las  rentas,  son  notorias» 
Sus  ingentes  esfuerzos  por  traerlo  todo  al  camino  del  orden 
y  de  la  regularidad  están  patentes.  Su  acción  benéfica  y  po* 
derosa  ha  dado  á  las  obras  de  general  utilidad  un  impulso 
cuyos  resultados  se  tocan.  Al  mismo  tiempo  estimula  y  pro- 
mueve otras  importantes  mejoras.  Todos  los  ciudadanos  están 
en  posesión  de  los  bienes  que  la  sociedad  asegura  á  los  indi- 
viduos de  ella.  En  sus  resoluciones  sólo  presiden  la  justicia^ 
el  amor  del  bien  público,  las  indicaciones  que  sugiere  el  estu» 
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dio  de  los  intereaes  nacionales.  Sin  excederse  de  bob  atribu* 
ciones,  respeta  y  hace  guardar  la  independencia  de  los  demás 
poderes.  Para  nada  interviene  en  los  negocias  privatiyos  de 
los  Estados.  De  la  solicitud  con  que  coltiva  la  amistad  de  los 
pueblos  amigos,  da  claro  testimonio  la  armonía  que  hoy  reina 
en  el  trato  internacional.  En  suma,  la  Bepública  por  nn  be- 
neficio de  la  Providencia,  desmintiendo  malhadadas  profe- 
síaSy  ofireoe  en  general  nn  espectáculo  consolador,  un  estado 
más  6  menos  halagüeño,  que  aplauden  y  desean  ver  conservado 
los  mismos  enemigos  de  la  Federación  en  otro  tiempo.  So  se 
mencionen  las  desavenencias  internas  de  los  Estados,  porque 
son  hijas  de  cuestiones  locales,  no  producen  resultas  fuera  de 
ellos,  y  siempre  terminan  sin  intervención  agena.  Además  de 
esto,  inconvenientes  tales  de  la  forma  de  Gobierno  que  se  va 
ensayando,  desaparecerán,  igualmente  que  otros,  á  la  luz  de  la 
observación  y  de  la  práctica.  Un  Gobierno  que  en  veintiséis 
meses  que  lleva  de  establecido,  ha  logrado  cambiar  así  la  taz 
de  la  dación,  bien  digno  es  de  la  consideración  de  propios 
y  extraños.  Y  no  se  olvide  que  el  pueblo  acaba  de  salir  de 
una  revolución  de  cinco  años. 

Aunque  triste  y  doloroso,  es  nn  hecho  que  Venezuela  ha 
tenido  un  largo  período  de  malestar  y  dolencias,  pasaodo  de 
trastorno  á  trastorno,  con  breves  intervalos  de  tregua.  Pa« 
recia  condenada  á  no  hallar  nunca  la  resolución  del  problema 
de  su  sosiego  y  estabilidad.  Por  esto  han  sido  tantos  ios  tro* 
piezos  que  ha  tenido  en  su  camino*  Ko  habiéndose  perdido 
los  hombres  y  caudales  que  las  revoluciones  han  devorado, 
habría  adelantado  intinitamente  en  todos  los  ramos,  y  llegado 
á  la  grandeza  que  la  aguarda  en  época  más  ó  menos  lejana* 
Su  producción  actual  sería  considerable,  y  bastaría  á  sacarla 
airosa  de  apuros  y  dificultades.  Mas  reflexiónese  que  to- 
das las  libaciones  del  mundo  han  tenido  una  infancia  rodeada 
de  peligros  y  embarazos,  y  que  así  han  permanecido  mucho 
tiempo.  Aun  las  más  antiguas  y  provistas  del  tesoro  de  lar- 
ga y  costosa  experiencia,  encuentran  todavía  obstáculos  en 
su  carrera.  Es  de  esperarse  que  la  suerte  de  los  venezolanos 
43ambiará  de  hoy  más  favorablemente.     El  sistema  federativo 
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ba  dado  satisfaoclóa  á  la  voluntad  del  pueblo,  y  el  Gobierno 
deBcansa  en  el  sólido  oimiento  de  la  opinión  general.  No  lo 
anima  otro  propósito  que  el  del  bien  común  y  el  engrande- 
oimiento  nacional.  De  la  cordura  de  los  ciudadanos  se  promete 
eficaz  ayuda,  y  de  la  amistad  de  las  potencia^  extranjeras  aquel 
apoyo  moral  á  que  tiene  títulos  un  Estado  incipiente,  lleno  de 
vida  y  robustez,  rico  de  dones  naturales,  y  que  aspira  noble- 
mente á  ocupar  con  honor  el  puesto  que  le  pertenece  en  la 
familia  de  las  Naciones,  y  que  conquistó  en  dos  lustros  de 
combates  y  glorias. 

El  Gobierno  autoriza  á  TI.  para  comunicar  las  preceden- 
tes observaciones,  publicarlas  ó  hacer  de  ellas  cualquier  otro 
uso  provechoso  á  los  Estados  unidos  de  Venezuela. — Dios  y 
Federación  .^jRo/bel  íSeijas. 

seatíendeai  Ley  dc  29  de  Mayo  de  1880.— El  Congreso 

conrenio fiscal  con iM  te-    dc  los  Estados  XJnidos  dc  Venezuela. — Visto 

nedons  do  txnos  Te-  .  •  •  ^       ^  ^  «    «»•    •  .t_      -rki 

nesoianos.  cl  convcnio  Celebrado  entre  el  Ministro  Ple- 

nipotenciario y  Agente  Fiscal  de  Veneznela  en  Londres  y  el 
Consejo  de  Tenedores  extranjeros  de  vales,  para  la  conversión 
y  arreglo  de  la  deuda  nacional  de  los  Estados  Unidos  de 
Venezuela,  el  cual  es  del  tenor  siguiente : 

*'  Convenio  para  la  conversión  y  arreglo  de  la  Deuda  Na- 
cional de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela  celebrado  entre 
su  Excelencia  el  señor  don  José  María  de  Bojas,  Ministro  Pie-  • 
nipotenciario  y  Agente  Fiscal  de  Venezuela  en  Londres,  á  fa- 
vor y  en  nombre  del  Gobierno  de  dicho  Estado,  por  una  parte, 
y  el  Consejo  de  Tenedores  extranjeros  de  vales  por  medio  del 
muy  Honorable  Eduardo  Pleydell  Bouverie,  Presidente  de  él, 
á   favor    y  en  representación  de  los    tenedores  de    los  vales 

1 

pendientes  de  deuda  externa  de  Veneznela,  por  otra  parte. 

1.  Con  el  objeto  de  retirar  de  la  circulación  y  convertir 
la  deuda  externa  de  Venezuela  y  para  otro  fines,  el  Gobierno 
creará  nuevos  vales  exteriores  de  tal  Estado  por  la  suma  no- 
minal de  £  2.760,000  libras  esterlinas  (parte  de  una  creación 
tot^l  de  4.000,000  de  libras  esterlinas  en  vales  externos  é  in- 
ternos^^^ira  la  conversión  de  toda  la  deuda  del  Estado)  que 
ganen  interés  de  cuatro  por  ciento  al  año,  debiendo   tales  nue- 
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VOS  vales  denominarse  Deada  Consolidada  de  los   Estados  Uni- 
dos de  Veneznela. 

2.  Se  constituirá  ana  Janta  con  el  fin  de  iospeccionar  y 
ejeoatar  la  conversión  de  la  denda  externa  del  Estado  que  se 
halla  ahora  pendiente,  j  constará  de  cinco  miembros,  dos 
de  ellos  elegidos  por  el  Estado,  j  los  tres  restantes  por  los 
tenedores  de  vales  ó  quien  los  represente,  llenándose  cualquier 
vacante  proveniente  de  muerte,  renuncia  ú  otra  causa,  por 
la  parte  cuyo  nombramiento   primitivo    vacare. 

3.  La  Junta  puede  proceder  á  pesar  de  cualquier  vacante 
que  ocurra  en  el  número  de  sus  miembros,  y  tres  de  ellos 
presentes  en  cualquier  reunión,  á  que  deben  todos  ser  citados, 
constituirá  quorum  válido  de  la  Junta,  la  cual  continuará  en 
sus  funciones  hasta  completar  la  conversión  de  la  deuda  ex- 
terna que  se  intenta  por  este  convenio.  La  Junta  tendrá  fa-- 
cuitad  para  expedir  los  reglamentos  necesarios  al  desempeño 
de  los  deberes  y  funciones  que  le  señala  este  convenio,  y  tam-- 
bien  para  arreglar  y  ajustar  (de  cualquier  modo  no  incompatible 
con  él)  como  le  parezca  conveniente,  todas  las  cuestiones  que 
se  susciten  durante  la  conversión,  y  tomar  todas  las  medidas 
necesarias  para  llevar  á  efecto  este  convenio  ó  dirigidas  á 
ese  fin. 

4.  Los  nuevos  vales  exteriores,  por  2.750,000  libras  es- 
.  terlinas  que  han  de  crearse  en  virtud  de  la  cláusula  1?  lle- 
varán la  fecha  de  16  de  Mayo  de  1880,  y  tendrán  la  forma  y 
denominaciones  que  la  Junta  aprobare;  serán  firmados  por 
el  agente  debidamente  nombrado  por  el  Estado  en  Londres ; 
antes  de  su  emisión  serán  refrendados  en  nombre  de  la  Junta 
y  sellados  con  su  sello ;  y  tendrán  adheridos  cupones  de  in- 
terés pagaderos  en  Londres  por  semestres  el  16  de  noviembre 
y  el  15  de  Mayo  de  cada  año,  debiendo  pagarse  el  primer  cu- 
pón en  16  de  Noviembre  de  1880. 

6.  Mientras  permaneciere  pendiente  cualquier  parte  de  los 
nuevos  vales  externos  por  2.750,000  libras  esterlinas  emitidos 
conforme  á  este  convenio,  el  Estado,  comenzando  en  1^  dj& 
Abril  de  1880,  pagará  el  día  1""  de  cada  mes  al  agente  de  los 
Tenedores  de  vales  en  Caracas  la  suma  de  9.395    libras  esterli- 
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ñas,  16  chelines,  8  peniques  en  oro  ó  sa  equivalente^  (á  saber 
9.166  libras  esterlinas,  Vó  ohelines,  4  peniques  al  mes  para  el  ser- 
▼icio  de  tal  emisión  externa,  y  229  libras  esterlinas,  3  chelines, 
4  peniques  al  mes  para  gastos  de  agencia,  remesa  y  pago)  y 
semejantes  pagos  mensuales  serán  inmediatamente  trasmitidos 
á  un  Banco  ó  Gasa  de  Londres,  y  dicha  suma  de  9.166  libras 
esterlinas,  13  chelines,  4  peniques  al  mes  se  aplicará  del  modo 
siguiente : 

1®  Al  pago  de  los  cupones  de  intereses  que  se  venzan 
sobre  los  nuevos  vales  externos  emitidos  conforme  á  este  con* 
venio,  que  para  entonces  permanecieren  pendientes,  y 

2^  Todo  el  saldo  que  quede  después  del  pago  de  tales  in- 
tereses, á  la  redención  semi-anual  en  15  de  Mayo  y  15  de  no- 
viembre de  cada  afio,  del  principal  de  los  mismos  vales,  por 
medio  de   oferta  ó   compra  en  el  mercado,  de  la  manera  que 

« 

el  Estado  disponga  de  tiempo  en  tiempo,  ó  si  no  lo  dispusiere 
antes  del  día  del  semestre  ó  en  él,  como  el  Oonsejo  lo  disponga 
en  nombre  de  los  tenedores  de  vales.  Todos  los  vales  así 
redimidos  serán  cancelados  y  enviados  al  Estado  á  su  re- 
querimiento. 

El  agente  en  Oaracas  y  el  Banco  ó  Gasa  de  Londre9  serán 
nombrados  y  removidos  por  los  tenedores  de  vales,  y  obrarán 
exclusivamente  como  Agentes  de  ellos  para  los  flnes  de  este 
convenio,  cesando  la  responsabilidad  del  Estado  al  hacer  los 
pagamentos  mensuales  en  Oaracas. 

6.  Los  nuevos  vales  extemos  por  2.750.000  libras  esterlinas 
debidamente  firmados  en  nombre  del  Estado,  serán  trasmitidos 
á  la  Junta  antes  de  empezarse  la  conversión  de  la  deuda  ex- 
terna con  arreglo  á  este  convenio. 

7.  Todos  los  gastos  de  la  conversión  de '  la  deada,  inclusive 
el  costo  de  los  nuevos  vales,  de  impresión,  avisos,  sellos,  alqui- 
1er,  materiales  de  escritorio,  sueldos  de  escribientes,  remune- 
raciones de  la  Junta  y  depositarios  conforme  á  este  convenio, 
y  todos  los  demás  gastos  serán  soportados  y  provistos  por  el 
Estado,  y  la  Junta  inmediatamente  refrendará  y  sellará  vales 
por  250.000  libras  esterlinas,  parte  de  los  nuevos  vales  externos 
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viamente  depoaitadoB  para  su  conversióny  será  canoelado  con 
todos  sos  capones  y  devuelto  al  Estado  caando  los  reclame, 
pero  él  no  podrá  pretender  ningona  redacción  respecto  de 
tales  capones  ó  vales  cancelados  en  el  importe  del  pagamento 
mensual  estipulado  en  la  cláusula  6%  pago  que  continuará 
haciéndose  por  completo. 

10.  Todos  los  antiguos  vales  y  cupones  así  cambiados 
serán  depositados  por  la  Junta  en  el  Banco  de  Inglaterra ,  bajo 
el  nombre  de  dos  depositarios  para  los  tenedores  de  vales  que 
serán  nombrados  por  ellos  ó  quien  los  represente  (con  facultad, 
de  reelegir  cuando  sobrevenga  alguna  vacante)  como  seguridad 
en  favor  de  los  tenedores  de  vales  por  el  tiempo  y  con  suje- 
ción á  las  disposiciones  de  las  cláusulas  siguientes. 

11.  don  tal  que  todos  los  cupones  previamente  vencidos 
sobre  los  nuevos  vales  externos  hayan  sido  pagados  por  el 
Estado,  los  depositarios  en  las  fechas  siguientes  en  virtud  de 
reclamo  y  á  expensas  del  Estado,  separarán,  cancelarán  y  en- 
tregarán al  Estado  los  siguientes  cupones  vencidos  sobre  los 
vales  externos  antiguos  que  se  hayan  depositado,  esto  es. 

(a)  En  31  de  Mayo  de  1881  todos  los  capones  pagade- 
ros antes  de  1868  ó  en  ese  año. 

(b)  En  31  de  Mayo  de  1882  todos  los  capones  pagaderos, 
en  los  años  de  1869  á  1872  inclusive. 

(c)  En  31  de  Mayo  de  1883  todos  los  capones  pagaderos 
en   los  años  de  1873  á  1876  inclusive. 

(d)  En  31  de  Mayo  de  1884  todos  los  cupones  pagaderos 
en  los  años  de  1877  á  1880  inclusive. 

(e)  En  31  de  Mayo  de  1885  todos  los  capones  pagaderos 
en    los  años  de  1881  á  1884  inclusive. 

12.  En  31  de  Diciembre  de  1885,  si  no  hubiere  liabido 
antes  en  dos  semestres  consecutivos  falta  de  pago  de  los  cupones 
sobre  los  nuevos  vales  externos,  los  depositarios  á  requeri- 
miento y  costa  del  Estado  cancelarán  y  le  entregarán  todos 
los  antiguos  vales  y  cupones  que  para  entonces  queden  en  sus 
manos  ;  pero  si  hubiere  habido  tal  falta  en  el  pago  de  dos  cupones 
consecutivos,  entonces  los  depositarios  si  fueren  requeridos  á 
ello  distribuirán  tales  antiguos  vales  y  onpones]  entre  los  teñe- 
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4ores  de  los  nuevos  vales,  y  á  sos  ezpensaSi  en  oambio  de  los 
últimos  en  las  sigaientes  proporaones,  á  saber:-— 166  libias 
esterlinas,  13  chelines,  4  peniqaes,  de  los  antigaos  fondos  del 
6  pg ,  ó  333  libras  esterlinas,  6  chelines,  8  peniques  de  los  an- 
tiguos fondos  del  3  pg ,  ó  666  libras  esterlinas,  13  chelines,  4 
peniques,  de  los  antiguos  fondos  del  1^  pg ,  por  cada  nuevo  yale 
de  100  libras  y  sus  cupones  no  pagados. 

13.  Nuevos  vales  internos  por  1.260.000  libras  esterlinas 
(resto  de  dicha  total  creación  de  4.000.000  de  libras  esterlinas 
en  nuevos  vales)  serán  aplicados  de  modo  que  el  Estado  dis- 
ponga á  la  conversión  de  la  deuda  interna,  pero  no  se  emi- 
tirán hasta  después  de  V  de  Marzo  de  1882,  y  cualquier  so* 
licitud  que  alguna  vez  se  trate  de  [hacer  para  la  cotización  de 
tales  vales  internos  en  la  B  olsa  de  Londres,  se  hará  de  la  ma- 
nera en  que  convengan  el  Estado  y  el  Consejo,  entendiéndose 
siempre  que  los  pagamentos  mensuales  estipulados  por  la  cláusula 
5*  son  aplicables  exclusivamente  al  servicio  de  los  nuevos  vales 
externos  emitidos  conforme  á  este  convenio. 

14.  El  Ministro  ó  Agente  Fiscal  que  tenga  el  Estado  en 
Londres  lo  representará  y  queda  autorizado  para  obrar  en  nom- 
bre de  él  para  todos  los  fines  de  este  convenio,  y  recibir  y  dar 
finiquitos  valederos  por  todos  los  antigaos  y  nuevos  vales  y 
copones  que  conforme  á  él  deben  entregarse  al  Estado. 

15.  Todos  los  actos  que  según  este  convenio  han  de  hacer 
ó  autorizar  los  tenedores  de  vales  pueden  ser  ejecutados  por 
medio  de  resolución  de  una  Junta  general  de  ellos  en  Lon- 
dres, públicamente  convocada  por  el  Consejo  ó  por  requeri- 
miento de  los  tenedores,  ó  pueden  ejecutarse  por  el  Consejo 
á  nombre  de  los  tenedores  en  virtud  de  autorización,  de  reso- 
lación  general  ó  de  otra  especie  de*  caalqaier  Junta  general  de 
los  mismos. 

16.  Este  convenio  queda  sajeto  á  la  ratificación  de  los 
tenedores  de  vales  en  Junta  general  que  ha  de  ser  convocada 
por  el  Consejo  y  tenida  en  Londres  dentro  de  catorce  días  de 
esta  fecha,  y  también  á  la  ratificación  del  Congreso  de  los  Es- 
dos  unidos  de  Venezuela,  mas  sí  esta  última  no  faere  notificada, 
oficialmente  a]  Consejo  para  el    1®  de  Julio  de  1880  ó  antes 
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di   Consejo  x>odrá  en  eaalqnier  tiempo  sabsigaiente  declarar 
nalo  este  convenio. 

Hecho  á  24  de  Enero  de  1880.— Por  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  de  Yenezaela.— (Firmado.)»J.  M.  de  Rojas. — 
Por  el  Consejo  de  tenedores  de  vales  extranjeros.— (Firmado.) 
K  P.  Boufjeríe^  Presidente. 

Decreta  :—Árt«  I"*  Se  ratifica  el  convenio  preinserto  con 
las  modificaciones  siguientes: 

1*  Los  vales  extemos  que  se  emitirán  en  cumplimiento 
y  ejecución  del  referido  convenio,  solo  ganarán  el  interés  de 
3  pS  anual,  hasta  que  se  lleve  á  cabo  la  unificación  de  la  deuda 
interna. 

2^  Se  fija  el  1?  de  Enero  del  próximo  afío  de  1881  para 
computar  todos  los  lapsos  establecidos  en  el  convenio  de  que  es 
objeto  la  presente  ratificación. 

3*  El  Gobierno  de  Venezuela  no  es  responsable  en  ningún 
caso  por  la  inversión  que  se  dé  á  los  vales  por  £  250.000  saca- 
dos del  valor  total  del  arreglo  y  destinados  por  el  artículo 
7^  de  éste  á  los  gastos  de  la  negociación.  La  inversión  de 
aquella  suma  se  remite  al  Agente  Fiscal  de  la  Bepública  en 
Londres  y  la  responsabilidad  del  Estado  y  la  suya  queda  salva 
aun  en  el  caso  de  resultar  insuficiente  la  cantidad  destinada 
para  tales  gastos. 

Art.  2?  Se  autoriza  al  Ejecutivo  Nacional  para  dictar  las 
medidas  conducentes  á  la  mejor  ejecución  del  convenio. 

•  Dado  en  el  salón  de  las  sesiones  del  Congreso  en  el  Palacio 
del  Cuerpo  Legislativo  Federal,  en  Caracas :  á  28  de  Mayo  de 
1880.— Año  17*  de  la  Ley  y  22*^  de  la  Federación.— El  Presi- 
dente del  ñQuskáo.^Nicolás  M.  OiL — El  Presidente  de  la  Cámara 
de  Diputados,-  Juan  Tomás  Pérez. — El  Secretario  del  Senado, 
— M.  Caballero, — El  Diputado  Secretario, — N.  Augusto  BeUo. 

Palacio  Federal,  en  Caracas  á  29  de  Mayo  de  1880.-^Ano 
17®  de  la  Ley  22*  de  la  Federación. — Ejecútese  y  cuídese  de  su 
ejeGUGióu.^Ouzmán  Blanco. — El  Ministro  de  Crédito  Público, 
— /tilio  8ahás  Oaroía, 
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v«Be«.ei.  reclama  BB.       ^11  14  de  Noviembra  do  1876,  nueatro 
derechoB  en  u  owírtidn    nístFo  de  Estsdo  pasó  al  dc  Belaoiones  Ez* 

lUDitee  con  1»  Gnajuí»  *^ 

ingien.  tciiores  de  la  Gran  Bretaña,  una  oomamca- 

ción  relativa  á  nuestros  derechos  en  los  límites  con  la  Goa- 
yana  inglesa,  de  la  oaal  se  copian  ios  siguientes  párrafos  : 

Ya  desde  el  año  de  1841  hasta  el  de  1844  se  habían  ocu- 
pado los  dos  Gobiernos  en  la  interesante  tarea  de  ñjar  en 
cordial  avenimiento  los  límites  de  Venezuela  con  las  posesio- 
nes inglesas  en  la  Guayana,  negociación  á  que  dio  origen  el 
hecho  de  haber  invadido  el  territorio  venezolano  el  craiisio* 
nado  inglés  S.  Schomburgh  y  colocado  postes,  monogramas  y 
el  pabellón  británico  en  dominios  de  la  Bepública,  cuando  el 
Gobierno  de  S.  M.  apenas  le  había  encargado  de  hacer  ex- 
ploraciones científicas  con  el  objeto  de  conocer  los  límites  de 
la  Gaayana  inglesa.  Animado  el  Gobierno  de  S.  B»  de  los  Ba- 
timientos de  justicia  que  le  son  peculiares,  ordenó  previa  re- 
clamación de  Venezuela,  la  remoción  de  los  postes  y  demás 
señales  que  habían  alarmado  justamente  al  pueblo  venezolano, 
concibiéndose  entonces  la  necesidad  de  prevenir  nlteriores  di- 
ñcultades  con  la  celebración  de  un  tratado  definitivo  de  lími- 
tes, cuya  negociación  quedó  desgraciadamente  inconclusa  en 
aquella  época,  por  la  lamentable  muerte  del  Plenipotenciaria 
de  Venezuela  en  Londres,  señor  Doctor  Alejo  Fortique. 

Oon  el  objeto  de  reanudarla  hasta  llevarla  al  deseado  tér- 
mino, y  naturalmente  convencido  de  las  favorables  disposicio- 
nes para  ello  que  ha  de  abrigar  el  Gk>bierno  de  S.  M.  B.,  ya 
que  fue  el  que  suscitó  la  cuestión  en  los  tiempos  á  que  ae 
ha  referido  el  infraescrito,  es  que  el  Begenerador  Presidente 
de  la  Bepública  ha  ordenado  á  este  Ministerio  dirigirse  al- 
que  S.  £.  tan  dignamente  rige,  haciéndole  la  siguiente  ex- 
posición. 

Indisputable  fue  siempre  á  los  ojos  de  todas  las  Karoiones 
del  mundo  el  derecho  de  España  sobre  el  territorio  de  la  Amé- 
rica, que  ella  había  descubierto  y  ocupado  primero  que  otra 
alguna ;  títulos  estos  de  universal  aceptación  para  caracteri- 
zar el  dominio,  é  iguales,  por  lo  menos,  en  eficacia,  á  los  que 
el  derecho  de  gentes  tenga  conocidos  como  los  mejores.    Así 


INTERNACIONAL  ÜISPANO-AMBBIOAKO  289 

no  se  dio  jamás  ejemplo  de  qae  se  levantase  voz  alguna  para 
disentir  á  España  su  derecho  á  estas  regiones,  sino  qae,  san- 
cionado por  el  consentimiento  unánime  de  todos  los  pueblos, 
y  por  el  reconocimiento,  expreso  de  unos  y  tácito  de  los  de- 
más, podría  alegar  en  su  favor  hasta  la  bula  del  Papa  Ale- 
jandro VI,  que  importa  hoy  por  lo  menos,  un  nuevo  y  valio- 
so reconocimiento,  si  bien  en  aquella  época  era  de  significación 
decisiva.  Y  si  al  aplicar  estas  razones  del  dominio  español 
en  la  suma  del  territorio  americano,  á  las  Gestas  de  la  Guayana 
que  son  objeto  de  esta  cuestión,  se  recuerda  la  circunstancia 
notabilísima  de  haber  sido  en  ellan  justamente  que  Colón  tro- 
pezó por  primera  vez  con  el  continente  americano;  que  allí 
principió  Alonzo  de  Ojeda  el  descubrimiento  y  conquista  de  Ye- 
nezuela ;  que  el  Gobierno  de  esas  tierras  fue  el  que  cedió  á 
Diego  de  Hordáz  el  Emperador  Garlos  Y  y  esas  mismas  las 
que  al  comienzo  del  siglo  XYl  hicieron  objeto  de  sus  labo- 
riosas exploraciones  el  dicho  Hordáz,  Herrera,  Hortal,  Gedefio 
y  otros  españoles,  no  hay  como  vacilar  siquiera  para  recono- 
cer el  perfecto  derecho  de  España  entonces  sobre  esas  dilata- 
das regiones,  y  de  Yenezuela  hoy  como  su  legítima  sucesora. 
El  espíritu  de  hostilidad  á  España  por  parte  de  sus  ene- 
migos armados  en  la  guerra  europea  de  aquellos  tiempos,  com- 
binado con  la  codicia  que  despertaron  las  narraciones  que  allá 
se  propalaban  de  las  inmensas  riquezas  auríferas  del  nuevo  con- 
tinente, trajeron  el  ataque  y  la  invasión  á  estas  comarcas,  que 
se  vieron  asaltadas,  incendiadas  y  poseídas  de  hecho  por  los 
que  no  traían  otro  carácter  que  el  de  despojadores  contra  to- 
do principio  reconocido,  sin  que  tuvieran  en  su  favor  ni  la  to- 
lerancia siquiera  de  la  España,  que  hubo  de  rechazarlos  va- 
rias veces  con  energía  destruyendo  sus  intrusos  establecimien- 
tos, en  tanto  se  lo  permitieron  las  graves  atenciones  que  la 
ocupaban  en  Europa.  Tal  sucedió  en  1595,  que  arrojó  del 
Esequibo  á  los  holandeses,  y  en  1665,  que  los  vecinos  de  la 
segunda  ciudad  de  Santo  Tomás,  ayudados  por  los  de  la  Provin- 
cia  de  Caracas,  lanzaron  de  ella  á  los  mismos  holandeses  que 
habían  logrado  sorprenderlos,  aliados  con  los  indios  Oaribes 
y  A  raucas. 

lOUO  UI  10 
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España  en  tantO|  fortalecía,  si  cabe  más,  sa  derecho  como 
descubridora  y  primera  ooapaate,  con  la  fandaoión  de  pueblos  j 
el  establecimiento  de  misiones  que  civilizaran  á  los  indígenas 
ú  la  luz  del  Evangelio ;  y  es  de  esta  ocasión  anotar  que  la  misma 
Inglaterra  celebró  con  ella  varios  tratados  en  que  reconocía 
tácitamente  aquel  derecho,  y  aún  se  comprometió,  en  1713  y 
«n  1721,  á  mantenerla  en  posesión  de  ios  territorios  que  poseía 
en  tiempo  de  Garlos  II,  que  no  eran  otros  que  la  mayor  par« 
te  del  nuevo  continente. 

Si  para  la  fecha  del  tratado  de  Münster  no  se  hallaba 
todo  el  territorio  americano  bajo  el  dominio  reconocido  de  la 
España,  no  fue  porque  las  invasiones  que  realizaron  y  los 
establecimientos  que  en  algunos  puntos  de  él  fundaron  otras  STa* 
oiones  europeas,  destituyesen  á  S.  M.  O.  de  sus  derechos,  sino 
porque  España  sancionó  esa  propiedad  que  se  atribulan,  por 
medio  de  tratados  en  que  renunciaba  expresamente  la    suya» 

Sentado  así  sobre  tan  sólido  fundamento  el  derecho  pri- 
mitivo de  España  á  todo  el  territorio  americano,  tocaría,  á 
quien  se  lo  contestase  en  alguna  parte,  ia  prueba  anléntioa 
de  su  propiedad  superviniente,  que  vendría  á  establecer  una 
excepción  en  lo  que  es  general. 

De  todos  modos,  Venezuela,  sucesora  legítima  de  España 
en  sus  derechos  sobre  las  comarcas  de  la  Ouayana,  como^  lo 
es  Inglaterra  de  la  Holanda  sobre  el  cabo  de  Buena  Esperanza, 
J2sequibo,  Berbice  y  Demerari,  por  el  tratado  de  Londres  y 
París  de  13  de  Agosto  de  1814,  tiene  derecho  á  llamar  suyas 
las  posesiones  que  la  misma  Holanda,  causante  de  la  Gran 
Bretaña,  le  tenía  reconocidas  por  el  tratado  de  Münster  cele* 
brado  en  1648,  y  que  la  propia  Inglaterra  se  comprometió  & 
conservarle  á  España  en  toda  su  integridad  por  el  artículo  8^ 
del  tratado  de  Utrecht  que  estas  dos  Naciones  ajustaron  en  13 
de  Julio  de.  1713  ;  ya  que  ni  Holanda  pudo  ceder  á  Ingla- 
terra lo  que  no  le  pertenecía  y  sabía  no  pertenecerle,  ni  puede 
suponerse,  sin  ofensa  de  que  es  incapaz  Venezuela,  que  la  seria 
y  honrada  Nación  inglesa  vuelva  en  alguna  manera  ni  en  nin* 
gún  tiempo,  contra  el  compromiso  de  su  palabra  y  el  deber 
de  sus  estipulaciones. 
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Por  el  tratado  de  Münater,  citado  primero,  en  que  reconoció  el 
Bey  Felipe  lY  la  libertad,  independencia  y  soberanía  de  las  Pro- 
rlnoias  Unidas  y  renunció  todos  sus  derechos  á  ellas,  se  convino 
en  que  las  partes  contratantes  quedarían  en  posesión  de  los 
países,  plazas,  factorías,  etc.,  que  ocupaban  en  las  Indias  Orien- 
tales y  Occidentales :  que  los  españoles  gozarían  de  los  pri- 
vilegios que  poseían  en  las  Indias  Orientales  sin  poder  exceder 
de  esto,  y  los  subditos  de  los  Estados  Generales  se  abstendrían 
de  frecuentar  las  plazas  en  que  estaban  establecidos  los  cas- 
tellanos. Que  los  españoles  y  subditos  de  las  Provincias  Uni- 
das no  podrían  respectivamente  navegar  ni  comerciar  en  las 
abras,  puertos,  plazas  guarnecidas  con  fuertes,  alojamientos 
con  castillos,  y  generalmente  en  cualquiera  otro  lugar  que  fuese 
poseído  por  la  otra  parte  en  las  Indias  Occidentales.  Tal  es  el 
contexto  de  los  artículos  5®  y  6? 

El  tenor  expreso  del  artículo  8®  del  tratado  de  Utrecht, 
en  segundo  lugar  invocado,  es  el  siguiente: 

'^T  á  fin  que  sean  más  firmes  y  provechosos  la  navegación 
y  el  comercio  de  las  Indias  Occidentales,  se  ha  acordado  y  con- 
venido que  ni  el  Bey  católico,  ni  sus  herederos  ó  sucesores, 
cedan,  hipotequen,  transfieran,  ni  de  ningún  modo  ó  bajo  cual- 
quier respecto  enagenen  de  sí  y  de  la  Gerona  de  España,  las 
comarcas,  dominios  ó  territorios  de  América  que  por  derecho 
le  corresponden,  ó  alguna  de  sus  partes,  ni  en  favor  de  la 
Francia  ni  de  ninguna  otraKación.  Y  por  su  parte  la  Beina  de 
la  Oran  Bretaña,  con  el  fin  de  que  se  conserven  en  su  integri- 
dad las  comarcas  de  América  que  obedecen  á  la  España,  pro- 
mete que  hará  cuanto  esté  de  su  parte,  y  auxiliará  á  los  es- 
pañoles para  que  se  restablezcan  los  antiguos  límites  de  sus 
comarcas  americanas,  y  se  fijen  según  existían  en  tiempo  del 
sobre  dicho  Bey  Oatólico  Garlos  II,  si  se  hubiere  averiguado 
haber  sido  de  algún  modo,  ó  bajo  algún  pretexto  quebranta- 
dos ó  alterados  en  cualquiera  de  sus  partes  desde  la  muerte 
del  dicho  Bey  Garlos  II. " 

Ahora  bien,  los  límites  hasta  donde  se  extendían  las  po- 
sesiones de  la  Holanda  en  el  territorio  de  la  Gnayana,  en  1648, 
fecha  del  tratado  de  Münster,  son   los   únicos   que  puede    ha- 
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ber  traspasado  aqaella  Kación  á  la  Inglaterra,  porqae  poB- 
teriormente  á  ese  año,  Díngana  concesión,  venta  ó  reconocimien- 
to de  ningún  género  por  parte  de  la  España,  alargó  los  do- 
minios holandeses  en  las  comarcas  americanas.  Y  los  limiteB 
qne  correspondían  á  la  España  al  tiempo  de  la  mnerte  del 
Bey  Garlos  II  acaecida  en  1700  son  los  qne  además  se  com- 
prometió la  Oran  Bretaña  á  conservarle  en  toda  sn  integridad, 
ann  prestando  sns  auxilios  para  rescatarlos,  en  el  caso  de  que 
hubiesen  sufrido  algún  menoscabo. 

4 Cuáles  evan  unos  y  otros!  Este  es  el  punto  de  más  im» 
portante  averiguación  para  llevar  plena  luz  á  la  materia,  y 
dejar  fijados  definitivamente  en  la  cuestión  los  derechos  respec- 
tivos de  uno  y  otro  país. 

No  se  detiene  el  infraescríto  á  encarecer  el  mérito  del 
testimonio  respetable  de  Herrera,  el  célebre  cronista  de  España 
é  Indias,  cuyas  décadas  escribió  bajo  el  reinado  de  Felipe  Y, 
y  del  Padre  Pedro  Morillo  Yelarde,  que  escribía  en  1752,  quienes 
de  acuerdo  con  otros  escritores  de  la  época  atribuyen  anáni- 
memente  á  la  España  la  propiedad  de  toda  la  Guayana:  niel 
del  tratado  público  celebrado  en  1750  entre  España  y  Portugal, 
en  el  que,  obligándose  ambas  Naciones  á  auxiliarse  y  socorrerse 
hasta  quedar  en  pacífico  goce  de  sus  dominios  en  la  América 
Meridional,  se  extiende  la  obligación  por  parte  de  Portugal, 
desde  el  Amazonas  ó  Marañen  hasta  las  márgenes  del  río  Orinoco 
de  una  y  otra  banda:  ni  el  de  la  Beal  Cédula  expedida  en 
Aran  juez  el  5  de  Marzo  de  1768,  en  que  al  recordar  los  pri- 
mitivos límites  de  la  Guayana  española,  dice  que  llegaban  por 
el  Mediodía  hasta  el  Amazonas,  y  por  el  Oriente  hasta  el  Océa* 
no  Atlántico.  Inspirado  el  que  suscribe  en  la  cordial  dispo- 
sición del  Presidente  de  la  República,  á  plantear  la  cuestión 
en  el  terreno  que  más  favorable  se  ofrezca  á  la  Gran  Bretaña 
dentro  del  círculo  de  los  derechos  de  Venezuela,  y  que  más 
propicio  pueda  ser  al  avenimiento  amistoso  que  desea  alcanzar, 
hasta  donde  no  se  lastime  la  evidente  justicia  déla  Bepdblica, 
se  ciñe  sólo  á  hacer  valer  las  autoridades  é  instrumentos  que. 
más  restringen  nuestro  dominio  en  las  comarcas  de  la  Guayana, 
con  tal  que  de  algún  modo  razonable  y  serio  sean  merecidar- 
mente  atendibles. 
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Bn  este  rambo  se  encaentra,  que  cuantos  docamentos  y 
citas  de  ese  género  se  muestran  menos  favorables  al  dere- 
cho de  Yeneznela,  fijan  como  límite  más  avanzado  de  las  po- 
sesiones holandesas,  el  río  Eseqnibo,  que  las  separaba  de  los 
dominios  españoles  en  la  Onayana.  Mapas  publicados  en  In- 
glaterra,  en  Francia  y  en  España,  opiniones  de  geógrafos  é 
historiadores,  y  actos  oficiales  del  Gobierno  de  la  Península, 
sirven  de  prueba  á  esta  verdad. 

El  sabio  La  Oondamine  escribe :    ^<  La  Ouayana  holandesa 
comienza  en  el  río  Marawine  y  termina  en  el  Esequibo;  para 
la  Guayana  española  queda  el  país  comprendido  entre  el  Ese 
qnibo,  donde  termina  la  üolonia  holandesa,  y  el  Orinoco.  ^ 

J.  W.  Norie,  geógrafo  inglés,  en  su  Derrotero  de  la  costa 
de  Ouayanaj  impreso  en  Londres  el  año  de  1828,  se  expresa 
en  estos  términos: 

*<  La  Guayana  británica  se  extiende  desde  el  río  Oouranie 
hacia  el  J^oroeste  hasta  el  Esequibo."  Y  añade  :  ^'  Esta  era  la 
verdadera  extensión  de  la  Golonia  arreglada  entre  los  espa- 
ñoles y  holandeses  por  el  tratado  de  Mtinster  en  1648,  y  que 
nunca  desde  entonces  ha  sido  revocado ;  pero  habiendo  los  dueños 
de  hacienda  ingleses  y  holandeses  formado  establecimientos 
al  Norte  de  estos  límites,  y  establecídose  en  los  bancos  del 
Poamaron  y  más  allá  del  cabo  de  Nassau,  los  límites  que  se 
atribuyen  los  ingleses  se  extienden  ahora  hasta  el  meridiano 
del  cabo  Barima^  aunque  eso  sfn  realidad  constituye  lo  que  se  debe 
llamar  la  Guayana   española  6  colombiana.^ 

Bl  Padre  Oaulin  en  su  <^  Historia  corográfica  de  la  llueva 
Andalucía,"  libro  3®,  capítulo  31,  corrobora  la  aserción  de  Korie 
con  las  siguientes  palabras  :  ^^  Los  holandeses  se  aposesionaron 
del  río  Esequibo,  establecieron  colonias  y  fundaron  pueblos  y 
grandes  haciendas,  al  mismo  tiempo  que  hacían  el  comercio 
ilícito,  hasta  que  fueron  arrojados  de  allí  en  1595  ^  pero  vol- 
vieron después,  extendiéndose  en  el  territorio  españolj  hasta  fun- 
dar en  el  río  Poumaron  la  nueva  Midelburgo.'' 

J.  de  Alcalá,  en  su  Manual  de  geografía,  impreso  en  Lon- 
dreSy  con  escribir  en  1837  todavía  asegura  para  esa  fecha,  re- 
jBrJéndose  á  la  Guayana  británica,  que  ^<  á  las  orillas   del  río 
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los  II,  fae  que  algunos  colonos  del  Eseqnibo  habieron  de  po- 
ner la  vista  en  las  riberas  inmediatas  de  Demerari. 

^^  Yo  no  creo,  dice  Mr.  Danxión  Lavaysse,  que  haya  en 
el  mando  nn  país  más  sano,  mejor  bañado,  más  fértil  y  más 
agradable  para  habitar  qne  el  sitaado,  por  ana  parte  entre 
el  Eseqnibo,  y  por  la  otra  entre  el  Oaroní  y  el  Orinoco.  Este 
país,  <2^  Itace  una  parte  considerable  de  la  Ouayanaespañolaj  tiene 
más  de  caarenta  y  cinco  legaas  de  Norte  á  Snr  y  setenta 
de  Este  á  Oeste,  y  sa  extensión  es  de  ana  sexta  parte  de  esta 
Gnayana.''  En  este  país  faé  qne  España  fnndó  sns  nnmerosas 
misiones,  las  cnales,  por  testimonio  de  cuantos  historiadores  se 
han  ocapado  en  los  trabajos  de  los  padres  observantes,  y  por 
las  demarcaciones  contenidas  en  las  cédalas  reales  de  erección  de 
misiones,  abarcaban  en  Bio  Negro  ana  extensión  de  más  de  oin* 
cuenta  legaas,  al  paso  que  los  capuchinos  catalanes  ocupaban  el 
espacio  que  hay  entre  el  Orinoco  y  el  cabo  Nassau  y  entre 
el  mar  y  el  río  Garoní,  extendiéndose  desde  las  orillas  orieo- 
tales  de  éste  y  del  Paragua  hasta  las  riberas  del  Imataca,  del 
Gumurú  y  del  Gnyuní.  Al  Sureste,  confinaban  con  la  Ouayana 
holandesa  ó  Colonia  de  JBsequíbo^  siendo  este  río  la  línea  di- 
visoria al  Sur  con  las  orillas  desiertas  del  Paragua  y  Para- 
gnarí,  y  cruzando  la  cordillera .  de  Pacaraimo  con  las  colonias 
portuguesas  del  río  Branco. 

Tiene  fuerza  decisiva  en  este  punto  la  comprobada  resis- 
tencia que  de  continuo  opuso  el  Gobierno  de  la  Península 
espaSola  á  las  invasiones  de  los  holandeses  sobre  la  ribera 
Occidental  del  Eseqnibo,  en  época  muy  posterior  al  tratado  d& 
Münster.  Esto  se  ve  en  la  instrncción  que  el  Intendente  de 
Caracas  don  José  de  Abales  expidió  en  4  de  Febrero  de  1779, 
y  por  la  cual  daba  reglas  para  poblar  en  la  Provincia  de  Oua- 
yana con  el  fin  de  asegurar  los  límites  de  aquel  territorio. 
SI  artículo  2?  de  la  citada  instrucción  se  expresa  así:  ^Ma 
referida  Colonia  holandesa  de  Eseqnibo  y  las  otras,  que  los 
Sstados  Oenerales  poseen  en  aquellas  costas,  se  hallan  todas 
por  lo  común  en  las  márgenes  do  los  ríos,  con  inmediación  á> 
la  orilla  del  mar,  sin  penetrar  mucho  en  lo  interior  del  país^ 
y  por  lo  mismo  en  las  espaldas  de  Eseqnibo,  y  demás  pose-  ¡ 


296  TEBOBRA  PABTE.-— BL  DBBEOHO 

siones  holandesas,  corriendo  por  el  Oriente  hasta  la  Ouaiycma 
francesa  y  por  el  Sur  hasta  el  río  Amazonas^  está  el  terreno 
desembarazado  de  parte  de  elloSf  y  sólo  ocapado  por  los  indios 
gentiles  y  crecida  porción  de  negros  fagitivos,  esclavos  de 
los  holandeses,  y  también  de  las  plantaciones  de  la  Gnayana 
firancesa«  Procnrarán,  por  tanto,  los  comisionados  ocupar  di- 
chos terrenos,  como  pertenecientes  á  la  Bspafia,  so  primera 
descubridora,  y  no  cedidos  después,  ni  ocupados  fm  el  i£a  pgr 
ninguna  otra  Potencia^  ni  que  tenga  título  para  ello,  avansandi» 
en  la  ocnpación  por  la  parte  oriental,  todo  cnanto  faere  posible 
hasta  tocar  con  la  Onayana  francesa,  y  extendiéndose  tambió^i 
cnanto  pnedan  por  la  parte  del  Sur  hasta  llegar  á  los  límitep 
de  la  corona  del  Portugal,''  El  artículo  4?  de  la  instrucción 
éice :  '^  Seria  muy  conveniente  el  qne  la  referida  ocupación  de 
terrenos  y  población  de  ellos  principiase  por  las  espaldas  de 
los  establecimientos  holandeses  con  inmediación  á  la  Guayana 
francesa,  y  seELaladamente  á  los  ríos,  á  que  han  puesto  nom- 
bres Oyapok  y  Aprovak."  Todavía  vino  á  dar  más  fuerza  á 
esta  parte  de  la  instrucción  que  queda  copiada,  la  corrobora* 
ción  que  de  ella  hizo  la  Beal  Orden  de  13  de  Abril  de  1779* 
Aún  más  explícita,  si  cabe,  se  halla  la  convicción  del 
Gobierno  de  la  Península  respecto  de  su  dominio  en  el  terri- 
torio comprendido  entre  el  Orinoco  y  el  Esequibo,  y  más  enér- 
gica su  constante  resistencia  á  las  invasiones  que  intentaban 
los  holandeses,  en  la  Beal  Orden  reservada  de  I*'  de  Octubre 
de  1780,  por  la  cual  se  comisionó  al  oficial  de  la  marina  es- 
pañola don  José  Felipe  de  Inoiarte,  para  dar  asalto  á  un  fuerte 
que  los  holaodeses  habían  osado  construir  á  la  ribera  del  río 
Momea  (Moroco),  dos  y  media  ó  tres  leguas  distante  del  caño 
de  Moracabuco  al  K.  E.  cuarto  al  E.,  y  sóbrelo  cual  había  dado 
denuncio  el  mismo  Inciarte  el  año  anterior.  Al  comunicarle 
sus  instrucciones  el  Ministro  don  José  Gálvez,  escribe  en  la 
Beal  Orden  las  siguientes  palabras:  ''bien  entendido  que  si 
el  Director  General  ó  Gobernador  de  Esequibo  se  quejare  de 
este  hecho,  se  ha  de  responder  que  se  ha  procedido  y  procede 
en  el  asunto  con  arreglo  á  leyes  é  instrucciones  generales  de 
buen  gobierno  de  nuestras   Indias,  que  no  permiten  semejantes 
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intruaianea  de  loa  extranjeros  en  los  dominios  espafioles^  como  son 
-aquellos;  pues  lo  mismo  se  dirá  aqaí  si  por  los  Estados  Ge- 
nerales de  Holanda  se  dieran  algunas  quejas  ó  reclamaoiones." 

Ha  Tenido  desarrollándose  hasta  aquí  la  demostración 
rigarosa,  fehaciente  é  incontestable,  no  ya  sólo  del  derecho 
sino  del  hecho  con  qae  poseyó  Bspafia  legítimamente  hasta  1779, 
como  único  soberano  de  ellos,  todos  los  territorios  compren- 
didos desde  el  Orinoco  hasta  el  río  Eseqnibo;  y  si  como  dejó 
Mpnesto  arriba  el  infraescrito,  bastaba  saber  cuáles  eran  las 
posesiones  españolas  que  en  el  tratado  de  Münster  en  1648 
reconoció  la  Holanda,  causante  de  la  Gran  Bretaña,  á\la  Fe- 
n&isala,  ha  sido  superabundante  la  prueba,  pues  que  se  ha 
traído  hasta  siglo  y  tercio  después. 

Y  si  con  ser  el  Bsequibo  todavía  en  1779  el  límite  de 
los  dominios  de  ambas  Naciones,  lo  era  con  mayor  razón  aún 
«n  1648,  es  claro  que  también  lo  fué  en  1700,  año  de  la  muerte 
del  Bey  Garlos  II  á  que  sé  refiere  el  compromiso  de  la  Gran 
Bretaña,  adquirido  en  el  tratado  de  1713,  á  que  ha  hecho 
alusión  el  infraescrito. 

Pero  aún  hay  algo  más  decisivo,  de  fuerza  probatoria  insu- 
perable, como  que  la  toma  de  mutuo  testimonio  de  ambas 
partes,  de  España  y  de  Holanda,  en  la  convención  que  firma- 
ron en  Aranjuez  á  23  de  Junio  de  1791,  para  restituirse  mú- 
taamente  los  desertores  y  fugitivos  de  sus  Colonias  americanas. 
Sa  artículo  P  es  del  tenor  siguiente :  ^^  Se  establece  la  resti- 
tnción  recíproca  de  los  fugitivos  blancos  ó  negros  entre  todas 
las  posesiones  españolas  en  América  y  las  Colonias  holandesas, 
particularmente  entre  aquellas  en  que  las  quejas  de  deserción 
han  sido  más  frecuentes,  á  saber,  entre  Puerto  Eieo  y  San 
JSustaguiOj  Coro  y  Curazao^  los  establecimientos  españoles  en  el 
Orinoco  y  H^equibOj  Berbice  y  Surinam.^  Donde  está  clara- 
mente expreso  que,  así  como  Puerto  Rico  es  español  y  San 
Eustaquio  holandés,  Coro  español  y  holandés  Curazao^  son  es- 
pañoles todos  los  establecimientos  del  Orinoco,  4  hasta  dónde? 
hasta  el  otro  término  que  designa  lo  que  es  holandés,  hasta  el 
Ssequibo^  Berbice^  y  Surinam.  He  aquí  establecido  por  la  misma 
Holanda  que  sus  límites  con  la  España  no  llegaban  al  Norte, 
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8ÍD0  hasta  el  río  Esequibo,  ya  tantas  veces  mencionado.  ¿  Y 
si  esto  era  aún  ciento  cuarenta  y  tres  afios  más  tarde^  no  lo 
sería  con  más  evidencia  ciento  cuarenta  y  tres  años  antes,  es 
decir,  á  la  fecha  del  tratado  de  Münster;  y  también  casi  nn 
siglo  atrás,  á  la  fecha  de  la  muerte  de  Garlos  II t 

Toda  ocupación  posterior  de  territorio  que  no  hubiese  res- 
petado este  límite,  sería  atentatoria  contra  todo  derecho  y 
ejecutada  en  violación  manifiesta  de  tratados  hechos  bajo  la 
buena  fe  de  las  Naciones,  custodiados  por  la  honra  misma  de  los 
pueblos  que  los  celebraron,  y  que  forman  la  ley  más  respeta- 
ble que  reconocen  para  sus  actos  y  relaciones  los  Gtobiemos 
del  mundo  civilizado.  Usurpaciones  de  ese  género,  lejos  de 
servir  de  materia  á  argumentos  de  prescripción,  la  que  sería 
insostenible  y  absurda,  primero  por  no  estar  admitida  entre 
Ilaciones,  y  segundo,  porque  aun  á  la  luz  del  derecho  civil  care- 
cería de  todas  las  condiciones  que  este  requiere  para  su  validez, 
ofrecerían  más  bien  tema  fecundo  para  reclamación  de  agra- 
vios serios,  ó  quejas,  por  lo  menos,  harto  justificadas,  á  las  que 
no  es  prudente  dar  motivos  cuando  la  amistad  es  sincera  y  la 
buena  armonía  apetecida. 

Este  robusto  oimiento  en  que  apoya  Venezuela  su  derecho 
para  poner  el  límite  de  sus  posesiones  por  la  costa  de  la  Oaa- 
y ana  en  la  embocadura  del  río  Esequibo,  y  la  confianza  funda- 
da que  tiene  el  Presidente  de  la  Bepáblioa  en  el  austero  sen- 
timiento de  justicia  que  es  propio  de  S.  M.  la  Beina  de  la 
Oran  Bretaña,  le  hacen  esperar  que  será  obra  del  más  pronto 
y  cordial  avenimiento  la  solución  de  esta  cuestión,  ya  por 
tantos  años  detenida. — (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de 
Venezuela,  1877). 

cSSSt^^l£^¡S¡í  Estados  unidos  de  Venezuela«-*-Ministeria 
MtodSft^  to^MuT"  de  Belaciones  Exteriores.— Sección  GentraL — 
líúmero  137.— Caracas :  Febrero  15  de  1867.— Año  4*  de  la 
Ley  y  9^  de  la  Federación.— La  isla  de  Trinidad  fue  descubierta 
por  Cristóbal  Colón  el  I""  de  Agosto  de  1498,  habiéndole  im- 
pnesto  aquel  nombre  por  tres  cumbres  que  aparecían  á  lo  lejos 
y  conforme  á  su  propósito  de  honrar  con  él  la  primera  tierra 
que  se  descubriese.    La  adquirió  pues,    para  España  en  cayo 
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nombre  obraba,  por  el  títalo  de  desoabrimiento,  unido  después 
al  de  ocupación  efectiva,  población  y  gobierno.  En  adelante 
fue  puesta  bajo  la  jurisdicción  de  la  Oapitanía  General  de 
Venezuela. 

Aun  cuando  no  hubiesen  mediado  tales  hechos,  siempre 
habría  pertenecido  á  España  por  el  titulo  de  continuidad  al 
continente  que  ella  poseía,  y  del  cual  se  la  considera  como 
una  secciÓD,  tal  vez  separada  por  algún  trastorno  físico. 

Durante  la  guerra  qae  á  fines  del  siglo  pasado  existía 
entre  España  y  la  Gran  Bretaña,  los  ingleses  acometieron  la 
isla  de  Trinidad.  Ella  se  les  rindió  por  la  capitulación  que 
firmaron  en  18  de  Febrero  de  1797,  Sir  Balph  Abercrombie, 
Oomandante  de  las  fuerzas  terrestres  de  S.  M.  B.,  y  el  señor 
Henrique  Harvey,  Oontra- almirante  de  sus  fragatas  y  buques 
por  una  parte,  y  por  otra  don  José  María  Chacón,  Brigadier 
de  la  marina  real,  y  Gobernador  y  Comandante  en  jefe  de 
la  isla  de  Trinidad  y  sus  dependencias,  Inspector  general  de 
su  guarnición,  &o. 

Según  los  términos  de  ese  convenio,  los  oficiales  y  tropa 
úe  S.  M.  C.  y  sus  aliados  en  la  isla  de  Trinidad  debían  rendirse 
como  prisioneros  de  guerra  y  entregar  el  territorio,  fuertes, 
edificios,  armas,  municiones,  dinero,  efectos,  planos,  y  provisio- 
nes por  inventarios  exactos,  transfiriéndolos  á  S.  M.  B.  del 
mismo  modo  y  con  la  misma  posesión  que  tenía  S.  M*  O. 

Esta  no  íne  más  que  una  ocupación  militar,  un  hecho  de 
guerra,  que  no  traspasó  la  propiedad  de  la  isla  hasta  que  vino 
á  confirmarlo  el  tratado  de  paz.  Hoy  la  guerra  no  se  tiene 
por  medio  de  adquirir,  la  conquista  no  es  ya  un  modo  de 
extender  el  poderío  ó  ensanchar  los  dominios  de  las  Naciones. 

Las  paces  en  que  terminó  esta  guerra,  fueron  las  asen- 
tadas en  Amiens  á  27  de  Marzo  de  1802  entre  el  primer  Cón- 
sul de  la  Bepública  francesa,  el  Bey  de  España  y  el  Gobier- 
no del  Estado  de  la  Bepública  Bátava. 

Por  el  artículo  I""  se  estipula  que  habrá  paz,  amistad  y 
buena  inteligencia  entre  las  partes  contratantes. 

El  2?  es  referente  á  la  devolución  de  prisioneros. 

El  3^  y  4^  son  del  tenor  siguiente: 
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las  islas  del  Mar  Caribe,  entre  las  cuales  se  caenta  la  de 
Aves,  faeron  descubiertas  poi  los  españoles,  y  al  constituirse 
Venezuela  con  el  territorio  de  la  antigua  Capitanía  General  de 
Caracas,  sucedió  á  España  en  todos  sus  derechos  á  ellas ;  y 
en  que  el  continente  venezolano  era  el  territorio  de  consi- 
deración más  próximo  á  las  Aves,  lo  cual  le  daba  un  título 
de  preferencia,  citándose  el  principio  establecido  en  una  cues* 
tión  análoga  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos. 

Ahora  bien,  en  el  golfo  de  Paria  hay  un  islote  inhabitado, 
conocido  con  el  nombre  de  Patos.  Se  encuentra  muy  cerca 
de  la  costa  de  Nueva  Andalucía,  ó  sea  de  lo  que  antes  se 
denominaba  Provincia  de  Oumaná.  Basta  echar  una  ojeada  al 
mapa  para  advertir  que  dista  menos  de  Yeneznela  que  de 
Trinidad,  y  está  dentro  del  alcance  de  un  tiro  de  cañón. 
Siempre  se  ha  creído  perteneciente  á  esta  Nación,  y  Codazzi 
lo  incluye  en  las  islas  de  Cumaná.  De  1859  en  adelante  el 
señor  Gobernador  de  Trinidad  ha  pedido  la  devolución  de 
botes  apresados  en  aquel  lugar,  como  si  estuviese  dentro  del 
territorio  británico;  pero  sin  fundar  nunca  la  pretensión  que 
tal  demanda  envuelve.  Por  informes  enviados  de  Trinidad  se 
sabe  que  el  Ayuntamiento  de  Puerto  de  España  ha  concedido  en 
arriendo  la  isla  de  Patos  á  los  señores  CGonor  hermanos. 
Contra  ese  acto  de  dominio  ha  protestado,  como  era  su  deber, 
el  Cónsul  de  la  Bepública,  y  un  paso  tan  justo  ha  merecido 
la  superior  aprobación  del  Gobierno. 

He  aquí  la  exposición  de  los  motivos  que  han  deter- 
minado su  conducta. 

Bello,  el  publicista  venezolano,  hablando  del  territorio  de 
una  Nación  en  el  capítulo  3®  de  sus  Principios  de  derecho  in- 
ternacional, dice: 

<«  En  cuarto  lugar,  el  territorio  de  una  Nación  incluye 
las  islas  circundadas  por  sus  aguas.  Si  una  ó  más  islas  se 
hallan  en  medio  de  un  río  ó  lago  que  dos  Estados  poseen 
por  mitad,  la  línea  divisoria  de  las  aguas  deslindará  las  isla^ 
ó  parte«¡  de  ellas  que  pertenezcan  á  cada  Estado,  á  menos 
que   haya  pactos  ó  larga  posesión  en  contrario.'' 

^<Con  respecto  á   las  islas  adyacentes  á  la  costa,  no  es 
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tan  estricta  la  regla.  Aan  las  qae  se  hallan  situadas  á  la 
distancia  de  diez  6  veinte  leguas^  deben  reputarse  dependen- 
cias naturales  del  territorio  de  la  Nación  que  posee  las  costas, 
¿  quien  importa  infinitamente  más  que  á  otra  alguna  el  do- 
minio de  estas  islas  para  su  seguridad  terrestre  y  marítima." 
E.  Ortolán  establece  que,  si  se  forman  islas  en  las  aguas 
territoriales  de  una  ITación,  son  objeto  de  su  propiedad,  no 
habiendo  habido  más  que  una  mudanza  de  forma. 

Lo  mismo  sienta  acerca  de  las  islas  que  nacen  en  el  mar« 
aunque  limita  á  las  comprendidas  en  la  línea  de  respeto  la 
pretensión  de  reivindicarlas,  negando  á  los  Estados  ertranje- 
ros  la  facultad  de  establecerse  en  ellas.  Se  apoya  tanto  en 
razones  de  seguridad,  como  en  la  de  ser  dichos  islotes  depen» 
deudas  del  suelo.  Se  refiere  á  la  decisión  que  dio  Sir  W. 
Scott,  tratándose  de  un  apresamiento  hecho  en  aguas  neutra- 
les de  los  Estados  Unidos.  Se  cuestionaba  si  la  línea  de  res  • 
peto  debía  contarse  desde  el  fuerte  de  Balisa,  situado  á  orillas 
de  la  ribera,  ó  desde  la  orilla  exterior  de  un  archipiélago  de 
islotes  inhabitados,  formados  por  los  árboles  y  arenas  que 
arrastraba  el  Misisipí  y  que  se  adelantaban  un  poco. 

Wheaton  llama  en  su  socorro  la  misma  autoridad  al  es- 
cribir que  el  término  costas  incluye  las  dependencias  naturales 
del  territorio  que  se  levantan  del  agua,  aunque  estas  islas  no 
tengan  la  firmeza  suficiente  para  ser  habitadas  ó  fortificadas. 

Phillimore  enseña  igual  doctrina  y  cita  más  largamente  la 
decisión  de  lord  Stowell,  que  concluye  así :  <^  Considérense  las 
consecuencias  que  resultarían  si  no  se  mirasen  las  tierras  de 
esta  clase  como  apéndice  del  continente  é  incluidas  dentro  de 
los  límites  del  territorio.  Si  no  pertenecen  á  los  Estados 
Unidos  de  América,  cualquiera  otra  Potencia  podría  ocupar- 
las ;  podrían  ser  circuidas  de  un  banco  y  fortificadas.  ¡  Ouántos 
inconvenientes  no  produciría  esto  por  lo  que  hace  á  América! 
Es  físicamente  posible,  á  lo  menos,  que  fuesen  ocupadas  por 
Naciones  europeas,  y  entonces  ya  América  no  dominaría  el 
río ;  lo  dominarían  tales  establecimientos.  La  posibilidad  de 
semejante  consecuencia  basta  para  exponer  la  falacia  de  cuales- 
qnier  argumentos  que  se  dirijan   á  demostrar  que  estas  islas 
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no  han  de  ser  oonsideradas  como  parte  del  territorio  de 
América.  Ya  se  compongan  de  tierra  ó  de  roca  sólida ,  eso 
no  variará  la  naturaleza  de  lu  cuestión  ;  porqne  el  derecho  d& 
dominio  no  depende  de  la  textnra  del  snelo.  Soy  de  opi* 
nión  que  el  derecho  del  territorio  ha  de  contarse  desde  aqnellas 
islas." 

Aqnf  comienzan  á  manifestarse  las  razones  qne  han  tenido 
todos  los  Estados  para  inclnir  en  su  territorio  aquella  porción 
del  mar  limítrofe  de  la  costa  que  se  extiende  hasta  donde  al- 
canzan los  fuegos  de  sus  baterías.  '<Terr<B  dominium  finitur 
nbi  finitur  añnomm  vis,"  es  la  regla  adoptada  de  antiguo  en 
la  materia.  Esta  distancia  se  había  fijado  en  tres  millas ; 
mas  hoy  debe  ser  mayor,  puesto  que  el  progreso  del  mundo  ha 
conducido  á  la  invención  de  armas  de  muy  superior  alcance. 
Las  aguas  que  bañan  las  costas  son  parte  del  dominio  de  la 
Nación  riberefia  por  las  causas  siguientes,  que  los  autores 
asignan. 

If  Que  estas  porciones  del  Océano  son  susceptibles  de 
posesión  continua; 

2'  Que  el  pueblo  que  las  posee,  puede  excluir  de  ellas  á 
los  otros; 

3'  Que  ya  por  su  seguridad,  por  conservar  las  ventajas 
qne  ya  saca  del  mar  territorial,  tiene  interés  en  declarar  la 
exclusión.  De  aquí  deducen  que  el  dominio  marítimo  se  de- 
tiene en  el  lugar  donde  cesa  la  posesión  continua,  en  el  lugar 
donde  ya  no  pueden  excluir  á  los  extranjeros,  por  fin  en  el  lugar 
en  que,  no  siendo  ya  su  presencia  peligrosa  á  su  seguridad, 
no  tiene  interés  en  excluirlos.  Es  decir  que  todo  el  espacio 
recorrido  por  los  proyectiles  lanzados  de  la  ribera,  protegido 
y  defendido  con  el  poder  de  estas  máquinas,  es  territorial  y 
se  halla  sometido  al  dominio  del  Soberano  de  la  costa.  El 
mayor  alcance  del  cañón  montado  en  tierra  es  pues  realmente 
el  límite  del  mar  territorial.    Así  Hautefeuille. 

Oon  efecto,  mal  podría  una  Kación  ejercer  el  derecho  de 
80  defensa  y  seguridad,  si  á  las  demás  fuese  permitido  acercarse 
á  ella  de  tal  modo  que  la  tuvieran  siempre,  á  cada  instante, 
cnando  menos  lo  esperase,  bajo    los  fuegos  de  su  artillería; 
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si  al  entrar  allí  baques  extranjeros,  se  creyesen  en  libertad 
de  proceder  como  en  el  lagar  común  á  todos;  si  les  ftaese 
lícito  andar  en  pantos  no  abiertos  al  comercio  6  comanicación 
de  los  extrafios ;  si  les  faese  dado  embarazar  la  entrada  6  la 
salida,  &. 

En  tiempo  de  gaerra  marítima  en  qae  se  conservase  nta* 
tral,  (Cómo  habría  de  camplír  an  paeblo  sas  deberes  impi- 
diendo los  armamentos  de  corsarios,  el  enganche  de  marinos 
y  soldados,  el  equipo  de  naves,  la  salida  simnltánea  de  velas 
enemigas,  la  formación  de  expediciones,  si  le  fáltase  el  den^cho 
de  imperio  en  las  aguas  contiguas  á  su  costa  f  ¡  Ouán  fácil  no 
sería  &  las  potencias  beligerantes  convertir  en  teatro  de  guerra 
el  territorio  neutral,  y  hacer  que  los  males  de  semejante  estado 
cayesen  en  los  pacíficos  moradores  de  una  ITación  extraña  6 
sus  desavenencias  f 

Los  reglamentos  fiscales  no  tendrían  más  firme  apoyo. 
El  comercio  exterior  no  se  sometería  á  las  trabas  ni  gravá- 
menes que  la  necesidad  le  ha  impuesto  en  todas  partes.  Bas- 
caría lugares  accesibles  de  la  costa,  por  ellos  introduciría  los 
géneros  que  lo  alimentan,  extraería  los  que  obtuviese,  y  re- 
duciría así  á  la  nada  los  derechos  de  propiedad  internacional. 
No  más  aduanas,  no  más  resguardos.  Pero,  lejos  de  suceder 
tal  cosa,  todas  las  ITaciones  obran  activa  y  pasivamente  de 
una  manera  contraria.  No  sólo  se  ha  establecido  un  sistema 
regulador  del  comercio,  de  que  ninguna  se  sustrae  ni  dcga  de 
practicar  en  la  propia  casa,  sino  que  para  cuidar  del  cam- 
plimiento  de  sus  leyes  prohibitivas  del  tráfico  clandestino,  ejer- 
ce su  jurisdicción  tanto  en  el  mar  [territorial  como  en  ana 
esfera  mucho  más  dilatada.  Hasta  en  la  distancia  de  cuatro 
leguas,  dice  Phillimore,  que  la  Oran  Bretaña  y  los  Estados 
Unidos  de  América  han  procurado  evitar  los  fraudes  contra 
sus  rentas  prohibiendo  el  trasbordo  de  mercancías  extranjeras, 
y  qerciendo  jurisdicción  para  este  fin  en  tiempo  de  pas,  é 
impidiendo  en  tiempo  de  guerra,  dentro  de  la  misma  distancia, 
el  acecho  de  buques  extranjeros  beligerantes  tan  cerca  de  las 
costas  neutrales  que  amenazasen  y  alarmasen  los  buques  qae 
entraran  ó  salieran.    Agrega  el  mismo  autor  que  los  derechos 
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de  independencia  y  propia  oonservación  en  tiempo  de  paz  jas- 
tifican  qne  nna  Nación  impida  el  quebrantamiento  de  sus  leyes 
fiscales  más  allá  del  límite  exacto  del  tiro  de  cañón.  El  islote 
de  Patos  es  un  Ingar  moy  á  propósito  para  la  vigilancia  del 
contrabando,  porque  el  guarda-costa  situado  allí  observa  la 
entrada  y  salida  de  las  embarcaciones  que  vienen  al  Golfo  de 
Paria  ó  se  retiran. 

La  pesca  y  el  aprovechamiento  de  las  demás  producciones 
de  la  parte  del  mar  inmediato  á  la  costa,  y  que  reúnen  todas  las 
cualidades  que  las   hacen    apropiables,    de  nada  servirían  al 
dueño  del  territorio  confinante,  si  su  goce  no  fuera  exclusivo. 
Por  efecto  de  la  completa  soberanía  de  las  Kaciones  en  las 
aguas  que  bañan  sus  riberas,  <^  pueden  prohibir  el  derecho  de 
navegar  á  todos  ó  á  algunos,  vedar  el  cabotaje  á  los  extran- 
joros,  como  es  todavía  común  practicar,  limitar  el  número  de 
buques  de  guerra  que  intenten  acercarse  á  las  costas  ó  venir 
á  fondear  aun  en  las  radas   abiertas,  someter  los  buques   de 
comercio  á  las  visitas  de  las  aduanas,  j  aun  al  pago  de  cier- 
tos derechos,  de  anclaje,  faros,  valizas,  &«,  &.,  en  una  palabra^ 
expedir  todos  los  reglamentos  que  le  parezcan  oportunos  en  su 
beneficio.    Los  extranjeros   que  entran  en  el  territorio  reser- 
vado deben  someterse  á  las  leyes  del  Príncipe,  en  lo  que  con- 
cierna á  todas  las  relaciones  con  el  territorio  y  los  habitantes, 
del  mismo  modo  qne  si  habitasen  ó  atravesasen  la  parte  terres- 
tre de  estos  Estados.    En  virtud  de  este  poder  soberano  los 
miamos  buques  de  guerra,  esto  es,  los  que  representan  directa- 
mente á  su  Soberano,  pueden,  á  su  entrada  en   los    puertea 
extranjeros  y  aun  en  las  radas,    ser  sometidos  á  ciertas  con- 
diciones, y  notablemente  al  saludo  y  á  las  demás  señales  de 
xeconocimiento  de  la  soberanía." 

El  derecho  convencional  y  las  leyes  internas  de  los  Es- 
tados han  sancionado  el  principio.  Por  no  hablar  sino  de  la 
Gran  Bretaña,  se  citarán  sus  tratados  con  Prancia  de  X786, 
artículo  41;  con  los  Estados  Unidos,  de  1794,  artículo  25  ^ 
con  los  Estados  Unidos,  de  1806,  artículo  12 ;  con  Francia,  de 
1839 ;  con  Portugal,   de  1842,   artículo  S**.    En   el  tercero  de 
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dichos  conveaios  se  prohibió  la  persecaoióa  de  buqaes  ene- 
mígOB  dentro  del  radio  de  cinco  millas  marinas  de  las  costas* 

El  acta  del  cuarto  año  del  reinado  de  Jorge  m  (1764) 
j  la  ley  dé  2d  de  Agosto  de  1833,  del  cuarto  año  del  reinado 
4e  Guillermo  IV,  extendieron  la  soberanía  de  la  Gran  Bretaña 
é  las  aguas  de  las  islas  británicas  y  hasta  la  distancia  de 
una  legua  de  las  costas. 

La  última  de  esas  leyes  dice:  <<Los  buques  de  comercio 
extranjeros  hallados  dentro  del  límite  de  una  legua  de  las 
costas,  ya  anclados,  ya  acechando  6  rondando,  y  sin  diri- 
girse á  un  puerto  ó  hacia  el  término  de  su  viaje,  cuando  el 
tiempo  lo  permite,  deben  retirarse  dentro  de  cuarenta  y  ocho 
horas  en  virtud  de  intimación  hecha  al  efecto ;  sí  están  car- 
gados de  mercancías  prohibidas  y  no  obedecen  á  la  intima- 
ción, son  conñacados.^' 

En  fuerza  de  todo  lo  hasta  aquí  alegado,  el  Gobierno  de 
Venezuela  cree  que  la  isla  de  Patos  y  cualquiera  otra  que  se 
halle  en  iguales  condiciones  forman  parte  del  territorio  de  la 
Bepública,  y  de  consiguiente  las  vindica  para  ella. 

Ni  le  hace  mudar  de  opinión  el  único  Argumento  que  ha 
visto  emplear  en  favor  de  la  pretensión  de  la  Gran  Bretaña, 
y  está  mencionado  en  oficio  del  señor  Oapitáu  de  puerto  al  señor 
Secretario  colonia)  do  Trinidad  en  las  palabras  que  siguen: 
*^  El  fundamento  por  el  cual  he  entendido  que  reclamábamos 
á  Patos  es  que  en  la  capitulación  todas  las  islas  del  Gobierno 
de  esta  Oolonia  fueron  cedidas,  y  que  en  el  archivo  del  Oa- 
bildo  se  hallará  una  concesión  del  Rey  de  España  al  ilustre 
Gabildo  de  esta  isla  y  otras  por  él  poseídas."  La  Legación 
británica  comunicó  tal  documento  á  este  Ministerio  como  prueba 
de  lo  infundado  de  los  derechos  deducidos  por  las  autoridades 
de  Gtiiria  á  la  i^la,  acompañando  también  copia  de  la  con* 
cesión  referida. 

Ya  £e  han  leído  los  términos  de  la  capitulación  :  ellos  no 
se  contraen  sino  al  territorio  de  la  isla  de  Trinidad,  no  al 
de  todas  las  que  dependiesen  de  su  Gobierno.  Mas  aun  cuando 
contuviera  tal  expresión,  como  no  debemos  atenernos  á  ella, 
sino  al    tratado   de  paz,    aquí  es  donde    conviene    buscar   la 
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extensión  del  terreno  cedido.  Hemos  visto  qae  el  tratado  de 
Amiens  habla  lisa  y  llanamente  del  traspaso  y  garantía  de  la 
isla  de  Trinidad. 

Entrando  ahora  á  examinar  la  concesión,  observamos  qae 
abraza  las  islas  de  Monos,  Hnevos  y  Patos ;  pero  qae  no  es, 
como  se  aeSenta,  del   Bey  de   España,  sino   del   señor    José 
María  Chacón,  Gobernador  y  Comandante  general  é  Intendente 
de    Trinidad  en   1797.     El   anto  de   él   está   asi    concebido: 
'<  Vistos  con  el  informe   antecedente  del  primer  Comisario  de 
población,  S.  S,  dijo.    Qae  asando  de  las  facaltades  qae  le  son 
conferidas  por  la  real    cédala  de  población  del  año  de  1783, 
y  lo  qae  las  leyes  previenen   en    orden  á  los  propios  de  las 
ciadades  y  villas  y  á  los  egidos  y  dehesas  para  pastos  de  los 
ganados  de  las  mismas  ciadades  y  villas :  venia  en  concederle, 
como  le  concede  en  propiedad  á  esta  ciadad  por  vía  de  pro- 
pios los  islotes   del  Pato,   Haevos  y  Monos    en    perpetuidad 
para  qae  como  tales   sean  administradas  sas    reatas  y    pro- 
dactos  destinados  á  las  argencias  públicas  de  esta  dicha  cia- 
dad conforme  lo   ordenan   las   precitadas    leyes  y  reales  ór- 
denes, posteriores :   para  lo  cnal   se  libra   títalo  en  forma  sa- 
cándose testimonio  de  estas  diligencias  para  dar  citenta  á  8.  M. 
para  impetrar   la   soberana   real  conformación^  pasándose    otro 
igual  á  la  Comisaría,''^    Como  lo  expresa  el  docamento,  aqaella 
adjadicación  necesitaba  ser  confirmada  por  S.  M.  C,  sin  caya 
conformidad  no  tenía  valor  algnno.    Y  esta  aprobación  ulterior 
no   se  ha  presentado  hasta  el  día«    ni  consta  que  exista  eu 
ninguna  parte.    Pero  hay  más.    Supuesto   que  se  hubiese  al- 
canzado,   faltaría  averiguar  si  los  tres  islotes    concedidos,  no 
estando  inclusos  en  la  cesión  de  Trinidad  á  la  Gran  Bretaña, 
pasaron  con  ella  al  dominio  británico.    Se  juzga  que  no,  atento 
el   lengaaje   del   tratado  de  paz;    y    que,  si  pudiese  probarse 
qae  el  Bey  de  España  asintió  á  la  concesión    de  los    islotes 
para  egidos,  todo  lo  que  el  Ayuntamiento  de  Trinidad  pudiera 
pretender,  sería  el  dominio  ordinario,  semejante  al  de   los  par- 
ticalares^  como  el  que  tiene  an  Estado,  no  eu  sa   propi<»  terri- 
torio, sino  en  sus  propiedades    sitas   en  el  de    una  Potencia 
extranjera;  como  el  que  tendrá  el  señor  Gerardo  Carry  ó  sus 
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sacesores  en  la  isleta  de  Ohaoachacare,  sobre  la  caal  se  le 
otorgó  título  en  forma ;  como  el  que  corresponde  á  ciadadanos 
ó  extranjeros  en  los  baldíos  que  se  les  adjudican ;  en  suma,  el 
dominio  del  derecho  civil,  no  el  internacional. 

En  conclusión,  el  (Gobierno  de  los  Estados  Dnídos  de  Vene- 
zuela hace  suya  la  protesta  que  contra  el  arrendamiento  del 
islote  de  Patos  ejecutado  por  el  Ooncejo  Municipal  de  Trinidad, 
levantó  con  aprobación  suya  el  Oónsul  de  la  Bepública  allí ; 
la  renueva  tan  formalmente  como  sea  necesario ;  y  espera  que, 
suspendiéndose  los  efectos  del  contrato,  se  ventile .  y  decida  la 
cuestión  de  propiedad. 

El  infraescrito,  al  tener  el  honor  de  comunicarlo  al  señor 
Encargado  de  Negocios  de  la  Gran  Breta&a  por  orden  del  Eje- 
cutivo Nacional,  le  mega  que  dé  á  la  protesta  el  curso  corres- 
pondiente, y  le  presenta  otra  vez  más  las  seguridades  de  su 
consideración  distinguida.  -»Dios  y  Federación.— (Firmado). — 
Rafael  Seijas, — Señor  Jorge  Fagan,  Encargado  de  Negocios  de 
la  Gran  Bretaña.  (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  Vene- 
zuela, 1867). 

A^S^^^B^m-  Cuestión  de  derecho  internacional.— (Trada- 
los^extraDj^sl^^flot  cido  del  Patis  Joumol  de  11  de  Noviembre  de 
conmociones eiTües.  1872).— Los  csfucrzos  dc  los  quc  la  Provtdenoía 
llama  á  gobernar  los  pueblos,  deben  tender,  sin  cesar,  á  sua- 
vizar las  relaciones  internacionales  y  á  establecer  una  estrecha 
mancomunidad  entre  los  Estados  civilizados.  Tomando  por  re- 
gla de  conducta  los  principios  inmutables  de  la  moral,  antes 
que  las  interesadas  conveniencias  de  ciertos  Gabinetes,  la  di* 
plomacia,  amenudo  designada,  y  no  sin  fundamento,  oomo 
sinónima  de  astucia  ó  de  disimulo,  no  puede  aún  sostener  por 
más  tiempo  algunos  errores  deplorables,  contrarios  á  las  ideas 
del  honor  y  de  la  lealtad,  únicas  aceptables  en  nuestra  época « 
La  opinión  pública  es  el  primero  de  los  poderes  que  debemos 
respetar ;  es  el  aliado  más  seguro,  aquel  cuyo  apoyo  no  falta 
nunca  en  el  momento  de  los  grandes  peligros  y  de  las  defec- 
ciones vergonzosas. 

En    los  límites  de  su  esfera,  todo   Estado  tiene  rigurosas 
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obligaciones  qae  llenar  é  imprescriptibles  derechos  que  soste- 
ner; obligaciones  y  derechos  nacidos  del  sentimiento  innato 
de  la  jnsticia  y  de  las  instituciones  de  la  razón;  por  eso  todo 
tratado,  todo  aso,  convención  ó  contrato  cnyas  ciánsnlas  se 
hallan  en  desacuerdo  con  las  prescripciones  del  derecho  nata- 
ral,  estando  por  este  motivo  viciados  desde  sa  origen,  son 
Halos  de  hecho,  no  teniendo  nadie  la  fiícultad  de  snspender, 
de  abrogar  ó  de  destrair   principios  eternos. 

Siendo  la  libertad  la  condición  primordial  de  la  existen- 
cia de  ona  Nación,  el  menor  atentado  dirigido  contra  sa  in- 
dependencia sea  por  invasión  armada  ó  por  presión  diplomática, 
es  ana  sangrienta  injuria  hecha  á  su  individualidad ;  esta  li- 
bertad ezije  el  respeto  absoluto,  no  sólo  en  las  relaciones 
exteriores  con  los  otros  pueblos,  sino,  además,  en  el  suelo 
mismo  de  la  patria.  Siendo  iguales  los  hombres  bajo  el  cetro 
de  la  naturaleza,  no  puede  suceder  diferentemente  con  los  Es- 
tados ;  á  unos  y  otros  se  aplica  incontestablemente  este  axioma 
de  los  antiguos  jurisconsultos :  '^  Omnes  hamines  natura  (equa- 
les  8uni ; "  igualdad  ante  la  ley  para  los  ciudadanos,  paridad 
de  tratamiento  de  pueblo  á  pueblo. 

Si  los  usos  internacionales  progresan  con  la  civilización, 
es  no  obstante  cierto  que  no  han  derribado  todas  las  barre- 
ras, ni  borrado  todas  las  preocupaciones,  á  cada  paso  tropie- 
za uno  con  los  jalones  de  lo  arbitrario,  mantenidos  de  pie 
por  los  instintos  interesados  de  los  Gobiernos  fuertes,  dema- 
siado inclinados  á  imponer  á  los  débiles  prácticas  rechazadas 
en  su  país  como  odiosas  ó  inicuas.  En  los  tiempos  remotos, 
el  extranjero,  nadie  lo  ignora,  era  si  no  enemigo,  á  lo  menos 
sospechoso,  y,  fuera  de  su  patria,  se  hallaba  expuesto  do 
quiera  á  vejámenes  sin  cuento;  pero,  digámoslo  para  honor 
de  la  humanidad,  cada  día  se  disipan  las  enemistadas  de  raza 
y  los  odios  engendrados  por  conquistas  brutales;  cada  día 
también  saliendo  de  su  aislamiento,  tiéndense  los  pueblos 
mano  amiga  para  anudar  múltiples  relaciones,  germen  fecun- 
do de  productos  y  riquezas.  Bajo  este  punto  de  vista,  las 
Repúblicas  déla  América  latina  no  cesan  de  dar  el  ejemplo 
más  noble.    Con  efecto,  en  la  extensión  de  sus  territorios  res- 
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pectivos,  halla  el  extranjero  completa  seguridad;  bus  bieDes^ 
su  persona,  sn  honor  están  á  cabierto  de  todo  atentado  ; 
andando  á  la  par  con  el  oiadadano,  puede,  como  él|  invocar 
la  protección  de  las  leyes  y  de  los  tribunales  encargados  de 
aplicar  sus  cláusulas ;  exento  del  servicio  militar,  le  están 
abiertas  sin  ninguna  traba  todas  las  profesiones  industriales  6 
comerciales;  y  lo  que  es  mejor,  la  emigración  es  amenudo 
objeto  de  favores  excepcionales. 

Sin  embargo,  si  los  extranjeros  que  vienen  á  pedir  á  los 
repúblicos  de  la  América  latina  sus  medios  de  existir,  se  ha- 
llan completamente  asimilados  á  los  nacionales ;  si  tienen  las 
mismas  vei^tajas,  no  pueden  exigir  que  se  les  trate  con  mayor 
favor.    Sin  duda,  tienen   derecho  á  una  protección   benévola, 
pero  esta  protección  no  puede  entenderse  más  allá  de  la  otor- 
gada á  los  ciudadanos.    No  paede  ser   de  otra  manera,  á  me- 
nos que  se  creasen  privilegios ;  ahora  bien,  los  privilegios  exi« 
gen   reciprocidad ;  y  no  hay,  que  sepamos,  en  los  códigos  de 
las  Potencias  europeas,  disposiciones  que  establezcan  una  si- 
tuación mejor  para  los  extranjeros.    Sin  embargo,  estas  mis- 
mas Potencias  han  exigido  frecuentemente  y   hasta  en  estos 
últimos  años,  el  pago  de  sumas  mny  considerables  á  título  de 
indemnización,  por  daños  sufridos  por  sus    nacionales  en   los 
países  de  la  América  latina  durante  las  conmociones  civiles, 
y  cuando  los  ciudadanos,  experimentando   los   mismos  daños, 
no  recibían  ninguna  compensación.    Empleando,  en  estas  cir« 
cunstancias,   primero  la    acción    diplomática,    la    amenaza  en 
seguida,   y,  en  caso  de  necesidad,  la  faerza,  adelantaban  los 
Gabinetes  de  Enropa  los  más  especiosos  pretextos,  los  motivos 
más  fútiles  para  crear  á  los  extranjeros  una  fuente  de  reclama- 
ciones  fructuosas :    yendo    aún  más  adelante  y   admitido  una 
vez  este  principio  de  la  indemnización,  la  diplomacia,  dema- 
siado fácilmente  arrogante  con  relación  á  nacionales  relativa- 
mente débiles,  recusaba  la  competencia  de  la  jurisdicción  local 
para  hacer  constar   la  veracidad  de  la  queja  y  avaluar  el  mon- 
to de  las  pérdidas  ;  y  la  mayor  parte  del  tiempo,  era  nece- 
sario  admitir  casi  sin  discusión  las  cuentas  formadas  en  laa 
cancillerías    consulares    por    los   que    se   constituían   juez    y 
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parte.  Lo  que  es  mejor,  los  estragos-  involantarios  dorante 
la  Incha  por  las  tropas  combatientes  por  la  cansa  del  orden, 
daban  ignalmente  Ingar  á  indemnizaciones. 

Colombia,  Venezuela,   Kicaragna,  Ohile,  Oosta  Sica,  Bue- 
nos Aires,  Montevideo,   Perú,  y   otros  más,  podfían  decir  á 
qué  exorbitante  guarismo  se  elevan  los  incalificables  rescates 
de  la  diplomacia  europea  que  rivaliza,  en  caso  semejante,  en 
un   celo  desgraciado.    Sólo  en  América,  el  Gabinete  de  Was- 
hington, apoyándose  en  su  derecho  y  confiando  en   su  fuerza, 
no  ha  titubeado  en   rechazar  perentoriamente  pretensiones  que 
estaban  en  oposición  flagrante  con  las  prescripciones  más  ele- 
mentales   del   derecho    de  gentes;   los  Gobiernos   de    Europa 
se  lo  han  dado   por  notificado   y   arriado  el  pabellón  delante 
de  los  Estados   Unidos,  que  han   mantenido   completa  asimi- 
lación   en    la   cuestión   de  daños    entre    los  nacionales   y  los 
extranjeros;  estos  últimos  no  han  tenido  otros  tribunales  para 
juzgarlos  que  los  del  pais,  otra  ley  que  invocar  que   la  vi- 
gente en  el  territorio  de  la  confederación,  otros  protectores  á 
quienes  dirigirse  que  las  autoridades  constituidas.    Tales  son 
los  verdaderos  principios;    el  Gabinete  de  Washington  los  ha 
hecho  prevalecer  con  seriedad  y  seria  ciertamente  vergonzoso 
intentar  en  lo  venidero   imponer  á  los  Estados  de  la  América 
latina  prácticas  condenadas  por  la  razón.    Se  ha  pretendido, 
es  verdad,  que  la  frecuencia  de  los  movimientos  revoludona- 
rioB  en  varios  de  estos  países  permitía  colocarse,  con  respecto 
á  ellos,  en  un  terreno  particular,  y  Francia,  sentimos  hacerlo 
constar,   es  una  de  las    Potencias  que  han  sostenido  con  la 
mayor  persistencia  una  tesis  errónea. 

Si  vuestros  conciudadanos  tienen  á  bien  ir  de  su  propia 
voluntad  á  establecerse  en  aquellas  fértiles  regiones  para  gozar 
en  ellas  de  ventajas  sin  número  cuyo  precio  conocen,  si  vo- 
sotroB  mismos,  gobiernos,  empajáis  el  exceso  de  vuestras  ciu- 
dades y  de  vuestros  campos  hacia  esa  tierra  hospitalaria  en  que» 
los  desheredados  hallan  seguramente  el  modo  de  proporcio- 
narse  con  el  trabajo,  abundosos  recursos;  si  vuestras  indus- 
trias se  crean  en  la  América  latina  numerosas  salidas,  es  lo 
menos,  nos   parece,  admitirlos   sin   restricción .  al   tratamiento 
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de  las  Naciones  civilieadas,  y  no  orear  para  las  necesidades 
de  vaestra  cansa  nn  derecho  excepcional,  cnyas  reglas  rehu- 
sáis, en  casos  análogos,  aplicaros. 

Oon  efecto,  en  ningana  parte  se  encuentra  escrito  en  la 
legislación  francesa  el  principio  de  nna  indemnización  debida 
por  el  Estado  á  las  personas  peijndicadas  dnrante  las  conmo- 
ciones civiles,  ann  cnando  estuviese  perfectamente  averiguado 
que  no  han  tomado  ninguna  parte  en  el  movimiento  ó  en  la 
insurrección.  Existe,  ciertamente,  nna  ley,  la  del  10  vendi- 
miario  año  I  Y,  que,  en  ciertos  casos,  admite  la  responsabili- 
dad del  municipio  cuando  los  delitos,  ya  contra  las  personas, 
ya  contra  las  propiedades,  han  sido  cometidos  á  viva  fuerza 
por  asonadas  reuniones.  Pero  la  Corte  de  Casación  ha  juz- 
gado varias  veces  que  no  había  responsabilidad  allí  donde  se 
habían  destruido  los  medios  de  resistencia ;  por  otra  parte,  para 
darse  cuenta  exacta  de  la  trascendencia  de  esta  ley  de  poli- 
cía, es  necesario  recordar' que  fue  dada  en  nna  época  en  que 
Francia  era  teatro  de  hechos  de  salteamiento  qne  había  su- 
cedido á  la  guerra  civil,  ordenando  á  veces  la  reparación  del 
daño  causado,  no  tener  definitivamente  otro  objeto  qne  impo- 
ner nna  cláusula  penal  al  municipia  cuyos  habitantes,  por 
incuria,  connivencia  ó  mala  voluntad,  no  hubiesen  impedido 
los  desórdenes,  teniendo  medios  de  represión  suficientes.  Gual- 
qnie#  estado  de  causa,  es  el  municipio  y  no  el  Gobierno,  quien 
puede  ser  responsable,  y  sólo  los  tribunales  del  país  son  com- 
petentes para  recibir  las  quejas  de  los  particulares,  acogerlas 
ó  desecharlas,  sin  admitir  nunca  un  trato  privilegiado  para 
los  extranjeros,  ni  sobre  todo  la  acción  de  sus  agentes  diplo- 
máticos ó  consulares. 

Esta  ley  de  vendimiarlo  no  tiene  por  otra  parte  ningún 
vínculo  con  el  derecho  de  gentes ;  emana  de  la  iniciativa  de 
la  Nación,  que  podrá,  cómo  y  cnando  le  plazca,  modificarla 
ó  abrogarla  sin  que  los  Gabinetes  puedan  entablar  la  más 
mínima  reclamación. 

Por  otro  lado,  la  Francia  qne  ha  sufrido  tan  terribles  con- 
mociones y  los  estragos  de  la  guerra  civil,  con  todo  su  sé- 
quito de  horrores  é  iniquidades,  no  ha  tenido  sin  embargo  qae 
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dar  á.loB  extranjeros  ningana  satisfacoióa  excepción  al , 'ni  ba 
pensado  ningún  Gobierno  en  reivindicar  para  sns  nacionales 
an  trato  privilegiado  6  la  competencia  de  an  tribunal  diplo- 
mático, y  en  vista  de  antecedentes  tales,  Francia  andaría  ver- 
daderamente descaminada  si  algana  vez  le  ocurriese  de  nuevo 
poner,  en  una  situación  de  inferioridad  á  las  Bepúblicas  de  la 
América  latina,  cuyo  deber  sería  entonces  rechazar  terminan- 
temente semejantes  pretensiones. 

Sostenemos,  y  con  la  convicción  de  asistirnos  el  derecho 
y  la  equidad,  que  ni  directa  ni  indirectamente  va  fundado  el 
extranjero  en  pedir,  de  resultas  de  daños  padecidos  en  países 
civilizados,  un  trato  mejor  que  el  concedido  al  ciudadano,  y 
en  recusar  la  justicia  local  para  la  apreciación  de  sus  quejas. 
Ahora  bien;  las  leyes  de  policía,  tales  cuales  existen  en  las 
Bepúblicas  de  América,  no  son  inferiores  á  las  que  rigen  en 
la  mayor  parte  de  los  Estados  de  Europa ;  ellas  protegen  al 
extranjero  y  á  un  tiempo  le  obligan ;  libertad  tienen  para  no 
ir  á  establecerse  á  aquellos  países,  si  no  se  cree  en  ellos  su- 
ticientemente  seguro. 

Ko  cabría  admitir  intervención  en  su  favor  por  la  vía 
diplomática,  á  menos  que  su  misma  cualidad  de  extranjero  le 
hubiese  acarreado  las  violencias  délas  poblaciones;  con  efecto, 
entonces  habría  violación  del  derecho  de  gentes,  y  el  Estado 
que  le  debe  protección,  podría  ser  obligado  á  indemnizarle  si 
hubiera  habido  negligencia  ó  mala  voluntad  por  parte  de  las 
autoridades  para  la  represión  de  las  violencias,  ó  si  los  auto- 
res del  perjuicio  no  fuesen  rigorosamente  perseguidos.  Hace 
más  de  doce  años  que  el  Honorable  señor  Torres  Caicedo, 
actualmente  Ministro  del  Salvador  en  París,  sostuvo  esta  tesis 
con  mucho  talento  y  autoridad. 

Las  reglas  de  derecho  internacional  que  acabamos  de  in- 
dicar son  inherentes  á  la  independencia  misma  de]|las  Nacio- 
nes; un  pueblo  es,  en  su  casa,  señor  absoluto  para  decidir 
todas  las  cuestiones  que  atañen  al  orden  interior;  si  le  con- 
viene modificar  sns  instituciones,  sólo  él' es  juez^en  este  punto, 
y  juez  soberano;  ninguno  tiene  razón J  para  oponerse  á  estos 
<$ambios ;  y  todo  habitante  de  un  país,  ciudadano  ó  extranjero, 
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debe  obediencia  á  la  ley,  hija  legítima  del  saelo,  y  única  qae 
también  puede  asegurar  á  cada  uno  la  plenitud  de  siis  de- 
rechos.— Pena-Villegars. — (De  La  Opinión  Níteumal^  áe  Cekvs¡¡09¡&, 
de  12  de  Diciembre  de  1872). 

Keoiwnftcionoi  El  Gousejo  dc  Administración  aprobó  é  hizo 

^eneiu^.^  °  pubücar  CU  esta  capital  el  27  de  Setiembre 
de  1864  un  luminoso  informe,  presentado  por  uno  de  sos 
miembros,  sobre  materia  tan  delicada  y  trascendental  como  la 
que  expresa  el  mote  que  encabeza  estas  líneas.  Hace  oeroa 
de  ocho  años  que  los  rarísimos  ejemplares  del  folleto  que 
acaso  escaparon  á  nuestra  incuria,  yacen  olvidados  en  el  rin- 
cón de  algún  archivo,  sin  que  nadie  recuerde  la  copiosa  ace- 
trina que  contiene,  precisamente  en  los  momentos  mismos  en 
que  es  de  la  más  alta  importancia  tener  de  ella  conocimiento. 
Es  pues,  un  documento  de  actualidad  el  que  á  continuación 
insertamos,  recomendando  su  lectura  á  nuestros  benévolos 
suscritores. 

El  Consejo  de  Administración,  en  uso  de  las  f¡a.cultades  de 
que  está  investido,  acordó  en  20  de  Julio  un  decreto  en  el 
cual  se.  establecen  reglas  para  determinar  los  reclamos  ex- 
tranjeros existentes  en  el  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores. 

Contra  el  decreto  han  protestado  los  señores  Ministro  Be- 
Bidente  de  los  Estados  Unidos,  Encargado  de  los  Kegooios 
de  Francia,  Encargado  interino  de  los  I^egocios  de  la  Gran 
Bretaña,  Cónsul  de  Dinamarca  y  Cónsul  interino  de  Italia  en 
Caracas.  El  señor  Encargado  de  negocios  de  España  ha  re- 
ferido la  cuestión  á  su  Gobierno,  diciendo  que  le  parece  du- 
doso que  él  lo  acepte,  menos  el  artículo  3^,  según  se  expresa  en 
otra  comunicación. 

De  dichos  señores,  tan  sólo  dos  se  han  servido  alegar  ra- 
zones contra  el  decreto ;  los  demás  se  ban  contentado  con  in- 
dicar de  un  modo  general,  que  daña  los  intereses  de  los  sub- 
ditos respectivos. 

Bueno  será  tener  presente  que  el  señor  Col  ver  no  tiene 
derecho  á  llevar  correspondencia  con  un  Gobierno  que  su  i)dtria 
no  ha  reconocido  hasta  la  fecha,  por  no  sé  qné  ei^crápulos 
ya  infundados,  negándose   además   á  admitir  á    nuestro    Mi- 
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nistro.  Por  lo  qae  hace  á  los  Cónsules,  aun  generalesi  harto 
sabido  es  qae,  nombrados  para  oaidar  de  los  intereses  mercanti- 
les de  sus  compatriotas,  no  son  agentes  autorizados  para  enten- 
der en  asantes  políticos.  ¡  Cnanto  menos  podrá  hacerlo  el 
señor  G.  A.  Andral,  Cónsal  interino  de  Italia  en  Caracas^  por 
elección  del  propietario  señor  Servadío  I  Y  todo  esto  sin  ins- 
tracciones  de  sas  respectivos  Gobiernos,  paes  ellos  no  han 
tenido  tiempo  de   enterarse  de    las  disposiciones  del  acto. 

Bastaría  por  tanto  decir  en  contestación  al  señor  Oolver^ 
gne  él  no  está  autorizado  para  protestar  contra  las  leyes  de 
la  República,  caando  no  es  considerado  ni  como  Agente  di- 
plomático ;  y  á  los  Cónsules,  que  deben  limitarse  á  sus  fun- 
ciones de  protectores  de  los  intereses  mercantiles.  Claro  es 
que  ni  uno  ni  otros  tendrían  qné  replicar.  Hasta  ahora  la 
práctica  de  Venezaeia  ha  sido  entenderse  con  los  Cónsules 
cual  si  fueran  Agentes  políticos,  salvo  una  ú  otra  vez  en  que 
ha  sabido  reducirlos  á  su  esfera  comercial ;  mas  este  es  un 
abuso  á  que  se  debe  poner  termine,  tanto  más  cnanto  que 
ya  se  ha  escrito  que  los  Cónsules  generales,  no  sólo  en  los 
países  bárbaros  sino  también  en  las  Bepúblicas  de  América, 
tienen  atribuciones  diplomáticas.  A  los  demás,  podría  oontes* 
tarse  que,  cuando  fandeu  sus  protestas,  entonces  se  tomarán  en 
consideración. 

Mas,  prescindiendo  de  eso,  vamos  á  examinar  las  reglas 
que  fija  el  decreto  para  que,  conforme  á  ellas,  se  despachen 
las  reclamaciones  extranjeras   pendientes. 

Sentemos  desde  luego,  como  un  efecto  de  la  independen- 
cia de  los  Estados  que,  ^^  las  leyes  de  un  Estado  son  tam- 
bién obligatorias  para  los  subditos  extranjeros,  mientras  ellos 
residen  en  su  territorio,  ejercen  allí  algunos  negocios,  sobre 
todo  actos  públicos,  ó  poseen  bienes;  si  por  tratados  parti* 
calares  no  se  les  ha  concedido  la  inmunidad  personal  ó  real» 
Meras  diferencias  del  derecho  privado  de  los  dos  Estados  no 
bastan  para  pretender  una  exención  de  esta  especie.  Pero 
caando  los  extranjeros  son  tratados  de  un  modo  desigual  y 
oneroso,  en  comparación  de  los  propios  subditos,  por  ejemploy 
en  panto  á  remate  de  bienes,  sucesiones,  etc.,  su  Gobierno  puede 
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pagar  á  estos  últimos  en  la  misma  moneda,  por  medio  de  la 
retorsión.  Los  privilegios  concedidos  á  subditos  propios  6  ex- 
tranjeros deben  también  ser  respetados  por  los  extranjeros,  en 
el   territorio   del  Estado  qne    los  ha  conferido*"-— Klüber. 

^'  El  extranjero  admitido  en  el  Estado  se  halla  bajo  la 
protección  de  las  leyes  y  del  Oobierno;  y  él  les  debe  por 
su  parte  obediencia." 

<<  Extendiéndose  el  poder  legislativo  á  todas  las  personas 
7  á  todos  los  bienes  qne  se  hallan  en  el  Estado,  el  extran- 
jero queda  sometido  desde  sa  entrada  á  él.  Las  leyes  civiles 
generales  le  son  aplicables  lo  mismo  qne  al  ciudadano,  en  tanto 
qne  las  leyes  mismas,  6  los  tratados,  no  hacen  excepciones^  ya 
en  favor  de  él,  ya  en  sn  perjnicio.''-*Martens. 

^^Las  leyes  de  todo  Estado  tienen  fuerza  dentro  de  sus  lí- 
mites, y  obligan  á  todos  sus  subditos." 

^^Todas  las  personas  que  se  encuentran  dentro  de  los  límites 
de  un  Estado  se  consideran  como  subditos,  sea  sn  residencia 
permanente  ó  temporal."— Wheaton. 

<<Todos  los  extranjeros  que  moran  en  un  país  deben  obe- 
diencia á  sus  leyes  como  subditos  temporales  fsubditi  témpora- 
neij.  La  limitación  que  incidentalmente  tiene  esta  proposición 
se  expondrá  en  una  sección  subsecuente  en  qne  se  diseute  el 
derecho  de  protejer  á  los  subditos  en  extranjera  tierra."— 
Phillimore. 

<^E1  extranjero  á  sn  entrada  contrae  tácitamente  la  obli- 
gación de  sujetarse  á  las  leyes  y  á  la  jurisdicción  local,  y  el 
Estado  le  ofrece  de  la  misma  manera  la  protección  de  la  au- 
toridad pública,  depositada  en  los  tribunales." — ^Bello. 

Mas  no  es  necesario  sino  acudir  á  las  Oonscituciones  que 
han  regido  en  Venezuela  para  convencerse  de  qne  el  Estado 
que  podía  libremente  abrir  ó  cerrar  sn  territorio  á  los  extranjeros, 
les  ha  permitido  entrar  en  él  sólo  bajo  la  condición  de  some- 
terse á  sus  leyes. 

^'lodos  los  extranjeros  de  cualquier  Nación,  serán  admi- 
tidos en  Colombia :  ellos  gozarán  en  sus  personas  y  propiedades 
de  la  misma  seguridad  que  los  demás  ciudadanos,  siempre  que 
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respeten  las  leyes  de  la  Bepública.^— Artíoalo  183  de  la  Oons- 
titaeión  de  Oolombia. 

^'Todos  los  extranjeros  de  eaalgnier  Nación  serán  admiti- 
tidos  en  Veneznela.  Así  como  están  snjetos  á  las  mismas  leyes 
del ,  Estado  qne  los  otros  ciadadanos,  también  gozarán  en  sns 
personas  y  propiedades  de  la  misma  segundad  que  éstos ;  sin 
qne  por  esta  disposición  queden  invalidadas  ni  alteradas  aquellas 
excepciones  de  que  disfrutan,  según  los  tratados  vigentes." — 
Artículo  218  de  la  Constitución  de  1830. 

Lo  mismo  dice  el  artículo  113  de   la  Oonstitación  de  1857. 

La  Constitución  Federal  sólo  expresa  que  la  ley  determi- 
nará los  derechos  que  corresponden  á  la  condición  de  ex- 
tranjero. 

Los  extranjeros  que  han  venido  al  país,  aceptando  la  ad- 
misión limitada  que  se  les  ha  concedido,  qo  pueden  quejarse 
de  ignorancia  de  unas  leyes  que  se  han  promulgado  por  todos 
ios  medios  usuales  de  publicidad  y  de  cuyas  disposiciones  han 
debido  imponerse  antes  de  venir  al  pafs. 

Pero  según  los  mismos  tratados  concluidos  entre  Venezne- 
la y  las  ]!7aGiones  cayos  Agentes  han  protestado,  los  subditos 
de  ellas  están  sometidos  á  las  leyes  de  la  Bepúbiica. 

Así  aparece  del  artículo  2"  del  ajustado  con  la  Gran  Bre- 
taña por  Colombia  en  1825,  y  adoptado  por  Venezuela  en  1834, 
paes  termina  del  modo  siguiente : 

^*Y  generalmente  los  comerciantes  y  traficantes  de  cada 
JETación  respectivamente,  gozarán  la  más  completa  protección  y 
seguridad  para  su  comercio,  estando  siembre  sujetos  á  las  leyes  y 
estatutos  áe  los  dos  padses  respectivamente!^ 

<'DeI  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación  ajustado 
entre  Venezuela  y  Francia  en  1843.  Con  efecto,  su  artículo 
segniido  expresa  que  los  venezolanos  en  Francia  y  los  france- 
ses  en  Venezuela  tendrán  libertad  en  todas  sus  compras  y  en 
todas  sus  ventas,  de  establecer  y  fijar  el  precio  de  los  efectos, 
mercancías  ú  otros  objetos,  bien  sean  importados  ó  nacionales, 
y  ya  los  vendan  para  el  interior  ó  los  destiueu  para  la  expor- 
tación,  conformándose  &  las  leyes  y  reglamentos  delpais.^ 
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<^Y  por  último,  no  estarán  sajetos  en  ningún  caso  á  otras 
cargas,  contribuciones  .ó  impuestos  que  á  los  que  se  haja  so- 
metido á  los  nacionales  ó  á  los  subditos  y  ciudadanos  de  la 
Kación  más  favorecida.'' 

Esta  misma  igualdad  o<m  los  naturales  se  estipula  en  el 
artículo  S^^j  en  el  4%  en  el  e^*,  en  el  S"",  en  el  KM",  en  el  11% 
en  el  24<*. 

La  propia  sujeción  se  halla  pactada,  no  sólo  en  los  tra- 
tados que  ha  tenido,  y  hoy  no  tiene  Venezuela  con  ios  Esta- 
dos unidos  de  América,  sino  también  en  el  de  1880,  que  es 
el  vigente.    Son  notables  las  palabras  de  su  artículo  3*. 

^<Se  permitirá  á  los  ciudadanos  de  las  partes  contratantes 
entrar,  morar,  establecerse  y  residir  en  todas  las  partes  de  dicho 
territorio ;  y  los  que  deseen  dedicarse  á  negocios,  tendrán  de- 
recho para  tomar  en  alquiler  y  ocupar  almacenes,  ^emjfre  fíte 
80  sometan  á  las  Isyesy  así  generales  como  e^eciales^  relati'^as  á 
los  derechos  de  viajar^  residir  ó  traficar.  Mientras  se  conformen 
con  las  leyes  y  reglamentos  vigentes^  tendrán  libertad  de  manejar 
ellos  mismos  sus  propios  negocios  con  sujeción  á  la  jurisdieoión 
de  cada  parte,  así  con  respecto  á  la  consignación  y  venta  de  sus 
mercancías  por  mayor  ó  menor,  como  con  respecto  á  la  carga, 
descarga  y  despacho  de  sus  buques.. " 

El  tratado  venezolano-danés  de  19  de  Diciembre  de  1862 
contiene  iguales  disposiciones  que  el  tratado  referido  de  Ye- 
znela  y  Francia. 

Otro  tanto  puede  decirse  del  tratado  que  Venezuela  y 
S.  M.  el  Eey  de  Italia  adoptaron  en  1861. 

Quede  por  consecuencia  sentado  que  los  ingleses,  los  fran- 
ceses, los  anglo-americanos,  los  dinamarqueses  y  los  italianos 
están  obligados  expresamente  á  obedecer  las  leyes  de  Vene- 
zuela, salvo  en  lo  que  los  tratados  hayan  dispuesto  uoá  exen- 
ción especial. 

Cotejemos  los  artículos  del  decreto  que  nos  ocupa  con  dichos 
tratados,  para  conocer  si  entre  ellos  existe  alguna  oposición. 

El  artículo  1?  dice: 

^^  Los  reclamos  de  extranjeros  existentes  en  el  Ministerio  de 
Belacioues  Exteriores,  que  no  se  hayan  determinado  hasta  la 
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feoha  de  este  deoieto,  se  despacharán  oon  sa|eoióii  á  las  reglas 
que  se  establecerán : 

^^1^  La  responsabilidad  de  la  Nación  se  limita  á  la  in- 
demnización del  valor  de  la  propiedad  tomada  para  oso  pú- 
blico ;  en  consecuencia  no  se  aceptarán  reclamos  por  resarci- 
mientos de  perjuicios."  ^ 

Esta  disposición  se  refiere  por  una  parte  á  los  perjuicios 
provenientes  de  las  expropiaciones,  y  ^n  tal  sentido  se  discutirá 
aquí.  BUa  comprende  también  cualesquiera  otros  perjuicios 
que  sean  e£écto  más  ó  menos  inmediato  de  las  conmociones 
políticas.  En  ese  concepto  se  examina  largamente  el  punto  en 
la  segunda  parte  del  presente  informe,  concluyéndose  que  son 
inadmisibles  redamaciones  semejantes.  ^ 

En  el  tratado  británico  no  hay  estipulación  que  se  roce  con 
la  materia,  mas  en  el  francés  existe  la  siguiente : 

'^  Art.  4*^  Los  ciudadanos  y  subditos  de  uno  y  otro  Estado 
no  podrán  ser  sometidos  respectivamente  á  ningún  embargo,  ni 
detenidos  con  sus  buques,  tripulaciones,  mercancías  y  efectos 
comerciales  para  alguna  expedición  militar,  ni  para  uso  público 
cualquiera  que  sea,  sin  una  indemnización  convcDida  y  fijada 
previamente  entre  las  partes  interesadas  y  suficientes  por  este 
uso  y  por  los  quebrantos,  pérdidas,  retardos  y  perjuicios  que  se 
originen  del  servicio  á  que  se  les  obligue." 

También  el  tratado  con  los  Estados  Unidos  guarda  silencio 
en  el  particular ;  no  así  el  de  Dinamarca,  en  cuyo  articulo  5® 
se  lee : 

^'  Art.  5?  Los  buques,  tripulaciones,  mercancías,  efectos, 
coches  y  bestias  pertenecientes  á  los  ciudadanos  ó  subditos  de 
una  de  las  partes  contratantes,  no  podrán  ser  embargados  ni 
detenidos  en  ios  territorios  de  la  otra  para  una  expedición 
cualquiera  que  sea  ni  para  ningún  otro  servicio  público,  sin  una 
indemnización  convenida  y  fijada  previamente  entre  las  partes 
interesadas,  sebre  bases  justas  y  equitativas." 

Y  finalmente  el  tratado  de  Italia  establece : 

Art.  79  Los  ciudadanos  de  los  dos  Estados  contratantes 
no  x>odi^ái^  ^^  sometidos  respeotivameate  á  ningún  embargo, 
ni  detenidos  oon  sus  buques,  transportes^  cargamentos,  mercMi. 
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oías  ú  otrps  efectos  para  alguna  expedioióni  ni  para  aso  público, 
caalqniera  que  sea,  sin  ana  indemnización  oonyenida  y  fijada 
próTiamente  entre  las  partes  interesadas,  sobre  bases  jastas  y 
equitativas." 

Concibo  que  el  caso  de  angarias  y  embargo,  á  que  se  con- 
traen particularmente  estos  artículos,  no  es  el  mismo  á  que  se 
contrae  el  decreto;  porque,  entre  otras  razones  de  diferencia, 
los  tratados  hablan  de  detención  simultánea  de  personas  y  cosas, 
y  el  decreto  no ;  mas  es  suficiente  que  haya  analogía  en  unas  y 
otras  circanstancias  para  que  se  interpreten  esos  tratados  como 
opuestos  á  la  regla  que  se  examina* 

Si  el  decreto  hubiera  ofrecido  el  pago  de  un  moderado  in- 
terés como  indemoización  de  todos  los  pexjuicios  que  la  toma 
de  la  propiedad  particular  hubiese  ocasionado,  habría  satisfecho 
de  antemano  cualquier  reparo,  y  evitado  ó  disminuido  el  mal 
que  sin  duda  tuvo  presente,  á  saber,  el  escandaloso  abuso  que 
cometen  los  reclamantes,  multiplicando  las  consecuencias  de  un 
hecho  insignificante  en  sí  mismo,  para  cobrar  mil  por  uno  con 
los  pretextos  más  descabellados. 

Además,  en  1860,  se  expidió  sobre  expropiación  una  ley 
en  que  se  señalaban  los  casos  en  que  por  necesidad  6  uti- 
lidad pública  se  podían  tomar  los  bienes  particulares;  y  en 
ella  se  ordena  que  se  pague  á  sus  dueños  su'  valor,  y  tun- 
bién  un  interés,  el  de  la  deuda  públic  a,  cuando  se  haga  el 
redamo. 

El  artículo  V  del  decreto  dic  e  en  su  regla  2* : 

<^  Examinados  los  documentos  en  que  se  apoya,  se  declara- 
rán suficientes,  ó  se  mandarán  a  mpliar,  indicándose  las  faltas 
que  se  noten." 

Esta  disposición  no  ofrece  la  menor  materia  de  repaiOf 
Preciso  es  que  los  demandantes  íímden  sus  peticiones  en  las 
pruebas  instrumentales  correspondientes;  preciso  es  que  e], 
Gobierno  las  examine  con  la  mayor  escrupulosidad,  para  juzgar 
si  rectifican  ó  no  los  reclamos  en  cuyo  favor  se  invocan ;  preciso 
\  es  que  se  mire  mucho  antes  de  cargar  el  tesoro  con  la  respon- 
sabilidad de  exorbitantes  sumas.  Esa  regla,  lejos  de  ser  injusta, 
prueba  la  solicitud  del  Consejo  de  Administración  en  fiívíwr^'de 
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los  redamantes ;  paes,  caando  bastaría  al  Poder  Ejeoativo  decir 
qae  las  pruebas  tienen  tales  6  cnales  vicios,  se  les  impone  la 
obligación  de  mandar  á  ampliarlas. 

La  regla  3?  es  del  tenor  signlente : 

^'  "So  se  admitirán  endosos  sino  en  documentos  á  la  orden  ; 
la  cesión  de  derecho,  ó  la  representación  por  otra  persona,  se 
hará  con  arreglo  á  las  leyes  comnnes." 

Se  encamina  esta  prevención  á  evitar  qne  se  presenten 
nnos  individaos  en  vez  de  otros,  haciendo  variar  la  naturaleza 
del  reclamo.  Ss  costumbre,  cuando  no  se  quiere  llenar  la  for- 
malidad del  registro  ó  de  representación  á  un  juez  al  otorgar 
nn  poder,  escribir  al  pie  de  los  documentos  endosos  en  favor 
de  tal  ó  cual  persona.  Tales  endosos  dan  al  favorecido  el 
carácter,  que  realmente  no  tiene,  de  cesionario  de  la  acción, 
siendo  sólo  un  agente  del  dueño  del  derecho.  De  aquí  pue- 
den resultar  cuestiones  acerca  de  los  actos  del  mandatario,  y 
68  conveniente  prevenirlas  del  modo  previsto  en  el  decreto. 
Debe  tenerse  presente  que  allí  no  se  prohibe  la  cesión  ó  tras- 
paso de  derecho :  únicamente  se  dispone  que  se  haga  en  forma, 
de  ana  manera  que  quite  al  reclamante  la  libertad  de  disputar 
la   validez  de  sus  propios  actos. 

Es  posible  que  el  (}onsejo  se  haya  propuesto  también  salir 
al  paso  á  la  pretensión  que  formase  alguno  de  reclamar,  como 
extranjero,    derechos    que  no    pertenecen    sino  á   venezolanos. 
Aunque  en  esta  materia  rige  el  principio  de  que,  para  calificar 
la  naturaleza  de  una  acción,  se  debe  atender  única  y  exclusiva- 
mente á  la  de  la    persona  en  cuyo  favor  se  originó;  y  que,  por 
eonsigniente,  á  pesar  de  que  el  reclamo  haya  pasado  por  muchas 
manos,  todos  los  cesionarios  se  consideran  como  representantes 
del    dneSo  primitivo:  sin  embargo,  es  fácil  que  por  medio  de 
endosos  se  trate  de  poner  un  extranjero  en   Ingar  de  un  ve- 
nezolano. 

XSl  decreto  ha  exceptuado  los  documentos  á  la  orden.    Ellos 
están    asimilados  á  las  letras  de  cambio:  se  consideran  con** 
tratos  de  comercio,  y  se  trasmiten  con  mayor  facilidad. 
IJa  regla  4Í  es  esta : 
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^^  Si  el  Ministro  y  el  interesado  no  padieren  acordarse  en 
la  fijación  de  la  cantidad  reclamada,  se  someterá  al  juicio  de 
«xpertOB,  con  arreglo  á  las  leyes  comanes ;  conociendo  en  este 
oaso  los  tribunales  de  la  capital  de  la  Unión." 

Aqní  se  maestra  sólo  el  deseo  de  facilitar  por  todos  los 
medios  posibles  el  despacho  de  las  reclamaciones  extranjeras. 
Ta  qne  el  Gobierno  y  el  interesado  no  logran  ponerse  de  acaer- 
do,  la  ]$ración  consiente  en  dejar  la  decisión  de  la  cuantía  del  re- 
clamo á  dos  expertos,  los  cuales  él  nombra  uno  y  otro  la  parte, 
ó  á  nn  tercero  que  para  el  caso  de  discordia  nombran  los  mis- 
mos peritos.  Este  medio  viene  á  equivaler  exactamente  al  de 
las  comisiones  mixtas  que  se  han  pedido  por  la  Legación  de  los 
Estados  Unidos  de  América,  por  la  deJSspaña,  por  la  de  Francia 
y  últimamente  por  la  de  Inglaterra.  Kinguna  dificultad  hay 
en  que  el  reclamante  elija  por  su  parte  como  perito  al  indivi- 
luo  que  merezca  la  confianza  suya,  ó  de  la  Legación  de  su  pa- 
tria, para  miembro  de  la  comisión   mixta. 

Por  otra  parte,  debe  tenerse  presente  que,  cuando  se  apela 
al  juicio  de  expertos,  ya  no  hay  controversia  en  cuanto  al  prin- 
cipio  en  que  el  reclamo  se  apoye.     El  punto  de  derecho,  ó  sea 
la  responsabilidad  del  Estado,  ya  se  ha  decidido :  los  expertos, 
sentada  esta  base,  sólo  van   á  fijar  la  cuantía  de  las  indemni- 
zaciones.   1^0  parece  pues,  que  haya    razón  de   ningún  linaje 
para  oponerse  á  la  sustancia   de  la  disposición.    Tal  vez  con- 
vendría expresar  que   la  Gorte  Federal  es  quien  debe  aatorizar 
esos  juicios,  ya  porque  á  ella  le  toca,    atribución  6%  oonocer 
de  los  juicios  civiles  cuando  sea  demandada  la  Nación  y  lo  de- 
termine la  ley,    ya  porque  también   le  corresponde  oonocer   de 
las  causas  de  presas,  en  las  cuales  sirven  de  guía  los  principios 
del  derecho  de  gentes,  ya  porque  le  compete  asimisnn)  conocer 
de   las  controversias  que  resulten  de  los  contratos  ó  negocia- 
ciones que  celebrare  el  Presidente  de    la  Unión.    Los  incüTi» 
dúos  de  este  tribunal,  por  su  número  y  cualidades,  por  el  Biodo 
de  su  elección,  y  por  lo  elevado  de  sus  funciones,  son  los    que 
deben  intervenir  con  mayor  seguridad  de  acierto  en  negocios 
en  qne  la  Bepública  es  parte. 

También    sería  oportuno   decir,  por  ejemplo,  que,  ouaDdo 
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Uegae  el  caso  de  no  poder  avenirse  el  Ministro  y  el  interesa- 
do, se  remitirá  el  expediente  á  la  Oorte  para  qne  ella  convo- 
qne  al  demandante  y  al  representante  del  Fisco,  que  nombra- 
rán allí  sus  respectivos  expertos ;  y  que,  acabado  el  juicio,  se 
devaelva  el  expediente  al  Poder  Ejecntivo,  á  ñn  de  que  siga 
ante  él  isa  onrso. 

El  artículo  2^  del  decreto  establece  que  : 

'<  Los  reclamos  qne  se  presenten  al  Ministerio  expresado, 
hasta  cuatro  meses  después  de  publicado  el  presente  decreto, 
en  cada  una  de  las  capitales  de  los  Estados,  se  someterán  á 
las  reglas  del  artículo  precedente»" 

Es  una  notificación  conveniente  para  que,  cuantos  tengan 
que  deducir  reclamaciones  contra  el  Estado,  si  no  prefieren  acu- 
dir á  los  tribunales,  <4;omo  ordena  el  artículo  5^,  se  aprovechen 
del  plazo  que  se  les  concede,  y  se  presenten  con  sus  demandas 
al  Poder  Ejecutivo.  Se  acostumbra,  cuando  se  pasa  de  un 
sistema  á  otro,  á  fin  de  que  todos  estén  preparados  al  cambio ; 
siendo  este  otro  punto  que  respira  la  equidad  del  acto. 

Por  el  artículo  3**: 

''  Los  reclamos  de  extranjeros  que  se  hagan  sin  interven- 
ción de  los  Agentes  diplomáticos,  ó  Cónsules  de  su  Nación,  po- 
drán ser  resueltos  por  un  acomodamiento. " 

Aquí  se  da  más  y  más  facilidad  para  el  despacho  de  los 
xedamos }  y,  si  algo  puede  objetarse  al  artículo,  es  haber  he- 
cho mención  de  Cónsules.    Ciertamente  los   Cónsules  que  hay 
en  Caracas,  se  entienden  con  el  Gobierno  y  le  presentan  recla- 
mos; mas  si  se  tolera  esta  práctica,  bueno  es  que,  mientras 
86  destruye,  no  venga   á  sancionarla  una  ley.    Tenemos  una 
convención  consular  con  Francia,  harto  generosa  en  los  privi* 
legios  que  concede  á  los  Cónsules  generales,    Cónsules,  Yice- 
cónsules  ó  los  que  desempeñen  las  funciones  de  tales,  que  au- 
toriza á   todos  estos   individuos    ^^para  dirigirse  á  las    auto- 
ridades de  su  residencia,  y,  en   caso  necesario,  en  defecto  de 
agente  diplomático  de  su  Nación,  recurrir  al  Gobierno    supe- 
rior del  Estado  en  que  residan,   para  reclamar  toda  infracción 
que  se  haya  cometido  por  autoridades  ó  funcionarios  de  dicho 
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Estado  coDtra  los  tratados  ó  convenciones  existentes  entre  am- 
bos países  ó  contra  cnalqnier  otro  abnso  de  que  tengan  qni» 
quejarse  sns  nacionales;  y  tendrán  derecho  de  dar  todos  los 
pasos  que  jozguen  necesarios  para  obtener  pronta  y  cumplida 
justicia. "  Mas  no  puede  haber  sido  la  mente  de  esa  conveneión 
igualar  á  los  Cónsules  con  los  Agentes  diplomáticoS|  cuando  la 
misma  les  niega  á  los  primeros  el  más  importante  privilegio 
de  los  últimos,  á  saber,  el  de  exterritorialidad,  permitíendo  qne 
en  el  caso  de  cometer  algún  crimen  atroz  sean  arrestados,  en- 
carcelados 6  encausados,  y  negándoles  el  derecho  de  asilo.  A 
los  Cónsules  se  da  generalmente  la  facultad  de  reclamar  contra 
las  infracciones  de  los  tratados ;  y  aun  deben  proteger,  según 
Bello,  contra  todo  insulto  á  sus  conciudadanos,  ocurriendo,  si 
es  necesario,  al  Gobierno  Supremo.  A  esto  es  á  lo  que  puede 
extenderse  el  artículo  de  la  convención  francesa,  parecida  en  es- 
to al  artículo  19  de  nuestra  ley  consular,  que  dice: 

<'Los  Cónsules  no  desempeñarán  ninguna  función  dipio* 
mática.  Para  cualquiera  reclamación  ó  solicitud  que  tengan 
que  hacer  deberán  valerse  del  Ministro  ó  Agente  diplomático 
len  Venezuela,  y  sólo  en  el  caso  de  no  haberlo,  podrán  dirigirse 
al  Departamento  de  Belaciones  Exteriores  del  país  en  que  re* 
sídan,  y  exponer  lo  que  crean  necesario. '' 

En  sentir  de  Biquelme  los  Cónsules  no  gozan  ni  de  esta  fa- 
cultad. 

<<  Una  cuestión  suele  agitarse  sobre  si  los  Cónsules  deben 
ó  no  considerarse  como  individuos  del  Cuerpo  diplomátioo, 
aunque  en  escala  inferior,  puesto  que  representan  los  intereses 
comerciales  de  su  país.  Prescindiendo  por  ahora  de  lo  que  en 
España  prescriben  sabiamente  las  leyes  de  la  novísima  Beeo- 
pilación,  y  considerando  la  cuestión  en  la  esfera  de  los  priaci- 
pios,  se  encuentra  que  los  Cónsules  aunque  encargados  de 
vigilar  por  los  intereses  mercantiles  de  su  Nación,  no  representan 
ante  el  Gobierno  del  Estado  en  que  residen  sino  los  particulares 
de  los  individuos ;  y  de  tal  modo,  que  si  creen  que  el  comeroio 
de  su  país  se  lastima  por  alguna  medida  local,  no  pueden  por  sí 
hacer  la  reclamación,  sino  dirigirse  á  su  Legación  ó  á  su  Gobier- 
no para  que  éste  reclame  de  Gobierno  á  Gobierno.    Los  Oónsa» 
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les  tampoco  están  acreditados  cerca  de  los  Gobiernosi  sino  con  el 
consentimiento  de  éstos  desempeñan  sus  fanoiones  cerca  de  las 
autoridades  locales.  Por  esta  razón,  y  para  evitar  los  conflictos 
é  que  pudiera  dar  lugar  la  excesiva  latitud  en  las  facultades 
de  estos  funcionarios,  los  Gobiernos  las  limitan  segán  juzgan 
.conveniente,  al  concederles  los  exequátur.  De  modo  que  unos 
Agentes  que  no  están  acreditados  cerca  de  un  Gobierno;  que  no 
representan  los  intereses  generales  ni  pueden  ileclamar  en 
favor  de  ellos;  y  por  último  que  no  pueden  ejercer  sos  fíin- 
ciones  sino  en  virtud  de  un  exequátur,  en  que  se  detallan  sus 
facultades  j  las  condiciones  con  que  las  han  de  ejercer,  no 
pueden  comprenderse  en  la  categoría  diplomática,  ni  tener 
derecho  á  las  exenciones  y  privilegios  de  los  diplomáticos.  Por 
más  que  Pinheiro  opine  lo  contrario,  fundándose  en  que  los 
'Cónsules  tienen  patente  de  soberano,  cuando  los  Encargados  de 
Negocios  sólo  la  tienen  de  Ministro,  esta  circunstancia  puramen- 
te de  formas  en  nada  altera  la  diferencia  esencial  que  dejamos 
-establecida  entre  unos  y  otros  Agentes." 

<^  Oon  este  motivo,  aunque  de  paso,  observaremos,  que  á 
las  Naciones  que  por  su  situación  pueden  aspirar  á  influir  en 
los  negocios  de  otras,  les  interesa  dar  gran  latitud  á  las  faculta- 
des consulares,  para  tener  en  cada  Oónsul  una  palanca  con  que 
vencer  las  resistencias  que  encuentren ;  pero  las  que  no  se 
hallan  en  este  caso,  deben  ser  muy  cautas  en  este  punto,  porque 
la  extensión  de  facultades  no  ha  de  servir  á  sus  Cónsules  para 
ejercer  influencia,  y  la  recíproca  que  necesariamente  tendrán 
que  conceder  á  los  Cónsules  extranjeros  les  abrirá  el  campo  para 
todo  género  de  invasiones." 

^'  El  primer  deber  de  los  Agentes  consulares  es,  como  hemos 
indicado,  reclamar  de  las  autoridades  locales  el  cumplimiento 
de  los  tratados  en  favor  de  sus  compatriotas,  así  como  aquellas 
consideraciones  que  emanan  del  derecho  de  gentes  ó  de  la 
jasta  reciprocidad.  En  el  caso  de  no  ser  atendidas  sus  instancias 
deben  dirigir  sus  quejas  al  Consulado  general  ó  á  la  Legación  ; 
pero  nunca  acudir  al  Gobierno  del  Estado  en  que  residen,  ni 
entablar  negociaciones  con  las  autoridades  locales  sobre  la  in- 
-terpretación  de  los  tratados,  ni  sobre  ningún  punto  de  dere- 
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che  público,  porqae  esto  es  ezolasivo  de  los  Gobiernos  y  no  de 
los  fancionarios  sabalternos." 

En  la  Ouía  Diplomática  leemos :  ^^Yelar  por  los  intereses 
generales  del  comercio  y  navegación ;  proteger  á  sns  compa- 
triotas en  el  goce  legal  d^  sns  derechos  y  el  pacífico  ejercicio 
de  SQ  industria;  hacer  con  ellos  las  veces  de  magistrado  en 
cuanto  á  los  actos  de  la  vida  civil ;  servirles  de  órgano  en  sns 
reclamaciones  y  quejas,  de  conciliador  en  sus  diferencias,  y, 
según  los  lugares,  de  arbitro  ó  juez,  á  esto  y  sólo  á  esto  se 
limitan  las  funciones  del  Cónsul :  las  negociaciones  políticas, 
las  relaciones  internacionales  le  son  extrañas.  En  el  lugar  donde 
reside,  y  que  no  es  sino  una  fracción  del  país  que  le  admite,  las 
autoridades  secundarias  son  las  únicas  con  que  comunica :  un 
mandatario  especial  de  su  comitente  trata  en  la  capital  con  el 
Jefe  del  Estado  y  sus  Ministros  ;  los  intereses  de  pueblo  á 
pueblo  no  son  de  su  incumbencia;  por  su  misma  posición, 
colocado  en  un  lugar  distante  del  centro,  no  puede  atender  á 
ellos.  El  Gónsul  no  es  pues  un  ministro  púilioo  /  reconócele 
el  carácter  de  tal,  y  pretender  para  él,  en  consecuencia,  las 
inmunidades  y  privilegios  de  los  Enviados  diplomáticos,  sería 
confundir  los  papeles  y  trocar  las  relaciones." 

Estos  son  los  principios  que  debemos  procurar  ver  estable- 
cidos en  Venezuela,  por  más  que  alguno  diga  que  no  se  aplican 
sino  á  los  Cónsules  nombrados  en  los  Estados  europeos.  De  lo 
contrario  nos  hallaríamos  en  toda  la  Bepública  con  ochenta 
ó  noventa  Cónsules  ministros,  y  los  numerosos  y  graves  incon- 
venientes que  de  ello  resnltarán. 

Concluiré  este  punto  refiriéndome  al  artículo  4?  de  la  con» 
vención  consular  celebrada  entre  los  Estados  unidos  y  Francia 
el  23  de  Febrero  de  1853;  porque  ese  artículo  concede  á  los 
Cónsules  generales,  Cónsules,  Yice-cónsules  ó  Agentes  consala- 
res, el  derecho  de  proteger  los  derechos  é  intereses  de  sus  com- 
patriotas, señaladamente  en  casos  de  ausencia  ;  pero  sólo  de  una 
manera  oficiosa  (informally.) 

Según  el  artículo  4?  : 

^^  El  Ejecutivo  Nacional,  para  todos  los  casos  del  presente 
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decreto,  qaeda  autorizado  para  nombrar  personas  qne  faciliten 
el  pronto  despacho  de  las. reclamaciones.'' 

Nada  hay  qne  decir  sino  en  favor  de  esta  disposición  que, 
así  como  la  anterior,  sólo  indica  el  deseo  del  Consejo  de  Admi- 
nistración, de  dar  fln  á  estos  negocios.  Macho  menos  sise 
tiene  presente  lo  qne  antes  se  ha  recordado  sobre  el  nombra- 
miento de  comisionados  qne  se  ha  pedido  por  diversas  Lega- 
ciones. 

Llegamos  ya  al  artículo  5?,  que  es  el  principal,  y  qne  ha 
dado  motivo  á  la  alarma  de  los  señores  Agentes  extranjeros. 

Dice  así : 

^*  Trascurrido  el  plazo  qne  fija  el  artículo  2^,  todo  reclamo 
se  ventilará  por  ante  los  tribunales  ordinarios  hasta  establecer 
su  cuantía ;  y  no  se  aceptará  la  vía  diplomática,  sino  después  de 
agotados  todos  los  demás  recursos  legales." 

Disposición  importantísima  que,  bien  aplicada,  evitará  ella 

sola  á  la  Bepública  el  inmenso  cúmulo  de  daños  que  experimenta 

sin  cesar  con  las  reclamaciones  extranjeras.  ¿  Por  qué  se  teme  la^ 

discusión  contradictoria  si  las  demandas  son  bien  fundadas  1    No 

paede  ser  sino  porque,   desde  que  haya  quienitome  á  su  cargo 

en  nn  juicio  los  intereses  de  la  Nación,  se  acabarán  las  supuestas 

pérdidas,  los  daños  exagerados,  los  perjuicios  multiplicados  hasta 

lo  infinito,  las  demandas  exorbitantes,  las  confabulaciones,  los 

sobornos  de  testigos,  las  falsedades  de  todo  género  con  qne  se 

alimentan  los  reclamos.    Entonces  no  bastará  que  diga  un  ex* 

tranjero :  he  perdido  mis  cuantiosos  bienes  de  fortuna,  y  se  me 

debe   la  indemnización    correspondiente;     será   necesario  que 

pruebe  la  realidad  de  la  existencia  anterior  de  tales  bienes,  j 

de  los  daños  que  en  ellos  ha  recibido.    Entonces  no  será  una 

dicha  para  el  extranjero,  que  le  pongan  en  la  cárcel,  qne  le 

apliqnen  una  multa,  que  le  detengan  con  su  embarcación  en  un 

puerto,  que  le  encausen  por  un  delito,  que  se  ejerza  con  él  el  má» 

insignificante  acto  de  autoridad,    como  sucede  hoy ;    pues    en 

cualquiera  de  estos  hechos  fundará  una  reclamación  qne  le  har& 

opulento  para  toda  su  vida,  ó  cuando  menos  llevará  á  sus  manos 

una  ganancia  cuantiosa  á   qne   nunca   habría    llegado  por   el 

camino  del  trabajo  ni  de  las  más  felices  operaciones  del  comercio, 
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de  la  industria,  etc.  Entonces  será  menos  odiosa  la  diferencia 
que  hoi  existe  entre  el  venezolano  y  el  extranjero.  Hoy  el 
primero  ha  de  vivir  sometido  á  las  leyes  :  el  segando  en  realidad 
es  Superior  á  ellas:  paes,  cuando  se  le  aplican,  el  reclamo 
oonsigaiente  de  su  Nación,  viene  á  indemnizarle  de  todas  las 
consecuencias  del  proceder  de  los  tribunales  ó  de  las  autori- 
dades políticas.  Y  aun  en  los  casos  menos  objetables  nos  sacan 
mil  por  uno,  valiéndose  de  todos  los  pretextos  imaginables* 
Si  se  examinan  las  sumas  enormes  que  cuestan  ya  á  Vene- 
zuela las  reclamaciones  extranjeras  y  la  falta  de  buenos  funda- 
mentos de  que  adolecen,  todos  se  convencerán  de  la  urgencia 
del  remedio  pata  un  mal  que  amenaza  ir  creciendo  y  devorando 
los  recursos  de  la  Nación 

I Y  puede  por  ventura  oponerse    alguna  objeción  sólida  á 
ese  artículo  del  decreto  f    Yeámoslo. 

Guando  las  Naciones  están  en  guerra,  acostumbran  dar 
órdenes  á  sus  buques  y  á  los  corsarios  á  los  cuales  expiden 
patentes,  para  que  vayan  á  perseguir  y  apresar  las  naves  de 
sus  enemigos,  y  también  á  visitar  y  en  muchos  casos  apresar  las 
•embarcaciones  délos  enemigos  y  neutrales.  Estos  bajeles  cap- 
turados son  traídos  á  los  puertos  de  la  Nación  del  apresador, 
sometidos  á  sus  tribunales  de  almirantazgo  y  por  ellos  decla- 
rados buena  ó  mala  presa.  Las  capturas  se  hacen  en  el  terri- 
torio de  uno  ú  otro  beligerante,  y  en  alta  mar ;  y  sin  embargo, 
todos  los  Estados  sostienen  que  á  sus  tribunales  corresponde 
«i  juzgamiento  y  adjudicación  de  la  propiedad.  Además,  aunque 
no  deben  los  tribunales  guiarse  sino  por  los  principios  del  de- 
recho de  gentes  y  los  tratados,  cada  Nación  les  dicta  para  su 
observancia  las  reglas  que  bien  le  parecen.  Así  lo  practican 
todas,  ninguna  se  queja  de  este  procedimiento  y  lo  más  que  pre- 
tenden es  que,  agotados  los  recursos  legales  todos,  entra  la  cues- 
tión en  la  vía  diplomática,  si  el  fallo  es  notoriamente  injusto,  ó 
la  detención  del  buque  no  fue  motivada.  Si  tal  procedimiento 
es  arreglado  en  casos  de  esta  naturaleza,  creo  que  con  razón 
infinitamente  mayor  se  puede  aplicar  á  las  reclamaciones  de 
extranjeros  que  por  su  voluntad  han  venido  á  establecerse  en 
el  país,  que  por  su  voluntad  se  han  sometido  á  nuestras  leyeSi 
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qne  por  sa  volaatad  han  adqairído  en  este  territorio  bienes 
maebles  ó  inmuebles,  que  por  su  voluntad  han  formado  aquí 
establecimientos  permanentes  y  vivido  muchos  años,  y  que  por 
los  mismos  tratados  que  nos  ligan  con  sus  respectivas  Kaoiones, 
están  sujetos  á  embargos,  angarias,  etc.,  ellos  y  sus  cosas*  A 
estos  individuos  los  considera  el  derecho  de  gentes  identificados 
de  tal  suerte  con  los  ciudadanos  del  lugar  donde  tienen  su 
domicilio,  que  en  caso  de  guerra  de  otra  Nación  con  Venezuela, 
aquella  los  mira  y  trata  como  á  sus  enemigos,  y  apresa  y  confisca 
los  cargamentos  que  ellos  quieran  llevar  de  aquí  para  otra 
parte.  Oonviene  asimismo  no  olvidar  que  los  bienes  de  los 
extranjeros,  aún  los  bienes  de  los  Estados  que  se  hallan  den- 
tro de  los  límites  de  otro  Estado,  están  sujetos  al  dominio 
eminente  del  último,  y  que  en  esa  virtud  él  tiene  derecho  para 
disponer  de  tales  piopiedades,  salva  la  indemnización. 
En  apoyo  de  lo  dicho  se  citará,  por  ejemplo,  á  Bello. 
^^Para  que  la  presa  marítima  dé  un  título  auténtico  de 
propiedad,  trasferible  á  los  neutrales,  ó  al  apresador,  es  nece- 
sario, según  la  práctica  más  general  de  las  Naciones  modernas, 
la  adjudiaición  de  un  iríbunalj  que  debe  pertenecer  al  Soberano 
del  captor j  y  residir  en  el  territorio  de  este  Soberano  6  de  sus 
aUadoaP 

<<  El  conocimiento  de  las  causas  de  presas,  es  privativo 
de  la  Nación  apresadora.  Esta  es  una  consecuencia  necesaria 
de  la  igualdad  y  absoluta  independencia  de  los  Estados  so- 
beranos, por  una  parte  y  de  la  obligación  de  observar  una  im- 
parcial y  rigurosa  neutralidad,  por  otra.  En  virtud  del  primer 
principio,  cada  soberano  es  el  arbitro  reconocido  de  toda  con- 
troversia que  concierna  á  sus  derechos  propios,  y  no  puede 
síd  degradar  su  dignidad  aparecer  en  el  foro  de  las  otras  Na- 
ciones á  defender  los  actos  de  sus  Agentes  y  comisionados,  y 
macho  menos  la  legalidad  y  justicia  de  las  reglas  de  conducta 
que  les  ha  prescrito." 

<'  Pueden,  pues,  los  interesados  en  una  presa  indebida- 
mente condenada,  recurrir  al  Gobierno  de  su  país,  para  que 
reclame  la  competente  indemnizacióD  del  Gobierno,  cuyos  juz- 
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gados  han  pronanciado  la  sentencia  injasta.  Pero  la  eqaidad 
no  permite  qne  un  Estado  sea  responsable  de  la  condneta  de 
sns  miembrost  mientras  los  actos  de  éstos  no  hayan  sido  exa- 
minados por  todos  los  medios  qne  el  Bst^do  ha  previsto  al 
efecto.  Gomo  regularmente  no  sólo  hay  juzgados  inferiores  de 
presas,  sino  tribunales  de  revisión  ó  apelación,  á  que  tíenen 
recurso  los  que  han  sido  agraviados  por  los  juzgamientos  de 
aquellos,  los  tribunales  no  pueden  interponer  justamente  la 
autoridad  de  su  Gobierno  contra  un  folio  del  juzgado  inferior, 
mientras  no  han  hecho  uso  del  recurso  ó  recursos  de  apela- 
ción, que  les  conceden  las  leyes  del  beligerante,^ 

El  publicista  de  los  Estados  üqidos  de  América,  H.  Whea* 
ton,   escribe : 

<^  Aun  suponiendo  qne  las  sentencias  injustas  de  tribunales 
nacionales  no  constituyen  fundamento  de  represalias,  evidente- 
mente hay  en  este  respecto  una  gran  diferencia  entre  los  tri- 
bunales ordinarios  del  Estado,  que  proceden  llevando  por  guía 
para  sus  decisiones  la  ley  nacional,  y  los  tribunales  de  presa,^ 
nombrados  por  su  autoridad,  y  que  dicen  que  administran  á 
derecho  de  gentes,  asi  á  extranjeros  como  á  iBúbditos.  Los 
tribunales  ordinarios  adquieren  jurisdicción  sobre  la  persona  ó^ 
bienes  de  un  extranjero  por  consentimiento  de  éste,  bien  ex^ 
preso  moviendo  voluntariamente  el  pleito,  ó  implícito  por  el 
hecho  de  traer  al  territorio  su  persona  ó  bienes.  Pero  cuando 
tribunales  de  presa  ejercen  su  jurisdicción  sobre  buques  cap- 
turados en  el  mar,  los  bienes  de  los  extranjeros  son  traídos 
por  fuerza  al  territorio  del  Estado,  por  cuyos  tribunales  han 
sido  constituidos.  Por  derecho  natural,  los  tribunales  del  país 
del  apresador,  no  tienen  más  derecho  para  ser  Ineeea  excla* 
sivos  de  las  presas  hechas  en  alta  mar  de  buques  provistos  de 
pabellón  neutral,  que  los  tribunales  del  país  neutral.  En 
principio,  parece  que  la  igualdad  de  las  Naciones  prohibe  el 
ejercicio  de  una  jurisdicción  así  adquirida  por  fuerza  y  vio- 
lencia, y  administrada  por  tribunales  que  no  pueden  ser  im- 
parciales  entre  las  partes  litigantes,  porque  los  creó  el  Sobe- 
rano del  uno,  para  juzgar  al  otro.  Tal  es,  sin  embargo,  la 
Oonstitución  actual  de  los  tribunales,  en  que,  por  el  derecho 
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internacional  positivo,  reside  la  jarisdicción  ezclosiva  de  las 
presas  hechas  en  la  guerra." 

En  otra  parte  citando  á  Bntherforth,  dice  lo  ¡qae  se  ha 
transcrito  de  Bello  y  agrega:  '<Los  subditos  de  un  Estado 
neutral)  no  pueden  tener  derecho  de  acudir  á  su  propio  Oo- 
biemo  en  solicitud  de  remedio  contra  una  sentencia  errónea  del 
tribunal  inferior,  hasta  que  hayan  apelado  al  tribunal  superior^ 
ó  á  los  diversos  tribunales  superiores,  si  hay  más  de  uno  y 
hasta  qae  se  haya  confirmado  la  sentencia  en  todos  ellos.  Por- 
que estos  tribunales  son  otros  tantos  medios  señalados  por  el 
Estado  á  que  pertenece  el  apresador,  para  examinar  su  conducta, 
y  hasta  que  su  conducta  haya  sido  examinada  por  todos  estos 
medios,  continúa  el  derecho  exclusivo  de  juzgar,  que  asiste  al 
Estado.  Después  que  la  sentencia  del  tribunal  inferior  ha  sido 
confirmada,  los  reclamantes  extranjeros  pueden  acudir  á  su 
propio  Gobierno  en  solicitud  de  remedio  si  se  creen  agravia- 
dos ;  mas  el  derecho  de  gentes  no  se  lo  concede,  á  menos  que 
con  efecto  lo  hayan  sido.  Guando  las  cosas  hayan  llegado  á 
este  punto,  los  dos  Estados  se  hacen  partes  en  la  controversia.'' 

En  la  célebre  causa  del  empréstito  á  cuyo  pago  se  hipo- 
tecó la  Silesia,  figura  un  informe  extendido  por  la  comisión 
nombrada  en  la  Oran  Bretaña,  para  responder  á  la  exposición 
de  motivos  de  Prusia.  En  este  informe,  que  Yattel  llama  ^<ex- 
oelente  trozo  de  derecho  de  gentes,"  y  Montesquieu  ^^respnesta 
sin  réplica,"  hay  varios  pasajes  que  confirman  las  doctrinas 
indicadas. 

N  ^<Si  la  sentencia  de  una  corte  de  almirantazgo  se  tiene 
por  errónea,  hay  en  todo  país  marítimo  un  tribunal  superior 
de  revisión,  que  se  compone  de  las  personas  más  notables  del 
Estado,  y  al  cual  puede  apelar  la  parte  que  se  cree  perjudicada. 
Y  este  tribunal  superior  juzga  por  las  mismas  reglas  que 
están  prescritas  á  la  corte  de  almirantazgo,  á  saber,  según  el 
derecho  de  gentes  y  los  tratados  que  existen  con  la  Potencia 
neutral  de  que  es  subdito  el  querellante." 

^'Guando  ninguna  de  las  dos  partes  interpone  apelación, 
se  juzga  que  ellas  mismas  reconocen  la  justicia  de  la  sentencia ; 
lo  cual  termina  el  pleito." 
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Esta  misma  manera  de  jazgar  y  adjudicar  las  presas  se 
halla  indicada,  confirmada  y  autorizada  por  gran  número  de 
tratados. 

<^EI  derecho  de  gentes  fundado  en  la  justicia,  en  la  equidad, 
y  en  la  razón  y  conveniencia  de  laff  cosas  y  sancionado  por 
nn  largo  uso,  no  permite  represalias,  sino  sólo  en  dos  casos,  6 
de  un  agravio  violento,  dirigido  y  Éiostenido  por  un  Soberano, 
6  de  absoluta  denegación  de  justicia  de  parte  de  todos  los  tn- 
^bunales  y  aun  del  Soberano ;  y  esto  en  casos  que  no  admiten 
la  menor  duda  ni  litigio.'' 

<' Aunque  todo  demandante  prusiano  debe  haber  sabido 
que  el  derecho  de  gentes  le  prohibía  recurrir  á  su  propio  So- 
berano, hasta  que  en  ultima  instancia  se  le  hubiese  hecho  una 
injusticia  manifiestamente  averiguada,  y  que'  ya  no  le  queda- 
se ningún  remedio  aquí;  y  aunque  ninguno  de  ellos  haya 
podido  ignorar  que  este  principio  del  derecho  de  gentes  debía 
observarse  tanto  más  escrupulosamente  en  orden  á  las  pre- 
sas de  la  última  guerra,  cnanto  dándose  toda  la  propiedad 
de  ellas  á  los  que  las  hacían,  ninguna  parte  podía  repetirse 
de  los  mismos  sino  en  justicia  arreglada :  que  demandantes 
prusianos  que,  no  apelando,  han  dado  su  propio  asentimiento 
á  que  las  presas  que  les  interesaban  quedaran  adjudicadas  á  los 
que  las  habían  hecho,  vengan  después  de  eso  á  formar  una 
demanda  contra  todo  el  cuerpo  del  Estado,  he  aquí  lo  que 
jamás  podrán  hacer  con  fundamento.  Guando  las  sentencias 
fueran  indudablemente  injustas,  culpa  de  ellos  es  que  no  hayan 
sido  enmendadas." 

Phillimore  se  expresa  de  esta  suerte: 

<^  El  Estado  á  que  pertenece  el  extranjero,  puede  interve- 
nir para  protegerle  cuando  él  ña  recibido  maltrato  positivo  6 
se  le  ha  denegado  la  justicia  ordinaria  en  el  país  extranjero. 
El  Estado  de  que  es  subdito  el  extranjero,  puede  en  el  primer 
caso  insistir  en  que  se  conceda  reparación,  inmediatamente* 
En  el  segundo,  la  intervención  debe  tener  un  carácter  más  de- 
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licado.  Es  preciso  qae  el  Estado  se  convenza  de  que  sa  cia- 
dadano  ha  agotado  los  medios  de  obtener  desagravio  legal  por 
el  órgano  de  los  tribanales  del  país  en  que  ha  sido  ofendido, 
si  esos  tribunales  no  pueden  ó  no  quieren  hacerse  cargo  del 
agravio  y  sentenciar,  dando  justo  fundamento  á  la  interven- 
ción. Pero  toca  al  Estado  que  interviene  primero,  poner  el 
mayor  cuidado  en  que  se  establezca  claramente  la  comisión 
del  agravio;  y  en  segundo  lugar,  que  se  establezca  con  no 
menos  claridad  la  negativa  de  los  tribunales  locales  á  decidir 
la  cuestión  pendiente". 

'*  Sólo  después  de  haberse  probado  irrefragablemente  estas 
proposiciones,  puede  el  Estado  á  que  pertenece  un  extranjero 
reclamar  reparación  del  Gobierno  de  su  paf s ;  y  no  se  puede 
apelar  á  represalias,  mucho  menos  á  la  guerra,  hasta  después 
de  haber  negado  desagravio  el  Ejecutivo,  lo  mismo  que  las 
autoridades  judiciales." 

<<Por  regla  general  no  puede  fundarse  tal  reclamo  en 
ningún  reparo  contra  las  formas  de  procedimiento,  ó  el  modo 
de  administrar  justicia  en  los  tribunales  del  país ;  el  extran- 
jero debió  haber  considerado  este  asunto,  antes  de  celebrar 
allí  tratos.  Sin  embargo,  una  clara  violación  de  lo  que  cons- 
tituye la  esencia  de  la  justicia  natural,  v.  g.,  negar  audiencia 
á  la  parte,  ó  no  permitirle  llamar  testigos,  equivaldría  á  lo 
mismo  que  una  absoluta  denegación  de  justicia." 

^<  Nunca  debe  perderse  de  vista  la  distinción  entre  las 
personas  domiciliadas  y  las  que  van  á  un  país  extranjero  de 
visita  ó  de  tránsito ;  porque  esto  ha  de  influir  en  la  aplicación 
de  la  regla  de  derecho  que  autoriza  á  una  Nación  para  apoyar 
con  la  fuerza  los  reclamos  de  sus  subditos  en  país  extran- 
jero. Oierto  es  que  el  domicilio  extranjero  no  quita  este  po« 
der;  pero  hace  menos  razonable  su  invocación  y  dificulta  más 
sn  ejercicio. 

''Un  subdito  que  debidamente  se  ha  domiciliado  en  otro 
Estado,  no  puede  tener  motivo  de  qucga,  si  se  le  somete  á 
muchas  contribuciones  é  impuestos  de  que  el  mero  extranjero 
estaría  exento,  según  el  uso   de  las  Nación  es.    Ademas  debe 
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fiappnerjse  qae  consideró  los  hábitos  del  paeblo,  las  leyes  del 
país,  y  el  modo  de  administrarlas,  antes  de  establecer  alli 
SQS  lares,  y  tomarlo  por  asiento  de  sns  bienes.  Por  tanto,  no 
pnede  esperar  qne  toda  qneja  qae  esté  dispuesto  á  elevar  al 
Gobierno  de  sn  patria,  con  respecto  á  esas  cosas,  sea  conside- 
rada digna  de  interposición  nacional.  Más  especialmente  si, 
permitiéndoselo  la  ley  de  sa  domicilio,  ha  comprado  tierra,  y  así 
incorporádose,  digamos,  en  el  territorio  de  un  país  extranjero, 
no  puede  solicitar  que  su  Gobierno  patrio  intervenga  en  panto 
al  efecto  de  las  leyes  nacionales,  ó  á  la  sentencia  de  tribunales 
nacionales  sobre  sas  derechos  á  bienes  inmuebles  en  esta  tierra 
extranjera." 

<<  Preciso  es  qae  una  insigne  violació  n  de  justicia  sirva 
de  fundamento  á  la  reconvención  interna  cional  en  semejante 
asunto;  á  menos  que  las  disposiciones  de  un  tratado  particular 
ó  alguna  pública  proclama  del  Gobierno  extranjero,  exceptúe 
el  caso  de  la  aplicación  del  derecho  general." 

Hautefeuilledice: 

« 

^<  El  aso  adoptado  por  la  mayor  parte  de  las  Naciones,  de 
echar  sobre  los  hombros  del  neutral  la  carga  de  la  prueba  de 
su  inocencia,  no  es  la  única  iniquidad  cometida  en  esta  mate- 
ria  por  los  beligerantes.  Laa  leyes  particulares  de  gran  nú- 
mero de  Estados  han  fijado  la  manera  de  hacer  el  neutral  la 
prueba  negativa,  y  rechazan  de  antemano  todos  los  medios 
de  establecer  la  verdad,  que  no  sean  el  que  ellas  han  juzgado 
deber  adoptar.  Así,  no  sólo  el  Capitán  ó  el  reclamante  neu- 
tral está  obligado  á  probar  la  injusticia  del  embargo,  sino 
también  debe  hacer  esta  prueba  negativa  de  una  manera  es- 
pecial. Las  leyes  francesas  y  suecas  han  sancionado  esta  in- 
justicia: ellas  niegan  la  admisión  de  todas  las  pruebas  qae 
no  sean  las  resultantes  de  los  papeles  hallados  á  bordo,  en 
el  momento  de  la  visita,  y  entregados  al  crucero  durante 
ésta.  Este  modo  de  proceder  sanciona  un  abuso  repugnante; 
de  aquí  resulta  que  se  decide  del  apresamiento,  no  por  la 
verdad  de  los  hechos,  sino  por  apariencias  muchas  veces  en- 
gañosas; y  que  el  neutral  que,  según  el  derecho  natural,  no 
debiera  estar  obligado  á  la  prueba,  tiene  la  obligación  de  ha- 
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cerla^  y  de  hacerla  ea  ana  forma  4aoretada   j  limitada  por  un 
Soberano  de  qae  no  es  subdito."       / 

Por  otra  parte^  como  dioe  Bello,  '^  el  extranjero  á  su  en- 
trada contrae  tácitamente  la  obligación  de  scyetarse  á  las  leyes 
y  á  la  jarisdicción  local,  y  el  Estado  le  ofrece  de  la  misma 
manera  la  protección  de  la  antoridad  pública,  depositada  en 
los  tribunales.  Si  éstos  contra  derecho  rehusasen  oír  sns  que- 
jas, ó  le  hiciesen  una  injusticia  manifiesta,  puede  entonces  in- 
terponer la  autoridad  de  su  Soberano,  para  que  solicite  se  le 
oiga  en  juicio,  ó  se  le  indemnicen  los  perjuicios  causados." 

Tratando  de  un  reclamo  de  perjuicios  ocasionado  á  es- 
pañoles en  Nueva  Orleans,  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos, 
para  justificar  su  remisión  á  los  tribunales,  decía : 

'^Asi,  mientras  son  muy  de  sentirse  las  pérdidas  de  in- 
dividuos particulares,  subditos  españoles,  se  entiende  que  mu- 
chos ciadadanos  anglo*americanos  fueron  perjudicados  por  la 
misma  cansa.  Y  estos  individuos  particulares,  subditos  de 
S.  M.  O.,  que  han  venido  voluntariamente  á  residir  en  los  Es- 
tados Unidos,  no  tienen  de  cierto,  motivo  para  quejarse,  si 
son  protegidos  por  las  mismas  leyes  y  administración  de  jus- 
ticia que  los  ciudadanos  de  este  país  por   nacimiento." 

Acorde  con  tales  principios,  el  tratado  de  amistad  con- 
cluido entre  Venezuela  y  Francia  se  expresa  así  en  el  ar- 
tículo 3?: 

<<Los  ciudadanos  y  subditos  respectivos  gozarán  en  uno 
y  otro  Estado  de  una  completa  y  constante  protección  en  sus 
personas  y  propiedades.  Tendrán  en  consecuencia  libre  y  fácil 
acceso  á  los  tribunales  de  justicia  para  hacer  valer  y  defender 
sus  derechos  establecidos  por  las  leyes." 

El  mismo  artículo  se  halla  repetido  en  el  tratado  de  Yene- 
zaela  y  Bélgica,  de  Venezuela  é  Italia,  de  Venezuela  y  Dina- 
marca. 

Siguiendo  el  examen  del  decreto  del  Oonsejo  de  Adminis- 
tración, hallamos  el  artículo  6^,  que  es  del   tenor  siguiente : 

^<  Los  tribunales  para  estos  juicios  serán  los  ordinarios ; 
pero  el  Ejecutivo  de  la  Unión  podrá,  m.s^ndat  rever  la  sentencia 
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por  la  Oorte  del  Distrito  Federal,  si  tavierejasto  motivo  para 
ello.'' 

Establecido  el  derecho  de  enriar  los  reclamos  á  los  triba- 
nalesy  la  designación  de  éstos  es  consecuencia  necesaria.  Sin 
embargo,  parece  que  convendría,  por  las  razones  antes  expues- 
tas, dar  á  la  Oorte  Federal  la  atribución  de  conocer  en  estos 
casos.  De  este  modo,  desaparecería  también  la  parte  del  ar- 
tículo que  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  mandar  rever  la 
sentencia.  Añádese  ahora  que,  siendo  Federal  la  Corte,  nin- 
guna otra  es  más  á  propósito  que  ella  para  entender  en  asun- 
tos que  tocan  á  extranjeros,  y  tan  íntimamente  enlazados  oon 
las  relaciones  de  Venezuela  y  las  demás  Potencias. 

El  artículo  7°  dispone  que : 

<<  Para  satisfacer  las  reclamaciones  de  extranjeros,  se  emi- 
tirán billetes  de  denda  pública :  los  intereses,  rata  de  amortiza- 
ción y  plazos  de  pago,  serán  los  mismos  que  se  pacten  para 
los  redamos  de  franceses." 

No  teniendo  el  Gobierno  por  ahora  otro  medio  de  pagar, 
ofrece  emitir  billetes,  ufo  pretende  obligar  á  nadie  á  recibir- 
los. 

Los  que  no  quieran  aceptarlos,  aguardarán  á  que  el  Gen- 
greso  provea  los  medios  de  satisfacer  los  créditos.  Vales  manda 
dar  la  citada  ley  de  1860,  á  falta  de  dinero,  en  pago  de  ex- 
propiaciones. 

<^  'So  puede  ni  negarse  al  Estado,"  dice  O.  F,  de  MartenSí 
<<  el  derecho  de  recarrir,  en  caso  de  necesidad  extraordinaria, 
á  signos  de  moneda,  papel  moneda,  etc.,  salva  la  obligación 
de  restituir  su  verdadero  valor  pasado  el  momento  de  urgencia ; 
y  el  extranjero  no  puede  quejarse  mientras  padece  á  la  par 
del  natural  del  país." 

'^  Sin  embargo,  cuando  el  Estado  apela  á  violentas  opera* 
dones  fiscales  dirigidas  á  sustraerle  de  la  obligación  natural 
de  satisfacer  sus  empeños,  la  violación  del  derecho  de  pro-» 
piedad  que  de  esto  resulta,  puede  autorizar  á  las  Naciones 
extranjeras  á  prohijar  en  el  particular  la  causa  de  sus  subditos, 
y  A  emplear,  para  protegerlos,   todos  losj  medios  que  concede 
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el  derecho  de  gentes  en  los  casos  de  lesión  de  üSíación  á  Ila- 
ción, si  no  temen  que  se  use  contra  ellas   de  retorsión." 

Del  mismo  modo  en  cuanto  á  las  deudas  pecuniarias  que 
el  Estado  contrae  con  particulares,  el  extraojero,  aunque  auto- 
rizado á  pedir  que  se  le  asimile  á  los  acreedores  naturales 
del  paiSy  no  lo  está  para  pedir  que  se  le  prefiera  á  ellos ;  sin 
embargo,  además  de  que  una  Nación  extranjera  puede  ase* 
gnrar  los  dereohos  de  sus  subditos  por  tratado,  hay  casos  en 
que  operaciones  fiscales  serían  tan  evidentemente  contrarias 
á  las  reglas  de  la  justicia,  que  una  Kación  extranjera  estaría 
autorizada  para  dar  oídos  á  las  quejas  de  sus  subditos,  y 
echar  mano  de  la  retorsión  y  las  represalias,  para  poner  á 
sus  subditos  á   cubierto  de  tales  medidas  y  vejaciones." 

Hasta  un  escritor  inglés,  Phillimore,  adopta  las  prece- 
dentes ideas,  estableciendo  que,  ^^corno  regla  general,  parece 
exacta  la  proposición  de  Martens,  á  saber,  que  el  extran* 
jero  sólo  puede  pretender  que  se  le  ponga  al  nivel  del  acreedor 
natural  del   Estado." 

Pone  por  ejemplo  de  las  medidas  fiscales  fraudulentas  é 
inicuas,  la  depreoiadán  permanente  de  la  moneda  ó  del  papel 
moneda,  ó  la  absoluta  repudiación  de  las  deudas  contraídas 
sobre  la  fe  pública  del  país,  y  agrega  : 

<*  Se  usa  el  epíteto,  permanentey  porque  con  dificultad 
puede  negarse  que,  en  caso  de  necesidad  extraordinaria,  una 
ÜTación  podría  adoptar  medidas  fiscales  temporales  con  res- 
pecto á  su  papel  moneda,  de  las  cuales  el  acreedor  extran- 
jero no   pudiera  quejarse  injustamente." 

<^Pero  entonces  tiene  derecho  á  la  observancia  de  dos 
condiciones :  1*.  que  al  cabo  se  pague  el  verdadero  valor  del 
empréstito :  2^  que  entre  tanto  se  le  ponga  en  el  mismo  ni- 
Tel  que  al  acreedor  doméstico," 

Mas  otra  parte  del  artículo  7^.  sólo  demuestra  que  se 
quiere  aplicar  una  misma  medida  á  todos  los  acreedores  ex- 
tranjeros. 

El  artículo  8^  y  el  9<*  están  concebidos  en  los  término» 
Biguientes : 

lOMO  III  22 
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<<  Art.  8^  La  admisión  de  estos  billetes  no  es  obligatoria 
^  los  acreedores  extranjeros;  y  para  pagar  á  los  qae  no  las 
admitan,  se  ocurrirá  á    la  Legislatura  nacional." 

'^  Art.  9°     Oportunamente  y   por  decreto  separado  se  dis- 
pondrá  la  manera  de   hacer  la  emisión    de    billetes    aquí  de 
terminada." 

Ko  prestan  materia  para  observación  alguna,  demostrando 
sólo  e)  artículo  8?  el  espíritu  de  equidad  y  benevolencia  para 
con  los  extranjeros,  que  ha  presidido  en  la  formación  del  de- 
creto ;  pues  no  sólo  no  los  obliga  á  recibir  deuda  pública  en 
pago  de  sus  reclamos,  sino  que  les  ofrece  acudir  á  la  Legis- 
latura nacional  solicitando  medios  de  atender  á  dichos  cré- 
ditos. 

Oonoluído  el  análisis  de  las  disposiciones  del  decreto,  pa- 
semos á  examinar  brevemente  los  argumentos  en  que  el  señor 
Ministro  de  los  Estados  Unidos  y  el  Oénsul  general  de  Dina- 
marca apoyan  sus    quejas. 

Las  objeciones  de  aquel  son  : 

1?  <<  Que  la  responsabilidad  de  la  jü^ación  se  limita  á  in- 
demnizar el  valor  de  las  propiedades  tomadas  para  uso  pú- 
blico, negando  en  consecuencia  la  compensación  de   perjuicios.'^ 

Este  punto  se  examinó  ya. 

2*    "  Que  el  tercer  párrafo  del   artículo    1%    que    prohibe ' 
los  endosos  y  manda   hacer  las  cesiones    y   la   representación 
por  otro,  conforme  á  las    reglas   del  derecho  común,  es  clara- 
mente injusto  en  su  primera  disposición  y  extremadamente  os- 
curo en  la  segunda." 

Se  ha  visto  ya  lo  bien  fundado  de  semejante  providencia,  y 
no  se  alcanza  cómo  haya  injusticia  en  ordenar  el  cumplimiento 
de  las  leyes.  La  oscuridad  que  nota  el  seQor  Onlver,  no 
existe.  La  segunda  parte  del  artículo  dispone  que  el  traspaso 
de  los  derechos  no  se  haga  por  medio  de  endosos,  sino  del 
documento  propio  al  efecto;  y  que,  para  que  un  individuo 
sea  representado  por  otro,  debe  otorgar  al  último  un  poder. 

3*^  <<Que  la  disposición  del  párrafo  4%  en  cuanto  á  ex- 
pertos es  injusta  con  el  reclamante,  porque  no  le  da  voz  en  la 
elección  de  los  expertos  ;  y  en  gran  manera  falta  de  perspicuidad» 
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porque  no  se  manifiesta  cómo  los  expertos  6  el  reclamo  han 
de  ponerse  en   contacto  con  los  tribanales." 

El  señor  Onlver  se  eqnivoca  afirmando  qae  no  se  concede 
voz  al  reclamante  en  la  elección  del  experto.  El  Consejo  se 
refiere  á  las  leyes  comunes ,  y  según  éstas  ^'  cuando  se  pida  el 
juicio  de  expertos^  cada  una  de  las  partes  nombrará  dentro  de 
tres  días  su  perito  ante  el  Secretario  del  tribunal.  Para  los 
casos  de  discordia  éstos  nombrarán    un  tercero,    y    si   no  se  J 

acordaren  en  este  nombramiento,  lo  hará  el  Juez.  Las  partes 
sin  embargo  pueden  convenir  en  que  un  solo  perito  proceda 
en  el  asunto." 

No  hay  gran  falta  de  perspicuidad  en  el  segundo  punto, 
porque,  como  el  que  quiere  el  fin,  quiere  los  medios,  si  se  ha 
dispuesto  que  se  sometan  las  cuestiones  á  un  juicio  de  exper- 
tos, necesario  es  mandar  al  tribunal  los  expedientes  respecti- 
vos, para  que  allí  comparezcan  el  demandante  y  el  agente  del 
fisco,  y  se  lleve  á  efecto  lo  acordado.  Mas,  si  pareciere  con- 
veniente^ se  puede  adoptar  la  añadidura  antes  propuesta. 

4^  ^^  Que  la  disposición  del  artículo  4^  para  el  nombra- 
miento de  una  persona  que  facilite  el  despacho  de  los  re- 
clamos, es  vaga  é  indefinida  ;  porque  el  decreto  no  indica  la 
vía  y  modo  de  facilitar  el  reclamo,  ó  hasta  qué  punto  el  re- 
clamante  quedará  sujeto  á  la  determinación  de  tal  persona.'' 

Gomo  el  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  puede  no  tener 
tiempo  para  atender  al  examen  de  expedientes  americanos,  fran 
ceses,  ingleses,  españoles  etc.,  se  le  autoriza  para  nombrar  perso- 
nas que  se  encarguen  de  determinados  asuntos  y  los  finalicen 
en  vez  de  hacer  aguardar  á  los  reclamantes  hasta  que  dicho/ fun- 
cionario haya  concluido  con  unos  asuntos  y  pase  á  otros.  Di- 
vidiendo entre  muchos  el  trabajo  de  uno,  claro  es  que  se  facili- 
ta, economizándose  sobre  todo,  tiempo.  Se  entiende  que  lo  he- 
cho por  estos  comisionados  es  obra  de  su  principal ;  y  lo  que 
se  ha  establecido  respecto  del  uno,  se  aplica  á  los  otros.  Es 
decir,  habiendo  acomodamiento  entre  el  comisionado  y  la  parte,  el 
reclamo  queda  ajustado;  en  caso  de  no  avenirse,  se  apelará  al 
juicio  de  peritos,  precisamente  como  si  el  Ministro  de  Belaciones 
hubiere  intervenido. 
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5?  ^^  Qae  enviándose  los  reclamantes  á  los  tribunales,  se 
comete  ana  denegación  de  justicia  por  las  varias  razones  que 
se  apuntan." 

El  argumento   prueba   demasiado;  si  tuviera  algún  valor, 
podría  extenderse  á  los  juicios  de  presas,  lo  que  más  es,  á  te- 
dos    aquellos  que    conciemen   á    extranjeros.    Muchas  de  las 
razones   alegadas    carecen    de   exactitud:    entre   nosotros  no 
hay  preocupaciones  contra  extrafios  ni  en  fav  or  del  Gobierno 
que  nombra  los  tribunales;  ni  estos  exigen  honorarios;  aond 
uso  del  papel  sellado  está   abolido  en  el  Distrito   Federal ;  ni 
nuestras  leyes  obligan  á  ninguno  á  valerse  de  abogados  ó  pro- 
curadores ;  ni  en  estos  reclamos  se  deben  guiar  los  jueces  sólo 
por  la  equidad  natural,  como  en  los  negocios  de  presas;  ni 
adolecen  de  la  procrastinación  que  les  imputa  el  señor  Gulver ; 
ni  el  decreto  niega  á  los  reclamantes  el  derecho  de  apelar; ni 
cambian  los  jueces  ni  renuncian  con  la  facilidad  que  se  supmie, 
para  no  decidir  las  causas.    Si  de  la  intervención  de  los  tn- 
bunales  en  los  reclamos  emanan  algunos  inconvenientes,  ma- 
yores son,  enormemente  mayores,  los   que  origina  la  práctica 
seguida  en  el  día.    Dar  al  Poder  Ejecutivo  el  derecho  de  ha- 
cer revisar  la  sentencia  en  ciertos  casos  por  la  Corte  Federal, 
no  es  negar  á  la  parte  ;;ia  apelación  sino  sólo  cuidar  de  que 
los  fallos  tengan  á  su"  favor  el  peso  de  la  opinión  de  este  se- 
premo  tribunal ;  lo  mismo  que  si  se  hubiera  prescrito  al  l^t- 
cutivo  que  consultase  su  voto  en  la  decisión  de  los  reclamos. 

Verdad  es  que  los*  Gobiernos  envían  Agentes  diplomáticos 
para  cuidar  de  los  intereses  de  sus  compatriotas,  y  qae  ellos 
no  pueden  tener  relaciones  con  los  tribunales  sino  con  el  Mi- 
nistro de  Kegocios  Extranjeros ;  mas  de  aquí  no  se  sigue  qae  deba 
prescindirse  de  los  tribunales. 

^^En  todo  asunto  puramente  privado^  que  no  toca  en  nada 
los  intereses  nacionales,  la  protección  reclamada  ( del  Agente 
diplomático)  no  puede  ser  sino  oficiosa  y  facultativa.  La  jus- 
ticia del  país,  la  local  administración  tienen  derechos  qae  nadie, 
y  menos  el  Ministro  extramero,  puede  desconocer;  ingerine 
fuera  de  propósito  en  el  ejercicio  regular  de  estos  derechos, 
llevar  su  intervención  más  allá  de  los  límites  fijados  por  él  tino 
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y  la  pradeacia,  sería  ea  el  Ministro  una  falta  grave,  que  ex- 
pondría sa  consideración  y  su  oiédito.'' 

<<Por  lo  demásy  en  toda  especie  de  negocios,  la  interven- 
ción oficial  del  Agente  diplomático  en  favor  de  sas  compatriotas 
no  debe  verificarse  sino  por  el  órgano  del  Ministro  de  Belaoiones 
Esteriores  del  país  en  qne  está  acreditado ;  no  pnede  dirigirse 
directamente  á  ningana  otra  autoridad  constitaída.  Sean  caales 
fneren  sas  pasos,  no  pueden  tener  por  objeto  suspender  la  ac- 
'Ción  de  los  tribunales.  Sin  embargo,  aunque  el  Poder  Judicial  es 
independiente  del  Poder  Ejecutivo,  si  se  cometieran  en  la  dis- 
tribución de  la  justicia  irregularidades  insignes  que  perjudi- 
casen á  sus  compatriotas,  el  Enviado  podría  procurar  su  enmien- 
da, pidiendo  al  Gobierno  que  excitase  á  los  jueces  al  cumpli- 
miento imparcial  de  la  ley.  Con  mayor  razón,  si  la  ley  misma 
violase  las  estipulaciones  de  un  tratado,  ó  interpretase  abusiva- 
mente sus  cláusulas,  el  Ministro  debería  reclamar  de  oficio  con- 
tra su  aplicación,  hasta  que  fuera  abrogada." 

He  aquí  los  deberes  de  los  Agentes  diplomáticos,  según 
el  barón  O.  de  Martens. 

6f  "Que  las  disposiciones  de  los  artículos  7®  y  8"  sobre 
billetes,  son  igualmente  injustas  y  dañosas. " 

El  Consejo  ha  querido  igualar  á  todos  los  extranjeros  para 
que  no  se  alegase  que  trataba  á  unos  de  un  modo,  á  otros  de 
otro;  y  sin  embargo,  se  objeta  la  disposición.  Las  medidas 
generales  son  las  más  convenientes  y  equitativas;  pero,  pues  no 
se  aceptan  los  términos  en  que  se  hayan  arreglado  los  asuntos 
franceses,  se  pueden  establecer  otros  compatibles  con  la  posi- 
bilidad del  Tesoro. 

Aquí  supone  el  señor  Oulver  que  se  remite  á  los  deman- 
dantes al  Gongreso,  y  vuelve  á  hablar  de  la  irresponsabilidad 
y  preocupación  de  los  tribunales,  y  de  nuevas  exacciones  y 
del  definitivo  aniquilamiento  de  sus  fondos.  Mas  el  decreto  no 
dice  tal  cosa :  "  para  pagar  á  los  que  no  admitan  los  billetes,  se 
ocurrirá  á  la  Legislatura  Hacional.''  Gomo  el  Gobierno  es  el 
que  paga,  esto  quiere  decir  que  él  pedirá  á  la  Legislatura  medios 
de  pagar. 

Ooncluye  el  señor  Gulver  haciendo  observaciones  sobre  la 
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inconveniencia  de  someter  á  los  tribunales  las  reclamaciones 
hoy  pendientes  en  el  Ministerio  de  Negocios  Extranjeros.  Todas 
sus  objeciones  se  apoyan  en  el  falso  supuesto  de  que  tales 
asuntos  irán  á  manos  del  Poder  Judicial.  El  decreto  hace  una 
división  bien  clara.  Primero  establece  reglas  para  el  despacbo 
de  los  expedientes  producidos  ya  y  aún  no  decididos,  exten- 
diéndolas á  los  que  se  presenten  hasta  cuatro  meses  después 
de  publicado  el  decreto  en  cada  una  de  las  capitales  de  los 
Estados.  En  segundo  lugar,  manda  que,  trascurrido  este  pla- 
zo, los  reclamos  se  ventilen  ante  los  tribunales.  Las  demandas 
existentes  hoy  en  el  Ministerio,  se  hallan  incluidas  en  el  pri* 
mer  caso,  no  en  el  segundo.  Por  consiguiente,  la  argumentación 
es  inútil. 

El  señor  Cónsul  General  de  Dinamarca  alega  contra  el 
decreto. 

"1?  Que  es  opuesto  al  tratado  entre  Venezuela  y  Dioa- 
marca. " 

Da  por  razón  que  ^'  el  principio  cardinal  del  tratado  entre 
las  dos  Naciones  es  justicia  en  todos  casos  y  perfecta  garantía 
por  la  propiedad  como  por  la  persona ;  y  los  artículos  3^  y  5^ 
diceD  expresamente  que  al  infringirse  esta  garantía  debe  satisfa- 
cerse una  indemnización." 

Tengo  á  la  vista  el  tratado  que  se  cita,  y  no  hallo  tal  cosa. 
El  único  artículo  que  habla  de  indemnización  en  términos  inequí- 
vocos es  el  5**,  y  sólo  se  contrae  al  caso  de  embargo,  ó  sea  ocu 
pación  de  buques,  tripulaciones,  mercancías,  efectos,  coches  y 
bestias  que  se  necesiten  para  expediciones  militares,  ó  cualquier 
otro  servicio  público ;  estableciendo  que  no  podrán  tomarse  sin 
una  indemnización    convenida  y  fijada    previamente  entre  las 
partes  interesadas  sobre  bases  justas  y  equitativas.    Este  ar- 
tículo, como  se  ve,  es  menos  favorable  á  la  pretensión  extranjera 
que  el  correspondiente  del  tratado  francés,  que  hace  mención 
de  quebrantos,  pérdidas,  retardos  y   perjuicios  que  se  originen 
del  embargo. 

El  artículo  3?  que  el  señor  Stürup  invoca,  es  contrapro- 
ducente. El  estipula  una  protección  completa  y  constante  para 
las   personas  y  propiedades  de    los   ciudadanos  y  subditos   de 
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cada  ana  de  las  dos  Naciones,  y  á  renglón  seguido  se  hallan 
estas  palabras:  *' Tendrán,  'por  consiguiente^  libre  y  fácil  acceso 
á  los  tribunales  de  justicia  para  la  repetición  y  defensa  de 
sus  derechos,  y  esto,  con  las  mismas  condiciones  que  existen 
para  los  ciudadanos  del  país  en  que  residan.-'  El  decreto, 
remitiendo  las  cuestiones  á  los  tribunales,  es  pues,  conforme  á 
semejante  artículo. 

Por  el  artículo  3''  eu  su  parte  final  se  estipula  que  ^^  en 
los  casos  de  revolución  ó  de  guerra  interior,  los  ciudadanos  y 
subditos  de  los  Estados  contratantes  tendrán  derecho  en  el 
territorio  del  otro  á  ser  indemnizados  de  los  daños  y  perjuicios 
que  les  causen  en  sus  propiedades  las  autoridades  constituidas 
del  país,  ó  las  fuerzas  que  de  ellas  dependan,  con  arreglo  á 
las  pruebas  que  aduzcan  los  interesados  conforme  á  las  leyes 
vigentes."  Obsérvese  desde  luego  que  tal  disposición,  contenida 
en  un  tratado  que  acaba  de  publicarse,  no  puede  recaer  sobre 
hechos  acaecidos  cnando  él  no  existía  :  invótiuese  enhorabuena 
para  lo  futuro;  mas  no  se  le  dé  efecto  retroactivo.  Téngase 
también  presente  que,  durante  los  cinco  años  de  revolución, 
no  había  entre  Venezuela  y  Dinamarca  tratado  de  ninguna 
especie,  pues  el  de  1838  caducó  desde  1850.  T  por  último,  que 
sólo  se  contrae  á  daños  y  perjuicios  causados  en  las  propie- 
dades, y  no  á  los  de  otra  clase.  También  la  estipulación  se 
refiere  á  las  pruebas  que  aduzcan  los  interesados  conforme  á 
las  leyes  vigentes. 

Observa  el  señor  Stürup  que  se  l)ace  una  completa  sepa- 
ración de  los  reclamos  que  se  habían  concluido  y  los  que  no 
se  habían  determinado  hasta  la  fecha  del  decreto,  y  pregunta 
**  4  Por  qué  motivo  se  quiere  establecer  esta  diferencia  t "  Esta 
es  la  segunda  objeción. 

La  respuesta  es  fácil.  Porque  el  Consejo  cree  que  el  mo- 
do de  proceder  seguido  hasta  ahora  en  los  reclamos  se  halla 
expuesto  á  infinidad  de  abusos,  y  quiere  ponerles  término.  Si 
entre  muchos  ejemplos  que  es  dable  citar,  se  quiere  uno  muy 
notable  de  las  consecuencias  que  produce  la  falta  de  inter- 
veijción  de  los  tribunales  en  estos  asuntos,  se  recordará  el  de) 
célebre  D.  Pacífico.    En  1850  una   flota  inglesa  compuesta  de 
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catorce  baqaes,  de  los  caales  machos  eran  de  líaea,  bloqueó 
los  puertos  griegos,  cojió  los  pocos  bajeles  de  gnerra  exit^ten- 
tes  j  se  apoderó  de  todos  los  mercantes,  en  seguridad  espe- 
cialmente del  crédito  de  D.  Pacífico.  Despaés  de  nn  largo 
debate,  resaltó  que  este  individao  no  era  subdito  británico  sino 
portagaés  y  se  le  concedieron  150  libras  esterlinas  en  indemni- 
isación.  El  había  reclamado  21.295  libras,  1  chelín  4  peniqoeB 
por  valor  áe  propiedades  y  efectos  de  sa  pertenencia  que 
fueron  destruidos  en  Abril  de  1847,  época  en  la  oaal  dgo 
el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  ia  Gran  Bretafia,  que 
nn  tumulto  ayudado  por  soldados  y  alguaciles  griegos  había 
invadido  su  casa  en  Atenas  y  saqueádola  á  la  luz  del  día. 
La  Gámara  de  los  Pares  censuró,  por  una  mayoría  de  37  vo- 
tos, la  conducta  de  los  Ministros  ingleses.  En  la  Oámara  de 
los  Comunes,  cuando  se  hizo  cargo  á  lord  Palmerston  de  haber 
hecho  uso  de  represalias,  sin  que  primero  se  hubiese  acudido 
á  ios  tribunales  y  denegádose  justicia,  contestó  en  que  por  el 
estado  de  ellos  era  una  burla  esperarla  de  su  mano.  Mas  los 
mismos  ingleses  han  condenado  tal  procedimiento,  asegurando 
que  no  existen  pruebas  bastantes  para  autorizar  semejante 
excepción  del  bien  conocido  é  importante  principio  de  derecho 
internacional  que  rige  en  estas  cuestiones.  La  mediación  de 
Francia  fue  lo  que  hizo  reducir  la  suma  pedida  por  D.  Pa- 
cífico  á  160  libras.    Además,  el  Gobierno  británico  reclamaba 

500  libras  por  los  padecimientos  personales  de  aquel  y  de  su 
familia. 

<^  3^  Que  el  Consulado  danés  no  logró,  como  otros,  arre- 
glar con  el  Secretario  general  de  la  Dictadura  los  reclamos  que 
tenía  pendientes." 

Habiendo  consultado  en  el  particular  la  última  Memoria  de 
Belacíones  Exteriores,  encuentro  que  el  señor  Stürup  obtuvo 
de  la  Dictadura  la  celebración  de  un  tratado  de  amistad,  co- 
mercio y  navegación,  $  63.106,60  por  saldo  de  crédito  de  es- 
pera y  de  otra  clase,  y  el  ajuste  de  una  reclamación  del  señor 
Jacobo  Meyer  y  dos  del  señor  Garlos  Arnesen  que  según  el 
lenguaje  de  aquel  documento,  eran  las  introducidas  por  el  Oon  - 
rulado. 
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<'  4?  Qne  los  perjuicios  son  á  veces  más  importantes  que 
las  pérdidas  directas." 

Se  ha  indicado  antes  qne  por  los  perjuicios  resaltantes  de 
expropiación  es  equitativo  pagar  un  moderado  interés. 

^<  5^  Que  supone  que  por  el  inciso  3**  del  artículo  1^9 
no  se  ha  tratado  de  prohibir  los  endosos  ni  la  presentación 
de  los  reclamos  por  el  Gonsulado.'^ 

Así  es  la  verdad;  pero  no  debe  olvidarse  que^  pasados 
los  cuatro  meses  á  que  se  contrae  el  artículo  5?  del  decreto, 
es  preciso  agotar  todos  los  recursos  legales  ante  de  entrar  en 
la  vía  diplomática. 

'^6?  Que  se  manda  pagar  en  billetes  de  deuda  pública, 
y  ésta  no  tiene  valor.'' 

La  Bepública  paga  del  modo  qne  le  es  posible,  y  como  se 
ha  hecho  en  otros  casos,  v.  g.  en  cuanto  á  las  reclamaciones 
provenientes  del  tratado  de   paz  celebrado  con  Espafia. 

"  7^  Que  no  se  conocen  los  intereses,  la  rata  de  amortiza- 
ción ni  los  plazos  de  pago  de  los  reclamos  franceses." 

Hemos  visto  cual  ha  sido  la  mente  del  Gonsejo  estable- 
ciendo esa  regla,  á  saber,  evitar  las  quejas  fundadas  en  la 
diversidad  de  tratamiento.  "So  conociendo  este  Cuerpo  .los  tér- 
minos del  arreglo  hecho  con  Francia,  no  los  expresó  en  su 
decreto. 

Los  demás  Agentes  extranjeros  no  han  aducido  ninguna 
razón  para  justificar  sus  protestas.  Pero  la  más  extraña  es  la 
del  Cónsul  interino  de  Italia  en  Caracas,  porque  el  Gobierno 
de  aquel  país  tiene  cerrada  la  puerta  para  introducir  reclamos, 
por  el  artículo  4^  del  tratado  existente  desde  19  de  Jonio  de 
1861  en  la  parte  final  que  estipula  lo  siguiente : 

^'En  los  casos  de  revolución  ó  de  guerra  interior,  los  ciu- 
dadanos y  subditos  de  las  partes  contratantes  tendrán  derecho 
en  el  territorio  de  la  otra  á  ser  indemnizados  de  los  daños  y 
perjuicios  que  les  causen  en  sus  personas  y  propiedades  las 
autoridades  constituidas  del  país,  en  los  mismos  términos  en  que 
por  las  leyes  que  en  él  rijan  ó  rijieren,  tuvieren  los  nacionales 
derecho  á  la  indemnización." 

Este  tratado  sanciona  el  verdadero  principio  que  debe  ser- 
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vk  de  norma,  la  igaaldad  entre  los  extranjeros  y  los  naturales ; 
y  de  él  se  dednce  aún,  qne  si  la  República  niega  la  indem- 
nización á  los  propios,  negada  queda  también  á  los  extraños. 
Parece  por  lo  mismo  oportuno  incorporar  en  una  sola  ley  á 
todos  los  reclamantes,  prescindiendo  de  su  nacionalidad,  ó  á 
lo  menos  no  percibir  reglas  diferentes  para  los  venezolanos,  en 
cuanto  quepa  la  semejanza. 

Forzoso  es  para  establecer  el  punto  de  partida  tener  en 
cuenta  las  consideraciones  que  arranquen  del  Gobierno  6  Ad- 
ministración de  cada  país,  siendo  este  el  principio  general : 
^^Kingún  pueblo  puede,  sin  sacrificar  su  independencia  y  sobe- 
ranía, otorgar  á  los  extranjeros  más  derechos  ó  garantías  que 
las  qne  concede  ó  reconoce  á  sus  nacionales." 

Si  en  Venezuela  los  nacionales  no  tienen  derecho  á  ser 
indemnizados  por  la  Administración  pública,  de  los  perjuicios 
que  les  sobrevengan  por  las  revueltas  interiores  ó  la  guerra 
exterior,  tampoco  entonces  (que  eso  sería  lúgubremente  escan- 
daloso) puede  reconocerse  ese  derecho  en  los  extranjeros.  '^El 
extranjero,  (ha  dicho  el  conde  de  Nesselrode,  en  1850,  siendo 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros  en  Basia  y  con  motivo  de 
reclamos  hechos  á  la  Toscana  por  Inglaterra)  que  se  establece 
en  un  país,  acepta  espontáneamente  de  antemano  los  peligros 
eventuales  á  que  dicho  país  está  expuesto ;  y  así  como  parti- 
cipa de  las  ventajas  propias  de  los  naturales,  así  debe  resignarse 
á  participar  de  sus  calamidades."  En  otro  lugar  del  mismo 
escrito  dice :  <<Estas  razones  son  tan  obvias  (las  que  daba  en 
apoyo  de  aquel  principio)  que  habiendo  solicitado  la  Toscana 
que  interviniésemos  como  arbitros  en  este  negocio,  el  Emperador, 
no  obstante  el  vivo  interés  que  tiene  en  complacer,  no  ha 
podido  resolverse  á  aceptar  ese  papel,  aun  cuando  la  Inglaterra 
consintiese  por  su  parte  en  dicho  arbitramento,  'por  oteanto  ü 
cree  que  esta  no  es  <mestión  ele  cifras^  de  pagar  más  ó  menos  por 
indemnizaoióny  sino  de  admitib  ó  no  el  pbinoipio  de  debe- 
OHO  X  ELLA,  supuesto  que  él  no  puede  aceptarlo  en  ningún 
caso  como  derecho  legítimo  de  los  extranjeros,  y  mucho  menos 
exigible  por  la  fuerza." 

Por  poca  atención,  (dice  en  otro  lugar)  que  el   Gabinet  e 
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de  Londres  qniera  prestar  á  las  observaciones  del  Gobierno 
anstriaco,  le  será  fácil  reconocer  qne  ellas  se  refieren  á  nna  de 
las  más  graves  cnestiones  de  soberanía  é  independencia  de  los 
Estados  del  continente.  Si  el  derecho  que  pretende  hacer  va- 
ler al  presente  contra  Ñapóles  y  la  Toscana,  se  admitiese  como 
precedente  aceptado  para  toda  otra  ocasión,  resnltaría  qne  los 
subditos  ingleses,  fnéra  de  sn  país,  tendrían  ana  posición  ex- 
cepcional,  qne  mejoraría  considerablemente  so  condición  res- 
pecto de  los  demás  extranjeros,  y  crearía  nna  situación  inso- 
portable para  los  Gobiernos  qne  los  reciben  en  sus  territorios. 
En  vez  de  ser,  como  hasta  aqní,  an  beneficio,  para  los  países 
en  qne  se  establecen  y  adonde  llegan  con  sns  riquezas  y  medios 
indnstriales,  los  hábitos  de  moralidad  y  orden  que  distinguen 
honorablemente  al  pneblo  inglés,  su  presencia  vendría  á  ser 
un  inconveniente  perpetuo,  y  en  ciertos  casos  una  verdadera 
calamidad. 

Consecuente  con  esta  doctrina,  expuesta  por  el  conde  dé 
Nesselrode,  el  príncipe  de  Schwartzemberg,  Ministro  de  Ke- 
gocios  Extranjeros  en  Austria,  en  1850,  sostiene  en  nota  pasada 
á  sus  Ministros  Eesidentes  en  el  extranjero,  que  ningún  Estado 
puede  tratar  á  los  extranjeros  más  favorablemente  que  á  los 
nacionales.  ''Por  muy  dispuesto,  dice,  que  estuviesen  á  extender 
los  límites  del  derecho  de  hospitalidad,  las  Naciones  civilizadas 
de  la  Europa^  no  lo  extenderán  jamás  hasta  el  punto  de  acordar 
á  los  extranjeros  un  tratamiento  más  favorable  que  el  que  las 
leyes  del  país  aseguran  á  los  nacionales.  Poner  en  cuestión  este 
principio  de  derecho  público,  que  hemos  resuelto  mantener 
inmutable  y  firme,  y  reclamar  para  los  ingleses  establecidos  en 
países  extranjeros  una  posición  excepcional  y  verdaderamente 
privilegiada,  sería  forzar,  por  decirlo  así,  á  los  otros  Estados 
á  precaverse  contra  las  consecuencias  de  una  pretensión  tan 
contraria  á  sn  independencia.''  En  otro  lugar  del  mismo  es- 
crito, se  expresa  en  otros  términos  :  ''Seremos  ciertamente  los 
primeros  en  deplorar  nna  necesidad  semejante  (la  de  no  admitir 
extranjeros  en  un  país  sino  con  estrechas  condiciones)  qne,  es  ne- 
cesario confesar,  formarían  un  contraste  notable  con  la  tendencia 
de  nuestra  época  á  multiplicar  y  animar  las  relaciones  comer-. 
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•ciales  entre  los  pneblos^  así  como  á  acercar  los  pantos  lejanos 
que  los  separan.  Gomo  quiera  que  sea,  el  primer  derecho  de 
todo  Bstado  independiente  es  asegarar  sa  propia  conservación 
por  todos  los  medios  qoe  estén  á  su  alcance.  Desde  que  un 
Soberano,  ejerciendo  este  derecho,  se  ve  forzado  á  apelar  á  las 
armas,  para  sofocar  ana  revaelta  declarada  y  qae  en  la  guerra 
civil  que  resulta  de  ella,  la  propiedad  de  los  extranjeros  re- 
sidentes en  el  país,  es  perjudicada,  es  en  mi  opinión  una  des- 
gracia pública  en  la  cual  los  extranjeros  deben  soportar  su  parte^ 
como  los  nacionales^  y  que  no  les  da  más  derecho  á  una  indem- 
niza(^án  exoepcionalj  que  si  su  reclamación  se  fundase  sobre 
cualquiera  otra  calamidad^  derivada  de  la  voluntad  de  los 
hombres.^ 

Esto  queda  copiado,  y  cuyo  primer  despacho,  el  del  conde 
de  Uesselrode,   fue  publicado  luego  en  Francia  en  el  Journal 
des  DébatSy  porque  según   este  periódico,  <<  él  sienta  con  mucha 
justicia  los  principios   que   deben  reglar   en  semyantes  casos  la 
responsabilidad  de  los  Gobiernos,^  bien  se  ve  que  es  la  doctrina 
adoptada  solemnemente  y  sostenida  por  dos  de  los  Gobiernos 
más  fuertes  de  Europa  y  no  de  los  menos  entendidos  en  la 
ciencia  del  derecho  público,  y  que   hallaron    aplauso  y  apoyo 
entre  los  órganos  más  ilustrados  de  la  opinión  de  Francia  y 
del  mundo  entero. 

La  cuestión  de  indemnización  no  paede  resolverse  sino  de 
acuerdo  con  los  principios  fundamentales  de  la  administración 
interior;  y  si  algún  Gobierno  absoluto  la  hubiere  resuelto  en 
el  sentido  afirmativo,  eso  no  puede  servir  de  regla  en  Vene- 
zuela, si  se  tiene  en  consideración  su  sistema  político,  y  se 
reconoce  que  la  base  entre  los  pueblos  es  la  reciprocidad. 

Diferencia  hay,  y  grande  y  cardinal,  de  la  responsabilidad 
entre  los  Gobiernos,  cuyo  principio  fundamental  sea  la  autoridad^ 
y  los  que  reconocen  como  base  constitutiva  la  soberanUt  del 
individv>o  y  la  seocionah  Los  Gobiernos  de  autoridad  tienen 
fuerza  para  todo:  no  bien  pisa  su  territorio  un  extranjero,  le 
piden  pasaporte,  le  siguen  á  todas  partes,  le  invigilan  en  sa 
conducta,  y  le  imponen  deberes  que  le  embarazan ;  y  por  todo 
esto  bien  puede  ser  que  si  no  por  justicia,  quizás  por  equidad 
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se  sientan  impulsados  á  responder  á  los  extranjeros  de  los 
perjuicios  ó  quebrantos  que  les  ocasionen  las  perturbaciones 
parciales  ó  generales  del  orden  establecidO|  porque  podía  su- 
ponerse que  interviniendo  un  Gobierno  en  todo,  ha  de  respon* 
der  de  todo,  como  que  su  acción  se  extiende  á  todos  los  actos 
del  individuo.  En  este  caso  podían  tenerse  esos  Gobiernos 
como  casas  de  seguro  para  responder  por  todo  aquello  en  que 
aparecía  que  fisútaron  ó  se  excedieron  en  materia  de  autori- 
dad, por  la  absorción  que  hacen  de  las  fuerzas  individuales 
y  seccionales.  Pero  esto  úo  puede  pretenderse,  y  mucho  me- 
nos consentirse,  en  países  organizados  sobre  el  principio  de 
la  soberanía  individual  y  seccional.  En  Venezuela  se  le  han 
fijado  límites  al  poder  público,  y  la  responsabilidad  de  la  ad- 
ministración no  puede  ir  más  allá  de  la  circunscripción  que 
ellos  le  trazan.  Obrar  de  otro  modo,  sería  cometer  un  serio 
atentado. 

Los  venezolanos,  en  cambio  de  la  libertad,  han  renunciado 
á  que  la  autoridad  sea,  como  la  sombra  al  cuerpo,  que  los  siga  á 
todas  partes;,  y  por  el  mismo  hecho  han  aceptado  las  vicisi- 
tudes de  la  vida,  de  la  sociedad  y  del  movimiento  industrial, 
sin  referir  para  ello  ningún  linaje  de  recaudos  á  la  autoridad ; 
y  es  así,  y  con  estas  condiciones  que  han  abierto  sus  puertas 
á  los  extranjeros.  Venezuela,  en  el  uso  de  su  independencia 
y  soberanía,  ha  declarado  libre  en  su  territorio  el  ejercicio  de 
la  industria,  y  si  mafiana  un  extranjero  se  viera  perjudicado 
en  su  giro  por  la  concurrencia  |  tendría  ese  extranjero  dere- 
cho para  pedir  al  Gobierno  indemnización  de  perjuicios  resul- 
tantes de  la  competencia  hecha  á  su  empresa  9  No  es  de  pre- 
sumirse que  haya  quien  tal  cosa  pueda  sostener  formalmente. 
Los  extranjeros  que  han  venido  á  nuestro  país,  y  que  hallan 
entre  nosotros  firaternal  acogida,  como  debe  ser,  han  aceptado 
de  antemano,  espontáneamente,  según  la  expresión  del  conde 
de  Nesselrode,  los  peligros  eventuales  á  que  el  estado  de  cosas 
que  nos  domina,  conocido  en  el  mundo,  los  exponía.  No  han 
podido  engañarse,  y  si  se  han  engañado,  no  es  el  Gobierno 
el  que  debe  cargar  con  la  responsabilidad  del  error. 

La  responsabilidad  del  Gobierno  no   pneJe   ser  otra  que 
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la  de  sas  medios  de  acción,  para  no  constituirse  en  ana  sitoar- 
ción  insoportable,  ó  renunciar  el  sistema  establecido,  ó  hacer 
aparecer  paramente  como   nominales  su  independencia  y  so- 
beranía.   Los  extranjeros  qne  se  establecen  en  este  país,  tienen 
franco  el  camino  de  los  negocios  y  de  las  especulaciones,  á  la 
par  que  Ioh  nacionales,  confundiéndose  con  ellos.    Admitida  la 
doctrina  de  indemnización  con  esa  latitud  que  espanta,  Ye- 
nezuela  no  habría  hecho  más  que  cambiar  la  dependencia  po- 
lítica de  España,  ^por  la  industrial  de  la  Europa  y  de  los  Es- 
tados Unidos  del  líTorte,  sin  ninguna  de  las  ventajas  de  aquella. 
Aterrante  es  la  trascendencia  que  la  adopción  de  semejante 
doctrina  ofrece  á  los  Gobiernos   sur-americanos,    IN'unca  jamás, 
en  Venezuela,  con  ánimo  deliberado,  se  infiere  agravio  á  los 
extranjeros:  ellos  pueden,  fatal  é  irresistiblemente,  envolverse 
en  nuestras  desgracias,  pero  las  desgracias  se  lamentan  y  no 
se   vengan,  ni  es  hidalgo  agravarlas  con  demandas  inasequi 
bles.    Que  hable  la  historia  y  diga  si  entre  nosotros  ha  ha- 
bido matanzas  colectivas  por  diferencias  de  raza  6  de  lí ación, 
si  hemos  decapitado  jamás  á  nuestros  mandatarios,  y  si  nunca 
nuestros  hombres  públicos  han  imitado  á  Atila  ó  á  Nerón,  ni 
de  las  conquistas  de  la  guerra  se  ha  hecho  triste  gala.    Los 
hechos   de  nuestra  historia  nos  abonan,    si  los  hechos  valen 
para  algo :  nuestros  anales  desde  1810  hasta  hoy,  nada  cuen- 
tan de  deshonroso  para  el  partido  político  que  desde  entonces 
viene  bregando  por  la  conquista  de  la  libertad,  alcanzada  hoy 
con  su  advetiimiento  al  poder.    Nuestras  revoluciones  que  son 
las  que  forman  nuestro  descrédito,  no  tienen  nada  comparable 
con  las  revoluciones  italianas  y  de  otras  partes  del  mundo. 

Dando  culto  á  los  altos  principios  de  comercio  y  de  ilus- 
tración, hemos  hecho  igual  el  extranjero  al  ciudadano  en  todas 
las  manifestaciones  de  la  vida  social  y  civil.  Partimos  con  ei 
extranjero,  con  la  espontaneidad  que  nace  del  corazón,  todo 
lo  que  hace  nuestro  bien  y  de  que  podemos  disponer— la  li- 
bertad civil  y  la  igualdad ;  le  damos  el  sacerdocio  y  el  Go- 
bierno muchas  veces,  fundimos  en  nuestras  leyes  sus  derechos 
al  igual  de  los  nuestros,  ofrecemos  nuestros  campos  y  nuestras 
empresas  á  su   industria  y  actividad;  y   de  eso  que    llaman 
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laareles  ó  recompensas  de   uaeatras  ürisces    lachas  intestinas, 
bnena  parte  les  ha  tocado  siempre  á  ellos. 

Ko  es  de  darse  á  pensar  que  Veuezaela  haya  qaerido 
comprar  el  honor  de  flgarar  con  nn  escado  de  armas,  en  el  so^ 
de  las  Ilaciones,  al  altísimo  precio  de  reconocer,  como  un 
principio  qae  nos  liga  para  el  porvenir,  el  de  indemnización  de 
perjuicios  sufridos  ó  inferidos  independientemente  de  la  acción 
del  Gobierno.  Establecer  tal  precedente  para  quedar  por  él 
constituidas  á  observarlo  en  todos  los  casos,  es  nn  predica- 
mente  de  todo  punto  inaceptable  para  los  venezolanos.  La 
cifra  sola  nos  llenaría  de  embarazos,  y  nos  haría  correr  inútil- 
mente tras  un  imposible.  TSo  puede  calcularse  la  suma  que 
habría  de  asignarse  en  el  presupuesto,  para  pagar  perjuicios  á 
nacionales  y  extranjeros,  si  algunas  veces  reales,  los  más  imagi- 
narios. Los  hechos  tienen  que  caer  bajo  su  propio  peso,  cuando 
se  les  quiere  hacer  viables,  en  campo  sin  límites  ;  al  contrario  de 
los  principios,  que  no  porque  se  les  aplique  en  campo  infinito, 
flaquean  jamás. 

Inútil  y  fastidioso  sería  entrar  á  enumerar  los  hechos  oca 
rridos  en  todas  partes  del  mundo,  que  tienden  á  patentizar  que 
la  acción  de  la  autoridad  pública  no  alcanza,  en  muchos  casos, 
á  dar  completa  seguridad  á  los  miembros  de  la  asociación,  sin 
que  ello  pueda  atribuirse  á  la  organización  peculiar  de  cada 
l^aís,  sino  á  causas  eficientes  y  universales,  que  de  puro  sabidas 
se  callan.  Por  esto  el  Gabinete  de  Washington  en  una  cuestión 
de  indemnización  decidió  ^^que  el  Gobierno  general  no  podía 
dar  á  los  extranjeros  una  seguridad  que  no  tienen  los  miamos 
ciudadanos,  y  que  no  por  darles  seguridad  á  aquellos  y  á  estos, 
había  de  renunciarse  á  la  estructura  política  que  el  país  se  ha 
dado  en  uso  de  sa  soberanía;  de  lo  cual  sumado  todo  y  obser- 
vado el  conjunto,  y  aceptando  de  antemano  peligros  que  son 
cortamente  deplorables,  reporta  sin  embargo  más  bienes  que 
males.^' 

Sólo  en  el  caso,  insólito  por  cierto,  de  que  el  Gobierno  fuese 
autor  y  cómplice  voluntario,  en  algún  motín  que  infiriese  dafio 
grave  á  los  extranjeros,  podía  insistírse  en  pedir  ii^demniza- 
ciones.    Yattel  dice:  <^!Kadie  tiene  aocióa  contra  el'  Estado  por 
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desgracias  de  esta  nataralezá,  (las  qae  son  provenidas  de  la 
gaerra  de  an  país)  por  pérdidas  que  no  ha  causado  libremente 
sino  por  necesidad  y  accidente,  usando  de  sus  derechos.  Digo 
otro  tanto  de  los  daños  causados  por  el  enemigo.  Todos  los 
subditos  están  expuestos  á  ellos,  y  desgraciado  de  aquél  en  quien 
caen  I  En  una  sociedad  bien  pueden  correr  este  riesgo  los 
caudales,  cuando  lo  corre  hasta  la  vida.  Si  el  Estado  hubiese 
de  indemnizar  en  rigor  á  cuantos  pierden  de  este  modo,  presto 
se  agotarían  las  rentas  públicas ;  cada  uno  debería  contribuir 
con  lo  suyo  en  justa  proporción,  lo  que  sería  impractícable. 
Por  otra  parte,  estas  indemnizaciones  serían  susceptibles  de  mil 
abusos,  y  requerirían  una  minuciosidad  espantosa*  Así  es  de 
presumirse  que  nunca  ha  sido  esta  la  intención  de  los  que  se 
reunieron  en  sociedad." 

De  una  nota  de  la  Secretaría  de  Belaciones  Exteriores  de 
Venezuela  en  1860,  en  que  largamente  se  combate  la  pretensión 
de  indemnizaciones  que  para  entonces  quiso  establecer  el  seSor 
Ministro  español  D.  E.  Bornea,  trascribo  aquí  algunos  de  sns 
párrafos,  en  prueba  de  que  jamás,  en  Venezuela,  se  ha  asentido 
por  ninguno  de  los  poderes  establecidos,  á  aceptar  como  prin- 
cipio el  ;de  indemnización  de  perjuicios  á  nacionales  ó  eztran* 
jeros,  por  consecuencia  de  la  guerra. 

'^Esta  misma  máxima  ha  sido  admitida  y  practicada  en 
todos  los  países  de  América,  inclusive  los  Estados  Unidos,  en 
Naciones  de  Europa,  y  particularmente  en  España.  Gomo  el 
ejemplo  de  esta  Potencia  debe  tener  mayor  fuerza,  siendo  ella  la 
reclamante,  permítase  al  abajo  firmado  citar  los  principios  en  que 
convino  el  Oabinete  de  S.  M.  O.  no  hace  mucho  tiempo.  En 
un  tumulto  que  ocurrió  en  Kueva  Orleans  contra  subditos 
españoles,  al  saberse  que  habían  sido  ejecutados  en  Ouba  al- 
gunos anglo-americanos,  sus  casas  fueron  destruidas,  sus  efec» 
tos  robados,  y  aun  la  habitación  ^del  Oónsul  forzada,  saqueada 
y  de  otros  modos  ofendida.  Se  pretendió  entonces  del  Gobierno 
de  la  Unión  que  indemnizase  á  todos  los  españoles  perjudicados ; 
y  aquel,  al  paso  que  concedió  resarcimiento  al  Oónsul,  señor 
Laborde,  la  negó  á  los  demás,  sustentando  que  debían  acudir  & 
los  tribunales,  á  pesar  de  que,  según  el  lenguaje  de  la  Legación 
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española  en  Washington,  aquellos  actos  de  violeooia  f nerón  de 
pública  notoriedad,  y  tales,  qne  ni  aun  el  estado  de  guerra  de- 
clarada entre  ambos  Gobiernos  los  habría  justificado.  Son  no- 
tables las  palabras  de  la  contestación  del  Secretario  de  Estado 
señor  Daniel  Webster,  el  cual  dice:  ^'  Si  señor  Calderón  mani 
fiesta  la  opinión  de  que  no  sólo  debe  darse  indemnización  al 
señor  Laborde,  Oónsol  de  S.  M.  O.,  por  la  injuria  y  pérdida  de 
sus  bienes,  sino  igualmente  que  el  Gobierno  de  los  Estados  Uni- 
dos debe  reparación  á  los  españoles  residentes  en  Kueva  Or- 
leans  cuyas  propiedades  fueron  dañadas  ó  destruidas  por  el 
tumulto,  é  insinúa  que  se  le  había  prometido  tal  reparación^. 
El  infraescrito  siente  con  verdad  que  alguna  conversación  del 
señor  Oalderón  con  empleados  de  este  Gobierno  sobre  ese  malha- 
dado y  desgraciado  asante,  haya  producido  alguna  mala  inte- 
ligencia ;  mas  al  paso  que  el  Gobierno  ha  manifestado  su  deseo 
y  determinación  de  llenar  todos  los  deberes  que  una  Nación 
anriga  tiene  derecho  á  esperar  de  otra,  en  casos  de  esta  na- 
turaleza, supone  que  los"^erechos  del  Cónsul  de  España,  em- 
pleado público,  residente  aquí,  bajo  la  protección  de  los  Estados 
Unidos,  son  enteramente  diversos  de  los  de  los  subditos  espa- 
ñoles que  han  venido  al  país  á  mezclarse  con  nuestros  ciu- 
dadanos y  á  ejercer  su  negocio  y  fines  particulares.  El  pri- 
mero puede  pretender  especial  indemnización ;  los  úUimos  tienen 
derecho  ala  proteeoián  que  se  da  á  nuestros  propios  ciudadanos.^  ^ 
<^  Así)  mientras  son  muy  de  sentirse  las  pérdidas  de  indivi- 
duos particulares,  subditos  españoles,  se  entiende  que  muchos 
dudadanos  anglo-americanos  fueron  perjudicados  por  la  misma 
causa.  7  estos  individuos  particulares^  subditos  de  8»  M.  0.^  que 
kan  venido  vohmioñriamente  á  residir  á  los  Estados  Unidos^  no 
menenj  de  ciertOj  motivo  para  quejarse^  si  son  protegidos  por  lae 
mismas  leyes  y  administración  de  jiMticia  que  los  ciudadanos  de 
estepaispor  naeimietUo.  En  realidad  tienen  alguna  ventaja  so- 
bre los  ciudadanos  del  Estado  en  qne  se  hallan,  porque,  mientras 
no  se  naturalizan,  pueden  perseguir  las  injurias  hechas  á  sus 
personas  ó  bienes  en  los  tribunales  de  los  Estados  Unidos  ó  en< 
los  de  ese  BstadOi  á  su  elección.    El  Presidente  opina,  como 
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ya  se  ha  dichO|  qae  por  razones  obvias,  el  OódsqI  se  ludia 
en  distinto  oaso,  y  qne  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  debe 
decretar  ana  justa  indemnización  al  señor  Laborde;  y  así  ae 
cecomendará  al  Congreso,  al  empezar  sns  próximas  sesiones. 
He  aqní  cnanto  está  en  sn  mano.  El  caso  puede  ser  nnevo; 
pero,  teniendo  el  Presidente  la  opinión  de  qne  conviene  in< 
demnizar  al  sefior  Laborde,  no  ha  creído  necesario  buscar  an- 
tecedentes." 

'^  Esta  nota  fue  escrita  en  13  de  Noviembre  de  1851.  So- 
metida al  Gobierno  de  S.  M.  O.,  replicó  á  ella,  según  sas 
instrucciones,  el  señor  Calderón  de  la  Barca,  en  12  de  Abril 
de  1862,  Tocando  el  punto  de  que  se  trata,  se  expresa  él  en 
estos  términos  :  ^<  El  (Gobierno  de  S.  M.  O.  ha  tomado  en  con* 
sideración  el  principio  sentado  por  el  Honorable  señor  Secretario 
de  Estado  en  su  nota  de  13  de  Noviembre  último,  ^Qlñr^  jue 
\o%  eoBtraniero8  ha/n  de  wmeterse  á  las  leyes  vigentes  en  el  paít 
que  han  escogido  pa/ra  geroer  sus  negocios  /  y  no  pretende  con- 
trovertirlOf  viendo  que  la  aplicación  de  esas  leyes  debe  ser  m^ 
proca.^  Más  adelante,  el  Presidente  de  los  Estados  unidos 
recomendó  al  Congreso  que  otorgase  la  indemnización,  no  como 
un  acto  de  jasticia,  sino  de  magnanimidad  y  generosidad  que 
correspondiese  al  que  había  ejecntado  S.  M.  C.  perdonando  á 
los  invasores  de  Cnba.  Al  mismo  tiempo,  el  Presidente  pone 
á  salvo  el  principio  desenvuelto  en  la  citada  comunicación  de 
Mr.  Webster,  diciendo  que  ella  expresa  su  modo  de  ver  en  el 
asunto,  y  que  entiende  que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  controvierte 
la  exactitud  de  las  ideas  allí  manifestadas.  Y  también  asegura 
que  por  aquella  consideración  puede  concederse  el  resarcimiento 
sin  establecer  un  antecedente  peligroso. 

^<  Cuando  en  1850  se  exigió  en  indemnización  á  Toscana  y 
á  Ñápeles  por  perjuicios  que  cansó  á  extranjeros  la  represión 
de  levantamientos,  los  Gobiernos  de  Austria  y  de  Busia  hicieron 
al  de  la  Gran  Bretaña  observaciones  muy  fundadas  sobre  las 
OOnsecuencias  que  vendrían  de  conceder  á  los  extraños,  derechos 
no  poseídos  por  los  naturales.  Demostróse  en  aquella  ocasión 
que  el  olvido  de  tal  regla  pondría  á  los  ingleses  en  una  situación 
excepcional  y  verdaderamente   privilegiada  5    menosoabarfa  la 
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independeDoia  del  país ;  dañaría  el  ejercicio  del  sagrado  derecho 
y  deber  de  conservación  ;  autorizaría  para  pedir  reparación  por 
todos  los  casos  fortuitos ;  haría  al  extranjero  superior  á  las 
leyes  á  qae  se  obligó,  entrando  voluntariamente  en  la  ÜTación ; 
convertiría  en  calamidad  su  admisión  en  alguna  parte ;  estimularía 
las  revueltas,  y  produciría  el  funestísimo  resultado  de  que  los 
privilegiados  especulasen  con  ellas. 

<<  Lord  Falmerston,  en  la  sesión  de  Junio  de  1850  contes. 
taba  á  un  miembro  del  parlamento  británico:  <'  El  honorable 
miembro  supone  que  el  Gobierno  inglés  pediría  indemnizaciones 
por  todo  dafio  6  pérdida  que  un  subdito  inglés  experimentase  en 
Grecia  ú  otra  parte,  de  resultas  de  asonadas,  trastornos  6  causas 
semejantes.  Ko  es  posible  sostener  que  los  extranjeros  tengan 
derecho  en  todo  caso  á  ser  indemnizados  por  el  Gobierno  del 
país  en  que  han  sufrido  perjuicios  ó  injurias." 

<s  Lord  Stanley  fue  más  explícito  en  la  sesión  de  17  del 
mismo  mes,  dirigiendo  á  la  Cámara  de  los  Comunes  estas  pala- 
bras :  ^^No  creo  que  un  Gobierno  esté  obligado,  en  todo  el  rigor 
de  la  palabra,  á  indemnizar  á  los  extranjeros  que  han  sufrido  por 
fuerza  mayor.  Todo  lo  que  debe  hacer  un  Gobierno  en  seme- 
jantes circunstancias  es  proteger,  en  cuanto  pueda,  á  sus  nacio- 
nales y  extranjeros  que  residan  en  su  suelo,  contra  las  pérdidas 
y  las  violencias." 

^^  El  barón  Gros,  Ministro  de  Francia  en  Grecia,  escribió 
á  su  Gobierno,  con  motivo  de  las  reclamaciones  de  Don  Pacífico, 
sosteniendo  idénticas  doctrinas. 

<'  Por  declaración  cangeada  entre  Venezuela  y  los  Países 
Bajos  en  1855,  se  convino  en  que  los  extranjeros  no  tienen 
derecho  para  reclamar  por  la  vía  diplomática,  ni  de  otro  modo 
que  el  que  las  leyes  señalan  en  los  mismos  casos  á  los  venezo* 
lanoB,  los  peijuicios  que  sufran  en  consecuencia  de  los  distur- 
bios que  experimenta  fiste  país,  nuevo  y  no  todavía  bien  con* 
solidado. 

<*  ün  tratado  concluido  entre  Venezuela  y  Oerdeña  en  1858 
determina  que,  en  los  casos  de  revolución  ó  guerra  interior,  los 
ciudadanos  de  ambas  partes  tendrán  derecho  en  el  territorio 
de  la   otra,  á  ser  indemnizados  de  los  daños  y  perjuicios  que 


'  • 


356  TEEOBBA  PABTB.—BL  DEBEOHO 


reciban  en  sns  personas  y  propiedades  por  las  autoridades  del 
país,  en  los  mümos  términos  en  que  por  las  leyes  gue  rigen  ó 
rigieren  en  él  paíSj  tmieren  los  ciudadanos  de  éste^  derecho  á  la 
referida  indemnizaeión. 

^<  El  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación,  condnido 
entre  Venezuela  y  las  ciudades  anseáticas  de  Hambnrgo,  Bro- 
men y  Lübeck,  en  31  de  Marzo  de  este  año,  estipula  en  su 
artículo  á^  que,  cuando  las  propiedades  de  los  ciudadanos  de 
una  y  otra  parte  sean  tomadas  ó  menoscabadas  por  las  autori- 
dades legítimas  de  las  respectivas  Naciones,  reclamado  y  com- 
probado que  sea  por  los  interesados  ante  el  Supremo  Gobierno 
nacional  con  las  formalidades  legales  el  despojo  6  menoscabo 
sufrido,  se  concederá  al  dueño  de  la  propiedad  tomada  ó  menos- 
cabada una  justa  y  completa  indemnización.  Pero  afiade,  que 
en  todos  los  demás  casos  en  que,  por  causa  de  la  perturbación 
del  orden  público,  los  ciudadanos  de  una  ú  otra  parte  sufran 
daños  y  perjuicios  en  sus  intereses  ó  propiedades,  podrán 
reclamar  de  quien  haya  lugar  toda  clase  de  indemnización ^ 
con  sujeción  á  las  leyes  comunes  vigentes  en  el  país  en  que 
fueren  ocasionados,  y  en  los  casos  prescritos  por  ellas. 

^'Para  completar  este  cúmulo  de  autoridades,  que  ha  sido 
necesario  producir  tratándose  de  una  cuestión  de  principios, 
se  valdrá  el  infraescrito  del  mismo  tratado  de  paz  y  amistad  que 
celebraron  Venezuela  y  España  en  1845,  y  cuyo  artículo  13, 
párrafo  segundo,  es  del  tenor  siguiente:  <<Los  venezolanos 
en  España  y  los  españoles  en  Venezuela,  podrán  poseer  libre- 
mente toda  clase  de  bienes  muebles  ó  inmuebles,  tener  esta- 
blecimientos de  cualquier  especie,  ejercer  todo  género  de  in- 
dustrias y  comercio  por  mayor  y  menor,  considerándose  en 
cada  país  como  subditos  na>cionales  los  que  así  se  establezca/n^  y 
€omd  talesj  sujetos  á  las  leyes  comunes  del  país  donde  posean^ 
residan  6  gerzan  su  indtistria  ó  comercio ;  extraer  del  pate  sus 
valores  íntegramente,  disponer  de  ellos,  suceder  por  testamento 
y  ab-íntestato,  todo  en  los  mismos  términos  y  bajo  las  mismas 
condiciones  que  los  naturales.^^ 

^<  Aquí  están  los  españoles  que  posean  bienes  de  cualquier 
clase  en  Venezuela,  tengan  establecimientos,  ejerzan  industria  6 
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<M>mercio,  terminantemente  igaalados  con  los  venezolanos,  y 
8i]UetoB  como  ellos,  á  las  leyes  de  la  República,  en  los  mismos 
tfirminoB  y  bajo  las  mismas  condiciones.  Y  no  podría  ser  de 
otra  manera.  Si  toda  Nación  tiene  derecho  para  abrir  ó  cerrar 
su  territorio  á  los  extranjeros,  le  es  dado  también  permitir 
sa  entrada  con  las  limitaciones  qne  jazgne  convenientes.  La 
que  s^ala  la  Oonstitación  de  Venezuela  es  la  obediencia  y 
semetimiento  &  sas  leyes,  de  qne  ningún  extranjero  está  exento* 
Así  es,  qne,  lejos  de  servir  de  apoyo  el  tratado  á  la  redama- 
ción del  señor  Bomea,  sin  violarlo  no  puede  España  pedir, 
ni  Venezuela  conceder,  un  privilegio  destructivo  de'  la  igualdad 
en  él  establecida,  y  de  pernicioso  ejemplo  para  en  adelante. 
Los  españoles  estantes  en  Venezuela  tienen  todos  unos  mismos 
derechos,  no  importa  que  su  residencia  en  ella  haya  sido  larga 
ó  breve.  Si  la  fecha  de  su  venida  al  país  produjese  alguna 
diferencia  en  ese  respecto,  no  se  sabe  de  donde  podría  ella 
derivarse ;  ó  sí  viene  del  tiempo  en  que  se  hizo  el  tratado,  se 
seguiría  que  los  llegados  después  dé  1846  carecen  de  los 
derechos  adquiridos   por  los  residentes  aquí  para  entonces. 

<^Si  es  verdad  que  todo  Oobierno  que  dé  aoojida  á  los 
extranjeros,  está  obligado  á  protegerlos;  si  la  Oonstitución  les 
garantiza  sus  bienes  y  propiedades;  si  es  necesario  cumplir 
los  tratados;  eso  no  quiere  decir  que  debe  ponerlos  á  cu- 
bierto de  los  males  que  les  produzcan  las  calamidades  de  la 
naturaleza,  sean  físicos  ó  morales.  Lo  que  se  les  ofrece  es  la 
protección  de  la  autoridad  pública,  que  está  depositada  en 
los  tribunales.  En  caso  de  rehusar  éstos  oír  sus  quejas,  ó 
de  hacerles  una  injusticia  manifiesta,  es  cuando  pueden  ínter-- 
poner  la  autoridad  de  su  propio  Soberano,  para  que  solicite 
se  les  oiga  en  juicio,  ó  se  les  indemnicen  los  perjuicios  cau- 
sados. Ko  hay  razón  alguna  para  suponer  que,  porque  Ve- 
nezuela ha  llamado  liberalmeute  á  los  ciudadanos  de  otros 
países  á  participar  de  los  beneficios  qne  brindan  su  suelo  y 
sus  instituciones,  ha  llevado  su  generosidad  hasta  el  punto 
de  perjudicarse  en  beneficio  de  ellos,  como  sucedería  si  acep. 
tase  la  responsabilidad  de  casos  fortuitos.  Valga  la  autoridad 
ile  jurisconsultos  españoles*    ^^  Oaso  fortuito,    (dice  Escriohe),  es 
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el  saceso  inopinado,  ó  la  fnetza  mayor  que  no  se  puede  prever 
ni  resistir*  Tales  son  las  innndacionesy  torrenteSi  nanfiragioSi 
incendios,  rayos,  violencias,  sediciones  populares^  minas  de  edi- 
ficios cansados  por  algnna  desgracia  imprevista  y  otros  acon- 
tecimientos semejantes.'' 

"  Precisamente  porque  el  tratado  debe  observarse  en  to- 
das las  partes  de  la  Bepública  aunque  alguna  venga  á  hallarse 
por  incidente  sometida  á  insurrectos,  sostiene  el  Poder  Ejecu- 
tivo que  los  españoles,  así  como  los  demás  extranjeros  per* 
indicados  por  las  conmociones  políticas,  deben  apelar  á  los 
tribunales  en  solicitud  del  desagravio,  y  no  pedirlo  inmediata  y 
directamente  á  la  Nación  por  la  vía  diplomática,  lo  cual  es 
prescindir  de  las  terminantes  disposiciones  de  las  leyes  venezo- 
lanas. Protestó  la  Legación  española  contra  la  de  1864  que 
declara  la  irresponsabilidad  del  Gobierno  por  los  daños  que 
causen  á  los  extranjeros  las  conmociones  políticas;  y  debati- 
dos entonces  los  argumentos  con  que  lo  hizo,  no  dijo  una 
palabra  más.  Este  silencio  guardado  desde  entonces  hasta 
ahora,  debe  tenerse  por  señal  de  asentimiento  á  las  contesta* 
dones  que  se  le  dieron.  Sin  embargo,  no  es  esta  sola  ley  la 
qoe  sanciona  el  mismo  principio :  ya  se  ha  visto  que  también 
lo  contiene  la  de  1849  sobre  traidores,  de  la  cnal  España  no  se 
ha  quejado  en  ningún  tiempo.  Es  además  obvia  regla  de 
jurisprudencia  universal,  que  de  todo  delito  nace  el  derecha 
de  pedir  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que  el  de- 
lincuente ha  causado,  y  el  de  reclamar  el  castigo  correspon- 
diente á  la  satisfacción  de  la  sociedad  ofendida." 

No  está  demás  insertar  en  este  escrito  lo  que  dice  un 
conocido  autor  contemporáneo,  sobre  el  recurso  diplomático, 
especialmente  cuando  se  nota  que  muchas  v^eces  se  hace  uso  de 
él,  aun  antes  de  que  el  Gobierno  tenga  noticia  de  los  acontecí* 
mientes  á  que  se  contrae,  y  antes  también  de  que  hubieren  tenido 
tiempo  de  iniciar  su  intervención  los  jueces  y  autoridades  á 
quieneá  respectivamente  toca,  por  nuestras  leyes,  conocer  en 
estos  casos.  Dice  así:  *^  Segaramente  es  una  de  las  más  hon- 
radas y  útiles  atribuciones  del  Ministro,  el  cuidado  de  defen- 
der y  favorecer  los  intereses  de    sns  conciudadanos  en  el  paí& 
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en  qoe  reside.  A  este  respeoto,  si  ha  recibido  iDstrnociones 
partícalares,  debe  conformarse  exactamente :  sin  embargo,  ann 
sin  orden  expresa  para  esa  clase  de  negocios,  entra  en  el  objeto 
de  su  misión  ayudar,  en  todos  casos,  los  de  sns  compatriotas  que 
se  dirijan  á  él,  darles  consejos,  gaiarlos  conforme  al  conoci- 
miento qne  tiene  de  las  localidades,  en  fin,  recomendar  sn 
cansa,  sea  á  las  aatoridades  ó  sea  al  mismo  Soberano  ;  porque 
todas  las  de  sus  conciudadanos  qne  se  hallan  en  el  país  en 
qne  residen,  están  confiadas  á  su  protección  especial.  Sin  em« 
bargo,  no  tiene  que  intervenir  en  los  negocios  particulares,  ni 
que  tratar  por  ellos  en  justicia." 

En  confirmación  de  la  exactitud  de  lo  que  queda  escrito, 
el  Gabinete  de  las  Tnllerías  ha  arreglado  su  conducta  á  los 
sanos  principios  expuestos.  En  El  Monitor  de  París,  de  20  de 
Abril  de  1830,  se  publicó  un  manifiesto  para  justificar  la  expe- 
dición mandada  sobre  Argel,  que  en  la  exposición  de  las  noti- 
cias hace  mérito  de  esto  que  voy  á  transcribir ;  <^Más,  dice| 
é  independientemente  de  todos  estqs  multiplicados  agravios^ 
la  insolencia  y  mala  fe  del  Dey  en  el  negocio  de  los  judíos 
argelinos  Bacie  y  Busnach,  no  dejaron  más  partido  á  S.  M.  que 
el  que  se  decidió  á  tomar,  declarando  la  guerra  á  la  regencia. 

Esta  medida  no  era  más  que  la  ejecución  literal  del 

convenio  de  28  de  Octubre ;  mas  el  Dey  no  tardó  en  pretender 
que  los  tribunales  franceses  no  juzgaban  bastante  pronto; 
que  era  menester  que  el  Gobierno  francés  interviniese  para 
apresurar  su  acción  ;  y  en  fin,  que  el  tesoro  debía  entregarle 
á  él  mismo  la  suma  en  cuestión,  añadiendo  que  los  subditos 
franceses  irían  después  á  Argel,  para  hacer  valer  en  su  presencia 
sns  reclamos.  Tales  pretensiones  eran  contrarias  al  convenio 
de  28  de  Octubre  y  lo  eran  también  á  la  dignidad  del  Gobierno 
francés,  el  que  ni  tan  sólo  hubiera  podido  consentir,  en  eUaSf 
sin  traspasan  sus  poderes,  pues  que  no  era  duefio  de  intervenir 
en  el  debate,  ni  de  conferir  á  otros  el  examen  de  las  cansa» 
qne   sólo  los  tribunales    eran  dueños  de  conocer." 

Todas  las  naciones  están  expuestas  á  conmociones  popu- 
lares, pero  más  lo  están  aquellas  que  comiezan  á  figurar  en 
el  mundo    civilizado   como    independientes   y    soberanas.    La. 
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calta  y  sosegada  Europa  de  hoy,  buena  serie  de  años  pasó 
agitándose  en  las  ^nvalsiones  de  la  gaerra  civil,  para  llegar, 
cada  ana  de  sus  Potencias,  á  consolidar  an  Gobierno,  confor*^ 
mandóse  para  ello  con  reconocer  ana  dinastía  qae  ocupara 
nn  trono.  Y  mal  puede  entonces  concebirse  que  hayan  4e 
dejar  de  verse  expuestas  ¿  ser  teatro  de  los  mismos  trastomoa» 
colonias  oprimidas  por  centenares  de  años,  y  que  animadas 
del  espíritu  de  la  libertad,  aceptaron  una  contienda  sangrienta, 
para  presentarse  ante  el  mundo  como  ipdependientes.  'So 
hay  ejemplo  de  que  país  alguno  se  haya  constituido,  antes  de 
haber  devorado  por  largos  años,  más  ó  menos,  todos  los 
horrores  de  la  guerra  y  de  la  inseguridad;  y  bien  pnede 
sostenerse  que  en  esta  parte,  Venezuela  hasta  ahora,  después 
de  haber  sido  independiente,  si  con  juicio  imparcial  se  examina 
y  se  compara,  no  ha  dado  abundante  materia  para  esoribir  á 
los  historiadores.  Ufo  puede  gloriarse,  es  verdad,  de  haber 
alcanzado  que  el.  orden  sea  permanente  y  como  secular  insti- 
tución en  el  país,  ni  le  es  lícito,  como  á  ninguna  otra  Nación 
lo  es,  lisonjearse  vanamente  de  que  no  haya  de  alterarse  en  lo 
sucesivo. 

Oon  fundamento  puede  darse  por  cierto  que  ninguna  Nación 
puede  siempre  sustraerse  á  las  luchas  intestinas :  ^  ellas  son  una 
triste  condición  de  todas  las  asociaciones,  que  en  las  nacientes 
se  verifica  con  más  pavorosa  regularidad,  si  así  puede  decirse. 
Y  siendo  esto  así,  campo  abierto  ofrece  para  discutir  sobre  la 
justicia  con  que  pueda  pretenderse  que  los  Gobiernos  indem- 
nicen á  los  extranjeros  de  lo  que  hayan  perdido  ó  de  los 
perjuicios  que  hayan  sufrido  en  las  conmociones  populares. 
Contra  semejante  pretensión  se  levanta  la  razón  que  cuenta 
en  su  apoyo  con  este  principio  de  jurisprudencia :  ^*  nadie 
puede  obligarse  sino  por  hechos  propios  ó  por  el  ageno  siempre 
que  lo  verifique."  Au  n  asignando  á  la  cuestión  aspecto  criminal^ 
para  deducir  la  indemnización  como  pena  contra  tal  preten- 
sión, y  para  pulverizarla,  basta  recordar  que  se  hace  uno 
responsable  por  el  hecho  ageno,  cuando  no  lo  impide,  debiendo 
y  pttdiendo  hacerlo.  La  primera  de  estas  dos  circuustanoias  no 
basta,  si  es  imposible  la   segunda. 
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Todo   Gobierno   reconoce    la    obligación  de    conservar   la 
tranquilidad  pública,  y  de  proteger  las  propiedades  de  nacio- 
nales y  extranjeros ;    pero  no  siempre  puede  lograrlo.    Si  no 
las  más  de  las  veces  en  algnnas  de  ellas  y  no   pocas,  ni  ann  el 
mismo  Oobierno  puede  asegurar  su  existencia.    Y  siendo   esto 
cierto,    (  cómo  podrá  entonces  responder  por  la  de  los  parti- 
culares?   Seria  sobradamente  injusto  pretender  imponerle  una 
obligación  ó  infligirle  una  pena,  por  un  hecho  en  que  no  han 
tenido  parte,  ni  ha  estado   en  su   poder  evitar.    En   un  men- 
saje que  Mr.  Monroe,  Presidente   de  los  Bstados  Unidos   de 
Amétíca,  dirigió  al  Congreso  en  13  de  Enero  de  1818,  comu- 
nicándole la  destrucción  sin  derramamiento  de  sangre,  del  es- 
tablecimiento de  aventureros  en    la   isla   de   Amelia,    decía : 
<^  De  estas  injurias,  especialmente  de  las  que  procedan  de  la 
isla  de  Amelia,  Bspafia  sería  responsable,  si  no  fuese  manifiesto 
que,  aun  cuando  en  el  último  caso  se  han  cometido  al  través 
de  su  territorio,  ella  no  podría  absolutamente  impedirlas.''    En 
Diciembre  de  1668,  la  noche  del  día  en  que  huyó  de  Londres 
Jaime   11,   el  pueblo  soltó  los  diques  á  su   furor  contra   los 
católicos.    Demolió  sus  templos  :  bancos,  pulpitos,  confesionarios 
y  breviarios  fueron  amontonados  é  incendiados.    Las  imágenes 
las  sacaron  de  las  iglesias  y  las  paseaban  por  las  calles   en 
trianfo.    Destrozaron  la  imprenta  de  donde  habían  salido  escritos 
en  defensa  del  Papa,  y  quemaron  todo  el  papel  que  había  en 
ella.    De  los  monasterios,  templos  y  oficinas  públicas,  la  rabia 
de  la  turba  se  volvió  contra  las  habitaciones  de  los  partioalares* 
Después  de  haber  pillado  y  destruido  varias  casas,  no  satisfecha 
la  multitud  con  el  botín  allí  encontrado,  candió  el  rumor  de 
que  los  católicos  habían  guardado  sus  más  preciosos  objetos  en 
poder  de  los  Embajadores  extranjeros.    Oercaron  las  casas  de 
éstos ;   y  habiendo  sabido  que  en  la  del  Ministro  español  Bon- 
gaillo  se  había   depositado    la  rica   vajilla  de  la  capilla  real, 
entraron  á  saco  sin  piedad,  y  su   famosa  librería  pereció  en 
medio  de  las  llamas,  no  dejándole  ni  cama.    Bonqnillo  se  que* 
jó   amargamente  de  sus  pérdidas  á  su  Soberano ;  se  dijo  algo 
de  represalia,  pero  el  Consejo  de  Estado  de  España  despreció 
la   indicación,  y  en  su  consulta  habló  de  esta  manera ;    ^^  Ha- 
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biendo  sido  esto  hecho  por  an  faror  del  pneblo,  sin  coosen- 
timiento  del  Gobierno^  y  antes  contra  sn  voluntad,  como  lo  ha 
mostrado  la  satisfacción  qae  le  han  dado  y  le  han  prometido, 
parece  que  no  hay  jaicio  hnmano  que  paeda  aconsejar  que  se 
pase  á  semejante  remedio."  (Historia  de  Inglaterra  por  Macanlay.) 

Ko  pnede  fundarse  la  justicia  de  nn  reclamo  sino  en  ana 
obligación  civil  contraídir  por  el  sageto  de  quien  se  redamai 
ó ,  por  una  obligación  dimanada  del  cuasi  delito,  que  consiste  en 
la  omisión  punible  de  los  medios  para  evitar  el  mal.  ÜTingana 
de  estos  dos  principios  puede  aplicarse  al  Gobierno  de  Yeu^ 
zuela  en  la  cnestión  de  que  se  trata,  y  quizás  á  ningún 
Gobierno  en  el  mundo ;  porque  sería  escandalizar  la  ooncieocía 
pública,  si  hubiese  un  Gobierno  que  se  diera  á  intervenir  en 
las  conmociones  populares,  promoviéndolas  directa  ó  indirecta- 
mente, y  dándoles  protección  y  apoyo  contra  los  fines  de  su 
institQción.  Escandaloso  sería  también  el  insólito  proceder  de 
un  Gobierno  que  dejase  de  evitar  las  revoluciones  6  tumult08| 
teniendo  para  ello  medios  suficientes. 

Ningún  cargo  fundado  puede  hacerse  á  un  Gobierno  qiie 
de  ninguna  manera  protege  los  trastornos  públicos  que  obarzie- 
ron,  sin  que  en  su  mano- estuviese  evitarlos,  y  que  ha  luchado 
sin  descanso  para  sostenerse.  Sólo  atrepellando  todos  los  prin- 
cipios del  derecho,  pudiera  imponérsele  el  deber  de  aoocdar 
la  indemnización  de  perjuicios,  cuando  no  le  es  imputable  la 
culpa,  ni  se  le  puede  por  consiguiente  asignar  la  responsabili- 
dad. Basta  el  sentido  común  para  rechazar  una  oblígacsióB 
que  no  se  apoya  en  derecho  alguno.  Alégase  con  razón,  que 
pretenden  tornar  en  valedera  sin  serlo  jamás,  que  los  eztauí- 
jeros  vienen  al  país,  bajo  la  protección  de  sus  leyes  tutelares* 
Hablando  generalmente,  nada  es  más  cierto  que  ésto,  pero  no 
es  razonamiento  que'  puede  aplicarse  á  la  cuestión  de  que  se 
trata,  aun  cuando  se  alegue,  lo  que  también  es  verdad,  que  loa 
extranjeros  están  siempre  bajo  la  protección  del  Gobierno  que 
los  recibe. 

i  Guales  son  esas  leyes  protectoras  ?  {  Son  las  leyes  ocnnu- 
nes,  que  así  amparan  al  ciudadano  y  al  extranjero,  ó  son  leyes 
particulares  de  los  extranjeros  f    Si  ee  invocan  las  primeras. 
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necesario  sería  entonces  probar  qae  el  Gobierno  ba  reoonocido 
en  todos  los  casos  la  obligación  de  indemnizar  á  los  nacionales 
de  todo  lo  qne  hubiesen   perdido,  en    una  conmoción  en  que 
él  no  tuvo  parte  ni  pudo  evitar ;  y  esto  bien  se  alcanza^  sin 
necesidad  de  demostrarlo ,  qne    no  puede   concebirse  siquiera» 
Serían  tales  las  consecuencias  del  reconocimiento  de  tan  injus- 
tificable obligación,  que  bastarían  ellas  para  hacerla  ineficaz; 
porque  el  Gobierno  entonces  tendría  que  responder  de  cuantos 
robos  se  perpetran  en  las  ciudades  y  en  los  despoblados,  y  6 
fe  que  tal  pretensión  no  merece  que  se   le  tribute  el  honor  de 
la  impugnación.    Ahora,  si  se  trata  de  una  conmoción  popu* 
lar,  necesario  es  distinguir  si  ella  cuenta  en  su  favor  con  una 
pequeña  facción  ó  con  la  mayoría  de  la  Nación.    Si  la  facción 
es    reducida   en    su  número,  no  puede    ser    caractmzada  de 
guerra  civil,  y  en  este  caso  se  supone  que  el  Gobierno  tiene 
fuerzas   para    debelarla   é    imponerle  el    deber  de  aceptar  el 
orden  establecido,  sin  que  su  obligación  se  extienda  más  allá 
de   la  persecución  á  los   delincuentes,   y  si   motivos   de   con- 
veniencia  pública  no  demandasen  su  perdón,  someterlos  á  los 
tribunales,  para  que,  conforme  á  las  leyes,  se  les  imponga  el 
castigo  que  ellas  determinan,   y   devuelvan  á  sus  dueños  lo 
qne  aún  reserven  en  su  poder.    Si   nada  de   lo  que  tomaron 
de   otros  se  hallase   en  su  i)oder,  responden  entonces   con  sus 
propios   bienes,  sin  que  tal  obligación,  que  es  solamente  del 
trastornador  y  refractor,  afecte  en  ningún  caso  al  Gobierno  para 
disponer  del  Tesoro  público  en  pago  de  indebidiis  indemniza» 
cienes. 

Si   ocurrre  el  caso  de   guerra  civil,  las  leyes  de  ésta  re- 
suelven la  cuestión,  reputándola  como  nn  mal  general  é  inevi« 
tabla    qne  no  sujeta  al  Gobierno  á  indemnizaciones  de  particu- 
lares,    lios  perjuicios  que    ellos   sufren  en  el  curso  de   ell% 
^'  son    imputables  á  la  suerte,    y  á  ella  sólo  pueden  quejarse." 
Además,  en  el  caso    negado    de  indemnización  |  quién   había 
de   otorgarla?    Dividida  la   Nación  en   una  guerra  civil,  cada 
nno    de    los  bandos  contendientes  se  cree  en  posesión  del  deie- 
choy  y  procede  consecuentemente  como  si  de  su  parte  estuviera 
la  razón.    Cualquiera  de  los  bandos  qne    triunfe   se  erije   en 
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'Gobierno,  sin  qne  por  ello  haya  contraído  ni  paeda  contraer  la 
obligación  de  pagar  los  perjaicios  qae,  darante  la  lacha,  re- 
cibieran los  ciadadanos,  porque  sa  deber  se  limitaba  á  procurar 
mantener  el  orden  y  la  tranquilidad  pública,  y  nada  más;  y 
desde  que  así  lo  procuró,  deja  cumplida  su  obligacióni  dedi. 
nando  toda  responsabilidad.  Y  esto  es  tan  cierto,  que  aún 
dura  sin  decidirse  el  litigio  entre  publicistas  y  moralistas,  po 
niendo  en  tela  de  juicio,  si  pueden  reclamarse  las  cosas  qae 
los  individuos  de  su  partido  han  tomado  á  los  de  otro,  por 
la  fuerza,  en  las  guerras  civiles,  ó  si  se  reputan  perdidas  por 
derecho  de  la  guerra,  como  sucede  cuando  ella  se  sostiene  entre 
dos  ÜTaciones.  Para  tal  litigio  no  habría  razón,  toda  vez  que 
se  hubiese  podido  reconocer  de  algún  modo,  que  los  €K>biemo« 
estaban  obligados  á  indemnizar  á  sus  subditos.  Y  como  se- 
mejante obligación  no  ha  existido  jamás,  fuerza  es  concluir, 
que  si  los  extranjeros  son  recibidos  bajo  la  protección  de  la« 
leyes  comunes,  que  así  están  dictadas  para  ellos  como  para 
los  nacionales,  no  habiendo  obligación  de  indemnizar  á  éstos, 
tampoco  puede  haberla  para  indemnizar  á  los  extranjeros,  sólo 
por  ser  extranjeros.  Esta  es  doctrina  inconcusa,  que  lleva  el 
convencimiento  en  su  simple  y  abstracta  enunciación. 

Si  se  invocan,  no  las  leyes  comunes,  para  la  protección  de 
los  extranjeros,  sino  algunas  particulares,  señálense  éstas,  ai  es 
que  existen.    í^o  las  hay,  y  se  busca  suplirlas  con  decir  que 
el  derecho  natural  es  el  que  los  protege,  haciendo  valer  que  ec 
el  hecho  de  admitir    un  país  á  los  extranjeros,    les  garantiza 
tácitamente  sus  propiedades.    Esto    es    de  doctrina;  pero  kay 
que  añadir  que  esa  garantía  se  entiende  en  términos  hábiles 
y  valederos,  es  decir,  conforme  á  las  leyes  del  país,  qae  par¿ 
su  eficacia  ofrecen  el  auxilio  necesario,  así    á  los  extranjeroi 
como  á  los  nacionales,  sin  obligar  al  Gobierno   ni  á  la  Nación   a 
imposibles  ni  á  absurdos.    Las  obligaciones  provienen  de  ooi\- 
venios,  y  cuando  éstos  no  pueden  celebrarse  en  términos  claros 
PQr  ser  opuestos   á  la  razón,  ¿cómo  pretender  que  se  aoepx^ 
1^  obligación  que  se  infiere  resulta  de  un  pacto  oscuro,  deri 
vandola  tácitamente,  porque  se  supone  que  allí  no  ha  de 
contrarsef    Si  los  extranjeros  se  trasladaran   al  país    coee 
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condición,  no  sólo  de  introducir  sas  efectos  de  comercio  para 
sacar  de  ellos  la  mayor  utilidad  posible,  en  las  operaciones 
lícitas,  sino  que  también  porque  el  Oobierno  del  lugar  en  que 
residen  había  de  pagárselos,  si  en  una  conmoción  popular  per- 
dían el  todo  ó  parte,  4  qué  Gobierno  habría  en  tal  caso  de 
permitir  la  entrada  á  los  extranjeros  con  una  condición  tan 
gravosa?  necesario  sería  estar  demente  para  convenir  en  tan 
dura  obligación,  si  ha  podido  ser  propuesta:  jamás,  que  se 
sepa,  ha  sido  aceptada. 

La  obligación  de  indemnizar,  en  los  casos  de  que  se  vie- 
ne hablando,  puede  ser  que  la  contrajera  una  Kación  que 
tuviera  indeclinable  necesidad  del  comercio  extranjero  para 
existir,  y  que  contase  con  absoluta  seguridad  con  el  poder 
suficiente  para  calmar  en  su  origen,  ó  antes  de  estallar,  las 
conmociones  populares ;  pero  sería  absurdo  que  la  contrajera 
una  Kaoión  como  Venezuela ;  porque  ni  sus  Gobiernos,  cuales- 
quiera que  ellos  sean,  tiene  seguridad  de  evitar  ó  prevenir 
los  trastornos  públicos,  ni  es  condición  de  su  existencia,  aun- 
que sí  lo  es  de  su  progreso  y  de  su  civilización  y  cultura, 
la  necesidad  de  alimentar  el  comercio  extranjero,  si  él  no  ha 
de  existir,  sino  bajo  condiciones  inaceptables.  Nuevos,  y  mu- 
chas veces  respetables  intereses  se  crean  y  levantan  con  la 
variación  de  los  Gobiernos,  y  se  tiene  como  imposible  que 
donde  éstas  han  ocurrido  con  más  ó  menos  frecuencia,  no 
abunden  aquellos.  Los  que  comprometieron  intereses  y  porve- 
nir, vinculándolos  en  la  subsistencia  de  un  Gobierno  que  des- 
aparece, se  constituyen  en  enemigos  obligados  del  que  lo  reem* 
plaza;  por  lo  que  nunca  puede  ser  saludado  con  el  aplauso 
universa],  ni  aceptado  con  el  asentimiento  de  toda  la  Nación  • 
Las  revueltas  entre  nosotros  no  son  debidas,  como  algunos 
creen  superficial  y  candidamente,  á  simples  aspiraciones  perso- 
nales, sino  á  la  lucha  de  los  grandes  partidos  en  que  está 
dividida  la  humanidad,  de  siglos  atrás,  y  á  la  necesidad  de 
consolidar  el  orden,  por  medio  de  la  forma  de  gobierno  que, 
siendo  la  más  adaptable  á  nuestra  situación  y  modo  de  ser, 
concílie  todos  los  intereses  y  acate  todos  los  derechos.  No  se 
funda  de  un  día  para  otro  y  sin  continuas  resistencias  un  régimen  . 
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filosófico  y  liberal,  en  donde  el  despotismo  clavó  sos  garras 
por  trescientos  años.  Los  qae  estudien  nuestra  historia,  más  bien 
hallarán  en  ella  motivo  de  admiración  que  de  censara.  Quizás 
no  seria  ni  temerario  ni  aventurado  pensar  que  el  triunfo  de  la 
Federación,  y  la  conducta  magnánima,  elevada,  generosa  y 
fecunda  de  su  Jefe  el  Gran  Ciudadano  Mariscal  Juan  O.  Faloón, 
ha  cerrado  la  era  de  las  revoluciones  entre  nosotros  propen- 
diendo á  afianzar  la  paz^  á  desarrollar  la  industria,  á  consolidar 
la  libertad,  á  emancipar  la  mente  y  mejorar  las  costumbres, 
acercando  las  clases  sociales  y  confundiéndolas  por  la  frater- 
nidad y  la  cultura  que  asegura  el  bienestar ;  pero  así  y  todo, 
no  puede  asegurarse  que  dejen  de  ocurrir  trastornos,  ni  qae 
el  Gobierno  esté  siempre  en  aptitud  de  reprimirlos,  y  menos 
puede  convenirse  en  que  se  comprometa  á  las  resaltas  de  ia 
perturbación  del  orden. 

Ko  porque  ,* Venezuela  se  halle   sujeta  á   tristes   interca- 
dencias  en  su  vida  política,  ha  de  ser  vista  con  tal  desprecio, 
que  no  la  amparen  las   prescripciones  del  derecho  público,  á 
ana  con  los  mandamientos  de  la  razón  y  la  justicia.    Sa  suer- 
te es  igual  á  la  de  todos  los  países  del  mundo  que  se  han  cons- 
tituido tras  largos  años  de  porfiada  lucha.    Todas  laA  Naciones 
han  sostenido  por  dilatado  tiempo  guerras  civiles,  para  conso- 
lidar ,  al  fin  un  Gobierno.    La   Inglaterra  que  se  ofrece  como 
tipo  de  los  Gobiernos  consolidados,  que  se  reputa  como  la  ^2t 
ción  de  Europa  más  adherida  al  orden  y  á  la  libertad,  y  donde 
la  paz  parece  que,  por  lo  mismo,  tiene  raigambre  poderosa  y 
sólida  garantía,  no  ha  disfrutado  siempre  de  sosegado  reposo. 
En  un   período  de  700  años  sostuvo  la  guerra  extranjera  266. 
según  se  lee  en  Ac-Betman.    Sus  guerras   civiles   puede  de- 
cirse que  fueron  ¡casi  continuas,  hasta  que  Eduardo   Oarlo^, 
hijo  de  Jacobo  11,  perdió  la  batalla  de  Oullodem,  y  se  afirmo 
en  el  trono  la  casa  de  Brunswick,  excluyendo  de  él  á  la  de 
Stuard.    Para  alcanzar  la  estabilidad  política  y  social  con  que 
aparece  hoy,  no  empleó  menos  de  sesenta  años  de  guerra   in- 
testina, recorriendo  por  entre  lagos  de  sangre,  las  fsices  qae  pre- 
sentó desde  el  primer  subsidio  pedido  por  Carlos  I.     Á.  esta 
misma  revolución   que  dio  libertad  á  sus   padres,  y  qae    pa$o 
desde  entonces  á  sus  hogares,  debieron  los  ciudadanos   de  le? 
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Estados  Unidos  no  tener  qae  hacer  mas  que  batir  las  faerzas 
de  la  metiópoli,  para  darse  después  al  desenvolvimiento  de  su 
industria  y  bienestar. 

La  Francia,  que  se  reputa  como  la  grande  iniciadora  del 
mando,  y  la  ja&é  avanzada  en  cultura  y  civilización,  no  pue- 
4e  decirse  que  ha  asegurado  todavía  la  trasmisión  legal  del 
poder  de  gobernar,  cuando  allí  quizás  no  puede  hoy  encontrar- 
se un  sólo  hombre  que  haya  visto  nn  Bey  ú  otro  funcionario 
SHpromo  que  deje  pacíficamente  el  poder  á  ^un  heredero  ó  á 
ún  sucesor  constitucional.  Desde  el  10  de  Agosto  de  92,  la 
Francia  no  ha  podido  constituir  Gobierno  alguno  estable:  la 
Bepúblioa  confundió  á  Luis  XYI;  Napoleón  á  la  Bepública; 
Luis  Xyin  y  Garlos  X  al  Imperio;  la  monarquía  de  la  bol- 
sa á  la  del  derecho  divino ;  luego  tornó  la  Bepúblioa ;  en  se- 
guida la  aplastó  la  dictadura  de  Oavaignac;  y  al  ñn  vino  el 
Imperio.  Y  con  el  Imperio  ^  aquella  Nación  habrá  conquistado 
su  estabilidad! 

La  España  desgraciadamente  sin  diyisar  la  tierra  prome- 
tida  del  derecho,  no  ha  estado  mejor  que  ninguno  de  ios  Es* 
dos  de  América,  que  un  tiempo  hicieron  parte  de  sus  dilata- 
dos dominios,  y  que  en  la  lenta  labor  de  tres  siglos  de  tiranía 
€ehé  hondas  raíces    bajo  un  sistema  eficazmente  servido  por  la 
espada,  la  estola,  la  toga  y  el  privilegio  bajo  todas  sus  formas. 
STo  hay  pueblo  alguno  que  queriendo  salir  del  régimen  de  la 
fuerza,  legado  tristísimo  de  la  Edad  Media,  no  haya  pasado  por 
coBflictos  más  aterrantes  que  los  que  han  atormentado  á  Ve- 
nezuela ;  y  eso  que  á  más  de  haber  estado  sujeta  á  las  mismas 
deletéreas  influencias  que  sirvieron  á  la  formación  de  la  socie- 
dad Hispano-amerícana,  tuvo  que  sostener  casi  todo  el  peso  de 
la  gr^erra  qne  la  obstinación  de  )a  metrópoli  hiciera  al  reco- 
nocimiento  de  los  Estados  de  Oolombia.    Luchóse  sin  interrup- 
ción por  14  aSos,  y  esa  lucha  no  pudo  dejar  de  crear  intereses 
contrarios  á  la  paz  y  al  régimen  civil.    Y  esto  no  obstante, 
■eiego  ha  de  estar  quien  no  vea  qne  Venezuela  signe  su  obra  de 
redención,  que  tiene  ya  pisada  la   hidra  y  que  se  afana  por 
ofrecer  á  las  miradas  del   mundo  un  país  que  á  la   sombra  del 
derecho  busca  el  desarrollo  de  sus  inmensos  elementos  de  dicha 
y  prosperidad. 
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Sentado  pnes,  el  hecho  histórico  de  qae  ningana  Kadíón 
ha  podido  constitairse  sino  despaés  de  largos  siglos  de  craenta 
lucha,  de  él  ha  de  deducirse  lógicamente  que  los  Gobiernos  no 
pneden  jamás  asegurar  verse  libres  de  conmociones  populares, 
ni  que  en  todos  los  casos  y  circunstancias  tengan  el  poder  de 
calmarlas  ó  reprimirlas.  TSo  puede  imputarse  á  un  país  la  in8- 
tabilidad  como  defecto  peculiar :  este  es  comfin  ¿  todos,  y  hasia 
tal  punto,  que  bien  pudiera  decirse  que  ella  está  en  el  orden 
natural  de  las  cosas,  toda  vez  que  se  veriflca  en  todas  las  partes 
de  la  tierra  y  en  todas  las  Ilaciones  del  mundo.  A  ninguna 
puede  entonces  hacerse  cargo  por  sus  guerras  interioresi  y 
menos  imponerle  la  pena  de  indemnización  por  lo  que  no  es  mis 
que  una  desgracia  inevitable.  Bien  sabidas  traen  estas  verdades 
los  extranjeros  que  vienen  á  nuestras  playas,  y  no  pueden  dejar 
de  conocer  que,  en  nuestra  propia  instabilidad  procuramos,  oiem* 
pre  afanosa  y  esmeradamente,  respetar  su  inmunidad,  cuando  la 
saben  conservar,  respetando  ellos  la  neutralidad,  en  que  única- 
mente consiste.  Es  un  principio  de  derecho  que  ninguno  debe 
ignorar  la  condición  de  aquel  con  quien  trata,  y  que  si  le  resulta 
perjuicio  por  esa  ignorancia,  á  él  solo  le  sea  imputable;  y  si  es- 
te principio  es  incontrovertible,  no  puede  entonces  remitirse  á 
duda  que  los  extranjeros  no  tienen  porqué  querellarse,  y  mudio 
menos  por  qué  demandar  indemnizaciones  de  perjuicios,  tomando 
por  motivos  nuestras  desavenencias  interiores.  Besiden  en  el 
país  sin  que  les  sea  desconocida  nuestra  situación  politíea, 
nuestros  temores  de  guerra  con  sus  probabilidades ;  y  si  entfe 
la  esperanza  y  el  temor  aventara  un  extrai\jero  sus  eapitales 
en  las  especulaciones  del  país,  culpa  es  suya  y  no  nuestra,  si 
no  deriva  buena  ganancia,  ó  se  desmedra  su  fortuna  ó  se  extin- 
gue por  la  guerra.  Irrita,  declararía  la  razón,  la  promesa  de 
indemnizar,  si  el  Gobierno  la  hiciera,  toda  vez  que  reoono- 
cidamente  se  obliga  á  un  imposible.  Si  es  claro  é  irrecusa- 
ble, que  no  está  en  man6s  de  ningún  Gobierno  prevenir  las 
revoluciones  que  puedan  suscitarse  ni  contar  siempre  oon  medioB 
suficientes  y  poderosos  para  sofocarlas  al  estallar  (.cóme  entcm- 
ees  podrá  obligarse  y  obligar  á  la  ^N^ación  á  una  cosa  que  no 
se  puede  evitar  Y    De  propósito  quiero  abstenerme  deeaomerar 
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los  resaltados,  todos  desfavorables  y  adversos  para  el  país, 
qne  hubieran  de  venir  en  pos  del  reconocimiento  délos  perjuicios 
sufridos  por  las  calamidades  de  la  guerra.  En  el  Ministerio 
de  Hacienda  existe  un  expediente  falsificado  oreado  por  un 
extranjero  reclamando  el  pago  de  perjuicios,  en  que  se  advier- 
ten suplantadas  y  contrahechas  las  firmas  de  los  jueces  y  los 
testigos ;  otros  hay,  y  si  no  todos  son  los  más,  en  que  se  exaje- 
ran  escandalosamente  las  pérdidas;  y  no  faltan  algunos,  en 
que  se  ha  añadido  á  lo  justificado  por  prueba  supletoria,  en  el 
espacio  que  intencionalmente  se  dejara  en  blanco,  una  cifra  que 
eleva  el  reclamo  á  una  cantidad  exorbitante.  A  la  lijera  y  como- 
quien  pasa  sobre  brasas,  menciono  estas  deplorables  ocurren- 
cias,  silenciando  otras  de  más  gravedad,  para  establecer  que  no 
sólo  puede  haber  temeridad  en  el  cálculo  de  las  pérdidas  y 
en  la  exigencia  de  indemnizaciones,  sino  que  de  facto  ambas 
cosas  han  ocurrido  desgraciadamente.  Reconocido  el  principio 
de  indemnización,  se  abriría  anchísimo  campo  á  manejos  repro- 
bados, que  habrían  de  conducir  á  sistematizar  esa  temeridad 
de  cálculo  y  de  exigencias ;  y  la  Eepública  vendría  no  sólo  á 
presentar  un  mercado  para  las  operaciones  del  comercio  ilícito, 
sino  que  se  constituiria  en  comprador  obligado  de  efectos  y  cosas 
qae  jamás  existieron.  Y  no  doy  asenso  á  los  que  dicen  que  eso 
sería  tanto  como  impulsar  á  todos  á  promover  y  perpetuar 
las  revueltas,  contando  encontrar  en  ellas  la  especulación  más 
productiva,  con  la  seguridad  de  la  indemnización.  Sin  necesidad 
de  aceptar  esto  como  cierto,  la  obligación  de  indemnizar  á 
nacionales  y  extranjeros  las  pérdidas  que  sufran  en  las  conmo* 
clones  populares,  bien  sean  que  se  acaten  los  principios  de 
justicia,  ó  que  nos  hagamos  cargo  de  los  malos  resultados  que 
ella  pueda  traer,  es  á  todas  luces  insostenible.  Si  en  señalada 
circunstancia  ha  podido  ser  conveniente  acordar  algunas  in- 
demnizaciones, eso  no  se  entiende  sino  en  casos  particulares, 
que  nada  arguyen  en  la  cuestión  que  se  trata  en  general. 

Demasiado  sabido  es  para  detenerme  á  expresarlo,  que  la 
protección  que  el  Gobierno  ha  de  dar  á  los  extranjeros,  al 
i^aal  de  los  nacionales,  como   axioma  del  derecho  de  gentes, 
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reconocido  por  todas  las  Ilaciones,  no  excluye  en  ningún  caso 
la  facnltad  qne  tiene  del  aso  de  los  caballos  y  ganados  qne 
sean  de  propiedad  extranjera,  supuesta  la  justa  indemniza- 
ción, porque  es  un  principio  de  derecho  público  que  la  Nación 
tiene  derecho  en  les  casos  de  argente  necesidad  á  usar  de  lae 
«mbarcacíones,  carros  y  caballerías  pertenecientes  á  un  extran- 
jero, máxima  que  se  practica  en  Europa,  <<  y  en  virtud  de  la 
cual  se  retienen  al  efecto,  cuando  se  considera  necesario,  las 

embarcaciones  extranjeras  que  se  hallan  en  el  puerto."  (Yattel 
y  Bello). 

Tratada  la  cuestión  á  la  luz  de  los  principios,  no  puede 
sostenerse  la  obligación  de  indemnizar  por  parte  del  Gobierno 
los  perjuicios  sufridos  por  los  particulares  con  motivo  de  las 
revueltas  intestinas.    Si  se  presentara  como  argumento  en  oontta- 
rio  alguna  indemnización  acordada  antes  de  ahora ;  esto,  sobre 
no  poder  producir  la  regla  que  ha  de  seguirse,  por  ser  con- 
trario á  los  principios,  tendría  que  indagarse,  para    deducir  sa 
validez,  si  fue  hecho  bajo  la  presión  de  alguna  circunstancia 
particular  que  á  ello  impulsara,  ó   porque  se  reconoció  explí- 
citamente como  ley  de  derecho  natural  y  de  gentes  la  obliga- 
ción de  indemnizar.    Si  una  Nación  oprimida  de  manera  que 
no  le  quede  libertad  ni  aun  para  protestar,  se  ha  visto  obli- 
gada á  confesar  semejante  doctrina,  absurda  como  es,  no  debe 
olvidarse  en  tal  caso,  qne  siendo  ella  contra  lo  prescrito  por 
la  razón  y  la  justicia,  no  puede  ser  elevada  al  rango  de  cos- 
tumbre legítimamente  introducida,  entrañando   faerza  de  ley: 
será  cuando  mucho,  detestable,  corruptiva.    Las  daciones  po- 
derosas suelen   imponer  á   las   débiles  condiciones  qae   tienen 
que  aceptar,  no  por  la  fuerza  del  derecho,  sino  por  el  derecho 
de  la  fuerza^   pero  tales  hechos  anómalos  y  excepcionales,  no 
pueden  tenerse  como  doctrina  del  derecho  de  gentes,  umver- 
salmente reconocida.    Orocio  la  explica  en  estos  términos :     ^^  lios 
reyes   y  los  magistrados  que  no  emplean  los   medios    de  {He 
pueden  y  deben  servirse,  para  impedir  los   latrocinios  públicos 
y  las  piraterías,  son  responsables  de  su  negligencia   en  este 
respecto,  por  cuya  causa  los  de  la  isla  de  Sciros  ftieron  anti- 
guamente condenados  por  los  Amphictiones." 
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*'Me  acaerdo  aqaí  de  un  caBo  partionlar  qae  dio  lagar  en 
mi  patria  á  ana  cuestión  sobre  esta  materia.  Los  Estados  de 
Holanda  y  de  Westfrise,  habían  dado  comisiones  á  machos  arma- 
dores, alganos  de  los  cuales  hicieron  presas  sobre  nuestros 
propios  amigos ;  después  de  lo  cual,  dejando  el  país,  se  pusie- 
ron á  recorrer  los  mares,  sin  querer  volver,  aunque  se  les 
llamaba.  Tratábase,  pues,  de  saber  si  los  Estados  eran  res-* 
ponsables  del  hecho  de  estos  armadores,  sea  por  haber  emplea-* 
do  así  en  su  servicio  gentes  perversas,  sea  por  no  haberse 
hecho  dar  caución,  al  concederles  comisiones.  Mi  opinión  fue 
esta:  que  los  Estados  no  eran  obligados  á  otra  cosa,  que  á 
castigar  á  los  culpables,  ó  á  entregarlos,  pudiendo  ser  habi- 
dos, y  hacer  por  otra  parte  justicia  sobre  los  bienes  de  estos 
piratas. 

Yed  aquí  en  lo  que  me  fundaba.  Los  Estados,  decía  yo,  no 
han  sido  la  causa  de  estas  injustas  piraterías,  y  no  han  tenido 
en  ellas  ninguna  parte :  muy  lejos  de  esto,  ellos  han  prohibido 
por  ordenanzas  expresas,  hacer  ningún  mal  á  los  que  sean 
nuestros  amigos.  Ko  están  obligados  en  ninguna  manera  á 
exigir  caución  á  los  armadores,  pues  que  podían  sin  dar  ninguna 
comisión  expresa,  permitir  á  todos  sus  subditos  hacer  presas 
sobre  el  enemigo,  como  se  ha  practicado  otras  veces.  Y  el 
permiso  que  ellos  han  concedido  á  estos  armadores,  no  ha  sido 
causa  del  perjuicio  que  éstos  han  causado  á  nuestros  aliados, 
pues  que  todo  particular  puede,  aun  sin  tal  permiso,  armar 
buques  y  echarse  al  mar.  No  era  posible  por  otra  parte  prever 
que  estos  armadores  debieran  ser  malvados :  no  hay  medio  de 
tomar  tan  buenas  precauciones,  que  no  se  sirva  jamás  sino  de 
gentes  honradas :  de  otra  manera  no  se  podría  nunca  levantar 
ejércitos.  Guando  las  tropas  de  un  Príncipe,  sea  por  mar  ó  por 
tierra  han  hecho  contra  sus  órdenes  algún  mal  á  sas  enemigos, 
él  no  es  responsable,  como  aparece  por  lo  que  ha  sido  recono- 
oído  en  Francia  y  en  Inglaterra.  Si  se  es  responsable  del  hecho 
de  las  personas  que  se  tienen  asa  servicio,  aunque  no  se  haya 
contribuido  á  él  por  so  falta,  no  es  esto  según  el  derecho  de 
gentes  del  caal  se  trata  en  esta  cuestión,  sino  según  el  derecho 
civil:  y  esta  misma  regla  del  derecho  civil  no  es  general  ;  ella 
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BO  mira  sino  los  patrones  de  naves  y  alganas  otras  clases  de 
personas,  respecto  de  las  cuales  se  han  arreglado  así  las  cosas 
por  razones  particulares.  Yed  aqaí  de  qne  manera  yo  razona- 
ba entonces;  y  es  así  como  fae  juzgado  en  la  corte  soberana 
de  Holandaí  de  Zelandia  y  de  Frisa,  contra  la  demanda  de 
algunas  gentes  de  Pomerania :  en  la  cual  también  se  declaró 
.que  se  seguía  un  juicio  igual  desde  doscientos  aQos  sobre  un 
caso  semejante." 

Igual  á  esta  doctrina  de  Grocio  que  queda  copiada,  es  la 
de  Yattel.  Del  hecho  de  admitir  una  Nación  á  un  extranjero, 
no  se  desprende  otvo  derecho  que  el  de  que  lo  proteja  como  á 
sus  propios  subditos.  ^^Pero  aun  en  los  países,  dice,  donde 
entra  libremente  cualquier  extranjero,  se  supone  que  el  Sobe- 
rano no  le  permite  el  acceso,  sino  con  la  condición  tácita  de 
que  estará  sometido  á  las  leyes :  entiendo  á  las  leyes  genera- 
les establecidas  para  mantener  el  buen  orden  y  que  no  se 
refieren  á  la  cualidad  de  ciudadano  ó  subdito  del  Estado. 
La  seguridad  pública  y  los  derechos  de  la  Nación  y  del  Prín- 
cipe exigen  necesariamente  esta  condición ;  y  el  extranjero  se 
somete  á  ella  tácitamente,  desde  qne  entra  en  el  territorio, 
porque  no  puede  presumir  que  se  le  permite  en  otro  concepto. 
El  imperio  es  el  derecho  de  mandar  en  todo  el  país;  y  las 
leyes  no  se  limitan  á  arreglar  la  conducta  de  los  ciudadanos 
entre  si,  sino  que  determinan  lo  que  debe  obserrai  cualquier 
clase  de  persona  en  toda  la  extensión  del  territorio."  Bello 
asienta  el  mismo  principio;  <^que  el  extranjero  á  su  entrada 
contrae  tácitamente  la  obligación  de  sujetarse  á  las  leyes,  y 
á  la  jurisdicción  local,  y  el  Estado  le  ofrece  de  la  misma  ma- 
nera la  protección  de  la  autoridad  pública,  depositada  en  los 
tribunales." 

Butherforth  y  Grocio  resuelven  la  cuestión  en  sus  extremos : 
Yattel  y  Bello  dejan  bien  establecido  que  no  es  sino  la  posible, 
la  protección  que  se  debe  á  un  extranjero  en  su  persona  y 
bienes,  igual  y  no  más  que  la  que  gocen  los  ciudadanos  con- 
forme á  las  leyes  del  país,  á  que  están  todos  sujetos,  en  sa 
aplicación  por  los  tribunales.  Son  las  leyes  patrias  las  que 
deciden  los  casos,  modos   y  términos  en   que  un   extranjero, 
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como  en  igaaldad  de  ciroanstanoias  lo  sería  un  nacional,  debe 
piooarar  la  reparación  del  agravio  inferido  á  sn  persona  ó  pro- 
piedad, sea  por  el  Estado  mismo,  ó  por  alguno,  6  algunos  de 
SQS  subditos.  Bello  á  este  respecto  dice :  ^*  Los  actos  juris- 
diccionales de  una  Ilación  sobre  los  extranjeros  que  en  ella 
residen,  si  son  conformes  á  sus  propias  leyes,  deben  de  ser 
respetados  de  las  otras  daciones;  porque  al  poner  el  pie  en 
el  territorio  de  un  Estado  extranjero,  contraemos,  según  se 
ha  dicho,  la  obligación  de  someternos  á  sus  leyes,  y  por  con- 
siguiente á  las  reglas  que  tiene  establecidas  para  la  adminis- 
tración de  justicia.  Pero  el  Estado  contrae  también  por  su 
parte  la  obligación  de  observarlas  respecto  del  extranjero,  j 
en  caso  de  una  manifiesta  infracción,  el  dafío  que  se  infiere 
á  éste,  es  una  injuria  contra  la  sociedad  de  que  es  miembro. 
Si  el  Estado  instiga,  aprueba  ó  tolera  los  actos  de  injusticia 
ó  violencia  de  sus  subditos  contra  los  extranjeros,  los  hace 
verdaderamente  suyos,  y  se  constituye  responsable  de  ellos 
para  con  las  otras  Naciones." 

Yattel  dice  lo  mismo  que  Bello  :  se  expresa  así :  ^'  El 
imperio  unido  al  dominio  establece  la  jurisdicción  de  la  Na- 
ción, en  el  país  que  le  pertenece  ó  en  su  territorio.  Ella  ó 
su  Soberano  debe  administrar  justicia  en  todos  los  lugares 
de  su  obediencia,  y  conocer  de  los  crímenes  que  se  cometen, 
y  de  las  querellas  que  se  susciten  en  el  país.  Las  demás  Na- 
ciones deben  respetar  este  derecho:  y  como  la  administra- 
ción de  la  justicia  exige  necesariamente  que  cualquiera  sen- 
tencia definitiva  pronunciada  con  regularidad  se  tenga  por  justa 
y  se  ejecute  como  tal,  después  que  se  ha  juzgado  legal  mente 
una  causa  en  que  se  hallan  interesados  algunos  extranjeros, 
el  Soberano  de  estos  litigantes  no  puede  escuchar  sus  quejas. 
Examinar  la  justicia  de  una  sentencia  definitiva,  es  atacar  la 
jurisdicción  del  que  la  ha  dictado.  Por  consiguiente  no  debe 
intervenir  el  Príncipe  en  la  cansa  de  sus  subditos  en  países 
extranjeros,  ni  concederles  su  protección  sino  en  caso  de  una 
denegación  de  justicia,  de  una  injusticia  evidente  y  palpable, 
de  una  violación  manifiesta  de  las  reglas  y  de  las  formas,  ó 
finalmente  de  una  distinción  odiosa  hecha  en  perjuicio  de  sus 
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subditos,  ó  de  los  extranjeros  en  general.  La  Oorte  de  In- 
glaterra ha  establecido  esta  máxima  con  mncha  evidencia,  con 
motivo  de  los  navios  prusianos  apresados  y  declarados  de  bnena 
presa  en  la  última  gaerra.  Sea  esto  dicho  sin  tocar  al  mérito 
de  la  causa  principal  en  lo  qne  depende   de   los  hechos." 

Esto  qne  dejo  copiado  de  dos  publicistas  tan  distinguidos 
y  autorizados,  basta  para  sellar  la  cuestión;  pero  no  puede 
dejar  de  añadirse  que  no  me  ha  sido  dado  adquirir  notician 
ni  he  hallado  en  la  historia  que  he  tenido  á  la  vista,  ningún 
ejemplo,  de  que  la  legislación  particular  de  ningún  pueblo 
haya  declarado  la  responsabilidad  del  Estado,  por  las  acciones 
de  los  particulares,  ni  por  las  suyas  propias,  cuando  no  ha 
dependido  de  su  voluntad,  ni  ha  estado  en  su  poder  evitarlo. 
Gomo  acaba  de  verse  en  Bello,  una  Ilación  sólo  es  responsable 
para  con  las  otras,  si  instiga,  aprueba  ó  tolera  los  actos  de 
injusticia  cometidos  por  sus  subditos,  no  pndiendo  dejar  de 
notarse  que  el  verbo  tolerar ^  usado  en  el  caso  más  absoluto, 
supone  la  concurrencia  de  la  voluntad  ;  que  en  las  ideas  de 
justicia  universalmente  admitidas,  para  que  entrañe  fuerza  el 
cargo  de  tolerancia,  es  necesario  tener  conocimiento  del  hecho 
y  posibilidad  de  evitarlo.  Me  permito  copiar  aquí,  aunque  tenga 
que  repetirme,  lo  que  he  leído  en  los  comentarios  de  Yattel 
por  Mr.  Pradier. — Federé,  tomo  2*>,  publicado  en  1863. 

<'  No  sepTiede  imputar  á  la  Naden  los  actos  de  los  partícula^ 
res  ;  sin  embargo,  como  le  es  imposible  aun  al  Estado  mejor 
organizado,  al  soberano  más  vigilante  y  más  absoluto  arre- 
glar á  su  voluntad  todos  los  actos  de  sus  subditos,  contener- 
los en  toda'  ocasión,  en  los  límites  de  la  más  exacta  obe- 
diencia, sería  injusto  imputar  á  la  Nación  ó  al  soberano  to- 
das las  faltas  de  los  ciudadanos.  En  general,  no  podemos  de- 
cir que  hemos  recibido  una  injuria  de  una  Ilación,  porque  la 
hayamos   recibido  de  uno  de  sus  miembros. 

^^¿Bs  responsable  un  Oobiemo  legítimo  de  los  daños  causados 
á  los  extramjeros  por  las  facdonesj  durante  los  disturbios  poli- 
ticos  f "  Esta  cuestión  es  una  de  las  qne  presentan  mayor  in- 
terés en  el  derecho  de  gentes  moderno.  Ha  sido  generalmente 
resuelta  en  sentido   negativo.    En  1849  y    1850  había  habido 
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en  Ñapóles  y  Toscana  sablevamientos  que  faeron  reprimidos. 
Habiendo  snítído  algunos  subditos  ingleses  en  sns  personas  y 
propiedades,  el  Gobierno  británico  exigió  de  los  Gobiernos  de 
Ñapóles  y  Toscana  indemnizaciones  para  éstos.  La  cuestión  fue 
tratada  en  dos  notas  del  principe  Schwartzemberg  y  del  con- 
de Nesselrode,  qae  concluían  ambas  rechazando  las  pretensiones 
de  la  Gran  Bretafla.  En  la  primera  de  estas  piezas  diplomá- 
ticas (14  de  Abril  de  1850)  el  Ministro  austríaco  declaraba 
que  por  más  dispuestos  que  estén  los  pueblos  civilizados  de 
Europa,  á  extender  los  límites  *  del  derecho  de  hospitalidad, 
no  lo  estarían  nunca  hasta  el  punto  de  conceder  á  los  extran- 
jeros un  tratamiento  más  favorable  que  el  que  las  leyes  del 
país  aseguran  á  los  ciudadanos.  Poner  en  cuestión  este  prin- 
cipio de  derecho  público  y  reclamar  para  los  ingleses  estable- 
cidos en  país  extranjero  una  posición  excepcional,  sería  forzar 
á  los  otros  Estados  á  prevenirse  contra   las  consecuencias  de 

una  pretensión  tan  contraria  á  su  independencia 

El  primer  derecho  de  todo  Estado  independiente  es  el  de  ase- 
gurar su  propia  conservación  por  todos  los  medios  que  estén 
á  su  alcance.  Desde  que  un  Soberano,  usando  de  este  derecho, 
se  ve  obligado  á  recurrir  á  las  armas  para  sufocar  una  rebelión 
declarada,  y  en  la  guerra  civil  que  resulta  de  esto,  la  propiedad 
de  los  extranjeros  establecidos  en  el  país  ha  sido  perjudicada, 
es  una  desgracia  pública  de  que  los  extranjeros  deben  participar 
tanto  como  los  ciudadanos,  y  que  no  les  da  más  derecho  á  una 
indemnización  excepcional,  que  si  su  reclamación  se  fundara 
sobre  cualquiera  otra  calamidad  proveniente  de  la  voluntad  de 

los  hombres 

El  despacho  del  conde  de  Nesselrode  de  (2  de  Mayo  de  1850)  no 
era  menos  explícito.  ^'Según  las  reglas  del  derecho  público^ 
decía,  cual  las  entiende  la  política  rusa,  no  podemos  admitir 
que  un  Soberano,  forzado  á  recobrar  la  posesión  de  una  ciudad 
ocupada  por  los  rebeldes,  tenga  el  derecho  de  indemnizar  á  loa 
subditos  extranjeros  que  hayan  sufrido  alguna  pérdida  en  el 
asalto  dado  á  esta  ciudad.  Guando  alguno  se  establece  en  un 
país  distinto  del  suyo,  acepta  todos  los  peligros  contingentes 
á  que  el  país  se  halle  expuesto Se  trata  aquí  de  una 
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caestión  de  las  más  graves  para  la  independeacia  de  todos  los 
Estados  del  Oootínente.    Si  lo  qae  la  Inglaterra  quiere  esta- 
blecer con  respecto  á  Kápoles  y  á  Toscana,  se  admitiera  como 
antecedente,  resaltaría  en  io  exterior  para  los  subditos  británicos 
ana  posición  excepcional  may  saperior  á  las  ventajas  áv>  qae 
gozan  los  mismos  habitantes  de  los  otros  países,  y  para  el  Go- 
bierno qne  los  acogiera  ana  posición  intolerable.     En  lagar  de 
ser  como  hasta  ahora^  an  beneficio  para  las  comarcas    dondd 
ellos  se  establecen,  y  á  donde   traen    con    sas  riquezas  y  sos 
recarsos   industriales    los   hábitos  de  moral  y  de    orden   qae 
caracterizan  al  pueblo   inglés,  su  presencia  se    haría    allí  un 
inconveniente  perpetuo  y  en  ciertos  casos  una  verdadera  ca- 
lamidad.   Sería  para  los  promotores  de  revoluciones  un  estí- 
mulo á  la  rebelión :  pues  si  detrás  de  las  barricadas  hubiera  de 
presentarse  continuamente  el  espectro  amenazador  de  reclama* 
cienes  futuras,  á  favor  de  los  subditos  ingleses  perjudicados  en 
sus  bienes  por  la  represión,  todos  los  Soberanos  á  quienes  su  po- 
sición y  su  debilidad  relativa  expusieren  á  las  medidaft  coerciti- 
vas de  una  flota  inglesa,  se  encontrarían  impotentes  delante  de 
la  insnrreoción,  no  se  atreverían  á  tomar    ninguna  medida  de 
represión,    y  si  la  tomaran,  tendrían  que  examinar  en  seguida 
los  pormenores  de  la  operación;  apreciar  la  necesidad  ó  la  inu* 
tilidad  de  esta  ó  aquella  medida  estratégica   que  hubiera  ex- 
puesto á  los  ingleses  á  pérdidas ;  reconocer,  en  fin,  al  Gobierno 
inglés  como  juez  entre  el  Soberano  y  sus  subditos,  en  materia 
de  guerra  civil  y  de  Go]£>ierno  interior.  • Generalmente,  es- 
cribía el   barón  Gros,  én  despachos  diplomáticos  al  Gobierno 
de  la  Bepública  francesa  en  1848  (negocio  de  D.  Pacífico)  está 
admitido    por   principio,    y   este    principio  es    conforme   á    la 
equidad,  que  no  puede  haber  intervención  diplomática  en  las 
disputas  en  que  no  se  haya  empeüado  la  autoridad  local.    Es 
á  los  tribunales,  y  conforme  á  las  leyes  del  país  á  donde  la 
parte  perjudicada,  sea  cual  fuere  su  nacionalidad,  debe  recurrir 
y  pedir  justicia.    En  la  sesión  del   17  de  Junio   de  1860,  lord 
Stanley  dijo  á  la  Oámara  de  los  Comunes :   ^^"So  creo  que  un 
Gobierno  esté  obligado  en  todo  el  rigor   de  la  palabra,  á  in- 
demnizar á  los  extranjeros  perjudicados  pov  fuerza  mayar.    To- 
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do  lo  que  un  Gobierno  debe  haeer  en  semejantes  circanstan- 
cias,  es  proteger  lo  más  que  pueda  contra  pérdidas  y  violencias 
á  sm  naturales  y  los  extranjeros  residentes  en  su  territorios^ 
Bntherforth  dice :  '<  el  desoaido  de  ana  Naoión  en  no  impedir 
á  sns  subditos  qne  ofendan  á  los  extranjeros^  haría  Á  esta  Na- 
ción responsable  de  la  ofensa;  porqne  estando  los  naturales 
bajo  sn  antorídad,  se  encaentra  obligada  á  cuidar  de  qne  éstos 
no  hagan  mal  al  resto  del  género  humano.  Pero  semejante  des- 
cuido no  hace  á  una  ITación  responsable  de  los  actos  de  sus  sub- 
ditos que  se  hallan  en  estado  de  rebelión  y  que  han  violado  la 
fldelidady  ó  qne  no  se  encuentran  en  su  territorio.  En  estas  oir* 
cunstancias,  los  subditos,  sean  quienes  fueren  en  derecho,  no  están 
de  hecho  bajo  su  jurisdicción.  (Instituciones  comunes  del  derecho 
natural.)  Se  puede  por  tanto  considerar  como  regla  del  derecho 
de  gentes,  que  los  Oobiernos  legítimos  no  están  obligados  á 
pagar  á  los  extranjeros  indemnizaciones  por  los  daños  y  perjui- 
cios que  pueden  causarles  los  rebeldes,  no  debiendo  el  extranjero 
gozar  de  más  derecho  que  los  naturales;  y  que  cuando  un 
Gobierno  se  muestra  dispuesto  á  hacer  todo  lo  que  esté  en  su 
poder,  para  proteger  la  existencia  y  los  bienes  de  los  subditos 
extranjeros,  sería  demasiado  rigor  exigir  en  su  favor  una  se- 
guridad que  realmente  sería  muy  difícil  de  obtener.  Este 
principio  ha  sido  notablemente  reconocido  por  los  tratados 
concluidos  entre  la  Bepáblica  de  Yeneznela  y  los  Países  Bajos, 
(1858)  Oerdeña,  (1858)  las  ciudades  anseáticas  Hamburgo,  Bro- 
men y  Lübeck,  (31  de  Marzo  de  1860.)  En  esta  ocasión  han 
sido  sólidamente  discutida  en  Venezuela  por  los  señores  Pe- 
dro de  las  Gasas,  Juan  J.  Mendoza,  Pedro  Rojas,  Miguel  Car- 
mena y  por  el  sabio  representante  de  este  Estado  americano 
en  París,  el  señor  Torres  Oaicedo.  Se  encuentra  en  los  protoco- 
los del  tratado  concluido  en  1843  entre  Francia  y  esta  República 
Americano-latina,  la  declaración  siguiente  :  ^^  Se  entiende  bien 
que  todos  los  crímenes,  delitos,  robos,  &.,  cometidos  por  los 
particulares  en  perjuicio  de  los  ciudadanos  de  otro  país  serán 
juzgados  por  los  tribunales  respectivos  y  castigados  conforme 
á  las  leyes.  El  Gobierno  no  puede  ser  ni  en  Francia  ni  en 
Tenezuela,  ser  responsable  de  semejantes  atentados,  cuando  son 
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enteramente  independientes  de  sa  volantad,  j  cuando  lejos  de 
tolerarlos,  trabaja  activamente  para  reprimirlos."  Por  una  con- 
vención firmada  en  Madrid  en  1861,  el  Gobierno  venezolano 
ha  aceptado  la  responsabilidad  de  los  daños  causados  á  loa 
Subditos  españoles,  siempre  que  se  pruebe  que  hubiera  podido 
proteger  á  estos  extranjeros  residentes  y  no  lo  ha  hecho.  En 
todo  caso  la  carga  de  esta  prueba  incumbiría  al  reclamante* 
Se  puede  ver  también  para  esta  cuestión  la  nota  del  señor 
Webster,  Ministro  de  los  Estados  Unidos  de  América,  sobre  los 
disturbios  de  liTueva  Orleans  y  las  reclamaciones  del  Gobierno 
español  (13  de  noviembre  de  1851),  el  Morning  Post  de  7  de 
Noviembre  de  1861,  el  Monitor  de  14  de  Febrero  de  1862,  e 
London^News  de  13  de  Febrero  de  1862  y  los  importantes  ar- 
tículos publicados  por  el  señor  Torres  Oaicedo  en  el  Correo  de 
líttramar  de  1860. 

^^  A  menos  que  esta  los  apruebe  ó  los  ratifique ";  pero  si  I» 
Nación  ó  su  Jefe  aprueba  y  ratifica  el  hecho  del  ciudadano,  lo 
hace  negocio  suyo,  y  el  ofendido  debe  considerar  entonces  á  la 
Nación,  como  el  verdadero  autor  de  la  injuria  de  que  el  ciuda- 
dano no  ha  sido  quizá  más  que  el  instrumento. 

*'  Apresurémonos,  dice  Finheiro  Ferreira,  á  hacer  desapa- 
recer el  equívoco,  que  confunde  aquí  á  la  Nación  con  su  Go- 
bierno. No,  no  puede  ser  nunca  verdad,  es  hasta  absurdo  su- 
poner que  toda  una  Nación  tome  parte  en  crímenes  ó  los 
apruebe.  De  que  no  se  levante  en  cuerpo  para  protestar 
contra  los  abusos  de  poder  de  su  Gobierno,  ya  en  lo  interior, 
ya  en  lo  exterior,  n  o  debe  concluirse  que  los  aprueba,  ó  que 
consiente  en  ellos.  Todos  saben  que  para  que  pueda  haber 
desarrollo  de  fuerza,  se  necesita  un  centro  de  acción.  Así 
no  se  puede  echar  en  cara  á  nadie  que  no  se  haya  constituido 
en  centro  de  insurrección,  sobre  todo  cuando  no  basta  querer, 
ni  aun  tener  el  derecho  de  ser  aceptado  como  tal  por  sus 
conciudadanos.  Nada  es  pues,  más  injusto  ni  más  sin  razóni 
que  atribuir  á  connivencia  ó  á  cobardía,  el  silencio  de  una 
NaciÓD  que  sufre  los  actos  arbitrarios  ó  tiránicos  de  su  Gobierno. 
Becorran  los  detractores  de  las  Naciones  los  anales  de  todos  los 
pueblos,    pues  no  hay    ninguno    de  quien   la   historia    no  nos 
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oaente  nobles  movimientoB  de  insarreooióa  contra  el  despotismo, 
y  leerán  allí  que  el  sentimiento  de  sa  dignidad  y  de  sa  faerza 
no  ha  nacido  de  repente  en  el  pueblo  oprimido,  y  no  tenía  sin 
embargo  nn  espirita  menos  noble  dnrante  su  esclavitud  que  el 
día  en  que  rompió  al  fin  sus  cadenas.  Bn  nn  momento  de 
indignación  ha  sacndido  el  yugo  que  soportaba  hasta  entonces 
con  impaciencia''. 

<<  En  una  nota  de  Mr.  Oanuing  al  Caballero  de  los  Bíos, 
sobre  el  reconocimiento  de  las  Bepáblicas  Hispano- AmericanaSi 

se  expresa  así: 

^  'Seguir  llamando  de  España  una  posesión  en  que  toda  la 
ocupación  y  poder  suyo  se  habían  extinguido  y  desaparecido^ 
no  podía  servir  de  ninguna  utilidad  práctica  á  la  madre  pa« 
tria ;  mas,  pondría  en  riesgo  la  paz  del  mundo.  Porque  toda 
sociedad  política  es  responsable  á  las  otras  de  su  conducta, 
esto  es,  se  halla  ligada  al  cumplimiento  de  los  deberes  que  la 
naturaleza  ha  prescrito  á  los  pueblos  en  su  comercio  recíproco 
y  al  resarcimiento  de  toda  injuria  cometida  por  sus  dudada- 
nos  ó  subditos. 

<< Ahora  bien :  ó  la  metrópoli  ha  de  haber  continuado  res- 
ponsabid  de  actos  que  no  tenía  ya  ningún  medio  de  dirigir  ni 
de  reprimir,  ó  los  habitantes  de  aquellos  países,  que  de  hecho 
tenían  establecida  su  existencia  política  independiente,  pero  á 
quienes  se  negaba  el  reconocimiento  de  esa  independencia,  han 
debido  quedar  en  una  situación  en  que  eran  ó  del  todo  irres- 
ponsables por  sus  actos,  ó  había  que  imponerles  cuando  diesen 
motivo  de  queja  á  otras  daciones  el  castigo  debido  á  los  pi- 
ratas y  bandidos." 

Queda,  pues,  establecido,  con  la  autoridad  de  respetables 
publicistas  que,  tanto  en  los  casos  dé  que  una  Nación  se  hace 
responsable  por  actos  de  sus  subditos,  como  por  los  suyos 
propios,  tal  responsabilidad  no  puede  venir  sino  vinculada  en 
la  voluntad,  y  nunca  en  los  perjuicios  causados  por  necesidad 
irremediable,  y  que  no  haya  podido  evitar;  porque  como  dice 
Yattel,  ''no  es  de  presumir  que  hayan  tenido  esta  intención, 
la  de  reparar  en  este  último  caso,  los  que  se  han  reunido  en 
sociedad."    Y  bueno  s#ría  para  disipar  toda  sombra  de  duda, 
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recordar  el  consejo  de  Grocio,  de  ^'qae  las  leyes  civiles  padie- 
ran,  para  hacer  á  cada  aoo  más  ardiente  en  defender  lo  qáe 
le  perteneciese,  ordenar  expresamente  qne  en  tal  caso,  nadie 
tendrá  acción  contra  el  Bstado,  por  lo  que  haya  perdido  en  la 
gnerra."  Y  es  bien  sabido  para  no  tener  qae  repetirlo,  que 
aun  cnando  las  leyes  civiles  de  nna  Nación  no  resuelvan  los 
casos  en  qne  el  Estado  sea  obligado  á  indemnizar  á  los  par- 
ticulares, como  los  extranjeros  no  entran  en  nn  país  sino  bajo 
el  pacto  expreso,  ó  tácito  cnando  menos,  de  estar  sometidos 
á  las  leyes  y  á  los  tribunales,  nnnca  pueden  creerse  con  dere- 
cho á  ser  indemnizados  por  el  Gobierno,  si  la  ley  no  lo  preoep* 
túa,  y  eso  sólo  en  los  casos  debidos.  Demás  está  decir  que 
no  se  hace  ninguna  distinción  entre  la  guerra  de  una  Nación 
con  otra,  ó  con  un  partido  fuerte  que,  levantándose  contra  el 
Soberano,  llegue  á  tener  poder  para  resistirlo,  en  cuyo  caso  se 
llama  guerra  civil ;  y  si  ese  partido  llega  á  establecerse  en  Oo 
bierno,  triunfando  del  existente,  puede  que  por  reconciliar  los 
<3iudadanos  con  el  nuevo  orden  de  cosas,  haya  consentido  en 
una  que  otra  indemnizaciÓD,  sin  que  ésto  quiera  decir,  que 
exista  semejante  obligación,  como  no  esiste  para  otorgar  gra- 
cias ó  recompensas  sino  cuando  el  Soberano  lo  estime  conveniente 
darlas  á  una   ó  algunas  personas  y  jamás  á  todas. 

Fácil  sería  probar  que  el  derecho  consuetudinario  en  la 
materia  de  que  se  trata,  tiene  por  base  los  principios  aquí 
enunciados,  tomando  los  ejemplos  que  la  historia  suministra; 
pero  habiéndose  extendido  este  informe,  y  siendo  universal- 
mente  reconocida  la  doctrina  que  vengo  sosteniendo,  me  permito 
para  terminar  copiar  esto  que  sigue: 

Traducido  de  la  obra  de  Hautefeuille,  "Da  los  derechos  y  <te- 
beres  de  las  Naciones  neutrales  en  tiempo  de  guerra  marítmaJ^ 
— ^^  Buques  neutrales  en  un  puerto  beligerante  en  el  momento 
del  bombardeo. 

^^El  pueblo  beligerante  debe  abstenerse  de  emplear  los  me- 
dios indirectos  respecto  de  su  enemigo,  y  directos  en  cuanto  al 
neutral,  esto  es,  los  medios  que  no  pueden  llegar  al  primero 
sino  después  de  haber  herido  al  segundo.  Aplicando  este  prin- 
cipio, vemos  que  el  ataque   de  un  puerto  enemigo  por  la  flota 
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de  nn  beligerante,  no  es  an  golpe  descargado  al  pueblo  pa- 
cífico para  qne  recaiga  sobre  el  adversario,  sino  an  golpe  di- 
recto, nn  medio  lícito  de  guerra.  El  neutral  haciendo  nso  de 
su  libertad  natural,  ha  conducido  sus  buques  á  este  puerto; 
allí  se  encuentran  en  el  momento  del  ataque,  del  bombardeo ; 
estos  bajeles  reciben  averías,  son  destruidos,  quemados;  pero 
el  ñn  del  beligerante  que  ataca,  no  era  conseguir  este  resul- 
tado, el  cual  es  sólo  una  consecuencia  indirecta  del  bombar- 
deo. Este  hecho  no  daña  al  neutral  sino  por  vía  indirecta, 
por  vía  de  consecuencia.  El  beligerante  no  viola  su  deber,  sino 
usa  de  su  derecho  incontestable,  atacando,  bombardeando  el 
puerto  de  su  enemigo.  La  presencia  de  las  naves  neutrales 
en  el  puerto  no  imponía  ningún  deber,  ninguna  restricción  á 
su  derecho,  l^o  sólo  no  puede  ser  detenido  en  la  ejecución 
de  sus  proyectos  por  este  hecho,  sino  qne,  en  tal  caso^  no 
está  obligado  á  reparar  él  daMo  causado  por  el  ataque  á  los  bu^ 
quea  neutrales. 

'^EI  beligerante,  antes  de  empezar  el  bombardeo  ó  el  ata- 
que,  t  está  obligado  á  avisar  á  los  representantes,  á  los  Oón- 
flules  de  las  Potencias  neutrales  qne  se  hallan  en  el  puerto, 
y  á  conceder  un  plazo  para  que  los  subditos  de  estas  Potencias 
puedan  proveer  á  su  seguridad?  Oon  lo  que  precede  se  res- 
ponde á  esta  pregunta.  El  beligerante  para  usar  de  su 
derecho  de  guerra,  no  está  obligado  á  tomar  esta  precaución. 
La  presencia  de  los  subditos  neutrales  en  el  país  de  su  enemigo, 
no  produce  ninguna  restricción  en  su  derecho  de  guerra.  El 
ataca  á  su  enemigo  en  el  momento  que  juzga  más  favorable, 
para  causarle  el  mayor  daño  posible,  sin  tener  que   cuidarse 

de    los  extranjeros    qne  se  hallan   en  el  territorio  sometido  á 
esta  agresión.    Tal  es  el  derecho. 

"  En  la  práctica  se  halla  un  crecidísimo  número  de  ejem- 
plos contrarios  á  este  derecho  rigoroso,  como  todo  derecho  de 
guerra.  Oon  frecuencia  el  beligerante  antes  de  comenzar  el 
bombardeo  de  nn  puerto  enemigo,  avisa  á  los  Cónsules  neu- 
trales, y  deja  correr  un  plazo  de  veinticuatro  ó  cuarenta  y 
ocho  horas,  antes  de  abrir  el  fuego,  á  fin  de  dar  á  los  ex- 
tranjeros tiempo  para  refugiarse    á  bordo  de  los  buques  neu. 
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trales,  y  6  los  baqaes  neutrales  qae  se  hallan  en  estado  de 
salir  mar  afoera  la  facilidad  de  retirarse  del  paerto  ame- 
nazado. Este  uso  es  de  los  poeos  que  no  paeden  alabarse 
demasiado ;  él  comprueba  un  progreso  eu  el  camino  del  hom- 
bre. No  podemos  dejar  de  aplaudir  á  los  que  lo  observan  ; 
pero  debemos  hacer  constar  que  es  sólo  un  uso,  que  no  es 
obligatorio  según  la  ley  primitiya,  ni  aun  conforme  á  la  ley 
secundaria.  Ningún  tratado  registra,  ninguno  indica  esta  con- 
cesión hecha  por  los  beligerantes,  de  su  derecho  de  guerra. 
Es  difícil,  hasta  imposible  diré,  que  esta  concesión  se  gene- 
ralice y  pase  del  derecho  internacional,  que  tome  el  carácter 
obligatorio. 

*<  Oon  efecto,  las  más  veces,  el  aviso  del  ataque,  dado 
por  el  que  lo  medita,  expondría  aun  el  buen  éxito  de  la  ope- 
ración, dando  al  enemigo  amenazado  tiempo  para  preparar  su 
resistencia.  No  puede  obligarse  al  asaltador  á  neutralizar  él 
mismo  los  esfuerzos  que  va  á  intentar,  á  exponerse  á  una 
derrota,  por  contemplar  á  extranjeros  establecidos  en  el  país  de  su 
adversario.  Los  hechos  de  que  he  hablado,  emanan  en  gene- 
ral de  beligerantes  poderosos  que,  queriendo  obtener  satisfacción 
de  injurias  hechas  por  pueblos  débiles,  están  seguros  del  buen 
resultado  de  sus  empresas,  y  sin  ningún  peligro  pueden,  de 
antemano,  dar  aviso  de  sus  intenciones.  No  puede  elogiarse 
demasiado  la  humanidad  de  su  conducta  en  estas  circunstancias. 
También  algún  beligerante  débil  ha  podido  hacer  esta  especie 
de  obsequio  á  los  representantes  de  una  Nación  neutral  po- 
derosa, cuya  benevolencia  deseara  grangearse ;  entonces  es 
un  acto  de  humanidad  política. 

<<  La  conducta  seguida  por  algunas  Naciones  neutrales  sus- 
cita una  cuestión,  si  no  más  difícil  de  resolver,  á  lo  menos 
más  grave  por  las  consecuencias  que  puede  traer.  Los  repre* 
sentantes  de  los  pueblos  pacíficos  en  un  puerto  beligerante^  los  On- 
sules  i  puedenj  sin  violar  su>8  más  sagrados  deberes^  oponerse  á  las 
operaciones  bélicas  del  beligerante  enemigo  contra  él  puerto  de  su 
residencia j  so  pretexto  del  interés  de  sus  compatriotas  t  La  reepuesta 
710  puede  ser  dudosa.  No :  en  ningún  caso  los  Agentes  de  la  Ka  - 
cien  neutral  pueden  paralizar  el  derecho  de  ataque  de  uno  de   los 
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beligerantes  ;  la  ley  primitiva  y  la  secunáaria  no  deja/n  ninguna 
duda  en  este  punto.  Sentíante  conducta  es  wna  ingerencia  directa 
en  las  hostilidades j  es  la  protección  concedida  á  nn  iéligerante  eon^ 
traelotro^  es  u/n  acto  de  culpable  parcialidad^  y  de  consiguient$  la 
violación  de  los  deberes  esenciales  de  la  neutralidad.  La  historia 
nos  maestra  algunos  ejemplos  de  esta  conducta  cnlpable  de  las 
litaciones  neutrales.  Ellos  son  obra  de  los  pueblos  poderosos 
que,  bien  seguros  de  que  el  beligerante  dañado  no  se  atreve 
á  hacerlos  responsables  de  los  dafios  que  le  causan ,  han  abu- 
sado en  estas  circunstancias,  de  su  posición  neutral  6  más  bien 
de  su  preponderancia,  del  mismo  modo  que,  sin  duda,  habrían 
abusado  de  sus  fuerzas  si  hubiesen  tenido  las  armas  en  la 
mano. 

^^  El  año  de  1848  presenta  dos  ejemplos  notables  de  esa 
ingerencia  de  los  funcionarios  neutrales  en  los  actos  de  la 
gueiu'a.  Los  Cónsules  de  Francia  y  de  Inglaterra  en  Trieste, 
usaron,  ó  mejor  dicho,  abusaron  del  poderío  de  las  Kaciones 
que  representaban,  para  impedir  que  la  flota  italiana  atacase 
el  puerto  y  ciudad  de  Trieste.  Difícil  es  calcular  las  conse- 
cuencias de  esta  ingerencia  en  los  acontecimientos  que  después 
han  ocurrido  en  Italia.  Más  recientemente,  los  almirantes 
francés  é  inglés  emplearon  también  de  un  modo  más  di- 
recto la  influencia  de  las  fuerzas  puestas  bajo  sus  órdenes, 
para  oponerse  á  la  continuación  de  la  guerra  en  Sicilia.  Ver- 
dad es  que  Francia  tenia  un  interés  político  en  el  segundo  de 
estos  negocios  ;  pero  su  aliada  ^  obraba  con  desinterés  f  Es  de 
temer  que  semejantes  antecedentes  sirvan  para  justificar  los 
actos  más  inicuos.'' 

Por  conclusión,  y  como  resumen  de  este  informe,  acom 
paño  un  proyecto  de  decreto  que  sustituyo  al  que  ha  sido  ma- 
teria de  observaciones  y  protestas,  y  lo  someto  al  examen 
del  Consejo  de   Administración.— Pa«cua¿  Oasanoisa. 

^^'^ooni^^veoeTuu"^^^  Va  dicho  cl  estadO  en  que  se  hallan  las 
relaciones  de  ambos  países  por  causa  de  una  cuestión  pe- 
cuniaria.   Daré  brevemente  algunos  pormenores  de  ella. 
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En  1863,  á  oonsecnencia  de  la  gaerra  de  ciaco.  afios  exis- 
tian  yarias  reolamaoiones  de  franceses  contra  Yeneznela. 

A  la  revolación  habían  mostrado  ellos  simpatías. 

Al  trionfar  la  Federación,  el  seffor  Encargado  de  Ifegocios 
empezó  á  nrgir  por  el  ajaste  de  las  demandas* 

En  6  de  Febrero  de  1864  se  celebró  con  él  un  convenio 
por  el  cual  fae  reconocido  provisionalmente,  sin  examen  de  pa* 
peles,  nn  crédito  de  dos  millones  de  pesos. 

Se  estipuló  que  el  guarismo  definitivo  se  fijaría  en  París 
entre  un  Ministro  de  la  Bepública  y  el  Gtobiemo  francés,  por 
resultado  de  un  escrupuloso  examen  de  cada  expediente. 

Fue  de  aquí  el  Plenipotenciario,  mas  no  logró  se  entrase 
en  el  estudio  de  éstos.  Se  le  puso  en  la  alternativa  de  reconocer 
definitivamente  millón  y  medio  de  pesos,  ó  dejar  en  vigor  los 
dos  del  convenio  de  Oaracas. 

Aunque  el  Ministro  conoció  y  declaró  la  imposibilidad  de 
pagar  Venezuela  el  millón  y  medio  en  cinco  años,  como  se  le 
exigía,  tuve  que  suscribir  el  acto,  en  parte  por  dar  una  prueba 
del  empefio  de  la  Bepública  en  conservar  sin  menoscabo  su 
amistad  con  Francia,  en  parte  por  consideraciones  de  política 
interna. 

Empezaba  á  ensayarse  entonces  el  Gtobierno  federal  que, 
como  nuevo  y  débil,  no  debía  ser  expuesto  á  los  azares  de 
contienda  con  una  libación  poderosa. 

Salía  de  Francia  á  la  sazón  un  refuerzo  para  Méjico  en 
favor  de  Maximiliano. 

Pactóse  entregar  $  300.000  desde  luego ;  otro  tanto  á  los 
diez  y  ocho  meses,  y  en  lo  sucesivo  $  150.000  cada  semestre. 

Por  la  primera  suma  se  dio  una  letra  sobre  los  fondos 
idel  empréstito  de  Londres,  y  fne  pagada  en  Diciembre  de 
1864. 

Se  cubrió  el  segundo  plazo  en  Caracas  con  enormes  sacri- 
ficios en  Febrero  de  1866. 

Hízose  imposible  continuar  en  adelante  las  entregas. 

Por  nuevos  apremios  de  la  Legación  se  convino  el  13  de 
Setiembre  de  1867  en  aplicar  17  p§  de  los  productos  de  las 
Aduanas  de  La  Guaira  y  Puerto  Cabello  á  las  sumas  vencidas 
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y  por  vencer,  con  5  pg   de  interés  y    $    300   mensuales  para 

gastos  de  cobranza. 

Fne  este  arreglo  enmplido  desde  P  de  Octubre  de  1867 
basta  Febrero  de  1868. 

Entonces  se  suspendió  por  motivo  de  revolución. 

En  1869  el  Oongreso  aprobó  el  reconocimiento  del  millón  y 
medio ;  pero  desaprobó  la  cláusula  de  intereses  y  la  asignación 
de  los  $  300.    Este  Ministerio   informó  de  la  desaprobación  al 
seBor  de  Saint  Bobert,   entonces  Encargado  de   Negocios  de- 
Pranda. 

Para  ese  año  estaban  reconocidas  las  reclamaciones  anglo- 
americanasy  algunas  británicas,  las  danesas,  las  holandesas  y 
de  nn  modo  preliminar  las  españolas. 

La  Legislatura  de  la  misma  época  destinó  15  pg  de 
todas  lae  aduanas  al  pago  de  todas  las  reclamaciones  diplo- 
máticas. 

Mimtras  hubo  paz,  se  estuvo  observando  lo  dispuesto. 

Las  Legaciones,  inclusive  la  de  Francia,  aceptaron  lo  que 
se  les  asignó. 

.  Oompletamente  pacificada  la  Bepública,  en  Julio  de  1873 
se  restablecieron  los  pagos. 

Sirvió  de  base  á  ellos  la  ley  de  crédito  público  de  1872, 
que  aplicaba  13  pg  de  40  unidades  de  todos  los  ingresos  á 
los  créditos  diplomáticos. 

A  la  Legación  francesa  se  entregaron  de  una  vez  37.200 
Tenezolanos,  mientras  á  las  otras,  sumas  mucho  menores,  á  la 
americana  18.400,  á  la  española  18.400,  á  la  inglesa  14.500,  á 
la  holandesa  9.500  y  al  Consulado  dan  és  2.000.  Francia  tuvo^, 
pnes,  más  del  doble  de  la  parte  mayor  de  las  otras,  que  fue  de 
18.400. 

Lo  mismo  sucedió  con  las  cuotas  mensuales :  la  de  Fran- 
cia 5.655  venezolanos,  la  de  España  2.796,  la  de  los  Estados 
Unidos  2.796,  la  de  Inglaterra  2.204  y  la  de  Dinamarca  305. 

La  distribución  fue  provisional,  pendiente  de  las  liquidacio  - 
nes  que  debían  hacerse,  y  del  término  definitivo  de  los  as  untos, 
y  sin  perjuicio  de  los  procedimientos  que  el  Gobierno  adop- 
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tase  respecto  de  cantidades    no   equitativas  6    indebidamente 
cargadas. 

No  resnltó  proporcional  la  división,  por  lo  cual  habo  qp^as 
de  los  interesados,  particalarmente  de  España  y  de  los  Estado  a 
Unidos. 

En  1874  se  concluyó  el  arreglo  de  las  acreencias  es- 
pañolas. 

En  1876  la  Legislatnra  admitió  otras  francesas,  que  se  han 
fijado  en  $  120.992,56,  y  las  británicas,  convenidas  unas  y  otras 
por  cange  de  notas. 

En  1877,  las   reconocidas  á  subditos  alemanes. 

La  Legación  francesa  en  sas  cnentas  carga  los  intereses  de 
5  pS,  intereses  compaestos  y  la  dicha  asignación  de  %  300 
mensuales. 

Por  esto  casi  nada  se  adelanta  en  la  amortización  de  la 
deuda. 

Hasta  Abril  de  1881  Venezuela  había  satisfecho  $  L303.7áO,73, 
de  modo  que  el  saldo  no  pasaba  de  $  3 18. 198.  Esto  es,  en  la 
suposición  de  que  se   descarte  todo  interés  y  asignación. 

Oon  fecha  de  17  de  Mayo  de  1880  se  hizo  un  reparto  de- 
finitivo del  13  pS  ,  y  en  él  tocaron  á  Francia  B.  11.637,55,  esto 
es,  B.  16.637,45  menos  que  en  1873. 

Ella  urgió  por  la  restitución  de  las  cosas  al  estado  an- 
terior, á  lo  cual  no  pudo  accederse. 

Para  la  última  distribución  se  tomó  por  guía  el  monto  de 
las  acreencias  primitivas  de  los  interesados,  como  punto  no 
susceptible  de  desacuerdo. 

Lo  que  Venezuela  destina  al  cumplimiento  de  sus  obliga- 
ciones diplomáticas,  después  de  proveer  á  los  gastos  de  su 
conservación  y  progreso,  debe  dividirlo  con  igualdad  entre 
todos  sus  acreedores. 

Ellos  tienen  iguales  derechos,  nacidos  de  un  mismo  origen^ 
y  poco  importa  la  época  en  que  hayan  sido  materia  de  con- 
venios. 

Francia  había  sido  tratada  con  la  preferencia  que  los  datos 
referidos   manifiestan. 

No  se   han    visto  los  expedientes  de  las  reclamaciones. 
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A  pesar  de  repetidas  instancias,  no  han  sido  ellos  entre- 
gadoSy  como  tampoeo  las  acciones  y  billetes  de  banco,  capones 
de  denda  pública,  etc* 

Se  oree  qae  los  más  son  jastifícativos  anticipados  hechos 
sin  intervención  de  parte  contraria  y  por  tanto,  se^n  la  ley  de 
Yenezaela,  faltos  de  valor,  cuando  menos,  exagerados. 

El  Plenipotenciario  francés  qae  hizo  el  convenio  de  1864 
en  París  entregó  al  de  Yenezaela  ana  lista  de  las  reclama- 
ciones presentadas    hasta  Mayo  de  ese  año. 

Allí  se  leen  el  nombre  de  la  señora  Becchi,  francesa  casada 
con  italiano  y,  según  el  código  de  napoleón,  destituida  de  su 
nacionalidad  de  origen ;  el  del  señor  Teodoro  Mathiea,  nacido 
en  este  territorio  6  hijo  del  señor  Pedro  Fort  Mathieu,  aquí 
naturalizado;  el  del  señor  Luis  Delpech,  oriundo  y  Ooronel 
de  Venezuela. 

A  este  mismo  individuo  está  pagando  Francia  de  la  in- 
demnización de  la  Bepública,  por  una  parte  $  25.828  y  sus 
intereses,  importe  de  perjuicios  causados  á  su  hacienda  '<  Santa 
Bosa  ^^  de  los  Valles  de  Aragua,  y  por  otra  $  441.768,  ca- 
pital de  un  crédito  de  su  padre  contra  Francia  que  en  1812 
le  traspasó  el  Gobierno  republicano  de  Venezuela.  Esto  lo 
a&rmó  el  señor  Alejandro  Boyer,  apoderado  del  señor  Luis 
Delpech,  en  representación  dirigida  al  Gongreso  en  23  de 
Marzo  de  1873,  y  en  que  propuso  vender  al  Gobierno  por 
$  600.000  los  dos  créditos  y  sus  intereses,  que  hasta  30  de  Junio 
de  ese  año  dijo  ascender  á  %  1.623.812,23. 

En  el  ultimátum  se  reclamó,  faéra  del  restablecimiento  de 
la  cuota  de  1873,  la  continuación  de  la  comisión  mixta  nom- 
brada en  1879,  para  el  ajuste  de  nuevos  reclamos. 

Tampoco  se  pudo  convenir  en  ello,  porque  de  lo  contra- 
rio se  habría  infringido  la  ley  de  14  de  Febrero  de  1873,  que 
impone  á  los  reclamantes  la  obligación  de  llevar  sus  deman- 
das á  la  Alta  Oorte  Federal,  y  con  sojeción  á  los  trámites 
allí  señalados. 

Es  verdad  que  se  nombró  la  comisión  en  1879,  cnando  el 
Presidente  poseía  facultades  dictatoriales;  pero  fue  bajo  la 
condición  expresa  en  nota  al  señor  Encargado  de  Ilegocios,  de 
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qae  tanto  el  importe  de  lo  aceptable  de  las  nnevas  reolama- 
ciones  como  el  saldo  de  las  antigaasi  se  pagase  con  títulos 
de  deuda  públioa.  Pareció  al  Ilustre  Americano  que  la  oon- 
seonciÓQ  de  tan  importante  resultado  justificaría  ante  el  país 
el  valor  del  sacrificio. 

Pero,  al  tratarse  del  pago  del  saldo  de  dicho  modo,  el 
Gobierno  de  Francia  lo  rehusó  terminantemente.  Así  faltó  el 
supuesto  en  el  cual  existía  la  comisión,  vino  abajo  el  funda- 
mento de  ella. 

Hi  fae  parte  para  hacer  admitir  ese  punto  del  ultimátum 
la  oferta  de  aceptar  los  títulos  de  la  ley  de  1876  por  los 
nuevos  reclamos. 

En  primer  lugar,  eso  no  era  conforme  al  plan  del  Gobier- 
no; y.  después,  se  exigía  aseguramiento  del  pago  con  cierta 
cantidad  de  los  derechos  de  aduana  que  se  fijase  de  común 
acuerdo. 

A  esto  se  reduce  la  sensible  dificultad  pendiente  todavía 
entre  Yenezuela  y  Erancia,  y  para  cuyo  ajuste  sirven  de  me- 
diadores los  Estados  unidos. 

Aparece  claramente  que  Yenezuela  no  ha  desconocido  nin- 
gún derecho  de  Francia,  pues  ha  estado  y  está  pronta  á  seguir 
entregando  las  cuotas,  que  se  conservan  en  depósito  desde 
Abril  último  por  no  haberse  considerado  la  Legación  de  Italia 
autorizada  para  recibirlas. 

Así  resulta  puesto  fuera  de  duda  que  Venezuela  no  ha 
abrigado  intención  de  ofender  á  Francia  en  lo  más  mínimo. 

Tiene  sobre  sí  la  grave  carga  de  deudas  diplomáticas. 
Ha  de  atender  á  todas  ellas,  y  divide  lo  más  de  que  puede 
disponer,  entre  sus  acreedores,  y  lo  regula  por  el  importe 
primitivo  de  cada  crédito. 

Oonviene  no  olvidar  que  á  Nación  alguna  se  han  hecho 
pagos  de  tanta  consideración  como  á  Francia,  y  qae  es  corto 
el  saldo  de  los  convenios  de  1864  y  1867. 

Las  relaciones  de  los  pueblos  son  demasiado  importantes 
para  que  dependan  de  un  desacuerdo  en  el  tamaño  de  una 
cuota  mensual,  sobre  todo  tratándose  de  Nación  tan  rica  y 
poderosa  como  la  Francia  y  la  Francia    republicana. 


INTEBNAOIONAL  HISPANO-AHEBIOANO  389 

Los  franceses  están  aqni  mny  bien  hallados,  mochos  se 
han  nnido  á  familias  del  país,  y  tienen  el  interés  que  es  Da* 
tnral  por  la  buena  inteligencia  entre  sa  patria  y  la  patria  de 
BUS  hijosy  y  de  sn  morada,  y  de  sn  iadnstria,  y  de  los  bienes 
con  ella  adquiridos.  ^ 

Esperemos  qae  los  Estados  (Jnidos  puedan  lograr  la  re- 
conciliación de  esa  lamentable  desavenencia,  para  que  vuelvan 
las  dos  partes  al  cultivo  de  la  buena  amistad  que  en  todo 
tiempo  se  ha  complacido  Yenezuela  en  mantener  esmerada- 
mente.   (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1882). 

Tratado  oelébndo  6l0Tk  l  %  «ii  «» 
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vünJ^^^y  u%^o^  han  acumulado  reclamaciones  de  subditos  fran- 
^^'"'dilíí'^l^^ii? "■  ceses  por  expropiaciones,  daños  6  perjuicios  de 
la  naturaleza  de  aquellos  que  según  el  derecho  público  de  gen- 
tes constituyen  responsable  al  Gobierno  de  la  Bepública;  y 
que  conviene  á  los  verdaderos  y  legítimos  intereses,  tanto  de 
Venezuela  como  de  la  Francia,  poner  un  término  honroso  y 
justo  á  tales  reclamaciones,  para  que  ambos  Gobiernos  y  ambos 
pueblos  puedan  continuar  cultivando  sus  buenas  relaciones; 
por  tanto:  el  Gran  Ciudadano  Mariscal  Presidente  de  los  Es- 
tados Unidos  de  Venezuela,  ha  conferido  plenos  poderes  al  ciu- 
dadano Antonio  Guzmán  Blanco,  General  en  Jefe,  Vicepresi- 
dente déla  Bepúblioa  y  Ministro  de  Belaciones  Exteriores;  y 
S»  M.  el  Emperador  de  los  franceses,  á  Mr.  Alejandro  Mellinet, 
Encargado  de  I^egocios  de  Francia  en  Caracas,  Oficial  de  la 
Legión  de  Honor,  Comendador  de  número  extraordinario  de 
Churlos  m,  quienes,  después  de  haber  cangeado  los  expresados 
poderes,  y  encontrádolos  en  debida  forma,  han  convenido  en 
los  artículos  siguientes: 

Azt.  1?  A  fin  de  indemnizar  lo  mejor  y  más  pronto  po- 
sible á  los  subditos  franceses  por  las  expropiaciones,  daños  y 
perjuicios  ocasionados  hasta  ahora,  cnya  responsabilidad  gravita 
sobre  el  Gobierno  de  Venezuela  en  conformidad  con  las  pres- 
i^ripciones  y  prácticas  internacionales  de  los  pueblos  civilizados, 
el  dicho  Gtobierno,  después  de  haber  hecho  verificar  por  una  comi- 
sión especial,  que  existen  en  la  Legación  de  Francia  nume- 
Tosos reclamos  debidamente  aparejados  para  dar  logar  ala  in- 
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demnización  de  los  reclamantes^  y  qae  el  oonjanto  de  estos 
reclamos  asciende  á  más  de  dos  millones  de  pesos  (6  sean 
ocho  millones  de  francos )  consiente  en  reconocerse  desde  Inego 
hender  del  Gobierno  francés  por  nna  cantidad  dada,  de  dos 
millones  de  pesos,  máximum  que  no  podrá  ser  excedido,  y  que 
servirá  en  caso  necesario  para  pagar  la  totalidad  de  los  reclamos 
legítimos  franceses,  anteriores  á  la  fecha  del  presente  con- 
venio. \ 

• 

Art.  2""  El  Ministro  Plenipotenciario  de  la  Bepúblioa  en 
París,  tendrá  la  facultad  de  entenderse  directamente  con  el 
Gobierno  de  S.  M,  el  Emperador  de  los  franceses  para  él  examen 
escrupuloso  de  los  reclamos  existentes  en  la  Legación,  y  para 
la  fijación  de  las  indemnizaciones  á  que  puedan  ser  acreedores 
los  redamantes. 

Art.  3"*  Si  el  montamiento  de  las  indemnizaciones  no  al- 
canzare á  la  suma  de  los  dos  millones  de  pesos,  provisional- 
mente fijada  en  el  artículo  primero,  la  deuda  del  Gobierno 
venezolano  quedará  reducida  al  quantum  de  las  indemnizaciones 
definitivas. 

Art.  4?  Queda  también  encargado  el  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  la  Bepública  en  París  de  discutir  y  determinar  ami- 
gablemente con  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Emperador,  la  forma 
con  que  deba  efectuarse  la  amortización  de  la  deuda  referida, 
así  como  los  intereses  que  haya  de  devengar  hasta  su  ex- 
tinción. 

Art.  5?  Las  ratificaciones  del  presente  convenio  serán  can- 
geadas  á  la  mayor  brevedad  posible,  después  que  haya  sido 
aprobado  por  la  Asamblea  Oonstituyente,  á  quien  se  somete- 
rá sin  demora. 

Arf.  6?  El  Gobierno  de  Venezuela  se  reserva  el  dere- 
cho de  redimir  la  deuda  resultante  de  este  convenio  en  cualquier 
tiempo. 

En  fe  de  lo  cual,  nosotros  los  Plenipotenciarios  de  la  Be- 
pública  de  Venezuela  y  del  Imperio  francés,  hemos  firmado  y 
sellado  las  presentes  en  Oaracas,  el  día  seis  de  Febrero  del  sAo 
mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro, — El  Plenipotenciario  de  Ve- 
nezuela.— L.  S.—(  Firmado  ).~ii.  Ouzmdn  JJIanco.— Le  Ohargé 
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d'afiaires  et  Plénipotentiaire  de  Franca. — L.  S.— ( Firmado  )^A. 
Mellinet. 

Entre  los  infraescritos,  señor  General  Antonio  Gazmán 
Blanco,  Bnviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario 
de  los  Estados  Unidos  de  Venezuela,  en  París,  por  nna 
parte ;  y  señor  Alejandro  Mellinet,  Oónsal  general,  Encargado 
de  Negocios  de  Francia,  por  otra  parte:  ambos  encargados  por 
SQS  respeotivos  Oobiemos  para  fijar  los  pantos  qae  qnedaron 
en  sQspenso,  según  los  artículos  dos  y  caatro  de  la  conven- 
ción celebrada  el  seis  de  Febrero  último,  en  Caracas,  qne 
arregla  las  reclamaciones  francesas;  se  ha  acordado  y  conve- 
nido lo  que  sigue: 

Art.  1^  La  suma  provisional  de  dos  millones  de  pesos,  ó  sean 
ocho  millones  de  francos  estipulada  en  la  dicha  convención  de  & 
de  Febrero,  queda  reducida  á  un  millón  quinientos  mil  pesos,  ó 
sean  seis  millones  de  francos,  los  que  la  Bepública  de  Vene- 
zuela definitivamente  se  compromete  á  pagar  al  Gobierno  fran- 
cés, en  la  forma  indicada  á  continuación,  para  satisfacer  to- 
dos los  reclamos  fundados  sobre  hechos  anteriores  á  la  fecha 
referida,  de  seis  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro. 

Art.  2?  Esta  suma  de  un  millón  quinientos  mil  pesos,  se- 
rá  distribuida  por  el  Gobierno  imperial,  entre  los  que  tengan 
derecho,  según  él  lo  juzgare,  sin  qne  el  de  la  Bepública  ten- 
ga absolutamente  que  ingerirse  en  la  aplicación  que  de  ella 
se  haga. 

Art.  3^  El  pago  de  la  deuda  se  efectuará  de  la  manera 
siguiente : 

V  Trescientos  mil  pesos  en  una  letra  de  un  millón  dos- 
cientos mil  francos  librada  por  el  señor  Ministro  Plenipoten- 
ciario de  Venezuela,  abajo  firmado,  á  la  orden  de  S.  E.  el  se- 
ñor Ministro  de  Belaciones  Exteriores  de  Francia,  contra  la 
Compañía  del  Crédito  general  de  Londres,  pagadera  el  treinta 
y  uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  y 
sobre  el  producto  del  empréstito  de  un  millón  y  medio  de  li* 
bras  esterlinas,  que  dicha  Compañía  está  encargada  de  nego- 
ciar  por  cuenta  del   Gobierno  venezolano. 

"I**    Trescientos  mil   pesos  pagaderos   en  especie,  en  Cara- 
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cas,  al  Bepieseatante  del  Gobierno  francés,  diez  y  ocho  meses 
despaés  de  la  fecha  de  la  letra  de  trescientos  mil  pesos,  in- 
dicada arriba,  la  caal  deberá  ser  entregada  al  señor  Ministro  de 
Selaoiones  Exteriores  de  Francia,  á  más  tardar,  an  mes  des- 
pués de  la  fecha  del  presente  arreglo. 

39  novecientos  mil  pesos,  igualmente  pagaderos  en  es- 
pecie, en  Caracas,  al  Representante  del  Gobierno  imperial  en 
seis  sucesivos  plazos  semestrales,  de  ciento  cincuenta  mil  pe- 
sos cada  uno,  que  comenzarán  á  correr  seis  meses  después 
del  segundo  pago  de  trescientos  mil  pesos ;  de  manera  que 
el  total  de  la  deuda  sea  amortizado  en  cinco  años,  á  con- 
tar de  la  fecha  del  presente  arreglo. 

Art.  4^  El  Gobierno  de  los  Estados  CTnidos  de  Venezue- 
la hipoteca  en  especial  garantía  de  la  ~éji&cuci6n  del  pre- 
sente tratado,  diez  por  ciento  del  producto  t^tal  de  los  dere- 
chos anuales,  ordinarios  y  extraordinarios  de  las  Aduanas  de 
La  Guaira,  Puerto  Oabello,  Maracaibo  y  Oiudad  Bolívar.-^ 
París,  á  29  Julio  de  1864.  —  (Firmado)— A.  Gmmán  Blanco.— 
{Firmado) — A.  Mellinet. — (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de 
Venezuela,  1865). 

de'SÍÍSiíSnantífiSS?  lüformc  sobrc  el  litigio  franco-venezola- 
'•^la'dí.wJSÍcSr'*'  no.— En  1864  reconoció  el  Gobierno  vene- 
zolano la  cantidad  de  seis  millones  de  francos  por  indemniza- 
ciones á  los  subditos  franceses  que  hubiesen  sufrido  pérdidas 
y  desgracias  á  consecuencia  de  la  guerra  civil.  Los  pagos 
debían  hacerse  de  la  manera  siguiente: 

1^  1,200.000  francos  en  una  letra  firmada  por  el  Bepre- 
sentante  de  Venezuela  á  la  orden  del  Ministro  de  Negocios 
Extranjeros  de  Francia  contra  la  Compañía  general  de  Lon- 
dres, pagadera  la  letra  en  31  de  Diciembre  de  1864,  con  el 
producto  del  empréstito  de  millón  y  medio  que  dicha  sociedad 
tenía  encargo  de  negociar  por  cuenta  de   Venezuela. 

2®  1.200.000  francos  en  moneda  sonante  en  Caracas,  al 
Bepresentante  del  Gobierno  francés,  diez  y  ocho  meses  después, 

3°  3.600.000  francos  pagaderos  en  moneda  sonante,  en 
Caracas,    en    porciones    semi-anuales   de   á    600.000  francos; 


"Tm 


IKTEBNAOIONAL  HISPANO-AMBBIOANO  393 

plazos  que  oomeozarían  á  correr  seis  meses  después  de  la 
4poca  del  segando  pago,  de  modo  que  el  total  de  la  deuda 
quedase  amortizado  en  cinco  afios. 

Para  garantizar  la  ^ecución  de  este  convenio,  el  Gobier- 
no de  Yeiiezuela  afectó  el  10  pg  del  producto  total  de  los 
derechos  anuales,  ordinarios  y  extraordinarios,  de  las  Aduanas 
de  La  Guaira,  Puerto  Oabello,  Maracaibo  y  Oiudad  Bolívar* 

En  conformidad  con  el  convenio  sólo  se  hicieron  los  dos 
primeros  pagos  y  para  los  subsiguientes,  vióse  el  Gobierno 
en  la  necesidad  de  hacer  nuevo  ajuste,  fechado  á  13  de  Se- 
tiembre de  1867  y  por  el  cual  el  Gobierno  de  Venezuela  aban- 
donó, para  amortizar  la  deuda,  el  17  p  §  del  producto  de  las 
Aduanas  de  La  Guaira  y  Puerto  Oabello,  comprometiéndose 
al  mismo  tiempo  á  pagar  interés  de  5  p  §  por  el  retardo  del 
pago. 

No  se  llevó  á  efecto  este  arreglo  por  causa  de  la  revo- 
lucifo  que  comenzó  en  Octubre  de  1867  y  terminó  en  Febrero 
de  1868. 

Guando  el  Gobierno  de  Venezuela  se  halló  en  la  imposibi- 
lidad de  cumplir  el  compromiso,  pidió  al  Gobierno  francés  que 
4K>mase  posesión  efectiva  de  las  cuatro  Aduanas  ofrecidas  en 
garantía.  El  Bepresentante  de  Francia  se  negó  á  ello,  basán- 
dose en  que  la  garantía  no  era  sino  subsidiaria,  que  el  pago 
debía  hacerse  en  moneda  sonante,  y  que  por  nada  quería  in- 
miscuirse en  el  cobro  del  producto  de  las  Aduanas. 

La  convención  por  la  cual  el  Gobierno  de  Venezuela  ofre- 
ció el  17  p§  del  producto  de  las  dos  Aduanas,  no  fue  re- 
conocida por  el  Oongreso  de  este  país,  y  las  sumas  de  dinero 
pagadas  á  Francia  han  sido  tomadas  de  la  renta  pública; 
y  más  adelante,  se  han  hecho  pagos  de  acuerdo  con  la  ley 
de  1872,  que  aplicaba  trece  unidades  de  las  cuarenta  al  pago 
de  acreencias  diplomáticas. 

¿Ko  demuestra  este  precedente  que  se  ha  prescindido  del 
convenio  de  1864,  y  aboga  al  mismo  tiempo  en  favor  de  un 
nuevo  arreglo  que  las  circunstancias  hacen   necesario  ! 

A  consecuencia  de  él,  el  Gobierno  de  Venezuela  efectuó 
los  pagos  siguientes: 
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Del  r^  de  Noviembre  de  1867  al  29  de  Se- 
tiembre de  1868 fr.    371.098,72 

Del  7  de  Agosto  de  1869  al  30  de  Setiembre 

de  1869 159.952.76 

Del  19  de  Ootabre  de  1869  al  31  de   Marzo 

de  1870 , 104.963JL6 

Del  31  de  Jalio  de  1873  á  la  fecha  de  la  raptara         2.178.918.28 


2.814.962.92 


Yj  agregando   los  dos  millones   caatrooientos 

mil  francos  ya  pagados 2.á00.000|00 


Tenemos  la  oiñra  de 5.214.962.92 

ya  pagada  á  Francia. 

El  saldo  efectivo  á  pagar  hasta  este  día  no  es  paeS|  sino  de 
francos  785,037.08  Jdon  arreglo  al  convenio  internacional ;  y^ 
agregando  á  aqnél  otra  acreencia  de  francos  483.970.24  al- 
canza á  la  cifra  de  francos  1.269.007.32. 

Besalta  claramente  en  lo  qae  precede  ezpaesto,  qae  el 
Gobierno  de  Yenezaela  no  ha  podido  camplir  el  compromiso 
de  entregar  el  10  p  §  del  producto  de  las  adaanas^  pero  que 
no  paede  ponerse  en  duda  su  buena  voluntad  de  pagar  á  sus 
acreedores  á  pesar  de  la  exigüidad  de  sus  recursos. 

Protestando  contra  esta  reducción  del  pago,  el  Gobierno 
francés  ha  recibido  siempre  las  cantidades  de  dinero  que  le 
ha  dado  Venezuela.  A  mediados  de  Julio  de  1873,  al  encar- 
garse del  mando  el  General  Guzmán,  deseó  atender  á  los  com- 
promisos contraídos  por  su  patria ;  pero  comprendiendo  que  el 
17  p  3  d^  Ifts  aduanas  era  muy  alto  para  que  se  pudiese  con- 
servar, ofreció  á  Francia,  (qae  sin  embargo  de  protestar  aceptó), 
un  pago  mensual  de  francos  28.275.  Contentábase  con  esta 
manera  de  pago,  y  todo  marchaba  muy  bien,  caando  en  1877 
salió  del  poder  el  General  Guzmán. 

El  nuevo  Presidente  no  pagó  el   apartado  sino  por  algunos 
meses,  porqae  estalló  una  revolución,  qae  dio  por  resaltado  la 
proclamación  de  nuevo  del  General   Gazmán,  hacia  fines  de^ 
1879. 
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Al  re-eacargarse  del  Gobierno,  el  General  ofreció  6  las 
Potencias  extranjeras  liqaidar  todas  las  reclamaciones  recono- 
cidas y  por  reconocer,  por  los  recientes  perjuicios  cansados  por 
las  últimas  revelaciones,  y  propaso:  qne  en  vez  de  pagar  en 
dinero  sonante  las  mensualidades  destinadas  á  amortizar  poco 
á  poco  el  capital  de  las  indemnizaciones,  reconocería  todas 
estas,  dando  en  pago  títulos  denominados  ^^Deuda  diplomá- 
tica," que  ganase  tres  por  ciento  de  interés  anual,  con  un  fondo 
de  amortización,  comprometiéndose  de  tal  suerte  á  la  regula- 
ridad del  pago  de  estos  intereses,  que,  si  trascurriesen  tres 
meses  sin  efectuar  el  pago,  se  considerase  nulo  el  nuevo  arre- 
glo, recuperando  cada  Kaeión  acreedora  sus  antiguos  derechos. 

Espafia,  Italia,  Dinamarca,  Holanda  y  los  Estados  Unidos 
convinieron  en  este  arreglo,  pero  á  falta  de  asentimiento  ge- 
neral, el  Gobierno  se  vio  obligado  á  distribuir  á  prorrata 
entre  todos  sus  acreedores,  los  fondos  destinados  '^á  las  Poten- 
cias extranjeras.  Esta  prorrata  se  hizo  matemáticamente  de 
este  modo : 

Capitales.  Prorrata  memuah 

Francia P.     3.465.166,60  F.   Il.e37,55 

Gran   Bretafia 2.1S2.836,24  7.386,84 

América  del  Norte 6.847.163,32  19.694|26 

Dinamarca 161.241,16  643|09 

Holanda 4.190.906,66  14.115,70 

España 7.704.467,64  26.949,94 

Alemania 200.000,  673,63 

F.  23.761.769,62  F.   80.000,00 

Francia  no  quiso  adherir  á  esta  transacción;  ahora  bien, 
los  28.276  francos  que  Yenezuela  le  pagaba,  representaban  cerca 
de  4  pS  ,  con  que  se  contentaba,  y  aun  este  4  pg  era  por  amor- 
tización de  capital.  En  vez  de  esto,  y  aceptando  la  nueva  com- 
binación del  General  Guzmán,  se  habría  recibido  3  pg  de  in- 
terés, y  sólo  1  pS  de  -amortización,  lo  que  permitía  que  el 
capital  quedase  casi  íntegro. 

Fue  entonces  cuando  Francia  protestó  contra  esta  reduc- 
ción é  insistió  en  el  pago  de  28.276  francos,  porque  no  se  podía 
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camplir  laoonvenoiÓD  de  1864;  y,  ante  la  negativa  del  Ctoneral 
Onzmán,  el  marqués  de  Tallenay  pidió  sas  pasaportes,  que- 
dando interrampidas  las  relaciones  entre  los  dos  pafses. 

He  aquí  pues,  cortadas  las  relaciones  entre  dos  países 
amigos,  por  no  haberse  entendido  en  una  cuestión  pecuniaria 
de  importancia  relativa,  y  pregúntase  si  el  Gobierno  francés 
ha  obrado  bien  en  mostrarse  tan  severo  contra  Venezuela. 
Oonvíene,  para  formarse  opinión,  conocer  el  historial  de  este 
ajuste  de  1864,  punto  de  partida  de  todas  las  disensiones. 
Veamos  como  pasaron  estas  cosas,  y  mientras  no  nos  desmientan 
personas  autorizadas,  nos  consideraremos  bien  y  debidamente 
informados. 

Bl  memorándum  remitido  al  Encargado  de  Negocios  de 
Francia  el  SO  de  Marzo  de  1881  trata  de  asegurar  que  en 
1864,  abusando  el  Gobierno  francés  de  su  irresistible  influencia, 
impuso  á  Venezuela  el  tratado  rectificado  que  le  atribuía  sólo 
seis  millones  en  vez  de  cuatro,  pero  con  la  condición  de  no 
ingerirse  en  el  examen  de  los  expedientes,  ni  en  su  distribu- 
ción. El  poderoso  Imperio  había  amenazado  á  Venezuela  con 
la  suerte  de  Méjico,  y  el  Agente  fiscal  no  había  firmado  el 
fatal  contrato  sino  forzado  y  por  la  patriótica  devoción  que 
le  aconsejaba  no  atraer  semejante   calamidad  á  su  país. 

Pero,  para  exigir  semejante  condición,  se  necesitaba  tener 
muy  singulares  motivos,  combinaciones  inconfesables  que  llevar 
secretamente  á  buen  término,  pues  que  nunca  á  un  deudor  que 
Quiere  pagar  se  le  niega  el  examen  de  la  cantidad  de  dinero  que 
se  le  reclama,  ni  el  conocimiento  de  los  acreedores  á  quienes 
va  á  pagar.  Ello  es  sin  embargo  lo  ocurrido :  nunca  ha  que- 
rido el  Gobierno  francés  decir  á  quién,  en  definitiva,  y  cómo 
se  han  distribuido  los  millones  que  Venezuela  ha  reconocido 
deber,  y  que  hoy  ha  pagado  en  su  mayor  parte. 

Mas  estas  combinaciones  inconfesables  han  sido  poco  á  poco 
conocidas  y  hasta  ha  llegado  á  ser  evidente,  por  el  propio  em- 
pleo que  el  Gobierno  francés  ha  hecho  de  los  fondos  de  Vene- 
zuela que,  si  se  hubiese  permitido  á  esta  examinar  los  expe- 
dientes, se  habrían    hallado  muchos  de  estos  indudablemente 
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rechazables  por  sa  evidente  exageración  y  sd  carencia  absoluta 
de  pruebas. 

Yeneznela  ha  sido  pues  arrastrada  de  esta  suerte,  por  la 
inflnencia  de  amenazas  qne  ningana  Hación  débil  pnede  des- 
precíar,  á  pagar  lo  qne  no  debía  á  acreedores  ficticios  6  despro- 
vistos de  derechos. 

Enviáronse  á  Yeneznela  dos  comisionados,  y  á  sn  regreso 
á  Francia,  después  de  ausencia  de  cinco  6  seis  meses,  distribu- 
yéronse á  puerta  cerrada  las  cuotas  partes.  Aquellos  á  quienes 
se  reconocieron  indemnizaciones,  no  han  sabido  nunca  Jas  sumas 
adjudicadas  á  sus  copartícipes ;  ni  aun  se  ha  dignado  Francia 
contestar  una  palabra  á  los  acreedores  cuyas  reclamaciones  fue- 
ron rechazadas,  ni  comunioádoles  el  motivo  de  su  exclusión. 
Silendo  absoluto  ha  reinado  hasta  ahora  en  este  negocio;  y  la» 
personas  qne  tenían  derecho  é  interés  en  conocer  sus  pormeno* 
res,  han  hallado  siempre  la  puerta  cerrada  en  París  cada  vez 
que  han  tratado  de  informarse. 

domo  queda  dicho  más  arriba,  en  1879,  al  re-encargarse 
del  poder  el  General  Gnzmán,  consintió  en  acoger  la  demanda 
del  Gobierno  francés  sobre  la  formación  de  una  comisión  mixta, 
y  nombró  un  comisionado  especial  encargado  de  examinar  todos 
los  expedientes,  conjuntamente  con  el  Encargado  de  Negocios 
de  Francia,  y  fijar  de  común  acuerdo  las  indemnizaciones  que 
fuesen  justas  y  rechazar  las  demás.  Pero  este  trabajo  no  debía 
efectuarse  sino  cuando  los  dos  Gobiernos  se  hubieren  acordado 
en  el  modo  de  pago. 

El  General  Guzmán,  que,  desde  su  advenimiento  al  mando, 
había  pagado  la  suma  de  1.965.888,05  francos,  era  asaltado 
por  los  Bepresentautes  de  las  otras  Ilaciones,  y  no  pudiendo 
hacer  frente  á  todos  los  compromisos  contraídos  por  Venezuela, 
se  vio  constreñido  á  pagar  el  interés  en  vez  del  capital. 

Oreáronse  títulos  de  renta,  de  que  los  reclamantes  podían 
servirse  en  sus  trapsacoiones  comerciales,  como  único  medio 
de  contentar  á  todos  los  acreedores.  Y  sin  embargo,  el  Go- 
bierno francés  rehusó  aceptarlos,  pretextando  el  interés  de  sus 
nacionales. 

Pero  el  negocio  se  esclareció  cuando  Mr.  Boyer,  uno  de 
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los  comisionados  distribnidores  de  las  indemnizaciones  de  1861| 
que  aun  se  había  hecho  reconocer  acreedor  por  50.000  francoSf 
vino  á  Yeneznela  en  1873  á  proponer  al  Oongreso,  en  nombre 
del  se&or  M.  L.  Delpeoh,  de  qaien  era  apoderado,  ana  tran- 
sacción para  el  descuento  de  las  somas  qne  le  faltaba  percibir 
por  so  indemnización  de  1.413.600  francos. 

Así  qne,  ya  no  había  lagar  á  dada ;  Francia  había  ad- 
judicado casi  la  tercera  parte  de  la  indemnización  á  M.  L. 
Delpech,  nacido  en  Yeneznela,  coronel  en  el  ejército  de  este 
país,  edecán  del  General  Monagas,  sin  ning&n  derecho  á  ser 
comprendido  en  el  ajaste  de  1864,  y  sin  flgarar,  por  otra  parte, 
en  la  lista  primitiva  de  los  reclamantes  á  qaienes  Venezuela 
creía  deber  una  compensación  por  los  perjuicios  sufridos  du- 
rante la  guerra. 

La  solicitad  dirigida  entonces  al  Oongieso  por  Mr.  Boyer, 
revela  el  origen  de  la  pretendida  reclamación  Delpeoh. 

Si  merece  crédito  Mr.  Boyer,  el  origen  de  esta  acreencia 
se  remonta  á  1812.  No  era  contra  el  Gobierno  de  Venezuela, 
sino  contra  el  Gobiei^io  francés;  provenía  de  un  cargamento 
de  víveres  y  medicinas  llegado  á  La  Guaira  el  día  del  terre- 
moto, para  Mr.  Delpech  padre,  quien  lo  cedió  á  la  revolución 
dueña  de  la  capital  y  de  s^algunos  puntos  del  litoral,  para  au- 
xiliar á  las  víctimas  de  la  catástrofe. 

No  teniendo  los  insurgentes  dinero  con  que  pagar  estas 
provisiones,  dieron  á  Mr.  Delpech  títulos  contra  el  Gobierno 
francés,  por  la  cantidad  de  401.768  pesos  faertes,  ó  sea  1.607.072 
francos,  que  aquel  debía  al  Gobierno  español  de  Caracas,  por 
préstamos  hechos  en  1802  y  1803  á  las  Colonias  francesas  de 
Martinica,  Guadalupe  y  Santo  Domingo,  privadas,  por  la  gue- 
rra,  de  comunicarse  con   la  metrópoli. 

Mr.  Boyer  nos  dice  que  Mr.  Delpech,  lleno  de  confianza  en 
la  realidad  de  estos  títulos  que  debían  ser  satisfechos  á  pre- 
sentación, los  aceptó  con  placer,  que  dispuso  de  los  bienes 
qae  le  quedaban  y  se  decidió  á  ir  á  París  para  recibir  su 
dinero. 

No  iban  las  cosas  como  él  se  las  imaginaba,  porque  el 
Gobierno  francés  (según  Boyer),  rehusó  el  pago  de  los  títulos. 
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y  Mr.  Delpech  padre,  murió  sin  alcanzar  el  fin  que  sü  hijo 
debía  tocar,  sesenta  años  adelante,  gracias  á  la  connivencia 
de  varios  altos  fancionarios.  Mr.  Delpech  hyo,  como  aparece 
del  mismo  documento,*  persiguió  sin  buen  resultado,  ora  ante 
el  Gobierno  venezolano,  ya  ante  el  Gobierno  francés,  el  pago 
de  los  títulos  dados  á  su  padre,  por  no  hAberse  reconocido 
nunca  como  deudores  ninguno  de  los  dos  Gobiernos.  Tuvo 
sin  embargo^  muchas  facilidades  en  Venezuela,  en  donde  na- 
ció, y  en  donde  fue  edecán  de  uno  de  los  Presidentes  de  la 
Bepública.  Oonsta  que  el  Gobierno  venezolano  no  ha  .sido 
nunca  informado  por  la  Legación  francesa  en  Caracas,  de  la 
existencia  de  semejante  reclamación,  y  que  Mr.  Delpech  no 
consta  sino  como  acreedor  por  la  suma  de  370.200  francos  en 
la  lista  de  reclamantes  franceses,  remitida  á  París  por  el  En- 
cargado de  Kegocios  de  Francia,  después  de  haberse  firmado 
la  segunda  convención. 

Era  entonces  de  notoriedad  pública  que  la  reclamación 
de  Mr.  Delpech,  consistía  en  pretensos  perjuicios  sufridos  en  su 
propiedad  de  c  afetales  del  Pao  de  Zarate. 

Sea  como  fuere,  hase  concedido  á  Mr.  Delpech  la  cantidad 
de  1.813.600  francos,  de  los  seis  millones  concedidos  por  Ve- 
nezuela, sin  hacerse  en  la  lista  de  reclamantes  ninguna  men- 
ción previa ;  y  es  con  justa  razón  que  Venezuela  pretende  que 
los  fondos  que  ha  creído  aplicar  al  pago  de  perjuicios,  han 
sido  distraídos  de  su  verdadero  destino,  y  empleados  de  ma- 
nera que  jamás  habría  aprobado,  si  se  la  hubiese  consultado 
sobre  la  distribución  de   su  propio  dinero. 

Mas  Mr.  Delpech  no  ha  quedado  del  todo  satisfecho,  como 
lo  afirma  Mr.  Boyer  en  su  solicitud  al  Congreso. 

<^  Gomo  la  cantidad  fijada  para  el  pago  de  las  reclama- 
ciones francesas,  es  decir,  las  que  deberían  ser  satisfechas  á 
elección  del  Gobierno  imperial,  no  excedía  de  seis  millones, 
cifra  inferior  (á  consecuencia  de  la  capitalización)  á  lo  que  se 
debía  á  Mr.  Delpech,  no  pudo  lograr  ser  comprendido  por 
completo  en  el.  tratado,  y  se  vio  obligado  á  convenir  en  que 
no  tomaría  parte  en  el  beneficio  de  la  convención  sino  por  lo 
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que  se  debía  por  capital,  1.607.072   francoSi   reserrándose   el 
derecho  de  cobrar  intereses.'' 

Ko  se  podría  ser  más  razonable,  y  los  160  reclamantes 
franceses  que  figaran  solos  en  la  lista  remitida  al  Agente 
venezolano  deben  rendir  gracias  á  Mr.  Delpech  de  qae  se  haja 
dignado  tener  paciencia  por  los  intereses,  porque  sin  ello  co- 
rrían el  riesgo  de  no  recibir  nada  absolutamente  ya  que  por 
lo  menos  se  les  han  dejado  cuatro  millones  de  los  seis  que 
concedió  Venezuela. 

Por  otra  parte,  aun  d^ando  á  un  lado  la  legitimidad  6 
ilegitimidad  de  la  acreencia  Delpech,  4  no  es  inconcebible  que 
se  haya  pensado  en  pagarle  con  la  indemnización  de  1864, 
cuando,  para  practicar  esta  operación  á  sus  anchas,  se  viese 
obligado  á  abandonar  dos  millones  de  los  ocho  que  se  debían, 
y  que,  por  la  sustracción  de  casi  dos  millones  para  Mr.  Del- 
pech, se  redujese  de  golpe  en  50  p3  la  cantidad  afecta  al 
pago  de  los  perjuicios  de  la  guerra,  lo  que  producía  por  con- 
secuencia la  reducción  de  un  buen  número  de  reclamaciones,  y 
él  rechazo  de  muchas  otrasf 

Es  así  como  se  amparaban  sin  embargo,  los  intereses  fran- 
ceses en  1864. 

Este  irritante  negocio  Delpech  ha  servido  naturalmente  de 
apoyo  al  Gobierno  de  Venezuela  para  la  discusión  entre  los 
dos  países  sobre  el  saldo  de  los  seis  millones ;  discusión  que, 
no  pudiendo  sino  agriarse,  ha  producido  en  realidad  la  ruptu- 
ra actual. 

Tal  e9  con  efecto  el  argumento  del  Gobierno  venezolano 
en  el  memorándum  remitido  el  30  de  Abril  de  1881  al  Encar- 
gado de  Negocios  de  Francia,  en  respuesta  al  ultimátum,  y  que 
puede  resumirse  así : 

<<  Venezuela  contrajo  con  Francia  una  obligación  cuyas 
cláusulas  no  se  le  ha  permitido  discutir.  Por  onerosas  que 
faesen,  las  ha  cumplido  tan  bien  como  se  lo  ha  permitido  el  es- 
tado político  y  rentístico  del  país.  En  realidad,  ha  pagado 
hasta  hoy  5.214,962.22  francos.  Ha  hecho  lo  que  ha  podido 
sin  recriminarlo,  sin  negar  la  deuda,  aunque  después  haya  ad- 
quirido la  convicción  de  que  los  fondos  que  convino  en  pagar 
iiH^an  sido  distraídos  de  su  destiuo. 
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^'Todavía  hoy  está  dispnesto  á  oontinaar  este  pago  y  aan 
á  reconocer  naevas  reclamaciones  jastas  6  injustas ;  pero,  ante 
las  cargas  qne  se  acamalan  diariamente,  sus  medios  rentísticos 
son  cada  día  más  insuficientes,  y  obedece  á  la  previsión  más 
sencilla  bascando  nna  combinación  que  concilio  el  interés  de  to- 
dos sns  acreedores  con  la  exigüidad  de  sos  recnrsos,  para  ha- 
cer de  esta  suerte  más  soportable  la  carga  y  más  segaro  el 
servioio  de  la  denda.'' 

En  sa  carta  de  30  de  Marzo  de  1881,  el  Oobierno  fran- 
cés pedía :  1?  el  prorrateo  de  los  28.275  francos ;  2^.  la  con. 
tinaaeión  de  la  comisión  mixta.  Puesto  que  aceptaba  para 
la  segunda  parte  (es  decir,  para  las  reclamaciones  posteriores  á 
1864)  el  pago  de  la  ^^  Deuda  diplomática,"  ¿  por  qué  se  mostraba 
tan  dificil  para  aceptarlo  también  por  el  saldo  de  la  convención 
de  1864  f 

Además,  ¿qué  hay  más  sencillo  que  atenerse  á  la  petición 
objeto  del  presente  informe  f  (26  de  Setiembre  de  1881,  véase 
página  17.) 

Esta  manifestación,  que  emana  de  la  parte  más  rica  de  la 
colonia  francesa,  tiene  verdadero  valor.  La  gente  práctica  que 
la  firmó  reconoce  la  verdad  cuando  dice :  <^  lo  que  queremos 
lo  más  pronto,  es  liquidar  este  negocio  en  beneficio  de  nues- 
tros intereses;  hoy  se  nos  ofrece  algo,  lo  preferimos  á  lo  que 
se  nos  promete  para  mafiana ;  además,  no  hallamos  tan  mala 
la  oferta  que  se  nos  hace,  y  ya  que  os  encargáis  de  nuestros 
intereses,  os  pedimos  formalmente  que  aceptéis  lo  que  se  nos 
ofrece.'^ 

Esta  petición  fue  firmada  por  los  miembros  más  auto- 
rizados de  la  colonia  francesa,  tanto  por  su  experiencia  y  co- 
nocimiento del  país,  cuanto  por  la  importancia  de  los  negocios 
que  hace  entre  Francia  y  Venezuela  ;  y  no  debe  olvidarse 
que  de  los  160  millones,  valor  de  las  transacciones  de  Venezue- 
la, 30  millones  se  hacen  con  Francia. 

Parece  tanto  más  justo  conformarse  á  la  opinión  que  se 
expresa,   cuanto   que  desde  la  cesación  de  las  relaciones  ái^ 
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plomáticaSy  sofrea  los  negocios  entre  los  dos  países,  así  como 
los  intereses  de  nuestros  nacionales. 

Persistiendo  en  sn  negativa  el  Gobierno  francés,  qne  no 
puede  en  suma  considerarse  sino  como  mandante,  (  no  extrali- 
mita sus  poderes  negándose  á  aceptar  una  combinación  que 
tiene  el  consentimiento  de  sus  nacionales  t  Y  á  sn  vez,  ¿  no  tiene 
el  Gobierno  venezolano,  viendo  que  se  rehusa  ayudarle  en  su 
obra  de  regeneración,  derecho  á  quejarse  de  qne  se  le  trate 
con  dureza,  cuando,  particularmente  en  este  negocio,  hay  tanto 
qne  recriminarse  á  sí  mismo  ? 

i  No  sería  excusable  hacer  resaltar  las  irregularidades  co- 
metidas en  esta  malhadada  convención,  manchada  de  dolo,  para 
pedir  su  nulidad,  ya  que  en  ella  se  busca  impiadoso  apoyo 
para  impedir  libertarse  de  ella,  como  se  desea  f 

Creemos  que  Francia  debe  agradecer  que,  á  pesar  de  los 
hechos  que  acabamos  de  indicar,  Venezuela  no  haya  procedido 
con  ella  como  lo  ha  hecho  con  los  Estados  Unidos ;  con  efecto, 
después  de  muchos  años  de  protestas,  por  parte  de  Yene- 
znela,  contra  los  fallos  acordados  por  una  comisión  mixta  á 
ciudadanos  americanos,  el  Gobierno  de  Washington  terminó 
por  reconocer  la  justicia  de  las  protestas  de  Venezuela,  y 
consintió  en  la  anulación  del  convenio  para  proceder  á  uno 
nuevo  mejor  basado  en  la  equidad.  Las  vergonzosas  maniobras 
á  que  aquella  comisión  mixta  se  había  entregado,  fneron  descubier- 
tas, y  el  Congreso,  después  de  censurar  severamente  esas  ma- 
niobras, aprobó  las    nuevas  proposiciones. 

Mientras  tanto,  nuestros  nacionales  no  son  protegidos,  y 
el  cuidado  de  sus  intereses,  confiado  á  representantes  interinos, 
no  les  da  seguridad  para  extender  sus  negocios,  y  esto  en  mo- 
mentos en  que  el  Gobierno  de  Venezuela  está  dispuesto  á  ha- 
cer un  tratado  de  comercio  mny  favorable  á  los  dos  países^ 
un  tratado  de  extradición,  otro  Hobre  propiedad  literaria,  y 
cuando  se  ocupa  en  mejorar  el  convenio  sobre  marcas  de 
fábrica. 

Los  capitales  franceses  tan  tímidos  siempre  que  se  trata 
de  aventurarse  fuera  del  continente,  retroceden  aún  más  y  no 
se  atreven  á   tentar  nada   en  un  país  todavía  casi  virgen,  cuya 
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riqueza  harían,  daplieando  la  saya.  Ferrocarriles,  navegación, 
bosques,  minas,  refinerías  etc.,  etc.,  fuentes  de  fortuna  en  los 
países  tropicales,  y  necesidad  de  industrias  privadas  que  no 
requieren  sino  desenvolvimiento,  todo  esto,  con  raras  excep- 
ciones, se  convierte  en  propiedad  de  Inglaterra,  la  cual  donde 
quiera  que  planta  su  pabellón,  hace  prósperas  aquellas  in- 
dustrias» 

Y  si  el  Gobierno  francés  se  muestra  realmente  cuidadoso 
de  los  intereses  que  está  encargado  de  defender,  i,  dejaría  en  las 
ccyas  del  Gobierno  de  Venezuela  la  importante  suma  que  re- 
gularmente se  aparta  para  atender  al  pago  de  los  créditos 
franceses,  desde  la  cesación  de  relaciones,  que  alcanzan  hoy 
á  cerca  de  200.000  firancos,  y  que  el  Cónsul  italiano,  encargado 
ad  interim,  rehusa  recibir  para  nuestros  nacionales,  ya  por- 
que no  tenga  instrucciones  sobre  el  caso,  ya  porque  no  quiera 
el  Gobierno  francés,  recibiéndolas,  comprometerse  con  la  acepta- 
ción tácita  de  esta    manera  de  pago  ? 

O  el  Gobierno  francés  tiene  gran  confianza  en  el  crédito 
de  su  deudor,  puesto  que  deja  en  sus  manos  cantidades  de 
dinero  que  reclaman  los  que  tienen  derecho  á  ellas ;  y  en 
este  caso  pregúntase  por  qué  esta  confianza  no  le  permite  acep- 
tar las  condiciones  ofrecidas,  que  los  principales  interesados 
encuentran  suficientemente    garantizadoras  de  sus  acreencias  ^ 

O  el  Gobierno  francés  no  es  ó  no  quiere  estar  al  corriente 
de  los  negocios  aquí  expresados,  y  entonces  da  lugar,  por  abs- 
tención culpable  y  el  mutismo  en  que  se  encierra,  á  interpre- 
taciones malévolas    que  no  querríamos  calificar  de  complicidad, 

pero  de  que  nos  felicitaríamos,  por    honra    de  nuestra    patria, 
de  verlo  absolutamente  alejado. 

El  presente  documento  no  tiene  otro  objeto  que  el  de  vol- 
ver á  producir,  por  la  autorizada  voz  de  la  Oámara,  los  he- 
chos tales  como  son  y  no  se  ignora ;  y  nos  abstenemos  de  ha- 
cernos eco  de  tradiciones  más  íntimas  llegadas  hasta  nosotros, 
porque  no  queremos  envenenar  un  debate  en  que  no  deseamos  sino 
conciliación,  y  nos  felicitaríamos  de  que  nuestra  intervención 
pacífica  produjese,  en  breve,  la  solución  que  no  dejan  de  pe- 
dir los  principales   interesados,  alejándosenos  así  de  recarrir  á 
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la  opinión  pública,  ignorante  de  estos  manejos,  como   jaez  de 
lo  qne   es  y   debe  ser. 

París  :  Diciembre  10  de   1882« 

La^petici<sn.  Oopia  dc  la  pétición  dirigida  á  la  Gámara  de  Di*- 
pntados  en  París. — Oarácas  :  25  de  Setiembre  de  1881.—- Señores 
Dipntados.  Los  infraescritos,  franceses  residentes  en  OaracaSi 
yeneznela,\tíenen  el  honor  de  llamar  vuestra  sería  atención  á  la 
situación  anormal  creada  por  la  raptara  délas  relaciones  di- 
plomáticas entre  este    país  y  Francia. 

Tal  raptara  ha  entorpecido  ya  de  ana  manera  evidente  los 
negocios  generales,  y,  si  se  prolongase,  pondría  en  serio  peligro 
los  intereses  franceses  hoy  mny  importantes  para  ser  tomados 
en  caenta. 

fTosotroB,  qae  representamos  ana  notable  parte  de  estos 
intereses,  creemos  qae  nos  es  permitido  alzar  nuestra  voz  en 
esta  cuestión,  y  aun  asegurar  en  caso  tan  grave,  cuyas  con- 
secuencias podrían  recaer  directamente  y  en  primer  término 
sobre  nosotros,  que  no  debiera  tomarse  ninguna  resolución  sin 
que  se  conozca  antes  nuestra  opinión  y  la  oportunidad  de  esta  6 
aquella  medida. 

Kos  permitiréis,  pues,  señores  Diputados,  entrar  en   algu-' 
nos   pormenores  de  la  cuestión   franco-venezolana,    esperando 
que  los   oiréis  con  la  benevolencia  con  que  cuidáis  de  los  in- 
tereses franceses,  por  grandes  ó  pequeños  que  sean. 

El  movimiento  comercial  de  Venezuela  con  Europa  se  ha 
aumentado  considerablemente  estos  últimos  años^  do  se  le  estima 
en  menos  de  150  millones,  de  los  cuales  30  millones  poco  más  ó 
menos  son  la  participación  de  Francia ;  y  nosotros,  que  la  re* 
presentamos  como  comerciantes,  industriales  y  agricultores,  he- 
mos contribuido  á  este  resultado  por  un  trabajo  perseverante 
en  largos  años;  alimentamos  ese  movimiento  favorable  no  sólo 
á  nuestros  intereses,  sino  aun  á  los  de  la  madre-patria,  cuya 
influencia  nos  complacemos  en  extender  poco  á  poco,  apor- 
tando nosotros  también,  nuestro  humilde  óbolo  al  edificio  in- 
menso de  su  prosperidad. 

De  suerte  que  no  podemos  vet  sin  la  más  profunda  pena 
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laa  diferencias  entre  los  dos  países,  que  turban  nuestras  relacio- 
nes de  amistad,  detienen  .el  curso  natural  de  los  negocios, 
comprometen  en  un  momento  el  fruto  de  tantas  privaciones, 
y  alejan  de  nosotros  los  capitales  dispuestos  á  emplearse  en 
empresas  que  producirían,  con  el  desenvolvimiento  de  nuevos 
negocios,  el  aumento  de  la  influencia  del  nombre  francés. 

Teniemos  sobretodo  ver  comprometidos  esos  intereses  por  un 
motivo,  cuya  gravedad  no  nos  parece  suñcientemente  proba- 
da, á  nosotros  que  vivimos  aquí  hace  muchos  años,  y  que  acos- 
tumbrados  á  los  usos  del  país,  conocemos  las  ventajas  y  los 
defectos  de  sns  hábitos  y  podemos  apreciar  mejor  que  ningún 
otro,  k)  que  convendría  hacer  en  circunstancias  dadas. 

Si  este  conocimiento  práctico  de  los  hombres  y  las  cosas 
nos  da,  como  creemos,  alguna  competencia,  no  titubearemos, 
señores  Diputados,  en  declarar  en  alto  que  no  comprendemos 
el  motivo  de  la  ruptura  y  de  las  medidas  que  serían  su  con- 
secuencia. 

El  honor  nacional,  con  que  ni  nosotros  ni  vosotros  especu- 
laríamos, no  hace  aqui  al  caso;  esto  no  es  sino  una  cuestidn 
de  dinero  que  resumiremos  en  algunas  palabras. 

En  1864,  el  Gobierno  de  Venezuela  se  reconoció  deudor  en 
contrato  con  Francia,  de  la  cantidad  de  seis  millones  de  fran- 
cos. Los  pagos  estipulados  no  fueron  estrictamente  efectuados 
al  vencimiento  por  Venezuela,  entonces  en  guerra  civil ;  y  el 
Gobierno  francés,  con  la  indulgencia  acostumbrada,  consintió 
en  las  prórrogas  que  Venezuela  sé  vio  obligada  á  pedirle. 

Todo  esto  es  muy  exacto,  pero  en  fin,  sobre  la  cantidad 
objeto  del  ajuste  de  1864,  se  ha  pagado  ya  el  84  pg«,  y 
no  es  sino  por  el  saldo  de  16  p  §.  del  capital  que  se  ha  produ- 
cido el  desacuerdo  y  la  ruptura. 

Es  cierto  que  Venezuela  debe  además  á  Francia,  por  re- 
clamaciones ajustadas  en  1867  y  1868,  la  cantidad  de  488.970.24 
francos,  y  que  han  surgido  desde  esta  época,  durante  la  lucha 
de  los  partidos,  muchas  otras  reclamaciones,  que  el  Presidente 
de  la  Bepública  no  obstante  las  leyes  que  las  someten  á  los 
tribunales,  había  convenido  en  hacer  conocer  por  un  comi- 
sionado ad   hoc,  conjuntamente  con  el  Encargado  de  negocios 
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de  la  Bepúblioa  francesa,  pero  con  la  condición  de  entenderse 
en  el  modo  de  pago* 

Es  necesario  confesar  simplemente  qne  tenemos  en  pers- 
pectiva mny  graves  consecnencias  por  nn  negocio  de  dinero,  y 
qne  hay  razón  para  admirarse  gne  después  de  tanto  tiempo 
la  bnena  voluntad  del  Gobierno  francés  hacia  su  deador  haya 
dado  lagar  repentinamente  á  rigor  excesiV0|  cuando  el  deudor 
no  niega  su  deuda  y  ofrece  pagarla  según  sus  recursos  y  de 
manera  favorable  á  su  acreedor. 

Dícese  con  justicia  que  el  Gobierno  de  Venezuela  firmó  un 
contrato  con  el  Gobierno  francés,  y  que  debe  cumplir  sus  obli- 
gaciones ;  sin  duda,  contestamos,  pero  en  el  caso  en  que  no 
hubiere  para  los  franceses  más  ventajas  en  que  se  acepten  por 
el  Gobierno  otras  condiciones,  que,  en  definitiva,  no  es  en  este 
punto  sino  su  apoderado. 

Someterse  al  derecho  estricto  no  es  siempre  posible  ni 
ventajoso,  y,  como  negociantes,  nos  hallamos  amenudo  en  la 
necesidad  de  renunciar  los  derechos  que  nos  confieren  contratos 
perfectamente  regulares. 

Enseña  la  práctica  que  este  es  el  mejor  partido  en  cier- 
tos casos,  y  no  titubeamos  en  creer  que  esto  es  lo  que  debe 
hacerse  ahora  con  Venezuela. 

El  Gobierno  actual  de  este  país,  que  ha  restablecido  la 
paz  tanto  tiempo  tarbada,  se  ha  consagrado  á  la  organización 
de  la  hacienda,  lográndolo  mucho  más  allá  de  lo  que  era  po« 
sible  esperar. 

Para  completar  esta  obra  difícil  é  igualar  las  entradas  á 
los  gastos,  no  halla  otro  medio  que  el  de  convertir  las  sumas 
que  debe  á  varias  Naciones,  en  deuda  consolidada  con  el  tí- 
tulo de  <<Deuda  diplomática,"  ganando  interés  y  con  fondos 
para  la  amortización  que  se  extinguiría  en  corto  plazo,  dado  el 
aumento  gradual  de  fondos  destinados  á  ella. 

Sin  entrar  en  profundo  examen  de  todo  este  negocio,  cuyos 
elementos  son  de  la  in  cumbencia  del  Ministro  de  Negocios  Ex- 
tranjeros, declaramos  nosotros,  que  tenemos  aqaí  nuestros  intere- 
ses, y  que  somos  casi  todos  acreedores  de  1864  y  reclamantes 
por  perjuicios  sufridos  posteriormente,  qne  esta  proposición  ea 
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aceptable,  y  que,  consaltados  como  asamblea  de  accionistas, 
emitiríamos  nnánime  voto  favorable  á  la  oferta  del  Gobierno 
venezolano. 

Es  posible  que  sorprenda  en  París  nuestra  manera  de  ver, 
porqae  no  se  comprenda  qae  interpretemos  así  nuestro  simple 
derecho.  Es  también  posible  qae  algunos  de  los  reclamaotes 
que  viven  en  Francia  sin  tener  ya  lazo  de  unión  con  Venezuela^ 
ejerzan  toda  la  infloencia  que  tienen  para  hacer  prevalecer 
medidas  rigurosas,  que,  según  sú  esperanza,  les  harían  entrar 
en  el  goce  del  namerario  que  les  corresponde,  único  objeto  á 
que  pueden  aspirar,  separados  ya  de  los  negocios. 

Sea  como  fuere,  nosotros,  unidos  á  este  país  por  mil  lazos, 
representantes  además  de  la  parte  más  numerosa  de  acreedores 
de  Veneznela,  insistimos  en  declarar  que  la  proposición  del  Go- 
bierno venezolano  debe  ser  aceptada.  Ya  nos  hemos  explicado 
en  este  asunto  en  varias  solicitudes  dirigidas  al  señor  Ministro 
de  negocios  Extranjeros.  No  sólo  por  lo  que  hay  de  más  ven- 
tajoso para  nosotros,  sino  aun  porque,  en  )  usticia,  debemos  tes- 
timonio de  gratitud  al  Gtobierno  que,  ante  todo,  nos  ha  devuelto 
y  conservado  la  paz,  bien  inestimable,  de  que  Francia,  mejor 
que  cualquiera  otra  Kacíón,  ha  aprendido  á   conocer  el  precio. 

Gíerto  que  no  queremos  se  nos  crea  los  abogados  del  Go* 
biemo  de  Venezuela,  y  del  hombre  eminente  que  la  gobierna; 
pero  no  podemos  olvidar  que  le  debemos  mucho,  y  que,  por 
sobre  lo  que  cree  necesario  á  la  tarea  que  se  ha  impuesto  es- 
tablecer y  mantener,  todo  francés  está  seguro  de  su  benevolencia, 
y  no  dudamos  que  oportunamente  se  muestre  agradecido  al 
auxilio  que  se  le  presta  para  la  realización  de  sus  planes.  Nada 
más  agregamos. 

Terminaremos,  señores  Diputados,  pidiéndoos  que  tengáis 
á  bien  examinar  con  el  cuidado  que  merece,  el  asunto  franco- 
venezolano,  y  tomando  en  consideración  los  votos  que  hacemos 
en  nnestra  petición, 

Eesolver  sobre  las  siguientes  conclusiones : 

1?  Bestablecimiento  en  el  más  breve  plazo  posible,  de  las 
relaciones  diplomáticas  entre  Francia  y  Venezuela ;  2?  acep- 
tación de  la  ^^Deuda  diplomática,"  proyectada  por  el  Gobierna 
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venezolano  en  pago  del  saldo  de  la  iudeoinizaoiÓD  de  1864  y 
otras  reclamaciones  pendientes  cnyo  examen  estuvo  á  panto 
de  terminarse  cnando  el  desacaerdo  sobre  el  modo  de  pagar 
hizo  suspender  el  trabajo. 

Evitareis  así  á  Francia  y  á  la  colonia  francesa  de  Vene-^ 
zuela  dificultades  que  podrían  producir  las  más  graves  con- 
secuenciaSf  acercando  á  nuestra  patria  la  corriente  de  simpatíaá^ 
venezolanas  que  tan  malhadados  incidentes  podrían  hacer 
desviar. 

Dignaos  aceptar,  se&ores  Diputados,  las  seguridades  de 
nuestra  respetuosa  consideración. 

Firmados : 

Lassére  y  G^ 
Petrus  Panel. 
O.  Neuville. 

A.  Duval. 

B.  Brun. 

Jean  Bonnet  é  hijos. 
A.  Sérizier  y  O' 
L.  Ardouin. 
H.  Stutlert. 
L.  Auge 
Paulin  Mecq. 
A.  Prévost. 
Martel  Amédée. 

A.  Oordiglia. 
Montauban  Hermanos. 
F.  Olive. 
J.  M.  Parrot. 

B.  Oouturier. 

(Traducido  de  un  folleto  impreso  en  París,  titulado  Bapport 
sur  le  litige  franoo^vénézuélien). 

Venezuela  oontesu  la       Estados  Unidos  dc  Yenezucla. — Ministerio  de 

interpelación  y  cargo  del 

Diputado  Bouohet  en  la    Belacioucs  Ezteríores. — D.  P.  B. — Circular. — 

Cámara  francesa  de  DI-      __.  ^^^        ^ 

putadoe.  Número   658.  --Oaracas  :   Julio    3  de  1878. — 

En  la  Cámara  francesa  de  Bepresentantes  el  Diputado  señor 


J.  AradeK 
J.  B.  Jacquet. 
Boulay,  Piret  y  C* 
C.  Dubois. 
E.  Boisset. 
H.  Lamon. 
E.  Dennery. 
J.  Galbar. 
J.  Torty. 
A.  Esquivar. 
V.  Valentini. 
S.  Ronchón. 
Pierre  Moledoux. 
L.  Tartaret. 

Por  poder  t  Montauban,  Au- 
ge yC- 
O.  Bicoy. 
Alex.  Fleury. 
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Emilio  Boachet  dirígió  el  28  de  Mayo  aña  interpelaeión  al  sefior 
Ministro  de  Kegocios  Extranjeros,  tocante  á  la  situación  de 
sns  compatriotas  en  este  país.  Sobre  ella  hizo  alganas  obser- 
vaciones 7  habló  de  acreencias  desatendidas  de  franceses 
contra  la  Bepúblioa.  Ctontestó  el  sefior  Ministro;  y  el  in- 
^dente  se  ha  comentado  en  periódicos  exagerando  los  cargos 
en  descrédito  de  Yeneznela. 

Voy  á  exponer  los  sacesos,  para  que  se  conozca  la  poca 
equidad  con  qne  ella  ha  sido  tratada  en  la  ocasión,  y  la  mala 
correspondencia  dada  á  sos  ingentes  afenes,  sacrificios  y  con- 
cesiones; y  sega  iré  el  mismo  orden  en  qne  se  enomeraron  las 
tres  categorías  de  acreencias. 

Era  el  año  de  1S64.  Apenas  acababa  la  guerra  de  la 
Federación  después  de  un  lustro  de  calamidades.  El  sefior 
Encargado  de  Negocios  de  Francia  venia  desde  1863  instando 
con  premura  por  el  ajuste  de  las  reclamaciones  originadas  en 
el  tiempo  de  la  lucha.  Por  la  mejora  de  las  relaciones  con 
aquella  Potencia,  por  grangearse  sus  simpatías,  y  con  la  es- 
peranza de  que  tal  proceder  amistoso  facilitaría  el  medio  de 
arreglar  en  adelante,  conforme  á  los  principios  estrictos  del 
derecho  de  gentes,  la  materia  de  reclamaciones,  el  Gobierno 
celebró  en  esta  ciudad  el  ñ  de  Febrero  un  convenio  preliminar, 
en  que  '<  se  reconoció  desde  luego  deudor  del  Gobierno  francés 
por  una  cantidad  dada  de  dos  millones  de  pesos."  Conforme 
á  otro  artículo,  ^^el  Ministro  Plenipotenciario  de  la  Bepáblica 
en  París  tendría  la  facultad  de  entenderse  directamente  con  el 
Gobierno  de  S.  M.  el  Emperador  de  los  franceses  para  el 
examen  escrupuloso  de  los  reclamos  existentes  en  la  Legación, 
y  para  la  fijación  de  las  indemnizaciones  á  que  puedan  ser 
acreedores  los  reclamantes."  La  Asamblea  Constituyente  aprobó 
lo  convenido.  En  29  de  Julio  de  1864  (ne  firmado  eo  París 
el  arreglo  definitivo.  Por  él  quedó  reducida  la  deuda  á  millón 
y  medio  de  pesos;  y  la  distribución  de  la  suma,  al  cuidado 
del  Gobierno  Imperial,  '<  sin  que  el  de  la  República  tuviese 
absolutamente  qne  ingerirse  en  la  aplicación  que  de  ella  se 
hiciese."  ^  estipuló  el  pago  así :  trescientos  mil  pesos  en  una 
letra  contra  la  Compañía  de  crédito  general  de  Londres,  cum- 
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plidera  el  31  de  Diciembre  sigaieote,  y  sobre  el  prodaoto  del 
empréstito  que  ella  estaba  encargada  de  negociar  para  Yene- 
znela :  trescientos  mil  pesos  en  efectivo  en  Oaracas,  diez  y  ocho 
meses  despnés  de  la  data  de  dicha  letra  5  y  novecientos  mil 
pesos,  también  aquí,  en  plazos  semestrales  de  ciento  cincaenta 
mil  pesos  cada  uno,  qae  empezarían  á  correr  seis  meses  des- 
pnés del  segnndo  pago.  Para  seguridad  del  acreedor  se  hi- 
potecó especialmente  10  p§  del  producto  total  de  los  derechos 
anuales  ordinarios  y  extraordinarios  de  las  Aduanas  de  La 
Guaira,  Puerto  Cabello,  Maracaibo  y  Gíudad  Bolívar. 

Al  negociador  venezolano  escribió  el  señor  Ministro  Drouyn 
de  Lhuys  en  28  de  Julio  una  comunicación  en  que  le  ponía 
en  la  alternativa  de  arreglar  definitivamente  el  quantum  y  el 
modo  del  pagOj  6  de  dejar  invariable  el  guarismo  de  dos  mi- 
llones ya  aceptado  en  el  primer  convenio.  Aquel  se  decidió 
por  el  segundo  extremo,  para  dar  á  Francia  nueva  prueba 
del  deseo  de  Venezuela  de  consolidar  y  estrechar  las  rela- 
ciones de  amistad  que  unian  á  los  dos  países,  y  en  fuerza  de 
consideraciones  de  política  interna. 

A  su  tiempo  se  satisfizo  el  valor  del  giro.  En  orden  al 
segundo  pagamento,  fue  de  necesidad  acudir  al  comercio  de 
Caracas,  que  prestó  la  suma,  en  medio  de  circunstancias  di- 
fíciles^ y  pudo  entregarse  en  el  día  señalado,  no  sin  máximo^ 
esfuerzo.  Pero  de  entonces  en  adelante  no  hubo  la  menor 
posibilidad  de  llevar  á  efecto  lo  estipulado,  de  aprontar  ciento 
cincuenta  mil  pesos  cada  seis  meses.  En  Abril  de  1867  y  & 
virtud  de  sus  urgentes  demandas,  se  dio  orden  de  entregar 
al  señor  Mellinet  el  10  pg  hipotecado.  El  se  negó  á  la  pro- 
puesta, aunque  se  le  ofreciera  el  interés  de  6  pg  por  la  demora, 
alegando  que  no  estaba  en  su  mano  alterar  en  nada  las  condicio- 
nes del  pacto,  según  el  cual  los  pagos  de  cada  semestre  ha- 
bían de  ser  en  numerario.  A  consecuencia  de  su  repulsa,  se 
celebró  en  13  de  Setiembre  el  arreglo  que  dedica  17  pg  de 
los  derechos  ordinarios  de  importación  de  las  Aduanas  de  La 
Guaira  y  Puerto  Cabello,  á  la  amortización  de  la  deuda,  con 
ese  mismo  interés  y  el  gasto  adicional (  de  trescientos  pesos  al 
mes,  para  recompensar  el  trabajo  extraordinario  de  la  cobranza 
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semanal  en  ambos  lagares.    Se  estavo  observando  desde  el  1^ 
de  Octnbre  de  1867  hasta  el  7  de  Febrero  siguiente. 

Hágase  ana  detención  aqaí  para  notar  lo  mal  informado 
que  se  maestra  el  señor  Boaohet,  caando  dice  que  en  1864: 
9e  formó  entre  los  dos  Gobiernos  an  estado,  con  prescripción 
de  los  reclamos  no  insertos  en  él;  que  se  ^estipnló  el  pago 
con  buenas  cnentas  anuales  tomadas  del  producto  de  las  adua- 
nas de  todos  los  poertos ;  que  posteriormente  se  rebajaron  tres 
de  esas  aduanas. 

No,  la  convención  do  habla  de  todos  los  puertos,  sino  sólo 
de  los  cuatro  principales.  Los  otros  eran  Barcelona,  Oarúpano, 
Gumaná  y  Táchira,  y  no  entraban  en  la  hipoteca. 

Tampoco  se  refiere  á  ningún  estado,  de  suerte  que  toda- 
vía hoy  no  sabe  quiénes  son  los  reclamantes,  ni  cuáles  las 
cantidades  con  que  figuren.  En  vano  se  ha  procurado  recabar 
esa  noticia;  en  vano,  la  entrega  de  los  expedientes,  justiftoa- 
tivos  de  los  créditos ;  en  vano,  la  devolución  de  las  diversas 
clases  de  billetes,  acciones  de  banco  etc.,  comprendidas  en  el 
ajuste. 

Verdad  es  que  el  Plenipotenciario  venezolano  firmante  de 
él  entregó  á  su  vuelta  en  este  Ministerio  una  lista  de  las 
reclamaciones  hasta  el  20  de  Mayo  de  1864,  recibida  del  Ple- 
nipotenciario francés.  Pero  ella  no  llevaba  firma ;  y,  habiendo 
servido  de  fundamento  á  asertos  y  certificaciones  del  Ministro, 
el  señor  Encargado  de  Negocios  de  Francia,  y  precisamente 
el  Plenipotenciario  que  entregó  la  lista  al  de  Venezuela,  las 
contradijo,  y  puso  de  manifiesto  <'  que  los  convenios  de  6  de 
Febrero  y  29  de  Julio  de  1864  no  especifican  de  ningún  modo 
las  reclamaciones  que  entrarán  á  participar  de  las  sumas  cuyo 
pagóse  estipuló  en  ellos.'' 

Ni  se  hizo  después  la  reducción  de  tres  de  aquellas  adua- 
nas. Cualquiera  que  conozca  la  importancia  de  las  de  La 
Guaira  y  Puerto  Oabello  en  comparación  con  las  de  Maracaibo 
y  Oiudad  Bolívar,  echará  fácilmente  de  ver  que  dt«s  y  siete 
unidades  de  los  ingresos  de  las  dos  primeras,  aun  no  inclu- 
yendo los  extraordinarios,  cuando  menos  equivalen  á  diez  uni- 
dades de    las   cuatro.    Así    que,   no   hubo  reducción  de  tres 
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aduanas,  sino  reemplazo  de  diez  anidades  de  las  dos  inferiores 
por  siete  de  las  dos  superiores,  y  de  más  fácil  percepción  y 
vigilancia. 

Ningún  peijuioio  ha  venido  del  retardo  á  los  acreedcnres 
franceses.  Desde  que  él  principió,  les  está  corriendo  el  in- 
terés de  6  pg.  Es  de  la  oportunidad  recordar  que,  como  la 
Legación  en  sus  cuentas  carga  intereses  compuestos,  como 
carga  también  la  partida  de  trescientos  pesos  al  mes  destina- 
dos á  resarcir  los  gastos  de  cobranza  semanal  de  dinero  y 
pagarés  en  La  Gkiaira  y  Puerto  Cabello,  á  pesar  de  que  no 
duró  sino  de  I""  de  Octubre  de  1867  á  7  de  Febrero  de  lS68f 
y  sin  embargo  de  las  incesantes  observaciones  del  Gobierno; 
poquísimo  es  lo  que,  en  tal  supuesto,  se  adelanta  en  la  extin- 
ción de  tales  gravámenes.  Según  la  demostración  contenida 
en  la  última  Memoria  de  Relaciones  Exteriores,  en  el  espacio 
corrido  de  Abril  de  1869  á  Julio  de  1877,  del  Tesoro  de  Ve- 
nezuela salieron  para  el  objeto  $  371.481,79  ó  sean  francos 
1.485.927,16,  y  durante  ese  período  el  haber  aparece  dismi- 
minuido  sólo  en  (  12.009,61,  francos  48.038,44. 

En  1869  el  Ejecutivo  aplicó  el  15  p  §  de  todas  las  adua- 
nas de  la  Bepública  á  la  amortización,  no  de  las  acreencias 
francesas  únicamente,  sino  de  todas  las  extranjeras,  porque 
no  podían  pagarse  unas  y  postergarse  otras.  Aunque  el  acto 
no  fue  resultado  de  acuerdo  de  los  dos  Gobiernos,  no  le  co- 
rresponde la  calificación  de  arbitrario  qne  le  da  el  señor 
Boucbet.  La  actnal  Constitución  de  Venezuela  así  como  las 
anteriores,  requiere  la  aprobación  de  la  Legislatura  Kacional 
para  los  tratadol^  ó  convenios  que  e)  Ejecutivo  celebre;  y  sin 
aquella  aprobación  carecen  de  validez.  No  lo  ignoran  los  que 
con  él  tratan.  Ahora  bien,  el  arreglo  de  13  de  Setiembre  de 
1867  nunca  ha  sido  sometido  al  Congreso,  nunca  ha  sido  por 
él  sancionado.  Por  conf^igniente,  no  estimarlo  obligatorio  va 
acorde  con  la  ley  fundamental  y  snprema.  Esa  misma  cláusu- 
la se  lee  en  varias  de  las  Constituciones  francesas. 

Más  adelante,  desde  el  año  de  1873  inclusive  hasta  boy, 
se  ha  estado  distribuyendo  entre  todos  los  acreedores  por 
convenios  diplomáticos    el  13  p  §  del  cuarenta  aplicado  al  eré 
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dito  exterior.  A  la  Legación  de  Francia  se  entregaron  á  prin- 
cipios de  Agosto  Y.  37.200,  francos  186.000,  correspondientes 
á  la  primera  mitad  del  año,  y  después  acá,  la  cuota  men- 
saal  de  V.  5.655,  francos  28.275 ;  y  como  es  la  mayor  de  las 
concedidas,  de  aquí  han  resultado  quejas  de  algunos  copartí- 
cipes, que  no  creen  equitativo  tal  repartimiento.  Los  franco- 
ceses,  contando  los  $  600.000,  francos  2.400.000,  pagados  en  1864 
y  1866,  $  93.218,57,  francos  372.874,28,  percibidos  de  Octubre 
de  1867  á  Febrero  de  1868,  9  63.388,79,  francos  253.555,86, 
entregados  en  1869  y  $  424.125,  francos  1.696.500,  satisfechos 
de  1873  al  día,  tienen  recibido  un  millón  doscientos  veinte 
7  siete  mil  doscientos  treinta  y  dos  pesos  treinta  y  seis  cen- 
tavos ($  1.227.232,36),  francos  4.980.929.44.  Dígase  si  á  un 
país  cuya  renta  anual  es  por  término  medio  de  cinco  millo- 
nes, sería  posible  someterse  á  más  oneroso  sacrificio  en  favor 
de  ana  sola  acreencia  de '  Us  muchas  y  muchas  que,  además 
de  su  presupuesto  ordinario,  oprimen  su  tesoro;  y  con  todo, 
se  escribe  que  Venezuela  no  paga  4  los  franceses. 

Al  convenio  de  ella  y  Francia  siguieron  los  celebrados 
con  España,  la  Oran  Bretaña,  Dinamarca,  Holanda,  los  Esta- 
dos Onidos  de  América,  Italia  y  Alemania,  que  han  impuesto 
á  la  Bepública  una  inmensa  balumba  de  obligaciones  peen* 
niarias,  en  cuyo  cumplimiento  se  van  gastando  las  fuerzas  que 
necesita  para  su  progreso  y  bienandanza. 

Pasemos  á  la  llamada  segunda  categoría  de  acreencias. 
En  Diciembre  de  1867  y  Enero  de  1868,  apremiado  el  Ejecu- 
tivo por  la  Legación  francesa,  condescendió  en  reconocer  algunas 
sumas  á  los  señores  Osmont,  Orand,  Filippini  y  otros.  No  ex- 
presó, pero  se  subentendía  indudablemente,  que  la  aceptación 
de  estas  responsabilidades  quedaba  dependiente  del  Congreso, 
por  lo  que  dejamos  dicho.  La  primera  vez  que  allí  se  tomó  en 
consideración  el  pacto,  fue  desaprobado,  en  lo  cual  el  soberano 
cuerpo  hacía  uso  de  su  derecho.  Sin  embargo,  nuevas  ins- 
tancias de  la  Administración,  atenta  á  prevenir  dificultades, 
le  movieron  á  confirmar  lo  hecho.  Pero,  arbitro  de  aprobar,, 
repulsar  ó  modificar,  al  sancionar  ese  arreglo  concluido  por 
medio  de  cange  de  notas,  declaró  que  ^  tal  ejemplo  no  podría . 
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alegarse  en  ningún  caso  como  antecedente,  pnes  no  se  lepa- 
taría  en  lo  sncesivo  válido  y  definitivo  un  convenio  oelebcado 
por  el  EjecntivOy  sobre  el  cnal  no  hubiese  recaído  la  aprobación 
del  Congreso,  mediante  las  tres  disensiones  en  cada  Oámara, 
conforme  á  la  Constitución ."  También  mandó  incorporar  sn 
importe  al  de  los  créditos  que  se  estaban  amortizando  con  el 
13  p§  •  El  Ejecntivo,  respecto  de  esos  puntos,  se  ha  limitado 
á  obedecer  los  superiores  mandatos  de  la  Ijegislatura.  Mal 
puede  ella  ser  notada  de  irrespetuosa  al  derecho  de  gentes, 
porque  no  reconoció  desde  luego  valor  en  la  promesa  condi- 
cional del  Ejecutivo,  á  que  únicamente  prestó  su  apoyo  en  ho- 
menaje á  la  amistad  con  Francia.  Ni  cabía  tampoco  que  se 
apropiasen  fondos  especiales  para  el  pago,  cuando  la  Bepública 
destina  al  de  la  deuda  diplomática  lo  que  le  ha  parecido,  no 
sólo  justo  y  razonable,  sino  compatible  con  sus  recursos  y  ne- 
cesidades, á  saber,  13  pg  de  las  cuarenta  unidades.  Debo 
añadir  que  Venezuela  no  ha  dividido  los  créditos  en  diferentes 
categorías,  tanto  menos  cnanto  no  interviene  en  la  distribución 
de  los  fondos ;  y  que  por  lo  mismo  es  el  Gobierno  francés 
el  que  libremente  puede  aplicarlos  á  estas  ó  aquellas  acreen- 
cias, como  resulta  de  la  declaración  del  señor  Ministro  de  Be- 
laciones  Exteriores  que  lo  ha  hecho,  sin  que  de  ello  haya  tenido 
Venezuela  conocimiento  alguno. 

El  señor  Bouchet  denomina  dcreencias  de  la  tercera  cate- 
goría unas  cuantas  pretensiones  de  fecha  posterior  á  1868,  que 
no  han  sido  admitidas ;  y  rechaza  con  injuria  que  el  Gobierno 
envíe  los  reclamantes  á  los  tribunales  de  justicia,  empeñándose 
en  demostrar  que  los  franceses  aquí  residentes  no  pueden  tener 
confianza  en  la  magistratura  del  país. 

Conviene  tener  presente  que  en  14  de  Febrero  de  1873  se 
expidió  un  decreto  por  ehcual  se  atribuye  á  la  Alta  Corte 
Federal  el  conocimiento  de  los  reclamos  que  venezolanos  ó 
extranjeros  intenten  por  razón  de  daños,  perjuicios  ó  expropia- 
ciones, por  actos  de  empleados  nacionales  ó  de  los  Estados,  ya 
sea  en  guerra  civil  ó  internacional,  ya  en  tiempo  de  paz.  Di- 
cho   tribunal  se  forma  con  personas  calificadas,   á  cuya  elec- 
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oióD,  perfecoionable  por  el  Congreso,   cononrren  todos  los  Es- 
tados. 

A  los  tribaDales  de  algunos  de  ellos  se  censaran  dilaciones, 
errores,  falta  de  interés  en  la  administración  de  justicia ;  mas 
hasta  ahora  nada  se  ha  oído  en  mengua  de  aquella  Corte  Su- 
prema. Tal  es  la  magistratura  á  que  han  sido  enviados  los 
franceses  reclamantes,  y  en  cuyas  manos  habrían  hallado  la  justi^ 
cia  que  se  les  debiera,  como  ya  ha  sucedido  con  los  extraños  por 
quienes  su  protección  ha  sido  invocada.  Asimismo  ella  tiene  más 
extensas  atribuciones,  poseyendo  por  ley  especial  la  facultad  de 
casar  las  sentencias  de  los  tribunales  de  los  Estados  que  sean 
contrarias  á  ley  expresa,  6  cuando  en  el  curso  del  juicio  se 
quebranten  fórmulas  ó  trámites  esenciales  del  procedimiento. 

El  mencionado  decreto  de  14  de  Febrero  de  1873,  así  como 
otro  de  igual  fecha  tocante  á  extranjeros,  y  en  que  se  estable- 
ce que  no  pueden  ellos  acudir  á  la  vía  diplomática  sino  cuando, 
agotados  los  recursos  legales  ante  las  autoridades  competentes, 
aparezca  clara  denegación  de  justicia  ó  injusticia  notoria,  se 
habían  hecho  indispensables,  porque,  sobre  ser  conformes  al 
derecho  internacional,  el  sistema  seguido  hasta  entonces  causó 
á  la  Nación  males  infinitos. 

Si  la  Bepública  es  verdaderamente  soberana,  nadie  puede 
disputarle  el  perfecto  derecho  con  que  ha  sometido  á  la  supre- 
ma potestad  judicial  aquellas  cuestiones  de  daños. 

El  Jefe  de  la  Administración  política  no  puede  ser  con- 
vertido, para  comodidad  de  las  partes,  en  tribunal  de  una 
causa  en  que  falta  la  defensa.  Sin  discusión  contradictoria, 
todo  queda  pendiente  del  arbitrio  de  los  interesados,  y  todo 
es  abuso,  exageración,  desorden.  Así  antes  de  ahora  las  re- 
clamaciones, siendo  lo  que  todo  el  mundo  sabe,  han  con- 
sumido parte  de  la  sustancia  de  Venezuela.  Se  llevan  sin 
reparo  alguno  á  las  cortes  de  almirantazgo  las  causas  de 
presas  hechas  las  más  veces  en  alta  mar  ó  en  aguas  territo- 
riales del  enemigo.  Pues  con  mayor  razón  se  podrá  hacer 
algo  parecido  respecto  de  cansas  originadas  dentro  de  los  lí- 
mites de  la  Nación,  y  de  personas  que  por  su  voluntad  han 
venido  á  ella.    No  hay  tratado'  de  derecho  de  gentes  que  no 
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reoonozoa  la  obligación  del  extranjero  de  obedecer  y  oamplir 
las  leyes  del  Estado  qae  le  da  permiso  de  entrar,  vivir  y 
ejercer  industria  en  el  territorio  de  sa  exclusiva  propiedad. 
Aaíf  es  preciso  qnCí  cnando  se  vea  ofendido  en  sus  derechos» 
busque  el  desagravio  como  en  iguales  circunstancias  lo  haría  el 
ciudadano.  De  lo  contrario,  se  coloca  en  una  situación  pri* 
vilegiadaí  con  grave  desconocimiento  del  favor  que  se  le  ha 
concedido. 

Los  Estados  Unidos  de  América  crearon,  tiempo  ha,  una 
corte  de  reclamaciones,  para  que  forzosamente  se  sometíeson 
á  ella,  como  si  fuese  con  la  voluntad  de  las  partes,  todas  las 
reclamaciones  deducidas  contra  cualquier  Departamento  del 
Ejecutivo  que  envolviesen  hechos  disputados  ó  cuestiones  de 
derecho  controvertidas,  cnando  la  suma  pasara  de  tres  mil 
pesos,  ó,  sin  atender  á  la  cuantía,  cuando  la  decisión  influ- 
yera en  cierto  orden  de  cosas,  ó  suministrara  un  antecedente 
para  el  futuro  proceder  de  tal  Departamento,  ó  cuando  se  pre- 
tendiese  ó  negase  cualquiera  facultad,  derecho,  privilegio  6 
exención  derivados  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos. 
También  se  han  regulado  ciertos  procedimientos  de  dichas 
cortes  para  la  mejor  defensa  del  tesoro  contra  reclamaciones 
ilegitimas.  No  tenemos  noticia  de  que  haya  parecido  mal  el 
establecimiento  de  tales  cortes,  que  sacan  de  manos  del  Eje- 
cutivo los  reclamos.  Lejos  de  eso,  el  señor  Ministro  de  Ne- 
gocios Extranjeros  de  Francia,  al  contestar  á  una  interpelación 
á  él  hecha  en  la  Asamblea  Nacional,  el  27  de  Julio  de  1875, 
hablaba  con  aplauso  de  la  proposición  de  los  Estados  Unidos 
de  crear,  cabalmente  para  decidir  de  las  reclamaciones  extran- 
jeras, un  tribunal  á  que  el  Congreso  otorgara  fiEMSultad  de 
satisfacer  todas  las  apoyadas  en  buenos  fundamentos.  Lo  que 
es  laudable  en  los  Estados  Unidos,  no  puede  increparse  á 
Venezuela. 

En  aquella  misma  oportunidad  el  señor  duque  Decazes  se 
congratulaba,  y  creía  que  los  Diputados  se  congratularían  con- 
sV  \  mismos,  de  que  se  hubiese  abandonado  el  proyecto  de 
nú,  aiGomirión  mixta  para  conocer  de  los  reclamos  franceses 
con  oh  los  Estados   Unidos;  y  sin  embargo,  el  señor  duque 
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mandó  proponer  á  Venezuela  la  adopción  de  ese  medio,  qne 
en  ella  ha  prodaoido  tan  malos  efectos,  para  terminar  los 
asuntos  á  que  me  refiero. 

Sesta  decir  algo  acerca  de  los  tres  casos  que  el  señor 
Bouehet  individualiza* 

1^  El  del  señor  Patrizi.  La  Legación  escribió  á  este  Des- 
pacho que  él  había  expuesto,  ante  el  Begistrador  del  Depar- 
tamento Arismendí,  su  derecho  á  una  indemnización  equita- 
tiva, tanto  por  las  heridas  que  recibió  en  Yaguaraparo  como 
por  el  robo  de  diversos  objetos*  Que  había  depositado  en  Oan- 
oillería  las  declaraciones  certificadas  de  cierto  número  de  tes- 
tigos. 

Oon  tales  documentos  ex^parte  comunicados  en  copia  al  Go- 
bierno se  le  dijo  por  el  señor  Des  Noyers  que  el  ofendido  le 
había  entregado  una  demanda  de  veinte  y  cinco  mil  venezo* 
lanos,  y  que  sobre  esto  se  pedía  la  decisión  del  Ejecutivo.  Le  fue 
respondido  que  hasta  entonces  no  se  había  sabido  nada  de  tal 
suceso ;  que  de  lo  contrario,  se  hubieran  dictado  providencias 
eficaces  para  conseguir  la  averiguación  de  aquellos  delitos  y 
el  castigo  de  sus  autores;  que  esta  era  toda  la  satisfacción 
debida  en  casos  tales;  y  que  las  indemnizaciones  pecunia- 
rias á  que  los  hechos  diesen  lugar,  quedaban  á  cargo  de  los 
mismos  culpados.  Esta  no  es  cosa  nueva.  El  señor  Ministro  de 
IJegocios  Extranjeros  .de  Francia,  interpelado  por  el  señor  Julio 
Favre  respecto  de  una  queja  de  la  señorita  Masset  á  causa  de  mal- 
tratamiento de  un  comisario  de  policía  de  Busia  contestaba 
en  22  de  Junio  de  1866:  ''Hay  en  este  exiguo  asunto  una 
cuestión  considerable  de  derecho  internacional.  Sxiaie  una  re- 
gla fundamental  en  todos  los  países^  á  saber  y  que  un  extranje- 
fO  no  puede  tener  más  derecho  que  el  regnícola.  Así^  si  en  Fran- 
cia un  ciudadano  fuese  víctima  de  extorsiones^  de  fraude  j  de  par- 
te  de  un  agente  del  Oobiemoj  ¿por  ventura  esto  induciría  la 
responsabilidad  del  Gobier^no  t  Gonozoo  el  artículo  á  que  alu- 
de el  señor  Julio  Favre:  es  el  que  nos  hace  responsables 
de  las  faltas  de  nuestros  criados,  aun  de  los  animales  que 
tenemos  en  nuestra  casa.    Pero  no  lie  oído  decir  jamás  que  la 
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respansabiUdad  pecuniaria  del  Oobierno  fuese  inducida  por  los  de- 
litos de  9US  agentes.  Esta  re^fonsabilidad  no  se  ha  proclamado 
nunca  en  nithguna  parte.  Rabia  puesj  en  eso  wna  cuestión  de 
principios  que  podía  tomar  proporciones  muy  considerables.^ 

En  Yeneznela  niogún  cindadano  tiene  derecho  á  tales  in- 
demnizaciones,   i  Por  qaé  ha  de  asistir  á  los  franceses  f 

Tratándose  de  pérdidas  ocasionadas  á  un  subdito  británi- 
co á  eonsecnencia  del  robo  de  sa  casa  de  Irapa  por  tropas  de 
Yeneznela,  sn  Gobierno  declaró  qne,  habiendo  adquirido  do- 
micilio en  este  país,  se  hallaba  expaesto  á  todos  los  incon- 
venientes de  la  nacionalidad  venezolana  en  cnanto  á  los  dere- 
chos de  beligerante  de  terceros  empeñados  en  gnerra  con  la 
Kación  ;  qae  con  el  ejercicio  de  tales  derechos,  debía  pedir  pro- 
tección al  Oobierno  de  la  Bepública,  y  no  podía  pretender  de 
él  más  protección  qne  la  que  él  pudiese  prestar  á  los  subdi- 
tos nativos. 

Generalmente  se  ha  seguido  la  misma  doctrina  respecto  del 
bombardeo  de  San  Juan  de  Nicaragua,  de  Valparaíso,  &. 

Esa  igualdad  entre  los  extranjeros  y  los  ciudadanos  la  han 
afirmado  los  Estados  Unidos  en  otras  varias  circunstancias. 

Esta  igualdad  está  convenida  terminantemente  en  el  ar- 
tículo 4^  del  tratado  vigente  todavía  entre  Venezuela  é  Ita- 
lia, de  19  de  Julio  de  1861. 

Esa  igualdad  se  estipuló  en  el  tratado  de  12  de  Agosto 
de  1861,  concluido  en  Santander  para  restablecer  la  buena  in« 
teligencia   entre  Venezuela  y  España. 

Esa  igualdad  se  hall  a  escrita  en  otros  tratados  de  la  Se- 
pública. 

Notable  es  por  lo  explícito  el  articulo  3^  del  tratado  que 
existió  entre  Venezuela  y  Francia,  de  25  de  Marzo  de  1843. 
Asegura  á  venezolanos  y  franceses  completa  y  constante  pro- 
tección en  sus  personas  y  propiedades ;  por  consecuenoiaf  libre 
y  fácil  acceso  á  los  tribunales  para  usar  de  sus  derechos,  y 
concluye  asi:  ^^ gozarán  en  fin,  bajo  estos  respectos  de  los 
misinos  derechos  y  privilegios  concedidos  á  los  naturales,  asi  como 
estarán  sujetos  en  su  ejercicio  á  las  misma>s  condiciones  que 
éstos.^^ 
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Begla  es  también  del  derecho  de  gentes,  que,  antes  que 
á  un  cindadano  corresponda  el  de  pedir  aynda  á  sa  Gobier- 
no para  alcanzar  reparación  de  agravios  qne  le  haya  hecho 
otro  Gobierno^  ha  de  haber  solicitado  en  vano  la  enmienda  por 
medio  de  los  tribunales  de  ese  otro  Gobierno,  como  se  ob- 
serva en  ponto  á  presas  marítimas,  que  sólo  pneden  hacerse 
con  autorización  de  nn  Gobierno. 

2^    El  del  señor  Battistini.    A   mediados  de  1876  estuvo 
detenido  en  la  cárcel  de  Caracas,  á  cansa  de  ofensas  graves 
hechas  por  escrito  al    entonces  Presidente  de  la  Bepública.    Se 
entiende  que  desde  allí   le  dirigió  nna  carta  de  satisfacción, 
recnperando  con  esto  la  libertad.    En  un  papel  publicado  por  él 
en  Oaraoas  á  28  de  Febrero  último,    aseguró    que   los  docu- 
mentos en  los  cuales  se  apoyan  sus  reclamaciones  ee  encuen- 
tran en  la  Legación  de  Francia ;   es  decir,  que  no  se  les  ha 
dado  curso.    En  la  lista  que  ella  ha  pasado  de  las  pendientes 
no  se  incluye  sino  la   relativa  á  la    prisión    de   dicho  señor 
En   cuanto  al  buque  de  que  se  habla,  se  ha  informado  á  es 
te    Ministerio    que  ni   fue  ni  podía  ser  del   señor   Battistini 
ocupándose,  cuando  se  tomó,  en  el  comercio  de  cabotaje  que 
según  la  ley    de  I""  de  Mayo  de  1842,  no  podía  entonces  ejer 
cerse  sino  por  naves  cuyo  dueño  fuese  venezolano. 

3""  El  del  señor  Blasini.  Murió  el  año  de  1874,  en  Oarúpano, 
de  un  tiro  que  le  fue  descargado  por  el  ciudadano  General 
Begino  Díaz,  Oomanclante  del  Besguardo,  á  consecuencia  de  una 
disputa  muy  acalorada  en  que  hubo  denuestos.  No  era  di- 
rector de  Aduana,  como  por  error  y  consiguiente  observación 
despreciativa^  le  llama  el  señor  Bouchet,  aunque  nada  extraño 
habría  en  que  desempeñase  semejantes  funciones  un  General, 
es  decir,  el  hombre  que  rinde  á  su  patria  los  sacrificios  más 
costosos.  Lo  que  tocaba  á  la  Administración  hacer  en  el  par- 
ticular, lo  hizo  desde  el  principio  con  empeño,  con  insistencia, 
interesando  en  el  asunto  al  Presidente  del  Estado  de  Oumaná 
y  á  su  Oorte  Suprema.  Instruido  el  proceso  y  ya  muy  ade- 
lantado, como  que  faltaba  sólo  evacuar  algunas  pruebas  pro- 
movidas  por  el  encausado,  éste  se  fugó  de  la  cárcel  en  Marzo 
de  1877.    Volvió    el  Ejecutivo  á  emplear  su    acción  para  que 
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faese  reoaptarado,  y  oonclaido  el  procedimiento.  Por  desgra- 
cia no  se  ha  conseguido,  lo  cnal  es  mny  de  lamentarse.  Mas 
la  faga  de  un  delincuente  ni  cambia  la  naturaleza  del  caso, 
ni  es  ocurrencia  extraordinaria  en  la  vida  de  las  üf aciones j 
está  en  el  número  de  los  sucesos  frecuentes  en  cualquiera  de 
ellas ;  el  recluido  brega  incesantemente  por  escaparse,  y  algu- 
na vez  lo  logra  á  despecho  de  la  mayor  cautela.  Que  el  ho- 
micida del  señor  Blasini  esté  gozando  tranquilamente  de  su  li- 
bertad y  de  las  dulzuras  de  la  vida  del  campo,  es  una  aser- 
ción con  extremo  aventurada,  y  que  el  señor  Bouchet  no  po- 
dría motivar. 

El  Gobierno,  ansioso  de  que  se  le  juzgue  y  castigue  confor  - 
me  á  la  ley,  y  que  ha  condenado  altamente  el  delito,  sigue 
haciendo  cuanto  está  en  su  mano  para  la  consecución  de  su 
propósito.  ISo  cree,  y  ya  he  dicho  la  razón,  que  deba  indem- 
nizaciones á  la  familia  del  muerto.  So  sólo  le  enseñan  esto 
los  principios  del  derecho  de  gentes,  sino  también  la  misma  prác- 
tica ya  observada  en  Venezuela.  Habiendo  cometido  emplea- 
dos públicos  atropellamientos  con  un  extranjei^o  que  murió  de 
las  resultas,  fueron  demandados  su  sometimiento  á  juicio  y  su 
castigo,  y,  sentenciada  la  causa,  la  puntual  aplicación  de  la 
pena.  No  se  ha  pedido  más  por  la  Nación  interesada,  juzgán- 
dose satisfecha  con  tal  conducta. 

Ya  se  ha  visto  que,  en  casos  iguales,  no  se  procede  en  Fran> 
cía  diferentemente.  • 

Venezuela  es  un  Estado  infante,  que  no  ha  podido  todavía 
consolidarse,  que  como  tal  lucha  con  mil  diñcultades,  y  á  quien 
los  de  mayor  experiencia  deberían  prestar  su  apoyo  moral,  si- 
quiera con  no  ponerle  en  el  camino  nuevos  obstáculos. 

Lo  mismo  los  franceses  que  los  demás  extranjeros  viven  aquí 
protegidos  y  estimados,  ejerciendo  tranquilamente  sus  indus- 
trias; muchos  se  han  enriquecido  y  enlazádose  con  familias 
venezolanas ;  y,  si  á  alguno  acontece  desgracia,  como  á  los  na- 
turales, no  es  porque  Venezuela  adolezca  de  barbarie,  ni  deba 
ser  tratada  exoepcionalmente,  sino  porque  donde  quiera  que 
hay  hombres  pasa  otro  tanto ;  porque,  en  expresión  de  un  cé- 
lebre publicista,  <<es  imposible  al  Estado  mejor  constituido,  al 


INTBBNAOIONAL  HISPANO -AfilEBICANO  421 

, —  —  -* 

«oberano  más  vigilante  y  absolato,  moderar  á  sa  arbitrio  todas 
las  acciones  de  sus  subditos,  contenerlos  en  todas  ocasiones 
en  la  más  exacta  obediencia ;  y  así  sería  injusto  impntarle  á 
ana  Nación  ó  á  nn  Soberano  todas  las  cnlpas  de  los  cinda- 
danos*" 

La  Francia,  que,  cuando  se  ha  creído  amenazada,  ha  abierto 
los  diqnes  á  sa  indignación,  y  levantado  por  sobre  todo  el 
sentimiento  de  sa  decoro,  bien  padiera  gradaar  el  efecto  que 
en  Naciones  altivas,  annqae  débiles  ó  no  poderosas  como  ella, 
es  capaz  de  producir  el  anuncio  de  medidas  conminatorias. 

La  Administración  del  Ghran  Demócrata,  que  ha  procurado 
allanar  las  dificultades  exteriores,  y  ha  concluido  dignamente 
ya  algunas,  está  muy  distante  de  provocar  ó  agriar  desave- 
nencias con  la  Nación  francesa  á  la  cual  tanto  estima  y  considera, 
y  de  quien  se  promete  merecer  afectuosas  simpatías,  sobre  todo 
ahora  que  ella  ha  adoptado  el  sistema  de  Gobierno  predilecto 
en  América.  Si  se  han  hecho  las  precedentes  aclaraciones,  ha 
sido  por  la  ineludible  necesidad  de  defenderse  contra  infun- 
dados cargos,  y  de  poner  fuera  de  duda  la  conducta  perma- 
nentemente amistosa,  deferente,  cordial,  observada  por  Venezue- 
la para  con  Francia,  á  costa  de  esfuerzos  indecibles  de  buena 
voluntad  y  de  complacencia. 

El  ciudadano  Ministro  Encargado  del  Ejecutivo  desea  que 
se  publique   esta  circular  en  algún  periódico  de    nota  de  esa 
ciudad. — Soy  de  usted  atento  servidor. — Bafaél  SeijcLs. 
Opinión  de  la  pren-  Yenezucla  y  Fraucia. — En  las  Cámaras  fran- 

sa  de  .Venezuela  eobre  _ 

cargos  hechos  &  la  Re-  ccsas  ha  dirigido  Últimamente  interpelaciones 
^  ^e^s^Bonehet.  ^  al  Miuistro  de  Belaciones  Exteriores  un  señor 
Bouchet,  que  es  Diputado,  acerca  de  las  reclamaciones  de 
nacionales  de  aquel  país  contra  el  Gobierno  de  Venezuela. — 
No  habíamos  querido  ocuparnos  todavía  en  esta  materia,  por- 
que la  circunspección  que  observamos  en  el  ejercicio  del  perio- 
dismo y  que  es  distintivo  de  La  Opinión  Naoionalj  reconocido 
felizmente  por  todo  el  país,  no  nos  permite  nunca  tratar  em- 
píricamente ninguna  cuestión  y  mucho  menos  las  graves  que 
se  relacionan  con  el  delicado  resorte  de  las  relaciones  di- 
plomáticas que  en  todo  tiempo,  ocasión  y  circunstancias  re- 
quieren mesura,  seriedad  y  cordura. 
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Aguardábamos  obtener  datos  precisos  sobre  el  fondo  de 
la  cuestión,  qae  solicitábamos  con  interésy  cuando  la  Gaceta 
OJÍoiál  se  presenta  pnblícando  en  sus  columnas  la  sesuda 
y  rassonada  circular  del  señor  Ministro  de  Belaoiones  Este- 
ñores  de  Venezuela,  que  arroja  toda  la  luz  que  se  necesita 
en  la  materia,  y  exhibe  en  sus  verdaderos  perfiles  al  atolon- 
drado Diputado  francés  que,  desde  los  más  triviales  princi- 
pios de  derecho  internacional  hasta  los  más  públicos  hechos 
que  constan  en  los  documentos  que  ha  debido  leer  antes  de 
meterse  á  hablar  de  esas    cosas,  aparece  ignorándolo  todo. 

Hemos  creído  lo  más  oportuno  y  conducente  para  cumplir 
nuestras  obligaciones  de  defender  á  Venezuela  contra  la  jus- 
ticia extranjera,  dar  publicidad  á  la  referida  pieza  de  nuestro 
Ministro  de  Belaciones,  y  al  efecto  sin  reparar  en  gastos  ex- 
traordinarios, la  imprimimos  en  un  suplemento  que  circulará 
junto  con  el  presente  número  de  La  Opinión  Nackmál^  cuyas 
columnas  quedan  así  expeditas  para  las  demás  materias  de 
interés  palpitante  que  siempre  las  nutren  en  obsequio  de  cau- 
sas nobilísimas.  Basta  la  lectura  de  dicho  documento  para 
convencer  á  todos  los  ánimos  del  exabrupto  del  Diputado  Bou- 
chet,  del  desorientamiento  del  mismo  Ministro  de  Belaciones  Exte- 
riores de  Francia,  de  la  honrada  actitud  del  Gobierno  de  Venezue- 
la, que  no  ha  cesado  un  momento  de  hacer  sacrificios  para  cum- 
plir sus  compromisos;  de  la  original  pretensión  más  de  una 
vez  manifestada  y  hoy  reproducida,  de  que  Venezuela  desa- 
tienda  sus  deberes  para  con  las  demás  Naciones,  y  aun  las 
necesidades  de  su  propia  existencia  para  satisfacer  caprichos 
de  los  que  no  tienen  más  razón  para  abrigarlos  que  la  con- 
ciencia de  su  preponderancia  que  tanto  decanta  y  repite  el 
Ministro  del  Gobierno  francés  ;  de  la  no  menos  original  ocu- 
rrencia de  negar  á  Venezuela  la  regalía  de  Nación  soberana 
en  virtud  de  la  cual  estatuye  las  leyes  que  tenga  por  con- 
veniente para  arreglar  las  relaciones  de  los  ciudadanos  y  habi- 
tantes del  país  con  el  Gobierno  de  la  Bepública ;  y  la  por 
demás  curiosa  aspiración  de  que  los  extranjeros  tengan  con- 
dición privilegiada  en  nuestro  suelo  siendo  una  especie  de 
nobleza  ó  clase  superior  que  goce  de  fueros,  derechos,    pree- 
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minenoias  especiales^  sobre  los  ciadadanos  de  la  Bepública. 
A  todo  esto  se  creen  autorizados  algunos  países  por  el  hecho 
de  considerarse  ellos  Estados  poderosos,  y  á  nosotros  Estados 
pequefios  y  débiles,  como  dice,  redice  y  vuelve  á  repetir  en 
su  discarso  de  contestación  el  Ministro  de  Belaciones  Exte- 
riores de  Francia.  A  la  fecha  de  hoy  el  Gobierno  de  Vene- 
zuela tiene  pagado  al  de  Francia  más  de  las  cinco  octavas 
partes  de  su  deuda,  paes  que,  estimada  ésta  en  dos  millones 
de  pesos  ha  entregado  ya  un  millón  doscientos  veintisiete 
mil  pesos ;  no  obstante  esas  frecuentes  conmociones  que  tanto 
nos  echan  en  cara,  y  que  debían  ser  consideradas  por  él  para 
estimar  todavía  más  la  religiosidad  y  honradez  con  que  pres- 
cindimos de  los  quebrantos  que  nos  causan,  para  seguir  cum- 
pliendo con  exactitud  nnestros  compromisos. 

Pero  el  Gobierno  francés  le  carga  á  Venezuela  intereses 
de  intereses,  lo  que  no  le  es  permitido  al  avaro  más  desollado 
sin  incurrir  en  la  indignación  universal,  y  nos  cobra  además 
la  snma  de  trescientos  pesos  mensuales  por  gastos  de  cobran- 
zas de  que  hace  largos  afios  se  le  libertó,  convirtiendo  así  el 
asunto  de  la  denda  de  Veneznela  en  una  veta  de  mina  inago- 
table que,  al  paso  que  lleva  la  explotación,  amenaza  durar 
toda  la  vida.  Tan  cierto  es  esto  qne  los  371  mil  pesos  paga- 
dos á  la  Legación  francesa  en  el  período  corrido  de  1869  á 
1877  sólo  han  disminuido  el  haber  principal  de  ella  en  12  mil 
pesos ! !  De  estas  cosas  debe  tener  conocimiento  el  mundo 
entero,  ya  que  quien  tal  hace  se  permite  llamar  á  Venezuela, 
es  decir,  á  la  víctima,  país  bárbaro  é  injusto.  Es  decir,  qne 
nuestro  oro  que  representa  el  santo  sudor  del  pueblo  venezo- 
lano y  mil  necesidades  interiores  aplazadas,  sólo  es  recibido 
por  el  30  pg  de  su  legítimo  valor  I !  Es  decir,  con  una  onza 
de  oro  de  21  pesos  sólo  amortizamos  seis  pesos  de  la  deuda 
francesa!!!  Esto  si  es  lo  qne  indigna,  y  sobre  todo  lo  que 
deshonra  á  un  país  que  la  echa  de  poderoso.  No  pagar  el 
pueblo  pobre  en  el  minuto  á  que  se  comprometió  porque  sa 
situación  conflictiva  no  se  lo  permite,  ei^  reconocido  como  un 
hecho  excusable  por  todo  el  que  tenga  buen  sentido  y  la  razón 
en  su  lagar.    A  nadie  se  le  ha  ocurrido  jamás  que  eso  apa- 
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reje   deshonra.    Pero   cebarse  el  poderoso  en  el  débil  con   la 
ventosa  del  interés  compaesto  esprimiéndole  la  sangre,  y  pre- 
sentándole á  todas  manos  ana  cnenta  laboriosa  llena   de  nú 
meros  encabritados  anos  sobre  otros,  invención  tenebrosa  de  la 
aritmética  de  Harpagón  en  qae  las  samas  pagadas  se  restan 

á  si  mismas;  eso tampoco  es  deshonroso,  porqne  todos  los 

idiomas  reservan  otra  palabra  may  distinta  para  calificarlo. 
Los  más  benévolos  lo  califican  de  inícno!  Por  lo  demás,  es 
conquista  may  preciada  de  la  civilización  moderna  que  el  ex- 
tranjero tenga  condición  igaal  á  los  ciadadanos  del  país  en 
que  habitan.  En  todas  las  legislaciones  antigaas  y  en  las 
costumbres  uniformes  de  todas  las  Naciones,  er^n  siempre 
reputados  de  calidad  inferior,  destituidos  de  los  derechos  que 
competían  á  los  regnícolas,  de  toda  personalidad  jurídica,  y 
aun  en  alguna  parte  del  derecho  á  la  inviolabilidad  de  su 
vida.  El  progreso  cristiano  que  considera  á  todos  los  hom- 
bres como  hermanos,  que  ha  suprimido  las  diferencias  de  ra- 
sas y  hecho  una  sola  familia  de  todo  el  género  humano,  ha 
modificado  las  costumbres  y  las  legislaciones,  haciendo  que  se 
les  considere  iguales  á  los  naturales  y  se  les  concedan  los 
mismos  derechos  y  las  mismas  consideraciones.  Venezuela  se 
honra  y  se  complace  en  haber  hecho  de  esta  conquista  de  la 
civilización  moderna,  principio  práctico  de  su  derecho  público. 
Pero  hasta  ese  punto  nada  más  llega  la  exigencia  de  la  jas- 
ticia  filosófica.  Pretender  ahora  que  sean  por  el  contrario  los 
extranjeros  superiores  á  los  dueños  del  país,  es  un  delirio  de 
absurdidad  tan  inconcebible  como  detestable  y  que  sólo  puede 
crear  la  fiebre  de  una  soberbia  insensata. 

Sobre  este  punto  y  los  demás  que  se  rozan  con  la  pre- 
senté  coestión,   remitimos  á  nuestros   lectores  al  sabio  docu- 
mento del  Ministerio  de  Selaciones   Exteriores  de   Venezuela  I 
ya  relacionado. 

En  resumen ;  Venezuela  no  teme  nada  caando  tiene  por 
escado  el  derecho  y  la  jasticia.  Sa  honradez  le  da  ana  ener- 
gía, superior  á  la  faerza  de  la  ametralladora.  Las  amenazas 
qae  se  le  dirigen  se  pierden  en  el  espacio  como  los  truea<»8 
4le  sns  tempestades,  que  á  nadie  hacen  inclinar  la  frente.    (Qpi- 
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nián  N^acianalf  de  Oaraoas,  de  15  de  Julio  de  1878,  oúmero 
2.748). 

A^^ÜL^'^IS-^  Despaés  del  último  infome  de  este  Minis- 
"•^-  qSuS^^^^  terio  al  Congreso,  la  Legaoión  de  Francia  ha 
presentado  unas  eaantas  demandas  de  resarcimiento  en  favor 
de  individaos  que,  según  se  alega,  han  sido  agraviados  por 
fancionaríos  públicos. 

Ko  les  lia  dado  cabida  el  Despacho,  fondándose  no  sólo 
en  principios  del  derecho  de  gentes,  sino  también  en  el  texto 
expreso  de  leyes  nacionales.  Ha  sostenido  pnes,  primero,  la 
necesidad  de  obedecer  la  legislación  de  ia  Bepública,  qne  pautó 
precisamente  el  modo  de  obtener  reparación  de  los  dafios  re- 
cibidos de  empleados  de  la  Nación  ó  de  los  Estados,  ya  en 
guerra  civil  ó  internacional,  ya  en  tiempo  de  paz,  y  que  con- 
siste en  intentar  la  acción  ante  la  A.lta  Oorte  Federal,  y  con- 
forme á  los  trámites  allí  establecidos,  lo  dispone  el  decreto  de 
14  de  Febrero  de  1873.  Otro  de  igual  fecha  prohibe  el  re- 
curso ¿  la  vía  diplomática,  á  no  aparecer  que,  agotados  los 
legales  ante  las  autoridades  competentes,  ha  habido  manifiesta 
denegación  de  justicia  ó  injusticia  notoria. 

Pero,  cuando  los  hechos  han  sido  criminales,  el  Bjecu- 
tivo  ha  promovido  el  enjuiciamiento  de  sus  autores,  sobre  sus- 
penderlos de  las  funciones  públicas  en  los  casos  de  su  de- 
pendencia. Porque  profesa  la  doctrina  de  que,  delinquiéndose 
en  perjuicio  de  un  extranjero,  las  obligaciones  de  la  sociedad 
internacional  prescriben  que  el  Bepresentaute  del  Estado  sig- 
nifique en  nombre  del  último  su  desaprobación  de  la  ofensa  y 
el  propósito  de  procurar  su  castigo,  á  fin  de  diversificar  al 
culpado  de  la  sociedad  política  á  qne  pertenece.  La  conducta 
contraria  haría  común  la  causa  de  uno  y  otro.  Pero,  satis- 
fecho  el  deber  con  la  averiguación  de)  exceso  y  la  imposición 
de  la  pena  correspondiente,  nada  más  le  incumbe  hacer.  Por 
lo  que  le  toca  á  la  reparación,  no  es  la  Bepública  quien  la 
debe  ¡  la  deben  los  culpados  de  los  danos,  y  se  puede  obtener 
ó  acudiendo  á  la  Alta  Oorte  Federal  ó  haciendo  uso  de  la 
acción  civil  que  nace  de  todo  delito,  según  los  artículos  24  y 
30  del  Código  penal.    Tan  cierto  es  esto  que  el  moderno  y  dis- 
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tingaido  pablicista  de  la  América  del  Sur,  Doctor  Garlos  Gal- 
vo,  escribe  lo  signiente:  ^<  En  lo  interior  de  los  límites  jnris- 
diocionales,  los  agentes  de  la  autoridad  de  toda  clase  son  sólo 
personalmente  responsables  en  el  grado  establecido  por  el 
derecho  público  interno  de  cada  Estado.  Gnando  ellos  faltan 
á  sas  deberes,  traspasan  sas  atribuciones  ó  violan  la  ley, 
crean,  según  las  circanstancías,  6  aquellos  cuyos  derechos 
han  ofendido,  un  recurso  legal  por  las  vías  administrativas  < 
6  judiciales ;  mas  con  respecto  á  los  terceros  nacionales  6  ex* 
tranjeros,  la  responsabilidad  del  Gobierno  que  los  ha  instituido, 
permanece  puramente  moral  y  no  puede  hacerse  directa  y 
efectiva  sino  en  caso  de  complicidad  6  de  manifiesta  denega- 
ción de  justicia." 

El  mismo  autor  cita  el  hecho  de  que  en  1868  el  Gtibinete 
de  Washington  formó  una  comisión  para  examinar  las  recla- 
maciones pecuniarias  intentadas  por  ciudadanos  americanos  ó 
extranjeros  con  motivo  de  pérdidas  ó  de  actos  de  desojo  padecidos 
durante  la  guerra  civil  de  manos  de  autoridades  fedmtles  ;  pera 
nota  que  la  comisión  es  soberana,  es  decir,  que  no  hay  apela- 
ción de  sus  decisiones;  que  no  sólo  no  debe  admitir  ninguna 
intervención  diplomática,  en  favor  de  los  reclamantes  extran- 
jeros, sino  que,  con  sólo  que  haya  semejante  interposición, 
está  obligada  á  rechazar  ipso  faoto  y  sin  otro  examen  la  re- 
clamación que  hubiere  sido  objeto  de  ella. 

Los  propios  Estados  unidos  han  proclamado  que  los  ex- 
tranjeros que  se  establecen  en  la  Bepública  para  ocuparse  en 
BUS  negocios,  se  someten  por  ese  solo  hecho  á  las  mismas  le- 
yes y  á  los  mismos  tribunales  qua  los  ciudadanos  del  país« 
La  necesidad  pues,  de  observar  las  leyes,  principal  condición 
con  que  se  admite  la  entrada  de  extranjeros  en  un  Estado,  la 
igualdad  que  ha  de  haber  entre  ellos  y  los  ciudadanos,  los  ci- 
tados principios  del  derecho  de  gentes,  y  la  práctica  de  las 
Ilaciones  concluyen  contra  la  pretensión  de  demandar  diplo- 
máticamente indemnizaciones  en  aquellos  casos.  Sí  esto  hu- 
biera de  suceder,  habría  sido  inútil  l^  legislación  establecida 
para  dar  punto  á  condescendencias  desventajosas. 
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*^  toe^"*"  En  14  de  Setiembre  de  1876  se  comunicó  por  la 
Legación  á  este  Ministerio,  qae  el  ciudadano  Ooronel  Fran- 
cisco Paiso  había  herido  gravemente  cd  Güiria  al  señor  Juan 
Savegnac,  con  motivo  de  haberle  reclamado  el  último  la  de- 
volución del  préstamo  de  $  4,50.  Agregábase  que  este  acta 
de  violencia  no  había  merecido  ninguna  pesquisa  de  la  au- 
toridad; y  con  tal  fundamento  se  pedía  una  excitación  en- 
caminada al  justo  castigo  del  culpado,  y  que  se  obtuviese,  al 
par  que  la  restitución  de  la  suma,  la  indemnización  á  que 
daba  derecho  el  atentado  <ie  que  el  francés  había  sido  víc- 
tima. Desde  luego  este  Ministerio  ocurrió  al  de  Belaciones 
Interiores  en  demanda  de  los  informes  que  él  poseyera  so- 
bre el  asunto;  y  le  suplicaba  que,  caso  de  no  haberle  ve- 
nido, los  exigiera ;  además,  que  recomendase  á  los  funciona- 
rios competentes  del  Estado  de  Gumaná,  en  cuya  jurisdicción 
se  decía  cometido  el  hecho^  cuidar  de  que  se  llevase  á  efecto 
su  averiguadón,  y  el  juicio  del  delincuente.  A  esto  se  limi- 
tó y  debía  limitarse  la  acción  del  Gobierno.  En  cuanto  á 
la  otra  parte  de  la  solicitud,  es  de  todo  punto  inaceptable, 
tratándose  del  delito  de  un  mero  ciudadano.  En  el  citado 
caso  del  tumulto  de  llueva  Orleans  contra  subditos  españo- 
les, los  Estados  unidos  indemnizaron  al  Cónsul  señor  Labor- 
de  por  hallarse  bajo  la  protección  especial  del  derecho  de  gen- 
tes. Bespecto  de  los  demás  perjudicados,  Mr.  Webster  de- 
cía: ^^  ellos  tienen  derecho  á  la  protección  que  se  da  á  nues- 
tros propios  ciudadanos.  Así,  mientras  son  muy  de  sentirse 
las  pérdidas  de  individuos  particulares,  subditos  españoles,  se 
entiende  que  muchos  ciudadanos  anglo-americanos  fueron  per- 
judicados por  la  misma  causa.  Y  estos  individuos  particu- 
lares, subditos  de  8.  M.  G.,  que  han  venido  voluntariamen- 
te á  residir  en  los  Estados  Unidos,  no  tienen,  de  cierto,  mo- 
tivo para  quejarse,  si  son  protegidos  por  las  mismas  leyes  y 
administración  de  justicia  que  los  ciudadanos  de  este  país 
por  nacimiento."  El  señor  Oalderón  de  la  Barca,  Bepresen- 
tante  de  España,  dijo  en  contestación :  ^^  el  Gobierno  de  S. 
M.  G.  ha  tomado  en  consideración  el  principio  sentado  por 
el  honorable   señor  Secretario  de   Estado   en  su  nota  de    13 
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de  Noviembre  último^  sobre  que  los  extranjeros  han  de  so- 
meterse á  las  leyes  vigentes  en  el  país  qae  han  escogido 
para  ejercer  sus  negocios;  y  no  pretende  controvertirlo,  vien- 
do qae  la  aplicación  de    esas  leyes  ha  de  ser  recíproca." 

u^í^n^'^Sd^S:  Mr.  Fish,  actnal  Secretario  de  Estado  de 
"'^"^"SíáiSSiS.^  los  Estados  Unidos,  en  19  de  Febrero  de 
1875,  escribía  al  Ministro  de  Méjico  en  Washington.  ^<  He 
recibido  y  tomado  en  deliberada  consideración  vaestra  nota  de 
30  del  mes  último  y  los  documentos  á  ella  anexos.  Ella  pie- 
Benta  una  reclamación  contra  este  Gobierno  por  el  alegado 
homicidio  de  pastores  mejicanos  en  ana  hacienda  de  la  pro- 
piedad de  don  Torlbio  Lozano,  de  Naeva  León,  Méjico,  ha- 
cienda sita  en  Faeces,  Tejas,  y  por  los  daños  de  ahí  resal- 
tantes. Aanqae  me  han  llamado  macho  la  atención,  la  mo- 
deración, claridad  y  plenitud  de  vaestra  exposición,  no  he  po- 
dido llegar  á  vuestra  conclusión  en  cnanto  á  la  responsabilidad 
de  este  Gobierno  en  el  caso  referido  ó  en  otros  de  análoga 
naturaleza.  No  sé  que  ningún  Gobierno  sea  responsable  en 
daSps  pecuniarios  por  el  homicidio  de  individuos,  obra  de  otros 
individuos  dentro  de  su  jurisdicción.  Indudablemehte  es  deber 
de  un  Gobierno  procesar  á  tales  delincuente^^,  conforme  á  la 
ley,  por  todos  los  medios  que  estén  á  su  alcance.  Si  se  cum- 
ple este  deber  honrada  y  diligentemente,  queda  satisfecha  en 
tal  caso  la  obligación  de  un  Gobierno." 

nS^i^^noesft^^^  El  mismo  Gobierno  francés  ha  proclamado 
"'^  •ae'SSJcia^''^'"  desde  la  tributa  parlamentaria  los  principios 
que  Venezuela  sostiene. — El  señor  Julio  Favre  : 


.\. 


<^Pero  no  basta  que  se  den  informes  al  comercio,  e 
ciso  también  que  sea  protegido.  Cuando  on  francés  sale 
patria,  ha  de  encontrar  en  cierto  modo  en  el  suelo  extra 
el  alma  y  el  brazo  de  la  Francia  cubriéndole  y  protegién 
Es  importantísimo  que  un  francés  pueda  establecerse  en 
país  con  la  certidumbre  de  que  siempre  será  allí  protege 
y  que  no  se  ofenderán  ni  sus  bienes  ni  su  persona."  (I^ 
rmpción).  \ 

Muchos  miembros.— "Entonces  hay  que  ir  á  Méjico."      | 
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El  seSor  Jalio  Favre.— ^^Os  saplico  qne  me  compadezcáis. 
Vosotros  sois  los  qae  lo  habéis  querido :  si  os  impongo  esta 
penitencia,  es  de  cierto  contra  mi  voluntad.''  (Bisas.  Ha- 
blad !  hablad !) 

El  señor  Ernesto  Pieard.-~'^Es  demasiado  snave.''— (Bisas). 

El  señor  Jalio  Favre.— ^'Oiertamente  el  Gobierno  opina 
qne  nuestros  compatriotas  han  de  ser  protegidos ;  pero  esta 
cuestión,  muy  sencilla  en  principio,  puede,  en  la  aplicación,  pre- 
sentar grandes  diñcultades." 

^^El  orador  recuerda  un  hecho  de  que  ya  habló  á  la  Cá- 
mara el  año  último;  se  trata  de  una  modista  francesa,  que 
después  de  haber  sido  en  Busia  injustamente  despojada  y  se- 
cuestrada, no  ha  podido  obtener  justicia }  el  Gobierno  ruso 
castigó  al  Jefe  de  policía  culpado :  pero  la  desgraciada  no  ha 
podido  alcanzar  la  menor  indemnización.'' 

<<E1  orador  rinde  homenaje  al  celo  del  Embajador  de  Fran- 
cia en  San  Petersburgo,  da  igualmente  las  gracias  al  señor  Mi- 
nistro de  Estado,  que  ha  pronunciado  en  esta  ocasión  las  palabras 
más  benévolas ;  pero  si  sus  palabras  pueden  consolar,  ellas  no 
resarcen."    (Bisas). 

<'Esta  mujer  nada  ha  podido  conseguir.  El  señor  Ministro 
de  Estado  ha  respondido  que  no  podía  declararse  la  guerra  á 
Busia.  Hay  motivos  de  guerra  más  injustos  que  ese,  y,  si 
Francia  hubiera  amenazado  con  sacar  la  espada,  habría  obtenido 
satisfacción.  El  Gobierno  ruso  dice :  he  castigado  á  mi  fun- 
cionario. Perseguidle  civilmente. — Ahora  bien,  una  demanda 
civil  en  Busia  es  un  verdadero  dédalo.  Pero,  por  otra  parte, 
un  francés  no  debe  tener  esta  necesidad." 

<'E1  Gobierno  es  responsable,  y,  sin  declarar  la  guerra  á 
Busia,  debería  componerse  para  indemnizar  á  la  mujer  que  ha 
sido  víctima  de  un  funcionario  indigno.  El  no  puede  dejar  sin 
protección  á  los  franceses  que  van  á  otro  país.  El  no  debe 
sufrir  que  el  derecho  sea  violado,  y  sería  preciso  que  aque- 
llos en  cuya  persona  lo  ha  sido,  hallaran  siempre  una  repa- 
ración verdadera." 

El  señor  Ministro  de  Estado : 
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<<LIego  al  hecho  particalar  de  qae  ha  habla  el  señor  Julio 
Favre.  Una  firanoesa,  la  señorita  Masset,  se  había  establecido 
en  Yarsovia  como  modista.  Por  el  mes  de  Enero  de  1859, 
partió  para  Kiew,  llogó  con  nna  pacotilla  á  la  posada  de  Ingla- 
terra,  y  empezó  á  vender  mercancías  á  algunas  elegantes  de  la 
cindad.  Entre  tanto,  un  comisario  de  policía  rosOí  nn  tal 
Pletanoff,  creyó  qne  ella  había  introducido  contrabando  y  que 
no  había  pagado  los  derechos.  Era  nn  error.  Las  mercancías 
fueron  embargadas  y  la  señorita  Masset  maltratada.'' 

^Tletanoff  cometió  en  eso  una  mala  acción  y  procedió  cuan- 
do menos  del  modo  más  gravemente  irregular.  Sin  embargo,  la 
señorita  Masset  no  permaneció  catorce  días  en  un  calabozo, 
no  ha  habido  tal,  lo  qne  se  hizo  fue  sólo  vigilarla  durante  ca- 
torce días,  en  la  posada  de  Inglaterra.  Por  fin  ella  redamó. 
Quiso  la  buena  suerte  que  encontrase  á  un  francés  que  era 
cabalmente  institutor  de  los  hijos  del  Gobernador  General  de 
Kiew.'' 

<<E1  Gobierno  se  ocupó  en  el  negocio,  se  nombró  una  co- 
misión de  examen,  y  los  hechos  parecieron  de  la  gravedad  su- 
ficiente para  dar  lugar  á  una  causa  criminal.  Pletanoff  fue 
arrestado  con  uno  de  sus  agentes  subalternos  y  dos  inglesas  qne 
habían  habitado  en  la  posada." 

<<Sin  embargo,  el  tribunal  juzgó  que  se  habían  exagerado 
los  hechos,  y  se  contentó  con  destituir  á  Pletanoff.  La  se- 
ñorita Masset  recurrió  al  Senado  director,  el  cual  quitó  á  Ple- 
tanoff del  servicio  de  las  casas  de  pensionistas,  considerando, 
ante  todo,  las  irregularidades  que  había  cometido  en  su  pro- 
cedimiento." 

<^E1  Senado  tomó  razón  del  peijnicio  causado;  pero,  como 
la  ley  rusa  no  permite  acumular  la  acción  civil  y  la  criminal, 
se|declaró  incompetente  respecto  de  la  cuestión  civil.  La  señorita 
Masset  vaciló  al  principio  en  demandar  civilmente  á  Pletanoff, 
sosteniendo  que  el  Gobierno  era  responsable,  después  entabló 
SQ  acción  en  el  tribunal  de  Kiew ;  mas  apenas  se  había  in- 
trodneido  la    instancia  cuando  Pletanoff  murió,  su  viuda  é  hijos 
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repadiaroQ  la  herencia,  y  habo  qae  segair  litigiando  con  un 
carador  qae  probó  la  insolvencia  de  la  sacesión.  Toda  deman- 
da era  inútil." 

<<Ahora,  la  señorita  Masset  viene  á  decir  qae  el  Gtobierno 
francés  debe  forzar  al  Gobierno  raso  á  pagar,  y  el  señor  Jalio 
Favre  añadía  hace  poco  qae,  no  pagando  el  Gobierno  raso, 
el  Gobierno  francés  debía  colocar  en  el  presnpaesto  ana  partida 
de  indemnización  para  la  señorita  Masset." 

''Hay  en  este  exigno  asante  ana  caestión  considerable  de 
derecho  internacional.  Existe  w/ta  regla  fundamenial  en  todos  toa 
paises :  A  saber ^  que  wn  extranjero  no  puede  tener  más  derecho  que  el 
regníoolOé  Ásí^  si  en  Fra/nda  un  ciudadano  fuese  victima  de 
extorsiones f  de  fraude^  de  pa/rte  de  un  agente  del  OoUemOy  f  por 
ventura  esto  induoiria  la  responsabilidad  del  Gobierno  f " 

''Conozco  el  artícalo  &  qae  alade  el  señor  Jalio  Favre ;  es 
el  qae  nos  hace  responsables  de  las  faltas  de  nnestros  criados, 
aan  de  los  animales  qae  tenemos  en  naestra  casa.  (Bisas).  Pero 
no  he  oído  decir  jamás  que  la  responsabilidad  pecuniaria  del  Oobiemo 
fuese  inducida  por  los  delitos  de  sus  agentes.  Esta  responscLbili- 
dad  no  se  ha  proclamado  nunca  en  ningwna  parte.  Rabia  pues 
en  eso  una  cuestión  de  principio  que  podía  tomar  proporciones 

muy  considerables^    (May  bien,  may  bien ! ) 

"El  señor  Jalio  Favre  ha  dicho  qae  allí  donde  había  nn 
derecho,  el  Gobierno  debía  sostenerlo,  aan  á  riesgo  de  la  gne- 
rra.  Tiene  razón :  el  Gobierno  francés  protege  á  sos  cindadanos, 
en  todas  partes,  siempre,  aan  con  esos  riesgos  extremos,  y  yo 
diré  qae  así  es  como  se  explican  del  modo  más  natnral  ciertas 
expediciones  lejanas  tan  violentamente  combatidas.^(May  bien  ! 
may  bien ! )  Asi  el  honorable  señor  Jalio  Favre  acaba  él  mis- 
mo de  responder  al  discarso  fogoso  qae  hace  días  pronanció 
en  este  recinto."    (Vivas  y  nnmerosas  aprobaciones). 

El  señor  Jalio  Favre. — "Ko  se  trataba  de  fancionarios  me- 
jicanos sino  de  delitos  de  derecho  común."    (Bnido). 

El  señor  Ministro.  --"Por  eso  el  lengnaje  del  Gobierno,  en 
el  asnnto  de  la  señorita  Masset,  ha  sido  firme  y  enérgico ;  peroj 
por  las  razones  que  acabo  de  dar^  ha  pensado  que  su  intervención 
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no  pedia  pasar  de  ciertos  limites.    (Muy  bien !  may  bien !  Yiva 
aprobación). 

^^Después  de  haber  insistido  vivamente^  se  ha  detenido  delante 
de  una  reclamación  más  enérgica  que  habria  tenido  que  apoyait 
con  otros  medios.^ 

^<  Hay  oierto  lengnsye  que  no  debe  emplearse  por  un  Go- 
bierno sino  cuando  está  convencido  de  su  derechOy  sin  lo 
cual  sería  imprudente  y  temerario."  (Numerosas  señalas  de 
aprobación.)  (Que  se  vote!  que  se  vote).— (Memoria  de  Be- 
laciones  Exteriores  de  yenezuela,   1877). 

La  xMiAUMióii  Estados  Unidos  de  Venezuela.— Ministerio 

4el  lübdito  finmcés 

fleftor  B.  Tare».  do  Belaoiones  Exteriores.— sección  Central. 
— ITúmero  215.— Caracas :  Julio  25  de  1806.— Año  3?  de  la  Ley 
y  8^  de  la  Federación.- El  Encargado  del  Ministerio  de  Be- 
laoiones Exteriores  de  los  Estados  Unidos  de  Yenezuela,  tuvo 
el  honor  de  recibir  la  nota  de  la  Legación  francesa  de  11  de 
Junio,  y  al  mismo  tiempo  copia  de  la  causa  criminal  seguida 
á  los  señores  Bartolomi  Tavera  y  Antonio  Filipini  por  el 
asalto  cometido  contra  el  Juez  departamental  de  Bío  Oaribei 
ciudadano  Marcos  Pereíra  Aguilerat 

Después  de  examinado  el  expediente,  el  infraescrito  expuso 
el  caso  ante  el  Gabinete,  para  que  lo  tomara  en  consideración 
y  resolviese.  Se  observó  que  las  cosas  pasaron  de  este  modo. 
El  14  de  Junio  de  1865  por  la  tarde  y  en  dicha  ciudad  del 
Estado  de  J^ueva  Andalucía,  el  Juez  departamental  se  enea* 
minaba  á  su  casa  por  la  calle  de  Bermúdez,  y  al  llegar  frente 
á  la  habitación  del  señor  Pablo  Mateo  Filipini,  fue  acome- 
tido por  éste,  su  hermano  Antonio,  Bartolomé  Tavera,  Ma- 
nuel y  Yicente  Navarro.  Armados  de  garrotes  los  dos  últi- 
mos, descargaron  golpes  sobre  el  Juez  á  la  voz  de  ^^  avancen,'' 
que  dio  el  señor  Mateo  Filipini;  mientras  los  tres  primeros, 
provistos  de  revolvers,  permanecían  en  actitud  amenazadora 
y  al  par  instigaban  á  los  otros.  Se  cree  que  el  funcionario 
judicial  habría  perecido  á  manos  de  los  agresores,  á  no  haber 
acertado  á  pasar  por  el  teatro  del  hecho  é  interpuéstose  entre 
ellos  y  él,  el  español  señor  Francisco  Domínguez ;  con  lo  que 
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loB  delincuentes  huyeron  á  sa  casa.  El  ofendido  qaedó  lleno 
de  contusiones,  cinco  en  la  cabeza,  cinco  en  la  espalda  y  cos- 
tados, dos  en  la  parte  posterior  del  cuello  y  una  en  la  cara. 
Esta  fue  calificada  de  bastante  grave  por  los  inteligentes  que 
la  reconocieron,  pues  produjo  fractura  de  los  cuadrados  na- 
sales, y  hemorragias  de  los  párpados  y  de  la  nariz,  repitiéndose 
varias  veces  en  la  noche  y  el  día  siguiente.  Las  otras  con- 
tusiones se  reputaron  leves,  aunque  dos  de  la  cabeza  estaban 
acompasadas  de  heridas.  La  relación  que  precede,  estriba  no 
sólo  en  el  testimonio  del  agraviado,  sino  también  en  la  de- 
posición unánime  de  los  señores  José  Francisco  García,  José 
Antonio  Marafia,  Juan  Antonio  Aponte,  Carmen  Ordat  y  Fran- 
cisco Domínguez.  La  mayor  parte  de  los  testigos  asegura  que 
los  cómplices,  á  mas  de  revolvers,  tenían  también  pufiales. 
Con  semejante  fundamento  se  libró  auto  de  prisión  céntralos 
culpados.  Debe  advertirse  que,  si  bien  los  testigos  Aponte 
y  García  negaban  haber  declarado  en  la  causa,  según  se  in- 
formó al  tribunal,  ratificaron  después  ante  él  su  anterior  expo* 
sioión,  añadiendo  circunstancias  confirmativas  de  su  exactitud. 

Los  se&ores  Tavera  y  Filipini  (Antonio)  fueron  detenidos 
en  Oarúpano  el  tres  de  Agosto.  Para  el  dos  de  Octubre  si- 
guiente estaban  ya  en  libertad.  En  esa  fecha  se  constituyó 
el  Jurado  de  acusación,  y  por  mayoría  absoluta  de  votos  de- 
claró no  haber  lugar  á  formación  de  causa  contra  los  dos 
cómplices  referidos,  y  entabló  acusación  contra  el  tercer  cóm- 
plice Filipini  (Mateo)  y  los  ejecutores  inmediatos  del  hecho, 
para  que  fuesen  juzgados  conforme  á  él  y  á  las  leyes  de  la- 
Bepública. 

Por  extrafia  que  parezca  la  disposición  del  Jurado,  ella  no- 
declara  destruir  la  delincuencia  bien  establecida  de  los  señorea 
Tavera  y  Filipini  (Antonio),  ni  podría  nunca  justificar  la  in- 
demnización que  pretenden,  á  causa  de  un  encarcelamiento  que< 
sólo  fue  resultado  de  su  delito,  grave  en  circunstancias  ordi- 
narias y  más  grave  aún  por  el  carácter  público  de  la  persona^ 
á  quien  se  causó  el  daño.  Tal  vez  el  Jurado  no  los  acusase 
porque  considerarla  castigado  el  hecho  con  el  tiempo  de  re- 
clusión padecida* 

TOUO  in  26 
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Por  otra  parte,  dado  qae  el  Jaez  de  iostraooiÓQ  háblese 
infringido,  como  no  se  cree,  sa  deber,  decretando  la  prisión 
4e  los  instigadores  del  asalto,  los  encaasados  podrían  deman- 
dar sa  responsabilidad  ante  el  inmediato  saperior  hasta  apa- 
rar los  recarsos  legales  en  solicitad  del  desagravio;  y  sólo  en 
«este  caso,  habiéndoseles  denegado  la  jasticia  ó  cometídose  ana 
palpable  y  evidente  injastícia,  sería  lícito  apelar  á  ona  recia* 
mación  diplomática. 

No  ha  menester  el  infraescrito  disentir  de  nuevo  ana  coes* 
tión  ya  tan  debatida,  y  qne  los  principios  y  la  práctica  de 
las  Naciones  han  resnelto  en  favor  del  respeto  á  las  leyes 
del  país  en  que  entran  los  extranjeros.  Sin  embargo,  se  harán 
aquí  algunas  observaciones,  de  las  ma<^has  qae  podrían  adu- 
cirse fácilmente,  para  justificar  la  determinación  que  ha  to- 
mado el  Gobierno,  y  manifestado  en  documentos  públicos  y 
solemnes,  de  no  prescindir  en  adelante  de  ana  máxima  sin 
coya  puntual  observancia  jamás  tendrán  término  las  reclama- 
ciones ni  sus  sensibles  resaltados. 

JDe  nada  menos  se  trata  qae  de  la  soberanía  de  la  Nación, 
incompatible  con  la  existencia  de  la  doctrina  contraria.  6on 
efecto,  el  extranjero  qae  se  desentiende  de  las  leyes,  qae  no 
quiere  obedecerlas,  que  viola  así  sus  obligaciones,  se  consti- 
tuye en  ana  posición  excepcional  y  superior  á  la  de  los  ciu- 
dadanos del  país,  y  con  esto  se  eleva  sobre  los  mandatos  de 
su  soberano.  Oada  uno,  en  toda  la  extensión  de  su  territorio, 
tiene  el  derecho  de  propiedad  ó  dominio  y  el  imperio.  De 
consigaiente,  puede  asarlo  para  su  solo  provecho,  negarlo  6 
los  extranjeros  excluyéndolos  de  él,  ó  expulsándolos  (droit  de 
renvoi)  ó  permitirles  la  entrada  y  residencia  bajo  ciertas  con- 
diciones. Así  se  ha  hecho  generalmente,  y  la  primera  y  más 
importante  de  ellas,  es  qae  todo  hombre  que  viene  al  territo- 
rio de  un  pueblo,  se  halla  sometido  á  las  leyes  de  este  pueblo. 
Si  pues,  dichas  leyes  señalan  los  medios  de  obtener  jasticia, 
forzoso  es  que  las  cumplan  los  extraños  valiéndose  de  los 
mismos  y  no  de  ninganos  otros.  Begla  tan  absoluta  se  des- 
prende de  varios  artículos  del  tratado  de  amistad,  comercia 
y  navegación  que   se  concluyó   entre  Venezuela  y  Francia  en 
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25  de  Marzo  de  18d3,  y  por  tácita  prorrogación  existe  todavía 
vigente.  El  artícalo  3?,  que  habla  de  la  administración  de 
justicia  á  los  ciudadanos  respectivos,  es  bastante  explícito  en 
la  materia.  ^<Los  ciudadanos  y  subditos  respectivos  gozarán 
en  uno  y  otro  Estado  de  una  completa  y  constante  protección 
en  BUS  personas  y  propiedades.  Tendrán  en  consecuencia  libre 
y  fácil  acceso  &  los  tribunales  de  jmtida  para  dema/ndar  y 
defender  sus  derechos  en  todas  las  instancias  y  grados  estable^ 
ddos  por  Tas  leyes»  Tendrán  la  libertad  de  emplear  en  todas 
circunstancias  los  abogados,  procuradores  ó  agentes  de  cual- 
quiera clase  que  tengan  á  bien  para  que  obren  en  su  nombre  | 
gozarán  en  fin,  bajo  estos  respectos,  de  los  mismos  derechos 
y  privilegios '  concedidos  á  los  nacionales,  así  como  estarán  su- 
jetos en  su  qerddo  á  las  mismas  condiciones  que  estos. 

Tal  artículo  no  es  sino  una  confirmación  de  aquella  sabida 
verdad  de  que  la  protección  ofrecida  por  el  Estado  á  los  extran- 
jeros es  la  de  la  autoridad  pública  depositada  en  los  tribu- 
nales. Por  eso,  después  de  haber  estipulado  una  completa  y 
constante  protección  á  los  ciudadanos  y  subditos  respectivos 
en  sus  personas  y  propiedad,  se  agrega  á  continuación  y  como 
desenvolvimiento  de  la  misma  idea :  ''Tendrán  en  consecuencia 
libre  y  fácil  acceso  á  los  tribunales  de  justicia,''  etc.  Allí 
además  se  establece  la  igualdad  que,  en  punto  á  administra- 
ción de  justicia,  debe  reinar  entre  naturales  y  extranjeros, 
diciéndose  al  fin  que  en  el  ejercicio  de  sus  derechos,  los  últimos 
estarán  sujetos  á  las  mismas  condiciones  que  los  primeros. 

Basta  la  citada  cláusula  para  decidir  la  cuestión ;  mas,  si 
se  requirieren  otras  pruebas,  no  faltarán  ciertamente  en  la  prác- 
tica de  las  daciones  y  en  las  doctrinas  de  los  publicistas. 

Grocio  establece  que  una  sentencia  judicial,  manifiestamente 
contra  derecho,  fin  re  míneme  dubia)  en  perjuicio  de  un  extran- 
jero, autoriza  á  su  Kacíón  para  obtener  desagravio  por  me- 
dio de  represalias.  <' Porque  la  autoridad  del  Jaez,'' dice,  ''no 
tiene  la  misma  fuerza  contra  extranjeros  que  contra  subditos. 
La  diferencia  es  que  los  subditos  no  pueden  oponerse  lícita- 
mente á  la  ejecución  de  la  sentencia,  aunque  sea  injusta,  ni 
recobrar  por  la  fuerza  su  derecho,  con  motivo  de  la  superior 
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eficacia  de  la  autoridad  bajo  la  cual  viven.  Mas  los  extran- 
jeros tienen  poder  coercitivo,  awnque  no  es  Ucito  usar  de  él 
miewtr<is  pueden  obtener  su  derecho  en  el  curso  ordinario  de  la 
justicia.^ 

Entre  las  cansas  célebres  del  derecho  de  gentes  de  Martens, 
se  encuentra  la  relativa  al  empréstito  á  cuyo  pago  se  hipotecó 
la  Silesia.  En  ella  se  lee  un  informe  presentado  por  la  co- 
misión que  nombró  la  Oran  Bretaña  para  responder  á  la 
exposición  de  motivos  de  Frusia.  De  este  informe  dice  Vattet 
que  ^'  es  un  excelente  trozo  de  derecho  de  gentes,''  y  Mon- 
tesquien  lo  califica  de  '^  respuesta  sin  réplica."  He  aquí  al- 
gunos pasajes  de  tal  documento.  <^Bi  la  sentencia  de  una 
corte  de  almirantazgo  se  tiene  por  errónea,  hay  en  todo  país 
marítimo  un  tribunal  superior  de  revisión,  que  se  compone- 
de  las  personas  más  notables  del  Estado,  y  al  cual  puede 
apelar  la  parte  que  se  crea  perjudicada.  Y  este  tribunal  su- 
perior juzga  por  las  mismas  reglas  que  están  prescritas  á  la 
corte  de  almirantazgo,  á  saber :  según  el  derecho  de  gentes  y 
los  tratados  que  existen  con  la  Potencia  neutral  de  que  es 
subdito  el  querellante." 

<<  Guando  ninguna  de  las  dos  partes  interpone  apelación, 
se  juzga  que  ellas  mismas  reconocen  la  justicia  de  la  senten- 
cia, lo  cual  termina  el  pleito." 

<<Esta  misma  manera  de  juzgar  y  adjudicar  las  presas 
se  halla  indicada,  confirmada  y  autorizada  por  gran  número 
de  tratados." 

^<  Ul  derecho  de  gentes  ñindado  en  la  justicia^  en  la  equidad 
y  en  la  razan  y  convenieneia  de  las  cosas  j  y  sancionado  por  un  lar» 
go  usoj  no  permite  r^resalias^  sino  sólo  en  dos  oasoSj  ó  de  un 
agravio  violento^  dirigido  y  sostenido  por  un  soberano^  6  deaiso- 
luta,  denegación  de  justicia  de  parte  de  todos  los  tribunales  y  a/un 
del  Soberano ;  y  esto  en  cosas  que  no  admiten  la  menor  duda  ni 
litigio.^ 

^^  Aunque   todo  demandante  prusia/no  d^  haber  sabido   que 
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él  atrecho  de  gentes  le  prohibía  recurrir  á  su  propio  SoberanOj 
hasta  que  en  última  insta/ncia  se  le  hubiese  hecho  una  injusticia 
Tnanifiestamente  averiguada^  y  que  ya  no  le  quedase  ningún  reme- 
dio a^i;  y  aaogne  ningiino  de  ellos  haya  podido  ignorar  que 
este  principio  del  derecho  de  gentes  debía  observarse  tanto  más 
escrapnloaamente  en  orden  á  las  presas  de  la  última  guerra, 
cnanto,  dándose  toda  la  propiedad  á  los  que  las  hacían, 
ninguna  parte  podía  repartirse  de  los  mismos  sino  en  justicia  arre- 
glada ;  que  demandantes  prusianos  que,  no  apelando,  han  dado 
su  propio  asentimiento  á  que  las  presas  que  les  interesaban 
quedasen  adjudicadas  á  los  que  las  habían  hecho,  yengan  des- 
pués de  eso  á  formar  una  demanda  contra  todo  el  cuerpo  del 
Bstado,  he  aquí  lo  que  jamás  podrán  hacer  con  fundamento. 
Ou^mdo  las  sentencias  fueran  indudablemente  iryustas^  culpa  de 
dios  es  que  no  haywn  sido  enmendadas^ 

Yattel  se  explica  de  esta  suerte.  '^  El  príncipe  no  debe 
pues  intervenir  en  las  causas  de  sus  subditos  en  país  ex- 
tranjero y  concederles  su  protección  sino  en  caso  de  denegación  de 
justicia  ó  de  una  injusticia  evidente  y  palpable^  6  de  una  violación 
manifiesta  de  las  reglas  y  de  las  formas,  ó  en  ñn  de  una  distinción 
odiosa,  hecha  en  perjuicio  de  sus  subditos  ó  de  los  extranjeros  en 
general. 

'^  Hemos  dicho  que  no  debe  echarse  mano  de  las  repre- 
salias sino  cuando  no  puede  obtenerse  justicia.  Ahora  bien :  la 
justicia  se  niega  de  muchos  modos.  I"*  Por  denegación  de  justicia 
propiamente  dicha,  ó  por  negarse  á  escuchar  las  quejas  de  uno 
de  sus  subditos  ó  admitirlos  á  establecer  su  derecho  ante 
los  tribunales  ordinarios.  2?  Por  demoras  afectadas  de  que  no 
pueden  darse  buenas  razones;  demoras  equivalentes  á  una 
negativa,  ó  aun  más  ruinosas.  3?  Por  una  sentencia  manifiesta^ 
mente  injusta  y  parcial,  Pero  la  injusticia  ha  de  ser  bieneoidente 
y  palpable.  En  todos  los  casos  susceptibles  de  dudaj  un  Soberano 
no  debe  escuchar  las  quqas  de  sus  subditos  contra  un  tribunal  ex- 
tranjerOf  ni  intentar  sustraerlos  del  efecto  de  una  sentencia  dada 
en  forma.  Seria  éste  el  medio  de  excitar  turbaciones  continuas. 
El  derecho  de  gentes  prescribe  á  las  Ilaciones  estos  mira- 
mientos recíprocos  á  la  jurisdicción  de  cada  una,  por  la  misma 
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razón  que  la   1^  civil  ordena  en  el  Estado  que  se  tenga  por 
jnsta  toda  sentencia   definitiva  dada  en  forma." 

6.  F.  de  Martens,  hablando  de  la  denegación  de  jnsticia, 
escribe :  <<  Pero  en  los  casos  de  denegación  ó  protraetíón  in- 
constitucional de  jQsticia,  así  como  en  los  de  perversidad 
evidente  ó  comprobada  del  juez,  y  de  que  no  pudieae  esperarle 
ninguna  enmimda  por  la  vía  ordinaria  de  lajusUeia,  los  extran^ 
jero9  estarían  autorizados  para  dirigirse  á  sv,  propio  Soberano  á 
fin  de  obtener  de  su  proteceián  el  remedio  de  sus  agrames^  ya 
mediante  representaciones,  ya  concediéndoles  ó  decretando 
letras  de  marca  ó  de  represalias,  cuyo  uso  está  limitado,  en 
tiempo  de  paz,  á  estos  solos  casos,  segán  la  mayor  parte  de  los 
tratados  modernos." 

WheatOD ,  citando  á  Bntherfortfa,  asienta  estos  principios : 
*^  Los  subditos  de  un  Estado  neutral  no  pueden  tener  derecho 
de  acudir  d  su  propio  OoMemo  en  solicitud  de  remedio  contra  una 
sentencia  errónea  de  tribunal  inferior  hasta  que  hayan  ajelado  al 
tribunal  superior  6  á  los  diversos  tribunales  superiores^  si  hay 
más  de  uno^  y  hasta  que  se  haya  confirmado  la  sentencia  en  todos 
ellos.  Porque  estos  tribunales  son  otros  tantos  medios  seña- 
lados por  el  Estado  á  que  pertenece  el  apresador,  para  examinar 
su  conducta,  y  hasta  que  su  conducta  haya  sido  examinada  por 
todos  estos  medios,  continúa  el  derecho  exclusivo  de  juzgar,  que 
asiste  al  Estado.  Después  que  la  sentencia  del  tribunal  in- 
jforior  ha  sido  así  confirmada,  los  reclamantes  extraojeros  pueden 
acudir  á  su  propio  Gobierno  en  solicitud  de  remedio,  si  se 
creen  agraviados ;  mas  el  derecho  de  gentes  no  se  lo  concede, 
á  menos  que  con  efecto  lo  hayan  sido.  Cuando  las  cosas  han 
llegado,  á  este  punto,  los  dos  Estados  se  hacen  partes  en  la 
controversia*" 

He  aquí  cómo  se  explica  el  jurisconsulto  inglés  Phillimore : 
.^<  El  Estado  á  que  pertenece  el  extranjero,  puede  intervenir 
cuando  él  ha  recibido  maltrato  positivo  ó  se  le  ha  denegado  la 
justicia  ordinaria  en  el  país  extranjero.  El  Estado  de  que  es  sub- 
dito el  extranjero,  puede  en  el  primer  caso  insistir  en  que  se 
conceda  reparación  inmediatamente.  Un  el  segundo  la  interven^ 
(ñon  debe  tener  un  carácter  más  delicado.    Es  preciso  que  el  Estada 
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se  convenza  de\que  8U  ciudadano  ha  agotado  los  medidos  de  obtener 
desagravio  legal  por  el  órgano  de  los  tribunales  del  país  en  que  lia 
sido  ofendido. — Si  esos  tribnnales  no  pueden  ó  no  quieren 
bacerse  cargo  del  agravio  y  sentenciar,  dan  justo  fundamento 
á  la  intervención.  Pero  toca  al  Estado  que  interviene,  V*  poner 
el  mayor  cuidado  en  que  se  establezca  claramente  la  comisión 
del  agravio ;  y  en  2<^  lugar,  gue  se  establezca  con  no  menos 
claridad  la  negativa  de  los  tribunales  locales  á  decidir  la  cuestión 
pendiente^' 

^^  Sólo  después  de  Itáber  se  probado  irrefragablemente  estas  pro- 
posiciones j  puede  el  Estado  á  que  pertenece  el  extranjero  reclamar 
reparación  del  Oobiemo  de  su  país  ;  y  no  se  puede  apelar  á  re- 
presalias, mucho  menos  á  la  guerra,  hasta  después  de  haber 
negado  desagravio  el  Ejecutivo  lo  mismo  que  las  autoridades 
judiciales.'' 

El  Gobierno  de  los  Estados  unidos  de  América,  cuando 
se  reclamaba  á  él  la  indemnización  por  los  daños  causados  en 
Kueva  Orleans  al  Gónsul  de  España  señor  Laborde  y  á  varios 
subditos  de  España  de  S.  M.  G.,  remitía  á  estos  á  los  tribu» 
nales  diciendo : 

^^  Así,  mientras  son  muy  de  sentirse  las  pérdidas  de  in- 
dividuos particulares,  subditos  españoles,  se  entiende  que  mu- 
chos ciudadanos  anglo-americanos  fueron  perjudicados  por  la 
misma  ci^usa.  T  estos  individuos  particulares,  subditos  de 
S.  M.  O.,  que  han  venido  voluntariamente  á  residir  en  los  Estados 
Unidos,  no  tienen,  de  cierto,  motivo  para  quedarse,  si  son  protegidos 
por  las  misma>s  leyes  y  administración  de  justicia  que  los  ciuda- 
danos de  este  pais por  nacimiento.'^'* 

En  otra  ocasión  discurría  así  aquel  mismo  ilustrado  Go» 
bierno: 

^*  Pero,  como  ya  se  ha  dicho,  todo  individuo  extranjero  por 
nacimiento  que  reside  en  un  país,  debe  á  ese  país  sumisión 
y  obediencia  á  sus  leyes  mientras  en  él  permanece,  como  un  de<^ 
ber  que  le  impone  el  mero  hecho  de  su  residencia  y  la  protección 
temporal  de  que  goza,  y  está  tan  obligado  á  obedecer  sus  leyes 
como  los  subditos  naturales  ó   ciudadanos.    Esta  es  la  inteli» 
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geDcia  univeraal  en  toáoslos  Estados  civilizados,  y  en  niagaaa 
parte  doctrina  más  establecida  qae  en  este  país. " 

<<  Nnestros  ciudadanos  que  van  á  países  donde  no  se  conoce 
-el  jnicio  por  jurados,  y  á  qnienes  se  impata  allí  algún  crimea, 
se  imaginan  con  frecuencia,  cuando  las  leyes  de  esos  países  son 
administradas  en  las  formas  acostumbradas  en  los  mismos,  que 
se  les  priva  de  derechos  á  que  son  acreedores,  y  por  tanto 
pueden  esperar  la  protección  de  su  propio  Gobierno.  Pero  es 
forzoso  recordar,  en  todos  los  casos  semejantes,  que  por  su 
propia  y  libre  voluntad  han  elegido  su  residencia  fuera  de  su 
tierra  natal,  y  preferido  vivir  en  otra  parte,  y  bajo  otro  G-o- 
bierno,  y  en  país  en  que  reinan  diferentes  leyes. " 

^^  Ellos  han  querido  establecerse  en  un  país  donde  no  se 
conocen  los  juicios  perjurado,  donde  no  existe  el  Gobierno  repre- 
sentativo, y  donde  no  se  ha  oído  hablar  del  edicto  habecLS  cotpu^ 
j  donde  las  causas  criminales  son  breves  y  sumarias.^  Ha- 
biendo hecho  esta  elección,  preciso  es  que  se  sometan  necesa- 
riamente á  las  consecuencias.  Ningún  hombre  puede  llevar  á 
país  extranjero  la  egida  de  su  libertad  nacional  americana, 
ni  esperar  escudarse  con  ella  para  eximirse  del  dominio  y  auto- 
ridad de  las  leyes  y  del  Poder  Soberano  de  aquel  país,  á 
menos  que  se  le  antorice  para  hacerlo  por  virtud  de  estipulacio- 
nes de  tratado. " 

'^Sin  embarco,  como  el  derecho  público  en  ningún  caso 
concede  á  los  extranjeros  residentes  en  un  país  privilegios  que 
«on  negados  á  sus  propios  ciudadanos  ó  subditos,  excepto,  qui- 
zá, el  de  salir  del  país,  puede  dudarse  si  por  el  referido  artículo 
del  tratado,  las  partes  habrían  querido  más  que  poner  á  los  ciu- 
dadanos de  los  Estados  Unidos,  dentro  de  la  jurisdicción  de  Es- 
paña, al  nivel  de  los  subditos  españoles,  y  á  los  subditos  españoles 
en  los  Estados  Unidos,  al  nivel  de  nuestros  ciudadanos  en  los  pro- 
cedimientos criminales.'^ 

En  1850  sobrevino  una  desavenencia  entre  el  Gabinete  bri- 
tánico  y  el  Gobierno  griego,  con  motivo  de  diversas  redama- 
clones  entabladas  por  subditos  ingleses  y  jónicos,  señaladamente 
^or  D.  Pacífico.    La  Grecia,  en  su  debilidad,  sostuvo  la  cansa 
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de  loB  priacipios  aquí  invooados,  grangeándose  las  simpatías  de 
la  Francia,  qae  interpuso  su  mediación,  de  la  Basia,  que  di* 
rigió  á  Londres  una  eomanioación  celebrada  con  los  mayores 
elogios  de  los  órganos  más  sobresalientes  de  la  opinión  pública, 
de  los  políticos  contemporáneos,  entre  ellos  el  inglés  Phillimore, 
y  del  mismo  Parlamento  británico.  Tratapdo  de  la  cuestión 
de  D.  Pacífico,  el  Ministro  de  ISfegocios  Extranjeros  de  S.  M.  H. 
observaba  con  notable  acierto  : 

*^E1  Gobierno  no  pnede  conceder  á  nn  extranjero  privile- 
gios que  no  tienen  sus  propios  subditos.  Si  así  no  fnera,  todo 
extranjero  interesado  en  qne  se  le  indemnizase,  podría  fácil- 
mente disponer  nn  saqueo  en  su  casa,  y,  sin  acudir  á  la  justicia, 
dirigirse  en  derechura  al  Bepresentante  de  su  Kación.  Es  imposi- 
ble al  Gobierno  del  Bey  indemnizar  á  las  personas  perjudicadas 
por  un  crimen ;  á  ellas  les  corresponde,  sean  griegos  6  extran- 
jeros, valerse  de  los  tribunales,  y  sólo  en  el  caso  en  qne,  adminis- 
trándoseles justicia,  el  Gobierno  no  hiciera  ejecutar  la  sentencia 
pronunciada  en  favor  de  ellos,  podrían  los  extranjeros  invocar 
la  protección  de  su  Bepresentante.  Obrar  de  otro  modo  sería 
pisotear  las  leyes  del  país." 

Al  discutirse  el  asunto  en  la  Oámara  de  los  Lores,  se 
aprobó  la  censura  propuesta  por  lord  Stanley  en  estos  tér- 
minos ; 

'^La  Oámara  reconociendo  completamente  qne  el  Gobier- 
no debe  asegurar  á  los  subditos  de  S.  M.  residentes  en  los 
Estados  extranjeros  toda  la  protección  de  las  leyes  de  esos  Estados j 
siente  hallar  en  los  documentos  que  se  han  sometido,  que  di- 
versas reclamaciones  contra  el  Gobierno  griego,  dudosas  bajo 
el  aspecto  de  la  justicia  y  exajeradas  en  cnanto  á  su  importe, 
han  sido  apoyadas  con  medidas  coercitivas  contra  cl  comercio 
y  pueblo  de  la  Grecia,  susceptibles  de  exponer  las  relaciones 
amistosas  de  la  Gran  Bretaña  con  las  otras   Potencias. '' 

Justificando  su  proposición,  lord  Stanley  decía  : 

^<  Sin  duda  que  el  Gobierno  de  la  Beina  debe  asegurar  á 
los  subditos  ingleses  residentes  en  países  extranjeros  toda  pro- 
tección legal  en  esos  Estados.    Pero  es  deber  de  todo  extran- 
jero residente  en  otro  Estado,  obedecer  las  leyes  de  tal  país. 
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Si  estas  leyes  sod  mal  administradas^  tiene  derecho  de  dirigirse 
al  Eepresentante  de  su  país  para  qne  se  le  haga  jastioia  de  nn 
modo  imparcial.  Mas  ningún  extranjero  está  autorizado  para 
repudiar  la  jarisdicción  de  los  tribnnales  ordinarios,  ni  para 
reqnerir  la  intervención  diplomática  de  sa  Ministro.  En  países 
despóticos  ó  en  Estados  en  qne  las  leyes  son  mal  administra- 
das, pueden  presentarse  circunstancias  en  que  el  subdito  ex- 
tranjero tenga  derecho  de  apelar  á  la  protección  de  su  Ministro, 
no  contra  la  ley,  sino  contra  los  que  la  ejecutan.  ^ 

El  eminente  publicista  venezolano  B.  Andrés  Bello  se  ex* 
presa  de  este  modo  : 

<<  El  extranjero  á  su  entrada  contrae  tácitamente  la  obliga"^ 
ción  de  sujetarse  á  las  leyes  y  la  jurisdicción  local,  y  el  Es- 
tado le  ofrece  de  la  misma  manera  la  protección  de  la  auto- 
ridad pública,  depositada  en  los  tribunales.  Si  estos  contra 
derecho  rehusasen  oír  sus  quejas  ó  le  hiciesen  una  injusticia  mani* 
fiesta,  puede  entonces  interponer  la  autoridad  de  su  propio 
soberano,  para  que  solicite  se  le  oiga  en  juicio,  ó  se  le  indem- 
nicen los  perjuicios   causados." 

'^  No  hay  denegación  de  justicia  si  no  se  ha  solicitado  la 
reparación  por  todos  los  medios  regulares  que  ofrece  el  régi- 
men judicial  de  la  Kación  en  que  se  ha  perpetrado  la  ofensa.'^ 

No  se  cree  necesario  citar  á  la  Legación  de  Francia  los 
diversos  tratados  ya  antiguos,  ya  modernos,  que  ha  eonoluido 
aquella  Nación  con  Dinamarca,  Espafia,  la  Oran  BretaSa,  loa 
Pi^es  Bajos,  etc.,  reconociendo  los  principios  aquí  alagados  y 
permitiendo  las  represalias  únicamente  en  caso  de  manifiesta 
denegación  de  justicia. 

Tampoco  se  detendrá  el  inf rae  scrito,  por  no  alargar  máa 
esta  nota,  á  demostrar  que  la  práctica  á  la  cual  el  Ejecutivo 
desea  poner  término,  menoscaba  la  independencia  de  la  Be- 
pública,  en  el  hecho  de  quitar  su  eficacia  á  las  leyes,  destruye 
virtualmente  su  jurisdicción  sobre  los  extranjeros  que  entran 
en  su  territorio,  aniquila  el  principio  de  que  ningún  Estado 
es  responsable  sino  de  los  daños  que  aprueba  ó  tolera,  eleva 
á  los  particulares  á  la  categoría  de  los  Agentes  diplomáticos 
y  de  los  Soberanos  de  otro  país,  y  convierte  en  perjuicio  de 
la  Nación  su  liberalidad  para  con  los  extraños. 
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Por  la  misma  causa  no  se  habla  aquí  de  los  abasos  á 
que  se  presta  aqael  sistema,  sacando  las  pretensiones  de  las 
partes,  de  la  discusión  judicial  contradictoria  y  sustituyéndole 
las  ilusiones  del  interés  privado,  del  trastorno  que  origina  en 
las  funciones  de  los  encargados  del  poder  público,  de  la  in- 
justicia que  envuelve  castigando  en  todos  faltas  que  cuando 
más  serán  de  algunos  empleados,  sometidos  por  ellas  á  res- 
ponsabilidad, conforme  á  una  de  las  bases  del  Gobierno  repu- 
blicano, est^ablecidas  en  la  Constitución  federal,  sobre  todo  hoy 
que  Venezuela  se  encuentra  dividida  en  secciones  indepen- 
dientes, y  que  las  causas  en  ellas  iniciadas  conforme  á  su  pro* 
cedimiento  especial,  deben  terminar  en  los  mismos  Estados  sin 
sujeción  al   examen  de  ninguna  autoridad  extraña. 

De  todo  lo  expuesto  deduce  el  Gobierno  que,  si  el  señor 
Tavera  se  cree  inocente  porque  el  Juez  dejase  en  Ifbertad  á 
los  principales  autores  del  hecho,  y  figurase  declaraciones  que 
no  han  existido,  si  padeció  daños  en  sus  negocios,  aunque 
durante  su  encarcelamiento  quedaron  en  manos  de  su  compa* 
ñero  en  ellos,  si  tiene  en  fin  motivos  para  quejarse  de  la  ad- 
ministración de  justicia,  con  la  prueba  legal  de  sus  asertos  se 
halla  en  aptitud  de  demandar  judicialmente  la  responsabilidad 
de  quien  la  tenga.  Lo  más  que  puede  hacer  el  Ejecutivo  es 
excitar  la  acción  de  los  tribunales,  para  que  atiendan  debi- 
damente á  las  gestiones  del  interesado. 

El  lyecutivo  Nacional  no  ha  podido  tomar  otra  resolueióny. 
por  más  que  desee  complacer  en  todo  caso  al  señor  Encargado 
de  Negocios  ¡  pero  no  se  imagina  que  pueda  dañar  en  lo  más 
mínimo  su  buena  correspondencia  con  el  Gtobierno  de  S.  H.^ 
á  la  cual  ha  dedicado  no  pocos  esfuerzos  y  sacrificios^  la  justa 
defensa  que  debe  hacer  de  los  derechos  de  la  BepúbUea  y  de 
los  grandes  principios  que  guian  las  relaciones  de  los  pueblos 
civilizados. — Benueva  etc.— (Firmado) — Bafctel  Seijas. — Señor  A* 
Mellinet,  Encargado  de  Negocios  de  Francia.  (Memoria  de 
Relaciones  Exteriores  de  Venezuela,  1867). 

^▼Ím/pSSÍü*  Estados  Unidos  de  Venezuela.— Ministerio  de 
Belaciones  Exteriores.— Sección  Oentral.— Número  330. — Cara- 
cas :  Agosto  14  de  1866.— Año  3**  de  la  Ley  y  8*  de  la  Fede- 


*>•. 


4M  TBBOBRA  PABTB.— BL  DBBEOHO 

TacióD. — El  infraescrito  ha  tenido  el  houor  de  recibir  y  elevar 
á  la  coDSideración  del  Bjecativo  la  nota  del  señor  Encargado 
de  Negocios  de  Francia  de  6  de  este  mes,  y  respectiva  al 
asnnto  de  los  señores  Tavera  y  FilipiDÍ.  Annqne  la  Legación 
ha  remitido  el  caso  al  Gabinete  imperial,  su  oficio  contiene 
puntos  qae  demandan  rectificaciones  de  parte  de  este  Minis- 
terio. 

Sea  la  primera,  qne  no  se  trata  de  establecer  nneva  doc- 
trina en  cnanto  á  reclamaciones.  La  que  se  ha  alegado  esta 
vez,  ha  sido  constantemente  seguida  por  Venezuela.  Pruébalo 
la  resolución  inclusa  en  copia,  expedida  por  el  Gobierno,  siendo 
Ministro  el  señor  Guillermo  Smith,  en  24  de  Marzo  de  1840, 
esto  es,  desde  <  que  empezaron  á  asomarse  demandas  extran- 
jeras. La  misma  doctrina  se  ha  invocado  siempre  que  se  han 
discutido  cuestiones  de  esta  clase ;  y  lo  acredita  la  correspon- 
dencia  que  ellas  han  suscitado. 

En  segundo  lugar,  el  infraescrito  no  responderá  por  sí  á 
la  protesta  que  hace  el  señor  Mellinet  de  seguir  pidiendo  al 
Ejecutivo  el  ajuste  de  reclamaciones  como  la  que  ha  dado 
origen  á  esta  controversia.  Responderá  el  Gobierno  de  8.  M. 
por  boca  del  señor  Ministro  de  Estado,  que  en  la  sesión  del 
Cuerpo  Legislativo  de  22  de  Junio  último  se  expresaba  del 
modo  que  el  señor  Mellinet  leerá  en  el  adjunto  extracto.  Y 
aquí  es  la  oportunidad  de  observar  qne  no  se  ha  negado  á  la 
Legación  el  derecho  de  quejarse  de  los  abusos  de  autoridad 
cometidos  en  daño  de  franceses  ó  de  infracción  del  tratado 
vigente  entre  ambos  países.  Solamente  se  ha  argüido  contra 
el  ejercicio  de  ese  derecho  fuera  de  las  circunstancias  que 
determinan  la  oportunidad  de  su  empleo,  y  sin  las  cuales  él 
constituye  al  extranjero  en  la  ventajosa  posición  que  no  le 
concedía  el  Bepresentante  del  Emperador  en  aquel  debate. 
ISo  se  desea  sino  la. aplicación  á  Venezuela  de  las  sanas  máxi- 
mas que  el  señor  Ministro  sentó  con  respecto  á  Busia. 

En  tercer  lugar,  no  se  ha  condenado  el  fallo  del  jurado. 
^0  tiene  el  Gobierno  tal  autoridad  porque  no  es  juez,  mucho 
menos  de  un  Estado  independiente,  qne  sólo  ha  delegado  parte 
de  su  soberanía.    Únicamente  ha  manifestado  un  parecer  que  no 
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tiene  inflojo  en  la  causa  de  los  señores  Tavera  y  Filipini,  qae 
no  anula  el  deoreto  de  su  libertad,  que  no  impone  la  obli- 
gación de  seguir  el  proceso  de  ellos.  Alegándose  que  su  de- 
tención fue  injusta,  y  fundándose  en  eso  el  reclamo  de  indem- 
nizadón,  ¿cómo  pudiera  el  Gobierno  admitirlo  ó  negarlo,  sin 
Juzgar  si  ha  habido  ó  no  quebrantamiento  de  leyt  El  pare- 
cer del  Gobierno  va  además  acorde  con  el  del  juez  de  la  ins- 
trucción, el  de  la  minoría  del  jurado,  y  acaso  con  el  de  la 
misma  mayoría. 

Por  fin,  la  administración,  que  no  aspira  sino  á  cultivar 
con  Francia  la  más  amistosa  correspondencia,  y  que  se  guia 
por  los  dictados  de  la  justicia,  considerará  con  el  debido  res- 
petó las  observaciones  que  contra  su  modo  de  ver  presente 
el  Gabinete  de  S.  M. ;  y,  si  fueren  tales  que  demuestren  su 
eqolvocación,  no  tardará  en  volver  al  camino  de  la  verdad. 

Renueva  el  infraescrito  al  se&or  Mellinet  las  protestas  de 
su  consideración  distinguida. — Dios  y  Federación  .«^Firmado) — 
Bafael  Seijua, — Señor  A.  Mellinet,  Encargado  de  Kegocios  de 
Francia. 

BMponBabflidad  de  laa       S.  E.  cl  duquc  dc  Fernán  Núñez,  Embajador 

Naolooes  para  oon  106  ex- 

tra]rieroi.-seeia]Daei<sn    dc  Espafia,  al  scñor  Barthélcmy  Saint-Hilaire, 

de  Bspafta  á  Traneia.— 

▲santos  de  said».  Miuistro  dc  Negocios  fiZtranjeros  en  París.— 
París  :  Junio  30  de  1881. — Señor  Ministro : — Los  informes  ofi- 
ciales que  el  €K>bierno  de  S.  M.  ha  recibido  de  los  Agentes 
consulares  de  Espafia  en  Argelia,  atribuyen  tanta  gravedad  á 
los  acontecimientos  tristes  que  han  tenido  lugar  en  ese  país,, 
que  debo  llamar  á  ellos  la  atención  especial  del  Gobierno  de 
la  Bepública. 

Hace  pocos  días  se  hallaban  algunos  miles  de  españoles 
establecidos  en  el  territorio  Salda,  confiados  en  la  protección 
que  les  daba  la  bandera  de  una  Nación  tan  poderosa  como  la 
francesa ;  y  de  sus  familias,  de  sus  bienes  y  de  su  trabajo,  no 
queda  más  que  la  desolación,  la  muerte,  la  deshonra  ó  la  mi- 
seria. 

El  Gobierno  de  mi  augusto  Soberano  conoce  los  nobles 
sentimientos  del  Gtobierno  de  la  Bepública  francesa,  al  cual 
está  unido  por  los  vínculos  de  una  amistad  más  estrecha  que- 
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nanea;  pero  cree,  sin  embargo,  de  su  deber  reclamar,  de 
la  manera  más  urgente,  el  empleo  de  medidas  enérgicas 
en  auxilio  de  las  desgraciadas  víctimas  de  los  atentados  odiosos 
de  Bon-Amema. 

Espero,  señor  Ministro,  que  las  autoridades  francesas  lia* 
rán  una  investigación,  á  fin  de  saber  las  causas  y  la  extensión 
de  los  crímenes  cometidos,  y  que  se  oirá,  al  efecto,  el  testi- 
monio de  los  Agentes  consulares  de  España,  si  se  juzga  con- 
veniente. Me  parece  además  faéra  de  dada  que  el  Gobierno 
trances  hará  un  acto  de  justicia  indemnizando  á  mis  compa- 
triotas, y  dándoles  para  lo  fatnro  tales  garantías  de  seguridad» 
que  paedan  habitar  el  Sur  del  Distrito  de  Oran,  y  gozar  de  com- 
pleta tranquilidad. 

Anticipo  á  y.  E.  las  gracias,  porqae  estoy  persuadido  de  que 
este  asunto  recibirá  una  solución  tan  pronta  como  satisfactoria, 
y  saplico  á  V.  E.  &..  &.,  &.^I¡1  duque  de  Fernán  Núñez. 

s^^w^^S^l  París  :  á  23  Julio  de  1881.— Señor  Embaja- 
s.T3duqíed?F^raán  ¿or :—  Por  vucstra  comunicación  de  30  de 
^^Spk¿"'eSÍ«to.  '''  Junio,  V,  E.  se  ha  servido  llamar  mi  aten- 
ción á  la  situación  de  los  colonos  españoles  en  Argelia,  vic- 
timas de  los  acontecimientos  de  Sa'ída,  y  expresar  el  deseo  de  qae 
se  tomen  providencias  para  su  auxilio.  Las  conversaciones  qae 
he  tenido  después  con  V.  E.  me  han  dado  ocasión  para  ha* 
ceros  saber  que,  sin  que  el  G-obierno  de  la  Eepública  se  con- 
sidere jurídicamente  obligado  á  indemnizar  á  los  interesados, 
tendría  gusto  en  entenderse  con  el  del  Bey,  á  fin  de  discutir 
los  medios  de  acordar  indemnizaciones  equitativas  á  los  que 
resulten  haber  recibido  perjuicio  en  los  últimos  años  de  tras- 
torno interior.  Para  confirmar  estas  indicaciones,  tengo  el 
honor  de  acompañaros  copia  de  la  nota  verbal. que  el  señor  Al- 
mirante Jaarés  está  encargado  de  remitir  al  señor  Ministro  de 
If'egocios  Extranjeros  en  Madrid.  Aceptad  &.,  &.,  &. — Barfhéle» 
my  Saint-Silaire, 

Adjunto.  Por  una  nota  del  30  de  Janio,  S.  E.   el  Em- 

bajador de  España  en  París  ha  llamado  la  atención  del  Go- 
bierno francés  á  la.  situación  de  los  colonos  españoles  en  Sal- 
da, solicitando  que  se  tomen  providencias  para  auxiliarlos.    El 
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señor  duqae  de  Fernán  Núñez,  expresó  la  opinión  de  que  el 
Oobierno  de  la  Bepública,  haría  an  acto  de  jnstioia  indemni- 
zando á  los  españoles  qne  han  sonido  con  motivo  de  las  in- 
cursiones de  Bon-Amema. 

El  Gobierno  de  la  Bepública  tenía  motivos  graves  para 
segnir  solícitamente  los  acontecimienios  de  qne  ha  sido  tea«- 
tro  la  Provincia  de  Oran ;  y  al  proceder  con  actividad  á  tomar  las 
medidas  necesarias  al  restablecimiento  del  orden,  ha  tenido  al 
mismo  tiempo  en  cuenta  las  consecuencias  dolorosas  de  estos 
acontecimientos  para  los  colonos  pacíficos  á  quienes  ha  toca- 
do sufrirlos.  Se  sabe  además  qne,  en  circunstancias  semejan- 
tea»  la  Francia  jamás  ha  hecho  distinción  de  nacionalidad,  y 
que  dentro  de  su  territorio,  los  residentes  extranjeros  han  sido 
siempre  admitidos  á  participar  de  las  medidas  de  reparación 
tomadas  en  favor  de  los  nacionales. 

Estas  medidas  de  reparación  no  han  podido  evidentemente, 
por  su  naturaleza,  emanar  de  una  obligación  jurídica.  Los 
acontecimientos  de  Sa'ída  tienen  el  carácter  de  hechos  inevi- 
tables á  que  se  hallan  expuestos  todos  los  habitantes  del  país, 
como  á  la  invasión  de  una  peste,  y  no  pueden  comprometer  la 
responsabilidad  del    Estado. 

Hace  muy  poco  que  el  Gobierno  del  Bey  se  valió  de  esta 
4o6trina  universalmente  reconocida,  para  declinar  la  obligación 
de  resarcir  los  perjuicios  sufridos  en  trastornos  intestinos  ó  en 
la  guerra  civil ;  por  tanto  no  extrañará  que  el  Gobierno  fran- 
cés le  haga  presmte,  de  acuerdo  con  esas  mismas  reglas  de 
derecho  internacional,  que  él  no  está  obligado  á  indemnizar  á 
las  victimas  de  Argelia. 

Gon  esta  salvedad  de  principios,  el  Gobierno  francés  está 
pronto  á  manifestar  de  una  manera  eficaz  el  interés  que  le  ins- 
pira la  suerte  de  los  colonos  españoles,  y  se  informará  con 
gusto  de  las  miras  de  las  autoridades  españolas,  qne  recoDocen 
por  los  mismos  pasos  qoe  dan,  que  convicDe,  en  casos  seme- 
jantes, tener  en  cuenta  las  consideraciones  de  equidad.  El  Go- 
bierno  francés  ha  dado  ya  órdenes  para  reunir  los  informes 
fidedignos  que  aclaren  la  extensión  '4e^  'los-  matos^  caasades,  y 
está  completamente  dispuesto  á  estudiati  los  medios  de  acordar 
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las  indemnizaciones  proporcionadas  á  los  perjaicios  que  se  bajan 
sufrido. 

Solamente  estimaría  muchísimo  saber  si  el  Gobierno  es- 
pañoly  en  lo  gne  le  conoierncy  tiene  la  intención  de  proveer  al 
arreglo  de  los  reclamos  hechos  por  franceses  á  consecaencia 
de  la  insnrreción  en  Onba  y  de  la  guerra  carlista. 

Estos  reclamos  se  basan  sobre  peijuicios  de  naturaleza  idén* 
tica,  7  datan  de  algunos  años  atr&s ;  y  ni  la  opinión  pública 
en  Franciai  ni  la  Cámara,  cuyo  concurso  es  indispensable  para 
votar  el  crédito  especial,  alcanzarían  á  darse  razón  de  por  qu6 
su  Gobierno  dejaba  en  olvido  la  causa  de  sus  nacionales  en 
España,  para  consagrar  su  solicitud  exclusivamente  á  los  co- 
lonos españoles  en  Argelia,  cualquiera  que  sea  la  simpatía  que 
por  otra  parte  merezca  su  situación. 

NotaeDTiadapor  B.s.       (Traduccióu  al  francés  del  español,  vuelta 

«1  duque  d»  Fernán  Hú-  ,     ,    ^       ,.         «  -,*%,        ^^    ^      m-   m,       •• 

fies,  ^mbidador  de  Ea-    aquí  á  traducir  al  español).— 31  de  Julio  de 

paña,  al  señor   Barthé- 

lemy  saint-Hiíaire,  m-    dc  1881.— El  Gobicmo  dc  S.  M.  O.  ha  recibido 

nutro  de  Regooioe  Ex- 

traiueMwenFarii.  la  uota  vcrbal  quc  Ic  ha  trasmitido,  por  or- 
den de  su  Gobierno,  el  Embajador  de  Francia  en  Madrid,  re- 
lativa á  los  acontecimientos  horrorosos  de  Salda,  por  los  que 
tanto  han  sufrido  los  colonos  españoles  en  sus  personas  y  en 
sus  bienes. 

A  consecaencia  de  las  varias  entrevistas  á  que  han  dado 
lugar  este  motivo  y  sus  incidentes  complicados,  entre  el  Em» 
bajador  de  España  y  el  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de 
la  Bepública,  el  Gobierno  del  Bey  había  creído  comprender 
que  la  Francia,  dando  una  importancia  particular  á  los  aconte- 
cimientos desastrosos  que  la  Europa  entera  ha  visto  con  horror, 
no  se  proponía  de  ningán  modo  confundirlos  con  otros  que 
no  tienen  analogía  alguna  en  el  fondo  con  lo  acaecido  en 
Salda. 

Los  azares  siempre  funestos  de  la  guerra  dan  á  los  ex- 
tranjeros los  medios  de  evitar  los  desastres  que  ocasionan  • 

Pero,  después  del  establecimiento  de  explotaciones  en  gran- 
de escala,  bajo  la  salvaguardia  de  las  fuerzas  de  una  Nación 
poderosa,  cuando  estas  explotaciones  van  llegando  por  su  desa- 
rrollo á  foimar  la  base  principal  de  la  riqueza  de  una  Oolonia, 
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y  cnando  repetidas  experiencias  han  probado  que  el  trabajo^ 
al  enal  se  deben,  es  ei  único  qae  pnede  fomentar  esas  indns- 
triasy  es  imposible  mirar  su  destracción  como  un  caso  ordi- 
nario de  faerza  mayor  nacido  de  los   azares  de  la  gnerra. 

En  los  únicos  casos  qne  pndieran  presentar  nna  analogía 
annqne  lejana,  con  el  caso  aetnal,  la  Kación  española  no  ha 
vacilado  en  idemnizar  los  perjuicios  qne  le  han  sido  señala- 
dos y  comprobados. 

Por  otra  parte,  si  la  España,  qne  ha  hecho  siempre  todo 
lo  posible  para  corresponder  á  sns  buenas  relaciones  con  las 
Potencias  aliadas,  si  la  España  aceptase  este  principio,  no 
soría  precisamente  la  Francia,  que  tiene  mayor  interés  que  todos 
en  la  explotación  positiva  y  prosperidad  de  sus  Colonias,  la 
qne  acudiría  al  auxilio  de  los  colonos  españoles  sacriñcados  y 
arruinados;  seria  la  Nación  española,  cuyos  intereses  estos 
mismos  colonos  acaso  no  contribuían  á  desarrollar,  yendo  á 
fertilizar  con  su  trabajo  las  áridas  campiñas  de  la  Provincia  de 
Oran,  bajo  el  sol  de  África. 

A  pesar  de  sus  desgracias  pasadas  y  sus  tristes  conse- 
cuencias, la  España  no  es  de  las  Naciones  que  rehusan  cum* 
pHr  con  sns  deberes,  sean  internacionales,  ó  al  menos  los  que 
dicta  la  equidad;  mas  el  Gobierno  español,  al  llamar  la  aten- 
ción de  la  Francia  á  los  dolorosos  sucesos  de  Saída,  nunca  ha 
podido  creer  que  el  Gobierno  de  una  Nación  valerosa  y  amiga, 
quisiera  confundir  semejantes  hechos,  recordándole  antiguos 
desastres. 

La  Francia  no  puede  disimular  que,  ya  que  no  toca  á  España^ 
castigar  con  su  propia  mano  á  Bon-Amema  y  sns  hordas,  que 
han  ultrajado  á  la  Francia  en  primer  lugar,  es  á  ella  misma 
á  quien  toca,  en  representación  de  España,  imponer  el  castiga 
merecido. 

Besarciendo  los  perjuicios  sufridos  por  los  colonos  espa- 
ñoles, la  Francia  no  haría  más  que  anticipar  una  indemnización 
que  tendrá  cuidado  de  cobrar  á  sus  enemigos,  imponiéndoles  el 
castigo  merecido  por  sus  crímenes. 

Desde  el  momento  en  que  el  Gobierno  francéa,  el  día  dea- 
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pnés  de  los  sucesos  de  Oran  destitayó  á  sas  autoridades  mi» 
litares,  reconoció  que  estas  habían  incurrido  én  algunas  res- 
ponsabilidades acerca  de  los  acontecimientos  de  Salda.  Esta 
destitución  podría  bastar  á  la  Francia  y  á  ios  franceses ;  pero 
con  ocasión  de  ella  se  origina  un  derecho  que  bien  pudiera 
llegar  á  ser  absoluto  y  jurídico,  aunque  la  España  nunca  ha* 
biera  sostenido  que  lo  era,  considerando  como  cuestión  de  equi- 
dad la  reparación  de  los  daños  causados. 

El  Gobierno  español  no  duda  que  el  Gobierno  francés, 
midiendo  toda  la  extensión  de  la  inmensa  catástrofe  que  tuvo 
por  teatro  la  Provincia  de  Oran ;  considerando  el  número  de 
víctimas  inmoladas  por  los  árabes,  y  de  las  familias  arruinadas; 
apreciando  las  consecuencias  de  su  deseo  de  asimilar  loque 
ha  sucedido  en  las  explotaciones  de  Saída  con  los  incidentes 
de  las  guerras  civiles  de  España,  comprenda  que  la  conse- 
cuencia natural  de  esta  apreciación  será  no  solamente  la  con- 
tinuación de  la  inmigración,  que  toma  espontáneamente  propor- 
ciones tan  alarmantes,  de  los  españoles  que  constituyen,  por 
decirlo  así,  el  nervio  de  la  población  colonial,  sino  que  podría 
imponer  al  Gobierno  español  la  necesidad  de  dictar  providen- 
cias que  estorbasen  la  emigración  de  españoles  á  Argelia; 
emigración  que  no  sólo  priva  á  la  patria  de  obreros  útiles,  sino 
que  puede  fácilmente  llegar  á  ser  nuevo  motivo  de  reclama- 
ciones considerables  contra  la  España  al  volver  á  ocurrir 
semejantes  desastres,  hasta  ahoroi  considerados  imposibles. 

El  Gobierno  Beal  no  pnede  dudar  que  el  de  la  República 
modificará  su  dictamen  en  el  sentido  indicado,  el  que  no 
podrá  rechazarse  por  las  Cámaras  francesas,  ni  por  ninguna 
otra   Asamblea. 

Así  se  pondría  fin  á  este  malhadado  incidente,  como 
conviene  entre  dos  Ilaciones  de  una  misma  raza,  que  teniendo 
intereses  análogos  deben  siempre  buscar  medios  de  estrechar 
más  sus  relaciones  de  amistad  y  afecto. 

saluffiuire^^'MtoS  París  I  Agosto  8  de  1881.— Señor  Emba- 
il'^T^an^e'ie^FTrl  jador  i-Tcngo  cl  honor  de  dirigir  á  V.  E. 
""^^iten""^!^  adjunta  una  nota  en  que  se  consignan  los  re- 
isultados  del  estudio  á  que  se  ha  sometido  la  última  comunicación 
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del  Gobierno  del  Bey  relativa  á  la  cnestión  de  los  colonos  es- 
pañoles en  el  Sad  de  Oran.  El  Encargado  de  lü^egocios  de 
Francia  en  Madrid  ha  sido  encargado  de  ponerla  inmediata- 
mente en  conocimiento  del  marqués  de  la  Vega  de  Ar- 
mijo.^Aceptad    etc.,  etc.,  eto.-^Barthélemy  SainUSüaire. 

A¿iitDito.  La  nneva    nota  remitida   el  31  de  Julio  por 

S.  E.  el  Embajador  de  Espaffa  en  París,  relativa  á  los  acon- 
tecimientos de  Siúda^  ha  sido  objeto  de  parte  del  Gobierno 
de  la  Bepública  de  nn  examen  prolijo,  con  el  deseo  más  sin- 
cero de  llegar  á  nn  acnerdo  sobre  el  arreglo  de  las  cnestiones 
pendientes. 

Kingana  divergencia  existe  en  la  apreciación  de  los  titalos 
qne  tienen  los  colonos  españoles  á  la  benevolencia  de  la  Ad- 
ministración francesa ;  ésta  sabe  bien  caánta  parte  de  la  pros- 
peridad de  la  Provincia  en  donde  han  venido  á  buscar  tra- 
bajo, se  les  debe  á  ellos  ;  ella  ha  dado  prueba  de  su  solicitud 
tomando  desde  el  principio  las  medidas  que  la  situación  per- 
mitía á  favor  de  las  víctimas,  y  contribuyendo  con  sus  fondos, 
para  que  los  que  quisiesen,  se  trasladasen  á  su  patria. 

Sin  embargo,  para  íljar  las  bases  de  una  inteligencia  de- 
finitiva, importa  que  ninguna  incertidumbre  exista  sobre  los 
motivos  que  han  inducido  al  Gobierno  francés  á  que  se  ocupe 
al  mismo  tiempo  de  las  reclamaciones  análogas  de  sus  ciuda- 
danos, ni  sobre  el  fin  que  se  propone  enlazando  las  des  ne- 
gociaciones. Su  intención  no  es,  como  según  parece  se  ha  creído, 
la  de  confundir  los  acontecimientos  del  Sud  de  Oran  con 
otros  sucesos  acaecidos  en  territorio  español,  de  provocar  una 
liquidación  general  de  las  reclamaciones  respectivas,  y  de  sacar 
una   especie  de  balance  de  compensaciones. 

El  Gobierno  francés  ha  querido  solamente,  al  llamar  su 
atención  á  los  colonos  españoles  de  Saida,  recordar  que  un 
número  considerable  de  sus  ciudadanos  ha  sufrido  perjuicios 
dentro  del  territorio  español  en  circunstancias  análogas,  y 
preguntar  si  la  Administración  Beal  está  dispuesta,  por  su 
parte,  á  concederles  indemnizaciones,  de  la  manera  y  según 
la  tasa  que  ella  misma  fijare.  En  su  nota  verbal  del  3  de 
Julio,  el   duque  de  Fernán  iN'úñez  no  contesta  á  esta  pregunta  ] 
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se  limita  á  insistil*  sobre  este  punto,  qae  no  es  posible  estable- 
oer  analogía  ninguna  entre    los  dos  órdenes  de  hechos. 

Sin  dada  resaltarían  diferencias  palpables  de  la  naturaleza 
de  los  lugares  y  del  carácter  de  los  actores  del  drama,  bien 
que  sería,  sin  embargo,  muy  fácil  indicar  numerosos  rasgos 
de  semejanza  entre  los  sacesos  de  Cuba  y  los  de  Argelia  ;  mas 
en  el  panto  de  vista  especial  en  que  han  de  colocarse  los 
dos  Gtobiernos,  es  difícil  columbrar  los  motivos  de  aplicar  á 
uno  de  los  casos  una  solución  que  no  reclamaría  con  justicia 
el  otro. 

Durante  diez  afios,  la  insurrección  cubana  ha  privado  á 
los  colonos  franceses  de  las  garantías  que  habían  determinado 
su  establecimiento;  el  incendio  y  el  pillaje  han  acarreado  la 
ruina  de  mucha  parte  de  ellos,  y  en  varios  puntos  de  la  isla, 
otros  se  han  visto  á  la  merced  de  hordas  indisciplinadas,  cuyos 
excesos  no  se  han  sobrepasado  ni  aun  en  Argelia.  Los  re* 
sidentes  franceses  del  Korte  de  España  han  sufrido  igualmente 
en  sus  bienes  por  abusos  imputables  á  las  bandas  carlistas. 
El  Gobierno  francés  se  ha  limitado,  sin  embargo,  á  recomendar 
su  suerte  á  la  equidad  y  la  generosidad  de  España,  abstenién- 
dose de  formular  ninguna  demanda  de  indemnización.  Ha 
considerado  que,  yéndose  sus  ciudadanos  á  establecerse  en  el 
extranjero,  habían  éstos  voluntariamente  aceptado  parte  en 
la  buena  como  en  la  mala  fortuna  del  país ;  no  ha  querido  in- 
vestigar si  la  autoridad  local  no  habría  incurrido  en  cierta  res- 
ponsabilidad ni  pesar  los  medios  de  represión  empleados,  ni 
deducido  argumentos  de  los  cambios  sucesivos  en  el  mando 
de  las  tropas  regulares ;  estas  son  apreciaciones  que  corres- 
ponden  únicamente  al  Estado  soberano. 

i  No  se  aplican  aún  con  mayor  fiíerza  estas  consideraciones 
á   los  sucesos  penosos  de  que  acaba  de  ser  teatro  la  Provin- 
cia de  Oran  ?    Nadie  ignora  el  estado  particular  que  la  pro- 
ximidad de  tribus  turbulentas  y   fanáticas  produce    para  las 
explotaciones  de  las  altas  planicies.    La  administración  colonial 
emplea  toda   su  vigilancia  para    mantener  el   orden  allí;  sa 
interés  está  empeñado  en  ello;  y  la  tranquilidad  de  los  anos 
anteriores  acredita  que  de  ordinario  ha  conseguido  su  intenta « 
Estas  condiciones  son  conocidas  por  los  nacionales  al  par  qae 


INTSBNAGIONAIi  HISPAJSÍO-AMEBIOANO  4113 

•i* 

por  los  extranjeros;  que  vienen  á  bascar  espontáneamente  las 
ventajas  de  nn  trabajo  seguro  y  Inorativo ;  han  debido  contari 
como  riesgo  probable,  con  la  eventualidad  de  estas  subleva- 
ciones indígenas,  cuya  explosión  se  burla  á  veces  de  toda  pre- 
visión, de  las  cnales  no  es  justo  atribuir  la  responsabilidad  á 
la  antoridad  francesa.  Su  situación  respecto  del  Gobierno  de 
la  Bepública  es  análoga  á  la  que  han  creado  la  insurrección 
cubana  y  la  guerra  carlista  para  ios  residentes  franceses  res- 
pecto del  Gobierno  del  Bey;  ni  los  unos  ni  los  otros  tienen 
^ue  hacer  valer  su  derecho  á  una  reparación,  pero  todos  á  ti* 
tulo  ignal  se  recomiendan  á  una  indemnización  equitativa.  Des- 
de el  primer  día,  el  Gobierno  francés  ha  mirado  la  cuestión 
desde  este  punto  de  vista,  y  no  ha  perdido  un  instante  en 
averiguar  la  extensión  de  los  perjnicios  sufridos  por  los  colo- 
nes españoles  en  Saida  y  lagares  circunvecinos.  Mas  al  propio 
tiempo  cree  de  su  deber  recordar  las  reclamaciones  análogas 
de  sus  nacionales,  y  cerciorarse  de  si  el  Gobierno  del  Bey  no 
juzga  llegado  el  momento  de  favorecerles  con  alguna  repara- 
ción. Oree  que  con  tanto  mayor  fundamento  insiste  en  que  se 
reasuma  el  examen  de  la  cuestión  en  Madrid,  cuanto  se  han 
acordado  indemnizaciones  á  otros  extranjeros  por  la  insarrec» 
ción  de  Oaba;  y  en  el  Korte  de  la  Península,  nada  han  reci- 
bido los  franceses  en  las  indemnizaciones  hechas  á  españoles. 
La  reserva  qne  ha  guardado  hasta  el  presente  en  sus  gestiones, 
y  las  disposiciones  que  manifiesta  en  favor  de  los  colonos  es- 
pañoles de  Suida,  testifican  en  alta  voz  en  cuánto  estima  la 
conservación  de  las  relaciones  más  cordiales  entre  los  dos  países ; 
y  no  duda  el  Gobierno  francés  qne  el  del  Bey,  hecho  un  nuevo 
examen,  ahondará  en  los  mismos  sentimientos  para  aliviar  los 
perjuicios  sufridos  por  franceses  dentro  del  territorio  español, 
y  le  facilitará  así  los  medios  de  terminar  por  su  parte  el  arreglo 
de  la  cuestión  sobre  las  bases  más  favorables. 
Nota  remitida  por  s.E.        17  de  Agosto  de  1881. — La  segunda  nota, 

«1  dnaue  de  Fernán  Nd-  ^  ^  ' 

Aex,Bini»jadorde  Bapa-    fechada  cl  6  de  Agosto,  remitida  por  el  viz- 

ñBj  al  seflofT  Barthélemy  07  x- 

saint-Hiíaire,  Minjatro  Je    condc  dc  Brcpón,  Eucargado  de  Negocios  de 

Negocios  Bitraojeios  en  *       /  c»  o 

París.  Francia  en  Madrid,  reconocía  que  no  existe 

entre  los  dos  Gobiernos  ninguna  divergencia  de  opinión  en  lo 


-    T"    ■  J  fa^.-*?  .  .    Winl         ^iJ— ■*— J—lP^BWWf^— 
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tocante  á  la  necesidad  de  aaxiliar  á  los  colonos  espafioles  que 
han  sufrido  las  consecuencias  funestas  de  los  acontecimientos  de 
Saída. 

El  Gobierno  francés  hace  notar  sobre  todo  <^que  su  inteu- 
,oión  no  es,  como  según  parece  se  ha  creído,  la  de  confundir 
ios  acontecimientos  del  Sur  de  Oran  con  otros  sucesos  acae- 
cidos en  territorio  español,  de  provocar  una  liquidación  general 
de  las  reclamaciones  respectivas,  y  de  sacar  una  especie  de 
balance  de  compensaciones.'' 

Este  modo  de  mirar  el  asunto  facilita,  en  la  opinión  del 
Gobierno  español,  la  solución  de  la  gran  cuestión  de  que  se 
trata,  puesto  qué  deja  á  cada  uno  de  los  Gobiernos  la  apre- 
ciación libre  de  los  hechos,  y  le  reserva  la  decisión  sobre  el 
modo  y  extensión  del  resarcimiento. 

Sería  importuno  y  superñno,  dada  tal  concesión,  corrobo- 
rar con  nuevos  argumentos  la  diferencia  que  hay  en  el  fondo 
entre  los  acontecimientos  de  Saída  y  los  que  han  sido  conse- 
cuencia de  las  desgracias  intestinas  de  España.  El  Gobierno 
firaneés  no  ha  podido  además  perder  de  vista  todo  lo  que,  á 
ese  respecto,  se  expuso  en  la  nota  verbal  española  del  31  de 
Julio. 

En  esta  nota,  como  en  la  actual,  el  Gobierno  español*  sos- 
tiene que  de  su  parte  no  había  rehusado  tampoco  hacer  las 
reparaciones  justas  en  condiciones  determinadas;  bastaría  re- 
mitirse al  lenguaje  que  ha  tenido  siempre  respecto  de  estas 
reclamaciones,  para  establecer  la  exactitud  de    esta   aserción. 

Por  tanto  el  Gtobierno  español  se  remite  á  sus  comunica- 
ciones anteriores,  y  espera  que,  habiéndose  colocado  la  cues- 
tión sobre  este  terreno  por  el  Gobierno  de  la  Bepública,  toda 
disensión  deberá  cesar  entre  las  dos  Naciones,  que  tienen, 
según  el  sentir  del  Gobierno  Beal,  un  interés  verdadero  en 
alejar  toda  cuestión  que  tienda  á  causar  una  divergencia  entre 
dos  pueblos  que  se  tienen  en  mutua  estimación  y  considera- 
ción. 
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saStÍHüLr^iS  París :  24  de  Agosto  de  1881.— Señor  Bm- 
?M, ?8^ Efd^íIS'e d¿  bajador; — V.  E,  se  ha  servido  remitirme,  el 
fw°d?B^tóí'e?SSl  17  del  mes  en  curso,  ana  Dueva  comunicación 
del  Gobierno  de  S.  M.  O.  relativa  á  los  asuntos  de  Saida.  En 
contestación  á  este  documento,  tengo  el  honor  de  dirigiros  una 
nota  adjunta,  que  el  señor  vizconde  de  Brepón  ha  recibido 
instrucciones  de  hacer  llegar  directamente  á  manos  del  señor 
marqués  de  la  Vega  de  Armijo. — Aceptad  etc.,  etc.,  etc. — 
Barthélemy  Saint^Hilaire. 

Adjunto.  En  la  última  nota   verbal   remitida  el  17  de 

Agosto  por  S.  E.  el  Embajador  de  España  en  París,  se  reco- 
nocieron las  disposiciones  benévolas  del  Gobierno  francés  para 
con  los  colonos   españoles  de  Saída. 

^  Después  de  haber  establecido  un  acuerdo  basado  sobre  es- 
te principio, — á  saber,  que  corresponde  á  cada  uno  de  los  dos 
Gobiernos  apreciar  el  modo  y  la  extensión  de  las  indemnizaciones 
por  satisfacer, — el  Gobierno  de  Madrid  emite  la  opinión  de  que 
interesaría  atenerse  á  esta  manifestación  de  ideas  para  alejar 
toda  cuestión  que  tendiera  á  causar  divergencias  entre  dos  pue- 
blos que  se  estiman  y  consideran  mutuamente.  Abundando  en 
sentimientos  iguales,  el  Gobierno  de  la  Kepública  francesa  evi- 
dentemente no  puede  menos  que  aceptar  estas  conclusiones. 
Sin  admitir  la  necesidad  de  auxiliar  á  los  colonos  españoles  de 
Sa'ida,  aprovecha  con  agrado  la  oportunidad  de  reconocer  una 
Tez  más  sus  títulos  á  su  solicitud,  y  se  complace  en  poder 
atestiguar  que  la  Administración  española  no  ha  tenido  nunca  la 
intención  de  rehusar  las  reparaciones  justas  que  se  le  han  exigido 
en  condiciones  determinadas.  Espera,  pues,  el  Gobierno  de  la 
Sepública  que,  al  terminar  estas  discusiones,  los  franceses  víc- 
timas de  la  insurrección  cubana  y  de  la  guerra  carlista,  no 
tardarán  en  gozar  los  efectos  de  estas  disposiciones  generosas^ 
y  que  se  hallará  también  en  situación  de  dar  él  mismo  &  los 
colonos  españoles  del  Sur  de  Oran  pruebas  irrecusables  de  sa 
buena  voluntad. 
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D¿ii  NúftM.'^^D^adw  19  de  Setiembre  de  1881. — Sefior  Ministro : — 
tibéiem7^%tdñ^Hu2!i«^  Al  puDto  á  Qoe  se  han  traído  las  negociacio- 
^^^JSamT^^  nes  relativas  á  los  aconteoimientos  de  Otan  y 
sin  qne  hasta  ahora  hayan  podido  estas  negociaciones  alean-» 
zar  nna  solución  práctica  igualmente  aceptable  á  las  dos  Na- 
ciones, parece  que  convendría  recapitular  y  fijar  los  hechos  en 
su  coDjanto,  tales  como  los  comprende  el  Oabinete  de  Madrid, 
y  tales  como  tenemos  la  persuasión  los  comprenderá  el  Gobier- 
no de  la  Bepública. 

Al  someter  á  Y.  E.,  por  orden  de  mi  Gobieroo,  algunas 
consideraciones  que  versan  sobre  la  misma  esencia  de  estos  he-^ 
chos,  tengo  la  convicción  de  corresponder  á  los  sentimientos 
de  benevolencia  y  conciliación  de  que  Y.  E.  me  ha  prodigado 
taD  señaladas  pruebas»  y  la  esperanza  de  facilitar  el  acuerdo 
completo  de  los  dos  Gobiernos  sobre  todas  las  cuestiones  de- 
batidas. 

Al  expresar  el  30  de  Junio  dltimo  la  firme  esperanza  que 
abrigaba  de  ver  indemnizar  por  el  Gobierno  francesa  las  víc- 
timas españolas  de  los  asesinatos  y  pillajes  de  Saída,  el  Go- 
bierno del  Bey  mi  Augusto  Soberano  no  se  ha  propuesto  nunca 
reclamar  una  indemnización  en  el  sentido  estricto  y  jurídico  de 
la  palabra.  El  Gobierno  español  ha  sostenido  siempre  esta 
doctrina,  adoptada  asimismo  en  igual  materia  por  el  Gobierno 
de  la  Bepública,  á  saber :  que  las  responsabilidades  nacionales 
no  llegan  á  comprometerse  sino  por  la  acción  voluntaria,  inten» 
cional  y  estudiada  de  los  poderes  públicos;  por  consiguiente, 
no  ha  pensado  nunca  reivindicar,  en  la  negooiacióo  actaal,  la 
aplicación  del  principio  opuesto. 

Mas  la  indemnización  puede  entenderse,  en  un  sentido  usual^ 
de  los  resarcimientos  espontánea  y  libremente  consentidos  por 
un  Estado,  con  el  objeto  de  reparar  y  socorrer,  en  vista  de 
las  desgracias  de  que  ha  sido  teatro  el  territorio  nacional. 

Es  en  este  sentido  en  el  que  hemos  invocado  la  intervención 
del  Gobierno  de  la  Bepública  en  favor  de  los  colonos  de  Sa'ida ; 
el  ejemplo  noble  dado  en  varias  ocasiones  por  la  Nación  fran- 
-cesa  alentaba  nuestra  confianza,  y  no  nos  permitía  pensar  que 
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la  AdministracióQ  francesa  se  separara  de  sas  tradicioaes  ge- 
nerosas rehusando  ana  reparación  á  las  víctimas  de  Bon-Amema. 

Las  manifestaciones  recientemente  hechas  por  el  Gobierno 
francéSf  en  las  comnnicaciones  remitidas  al  sefior  Ministro  de 
BstadOy  y  el  recuerdo  de  la  simpatía  cordial,  y  de  las  intenciones 
conciliadoras  con  que  me  ha  distinguido  V.  E.  en  nnestras  en- 
trevistas, jnstiflcan  la  convicción  que  abrigo,  de  qne  la  equidad 
del  Gobierno  de  la  BepAblica  acordará  sin  retardo  una  indem- 
ni2sación  á  las  familias  de  los  colonos  españoles  muertos  ó  he- 
ridos, y  ana  eompensacióQ  por  las  pérdidas  materiales  que  él 
mismo  tasará. 

De  su  parte  el  Gobierno  del  Bey,  sin  que  por  eso  se  pien- 
se en  establecer  un  precedente,  se  complacería  en  correspon- 
der á  los  recuerdos  de  la  simpatía  activa  que  ha  manifestado 
la  Nación  francesa,  en  ocasiones  recientes,  por  el  pueblo  espa- 
ñol, como  también  á  la  medida  de  generosa  equidad,  que  es- 
pera hoy  del  Gobierno  de  la  República;  le  será  grato  acudir 
al  auxilio  de  franceses  que  hayan  sufrido  en  sus  personas  ó  in* 
tereses  por  motivo  de  las  guerras  civiles  que  han  devastado  cier- 
tas regiones  del  territorio  nacional. 

Mas,  le  sería  imposible  al  Gobierno  del  Bey  contraer  desde 
el  momento  actual  ningún  compromiso  en  lo  tocante  á  las  re-- 
clamaciones  presentadas  por  las  víctimas  de  la  insurrección  cu- 
bana. Las  pérdidas  materiales  ocasionadas  por  una  guerra  civil 
de  muchos  años  son  incalculables ;  el  Gobierno  no  debe  ni  pue- 
de pensar  sino  en  reconstituir  la  Hacienda  de  la  An tilla,  y  en 
subvenir  á  las  necesidades  públicas  más  urgentes. 

En  cuanto  á  las  reclamaciones  francesas  originadas  de  los 
trastornos  civiles  en  la  Península,  estas  no  parecen  alcanzar 
sino  un  monto  relativamente  insignificante.  Sin  embargo,  el 
Gobierno  del  Bey  no  juzga  en  su  mano  adoptar,  en  orden  á 
estas  reclamaciones,  una  medida  general,  qne  no  se  aplicará, 
en  casos  iguales,  á  los  nacionales  de  otros  países,  y  á  los 
mismos  subditos  españoles.  Se  complace,  sin  embargo,  en  dar 
al  Gobierno  francés  una  prueba  irrecusable  de  su  buena  volun- 
tad, y  en  acreditar  que  su  ánimo  nunca  ha  sido  rechazar  sis- 
temáticamente toda  demanda  de  indemuización  ;   está  dispnes. 
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to,  al  efecto,  á  acordar^  con  la  brevedad  posible,  ana  compen- 
sación á  las  víctimas,  que  compruebe  que  anos  mismos  sen- 
timientos de  equidad,  unas  mismas  intenciones  generosas,  ani- 
man al  uno  como  al  otro  Gobierno. 

Me  atrevo  á  esperar  que  Y.  E.  juzgará  como  nosotros, 
que  será  posible  resolver  de  ese  modo  el  debate  suscitado, 
por  un  acuerdo  que,  acatando  las  susceptibilidades  legítimas, 
sea  sobre  todo  una  garantía  innegable  de  los  sentimientos  re- 
cíprocos de  los  dos  Gabinetes  y  de  losados  pueblos. 
Oon  consideraciones  &.,  &.,  &•— J3¿  dnque  de  Femém  Núñez. 

siSt^S^MuS;  19  de  Setiembre  de  1881.— Señor  Embajador  :— 
al  dta^e  de  F^!£  N^-  Las  considcracioues  expuestas  en  la  última  nota 
flez,  Jfim^dor  de  bh-    ^^  y  jj ^  rclativa  &  los  SUCOSOS  dc  Salda,  acre- 

ditan  el  acuerdo  co  mpleto  que  subsiste  entre  los  dos  Gabinetes 
respecto  de  los  principios  que  dominan  la  cuestión.  Como  desde 
luego  se  pudo  esperar,  una  comunicación  de  ideas,  seguida  le- 
almente,  con  el  espíritu  de  simpatía  mutua  que  anima  á  entrambos 
€h)biernos,  había  de  |  conducirlos  á  un  acuerdo  sobre  la  apre*^ 
elación  de  los  hechos  y  sobre  el  modo  de  arreglo  que  las  re- 
clamaciones elevadas  por  ;su8  nacionales  requieren,  á  conse-^ 
cnencia  de  los  trastornos  de  que  han  sido  teatro  sus  res- 
pectivos territorios. 

Es  reconocido  que  de  estricto  derecho  no  existe  para  loa 
dos  Estados  ninguna  obligación  jurídica  de  indemnizar  á  los 
redamantes;  mas,  de  una  y  otra  parte  es  admitido  que,  de 
equidad,  la  situación  de  las  víctimas  es  digna  de  compasión 
por  todos  aspectos,  y  que  les  ha  creado  títulos  á  indemniza- 
ciones que  cada  uno  de  los  Gtobiernos  se  reserva  el  derecho 
de  tasar. 

Por  tanto,  el  Gobierno  real  había  augurado  con  acierto 
de  las  intenciones  de  la  Administración  francesa,  contando  con 
que  tomara  medidas  para  indemnizar  á  las  víctimas  de  Saída. 

Sin  embargo,  y  sin  querer  confundir  las  dos  cuestiones,, 
el  Gobierno  de  la  Bepública  no  ha  podido  excusarse  de  recor- 
dar, en  esta  ocasión,  las  demandas  formuladas  anteriormente 
por  agraviados  de  la  Nación,  en  circunstancias  análogas,  y  de 
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hacer,  en  sa  favor,  ana  nueva  apelaoión  á  la  generosidad  de 
España. 

Viendo  con  pena  qne  el  statu  guo  ha  de  mantenerse  todavía 
en  lo  concerniente  á  las  reclamaciones  cabanas,  el  Gobierno  de 
la  Bepública  no  qaiere  por  sa  insistencia  atgravar  las  diñcul* 
tades  de  la  sitaación,  bajo  reserva,  sin  embargo,  tan  luego 
como  lo  permita  la  sitaación  de  las  cosas,  de  volver  por  la 
cansa  de  sas  nacionales.  Se  complace,  por  otra  parte,  en 
obtener  la  seguridad  de  que  el  Oabiuete  de  Madrid,  confir«- 
mando  las  promesas  de  sos  predecesores,  está  dispuesto  á  con- 
ceder, con  la  brevedad  posible,  una  compensación  á  los  fran- 
ceses  que  han  snfrido  con  motivo  de  los  trastornos  de  la  Pe- 
nínsula, y  á  manifestar  así  de  una  manera  positiva,  sus  dis- 
posiciones benévolas  en  su  favor. 

Al  expresar  la  satisfacción  que  experimenta  de  ver  terminar 
las  discusiones  con  condiciones  tan  satisfactorias  par^  ambos 
países,  el  Gobierno  francés  agrega  espontáneamente  desuparte, 
que  se  propone  proveer  los  medios  de  asegurar  indemnizaciones 
equitativas  á  los  españoles  y  á  los  colonos  que,  en  el  Sar 
de  Oran,  han  sido  perjudicados  en  sus  personas  ó  en  sos 
bienes. — Oon  sentimientos  &.,  &.,  &• — Ba/rthélemy  Saint-Bilaire. 

El  Ministio  de  Negocios       Pafís :  17  do  Diciembre   de   1881,—- Señor 
te  jaoréTsmiii^adoz  de    Almirante :— Por  vuestro  despacho  del  8  del 
Madrid.  actual,  me  habéis  comunicado  una  conversa- 

ción que  tuvisteis,  á  vuestra  llegada,  con  el  Ministro  de  Estado 
en  Madrid,  relativa  á  la  ejecución  de  un  arreglo  concertado 
para  la  indemnización  de  perjuicios  recibidos  por  los  nacionales 
respectivos,  á  consecuencia  de  los  trastornos  acaecidos  en  la 
Península,  y  los  sucesos  del  Sur  de  Oran. 

Suplicóos  os  sirváis  trasmitirme,  sin  retardo,  todas  las  in- 
dicaciones que  os  sean  comunicadas  sobre    el    particular. 

Encarezco,  por  mi  parte,  á  mi  colega  el  Ministro  del  Interior 
la  necesidad  de  activar  la  investigación  comenzada  en  Argelia, 
para  que   estemos,  dentro  del  término  más  corto  posible,   en» 
capacidad  de  fijar  la  cifra  de  las  indemnizaciones  que  hayan 
de  concederse  á   las  víctimas  y  á  sus  familias. 

I  Se  han  dado  disposiciones  análogas  en   España  para  la 
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liqaiüaeión  de  las  reolamacionea  francesas,  ó  se  propone  el 
Gobierno  real  recurrir  á  otra  combinación  para  la  repartioido 
de  las  samas  qne  piensa  aplicar  á  ese  objeto!  Tal  vez  con- 
vendría, para  precaver  toda  cansa  ulterior  de  retardo,  llamar 
desde  ahora  la  atención  del  señor  Ministro  de  Estado  &  ese 
aspecto  de  la  'cnestión.^Oon  sentimientos,  &.,   &«,  ft. — Oam* 

WMWrtrodeNegoojoB       París :  16  de  Mayo  de  1882.— Señor  Bm- 

SlíiCUvVlMB  si  0OftOP  Olí' 

S^de  VtfDiñ  Nfifies,  bajador: — El  16  de  Setiembre  último,  mi 
FU&.  predecesor   anunció    á    Y,  B.    que    el   Go- 

bierno de  la  Bepública  se  proponía  proveer  sin  retardo  los 
'tnedios  de  ase^^urar  las  indemnizaciones  equitativas  á  los  es- 
pañoles y  á  los  otros  colonos  qne  han  sufrido  perjuicios 
por  la  insurrección  del  Sur  de  Oran.  Para  lograr  este  re- 
sultado, el  Gtobierno  de  la  Bepública  ha  tenido  primero  que 
averiguar  los  perjuicios  causados,  y  hacerlos  avaluar.  Una 
comisión  especial,  establecida  en  Salda,  emprendió  la  obra 
inmediatamente;  pero  á  conseoueDcia  de  las  dificultades  que 
ha  encontrado  en  el  examen  de  cada  reclamo  individual, 
su  trabajo  se  prolongó  hasta  fines  de  Marzo.  Y  aún  así 
ha  tenido  que  aplazarse  la  investigación  de  cierto  número 
de  demandas,  por  ftdtar  comprobantes  sobre  la  situación  de 
los  reclamantes,  ó  la  cuantía  de  sus  pérdidas.  Sea  de  eso 
lo  que  fuere,  el  Gtobiemo  ha  pensado  que  el  trabajo  de  la 
comisión  suministraba  datos  suficientes  para  fijar,  desde  ahora, 
la  cifra  de  los  créditos  necesarios  para  satisfacer,  en  todo  caso, 
las  compensaciones  que  cree  justo  acordar  á  las  víctimas  del 
Sur  de  Oran. 

En  la  repartición  de  estos  créditos,  que  se  solicitarán  sin 
retardo  de  la  Cámara,  tengo  la  satisfacción  de  poner  en  cono- 
cimiento de  y.  E.  que  los  reclamantes  españoles  figuran  por 
una  suma  de  cerca  de  900.000  francos.  El  Gabinete  de  Ma- 
drid verá)  según  espero,  en  el  empeño  que  ponemos  en  dar 
cima  á  nuestra  obra  de  reparación,  una  nueva  prueba  de  nues- 
ixsk  solicitud  por  los  residentes  españoles,  y  de  nuestros  sen- 
timientos de  simpatía  cordial  por  su  país. 

Nos  sería  grato  si  de  su  parte  el  Gobierno  Beal  se  hallase 
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en  capacidad  de  manifestarnos  el  monto  de  las  compensa- 
ciones qne  está  dispaesto,  de  conformidad  con  las  indicaciones 
contenidas  en  el  despacho  del  sefLor  daqne  de  Fernán  ÜTú&ez, 
fechado  el  19  de  Setiembre  de  1881,  á  conceder  á  los  fran- 
ceses qne  han  sufrido  por  motivo  de  los  trastornos  intestinos 
en  la  Península. — Oon  sentimientos,  &.,  &.,  &• — Freycinet 

sismbiú»dordaE8pafia       París :  17  dc  Mavo  de  1882.— Señor  Minis- 

en  ParüB  al  Ministxo  __ 

<toK«go6iMjsxtiaju«N0.  tro: — ^He  tenido  el  honor  de  recibir  la  co- 
municación fechada  el  16  del  actual,  en  la  cual  Y.  E.,  al  in<*- 
formarme  de  su  intención  de  ocurrir  á  las  Cámaras  pidiendo 
un  crédito  para  auxiliar  á  las  víctimas  de  los  movimientos 
insurreccionales  recientes  en  el  Sur  de  Oran,  se  ha  servido 
comunicarme  que  en  ese  crédito  los  reclamantes  españoles  fi- 
guran por  la  suma  de  cerca  de  900.000  francos. 

El  Gobierno  del  Eey,  mi  Augusto  Soberano,  recibe  con  sa* 
tisfaeción  esta  medida  digna  de  la  equidad  del  Gobierno  francés, 
y  me  encarga,  señor  Ministro,  de  expresar  á  Y,  E.  su  agra- 
decimiento. 

Me  complazco,  por  mi  parte,  en  poder  poner  en  conocimien- 
to de  Y.  B.  que  el  Gt>biemo  real,  animado  de  los  mismos 
sentimientos  que  el  Gkibinete  presidido  por  Y.  E.,  ha  tratado 
de  tomar,  respecto  de  los  franceses  que  sufrieron  á  consecuencia 
de  los  trastornos  de  la  Península,  una  medida  especial,  con- 
forme al  tenor  de  la  nota  que  tuve  el  honor  de  dirigir  el  19 
de  Setiembre  á  S.  E.  el  señor  Barthélemy  Saint-Hilaire,  me- 
dida que  comprobase  tanto  mejor  su  solicitud  particular  en  su 
favor,  cuanto  no  puede,  en  su  sentir,  erigirse  en  precedente. 

Siguiendo  este  ejemplo,  mi  Gobierno  se  propone  también 
pedir  dentro  de  poco  á  las  Cortes  se  vote  en  favor  de  los 
susodichos  ciudadanos  firanceses,  y  á  título  de  compensación, 
la  sama  de  más  ó  menos  300.000  francos. — ^Con  sentimientos, 
&.,  &.,  &.—EI  dugue  de  Fernán  Núñez. 

Se  pide  ¿  Francia  1»       Ministcrto   dc  Bclacioues  Exteriores. — D.  I. 

entrega  de  ios  valores  y      _  -,^       ^  .  i    •«  ^^   «     -.««« 

espedientes  comprendí-    F. — ^Numero  59. — Caracas :  Abril  20  de  1877.— 

dos  en  los  conrenloB  de      -ri.     .    «  ..  •■«••    •  s  •«       -n   i      •  -n 

indemnisscitfn.  El  infiracscnto,  Mmistro  de  Belaciones  Ex- 
teriores de  los  Estados  unidos  de  Venezuela,  en  adición  á  su 
nota  del  10  anterior  sobkre  infundado   asiento  de  ciertas    par- 
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tidas  en  las  onentas  de  la  Legación  relativas  á  las  indemniza* 
clones  francesas,  tiene  el  honor  de  contraerse  aqaf  á  otro 
panto  perteneciente  á  la  misma  materia  y  qne  hasta  hoy  no 
ha  obtenido   solncióm  algana. 

Se  refiere  el  abajo  firmado,  conforme  á  órdenes  del  Go« 
bierno,  á  ana  solicitad  iniciada  desde  1865,  20  de  Janio,  para 
obtener  la  entrega  de  los  valores  y  expedientes  qne  faeron  com- 
prendidos en  los  convenios  de  indemnización  celebrados  entre 
Yeneznela  y  Francia  en  6  de  Febrero  y  29  de  JaliodelSSl. 

Inútil  es  repetir  las  incontestables  argamentaciones  em- 
pleadas diferentes  veces  en  1865,  en  1866,  en  1869,  en  1870, 
en  1873  y  1874,  (para  reclamar  los  docamentos  de  los  cré- 
ditos reconocidos  en  virtad  de  los  convenios  sasodichos.  Nanea 
ha  pretendido  el  Gobierno  qnebrantar  el  artícalo  del  convenio 
de  29  de  Jnlio  de  1864  qae  le  prohibe  tomar  ingerencia  en 
la  aplicación  de  la  sama  de  an  millón  qainientos  mil  pesos, 
destinada  á  las  indemnizaciones.  Pero  cree  qae  sí  tiene  de- 
recho de  pregantar  por  los  reclamos  ya  admitidos  al  beneficio, 
y  de  pedir  la  entrega  de  la  docamentación,  sean  expedientes, 
ó  acciones,  ó  billetes  de  banco,  ó  billetes  del  Gobierno,  ú 
órdenes  contra  las  Adnanas,  ó  capones  de  deada,  ó  caales- 
qaiera  otros  títulos.  En  reemplazo  de  todos  ellos  se  sastitaye> 
ron  las  dos  convenciones  diplomáticas,  y  Francia  no  necesita 
más  títalo  qae  ese  para  cobrar  de  Yenezaela.  Los  docamen- 
tos dichos  deben  figarar  en  la  Tesorería  como  comprobantes 
de  los  egresos,  ó  inatilizarse  ó  incinerarse  por  no  ser  ya  re- 
presentativos de  valor  algnno.  Hoy  se  ignoran  todavía  qaiénes 
han  sido  los  beneficiados  por  aqnellos  arreglos.  Esto  ha  dado 
origen  á  difioaltades.  Se  recaerda  el  asante  de  los  vales 
colombianos  de  qne  era  tenedor  el  señor  Jaan  Zérega  y  cayo 
pago  se  demandaba  á  Yenezaela.  Gomo  fae  ana  de  las  re- 
clamaciones anteriores  á  1864  y  por  otras  cansas,  se  creyó  qae 
estaban  comprendidas  en  los  dos  convenios  de  aqael  año.  Mas 
cnando  se  pidieron  al  señor  Mellinet,  se  sapo  qae  los  vales 
se  habían  devnelto  á  los  herederos  del  reclamante,  por  no 
haberse  admitido  sn  solicitad  qae  debían  hacer  ante  el  Go- 
bierno del  Ecnador. 
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Bn  1869,  la  Janta  de  Crédito  Público  pagó  al  apodera- 
do de  la  señora  Amelia  Labadie  de  Barbot  la  cantidad  de 
$  2.582,92  y  nn  resto  de  la  de  $  3.170,42  que  importaban  anos 
vales  de  caja  expedidos  á  sn  favor  por  la  Aduana  de  Oiadad 
Bolívar,  y  qne  la  interesada  reclamó  en  aquel  Ministerio.  Ella 
presentó  originales  los  títulos  que  constituían  su  acreencia,  y 
por  esto  le  fue  reconocida  y  pagada  cuando  sí,  se  le  hubie* 
tan  devuelto  desde  la  celebración  del  último  convenio,  se  ha- 
bría impedido  la  plus   petición  y  duplicado  pago. 

Si  eso  ha  sucedido  con  documentos  personales,  (  qué  ha* 
brá  acaecido  con  documentos  al  portador  f 

Los  señores  H.  Dubois  y  Simón  O.  y  A.  Gáspari,  subditos 
franceses,  notíñcaron  á  Venezuela  que  la  consideraban  deudora 
del  50  p3  de  sus  billetes,  y  de  la  totalidad  de  sus  acciones  de 
banco,  porque  su  Gobierno  les  había  reconocido  la  mitad  de 
los  primeros  y  negádose  á  admitir  de  todo  punto  las  últimas. 

Se  sabe  con  qué  dificultad  se  tropezó  para  esclarecer  el 
punto  de  la  inclusión  en  los  mencionados  arreglos  de  los  trein- 
ta mil  pesos  que  cobraba  el  sefíor  Augusto  Femare  han  por 
la  suspensión  en  años  pasados  del  contrato  sobre  el  peaje 
del  camino  de  Occidente. 

Las  razones  que  el  Ezcmo.  señor  duque  Decazes  alegó 
para  no  acceder  á  los  justos  deseos  y  demandas  del  Gobierno 
de  la  Bepública,  y  que  llegaron  al  conocimiento  de  este  Des- 
pacho por  conducto  del  predecesor  del  señor  Des  Koyers, 
fueron  rebatidas  extensamente  en  nota  de  18  de  Marzo  de 
1874  que  ha  quedado  sin  respuesta.  Sin  embargo,  el  señor 
Goep  avisó  recibo  de  ella  con  fecha  de  20  de  Marzo  de  aqael 
año,  y  ofreció  informar  á  este  Ministerio,  tan  pronto  como  la 
recibiese,  de  la  contestación  del  Gobierno  firancés.  El  Ga- 
binete actual  reproducé  los  razonamientos  allí  contenidos,  y 
en  mérito  de  los  mismos,  persiste  en  reclamar  lo  que  se 
pidió  en  comunicación  de  20  de  Setiembre  de  1873,  á  saber, 
los  documentos  que  sirvieron  de  base  á  las  adjudicaciones 
hechas  en  virtud  de  los  convenios  de  6  de  Febrero  y  27  de 
Julio  de  1864,  ya  consistan  en  valores  públicos  circulantes  al 
portador,   ya   en  otros  documentos  ó  justificativos,  que  deben 
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pasar  á  los  arcbivos  oorrespondientes  del  Grobierno  de  Vene- 
zuela, como  comprobantes  de  las  operaciones  fiscales  y  en  rea* 
guardo  de  los  derechos    de  la  Bepública. 

Benueva  el  infraesorito  al  señor  Des  ÜToyers  las  protes- 
tas de  su  consideración  muy  distinguida.-— £•  AinSmza  Pakk' 
di).— Honorable  señor  M.  Des  Noyers,  Encargado  de  negocios 
de  Francia.  (Memoria  de  Bel  aciones  tBxteriores  de  Yenezuélay 
1878). 

SfvS^eS^yenMati».  Onaudo  estaban  borradas,  para  siempre 
según  se  creía,  las  huellas  de  la  larga  guerra  de  la  indepen- 
dencia, y  unidos,  con  los  más  fraternales  lasEOS,  venezolanos 
y  españoles,  un  hecho  doloroso,  de  que  no  había  ejemplo  en 
la  Bepública  ni  se  esperaba,  ha  venido  á  poner  en  manos  de 
algunos  hombres,  mal  hallados  con  la  paz  internacional  que- 
no  fovorece  sus  pretensiones,  los  medios  de  procurar  encender 
la  extinguida  discordia,  aunque  á  ello  todo  se  opone. 

Me  refiero  al  proceder  del  señor  Encargado  de  Negocios 
de  España  que,  cortando  en  mal  hora  las  relaciones  diplomá- 
ticas de  ambos  países,  abrió  campo  vasto  á  los  malos  desieos 
para  buscar  su  satisfacción  en  agenas  desgracias. 

Oasi  inútil  es  decir  que  el  origen  de  la  disputa  viene  de 
la  infausta  y  prolongada  situación  interior  del  país,  durante 
la  cual  se  han  cometido  daños  en  bienes  de  subditos  españo- 
les y  han  sido  asesinados  algunos  de  ellos. 

Gomo  las  últimas  comunicaciones  que  precipitaron  el  des* 
enlace,  han  sido  ya  impresas,  y  además  se  agregan  á  los 
documentos  de  esta  Memoria  bajo  el  número  10,  ellas  darán 
cabal  luz  de  la  esencia  de  la  controversia,  y  de  los  ingentes 
motivos  que  ha  tenido  ei  Gobierno  para  sostener  la  posición 
que  ocupó  desde  el  principio.  Así  no  es  necesario  analizar 
aquí  la  cuestión,  contentándome  con  repetir  que  el  Poder  Eje- 
cutivo, en  la  defensa  del  contra,  cree  que  ha  obrado,  no  me- 
ramente en  observancia  de  un  deber  constitucional,  sino  guiado 
por  la  más  íntima  y  poderosa  convicción  de  la  justicia  de  su 
causa.  En  esto  se  ha  confiürmado  más  y  más,  notando  que 
aún  los  qne  tienen  mayor  interés  en  el  éxito  adverso,  no  han 
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interpuesto  razones  qne  hagan  inclinar  la  balanza  á  favor  de 

ellos. 

'So  menos  robustece  su  convencimiento  la  declaración  he- 
cha por  el  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña,  tan  celoso  como  el 
qne  más  de  la  protección  de  sns  subditos  en  todas  las  partes 
del  mundo,  y  que  comunicó  á  esta  Secretaría  su  Encargado 
de  Negocios  en  la  Bepública.  Según  sus  palabras,  aquel  Ga- 
binete no  cree  tener  derecho  para  apoyar  reclamaciones  fun- 
dadas en  daños  y  perjuicios  causados  por  facciosos,  aunque  se 
reserva  la  facultad  de  considerar  las  circunstancias  de  algunos 
casos  especiales. 

Los  Estados  Unidos  de  América  tampoco  siguen  la  nueva 
doctrina  que  se  trata  de  establecer,  según  se  ha  visto  por  su 
conducta  en  los  sucesos  de  Nueva  Orleans  en  1851. 

La  Legación  del  Brasil  en  Caracas  se  negó  rotundamente 
á  tomar  á  su  cargo  una  demanda  semejante,  que  le  fue  pre- 
sentada por  un  subdito  de  su  Nación,  declarándole  del  modo 
más  significativo  que  el  Emperador  profesa  principios  con- 
trarios á  la  pretensión,  y  su  conducta  ha  merecido  la  apro- 
bación de  S.M. 

En  pedédicos  españoles  se  ha  hablado  mucho  de  las  des- 
avenencias de  Venezuela  con  España ;  pero  no  se  ha  conse- 
guido destruir  los  sólidos  razonamientos  en  que  descansa  la 
determinación  del  Poder  Ejecutivo.  Ha  habido  excitación  en 
los  sentimientos,  calor  en  las  quejas,  exageración  en  los  he- 
chos, pinturas  horribles  del  estado  de  Venezuela,  extravíos  del 
patriotismo,  y  nada  más. 

Prescindiendo  ya  de  esto,  es  constante  que,  efectuada  la 
partida  del  señor  Toro,  llegaron  á  La  Guaira  dos  buques  de 
guerra  españoles.  El  10  por  la  tarde  presentó  el  señor  liomea 
su  ultimátum,  y  contestado  el  11,  persistió  el  12  en  la  solici- 
tud de  su  pasaporte,  que  no  se  le  había  enviado  con  la  res- 
puesta por  creerse  que  ella  le  satisfaría,  siendo  casi  entera- 
mente conforme  con  sus  deseos.  Se  trasladó  á  uno  de  dichos 
bajeles,  y  pidió  al  señor  Encargado  de  Negocios  de  Francia^ 
por  escrito^  que  tomase  bajo  su  protección  los  bienes  y  per- 
sonas de  los  subditos  españoles. 

TOMO  m  ao 
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Pablioóse  laego  nn  aviso  en  qae  se  excitaba  á  los  qae  de 
ellos  quisieran  alejarse  del  país,  con  motivo  de  la  suspensión 
de  las  relaciones  diplomáticas,  á  pasar  á  bordo  de  los  men- 
cionados bnques»  en  el  término  de  qninoe  días. 

Al  mismo  tiempo  muchos  de  los  españoles  de  respetabi-* 
lidad  y  alta  posición  social  avecindados  en  Venezuela,  con 
familia,  bienes  de  fortana  y  honra  sin  mancilla,  elevaron  sa 
voz  tanto  al  Gobierno  de  S.  M.  G.  como  al  Excmo.  señor 
<}apitán  General  de  la  isla  de  Onba,  por  medio  de  represen- 
taciones en  qne  hacían  ver  que  no  hubo  necesidad  del  rom- 
pimiento. Se  cree  qae,  no  sólo  los  españoles  de  Garacas,  sino 
también  los  de  La  Gnaira,  Pnerto  Gabello,  Valencia  y  otras 
partes  han  dado  este  paso  qne  tanto  honor  hace  á  sn  grati- 
tud y  justificación. 

El  Poder  Ejecutivo,  al  comunicar  á  los  Agentes  diplomá- 
ticos y  consulares  presentes  en  la  capital  los  inopinados  su- 
cesos, les  pidió  que  los  participasen  á  sus  Gobiernos,  y  los 
moviesen  á  interponer  sus  buenos  oficios  á  fin  de  evitar  las 
nuevas  calamidades  que  amenazaban.  Además  acreditó  con 
ese  mismo  objeto  ante  el  Gabinete  de  Washington,  como  En- 
viado Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario,  al  Excmo. 
señor  General  José  Antonio  Páez. 

Previese  después,  que  no  obstante  la  diligencia  hecha  por 
el  señor  Toro  para  llegar  cuanto  antes  á  Madrid,  podría  su- 
ceder que  le  precediese  el  informe  de  la  suspensión  de  las 
relaciones  diplomáticas;  y  se  JQzgó  conveniente  escribir  en 
derechura  á  la  Secretaría  de  Estado  de  S.  M.  G.,  y  darle 
todas  las  explicaciones  necesarias.  Así  se  practicó  tomando 
de  atrás  el  hilo  de  los  sucesos.  Después  de  haberlo  condu- 
cido hasta  el  instante  de  escribir,  se  manifestó  la  confianza 
que  la  Administración  tenia  en  los  sentimientos  de  benevolen- 
cia y  justicia  que  distinguen  á  S.  M.,  y  sn  anhelo  por  devol- 
ver á  las  relaciones  de  ambas  partes  el  carácter  de  cordiali- 
dad que  nunca  habían  debido  perder.  Se  recordaron  los  pre- 
ciosos vínculos  de  religión,  sangre,  legislación,  lengua  y  costum- 
tumbres  que  hacen  de  los  dos  pueblos  un  solo  pueblo.  Se 
habló  de  las  extensas  y  frecuentes  relaciones  de  comercio  que 
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han  venido  á  fortificar  las  demás.  Se  puso  ante  los  ojos  el 
caadro  de  los  inoalcnlables  trastornos  y  quebrantos  qne  pade- 
cerían los  millares  de  espafioles  establecidos  en  todas  las  par- 
tes de  la  Bepública  con  gran  sama  de  bienes  de  diversa  dase^ 
si  llegaran  á  presentarse  las  perturbaciones  de  una  guerra. 
Por  último  se  llamó  la  atención  á  las  desgracias  que  la  si- 
tuación del  país  llevaba  consigo^  durante  casi  dos  años,  y  el 
miramiento  á  que  es  acreedor  un  Estado  qne  lucha  sin  tregua 
por  la  defensa  de  los  más  caros  intereses  sociales,  no  dudando 
el  Gobierno  remitirse  en  el  particular  á  los  informes  del  mismo 
se&or  Bomea,  que  algunas  veces  hubo  de  hacer  justicia  á  las 
intenciones,  deseos  é  incesantes  esfuerzos  de  la  autoridad  cons- 
titucional* Al  concluir,  se  presentó  la  reflexión  sugerida  por 
un  suceso  coetáneo  á  la  época  en  que  se  escribía,  á  saber: 
que  los  enemigos  de  la  Constitución  alentados  con  la  actitud 
tomada  por  el  señor  Bomea,  trataban  de  sacar  partido  de 
ella,  formando  nuevos  y  extensos  planes  de  conjuración  interna 
y  exterior.  Tal  era  el  que  acababa  de  descubrirse  y  comprendía 
las  ciudades  de  Valencia,  Puerto  Oabello  y  La  Guaira,  y  que 
hicieron  frustráneo  los  desvelos  del  patriotismo  del  señor  Go- 
bernador de  Oarabobo  y  otras  autoridades. 

El  señor  Bomea  salió  por  fin  de  La  Guaira  tomando  el 
rumbo  de  Oriente,  y  de  allí  volvió  á  los  pocos  días  al  puerto 
de  su  partida,  adonde  en  el  tiempo  de  su  ausencia  había 
llegado  otro  buque,  con  el  cual  eran  tres  los  qne  se  hallaban 
á  su  disposición.  Más  después  se  retiraron  dos,  y  quedó  el 
otro. 

Entre  tanto  fueron  saliendo  á  la  luz  tantos  hechos  como 
ya  han  ocupado  á  la  prensa,  con  motivo  de  la  publicación 
que  se  permitió  de  una  lista  de  las  reclamaciones  ajustadas 
con  la  Legación  de  España,  y  que  ponen  faéra  de  dada  cier- 
tos indecorosos  pormenores  de  un  empleado  subalterno  del 
Consulado  general. 

Comenzó  asimismo  á  descubrirse  que  algunos  de  los  in- 
dividuos que  figuran  como  asesinados  en  un  cuadro  hecho  por 
el  señor  Bomea,  se  conservan   sanos  é  ilesos,  y  que,   si  otros 
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han  maerto^  ha  sido  combatiendo  por  sa  volantad,  ó  en  riña 
partícnlar,  ó  en  un  tiempo  anterior  á  la  revolación. 

Ni  ha  faltado  español  coidadoao  de  su  honra,  que  por  no 
ver  su  nombre  nnido  á  los  de  otros  qne  tratan  de  mnltiplioar 
las  desgracias  de  Yeneznela,  ha  preferido  retirar  sn  demanda 
para  buscar  por  los  caminos  legales  el  desagravio  de  las  ofen- 
sas recibidas  de  los  facciosos. 

La  mayor  parte  de  los  subditos  de  S.  M.  O.  se  han 
quedado,  á  pesar  de  todo,  en  Venezuelai  gozando  de  las  ven- 
tajas qne  les  ofrecen  la  residencia  y  su  calidad  de  eztraiyeros 
aun  en  medio  de  las  disensiones  domésticas.  Parecía  natural 
que  la  salida  del  señor  Bomea,  rompiendo  con  el  Oobierno, 
aumentase  la  emigración  de  sus  compatriotas.  Pues  no  suce- 
dió así:  al  contrario,  loa  que  de  ellos  se  habían  ausentado 
anteriormente  á  la  suspensión  de  relaciones,  han  comenzado  á 
regresar  y  adquirir  de  nuevo  las  propiedades  que  vendieron 
á  su  partida.  En  varios  buques  recien  llegados  de  Santo  Do- 
mingo han  venido  centenares  de  ellos,  y  otros  suspiran  por 
seguir  su  ejemplo,  y  escriben  á  sus  protectores  de  aquí  de- 
mandando á  su  benevolencia  medios  de  pagar  el  trasporte. 
Al  pisar  otra  vez  las  playas  venezolanas,  han  prorrumpido  en 
acciones  y  palabras  de  gracias  al  cielo  porque  les  concedió 
tornar  al  seno  de  un  pueblo  donde  hallaron  largamente  re- 
compensado su  trabajo,  en  posición,  comodidades  y  goces  re- 
lativos. Muchos  han  encontrado  miseria,  enfermedades  y  aun 
la-  muerte  en  otros  lugares.  Estos  hechos  protestan  elocuen- 
temente contra  el  carácter  de  voluntario  qne  se  atribuía  al 
viaje  de  los  subditos  españoles,  y  desmienten  con  mayor  fuer- 
^za  que  ninguna  otra  cosa  las  envenenadas  imposturas  que 
se  han  referido,  haciendo  ver  al  mismo  tiempo  que  varios  de 
los  ^asesinatos  han  sido  provocados  por  la  imprudencia  de  las 
víctimas.  Venezuela  con  todas  sus  calamidades,  no  obstante 
el  supuesto  odio  de  sus  hijos  á  los  españoles,  á  pesar  de  los 
decantados  peligros  que  estos  corren  en  sus  personas  y  pro- 
piedades, y  sin  embargo  de  las  faltas  at  ribuidas  malignamente 
al  Gobierno,  es  sentida,  deseada  y  bendecida  por  los  insula- 
res que  en  mal  hora  se  fueron,  y  vuelven  de  tropel  en  la 
primera  ocasón  favorable. 
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Aaoque  el  señor  Toro  tavo  qd  viaje  corto  y  feliz,  llegó  á 
Madrid  cnando  ya  era  conocida  allí  la  raptara.  Esto  fae  caasa 
de  qae  no  se  le  recibiese  con  sa  carácter  ofloial.  Ha  tenido,  sin 
•embargo,  entrevistas  con  el  señor  daqae  de  Tetaán,  Presidente 
del  Consejo  de  Ministros  de  S.  M.  O.;  y  en  ellas  se  han  tra^ 
tado  las  caestiones  qae  dividen  á  los  dos  países.  El  señor 
daqae  ha  combatido  la  idea  qae  saponía  existir  sobre  planes  de 
reconqaista  atribaidos  á  España,  caando  sólo  desea  de  la 
mejor  baena  fe  la  consolidación  de  los  Gobiernos  americanos, 
y  la  paz  y  prosperidad  de  sas  pueblos,  tanto  por  ellos  como  por 
d  interés  de  los  subditos  españoles  qae  pasan  á  estos  países; 
pero  agrega  qae  sa  benevolencia  no  impide  qae  sea  may  celosa 
de  la  jasticia  y  miramientos  debidos  á  ellos  y  de  la  vindicación 
de  los  agravios  y  perjuicios  qae  se  les  causen.  Por  sa  parte, 
el  Ministro  de  Yenezaelase  esforzó  en  probar  qae  no  hay  aqní 
odio  á  los  subditos  españoles,  ni  se  pueden  atribuir  á  él  los 
padecimientos  que  han  cabido  á  algunos  canarios,  hablé  de  la 
pasión  y  violencia  inaudita  con  que  la  prensa  española  acusaba 
á  los  venezolanos,  apelando  al  testimonio  de  los  distinguidos 
españoles  que  hoy  viven  en  la  Bepública  y  á  los  informes  ex- 
tensos y  verídicos  de  los  anteriores  Encargados  de  IN'egocios 
de  S.  M.  O.  en  Caracas.  Después  entró  directamente  en  la 
cuestión  que  se  ventila,  defendiendo  la  resolución  del  Gobier- 
no á  la  luz  de  los  principios,  y  de  la  conveniencia  de  ambas 
partes. 

A  su  llegada  á  Madrid,  el  señor  Toro  halló  la  prensa  eu 
fnrecida  contra  Venezuela  y  sas  habitantes  en  general,  á  quie- 
nes se  pintaba  con  los  más   horribles  colores,  suponiéndose  á 
las  fuerzas  constitucionales    cómplices    de  •  los    atentados  que 
es    su  constante    afán  perseguir  y  castigar.    Las  más  atroces 
y  falsas  ideas,  las  exageraciones  más  repagoantes  se  habían 
estado    difundiendo  sin   contradicción.    Le  ocurrió  la  idea    de 
convocar  á  los   redactores  de  los  principales  periódicos  de    la 
capital,  les  hizo  las  explicaciones  oportanas  al  intento  de  des 
impresionarlos,  discurriendo  con  verdad  y  jasticia  sobre  el  es 
tado  del  país;  y  parece  que  sus  reflexiones  no  f aeren  perdidas, 
pues  desde  ^entonces  los  periodistas  han  cambiado  de  tono  y 


ií-..  i 


470  TEBOEBA  PARTE.— EL  DBBEOHO 

algunos  han  proferido  jnioios  dictados  por  la  calma  y  la  im- 
parcialidad. 

Algunos  hay  qae  s^  han  constituido  en  órganos  de  dañada 
difamación,'  publicando  como  hechos  indubitables  cuanto  les  co- 
munican ciertos  individuos  interesados  en  el  progreso  de  la 
contienda,  y  resueltos  á  todo  siempre  que  ellos  saquen  uti- 
lidad. 

Dícese  que  Méjico  ha  reconocido  el  principio  que  hoy  se 
invoca  contra  Venezuela,  después  de  haberlo  negado  por  largo 
tiempo,  y  que  Francia  ha  exigido  lo  mismo  que  España. 

Prescindiendo  de  que  en  Méjico  ha  habido  dos  Gobiernos 
distintos,  y  cada  uno  reconocido  por  naturales  y  extraños,  el 
ejemplo  de  una  Nación,  y  menos  si  es  aislado,  y  obra  de  la& 
circunstancias  particulares  en  que  se  encuentra,  no  es  por  sí 
argumento  sólido,  cai»az  de  destruir  máximas  del  derecho  pri- 
mitivo que  quedan  violadas  con  tal  admisión.  Oaando  esto  su- 
cede, no  vale  ni  el  ejemplo  de  todas  las  ITaciones,  como  no  vale 
el  uso  de  ellas  según  el  cual  se  confisca  en  beneficio  del 
segundo  captor  el  buque  neutral  detenido  por  un  beligerante, 
y  represado  por  el  otro,  contra  la  regla  del  derecho  divino 
que  ordena  su  devolución  al  propietario  neutral  sin  ninguna 
traba. 

Por  lo  que  hace  á  Francia,  ella  no  ha  exigido  que  Vene- 
zuela admita  la  responsabilidad  de  los  daños  y  perjnicios  cau- 
sados por  facciosos.  Lo  que  ha  hecho  su  Oobierno  es  anunciar 
que  tal  es  su  intención ;  y  puede  ser  que  la  abandone,  entran- 
do á  discutir  los  principios.  No  debe  considerarla  como  ma- 
teria de  derecho  perfecto,  cuando  ha  declarado  que  desea  el 
pacífico  ajuste  de  la  cuestión  de  Venezuela  con  España,  y  que 
no  suscitará  á  la  Bepública  conflictos  diplomáticos  por  seme* 
jante  causa. 

Aunque  el  señor  Toro  no  ha  empezado  todavía  á  ejercer  su 
encargo,  porque  se  aguardaba  en  Madrid  al  señor  Bomea  para 
decidir  la  cuestión  con  audiencia  de  él,  ha  segaido  teniendo 
entrevistas  con  el  señor  duque  de  Tetuán,  por  quien  ha  sido 
acogido  siempre  con  muestras  de  suma  benevolencia.    En  ellas 


comen  dación  es  en   favor  de  aiganos  BftDdit^a  ae  ü.  ¡a.,  u. 

Tal  es  el  origen,  cnrso  y  estado  actaai  de  la  desavenen- 
oia   que  ha  ocurrido   entre  Venezuela  y  EspaBa,  con   gran  Bor- 
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presa  del  Oobiemo,  que  creía  sólidamente  establecidas  las 
amistosas*  relaciones  de  ambos  países,  y  más  distantes  qae 
ningunas  otras  del  peligro  de  ser  turbadas.  Daban  esta  per- 
suasión las  circunstancias  especíales  que  hacen  de  los  dos  pue* 
blos  uno  8ÓIO9  y  el  interés  que  tienen  en  la  conservación  de 
la  paz  uno  con  otro.  La  Administración  cree  que  ha  sido 
el  fiel  intérprete  de  los  sentimientos  de  ellos,  haciendo  todo 
lo  posible  para  impedir  el  trance  que  sucedió,  y  después  por 
atenuar  las  consecuencias.  Sus  promesas  se  han  ido  cum* 
pliendo.  Están  sometidos  á  juicio  varios  de  los  asesinos  de 
subditos  espafioles,  y  son  tratados  conforme  á  las  leyes.  Otros 
han  perecido  en  combate  á  manos  de  las  fuerzan  constitu* 
clónales,  que  no  han  dejado  de  perseguirlos ;  probando  así  la  efi- 
cacia con  que  se  decía  que  la  actitud  del  Oobierno  sobre  tos 
feusciosoB  contra  quienes  estaba  armado,  y  el  tesón  con  que 
guerreaba,  sin  economizar  ni  los  tesoros,  ni  la  sangre  de  los 
ciudadanos,  era  su  mejor  apología  respecto  del  cargo  de  in^ 
diferencia  á  las  muertes  de  los  españoles.  Si  para  servicio 
público  se  les  han  tomado  algunas  caballerías,  les  han  sido  de- 
vueltas ó  se  les  ha  resarcido  su  estimación,  y  esto  se  ha  he- 
cho en  algún  caso  con  sólo  presentcírsé  el  interesado  solicitan- 
do tal  providencia.  Aun  el  Gobierno,  por  punto  general,  ál 
trasmitir  circularmente  á  las  Provincias  la  ley  que  determina 
los  casos  en  que  se  puede  tomar  la  propiedad  particular,  re- 
comendó encarecidamente  que  en  el  de  necesidad  no  se  tocasen  los 
bienes  de  extranjeros,  á  pesar  de  que  ni  todos  estos  ni  en  unos  mis- 
mos términos  disfruten  de  la  exención  por  el  derecho  convencional. 
Ha  querido  siempre  mostrarse  generoso  y  liberal  con  los  ex* 
tranjeros,  y  cuanto  más  favoreciesen  las  círcuastaDcias  an  pro- 
ceder distinto,  tanto  mas  se  ha  esmerado  en.  redoblar  coton- 
ees su  solicitud.  Que  de  esto  se  hallan  profundamente  con- 
vencidos los  subditos  españoles,  lo  dice  con  irresistible  elocaoo- 
cia  el  hecho  de  no  haberse  querido  ausentar  de  Venezuela  la 
mayor  parte  de  ellos,  y  sobre  todo  la  vuelta  voluntaria,  y  á  cente- 
nares, de  los  que  habían  salido  cediendo  á  impulso  de  otros  y  que 
al  ver  las  playas  nacionales,  las  saludan  arrabatados  de  entu- 
siasmo. 
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siempre,  mas  habría  sabido  apreciar  los  eentimientos  del  Ga- 
binete venezolano  al  verle  castigar  y  resarcir  los  da&os  qne, 
debiendo,  no  sopo  evitar. 

Bl  7  de  Enero  de  1859  es  herido  alevosa  y  gravemen- 
te en  ürachiche  el  *  subdito  de  S.  M.  O.  Marcos  Toledo  por 
un  Manael  Payesa,  venezolano,  y  en  nota  de  15  dé  Marzo 
de  esta  Legación  envía  al  Gobierno  de  la  República  una  re- 
seña del  estado  de  la  cansa  indicada  contra  el  asesino,  indi- 
cando el  interés  que  parece  tenían  las  autoridades  de  Baxqui- 
símete  de  que  quedase  impune  tal  atentado.  Mi  antecesor 
recomendó  entonces  con  encarecimiento  las  altas  razones  de 
Estado  qne  existían  para  que  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  ex* 
citase  á  los  tribunales  de  justicia  á  cumplir  la  ley,  haciendo 
efectivas  las  garantías  qne  se  deben  á  los  extranjeros  que 
venían  al  país,  con  el  ejemplar  castigo  del  delincuente ;  pero 
el  crimen  quedó  sin  expiación,  y  la  Legación  de  S.  M.  ha 
visto  con  penosa  sorpresa  que  ese  Ministerio  no  tuvo  á  bien 
contestar  su  nota  y  que  hoy  todavía  permanece  impune  el 
agresor  y  hasta   ocupa  un  puesto  elevado  en  el   lá^rcito. 

D.  Antonio  González  es  inmolado  el  21  de  Febrero  en 
Santa  Teresa  del  cantón  Santa  Lucía,  de  esta  Provincia.  lia 
imprenta  periódica  de  la  capital  se  apresuró  á  anunciar  este 
crimen  como  señal  del  encono  de  las  pasiones  políticas  que 
se  desencadenaban.  Sin  embargo,  el  asesino  no  ha  sufrido  el 
condigno  castigo  y  la  Legación  de  España,  lejos  de  estar 
satisfecha  del  proceder  de  las  autoridades,  ignora  aún  si  lae 
prescripciones  de  la  ley  que  tienen  por  objeto  el  desagravia 
de  la  vindicta  pública  en  tales  casos,  han  sido  cumplidas. 

La  revolución  que  estalló  en  20  del  indicado  Febrero  en 
Ooro,  no  sufre  una  persecución  activa  y  vigorosa,  antes  al 
contrario,  toma  grandes  proporciones :  la  prensa  clandestina 
de  la  capital  arroja  injurias  y  amenazas  gratuitas  á  mis  na— 
dónales  y  gritos  de  exterminio  se  hacen  resonar  en  las  calles 
y  plazas,  á  tiempo  que  en  Oonmare,  Provincia  de  Garabobo, 
es  asesinado  el  pacífico  y  laborioso  Jnan  Acosta,  y  el  honrado 
Sebastian  Tejera  cae  sin  vida  en  Ocumare  del  Tuy,  de  la  de 
Caracas.    Estos  horrendos    atentados  son    públicos,    pero    la 


masidad  y  la  jaeticia  qnedao  ultrajadas.  A  fines  de  Ootabre 
asalta  de  repente  al  paeblo  dn  Gaatire  ana  facción  namerosa 
acandillada  perBODalmeute  por  el  General  federalista  Mlgnel 
Aoevedo,  y  son  omelmente  aaesinados  los  espióles  Antonio 
Alaydn,  Mannel  Hernández,  y  Femando  Arrelo.  Denuncia 
al  Gobierno  tan  horroroso  erimen  el  Comandante  sellor  Falgendo 
Yaamonde,  se  pablica  la  comnoioación  de  éste  en  el  JHario 
OJMdl,  la  sociedad  se  llena  de  pavor,  y  yo,  impresionado  pro- 
ftanda  y  dolorosament«,  dirijo  ¿  US.  mi  nota  del  2  de  KoTiem- 
bre,  reclamando  enérgioamente  medidas  vigorosas  qae  pongan 
á  mis  naeionales  al  abrigo  de  la  perseoQoióD  sanguinaria  y 
sistemática,  de  qne  eran  objeto,  y  el  jneto  y  ejemplar  castigo 
de  estos  actos  de  bárbara  craeldad,  gne  revelan  ana  prefe- 
renda  horrible  contra  ciadadanoe  extranjeros  dignos  de  ana 
privilegiada  consideraaión,  y  me  qnego  de  la  apatía  de  las 
antoridades ;  advirtiendo  á  sa  señoría  qne  mi  Gobierno  no  po- 
dría conformarse  con  simples  protestas  de  baenos  deseos  de  parte 
de  las  personas  qne  reglan  los  destinos  de  la  Bepúbllcs,  pues 
babria  de  pedir  estrecha  caenta  de  tan  repetidos  y  odiosos 
orímenes,  no  á  este  ó  al  otro  partido,  sino  á  la  £Ta(^n 
venezolana  qae  es  responsable  de  ellos.  Sin  embargo,  con  fecha 
1?  del  mismo  mes  ese  Ministeiio  emite  algnoas  ideas  qae  en 
seSoría  cree  bastantes  para  poner  á  cnbierto  de  toda  reepon* 
sabiliftad  al  Gobierno,  y  dice  qne  éste  lamenta  los  hechos  irre- 
galares  de  los  malos  ciudadanos,  y  que  "  lo  único  qne  puede 
baoer  es  castigar  al  delinonente  cuando  legalmente  se  haya 
comprobado  su  cnlpabilidad  y  esto  lo  qne  indefectiblemente 
bari." 

Pero  en  6  de  Diciembre  vaelvo  á  poner  en  oonooiaiiento 
de  su  seSoría  los  nuevos  asesinatos  perpetrados  en  ios  espa- 
ñoles José  del  Cristo  González,  Domingo  del  Castillo  y  Cristóbal 
Toledo,  en  los  sitios  Siqaire  y  Helechal  de  esta  Provincia, 
y  las  heridas  inferidas  á  ITicoIas  Toledo  y  Yictorino  Bamtrez, 
quejándome  de  lo  infructnosas  que  han  sido  mis  repetidas 
reclamaciones  y  de  lo  ineficaces  que  son  los  baenos  deseos  de 
S.  £.  el  Poder  Ejeontívo,   cuando  ningdo  resaltado  efectivo  se 
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ve  de  ellos,  y  exigiendo  enérgicas  medidas  de  protección  para 
mis  nacionales,  sanguinaria  y  sistemáticamente  persegnidos  por 
ana  parte  del  paeblo  venezolano.— Ifo  obstante,  con  fecha  9|  ese 
Ministerio,  tratando  de  excusarse  con  la  clase  de  gaerra  que 
le  hacen  las  facciones,  me  dice  que,  ^'  el  día  qae  caigan  en 
manos  del  Gobierno  los  asesinos  de  tantas  víctimas,  me  oon- 
yenceré  de  qne  no  son  vanas  palabras  los  ofrecimientos  qae 
l)Ontiene  sn  nota  fecha  10  de  Noviembre^" 

Pero  los  asesinatos  continúan  de  ana  manera  espantosa. 
EBta  Legación  considerando  el  estado  de  pertarbación  en  que 
8e  hallaba  el  país,  y  no  queriendo  presentar  al  Gobierno  obs- 
táctilo  ea  la  obra  de  su  completa  pacificación,  había  guardado 
Iftrgo  tiempo  silencio.  Mas  al  ver  la  revolución  casi  vencida 
y  elevado  á  la  primera  magistratura  un  digno  y  respetable 
ciudadano,  en  nota  de  27  de  Abril,  me  quejo  nuevamente,  se- 
fior  Ministro,  de  la  cruel  persecución  que  sufren  los  subditos 
de  8.  M.  O.,  llegando  ya  á  veintitrés  el  número  de  los  inmo- 
lados bárbaramente,  y  exijo  grande  energía  y  actividad  para 
buscar  y  castigar  á  los  perpetradores  de  hechos  tan  atroeee, 
y,  en  una  palabra,  que  haga  efectivas  las  garantías  qne  en 
Venezuela  deben  gozar  los  españoles,  á  ñn  de  evitar  compli- 
caciones desagradables  con  mi  Gobierno ;  complicaciones  que 
necesariamente  resultarían  á  continuar  las  cosas  en  aquel  anor- 
mal estado. 

Era  de  esperar  que  el  Gabinete  venezolano  se  apre- 
surase á  tomar  en  consideración  el  contenido  grave  y  signifi- 
cativo de  esta  nota.  Hacía  más  de  un  año  que  se  derramaba 
en  este  país  sangre  española ;  muchas  eran  las  súplicas  y  exi- 
gencias que  esta  Legación  había  dirigido  á  su  señoría  el  Mi- 
nistro de  Belaciones  Exteriores,  con  el  objeto  de  qne  se  hi* 
oleran  cesar  tantos  crímenes ;  las  fuerzas  del  Gobierno  habían 
obtenido  el  triunfo  de  Copié ;  el  Onerpo  Legislativo  constitu- 
cional se  había  instalado;  el  desaliento  y  desbandamiento,  en 
fin,  de  las  íacciones^  todo  tendía  á  persuadir  á  esta  Legación 
de  que  había  llegado  el  momento  del  desagravio,  y  de  qne  la 
Administración  se  ocuparía  preferentemente  de  poner  en  evi-> 
dencia   sus  anteriores  protestas,  y  la  sinceridad  de  sus  buenos 
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deseos  de  conservar  sos  cordiales  relaciones  con  el  Gobierno 
de  S.  M.;  pero  su  señoría  nada  contesta,  y  la  crael  j  san- 
grienta persecnción  signe  implacable. 

En  Mayo,  el  terror  de  los  subditos  de  S.  M.  O.  no  conoce 
ya  límites  y  la  emigración  es  grande.    La  prensa  se  ocnpa  por 
segunda   vez  de  tan   escandalosos  hechos.    En  la  Honorable 
Cámara  de  Diputados  el  sefior  Bamírez  interpela  al  Oobierno 
sobre  los  asesinatos  de  los  espafioles  y  sobre  la  impunidad  de 
los  asesinos,  y,  según  publicó  el  Diario  de  Aviaosj  su  sefíorfa 
el  Ministro  de  lo  Interior  y  Justicia  rey^andió  de  la  manera 
más  satisfaeíeriaé    Pero  esta  Legación,  que  no  tan  sólo  había 
visto  frustradas  sus  esperanzas  de  obtener  pronta  y  cumplida 
satisfacción,  pues  las  causas   de  tantos  asesinatos  ni  aun  si- 
quiera se  habían  iniciado,   sino  que  su  nota  de  27  de   Abril 
no  mereció  contestación  de  ese  Ministerio,  se  apresuró  á  pedir 
á  su  señoría  le  comunicase  el  fondo  de  esas  satisfactorias   ex- 
plicadones  en  nota  de  15  de  Mayo.    La  contestación  dada  por 
el  Ministro  de  lo  Interior,  y  que  (78.  me  incluyó  en  su  nota 
del  26  del  mismo  mes,  lejos  de  satisfacer  la  solicitud.de  esta 
Legadón,  vino  más  bien  á  revelar  la  triste  verdad  de  la  con- 
tradiedón  que  resultaba,  entre  las  explicaciones  contenidas  en 
el    ofido  de  su  sefioría,  y  los  informes  verídicos  que  se  ha- 
bían comunicado  á  esta  Legación  por  personas  respetables  y 
por  miembros  de  la  misma  Honorable  Cámara   de  Diputados. 
Después  de  este  incidente,  ÜS.  con  fecha  16  dd  mismo  mes 
de  Mayo  y  reñriéndose  á  la  citada  nota  de  esta  Legación  de 
27  de  Abril,  me  traslada  copia  de  la  comunicación  hecha  á  los 
Gobernadores  de  Aragua  y   Caracas,  en   que  se  les  excita  á 
proceder   contra  los  autores  de  los  crímenes   denunciados,  y 
me  repite  las   ideas  consignadas  en  la  nota  de  su  señoría  de 
10  de  noviembre,  que  reproduce  en  parte,  alegando  que  S.  E. 
el  Poder  Ejecutivo  cree  haber  hecho   cnanto  está  en  sus  fa- 
calüades  para   impedir  la  repetición  de  tantos  crímenes  y  al- 
canzar que  los  culpables  sean  ejemplarmente  castigados. 

Pero  graves  observaciones  hice  á  su  señoría  en  mi  con- 
tentación de  IS  de  Mayo.  Al  reconocer  loa  sentímieiitos  hon- 
rosos que  distinguen  al  Jefe  del  Estado,  esta  Legación  recordó 
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á  Ors.  la  tenaz  y  horrenda  perseoaoi6n  de  que  eran  objeto  los 
ciadadanos  espafioles  desde  prinoipios  de  1869  en  qne  eetalló 
la  reyolaoióH  qoe  aniquila  é  este  hermoso  país,  y  las  repeti- 
das,  apremiantes,  y  enérgicas  notas  qae  había  pasado  6  ese 
Ministerio  de  Belaciones  Exteriores,  señalando  los  crueles  y 
feroces  asesinatos  cometidos  en  más  de  cuarenta  subditos  de 
S.  M.  O.  sin  4He  hnbiese  tonido  la  satisfacción  de  ver  realizada 
ninguna  de  las  promesas  que  su  señoría  había  hecho  á  esta 
Legación  de  remediar  tamaños  males.  Todo  lo  contrario,  dije 
á  US.,  el  Gtobiemo  de  Venezuela  indulta  indiscriminadamente 
á  todos  los  insurrectos,  sin  averiguar  quiénes  sean  los  auto- 
res y  cómplices  de  tanto  asesinato;  y  al  manifestar  á  su  se- 
ñoría que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  podía  quedar  satisfecho 
únicamente  con  que  el  de  Venezuela  deplorase  los  males  cau- 
sados, pues  esto  sería  siempre  responsable  de  los  medios  que 
dejase  de  poner  en  acción  para  protoger  eficazmento  á  loa 
españoles  qae  vienen  á  esto  país  bajo  la  garantía  de  un  pacto 
solemne,  insistí  en  que  se  tomasen  las  más  eficaces  y  extre- 
mas medidas  para  evitor  el  sistoma  de  destrucción  que  con 
tan  increíble  impunidad  se  llevaba  á  cabo  contra  los  subditos 
de  la  Beina,  mi  Señora,  y  en  que  se  buscasen  y  castigasen 
los  asesinos  en  justa  satisfacción,  aunque  tardía,  de  los  dere- 
chos y  de  la  honra  de  España,  y  como  una  garantía  de  las 
cordiales  relaciones  que  su  señoría  decía,  deseaba  c(Hiservar 
su  Gobierno  con  el  de  S.  M.  O. 

En  la  propia    fecha,  18  de  Mayo,   me   envía  su  señoría 
copia  del  oficio  del  15,  en  qqe  el  Gobernador  de  Aragua  con- 
testa la  indicada   excitación.    Penosa   sorpresa    causó  á  esta 
Legación  ver  que  este  funcionario  dice  que  no  habían  llegado 
á  su  noticia  los  asesinatos  de  que  aquella  se   quejaba,  y  qae 
los  cree  por  consiguiento  inexactos,  cuando  en  seguida  afirma, 
que  sí  es  cierto  que  en  meses  pasados,  la  facción  existonte  en 
los  valles  de  "Marcano''  y  "Los  Negritos,"  jurisdicción    de 
San  Sebastián,  dio  escandalosa  muerte  á  dos  á  tres  canarios  ugri^ 
cultoresj  y  concluye  manifestando,  que  no  había  podido  obtener 
aún  con^odmimto  claro  y  preciso  de  los  indiques  que  gecutaron 
tan  graves  ^üoesos.    Por  eso  en  noto  del  25  de  Mayo   expuso 
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á  SU  señoría  esta  Legación  la  desagradable  impresión  qne  sen- 
tía al  ver  la  ignorancia  en  que  parecía  estar  la  citada  auto- 
ridad con  respecto  á  los  asesinatos  de  los  subditos  de  S.  M.  O., 
aunque  convenía  en  que  se  perpetraron,  no  obstante  hablar  de 
ellos  con  notable  vaguedad,  lo  cual  demostraba  desgraciada- 
mente la  escasa  seguridad  qne  aquellos  gozaban  en  dicha  Pro- 
vincia. Hizo  esta  Legación  cargos  á  su  señoría  por  las  muer- 
tes de  José  Peña,  en  el  Bucaral,  de  San  Sebastián,  llevada  ¿ 
efecto  por  el  Jefe  federal  Donato  Pereira,  de  Salvador  del 
Oristo  en  Santa  Oruz  y  de  B.  Díaz  y  J.  González  en  San 
Sebastián  y  el  Pao,  ocurridas  la  primera  en  Diciembre,  y  las 
otras  en  Abril  y  principios  de  Mayo,  y  concluía  por  exigir  á 
su  señoría  detalles  más  amplios  de  la  autoridad  civil  de  Ara- 
gua,  respecto  de  tales  hechos  y  una  energía  que  diese  resul- 
tados más  positivos  en  favor  de  los  ciudadanos  españoles.  De- 
talles, señor  Ministro,  que  no  se  suministraron  á  esta  Lega- 
ción, habiendo  quedado  envueltos  también  en  un  tenebroso 
misterio  tan  horribles  crímenes  y  sus  perpetradores. 

Mas  al  despachar  esta  nota  se  recibió  en  esta  Legación  la  de 
su  señoría  de  la  propia  fecha,  en  que  se  acompaña  la  contestación 
del  señor  Gobernador  de  Oaracas  de  20  de  Mayo,  en  que  esta 
autoridad  dice  que  estos  asesinatos  son  obra  de  numerosas  co- 
fradias  á  cuya  represión  no  ha  podido  hasta  ahora  alcanzar  la 
autoridad  pública^  sin  embargo  de  sus  esfuerzos,  y  que  ha  or- 
denado la  averiguación  de  los  horrendos  atentados  para  él  día 
en  que  sus  autores  hayan  de  comparecer  ante  los  tribunales  de 
jusUda;  ignora  el  resultado,  añade,  porque  las  autoridades  no 
se  lo  han  participadOj  y  aunque  sabe  que  los  jueces  se  han  ocu- 
pado en  este  asunto,  ve  su  sileiuHo  como  un  indicio  de  la  des^ 
confia/nza  que  ha  sentido  sobre  la  insuficiencia  de  lo  que  pudiC" 
ra  hacerse  por  ahora  para  comprobar  los  delitos  perpetrados 
por  catervas  numerosas  de  facinerosos,  cuya  impunidad  presente 
garantizan  con  sus  armas ;  y  termina  diciendo,  que  esta  sociedad 
mira  amenazada  su  moral  y  su  existencia  con  la  impunidad  de 

LOS  ASESINOS. 

Gomo  su  señoría  al  enviarme  testimonio  de  este  oficio,  me 
manifiesta  que  son   bandas  de  malhechores  las  qne  cometen  los 
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crímenes  oaya  represión  tan  infimctnosamente  he  reclamado,, 
j  como  el  señor  Gobernador  al  hablar  de  éstos,  asienta  que 
son  perpetrados  contra  eastrcmjeron^  dando  á  entender  que  no 
son  sólo  los  españoles  las  víctimas  del  encono  y  crael  perse- 
cnoión  de  los  federales,  en  nota  de  26  de  Mayo  rechazó  con 
entereza  esta  Legación  tales  conceptos  para  fijar  Incontestable- 
mente la  verdad  de  los  hechos.  ISTo  son  haniM  de  moBMhOres^ 
dije  á  sn  señoría,  las  qne  ejecatan  los  asesinatos.  Esos  par« 
tidas  sostienen  nn  principio  político,  la  Federación,  y  son  las 
divisiones  organizadas  del  ejército  federal,  que  faerte  de  siete 
mil  hombres,  según  parte  oficial  del  señor  General  Oordero, 
fne  disnelto  de  resaltas  del  ataque  de  Copié,  sin  que  el  Gobierno 
de  la  Bepública  habióse  logrado  sa  exterminio  ó  sometimiento. 
Son  las  faerzas  beligerantes  de  nn  partido  político,  puesto  que 
á  todas  ellas  se  les  ofrece  indulto,  y  muchos  de  los  que  las 
componían,  entre  los  que  hay  no  pocos  jefes  y  oficiales,  se  han 
acojido  á  él  y  gozan  hoy  de  todos  sus  derechos  de  ciudadanos 
de  Yenezaela.  Y  si  bien  es  verdad  que  algunos  de  aquellos 
han  sido  indicados  á  esta  Legación  como  culpables,  no  le  to- 
caba delatarlos,  porque  siendo  notorios  los  delitos,  era  del  deber 
de  las  autoridades  constituidas  instruir  la  competente  inquisición 
para  imponer  á  los  delincuentes  la  pena  marcada  por  la  ley.  Im- 
pugné también,  señor  Ministro,  el  sentido  de  la  frase  del  BeSot 
Gobernador  de  Caracas,  porque  no  son  I09  extranjeros^  en  la  acep* 
don  genérica  de  esta  frase,  los  sacrificados  y  perseguidos,  no : 
son  los  espalkiks  el  únioo  objeto  del  odio  brutal  de  una  parte 
d^l  pueblo  venezolano ;  su  señoría  sabe,  porque  este  es  nn 
hecho  irrefatable,  que  ni  uno  solo  de  los  ciudadanos  de  las 
otras  Naciones  extranjeras  ha  sufrido  grave  daño'  en  la  pre- 
sente contienda.  Esta  Legación  ha  adquirido  testimonio  irre- 
cusable de  sus  colegas,  de  que  no  tienen  motivo  de  queja  por 
ningún  asesinato  cometido  contra  sus  respectivos  nacionales.  Y 
mientras  la  Administración  batallaba  por  devolver  la  paz  á 
Venezuela,  esta  Legación  esperaba  en  silencio  el  día  que  le 
parecía  cercano,  de  la  reparación,  al  paso  que  el  perdón  cubría 
á  todos  los  .delincuentes.  Hice  presente  á  su  señoría  que  no 
nuería  excitar  el  encono  y  las  pasiones  que  devastaban  este  país, 
pero  que  los  manes  de  las  victimas  pedían  venganza,  las  iamilias 
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huérfanas  y  desvalidas  pedían  jasticia,  y  la  moral  y  la  vin- 
dicta pública  ultrajadas  la  pedían  también,  y  sobre  todo  re- 
clamaba del  Gobierno  medidas  efectivas  y  segaridad  para  lo 
fatnro. 

Al  despachar  esta  nota,  que  no  ha  sido  contestada,  seQor 
Ministro,  recibí  la  de  sn  señoria  del  día  anterior  25,  en  la 
qne  trataba  de  sincerarse  de  los  cargos  qae  contenía  mi  an- 
terior del  18,  y  hacía  nuevas  protestas  del  buen  deseo  que 
animaba  á  las  personas  que  *  regían  los  altos  destinos  de  la 
Bepúbiieay  volviendo  á  reprodacir  los  conceptos  repetidos  de  la 
nota  de  ese  Ministerio  de  10  de  Nobiembre  de  1852. 

En  2  de  Agosto  próximo  pasado  vuelvo  á  quejarme  de 
otro  asesinato  cometido  en  la  persona  del  subdito  español  Do- 
mingo Díaz,  no  ya  por  los  léderaleSi  sino  por  una  partida 
constitucional,  en  el  cantón  Santa  Lucía,  y  hasta  hoy  ignora 
esta  Legación  cuál  ha  sido  el  castigo  que  se  haya  impuesto  á 
los  qne  con  tanta  indignidad  abusaron  de  la  fuerza  que  el  Go*- 
bierno  puso  en  sus  manos,  no  ciertamente  para  asesinar,  mas 
si  para  proteger  á  los  ciudadanos  pacíñcos  é  inofensivos. 

Por  último,  el  17  del  mismo  mes  vuelve  esta  Legación  á 
hacer  oir  su  voz  con  motivo  de  catorce  asesioatos  más,  per- 
petrados por  las  fuerzas  federales  en  Gharallave,  Ocumitos,  Ocu- 
mare  y  Gamatagua,  y  Guarenas,  Snapire  é  Higaerote;  pide 
garantías  para  los  perseguidos,  castigo  ejemplar  para  los  per- 
seguidores :  remite  á  S.  S.  una  lista  de  setenta  y  dos  subditos 
españoles  asesinados  y  hace  notar  de  nuevo  la  imposibilidad 
de  que  el  Gobierno  de  S.  M.  vea  con  indiferencia  crímenes  tan 
atroces. 

Es  cierto  que  á  consecuencia  de  esta  nota,  y  al  cabo  de 
año  y  medio  de  inútiles  clamores  se  ha  iniciado  por  fin  una  ave- 
riguación judicial  con  respecto  á  tanto  crimen;  pero  no  es 
menos  cierto  también,  señor  Ministro,  que  el  Gobierno  de  S.  M. 
no  puede  considerar  como  cumplida  y  eficaz  satisfacción  de 
tanta  sangre  española  vertida,  semejante  averiguación  inicia- 
da al  cabo  de  tanto  tiempo,  cuando  ve  asimismo  que  se  con- 
cede pasaportes  para  el  extranjero  á  lo:»  denuuciulos  pur  esta 
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Legación,  y  caando  sas  últimas  reclamacioaes  sobre  atropellos 
é  incsendios  perpetrados  por  las  propias  autoridades  del  Oo- 
bierno  en  las  personas  y  haciendas  de  sas  nacionales,  no  han 
surtido  el'  menor  efecto. 

Hasta  aguí,  señor  Ministro,  el  relato  de  los  incesantes  es- 
fnerzos  qne  ha  hecho  la  Legación  de  8.  M.  O.  para  obtener  del 
Gobierno  de  Yeneznela  las  grandes  y  extraordinarias  medidas 
qne  tenía  derecho  á  exigir  en  justa  satisfEicción  de  tantos  y 
tan  inauditos  atentados  que,  con  menoscabo  de  la  honra  de 
este  pneblo,  se  han  ejecutado  en  dafio  irreparable  de  los  ciu- 
dadanos españoles  aquí  residentes.  A  su  simple  vista,  US.  no 
podrá  menos  de  convenir  en  que,  á  pesar  de  los  deseos  que 
han  animado  á  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  de  dar  cumplimiento 
á  las  exigencias  de  la  moral  y  de  la  justicia  en  materia  tan 
^rave,  su  lenidad  ha  alentado  á  los  criminales,  y  le  acarrea 
una  gravísima  responsabilidad. 

Porque  cuando  el  Gobierno  debió  ejercitar  todo  su  poder 
á  fin  de  reprimir  y  castigar  con  todo  rigor  á  los  asesinos  de 
los  españoles,  sin  embargo  de  llamarlos  bandas  de  malhechores^ 
les  ofreció  un  indulto  fatal  en  sus  resultados  para  aquellos  que 
han  sido  y  son  más  tenaz  y   bárbaramente  perseguidos. 

Porque  el  Gobierno  que  puede  y  debe  protegerlos  eficaz- 
mente, ha  sido  insensible  á  los  clamores  de  la  prensa  sensata 
del  país,  que  en  vano  ha  hecho  una  oposición  decidida  al  sis- 
tema contemporizador  y  asaz  pernicioso  de  una  medida  funesta 
á  la  seguridad  personal  y  á  los  intereses  de  los  sábditos  de 
S.  M.  O. 

Porque,  en  fin,  si  el  Gobierno  desde  un  principio,  cuando 
los  hechos  eran  aislados  y  menos  azarosa  y  complicada  la 
situación  de  la  Bepública,  no  hubiese  sido  indiferente  á  las  re* 
petidas  y  enérgicas  exigencias  de  esta  Legación,  y  hubiera 
castigado  inexorable  y  ejemplarmente  á  los  criminales,  para  es- 
carmiento de  los  ilusos,  y  para  precaver  nuevos  atentados, 
asegurando  así  el  porvenir  de  los  subditos  españoles  en  Ve- 
nezuela, hoy  no  se  vería  en  la  terrible  necesidad  de  res- 
ponder de  la  sangre  derrramada  de  más  de  setenta  y  dos 
víctimas  cruelmente  inmoladas  en  aras  de  un  odio  creciente  y 
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feroz;  ni  la  ITacióii  española  estaría  en  el  desagradable  pero 
imprescindible  caso  de  reclamar  el  desagravio  de  un  crimen 
tan  grande  é  inaudito,  crimen  qae  no  paede  quedar  satisfecho 
con  la  mera  protesta  de  un  deseo  ineficaz,  de  un  sentimiento 
respetable  pero  inútil. 

Ko  son  tampoco  estos  hechos,  señor  Ministro,  la  única 
causa  del  agravio  que  tengo  el  ingrato  y  penoso  deber  de  de- 
mostrar; aun  suponiendo  que  los  que  han  derramado  tanta 
sangre  española  reciban  por  ñu  el  condigno  castigo,  qaeda  to- 
davía una  cuestión  vital,  y  sobre  la  que  el  Oobiemo  de  S.  M. 
se  ve  en  la  precisión  de  mostrarse  tan  inflexiblemente  celoso 
como  en  la  que  acabo  de  ocuparme.  Quiero  hablar,  señor 
Ministro,  de  los  inmensos  daños  causados  á  mis  nacionales,  por 
fuerzas  constitucionales  y  federales  en  la  actual  lucha  civil. 
Graves,  muy  graves  son  en  efecto,  pero  no  irreparables  los 
cuantiosos  daños  y  perjuicios  que  se  han  irrogado  á  muchos 
españoles,  provenientes  de  las  violentas  expropiaciones  y  des- 
pojos que  de  sns  bienes  se  han  hecho  desde  algún  tiempo 
antes  de  haber  estallado  en  Coro  la  revolución  federal.  Ex- 
ceden  de  $  400.000  las  pérdidas  causadas,  la  mayor  parte  por 
las  autoridades  del  Gobierno  constituido,  con  infracción  del  tra- 
tado celebrado  con  España  en  1845. 

Guando  esta  Legación  reclamó  con  perfecto  derecho  el  re- 
sarcimiento de  estos  perjuicios,  S.  E.  el  Poder  Ejecutivo  esta- 
bleció una  diferencia  perniciosa  á  los  intereses  españoles.  Ma* 
nifestóse  dispuesto  á  la  satisfacción  de  los  que  causaron  sus 
delegados,  y  rechazó  los  qae  procediesen  de  los  federales,  apo- 
yándose en  el  injusto  decreto  de  6  de  Marzo  de  1854.  Pero 
mientras  el  Gobierno  de  la  Beina,  mi  Señora,  decidía  sobre 
este  punto  que  sometí  á  su  consideración,  decisión  de  la  que  ya 
tiene  US.  noticia  por  mi  nota  de  17  de  Jnlio  último,  activas 
gestiones,  frecuentes  exigencias  ha  hecho  esta  Legación  á  ese 
Ministerio  encareciendo  la  necesidad  de  reparar  los  daños  irro- 
gados por  los  fancionarios  del  Gobierno.  Muchas  veces  ha  pre- 
sentado á  su  señoría  las  súplicas  de  tantos  ciudadanos  españoles 
arruinados  ó  expropiados,  y  poco  menos  que  infructuosos  han 
sido  también  mis  esfuerzos,    porque,  4  qué  importancia  tienen 
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en  realidad  las  pequeñas  porciones  que  con  dificultades  infi- 
nitas he  conseguido  se  manden  pagar,  en  comparación  de  la 
respetable  suma  de  más  de  $  200.000  que  debe  el  Gobierno  por 
sólo  los  despojos  arbitrarios  de  sus  autoridades! 

Desagradable  es  para  esta  Legación  significar  á  US.  que 
no  ha  sido  del  todo  laudable  la  correspondencia  del  Gobierno 
▼enezolano  en  este  punto.  Oieito  es  que  el  Tesoro  está  exhausto 
á  consecuencia  de  la  guerra  que  se  sostiene;  pero  también 
es  cierto  que  á  un  Gobierno  jamás  le  faltan  medios  decorosos 
de  cumplir  compromisos  sagrados  como  este,  y  US*  no  podrá 
negar  que  el  de  Ja  Bepúblioa  ha  podido  llenar  este  deber 
satisfactoriamente. 

El  Gobierno  no  ha  dado  muestras  patentes  y  eficaces  de 
los  buenos  deseos  que  repetidas  reces  ha  protestado  le  ani- 
man en  favor  del  de  España,  puesto  que  no  solamente  rechaza 
con  notoria  injusticia  las  reclamaciones  que  se  le  hacen  por 
daños  causados  por  fuerzas  beligerantes  del  partido  federal, 
sino  que  deja  notar  una  apatía  deplorable  en  el  arreglo  y 
satisfacción  de  los  que  proceden  de  abusos  y  excesos  come- 
tidos por  funcionarios  constitucionales,  y  ve  impasible,  sin  que 
parezca  siquiera  apercibirse  de  ello,  la  horrenda  situación  de 
los  subditos  de  S.  M.  G.  que  aterrorizados  se  dirigen  á  las 
playas  en  busca  de  una  nave  que  los  aleje  del  país  en  que 
tan  impía  y  cruelmente  se  les  persigue. 

Y  si  el  agravio  de  la  Nación  española  es  tan  grande, 
señor  Ministro;  si,  á  pesar  de  las  reiteradas  promesas  del 
Poder  Ejecutivo,  los  asesinatos  siguen,  las  depredaciones  y 
la  devastación  siguen  también,  y  consuman  la  ruina  de  miles 
de  familias,  está  más  que  justificada  la  actitud  severa  con  que 
mi  Beiua  y  Señora  me  ordena  perentoria  y  terminantemente 
exigir  del  Gobierno  de  la  Bepública  de  Venezuela  : 

1?  Deberán  ser  entregados  á  los  tribunales,  para  que  su  • 
fran  la  pena  á  que  se  hayan  hecho  acreedores,  los  perpetra- 
dores de  los  asesinatos  cometidos  en  subditos  de  S.  M.,  y  si 
alguno,  ó  algunos  de  ellos  hubiesen  sido  puestos  en  libertad 
á  consecuencia  de  indultos  dados  por  delitos  políticos,  serán 
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redacidos  de  naevo  á  prisiÓD,  oomo  complicados  en  delitos 
comanes. 

2?  Ei  Gobierno  de  Yenezaela  se  comprometerá  á  indem- 
nizar á  los  subditos  de  S.  M.  de  todos  los  daños  y  perjuicios 
qne  les  hayan  irrogado  y  en  adelante  les  irroguen  las  autori- 
dades constitucionales^y  federales. 

Si  en  el  término  preciso  de  veinticuatro  horas,  á  contar 
desde  el  momento  en  que  úu.  'señoría  reciba  esta  nota,  no  llega 
á  mis  manos  contestación  del  Gtobierno  venezolano  garanti- 
zando el  cumplimiento  de  los  dos  puntos  arriba  indicados, 
tengo  órdenes  del  Gobierno  de  S.  M.  de  romper,  y  de  hecho 
quedarán  rotas,  las  relaciones"  con  el  de  Venezuela,  y  de  re- 
tirarme del  país. 

Por  lo  cual  ruego  á  (JS.  que,  si  desgraciadamente  llega 
este  caso  extremo,  al  remitirse,  en  el  plazo  fijado,  la  negativa 
del  Oobierno  de  la  Bepública,  se  sirva  asimismo  enviarme 
los  correspondientes  pasaportes  para  mí  y  mi  familia  y  el 
señor  Oónsul  de  España  en  La  Oaaira. — Soy  de  ÜS.  con  la 
mayor  consideración  atento^seguro  servidor. — (Firmado). — Eduar» 

do  BOTIMd» 

hi^á^Yl¡J^t¿?'  República  de  Yene?uela.--.Secretaria  de  Be-» 
laciones  Exteriores. — Caracas:  Setiemíbre  11  de  1860. — El  in- 
fraescrito.  Secretario  de  Belaciones  Exteriores  tuvo  el  honor  de 
recibir  ayer  á  las  cuatro  y  cuarto  de  la  tarde  la  comunicación 
fecha  diez  del  corriente  que  el  señor  Encargado  de  Negocios 
de  España  se  sirvió  dirigirle,  relativamente  á  los  asesinatos 
de  que  por  desgracia  han  sido  víctimas  algunos  subditos  es- 
pañoles y  á  los  perjuicios  que  han  sufrido  en  sus  intereses 
con  motivo  de  la  guerra  desastrosa  que  devasta  el  país,  y  en 
la  cual,  haciendo  su  señoría  una  reseña  de  su  corresponden- 
cia con  este  Ministerio  sobre  esos  pafticnlares,  concluye  exi- 
giendo del  Gobierno  de  Venezuela : 

1?  Que  sean  entregados  á  los  tribunales  para  que  sufran 
la  pena  á  que  se  hayan  hecho  acreedor()s,  los  perpetradores  de 
los  asesinatos  cometidos  en  subditos  de  S.  M.,  y  si  alguno  ó 
algunos  de  ellos  hubieren  sido  puestos  en   libertad  á   <9onse- 
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ouencia  de  indaltos  dados  por  delitos  políticos,  qae  sean  reda- 
cidoB  de  nnevo  á  prisión  como  complicados  en  delitos  co- 
munes* 

2?  Qae  el  Gobierno  de  Yenezaela  se  comprometa  á  in- 
demnizar á  los  subditos  de  S«  M.  de  todos  los  danos  y  per- 
jaicios  qae  les  hayan  irrogado  y  en  adelante  les  irroguen  las 
autoridades  constitucionales  y  federales. 

Agregando  que  si  en  el  término  preciso  de  veinticuatro 
horas,  á  contar  desde  el  momento  en  que  se  reciba  la  ex- 
presada comunicación,  no  ;llQga  á  manos  de  su  se&oría  la  res- 
puesta del  Gobierno  venezolano  garantizando  los  dos  puntos 
arriba  indicados,  tiene  órdenes  del  Gobierno  de  B.  H.  de 
romper,  y  de  hecho  quedarán  rotas  las  relaciones  con  el  de 
Venezuela,  y  de  retirarse  del  país;  por  lo  cual  pide,  que  si 
desgraciadamente  llega  este  caso  ,  extremo,  se  le  remitan  los 
coriespondientes  pasaportes  para  su  señoría  y  su  familia,  y 
para  el  señor  Gónsul  de  España  en  La  Guaira. 

Oon  sorpresa  y  pr<^nda  pena  se  ha  impuesto  el  Poder 
Ejecutivo  de  una  intimación  que  se  le  hace  en  momentos  de 
llegar  á  La  Guaira  dos  buques  de  guerra  españoles,  y  que 
es  tan  agena  de  las  buenas  relaciones  existentes  entre  Yene- 
zaela y  España,  como  contraria  á  las  consideraciones  debidas 
á  una  liTación  amiga,  por  débil  y  desamparada  que  se  la  con- 
sidere. Besolver  por  sí  solo  y^á  su  favor  cuestiones  de  prin- 
cipios en  que  la  discusión  apenas  había  comenzado ;  amenazar 
con  romper  las  relaciones  sin  que  los  medios  de  conciliación 
hayan  sido  agotados ;  pretermitir  las  formas  que  en  teles  casos 
consagra  el  derecho  de  gentes  y  que  dan  garantía  á  todos 
los  intereses,  son  procederes  en  que  no  insistiría  sin  duda  el 
ilustrado  Gabinete  de  Madrid,  desde  que  llegara  á  persua- 
dirse del  verdadero  estado  de  las  cosas. 

Bien  habría  podido  el  infraescrito  desvanecer  todos  los 
cargos  que  directo  ó  indirectomente  se  hacen  al  Poder  Eje- 
cutivo en  la  nota  del  señor  Eomea,  si  por  complacer  á  sa 
señoría,  no  se  hubiese  Umitodo  á  tan  corto  tiempo  para  pre-* 
parar  esta  contestación ;  pero  no  prescindirá  de  consignar  en 
ella    algunas  explicaciones  con    referencia  á  los  asesinatos    y 
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Despnés  de  esta  breve  exposioiÓQ,  entra  el  iofraascruo  á 
conteBtar  el  resamea  de  la  nota  del  señor  Encargado  de  Ne- 
gocios de  EspaSa. 

En  cuanto  al  primer  panto,  no  dada  el  iufraesorito  ase- 
gurar á  nombre  de  sn  Gobierno  qae,  en  virtud  de  las  dis- 
posiciones ya  dictadas  y  de  las  que  se  seguirán  dictando  cou 
esmero,  los  perpetradores  de  los  asesinatos  cometidos  en  sub- 
ditos de  S.  M.  O.  que  no  estuvieren  ya  presos  y  enjuiciados^ 
por  encontrarse  con  las  armas  en  la  mano,  serán  perseguidos 
sin  descanso  hasta  aprelienderlos,  y  obtenido  esto,  serán  en- 
tregados á  los  tribunales  para  que  todos  sufran  la  pena  á 
que  se  hayan  hecho  acreedores ;  y  asimismo  que  si  alguno 
ó  algunos  de  ellos  hubiesen  sido  puestos  en  libertad  inad- 
vertidamente á  consecuencia  de  indultos  dados  por  delitos 
políticos,  serán  reducidos  de  nuevo  á  prisión,  como  complicados 
en  delitos  comunes,  y  en  virtud  de  lo  que  expresamente  tiene 
declarado  el  Poder  Ejecativo. 

Bespecto  del  segundo  punto,  el  Gobierno  de  Venezuela 
se  compromete  á  indemnizar  á  los  subditos  de  S.  M.  G.  de 
todos  los  daños  y  perjuicios,  comprobados  legalmente,  que  les 
hayan  irrogado  ó  en  adelante  les  irrogaren  las  autoridades 
constitucionales;  siéndole  imposible  hacerlo  con  los  causa- 
dos por  las  facci.ones,  porque  terminantemente  se  lo  prohibe 
una  ley  vigente  de  la  Bepública,  basada  sobre  el  principio 
generalmente  admitido  de  que  los  perjuicios  que  los  extran- 
jeros sufren  por  motivos  de  conmociones  internas,  son  cala- 
midades de  que  los  Gobiernos  no  pueden  humanamente  ser 
responsables;  como  no  responden  de  un  incendio,  de  una  peste, 
de  un  terremoto,  ni  de  otros  trastornos  ocasionados  por  las 
revoluciones  en  el  orden  físico. 

Gomo  de  lo  que  queda  expuesto  resulta  alguna  diferen- 
cia entre  las  exigencias  del  señor  Encargado  de  K'egooios  de 
España  y  lo  que  puede  ofrecer  el  Poder  Ejecativo  en  punto  á 
indemnizaciones,  B.  E.,  previendo  este  caso,  resolvió  enviar  á 
Madrid  un  Ministro  Plenipotenciario,  según-  se  participó  al 
señor  Boméa  pocos  días  antes  de  su  partida,  con  el  designio 
de  continuar  esta  negociación  cerca  del  Gobierno  de  S.  M.  y 
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llevarla  á  an  térmíDo  satisfactorio,  oaal  conviene  á  la  dignidad 
é  intereses  de  ambas  partes,  y  no  dada  el  infraesorito  qae  las 
explicaciones  qae  el  Ministro  Pleiiipotenoiario  seüor  Fermín 
Toro  tiene  orden  de  hacer  al  Gabinete  español  disiparán  y 
allanarán  todas  las  dificaltades  qae  paedan  oponerse  á  ana 
resolución  pronta  y  feliz  del  negocio  en  cnestión.  Entretanto 
•^él  Gobierno  de  Yeneznela  estará  dispuesto  á  segair  enten- 
diéndose con  el  señor  Encargado  de  Ifegocios  sobre  todos  los 
demás  asnntos  propios  de  la  Legación,  deseoso  hoy,  como  lo 
ha  estado  siempre,  de  mantener  intacta  la  amistad  y  bnena 
correspondencia  entre  las  dos  Naciones. 

Aprovecha  el  infraesorito  esta  ocasión  para  reiterar  al  señor 
Encargado  de  Negocios  de  España  las  segaridades  de  sa  consi- 
deración  muy  distingnida.— Pedro  ie  Las  Casas. — Señor  don 
E.  Bornea,  Encargado  de  Negocios  de  S.  M.  G. 

Bi  Encargado  de  Ñego-       Oaracas :  Setiembre  12  de  1860. ^Don  Edaar* 

-  cios  de  España  pide  bus       _       _ .  .^-  -^ 

pasaportee.  do  Bomca  y  Xangoas,  Encargado  de  Nego- 

cios que  ha  sido  de  España  en  Yeneznela,  tiene  la  honra  de 
saladar  al  señor  Pedro  de  Las  Casas,  Ministro  de  Belaciones 
Exteriores  de  la  Bepúblíca,  y  de  rogarle  se  sirva  remitirle  con 
el  dador,  los  pasaportes  para  61,  sn  familia  y  el  señor  Oónsnl 
de  España  en  La  Gnaira,  qae  pedía  en  sa  nota  de  10  del 
corriente. 

Siendo  terminantes,  precisas  las  órdenes  qae  tiene  de  sn 
Gobierno,  y  no  habiendo  contestado  el  de  la  Bepúblíca  de  la 
manera  completa  qae  reqnerto  la  natnraleza  de  la  referida  nota, 
don  Ednardo  Bomea  y  Yangnas  necesita  los  pasaportes  qae 
pide,  y  hace  responsable  al  Gobierno  de  Yenezaela  de  los  desa- 
grados qae  safra  en  sa  embarqae  por  falta  de  este  requisito. 

Don  Edaardo  Bomea  y  Yangnas  salada  con  toda  consi- 
deración al  señor  Pedro  de  Las  Casas. 

á8a'¿>udtud.  Pedro  de  Las  Casas,  Secretario  de  Estado 
en  el  Despacho  de  Belaciones  Exteriores  de  Yenezaela,  salada 
atentamente  al  señor  don  Edaardo  Bomea,  Encargado  de  Ne- 
gocios de  España,  al  enviar  á  sn  señoría,  conforme  lo  ha  pe- 
dido en  nota  verbal  de  esta  fecha,  dos  pasaportes,  qae  se  re- 
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fleren  nno  al  seSLor  Bornea  y  sa  familia  y  otro  al  señor  Oónsal 
de   E9pana  en  La  Gaaira. — Caracas :  Setiembre  12  de  1860. 
HoDto.de  laareciamaeio-       En  las  sosiones  del  año  antorior,  aprobó  el 

D06  dd  EspuOLa 

y  modo  de  satia&certas.  Oongroso  ol  airoglo  Celebrado  en  Madrid  el 
10  de  Marzo  de  1874,  entre  nuestro  Plenipotenciario  y  el  Bxce* 
lentísimo  señor  Ministro  de  Estado,  fijando  definitivamente  el 
monto  de  las  reclamaciones  españolas  y  el  modo  de  satisfa- 
cerlas, hasta  sn  total  amortización;  y  cangeadas  las  ratifica- 
ciones del  convenio,  se  nombró  ana  comisión  encargada  de  emitir 
en  favor  de  los  acreedores  reconocidos,  certificaciones  6  títulos 
por  el  importe  de  sns  respectivas  acreencias,  de  conformidad 
con  el  artículo  4°  del  citado  convenio.  De  este  modo  se  dis- 
tribnyó  la  mayor  parte  de  la  sama  admitida,  qae  fue  de- 
nn  millón  quinientos  cuarenta  mil  ochocientos  setenta  y  un 
venezolanos,  cincuenta  y  tres  centesimos,  quedando  sólo  pendien- 
te la  cantidad  de  sesenta  y  seis  mil  cuatrocientos  ochenta  y 
ocho  venezolanos,  setenta  y  un  centesimos,  por  no  haber  oca** 
rrido  los  interesados  á  recibirla;  y  en  los  casos  que  hubo 
lugar  á  ello,  antes  de  expedir  las  cédulas,  se  percibieron  de 
los  reclamantes  los  valores  existentes  en  su  poder,  como  accio- 
nes y  billetes  del  Banco  de  Venezuela,  &.  De  todo  informa 
ampliamente  el  oficio  en  que  la  comisión  participó  lo  hecho 
en  desempeño  de  su  encargo. 

Para  satisfacer  estos  créditos  se  entrega  mensualmente  á 
la  Legación  de  España  lo  que  le  ha  cabido  en  el  reparto  de 
los  fondos  s^alados  á  la  deuda  diplomática.  Desde  que  em- 
pezaron estos  pagos  f  ae  incluida  en  ellos  con  calidad  de  que  se* 
mantuviese  en  depósito  las  cantidades  que  se  fuesen  recibiendo, 
hasta  saber  cómo  y  á  quién  debían  ser  entregadas. 

Derecho  JteVenesuela  6  jg^    ^^^^^^    ¿     j^^    reclamaCiOUCS     dC  VcnC- 

«wiamcj^ont»  bb-  ^^^j^  ^^^^^  Bspaña,  cl  Plenipotenciario,  se- 
ñor Doctor  José  María  Bojas,  dirigió  al  Gobierno  de  aquella 
Kación  una  extensa  y  esforzada  nota,  comprobando  el  derecho^ 
de  la  Bepáblica  á  las  indemnizaciones  que  exige,  y  terminó 
proponiendo  que  se  nombrase  un  Plenipotenciario  para  discu- 
tir y  acordar  lo  conveniente  en  la  materia.  Hasta  ahora 
no  ha  tenido  ninguna  solución  este  asunto ;     pero  el  Ejecuti- 
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VO9  apenas  se  impaso  de  la  demanda  del  señor  Doctor  So- 
jas, y  á  fin  de  conocer  la  cifra  á  qae  alcanzan  tales  reclama- 
ciones, ordenó  dictar  y  publicar  ana  resolacióni  excitando  á 
presentar  al  Ministerio  de  Belaciones  Exteriores  sas  respectivas 
solicitudes  ó  los  docamentos  jostiñcativos  de  sas  créditos^  á 
todos  los  qae  se  creyeran  con  algún  derecho  á  ser  indenmi^ 
zados  por  el  Gobierno  de  España,  á  cansa  de  haber  dispuesta 
de  sa  propiedad  fancionarios  españoles  después  del  afio  de 
1811,  en  que  fne  proclamada  la  independencia  de  Yenezuela.^ 
Las  solicitudes  elevadas  al  Gobierno  en  virtud  de  dicha  re- 
solución, y  una  lista  de  los  reclamantes  y  de  las  sumas  que 
reclaman,  se  remitieron  á  la  Legación  en  Madrid,  reservando 
los  docamentos  para  la  oportunidad  en  que  sea  decidida  allá 
la  cnestión  iniciada. 

Otra  reclamación  se  ha  hecho  con  motivo  del  indebido  en- 
carcelamiento y  maltrato  impaesto,  en  la  ciadad  de  la  Habana, 
á  los  señores  Vicente  Michelena  y  Bamón  E.  Domínguez^  confor- 
me lo  han  comprobado  auténticamente. 

ne?SinSÍtSf"B^ít  Estados  Unidos  de  Venezuela.— Ministeria 
-inccmTe^cjcu  ¿¿^K»    ¿^  Eclaciones  Exteriores.— Sección  Central.— 

Número  425.^0aracas :  25  de  Setiembre  de  1866.— Año  3?  de 
la  Ley  y  8^  de  la  Federación.— Excmo.  señor.— Por  el  tratado 
de  reconocimiento,  paz  y  amistad  que  se  celebró  entre  Vene- 
zuela y  España  en  30  de  Marzo  de  1845,  fae  estipulado^  ar- 
tículo 5<». 

<<  La  Bepública  de  Venezuela,  animada  de  sentimientos  de 
justicia  y  equidad,  reconoce  espontáneamente  como  deuda  na- 
cional consolidada  la  suma  á  que  ascienda  la  deuda  de  teso* 
rería  del  Gobierno  español  que  conste  registrada  en  los  libros 
de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías  de  la  antigua  Oapitania 
General  de  Venezuela  ó  que  resulte  por  otro  medio  legítimo  y 
equivalente;  mas  siendo  difícil  por  las  peculiares  circunstan- 
cias de  la  Bepública  y  la  guerra  ya  felizmente  terminada,  fijar 
definitivamente  este  panto,  y  anhelando  ambas  partes  concluir 
cuanto  antes  este  tratado  de  paz  y  amistad,  como  reclaman  los 
intereses  comunes,  han  convenido  en  dejar  su  resolución  para 
un  arreglo  posterior.    Debe    entenderse     sin  embargo,  que  las 
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cantidades  que  según  dioho  arreglo  resalten  calificadas  y  ad- 
mitidas como  de  legítimo  pago,  mientras  este  no  se  veriñqae, 
ganarán  el  5  p§  de  interés  annal,  empezándose  á  contar  desde 
an  año  después  de  cangeadas  las  ratificaciones  del  presente 
tratado,  y  quedando  sujeta  esta  deuda  á  las  reglas  generales 
establecidas  en  la  República  sobre  la  materia." 

Poco  después,  el  pnnto  que  habla  quedado  pendiente  se 
^ó  por  medio  de  notas  que  se  escribieron  el  Ministro  Pleni- 
potenciario de  Venezuela,  Doctor  Alejo  Fortique,  y  el  Bzcmo. 
seSor  don  Francisco  Martínez  de  la  Bosa,  Ministro  de  Estado 
de  S.  M.  O.,  siendo  ellos  los  mismos  negociadores  del  pacto 
principal.  Las  comunicaciones  que  mediaron  sobre  este  asunto, 
se  encontrarán  copiadas  en  los  documentos  anexos.  Para  Ve- 
nezuela era  cosa  conocidamente  incuestionable,  y  sin  la  cual 
nunca  habría  procedido  á  tratar  con  Espafia,  lo  concerniente  á 
la  fijación  de  su  responsabilidad ;  y  si  no  se  expresó  con  toda 
latitud  en  el  texto  mismo  del  acto,  se  dijo  empero  lo  suficiente 
al  objeto  de  introducir  la  explicación  que  pocos  días  después 
de  firmado  se  añadió  de  perfecto  y  común  acuerdo.  JSn  ta 
redacción  primitiva  del  artículo  se  decía  ^^  reconoce  volunta- 
ria y  espontáneamente  toda  la  deuda  contraída  sobre  sus  teso- 
rerías, ya  directamente  por  el  Gobierno  español,  ya  por  sos 
autoridades  en  el  territorio  de  Venezuela."  Esta  fue  la  redac- 
ción del  señor  Martínez  de  la  Eosa.  El  Poder  Ejecativo  creyó 
qne  convenía  reemplazarla  por  la  actual,  á  fin  de  conciliar  las 
dificultades  que  habían  ocurrido  con  la  necesidad  que  por  parte 
de  Venezuela  existía  de  fijar  la  época  hasta  la  cual  intentaba 
reconocer  la  deuda  del  Oobierno  español;  pues,  si  se  con- 
servaban las  palabras  del  proyecto  presentado  "  reconoce  vo- 
luntaría y  espontáneamente  toda  la  deuda  contraída,  etc.,'' 
pudiera  después  sostenerse  que  no  se  trataba  solamente 
de  una  parte  de  ella.  Oon  el  mismo  fie,  al  describirse  la 
deuda,  se  emplearon  los  términos  ^'  la  suma  á  que  ascienda  la 
de  tesorería  del  Gobierno  español  qne  conste  registrada  en 
los  libros  de  cuenta  y  razón  de  la  antigua  Oapitcmia  General 
de  Venezuela."  Quísose  contraponer  por  tal  medio  el  tiempo 
de  la  denominación  española  con  el  de  la  República.    Guales- 
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quiera  qae  faesen  los  accidentes  de  la  gaerra  que  sobrevino, 
VenesBeia  no  puede  datar  su  independencia  sino  desde  la  época 
en  que  ella  fue  declarada ;  bien  así  como  los  Estados  unidos 
de  América  consideran  que  desde  cuatro  de  Julio  de  mil  se- 
tecientos setenta  y  seis,  fecha  de  la  proclamación  de  la  suya, 
dejaron  de  ser  subditos  de  la  Gran  Bretaña.  Segán  este  prin- 
cipio, la  denominación  de  Capitanía  General  de  Yenesuela  no 
es  aplicable  sino  al  tiempo  del  coloniaje,  hasta  el  cinco  de  Julio 
de  mil  ochocientos  once. 

Enteramente  convenido  estaba  el  Gobierno  de  S.  M.  cuando 
se  estipuló  en  el  artículo  6*  del  tratado  en  no  extender  más  allá 
de  aquel  día  la  responsabilidad  de  Venezuela  á  la  deuda  del 
Gobierno  español;  y  por  eso  se  firmó,  aunque  empleando,  á 
solicitud  de  la  otra  parte,  términos  que  no  abriesen  la  puerta 
á  otras  Repúblicas  de  América  para  pretender  lo  mismo  al 
entrar  en  relaciones  con  la  que  fue  un  tiempo  su  metrópoli. 
Solo  en  tal  concepto  obtuvo  lo  hecho  la  aprobación  de  la  Be- 
públioa. 

En  todas  las  negociaciones  que  habían  precedido,  se  pre- 
sentó siempre  como  base  indispensable  de  ella  la  necesidad  de  la 
limitación  indicada.    Buen  testimonio  es  la  primera  conferencia 
que  celebró  el  señor  Fortique  con  el  señor  Martínez  de  la  Bosa  en 
lá  de  Marzo  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  cinco.    Allí  se  lee  que 
el  señor  Fortique  empezó  por  sostener    los    mismos  principios 
que  sus  antecesores,  manifestando  que  las  terminantes  órdenes 
de  BU  Gobierno  y  la  opinión  de  todos  sus  compatriotas  le  impedían 
convenir  en  reconocer  parte  alguna  de  la  deuda  de  tesorería  con- 
traída por  las  autoridades  españolas  después  del  cinco  de  Julio  de 
mil  ochocientos  once,  y  alegó  al  efecto  todas  las  razones  expuestas 
desde  el  principio  de  la  negociación  por  su  predecesor  el  Ge- 
neral Soublette,  y    algunas  otras  con   que  procuró  probar   la 
necesidad  de  no  insistirse  más  en  ello,  si  realmente  el  Gobierno 
de  S.  M.  O.  deseaba  la  reconciliación ;  ofreciendo  estar  pronto 
ék  reconocer  en  nombre  de  la  Bepúblíca  toda  la  deuda  anterior  á 
la    mencionada   fecha.    Aunque   el   negociador   español    opuso 
por    su  parte  razones  para  apoyar  el  extremo  contrario,  el  ve- 
nezolano insistió  en  su  propósito  hasta  que,  prolongada  la  discu- 
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sióDy  y  deseando  ambos  no  malograr  negociación  tan  importante  á 
cansa  de  ana  diferencia  qoe  por  la  bnena  disposición  de  ambos 
Gobiernos  y  las  explicaciones  hechas  estaban  ciertos  no  podía 
ofrecer  dificultad  insuperable  si  se  disentía  con  la  calma  y  tiem- 
po necesario;  y  qaeriendo  asimismo  aprovechar  las  sesiones 
del  Congreso  de  Yeneznela  que  entonces  se  hallaba  reunido, 
acordaron  dejar  este  punto  para  un  arreglo  posterior. 

Se  ñrmó   pues   el    tratado  el  30  Marzo  de  mil  ochocientos 
cuarenta  y  cinco.    A  los  nueve  días  del  siguiente  mes  de  Abríl| 
el  Plenipotenciario  venezolano,  acercándose  el  de  su  regreso  á 
Londres,  escribió  al  señor  Ministro  de  Bstado  para  recordarle  el 
contenido  del  artículo  quinto,  hacerle  presente  que  estaba  apura- 
da la  materia,  apoyarse  en  lo  positivo  de  sus  instrucciones  y  pro- 
ponerle que  la  deuda  de  tesorería  que  debía  reconocer  Venezuela, 
en  virtud  del  ofrecimiento  hecho  en  aquella  estipulación,  se  exten- 
diese únicamente  á  las  cantidades  que  constasen  acreditadas 
en  los  libros  de  dichas  oficinas  hasta  cinco  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos once.    El  doce  contestaba  el  señor  Martínez  de  la  Bosa 
en  un  oficio  notable  por  la  cordialidad  de  los  sentimientoB  que 
respira  hacia  Venezuela.    El  anhelo  de  concluir  el  asunto  y  de 
borrar  hasta   la  memoria  de  la  anterior   lucha  entre  dos  pue- 
blos que  podían  con  razón  llamarse  hermanos,  impulsó  al  Go- 
bierno de  S.  M.,  como  allí  se  dice,  á  convenir  en  que  lo  estipulado 
en  el  artículo  quinto  del  tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  Venezuela  y  España,  firmado  en  la  Gorte  de  Madrid  el 
treinta  de  Marzo  próximo  pasado,  se  entendiese  únicamente  de 
la  deuda  de  tesorería  del  Gobierno  español  contraída  hasta  la  épo- 
ca asignada  en  la  nota  de  nueve  de  Abril  á  que  tenía  el  honor 
de  contestar.    Advirtió  después  que,  por  lo  tocante  al  modo  de 
justificar  las  cantidades  que  formasen  dicha  deuda,  habría  de 
procederse  con  arreglo  á  lo  que  se  pacta  en  el  artículo  quin- 
to :  y  que  el  medio  legítimo  y  equivalente  de  que  en  el  mis- 
mo se  habla,  era  el  de  admitirse  como  comprobante  los  asi^O;- 
tos  en  los  libros  de  tesorería  de  las  oficinas  de  hacienda    d.e'*"*^^^ 
España,  relativos  á  aquella  época,  según  lo  que  se  convino  en  el 
primer  protocolo.    A  nombre  del   Gobierno  de  S.  M.  hizo  el 
señor  Ministro  la  declaración  que  precede,  con  la  cual  quedaba 
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'Completamente  terminado  el  asunto,  y  omitiendo  encarecer  ese 
nuevo  testimonio  de  sus  benévolas  disposiciones,  esperaba  en 
cambio  que  la  Bepública  se  apresurase  por  su  parte  á  satis- 
facer cumplidamente  las  demás  obligaciones  estipuladas  en  el 
tratado,  para  cimentar  más  y  más  la  unión  entre  ambas 
Potencias.  Para  colmo  de  seguridad,  el  señor  Fortique  volvió 
á  escribir  á  la  primera  Secretaría  del  Despacho  de  Estado  en 
doce  de  Abril.  Después  de  manifestarse  enterado  de  la  acep- 
tación de  su  proposición,  aSade  que,  admitidos  dichos  términos, 
queda  definitivamente  ajustado  y  convenido  que  la  Bepública 
no  es  responsable  de  parte  alguna  de  la  deuda  contraída  so- 
bre las  tesorerías  de  Venezuela  por  el  Gobierno  español  ó  sus  au- 
toridades, después  del  5  de  Julio  de  mil  ochocientos  once,  circuns- 
cribiéndose toda  la  obligación  en  qoe  por  el  referido  artículo  se 
constituye,  á  la  deuda  anterior  de  la  mencionada  fecha,  y  que, 
como  muy  bien  dice  el  señor  Ministro  de  Estado,  queda  com- 
pletamente terminado  este  asunto ;  el  artículo  quinto  ha  reci- 
bido con  ello  su  complemento  y  nada  más  resta  que  hacer  en 
el  particular,  puesto  que  la  observación  relativa  al  modo  de 
comprobar  las  cantidades  de  la  deuda  que  ha  de  pagar  Venezuela 
es  conforme  con  lo  estipulado  y  se  acepta  por  consiguiente.  jBl 
catorce  avisaba  recibo  de  esta  nota  el  señor  Ministro  de  S.  M.  O., 
y  como  si  quisiese  prevenir  hasta  la  posibilidad  de  que  al- 
gún día  se  presentase  la  menor  objeción,  corroboraba  el  con- 
venio con  la  fuerza  de  las  siguientes  palabras : 

^^  No  debe  caber  á  US.  la  menor  duda  de  que  con  la  re- 
ferida aceptación  por  parte  del  Gobierno  español,  queda  de- 
finitivamente fijada  la  época  que  US.  cita  para  que  en  ella 
termine  toda  responsabilidad  de  pago  por  parte  de  la  Bepú- 
blica ;  circunscribiéndose  la  obligación  de  ésta  al  tiempo  ante- 
rior á  la  expresada  fecha,  recibiendo  con  esta  nueva  y  reite- 
rada conformidad,  que  repito  á  US.  á  nombre  del  Gobierno 
de  mi  Augusta  Soberana,  el  mayor  complemento  de  estabilidad 
y  la  mayor  aclaración  que  pueda  darse  al  artículo  quinto  del 
tratado  entre  Venezuela  y  España  que  felizmente  ha  puesto 
término  al  estado  de  separación  en  que  se  hallaban  ambos 
países." 
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Guando  llegaron  estas  piezas  al  Gobierno  de  la  Bepúblicaí 
dispaso  que  por  condacto  del  Enviado  Extraordinario  de  ella 
en  Madrid  se  comanicase  inmediatamente  sa  entera  aprobación 
j  ratificación  del  convenio  citado. 

En  caatro  de  Abril  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  seis  se 
llamó  hacia  este  negocio  la  atención  del  señor  Toro.  En 
cumplimiento  de  sus  órdenes  y  después  del  cange  de  las  ra- 
tificaciones del  tratado,  para  lo  cual  se  le  comisionó,  él  pro- 
paso dar  otra  forma  al  convenio  respectivo  al  artículo  quinto. 
El  señor  Istúriz  contestó  que,  habiendo  examinado  bien  el 
punto,  lo  consideraba  definitiva  é  irrevocablemente  arreglado; 
que  la  firma  del  convenio,  por  medio  de  notas  entre  ambos 
Plenipotenciarios,  era  regalar  y  la  misma  que  en  caso  igual 
se  había  empleado  en  la  negociación  de  Méjico ;  que  nada  ha- 
bía que  añadir  á  lo  estipulado;  pero  que  sin  embargo,  á 
insistirse  en  ello,  no  tendría  dificultad  en  redactar  un  nuevo 
documento.  A  nueva  solicitud  del  Ministro  de  Yenezuela,  el 
de  España  hizo  objeciones  á  un  proyecto  presentado,  se 
mostró  después  convencido  por  los  argumentos  contrarios, 
mandó  extenderlo  por  duplicado,  y  aunqae  luego  suscitó  otros 
reparos,  al  fin  accedió  á  terminar  el  asunta  Se  dio  al  arre- 
glo la  forma  de  una  certificación,  y  fue  firmado  en  dos  ejem- 
plares. Allí  se  expresó  que,  examinados  los  protocolos  de  las 
conferencias  de  los  negociadores,  aparecía  que  el  punto  pen- 
diente en  el  articulo  quinto  del  tratado,  quedó  definitivamente 
acordado  y  fijado  en  los  términos  siguientes: 

1"  <^  La  fecha  hasta  la  cual  la  Bepúbiica  de  Venezuela 
reconoce  la  deuda  de  tesorería  de  que  habla  el  mencionado 
artículo  quinto,  es  la  de  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos 
once," 

2**  ^^  La  suma  que  reconoce  la  Bepúbiica  es  la  que  conste 
registrada  en  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías 
de  la  antigua  Capitanía  General  de  Venezuela ;  y  cuando  por 
pérdida  ó  extravío  no  conste  alguna  partida  en  las  oficinas 
de  la  Bepúbiica,  esta  reoonoceró  la  que  conste  de  los  libros 
íh-  las  ofleJiraK  <le  hacienda  de   España,    siendo  este  el  otro 
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nezaela,  y  qae  se  darían  las  instracoiones  oportanas  al  En- 
cargado de  Negocios  en  Caracas.  En  cnanto  á  lo  primero, 
•este  Ministerio  posee  el  informe  del  Enviado  de  la  Repúblicaí 
al  cual  se  dijo  qne  el  Gobierno  de  S.  M.  tenía  la  resolnción 
de  declarar  no  obligada  á  España  por  el  convenio  de  qne  se 
faabla,  y  se  fundaba  para  esto  en  qne  el  arreglo  no  consta 
del  tratado,  sino  qne  fne  hecho  por  notas  posteriores  qne  no  se 
ratificaron.  Gnando  tal  cosa  se  comunicó  al  Enviado  vene-' 
zolano,  estaba  terminado  su  encargo  con  la  presentación  de 
sus  letras  de  retiro;  de  modo  que  no  le  fue  posible,  aunque 
lo  deseara,  demostrar  el  ningún  fundamento  de  lo  que  se  pre- 
tendía. Bespecto  á  lo  segundo,  y  no  obstante  el  anuncio  he- 
cho, la  Legación  de  España  hasta  la  hora  presente  ha  guardado 
absoluto  silencio,  siendo  por  lo  mismo  de  creer  que  están  por 
expedírsele  las  instrucciones  indicadas. 

A  tal  razón  bastará  oponer  que  el  convenio  no  se  celebró 
de  otro  modo  por  haber  asegurado  diferentes  Ministros  de 
España  en  frases  tan  terminantes  como  las  que  más,  que  el 
cange  de  notas  dejaba  definitivamente  sellado  el  negocio.  La 
oertifioación  que  después  ezpidierou  de  ellas  los  Plenipotencia- 
rios autorizados  para  el  cange  del  tratado,  no  pueden  tener 
otro  efecto  qne  el  de  una  ratificación.  De  lo  contrario,  no  se 
alcanza  el  fin  que  se  propusiesen  los  autores  del  acto ;  ni  el  de 
haberse  dado  también  á  la  Legación  de  España  en  Venezuela 
el  mismo  documento,  como  lo  reveló  al  Congreso  el  señor  Oo- 
liantes.  Si  los  señores  Martínez  de  la  Bosa  é  Istáríz  no  pro- 
cedieron conforme  á  la  autorización  concedida  por  las  Oortes 
al  Gobierno  de  S.  M.  para  reconocer  la  independencia  de  los 
países  de  América,  es  cuestión  qne  no  toca  á  Venezuela,  y  por 
lo  tanto  no  puedo  examinar.  Ella  no  hizo  más  que  prestar 
entero  crédito  á  los  órganos  debidamente  autorizados  del  Gabi- 
nete español.  En  casos  análogos,  él  ha  invocado  la  misma 
doctrina;  y  citándola  hoy,  los  Estados  Unidos  de  Venezuela 
siguen  el  ejemplo  que  se  les  ha  ofrecido. 

Los  dos  Plenipotenciarios  españoles  que  intervinieron  en 
el  asunto,  y  que  al  carácter  de  tales  unian  el  de  Primeros  Mi- 
nistros de  Estado  de  S.  M.  O.,   tenían    por  cierto  derecho  ék 


INTBBNAOIONAL  HISPANO-AMSBIOANO  499 

ser  creídos^  y  más  caando  declaraban  obrar  en  nombre  de  sa 
Angosta  Soberana.  La  Beina,  qne  los  autorizaba  para  hablar  así, 
no  habría  tenido  inconveniente  en  ratificar  el  acto  con  sn  firma^ 
si  sus  órganos  se  lo  hubiesen  propuesto ;  pero  ellos,  como  se  ha 
observadOy  no  querían  dar  entrMa  á  igual  solicitud  de  parte 
de  otros  países  de  América  todavía  no  reconocidos^ 

AdemáSy  el  tratado  fue  ratificado  en  toda  forma ;  el  con» 
venio  no  era  sino  una  consecuencia  de  él,  sn  complemento,  la 
explicación  de  uno  de  sus  artículos,  que  por  esto  se  llamó  en 
el  texto  del  artículo  quinto  arreglo. 

Aquí  en  Caracas,  y  también  por  medio  de  notas  can  gead  as, 
se  modificó  en  beneficio  de  España  el  artículo  13®  del  tratado. 
Guando  allí  se  había  fijado  el  plazo  de  un  año  para  inscribirse 
en  los  registros  de  la  Legación  ó  Consulado  general  los  espa- 
ñoles que,  habiendo  adoptado  esta  nacionalidad,  quisieran  re- 
cobrar la  suya  primitiva,  una  comunicación  del  señor  En- 
cargado de  Negocios  y  la  respuesta  de  la  Secretaría  de  Belaciones 
Exteriores  bastaron  para  extender  por  ocho  meses  más  aquel 
período ;  y  á  nadie  le  ha  ocurrido  hasta  ahora  que  deban  ann- 
larse  las  matrículas  hechas  durante  la  prórroga.  Sí  es  verdad 
que  ella  obtuvo  la  aprobación  del  Congreso  de  Venezuela ;  pero 
no  medió  lo  qne  propiamente  se  llama  ratificación,  y  mucho 
menos  por  ambos  contratantes.  Ni  siquiera  Plenipotencia  se 
dio  al  señor  Muñoz  y  Funes  para  el  efecto,  aunque  lo  había 
insinuado  el  Poder  Ejecutivo,  sobre  lo  cual  dijo  el  Gabinete 
de  S.  M.  C.  á  su  Legación  en  Caracas  con  fecha  de  diez  y  nueve 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  siete :  ''S.  M.  me 
encarga  manifieste  á  Y*  E.  que  queda  autorizado  para  con- 
cluir el  convenio  indicado  por  un  cambio  de  notas  con  ese 
Gobierno,  sin  que  sea  necesario  remitirle  para  este  objeto  una 
Plenipotencia  especial." 

En  mérito  de  las  razones  expuestas,  y  con  motivo  de  ha- 
berse sabido  que  se  pretende  aplicar  actaalmente,  en  daño  de 
ciudadanos  de  Venezuela,  la  resoluoión  que  desconoce  la  validez 
del  convenio  explicativo  del  artículo  quinto  del  tratado,  el  Pri- 
mer Designado  en  ejercicio  de  la  Presidencia  de  la  Sepública 
me  ha  dado  orden   de  ofrecer  (\  la  consideración  de  S.  M.  por 
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el  Órgano  de  Y.  B.,  las  observaciones  que  anteceden,  y  de 
fundar  en  ellas  la  formal  demanda  de  que  se  declare  en  toda 
faerza  y  vigor  el  arreglo  á  que  se  contraen.  Espera  el  Ejecu- 
tivo Kacional  que,  después  de  leídas,  el  Gobierno  de  S.  M., 
cediendo  al  peso  de  tan  sólidos  argumentos,  se  apresurará  á 
expedir  una  determinación  que  en  igual  caso  Venezuela  na 
vacilaría  en  adoptar,  y  que  reclaman  á  un  tiempo  la  justicia,  la 
santidad  de  los  pactos  internacionales,  las  solemnes  afirmacio- 
nes de  sus  Ministro^  y  las  repetidas  seguridades  en  cuya  virtud 
se  celebró  un  tratado  que  sin  ellas  no  existiría» 

Aprovecho  la  ocasión  para  presentar  á  V.  E.  el  testimonia 
de  distinguida  consideración  con  que  me  suscribo  de  Y.  E> 
muy  atento  servidor.— JSa/o^í  Seijo». — Excmo.  señor  Ministro  de 
Estado  de  S.  M.  O. 

Sobre  el  artículo  5' del       El  quc  suBcribc,  Miuistro  Plenipotenciaria 

tratado  de  pax  y  amistad  »      Cv       ^  •    •  -»^ 

con  Espafia.  dc  la  Bcpública  de  Yenezuela  para  la  nego- 

ciación de  un  tratado  de  paz  y  amistad  con  el  Gobierno  de 
S.  M.  ü.,  ha  tenido  la  satisfacción  de  firmar  este  documento, 
en  que  quedan  sepultados  los  males  consecuentes  á  una  gue- 
rra de  muchos  años  y  restablecidas  las  antiguas  relaciones  que 
la  sangre,  la  religión  y  el  idioma  hacían  indispensables.  Kada 
ha  omitido  de  cuanto  ha  podido  hacer  para  conseguir  su  lau- 
dable objeto,  siéndole  muy  grato  poder  añadir  que  ha  encon- 
trado igual  disposición  en  los  dignos  miembros  del  Gobierno 
actual  de  S.  M. ;  y  se  dirige  ahora  al  Excmo.  señor  Ministro 
de  Estado  con  la  seguridad  que  le  inspira  el  convencimiento 
en  que  está,  de  que  S.  E.  desea,  como  el  que  suscribe,  com- 
pletar esta  obra  de  suma  importancia  para  los  pueblos  cuyos 
intereses  están  encargados  de  defender. 

Según  el  artículo  quinto  del  tratado  referido,  ha  quedado 
para  un  arreglo  posterior  la  parte  de  deuda  de  tesorería  que 
ha  ofrecido  reconocer  la  Bepública  por  haberse  contraído  an- 
tes de  separarse  de  su  antigua  metrópoli.  Este  arreglo  ha 
sido  objeto  de  serias  y  largas  discusiones,  en  que  parece  ya 
haberse  agotado  todas  las  razones  que  por  una  y  otra  parte 
pueden    alegarse    para   comprobar   sus   respectivos    pareceré». 
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Hasta  ahora  no  ha  podido  el  qae  suscribe  persuadirse  de  que 
esté  en  sus  facultades  acceder  á  los  deseos  del  Gobierno  de 
S.  M. ;  y  como  sns  instracciones  son  tan  explícitas  en  este 
punto,  absolutamente  inútil  sería  prolongar  su  discusión.  Mas, 
debiendo  ausentarse  de  esta  capital  para  la  de  Londres,  adon- 
de le  llaman  ocupaciones  muy  graves,  sentiría  en  extremo  que 
el  negocio  no  quedase  definitivamente  concluido.  Dejando  pues 
á  la  prudencia  del  sefior  Ministro  de  Estado  calcular  los  males 
que  de  aquí  podrían  seguirse,  se  atreve  á  proponerle,  en  nom- 
bre de  la  Bepúblioa,  que  la  deuda  de  tesorería  que  debe  re- 
conocer en  virtud  del  ofrecimiento  hecho  en  el  artículo  quinto, 
se  extienda  únicamente  á  las  cantidades  que  consten  acredi- 
tadas en  los  libros  de  dichas  oficinas  hasta  cinco  de  Julio  de 
mil  ochocientos  once. 

Si  en  estos  términos  consecuentes  con  lo  que  desde  el  prin- 
cipio ha  manifestado  el  Gobierno  de  Venezuela,  conviniere  el 
de  S.  M.  en  poner  el  sello  á  este  asunto,  habrá  dado  nuevas 
pruebas  de  desear  una  reconciliación  sincera  entre  los  indivi- 
duos de  ambos  países,  y  la  satisfacqión  del  que  suscribe  será 
completa. 

Aprovecha  esta  oportunidad  el  Ministro  de  Venezuela  para 
reiterar  al  Exorno,  señor  Ministro  de  Estado  las  seguridades 
de  su  estimación  y  respeto.— AZa/o  Fortique.-^Md^áriá :  9  de 
Abril  de  1845. — Es  copia  fiel. — (Firmado). — Al^o  Fortique. 

del  G^teEDo  wpañoi.  Oontestación,— Primera  Secretaría  del  Des- 
pacho de  Estado. — Palacio:  12  de  Abril  de  1845. — Muy  señor 
mío : — He  recibido  la  comunicación  de  US.  de  nueve  del  actual, 
promoviendo  el  arreglo  de  que  se  habla  en  el  artículo  quinto 
del  tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad  entre  España  y 
Venezuela,  para  fijar  la  época  en  que  debe  entenderse  la  obli- 
gación en  que  se  constituye  la  República  relativamente  á  la 
deuda  de  tesorería,  contraída  por  el  Gobierno  español;  y  en 
respuesta  debo  manifestar  á  T7S. :  que  ha  hecho  plena  justicia 
á  los  sentimientos  que  animan  al  Gabinete  de  S.  M.  O.,  cuyos 
individuos  apetecen  con  la  mayor  sinceridad,  que  se  anuden 
cuanto   antes   las   relaciones  de  amistad  y  buena   oorrespon- 
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dencia,  qae  deben  anir  á  dos   ITaciones  enlazadas  con  tantos 
vínculos! 

De  estas  disposiciones  del  CtobierDO  español  lia  recibido 
US.  irrefragables  prnebas  en  el  cnrso  de  esta  negociación :  y 
anhelando  por  nna  parte  la  terminación  de  este  asunto  dila- 
tado ya  por  tantos  años,  con  perjuicio  de  uno  y  otro  Estado, 
y  deseando  que  se  borren  hasta  los  recuerdos  de  la  anterior 
lucha  entre  dos  pueblos  que  pueden  con  razón  llamarse  her- 
manos, conviene  el  Gobierno  de  S.  M.  en  que  lo  estipulado  en 
el  artículo  quinto  del  tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad 
entre  España  y  Venezuela,  firmado  en  esta  Oorte  el  treinta  de 
Marzo  próximo  pasado,  se  entienda  únicamente  de  la  deuda 
de  tesorería  del  Gobierno  español,  contraída  hasta  la  época  que 
US,  designa  en  la  nota  referida  de  nueve  de  Abril  á  que  tengo 
el  honor  de  contestar.  Debo  nuevamente  advertir  que,  por  lo 
tocante  al  modo  de  justificar  las  cantidades  que  formen  dicha 
deuda,  habrá  de  precederse  con  arreglo  á  lo  que  en  dicho 
artículo  quinto  del  tratado  de  paz  y  amistad  entre  España  y 
Venezuela  se  estipula;  y  que  el  medio  legítimo  y  equivalente 
de  que  en  el  mismo  se  habla,  es  el  de  admitirse  como  com- 
probantes ios  asientos  en  los  libros  de  tesorería  de  las  oficinas 
d@  hacienda  de  España,  relativos  á  aquella  época,  con  arreglo 
á  lo  que  se  convino  en  el  primer  protocolo.  Al  hacer  á  US. 
á  nombre  del  €k>bierno  de  S.  M.  la  declaración  que  precede, 
con  lo  cual  queda  completamente  terminado  este  asunto,  omito 
encarecerle  este  nuevo  testimonio  de  sus  benévolas  disposicio 
nes  respecto  á  ia  República  que  US.  dignamente  representa^ 
esperando  en  cambio  que  se  apresurará  por  su  parte  á  satis- 
facer cumplidamente  las  demás  obligaciones  estipuladas  en  el 
tratado,  para  cimentar  más  y  más  la  unión  entre  ambas  Po- 
tencias. 

Aprovecho  esta  ocasión  para  reiterar  á  US  las  seguri- 
dades de  mi  distinguida  consideración.  ~B.  L.  M.  de  US. — Su 
atento  servidor,  Francisco  Martínez  de  la  Bom* — Señor  don 
Alejo  Fortique,  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  de 
Venezuela. — Es  copia  fiel  del  original  que  queda  en  mi  poder  «^ 
— (Firmado).— AIa;o  Fortique. 
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ponmble  de  parte  alguna  UOpia. — JUjI  OaO  SQSCnbe,    MlQlStrO    PleniDO- 

de  la denda contraída Bo-      ^.^      .      •        j      i       -r»      ^i-i-         n        -rr  ,         • 

iire  la  teforerfa  de  1a  t6Dciario  de  Ift  Bepública  de  Yenezueld,  ha 
*^"  no*efpÍfloi.  ^  ^^  tenido  la  honra  de  recibir  la  nota  de  este 
día  en  qne  el  señor  Ministro  de  Estado  respondiendo  a  la 
saya  de  nneve  del  actnal,  se  sirve  participarle  qne  el  Oobierno 
de  S.  M.  O.  conviene  en  los  términos  qne  el  que  suscribe 
propnso  para  el  arreglo  de  la  deuda  de  tesorería  de  qne  habla 
el  artículo  quinto  del  tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amis- 
tad entre  Venezuela  y  España,  ñrmado  en  esta  Oorte  el 
día  treinta  del  mes  pasado. 

Aceptados  dichos  términos,  queda  definitivamente  ajus- 
tado y  convenido  que  la  Bepáblica  no  es  responsable  de  parte 
alguna  de  la  deuda  contraída  sobre  la  tesorería  de  Venezuela 
por  el  Gobierno  español  ó  sus  autoridades  después  del  cinco 
de  Julio  de  mil  ochocientos  once,  circunscribiéndose  toda  la 
obligación  en  que  por  el  referido  artículo  se  constituye,  á  la 
deuda  anterior  á  la  mencionada  fecha  y,  como  dice  muy  bien 
el  señor  Ministro  de  Estado,  queda  completamente  terminado 
este  asunto ;  el  artículo  quinto  ha  recibido  con  ello  su  com- 
plemento y  nada  más  resta  que  hacer  en  el  particular,  puesto 
que  la  observación  de  S.  E.  relativamente  al  modo  de  com- 
probar las  cantidades  de  la  deuda  que  ha  de  pagar  Venezuela^ 
es  conforme  con  lo  estipulado  y    se  acepta  por  consiguiente. 

El  que  suscribe,  habiendo  así  llenado  felizmente  el  ob- 
jeto de  su  misión  á  esta  Oorte,  siente  la  necesidad  de  re- 
gresar á  Londres:  y  al  despedirse  y  pedir  al  señor  Minisro 
de  Estado  el  pasaporte  correspondiente,  aprovecha  la  ocasión 
para  darle  las  más  expresivas  gracias  por  la  bondadosa  aco- 
gida y  esquisitas  atenciones  que  se  ha  servido  dispensarle  y 
para  reiterarle  las  seguridades  de  su  más  distinguida  consi- 
deración y  aprecio. — Alejo  Fortique. — Madrid  :  12  de  Abril  de 
1845. 

dei^MSrtro*d?B¡Sio.  Cou test 8 cióu.— Primera  Secretaría  del  Des- 
pacho de  Estado. — Palacio :  14  de  Abril  de  1845. — ^Muy  señor 
mío :— He  recibido  la  nota  de  ÜS.  de  12  del  corriente,  en  qu& 
coutesta  mi  comunicación  del  mismo  día  en  respuesta  á  la 
suya  del  9  sobre    convenir   el    Oobierno  de  S.   M.  O.  en   loa 
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términos  propuestos  por    US.  para  el    arreglo  de    la    deada 
de  tesorería  de  qae  habla  el  artículo   qaiato  del  tratado  de 
recoDoeimiento,  paz  y  amistad  entre  Venessaela  y   España,  fir- 
.mado  en  esta  Oorte  el    30  del  mes  pasado. 

No  debe  caber  á  US.  la  menor  duda  de  qne  con  la  re- 
'ferida  aceptación  por  parte  del  Gobierno  español  queda  de- 
unitivamente  fijada  la  época  que  US.  cita  para  que  en  ella  ter- 
mine toda  responsabilidad  de  pago  por  la  República ;  circuns- 
cribiéndose la  obligación  de  ésta  al  tiempo  anterior  á  la 
expresada  fecha,  recibiendo  con  esta  nueva  y  reiterada  con- 
formidad, que  repito  á  US.  á  nombre  del  Gobierno  de  mi 
Augusta  Soberana,  el  mayor  complemento  de  estabilidad,  y 
la  mayor  aclaración  que  pueda  darse  al  artículo  quinto  del 
tratado  entre  Venezuela  y  España,  que  felizmente  ha  puesto 
término  al  estado  de  separación  en  que  se  hallaban  ambos 
países. 

Siento  personalmente  la  pronta  salida  de  US.  de  esta 
capital,  que  me  participa  en  su  escrito,  á  que  contesto,  pi- 
diéndome al  propio  tiempo  pasaporte  para  Inglaterra ;  y  me 
complazco  en  manifestar  á  US.  á  nombre  del  Gobierno  de 
S.  M.  que  los  españoles  contaremos  siempre  en  el  número  de 
nuestros  más  firmes  amigos  á  los  ciudadanos  de  Venezuela 
que  por  tantos  títulos  pueden  reputarse  nuestros  hermanos; 
y  por  su  parte  doy  las  gracias  al  Presidente  de  la  República 
por  la  acertada  elección  que  ha  hecho  de  la  persona  de  US. 
para  esta  negociación  en  que  tan  distinguidas  cualidades  faa 
demostrado. 

Incluyo  á  US.  el  pasaporte  que  necesita,  y  al  desearle 
un  feliz  viaje  para  Londres,  puedo  asegurar  á  US.  que  tendré 
una  nueva  y  completa  satisfacción  si  es  US.  el  encargado  de 
presentar  en  España  la  sanción  del  Gobierno  de  Venezuela 
al  tratado  que  hemos  firmado  y  anuda  las  relaciones  de  ambos 
pueblos,  repitiendo  á  US.  con  este  motivo  las  seguridades  de 
mi  más  distinguida  consideración. — B.  L.  M.  de  US» — Su  atento 
seguro  servidor. — Francisco  Martínez  de  la  Basa, — Señor  don 
Alejo  Fortique,  Ministro  Plenipotenciario  de  la  República  de 
Venezuela.— Es  copia.— (Firmado),— J\>ríígi«e4 
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Protocolo  Don   Francisco  Javier    de  Istúriz,  primer 

reíatiTas  retuT^unto.  Secretarío  de  Estado  y  del  Despacho  de 
S.  M.  O.  y  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  y  don  Fermín 
Toro,  Enviado  Extraordinario  y  Ministro  Plenipotenciario  de 
la  Bepública  de  Yeneznela  en  esta  Corte,  certificamos:  qne 
examinados  los  protocolos  de  las  conferencias  qne  celebraron 
en  li,  16  y  25  de  Marzo  del  año  último  de  1845  don  Fran- 
cisco Martínez  de  la  Bosa,  primer  Secretario  de  Estado  qne 
era  entonces,  y  don  Alejo  Fortiqne,  Enviado  de  Veneznela, 
para  ajnstar  el  tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad  entre 
ambos  países ;  y  las  notas  oficiales  qne  mediaron  entre  ambos 
Plenipotenciarios  en  9,  12  y  14  de  Abril  del  mismo  año,  re- 
sulta de  estos  documentos,  qne  el  punto  pendiente  en  el  ar- 
tículo quinto  de  dicho  tratado,  firmado  en  Madrid  á  30  de 
Marzo  de  1846,  relativo  al  reconocimiento  de  la  deuda  de  te- 
sorería por  parte  de  la  Bepública  de  Venezuela,  quedó  de- 
finitivamente acordado  y  fijado   en  los    términos  siguientes: 

V  La  fecha  hasta  la  cual  la  Bepública  de  Venezuela  re- 
conoce la  deuda  de  tesorería  de  que  habla  el  mencionado  ar- 
tículo quintó,  es  la  de  5  de  Julio  de  1811. 

2®  La  suma  que  reconoce  la  Bepública  es  la  que  conste 
registrada  en  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías 
de  la  antigua  Capitanía  General  de  Venezuela,  y  cuando  por 
pérdida  ó  extravío  no  conste  alguna  partida  en  las  oficinas 
de  la  Bepública,  ésta  reconocerá  la  que  conste  de  los  libros 
de  las  oficinas  de  Hacienda  de  España ;  siendo  este  el  otro 
medio  legítimo  y  equivalente  de  que  habla  el  mencionado  ar- 
tículo. 

3*  En  ningún  caso  la  Bepública  de  Venezuela  admitirá 
en  comprobación  de  reclamaciones,  la  prueba  de  testigos  ó  de 
certificaciones,  por  las  complicaciones  .v  conflictos  á  qne  podrían 
dar  margen  no  menos  que  á  fraudes  y  abusos.  Fecho  por 
duplicado  en  Madrid  á  7  de  Agosto  de  1846.— (L.  S.)— jEVan- 
CÍ8C0  J.  de  iítóm.— (L.  S.)— jF.  Tit^ro.— Es  copia.— (Firmado).— . 
Toro. 
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Se  pide  61  nombra.  Legaoióü  de  lo8  Estados  Unidos  de  Ye- 
fittiop^^^uT^ode  neznela  en  España. — Al  Excelentísimo  seüor 
ne^a  eia^ntra  Espafia^  Ministro  de  Estado. — ^Madrid  :  21  de  Diciembre 
de  1873.— El  que  suscribe,  Ministro  Plenipotenciario  de  los 
Estados  Unidos  de  Venezuela,  tiene  la  honra  de  dirigirse  al 
Excelentísimo  señor  Ministro  de  Estado,  en  solicitad  de  ana 
declaratoria  qae  espera  merecer  de  la  rectitad  del  G-abineta 
español,  atento  á  qae  se  trata  simplemente  de  la  interpre* 
tación  de  ciertas  cláusalas  insertas  en  el  tratado  de  recono- 
cimiento, paz  y  amistad,  celebrado  entre  Yenezaela  y  España^ 
en  30  de  Marzo  de  1845,  qae  carecería  de  Ja  reciprocidad,  tan 
necesaria  en  los  pactos  internacionales,  si  no  se  obtuviese 
aquella  declaratoria. 

Sabe  Y.  E.  qae  por  el  artícalo  5?  de  dicho  tratado  re* 
conoció  espontáneamente  la  Bepública  de  Yenezaela,  coma- 
Deuda  Nacional  GoBSolidable,  la  suma  á  que  ascendiese  la. 
deuda  de  tesorería  del  Gobierno  español,  que  constase  re- 
gistrada en  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías  de 
la  antigua  Capitanía  General  de  Yenezuela,  ó  que  resaltase 
comprobada  por  otro  medio  legítimo  y  equivalente,  estipulán- 
dose en  el  mismo  artícalo  dejar  la  resolución  de  este  punto 
para  un  arreglo  posterior. 

Sabe  Y.  E.  igualmente,  que  en  virtud  de  las  conferencian 
celebradas  por  el  Enviado  de  Yenezuela  con  el  Excelentísimo 
señor  primer  Secretario  de  Estado  don  Francisco  Martínez  de 
la  Bosa,  y  posteriormente  con  el  Excelentísimo  señor  don 
Francisco  Javier  de  Istúriz,  igaalmente  primer  Secretario  de 
Estado,  se  llegó  á  dicho  arreglo  en  7  de  Agosto  de  1846.. 
fijándose  como  fecha  hasta  la  cual  debía  la  Bepública  de  Ye* 
nezuela  reconocer  la  deuda  de  tesorería  del  Gobierno  español, 
la   de  5  de  Julio    de  1811. 

Esta  declaratoria  deslindó  desde  luego  las  respectivas 
obligaciones  que  contraían  ambas  partes,  por  lo  que  toca  á  la 
\deuda  de  tesorería  del  Gobierno  español,  que  constase  re- 
gistrada en  los  libros  de  cuenta  y  razón  de  las  tesorerías  de 
la  antigua  Capitanía  General  de  Yene/iUela,  ó  en  los  libros  de 
las    oficinas  de  Hacienda  de  EspaQi,   correspon<Íiendo    á   Ye* 
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nezaela  reconocer  y  pagar  en  áenda  pública  toda  la  deada  de 
tesorería  española  hasta  5  de  Julio  de  1811,  y  ai  Gobierno  de 
España  reconocer  y  pagar  en  la  misma  forma  dicha  deuda  hasta 
1823,  época  en  que  se  retiró  de  Venezuela  el  ejército  expe- 
dicionario español* 

Por  el  artículo  6^  del  mismo  tratado,  se  dispuso  [que  todos 
los  bienes  muebles  é  inmuebles,  alhajas,  dinero  ú  otros  efectos 
que  hubiesen  sido  con  motivo  de  la  guerra  secuestrados  6 
confiscados  á  ciudadanos  de  Venezuela  ó  á  subditos  de  Es- 
paña, y  se  hallasen  todavía  en  poder  ó  á  la  disposición  del 
Gobierno  en  cuyo  nombre  se  hizo  el  secuestro  ó  la  confiscación, 
serían  inmediatamente  restituidos  á  sus  antiguos  dueños  ó 
á  sus  herederos  ó  legítimos  representantes,  y  por  el  artículo 
8^.  se  dispuso  que  Venezuela  debería  indemnizar  competente- 
mente á  los  dueños  de  aquellos  bienes  muebles  é  inmuebles, 
que  habiendo  sido  secuestrados  ó  confiscados  por  el  Gobierno 
de  la  Bepública,  fueron  después  vendidos  ó  adjudicados  ó  se 
dispuso  de  ellos  de  algún  otro  modo. 

Venezuela,  en  cumplimiento  de  las  estipulaciones  del 
tratado  de  1845,  y  de  la  declaratoria  posterior  de  1846,  sa- 
tisfizo religiosamente  con  Deuda  Consolidable  todas  las  recla- 
maciones que  le  fueron  presentadas  en  la  forma  y  términos 
estipulados  en  dicho  tratado  y  convenio 'de  1846.  Hizo  más, 
pues  admitió  dicha  Deuda  Consolidable  á  su  conversión  en 
Consolidada  del  cinco  por  ciento  en  los  mismos  términos  que 
la  Deuda  doméstica,  por  virtud  de  un  decreto  legislativo  que 
se  promulgó    en  Caracas  el  8  de  Mayo  de  1847. 

Pero  España  no  ha  reconocido  ni  pagado  en  Deuda  Inte* 
rior  las  sumas  que  por  tales  respectos  le  corresponden  desde 
el  5  de  Julio  de  1811  hasta  1823,  en  que  cesó  definitivamente 
su  dominación  .  en    Venezuela. 

Podría  observarse  tal  vez  que,  por  el  artículo  10  del  tratado- 
de  1845,  se  estipuló  que  las  reclamaciones  contra  uno  ú 
otro  Gobierno,  se  presentasen  en  el  término  de  cuatro  años,, 
á  contarse  desde  el  cange  de  las  ratificaciones,  so  pena  de  no 
ser  admitidas  pasados  dichos  cuatro  años,  que  se  vencieron  el 
22    de   Junio    de   1850 ;    pero   este  alegato  que   en  estricto 
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derecho  y  atendidas  las  oircanstancias  que  han  mediado   ven- 
dría   á  consagrar  ana  estricta    injasticia,    no  podría  á  jaicio 
del  qne  sasoribe,    extenderse  á   reclamaciones  qae  no  faetón 
objeto  especial  del  tratado  de  1845.    En  este  se  establecieron, 
en  cnanto    á  bienes  confiscados,    dos    clases  de  obligaciones, 
nnas  relativas   á    las  qne   se  hallaren   todavía  en  poder  ó  á 
disposición  de)  Gobierno    en  cayo  nombre  se   hizo  el  secaes- 
tro,  otras  relativas  á  los  bienes  conñgcados  por  Venezuela  que 
despaés  se  vendieron,   adjadicaron,  ó   de  qae  se  dispaso   de 
cnalqaiera  otro  modo.    Las  obligaciones  en  el  primer  caso  son 
recíprocas  para  Veneznela  y  España ;    las  obligaciones  del  se- 
gando  pesan  solamente   sobre   Veneznela.    Se  ve,  paes,    qae 
nada  dispaso  el  tratado  sobre  los  confiscos  ejecntados  por  las 
autoridades  espafiolas  en  propiedades   de  venezolanos,    confis- 
caciones que  fueron  ejecutadas  sobre  inmaebles  y  sobre  bienes 
muebles,  aplicados  al  servicio  y  consamo  de  las  tropas  expedi- 
cionarias ;   y  por  consiguiente,  las  acreencias   á  que  ellas  den 
nacimiento,   no  pueden  considerarse  en    el    plazo  de  prescrip- 
ción   del  artículo  10  del  tratado.    Así,  las  confiscaciones  eje- 
cutadas por  las  autoridades   españolas,    pueden   originar    dos 
clases  distintas   de  créditos  á  favor  de  venezolanos.    Las   re* 
caídas  sobre  inmuebles  no  dan  derecho  de  indemnización  á  los 
primitivos  dueños  de  ellos;    paes   los*  compradores    de  dichos 
bienes  al  Gobierno  español  los  perdieron  caando  á  la  entrada 
de  las  armas  republicanas  faeron  recuperados  por  sus  antiguos 
dneños.    Pero  sí  tienen  derecho  los  compradores  qae  los  po- 
seyeron   por    un    título  legítimo  conferido  por  España  á  ser 
saneados  por  ésta.    De  modo  que   en  caanto  á  4Sonfíscos   de 
bienes  raíces  ejecutados  por  autoridades  españolas,   la  obliga- 
ción de   indemnizar   es   resaltiva  de  que  dichos  bienes  fueron 
recuperados    por    sus  primitivos   dueños  en  virtud  del  triunfo 
republicano,   produciendo  acción  de  saneamiento  á  favor  de  los 
adquirentes  que  los  compraron  á  las  mencionadas  autoridades 
españolas,  en  tanto  que  las   confiscaciones   sobre  bienes  mue- 
bles de  los  cuales  dispuso  el  Gobierno  español  para  el  sosteai- 
miento  del  ejército  expedicionario,  producen  acción  directa  á  fa- 
vor de  los  primitivos  dueños  • 
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Por  las  razones  anteriormente  ad acidas,  cree  el  infraescri- 
to  perfecto  el  derecho  de  Yeneznela  á  reclamar  del  Qobierno 
de  Espafía  el  reconocimiento  y  pago  en  Denda  Nacional  de 
las  diversas  acreencias  á  qne  se  refiere  esta  nota,  especial- 
mente si  se  atiende  á  qne  la  declaratoria  del  artículo  11  del 
tratado  de  1845|  cerrando  la  puerta  á  toda  reclamación  pos- 
terior de  daños  y  peijuicios  causados  por  la  guerra  ó  por 
cualquiera  otro  concepto,  excluyó  precisamente  las  que  son 
materia  de  esta  demanda.  Ni  parecería  justo  tampoco  que 
empeñada  una  lucha,  una  guerra  legítima  entre  un  antiguo  So- 
berano que  sostenía  sus  antiguos  títulos  de  soberanía  y  un 
pueblo  que  aspiraba  á  gobernarse  por  sí  mismo,  recayese  exclu- 
sivamente la  obligación  de  pagar  las  consecuencias  de  medidas 
tomadas  por  ambos  beligerantes  con  propósitps  distintos,  preci- 
samente sobre  aquel  que  confirmó  con  el  triunfo  la  legítima  as- 
piración de  su  independencia,  y  la  estableció  de  hecho,  obte- 
niendo más  tarde  el  reconocimiento  de  su   antiguo  poseedor. 

Por  lo  menos  resaltaría  de  este  proceder  una  inconse- 
cuencia lamentable  que  no  fue  ciertamenta  ni  la  intención  ni 
mucho  menos  el  espíritu  qne  presidió  al  ilustre  Gtobierno  de 
España,  cuando  en  30  de  Marzo  de  1845  se  prestó,  animado 
de  los  más  nobles  sentimientos  de  filantropía,  á  celebrar  el 
tratado  de  paz  y  reconocimiento  de  la  República  de  Venezue- 
la ;  porque,  limitada  como  está  la  obligación  de  ésta  á  pa- 
gar solamente  las  sumas  que  se  debiesen  por  el  tesoro  espa- 
ñol hasta  el  5  de  Julio  de  1811,  según  la  declaratoria  del  7 
de  Agosto  de  1846,  aparecerían  sin  provisión  alguna  y  com- 
pletamente desamparadas  las  posteriores  hasta  1823,  que  se  in- 
virtieron precisamente  en  la  prolongación  de  la  gnerra,  é  hi- 
cieron más  costoso  y  más  desastroso  para  el  porvenir  el  trinn 
fo  republicano. 

Si  no  tuviera  el  infraescrito  una  convicción  tan  profunda 
de  la  rectitud  y  la  nobleza  del  carácter  español,  se  habría  li- 
mitado en  esta  nota  á  presentar  simplemente  la  demanda  en 
nombre  de  su  Gobierno,  y  á  esperar  la  contestación  que  su- 
plica al  de  España  ;  pero  son  tan  cordiales  las  relaciones  ac- 
tuales entre  ambos  países,  son  tan  estrechos  sus  vínculos  con- 
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sagrados  por  la  identidad  de  la  sangre,  de  la  religión  y  del 
idioma,  qne  bien  ha  podido  sin  manoilla  para  ningano,  hacer 
nna  franca  exposición  de  los  hechos,  de  manera  qne  sea  im- 
partida la  justicia  á  quien  la  clama,  bajo  la  inspiración  de 
los  sentimientos  más  paros  de  fraternidad  y  estima. 

El  infraescrito  cree  conveniente  aüadir  qne  su  Gobierno  le 
ha  conferido  plenos  poderes  para  sellar  por  medio  de  nna  ne- 
gociación  recíprocamente  satisfactoria  las  diversas  reclamacio- 
nes á  qne  se  reñere  esta  nota,  y  qne  en  consecnencia  vería 
con  placer,  qne  el  ilnstrado  Gtobierno  de  la  Bepública  espigóla 
accediese  á  su  proposición  de  disentir  y  acordar  lo  conve* 
niente  por  medio  de  nn  Plenipotenciario,  si  como  lo  espera, 
la  precedente  exposición  le  satisface  en  cnanto  al  bnen  dere- 
cho con  qne  Yeneznela  reclama  la  reciprocidad  en  sos  pactos 
con  España. 

El  Ministro  Plenipotenciario  de  los  Estados  Unidos  de  Ye- 
neznela, reitera  al  Excelentísimo  señor  Ministro  de  Estado  la 
expresión  de  sus  sentimientos  de  mny  distinguida  consideración. 
—(Firmado)— Jo«¿  Maria  üo;^».— Es  copia— 2ío;a«. 

Eesoiución  Estados  Unidos   de  Venezuela.— Ministerio 

Bobre  reclamos  de  Vene-       •,       t»   t      •  -r^    ^      .  «  -^>r      . 

Kueía  contra  España.  Qc  Bclacioncs  Extcnores. — Oaracas :  liioviem- 
bre  4  de  1874.— De  orden  del  Presidente  de  la  Unión  publicó 
este  Ministerio  en  la  Gaceta  Ofieialy  con  fecha  23  de  Mayo  úl- 
timo,   la  siguiente   resolución  : 

"  Estados  Unidos  de  Yenezuela.-*-Ministerio  de  Relaciones 
Exteriores. — Oaracas:  Mayo  23  de  1874. — ^Resuelto. — El  Go- 
bierno Federal  por  el  órgano  del  Ministro  Plenipotenciario  en 
España,  ha  promovido  y  procura  nn  arreglo  en  virtud  del 
cual  el  Gobierno  de  aquella  ISTación  se  obligue  á».  indemnizar 
á  los  venezolanos,  de  cuya  propiedad  dispusieron  funcionarios 
españoles,  por  conñscación,  ó  por  cualquier  otro  medio,  des- 
pués del  año  de  1811,  en  que  fue  proclamada  la  independen- 
cia de  Yeneznela ;  y  á  fin  de  conocer  y  fijar  el  monto  de  los 
valores  que  hayan  de  ser  materia  del  mencionado  arreglo, 
el  Ilustre  Americano,  Presidente  de  la  República,  ha  resuelto 
que  se  excite  á  los  que  se  consideren  con  algún  derecho  por 
tal  motivo,  á  que  presenten   á   este  Ministerio  sus  respectivas 
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solicitades  ó  los  dooameatos  jastifloativos  de  sas  créditos,  en 
el  término  de  sesenta   días  contados  desde   esta  fecha." 

A  consecaencia  de  la  resolución  preinserta  se  han  presen- 
tado varios  interesados,  coyas  solicitades  tengo  el  honor  de 
acompañar  á  U.  y  las  cuales  recomiendo  á  su  reconocida  in- 
teligencia y  eficacia. 

En  la  lista  que  se  incluye  están  especificados  los  nombres 
de  los  reclamantes  y  las  cantidades  que  reclaman. 

Oreo  innecesario  enviar  á  U.  los  documentos  en  que  áquelloa 
se  apoyan,  que  no  existan  en  los  archivos  de  la  Secretaria  de 
Estado  de  España,  mientras  aquel  Gobierno  no  resuelva  la 
gestión  que  hizo  U.  en  su  nota  de  24  de  Diciembre  de  1873 
sobre  la  materia.  Sin  embargo,  si  ü.  cree  conveniente  que  se 
le  remitan  los  documentos,  se  servirá  avisarlo  oportunamente 
á  este  Despacho. 

En  cuanto  á  la  reclamación  de  los  señores  Vicente  Mi- 
chelena  y  Bamón  G.  Domínguez,  que  reconoce  una  causa 
distinta  de  las  demás,  desde  el  mes  de  Setiembre  de  1872 
fue  presentado  el  caso  á  la  Legación  de  España  en  esta  capi- 
tal, la  cual  trasmitió  al  Gobierno  español  la  nota  de  este  Mi- 
nisterio y  copia  de  los  documentos  que  demuestran  la  injus- 
ticia con  que  aquellos  fueron  presos  en  la  Habana  y  el  inicuo 
tratamiento  que  recibieron  en  la  prisión.— Soy  de  T7.  atento 
sevidor.-W.  M*  flanco.— Señor  Doctor  José  María  Bojas,  Ministro 
Plenipotenciario  de  Venezuela   en  España. 

e^°íft?i1rob«S«^i^  Madrid:  Junio  16  de  1871.~Muy  señor 
deSÍ?deíu'S?Sí  mió:— Me  he  enterado  con  detenimiento  del 
^"'  IVntin.''*"'***  contenido  de  la  atenta  nota  de  US.,  fecha  14 
de  Mayo  último,  en  que  se  solicita  una  indemnización  en  favor 
de  doña  Carlina  de  Pedralvez  y  de  Oapna,  por  los  desper- 
fectos que  ocasionó  en  una  casa  de  su  propiedad,  sita  en  la 
ciudad  de  Gracia,  una  de  las  granadas  arrojadas  sobre  la  pobla 
ción  por  las  tropas  del  Gobierno  durante  las  ocurrencias  del 
mes  de  Abril  del  año  próximo  pasado. 

Examinadas  las  circunstancias  del  caso  y  consultados  los 
antecedentes  que  existen  en  este  Ministerio  de  sucesos  análogos 
al  citado  por  US.,  tengo  el  sentimiento  de  manifestarle  que  no 
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es  posible  resolver  este  asanto  en  el  sentido  indicado  en  la 
nota  á  qne  contesto,  según  se  desprende  de  las  consideraciones 
qne  signen  y  qne  han  servido  de  fundamento  al  dictamen  des- 
favorable, emitido  por  el  Consejo  de  Estado  en  casos  de  la 
naturaleza  del  qne  nos  ocnpa,  presentados  recientemente  por 
dos  de  las  Legaciones  extranjeras  acreditadas  en  esta  Oorte. 

Las  principales  razones  en  qne  dicho  dictamen  se  fnnda 
son :  ^'  qne  no  existe  disposición  alguna  en  qne  se  declare 
que  el  Estado  deba  indemnizar  los  daños  cansados  en  las 
sublevaciones  :  qne  el  Código  penal  al  sancionar  el  principio 
de  qne  sobre  el  autor  del  hecho  ha  de  recaer  la  reparación 
del  perjuicio,  tuvo  á  su  vez  presente  que  había  actos  colectivos 
en  los  qne  difícilmente  se  podía  averiguar  quiénes  fueran  las 
personas  responsables  y  dispuso  el  artículo  16  regla  3%  que 
cuando  la  responsabilidad  alcanzase  á  gran  parte  de  una 
población  ó  al  Estado,  y  siempre  que  el  dafio  se  hubiese  causado 
interviniendo  la  autoridad,  se  hiciera  la  indemnización  por 
leyes  especiales;  y  por  último,  que  estas  reglas  que  se  acep* 
taban  como  de  aplicación  general  para  casos  de  otra  índole  de 
los  que  se  trata,  no  podían  hacerse  extensivas,  y  no  se  habían 
hecho  hasta  la  fecha,  á  los  que  reconocen  por  cansa  aconteci- 
mientos políticos,  porque  sería  recargar  demasiado  los  gastos 
del  tesoro  con    el  abono  de   indemnizaciones  de  esta  clase." 

Por  otra  parte,  parece  natural  que  todo  aquel  que  escoje 
para  su  residencia  un  país  extranjero  lo  verifica  con  cono- 
cimiento de  las  condiciones  en  que  se  halla  colocado  y  aceptan* 
do  en  consecuencia  los  riesgos,  que  por  efecto  de  ellas  puedan 
sobrevenirle.  Las  convulsiones  políticas  porque  España  acaba 
de  atravesar  han  dado  lugar  por  desgracia,  á  acontecimientOB 
lamentables  pero  que  la  autoridad  no  ha  podido  evitar,  obli- 
gada como  está  á  defender  los  altos  intereses  del  Estado  y 
de  la  sociedad  aun  á  costa   de  dolorosos  sacrificios. 

De  los  documentos  que  acompaña  á  la  nota  de  US.,  que 
queda  mencionada,  no  se  desprende  que  los  daños  ocasiona- 
dos hayan  sido  producidos  por  una  agresión  directa  é  inten- 
cionada hf»cia  U  propiedad  de  «l^Ba    Elena  Pedralvez,   úuicu 
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caso  en  que  cambiarían    las   circanstanoias  de  la  cuestión  y 
podría  resaltar  responsabilidad  personal  contra  sns  autores. 

Espero,  por  tanto,  que  US.  apreciará  la  fuerza  de  las 
razones  expuestas  y  comprenderá  el  sentimiento  con  que  me 
veo  obligado  á  no  acó  eder  á  los  deseos  expuestos  en  su  atenta 
nota  del  14  de  Marzo  último. 

Aprovecho  con  gusto  esta  oportunidad,  para  reiterar  á  ÜS., 
&»,  &• — O.  Martos.'^Se'ñ.or  Oónsul  de  la  Bepública  Argentina 
en  Barcelona. — (Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  la  Be- 
pública  Argentina,   1874). 


TOMO    m  33 


"'  \ 


EL  DERECHO  IHTERNACIONAI. 

OSPAHO-iimCM  FDBUCO  T  FBITm 


Gondusiones  definiÜTas  por  autoridad  de  cosa  juzgada 

y  conclasiones  generales. 


Sobre  admisióa  de  nn        "So  debe  eoDsideiarse  como  antecedente  la 

Minlfltro  Reeidente  bíh  .^r 

credeiidio.  resolucióD  por  la  cnal  el  Gobierno  de   Vene- 

zuela convino  en  aceptar  en  clase  de  Ministro  Besidente  de 
los  Estados  Unidos  al  señor  Oarter,  sin  la  credenoial  del  caso, 
y  cayo  nombramiento  había  sido  comunicado  por  el  Ministerio 
de  ITegocios  Extranjeros  de  la  unión  Korte-americana  al  Mi- 
nisterio respectivo  de  yenezuela,  y  al  Ministro  Besidentp  de 
esta  Bepública  en  Washington.  De  notoriedad  universal  fae 
la  postración  en  el  lecho  del  dolor  del  Presidente  Oatfield, 
herido  por  brazo  cobarde  y  aleve,  y  á  cnyas  heridas  sucumbió 
algunos  días  después. 

Peligroso  en  extremo  sería  establecer  prácticas  opuestas  á 
las  nociones  más  triviales  del  derecho  de  gentes,  que  hacen 
indispensable  la  credencial,  para  que  el  nombrado  sea  recibido 
por  la  Kaeión  ante  quien  se  le  acredita.  Ejemplo  de  ello  se 
ha  visto  en  Venezuela,  con  los  señores  Bülow-Bartholly,  aven- 
tureros alemanes,  que,  diciéndose  Bepresentantes  del  Gobierno 
alemán,  invadieron  la  tierra  por  Oriente,  y  especularon  con  su 
pretendido  carácter  público.  "So  les  faltó  sino  falsificar  los 
documentos  de  que  se  provee  á  los  Agentes  diplomáticos,  para 
haber  hecho  más  lucrativo  su  inusitado  y  atrevido  designio. 

Hasta  consideraciones  políticas  de  no  escasa  importancia, 
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movían  al  Gobierno  venezolano  á  esta  cortesía  especial  bacía 
los  Estados  Unidos,  que  conjaran ,  peligros  evidentes  de  los 
derechos  y  de  la  dignidad  de  Y^ezuela,  en  sus  relaciones 
con  Francia. 

^""^e  feStf"'''  Conforme  con  la   opinión  de   los  Estados 

Unidos,  creo  que  conviene  á  las  Bepúblicas  aníerieanas  re- 
conocer los  Gobiernos  de  fiusto,  sin  examinar  la  cnestión  de 
legitimidad  de  origen  ó  de  sucesión,  tratándose  de  las  STaoio- 
jies  enropeas. 

Pero  caando  estos  Gobiernos  de  facto  son  establecidos 
por  filibusteros  de  otros  países,  que  á  veces  han  logrado 
apoderarse  del  mando  en  algunas  de  nuestras  Bepúblicas, 
como  sucedió  con  el  cabecilla  Walker  en  nicaragua,  tenemos 
perfecto  derecho,  no  sólo  para  desconocer  tal  autoridad,  sino 
aún  para  protestar  contra  elia  y  perseguirla.  De  suerte  que,  los 
tratados  ó  compromisos  hechos  por  Gobiernos  en  tales  casos, 
no  obligan  ni  á  la  Ilación  víctima  del  despojo  de  su  soberanía, 
ni  á  aquellas  con  quienes  se  haya  tratado. 

Sobre  recurso  Uu  Míuistro  extranjero  corresponde  con  el 

dos  dipiomátioos.  Secretario  de  Belaciones  Exteriores  sobre  todas 
las  materias  que  interesen  al  país  que  representa,  y  no  debe 
ocurrir  á  la  prensa,  porque  no  tiene  autoridad  para  comuni- 
car sus  sentimientos  al  pueblo  del  país  en  que  desempeña  sus 
funciones,  por  publicaciones  manuscritas  ó  impresas* 

t&^£^<^»fcm  xk^  En  casos  semejantes,  debe  precederse  con 
^*^  ^píSiSulsy?^^  ^*^  la  constancia  y  energía  que  el  Gobierno  del 
Paraguay  desplegó  para  reclamar  que  se  le  hiciese  justicia. 
Oonvencido  de  ella  el  Gobierno  inglés,  declaró  que  el  Go- 
bierno de  S.  M.  B.  no  había  pretendido  arrogarse  el  derecho 
de  intervenir  en  la  jurisdicción  del  Paraguay;  y  que  su  in- 
tención no  había  sido  nunca  ni  podido  ser  impedir  al  Go- 
bierno paraguayo  velar  por  la  aplicación  de  las  leyes,  agre- 
gando que  la  demostración  hecha  contra  el  Tacuari  había 
sido  un  acto  extraño  al  Gobierno  británico,  un  hecho  indivi- 
dual del  Almirante  Lushingtou,  que  obró  por  propia  respon- 
sabilidad. 
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Lacondaeu  XJn  empleado  diplomático  no  paede,  eo  nin. 

d6l  ninifltro  britinioo  _      • 

en  Baenos  Airefl.  gÚB     CSSO    y    pOr     DiDgán     mOtiVO,    iodaClF  DI 

permitir  á  sns  nacionales,  qne  tomen  parte,  directa  ó  indirecta- 
mente, en  las  elecciones  de  funcionarios  públicos  del  país  en 
qne  viven.  Ejercer  el  derecho  de  sufragio,  qne  es  el  atributo 
más  característico  y  esencial  de  la  soberanía,  es  renunciar  á 
la  condición  de  extranjero,  así  como  un  medio  positivo  de 
adquirir  la  naturalización.  La  conducta  del  Ministro  británico 
en  tal  coyuntura,  fue  muy  bien  calificada  de  oficiosa  por  el 
Ministerio  de  Bstado  argentino* 

^•^cSSiíSíJ^  No  me  explico  por  qué  en  nuestras  Eepú- 
blicas  no  se  da  la  más  sería  atención  al  establecimiento  de  la 
carrera  diplomática,  de  una  manera  estable  y  permanente. 
Nuestros  abogados  y  hombres  de  letras  descuellan,  por  su 
ilustración  y  prendas,  en  el  mismo  grado  que  los  experimen- 
tados estadistas  europeos.  Así  vemos  por  ejemplo,  qne  la  Amé- 
rica recién  independizada,  fue  la  que  en  el  Congreso  de  Panamá 
trajo  á  cuenta  el  pensamiento  de  la  abolición  del  corso,  pro- 
puesto en  1856  por  la  conferencia  de  París,  y  que  más  ade- 
lante la  conducta  de  Europa  en  América,  ha  venido  á  hacer 
de  aquel  terrible  medio  de  defensa,  quizá  la  más  imprescin- 
dible de  nuestras  necesidades.  Contemplamos  también  con  jus- 
to orgullo  los  sabios  trabajos  del  Congreso  de  jurisconsultos 
americanos,  reunido  en  Lima,  que  consagra,  el  primero,  las 
más  trascendentales  teorías  del  derecho  internacional  privado, 
que  en  relación  con  la  soberanía  é  independencia  de  las  Ña- 
dones,  ^a  el  buen  sentido  de  los  publicistas,  acreditándole  de 
ventajosamente  superior  al  derecho  público.  Las  comunicaciones 
de  nuestros  Departamentos  de  Estado,  sin  extralimitar  el  sen- 
timiento de  la  equidad  y  de  la  justicia,  y  sin  extenderse  en 
pretensiones  inmoderadas,  son  modelo  de  sentido  práctico,  de 
erudición,  de  elocuencia,  y  aun  de  sabiduría.  Por  qué,  pues, 
no  aprovechar  estas  dotes  no  comunes  de  nuestra  raza  f  Ellas 
indican  las  esperanzas  del  porvenir,  y  el  poderoso  desen- 
volvimiento á  que  han  de  llegar  todos  los  pueblos  ame- 
ricanos. 
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Naestro  deber  es  fomentar  estas  esperanzas,  de  modo  que 
vengan  á  contribuir  más  tarde  al  afianzamiento  de  nuestra 
estabilidad  política,  y  á  la  grandeza  moral  y  material  á  que 
indudablemente  están  destinadas  las  Bepúblicas  del  Nnevo 
Mundo. 

Fundemos,  pues,  la  carrera  diplomática,  tarea  fácil  que 
no  pide  sino  la  decidida  voluntad  de  nuestros  Gobiernos.  Po- 
dría hacerse  como  el  Brasil  y  la  Bepública  Argentina,  Ohile  &., 
que  nombran  cada  año  una  comisión  compuesta  de  tres  miem- 
bros para  examinar  los  aspirantes  á  adjuntos  de  Legación, 
presidida  por  el  Ministro  de  Beladones  Exteriores. 

El  examen  versa  sobre  las  materias  siguientes  : 

1*  Gonocimiento  de  las  lenguas  modernas,  especialmente 
la  inglesa  y  la  francesa,  que  el  candidato  debe  saber  traducir, 
escribir  y  hablar  ;  sobre  todo  la  última,  la  más  generalizada  en 
el  trato  diplomático. 

2?    Historia  general  y   geografía  política,  historia  natural  y 

materia  de  los  tratados  públicos. 

3*  Principios  generales  de  derecho  de  gentes  y  de  de- 
recho público  nacional,  y  de  las  principales  Ilaciones  extran- 
jeras. 

4^  Principios  generales  de  economía  política,  y  del  sis- 
tema comercial  de  los  principales  Estados,  y  de  la  produc- 
ción, industria,  importaciones  y  exportaciones  de  su  país. 

5^  La  parte  del  derecho  civil  relativa  á  las  personas  y  prin- 
cipios fundamentales  en  materia  de  sucesión. 

6*  Estilo  diplomático,  redacción  de  despachos,  notas,  infor- 
mes, &. 

El  Ministro  que  preside  el  examen  no  tiene  voto. 

Los  examinandos  aprobados  son  empleados  como  adjun- 
tos en  las  Legaciones,  de  aquí  pasan  á  ser  Secretarios,  Encar- 
gados de  Kegocios,  &. 

Le^cíSn^lifo^temab!  El  uo  habcrsc  dado  á  conocer  el  Secreta- 
rio de  la  Legación  francesa  en  Guatemala,  dando  con  ello 
lugar  á  diferencias  internacionales,  denota  claramente  coán 
lejos  se  halla  aquel  empleado  del  conocimiento  de  sus  deberes 
más  sencillos  y  comunes,  dejando  ver  su  incompetencia  para 
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el  desempefio  de  las  delicadas  fanciones  á  él  cometidas,  contri- 
bayendo  al  mismo  tiempo,  á  sostener  la  mala  volantad  de 
Amérioa  contra  Francia,  prodncida  por  el  proceder  de  esta  Ila- 
ción en  sus  reclamaciones  contra  estas  Bepúblicas,  é  inter- 
vención impremeditada  en  el  Urngnáy,  la  Bepública  Argentina, 
Méjico  y  Nicaragua. 

Pero  lo  más  extraño  es  el  apoyo  dado  por  Francia  á  la 
conducta  de  su  empleado,  llegando  las  cosas  hasta  kacer 
de  este  malaventurado  suceso,  un  motivo  de  redamación. 
Tal  empleado  no  lia  podido  ser  sino  de  uno  esos  calaveras  enva- 
necidos con  la  decantada  grandeza  de  su  patria  y  los  mira* 
mientes  y  consideraciones  con  que  en  estos  países  se  trata  á 
los  extranjeros. 

nigtro  piMiipoteiiciarío. '  La  reclamación  del  Brasil  contra  Mr.  Webb, 
Ministro  de  los  Estados  Unidos,  merece  todo  encomio;  y  la 
de  los  Estados  Unidos  en  este  caso  es  digna  de  la  verdadera 
grandeza  y  justicia  de  un  pueblo  que  se  respeta  á  sí  mismo, 
y  sabe  ganarse  las  simpatías  de   las  Naciones  americanas. 

ax^ricLfieneip!^á^^  También  al  Paraguay  han  sabido  dar  los 
Estados  Unidos  testimonio  de  su  claro  sentimiento  de  la  jus- 
ticia; y  como  muy  bien  dijo  Mr.  Johnson,  al  estudiar  el  caso 
del  Cónsul  Hopkins,  el  Gobierno  y  ciudadanos  de  los  Estados 
Unidos  se  han  jactado  siempre  de  no  sufrir  injusticias  de  nin- 
gán  otro  Gobierno  ó  pueblo,  y  al  mismo  tiempo  de  no  pedir 
á  los  demás  sino  lo  que  es  justo,  estando  aún  lejos  el  día 
en  que  las  riquezas  de  la  India  Oriental  se  acaparen  con  su 
aprobación  y  sanción,  por.  consecuencia  de  pillaje  á  los  Es- 
tados débiles,  cuyo  consentimiento  se  haya  obtenido  con  la 
amenaza  del  caffón. 

ia^Améri^£rsw"iK>r  Por  dcsgracia  estos  principios  de  sana  poli- 
dertu  NMiones  euro-    ^.^^  y  ^^  ^^  intcrvención  diplomática,  no  han 

sido  siempre  rigurosamente  observados  por  ciertas  grandes  Po- 
tencias marítimas  del  Antiguo  Mundo  en  circunstancias  análo- 
gas en  tal  ó  cual  parte  de  América. 

Sanojo,  notable  jurisconsulto  venezolano,  se  explica  en  Ht 
Foro  de  Caracas,  como  puede  verse  en  el  capítulo  reclamaciones 
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por  indemnizadones,  diri^das  tan  frecaentemente  por  las  po- 
tencias europeas  á  las  Bepúblicas  Sur-americanas. 

^^  Un  extranjero  comete  un  crimen ;  se  le  persigne ;  la 
justicia  sigue  su  curso,  y,  probado  el  crimen^  es  condenado.  Al 
momento  apela  al  iBepresentante  de  su  país.  Este,  en  el  ma- 
yor número  de  casos,  (hay  sin  embargo,  es  preciso  decirlo,  hon- 
radas excepciones  de  Agentes  diplomáticos  que  no  apoyan 
ninguna  pretensión  mal  fundada,)  encuentra  la  sentencia  in- 
justa  y  dirige  al  Oobíerno  reclamaciones  en  &vor  del  conde- 
nado. Aun  cuando  sea  indigente,  se  piden  centenares  de  mi- 
llares de  pesos  por  los  días  que  ha  estado  en  prisión,  por  la 
deshonra  que  comporta  la  sentencia,  por  la  cesación  de  sus 
negocios,  etc.  Oompréndese  que  en  semejantes  circunstancias 
rehuse  el  Gobierno  pagar  la  indemnización  pedida.  El  Mi- 
nistro extranjero,  en  vez  de  acallar  sus  pretensiones,  dispo- 
ne que  la  escuadra  venga  á  bloquear  los  puertos  de  la  STa- 
ción ;  y  el  Ctobierno  de  la  Bepública  amenazado  protesta  con- 
tra el  abuso  de  la  fuerza,  y  paga.  La  protesta  cae  en  el  ol- 
vido; pero  los  millares  de  pesos  no  han  dejado  de  salir  del 
tesoro  público,  donde  no  abunda   nunca  el  dinero. 

<<  O  de  otra  manera :  el  extranjero  perseguido  es  absuel- 
to,  ya  por  la  falta  de  pruebas,  ya  por  temor  de  una  recla- 
mación diplomática.  Entonces,  por  la  interposición  del  Ministro 
de  su  país,  pide  una  fuerte  cantidad  de  dinero  como  indem- 
nización por  los  perjuicios  que  le  hicieron  sufrir  las  perse- 
cuciones inmotivadas.  Eecúrrese  entonces  al  mismo  procedi- 
miento del  caso  anterior,  y  se  obtiene  el  mismo  resultado. 

^<Lo8  extranjeros  que  sufren  daflos  por  causa  de  las  revolu- 
ciones tan  permanentes  en  la  América  latina,  piden  natural- 
mente que  se  les  ^indemnice;  y  si  han  perdido  un  peso, 
reclaman  ciento.  Su  Ministro  apoya  su  reclamación  ;  sigue  la 
historia  de  las  escuadras ;  protesta  del  Gobierno  injustamente 
amenazado,  pero  pago  inmediato  ó  promesa  de  pago  por  parte 
de  este  Gobierno,  al  cual  se  le  cierra  la  boca  mostrándosele 
Ja  cureña  de  los  cañones." 

¡Guantas  veces,  en  efecto,  no  hemos  visto  á  los  Represen- 
tantes de  esas  Potencias,    ya  obedeciendo  á  instrucciooes  ofi- 
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cialeS)  ya  arrastrados  por  exceso  de  an  celo  irreflexivo^  recu- 
rrir á  los  cañones  de  sns  escuadras  para  apoyar  sus  reda- 
maciones diplomáticas!  Lejos  de  nosotros  la  idea  de  deseo- 
nocer  los  títulos  de  los  reclamantes  que  fundan  sus  deman- 
das en  la  regla  de  derecho  coman  que  obliga  á  toda  persona 
á  reptar  el  dafio  que  causa ;  pero  este  principio  aplicable  en 
tiempo  normal  y  en  circunstancias  ordinarias,  ( puede  lógica- 
mente pensarse  en  extenderlo  á  casos  tan  graves  y  de  fuerza 
mayor  que,  derrocando  todo  un  orden  de  cosas  establecido, 
conduce  amenudo  al  país  al  borde  del  abismo  f  Las  situacio- 
nes nos  parecen  esencialmente  diferentes,  y  esta  diferencia 
justifica  de  todo  punto  las  reglas  consagradas  por  la  práctica. 
(Calvo). 

^^^"'a^tof^  Oon  lo  dicho  se  ve  cuan  injustamente  se  nos 
lia  tratado,  y  cuántos  males  nos  acarrean  las  reclamaciones  in- 
ternacionales. Pero  sosteniendo  con  entereza  y  virilidad  la  justi- 
cia de  nuestra  causa,  llegaremos  á  detener  las  violencias  de  nues- 
tros perseguidores.  I^o  debe  arredrarnos  ni  la  pequenez  ni  la 
debilidad  de  la  Kación,  porque  ninguna  es  inferior  á  otra  ante 
el  solio  de  la  justicia ;  y  la  voz  del  derecho,  siempre  respetado, 
hallará  eco  en  todas  partes.  Las  mismas  Potencias  de  primer  or- 
den invocan,  á  su  vez,  el  apoyo  de  los  principios  tutelares,  y 
<2onvienen  en  que  el  universo,  por  el  natural  impulso  de  las  co- 
sas, va  encaminándose  á  la  época  en  que  nada  sea  la  voluntad 
de  la  fuerza  en  los  debates  internacionales.  Y  cada  año  re- 
gistra nuevos  progresos  hacia  la  mayor  unión  de  los  Estados 
y  la  templanza  de  los  daños  de  la  guerra,  que  al  cabo  ha  de  ter- 
minar ella  misma.  Ahí  están  para  comprobarlo,  la  adopción 
y  nuevas  recomendaciones  del  arbitramento,  el  respeto  á  los 
bienes  de  los  enemigos  en  buques  neutrales,  los  convenios  sobre 
inmunidad  de  los  heridos  y  su  asistencia,  la  prohibición  de 
emplear  balas  explosivas,  los  esfuerzos  dirigidos  á  facilitar  las 
comunicaciones,  á  crear  una  sola  moneda,  idénticos  pesos  y  me- 
didas, á  neutralizar  las  vías  de  tránsito  universal,  á  proteger 
los  hilos  telegráficos,  ya  terrestres,  ya  submarinos,  los  caminos 
fluviales  ú  oceánicos,  á  establecer  estadísticas,  á  dilatar  los 
privilegios  de  la  propiedad  literaria,  á  excitar  la  actividad  de  la 
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industria  y  otras  grandes  ventajas,  oon  las  exposiciones  univer- 
sales) y  á  remitir  graves  cuestiones  al  juicio  de  conferencias  6 
Congresos.  ISí  son  de  pasarse  por  alto,  antes  dignas  de  perpe- 
tua  memoria,  las  reglas  acordadas  en  la  convención  de  Was- 
hington, para  impedir  que  los  neutrales  favorezcan  á  alguno» 
de  los  beligerantes  con  daño  del  otro,  y  la  consiguiente  indem  - 
nizaoión  decretada  por  el  tribunal  de  arbitros  reunido  en  Ginebra, 
á  favor  de  los  Estados  Unidos  y  á  cargo  de  la  Gran  Breta&a, 
en  cuyos  puertos  se  construyeron  ó  armaron  naves  que  se  em- 
plearon contra  el  comercio  de  aquellos. 

Mientras  llega  la  edad  afortunada,  es  un  deber  la  lucba. 
'So  un  deber  poco  importante }  como  que  á  su  observancia  ya 
unida  la  propia  conservación.  Ya  alguien  ha  dicho  que  esta 
patria  se  ha  desangrado  á  torrentes:  su  sustancia  se  la  han 
dividido  las  discordias  intestinas  y  las  reclamaciones  interna- 
cionales ;  y  lo  mismo  que  en  Venezuela,  ha  sucedido  en  los  óteos 
países  americanos  de  raza  latina. 

del  Ministro  argentino  en  Está    rCCOnOCidO    por  Cl    dcrCChO    dC    gOntOS- 

Franciaoon^d aower-  ^^^  j^^  bicncs  raíccs  pertcuecientes  á  extran- 
jeros, no  están  al  abrigo  en  tiempo  de  guerra  como  en  tiempo 
de  paz,  de  las  cargas  locales  que  soportan  las  propiedades  de 
los  naturales,  ha  dicho  el  Gobierno  alemán,  reclamándose  nada 
menos  que  por  los  perjuicios  ocasionados  por  tropas  alemanas 
alojadas  en  la  casa  de  un  Agente  diplomático. 

En  América,  en  donde  la  población  extranjera  es  tan  nu- 
merosa, y  sus  intereses  tan  valiosos,  debe  recordarse  siempre 
este  principio,  para  que  no  se  nos  hagan  pagar  más  indem- 
nizaciones por  daños  causados  ó  por  facciones  ó  por  tropas 
constitucionales. 

Beciamaoión  Sosticue   cl  Gobicmo  argentino,   como  to- 

briiátnica  contra  la  Bct>ú- 

uica  Argentina.  dos  los  Gobiemos  dc  la  tierra,  que  el  extran- 
jero, (desde  que  entra  á  un  país,  está  sujeto  á  sus  leyes  y 
autoridades.  Esas  leyes,  dice,  no  sou  iguales  en  todas  partes, 
pero  como  quiera  quesea,  favorables  ó  uo  al  extranjero,  le  obli- 
gan igualmente.  El  extranjero,  eu  cousecueucia,  para  el  ejer* 
ciclo  de  sus  derechos,  como  para  ias  quejas  civiles  ó  criminales. 


INTfiSBNAOIONAL  HISPANO-AMSRIOANO  523 

tiene  qae  dirigirse  como  los  ciadadanos  á  esas  autoridades^ 
invocar  esas  leyes  y  acatar  las  resolaciones  de  aquellas.  De 
otro  modo,  agrega,  el  cuerpo  de  extranjeros  sería  un  Estado 
en  otro  Estado,  una    monstruosidad  política. 

Beeiamaciones  Las  proposicíones  hechas  por  dos  Oomisio- 

de  lOB  Estados  TJnidos 

eontn  Nneva  Qraíiada.  nados  de  los  Estados  TJuidos  para  el  arreglo 
de  las  reclamaciones  de  americanos  contra  la  llueva  Granada, 
fueron  justamente  consideradas  por  el  Gobierno,  como  una  cesión 
íntegra  y  gratuita,  inconstitucional  y  deshonrosa  del  territorio 
del  Estado  de  Panamá  á  los  Estados  Unidos;  cesión  que  ni 
el  uno  de  los  dos  Gobiernos  debía  pretender  ó  exigir,  ni  el 
otro  podía  acordar,  en  conformidad  con  los  principios  que  sirven 
de  base  á  las  instituciones  políticas  de  las  dos  Repúblicas. 

El  Gobierno  granadino  no  las  consideró  ni  siquiera  dignas 
de  ser  tomadas  en  consideración.  Y  declaró  que :  reconocer  en 
la  Nueva  Granada  responsabilidad  hacia  los  Estados  Unidos  por 
los  sucesos  ocurridos  en  Panamá,  en  15  de  Abril  de  185S,  y 
obligación  consiguiente  de  indemnizarle  daños  y  perjuicios,  sería 
de  parte  del  Gobierno  del  país,  el  colmo  de  la  insensatez.  La 
Bepública  se  consideró  irresponsable,  y  consiguientemente  no  se 
adhirió  á  la  demanda  de  indemnización  que  se  le  hizo,  porque 
no  consideraba  este  asunto  como  cuestión  pecuniaria  sino  de 
principios. 

juciamMiones  Eutrc  las  rcclamaciones  que  fueron  dese- 

de extraideros  contra         _      ,         ^   .     <     «        . 

Colombia.  iohadas  del  todo,  hay  vanas  que  merecen  ser 

estudiadas  para  algo  distinto  de  su  sólo  reconocimiento  ó  dene- 
gación fiscales.  Prueban  en  efecto  hasta  qué  lamentable  ex- 
tremo se  oscurecen  en  épocas  de  odios  civiles  y  contienda 
armada  las  nociones  de  existencia  social  y  de  derecho  más 
sencillas  y  necesarias,  y  aleccionan  con  saludable  severidad 
á  los  partidos  y  á  los  hombres  que  aún  creen  de  buena  fe 
en  la  eficacia  reparadora  de  la  fuerza. 

na  se  diga  que  este  enorme  mal  puede  ser  evitado  por 
medios  distintos  del  de  la  radical  extinción  de  la  causa  única 
que  lo  produce.  En  vano  quisimos  ya  equiparar  al  extranjero 
con  el  nacional,  para  igualarlos  en  pérdidas  ya  que  no  en 
garantías  de  seguridad.    En  vano  alegamos  que  estando  muy 
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limitada  por  las  institaoiones  la  acción  de  aaestros  poderes 
públicos,  necesariamente  tiene  qae  restringirse  en  proporción 
á  la  responsabilidad  de  estos  últimos.  Eennnciar,  como  ya  se 
lia  indicado,  á  los  tratos  internacionales  de  carácter  positivo, 
á  tmeqne  de  librarnos  del  peso  de  sus  obligaciones,  tampoco 
es  remedio,  sino,  por  el  contrario,  reagravación  de  las  cansas 
-del  mal.  Porqne  no  so  prescinde  de  los  compromisos  de  la 
sociabilidad,  sino  indnyendo  en  tal  prescindencia  el  goce  de 
Tentajas  qne  aqnella  proporciona,  y  los  pueblos  aislados  son 
pueblos  bárbaros  y  ann  semi-salvajes,  á  qnienes  la  miseria  y 
la  gnerra  terminarán  por  recluir  en  el  fondo  de  sus  selvas. 

El  grave  asunto  de  las  reclamaciones  de  extranjeros,  de- 
cidió á  Oolombia  á  disponer  que  se  publicaran  todas  las  re- 
soluciones sobre  reclamaciones,  así  como  las  peticiones  que  las 
inicien,  especificándose:  1?,  el  nombre  del  reclamante;  S**,  su 
nacionalidad :  3?,  la  fecha  y  lugar  de  la  expropiación  ó  daño : 
4%  la  cuantía ;  y  5?,  la  autoridad  que  motivó  el  hecho  ó  he- 
chos materia  de  la   reclamación. 

Previendo  el  Poder  Eijecutivo  que  los  reconocimientos  he- 
chos á  favor  de  extranjeros  por  causa  de  suministros,  em- 
préstitos y  expropiaciones,  podían  determinar  objeciones  sala- 
dables  por  parte  de  alguna  autoridad  ó  de  particulares  debida- 
mente caracterizados,  dictó  una  resolución  que  dice  así: 

<'La  oficina  de  contabilidad  respectiva  no  procederá  á  la 
liquidación  y  ordenación  de  pago  de  ningún  expediente  por  recla- 
maciones de  extranjeros,  sino  treinta  días  después  de  publicada 
en  el  Diario  Oficial  la  resolución  del  Gobierno  que  califique 
el  crédito  respectivo  y  previo  aviso  de  la  Secretaría  de  Bela- 
clones  Exteriores,  el  cual  no  se  trasmitirá  sino  en  el  caso  de 
que  aquella  calificación  no  haya  sido  objeto  de  ninguna  obje- 
ción ó  reparo  por  parte  de  alguna  autoridad  ó  de  partlcnlares 
debidamente  autorizados.'^ 

^G^fctí^Sma  Parece  que  Colombia  sigue  la  opinión   de 

Westlake,  en  cuanto  á  sucesiones,  que  dice  como  sigue :  ^'  en  lo 
concerniente  á  las  sucesiones  muebles  en  sus  relaciones  inter- 
nacionales, está  admitido  en  Inglaterra  que  la  distribución  del 
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activo  neto,  sea  qae  se  trate  de  ana  saoesión  testamentaria , 
sea  de  ana  saoesión  ab-intestato,  se  rige  por  la  ley  del  úl- 
timo domicilio  del  difanto^  tal  como  existía  á  la  fecha  de  sa 
maerte.  La  sentencia  de  an  tribanal  del  último  domicilio  del 
difanto,  dada  sobre  la  adjadicación  y  distribución  de  los  bienes 
muebles,  goza  de  entera  autoridad  y  es  acatada  en  Inglaterra 
en  cuanto  á  la  ley  que  aplica." 

Según  Yattel  en  la  forma  ó  solemnidades  destinadas  á  com- 
probar la  verdad  de  un  testamento,  parece  que  el  testador 
debe  observar  las  que  estén  establecidas  en  el  país  en  que 
teste,  á  menos  que  la  ley  del  Estado  de  que  es  miembro 
ordene  otra  cosa;  porque  entonces  estará  obligado  á  seguir 
las  formalidades  que  esa  ley  le  prescribe,  si  quiere  disponer 
válidamente  de  los  bienes  que  posea  en  su  patria.  Habla  de 
un  testamento  que  deba  abrirse  en  el  lugar  de  la  defunción,, 
porque  si  un  viajero  hace  su  testamento  y  lo  envía  sellado 
á  su  país,  es  lo  mismo  que  si  el  testamento  hubiese  sido 
escrito  en  el  país  mismo,  y  entonces  debe  sujetarse  á  las  leyes 
de  éste. 

nuestra  opinión  en  esta  materia,  que  es  la  del  Congreso 
de  jurisconsultos  americanos  reunido  en  Lima,  puede  leerse  en 
las  conclusiones  sobre  sucesión,  tomo  I,  página  524. 

Por  lo  demás,  al  desistir  Colombia  de  la  reclamación  que 
quiso  intentar  con  motivo  del  testamento  Oalvís,  dijo :  ^^  que 
estando  sometido  el  litigio  á  la  decisión  del  poder  judicial  en 
Francia,  y  reconocida  como  está  por  los  tratados  públicos  y 
por  los  principios  del  derecho  de  gentes  la  independencia  del 
poder  judicial  de  las  Ilaciones,  no  puede  intentarse  la  acción 
diplomática  hasta  que  no  se  haya  surtido  el  fallo  ó  sentencia 
de  las  autoridades  judiciales". 

^^^a^  Algunas  discusiones  ha  producido  á  Colombia 
el  contrato  de  ferrocarril  de  uno  á  otro  mar,  y  el  de  aper- 
tura del  istmo,  obra  de  grande  influencia  en  el  desenvolvi- 
miento del  progreso  y  civilización  latino-americanos.  La  con- 
ducta de  aquel  ilustrado  Gobierno  en  la  dirección  de  estos  im- 
portantes negocios  está  fuera  de  toda  sospecha  de  lucro  per- 
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«onal,  como  86  oomprneba  en  los  dooamentx»  aqaí  pnblioadoSi 
páginas  455  y  sigaientes. 

Ja  n^mS^Aiiaxá.  La  reclamación  del  contrabandista  AUard 
es  ano  de  esos  incidentes  qne  descubren  la  ingerencia  de  al- 
gunos empleados  diplomáticos  europeos  en  las  causas  y  de- 
cisiones áe  nuestros  tribunales  de  justícia,  y  el  prurito  de 
hacer  prevalecer  el  imperio  de  la  fuerza  en  todas  las  diferen- 
•cias  suscitadas  por  los  extranjeros  que  vienen  acá  á  ocuparse 
en  negocios  particulares. 

Del  resultado  de  este  negocio  debemos  coleí^  que  no  nos 
conviene  someter  nuestras  diferencias  á  las  cortes  judiciales  de 
las  Kaciones  que  las  promuevan.  La  razón  es  bastante  sen- 
cilla. Nuestros  códigos  de  casación,  son  mutatis  mutandis,  el 
mismo  código  francés.  Es  un  tribunal  superior  de  inspección 
de  juzgados  y  cortes,  que  observa  si  se  ha  seguido  extricta- 
mente  el  procedimiento  especial  de  las  causas  que  cursan  en 
aquellos.  Si  en  alguna  instancia  se  hubiere  prescindido  de 
alguna  formalidad  legal,  el  proceso  es  mandado  reponer  en  ese 
punto,  de  modo  que  la  sentencia  sea  la  expresión  más  aproxi- 
mada de  la  justicia  y  de  la  verdad. 

i  Oómo,  pues,  halló  la  corte  firancesa  motivo  para  estable- 
cer la  responsabilidad  de  nicaragua  en  el  caso  Allard?  No 
en  su  procedimiento,  que  es  el  mismo  que  se  sigue  en  Nicara- 
gua; sino  en  el  compromiso  que  remitió  á  arbitramento,  lo 
que  Francia  había  hecho  cuestión  de  reclamación  interna- 
cional. Diose  pleno  poder  á  la  corte  para  apreciar  el  conjunto 
de  los  hechos,  que,  en  concepto  del  Gobierno  francés,  com- 
prometían la  responsabilidad  de  Nicaragua,  y  para  fijar  la 
indemnización  que  debía  pagarse  á  Allard,  en  el  caso  de  qae 
se  declarase  responsable  á  Nicaragua. 

La  corte  francesa,  podía,  como  muy  bien  dice  el  alegato 
del  defensor,  revisar  y  revivir  el  proceso  en  el  fondo ;  '^  pero 
ella  no  está  en  modo  alguno  obligada  á  hacerlo;  por  el  coa- 
trario,  está  en  el  deber  de  abstenerse  de  ello,  si  los  princi- 
pios del  derecho  público  é  internacional  exigen  el  respeto  de 
la  cosa  juzgada." 
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En  naestra  opinión  la  corte  no  ha  debido  preseindir  de  la 
ley  de  so  institnoión,  sin  haber  casado  el  procedimiento  de  la 
corte  respectiva  nicaragüense,  y  haber  sefialado  los  defectos  del 
procedimiento,  so  i>ena  de  falsear  el  fin  para  qae  ha  sido 
instituida. 

Todos  los  autores  convienen  en  que  las  leyes  de  policía  y 
de  seguridad  obligan  á  todos  los  que  habitan  el  territorio. 

La  humanidad  quiere,  dice  Grooio,  que  se  otorgue  un 
asilo  seguro  á  los  extranjeros  que,  siendo  arrojados  de  su  país, 
buscan  refugio  en  otra  parte:  bien  entendido  que  ellos  deben 
someterse  á  las  leyes  del  Estado  en  cuyo  territorio  quieren 
establecerse. 

Puffendorff  dice  que :  '^sólo  en  un  sentido  impropio  se  dice 
que  el  lugar  mismo  6  el  territorio  dependen  del  imperio  de 
alguno,  para  dar  á  entender  que  nadie  puede  ocupar  nada  en 
él  sin  su  consentimiento,  de  manera  que  aun  aquellos  que  no 
hacen  más  que  pasar,  deben  reconocer  la  jurisdicción  mientras 
están  en   él." 

Merlín,  (repertorio,  Y  Soberanía,  párrafo  5®,  número  4,) 
recuerda  este  principio  en  el  lenguaje  elevado  que  le  es  pro- 
pio :^'<La  justicia  y  la  necesidad  de  la  sujeción  de  los  extran- 
jeros á  nuestras  leyes  criminales,  dice,  son  todavía  más  pal- 
pables. Sería  inútil  tener  leyes  y  magistrados  que  velen  por 
el  orden  y  por  la  felicidad  de  una  sociedad,  si  su  autoridad 
no  pudiese  encadenar  y  castigar  indistintamente  á  todos  los 
que  quisiesen  introducir  en  ella  la  desgracia  y  el  desorden. 
Esta  autoridad  existe  en  todo  cuerpo  social,  no  tiene  necesidad 
de  consentimiento  de  parte  de  aquel  sobre  quien  obra,  para 
ser  justa  y  legal,  ó  más  bien  se  considera  dado  este  consen- 
timiento desde  el  instante  en  que  uno  se  ha  pueefto  á  su 
alcance.  Desde  que  un  hombre  ha  pisado  el  suelo  de  un^  imperio 
extranjero,  desde  que  ha  dado  en  él  el  primer  paso,  ha  jurado 
respetar  las  leyes  y  el  orden  establecido  entre  aquellos  que  le 
habitan.  Tan  sólo  á  esta  condición  se  le  ha  abierto  la  en- 
trada en  él." 

Entre  los  autores  modernos,  Umitémojt^os  ^  citar  á  los  se- 
ñores Demolombe  y    F.   Helie:    ^<E1  efecto  de  las  leyes^  de 
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polioía  y  de  seguridad,  dice  el  señor  Demolombe,  tomo  I,  pá- 
gina 83,  número  71,  es  obligar  á  todos  los  que  habitan  el 
territorio,  á  todosy  extranjeros  ó  nacionales,  los  que  habitanj  es 
decir,  que  se  encuentran  en  él  aun  accidental  ó  pasajeramente. 
Y  es  preciso  que  así  sea :— I''  porque  no  habria  sin  esto  ni 
orden  ni  policía  posibles;  y  2^  porque  estas  mismas  leyes 
protegen  á  todos  los  individuos  sin  distinción,  pues  no  sola- 
mente óbl%g<m  al  extranjero,  sino  que  él  las  aprovecha  y  puede 
invocarlas.  Los  deberes  de  la  hospitalidad,  de  la  humanidad ; 
en  fin,  el  orden  público  del  país,  esto  es,  nuestro  propio  inte- 
rés, lo  exigen ;  y  tal  es,  á  la  verdad,  el  pensamiento  del  ar- 
tículo 3?  (cas.  17  de  Noviembre  1834,  Dehaut  c.  la  ciudad  de 
Metz,  D.  1.834,  1.416).  De  aquí  se  sigue  también  que  la  re* 
ciprooidad  y  el  interés  propios  del  mismo  extranjero  exigen  que 
se  someta   á  esas  leyes ;  porque  esto  es,  á  la  vez,  la  condición 

y  el    medio  de   protección  que   de   ellas   recibe Iii^aíU 

urbemj  ambula  justa  Htem  ejus.    (Véase  artículo  272,  O.'pen)," 

El  señor  Presidente  F.  Helie,  en  su  tratado  de  Instruc- 
ción Oriminal,  tomo  II,  número  627  y  siguientes,  desarrolla  los 
mismos  principios  y  los  aplica  particularmente  á  los  buques  de 
comercio  admitidos  eD  los  puertos  extranjeros. 

^^Esos  buques,"  dice  en  el  número  636,  "son  como  losba-> 
ques  de  guerra,  la  continuación  del  territorio  de  la  ÜTación 
cuya  bandera  enarbolan;  pero  no  llevan  como  éstos  en  su 
seno,  una  parte  del  poder  público  de  su  país,  un  cuerpo  or- 
ganizado de  funcionarios:  permanecen  sujetos  á  la  soberanía 
del  país,  pero  no  le  representan  ni  son  agentes  suyos.  De  allí 
se  signe,  que  esos  buques,  aunque  en  lo  que  concierne  á  su 
régimen  interior  continúen  rigiéndose  por  las  leyes  de  su  país^. 
no  están  libres  del  poder  público  del  territorio  en  que  se  ha- 
llan para  la  ejecución  de  las  leyes  de  seguridad  y  de  policía 
vigentes  en  ese  territorio.  Así  es  que  están  svjetos  á  las  pes^ 
quisas  de  la  Aduana^  deben  aun  recibir  á  bordo  los  guardas 
que  la  autoridad  eaitranjera  les  coloque  y  prestarse  á  todas  las 
medidas  de  supervigilancia  y  de  polioía  que  les  sean  impuestas^ 

El  señor  F.  Helie  cita  un  dictamen  del  Consejo  de  Estado 
(le  20  de  Noviembre  de  1806,  «n  el  cual  se  lee:— "Oonside- 
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rando  que  an  baque  neatral  no  paede  mirarse  indefinidamente 
como  lagar  neatro,  y  que  la  protección  qae  se  le  otorga  en 
los  puertos  franceses  no  puede  amenguar  la  jurisdicción  terri- 
torial en  todo  lo  que  concierne  á  los  intereses  del  Estado,  y 
que  por  tanto  el  buque  neutral  admitido  en  un  puerto  del 
Estado  gueda  de  pleno  derecho  st^eto  á  las  leyes  de  polie(a  ti^ 
gentes  en  el  lugar  donde  es  recibido,^^ 

La  unanimidad  que  encontramos  en  la  doctrina,  se  en- 
cuentra  también  en  la  Jurisprudencia. 

El  23  de  Febrero  de  1857,  la  Corte  de  Casación,  Cámara 
criminal  (S.  59,  1,  183,  Dal.  59,  1,  88)  pronunció,  en  confor- 
midad á  los  alegatos  del  señor  Procurador  General  Dnpín,una 
sentencia  en  que  leemos : — '^  Visto  el  artículo  3%  Código  Nap. ; 
visto  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  de  20  de  Noviembre 
de  1806:  visto  etc. 

^'  Atendiendo  á  que  es  un  principio  de  derecho  de  gentes 
que  cada  Estado  tiene  la  jurisdicción  soberana  en  toda  la 
extensión  de  su  territorio ; 

<^  Atendiendo  á  que  por  los  términos  del  artículo  3^,  Código 

Civil,  las  lejes  de  policía  y  de  seguridad  obligan  á  todos  los 
que  habitan  el  territorio  francés  y  por  consiguiente,  los  extran- 
jeros, aun  los  tra/nseúwtesj  están  sujetos  á  ellas ; 

'<  Atendiendo  á  que  los  buques  de  comercio,  al  entrar  en 
él  puerto  de  una  Ilación  distinta  de  aquella  á  que  pertene- 
oen,  no  podrían  sustraerse  á  la  jurisdicción  territorial,  sin  pe* 
ligro  para  el  buen  orden  y  la  dignidad  del  Gobierno,  siempre 
que  se  encuentre  comprometido  el  interés  del  Estado  de  que 
forma  parte  ese  puerto; 

^^  Atendiendo  á  que  toda  Nación  está  interesada  en  la  re^ 
presión  de  los  crímenes  y  delitos  que  puedan  cometerse  en  los 
puertos  de  su  territorio,  no  solamente  por  hombres  de  la  tri* 
pnlación  de  un  buque  extranjero  de  comercio  hacia  personas 
que  no  forman  parte  de  aquella  tripulación,  sino  también  por 
hombres  de  la  tripulación  entre  si,  sea  cuando  el  hecho  es  de 
tal  naturaleza  que  comprometa  la  tranquilidad  del  puerto,  sea 
cuando  se  reclama  la  intervención  de  la  autoridad  loca),  sea 

TOMO  m  34 
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Cuando,  el  hecho  oonstitaye  un  crimen  de  derecho  común  coya 
gravedad  no  permite  á  ningnna  Ilación  dejarle  impane^  sin 
herir  sns  derechos  de  soberanía  jurisdiccional  y  territorial,  por- 
que ese  crimen  es  por  sí  mismo  la  violación  más  manifiesta 
y  flagrante  de  las  leyes  que  cada  Nación  está  encargada  de 
hacer  respetar  en  todos  los  puntos  de  su  territorio ; 

'^  Atendiendo  á  que  un  Soberano  extranjero  no  tiene  ningún 
interés  en  pretender  que  se  haga  excepeión  en  la  aplicación 
de  estos  principios  en  favor  de  los  buques  de  comercio,  á  no 
ser  que  existan  tratados  especiales  entre  los  Estados  y  en  los 
límites  de  esos  tratados,  puesto  que  tales  buques  navegando 
fuera  de  su  territorio,  para  hacer  el  comercio,  no  se  ocupan 
en  negocios  públicos,  sino  privados,  y  las  tripulaciones  que  los 
componen  no  pueden  tener  derecho  á  otra  protección  que  la 
que  podría  invocar  una  persona  privada; 

'<  Atendiendo  á  que  con  excepción  de  lo  que  concierne  á 
la  disciplina  y  administración  interiores  de  á  bordo,  en  que  la 
autoridad  local  no  puede  ingerirse  y  con  relación  á  las  cuales 
hay  que  respetar  los  derechos  recíprocos  concedidos  por  un  aso 
general  entre  las  diversas  daciones,  quedan  desde  luego  los 
buques  de  comercio  sujetos  á  la  jurisdicción  territorial." 

Si  es  de  orden  y  de  derecho  públicos  que  los  habitantes 
de  un  territorio,  extranjeros  ó  nó,  estén  sujetos  á  las  leyes 
de  policía  y  de  seguridad  que  rigen  en  ese  territorio,  no 
es  menos  necesario  que  sufran  las  penas  impuestas  por  los 
Tribunales  del  mismo.  Estas  dos  verdades  se  ligan  estrecha- 
mente y  se  confunden,  por  decirlo  así,  en  una  sola.  En  efecto, 
es  evidente  que  si  el  extranjero  ó  el  Soberano  del  país  al 
cual  este  extranjero  pertenece,  pudiese  declinar  la  autoridad  de 
la  cosa  juzgada  por  los  Tribunales  del  territorio  en  que  se 
ha  cometido  y  juzgado  el  delito,  ya  no  sería  cierto  que  el 
extranjero  está  sujeto  á  las  leyes  del  territorio  que  habita } 
el  principio  de  la  territorialidad  de  las  leyes  de  policía  no 
sería  más  que  una  palabra  vana  y  letra  muerta. 

El  alegato  del  Gobierno  francés  establece  las  siguientes 
conclusiones :    á    saber : 

1*    Que  se  prescinda  de  la  decisión  dictada  por  la  Corte 
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Suprema  de  León,  el  14  de  Janio  de  1876,  considerándola  nala 
y  sin  efecto; 

2^  Declarar  que  el  embargo  de  armas  y  cápsulas  operado 
en  22  y  30  de  noviembre  de  1874,  á  bordo  del  Phare^  fue 
ejecutado  con  violación  de  los  principios  del  derecho  de  gentes 
y  del  tratado  de  11  de  Abril  de  1869 ; 

3?  Fijar  la  indemnización  debida  por  este  motivo  en  la 
suma  de  61,200  fr.  de  principal|  con  intereses  al  12  pg  al  año, 
á  contarse  desde  el  22  de  Octubre  de  1874  por  el  valor  de 
los  fusiles  y  del  30  de  Ifoviembre  de  1874  por  el  de  las  cáp- 
sulas : 

4?    Condenar  á  la  contraparte  en  las  costas. 

El  alegato  del  Procurador  general  de  la  Bepública  fran- 
cesa sostiene  que:  ^'atendiendo  á  que  la  diferencia  cuyo  arre- 
glo se  ha  sometido   al  arbitraje  de  la  Oorte,  ha  surgido  entre 

él  Oohierno  francés  y  la  Bepública  de  Nicaragua &.'' 

Aserción  peregrina,  que  difícilmente  podría  fundarse  en  otro 
motivo  que  el  de  la  superioridad  materi£(1,  interviniendo  en  la 
Administración  de  justicia  extranjera,  y  pasando  basta  por 
sobre  el  mismo  reclamante  que  había  hallado  justo  el  proce- 
dimiento de  la  Corte  nicaragüense,  y  considerándose  perdido  ocu- 
rría á  la  gestión  diplomática,  que  á  su  vez,  sólo  se  limitaba 
á  intentar  perentoria  demanda  de  indemnización,  no  basada 
en  ningún  principio  de  equidad,  ni  en  otro  apoyo  que  el  pres- 
tado por  la  escuadra  francesa  en  el  puerto  de  Corinto. 

Por  otra  parte,  el  laudo  de  la  Corte  de  Casación  francesa, 
halló  su  más  fuerte  base  en  el  compromiso  de  arbitramento, 
que  le  permitía  considerar  el  asunto  de  acuerdo  con  lis  opi- 
nión del  Gobierno,  y  la  extensión  de  las  concesiones  á  que  ha- 
bía  cedido  nicaragua. 

Para  las  conclusiones  precedentes  véau»e  las  materias  del 
primer  tomo. 

MoiqnJtu.  Otra  diferencia  ha  tenido  Nicaragua  á  cau- 

sa del  protectorado  británico  establecido  por  el  Gobierno  in- 
glés en  cierta  porción  de  su  territorio.  El  asnnto  fae  some- 
tido á    la   decisión  arbitral    del  Emperador    de   Austria,  que 


532  TBBOEBA  PABTE.^EL  DBBBOEO 

4        *  lllll»  I  ■« 

indadablemente  habrá  hecho  justicia  á  la  cansa  de  la  rasón, 
de  la  soberanía  y  de  la  independencia  de  la  Bepública.  Kin* 
gújn  lazo  político  nos  liga  á  los  intereses  de  las  dinastías,  im- 
perios,  familias  reales  y  necesidades  de  Bnropa,  con  qoien  no 
tenemos  ni  podemos  tener  otros  nexos  qne  los  comerciales. 

Asentado  el  principio  de  que  filibusteros  extranjeros  ten- 
gan derecho  para  ocupar  alguna  parte  desierta  del  territorio 
ameiicano,  y  luego  solicitar  el  protectorado  de  su  Nación, 
sería  atentatorio  á  la  independencia  de  las  Bepúblicas  ameri- 
canas,  que  quedarían  reducidas  á  simples  establecimientos  co« 
loniales  europeos,  gobernados  por  el  aventurero  más  audaz. 

Yenezuela  ha  tenido  también  casos  de  esta  naturale- 
za, por  ejemplo,  el  de  la  ocupación  de  la  isla  de  Aves  por 
filibusteros  anglo-americanos,  á  tiempo  que  éstos  y  Holanda 
nos  disputaban  la  posesión.  Sometido  el  litigio  al  arbitramen- 
to de  la  Beina  de  España,  ella  decidió  que  pertenecía  á  Yene- 
zuela. 

Beeianuciones  Yenezucla  tuvo  Que  intentar  contra  Holán- 

de  VeneroeU  contra  Ho-  ^ 

lauda.  ¿a  uua  dc  csas  reclamaciones  que  no  pueden  de- 

jar de  hacerse,  so  pena  de  caer  en  la  más  profunda  humilla- 
ción, y  en  la  más  vergonzosa  de  las  debilidades  políticas  de 
los  pueblos. 

Curazao  ha  sido  mucho  tiempo  el  arsenal  y  la  guarida  de 
los  descontentos  de  Yenezuela.  Les  ha  suministrado  armas,  di- 
nero y  buques.  Oasos  ha  habido,  como  el  de  1874,  en  que 
hasta  las  tropas  de  la  guarnición  de  la  isla,  y  las  autoridades 
mismas,  favorecieron  los  conatos  de  los  revolucionarios,  tras- 
portando los  fusiles  de  la  fortaleza  á  los  buques  y  haciendo 
guerra  abierta  á  las  autoridades  constitucionales  de  Yenezuela. 

Los  datos  de  la  reclamación  pueden  verse  en  él  capítulo 
respectivo.  Aquí  basta  concluir  que  Holanda  ha  olvidado  sus 
grandes  deberes  internacionales,  y  las  más  comunes  obliga- 
ciones de  Estados  amigos  entre  sí. 

Después  de  la  guerra  de  1874,  en  que  el  Gobierno  legal 
triunfó  completamente,  creyóse  llegado  el  día  de  pedir  la  re- 
paración  de  los  males  causados,  y  de   los  grandes    perjuicios 
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á   la  Bepública   ooasionados  por    los    fllibasteros   de   aquella 
Oolonia. 

Provisto  el  Gobierno  de  los  docamentos  qae  comprometían 
y  delataban  á  las  aatoridades  y  comerciantes  de  Oarazao,  como 
cómplices  principales  de  la  revolución,  despachó  á  La  Haya 
nn  Ministro  encargado  de  hacer  valer  ante  ese  Gtobierno,  el 
derecho  de  Yenesuela  á  ser  indemnizada  de  los  costos,  daños 
y  peqnicios  de  la  guerra  civil  fomentada  desde  Onrazao  y 
vencida  en  el  territorio  nacional. 

Ya  antes,  y  como  una  medida  de  justa  represalia,  se  ha- 
bían cerrado  al  comercio  exterior  los  puertos  de  Ooro  y  Ma- 
racaibo,  para  contener  y  perseguir  el  contrabando  de  los  co- 
merciantes de  Curazao,  que  también  por  este  medio  indecoroso 
han  conspirado  contra  sus  vecinos. 

La  demanda  de  nuestro  Ministro  no  fue  ni  siquiera  tomada 
-en  consideración,  como  si  Holanda  fuese  superior  á  las  necesi- 
dades y  mandatos  de  la  justicia. 

Pedíase  la  reapertura  de  nuestros  puertos  al  comercio  de 
su  Colonia,  lo  que  no  podía  ser  considerado  sino  como  un 
ataque  directo  á  nuestra  independencia  y  una  verdadera  trai- 
ción  á  la  causa  que  la  produjo,  y  que  fue  tan  heroica  como  glo- 
riosamente conquistada.  Discutir  siquiera  este  punto,  no  habría 
sido  más  que  el  acto  moralmente  imposible  de  discutir  la 
soberanía  de  Venezuela. 

Nuestro  Ministro,  cumpliendo  sus  instrucciones,  declaró  rotas 
las  relaciones  diplomáticas  entre  los  dos  países,  y  pudo  comu- 
nicar á  tiempo  este  resultado  al  Gobierno  de  Venezuela,  quien 
se  apresuró  á  enviar  sus  pasaportes  al  Encargado  de  Negocios 
de  Holanda  en  Caracas,  antes  de  que  este  los  pidiese. 

Oreo  que  Venezuela  obraría  de  una  manera  muy  impolítica 
reanudando  las  interrumpidas  relaciones  con  Holanda,  antes  de 
que  quede  atendida  su  justa  demanda. 

Ha  de  agregarse  que,  poco  después,  vinieron  á  La  Guaira 
dos  buques  de  guerra  holandeses,  y,  cuidadoso  de  su  honra, 
el  Gobierno  se  preparó  para  defenderse  de  cualquier  injusto 
ataque. 
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ao%^^p«J^c^  d^       Después  de  hablar  Oalvo  del  caso  del  6o- 
^  ^^^°  "^  ^""^  bernador  de  Jamaica,  llamado  á  juioio  ea  Ingla- 
terra por  haber  cometido  actos  de  aboso  y  opresión  al  amparo 
de  sa  empleo,  dice  : 

<^  Hay  diferencia  caando  se  traía  de  actos  cnmplidos  en  el 
extranjero  con  carácter  verdaderamente  nacional,  é  imputables 
á  representantes  oñciales,  delegados  de  la  faerza  pública,  ú  otros. 
Si  hay  an  principio  nniversalmente  admitido  es  que  él  Gobier- 
no se  confunde  siempre  con  la  Kaoión  de  que  es  órgano  y 
asume  en  hecho  como  en  derecho  la  responsabilidad  de  todos 
los  actos  de  los  Agentes  que  le  representen,  ó  á  quienes  ha- 
ya delegado  una  parte  de  la  autoridad  que  tenga.  Este  prin* 
cipio  absoluto,  el  mismo  de  una  manera  invariable  en  todas  las 
formas  posibles  de  Gobierno,  no  comporta  ninguna  reserva  en 
su  aplicación  extraterritorial, 

'<  TTn  Gobierno  puede  sin  embargo  rechazar  la  responsabili- 
dad de  les  actos  de  sus  agentes,  cuando  los  desaprueba  expresa- 
mente, probando  que  no  los  ha  autorizado.  Pero  aun  en  tal 
caso  está  obligado  á  reparar  el  mal  que  esos  actos  hayan  cau- 
sado, y  á  castigar  á  quien  los  ha  cometido ;  porque  una  simple 
desaprobación  no  satisface  siempre  á  la  parte  perjudicada.  Aplí- 
case particularmente  esta  regla  á  los  actos  de  las  personas  que 
hacen  parte  de  las  fuerzas  navales  de  un  Estado.  Estas  personas 
son  miradas  como  guardianes  del  honor  y  dignidad  del  Esta- 
do, representado  por  el  pabellón  á  cuya  sombra  sirven.  A 
más,  el  rigor  de  las  leyes  y  de  la  disdplina  militar  imprime  á 
los  actos  de  un  oficial  de  ejército  mayor  responsabilidad  de  la 
que  tienen  los  actos  de  un  simple  funcionario  civil.  El  primero 
está  á  las  órdenes  y  dirección  inmediata  del  Jefe  del  Estado, 
mientras  que  el  segundo,  aunque  se  presume  regido  por  las 
leyes  del  Estado,  no  está  siempre  sometido  á  la  dirección  in- 
mediata del  Poder  Ejecutivo  ó  exento  de  castigo.  El  acto  de 
un  oficial  del  ejército  ó  de  la  marina,  obrando  en  su  capaci- 
dad oficial  es  pues,  prima  faoie,  el  acto  de  su  Gtobierno,  y  debe 
ser  considerado  como  tal  mientras  no  sea  desaprobado  por  su 
Gobierno.  El  privilegio  del  oficial  es  generalmente  mirado  co- 
mo  prueba  gaficiente  de  su  autoridad.    En  el    caso  de  desa 
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probar  el  acto  del  oficial,  el  Gobierno  está  obligado  á  castigarlo 
6  entregarlo  á  la  parte  ofendida  para  que  le  castigae. "    (  Oalvo ). 

Sobre  la  captura  Estc  fuc    un  l^aone  Contrabandista  holán- 

ue    la  goleta  holandeea 

''  Adelaida."  dés,  legalmentc  apresado  por  las  autoridades 

de  Yeneznela.  Pero,  como  era  consigniente,  el  jaicio  y  cap- 
tara dieron  lagar  á  reclamo  por  parte  del  Representante  ne- 
erlandés en  Caracas. 

La  Adelaida  fae  apresada   en  agnas  territoriales,  y  había 
además^  visitado  sin  permiso,  islas  de  laSepúblíca. 

<^  Asi,  dice  an  autor  intachable,  paede  mirarse  como  re- 
gla de  derecho  primitivo,  reconocida  y  adoptada  por  el  derecho 
seeandario,  qae  las  partes  del  mar  qae  bañan  las  riberas,  esto 
es,  las  qae  se  llaman  mares  territoriales,  son  de  la  propiedad 
de  las  Ilaciones  soberanas  de  estas  riberas ;  qae,  por  consi- 
gaiente,  esas  Naciones  gozan  en  tal  espacio  de  todos  los  de- 
rechos de  la  soberanía  sin  excepción,  como  si  se  tratase  de 
an  territorio  terrestre.  Pueden  ellas  por  tanto  prohibir  el 
derecho  de  navegación  en  general  á  todas  las  demás  Naciones, 
ó  á  algunas  especialmente  ;  pueden  prohibir  sólo  ciertas  espe- 
cies de  navegación,  por  ejemplo,  el  cabotaje ;  limitar  el  número 
de  los  buques  que  intenten  acercarse  á  las  costas,  venir  á 
fondear  en  las  radas,  aun  abiertas:  someter  á  las  naves  de 
comercio  á  las  visitas  de  las  aduanas,  y  hasta  al  pago  de 
ciertos  derechos,  de  anclaje,  foros,  balizas,  etc,  etc;  en  una 
palabra,  expedir  todos  los  reglamentos  que  les  parezcan  opor- 
tunos para  su  propio  interés.  Los  extranjeros  que  entran  en 
este  territorio  reservado,  deben  someterse  .á  las  leyes  del 
príncipe,  en  lo  que  concierne  á  todas  las  relaciones  coa 
el  territorio  y  los  habitantes,  del  mismo  modo  que  si  habi- 
tasen ó  atravesaran  la  parte  terrestre  de  sus  Bstados.  Digo 
en  lo  que  concierne  á  las  relaciones  con  el  territorio  y  los 
habitantes  sólo,  porque,  como  lo  explicaré  después,  las  rela^ 
ciones  de  los  individuos  de  la  tripulación  de  un  navio  entre  sí,  aun 
á  bordo  de  él,  no  se  hallan  sometidas  á  esta  ley.  En  virtud 
de  tal  poder  soberano  los  mismos  buques  de  guerra,  esto  e» 
aquellos  cuyos  Comandantes  representan  directamente  á  su  So- 
berano, á  su    entrada  en  los  pnertos  extranjeros  y  en  las  radas^ 
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l>Qeden  ser  sometidos  á  ciertas  condiciones,  y  señaladamente 
al  salado  y  á  las  demás  maestras  de  reconocimiento  de  la  so- 
beranía." 

<<  Todo  pabellón  de  ana  Kaoión  neutral  ó  amiga  debe  ser 
respetado,  pero  con  la  condición  de  permanecer  amigo  ó  nea- 
traly  y  no  valerse  de  falsas  apariencias  de  neatralidad  ó  amis- 
tad  para  dañar  más  cómoda  é  impunemente. 

<*  Así  nadie  pondrá  dada  en  qae  la  piratería  paede  ser 
reprimida,  cualquiera  que  sea  el  pabellón  á  cuya  sombra  se 
practique.''  ' 

^<  Lo  mismo  sucede  con  el  contrabando,  bien  se  trate  de 
mercancías  y  objetos  de  comercio,  ó  del  contrabando  de  gaerra, 
en  víveres,  municiones  y    soldados." 

<<  El  mismo  derecho  de  represión  (porque  es  el  derecho  de 
defensa  natural)  existirá  en  favor  de  toda  Nación  á  que  una 
nave,  bajo  cualquier  pabellón  que  sea,  llevase  refaerzos  para 
la  goerra  civil,  trajese  desterrados,  procurase  introducir  cons- 
piradores, destinados  á  acarrear  el  disturbio -y  la  devastación 
á  su  seno." 

'<  Sn  todos  estos  casos  y  otros  semejantes :  ^  no  es  con 
efecto,  una  irrisión  alegar  que  el  buque  sardo  llevaba  pabe- 
llón neutral  6  amigo  t  Amigo  de  quien  f  decidme,  amigo  de 
la  Francia  ó  amigo  de  los  enemigos  de  la  Francia  ? " 

<<  Así  que,  no  hay  verdad  en  decir  absoluta  é  indistinta- 
mente  que  todo  navio  que  lleva  el  pabellón  neutral  ó  amigo 
es  inviolable,  y  que  este  pabellón  lo  cubre  todo.  Sí,  seca 
inviolable  si  se  mantiene  en  las  condiciones  del  derecho  de 
gentes  ^  no,  si  las  ha  violado  y  desconocido ;  porque  en  de- 
recho, lo  que  no  se  concede  sino  bajo  una  condición  se  niega  bajo 
la  coadioión  contraria." 

'^  Pero  cuando  este  mismo  buque  que  acabamos  de  con- 
siderar en  plena  mar  como  si  fuese  por  sí  solo  toda  la  S'acióa 
á  que  pertenece,  llega  á  un  puerto,  una  rada,  nna  costa,  6 
remonta  un  río  de  otro  Estado,  no  conserva  ya  la  misma  in- 
dependencia, ni  puede  afectar  la  misma  pretensión  á  la    sobe* 
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ranfa.  Lo  que  de  ella  le  qaeda,  será  modificado  por  la  sobe- 
ranía real  de  la  tierra  y  de  sas  dependencias  reconocidas.  Es- 
tará á  su  vez  y  con  relación  al  Soberano  de  esta  tierra,  co- 
mo la  nave  refogiada,  á  cubierto  de  los  que  lo  persignen , 
pero  sometido  al   examen  de  quien  lo  recibe." 

<<  En  esta  situación  y  si  está,  por  ejemplo,  en  un  pnerto 
de  Francia,  estará  como  todos  los  extranjeros,  obligado  á  con- 
formarse con    las  leyes    de  poUo(a  y  de  seguridad.^ 

<<  Así  el  buque  (que  se  halla  en  las  condiciones  indi- 
cadas más  arriba)  deberá  obedecer  las  amonestaciones  que  se 
le  hagan,  bajo  pena  de  ser  constreñido  por  la  fuerza^  mostrar 
sus  pasaportes,  satisfacer  las  exigencias  de  las  aduanas,  pres- 
tarse á  todas  las  precauciones  establecidas  contra  el  fraude 
y  el  contrabando,  observar  los  reglamentos  sanitarios,  y  sobre 
todo  abstenerse  de  todo  acto  que  cause  perjuicio  ó  envuelva 
hostilidad.  De  lo  contrario,  y  si  se  comete  por  su  parte  ó  la 
de  alguno  de  los  hombres  de  su  bordo,  cualquier  ofensa  contra 
las  personas,  las  propiedades  y  principalmente  contra  la  se- 
guridad del  Estado  que  le  da  hospitalidad,  quedará  sujeto  á 
represión,  sin  poder  alegar  su  extranjería." 

108  praírtlmStas'i^^  El  Gobierno  de  Venezuela  resolvió  recono- 
cer el  empréstito  contratado  en  Londres  en  1862.  Sin  em- 
bargo, los  Estados  Unidos  no  reconocieron  la  deuda  contraída 
por  los  Estados  confederados,  porque  nunca  los  consideró  como 
Gobierno  de  facto« 

Más  adelante  se  celebró  con  los  prestamistas  ingleses  un 
convenio  fiscal,  que  les  ha  asegurado  el  pago  de  los  intereses 
de  su  dinero,  y  la  amortización  del  capital. 

^^Q^ywa^gi^.^  Cuestión  pendiente  hace  largos  afios,  cuya 
solución  se  ha  retardado  mucho  con  perjuicio  de  nuestros  de- 
rechos y  de  los  valiosos  intereses  ya  creados  en  el  territorio 
Yuruary  por  las  empresas  mineras,  y  los  inagotables  filones  de 
oro  que  allí  abundan. 

XI  uote  de  Patos.  Otra  cuestióu  pendiente  con  la  Gran  Bretaña. 
Situado  el  islote  en  el  golfo  de  Paria,  fue  indebidamente  arren* 
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dado  por  la  aatoridad  inglesa  de  la  isla  de  Trinidad.  Yene* 
zaela  protestó  contra  el  arrendami^ito. 

Oon  efecto,  hablando  Bello  del  territorio  de  ana  Ifacióny 
dice:  en  cuarto  Ingar,  el  territorio  de  nnaJSTaoión  incluye  las 
islas  circandadas  por  sns  aguas.  Si  una  ó  más  islas  se  hallan 
en  medio  de  un  río  ó  lago  que  dos  Estados  poseen  por  mitad, 
la  línea  divisoria  de  las  aguas  deslindará  las  islas  6  partes 
de  ellas  que  pertenezcan  á  cada  £stadO|  á  menos  que  haya 
pactos  ó  larga  posesión  en  contrario. 

Con  respecto  á  las  islas  adyacentes  á  la  costa,  agrega, 
no  es  tan  extricta  la  regla.  Aun  las  que  se  hallan  situadas 
á  la  distancia  de  diez  ó  veinte  leguas,  deben  reputarse  de* 
pendencias  naturales  del  territorio  de  la  Nación  que  posee  las 
costas,  á  quien  importa  infinitamente  más  que  á  otra  alguna 
el  dominio  de  estas  islas  para  su  seguridad  terrestre  y  ma- 
rítima. 

Ortolán  establece  que,  si  se  forman  islas  en  las  aguas  te- 
rritoriales de  una  Ilación,  son  objeto  de  su  propiedad,  no  ha- 
biendo habido  más  que  una  mudanza  de  forma. 

Wheaton  asienta  igual  doctrina  y  Phillimore  conclqye  así : 
considérense  las  consecuencias  que  resultarían  si  no  se  mira- 
sen las  tierras  de  esta  clase  como  apéndice  del  continente  é 
incluidas  dentro  de  los  límites  del  territorio. 

Sobre  rwponsabiudad       La  Grau  Brctafia,  Bspafia,  Francia  y  Ale- 

p«ra  con  los  eztmjeros  .       _  ,     ,         ,  . ,  . 

pordañoBocarionadoBdu.    mauía,  han  dcclarado  repetidas  veces  su  irres* 

Tftnte  lu  eonmooionefl  ci*  • 

Tiles.  ponsabilidad   para  con    los  extranjeros   por 

daños  ocasionados  durante  las  conmociones  civiles.  Guando 
la  invasión  de  Frauda  por  las  tropas  alemanas,  en  la  última 
guerra  entre  estas  dos  Kaciones,  la  casa  del  Ministro  argen- 
tino en  Brunoy,  fue  tomada  para  cuartel,  seriamente  da&ada, 
tomados  los  vinos  que  guardaban  los  sótanos,  destrozados  los 
arneses,  caballerizas,  cercas,  etc.,  por  todo  lo  cual  se  mostrá 
irresponsable  el  Gobierno  del  Emperador. 

El  Gobierno  inglés,  como  el  ruso,  el  francés,  el  itaiiano< 
y  el  español,  han  proclamado  y  sosteuido  la  irresponsabilidad 
del  Estado   por  perjuicios  ocasionados  á  extranjeros  por  tropas 
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revolaoionarias,  y  aan  por  las  constitaoionales,  cuando  el  daña 
no  ha  sido  xolnntaría  y  deliberadamente  causado. 

Beconócese  que  el  extranjero  que  viene  á  establecerae  á 
estos  países,  queda  necesariamente  sometido  á  la  buena  co- 
mo á  la  mala  fortuna  del  país  á  que  viene  &  estable- 
cerse á  negocios  particulares.  Y  es  tal  la  fuerza  de  esta 
doctrina,  que  los  Estados  Unidos  repudiaron  la  deuda  con- 
traída por  los  Estados  confederados  del  Sur,  durante  la  guerra 
separatista ;  la  demanda  de  indemnización  hecha  por  España 
con  motivo  del  motín  en  Nueva  Orleans,  dirigido  únicamente 
contra  los  españoles ;  y  la  Bepública  Argentina,  la  reclamación 
británica  por  los  sucesos  de  Entre  Eíos;  y  todas  estas  Be- 
públicas  las  reclamaciones  de  extranjeros  por  consecuencia  de 
daños  sufridos  á  consecuencia  de  nuestras  guerras  civiles. 

Aun  la  intervención  diplomática  es  definitivamente  rechaza* 
zada  en  estos  casos. 

^^Las  leyes  de  un  Estado  son  también  obligatorias  para 
los  subditos  extranjeros,  mientras  ellos  residen  en  su  territorio^ 
ejercen  allí  algunos  negocios,  sobre  todo  actos  públicos,  ó  po* 
seen  bienes,  si  por  tratados  particulares  no  se  les  ha  conce- 
dido la  inmunidad  personal  ó  real.  Meras  diferencias  del  de- 
recho privado  de  los  dos  Estados  no  bastan  para  pretender  una 
exención  de  esta  especie.  Pero  cuando  los  extranjeros  son 
tratados  de  un  modo  desigual  y  oneroso,  en  comparación  de 
los  propios  subditos,  por  ejemplo,  en  punto  á  remate  de  bienes, 
sucesiones,  eto.,  su  Gobierno  puede  pagar  á  estos  últimos  en 
la  misma  moneda,  por  medio  de  la  retorsión.  Los  privilegios 
concedidos  á  subditos  propios  ó  extranjeros  deben  también  ser 
respetados  por  los  extranjeros,  en  el  territorio  del  Estado  que 
los  ha  conferido.''— Klüber. 

'^El  extranjero  admitido  en  el  Estado  se  halla  bajo  la 
protección  de  las  leyes  y  del  Gobierno ;  y  él  les  debe  por  SQ 
parte  obediencia." 

^<  Extendiéndose  el  Poder  Legislativo  á  todas  las  personas 
y  á  todos  los  bienes  que  se  hallan  en  el  Estado,  el  extranjero 
queda  sometido  desde  su  entrada,  á  él.  Las  leyes  civiles  ge- 
nerales le  son  aplicables  lo  mismo  que  al  ciudadano,  en  tanto 
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H]ae  las  leyes  mismas,  ó  los  tratados,  no  hacen  excepciones, 
ya  en  favor  de  él,  ya  en  sn  perjuicio.''— Martens. 

<^Las  leyes  de  todo  Estado  tienen  fuerza  dentro  de  sas 
límites,  y  obligan  á  todos  sns  subditos.'' 

^^  Todas  las. personas  qne  se  encuentran  dentro  de  los  límites 
de  nn  Estado  se  consideran  como  subditos,  sea  su  residencia 
permanente  ó  temporal.''-*Wheaton. 

<^  To^os  los  extranjeros  gue  moran  en  un  país,  deben  obe- 
diencia á  sas  leyes  como  subditos  temporales.  La  limitación 
que  incidentalmente  tiene  esta  proposición,  se  expondrá  en 
una  sección  subsecuente  en  que  se  discute  el  derecho  de  pro- 
tejer  á  los  subditos  en  extranjera  tierra."— Phillimore. 

'^  El  extranjero  á  su  entrada  contrae  tácitamente  la  obli- 
gación de  sujetarse  á  las  leyes  y  á  la  jurisdicción  local,  y  el 
Estado  le  ofrece  de  la  misma  manera  la  protección  de  la  au- 
toridad pública,  depositada  en  los  tribunales." — Bello. 

<<  Todos  los  extranjeros  de  cualquier  Nación,  serán  admití* 
dos  en  Colombia:  ellos  gozarán  en  sus  personas  y  propieda- 
des de  la  misma  seguridad  que  los  demás  ciudadanos,  siempre 
que  respeten  las  leyes  de  la  Bepública." — Artículo  183  de  la 
Constitución  de  Colombia. 

^^  Todos  los  extranjeros  de  cualquier  Kación  serán  admi- 
tidos en  Yenezuela.  Así  como  están  sujetos  á  las  mismas 
leyes  del  Estado  que  los  otros  ciudadanos,  también  gozarán 
^n  sus  personas  y  propiedades  de  la  misma  seguridad  que 
éstos:  sin  que  por  esta  disposición  queden  invalidadas  ni  al- 
teradas aquellas  excepciones  de  que  disfrutan,  según  los  trata- 
dos-rigentes." — Artículo  218  de  la  Constitución  de  1830.  Lo 
mismo  en  toda   la  América   latina. 

Así  aparece  del  artículo  2^  del  tratado  ajustado  con  la  Gran 
Sretaña  por  Colombia  en  1825,  y  adoptado  por  Venezuela  en 
1831,  pues  termina  del  modo  signiente  : 

^^Y  generalmente  los  comerciantes  y  traficantes  de  cada 
Nación  respectivamente,  gozarán  la  más  completa  protección 
y  seguridad  para  su  comercio,  estando  siempre  sujetos  á  las 
leyes  y  estatutos  de  los  dos  países  re^ectivamente. 

^<  Del  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación  ajustado 
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entre  Yeuezaela  y  Francia  en  1843.  Oon  efecto,  sa  artículo 
segando  expresa  qae  los  venezolanos  en  Francia  y  los  fran- 
ceses en  Yenezaela  tendrán  libertad  en  todas  sns  compras  y 
en  todas  sns  ventas,  de  establecer  y  fijar  el  precio  de  los 
efectos,  mercancías  ú  otros  efectos,  bien  sean  importados  ó 
nacionales,  y  ya  los  vendan  para  el  interior  ó  los  destinen 
para  la  exportación,  conformándose  á  loa  leyes  y  reglamentos 
del  foisP 

^^  Y  por  último,  no  estarán  sujetos  en  ningún  caso  á  otras 
cargas,  contribuciones  ó  impuestos  que  á  los  que  se  haya  some- 
tido á  los  nacionales  ó  á  los  subditos  y  ciudadanos  de  la  Nación 
más  favorecida."  Los  tratados  de  las  otras  Bepúblicas  con 
Europa  estatuyen  los  mismos  principios. 

Esta  misma  igualdad  con  los  naturales  se  estipula  en  el 
artículo  3.*»,  en  el  *••,  en  el  6,^,  en  el  9.®,  en  él  10.**,  en  el  11.**, 
en  el  24? 

La  propia  sujeción  se  halla  pactada,  no  sólo  en  los  tratados 
que  ha  tenido,  y  hoy  [no  tiene  Venezuela  con  los  Estados  Uni- 
dos de  América,  sino  también  en  el  de  1860,  que  es  el  vigente. 
Son  notables  las  palabras  de  su  artículo  3.® 

'^  Se  permitirá  á  los  ciudadanos  de  las  partes  contratantes 
entrar,  morar,  establecerse  y  residir  en  todas  las  partes  de  dicho 
territorio ;  y  los  que  deseen  dedicarse  á  negocios,  tendrán  dere- 
cho para  tomar  en  alquiler  y  ocupar  almacenes,  s%emj/re  que  se 
sometan  á  las  leyes^  así  generales  como  especiales^  relativas  á  los 
derechos  de  viajar ^  residir  6  traficar.  Mientras  se  conforman  con 
las  leyes  y  reglamentos  vigentes^  tendrán  libertad  de  manejar  ellos 
mismos  sus  propios  negocios  con  sujeción  á  la  jurisdicción  de 
cada  parte,  así  con  respecto  á  la  consignación  y  veuta  de  sus 
mercancías  por  mayor  ó  menor,  como  con  respecto  á  la  carga, 
descarga  y  despacho  de  sus  buques...." 

El  tratado  venezolano-danés  de  19  de  Diciembre  de  1862 
contiene  iguales  disposiciones  que  el  tratado  referido  de  Vene- 
zuela y  Francia. 

Otro  tanto  puede  decirse  del  tratado  que  Venezuela  y 
S.  M.  el  Bey  de  Italia  adoptaron  en  1861. 

Quede  por  consecuencia  sentado   que  los  ingleses,  los  fran> 
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ceses^  los  anglo-amerioanos,  los  dinamarqaeses  y  los  italianos 
están  obligados  expresamente  á  obedecer  las  leyes  de  Yene- 
zaela,  salvo  en  lo  que  los  tratados  hayan  dispuesto  nna  exención 
especial. 

En  el  tratado  británico  no  hay  estipnlación  que  se  roce  con 
la  materia,  mas  en  el  francés  existe  la  siguiente : 

<<  Art.  4?  Los  ciudadanos  y  subditos  de  uno  y  otro  Estado 
no  podrán  ser  sometidos  respectivamente  á  ningún  embargo,  ni 
detenidos  con  sus  buques,  tripulaciones,  mercancías  y  efectos 
comerciales  para  alguna  expedición  militar,  ni  para  uso  público 
cualquiera  que  sea,  sin  una  indemnización  convenida  y  fijada 
previamente  entre  las  partes  interesadas  y  suficiente  por  este 
uso  y  por  los  quebrantos,  pérdidas,  retardos  y  peijuicios  que  se 
originen  del  servicio  á  que  se  les  obligue.'' 

También  el  tratado  con  los  Estados  Unidos  guarda  silencio 
en  el  particular ;  no  así  el  de  Dinamarca,  en  cuyo  artículo  5.^ 
se   lee. 

'<  Art.  5«^  Los  buques,  tripulaciones,  mercancías,  efectos, 
coches  y  bestias  pertenecientes  á  los  ciudadanos  ó  subditos  de 
una  dé  las  partes  contratantes,  no  podrán  ser  embargados  ni 
detenidos  en  los  territorios  de  la  otra,  para  una  expedición 
cualquiera  que  sea,  ni  para  ningún  otro  servicio  público,  sin 
una  indemnización  convenida  y  fijada  previamente  entre  Las 
partes  interesadas,  sobre  bases  justas  y  equitativas." 

Y  finalmente  el  tratado  de  Italia  establece : 

<'  Art.  7.*"    Los  ciudadanos  de  los  dos  Estados  contratantes 
no  podrán  ser  sometidos  respectivamente  á  ningún    embargo, 
ni  detenidos  con  sus  buques,  trasportes,  cargamentos,  mercan- 
cías ú  otros  efectos  para  alguna  expedición,  ni  para  uso  público 
"^  cualquiera  que  sea,  sin  una  indemnización  convenida  y  fijada 

^^  previamente  entre  las  partes  interesadas,  sobre  bases  justas  y 

V  equitativas." 

Oaando  las  Naciones  están  en  guerra,  acostumbran  dar 
órdenes  á  sus  buques  y  á  los  corsarios  á  los  cuales  expiden 
patentes,  para  que  vayan  á  perseguir  y  apresar  las  naves  de  sua 
enemigos,  y  también  á  visitar  y  en  muchos  casos  apresar  las 
embarcaciones  de  los  amigos  y  neutrales.    Estos  bajeles  captu- 
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rados  son  traídos  á  los  paertos  de  la  Nación  del  apresador, 
cometidos  á  sas  tribunales  de  almirantazgo  y  por  ellos  decla- 
rados bnena  ó  mala  presa.  Las  capturas  se  hacen  en  el  terri- 
torio de  uno  ú  otro  beligerante,  y  en  alta  mar ;  y  sin  embargo  ^ 
todos  los  Estados  sostienen  que  á  sus  tribunales  corresponde 
el  juzgamiento  y  adjudicación  de  la  propiedad.  Además,  aunque 
no  deben  los  tribunales  guiarse  sino  por  los  principios  del  dere- 
cho de  gentes  y  ios  tratados,  cada  Nación  les  dicta  para  su  ob- . 
servancia  las  reglas  que  bien  le  parecen.  Así  lo  practican  todas, 
ninguna  se  queja  de  este  procedimiento  y  lo  más  que  pretenden 
es  que,  agotados  los  recursos  legales  todos,  entra  la  cuestión 
en  la  vía  diplomática,  si  el  fallo  es  notoriamente  iiyusto,  ó  la 
detención  del  buque  no  fue  motivada.  Si  tal  procedimiento  es 
arreglado  en  casos  de  esta  naturaleza,  creo  que  con  razón 
infinitamente  mayor  se  puede  aplicar  á  las  reclamaciones  de 
extranjeros  que  por  su  voluntad  han  venido  á  establecerse  en 
el  país,  que  por  su  voluntad  se  han  sometido  á  nuestras  leyes, 
que  por  su  voluntad  han  adquirido  en  este  territorio  bienes 
muebles  ó  inmuebles,  que  por  su  voluntad  han  formado  aquí 
establecimientos  i>ermanentes  y  vivido  muchos  años,  y  que  por 
los  mismos  tratados  que  nos  ligan  con  sus  respectivas  Nacio- 
nes, están  sujetos  á  embargos,  angarias,  etc.,  ellos  y  sus  cosas. 
A  estos  individuos  los  considera  el  derecho  de  gentes  identifica- 
dos de  tal  suerte  con  los  ciudadanos  del  lugar  donde  tienen  su 
domicilio,  que  en  caso  de  guerra  de  otra  Nación  con  Venezuela, 
aquella  los  mira  y  trata  como  á  sus  enemigos,  y  apresa  y  confisca 
los  cargamentos  que  ellos  quieran  llevar  de  aquí  para  otra  parte. 
Conviene  asimismo  no  olvidar  que  los  bienes  de  los  extran- 
jeros, aun  los  bienes  de  los  Estados  que  se  hallan  dentro  de 
los  límites  de  otro  Estado,  están  sujetos  al  dominio  eminente 
del  último,  y  que  en  esa  virtud  él  tiene  derecho  para  disponer 
de  tales  propiedades,  salva  la  indemnización. 

En  apoyo  de  lo  dicho  se  citará,  por  ejemplo,  á  Bello. 

<^Para  que  la  presa  marítima  dé  un  título  auténtico  de 
propiedad,  trasferible  á  los  neutrales,  ó  al  apresador,  es  nece^ 
sario,  según  la  práctica  más  general,  de  las. Naciones  modernas 
la  adjíMlicación  de  un  tribunal  que  debe  pertenecer  al   Soberano 
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del   captar^  y  residir  en  el  territorio  de  este  Soberano  ó  de   sus 
aliados.^ 

''El  conocimiento  de  las  cansas  de  presas,  es  privativo  de 
la  Nación  apresadora.  Esta  es  ana  consecnencia  necesaria  de 
la  igualdad  y  absoluta  independencia  de  los  Estados  sobe- 
ranosy  por  una  parte  y  de  la  obligación  de  observar  ana  im- 
parcial  y  rigurosa  neutralidad,  por  otra.  En  virtud  del  primer 
principio,  cada  Soberano  es  el  arbitro  reconocido  de  toda  con- 
troversia que  concierna  á  sus  derechos  propios,  y  no  puede 
sin  degradar  su  dignidad  aparecer  en  el  foro  de  las  otras 
Naciones  á  defender  los  actos  de  sus  agentes  y  comisionados, 
y  mucho  menos  la  legalidad  y  justicia  de  las  reglas  de  con- 
ducta que  les  ha  prescrito." 

''Pueden,  pues,  los  interesados  en  una  presa  indebidamente 
condenada,  recurrir  al  Gobierno  de  su  país,  para  que  reclame 
la  competente  indemnización  del  Gobierno  cuyos  juzgados  haa 
pronunciado  la  sentencia  injusta.  Pero  la  equidad  no  permite 
que  un  Estado  sea  responsable  de  la  conducta  de  sus  miembros, 
mientras  los  actos  de  estos  no  hayan  sido  examinados  por 
todos  los  medios  que  el  Estado  ha  provisto  al  efecto.  Gomo 
regularmente  no  sólo  hay  juzgados  inferiores  de  presas,  sino 
tribunales  de  revisión  ó  apelación,  á  que  tienen  recurso  loa 
que  han  sido  agraviados  por  los  juzgamientos  de  aquellos,  loa 
tribunales  no  pueden  interponer  justamente  la  autoridad  de  sa 
Gobierno  contra  un  fallo  del  juzgado  inferior,  mientras  no  han 
hecho  uso  del  recurso  ó  recursos  de  apelación,  que  les  conceden 
las  leyes  del  beligerante." 

El  publicista  de  los  Estados  Unidos  de  América,  H.  Whea- 
ton,  escribe: 

"Aun  suponiendo  que  las  sentencias  injustas  de  tribunales 
nacionales  no  constituyan  fundamento  de  represalias,  evidente- 
mente hay  eu  este  respecto  una  gran  diferencia  entre  los  tri- 
bunales  ordinarios  del  Estado,  qoe  proceden  llevando  por  guía 
para  sus  decisiones  la  ley  nacional,  y  los  tribunales  de  presa, 
nombrados  por  su  autoridad,  y  que  dicen  que  administran  el. 
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derecho  de  gentes  así  á  extranjeros  como  á  subditos.  Los 
tribunales  ordinarios  adquieren  jarisdicción  sobre  la  persona  ó 
bienes  de  an  extranjero  por  consentimiento  de  éste,  bien  eocpresoj 
moviendo  volantariamente  el  pleito  ó  implioitOy  por  el  hecho 
de  traer  al  territorio  su  persona  ó  bienes.  Pero  cuando  tri- 
bunales de  presa  ejercen  su  jurisdicción  sobre  buques  capturados 
en  el  mar,  los  bienes  de  los  extranjeros  son  traídos  por  fuerza 
al  territorio  del  Estado,  por  cuyos  tribunales  han  sido  cons- 
tituidos. Por  derecho  natural,  los  tribunales  del  país  del  apre. 
sador  no  tienen  más  derecho  para  ser  jueces  exclusivos  de 
las  presas  hechas  en  alta  mar  de  buques  provistos  de  pabellón 
neutral,  que  los  tribunales  del  país  neutral.  En  principio,  pare- 
oe  que  la  igualdad  de  las  Naciones  prohibe  el  ejercicio  de 
una  jurisdicción  así  adquirida  por  fuerza  y  violencia,  y  admi- 
nistrada por  tribunales  que  no  pueden  ser  imparciales  entre 
las  partes  litigantes,  porque  los  creó  el  Soberano  del  uno  para 
juzgar  al  otro.  Tal  es,  sin  embargo,  la  constitución  actual  de 
los  tribunales,  en  que,  por  el  derecho  internacional  positivo, 
reside  la  jurisdicción  exclusiva  de  las  presas  hechas  en  la 
guerra.'^ 

En  otra  parte,  citando  á  Butherforth,  dice  lo  que  se  ha 
transcrito  de  Bello,  y  agrega:  '*los  subditos  de  un  Estado 
neutral  no  pueden  tener  derecho  de  acudir  á  su  propio  Gobierno 
en  solicitud  de  remedio  contra  una  sentencia  errónea  del  tri- 
bunal inferior  hasta  que  hayan  apelado  al  tribunal  superior, 
6  á  los  diversos  tribunales  superiores,  si  hay  más  de  uno,  y 
hasta  que  se  haya  confirmado  la  sentencia  en  todos  ellos.  Por- 
que estos  tribunales  son  otros  tantos  medios  sefialados  por  el  Es 
tado  á  que  pertenece  el  apresador,  para  examinar  su  conducta,  y 
hasta  que  su  conducta  haya  sido  examinada  por  todos  estos 
medios,  continúa  el  derecho  exclusivo  de  juzgar,  que  asiste  al 
Estado.  Después  que  la  sentencia  del  tribunal  inferior  ha 
sido  confirmada,  los  reclamantes  extranjeros  pueden  acudir  á 
BVL  propio  Gobierno  en  solicitud  de  remedio,  si  se  oreen  agra- 
viados ;  mas  el  derecho  de  gentes  no  se  lo  concede,  á  menos 
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del   captOTy  y  retídir  en  el  territorio  de  este  Soberano  ó  de   sm 
aliados.^ 

^'El  conocimienfx)  de  las  causas  de  presas,  es  privativo  de 
la  Nación  apresadora.  Bsta  es  una  consecuencia  necesaria  de 
la  igualdad  y  absoluta  independencia  de  los  Estados  sobe- 
ranos, por  una  parte  y  de  la  obligación  de  observar  ana  im- 
parcial y  rigurosa  neutralidad,  por  otra.  En  virtud  del  primer 
principio,  cada  Soberano  es  el  arbitro  reconocido  de  toda  con- 
troversia que  concierna  á  sus  derechos  propios,  y  no  puede 
sin  degradar  su  dignidad  aparecer  en  el  foro  de  las  otras 
Naciones  á  defender  los  actos  de  sus  agentes  y  comisionados, 
y  mucho  menos  la  legalidad  y  justicia  de  las  reglas  de  con- 
ducta que  les  ha  prescrito." 

'^Pueden,  pues,  los  interesados  en  una  presa  indebidamente 
condenada,  recurrir  al  Gobierno  de  su  país,  para  que  reclame 
la  competente  indemnización  del  Gobierno  cuyos  juzgados  haa 
pronunciado  la  sentencia  injusta.  Pero  la  equidad  no  permite 
que  un  Estado  sea  responsable  de  la  conducta  de  sus  miembros, 
mientras  los  actos  de  estos  no  hayan  sido  examinados  por 
todos  los  medios  que  el  Estado  ha  provijsto  al  efecto.  Gomo 
regularmente  no  sólo  hay  juzgados  inferiores  de  presas,  sino 
tribunales  de  revisión  ó  apelación,  á  que  tienen  recurso  loa 
que  han  sido  agraviados  por  los  juzgamientos  de  aquellos,  loa 
tribunales  no  pueden  interponer  justamente  la  autoridad  de  sa 
Gobierno  contra  un  fallo  del  juzgado  inferior,  mientras  no  han 
hecho  uso  del  recurso  ó  recursos  de  apelación,  que  les  conceden 
las  leyes  del  beligerante." 

El  publicista  de  los  Estados  Unidos  de  América,  H.  Whea- 
ton,  escribe: 

<<Aun  suponiendo  que  las  sentencias  injustas  de  tribunales 
nacionales  no  constituyan  fundamento  de  represalias,  evidente- 
mente hay  en  este  respecto  una  gran  diferencia  entre  los  tri- 
bunales ordinarios  del  Estado,  que  proceden  llevando  por  guía 
para  sus  decisiones  la  ley  nacional,  y  los  tribunales  de  presa, 
nombrados  por  su  autoridad,  y  que  dicen  que  administran  el 
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derecho  de  gentes  así  á  extranjeros  como  á  subditos.  Los 
tribunales  ordinarios  adquieren  jarisdicción  sobre  la  persona  6 
bienes  de  nn  extranjero  por  consentimiento  de  éste,  bien  expreso^ 
moviendo  voluntariamente  el  pleito  ó  implícito^  por  el  hecho 
de  traer  al  territorio  su  persona  ó  bienes.  Pero  cuando  tri- 
bunales de  presa  ejercen  su  jurisdicción  sobre  buques  capturados 
en  el  mar,  lo»  bienes  de  los  extranjeros  son  traídos  por  fuerza 
al  territorio  del  Estado,  por  cuyos  tribunales  han  sido  cons- 
tituidos. Por  derecho  natural,  los  tribunales  del  país  del  apre. 
sador  no  tienen  más  derecho  para  ser  jueces  exclusivos  de 
las  presas  hechas  en  alta  mar  de  buques  provistos  de  pabellón 
neutral,  que  los  tribunales  del  país  neutral.  En  principio,  pare- 
ce que  la  igualdad  de  las  daciones  prohibe  el  ejercicio  de 
ana  jurisdicción  así  adquirida  por  fuerza  y  violencia,  y  admi- 
nistrada por  tribunales  que  no  pueden  ser  imparciales  entre 
las  partes  litigantes,  porque  los  creó  el  Soberano  del  uno  para 
juzgar  al  otro.  Tal  es,  sin  embargo,  la  constitución  actual  de 
los  tribunales,  en  que,  por  el  derecho  internacional  positivo, 
reside  la  jurisdicción  exclusiva  de  las  presas  hechas  en  la 
guerra." 

En  otra  parte,  citando  á  Butherforth,  dice  lo  que  se  ha 
transcrito  de  Bello,  y  agrega:  '<los  subditos  de  un  Estado 
neutral  no  pueden  tener  derecho  de  acudir  á  su  propio  Gobierno 
en  solicitud  de  remedio  contra  una  sentencia  errónea  del  tri- 
bunal inferior  hasta  que  hayan  apelado  al  tribunal  superior, 
ó  á  los  diversos  tribunales  superiores,  si  hay  más  de  uno,  y 
hasta  que  se  haya  confirmado  la  sentencia  en  todos  ellos.  Por- 
que estos  tribunales  son  otros  tantos  medios  señalados  por  el  Es 
tado  á  que  pertenece  el  apresador,  para  examinar  su  conducta,  y 
hasta  que  su  conducta  haya  sido  examinada  por  todos  estos 
medios,  continúa  el  derecho  exclusivo  de  juzgar,  que  asiste  al 
Estado.  Después  que  la  sentencia  del  tribunal  inferior  ha 
sido  confirmada,  los  reclamantes  extranjeros  pueden  acudir  á 
su  propio  Gobierno  en  solicitud  de  remedio,  si  se  creen  agra- 
TiadoB ;  mas  el  derecho  de  gentes  no  se  lo  concede,  á  meno» 
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qne  con  efecto  lo  hayan  sido.    Gaando  las  cosas  han  llegada 
á  estelpnnto,  los  dos  Estados  se  hacen  partes  en  la  controversia." 

En  la  célebre  cansa  del  empréstito  á  cnyo  pago  se  hipo- 
tecó la  Silesia,  fígnra  nn  informe  extendido  por  la  comisión 
nombrada  en  la  Gran  Bretaña,  para  responder  á  la  exposición 
de  motivos  de  Prnsia.  En  este  informe  qne  Yattel  llama  <^ex- 
<selente  trozo  del  derecho  de  gentes,"  y  Montesqnien  '^respaesta 
sin  réplica,"  hay  varios  pasajes  qne  conñrman  las  doctrinas 
indicadas. 

<<Si  la  sentencia  de  nna  corte  de  almirantazgo  se  tiene 
por  errónea,  hay  en  todo  país  marítimo  nn  tribnnal  superior 
de  revisión,  qne  se  compone  de  las  personas  más  notables  del 
Estado,  y  al  cnal  puede  apelar  la  parte  qne  se  cree  perju- 
dicada. Y  este  tribnnal  superior  juzga  por  las  mismas  reglas 
qne  están  prescritas  á  la  corte  de  almirantazgo,  á  saber,  según  el 
derecho  de  gentes  y  los  tratados  que  existen  con  la  Potencia 
neutral  de  que  es  subdito  el  querellante." 

^'Guando  ninguna  de  las  dos  partes  interpone  apelación,  se 
juzga  qne  ellas  mismas  reconocen  la  justicia  de  la  sentencia ; 
lo  cual  termina  el  pleito." 

<<Esta  misma  manera  de  juzgar  y  adjudicar  las  presas  se 
halla  indicada,  confirmada  y  autorizada  por  gran  número  de 
tratados." 

««•••••••■••«■■■•■•«•■a     •••••>     «••..«     «••*•■     >>•>•«     •••«••>•«■••••• 

'<E1  derecho  de  gentes  fundado  en  la  justicia,  en  ia  equidad, 
y  en  la  razón  y  conveniencia  de  las  cosas  y  sancionado  por 
un  largo  uso,  no  permite  represalias,  sino  sólo  en  dos  casos^  6 
de  un  agravio  violento,  dirigido  y  sostenido  por  un  Soberano, 
ó  de  absoluta  denegación  de  justicia  de  parte  de  todos  los 
tribunales  y  aun  del  Soberano;  y  esto  en  cosas  que  no  ad- 
miten  la  menor  duda  ni   litijio." 


<'  Aunque  todo  demandante  prusiano  debe  haber  sabido  que 
el   derecho  de  gentes  le  prohibía  recurrir  á  su  propio  Soberano, 
hasta  qne  en  última  instancia  se  le  hubiese  hecho  una  injusticia 
manifiestamente  averiguada,  y  que  ya  no  le  quedase  ningún  re. 
medio  aquí ;  y  aunque  ninguno  de  ellos  baya  podido  ignorar  que 
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este  principio  del  derecho  de  gentes  debía  observarse  tanto  más 
esorapalosamente  en  orden  á  las  presas  de  la  última  gnerra, 
cnanto  dándose  toda  la  propiedad  de  ellas  á  los  qne  las  hacían, 
ninguna  parte  podía  repetirse  de  los  mismos  sino  en  justicia 
arreglada :  qne  demandantes  prusianos  que,  no  apelando,  han 
dado  su  propio  asentimiento  á  que  las  presas  que  les  interesa- 
ban quedaran  adjudicadas*  á  los  que  las  habían  hecho,  vengan 
después  de  eso  á  formar  una  demanda  contra  todo  el  cuerpo  del 

Estado,  he  aquí  lo  que  jamás  podrán  hacer  con  fundamento. 
Guando  las  sentencias  fueran  indudablemente  injustas,  culpa  de 
ellos  es  que  no  hayan  sido  enmendadas. " 
Phillimore  se  expresa  de  esta  suerte: 

'<E1  Estado  á  que  pertenece  el  extranjero,  puede  interve- 
nir para  protegerle  cuando  él  ha  recibido  maltrato  positivo  ó 
se  le  ha  denegado  la  justicia  ordinaria  en  el  país  extranjero. 
El  Estado  de  que  es  subdito  el  extranjero  puede  en  el  primer 
caso  insistir  en  que  se  conceda  reparación  inmediatamente.  En 
el  segundo  la  intervención  debe  tener  nn  carácter  más  delica- 
do. Es  preciso  que  el  Estado  se  convenza  de  que  su  ciuda- 
dano ha  agotado  los  medios  de  obtener  desagravio  legal  por 
el  órgano  de  los  tribunales  del  país  en  que  ha  sido  ofendido ; 
si  esos  tribunales  no  pueden  ó  no  quieren  hacerse  cargo  del 
agravio  y  sentenciar,  dando  justo  fundamento  á  la  interven- 
ción. Pero  toca  al  Estado  que  interviene  primero,  poner  el 
mayor  cuidado  en  que  se  establezca  claramente  la  comisión  del 
agravio ;  y  en  segundo  lugar,  que  se  establezca  con  no  menos 
claridad  la  negativa  de  los  tribunales  locales  á  decidir  la  cnes- 
tión  pendiente.'' 

<'  Sólo  después  de  haberse  probado  irrefragablemente  estas 
proposiciones,  puede  el  Estado  á  que  pertenece  un  extranjero 
reclamar  reparación  del  Gobierno  de  su  país;  y  no  se  pnede 
apelar  á  represalias,  mucho  menos  á  la  guerra,  hasta  después 
de  haber  negado  desagravio  el  Ejecutivo  lo  mismo  qne  las  auto- 
ridades jndiciales." 

'^  Por  regla  general  no  puede  fundarse  tal  reclamo  en  nin- 
gún reparo  contra  las  formas  de  procedimiento,  ó  el  modo  de 
administrar  justicia  en  los  tribunales  del  país;  el  extranjero  de 
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bió  haber  considerado  este  asanto,  antes  de  celebrar  allí  tra- 
tos. Sin  embargo,  ana  clara  violación  de  lo  qne  oonstitoye  la 
esencia  de  la  justicia  natoral^v.  g.  negar  andiencia  á  laparte, 
6  no  permitirle  llamar  testigos,  equivaldría  á  lo  mismo  que  á  ana 
absoluta  denegación  de  justicia. '' 

<^  Nunca  debe  perderse  de  vista  la  distinción  entre  las  per- 
sonas domiciliadas  y  los  que  van  á  un  país  extranjero  de  vi- 
sita ó  de  tránsito ;  porque  esto  ha  de  influir  en  la  aplicación  de 
la  regla  de  derecho  qne  autoriza  á  una  Nación  para  apoyar  con 
la  fuerza  los  reclamos  de  sus  subditos  en  país  extranjero.  Cier- 
to es  que  el  domicilio  extranjero  no  quita  este  poder;  pero 
hace  menos  razonable  su  invocación  y  dificulta  más  su  ejer- 
cicio. ^ 

^^Un  subdito  que  debidamente  se  ha  domiciliado  en  otro 
Estado,  no  puede  tener  motivo  de  queja,  si  se  le  somete  á  ma- 
chas contribuciones  é  impuestos  de  que  el  mero  extranjero  es- 
taría exento,  según  el  uso  de  las  Naciones.  Además  debe 
suponerse  que  consideró  los  hábitos  del  pueblo,  las  leyes  del 
país,  y  el  modo  de  administrarlas,  antes  de  establecer  allí  sus 
lares,  y  tomarlo  por  asiento  de  sus  bienes.  Por  tanto  no  pue- 
de  esperar  que  toda  queja  que  esté  dispuesto  á  elevar  al  Ck>- 
bierno  de  su  patria,  con  respecto  á  esas  cosas,  sea  considerada 
digna  de  interposición  nacional.  Más  especialmente  si  permi- 
tiéndoselo la  ley  de  su  domicilio,  ha  comprado  tierra,  y  así 
incorporádose,  digamos,  en  el  territorio  de  un  país  extranjero, 
no  puede  solicitar  que  su  Gobierno  patrio  intervenga  en  pun- 
to al  efecto  de  leyes  nacionales,  ó  á  la  sentencia  de  tribunales 
nacionales  sobre  sus  derechos  á  bienes  inmuebles  en  esta  tierra 
extranjera,  ^ 

<<  Preciso  es  que  una  insigne  violación  de  justioia  sirva  de 
fundamento  á  la  reconvención  internacional  en  semejante  asun- 
to; á  menos  que  las  disposiciones  de  un  tratado  particular 
ó  alguna  pública  proclama  del  Gobierno  extranjero,  exceptúe  el 
caso  de  la  aplicación  del  derecho  general. " 

Hautefbuille  dice : 

<<  El  uso    adoptado  por  la  mayor  parte  de  las  Naciones,  de 
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echar  sobre  los  hombros  del  neatral  la  carga  de  la  praeba  de 
8Q  inocoDcia,  no  es  la  única  iniquidad  cometida  en  esta  ma- 
teria por  los  beligerantes.  Las  leyes  particulares  de  gran  nú- 
mero de  Estados  han  fijado  la  manera  de  hacer  el  neutral  la 
prueba  negativa,  y  rechazan  de  antemano  todos  los  medios  de 
establecer  la  verdad  que  no  sean  el  que  ellas  han  juzgado  deber 
adoptar.  Así,  no  sólo  el  Capitán  ó  el  reclamante  neutral  está 
obligado  á  probar  la  justicia  del  embargo,  sino  también  debe 
hacer  esta  prueba  negativa  de  una  manera  especial.  Las  le- 
yes francesas  y  suecas  han  sancionado  esta  injusticia:  ellas  nie- 
gan la  admisión  de  todas  las  pruebas  que  no  sean  las  resul- 
tantes de  los  papeles  hallados  á  bordo,  en  el  momento  de  la 
visita,  y  entregados  al  crucé^p  durante  ésta.  Este  modo  de 
proceder  sanciona  un  abuso  repugnante :  de  aqui  resulta  que  se 
decide  del  apresamiento,  no  por  la  verdad  de  los  hechos,  sino 
por  apariencias  muchas  veces  engañosas ;  y  que  el  neutral,  que 
no  debiera  estar  obligado  á  la  prueba,  tiene  la  obligación  de  ha- 
cerla, y  de  hacerla  en  una  forma  decretada  y  limitada  por  un 
Soberano  de  que  no  es  subdito." 

Por  otra  parte,  como  dice  Bello,  <^  el  extranjero  á  su  en- 
trada contrae  tácitamente  la  obligación  de  sujetarse  á  las 
leyes  y  á  la  jurisdicción  local,  y  el  Estado  le  ofrece  de  la 
misma  manera  la  protección  de  la  autoridad  pública,  deposi- 
tada en  los  tribunales.  Si  éstos  contra  derecho  rehusasen  oír 
sus  quejas,  ó  le  hiciesen  una  injusticia  manifiesta,  puede  en- 
tonces interponer  la  autoridad  de  su  Soberano,  para  que 
solicite  se  le  oiga  en  juicio,  ó  se  le  iúdemnicen  los  perjuicios 
causados." 

Tratando  de  un  reclamo  de  perjuicios  ocasionados  á  es- 
pañoles en  Nueva  Orleans,  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
para  justificar  su  remisión  á  los  tribunales,   decia : 

^'  Así,  mientras  son  muy  de  sentirse  las  pérdidas  de  indi- 
viduos portienlares,  subditos  españoles,  se  entiende  que  muchos 
ciudadanos  anglo-americanos  fueron  perjudicados  por  la  misma 
causa.  T  estos  individuos  particulares,  subditos  de  S.  M.  C, 
que  han  venido  voluntariamente  á  residir  en  los  Estados  Uni- 
dos, no  tienen  de  cierto,  motivo  para  quejarse,  si  son  prote- 
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gidos  por  las  mismas  leyes  y  administración  de  jostíoia  que 
los  ciudadanos  de  este  país  por  nacimiento? 

Acorde  con  tales  principios,  el  tratado  de  amistad  con- 
clnido  entre  Yeneznela  y  Francia  se  expresa  así  en  el  artículo 
3».: 

^<  Los  ciudadanos  y  subditos  respectivos  gozarán  en  uno  y 
otro  Estado  de  una  completa  y  constante  protección  en  sus 
personas  y  propiedades.  Tendrán  en  consecuencia  libre  y  fácil 
acceso  á  los  tribunales  de  justicia  para  hacer  valer  y  defen- 
der sus  derechos  establecidos  por  las  leyes." 

El  mismo  artículo  se  halla  repetido  en  el  tratado  de 
Venezuela  y  Bélgica,  de  Venezuela  é  Italia,  de  Venezuela  y 
Dinamarca. 

'^  No  puede  ni  negarse  al  Estado,"  dice  G.  F.  de  Martens, 
el  derecho  de  recurrir,  en  caso  de  necesidad  extraordinaria, 
á  signos  de  moneda,  papel  moneda,  etc.,  salva  la  obligación 
de  restituir  su  verdadero  valor  pasado  el  momento  de  urgen- 
cia; y  el  extranjero  no  puede  quejarse  mientras  padece  á  la 
par  del  natural  del  país." 

<^  Sin  embargo,  cuando  el  Estado  apela  á  violentas  opera- 
ciones fiscales  dirigidas  á  sustraerle  de  la  obligación  natural 
de  satisfacer  sus  empeños,  la  violacióa  del  derecho  de  pro- 
piedad que  de  esto  resulta,  puede  autorizar  á  las  Naciones 
extranjeras  á  prohijar  en  el  particular  la  causa  de  sus  sub- 
ditos, y  á  emplear,  para  protegerlos,  todos  los  medios  que  con- 
cede el  derecho  de  gentes  en  los  casos  de  lesión  de  Nación 
á  Nación,  si  no  temen   que  se  use  contra  ellas  de  retorsión.'^ 

Del  mismo  modo  en  cuanto  á  las  deudas  x>^QDÍfi^na6  que 
el  Estado  contrae  con  particulares,  el  extranjero,  aunque  autori- 
zado á  pedir  que  se  le  asimile  á  los  acreedores  naturales  del 
país,  no  lo  está  para  pedir  que  se  le  prefiera  á  ellos;  sin 
embargo,  además  de  que  una  Nación  extranjera  puede  asegurar 
los  derechos  de  sus  subditos  por  tratado,  hay  casos  en  que 
operaciones  fiscales  serían  tan  evidentemente  contrarias  á  las 
reglas  de  la  justicia,  que  una  Nación  extranjera  estaría  autori- 
zada para  dar  oídos  á  las    quejas  de  sus   subditos,  y  echar 
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mano  de  la  retorsión  y  las  represalias,  para  poner  á  sus  súb^ 
ditos  á  cabierto  de  tales  medidas  y  vejaciones." 

Hasta  an  escritor  inglés,  Fhillimore,  adopta  las  precedentes 
ideas,  estableciendo  qne,  '^como  regia  general,  parece  exacta 
la  proposición  de  Martens,  á  saber,  qne  el  extranjero  sólo 
puede  pretender  que  se  le  ponga  al  nivel  del  acreedor  na- 
tural del  Estado." 

Pone  por  ejemplo  de  las  medidas  fiscales  fraudulentas  é 
inicuas,  la  depr moción  permanente  de  la  moneda  ó  del  papel 
moneda,  ó  la  absoluta  repudiación  de  las  deudas  contraídas 
sobre  la  fe  pública  del  país,  y  agrega: 

<<  Se  usa  el  epíteto,  permanentey  porque  con  dificultad  puede 
negarse  que,  en  caso  de  necesidad  extraordinaria,  una  Nación 
podría  adoptar  medidas  fiscales  temporales  con  respecto  á  su 
papel  moneda,  de  las  cuales  el  acreedor  extranjero  no  pudiera 
quejarse  injustamente." 

<<  Pero  entonces  tiene  derecho  á  la  observancia  de  dos 
condiciones :  1%  que  al  cabo  se  pague  el  verdadero  valor  del 
empréstito :  2*",  que  entre  tanto  se  le  ponga  en  el  mismo  nivel 
que  al  acreedor  doméstico."  , 

Verdad  es  que  los  Gobiernos  envían  Agentes  diplomáticos 
para  cuidar  de  los  intereses  de  sus  compatriotas,  y  que  ellos 
no  pueden  tener  relaciones  con  los  tribunales,  sino  con  el 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros ;  mas  de  aquí  no  se  sigue 
que  deba  prescindirse  de  los  tribunales. 

'*  En  todo  asunto  puramente  privado^  que  no  toca  en  nada 
los  intereses  nacionales,  la  protección  reclamada  (del  Agente 
diplomático)  no  puede  ser  sino  oficiosa  y  facultativa.  La 
justicia  del  país,  la  local  administración  tienen^.derechos  que 
nadie,  y  menos  el  Ministro  extranjero,  puede  desconocer ;  in- 
gerirse faéra  de  propósito  en  el  ejercicio  regular  de  estos 
derechos,  llevar  su  intervención  más  allá  de  los  límites  fijados 
por  el  tino  y  la  prudencia,  sería  en  el  Ministro  una  falta 
grave,  que  expondría  su  consideración  y  su  crédito. 

^<Por  lo  demás,  en  toda  especie  de  negocios,  la  interven» 
ción  oficial  del    Agente  diplomático  en  favor  de  sus    compa- 
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triotas  no  debe  verificarse  sino  por  el  órgano  del  Ministerio 
de  Relaciones  Exteriores  del  país  en  qne  está  acreditado ;  no 
puede  dirigirse  directamente  á  ninguna  otra  autoridad  constituida. 
Sean  cuales  fueren  sus  pasos,  no  paeden  tener  por  objeto  sus- 
pender la  acción  de  los  tribunales.  Sin  embargo,  aunque  el 
Poder  Judicial  es  independiente  del  Poder  Ejecutivo,  si  se 
cometieran  en  la  distribución  de  la  justicia  irregularidades  in- 
signes que  perjudicasen  á  sus  compatriota»,  el  enviado  podría 
procurar  su  enmienda,  pidiendo  al  Gobierno  que  excitase  á 
los  Jueces  al  cumplimiento  imparcial  de  la  ley.  Oon  mayor 
razón,  si  la  ley  misma  violase  las  estipulaciones  de  an  tra- 
tado, ó  interpretase  abusivamente  sus  cláusulas,  el  Ministro 
debería  reclamar  de  oficio  contra  su  aplicación,  hasta  que  fuera 
abrogada," 

El  tratado  con  Dinamarca  estipula  una  protección  comple- 
ta y  constante  para  las  personas  y  propiedades  de  los  ciuda- 
danos y  subditos  de  cada  una  de  las  dos  Naciones,  y  á  ren- 
glón seguido  se  hallan  estas  palabras :  ^^  Tendrán,  por  oanH» 
{luiente^  libre  y  fácil  acceso  á  los  tribunales  de  justicia  para 
la  repetición  y  defensa  de  sus  derechos,  y  esto,  con  las  mis- 
mas condiciones  que  existen  para  los  ciudadanos  del  país  en 
que   residan." 

Por  el  artículo  3^  en  su  parte  final  se  estipula  que  ^'  en 
los  casos  de  revolución  ó  de  guerra  interior,  los  ciudadanos  y 
subditos  de  los  Estados  contratantes  tendrán  derecho  en  el 
territorio  del  otro  á  ser  indemnizados  de  los  daños  y  perjui- 
cios qne  les  causen  en  sus  propiedades  las  autoridades  cons- 
tituidas del  país,  ó  las  fuerzas  que  de  ellas  dependan,  con 
arreglo  á  las  pruebas  que  aduzcan  los  interesados  conforme  á 
las  leyes  vigentes," 

Sí  entre  muchos  ejemplos  que  es  dable  citar,  se  quiere  uno 
muy  notable  de  las  consecuencias  que  produce  la  falta  de  inter- 
vención de  los  tribunales  en  estos  asuntos,  se  recordará  el  del 
célebre  D.  Pacífico.  En  1850  una  flota  inglesa  compuesta  de 
ouatro  buques,  de  los  cuales  muchos  eran  de  línea,  bloqueó 
los  puertos  griegos,  cogió  los  pocos  bajeles  de  guerra  existea- 
tes  y  se  apoderó  de  todos  los  mercantes,  en  seguridad  espe* 
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•ciftlmente  del  crédito  de  D.  Pacifioo«  Despaés  de  ñu  largo  de- 
bate, resaltó  qae  este  individao  no  era  subdito  británioo  sino 
portngaés  y  se  le  concedieron  150  libras  esterlinas  en  indem- 
nización. El  había  redamado  21.295  libras  1  chelín,  4  peoi- 
qnes  por  yalor  de  propiedades  y  efectos  de  sa  pertenencia  que 
faeron  destraidos  en  Abril  de  18á7,  época  en  la  cual  dijo  el 
Ministro  de  Negocios  Extranjeros  de  la  Oran  Bretaña,  qne  nn 
tnmolto  ayudado  por.  soldados  y  algnaciles  griegos  había  in- 
Tadido  sn  casa  en  Atenas  y  saqneádole  á  la  luz  del  día.  La 
Cámara  de  los  Pares  censuró,  por  ana  mayoría  de  37  votos 
la  condacta  de  los  Ministros  ingleses.  En  la  Oámara  de  los 
Oomnnes,  cnando  se  hizo  cargo  á  Lord  Palmerston  de  haber 
hecho  oso  de  represalias,  sin  que  primero  se  hubiese  acadido 
á  los  tribunales  y  denegádose  justicia,  contestó  en  que  por 
él  estado  de  ellos  era  una  burla  esperarla  de  su  mano.  Mas 
los  mismos  ingleses  han  condenado  tal  procedimiento,  asegu- 
rando que  no  existen  pruebas  bastantes  para  autorizar  seme- 
jante excepción  del  bien  conocido  é  importante  principio  de 
derecho  internacional  que  rige  en  estas  cuestiones.  La  media- 
ción de  Francia  fae  lo  que  hizo  reducir  la  suma  pedida  por 
D.  Pacifico  á  150  libras.  Además,  el  Gobierno  británico  re- 
clamaba 500  libras  por  los  padecimientos  personales  de  aquél 
y  de  su  familia. 

<^E1  extranjero  (ha  dicho  el  conde  de  Nesserolde,  en  1850, 
siendo  Ministro  de  Negocios  extranjeros  en  Busia  y  con  motivo  de 
reclamos  hechos  á  la  Toscana  por  Inglaterra)  que  se  establece 
en  un  país,  acepta  espontáneamente  de  antemano  los  peligros 
eventuales  á  que  dicho  país  está  expuesto ;  y  así  como  participa 
de  las  ventajas  propias  de  los  naturales,  así  debe  resignarse  á 
participar  de  sus  calamidades."  En  otro  lugar  del  mismo  escrito 
dice :  '^  estas  razones  son  tan  obvias  (las  que  daba  en  apoyo 
de  aquel  principio)  que  habiendo  solicitado  la  Toscana  que 
interviniésemos  como  arbitros  en  este  negocio,  el  Emperador, 
no  obstante  el  vivo  interés  que  tiene  en  complacer,  no  ha 
podido  resolverse  á  aceptar  ese  papel,  aun  cuando  la  Inglaterra 
consintiese  por  su  parte  en  dicho  arbitramento  por  ciKmto  él  cree 
gue  ésta  no  es  cuestión  de  cifras^   de  pagar   más  6  menos  por 
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iMÍemnizaoUn  sino  de  admitib  ó  no  el  psihcipio  de  debe» 
CHO  i.  ELLA,  sapoesto  qne  él  no  paede  aceptarlo  en  ningán  caso 
como  derecho  legítimo  de  loa  extranjeros,  y  macho  menos  exi- 
gible  por  la  faerza.'' 

^Tor  poca  atención,  (dice  en  otro  lagar)  qae  el  Gabinete  de 
Londres  qniera  prestar  á  las  observacioneá  del  Gobierno  austria» 
co,  le  será  fácil  reconocer  qne  ellas  se  refieren  á  ana  de  las  más 
graves  caestiones  de  soberanía  é  independencia  de  los  Estados 
del  Continente.  Si  el  derecho  qae  pretenden  hacer  valer  al 
presente  contra  Nápoies  y  la  Tosoana,  se  admitiese  como 
precedente  aceptado  para  toda  otra  ocasión,  resaltaría  que  ios 
subditos  ingleses,  foéra  de  sa  país,  tendrían  una  posición  ex- 
cepcional, que  mejoraría  considerablemente  sa  condición  res- 
pecto de  los  demás  extranjeros,  y  crearía  ana  sitaaoión  in- 
soportable para  los  gobiernos  qae  los  reciben  en  sas  territorios» 
En  vez  de  ser,  como  hasta  aqaí,  nn  beneficio  para  los  países  en 
qne  se  establecen  y  á  donde  llegan  con  sas  riqaezas  y  medios 
indnstriales,  y  los  hábitos  de  moralidad  y  orden  qae  distingaen 
honorablemente  al  paeblo  inglés,  sa  presencia  vendría  á  ser  un 
inconveniente  perpetao,  y  en  ciertos  casos  ana  verdadera  cala- 
midad." 

Gonsecaente  con  esta  doctrina,  expaesta  por  el  conde  de 
Kesselrode,  el  príncipe  de  Schwartzemberg,  Ministro  de  Kegocios 
extranjeros  en  Aastria,  en  1860,  sostiene,  en  nota  pasada  á  sas 
Ministros  residentes  en  el  extranjero,  qae  ningán  Estado  pae- 
de tratar  á  los  extranjeros  más  favorablemente  qae  á  los  nacio- 
nales. '^Por  may  dispaesto,  dice,  qae  estaviesen  á  extender  los  lí- 
mites del  derecho  de  hospitalidad,  las  Naciones  cií>ilizadas  de  la 
Europa^  no  lo  extenderán  jamás  hasta  el  punto  de  acordar  á  los 
extranjeros  an  tratamiento  más  favorable  que  el  que  las  leyes  dd 
país  asegura  á  los  nacionales.  Poner  en  caestión  este  principio 
de  derecho  público,  qne  hemos  resuelto  mantener  inmatable  y 
firme,  y  reclamar  para  los  ingleses  establecidos  en  países  ex- 
tranjeros una  posición  excepcional  y  verdaderamente  privilegia* 
da,  seria  forzar,  por  decirlo  así,  á  ios  otros  Estados  á  preca- 
verse contra  las  consecuencias  de  una  pretensión  tan  contra- 
ría  á  sa  independencia."    En  otro  lugar  del  mismo  escrito,  se 
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expresa  en  otros  términos  :  ^'  seremos  ciertamente  los  prime- 
ros  en  deplorar  ana  necesidad  semejante  (la  de  no  admitir 
extranjeros  en  un  país  sino  con  estrechas  condiciones)  qne^  es 
necesario  confesar,  formaría  un  contraste  notable  con  la  tenden- 
cia de  nuestra  época  á  multiplicar  y  animar  las  relaciones  co- 
merciales entre  los  pueblos,  así  como  á  acercar  los  puntos  lejanos 
que  los  separan.  Gomo  quiera  que  sea,  el  primer  derecho  de 
todo  Bstado  independiente  es  asegurar  su  propia  conservación 
por  todos  los  medios  que  estén  á  su  alcance»  Desde  que  un 
Soberano,  ejerciendo  este  derecho,  se  ve  forzado  á  apelar  á  las 
armas  para  sofocar  una  revuelta  declarada,  y  en  la  guerra 
civil  que  resulta  de  ella  la  propiedad  de  los  extranjeros  leai- 
dentes  en  el  país,  es  perjudicada,  es  en  mi  opinión^  una  des- 
gracia  pública  en  la  cual  los  extranjeros  deben  soportar  suparUf 
como  los  nacionales^  y  que  no  les  da  más  derecho  á  una  indem^^ 
nización  excepcional^  que  si  su  reclamación  sefimdase  sobre  cual- 
quiera  otra  calamidad^  derieada  de  la  voluntad  de  los  JumbresP 

Esto  queda  copiado,  y  cuyo  primer  despacho,  el  del  conde 
de  Nesserolde,  fue   publicado  luego  en  Francia  en   el  Journal 

0 

des  Débats,  porque  según  este  periódico,  ^^él  sienta  con  mucha 
justicia  los  principios  que  deben  reglar  en  semejantes  casos  la 
responsabilidad  de  los  Gobiernos  f  bien  se  ve  que  es  la  doctrina 
adoptada  solemnemente  y  sostenida  por  dos  de  los  Gobiernos 
más  fuertes  de  Europa  y  no  de  los  menos  entendidos  en  la 
ciencia  del  derecho  público,  y  que  hallaron  aplauso  y  apoyo  en- 
tre los  órganos  más  ilustrados  de  la  opinión  de  Francia  y  del 
mundo  entero. 

Diferencia  hay,  y  grande  y  cardinal,  de  la  responsabilidad 
entre  los  Gobiernos,  cuyo  principio  fundamental  sea  la  auto- 
ridadf  y  los  que  reconocen  como  base  constitutiva  la  soberanía 
del  individuo  y  la  seccional.  Los  Gobiernos  de  autoridad  tie- 
nen fuerza  para  todo :  no  bien  pisa  su  territorio  un  extranjero, 
le  piden  pasaporte,  le  siguen  á  todas  partes,  le  invigilan 
en  su  conducta,  y  le  imponen  deberes  que  le  embarazan ;  y 
por  todo  esto  bien  puede  ser  que  si  no  por  justicia,  quizás 
por  equidad  se  sientan  impulsados  á  responder  á  los  extran- 
jeros  de   los  perjuicios  ó  quebrantos    que    les  ocasioncD   las 
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pertarbaciones  parciales  ó  geoerales  del  orden  establecido, 
porqae  podía  saponerse  qae  intervioiendo  an  Oobierno  en  todo, 
ha  de  responder  de  todo,  como  qae  sn  acción  se  extiende  á 
todos  los  actos  del  indivldno.  En  este  caso  podían  tenerse 
esos  Gobiernos  como  casas  de  segnro  para  responder  por  todo 
aquello  en  qne  aparecía  que  faltaron  ó  se  excedieron  en  ma- 
teria de  autoridad,  por  la  absorción  que  hacen  de  las  fuerzas 
individuales  y  seccionales.  Pero  esto  no  pu^de  pretenderse, 
y  mucho  menos  consentirse,  en  países  organizados  sobre  el 
principio  de  la  soberanía  individual  y  seccional.  Bn  Vene- 
zuela se  le  han  fijado  límites  al  poder  público,  y  la  responsa- 
bilidad de  la  Administración  no  puede  ir  más  allá  de  la  cir- 
cunscripción que  ellos  le  trazan.  Obrar  de  otro  modo,  sería 
cometer  un  serio  atentado. 

La  responsabilidad  del   Gobierno  no  puede  ser  otra  que 
la  de  sus  medios  de  acción,  para  no  constituirse  en  una  si-» 
tuación  insoportable,  ó  renunciar  el  sistema  establecido,  ó  ha* 
cer  aparecer   puramente  como   nominales  su   independencia  y 
soberai}ía.    Los    extranjeros    que  se  establecen  en    este  país, 
tienen  franco  el  camino  de  los  negocios  y  de  las  especutacio* 
nes,  á  la  par  que  los   nacionales,   confundiéndose  con  ellos. 
Admitida  la  doctrina   de  indemnización  con  esa  latitud   qne 
espanta,  Yenezuela  no  habría  hecho  más  que  cambiar  la  de- 
pendencia política  de  España,  por  la  industrial  de  la  Europa 
y  de  los  Estados  Unidos  del  Korte,  sin  ninguna  de  las  ven- 
tajas de  aquella.    Aterrante  es  la  trascendencia  que  la  adop- 
ción  de  semejante  doctrina  ofrece  á  los  Gobiernos  sur-ameri- 
canos.   Nunca  jamás,  en  Venezuela,  con  ánimo  deliberado,  se 
infiere  agravio  á  los  extranjeros :  ellos  pueden,  fatal  é  irresis- 
tiblemente, envolverse  en  nuestras    desgracias,  (pero   las  des- 
gracias se  lamentan  y  no  se  vengan,  ni  es  hidalgo  agravarlas 
con  demandas  inasequibles.    Qae  hable  la  historia  y  diga  si 
entre  nosotros  ha  habido  matanzas  colectivas  por  diferencias 
de  raza  ó  de  Nación,    si  hemos  decapitado  jamásj  á  nuestros 
mandatarios,  y  si  nunca  nuestros  hombres  públicos  han   imi- 
tado á  Atila  ó  á  Nerón,  ni  de  las  conquistas  de  la  guerra 
«e  ha  hecho  triste  gala.    Los  hechos  de  nuestra  historia  nos 
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abonan,  si  los  heohos  valen  para  algo;  nuestros  anales  desde 
1810  hasta  hoy,  nada  cuentan  de  deshonroso  para  el  partido 
político,  que  desde  entonces  viene  bregando  por  la  conquista 
de  la  libertad,  alcanzada  hoy  con  su  advenimiento  al  poder» 
If  nestras  revoluciones  que  son  las  que  forman  nuestro  descré- 
dito, no  tienen  nada  comparable  con  las  revoluciones  italianas 
y  de  otras  partes  del  mundo. 

Por  esto  el  Gabinete  de  Washington  en  una  cuestión  de 
indemnización  decidió  <^que  el  Gobierno  general  no  podía  dar 
á  los  extranjeros  una  seguridad  que  no  tienen  los  mismos 
ciudadanos,  y  que  no  por  darles  seguridad  á  aquellos  y  á 
éstos,  había  de  renunciarse  á  la  estructura  política  que  el  país 
se  ha  dado  en  uso  de  su  soberanía ;  de  lo  cual,  sumado  todo, 
y  observado  el  conjunto,  y  aceptando  de  antemano  peligros  que 
son  cortamente  deplorables,  reporta  sin  embargo  más  bienes 
que  males." 

Sólo  en  el  caso,  insólito  por  cierto,  de  que  el  Gobierno 
fuese  autor  y  cómplice  voluntario,  en  algún  motín  que  infiriese 
daño  grave  á  los  extranjeros,  podía  iusistirse  en  pedir  indem- 
nizaciones. Yatteldice:  ^' Nadie  tiene  acción  contra  el  Esta- 
do por  desgracias  de  esta  naturaleza,  (las  que  provienen 
de  la  guerra  de  un  país)  por  pérdidas  que  no  ha  causado 
libremente  sino  por  necesidad  y  accidente,  usando  de  sus  de- 
rechos. Digo  ocro  tanto  de  los  dafios  causados  por  el  enemi- 
go. «Todos  los  subditos  están  expuestos  á  ellos  y  desgraciado 
de  aquél  en  quien  caen  I  En  una  sociedad  bien  pueden  correr 
este  riesgo  los  caudales,  cuando  lo  corre  hasta  la  vida«  Si 
el  Estado  hubiese  de  indemnizar  en  rigor  á  cuantos  pierden 
de  este  modo,  presto  se  agotarían  las  rentas  públicas;  cada 
uno  debería  contribuir  con  lo  suyo  en  justa  proporción,  lo  que 
sería  impracticable.  Por  otra  parte,  estas  indemnizaciones  se- 
rían susceptibles  de  mil  abusos  y  requerirían  una  minuciosidad 
espantosa.  Así  es  de  presumirse  que  nunca  ha  sido  esta  la 
intención  de  los  que  se  reunieron  en  sociedad." 

<'  Esta  misma  máxima  ha  sido  admitida  y  practicada  en 
todos  los  países  de  América,  inclusive  los  Estados  Unidos^ 
en   Naciones  de  Europa,  y  particularmente  en  Espafia.    En 
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Tin  tumalto  que  ooarrió  en  Naeva  Orleans  contra  subditos  es- 
pafioles,  al  saberse  que  habían  sido  ejecutados  en  Onba  al- 
gunos anglo-americanosy  sus  casas  f nerón  destruidas,  sus  efec- 
tos robados,  y  aun  la  habitación  del  Oónsul  forzada,  saqueada 
y  de  otros  modo  ofendida.  Se  pretendió  entonces  del  Gobier- 
no de  la  Unión  que  indemnizase  á  todos  los  espafioles  per- 
judicados; y  aquél,  al  paso  que  concedió  resarcimiento  al  Oón- 
Bul,  señor  Laborde,  la  negó  á  los  dem&s,  sustentando  que 
debían  acudir  á  los  tribunales,  á  pesar  de  que,  según  el  len- 
guaje de  la  Legación  española  en  Washington,  aquellos  actos 
de  violencia  fueron  de  pública  notoriedad,  y  tales,  que  ni 
aun  el  estado  de  guerra  declarada  entre  ambos  Gtobiernes  los 
habría  justificado.  Son  notables  las  palabras  de  la  contesta- 
tación  del  Secretario  de  Estado  señor  Daniel  Webster,  el  cual 
dice :  ^^  El  señor  Calderón  manifiesta  la  opinión  de  que  no 
sólo  debe  darse  indemnización  al  señor  Laborde,  Oónsul  de 
S.  M.  C,  por  la  injuria  y  pérdida  de  sus  bienes,  sino  igual- 
mente que  el  Gobierno  de  los  Estados  unidos  debe  reparación 
á  los  españoles  residentes  en  líTueva  Orleans  cuyas  propieda- 
des fueron  dañadas  ó  destruidas  por  el  tumulto,  é  insinúa 
que  se  le  había  prometido  tal  reparación.  El  infraescríto  siente 
con  verdad  que  alguna  conversación  del  señor  Oalderón  con 
empleados  de  este  Gobierno  sobre  ese  malhadado  y  desgraciado 
asunto,  haya  producido  alguna  mala  inteligencia  ;  mas  al  paso 
que  el  Gobierno  ha  manifestado  su  deseo  y  determinación  de 
llenar  todos  los  deberes  que  una  Nación  amiga  tiene  derecho 
á  esperar  de  otra,  en  casos  de  esta  naturaleza,  supone  que 
los  derechos  del  Oónsul  de  España,  empleado  público  resi- 
dente aquí  bajo  la  protección  de  los  Estados  unidos,  son  entera- 
mente diversos  los  intereses  de  subditos  españoles  que  han  venido 
al  país  á  mezclarse  con  nuestros  ciudadanos  y  á  ejercer  sus 
negocios  y  fines  particulares.  El  primero  puede  pretender 
especial  indemnización;  los  iUtimos  tienen  derecho  á  la  proteo-- 
cián  que  se  da  á  nuestros  propios  ciudadanos.^ 

^'  Así,  mientras  son  muy  de  sentirse  las  pérdidas  de  in- 
dívidnos  particnlares,  subditos  españoles,  se  entiende  que  mu- 
chos ciudadanos  anglo-^americanos  fueron  perjudicados  por  la 
misma  cante.    Testos   individuos  paftioutares^  subditos  de    8* 
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M.  0.y  que  hcm  venido  voluntariamente  á  residir  en  loa  BstadoB 
UnidoSj  no  tienen^  dedertOj  motivo  'gara  quejarse  si  son  protegi- 
dos por  las  mismas  leyes  y  administración  de  justicia  que  los 
ciudadanos  de  este  paispor  nacimiento.  En  realidad  tienen  al- 
gana  ventaja  sobre  los  cindadanos  del  Estado  en  qne  se  hallan, 
porque,  mientras  no  se  natnralizan,  pueden  perseguir  las  in- 
jurias hechas  á  sus  personas  6  bienes  en  los  tribunales  de 
los  Estados  Unidos,  ó  en  los  de  ese  Estado,  á  su  elección.  El 
Presidente  opina,  como  ya  se  ha  dicho,  que  por  razones  obvias, 
el  Oónsul  se  halla  en  distinto  caso,  y  que  el  Grobierno  de  los 
Bstados  Unidos  debe  decretar  una  justa  indemnización  al  se- 
ñor Laborde ;  y  así  se  recomendará  al  Congreso  al  empezar 
sus  próximas  sesiones.  He  aquf  cuanto  está  en  su  mano.  El 
caso  puede  ser  nuevo ;  pero,  teniendo  el  Presidente  la  opi- 
nión de  que  conviene  indemnizar  al  señor  Laborde,  no  ha 
creído   necesario   buscar  antecedentes." 

Esta  nota  fue  escrita  en  13  de  Noviembre  de  1851.  So- 
metida al  Gobierno  de  S.  M.  O.*,  replicó  á  ella,  según  sus 
instrucciones,  el  señor  Oalderón  de  la  Barca,  en  12  de  Abril 
de  1852.  Tocando  el  punto  de  que  se  trata,  se  expresa  él 
en  éstos  términos  :  <<  El  Gobierno  de  S.  M.  O.  ha  tomado  eu 
consideración  el  principio  sentado  por  el  honorable  señor  Se- 
cretario de  Estado  en  su  nota  de  13  de  Noviembre  último,  so- 
bre que  los  extranjeros  han  de  someterse  á  Jas  leyes  vigentes  en  el 
país  que  han  escogido  para  ejercer  sus  negocios  ;  y  no  pretende  con^ 
trovertirlo^  viendo  que  la  aplicación  de  esas  leyes  debe  ser  recíprocaP 
Más  adelante,  el  Presidente  de  los  Estados  Unidos  recomendó 
al  Congreso  que  otorgase  la  indemnización,  no  como  un  acto 
de  justicia,  sino  de  magnanimidad  y  generosidad  que  corres- 
pondiese al  que  había  ejecutado  S.  M.  C.  perdonando  á  los 
invasores  de  Cuba.  Al  mismo  tiempo,  el  Presidente  pone  á 
salvo  el  principio  desenvuelto  en  la  citada  comunicación  de 
Mr.  Webster,  diciendo  que  ella  expresa  su  modo  de  ver  en 
el  asunto,  y  que  entiende  que  el  Gobierno  de  S.  M.  no  con- 
trovierte la  exactitud  de  las  ideas  allí  manifestadas.  Y  tam- 
bién asegura  que  por  aquella  consideración  puede  concederse 
^1  resarcimiento  sin  establecer  un  a/ntecedente peligroso. 


I 
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Oaando  en  1850  se  exigió  ea  indemnizacióa  á  Toscana 
y  á  iNápoles  por  perjaicios  qae  causó  á  extranjeros  la  re- 
presión de  levantamientos,  los  Gtobiernos  de  Austria  y  de 
Busia  hicieron  al  de  la  Gran  Bretaña  observaciones  muy  fun- 
dadas sobre  las  consecuencias  que  vendrían  de  conceder  á  los 
extra&os  derechos  no  poseídos  por  los  naturales.  Demostróse 
en  aquella  ocasión  que  el  olvido  de  tal  regla  pondría  á  loa 
ingleses  en  una  situación  excepcional  y  verdaderamente  pri- 
vilegiada }  menoscabaría  la  independencia  del  país ;  dallaría 
el  ejercicio  del  sagrado  derecho  y  deber  de  conservación ;  au- 
torizaría para  pedir  reparación  por  todos  los  casos  forttutos  ; 
haría  al  extranjero  superior  á  las  leyes  á  que  se  obligó,  en- 
trando voluntariamente  en  la  Ilación ;  convertiría  en  calami- 
dad su  admisión  en  alguna  parte }  estimularía  las  revueltaSi 
y  prodaciría  el  funestísimo  resultado  de  que  los  privilegiados 
especulasen  con  ellas. 

Lord  Palmerston,  en  la  sesión  de  Junio  de  1850,  con*^ 
testaba  á  un  miembro  del  parlamento  británico  :  '^  El  hono- 
rable miembro  supone  que  el  Gobierno  inglés  pediría  indem- 
nizaciones por  todo  daño  ó  pérdida  que  un  subdito  inglés  ex- 
perimentase en  Grecia  ú  otra  parte,  de  resultas  de  asonadas, 
trastornos  ó  causas  semejantes.  'So  es  posible  sostener  que 
los  extranjeros  tengan  derecho  en  todo  caso  á  ser  indemni- 
zados por  el  Gobierno  del  país  en  que  han  sufrido  perjuicios 
ó  injurias." 

Lord  Stanley  fue  más  explícito  en  la  sesión  de  17  del 
mismo  mes,  dirigiendo  á  la  Cámara  de  los  comunes  estas  pala- 
bras: ^^"So  creo  que  un  Gobierno  esté  obligado,  en  todo  el 
rigor  de  la  palabra,  á  indemnizar  á  los  extranjeros  que  han 
sufrido  por  fuerza  mayor.  Todo  lo  que  debe  hacer  un  Go* 
bierno  en  semejantes  circunstancias  es  proteger,  en  cnanto  pueda^ 
á  sus  nacionales  y  extranjeros  que  residan  en  su  suelo,  con- 
tra las   pérdidas  y  las  violencias.'' 

''El  barón  Gros,  Ministro  de  Francia  en  Grecia,  escribió 
á  su  Gobierno,  con  motivo  de  las  reclamaciones  de  don  Pací> 
fleo,    sosteniendo  idéntica  doctrina." 

'*  Por  dtclaración   oangeada  eotre  Venezuela  y  los  Países 
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Bajos  en  1855,  b6  convino  en  qne  los  extranjeros  no  tienen 
derecho  para  redamar  por  la  vía  diplomática,  ni  de  otro  modo 
qne  el  qne  las  leyes  señalan  en  los  mismos  casos  á  los  ve- 
nezolanos, los  perjnicios  qne  sufran  á  consecnencia  de  los 
disturbios  qne  experimenta  este  país  nuevo  y  no  todavía  bien 

consolidado." 

<<  Un  tratado  concluido  entre  Venezuela  y  Oerdeña  en  1868 
determina  que,  en  los  casos  de  revolución  ó  guerra  interior^ 
los  ciudadanos  de  ambas  partes  tendrán  derecho,  en  el  terri- 
torio  de  la  otra,  á  ser  indemnizados  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  reciban  en  sus  personas  y  propiedades  por  las  auto- 
ridades del  país,  en  loa  miamos  términos  en  que  por  las  leyes  que 
rigen  ó  rigieren  en  el  pads  tuvieren  los  ciudadanos  de  éste  derecho 
á  la  referida  indemnización.^ 

<'  El  tratado  de  amistad,  comercio  y  navegación,  concluido 
entre  Venezuela  y  las  ciudades  anseáticas  de  Hamburgo,  Bro- 
men y  Lübeck,  en  31  de  Marzo  del  año  1864,  estipula  en  su 

artículo  4?  que,  cuando  las  propiedades  de  los  ciudadanos  de 
una  y  otra  parte  sean  tomadas  ó  menoscabadas  por  las  autori- 
dades legítimas  de  las  respectivas  daciones,  reclamado  y  com«- 
probado  que  sea  por  los  interesados  ante  el  supremo  Gobierno 
nacional  con  las  formalidades  legales  el  despojo  ó  menoscabo 
sufrido,  se  concederá  al  dueño  de  la  propiedad  tomada  ó  menos- 
cabada una  justa  y  completa  indemnización.  Pero  añade,  que 
en  todos  los  demás  casos  en  que,  por  causa  de  la  perturba- 
ción del  orden  público,  los  ciudadanos  de  una  ú  otra  parte 
sufran  daños  y  perjuicios  en  sus  intereses  ó  propiedades,  po- 
drán reclamar  de  quien  haya  lugar  toda  clase  de  indemniza- 
ción, con  sujeción  á  las  leyes  comunes  vigentes  en  el  país  en 
que  fueren  ocasionados,  y  en  los  casos  prescritos  por  ellas." 

No  está  demás  insertar  en  este  escrito  lo  que  dice  un 
conocido  autor  contemporáneo,  sobre  el  recurso  diplomático, 
especialmente  cuando  se  nota  que  muchas  veces  se  hace  uso  de 
él,  aun  antes  de  que  el  Gobierno  tenga  noticia  de  loa  aconteci- 
mientos á  que  se  contrae,  y  antes  también  de  que  hubieren  teni- 
do tiempo  de  iniciar  su  intervención  los  jaecen  y  autoridades  &. 

lOMo  ui  se 
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quienes  respectivamente  toca,  por  aaestras  leyes,  conocer  en 
estos  casos.  Dice  así :  '^  Seguramente  es  ana  de  las  más  hon- 
radas y  útiles  atribaciones  del  Ministro,  el  cuidado  de  defen- 
der y  favorecer  los  intereses  de  sus  conciudadanos  en  el  país 
^n  que  reside.  A  este  respecto,  si  ha  recibido  instrucciones 
particulares,  debe  conformarse  exactamente ;  sin  embar/^o,  aun 
«in  orden  expresa  para  esa  clase  de  negocios,  entra  en  el  objeto 
de  su  misión  ayudar,  en  todos  casos,  los  de  sus  compatriotas  que 
se  dirijan  á  él,  darles  consejos,  guiarlos  conforme  al  conoci- 
miento que  tiene  de  las  localidades,  en  fin  recomendar  su  causa, 
sea  á  las  autoridades  ó  sea  al  mismo  Soberano ;  porque  todas 
las  de  sus  conciudadanos  que  se  hallan  en  el  país  en  que  re- 
side, están  confiadas  á  su  protección  especial.  Sin  embargo, 
no  tiene  que  intervenir  en  los  negocios  particulares,  ni  que  tra- 
tar por  ellos  en  justicia." 

En  confirmación  de  la  exactitud  de  lo  que  queda  escrito, 
el  Gabinete  de  las  Tullerías  ha  reglado  su  conducta  bajo  los 
sanos  principios  expuestos.  En  J?2  Monitor  de  París,  de  20  de 
Abrir  de  1830,  se  publicó  un  manifiesto  para  justiñcar  la  expe- 
dición mandada  sobre  Argel,  que  en  la  exposición  de  las  no- 
ticias hace  mérito  de  esto  que  voy  á  transcribir  :  '^  Mas,  dice, 
é  independientemente  de  todos  estos  multiplicados  agravios, 
la  insolencia  y  mala  fe  del  Dey  en  el  negocio  de  los  judíos 
y  los  argelinos  Bacie  y  Basnach,  no  dejaron  más  partido  á  S.  M. 
que  el  que  se  decidió  á  tomar,  declarando  la  guerra  á  la  regen- 
cia  Esta  medida  no    era    más   que  la  ejecución  literal  del 

convenio  de  28  de  Octubre ;  mas  el  Dey  no  tardó  en  pretender 
que  los  tribunales  franceses  no  juzgaban  bastante  pronto;  que 
era  menester  que  el  Gobierno  francés  interviniese  para  apresu- 
rar su  acción ;  y  en  fin  que  el  tesoro  debía  entregarle  á  él  mismo 
la  suma  en  cuestión,  añadiendo  qne  los  subditos  franceses  irían 
después  á  Argel,  para  hacer  valer  en  su  presencia  sus  reclamos. 
Tales  pretensiones  eran  contrarias  al  convenio  de  28  de  Octu- 
bre, y  lo  eran  también  á  la  dignidad  del  Gobierno  francés,  el  que 
ni  tan  sólo  hubiera  podido  consentiiL  en  ellas,  sin  traspasar  sus 
poderes^  pues  que  no  era  dueño  deMntervenir  en  el  debate,  ni 
de  conferir  á  otros  el  examen  de  las  causas  que  sólo  los  tri- 
bunales eran  dueños  de  conocer.'' 
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Todo  Gobierno  reconoce  ia  obligación  de  conservar  la  tran- 
quilidad pública,  y  de  proteger  las  propiedades  de  naciona- 
les y  extranjeros ;  pero  no  siempre  paede  lograrlo.  Si  no  las 
más  de  las  veces,  en  algunas  de  ellas  y  no  pocas,  ni  aun  el 
mismo  Gtobiemo  puede  asegurar  su  existencia.  Y  siendo  esto 
cierto,  (Cómo  podrá  entonces  responder  por  la  de  los  particu- 
lares t  Sería  sobradamente  injusto  pretender  imponerle  una^» 
obligación  ó  infligirle  una  pena,  por  un  hecho  en  que  no  ha 
tenido  parte,  ni  ha  estado  en  su  poder  evitar.  En  un  mensa- 
je especial  que  Mr.  Monroe,  Presidente  de  los  Estados  Unidos 
de  América,  dirigió  al  Oongreso  en  13  de  Enero  de  1818,  comu- 
nicándole la  destrucción  sin  derramamiento  de  sangre,  del 
establecimiento  de  aventureros  en  la  isla  de  Amelia,  decía : 
<'  De  estas  injurias,  especialmente  de  las  que  procedan  de  la 
isla  de  Amelia,  España  sería  responsable,  si  no  fuese  maniflesto 
que,  aun  cuando  en  el  último  caso  se  han  cometido  al  través 
de  su  territorio,  ella  no  podría  absolutamente  impedirlas.  "  En 
Diciembre  de  1668,  la  noche  del  día  en  que  huyó  de  Londres 
Jaime  II,  el  pueblo  soltó  los  diques  á  su  furor  contra  los  ca- 
tólicos. Demolió  sus  templos:  bancos,  pulpitos,  confesionarios 
y  breviarios  fueron  amontonados  é  incendiados.  Las  imágenes 
las  sacaron  de  las  iglesias  y  las  paseaban  por  las  calles  en 
triunfo.  Destrozaron  la  imprenta  de  donde  habían  salido  escri- 
tos en  defensa  del  Papa  y  quemaron  todo  el  papel  que  había 
en  ella.  De  los  monasterios,  templos  y  oficinas  públicas,  la 
rabia  de  la  tnrba  se  volvió  contra  las  habitaciones  de  los  par- 
ticulares. Después  de  haber  pillado  y  destruido  varias  casas, 
no  satisfecha  la  multitud  con  el  botín  allí  encontrado,  cundió  el 
rumor  de  que  los  católicos  habían  guardado  sus  más  preciosos 
objetos  en  poder  de  los  Embajadores  extranjeros.  Oercaron  las 
casas  de  estos;  y  habiendo  sabido  que  en  la  del  Ministro  es- 
pañol Bonquillo  se  había  depositado  la  rica  vajilla  de  la  capilla 
real,  entraron  á  saco  sin  piedad,  y  su  famosa  librería  pereció 
en  medio  de  las  llamasj  no  dejándole  ni  cama.  Eonqaillo  se 
quejó  amargamente  de  sus  pérdidas  á  sa  Soberano  ;  se  dijo 
algo  de  represalias,  pero  el  Consejo  de  Estado  de  España  des- 
preció la  indicación,  y  en  su  consulta  habló   de  esta   manera : 
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^'habiendo  Biáo  esto  hecho  por  nn  faror  del  paeblo,  sin  con- 
sentimiento del  Gobierno,  y  antes  contra  sa  voluntad,  como 
lo  ha  mostrado  la  satisfacción  que  le  han  dado  y  le  han  pro- 
metido,  parece  qne  no  hay  jnicio  hnmano  que  pueda  aconsejar 
qne  se  pase  á  semejante  remedio."  (Historia  de  Inglaterra 
por  Macanlay.) 

<^Pero  ann  en  los  países  donde  entra  libremente  mal- 
qnier  extranjero,  se  supone  qne  el  Soberano  no  le  permite  el 
acceso,  sino  con  la  condición  tácita  de  qne  estará  sometido 
á  las  leyes:  entiendo  á  las  leyes  generales  establecidas  para 
mantener  el  buen  orden  y  que  no  se  refieren  á  la  cualidad 
de  ciudadano  ó  subdito  del  Estado.  La  seguridad  pública  y  los 
derechos  de  la  Nación  y  del  príncipe  exigen  necesariamente  esta 
condición ;  y  el  extranjero  se  somete  á  ella  tácitamente,  desde 
que  entra  en  el  territorio,  porque  no  puede  presumir  que  se 
le  permite  en  otro  concepto.  El  imperio  es  el  derecho  de  man- 
dar en  todo  el  país;  y  las  leyes  no  se  limitan  á  arreglar  la 
conducta  de  los  ciudadanos  entre  sí,  sino  que  determinan  la 
que  debe  observar  cualquier  clase  de  persona  en  toda  la  exten- 
sión del  teriitorio."— Yattel. — ^Bello  asienta  el  mismo  principio  • 
<'  que  el  extranjero  á  su  entrada  contrae  tácitamente  la  obliga- 
ción de  sujetarse  á  las  leyes  y  á  la  jurisdicción  local,  y  el  Estado 
le  ofrece  de  la  misma  manera  la  protección  de  la  autoridad 
pública,  depositada  en  los  tribunales." 

Butherforth  y  Grocio  resuelven  la  cuestión  en  sus  extremos  : 
Yattel  y  Bello  dejan  bien  establecido  que  no  es  sino  la  posible, 
la  protección  que  se  debe  á  un  extranjero  en  su  persona  y 
bienes,  igual  y  no  más  qne  la  que  gocen  los  ciudadanos  conforme 
á  las  leyes  del  país,  á  qne  están  todos  sajetos,  en  su  aplicación 
por  los  tribunales.  Son  las  leyes  patrias  las  que  deciden  los 
casos,  modos  y  términos  en  qne  un  extranjero,  como  en  igualdad 
de  circunstancias  lo  sería  un  nacional,  debe  procurar  la  repa- 
ción del  agravio  inferido  á  su  persona  ó  propiedad,  sea  por 
el  Estado  mismo,  ó  por  alguno,  ó  algunos  de  sus  subditos* 
Bello  á  este  respecto  dice  ;  '<  Los  actos  jurisdiccionales  de  una 
Nación  sobre  los  extranjeros  que  en  ella  residen,  si  son  conformes 
á  sus  propias  leyes,  deben  ser  respetados  de   las  otras  Nació- 
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nes ;  porque  al  pouer  el  pie  en  el  territorio  de  an  Estado  ez- 
jaranjero,  contraemos,  según  se  ha  dicho,  la  obligación  de  so- 
meternos á  sas  propias  leyes,  y  por  consigaiente  á  las  reglas  que 
tiene  establecidas  para  la  administración  de  justicia.  Pero  el 
Estado  contrae  también  por  su  parte,  la  obligación  de  observarlas 
respecto  del  extranjero,  y  en  caso  de  una  manifiesta  infracción, 
el  daño  que  se  infiere  á  éste,  es  una  injuria  contra  la  sociedad 
4e  que  es  miembro.  Si  el  Estado  instiga,  aprueba  ó  tolera  los 
actos  de  injusticia  ó  violencia  de  sus  subditos  contra  los  ex- 
tranjeros,  los  hace  verdaderamente  suyos,  y  se  constituye  res- 
ponsable de  ellos   para  con  las  otras  Naciones." 

Yattel  dice  lo   mismo   que  Bello :    se  expresa   así :    ^^  El 
imperio  unido  al  dominio  establece  la  jurisdicción  de  la  Nación, 
en    el    país  que  le  pertenece   ó  en    sn  territorio.    Ella   ó   su 
Soberano  debe  administrar  justicia  en  todos  los  lugares  de  sú 
obediencia,  y  conocer  de  los  crímenes  que  se  cometan,  y  de 
las  querellas  que  se  susciten  en  el  país.    Las  demás  Naciones 
deben  respetar  este  derecho;  y  como  la  administración  de  la 
justicia  exige  necesariamente  que  cualquiera  sentencia  definitiva 
pronunciada  con  regularidad  se  tenga  por  justa  y  se  ejecute 
como  tal,  después  que  se  ha  juzgado  legalmente  una  causa  en 
que  se  hallan  interesados  algunos  extranjeros,  el  soberano  de 
estos  litigantes  no  puede  escuchar    sus  quejas.    Examinar  la 
justicia  de  una  sentencia  definitiva,  es  atacar  la  jurisdicción  del 
que   la   ha  dictado.    Por   consiguiente,  no  debe    intervenir   el 
príncipe  en  la  causa  de  sus  subditos  en  países  extranjeros,  ni 
concederles  su  protección   sino  en  caso  de  una  denegación  de 
justicia,  de  una  injusticia  evidente  y  palpable,  de  una  violación 
manifiesta  de  las  reglas  y  de  las  formas,  ó  finalmente,  de  una 
distinción  odiosa  hecha  en  peijuicio  de  sus  subditos,  ó  de  los 
extranjeros  en  general.    La  Oorte  de  Inglaterra  ha  establecido 
esta  máxima  con  mucha  evidencia,   con  motivo  de   los  navios 
prusianos  apresados  y  declarados  de  buena  presa  en  la  última 
guerra.    Sea  esto  dicho  sin  tocar  al  mérito  de  la  causa  princi- 
pal en  lo  que  depende  de  los  hechos." 
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nes  finuicesfts  contra  Ye* 

nemeía.  cía  contra  Yeiieznela|  la  descubren  los  mis- 

mos subditos  franceses  residentes  en  la  Bepública  en  la  expon- 
ción  y  petición  que  hicieron  á  la  Oámara  de  Diputados  de  su 
país.  Conocida  es  la  doctrina  de  Francia  en  cuanto  &  Indem- 
nizaciones,  á  saber,  que  un  extranjero  no  puede  tener  más  de- 
recho que  el  regnícola,  doctrina  de  todo  punto  contraria  á  lo  que 
ella  practica  en  América,  á  saber :  que  el  francés  es  mejor  que  el 
americaao.  Pero  no  he  oído  decir  jamáa^  ha  dicho  el  señor  Ju- 
lio Favre,  que  la  reponsabilidad  pecuniaria  del  Gobierno  fue- 
se inducida  por  los  delitos  de  sus  Agentes.  Esta  responsabi- 
lidad no  se  ha  proclamado  nunca  en  ninguna  parte. 

Tratándose  de  pérdidas  ocasionadas  á  un  subdito  británico 
á  consecuencia  del  robo  de  su  casa  en  Irapa,  su  Gobierno  de- 
claró que,  habiendo  adquirido  domicilio  en  este  país,  se  hallaba 
expuesto  á  todos  los  inconvenientes  de  la  nacionalidad  venezo- 
lana en  cnanto  á  los  derechos  de  beligerantes  de  terceros  em- 
peñados en  guerra  con  la  Nación ;  que  con  el  ejercicio  de  tales 
derechos,  debía  pedir  protección  al  Gobierno  de  la  República, 
y  no  podía  pretender  de  él  más  protección  que  la  que  él  pu- 
diese prestar  á  los  subditos  nativos. 

Fondadas  las  reclamaciones  francesas  en  daños  causados 
por  facciones,  nunca  probados  por  cierto,  ignórase  qué  moti* 
vos  haya  tenido  Francia  para  no  seguir  la  práctica  inglesa,  que 
es,  por  lo  demás,  la  suya  propia,  tratándose  de  otros  Estados. 

Es  regla  del  derecho  de  gentes  que,  antes  que  á  un  ciu- 
dadano corresponda  el  de  pedir  ayuda  á  su  Gobierno  para  al- 
canzar reparación  de  agravios  que  le  haya  hecho  otro  OobierñOj 
ha  de  haber  solicitado  en  vano  la  enmienda  por  medio  de  los 
tribunales  de  ese  otro  Gobierno,  como  sé  observa  en  panto  á 
presas  marítimas,  que  sólo  pueden  hacerse  con  autorización  de 
otro  Gobierno. 

IS'unca,  que  sepamos,  han  ocurrido  los  reclamantes  france- 
ses á  los  tribunales  de  justicia  del  país,  ni  sometí dose  á  las 
cláusulas  del  tratado  con  Francia,  ahora  denunciado. 

Oon  motivo  de  los  sucesos  de  Saída  y  la  consiguiente  re- 
damación  española,  declaró  Francia:  que  los  acontecimientos 
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de  Sa'ida  tienen  el  carácter  4e  hechos  inevitables  á  qae  se  ha« 
lian  expuestos  todos  los  habitantes  del  país,  como  á  la  invasián 
de  nna  peste,  que  no  paede  comprometer  la  responsabilidad  del 
Estado. 

Yenezaela  ha  pedido  vanamente  á  Francia  la  devolación 
de  los  valores  y  expedientes  que  faeron  comprendidos  en  los 
convenios  de  indemnización  por  los  cnales  se  le  han  pagado  ya 
cerca  de  millón  y  medio  de  pesos.  Léase  la  petición  de  los  sub- 
ditos franceses  á  la  Cámara  de  Diputados. 

de  España.  El  primcro  y  más  grave  de  los  errores  come- 
tidos en  Venezuela,  Ohile  y  otras  Repúblicas  americanas,  fue 
el  de  comprar  el  reconocimiento  de  nuestra  independencia  por  Es- 
paila,  con  el  reconocimiento  de  la  deuda  de  tesorería  de  la  Oa- 
pitanía  general  y  Virreinatos  de  las  administraciones  colonia- 
les españolas.  Conducta  innecesaria,  desde  que  nuestra  indepen- 
dencia había  sido  reconocida  por  todas  las  Naciones  del  mundo, 
ante  la  actitud  decidida  de  los  Estados  Unidos,  que  frustraron 
los  conatos  de  la  Santa  Alianza,  y  la  resolución  de  estas  Be- 
públicas  de  sostenerla  á  todo  trance,  y  aun  de  llevar  la  guerra 
á  Cuba  y  Pnerto-Bico  y  al  propio  territorio  de  la  península, 
miras  que  hallaron  fuerte  oposición  en  las  deliberaciones  del 
Gobierno  de  los  Estados  Unidos. 

De  aquí,  como  consecuencia  lógica,  las  dificultades  y  dis- 
cusiones á  que  han  dado  origen  las  cláusulas  de  los  tratados 
relativas  á  la  deuda,  secuestros,  modo  de  pago,  etc. 

T  más  adelante,  la  causa  de  las  reclamaciones  por  vario 
pretexto,  dureza  en  el  lenguaje,  exhorbitancia  de  indemni-' 
zaciones,  acritud  en  el  trato,  y  ruptura  de  relaciones  diplomá- 
ticas. A  varios  casos  podríamos  referimos,  si  el  del  seSor  Bo* 
mea,  no  fuera  suficiente  á  corroborar  nuestro  aserto.  Las  ra- 
zones en  que  este  Encargado  de  ISTegocios  fundabft  sus  apre- 
miantes, quejas,  son  opuestas  á  los  principios  sustentados  por 
España  en  casos  idénticos.  Véase  el  de  la  señorita  ar- 
gentina. 

En  cuanto  á  las  reclamaciones  de  Venezuela  contra  Es*» 
paña,  baste  decir  que  hasta  ahora  no  han  conducido  á  ningúa 
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resaltado  satisfao torio.  Completamente  desateodidas,  no  se  han 
hallado  pruebas  en  ningún  documento  p&blieo  deque  sepres* 
te  á  oírlas,  con  la  misma  eficacia  con  que  ha  llevado  adelante 
las  sayas  contra  nosotros. 

bi22^íí!jSiS2í'p2¡  Oon  motivo  de  las  reclamacio  nes  es  de  encare- 
^^¡"^M^^í^^  (cerse  nuevamente  la  utilidad  y  necesidad  de  que 
haya  un  tribunal  de  la  Nación  al  cual  se  reserve  el  conocimiento 
de  las  causas  que  conciernan  á  extranjeros,  y  las  demás  que 
lleven  consigo  alguna  responsabilidad  colectiva.  No  se  alegue 
como  impedimento  el  artículo  91  de  la  Oonstitución,  que  san- 
ciona la  independencia  de  los  tribunales  de  los  Estados,  y 
excluye  toda  intervención  extraña  en  los  asuntos  de  su  ex- 
clusiva competencia.  Visto  es  que  no  cabe  clasificar  en  esta 
categoría  negocios  cuyo  resultado  apareja  indispensablemen- 
te consecuencias  internacionales  á  la  República,  no  á  nin- 
guna sección  particular  de  ella.  No  hay  justicia  en  hacer 
al  todo  cargos  con  los  resultados  del  proceder  de  una  de  las 
partes,  sin  que  el  primero  tenga  los  medios  de  prevenir  los 
daños  que  de  eso  le  resultan.  Los  Estados  Unidos  de  América, 
que  fundaron  el  sistema  federativo  nacional  adoptado  por  este 
país  y  otros,  atribuyeron  al  Poder  Judicial  de  la  TTnión  las 
causas  provenientes  de  su  Oonstitución,  leyes  y  tratados ;  las 
relativas  á  Embajadores,  otros  Ministros  públicos  y  Cónsules; 
las  de  Almirantazgo  y  jurisdicción  marítima  ;  las  controver- 
sias en  que  fuesen  parte  los  Estados  Unidos;  las  que  se  sus- 
citaran entre  dos  ó  más  Estados ;  ó  entre  un  Estado  como 
demandante  y  los  ciudadanos  de  otro,  ó  ciudadanos  ó  subditos 
extranjeros,  ó  entre  ciudadanos  de  diferentes  Estados  y  ciu- 
dadanos del  mismo  que  reclamasen  tierras,  fundándose  en  con- 
cesiones de  diferentes  Estados,  ó  entre  un  Estado  ó  ciudadanos 
suyos  ó  Estados  extranjeros ;  y  entre  ciudadanos  y  extranjeros. 
Los  comentadores  de  la  Constitución,  <<E1  Federalista,''  Eenty 
Story,  etc.  van  acordes  en  sostener  que  la  conveniencia  de 
atribuir  estas  facultades  al  Poder  federal  resulta,  como  necesa* 
ria  deducción,  de  la  unión  de  los  Estados  en  un  solo  Gobierno 
nacional,  y  la  consideran  requisito  de  su  existencia.  Porque 
Ja  autoridad  judicial  de  todo  G-obierno  ha  de  tener  la  misma 
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exieosión  que  sa  aatoridad  legislativa.  'So  habiendo  ejecutor 
de  sas  leyes,  el  Gobierno  perecería  por  su  propia  debilidad,  ó 
el  Gnerpo  Legislativo  tendría  qae  arrogarse  otras  facultades 
destructoras  de  la  libertad.  Que  la  interpretación  de  tratados 
y  las  causas  de  Ministros  extranjeros  y  asuntos  marítimos, 
están  acertadamente  confiados  á  las  cortes  federales,  por  la  es- 
trecha conexión  que  tienen  con  la  paz  de  la  unión,  por  la 
confusión  que  propenderían  á  producir  procedimientos  diver- 
sos en  los  varios  Estados,  y  por  la  responsabilidad  que  loB 
Estados  Unidos  tienen  con  las  Kaciones  extranjeras  á  causa 
de  la  conducta  de  sus  miembros.  Kent  añade,  que  la  falta  de  un 
Poder  judicial  que  comprendiera  estx)s  importantes  asuntos, 
se  sintió  una  vez  terriblemente  en  la  Oonfederacióu  germánica, 
y  reinaron  en  aquel  desdichado  país  el  desorden,  la  licencia 
y  la  disolucióui  hasta  el  establecimiento  de  la  Oámara  impe- 
rial por  el  Emperador  Maximiliano,  hacia  los  fines  del  siglo 
décimo  quinto ;  y  quCiCsa  jurisdicción  fue  después  la  principal 
fuente  del  orden  y  tranquilidad   del  Ouerpo  germánico. 

Otras  Oonstituciones  federales  americanas  han  copiado  aquel 
artículo,  con  sabia  previsión,  que  les  evita  los  tropiezos  que 
motivan  estas  palabras. 

La  reforma  no  sólo  no  dañaría  á  los  Estados,  sino  cede- 
ría en  su  beneficio,  por  cuanto  la  ley  de  14  de  Febrero  de 
1873  previene  que  el  Estado  cuyos  funcionarios  han  dado 
origen  con  sus  faltas  á  indemnizaciones,  reintegre  á  la  Nación 
el  importe  de  ellas.  Supuesta  la  mudanza,  cesaría  la  inter<- 
vención  del  Estado  en  semejantes  cansas,  y  así  la  contin- 
gencia de  cargar  con  gravámenes  de  este  género. 

Además  del  artículo  constitucional  que  atribuye  á  la  Alta 
Corte  el  conocimiento  de  las  causas  de  presas,  la  Legislatura 
de  1867  agregó  el  de  las  provenientes  del  ejercicio  del  corso, 
y  de  delitos  cometidos  en  alta  mar  ó  en  puertos  ó  territorios 
extranjeros,  y  que  por  el  derecho  público,  ó  por  los  Códigos 
nacionales,  ameritan  responsabilidad  ante  la  ley  venezolana,  y 
el  de  los  juicios  redamados  por  las  Legaciones  extranjeras,  en 
que  se  versan,  ó  se  comprometan  las  relaciones  exteriores. 

Por  consiguiente,  la  Legislatura  nacional  tiene  ya  acepta* 
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do  el  principio  caya  aplicación  á  otros  casos  se  recomienda* 
(Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  Veneznela,  1876). 

La  Memoria  de  Belaciones  Exteriores  de  1867  ya  se  la^- 
mentaba  de  la  falta  de  ana  disposición  que  aplicase  la  debida 
responsabilidad  á  los  Estados  por  las  sentencias  de  sus  tri- 
bunales en  qae  se  infringiesen  los  tratados,  ó  se  cansaran  á 
extranjeros  daños  de  qae  se  reclamaba  indemnización  al  Go- 
bierno general.  Se  indicaba  allí  la  utilidad  de  conceder  á  la 
Alta  Corte  Federal  el  derecho  de  decidir  en  última  instancia 
de  las  cansas  civiles  y  criminales  en  que  faeran  parte  ciuda- 
danos de  otras  daciones,  ó  que  provinieran  de  los  pactos  con 
ellas  existentes.  Manifestábase  la  esperanza  de  que  con  ese 
arbitrio,  interviniendo  la  Nación  en  negocios  susceptibles  de 
turbar  la  buena  inteligencia  de  ella  y  otros  pueblos,  y  me- 
diante el  concurso  de  aquel  tribunal  numeroso,  respetable,  ilus* 
trado,  lleno  de  experiencia  y  patriotismo,  y  superior  á  preocupa- 
ciones locales,  no  sólo  se  evitarían  disgustos  graves,  sino  tam- 
bién la  pérdida  de  las  crecidas  sumas  que  se  pagaban  por 
vía  de  resarcimientos  internacionales. 

En  1868  el  propio  Ministerio  inculcó  á  los  Estados :  1?, 
el  estricto  cumplimiento  de  la  Oonstitución  y  leyes  genera- 
les, sobre  todo  en  la  parte  relativa  á  los  derechos  que  la  pri- 
mera garantiza  á  los  venezolanos,  con  los  cuales  están  iguala- 
dos los  extranjeros,  ya  por  las  constituciones  precedentes,  ya 
por  los  tratados  públicos ;  y  2®,  la  necesidad  de  excitar  á  las 
Legislaturas  á  proveer  los  medios  legales  más  adecuados  para 
obtener  satisfacción  de  los  agravios  cometidos  por  los  tribunales 
en  perjuicio  de  las  partes,  y  cuando  fuera  justo,  las  indemniza- 
ciones á  que  hubiese  lugar. 

Ese  Despacho  vuelve  en  1876  á  esforzar  la  autoridad  y 
necesidad  de  un  tribunal  de  la  Kación  á  que  se  reserve  el 
conocimiento  de  las  causas  tocantes  á  extranjeros,  y  las  demás 
que  entrañen  responsabilidad  colectiva.  Y,  respondiendo  al 
argumento  de  la  independencia  de  los  tribnnalea  particulares, 
sostiene  no  ser  de  su  dominio  negocios  cuyo  resaltado  apareja 
indispensablemente  á  la  Bepública,  y  no  á  cada  una  de  sus 
partes,  consecuencias  intemacionnle.'».    Alega  ejemplos,  hechos 
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históricos  y  opiniones  de  publicistas.  Y  ann  concluye  lo  bene- 
ficioso qne  sería  á  los  Estados  mismos  libertarse^  con  la  re- 
forma, de  la  contingencia  de  cargar  sobre  ellos  indemniza^ 
cienes.  Dieron  margen  á  tales  conceptos  las  diñcaltades  qne 
embarazaban  ál  Oobierno  de  resultas  de  las  dilaciones  de  las 
causas  seguidas  en  el  Estado  de  Oumaná  con  motivo  del 
homicidio  del  comerciante  francés  se&or  Domingo  Blasini,  y 
de  la  falsedad  imputada  al  español  señor  Bernardino  López 
Esteve. 

En  1877,  y  durando  todavía  pendientes  estos  procesos  y 
el  de  los  atropeiladores  del  subdito  inglés,  señor  J.  Simonet, 
vecino  de  Trujillo,  aunque  los  hechos  acaecieron  desde  1871, 
el  mismo  Ministro  de  Belaciones  Exteriores  vuelve  al  empeño, 
y  pone  de  manifiesto,  con  la  extensión  de  los  peijuicios  consi- 
guientes á  tal  estado  de  cosas,  la  impotencia  del  Ejecutivo 
^ara  remediarlo,  á  despecho  de  los  mayores  esfuerzos. 

Y  en  1878  menciona  lo  poco  que  se  ha  conseguido  en  el 
último  caso,  y  la  anunciada  demanda  de  una  indemnización 
pecuniaria  á  favor  del  señor  Blasini. 

Siguen  cometiéndose  nuevos  delitos  en  territorio  de  algunos 
Estados.  Los  italianos  señores  Longo,  padre  é  hijo,  mueren 
en  Guzmán  Blanco  á  manos  de  compañeros  suyos,  y  el  señoc 
Luis  ^ovi  en  Barcelona.  No  se  conoce  el  término  de  los  pro- 
cedimientos abiertos  para  la  averiguación  y  castigo  de  los  cuU 
pados. 

Forzado  por  semejantes  circunstancias,  el  dicho  Ministe* 
rio  las  representa  con  vivo  colorido  al  de  Belaciones  Interio- 
res; y,  después  de  detenerse  en  la  gravedad  del  asunto,  I6 
llama  á  excogitar  algún  camino  de  vencer  tan  ingente  obstácu- 
lo como  él  opone  á  la  conservación  de  la  buena  correspon- 
dencia  con  los  pueblos  amigos,  aun  acudiendo,  si  necesario  es^ 
al  Congreso. 

Por  su  parte,  la  Alta  Oorte  Federal,  examinando  á  virtud 
del  recurso  da  casación  el  expediente  del  señor  López  Estove, 
descubre  varías  infracciones  de  leyes  sustantivas,  y  faltas  esen- 
ciales contra  las  de  procedimiento.    De  resultas  ordena  la  re 
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poaidÓQ  de  la  caasa,    coa  nulidad    de  todo  lo  hecho.    Y  aqaí 
tenemos  el  fundamento  de  cuantiosas  reclamaciones. 

be  no  haber  terminado  el  juicio  del  matador  del  seQor 
Blasiniy  suspenso  por  su  fuga  de  la  cárcel  de  Oarúpano,  se 
toma  pie  en  la  Oámara  de  Diputados  de  Francia  para  dirigir 
al  señor  Ministro  de  Negocios  Extranjeros  una  interpelación 
€n  que  se  acusa  con  acrimonia  la  administración  de  justicia 
en  Yenezuela  y  se  presenta  como  una  burla  el  que  se  remi- 

taa  á  ella  las  quejas  de  ios  franceses.  El  señor  Ministro  con 
viene  con  el  interpelantei  y  promete  el  uso  de  medidas  com- 
minatoriaSi  si  continúan  rechazadas  sus  demandas.  A  su  tur- 
no la  prensa  de  aquel  país,  elevando  la  hipérbole  al  último 
gradOi  se  desata  en  injurias  contra  la  República. 

'So  han  sido  menos  constantes  ni  enfáticas  las  Memoriaa 
del  Ministerio  de  Belaciones  Interiores,  como  es  de  verse  desde 
la  de  1865. 

Se  empieza  por  pedir  el  ensanche  de  las  atribuciones  de 
la  Alta  Gorte,  pues  sin  esto  no  podrían  alcanzarse  los  eleva* 
dos  fines  de  su  institución. 

En  1867  se  apunta  la  conveniencia  de  modificar  la  ad- 
ministración de  justicia,  en  vista  de  los  malos  efectos  del  sis- 
tema vigente. 

En  1869  se  recomienda  una  nueva  administración  nacio- 
nal de  justicia. 

Por  último,  en  1876  se  solicita  que  se  acuerde  la  ley  de 
casación,  para  remediar  el  daño  de  las  redamaciones  interna- 
cionales, dar  cumplidos  efectos  al  artículo  14  de  la  Ck)nstita- 
ción^  el  de  las  garantías,  y  establecer  la  unidad  de  la  juris- 
prudencia, no  dejándola  entregada  á  la  varia  interpretación  de 
los  tribunales  de  veinte  Estados.  Se  hace  hincapié  en  el  ar- 
gumento de  ser  la  Nación  quien  garantiza  aquellos  derechos 
á  los  venezolanos,  de  depender  del  Poder  judicial  de  la 
CTnión  el  delito  de  infracción  de  las  leyes  generales,  y  de  no 
poder  mirarse  como  de  la  competencia  de  los  Estados  las 
"Causas  cuyo  éxito  motiva  cuestiones  internacionales.  También 
se  pide  la  reforma  de  la  ley  orgánica  de  la  Alta  Oorte  Fe- 
deral,  con  el  objeto    de  que   se    diversifiquen    sus  funciones 
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políticas  de  sas  ftincíones  jadidales,  se  determine  de  nn  modo 
claro  el  procedimiento  en  uno  y  otro  casoy  y  se  organizen  los 
tribunales  federales  inferiores: 

Ya  en  1865  el  Congreso  vela  sobre  el  cnmplimiento  de  la 
Oonstitación  Federal  en  los  Estados,  orea  procuradores  que 
reclamen  de  las  infracciones  de  ella,  autoriza  al  Ejecutivo  para 
someterlas  á  la  Alta  Corte,  que  debe  decir  si  las  hay  y  no 
se  han  reparado  por  el  gobierno  particular.  En  caso  afirma- 
tivo, se  exige  dentro  de  un  término  perentorio  el  cumplimien- 
to de  los  preceptos  violados;  y  no  obedeciéndose  la  intima- 
ción, se  echa  mano  del  funesto  recurso  de  la  fuerza. 

En  1867  acuerda  que  el  Gobierno  nacional,  como  repre- 
sentante natural  de  la  Nación,  hará  efectivas  en  todo  el  terri- 
torio de  la  Bepública,  las  garantías  otorgadas  á  los  vene- 
zolanos. 

Por  otra  ley  del  mismo  año  se  atribuye  á  la  Alta  Oorte 
el  conocimiento  de  los  delitos  cometidos  en  alta  mar,  6  en 
puertos  ó  territorios  extranjeros,  y  que  por  el  derecho  público 
ó  por  los  Códigos  nacionales  ameritan  responsabilidad  ante 
la  ley  venezolana.  También  se  la  declara  competente  para  los 
juicios  reclamados  por  las  Legaciones  extranjeras,  en  que  se 
versen  ó  se  comprometan  las  relaciones  exteriores. 

En  1869  se  da  nn  decreto  que  regula  el  modo  de  alcanzar 
los  venezolanos  indemnización  de  los  danos  ó  perjuicios  que 
les  cansen  empleados  nacionales  ó  de  los  Estados,  ya  sea  en 
guerras  civiles  ó  internacionales,  ya  en  tiempo  de  paz.  El 
artículo  22  extiende  la  jurisdicción  de  la  Alta  Corte  á  las  re- 
clamaciones por  injusticia  notoria  ó  manifiesta  denegación  de 
justicia,  en  el  concepto  de  que  no  se  admitirán  sino  cuando  apa- 
rezca probado  que  el  querellante  se  ha  valido  de  todos  los 
recursos  de  apelación,  nulidad  y  queja,  en  los  casos  en  que 
las  leyes  los  autorizan ,  sin  haber  logrado  la  reparación  debida. 

Aunque  en  1873  se  reproduce  la  misma  disposición,  no 
se  expresa  en  ella  esta  última  £acultad|  acaso  por  juzgarla 
comprendida  en  la  primera,  referente  á  daños  y  perjuicios. 

En  1876  se  organizan,  no  sólo  la  Alta  Corte,  sino  también 
los  demás  tribunales  federales,   y   se  les  adjndioan,  en  adita- 
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mentó  á  lo  contenido  en  la  Oonstitución,  las  caestiones  de 
observanoia  de  los  tratados,  las  de  nav^aoión  de  ríos  que 
bañen  el  territorio  de  más  de  un  Estado,  6  qne  pasen  á  una 
Nación  limítrofe,  los  delitos  cometidos  en  alta  mar,  6  en  puer- 
tos 6  territorios  extranjeros  qne  puedan  ser  enjuiciados  en  la 
Bepública,  los  juicios  sobre  expropiación  por  causa  de  utilidad 
pública,  los  asuntos  en  que  sean  parte  los  Cónsules  ó  Agen» 
tes  comerciales  e^raiqeros,  en  ejercicio  de  sus  funciones. 

En  el  propio  año  se  dio  un  paso  gigantesco  estableciendo 
el  recurso  de  casación  á  la  Alta  Oorte  Federal,  tanto  en  los 
negocios  civiles  como  en  los  criminales,  contra  las  sentencias 
definitivas  y  las  interlocutorias  con  fuerza  de  definitivas  ejecuto- 
riadas que  se  hubiesen  pronunciado  en  los  tribunales  supre- 
mos ó  superiores  de  los  Estados  ó  del  Distrito  Federal,  y 
contra  los  de  juzgados  de  primera  instancia,  de  comercio  ó 
del  crimen  &  otros  que  ejerciesen  en  primera  instancia  la  ju- 
risdicción ordinaria,  con  tal  que  el  fallo  ejecutoriado  de  estos 
tribunales  hubiese  sido  dictado  en  segunda  ó  ult^or  instancia. 
El  recurso  no  puede  fundarse  sino  en  infracción  de  ley  expresa 
ó  de  fórmulas  ó  trámites  esenciales  del  procedimiento. 

Ko  entraremos  á  investigar  hasta  qué  punto  guarden  esas 
leyes  conformidad  con  la  Oonstitnoión  á  que  deben  ajus- 
tarse. Pero  es  lo  cierto  que  ellas,  y  las  solicitudes  y  refle- 
xiones del  Ejecutivo  de  que  se  ha  hecho  memoria,  se  com- 
binaron para  probar  qne  la  Oonstitnoión  adolece  de  defectos 
y  omisiones  necesitadas  de  remedio.  Aquella  obra  no  pudo  ser 
perfecta.  Orear  veinte  autonomías  en  un  país  cuyo  guarismo 
de  habitantes  no  llega  á  dos  millones,  no  pudo  ser  sino  re- 
sultado de  circunstancias  accidentales.  Porque  no  era  de  su- 
ponerse que  todas  poseyeran  la  población,  riqueza,  teriritorio 
y  demás  elementos  de  buen  gobierno.  Habían  sido  hasta  1864 
Provincias  sujetas  á  régimen  central,  y  de  repente,  por  decla- 
ración de  sns  Diputados  á  la  Asamblea,  se  vieron  convertidas 
en  Estados  como  si  la  imposición  de  nombre  bastase  para  cam- 
biar la  naturaleza  de  las  cosas.  Pero  el  pueblo  había  empren- 
dido heroica,  lucha  por  el  establecimiento  de  la  federación  ;  al 
grito    de  federación  voló  á   los  campos  ¡  de  batalla ;  y  por  lo 
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mismo,  obtenido  el  trianfo,  se  creyó  indispensable  satisfacer 
fia  voluntad  hasta  los  últimos  límites.  De  día  en  día  la  ex- 
periencia va  confirmando  el  disculpable  desacierto  de  la  Oonsti- 
tuyente. 

Gomo  se  comprendió  desde  Inego  el  terror,  se  desearía  ate- 
nuar sus  consecnencías  con  obligarse  los  Estados,  base  22^ 
^<á  tener  para  todos  ana  misma  legislación  sastantiva,  civil  y 
criminal."  Sin  dada  se  pensó  qae,  no  poniendo  este  diqae 
al  Poder  Legislativo  de  las  Secciones,  sobrevendría  á  poco  en 
su  excesivo  número  ana  insoportable  redundancia  de  leyes,  qae 
fuera  empresa  casi  inasequible  aspirar  á  conocer.  Y  es  for- 
zoso convenir  en  que  la  diversidad  de  leyes,  así  como  la  de 
lenguas,  obsta  al  acrecentamiento  de  las  relaciones  de  los 
pueblos.  Hoy  mismo,  por  invitación  del  Perú,  se  halla  reunido 
en  Lima  un  Congreso  de  Plenipotenciarios  juristas  que  se 
ocupa  en  concordar  en  lo  posible  las  legislaciones  de  diversos 
Estados  de  América,  para  poner  con  ello  la  base  más  sólida 
y  fundamental  de  su  unión. 

Igual  fin  se  busca  tratando  de  que  haya  sólo  una  ad- 
ministración de  justicia  en  la  Bepública.  Se  cree  que,  deri- 
vando de  la  libación  su  nombramiento,  quedando  bajo  su  vi- 
gilancia, temiendo  la  responsabilidad  de  sus  faltas,  los  jueces 
tendrían  cuantos  estímulos  pudieran  alejarlos  de  ellas;  y  que 
así  se  evitarían  los  motivos  de  los  hechos  deplorados. 

Veamos  si  la  mudanza  se  compadece  con  el  sistema  fede- 
rativo. Se  entiende  que  nos  referimos,  no  ala  Constitución  pre- 
sente, por  la  cual  se  ha  sancionado  una  obligación  contraria 
en  términos  precisos,  sino  á  lo  que  pudiera  hacerse  en  caso  de 
reformar  este  punto. 

Como  los  Estados  Unidos  de  América  inventaron  el  sis- 
tema federal  existente  en  Yenezuela  desde  1864,  y  en  otras 
Bepúblicas  del  j^uevo  Mundo,  en  vano  acudiríamos  á  beber 
en  diversa  fuente  las  enseñanzas  apetecidas.  Aunque  no  se 
perfeccionó  de  una  vez,  pues  ha  ido  adquiriendo  allí  mejo- 
ras  sucesivas,  sus  cimientos  permanecen  inalterables.  La  Cons- 
titución propuesta  y  aceptada  en  1787  es  la  misma  que  toda- 
vía rige  en  aquel  gran  pueblo,  y  de  la  cual  ha  derivado  su 


576  TBSOEBA  PARTE.— EL  DEBEOHO 


estupendo  progreso.    Plumas  de  primer  orden  la  han  comen- 
tado magistralmente. 

Sabido  es  que  en  el  siglo  décimo  séptimo  se  formaron  en 
la  América  del  Norte  colonias  británicas.  Las  hubo  de  varias 
clases,  y  sobre  todo  algunas  se  gobernaban  por  sí  mismas. 
Tenían  instituciones  libérrimas.  Naturalmente  la  vecindad^ 
el  común  origen  y  principios  religiosos  y  políticos  y  la  iden- 
tidad de  costumbres  las  aciercaron  unas  á  otras.  De  cuan- 
do en  cuando  un  interés  colectivo  las  había  ligado  en  con- 
federaciones, como  en  1643  contra  las  tribus  de  indios  y  las 
pretensiones  y  avauces  de  los  holandeses,  que  aun  conserva- 
ban allí  sus  establecimientos.  En  1722  se  reunieron  en  Con- 
greso  para  la  mejor  defensa  de  la  frontera  interna,  y  en  1754 
á  fin  de  deliberar  sobre  el  modo  más  eficaz  de  defender  á 
América  eu  caso  de  guerra  con  Francia.  Entonces  se  resol- 
vió por  nnanimidad  que  la  unión  de  las  colonias  era  abso» 
lutamente  indispensable ;  y,  propuesta,  la  desechó  el  Gobier- 
no de  la  Metrópoli  no  menos  que  todas  las  Asambleas  provin- 
ciales. Había  cansas  de  divisiÓD  que  continuaron  obrando,  en- 
tre ellas  las  cuestiones  de  límites.  Pero  la  necesidad  foe  más 
poderosa  que  todo.  En  1765,  cuando  el  Parlamento  británico  se 
creyó  con  derecho  para  obligarlas  en  todo  caso,  y  en  especial 
para  imponerles  contribuciones  sin  su  consentimiento,  volvieron  á 
celebrar  un  Congreso.  Otra  asociación  de  las  colonias  tuvo  efecto 
en  el  año  de  1774  en  Nueva  York.  En  1775  se  reunió  en  Filadelña 
otra,  que  fae  en  1776  autora  de  la  famosa  declaración  de  la 
independencia.  En  1777  se  ajustó  el  último  convenio  de  eon« 
federación,  que  no  fae  completamente  aprobado  hasta  1781. 
Pronto  se  echó  de  ver  que  padecía  defectos.  Oonsistía  el  prin- 
cipal en  que  los  decretos  del  Gonsejo  Federal  se  llevaban  á 
los  Estados  en  cnanto  cuerpos  colectivos.  Así,  el  Gobierno  ha< 
bía  de  someterse  á  la  desobediencia  de  las  leyes  de  la  Unión  ó 
apelar  á  las  armas,  no  pudiendo  tener  sanción.  Se  le  achaca- 
ba además  que  el  Congreso  no  tenía  suficiente  autorisación 
para  intervenir  en  las  contiendas  entre  los  Estados  y  prote- 
gerlos de  la  violencia  y  rebelión  internas.  Durante  la  lucha 
cou  la  madre  patria,  habrían   sido  desastrosas  las  consecuen- 
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cías,  SÍ  ya  no  hubiera  el  Oongreso  elevado  como  dictador  al 
General  Jorge  Washington.  Violación  de  empeños  solemnes^ 
fíEklta  de  pago  de  sagradas  deadas^  territorios  importantes  po- 
seídos por  manos  agenas,  carencia  de  tropas,  de  tesoro  y  de 
Gobierno,  exclusión  de  la  navegación  del  Misisipi,  mengua  del 
crédito  público,  del  comercio,  del  valor  de  las  tierras,  de  la 
respetabilidad  fuera  de  casa:  tales  se  nos  dice  que  se  pre- 
sentaban los  tristes  resultados  de  la  deficiente  liga.  Oon  la 
experiencia  de  todas  las  antiguas  y  las  modernas  confedera- 
ciones se  nos  prueba  que  una  señoría  sobre  otra  señoría,  un 
Gobierno  sobre  Gobiernos,  una  Legislación  para  comunidades 
en  contraposición  á  individuos,  así  como  es  un  solecismo 
en  teoría,  asi  en  la  práctica  es  subversiva  del  orden  y  fines 
de  la  constitución  civil,  sustiyendo  la  violencia  en  lugar  de  la 
ley,  ó  la  coerción  destructora  de  la  espada  en  vez  de  la  blan- 
da y  saludable  coerción  de  la  magistratura. 

Se  graduaba  asimismo  como  vicio  del  convenio  al  prin- 
cipio de  regular  por  cuotas  las  contribuciones  de  los  Estados  para 
el  tesoro  común;  la  inexistencia  de  un  poder  regulador  del 
comercio,  lo  inadecuado  de  la  manera  de  levantar  tropas,  la  igual 
dad  de  voto  de  Estados  de  diferente  población,  con  menosca- 
bo de  la  máxima  republicana  de  las  mayorías,  la  privación  de 
una  potestad  judicial  que  expusiera  las  leyes  y  definiera  su 
verdadero  sentido  y  efecto,  y  no  haber  ratificado  el  pueblo  el 
X^acto  de  entonces. 

Oonociendo  de  cada  día  estas  imperfecciones  y  ansiosos 
de  remediarlas,  desde  1782  empezaron  los  Estados  á  promo- 
ver una  convención  que  al  cabo  se  juntó  en  1787.  Fue  quien 
aprobó  la  Oonstitución  presente.  Los  autores  del  nuevo  plan 
idearon  una  especie  de  Gobierno  mixto,  pues  '^  en  su  funda- 
mento es  federa],  no  nacional ;  en  las  fuentes  de  donde  se 
sacan  las  facultades  ordinarias  del  Gobierno,  en  parte  federal 
y  en  parte  nacional ;  en  el  efecto  de  ellas,  nacional  no  federal ; 
en  su  extensión  federal  no  nacional ;  y  en  el  modo  autorizado 
de  introducir  enmiendas,  ni  completamente  federal,  ni  comple- 
tamente nacional. 

TOMO    III  37 
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He  aqní  el  arqnetipo  de  las  institi^eiones  federales  adopta-' 
das  en  algunas  Bepúblioas  de  la  América  latina,  y  con  que  se 
estrenaron  las  siete  Provinoias  confederadas  de  Venezuela  en 
1811.  Las  imitaciones  difieren  más  ó  menos  del  modelo;  este 
mismo  ha  venido  recibiendo  modificaciones  6  afiadiduras  al 
compás  de  los  acontecimientos.  Para  hoy  el  número  de  ellas 
sube  á  quince. 

Gomo  lo  dice  el  preámbulo,  lo  que  el  pueblo  quiso  con  el 
nuevo  sistema  fue  formar  unión  más  perfecta,  establecer  la  jus- 
ticia, asegurar  la  tranquilidad  doméstica,  proveer  á  la  defensa 
común,  promover  el  bien  general  y  vincular  los  beneficios 
de  la  libertad  en  el  pueblo  de  los  Estados  CTnidos  ysüs  des- 
cendientes. 

El  Gobierno  consta  de  tres  ramas :  legislativa,  ejecutiva  y 
judicial.  Al  Congreso  se  confieren  las  facultades  á  propósito 
para  el  desempeño  de  su  objeto.  A  los  Estados  se  prohiben 
ciertas  funciones  y  el  desvío  de  algunas  máximas  de  sana  po- 
lítica. Allí  no  se  encuentra  nada  que  se  parezca  al  convenio 
de  tener  todos  los  Estados  una  misma  legislación  sustantivav 
civil  y  criminal ;  ó  lo  que  es  equivalente,  de  renunciar  á  fun- 
ciones legislativas  muy  importantes.  Es  verdad  que,  entre  las 
enmiendas,  se  notan  algunas  tocantes  al  juicio  por  jurados,  me- 
nos en  ciertos  casos,  á  la  prohibición  de  decretar  más  de  ana 
pena  por  un  solo  delito,  y  á  la  de  exigir  á  alguien  testimonio 
contra  sí  propio,  á  la  brevedad  y  publicidad  de  los  juicios,  á  la 
necesidad  de  una  lata  defensa,  á  la  moderación  de  las  fianzas, 
multas  y  castigos,  y  á  la  igualdad  de  derechos  de  todos  los  crian 
dos  de  aquella  Bepública. 

Estas  son  reglas  generales  qae  fijan  límites  á  la  potestad 
legislativa  de  los  Estados.  En  lo  demás,  ella  queda  en  ser. 
Por  consecuencia,  no  solo  se  han  provisto  de  Gonstituciones 
especiales,  sino  que  también  han  expedido  las  leyes  tenidas  por 
convenientes. 

En  punto  á  administración  de  justicia,  su  independencia 
ha  sufrido  algunos  recortes,  unas  veces  por  razón  de  la  ma- 
teria,  otras  por  razón   de  la  naturaleza  de  los  litigantes,    se 
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han  reservado   ciertas  causas  á  la  jarisdioción  colectiva.     Así 
aparece  del  sigáis  te  artícnlo : 

"  El  Poder  jadioíal  se  eztenderá  á  todos  los  casos,  sean  dé 
derecho,  sean  de  equidad,  que  dependan  de  la  presente  Oonstitu- 
ción,  de  las  leyes  de  los  Estados  Unidos,  y  de  los  tratados  con- 
cluidos ó  que  hayan  de  concluirse  bajo  su  autoridad  ;  á  todos  los 
casos  concernientes  á  los  Embajadores  y  demás  MínistroH  públicos 
y  Cónsules  ;  á  todos  los  de  Almirantazgo  ó  de  jurisdicción  maríti- 
ma ;  á  todas  las  controversias  en  que  tengan  parte  los  Estados 
Unidos ;  á  las  que  nazcan  entre  dos  ó  más  Estados ;  entre  un 
Estado  y  los  ciudadanos  de  otro;  entre  ciudadanos  de  diver- 
sos Estados,  entre  ciudadanos  de  un  mismo  Estado  que  re- 
clamen terrenos  concedidos  por  Estados  diferentes,  y  entre 
un  Estado  ó  sus  ciudadanos  y  Estados,  ciudadanos  ó  subditos 
extranjeros.'^ 

Sazones   excelentes  justifican    lo    así    dispuesto,    á  saber : 

La  conveniencia  de  que  haya  siempre  un  método  constitu- 
cional de  dar  eficacia  á  los  mandatos  constitucionales,  no 
resulten  inútiles. 

La  necesidad  de  que  el  Poder  judicial  de  un  Gobierno 
llegue  hasta  donde  alcanza  su  Poder  legislativo,  y  de  que  se 
interpreten  de  una  manera  uniforme  las   leyes  nacionales. 

La  utilidad  de  que  las  causas  de  derecho  de  gentes,  co- 
mo de  la  incumbencia  de  la  Ilación,  sean  privativas  de  sus 
tribunales. 

La  ventaja  de  impedir  que  alguno  de  los  Estados  re- 
suelva negocios  pertenecientes  al  conjunto  de  ellos,  ó  á  otro 
en  particular,  ó  en  que  pueda  cegarle    su   propio  interés. 

Bespecto  de  extranjeros,  se  expresan  los  jurisconsultos 
de  esta  suerte : 

^<  El  cuarto  punto  estriba  en  la  sencilla  proposición  de  que 
la  paz  del  todo  no  debe  dejarse  á  merced  de  una  parte.  Es 
sin  duda  que  la  Unión  responderá  á  las  Potencias  extran- 
jeras de  la  conducta  de  sus  miembros.  Y  conviene  que  la 
responsabilidad  por  una  injuria  vaya  siempre  acompañada  de 
la  facultad  de  impedirla.  Gomo  la  denegación  ó  perversión 
'de  justicia  por  las  sentencias   de  los  tribunales  se  clasifica  con 
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razón  entre  las  justas  cansas  de  guerra,  se  deduce  que  el  Po- 
der judicial  federal  debe  conocer  de  todas  las  causas  que  con* 
ciernen  á  los  ciudadanos  de  otros  países.  Ko  es  menos  esen- 
cial á  la  conservación  de  la  fe  pública  que  á  la  seguridad 
del  público  sosiego.  Tal  vez  se  imagine  distinguir  entre  ca80& 
nacidos  de  tratados  y  el  derecho  de  gentesi  y  los  que  me- 
ramente dependen  del  derecho  nacional.  Cabe  suponer  que 
los  primeros  son  propios  de  la  jurisdicción  federal ;  los  últi- 
mos,  de  la  jurisdicción  de  los  Estados.  Pero  á  lo  menos  es 
problemático  el  punto  de  si  una  sentencia  injusta  librada  contra 
un  extranjero,  siendo  el  asunto  de  la  controversia  relativo  en- 
teramente á  la  100?  loci^  no  constituiría,  en  el  supuesto  de  no 
enmendarse,  una  agresión  á  su  Soberano,  tanto  como  la  que 
violase  las  estipulaciones  de  un  tratado,  ó  el  derecho  de  gentes 
general.  Y  aun  sube  de  punto  la  gravedad  del  reparo,  si  se 
considera  que  es  difícil  por  todo  extremo,  cuando  no  imposible, 
hacer  en  la  práctica  la  diferencia  entre  los  casos  de  una  es- 
pecie y  los  de  la  otra.  De  las  controversias  en  que  son  parte 
los  extranjeros,  hay  tantas  que  envuelven  cuestiones  naciona- 
les, que  lo  más  seguro  y  conveniente  con  mucho  es  referirlas 
todas  ellas  á   los  tribunales  de  la  Nación.'' 

Aparece  pues,  que  en  lo  tocante  á  administración  de  jus- 
ticia los  Estados  Unidos  del  Norte  han  sido  circunscritos  á 
esfera  menos  amplia  que  los  de  Venezuela,  aun  cuando  se 
tomen  en  consideración  las  restricciones  que,  á  este  ejemplo,  les 
han  puesto  los  Congresos  legislativos. 

El  artículo  respectivo  á  la  independencia  de  los  tribunales 
de  los  Estados  se  copió  del  20  de  la  Oonstitución  colombiana 
de  1863,  con  leve  mudanza.    Mas  no   se  imitó  la  última  parte 

del  mismo,  por  el  cual  se  hace  responsable  al  Estado  cuyos 
funcionarios  violen  las  garantías  constitucionales,  de  las  in- 
demnizaciones que  en  consecuencia  haya  de  acordar  la  Unión. 
Aquí  se  brinda  una  fianza  de  respeto  á  los  derechos  indi- 
viduales, porque,  no  queriendo  ningún  Estado  cargar  con  la 
responsabilidad  pecuniaria  que  le  acarreen  las  culpas  de  sus 
empleados,  tomará  contra  ellas  todas  las  precauciones  que  le 
sugiera  su  empeño   de  rehuirla.    Excepto  en    la  cláusula    de 
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anidad  de  la  legislación  sustantiva,  los  constitayentes  de  1864^ 
manifestaron  inclinación  preponderante  á  favor  de  los  Estados, 
como  lo  testifican  las  antedichas  omisiones  y  otras  de  nna  obra 
qae  por  lo  demás  realzan    méritos   may  subidos* 

El  federal,  como  se  ha  notado,  es  un  sistema  mixto  por 
cuyo  medio  soberanías  distintas  aspiran  á  lograrlas  ventajas 
de  la  Unión,  sin  perder  nada  individualmente,  pues  los  dere- 
chos que  delegan,  han  de  contribuir  á  su  beneficio  común,  y 
los  derechos  que  retienen,  no  pueden  menoscabarse.  Beconoci- 
do  este  como  el  principio  cardinal  de  las  federaciones,  se 
deduce  evidentemente  que,  en  cuanto  los  Estados  no  hayan 
cedido  por  su  voluntad  de  sus  atributos  de  soberanía,  pueden 
hacer  todo  lo  que  Naciones  Ubres  é  independientes.  De  lo 
contrario  no  habría  cómo  enlazar  las  utilidades  de  la  se- 
paración y  las  utilidades  de  la  unión.  Oonsisten  aquellas  en 
una  completa  descentralización,  por  la  cual  no  sólo  cada  en- 
tidad autonómica,  sino  también  cada  departamento,  cada  muni- 
cipio cuide,  por  sí  mismo  y  sin  agena  intervención,  de  sus 
particulares  intereses,  como  se  ve  en  los  municipios,  ciudades 
y  Estados  de  la  federación  anglo-americana.  Así  es  como  se 
precaven  errores  que  puedan  emanar  de  la  distancia,  de  la 
falta  de  conocimientos  locales,  de  poco  celo  y  de  otros  orí- 
genes ;  y  se  entrega  la  suerte  de  cada  grupo  de  ciudadanos 
á  los  consejos  de  su  propio  juicio  y  deseo  de  prosperidad  y 
engrandecimiento. 

Verdad  es  que  tal  sistema  federativo  no  se  ha  encerrado 
en  un  molde  en  que  deban  vaciarse  las  instituciones  de  los 
pueblos  amigos  de  él ;  pero  la  razón  dicta  un  precepto  que 
debe  dominar  el  asunto.  Ko  conviene  delegar  sino  el  poder 
indispensable  á  la  consecución  del  objeto.  La  entidad  federal 
se  forma  de  fracciones  de  la  soberanía  trasmitida ;  y  el  que 
pudo  cederla,  debe  conservar  el  residuo  de  ella  en  todas  sus 
ramificaciones.  Oada  Estado  tiene  que  seguir  poseyendo  poder 
legislativo,  poder  ejecutivo  y  poder  judicial,  como  los  poseerá 
también  la  criatura  de  su  voluntad.  ;  Oómo  podría  ser  Estada 
el  que  careciese  de  una  sección  tan  importante  de  la  sebera-» 
nía  cual  es  la  facultad  de  terminar   los  pleitos   de  los  ciuda* 
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danos,  y  de  mirar  por  los  intereses  sociales  persiguiendo, 
juzgando  y  castigando  los  crímenes  f  Oon{  una  administración 
nacional  de  jasticia  en  los  Estados,  ¿  qué  diferencia  snbsis* 
tiría  entre  los  Estados  soberanos  é  independientes,  unidos  para 
constituir  la  federación  venezolana,  como  se  declararon  en 
1864,  y  las  Provincias  de  qae  la  República  central  se  hallaba 
compuesta?  Hasta  en  sus  Diputaciones  y  en  sus  mismos 
Concejos  Municipales  residían  facultades  conexas  con  la  elección 
de  jueces.  Por  otra  parte,  si  ellos  donde  quiera  debiesen  su 
nombramiento  á  la  Ilación,  si  los  miembros  del  Cuerpo  federal 
fuesen  inhabilitados  para  elegir  quienes  en  su  territorio  falla- 
sen una  demanda  insignificante,  ó  castigasen  la  más  ligera 
culpa,  carecerían  de  la  consideración  del  público,  y  sin  este 
contrapeso  que  oponer  al  influjo  del  ente  federal,  pronto  se 
verían  por  él  absorbidos.  A  lo  que  debe  tenderse  es  ^  que 
se  mantenga  el  equilibrio  entre  el  Gobierno  general  y  los  par 
ticulares,  de  modo  que  ni  unos  ni  otros  se  extravíen  de  sus 
órbitas,  restringidas  semejantemente. 

Ko  hallamos  ejemplo  de  lo  que  se  propone,  (*)  ni  en  la  Cons* 
ticución  de  los  Estados  Unidos,  la  más  perfecta  de  las  federa- 
les; ni  en  las  argentinas  de  1853  y  1860,  sin  embargo  de 
apoderarse  en  ambas  al  Congreso  federal  para  ^'dictar  los  códigos 
civil,  comercia],  penal  y  de  minería."  Y  nótese  aqaí  con  par- 
ticularidad que,  para  evitar  se  tuviese  la  ejecución  de  ellos 
como  de  la  competencia  exclusiva  de  los  tribunales  federaleSi 
se  añadió  en  la  Constitución  de  1860,  <'sin  que  tales  códigos 
\  alteren  las  jurisdicciones  locales^  correspondiendo  su  aplicación 

\  á  los  tribunales  federales  ó  provinciales,  según  que  las  cosas 

ó  las  personas  cayeren  bajo  sus  respectivas  jurisdicciones." 
Ni  en  la  Constitución  colombiana  de  1863,  donde  no  aparece» 
como  en  la  de    1868,   la   Corte  suprema  federal  revestida  de 


\ 


V 


(*)  Este  artículo  fué  escrito  para  un  certamen,  en  que  se  pro- 
puso la  tesis  siguiente :  ^'No  es  contrario  á  la  naturaleza  del  Gobier- 
no bajo  la  forma  federal,  que  la  justicia  se  administre  en  todas  ma- 
terias por  tribunales  nacionales,  y,  si  así  se  constituyera  en  Venezue- 
la; correspondería  mejor  que  con  su  Constitución  actual  á  los  fines 
de  la  institución. " 
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la  atiibaoiÓD  de  rerisar  en  último  grado  las  sentencias  qne 
afectasen  á  extranjeros  ó  á  ciudadanos  de  diversos  Estados. 
m  en  la  venezolana  de  1811.  Ki  en  la  Sniza  de  1874,  qne  es 
la  vigente:  no  tenemos  á  la  vista  las  anteriores. 

Jnzgan  también  de  un  modo  desfavorable  los  insignes 
estadistas  anglo-americanos,  los  colombianos,  qne  tanto  han 
estndiado  el  sistema,  los  argentinos,  de  los  cuales  Alberdi 
escribe.  <'  Se  ve  por  el  tenor  de  estas  atribuciones  (las  de 
la  Alta  Oorte  y  tribunales  federales)  que  la  administración  de 
justicia  federal  ó  nacional  sólo  comprende  ciertos  objetos  de 
interés  para  todo  el  Estado,  y  de  ningún  modo  los  asuntos 
ordinarios  de  carácter  civil,  comercial  ó  penal  regidos  por  la 
legislación  de  cada  Provincia  y  soinetidos  á  sus  respectivos 
tribunales  y  juzgados  provinciales.  En  todos  los  países  federales, 
y  sobre  todo  en  los  Estados  Unidos,  existe  esta  separación  de 
la  justicia  local  y  de  la  justicia  nacionaV^  Hasta  del  artículo 
que  en  la  Oonstitución  argentina  y  en  la  de  Venezuela  con- 
fiere á  la  Legislatura  de  la  Unión  derecho  de  formar  códigos 
nacionales,  piensa  el  Doctor  Justo  Arosemena,  que  es  des- 
tructivo del  sistema  federal. 

Parece  por  lo  dicho  que  la  mudanza  propuesta  es  admisible 
sólo  en  los  casos  á  que  se  refieren  las  Oonstituciones  federales 
citadas,  casi  idénticas  en  el  artículo  del  Poder  judicial  de  la 
Federación  ;  y  que  convendría  aplicarla  cuanto  más  antes  á  las 
causas  civiles  ó  criminales  relativas  á  extranjeros,  ó  á  lo  menos 
seguir  la  norma  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia,  haciendo 
recaer  sobre  el  Estado  cuyos  oficiales  han  delinquido,  el  desa- 
gravio de  sus  infracciones.— Caracas :  Octubre  15  de  1878.— 
Safael  Seijas. 
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